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CAPITULO VIII. 

DE LA PRUEBA. 

(Continúa). 

SECCION V.—De la cosa juzgada. (1) 

§ 1 ° — N O C I O N E S GENERALES. 

Núm. 1. ¿Qué es la cosa juzgada? 

E 1 Código coloca entre las presunciones legales, la au-
tondad que la ley atribuye á la cosa juzgada (art. 1,350, 
num. 3). ¿Que es esta autoridad? Pothier contesta: "La au 
tor.dad de cosa juzgada, hace presumir verdadero v equi-
iat,vo todo lo que está contenido en una sentencia:'Res ju-
dicaia proveníate accipitur." La verdad ya no puede ser 
puesta en causa; las partes no son ya admitidas á llevar an-
te los tribunales lo que fué decidido por una primera sen-
tencia; la presunción de verdad, dice Pothier, eejuris etju-
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r ¿ excluye toda prueba contraria. Sin duda que el juez pue-
de equivocarse de hecho y de derecho, pero las partes no son 
admitidas á probar estos errores, la ley les niega acción en 
justicia, co.no lo dice enérgicamente el art. 1,352. ¿Por que, 
á pesar de esta posibilidad de error, y aunque documentos 
auténticos probasen que el juez se equivocó, por qué, la ley 
no permite volver sobre la cosa juzgada? El legislador tuvo 
en cuenta pVobabilidades.de errores; como remedio del mal, 
estableció dos grados de jurisdicción. El juez de apelación 
puede rectificar los errores cometidos por el primer juez. 1 e-
ro cuando los recursos que la ley organiza están agotados, 
es menester que el proceso tenga un fin; si pudieran reno-
varse siempre so pretexto de error, las contestaciones so per-
petuirían y el mundo sería solo un inmenso proceso. ^ , los 
procesos son un gran mal; dejan los derechos en la incerti-
dumbre, lo que impide y paraliza las transacciones civiles; 
entretienen y envenenan las malas pasiones, el odio y a dis-
cordia; importa, pues, ponerles un fin, con el objete ele cal-
mar las disenciones y el de dar certeza y estabilidad i los 
derechos. En vano se invocan contra la autoridad de la cosa 
juz 'ada, los derechos de individuos que se sacrifican al ín -
t e r ^ general. Contestamos que la cosa juzgada es más que 
un interés: sin la autoridad que se le da, no hubiera socie-
dad posible; y, la conservación de la sociedad es la base de 
los derechos que pertenecen á los individuos; el derecho de 
todos debe prevalecer sobre las pretensiones de algunos, bi 
l o s d e r e c h o s reivindicados en justicia tuvieran la certeza 
que se invoca, el legislador no podía oponerles la presun-
ción de Verdad que resulta de la cosa juzgada, pues la pre-

' sunción de la verdad debe ceder ante la verdad demostrada. 
Pero tal e* la condición de las rasas humanas, que 1<* h - li-
bres jamás pueden afirmar la certidumbre absoluta de un 
hecho litigioso. ¿De qué serviría, pues, la nueva instancia 
que las partes quisieran intentar? ¿Quién garantiza que la 

decisión de un nuevo juez seria la expresión de la verdad, 
siendo pronunciada por hombres falibles? Cuando hay siem-
pre posibilidad de error, mejor es poner un término á los 
debates que perpetúan los procesos. (1) 

2. ¿Cuáles son los efectos de la cosa juzgada? Hay que dis-
tinguir si es el demandante ó si es el demandado el que ob-
tuvo en la causa. El demandante reclama el pago tle una 
deuda de 10,000 francos por cau-a de préstamo; el deman-
dado es condenado S, pajrar dicha suma; se presume que la 
debe efectivamente. Aquel que obtuvo en el juicio puede, 
por consiguiente, obligar á su deudor d ejecutar la senten-
cia mediante el embargo y la venta do sus bienes, sin que 
el deudor sea admitido á probar que nada debe; ha sido juz-
gado que debe; lo que fué sentenciado se presume verdad y 
esta presunción no admite ia prueba contraria; si al con-
trario, el juez ha resuelto que nada debe al demandante, que-
dará juzgado con presunción de verdad, que el demandan-
te no era acreedor de los 10,000 francos á titulo de présta-
mo, y por consiguiente, no podrá reclamar por una nueva 
instancia y so pretexto de error, la misma cosa á la misma 
persona y por la misma causa; el demandado rechazaría su 
demanda con la excepción de cosa juzgada. 

La autoridad de cosa juzgada se manifiesta, pues, de una 
manera diferente, según que la sentencia es pronunciada en 
favor del demandante ó en favor del demandado. Esto no 
impide que la sentencia se presuma ser la verdad con rela-
ción á cada una de las partes que han emprendido la instan-
cia. Si la sentencia da razón al demandado, hay ex'-epción 
de cosa juzgada que puede oponer al demandante; pero si 
éste tiene interés en prevalecerse del juicio pronunciado 
contra él, es seguro que lo puede hacer, pues la sentencia se 
presume ser la verdad de una manera absoluta; t il es el ca-
rácter de la verdad; luego ambas partes pueden, en caso de 

l Goltnet d e S. int . ' r re , t. V, p á g . 634, n ü m . 328b i t I y I I . 



r\e<• sidad. invocar como verdadero lo que fué resuelto con-
t ra ellas, a*í «-orno lo que fué decidid«» para ellas. Per«» co-
mo de ordinario la M>nt«>ncia solo es invocada p«»r aquel en 
provecho de quien fué pronunciada, se dice que da lugar á 
una acción llamada aclio juaioiti en provecho del deman-
dante si obtuvo, y á una excepción llamada exceptio rei ju-
dicata. en provech«» del demamlado que obtuvo en la causa. 
La presunción de verdad se liga Á la acción tanto como á la 
excepción; siempre hay cosa juzgada, y las condiciones de 
la cosa juzgada son idénticas. (1) 

Núm. 2. ¿Qué sentencia* producen la cosa juzgada f 

1. Es necesario que la sentencia 
sea pronunciada por un tribunal belga. 

3 El art. 516 del Código de Procedimientos, dice: " L a s 
sentencias pronunciadas por los tribunales extranjeros no 
son susceptibles de ejecución en Francia sino de la manera y 
en los casos previstos por los arts. 2,123 y 2,128 del Código 
Civil. " Según los términos del art. 2,123, la hipoteca no 
puede resultar de sentencias pronunciadas en país ext ran-
jero sino cuando han sido declaradas ejecutoras por un tri-
bunal Francés, sin perjuicio de las disposiciones contrarias 
que pueden e.star en las leyes políticas ó en los tratados. El 
art. 2,128 repite esta disposición para las hipctecas conven-
cionales: "Los contratos hechos en países extranjeros no 
pueden dar hipoteca sobre bienes ubicados en Francia, si no 
hay disposiciones contrarias á este principio en las leyes po-
líticas ó en los tratados." 

De esto se sigue que las sentencias pronunciadas en el ex-
tranjero no producen por sí la autoridad ligada á la cosa 
juzgada; no la adquieren sino cuando han sido hechas eje-

1 Dnranlon t XIII, pág. 479, n«ms. 447 j 448. Larombiére. t© 
« o V, pág. 325, núm. 149 (Ed. B, t. III, pág 277). ' 

cutorias por un tribunal Francés. La ordenanza de 1,629 
( a r t 121) lo decía en términos formales: "Las sentencias 
pronunciadas, los contratos ú obligaciones recibidos en re i -
nos y soberanías extranjeras, por cualquiera motivo, no ten-
drán ninguna hipoteca ni ejecución en nuestro reino, así los 
contratos tendrán acción de simples promesas, y no obstante 
las sentencias, nuestros subditos contra los que han sido -pro-
nunciadas, podrán de nuevo debatir sus derechos como enteros 
ante nuestros ojiciales." El Código de Procedimientos y Có-
digo Civil son menos explícitos, pero llegan á la misma 
consecuencia. En efecto, para adquirir autoridad de cosa 
juzgada, las sentencias pronunciadas en el extranjero deben 
ser declaradas ejecutorias, y esto se hace en virtud de nue 
va sentencia. Luego la sentencia pronunciada en el extran-
jero se considera como no pronunciada. (1) Este principio 
se funda en la división de la humanidad en naciones ó esta-
dos de los que cada uno es soberano sólo en los límites de 
su territorio. Las sentencias son actas de soberanía; luego 
no pueden tener fuerza y autoridad sino en el territorio en 
que el Estado ejerce su podt-r soberano; fuera de él, se con-
sideran como no existentes. (2) La consecuencia es jur ídi -
ca, pero acusa una organización de la humanidad muv im-
perfecta. Quién no recuerda la amarga ironía de Pascal: 
¡Verdad de este lado del río y error del otro lad«»l Cambia 
la verdad de un Estado á otro; se concibe esta desconfianza 
en contra de las sentencias extranjeras cuando la barbárie 
reina más allá de las fronteras, pero en el mundo civilizado, 
las garantías de una buena justicia son las mismas en todas 
partes. H é aquí por cierto un punto en el que todas las Na-
ciones civilizadas pueden entenderse; ¿porqué tardarán t in-
to en hacer un Código de Derecho Civil internacional que 
sería el primer paso hácia la confederación de los pueblos? 

1 Lieja, 15 «le Jn l io «le 1841 (Pasicritta, 1831, páfif. 207) Btu&elng, 
13 <1* Marzo «le 1851 (Pal loz, en la palabra Com jusfjfla. nfiin. 26). 

2 Toullier, t V, 2, pág. 69, n/ima. 76 y 77. y pftg. 77, núm. 85. 



r\e<- sidad. invocar como verdadero lo que fué resuelto con-
t ra ellas, a*f «-orno lo que fué decidid«» para ellas. Per«» co-
mo de ordinario la sentencia solo es invocada p«»r aquel en 
provecho de quien fue pronunciada, se dice que da lugar á 
una acción llamada aclio juaioiti en provecho del deman-
dante si obtuvo, y á una excepción llamada exceptio rei ju-
dicata. en provech«» del demamlado que obtuvo en la causa. 
La presunción de verdad se liga Á la acción tanto como á la 
excepción; siempre hay cosa juzgada, y las condiciones de 
la cosa juzgada son idénticas. (1) 

Núm. 2. ¿Qué sentencia* producen la cosa juzgada f 

1. Es necesario que la sentencia 
sea pronunciada por un tribunal belga. 

3 El art. 516 del Código de Procedimientos, dice: " L a s 
sentencias pronunciadas por los tribunales extranjeros no 
son susceptibles de ejecución en Francia sino de la manera y 
en los casos previstos por los arts. 2,123 y 2,128 del Código 
Civil. " Según los términos del art. 2,123, la hipoteca no 
puede resultar de sentencias pronunciadas en país ext ran-
jero sino cuando han sido declaradas ejecutoras por un tri-
bunal Francés, sin perjuicio de las disposiciones contrarias 
que pueden e.star en las leyes políticas ó en los tratados. El 
art. 2,128 repite esta disposición para las hipotecas conven-
cionales: "Los contratos hechos en países extranjeros no 
pueden dar hipoteca sobre bienes ubicados en Francia, si no 
hay disposiciones contrarias á este principio en las leyes po-
líticas ó en los tratados." 

De esto se sigue que las sentencias pronunciadas en el ex-
tranjero no producen por sí la autoridad ligada á la cosa 
juzgada; no la adquieren sino cuando han sido hechas eje-

1 Dnranlon t XIII, pág. 479, n«n>*. 447 j 448. Larombiísre. to 
« o V, pág. 325, núm. 149 (Ed. B, t. III, pág 277). ' 

cutorias por un tribunal Francés. La ordenanza de 1,629 
( a r t 121) lo decía en términos formales: "Las sentencias 
pronunciadas, los contratos ú obligaciones recibidos en re i -
nos y soberanías extranjeras, por cualquiera motivo, no ten-
drán ninguna hipoteca ni ejecución en nuestro reino, así los 
contratos tendrán acción de simples promesas, y no obstante 
las sentencias, nuestros subditos contra los que han sido -pro-
nunciadas, podrán de nuevo debatir sus derechos como enteros 
ante nuestros ojiciales." El Código de Procedimientos y Có-
digo Civil son menos explícitos, pero llegan á la misma 
consecuencia. En efecto, para adquirir autoridad de cosa 
juzgada, las sentencias pronunciadas en el extranjero deben 
ser declaradas ejecutorias, y esto se hace en virtud de nue 
va sentencia. Luego la sentencia pronunciada en el extran-
jero se considera como no pronunciada. (1) Este principio 
se funda en la división de la humanidad en naciones ó esta-
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que el Estado ejerce su podt-r soberano; fuera de él, se con-
sideran como no existentes. (2) La consecuencia es jur ídi -
ca, pero acusa una organización de la humanidad muv im-
perfecta. Quién no recuerda la amarga ironía de Pascal: 
¡Verdad de este lado del río y error del otro lad«»l Cambia 
la verdad de un Estado á otro; se concibe esta desconfianza 
en contra de las sentencias extranjeras cuando la barbárie 
reina más allá de las fronteras, pero en el mundo civilizado, 
las garantías de una buena justicia son las mismas en todas 
partes. H é aquí por cierto un punto en el que todas las Na-
ciones civilizadas pueden entenderse; ¿porqué tardarán t in-
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2 Toullier, t V, 2, pág. 69, n/ima. 76 y 77. y pftg. 77, núm. 85. 



Esta desconfianza contra lo que se hace en el extranjero es-
talla de una manera mortificante en una sentencia de 9 de 
Septiembre de 1814, que dice así: "Los decretos y las sen-
tencias prommciadasen Francia no tendrán ninguna ejecución 
en Ik-l'Mca A pesar de estas sentencias, los habitantes de tíél-
gica podrán de nuevo debatir susderechos ante los tribunales 
establecidos, ya sea demandando, ya sea defendiéndose. Ks-
tas disposiciones eran inútiles para el porvenir desde la sepa-
ración de la Bélgica y la Francia, puestoque no hacen siuocon-
sa"rar la regla establecida por el Código de Procedimientos. 
En cuanto á las sentencias pronunciadas antes de-la separa-
ción no procedían de una jurisdicción extranjera, puesto que 
los belgas fueron franceses hasta la caída del imperio. 

4 Fetos principios no reciben su aplicación á las senten-
c i a s pronunciadas por árbitros. Losárb i t ros no son verda-
deros jueces; no ejercen una función que les es dada por el 
poder soberano; son personas particulares y privadas que 
tienen su misión por la voluntad de. las partes. Desde luego, 
los motivos por los que h s sentencias pronunciadas en el ex-
tranjero no tienen autoridad de cosa juzgada en Bélgica, no 
son aplicables á las sentencias arbitrales. El art . 2,123 con-
sagra esta distinción; después de haber dicho que la hipóte 
c a l u d i c i a l resulta de sentencias, agrega: - L a s decisiones 
arbitrales no implican hipoteca sino cuando están revestidas 
de o r d e n judicial de ejecución." Basta, pues, una orden del 
Presidente para que las sentencias arbitrales se bagan ejecu 
lorias, mientras que para las sentencias pronunciadas en el 
extranjero, se necesita una resolución de los tribunales bel-
gas Esto está también fundado en razón: Los que nombran 
árbitros para decidir sus cuestiones, se someten á su decisión 
de una manera absoluta, en este sentido, que no pretenden 
limitar su confianza al territorio del Estado en que los ár-
bitros están constituidos; esto no tendría sentido. La juna-
prudencia y la doctrina están de acuerdo. 

IT. La sentencia debe ser pronunciada en materia 

contenciosa. 

5. Se distingue la jurisdicción, en contenciosa y en gra-
ciosa ó voluntaria. La jurisdicción contenciosa decide las 
contestaciones que se originan entre los particulares. En la 
jurisdicción voluntaria, no hay proceso, tiene por objeto 
conservar los derechos. Antaño ambas jurisdicciones se 
confundían; los tribunales ejercían una y otra. La revolu-
ción las ha separado, atribuyendo las funciones de la jur is -
dicción voluntaria á oficiales del orden administrativo, espe-
cialmente, á los notarios y á los conservadores de hipotecas 
Toda vez la separación no fué completa: Los tribunales 
conservaron una parte de la jurisdicción voluntaria. Es así 
como intervienen en materia de adopción para hacer cons-
tar el contrato que se hace entre el adoptante y el adopta-
do. Cuando el juez de paz recibe el contrato de adopción, 
no sentencia, nada tiene que sentenciar, puesto que no hay 
proceso, hace funciones de notario. El Tribunal de Primera 
Instancia y la Corte de Apelación, homologan esta acta, y 
esto se hace bajo forma de sentencia; en realidad, no hay 
sentencia, puesto que ninguna contestación es sometida á 
los jueces, (arts. 353-357) 

Los tribunales ejercen también la jurisdicción voluntaria 
en materia de tutela. H a y actos que el tutor solo puede ha-
cer con la autorización del consejo de familia y después de 
haber obtenido la homologación del tribunal. Esto se hace 
bajo forma de sentencia, pero la homologación no es una 
sentencia puesto que no hay contestación; si el juez inter-
viene, es únicamente para salvaguardia de los intereses de 
los menores; hace oficio de colegio pupUar; es decir, de una 
autoridad administrativa (art. 458). 

Los inmuebles dótales de la mujer casada bajo el régi-
P. de D. TOMO XX 2 
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cialmente, á los notarios y á los conservadores de hipotecas 
Toda vez la *eparación no fué completa: Los tribunales 
conservaron una parte de la jurisdicción voluntaria. Es así 
como intervienen en materia de adopción para hacer cons-
tar el contrato que se hace entre el adoptante y el adopta-
do. Cuando el juez de paz recibe el contrato de adopción, 
no sentencia, nada tiene que sentenciar, puesto que no hay 
proceso, hace funciones de notario. El Tribunal de Primera 
Instancia y la Corte de Apelación, homologan esta acta, y 
esto se hace bajo forma de sentencia; en realidad, no hay 
sentencia, puesto que ninguna contestación es sometida á 
los jueces, (arta. 353-357) 

Los tribunales ejercen también la jurisdicción voluntaria 
en materia de tutela. H a y actos que el tutor solo puede ha-
cer con la autorización del consejo de familia y después de 
haber obtenido la homologación del tribunal. Esto se hace 
bajo forma de sentencia, pero la homologación no es una 
sentencia puesto que no hay contestación; si el juez inter-
viene, es únicamente para salvaguardia de los intereses de 
los menores; hace oficio de colegio pupilar; es decir, de una 
autoridad administrativa (art. 458). 

Los inmuebles dótales de la mujer casada bajo el régi-
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men dotal no pueden ser enajenados ni cambiados sino en 
el caso y bajo las condiciones determinadas por la ley; para 
garantizar que la enajenación no se haga sin«» en el caso 
que la ley lo permite, los tribunales intervienen; la autori-
zaci«,n ó el permiso que dan no es una sentencia propiamen-
te dicha, pues ninguna contestación les es nometida, el ob-
je to de u intervención es resguardar los intereses de la mu-
jer dotal (arts. 1,558 y 1,559). 

La distinción de ambas jurisdicciones tiene una conse-
cuencia muy importante en lo que concierne á la autoridad de 
cosa juzgada. Para que una acta tenga la autoridad de cosa 
juzgada, es preciso quesea una sentencia; y , no hay sen-
tencia sino cuándo los tribunales deciden una contestación; 
no sentencian cuando ejercen la jurisdicción voluntaria. 
Luego las sentencias pronunciadas en materias contenciosas, 
son las únicas que tienen autoridad de cosa juzgada; en 
cuanto á las actas de jurisdicción voluntaria, no tienen sino 
apariencia de sentencias, no deciden ningún proceso; des-
de luego, no hay razón, para atribuirles autoridad de cosa 
juzgada, así como tampoco se reconocen las actas de los no-
tarios y las deliberaciones del consejo de familia. Los mo-
tivos por los que la ley ha establecido la presunción de ver-
dad que se da á las sentencias, implican la existencia de un 
proceso, son extraños á la jurisdicción voluntaria (1) 

6. Toda sentencia propiamente dicha, tiene autoridad de 
cosa juzgada. Las pronunciadas por los árbitros son juicios; 
luego tienen la autoridad que la ley atr ibuye á la cosa juzga-
da; (2) pero como proceden de particulares, le ley quiere que 
sean hechas ejecutorias por mandamiento del presidente del 
Tribunal (Código de Procedimientos, art . 1,021). • D e esto 

í I ^ J L * * * 1 - I r ; p á * - 4 7 a * n o t t t Larorabiéro, 
t V . pan. 206, uúni. 12 (Ed. tí., L i l i , pág . 23i ; . 
i .onV*lUM t ' j e m l , , o e n «"» «sntencia do casación «le 26 de Agosto 

da 1873 iDalloz, 1871, 1, 475) 

se sigue que los Arbitros están ligados por las seutencías «jue 
pronuncian; si son llamados á decidir la misma contestación 
entre las mismas partes, d«-ben respetar la decisión que han 
dado; si se apar taban de ella violarían la cosa juzgada, y ¿u 
sentencia sería sujeta á casación. Así sucede para con los 
árbitr«»s llamados amigables componedores; éstos no «'stiin li-
gados por las reglas de derecho como lo están los árbitros 
en general (Código de Procedimientos ar t . 1,019); sin e m -
bargo, lo están para la cosa juzgada, á no ser que las par-
tes interesadas al nombrar, los hayan renunciado expresa-
mente a los efectos de la cosa juzgada, y dado á los amiga-
bles componedores el poder para juzgar por equidad, sin que 
estén obligados á respotar las decisiones intervenidas en la 
causa. La Corte de Casación lo resolvió así en un negocio en 
«pie los árbitros después de haber juzgado á titulo de amiga-
bles com|K>nedores, fueron nombrados por las mismas partes 
para decidir una nueva contestación; la pretensión del deman-
dante, auu«|ue modificada en la forma, no era otra sin«» la 
que versó en la primera instancia arbitraria, y que ha l i a 
sido desechada por una primera sentencia; en la segunda fué 
acogida. Pedimento de casación. La Corte decidió que la au-
toridad de cosa juzgada se ligaba á una sentencia arbitraria 
Unto como á otra decisión judicial; que no había p o r q u é 
distinguir i este resp-to, entre loa árbitros ordinarios v los 
amigables componedores; es verdad que el poder de é>tos 
no está limitado por las reglas de derecho, pero, dice la Cor-
te, no pueden ir más allá de su compromiso; los árbitros es-
tán constituidos para decidir las contestaciones que dividen á 
las parte>; y, lo quo ha sido sentenciado una primera vez, no 
es ya motivo de contestación. P o r la primera sentencia los 
árbitros habían agtitado su poder en cuanto á los puntos que 
decidieron; se necesitaba iin nuevo compromiso para volver 
á poner en cuestión lo que había sido juzgado definitivamen-
te, para que los árbitros tuviesen el derecho de modificar su 



primera sentencia. A falta de tal compromiso, estaban li-
gados por la cosa juzgada. (1) 

7 En el derecho antiguo, las determinaciones de parien-
tes homologadas por el Tribunal, producían la c o j j u z ^ 
da. Hay que a p a r t a r la tra lición en esta materia, i n . , 
las nuevas leyes han separado la jurisdicción Contenciosa v 
la jurisdicción voluntaria que fueron antes confundidas ¿ . 
juzgaba también, en el derecho anticuo, que la sentencia que 
homologaba una transacción consentida por un municipio, 

q ii ría la autoridad de cosa juzgada. (2) Estando investí-
dos los tribunales con la jurisdicirtn voluntaria, se condu-
cía a confundir las actas de esta jurisdicción con las senten-
cias Ahora que ambas jurisdicciones están separada, es 
evidente que las deliberaciones de los consejos de familia 
no pueden tener la autoridad legada á la cosa juzgada; he! 
mos dado ya la razón «leí por quó; las determinacionei de 
familia, aunque homologadas, no son sentencias; luego no 
pueden tener la autoridad de cosa juzgada. 

8. La jurisprudencia tiene mucha dificultad para estabi-
lizarse en esa materia. Hemos dicho que las sentencias que 
autorizan la enajenación de un inmueble dotal, son actas de 
jurisdicción voluntaria (núm. 5); esto decide la cuestión de 
cosa juzgada. Puesto que no hay juicio, no puede tratarse 
de una presunción de verdad que se liga á la cosa juzgada 
La jurisprudencia titubea en esta materia 

Una mujer casada bajo el régimen dotal, hipoteca un in-
mueble dotal como garantía de una deuda contraída en pro-
vecho de su mando; la causa por la que la hipoteca fué con-
8*nUda, no entraba en n.ngiín casoen que la ley, por excep-
ción permite enajenar ó hipotecar los bienes dótales; s i n 

embargo, el Tribunal dió su autorización. ¿Podrá esta sen-

1 Casación, 21Ule Jimio,le 1852(D;,Hoz1853 1 10Q> 

Comunidad, núin. 2,417, í*). (üal loz, en la pa labra 

lencia ser opuesta á la mujar solicitando la nulidad de la 
hipoteca? La Corte de Aix y la C>rt» de Casación, han de-
cidido que la demanda de la mujer no podía ser rechazada 
por la excepción de cosa juzgada. H a y para esto una razón 
decisiva, es que no hay sentencia. La autorización de hipo-
tecar es, en verdad, acordad i bajo forma de sentencia; pero, 
dice la Corta de Casación, es una sentencia ja>r pedimento 
dada en cámara de consejo; es. pues, una a n a de jurisdic-
ción voluntaria que tío jj»uede Ligar á magistrados in^jor ilus-
trados en los hechosjk no es necesario para que se le refor-
me que se le ataque por las / ías ordinarias, Si s« le o joneá 
la mujer reclan^i^Eo la nuWJ «d d«la hipoteca, puede contes-
tar que el acta j W e Impone no es una sentencia, que no 
puede r e s u l t a r é l la Ja excepción de cosa juzgada. Se ob-
jeta el inter&jfd^ttos terceros que ven sus derechos anula-
dos, aunquefsojó W a n tratado con la mujer por una auto-
rización de , ju / t i c i / L a objeción confunde dos órdenes de 
ideas enteramente distintas. Si el Tribunal interviene, no es 
para (Wñ'arar que la mujer es capaz á la no enajenación de 
los fonHo? dótales, no depende de la capacidad de la mujer, 
es una «rarantía de sus intereses; el juez está llamad.» á cuf ia r 
de dichos intereses y á resguardarlos; «i por error, los sa-
crifica en lugar de asegurarlos, no podrá decir que hay cosa 
juzgada contra la muj- r . Preguntaremos quién invocará es-
ta cosa juzgada. ¿El tercero que trató con la mujer dotal? 
No ha Nido parte en la causa. ¿Cómo podría prevalecersede 
un juicio que le es extraño? Esto prueba que no pue le tra-
tarse aquí de la cosa juzgada, pues una de las condiciones 
exigidas por la ley para que haya cosa juzgada, es que la 
nueva demanda esté formulada por la parte que estuvo en 
causa en una primera instancia; pu-s bien, en el caso, no hu-
bo partes en causa cuando la demanda de autorización; la 
mujer dirigió una solicitud pero no tuvo contradictor', el 
tercero que tiene interés en la auterización no figura en ins-
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tancia; para mejor decir, no hubo debates. ¿Cómo podría ha 
ber cosa juzgada cuando no hay nadie aquí que la pueda 
invocar? (1) 

Hay sentencias que admiten distinciones. Una mujer do-
tal fué instituida, por contrato de matrimonio, donataria de 
loa bienes de su padre; esta parte de su patrimonio era, pues, 
dotal, y p<»r tanto, no enajenable. Recogió después la otra 
mitad de los bienes á título de heredera; estos bienes eran 
parafernales, puesto que habían sido constituidos en dote. 
Con el fin de determinar cuáles bienes eran dótales y cuá-
les bienes eran parafernales, la mujer y el maridóse dirigie-
ron á la justicia para fijar su situación, contradictoriamen-
te con el Ministerio Públ ico ; una expertiza fué ordenada y 
homologada por el Tribunal. ¿Formaba esta sentencia cosa 
juzgada? Desde luego, no vemos con qué derecho intervino 
el Tribunal en esta materia. Y suponiendo que la senten-
cia fuese legal, ésta no era sino una acta de jurisdicción vo-
luntaria; luego no podía pasar en fuerza de cosa juzgada. 
En fin ¿con qué derecho los terceros, extraños al juicio, la 
invocaban contra la mujer? Sin embargo, la Corte de Pau 
sentenció que los terceros podían prevalecerse de la senten-
cia. Lo que parece haberlo decidido, es que habla sido d a -
da contradictoriamente con el Ministerio Público. (1) Mala 
razón, según nosotros; el Ministerio Público no representa 
á los terceros, y aquellos que no son partes en la causa no 
pueden invocar el juicio como sentenciado en su favor. 

Una sentencia reciente de casación, pronunciada sobre el 
informe de Larombiere, parece admitir otra distinción. La 
mujer dotal había consentido una transacción con relación 
á bienes dótales; pidió y obtuvo la homologación de esta ac-
ta. Fué sentenciado que esta decisión no tenía autorización 

1 Aix. 5 de Agosto de 185«. y Denegada, 7 de J a í i o de 1851 so 
bre el Informe de Hardouio ¡Dallos. 1851,1,297). En el mismo »en 
tido. Casación 29 de Agosto de 1860 (Dallo*, 1860, 1, 393). Lyou. 
31 de Enero de 1872 vDalloa, 1874, 2, 4 3 / ' 3 ' 

de cosa juzgarla, lo que nos parece evidente. La transacción 
había puesto término á un litigio que dividía á las partes: 
ninguna contestación fué sometida al Tribunal; se pidió h o -
mologar una transacción, y debió haber resuelto que no te-
nia calidad para esto, pues la homologación es una acta de 
jurisdicción voluntaria, y los tribunales tienen esta jurisdic-
ción solo por excepción, en los cas<»s determinado? por la 
ley, y ¿dónde está la ley que da al juez el derecho de homo-
logar transacciones consentidas por una mujer dotal? El Tri-
bunal era, pues, radicalmente incompetente, y aunque h u -
biera sido competente, la homologación siempre era una ac-
ta de jurisdicción voluntaria y como tal, la sentencia no po-
día tener fuerza de cosa juzgada. La Corte de Casación ale-
ga otros motivos: " L a sentencia, dice, que sanciona la tran-
sacción se funda, no en la apreciación de hecho y de dere-
cho de las pretensiones respectivas de las partes, sino única-
mente en la existencia del contrato que es la obra de sus 
voluntades; t-1 mismo dispositivo no es más que el tenor de 
transacción de la que la Corte de Apelación ordena la anexión 
á la minuta de su sentencia; la fuerza obligatoria de seme-
jante acta de homologación no difiere de la que se liga á 
la misma transacción." Sin embargo, la Corte de Apelación 
había admitido la cosa juzgada; su sentencia fué casada. 

Se podría inducir de los motivos de la sentencia de casación, 
y el intérprete saca esta consecuencia, que si el juez había 
motivado su decisión en consideraciones de hecho y de de-
recho á él propias no se le podía negar el carácter de sen-
tencia, y por consiguiente, cosa juzgada. Dudamos que tal 
haya sido el pensamiento de la Corte. En todo caso, esto se-
ría un error. Motivada ó no la homologación, es siempre una 
acta de j'irisdicción voluntaria, y como tal, no puede p ro -
ducir autoridad de cosa juzgada. 

L a cuestión presenta además otras dificultades que exa-
minarérnos en el título Del Contrato de Matrimonio. 



i 9. ¿Tienen autoridad de cosajuzgada las sentencias de ad-
judicación? La Corte de Casación lia sentenciado que el cua-
derno de los cargos de una venta ó de una licitación cons-
tituye un verdadero contrato de venta: ésta venta no cam-
bia de naturaleza porque se hace en justicia,- la sentencia de 
adjudicación equivale al acta hecha por un notario; es, pues, 
esencialmente una acta de jurisdicción voluntaría. De esto 
f-e sigue que esta sentencia no puede tener autoridad de co-
sa juzgada respecto á las contestaciones que se levantasen 
ulteriormente á propósito de los inmuebles vendidos ó lici-
tados entre las partea que figuraron en diclia sentencia. (I) 
Hay un ligero motivo de duda que no se presenta en las ac-
tas ordinarias de jurisdicción voluntaria; es que las mismas 
partes en las que se promueve el proceso, han estado en cau-
sa en la sentencia de adjudicación. Pero cuando se dice que 
han estado encausa en la adjudicación, no se expresa inexac- ' 
tamente; no hay verdadera instancia judicial porque no hay 
nada que juzgar; desde luego, las partes interesadas no pue-
den prevalecerse de lo que fué resuelto, porque nada fué 
sentenciado; así como ni la venta hecha ante notario. 

Puede suceder, sin embargo, que la sentencia de adjudi-
cación decida un incidente que constituye una verdadera 
contestación. En este caso hay un juicio contencioso acerca 
del incidente, y este juicio, como todas las resoluciones judi-
ciales pronunciadas en materia contenciosa, tiene la auto-
ridad de cosa juzgada. (2) 

I I I . Debe ser válida la sentencia. 

10. ¿Hay condiciones requeridas para que un juicio exis-
ta, y á falta de una de estas condiciones debe decirs» que la 
sentencia es inexistente en este sentido que no puede tener 

1 Deneg» la, 24 de Febre ro de 186* iDalh z, 186«, i 30í> 
^ ( ^ p ^ D o n e g a d a , Sala de lo Ci vil 6 de Abr i l ' d . 857 ( D a . 

ningún efecto? Si se admite la teoría de las actas inexisten-
tes para los contratos, es difícil no admitirla para las sen-
tencias, pues éstas son especies de contratos injudiciis quo-
que contrakimus. Resulta una consecuencia muy importante, 
es que las sentencias inexistentes no tienen autoridad de cosa 
juzgada. La consecuencia no podría ser negada, pero queda 
por saber en qué caso una sentencia es. inexistente, en qué 
casos es solamente nula, pues á diferencia de sentencia in-
existente, la sentencia nula produce los efectos ligados á to-
da decisión judicial mientras que no está revocada por via 
legal. La materia es demasiado extraña á nuestro trabajo 
para que nos permitamos aventurarnos en esta digresión. 
Xos limitarémos á asentar algunos principios que toman apo-
yo en la tradición y en la jurisprudencia. 

11. Se objeta á menudo contra la distinción de las actas 
inexistentes y de las actas nulas, que esta teoría es invención 
de los autores modernos, y que la tradición la ignora La 
verdad es que esta teoría es tan antigua como la ciencia del 
derecho; se la encuentra en lo que concierne á las senten-
cias de Pothier y éste se inspiró en el derecho romano. 

Pothier llama nulas las sentencias que llamamos inexis-
tentes; asienta en principio que una sentencia nula no pue-
de tener autoridad de cosa juzgada. Una sentencia es nu-
la cuando el objeto de la condena que pronuncia es incierta. 
Por ejemplo, la sentencia a¿,í concebida: "Condenamos al 
demandado á pagar al demandante todo lo que le debe." 
Es claro, dice Pothier, que una sentencia tal sería absolu-
tamente nula y que no tendría la autoridad de cosa juzga-
da. Esta resolución debe seguirse bajo el imperio del Códi-
go Civil. El art 1,351 dice que la autoridad de cosa juzga-
da no tiene lugar sino con relación con lo que hace objeto 
de la sentencia. ¿Cómo saber si la cosa demandada en la 
segunda instancia es la misma, cuando no se sabe á que se 
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refiere la decisión del primer juez? y no se sabe cuando el 
juez se olvidó de precisar el objeto de su condena. 

Lo mismo sucedería, dice Pothier, si la sentencia contenia 
disposiciones que implicasen contradicción. Se reivindica 
contra mi una herencia que rae habéis vendido; os llamo en 
garantía. El juez me deja libre de la demanda y os conde-
na á devolver el precio de la herencia con daños y perjui-
cios. Estas disposiciones se contradicen é implican e\ que yo 
110 píenla y que mi fiador sea condenado. Esta contrariedad 
hace nulo el juicio; el demandante podrá atacarlo por vía 
de requisición civil; si no lo hace, la sentencia que desechó 
contra mí adquirirá fuerza de cosa juzgada; pero no tendrá 
efecto contra mi fiador, aunque no hubiera protestado por 
vía de requisición civil, pues la denegada que la sentencia 
da á la demanda formulada contra mi, reclama perpetuamen-
te en contra de la condenación de mi garante: no habiendo 
sido vencido no puedo promover por garantía. (1) 

Este primer caso de no existencia de sentencia puede ser 
comparado á la falta de objeto en materia de contrato. No 
hay contrato sin objeto, y el objeto es una cosa segura ó un 
hecho determinado. Asimismo, no puede haber sentencia, y 
por tanto, cosa juzgada sino cuando el juez reconoció y san-
cionó un derecho cierto. 

12. En derecho romano las sentencias eran nulas cuando 
pronunciaban terminantemente contra las leyes; es decir, 
cuando el jues decidía que la ley no debía ser observada'; 
en este caso, la sentencia era nula de derecho pleno. Pothier 
hace notar que, según el derecho francés, debería pedirse 
a casación cuando no hay lugar á la vía ordinaria de ape-

lación. En efecto, no puede decirse, en este caso, que no hay 
sentencia; hay una que viola la ley. Y la Corte de Casación 
está establecida para anular las sentencias que contienen 
una contravención al texto terminante de la ley. 

1 Pothier , De las obligaciones núms. 866 y 871. 

1 E l juez se extralimita también ó no cumple la misión 
que le es confiada cuando pronuncia acerca de lo que no le 
fué pedido, ó cuando condena á una parte por más de lo 
que ha sido demandada. Estas nulidades sacadas de lo que 
el juez ha pronunciado acerca de lo que no.estaba sometido 
á .su juicio, no tienen lugarde pleno derecho; deben ser opues-
tas por la vía ordinaria de apelación, ó por la vía de requi-
sición civil. Cuando la parte dejó pasar el tiempo sin proveer 
contra la sentencia, quedan cubiertas las nulidades. ( 1 ) 

14. Quedan las nulidades de forma. Pothier dice que no 
tienen lugar de pleno derechc. Esto se comprende cuando 
se trata de una forma de procedimientos. La nulidad no 
impide la sentencia de existir; produce, pues, efectos hasta 
que haya sido reformada ó casada. La ley de 20 de Abril 
de 1810, enumera las formalidades prescriptas bajo pena de 
nulidad: la sentencia es nula cuando no ha sido pronuncia-
da por el número de jueces preseripto. si algunos jueces que 
no han asistido á todas las audiencias han concurrido en 
ella, si no ha sido hecha pública y si no contiene los moti-
vos (art . 7). Estas nulidades se cubren, no impiden, pues, la 
cosa juzgada. (2) 

Sin embargo, se admite que haya formas substanciales, 
sin las que la sentencia no puede producir ningún efecto. 
Los que oponen la cosa juzgada deben probar que hay una 
sentencia; deben, pues, producir una acta que tenga los ca-
racteres exteriores de una sentencia. Se lee en un aviso del 
Consejo de Estado de 31 de Enero de 1806, que la autori-
dad dada á las sentencias descansa, no en la certeza adqui . 
r ida que dicha sentencia es justa, sino en la presunción de 
su justicia, cuando está vestida de las formas que dan el ca-
rácter de tal. No se podría reconocer la autoridad de la co-

1 Pothier , De las ohligaciones, nümp. 872, 874. 
2 Pothier , De ¡as obligaciones, nrnn.884. Toullier, t . V, 2, pág. 102, 

núm. 113. A n b r y y l ían , t. VI, pág. 479, nota 9. 



sa juzgada en una acta informe destituida (le Us apar ien-
cias de una decisión judicial. (1) Ha sido resuelto*que pa-
ra que una sentencia pueda ser opuesta como excepción de 
cosa juzgada, es necesario que haya sido notificada por un 
escribano de diligencias. (2) 

15. Hay una cuestión muy importante. En teoría, la con-
dición esencial para que haya sentencia es que exista un 
juez. Según la legislación francesa, hay una justicia adminis-
trativa, cuyas atribuciones son muy extensas. La ley f u n -
damental de 1815 y la constitución belga, han abolido la 
jurisdicción administrativa, en lo que concierne á las con-
testaciones acerca de los derechos civiles; de esto surge la 
cuestión de saber si una sentencia pronunciada por un tri-
bunal administrativo en materia de derecho civil, tendrá 
autoridad de cosa juzgada. lia jurisprudencia se ha pronun-
ciado por la negativa. Una decisión pronunciada por la di-
putación permanente acerca de una cuestión de propiedad, 
¿podrá ser invocada como cosa juzgada? N ó , dice la Corte 
de Bruselas, pues una autoridad sin jurisdicción no puede 
pronunciar una sentencia. (3) La Corte tiene razón en d e -
cir que esto es evidente: no podría haber sentencia y cosa 
juzgada donde no hay poder de jurisdicción. Sin embargo, 
es de jurisprudencia y de doctrina, que la nulidad resultan-
do de la incompetencia, no impide á la sentencia de adquirir 
la autoridad de cosa juzgada, aunque tuviere incompetencia 
por razón de la materia y fundada sobre motivos de orden 
público. Un tribunal decide que es del poder administrat i -
vo: la excepción de incompetencia es propuesta y rechaza-
da . H a y cosa juzgada, dice la Corte de Casación. "La auto-

1 Denegada, 16 de Mayo de 1S36 i Dalloz. en la pa labra Cota juz-
gada, núm. 123), 14 de Febre ro de 1837 (Dalloz, en la pa labra Cola-
ción, nám. 869) y 14 de Ju l io de 1873 (Dalloz, 1874,1, 308). Larom_ 
bière, t . V, pág. 204, núm. 10 (Ed . B., t Ti l , pág . 231;. 

2 Gante, 19 de Enero de 1855 (Pasícritia, 1856,2, 372). 
3 Brnsslas, 15 de Enero de 1840 fPaticritia, 1840, 2, 14)- C o m p á -

rese Bruselas, 22 de Febrebro de 1821 (Paticritia, 1821, pág. 310). 

ridad que se liga á la cosa juzgada es tan absoluta, que es-
tá prohibido atacarla aunque la sentencia que resulte, hu-
biere desconocido ó violado reglas de competencia fundadas 
en motivo de orden público." (1) La Corte de Casación de 
Bélgica decidió igualmente que la ley en lo que concierne á 
la autoridad de cosa juzgada, no establece ninguna dis-
tinoión entre las materias en que el orden público está inte-
resado y en las en que no lo está; que en interés social, el 
legislador quiso poner fin á las contestaciones judiciales; 
que, por consiguiente, toca á la parte que se cree lesionada 
provocar la reforma ó la casación de la decisión que viola 
las reglas de competencia, si no pasaría en fuerza de cosa 
juzgada. (2) 

Se ha resuelto, en consecuencia, que la sentencia pronun-
ciada por un juez de paz acerca de una cuestión de propie-
dad, la que debiera haber mandado ante el Tribunal de Dis-
trito, tiene, no obstante, autoridad de cbsa juzgada. (3) Así 
mismo, cuando el Tribunal de Comercio decide una cues-
tión que es de la competencia de los tribunales civiles, la 
sentencia adquiere la autoridad de «osa juzgada si no ha si-
do reformada. (4) ' 

¿No será demasiado absoluta la jurisprudencia? Notemos 
desde luego que es contradictoria. Si un tribunal adminis-
trativo es radicalmente incompetente para decidir una cues-
tión de propiedad, también lo son los tribunales de comer-
cio para juzgar en materia civil. ¿Y cómo podrá un juez, sin 
jurisdicción, pronunciar una sentencia? Deberían distinguir-
se, á nuestro parecer, las jurisdicciones que tienen un poder 
general para conocer, y las jurisdicciones excepcionales. 

1 Denegada, 18 de Ju l io de 1861 (Dalloz. 1862, 1 ,86) . Compáre -
se 12 de Marzo de 1873 (Dal loz , 1873. 1, 376>. 

2 Denegada, 19 de Febre ro d e 1857 (Paticritia, 1857 ,1 ,165) y 26 
de Enero de 1843 (ibid, 1843, 1, 150). 

3 Casación, 20 de Agosto de 1867 (Dalloz, 1867, 1,376). 
4 D e n e g a d a 3 de Mayo de 1S52 (Dalloz, 1852, 1, 122). Bruselas. 

10 de Agosto de 1836 [Paticritia, 1836, 2, 207). 



Cuando un tribunal civil decide una cuestión comercial, e» 
incompetente, en verdad, por razón de la materia; pero no 
puededecir.se que estó sin jurisdicción, pues las cortes de 
apelación conocen en negocios comerciales, y en los luga-
res donde no hay Tribunal de Comercio. Los tribunales de 
Distrito, llenan estas funciones; hay, pues, un tribunal que 
tiene misión y capacidad para sentenciar. Pero cuando 
un tribunal de comercio conoce en materia civil, lo hace 
sin jurisdicción y su incompetencia es radical; luego la sen-
tencia que pronuncia no debiera tener autoridad de cosa 
juzgada. No contrariamos esta 4¡scusión porque también se 
nos podría reprochar nuestra incompetencia. 

16. Cuando una sentencia es pronunciada por un tribu-
nal que tiene jurisdicción, la decisión adquiere autoridad de 
cosa juzgada cualquiera que sean las causas de nulidad que 
la entachen. Esto no es dudoso. Hay uca sentencia; á la par-
te que se cree lesa tocó promover, la reformó á la casación. 
Así, las sentencias que atañen al orden público, ( l ) ó que con-
tienen un exceso de poder, (2) aun aquellss que hubieran 
sido obtenidas por razón de maniobras fraudulentas, (3) 
tienen autoridad de cosa juzgada. Bs para garantizar los 
derechos y los intereses de las partes como la ley ha orga-
nizado vías de recursos, apelación, casación, requerimiento 

•civil; cuando estas vías están agotadas ó que se descuidó 
recurrir á ellas, los procesos deben tener un fin, y la pre-
sunción de verdad abre todas las causas de nulidad; no hay 
motivo de orden público más poderoso que este. 

IV. Debe ser la sentencia inatacable? 

17 La ordenanza de 1G67 (tit. 27, art. 25) contenía una 

1 Casación, 5 de Noviembre de 1811 (Dalloz, en la pa labra Arhi-
trage, núrn. 997). 

2 Casación, 17 bnimar io , aGo X I (Dalloz, en la palabra Cosa /«-
goda. nftm. 99, 1"). J 

3 Casación, 12 de Marzo d e 1873 (Dalloz, 1873, 1, 366). 

disposición particular para determinar cuales sentencias tie-
nen autoridad de cosa juzgada; estaba concebida en estos 
términos: "Las sentencias y juicios que deben pasar á fuer-
za de cosa juzgada, son aquellas pronunciadas en último re-
sorte y de las que no hay apelación, ó para las que la ape-
lación no es admisible, ya sea que las partes la hayan for-
malmente aceptado, ó ya que no hayan interpuesto á tiempo 
la apelación." ¿Debe concluirse de esto que las sentencias 
sujeta? á apelación no tienen autoridad de cosa juzgada, 
mientras que la apelación es admisible? La cuestión se pre-
senta para las sentencias pronunciada por defecto; ¿tienen 
autoridad de cosa juzgada mientras pueden ser reducidas á 
la nada por la oposición? Pothier contesta á la cuestión. Las 
sentencias de las que no hay apelación interpuesta, tienen 
así como las pronunciadas en último resorte, una especie de 
autoridad de cosa juzgada que da á la parte en favor de la 
que ha sido prouunciada, el derecho de perseguir la ejecu-
ción; forma una especie de presunción de verdad que excluye 
á la parte contra laque han sido pronunciadas para poder pro-
poner nada en contra, mientras que no hay apelacin in ter-
puesta; pero esta autoridady la presunción que de ella resulta, 
solo son momentáneas destruidas tan luego como se interpone 
la apelación. Así Pothier no dice como se le hace decir, que 
toda sentencia aunquesusceptibledeapelación,formacosajuz-
gada desde que es pronunciada; dice que resulta una especie 
de cosa juzgada, y una especie de .presunción, pero que todo 
esto es provisorio. A decir verdad, no hay cosa juzgada, y 
esto es imposible, mientras el plazo de la apelación no ha 
vencido ó no hay adquiesencia. En efecto, la cosa juzgada se 
funda en una presunción de verdad, y no liay verdad tem-
poral, una verdad que pueda ser destruida de un momento á 
otro. La verdad es eterna ó no existe; luego no puede haber 
una presunción de verdad mientras que la sentencia que la 
produce puede ser reducida á la nada por la apelación. 



Lo mismo sucede con las sentencias pronunciadas por de-
fecto. Cuando, dice Pothier, la sentencia en último resorte 
es contradictoria, hay autoridad de cosa juzgada tan luego 
como es pronunciada, pero cuando ha sido pronunciada por 
defecto, la parte desfallecida es admitida á formular oposi-
ción. Esta oposición destruye el efecto de la sentencia; solo es 
después que la parte ha dejado pasar ocho día« sin oponerse, 
como la sentencia pronunciada pordefectoadquiere autoridad 
de cosa juzgada. Pothier agrega que esta autoridades estable 
y perpótua. Es demasiado decir; hay que tener en cuenta 
las vías extraordinarias por las que una sentencia puede ser 
revocada ó anulada: volverémos á ocuparnos de este pun— 
to. (1) 

18. Tal es el principio. Cuando la sentencia es de prime-
ra instancia, la apelación le quita la especie de autoridad 
que tenía y , por consiguiente, la especie de presunción de 
verdad se desvanece. ¿Qué debe decidirse si la apelación 
es parcial? Los puntos principales de la sentencia pronuncia-
da por el primer juez adquirirán, en este caso, autoridad de 
cosa juzgada con relación á la parte adversa que no interpu-
so apelación incidente. La Corte de Casación ha hecho una 
aplicación del principio. Una sentencia condena á una pe r -
sona con calidad de heredero de Pedro, á pagar tal suma á 
P a b l o acreedor del difunto. La parte condenada interpuso 
apelación y el acreedor descuidó de interponer la apelación 
incidente relativa á la atribución de la calidad de heredero: 
no podrá sostener que la parte condenada no era heredera 
de su deudor, hay cosa juzgada á este respeto. (2) Así mis-
mo, pí hay varias partes demandantes ó demandadas y que 
nc haya apelación sino con relación de una de aquellas par-

1 Pothier . De lat OlUgaeionet, nún p. 852 y 853. Larombiére . t, V. 
pág. 196, n á m . 2 {Ed. B . , t. I I I , pág . 228). Compárese Marcadé. t. V. 
p á g i n a 163. n ú m . 1 del art . 1,351). 

2 Capación. 2 de Mayo de 1808 ) D a I l o z , f n la palabra Cota juz-
gada. núm. 56). 
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tes con las que fué pronunciada, habrá autoridad de cosa 
juzgada con relación á las demás. (1) 

Cuando la pr mera sentencia está confirmada por la Corte 
de Apelación, pierde toda su fuerza y no puede ya conside-
rarse la cosa juzgada; la especie de presunción que se le l i -
gaba provisionalmente ha perdido ya su fuerza por la ape -
lación y la pierde definitivamente por la reforma á la deci-" 
sión del primer juez. 

19. La aplicación del principio á las sentencias por de-
fecto, da lugar á algunas pequeñas dificultades. Se supone 
que el demandante hace falta; según los términos del artí-
culo 434 (Cód. de Proc.) el Tribunal comprueba la ausencia 
del demandante y reserva al demandado de la demanda. ¿Es 
que en este caso el demandante puede formar nueva deman-
da con el mismo objeto? Se ha pretendido que la sentencia por 
defecto de presencia pronunciada "contra el demandante, era 
un simple translado de citación que nada prejuzgaba y que 
dejaba al demandante la facultad de reproducir su nueva de-
manda en una nueva instancia. La jurisprudencia ha recha-
zado evta interpretación. Es verdad que el art. 434, hablando 
de la falta de presencia del demandante, dice que las conclu-
siones de éste serán adjudicadas si se creen justas y están 
bien comprobadas, y la ley no dice que el juez deba com-
probar el derecho del demandado cuando el demandante no 
está presente. Esto no impide que la sentencia por defecto 
<!• cida que el demandante está sin derechos; á él toca esta-
blecer el fundamento y legitimidad de su demanda; .si no lo 
hace, queda probado por esto mismo que no tiene derecho. 
Esto también se funda en razón; el pretendido acreedor no 
debe jugar con la justicia con perjuicio de aquel contra 
quien pretende tener un derecho; si le fuera permitido re-

" jJg^lTnú°ml M ) * N o v í e m b r * , l e 1 8 2 5 (Di»,,0*> ™ la palabra Co«, 
P . d e D. TOMO XX 4 



2 6 OBLIGACIONES. 

nov8r su demanda, podría perseguir sin cesar á la parte ad-
versa, lo que pejudicaría el crédito del demandado y lo ex-
pondría á gastos frustratorios. No puede quejarse el deman-
dante que la sentencia pronunciada contra él pase á autori-
dad de cosa juzgada sin que haya podido sostener su dere-
cho, pues de él dependió formular su oposición. (1) 

Lo mismo sucedería con la sentencia que la Corte de Ape-
lación pronuncia por defecto contra el apelante. Se ha sos-
tenido que el único efecto de la sentencia por defecto era 
hacer considerar á la apelación como no existente, 3 a l v o al 
apelante formar una nueva apelación si se encuentra aún en 
el plazo legal. La Corte de Poitiers aplicó con razón á la falta 
de presencia en apelación los principios que rigen el asunto 
en primera instancia. Esto no es un simple translado, es una 
decisión judicial que declara al apelante sin derecho; si, pue°, 
no hay oposición, el proceso queda terminado, la sentencia 
atacada se hace definitiva y adquiere autoridad de cosa juz-
gada. (2) Cuando hubo oposición regular contra una sentencia 
por defecto, la sentencia pierde toda autoridad; el juez pue-
de, pues, cuando toma su resolución, juzgaren sentido contra-
rio. Se ha pretendido que esta contradicción era una viola-
ción de la cosa juzgada. La Corte de Casación contesta, y 
la respuesta es perentoria, que no puede haber violación de 
la cosa juzgada cuando nada se ha juzgado, y no hay cosa 
juzgada cuando no hay sentencia. (3) 

20. Las vías de recursos extraordinarios no son obstácu-
los para la cosa juzgada. Es de principio que el pedimento 
de casación no es suspensivo en materia civil; de donde re-
sulta que la sentencia contra la cual está formulada no por 

1 Cbambérv , 12 d e Ene ro d e 1863 (Dalloz, 1864, 2, 43). Metz, 1* 
de A g o s t o de 1855 y Douai , 20 de Enero «le 18% (Dalloz, 1856, 2, 
281 y 282). 

2 Poitiers, 26 de Nov iembie de 1856 (Dalloz, 1857, 2 ,162) . 
3 Denegada, 29 de Agosto de 1832 (Dalloz, wn la pa labra Cota 

juzgada, n ú m . 52, 4 o ) , 

eso deja de ser cosa juzgada. (1) La Corte de Casación ha sa-
c.". 'o de esto una consecuencia muy importante. Una sen- -
tencia en última instancia es atacada por recurso de casa-
ción; antes que la Corte haya estatuido, interviene una se-
gunda sentencia que viola la cosa juzgada por primera, en 
seguida, la Corte de Casación anula la primera sentencia; no 
por eso deja de deber ser casada la segunda, pues en el mo-
mento en que fué pronunciada, existía una resolución que 
tenía autoridad de co*a juzgada á pesar de ser solicitada su 
apelación; luego esta sentencia debía ser casada si no se da-
ría un efecto suspensivo al pedimento de casación. (2) 

Es, sin embargo, ir demasiado lejos cuando se dice como 
Pothier, que una sentencia en última instancia y contradic-
toria tiene autoridad de cosa juzgada estable y perpetua. En 
efecto, la decisión puede ser casada, y en este caso, es co-
mo si no hubiera existido; luego jamás hubo cosa juzgada. 
La Corte de Casación puede casar por entero; también pue-
de casarla por uno ó varios de sus puntos y denegar el pe-
dimento en cuanto á los demás. En este último caso, la cosa 
juzgada existe y es irrevocable para los puntos desechados 
para la Corte. En el primer caso, la decisión casada-pierde 
toda autoridad aun en cuai.to á las cuestiones de hechos de 
que no tuvo de ocuparse la Corte de Casación. Así se sen-
tenció en el seguiente caso. Una donación disfrazada bajo 
forma de venta es anulada; la sentencia comprueba que 
el acta fué hedía por una persona sàna de espíritu. La Cor-
te de Casación casa la sentencia conforme con la jurispru-
dencia que admite la validez de las donaciones disfrazadas 

-y remiten las pa.tes ante otra Corte. Está admitiendo en 
principio que las donaciones disfrazadas son válidas aun el 
acta litigiosa fundándose en la incapacidad del donante por 
imbécil. ¿Hubo violación de la cosa juzgada? Nó, pues la 

1 Duran ton . t X I I I , pág . 484, nftm. 457). 
2 Casaoión, 17 de Noviembre de 1835 (Dalloz, et« la pa labra Cata-

cid n, núm. 1,522). 



primera sentencia que decidía que el donante estaba s a -
no de espirita, había sido casada sin restricción ninguna-
luego era como «i no hubiera sido pronunciada, y por r o n -
siguiente, no podía resultar una autoridad de cosa juzga-
da. (1) J c 

Se sigue de esto que la autoridad de cosa juzgada dada 
á una sentencia en última instancia no se hace irrevocable 
sino cuando no puede ser ya casada. Es en este sentido co-
mo la Corte de Bruselas dice que la sentencia de una corte 
de apelación solo adquiere irrevocablemente autoridad de 
cosa juzgada cuando ya no puede s r atacada por el recur-
so de casación. La cuestión no es de pura teoría. En el caso 
juzgado por la Corte de Bruselas, se trataba de saber loque 
debe de entenderse por bienes del clero en la ley de 5 de 
Noviembre de 1790. Dicha ley nacionaliza todos los bienes 
del clero. 1 n decreto de G Julio de 1822, declara como de-
be entenderse por esas palabras los bienes de la< fábricas de 
iglesia. Estos bienes quedan, pues, reunidos al dominio del 
Estado pero, d,ce el decreto.- '«Sin perjuicio de derechos 
adquiridos por terceros en virtud de seni^das, teníanlo 
T T / í co.-ííi juzgada.'' Se preguntaba si una sentencia 
contrií la que los los plazos para el recurso de casación no 
vencían aun tenía fuerza de cosa juzgada. La Corte de 
Bruselas decidió la negativa, y e n el caso, la cuestión no 

era dudosa. Es verdad que las sentencias en última instan-
cia y los decretos, tienen autoridad de cosa juzgada á pesar 
del recurso, porque éste no es suspensivo; pero esto no prue-
ba que el derecho resultando de estas decisiones judiciales 
sea un derecho adquirido; el derecho no es adquirido, 
bley per^tuo, sino cuando ha expirado el plazo del recurso 
ó que la casación ha sido desechada. (2) 

« r i m C v m l u ' 2 3 d e E n e r ° ( l e 1 8 1 6 ( D a , l o z ' 

p 4 3 ^ , a 8 ' 5 8 , 3 ^ C 8 8 a C Í Ó D ' 5 J U , ¡ 0 1**3 1823' 

Queda una última dificultad, que realmente no lo es. Se 
ha pretendido ante la Corte de Casación de Bélgica, que 
las fientpmias de dicha corte forman cosa juzgada. La 'ne -
gativa es segura. Según la ley de 4 de Agosto de 1832 (ar-
tículo 17), la Corte no conoce de la esencia de loa negocios, 
no decide las contestaciones; por tanto, las sentencias por 
casación no pueden formar una excepción de cosa juzga-
da. (1) 

21 El requerimiento civil es también ura vía extraordi-
naria para atacar las sentencias; está abierta á todos los que 
han sido partes en el proceso y por las causas determina-
das por la ley. Se aplica á la requisición civil lo que acaba-
mos de dc-ir del recurso de casación, no es suspensiva; el 
Código de Procedimientos aun quiere que aquel que ha si-
do condenado á abandonar una herencia, presente la prue-
ba de la ejecución de la sentencia para poder ser admitido 
á litigar en requisición civil; la requisición no quita á la 
sentencia ó al decreto, la autoridad de cosa juzgada hasta 
que haya sido extractada. (2) 

La oposición de tercero es también una vía extraordina-
ria para ponerse contra la sentencia. Está abierta á aquel á 
cuyos derechos perjudica la sentencia, y que no ha sido par-
te en la causa. La oposición de tercero no impide á la senten-
cia atacada de formar cosa juzgada. Volverémos á ocupar-
nos de este asunto. (3) 

V. Se necesita una sentencia difinitivi. 

22 Toda sentencia no tiene autoridad de cosa juzgada. 
La presunción de verdad que se da á las sentencias, impli-
ca que decidan una contestación, puesto que el objeto de la 

1 Denegad», i l de Agosto de 1851 (Paticrit ia , 1852,1, 2331. 
- ( O . g o d e Procedimientos, arfo. 480,497. Dnran ton , t. X I I I , pá-

g ina 484 nfim. 458. 
3 Oó ligo de Procedimientos, a r t . 466. Dnran ton , t. XII I , página 



primera sentencia que decidía que el donante estaba s a -
no de espíritu, había sido casada sin restricción ninguna-
luego era como «i no hubiera «ido pronunciada, y por con-
sígnente, no podía resultar una autoridad de cosa juzga-
da. (1) J c 

Se sigue de esto que la autoridad de cosa juzgada dada 
á una sentencia en última instancia no se hace irrevocable 
amo cuando no puede ser ya casada. Es en este sentido co-
mo la Corte de Bruselas dice que la sentencia de una corte 
de apelación solo adquiere irrevocablemente autoridad de 
cosa juzgada cuando ya no puede s r atacada por el recur-
so de casación. La cuestión no es de pura teoría. En el caso 
juzgado por la Corte de Bruselas, se trataba de saber loque 
debe de entenderse por bienes del clero en la ley de 5 de 
Noviembre de 1790. Dicha ley nacionaliza todos los bienes 
del clero. 1 n decreto de G Julio de 1822, declara como de-
be entenderse por esas palabras los bienes de la< fábricas de 
iglesia. Estos bienes quedan, pues, reunidos al dominio del 
Estado pero, d,ce el decreto: "Sin perjuicio de derechos 
adquiridos por terceros en virtud de seni^das, teníanlo 
T T / í co.-ííi juzgada.'' Se preguntaba si una sentencia 
contrií la que los los plazos para el recurso de casación no 
vencían aun tenía fuerza de cosa juzgada. La Corte de 
bruselas decidió la negativa, y en el caso, la cuestión no 

era dudosa. Es verdad que las sentencias en última instan-
cia y los decretos, tienen autoridad de cosa juzgada á pesar 
del recurso, porque éste no es suspensivo; pero esto no prue-
ba que el derecho resultando de estas decisiones judiciales 
sea un derecho adquirido; el derecho no es adquirido, 
bley per^tuo, sino cuando ha expirado el plazo del recurso 
ó que la casación ha sido desechada. (2) 

« r i m C v m l u ' 2 3 d e E n e r ° ( l e 1 8 1 6 ( D a , l o z ' P» '»bra 

p 4 3 ^ , a 8 ' 5 8 , 3 ^ C 8 8 a C Í Ó D ' 5 J U , ¡ 0 1**3 1823' 

Queda una última dificultad, que realmente no lo es. Se 
ha pretendido ante la Corte de Casación de Bélgica, que 
las sentenijas de dicha corte forman cosa juzgada. La 'ne -
gativa es segura. Según la ley de 4 de Agosto de 1832 (ar-
tículo 17), la Corte no conoce de la esencia de los negocios, 
no decide las contestaciones; por tanto, las sentencias por 
casación no pueden formar una excepción de cosa juzga-
da. (1) 

21 El requerimiento civil es también ura vía extraordi-
naria para atacar las sentencias; está abierta á todos los que 
han sido partes en el proceso y por las causas determina-
das por la ley. Se aplica á la requisición civil lo que acaba-
mos de decir del recurso de casación, no es suspensiva; el 
Código de Procedimientos aun quiere que aquel que ha si-
do condenado á abandonar una herencia, presente la prue-
ba de la ejecución de la sentencia para poder ser admitido 
á litigar en requisición civil; la requisición no quita á la 
sentencia ó al decreto, la autoridad de cosa juzgada hasta 
que haya sido extractada. (2) 

La oposición de tercero es también una vía extraordina-
ria para ponerse contra la sentencia. Está abierta á aquel á 
cuyos derechos perjudica la sentencia, y que no ha sido par-
te en la causa. La oposición de tercero no impide á la senten-
cia atacada de formar cosa juzgada. Volverémos á ocupar-
nos de este asunto. (3) 

V. Se necesita una sentencia difinitivi. 

22 Toda sentencia no tiene autoridad de cosa juzgada. 
La presunción de verdad que se da á las sentencias, impli-
ca que decidan una contestación, puesto que el objeto de la 

1 Denegada, 11 de Agosto de 1851 (Paticrit ia , 1852,1, 2331. 
- ( t t d . g o d e Procedimientos, arfo. 480,497. Duran ton , t. X I I I , pá-

g ina 484 nfim. 458. 
3 Oó ligo de Procedimientos, a r t . 466. Dnran ton , t. XII I , página 



presunción, es el de poner término á la contestación cuando 
está definitivamente juzgada. De esto sigue la consecuencia 
que la cosa juzgada solo resulta de las sentencias que esta-
tuyen definitivamente la contestación. No debe entenderse 
el principio en el sentido que la autoridad de cosa juzgada 
no se atribuye sino á la sentencia que pone fin á un proce-
so. Pueden, en un mismo negocio, intervenir varias senten-
cias definitivas, en este sentido, que decidan definitivamen-
te ciertos puntos debatidos entre las partes; todas estas sen-
tencias tienen autoridad de cosa juzgada. Pero hay senten-
cias que no deciden un punto contestado entre las partes, y 
que, por consiguiente, no pueden pasar en autoridad de cosa 
juzgada, son las sentencias preparatorias ó simplemente in-
terlocutorias. (1) 

¿Cómo se distinguen las sentencias definitivas que tienen 
autoridád de cosa juzgada, de las sentencias preparatorias é 
interlocutorias que no la tienen. La cuestión da lugar á in-
cesantes debates, lo que prueba que no hay principio segu-
ro en esta materia. El Código Civil es muy lacónico, el a r -
tículo 1,351, única disposición que tengamos acerca de la 
cosa juzgada, habla en términos generales y parece decir 
que toda sentencia tiene autoridad de cosa juzgada. Es im-
posible dar este sentido á la ley. El art. 1,351 soló consagra 
la tradición; y siempre fué de principio que solo los juicios 
definitivos tienen autoridad de cosa juzgada. Pothier lo di-
ce, y concluye de ello que las sentencias interlocutorias no 
pueden tener autoridad de cosa juzgada; nada dice de las 
sentencias preparatorias. El Código de Procedimientos dis-
tingue esas dos especies de sentencias y las define c< io si-
gue: "Se reputan preparatorias las sentencias pronunciadas 
para la instrucción de una causa, y que tienden á poner el 
proceso en estado de recibir sentencia definitiva. Son repu-
tadas interlocutorias las sentencias pronunciadas cuando el 

1 Aubry y Rau, t. VI, pág. 479 y nota 6, pfo, 769. 

Tribunal lo ordena, antes de dar derecho, una prueba, una 
confronta, ó una instrucción que prejuzga el fondo" (ar-
tículo 452). La definición es bastante vaga, y además, esex-- -
traña á la cosa juzgada; de manera que, no basta para de-
cidir las dificultades que se presentan sin cesar. Se necesita-
ría un principio; no lo encontramos tampoco en el Código 
de Procedimientos, como no lo "encontramos en el Código 
Civil. 

Interroguemos la tradición. Pothier, que sintetiza á los 
autores del Código Civil, da una definición muy restrictiva 
de las sentencias que tienen autoridad de cosa juzgada. "Pa-
ra que una sentencia tenga autoridad de cosa juzgada, dice, 
y hasta para que pueda llamarse asi, se necesita quesea una 
sentencia definitiva que contenga una condena ó una dene-
gada. ' ' La ley romana de la que Pothier toma su defini-
ción, se enuncia de una manera más oxacta, nos parece, al 
decir que hay cosa juzgada cuando el juez pone término á 
una contestación pronunciando ya una condena, ya una ab-
solución. (1) Lo que caracteriza, es, pues, las sentencias pro-
piamente dichas; las únicas como las de Pothier, que pue-
dan merecer este nombre, es que terminan una contestación 
entre las partes dando gane á una de ellas. Es en este senti-
do como debe entenderse la palabra condena y la palabra ab-
solución, de que se sirve el jurisconsulto romano; hay conde-
na por el solo hecho de desechar el juez una pretensión de 
una de las partes combatida por la otra; aunque no esté con-
denada á prestar una cosa. Tal es el principio; vamos á dar 
su aplicación sin entrar en pormenores de las dificultades, 
la materia de las sentencias siendo extraña á nuestro tra-
bajo. 

23 La sentencia es preparatoria cuando manda un medio 
de instrucción. Esta sentencia no decide ninguna cont«sta-

1 Pothier , Dt las obligaciones, n á m . 850. L. I , D., de re jwlic. 
(XLII, 1) 



ción, tiene por objeto i lustrar al juez; si éste cree que el 
modo de instrucción que ha proscripto no llena el objeto que 
se propone, puede revocarla de motu p ropr ioy ordenar otro 
nio lo de instrucción que le parezca más adecuado. De esto 
se sigue, que una sentencia preparatoria no puede tener au-
toridad de cosa juzgada . ¿.Cómo se ligaría una presunción 
de verdad á una sentencia que solo tiene por objoto escu-
driñar la verdad? El juez aun la ignora, instruye y debe go-
zar de la más amplia libertad para ilustrarse; sería, pues, 
absurdo decir que una sentenc ia^ue da el juez para ilustrar-
se, puede ligarlo en este sentido, que no pueda volver sobre 
aquello que ordenó; en efecto, esto equivaldría \ decir que 
se le prohibe ilustrarse en el asunto. De tales sentencias de-
be decirse con Pothier que no se les puede dar este nom-
bre. (1) 

Tomaremos a lgunas aplicaciones á la jurisprudencia, l l a y 
un proceso entre un municipio y un particular á propósito 
de límites de sus propiedades respectivas. El juez ordena le-
vantar un plano de estas propiedades, y que cuando esta 
operación, el municipio éste obligado á presentar sus t í tu-
los á efecto de determioar la extensión de los te i renos que 
pertenezcan á cada una de las partes. Más tarde, una senten-
cia a t r ibuye el terreno litigioso á la municipalidad sin que 
ésta haya producido ningún título. ¿Hay aquí violación de 
la cosa juzgada? Nó, dice la Corte de Casamón, pues la pri-
mara sentencia era puramente preparatoria; (2) ordenaba 
una medida de instrucción con el objeto de ilustrar al juez, 
si el juez encontró después que le bastaban los documentos 
del proceso, ¿se le dirá que hizo mal en encontrarse suficien-
temente ilustrado? Esto seria ridículo. 

U n a primera sentencia ordena una expertiza para fijar 

h r l ¡?,U,?Í m B i V L X I 1 1 ' V á g - f ¿ ' , U l m - 4 5 2 - Denegad», 1« de Diciem-b r e d e 1821(Dalluz. on ia g l a b r a Cota juzgada, uQm. 40. l ' l . 
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el valor de unas construcciones levantadas en terreno liti-
gioso. No tiene lugar la expertiza; la sentencia definitiva 
determinará el valor por otros documentos del proceso, e n -
t re los que el acta constando del pago de honorario al a r -
quitecto. Recurso de Casación por violación de la cosa j u z -
gada. L a Corte decidió que la primera sentencia era sim-
plemente preparatoria; (1) según la definición del Código de 
Procedimientos, hubiera podido decirse que la sentencia 
era interlocutoria, pero poco importa el nombre, hay que Ver 
si la sentencia decide una contestación entre las partes, y 
la negativa e» evidente; la expertiza tenía por objeto i l u s -
t rar al juez acerca del valor de las construcciones, encon-
tró otros elementos de convicción: ¿se d i rá que quedaba li-
gado por su primera sentencia y que debía proceder á la ex-
pertiza, aunque esto sea ya inútil? Esto sería absurdo. 

El juez mandó á las partes ante un notario para liquidar 
la comunidad. ¿Es esto un juicio preparatorio? La af i rmat i -
va no es dudosa. En efecto, el juez no decide cuáles son los 
derechos de las partes en la comunidad, y esto era el objeto 
del litigio; luego la sentencia no decidía ninguna contesta-
ción, desde luego no puede tratarse de cosa juzgada. (2) 
Aunque la sentencia preparatoria reciba su ejecución, el 
juez no está ligado por la expertiza ó por cualquiera o t ra 
medida de instrucción que haya ordenado. Se ha sostenido 
lo contrario ante la Corte d e Casación de Francia, porque 
todas las partes habían concurrido á la expertiza y habían 
aceptado sus bases. La Corte decidió que ¿1 juez jamás está 
ligado por una decisión preparatoria. (3) En el caso, no ha-

1 Denegada, 3 d e Dic iembre de 1838 (Dalloz, en la pa labra COPI 
juzgada, núm. 41, 28), y 20 de Agosto di* 1839 (idem, ilid, núm. 41, 
•>') Compárense las demás seuteneias (tWr/., nátna. 40-43; 

2 Bruselas, 10 da Ju l io de 1858 (Paticrisia, 1859, 2 ,13 ) . 
3 Denegada, Sala Civil, 19 de Abri l de 1870 (Dalloz, 1870, 1, 319) 

Compárese Denegada, Sala Civil, 12 de Agosto de 1851 (Dalloz, 1851, 
1, 235). 
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bía ningún debate entre las partes acerca de la expertiza, 
ésta era una simple medida de instrucción; si las partes ha-
bían concurrido jí ella fué para vigilar sus intereses; pero 
esto no implicaba ninguna contestación; luego l i sentencia 
no decidía ninguna; no era, pues, una sentencia, como dice 
Pothier. 

Si una sentencia llamada preparatoria contuviera una de-
cisión definitiva acerca de un punto de las partes, habría 
que decir que hay cosa juzgada. La Corte de Casación lo 
juzgó así implícitamente en el caso siguiente. Por tres sen-
tencias sucesivas un tribunal ordeuó la liquidación de !a co-
munidad, luego la venta de l<w inmuebles y en fin una e x -
pertiza destinada á esta! lecerla situación de la comunidad. 
¿Eran estas medidas de pura instrucción? Los demandantes 
pretendían que 110 había lugar de liquidar y á partir la co-
munidad; visto que una acta anterior constituía una licita-
ción entre las partes bajo de donación. En apariencia, las 
sentencias preparatorias prejuzgaban que había lugar á li-
quidación y á partición, puesto que prescribían medidas 
tendiendo á la liquidación. Sin embargo, la Corte «le Casa-
ción decidí«) qué eran simples sentencias preparatorias, pero 
tuvo cuidado de agregar: en el eetado de los hechos compro-
bados por la sentencia atacada. Y la sentencia comprobaba 
que los demandantes no habían nunca renunciado á sus 
primeras conclusiones, y los jueces, al pronunciar las sen-
tencias preparatorias, solo lo habían hecho bajo reserva de 
las conclusiones principales y como medidas previas necesa-
rias para apreciar el mérito de ellas; lo que era decisivo. (1) 

24. Las sentencias interlocutorias, tales como las difine el 
Código de Procedimientos, ¿ tienen autoridad de cosa juzga-
da? Esta es una de las más difíciles cuestiones de esta ma-
teria. La doctrina es incierta asi como la jurisprudencia. 
Unos dicen que la autoridad de cosa juzgada no se liga á 

1 Denegada 25 de Marzo de 1872(Da!loz, 1*72,1, 416). 

las sentencias sencillament interlo.-uforias, (1) loque im-
plica quí* hay sentencias isit ilocutorias que pasan á fuerza 
de cosa juzgada; ¿pero cuál será el principio que sirve para 
distinguir las unas de las otras? Larombiére contesta que 
las sentencias interlocutorias íorman cosa juzgada cua do 
contienen decisión definitiva para con todos ó algunos pun-
tos dfl debate. Nuestra pregunta.será entonces: ¿cómo sa -
ber cuáles son las sentencias interlocutorias que son ó no de-
finitivas? Las decisiones que tienen por objeto una simple 
medida de instrucción, dice Larombibre, son sentencias in-
terlocutorias, y no tienen autoridad de cosa juzgada. (2) Es-
ta es la definición del Código de Procedimientos: si se a d -
mite en materia de cosa juzgada, hay que decir que ningu-
na sentencia int« rlocutoria tiene fu^rz i de cosa juzgada. Du-
rantou al contr; rio, parece decir que las sentencias interlo-
cutorias puedi n adquirir autoridad de cosa juzgada si las 
partes las aceptan ó no apelan de ellas en el plazo señalado. 
Agreg8 que las sentencias conteniendo un derecho, una 
ventaja para la parta que obtuvo, el juez no siempre puede 
reformarlas para escojer otra vía de instrucción. (3) ¿Cuán 
do puede reformarlas y cuándo no puede hacerlo? Vamos á 
tratar de aplicar el principio que hemos establecido (núme 
ro 22) dando cuenta de la jurisprudencia. 

25. Cuando una sentencia de apariencia interlocutoria, de 
ciderealmente un punto contestadoentre las partes, e* definít :-
vayhay, por consiguiente, autoridad de cosa juzgada. Hé aquí 
un caso que se presentó ante la Corte de Ca<ación y que no 
es dudoso. Cuando varias sucesiones están indivisas entre 
los mismos coherederos, cada una de esas sucesiones debe 
ser objeto de una partición distinta, á menos que los cohe-
rederos no se entiendan para comprender todas las sucesio 
nes en una misma partición. Una sentencia ordena después 

1 Aaliry y lian, t. VI. pág. 479 v noU 7 pío. 76«), 
2 Larombiére, r . V. pág. 212, num. 16 (Ed. B., t. I I I , pág. 233) 
3 Dnrauton, t . X I I I , pág. 481, núm. 453. 



de debate contradictorio, que las operaciones de partición 
relativas á cada una deesas sucesiones se harán de una ma-
nera distinta sin confundir sus bienes. ¿Es esto una senten-
cia interlocútoria? No es interlocutoria sino en el sentido 
de ser preparatoria y no poner fin al proceso. Pe ro es una 
sentencia definitiva en cuanto á la cuestión de derecho que 
decide. El Tribunal está ligado por esta condición, y no 
puede ya prescribir una partición única, si más tarde las 
partes formulan una nueva demanda por partición en con-
junto acerca de las sucesiones que han sido objeto de la prime-
ra sentencia y acerca de otras sucesiones reunidas á la misma 
indivisión. La razón de decidir dada por la Corte de Casa-
ción es que, en el caso, había habido conclusiones cont ra -
dictorias; luego el punto era litigioso, y el juez había deci-
dido una contestación, - por tanto, había pronunciado una 
sentencia definitiva que había pasado á fuerza de cosa juz -
gada. (1) 

26. Puede también haber una sentencia interlocutoria que 
contenga una decisión definitiva acerca de ciertos puntos,-
habrá autoridad de cosa juzgada para los puntos definitiva-
mente arreglados. (2) Unos herederos intentan una acción 
de partición; están en desacuerdo no solo acerca del modo de 
la partición, sino acerca de la par te que debe tocar á cada 
una de las ramas llamadas á suceder. Una sentencia orde-
na la expertiza de todos los bienes y á la vez determina la 
parte proporcional de cada una de las ramas. L a Corte de 
Casación decidió que la sentencia era interlocutoria en cuan-
to á la expertiza como simple medida de instrucción acerca 
de la que no habia ningún debate, y difinitiva en cuanto á 
la parte atribuida á cada una de las ramas copartidoras, par-

1 Casación, 8 de J u n i o de 1859 (Dalloz, 1859, l , 255). 
2 L.» suntenoia que por razón de la existencia dé un pr incipie por 

escrito, declara la prueba test imonial admisible y autor iza A la par_ 
te par,* dar esta prueba, t iene Autoridad de cosa juzgada en c u a n t o 
& lo admisible de la prueba. Denegada, 29 de Ju l io de 1873 (Dalloz, 
1874, 1, 263). v ' 

te que era contestada y que debía ser definitivamente arre-
glada antes que se pudiera proceder á la partición. Así, la 
sentencia contenía á la vez disposiciones interlocutores que 
no eran susceptibles de pasar á fuerza de cosa juzgada, y 
disposiciones definitivas que á falta de ser atacadas en el 
plazo legal, tenían autoridad de cosa juzgada. (1) 

Un testador lega todos sus muebles á su cónyuge; ¿Qué 
comprende este legado? Una sentencia decide que compren-
de todos los valores muebles que se hallan en la sucesión 
del testador. La misma sentencia ordena que se proceda por 
expertos á la consistencia, á la liquidación y al reparto y á 
la sociedad de bienes adquiridos que habían existido entre 
los cónyuges; que los esposos aportaran á la masa de bie-
nes existentes todo lo que debían á la comunidad, á t í tulo 
de recompensa ó de indemnización, y que sobre la masa ge-
neral de las adquisiciones así compuestas, se haría la aplica-
ción de los arts. 1,470 y 1,471 del Código Civil; en fin, que 
el sobrante se dividiría en dos lotes iguales. Esta sentencia 
era á la vez interlocutoria y definitiva; interlocutoria en lo 
que concierne á la expertiza, simple medida de instrucción 
acerca de la que no existía debate alguno, y difinitiva en 
cuanto á las bases de la liquidación que fijaba acerca de las 
conclusiones pedidas por la viuda demandante; estas bases 
formaban cosa juzgada. El notario liquidatario habiendo 
protestado en contra ds la disposición por lo que concierne 
al modo de frutos, la sentencia que homologaba la partición 
fué casada como violando la cosa juzgada. (2) 

A pedimento de una de las partes, el Tribunal ordena una 

1 Denegada, 20 de Dic iembre de 1814 (,Dalloz, en la pa labra Cosa 
juzgada, nám. 49. i"). 

2 Casación, 5 de Dic iembre de 1869 (Dalloz, 1870, 1, 31>. Compá-
rese Casación, 2 de Dioierabr* de 1860 (Dalloz, 1861, 1 ,8*). H a sido 
juzgado en el mismo sent ido q u e la sen tenc ia q n e ordena el estable-
cimiento de una cuenta según c ie r tas bases t iene au tor idad de oosa 
juzgada en cnanto i estas basoa. Denegada , Sala Civil , 19 de A b i i l 
de 1870 (Dalloz, 1871,1, 241). 
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i n s t r u c c i ó n : N o put de revocar s u decisión, dice Darauton, 
¿No es esto demasiado absoluto? Cuando hay de!»ate acerca 
de la cuestión de saber si la prueba testimonial es admisi-
ble, hay sentencia definitiva respecto de este punto. Así, el 
juez decide que tal acta, forma un principio de prueba por 
escrito y admite, por consiguiente,-la prueba testimonial. 
Esta sentencia es definitiva y tiene autoridad decosa juzga-
da en cuanto al principio de prueba; pero es interlocutoria 
en cuanto á la prueba testimonial, en e-te sentido, que el 
juez no está ligado por esta decisión; siempre podrá apre-
ciar la instrucción, y por consiguiente, queda libre para 
prescribir otras medidas de instrucción ó para decidir la di-
ferencia, no según los testimonios, sino según los hechos y 
circunstancias de la causa. (1) 

27.. Restan las sentencias interlocntorias propiamente di-
chas, ordenando simplemente una expertiza, una compro-
bación, una prueba. Si no.hay ningún debate entre las par-
tes acerca de la medida que el Tribunal ordena, no puede 
decirse que haya sentencia, ni por consiguiente, cosa juzga-
da. I na primera sentencia ordena que los daños y perjuicios 
reclamados por un arrendatario por rescisión de su contra-
to, serán entregados para comprobar por expertos. Una se-
gunda sentencia liquida los daños y perjuicios sin ocurrir á 
la expertiza. Recursc de casación por violación de la cosa 
juzgada. La Corte desecha el recurso. Es de principio que 
el juez es experto de derecho, no está ligado por el resul-
tado de la expertiza que ha ordeuado, lo que decide la 
cuestión. (2) 

1 Lieja. 4 de F e b r e r o de 1871 (Paticritia, 1872, 2, 214). Denega-
da , 29 de J u l i o d e 1873 (Dalloz, 1874, 2. 263). 

2 P e ñ e r a d » . 27 da Diciembre de 1810 (Dalloz, en la palnbra Cota 
juzgada, num. 50, «•). U n a sentencia de denegada , de 25 de Noviem-
bre de 1873, decide q u e la sentencia q u e ordenó una exper t iza á pe-
d imento de un empresario, en pago de trabajo» suplementar ios no 
pone obstáculo á que se sentencie def in i t ivamente que n i n g n n a ' n . -
leroaizacióu se debe por razón de estos t raba jos (Dalloz, 1875 1, 
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Esto supone que no hubo ningún debate entre las partes 
acerca de la medida de instrucción prescripta por el Tribu-
nal; desde que hay contestación hay condena ó absolución, 
como lo dicen las leyes romanas que hemos citado (núm. 22); 
luego cosa juzgada. U n a sentencia pronuncia una rescisión 
de un trato de trabajos entre el empresario y una compa-
ñía de ferrocarril, y condena á la compañía á daños y perjui-
cios, para cu3ro avalúo prescribe una expertiza. Habiendo 
dado su informe los expertos, el Tribunal pronuncia una se-
gunda sentencia en que se lee que: "el único medio de ca l -
cular el monto de los daños y perjuicios, es descomponer 
los diferentes elementos de cada valor de trabajo por uni-
dad , y obtener asi de una manera exacta su precio de costo, 
para compararlo después al precio atribuido por el proyec-
to y presupuesto á la misaba unidad de t rabajo ." No ha-
biéndose verificado la operación as», el Tribunal ordenó una 
nueva según la base que había indicado. Las nuevas partes 
obtuvieron una cifra doble de la que ios primeros expertos 
habían admitido. En apelación, la Corte se pronuncia en fa-
vor de la primera expertiza. Recurso de casación por viola-
ción de la cosa juzgada por la segunda sentencia. La Corte 
de Casación decidió que el medio de cálculo seguido por los 
primeros expertos, había sido definitivamente deseehado 
después de uuacontradicción por parte de la compañía; lue-
go la sentencia que había prescripto un nuevo modo de cal-
cular los daños y perjuicios, era, pues, definitiva; no que la 
Corte de Apelación estuviese ligada por el informe de los 
segundos expertos en cuanto á la cifra de la indemnización 
debida por la compañía; pero estaba ligada por el modo 
prescripto por la segunda sentencia como solo admisible; la 
Ccrte no podía, pues, sin violar la cosa juzgada, volver al 
modo de cálculo que el Tribunal había desechado; la Cor-

135). Compárese Denegada, 24 de Ju l io de 1873 (Dalloz, 1874, 1, 54) 
y Casación, 19 de Enero de 1874 (Dalloz, 1874, 1, 141;. 



te de Casación tiene el cuidado de agregar: A pesar de la 
existencia de la compañía. Es, pues, el debate contradictorio 
que destruye la sentencia interlocutoria de la sentencia de-
finitiva, más que la naturaleza de la medida de instrucción 
prescripta por el juez. (1) 

La Corte de Casación lo decidió así en una sentencia r e -
ciente. En uno de esos escandalosos procesos por separación 
de cuerpo que resuenan ante las cortes de Francia, la m u -
jer invocaba ante todas causas, el contagio de una enferme-
dad venerea. En apelación de la sentencia que había ordena-
do la prueba por testigos de los hechos alegados por la de-
mandante, el marido demandado pidió que no fuese admi-
tida la prueba por testigos del contagio venereo, hasta que 
quedase establecido por informe de un médico experto que 
la mujer adolecía dicha enfermedad, y que además, las no-
tas producidas por la demandante fuesen comprobadas por 
expertos, con el fin de hacer constar si las medicinas que lle-
vaban suponían una enfermedad venerea. La sentencia pro-
nunciada en consecuencia, era interlocutoria, puesto que es-
tatuía acerca de un modo de instrucción, pero había sido 
denunciada después de debates contradictorios y sobre con-
clusiones formales de las partes, el juez había apartado t a -
les medios de instrucción propuestos para atenerse exclusi-
vamente á otros que él precisaba. ¿Podía, estatuando acerca 
del fondo, decidirse para los medios que la interlocutoria 
desechaba? Nó, dice la Corte. No es esto decir que el juez 
esté ligado por el resultado de la medida de instrucción que 
tiene ordenada; queda absolutamente libre acerca de la cues-
tión de fondo. La Corte, en el caso, hubiera podido desechar 
el pedimento de separación de cuerpo sin tener en cuenta el 
resultado de la medida ordenada por la interlocutoria, pero 

1 Capación. I 4 d e Ju l io d e 1869 (Dallor, 1869, 1, 345), Compárese 
Lieja. 23 de Dic iembre de 1874; Gan te , 18 de J u n i o de 1874 y Bru-
selas 27 de Nov iembre de 1874. (Pasicriria, 1875, 2, 129, 141 y 154). 

no le era permitido desechar una sentencia pronunciada so-
bre conclusión contradictoria. (1) 

28. Pothier pone también entre las sentencias que no tie-
nen fuerza de cosa juzgada, aquellas que contienen una con-
dena provisional. Es verdad que la parte que la obtuvo, 
tiene derecho á obligar á la parte condenada á pagar por 
provisión las sumas ó cosas dichas en lá sentencia; pero no 
resulta de esto una presunción, juris et de jure que esta s u -
ma ó estas cosas sean debidas; en efecto, la parte sentencia-
da, después de haber satisfecho la provisión ó la condena, 
es recibida á probar que la cosa no es debida, y puede en 
consecuencia, hacer revocar la sentencia. (2) Esa doctrina 
se funda en razón; no se concibe una verdad provisional; lue-
go una sentencia que por su naturaleza es provisional, no 
puede adquirir autoridad de cosa juzgada que se funda en 
una presunción absoluta. 

1 na sentencia ordena, por razón de peligro de la evic-
ción, que un adquirente no pague los intereses de su precio 
á un acreedor denegado para recibirlo sino á condición que 
aquel dará caución. Esto es una sentencia provisional; los 
hechos pueden dar la prueba de que los temores de evicción 
no eran fundados, y por consiguiente, una sentencia pos-
terior puede mandar el pago de los intereses sin cau-
ción. (3) 

Hay sentencias que por su naturaleza pueden siempre ser 
notificadas; en este sentido jamás forman cosa juzgada. Ta-
les son las sentencias que conceden una pensión alimenti-
cia, variando los alimentos según las necesidades de aquel 
que tiene derecho á ellos (art. 208); el juez puede siempre 

1 Casación, 4 de J u n i o de 1872 iDalloz, 1873, 1, 486). 
^ h i e r , -O« la* obligacionet, núm. 850. Toullier, t . V, 2, pág. 93, 

3 Denegada, 26 de J u n i o de 1816 (Daüoz, en la pa labra Cosa juz-
gada, núm. 34, 1"). 
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aumentarlos, disminuirlos ó decidir que dejan de ser debi-
dos. (1) 

VI. ¿Qué es lo que forma cosa juzgada en las sentencias•? 

29. Es de principio que el dispositivo de las sentencias es 
lo único que tiene autoridad de cosa juzgada; los motivo* 
dados por el juez nada deciden; la presunción de verdad es-
tá ligada á las sentencias con objeto de poner término á los 
procesos y para evitar que una segunda sentencia esté en 
contradicción con la primera. La co»a juzgada implica, pues, 
la existencia de una decisión judicial. Poco importa que los 
motivos expresen una opinión relativa á un punto contesta-
do; si el dispositivo no consagra esta opinión admitiendo ó 
desechando la opinión enunciada en los considerandos, no 
hay cosa juzgada. (2) Una sentencia reconoce en sus moti-
vos, que un terreno litigioso es vahlío y que el municipio 
demandante debe ser reputado su propietario; pero el dis-
positivo no pronuncia á este respecto, se limita á ordenar una 
expertiza reservando todos los derechos á las partes. El mu-
nicipio pretende que hay cosa juzgada acerca de la natura-
leza del terreno y en cuanto á la cuestión de propiedad, fun-
dándose en los motivos de la sentencia. Fué decidido por 
la Corte de Casación, que la cosa juzgada debe inducirse del 
dispositivo y no de los motivos. (3) Con mayor razón, una 
sentencia que se limita á dar acta de simples reservas no 
contestadas, no puede ser invocada como habiendo juzgado 
la cuestión reservada, aunque en los motivos, la sentencia 

1 París. 1 - de Diciembre de 1832 (Dal los , en la pa labra Cota juz-
gwla nom. 34. 2?) J 

2 Anbry y Kan, t. V i , pág. 480 y nota 10, pfo. 769. 

„ ' í r ^ * ' ? of3"^'de i m (Da"oz< e" Ia M»bra Co^juz. 
T> u in l í « - ? ' . r á f ; r 1 8 Í Denegada, 9 íle J u n i o d e 1873 
,i».iiloz, 1S.3, 1, 411). Solo c i ta remos laa úl t imas sentencias- la iu_ 
E ' r S n r nnáni me. ÍJO mismo sucede con la ju r i sp rudenc ia d e 
Bélgica.. Denegada, 3 de Mayo de 1867 (Pancritia, 1S67, 1, 320) 

reclama que el derecho reservado pertenece á la parte que 
hizo la reserva. (1) 

30. No debe concluirse de esto que los motivos no tie-
nen iufluencia en la cosa juzgada. Desde luego, se les debe 
tomar en consideración para explicar el dispositivo, y, por 
consiguiente, para determinar la extensión de la cosa juzga-
da. El dispositivo de una sentencia sé limita á destruir la 
apelación y á ordenar que la resolución surtirá su pleno y 
entero efecto. En el caso, el apelante habia tomado por pri-
mera vez conclusiones subsidiarias ante la Corte. ¿Eran es-
tas desechadas también como las conclusiones principales? 
Ateniéndose al dispositivo se podría dudar de ello, pues és-
te nada decía de las disp.liciones subsidiarias; pero en los 
motivos, la sentencia consideraba estas «inclusiones tan de-
sechadas como las principales. Luego había decisión, y por 
consiguiente, cosa juzgada para las conclusiones subsidiarias 
como tanto para las principales. Se trataba de la demanda 
en rescisión de una partición de ascendiente por causa de le-
sión; en apelación, el demandante había coi.cluido subsidia-
riamente á que la partición fuese modificada por compren-
der una donación sujeta á reducción. Los considerandos de 
la sentencia declaraban la acción prescripta, ya que tuviese 
por objeto la rescisión, ya que fuese por la reducción; los 
motivos explicaban el dispositvo y probaban que la Corte 
había entendido desechar la acción por la misma denegada. 
De esto, la consecuencia que la demanda formulada en las 
conclusiones subsidiarias no podía ser reproducida en jus-
ticia. (2) 

31. Del principio de que el dispositivo solo tiene autori-
dad de cosa juzgada, se sigue que si los motivos de una pri-
mera sentencia están en contradicción cou el dispositivo de 

1 Denegada, 21 de Dioiembre de 1853 (Dallos, 1R54, 1, 437). 
2 Denegada, Sal.» Civil, 24 de Noviembre de 1856 (Dallos, 1856, 

1, 399) Compárese Bruselas, 14 de Ju l io de 1828 (Pasicritia, 1828. 
pág. 254). 



otra posterior, esto no impide á la sentencia de aquirir au-
toridad de cosa juzgada. Los habitantes de uu municipio 
demandan el derecho de tomar agua en una fuente que se 
halla en una propiedad particular. Una primera sentencia 
manda que el municipio pruebe tanto por tíulos, como por 
testigos, que hay una gran necesidad de tomar dicha agua 
en la citada fuente; se lee en los motivos que basta que exis-
ta necesidad marcada para que los habitantes tengan el d e -
recho de reclamar el uso de las aguas de una fuente p r iva -
da. Después de la instrucción, una nueva sentencia declara 
mal fundada la acción del municipio, porque no estaba de-
mostrado que el agua de la fuente litigiosa fuese necesaria á 
los habitantes del municipio, en el sentido del art. 643; que 
no bastaba que el uso de la fuente presentase comodidad pa-
ra el municipio, porque la ley exigía la necesidad corno con-
dición precisa. El municipio se proveyó en casación por vio-
lación del art. 1,351; decía que la sentencia atacada, resol-
vía que los habitantes no tenían derecho al uso de la fuen-
te por motivo que estas aguas no les eran necesarias, mien-
tras que la sentencia pasada de cosa juzgada y que ordena-
ba la instrucción, había declarado en sus motivos que bas-
taba que hubiese utilidad para los habitantes en servirse de 
las dichas aguas. La Corte de Casación desechó el recurso, 
fundándose en el principio que: " L a cosa juzgada reside 
únicamente en el dispositivo y no en los motivos de las sen-
tencias y decretos." Poco importaba, pues, que hubiera con-
tradicción entre los motivos de la primera sentencia y el dis-
positivo de la segunda; solo e.ste dispositivo tenía autoridad 
de cosa juzgada. El municipio se había, además, prevalecido 
del dispositivo de la primera sentencia; este motivo del re -
curso fué también desechado, porque la sentencia que orde-
naba una instrucción era interlocutoria, y no podía, como 
tal , tener autoridad de cosa juzgada acerca del fondo del 
proceso. 

Con mayor razón no habrá violación de la cosa juzgada 
cuando los motivos de una segunda sentencia están en con-
tradicción con los motivos de una primera. E>toes una con-
secuencia evidente del principio que los motivos no hacen 
cosa juzgada. (1) 

32. ¿El dispositivo de una sentencia tiene autoridad de co-
sa juzgada por todo cuanto está enunciado en ella? Nó, si 
el dispositivo hace cosa juzgada, es porqué decide una con-
testación; tal es el principio que domina la materia: todo lo 
que es extraño á la decisión lo es también á la autoridad 
que la ley atribuye á la cosa juzgada. Así, las simples enun-
ciaciones que nada deciden, jamás tienen autoridad de cosa 
juzgada. Esto se funda también en la razón. La ley da una 
presunción de verdad á las decisiones judiciales, porque su-
pone que el juez las ha deliberado maduramente y que ha 
considerado todos los términos de la sentencia. Esta razón 
no se aplica á las simples enunciaciones; éstas son una opi -
nión que el juez omite de paso y sin haber hecho de ellas el 
objeto de una deliberación. 

Una sentencia concede á una persona alimentos por su 
calidad de hijo. ¿Hay autoridad de cosa juzgada acerca de 
la cuestión de filiación? Si la cuestión ha sido debatida e n -
tre las partes, la afirmativa no es dudosa; pero suponemos 
que no fué objeto de ningún debate; desde luego no puede 
tratarse de cosa juzgada. Esta es la aplicación del antiguo 
adagio: Tanlum judicatum quantum litigatum. Aunque en el 
dispositivo el demandante tuviera calidad de hijo, la sen-
tencia no sería cosa juzgada acerca de la filiación. Se ob-
jeta que^ l demandante ha reclamado los alimentos en cali-
dad de hijo, y que solo puede obtenerlos con este título. Sin 
du la, el juez no concedió alimentos sino suponiendo que era 
hijo del demandado, pero suponer no es sentenciar. La r a -

1 Denegada de la Corte d e Casación de Bélgica, 28 de Ene ro de 
1&18 ( Paxicritia, 1848, 1, 296). 



zón está de acuerdo con la sutileza del derecho. El estado 
de hijo legítimo es la base del Código Civil; cuando está con-
testado, toda la atención del juez se concentra en las p rue -
bas de filiación; mientras que, en impedimento de alimen-
tos, el juez considera, ante todo, la necesidad del que recla-
ma; cuando el demandado no promueve la cuestión de filia-
ción, el juez no tiene que examinarla; y ¿cómo pudiera te-
ner autoridad de cosa juzgada en asunto tan importante, 
cuando la cuestión no ha sido debatida ante él? (1) 

El acreedor demanda contra su deudor los intereses de un 
capital, el juez condena al deudor á pagarlos. ¿Ilay cosa juz-
gada en cuanto al capital ? Se supone que el dispositivo enun-
cia el monto del capital. Ha sido juzgado que la decisión no 
tenía autoridad de cosa juzgada en cuanto al capital. (2) 
Se puede objetar que el juez al ordenar el pago de intereses 
decide implícitamente que el capital es también debido, pues-
to que no hay intereses sin capital. Sin duda, pero la cues-
tión está en saber si hay cosa juzgada; y el juez nada ha de-
cidido en cuanto al capital, esta cuestión no ha sido tocada 
ante él, es, pues, imposible que la haya decidido, por tanto, 
no hay cosa juzgada. 

Tiene lugar una instancia acerca de una adjudicación. El 
adjudicatario alega diversos créditos que deben ser imputa-
dos en el precio; la sentencia lija el valor de dichos créditos, 
y enuncia en el dispositivo la suma de 125,000 francos que 
constituye el precio. Posteriormente el adjudicatario sostu-
vo que una remesa de 5,000 francos le había sido consenti-
da. Se le opuso la cosa juzgada. La Corte de Casación deci-
dió que no había cosa juzgada en cuanto al precio de adjudi-
cación. E n efecto, el precio no había sido objeto de ninguna 
disputa entre las partes; los jueces, ni en los motivos ni en 

- ^ n S a oT',2 ' K k S ¡ ^ n ú m s - 2 2 8 ? 229. y todos los autores. 

el dispositivo examinaban ni decidían una cuestión que no 
Ies había sido sometida. (1) 

33. Toda decisión judicial tiene autoridad de cosa juzga-
da, sin que se tenga que distinguir lo que fué resuelto inci-
dental mente de lo que se decidió principalmente, siempre 
que la sentencia haya intervenido sobre conclusiones forma-
les de las partes. Intento un^ acción en pedimento de he -
rencia; el demandado contesta mi estado; sostiene que soy 
hijo natural y, como tal, excluido de la sucesión colateral 
que reclamo. El juez decide que soy hijo lejítimo y que ten-
go derecho á la herencia como tal. Aunque la cuestión de 
estado no haya sido el objeto de mi demanda principal, no 
por esto deja de quedar resuelto por los debates contradic-
torios; habrá, pues, cosa juzgada. (2) Por otra parte, la razón 
nos dice que esta decisión incidente tiene la misma grave-
dad y debe tener la misma autoridad que si hubiera inten-
tado una acción principal en reclamación de estado. D é b \ 
pues, haber presunción de verda l para las decisiones inci-
dentes tanto como para las decisiones principales. (3) 

34. ¿Debe ser expresa la decisión para que tenga autori-
dad de cosa juzgada, ó basta que sea implícita? La ley no 
exige una decisión expresa, nada dice acerca de la forma 
en que debe ser concebido el dispositivo. Esto decide la 
cuestión. El art . 1,351 enumera las condiciones requeridas 
para que haya cosa juzgada; to lo lo que exige es que haya 
sentencia; es decir, un dispositivo que decida la contesta-
ción. En cuanto á la forma, la ley la deja á la prudencia 
del juez. Sin duda que los jueces deberían, en esta materia, 
acordarse siempre de la sentencia de Talleyrand: Las cosas 
que no necesitan decirse, están mucho mejor cuando se di-

) !'•«»• «"«V, HIIU «. (Dalloz en la 
m i>r» Cota juzgada, núro. 163) y 15 de Jorno de 1818 (Dalloz, en 

la palabra Filiación, nnm. 390). 
3 Dnranton. t. XI I I . pájr 510,nú«i. 483. Aubry y Kau. t. VI , i>á_ 
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t e n . " Si las sentencias fuesen redactadas con mayor cuida-
do, muchos procesos acerca de cosas juzgadas se evitarían. 
Pe ro en derecho, debe admitirse que una decisión implícita 
tiene fuerza de cosa juzgada tanto como una decisión explí-
cita, no pudiendo el intérprete exigir condiciones que la ley 
no exige. La jurisprudencia está de acnerdo en este punto 
con la doctrina. Se lee en una sentencia de la Corte de Ca-
sación de Bélgica pronunciada sobre el informe del exelente 
jurisconsulto M. DeCuyper : "Si el juez no decide realmen-
te lo que declara de derecho en el dispositivo de su senten-
cia, la ley sin embargo, no ha determinado fórmula obliga-
toria para este dispositivo; de donde se sigue que la deci-
sión del juez puede resultar virtualmente de lo que se ha 
ordenado." (1) 

La dificultad está en saber cuándo hay decisión implíci-
ta. Se necesita que la decisión sea una consecuencia necesa-
ria de un dispositivo expreso. El principio resulta de la mis-
ma esencia de la autoridad de cosa juzgada : se le atribuye 
á la sentencia; para que ésta exista, es menester una resolu-
ción que no deje duda alguna acerca de la voluntad del 
juez; esta voluntad debe ser expresada en la sentencia; si no 
ae halla en ella claramente, es cuando menas necesario que 
resulte de las expresiones del dispositivo. Puede decirse 
entonces que está expresada. (2) La aplicación del princi-
pio no está sin dificultad. Un adagio antiguo dice: Quod 
judex non adjudiccU abjudicat. Este es el argumento á con-
trario aplicado á las sentencias. El argumento tiene poco 
valor, ya por interpretación de las leyes, ya por interpreta-
ción de los contratos. Eu materia de resolución judicial, hay 
que atenerse estrictamente á lo dicho en la sentencia; todo 

1 Denegada , 20 »le Dic iembre d e 1851 (Paticrüia, 1851. 1. 1740. 
Compárese Casación, 4 de Dioiembre de 1837 (Dalloz, en la pa labra 
Cota juzgada, núm. 122). 

2 Aub ry y R a n , t . VI , pág. 481, pfo. 769. Larombiére , t. V, pági_ 
na 222, núm. 27 tEd . B., t. I I I , pág , 238). 

cuanto no está comprendido en su redacción debe, por esto 
mismo, ser excluido. En este sentido puede invocarse el an-
tiguo adagio que acabamos de citar . 

IjOs considerardos pueden dar á conocer la voluntad del 
juez; cuando estos considerandos prueban con evidencia 
que consideró como no fundada una excepción propuesta por 
una de las partes, debe admitirse que el juez la desechó im-
plícitamente, aunque el dispositivo nada diga respecto á ella. 
Este es, dice la C rte de Bruselas, el caso de aplicar el ada-
gio Quod judex non adjudicat abjudicat. (1) 

Deben, además, tomar-e en consideración los principios de 
los que el juez hace aplicación al caso. En una instancia de 
partición, el juez decide que los frutos percibidos desde la 
apertura de la sucesión hasta cierta época, no serán restitui-
dos. Esta sentencia decide por esto mismo qus los frutos 
percibidos posteriormente, deberán ser restituidos por que-
dar comprendidos en la masa divisible. Esta es una a rgu-
mentación á contrario, pero está conforme á los principios, 
pues, de derecho común; los frutos pertenecen á la herencia 
y la aumentan; luego deben comprendérseles en ella, áme-
nos de disposición contraria; de donde res .1 ta que lodos los 
frutos que la sentencia no acordó al heredero que los ha 
percibido, deben, por esto mismo, ser restituidos. (2) 

En fin, para interpretar el dispositivo, hay que tener en 
cuenta las conclusiones que el juez admite ó desecha, pups 
esto es una cuestión de interpretación. Un acreedor solicita 
ser admitido en el pasivo de una quiebra por una suma de 
130,856 flancos. Dos sentencias admiten la demanda; la 
última, ordena que el acreedor sea admitido en el pasivo de 
la quiebra por el monto de los títulos de sus créditos que te-
nía presentados y acerca de los que e*taba en contestación 

1 BroFelas, 3 de Marzo de 1825 (Paticritia, 1825, pág. 329V. 11 de 
Diciembn de 1852 {il>id., 1853,2, 342). h 

2 Casación, 6 de Diciembre de 1852 (Dalloz, 1853, 1. 50}. 
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50 OBLIGACIONES. 

con los síndicos. Más tarde, se presentaron nuevas dificul-
tades; dicho acreedor presentó una cuenta pn que figuraba 
el crédito de 136.850 francos. La Corte de Angers decidió 
que el crédito debía ser reducido á 31,000 f r a n c o s . Recurso 
de Casación por violación de la co*a juzgada. Se opuso al 
recurso que la sentencia no enunciaba el monto del crédito 
en su dispositivo; la Corte de Casación contestó que debía 
considerarle el dispositivo en sus relaciones con las conclu-
siones. ¿Aoerca de qué estaba el acreedor en pleito con los 
«índicos? ¿Acerca de la cifra del crédito? ¿Qué fué lo que el 
juez decidió? La cifra del crédito, tal como la había presen-
tado y afirmado. Luego el dispositivo decidía implícita-
mente que esta era la cifra por la que el demandante debía 
ser admitido en el pasivo. (1) 

35. La Corte de Casación ha hecho aplicación de estos 
principios en el caso siguiente: Demanda en reivindicación 
fundada en artas y en la prescripción. Una primera sen-
tencia desechó en sus motivos la prueba por títulos, porque 
el acta de adquisición del demandado comprendía terminan-
temente el terreno litigioso; pero como'los demandantes in-
vocaban también la prescripción, el Tribunal los admitió á 
probar que habían jioseido el terreno por más de treinta años. 
Después de la instrucción, nueva sentencia desechó la deman-
da en reivindicación. En esta segunda sentencia, se decía 
que la primera había resuelto, según los títulos producidos 
en el proceso, que el demandad » debía ser considerado co-
mo propietario del terreno litigioso. Recurso de casación 
por violación de la cosa juzgada: El Tribunal y la Corte de 
Burdeos, habiendo atribuido autoridad de cosa juzgada á 
una sentencia que no decidía la cuestión de propiedad, por 
cuanto ésta dependida del exámen de los títulos, solo 1<is 
motivos contenían una apreciación de las actas producidas 

1 Casación, 13 de Marzo de l832(Dalloz,en la palabra Cota juzaa-
da, nftm. 182j. J J 

por el demandado; el Tribunal y la Corte habían, pues, reco-
nocido la autoridad de co*a juzgada á unos mot ivo -í.t que 
hubiese ningún dispositivo, l a Corte de Casación desechó 
el recurso. Invoca primero las conclusiones de 1<>* doman- . 
dan'es; éstos se pretendían propietarios del terreno litigioso, 
ya por sus títulos, ya por la prescripción. ¿Qué hizo el Tri-
bunal? En su primera sentem ia, eomezó por apreciar los tí-
tulos, y declaró en sus motivos, que los títulos rechazaban 
la demanda; y luego estatuando a< erca de la prescripción, 
ordenó una instrucción. lie que la declaración acerca de los 
títulos no estaba reproducida en el dispositivo, no podía con-
cluirse que no existiera ninguna decisión á este respecto co-
mo lo pretendía el recurso, pues resultaba de los términos 
de la sentencia y de las diversas disposiciones que el T r i -
bunal había entendido desechar y que efectivamente había 
desechado la demanda en reivindicación, en cuanto solo 
se fundaba en títulos. La Corte agrega que la instrucción 
ordenada acerca de la excepción de prescripción, implicaba la 
denegada de la demanda en tanto que se fundaba en títulos. (1) 
Hé aquí el argumento á contrario ó la aplicación del adagio: 
Quod jndcx non adjudicat abjudicat. En el caso, esta a rgu-
mentación no era dudosa, puesto que el juez expresabn su 
veluhtad en los motivos; había, pues, concurso de todas las 
razones que permiten inducir una decisión implícita de una 
sentencia que no contiene resolución explícita acerca del 
punto litigioso, conclusiones, motivos y razones d contrario. 

36. Una sentencia reciente de la Corte de Casación, hace 

1 Denegada. 25 de Febrero de 1É63 (Dalluz, 186J. | <>831 Uav 
ana senteuc.a en sentido contrario de la Cor»,, d , i ; ,s ,B gon- L i e n Z 
n» P ha n , 7 , M Í r ' " f : ' <*™"erando, e„ d e r e c h ^ e T l S 
^ n n ^ ' í 0 ^ ' 1 1 8 8 , '«» »"»»«•oc a s V q u e 
o 1 I T a a ! , m , r : ó n a * n,e<lins presentado., .le una consecuen-

S * ™ é «n<^l«n,ab e ...1 dispositivo, para , u , se d e K d S -
L b í a n ^ o ' l ' / ^ ' t . v o ba juzgado I , dificultad que 1.« motivos 
12) a P r e o , a d o " Besangon, 3 de Agosto de 1861 (Dalloz 1862 



aplicación del misino principio en otro caso. Si multiplica-
mos los ejemplos, e3 porque la materia abstracta que trata-
mos, no se entiende sino cuando se ven los principios en ac-
clóu. Un propietario colindante del bosque de G'ompiegne, 
pide que la sanja que separa sus terrenos del bosque, sea 
declarada medianera. Dicho bosque está limitad«» por ria-
chuelos, muros, caminos, y la mitad de sus linderos por sau-
jas. Existen, además, mojoneras colocadas una vez del lado 
del bosque, y otra vez por el lado de los vecinos. El p r i m e r 

juez concluye que los límites no es la línea trazada por las 
mojoneras colocadas tan irregularmente, pero que la sanja 
marca el lindero. Como la sanja es como si perteneciese á 
aquel á cuyo lado está la tierra de la escavación, el Tribu-
nal ordena una vista de ojos, con el fin de comprobar cómo 
están colocadas las mojoneras y de qué lado se encuentra la 
tierra de los fosos. Sucedió que la tierra de la sanja se 
encontraba toda en el piso del bosque, en la parte limítrofe 
que formaba el objeto del litigio; lo que decidía la cuestión. 
Apelación. La Corte de Amiens decidió que la sentencia de 
primera instancia había definitivamente juzgado la cues-
tión de saber, si los límites del bosque que había sido hecho 
por una puerta regular de mojoneras, los primeros jueces 
habiendo declarado insuficientes los títulos producidos para 
establecerlo, buscaron la solución del litigio en otra parte, 
en el lugar de la tierra de los fosos. La Corte decidió por 
igual consideración y desechó la apelación. Recurso de ca-
sación por violación del art . 1,351, en lo que la sentencia 
había atribuido la fuerza de cosa juzgada acerca del fondo 
del litigio á una sentencia que solo prescribía una experti-
za, dejando á salvo los derechos de las partes. La Corte de 
Casación dijo que la sentencia contenía una decisión defini-
tiva acerca de la cuestión de saber si el límite de los terre-
nos era la línea trazada por las mojoneras, y que decidía 
que el límite era el foso que separaba el bosque de Compiég-

ne del terreno del demandante. Es verdad que esta decla-
ración de la sentencia no estaba mencionada explícitamen-
te en los motivos, pero estaba confirmada implícitamente por 
el dispositivo que nombraba expertos para comprobar de 
qué lado se hallaba la tierra de la sanja. En efecto, esta 
comprobación hubiera sido inútil si la sentencia no hubiese 
enteudidodtícidirdefinitivamente que las mojoneras debían ser 
apartadas en el proceso, puesto que no determinaba • loslí-
mite>» de las propiedades de las partes. Fué, pues, con razón 
como la sentencia de apelación reconociera la autoridad de 
cosa juzgada á dicha parte de la sentencia de primera ins-
tancia. (1) 

37. Hay una regla última que sirve para determinar si hay 
ó no cosa juzgada, y cuál es la extensión de ella. El dispo-
sitivo, que alguna vez nada dice del hecho litigioso, pue-
de estar concebido en términos demasiado absolutos. P a r a 
fijar su verdadero sentido, deben consultarse no solo los mo-
tivos, sino sobre todo las conclusiones de las partes. Po r 
muy generales que. sean los términos del dispositivo, hay 
que limitarlos cuando se trata de interpretarlos, por las con-
clusiones de las partes; aquí se presenta el caso de decir: 
TatUum judicatum quantum litigatum. Decimos que debe in-
terpretarse el dispositivo por las conclusiones de las partes, 
lo que supone que el sentido y el objeto del dispositivo están 
obscuros ó dudosos. Puede suceder que la sentencia haya 
evidentemente sobrepasado las conclusiones; esto no iiupedi • 
rá que'tenga autoridad de cosa juzgada, á reserva deque las 
partes se provean por requisición civil para que se revoque. 
(Cód. de Proc., art. 480, núms. 3 y 4). (2) El antiguo ada-
gio que acabamos de citar, no es, pues, sino una regla de 
interpretación, y como tal, está fundado en la razón. Toda 

1 Denegada. 19 de Marzo de 1872 (Dalloz, 1873, 1, 67). 
2 Anbrv y Ran, t. VI, pág.481, nota 17. Larotnbiére, t. V, p á g L 

na 22>, iiúm. 30 t Bd. Ií., t. I I I , pág. 239). 
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sentencia es «na resolución, y. ¿¿qué ¿s lo que está llamado el 
juez para resolver? La contestación que le someten la» i-ar-
tes; desde que sobrepasan las conclusiones de la« parte-, es-
tá sin misión, pues no tiene iniciativa como el legislador. 
Pero no puede admitirse que el ju-z cometa un depoder; 
hay, pues, que interpretar el dispositivo por las conclusio-
nes. (1) 

La Jurisprudencia está en e-te sentido. Se lee en una sen-
tencia de la Corte de Lieja, que solo hay cosa juzgada acer-
ca de un punto, cuando ha *ido objeto de las conclusiones 
de las partes, y que una disposición de la sentencia lo dese-
cha ó lo admite. (2) Esta es la consecuencia del principio 
que domina la materia. Es necesario, como declan los juris-
consultos romanos, una condena ó una absolución, lo que 
implica la admisión ó la denegada de las conclusiones. Es 
en estos límites que debe restringirse el dispositivo, y, por 
consiguiente, la autoridad de l¡t cosa juzgada. La sentencia 
fija el activo y el pasivo de una comunidad; determina el 
monto en capital de las cantidades tomadas por la mujer y 
de que es acreedora, y nada dice en cuanto á los réditos. 
¿Hay cosa juzgada implicitamente en cuanto á j o s réditos? 
Deben verse las conclusiones. En un caso que se presentó 
ante la Corte de Casación, no había conclusiones en cuanto 
á los intereses; esto era decisivo. El juez no podía desechar 
una demanda que no había sido hecha. La Corte de Üblmar 
había admitido la cosa juzgada. Era un error evidente. ¿Có-
mo pudiera haber decisión y cosa juzgada, cuando ninguna 
demanda había sido formulada y cuando no se habían he-
cho ningunas conclusiones acerca de intereses? Había omi-
sión de parte de los interesados, á ellos tocaba repararla. (3) 

1 D e n e g a d a , s e c c i ó n c i v i l , 27 d e A g o s t o d e 1817 ( D a l l o s , e n l a p a -
l a b r a Cota juzgada, DÚIU. 204, 2*). 

2 L i e j a , 17 d e F e b r e r o d e 1866 ( P a t i c r i t i a , 1867, 2 , 391) . C o m p i . 
rese B r u s e l a s , 21 d e M a r z o d e 1855 ( ibid. , 1856, 2, 1 0 2 ; . 

3 C a s a c i ó n , 2 8 d o D i c i e m b r e d e 1859 ( D a l l o z , 1860, 1, 345J . 

§ I I . D E LAS CONDICIONES REQUERIDAS PARA 

QUE HAYA COSA JUZGADA. 

38. El art. 1,351 enumera las condiciones requeridas pa-
ra que haya autoridad de cosa juzgada: Debe haber iden-
tidad de objeto, de causa y de personas» ¿Son generales es-
tas condiciones, ó no conciernen sino á lo que se llama la ex-
cepción de cosa juzgada? Según el art. 1,351, se pudiera 
creer; y esta opinión ha sido sostenida más de una vez ante 
la Corte de Casación. La ley dice: "Es menester que la 
cosa demandada sea la misma que la demanda; esté funda-
da en la misma causa que la demanda; verse entre las mis-
mas partes, lo que supone que es el demandante el que pro-
dujo una demanda que ha sido ya juzgada y sentenciada 
contra él por una primera sentencia. ¿Es esto decir que el 
demandante no pueda oponer la cosa juzgada? La afirmativa 
no es dudosa. Solo hay una verdad; la decisión judicial es 
presumida verdad con relación á ambas partes litigantes, y 
por lo tanto, cada una de ellas puede prevalecerse de la au-
toridad de la cosa juzgada. Si estos términos de la ley solo 
preveen el caso en que la cosa juzgada está-opuesta por el 
demandado, es porque tal f s el caso ordinario, y las leyes 
no deciden sino las dificultades que se presentan habi tual-
mente. Pero no por e.-o es menos general el principio; ni 
siquiera se concibe que no pueda hacerla: la presunción de 
verdad no se divide porque solo hay una verdad. Ha sido 
sentenciado que las condiciones de la cosa juzgada se apli-
can á las demandas convencionales ó á las excepciones e x -
presadas por el demandado, tanto como á las demandas prin-
cipa les. ( i) Si el primer juez se equivocó en esto, basta re-
cordar un principio elemental para probar su error acerca 
de la cuestión de derecho cuando se la desprende d* las di-

1 C a s a c i ó n , 18 d e M a r z o d e 1863 ( D a l l o z , 1863, 1, 193). 
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sententi:» es una resolución, y. ¿á qué es lo que está Hámulo el 
juez para resolver? La contestación que le someten las i-ar-
tes; desde que sobrepasan las conclusiones de las parte-, es-
tá sin misión, pues no tiene iniciativa como el legislador. 
Pero no puede admitirse que el ju-z cometa un depoder; 
hay, pues, que interpretar el dispositivo por las conclusio-
n e s . ( 1 ) 

La Jurisprudencia está en e-te sentido. Se lee en una sen-
tencia de la Corte de Lieja, que solo hay cosa juzgada acer-
ca de un punto, cuando ha sido objeto de las conclusiones 
de las partes, y que una disposición de la sentencia lo dese-
cha ó lo admite. (2) Esta es la consecuencia del principio 
que domina la materia. Es necesario, como declan los juris-
consultos romanos, una condena ó una absolución, lo que 
implica la admisión ó la denegada de las conclusiones. Es 
en estos límites que debe restringirse el dispositivo, y, por 
consiguiente, la autoridad de la cosa juzgada. La sentencia 
fija el activo y el pasivo de una comunidad; determina el 
monto en capital de las cantidades tomadas por la mujer y 
de que es acreedora, y nada dice en cuanto á los réditos. 
¿Hay cosa juzgada implicitamente en cuanto á j o s réditos? 
Deben verse las conclusiones. En un caso que se presentó 
ante la Corte de Casación, no había conclusiones en cuanto 
á los intereses; esto era decisivo. El juez no podía desechar 
una demanda que no había sido hecha. La Corte de Üblmar 
había admitido la cosa juzgada. Era un error evidente. ¿Có-
mo pudiera haber decisión y cosa juzgada, cuando ninguna 
demanda había sido formulada y cuando no se habían he-
cho ningunas conclusiones acerca de intereses? Había omi-
sión de parte de los interesados, á ellos tocaba repararla. (3) 

1 Denegada, sección civil, 27 de Agosto de 1817 (Dallos, en l a p a -
labra Cota juzgada, núiu. 204, 2*). 

2 Lieja, 17 de Febre ro de 1866 (Paticri t ia , 1867, 2, 391). C o m p á -
rese Bruselas, 21 de Marzo de 1855 (ibid., 1856, 2, 102;. 

3 Casación, 28 d e Dic iembre de 1859 (Dalloz, 1860, 1, 345J. 

§ I I . D E LAS CONDICIONES REQUERIDAS PARA 

QUE HAYA COSA JUZGADA. 

38. El art. 1,351 enumera las condiciones requeridas pa-
ra que haya autoridad de cosa juzgada: Debe haber iden-
tidad de objeto, de causa y de personas» ¿Son generales es-
tas condiciones, ó no conciernen sino á lo que se llama la ex-
cepción de cosa juzgada? Según el art. 1,351, se pudiera 
creer; y esta opinión ha sido sostenida más de una vez ante 
la Corte de Casación. La ley dice: "Es menester que la 
cosa demandada sea la misma que la demanda-, esté funda-
da en la misma causa que la denuztida; verse entre las mis-
mas jxirtes, lo que supone que es el demandante el que pro-
dujo una demanda que ha sido ya juzgada y sentenciada 
contra él por una primera sentencia. ¿Es esto decir que el 
demandante no pueda oponer la cosa juzgada? La afirmativa 
no es dudosa. Solo hay una verdad; la decisión judicial es 
presumida verdad con relación á ambas partes litigantes, y 
por lo tanto, cada una de ellas puede prevalecerse de la au-
toridad de la cosa juzgada. Si estos términos de la ley solo 
preveen el caso en que la cosa juzgada está opuesta por el 
demandado, es porque tal es el caso ordinario, y las leyes 
no deciden sino las dificultades que se presentan habitual-
mente. Pero no por e>o es menos general el principio; ni 
•iquiera se concibe que no pueda hacerla: la presunción de 
verdad no se divide porque solo hay una verdad. Ha sido 
sentenciado que las condiciones de la cosa juzgada se apli-
can á las demandas convencionales ó á las excepciones e x -
presadas por el demandado, tanto como á las demandas prin-
cipa le8. (1) Si el primer juez se equivocó en esto, ba^ta re-
cordar un principio elemental para probar su error acerca 
de la cuestión de derecho cuando se la desprende de las di-

1 Casación, 18 de Marzo de 1863 (Dalloz, 1863, 1, 193). 



ficultades del hecho que siempre vienen á estorbar la deci-
sión, y que son á menudo la causa de que se pierdan de vista 
los principios más sencillos. E l demandado que opone una 
excepción ó una demanda reconvencional, se vuelve deman-
dante en cnanto á la excepción: se puede, pues, aplicar tex-
tualmente el art. 1,351. Y el espíritu do la ley es tan evi-
dente. La cosa juzgada descansa en una presunción de ver-
dad. Lo único que es verdadero para el demandante lo es 
también para el demandado. En cuanto á las condiciones re-
queridas para que haya presunción de verdad, deben ser las 
mismas, pues estas condiciones, como lo vamos á decir, re-
sultan de la esencia de la cosa juzgada. 

Así mismo, si la sentencia ha condenado al demandado, 
hav cosa juzgada contra él, pero solo bajo las condiciones 
determinadas por la ley. Puede, pues, formular una deman-
da para substraerse Ala ejecución de la resolución pasada en 
fuerza de cosa juzgada, si esta demanda está fundada en 
una causa que no la hizo valer ante el primer juez. Asi, el 
demandado fué condenado á la ejecución de una donación. 
Pide en seguida la revocación de la donación por causa de 
advenimiento de hijos. ¿Puede oponérsele la cosa juzgada? 
Se ha pretendido asi ante la Corte de Casación. Había, en 
el caso, un pequeño motivo de duda, y que la revocación 
existía ya cuando la primera sentencia ¿Pero qué importa? 
Sin duda el. demandado, cuando la primera instancia, h u -
biera podido hacer valer esta causa de revocación, y el juez 
hubiera debido admitirla, pero no lo hizo. El juez no podía 
decidir una cuestión que no le fuera sometida, por tanto, no 
h a l í i cosa juzgada en cnanto al advenimiento de hijos. Que-
daba por saber si el demandado, en la primera instancia, po-
día prevalecerse de los principios que rigen la autoridad de 
cosa juzgada; y esta cuestión no es una pregunta. La auto-
ridad de cosa juzgada, dice la Corte de Casación, tiene lu -
gar cuando la demanda está fundada en la misma cosa. Es-

te principio general y absoluto, no admite discusión entre 
el demandante y el demandado. (1) 

ARTICULO I.—Mismo objeto. 

Núm. 1. Principio. 

39. El art. 1,351 dice: "La autoridad de cosa juzgada no 
tiene lugar sino para lo que hizo el objeto de la sentencia. 
Es necesario que la cosa demandada sea la misma." ¿Cuál 
es el motivo de esta primera condición de la cosa juzgada? 
Toullier contesta: "es evidente que no hay cosa juzgada que 
oponer á la segunda demanda si su objeto es diferente, si no 
es el mismo que el de la primera, puesto que la mente del 
magistrado no fué sentenciar, así como las partes no preten-
dieron someter á su decisión, sino el objeto de la primera de-
manda y no el de la segunda. (2) Esto es efectivamente evi-
dente, pero es bueno dar el motivo de la evidencia, pues es-
tos motivos son los que dan á conocer los principios, y los 
principias sirven para decidir todas las dificultades que se 
presentan en la aplicación de la ley. Y no faltan las dificul-
tades en esta materia; cada día se presentan nuevas; no hay 
un solo artículo del Código que de lugar á tantos pleitos co-
mo el art. 1,351; los mismos principios, como lo dirémos más 
adelante, son objeto de viva controversia El intérprete no 
puede, pues, conformarse con decir que la cosa es evidente: 
debe hacer palpable esta evidencia. 

La autoridad de cosa juzgada descansa en una presunción 
de verdad, y toda presunción está fundada en una probabi-
lidad que toca á la certeza, y que legalmente es la certeza, 
pues la presunción de verdad ligada á las sentencias, no ad-

I. L ¿ r g a d i t U < ] e N o v 1 e n i b r e d e , 8 6 6 . Sala Civil (Dalloz, 1867, 

2 Toullier, t V, 2, póg. 123, núm. 144. 
P. d e D. TOMO XX 8 



mite prueba contraria, ni siquiera el juramento y la confe-
sión. (1) Es probable, en efecto, que el juez, ilustrado por 
los debates contradictorios de las partes, y por requisitoria 
d*l Ministerio Público, haya dado una decisión fundada en 
hecho y en derecho. Pero esta probabilidad no existe sino 
para los puntos de derecho y de hecho que han sido objeto 
de las conclusiones de las partes, los puntos sobre los que ha 
versado el debate, son los que el juez ha decidido. Si se tra-
tase de algún otro punto que las partes no hubiesen some-
tido al juez, que éste no decidió, con la probabilidad noten-
dría ya razón de ser; cualquiera que fuera la relación entre el 
objeto de la nueva demanda y el objeto de la primera sen-
tencia, no se pudiera decir que el primer juez la decidió 
cuando no le era sometida; se puede conjeturar que la h u -
biera decidido en el mismo sentido, pero esta conjetura na-
da tiene de común con el principio de la c o s a juzgada; como 
la palabra lo dice, se trata de la cosa q i e fué juzgada; la so-
ciedad está interesada en que la cosa j ú z g a la sea estable, no 
tiene ningún interés en que las sentencias se consideren co-
mo la verdad en cuanto á los puntos de hecho y de derecho 
que no han sido resueltos; al contrario, hay un interés muy 
grave en que no puedan extenderse los efectos de la cosa 
juzgada á nuevas contestaciones: el interés de la defensa. 
Esto es más que un interés, es un derecho; las partes no han 
podido sostener sus pretensiones acerca de los puntos que 
no han sido debatidos ante el primer juez; y es un derecho, 
y un derecho sagrado aquel de la defensa, y por defensa se 
entiende en esta materia, el derecho del demandante tanto 
como el del demandado. Luego el principio de la cosa juz-
gada, bajo cualquiera de sus fases, no puede recibir aplica-
ción sino á la cosa que ha sido objeto de la sentencia. 

40. Al exponer los motivos de la primera condición re-
querida para que haya cosa juzgada, hemos asentado al 

1 Véase el tomo XIX de mis Principio«, pág. 673, núm. 603). 

mismo tiempo el principio que sirve para resolver cuando hay 
identidad de objeto. Los autores ' e limitan en general, á in-
vocar el principio tal como fué formulado por los juriscon-
sultos romanos. ¿Cuándo puede decirse que la cosa deman-
dada en una .segunda instancia es la misma que la que hizo 
el objeto de la primera sentencia? Se dice que es necesario 
que sea el mismo cuerpo, la misma cantidad, si se trata de 
cosas corporales. (1) Este pretendido principio no nos hace 
conocer cuándo la cosa demandada es la misma, es una pe-
rífrasis; se nos dice en qué consiste el objeto, pero no se 
nos dice cuándo este objeto es el mismo. Idem corpus: Sin 
duda, pero, ¿cuándo el cuerpo es el mismo? Quantitas ea-
dem: Esto no hace cuestión cuado se trata de una cantidad 
en cifras, pero es grande la controversia acerca del punto de 
saber si lo más ó lo menos influye en la cosa juzgada, y no 
es la fórmula romana la que nos ayudará á resolver la difi-
cultad. ldemjus: Muy bien, pero, ¿cuándo el derecho es el 
mismo? La fórmula seguramente no lo dice. 

Pero los motivos de la ley lo dicen. ¿Por qué liga la ley 
una presunción de verdad á la sentencia? Para no derrum-
bar la autoridad que deben tener las sentencias, porque es-
ta autoridad es la base del orden social. ¿Cómo impedir 
que lo que ha sido sentenciado en un sentido por el primer 
juez lo sea en sentido contrario por un nuevo? Rs necesario 
que pueda rechazarse por la autoridad de la ccsa juzgada; 
es decir, por una denegada absoluta, aquel que quiera vol-
ver á presentar la cuestión en uná seguuda instancia, lo 
que ha sido juzgado en la primera, pues el segundo juez po-
dría decidir lo contrario de lo que decidió el primero. La 
dificultad se reduce, pues, á saber lo que decidió el primer 
juez; hemos contestado de antemano: Es lo que ha sido de-
mandado por las conclusiones de las partes, lo que ha sido 

1 Toullier, t . V, 2. pág. 123, núm. 144. Cohuet de Santer re , tomo 
V, pág. 625, núm. 328 bis IV. A u b r y y l t a n . t . T I , pág. 493, no ta55 , 
pfo. 769). 



debatido en el curso del proceso, lo que el juez ha decidido 
en el dispositivo de la sentencia. Así, la casa juzgada está 
estrictamente limitada por las conclusiones, los debates y 
el dispositivo; extenderlos más allá, es violar el derecho «le 
defensa, es desconocer los motivos sobre los que se funda la 
presunci«'«n de verdad que se liga á las sentencias. Hay , 
pues, des intereses, ó por mejor decir, dos derechos en pre-
sencia ) en conflicto. La sociedad está interesada en que las 
sentencias sean estables y en que los proc«-8os tengan un tér-
mino; esto es más que un interés, es el derecho de conser-
vación, el primero de todos los derechos, sin el cual no hu-
biera sociedad. ¿Y qué sucedería con los derechos de los 
individuos en una sociedad cuyos cimientos serian sin cesar 
quebrantados? Pero existe otro derecho también muy esen-
cial: Es que el individuo pueda ocurrir á la justicia para 
reclamar sus bienes y sus derechas. Es menester conciliar 
estos dos intereses, no hay que sacrificar el derecho del in-
dividuo al derecho de la sociedad, bajo pretesto de que la co-
sa juzgada es de interés público; el derecho de defensa es 
también de interés público. Ambos intereses, aunque á me-
nudo en conflicto, no son opuestos. La cosa juzgada debe ser 
estable, pero solo la cosa juzgada; debe, pues, limitarse la 
autoridad que se liga á ella á lo que ha sido pedido, delibe-
rado y decidido en la primera instancia. Fuera de esto, vuel-
ve á aparecer eu toda su energía el derecho de los indivi-
duos; no se les puede rechazar del umbral de la justicia 
oponiéndoles que loque piden ha sido ya sentenciado, cuan-
do piden otra cosa de lo que ha sido demandado y decidido 
en la primera instancia. 

Eu apoyo del principio tal como lo formulamos, invoca-
rémos la tradición. Voet es el jurisconsulto práctico por ex-
celencia, y lo que buscamos es un principio que nos sirva 
de guía para la aplicación de la cosa juzgada. ¿Cuándo la 
cosa es la misma? Voet contesta: "Cuando se pide al segun-

do juez lo que ha sido pedido al primero " Estos son los tér-
minos del art . 1,351. ¿ Y cuál es el acta por la que las p «rtes 
piden al juez lo que desean obtener? Son las conclusiones 
que presentan. Las conclusiones sirven de base á la senten-
cia; debe, pues, combinarse el dispositivo de la sentencia con 
las conclusiones; de este modo comprenderá lo que ha sido 
debatid«» ante el primer juez; es dacir, cuál fué el objeto del 
litigio. Lo que fué debatido ante el primer juez, no puede 
ser ya pedido al segundo, si no se arriesgaría á tener una se-
gunda sentencia que decidiese lo contrario de loque decidió 
la primera. ¿Cuándo, pues, la cosa pedida será la misma? 
Cuando la segunda sentencia, suponiendo pronunciada con-
forme con las conclusiones reconvencionales de las partes, 
destruyese á la primera en todo ó en parte. Si la segunda sen-
tencia igualmente supuesta conforme con las conclusiones de 
las partes, deja subsistir á la primera, si no la contradice, la 
cosa demandada no será la misma. En el primer caso, el inte-
rés social exige que el debate no sea renova1o;en el segun-
do, el derecho de la defensa exige que el proceso tenga cur-

« • ( I ) 
La jurisprudencia no puede tener el mismo rigor que la 

doctrina. Sin embargo, consagra el principio que acabamos 
de formular. Nos limitarémos por ahora á citar algunas 
sentencias de las cortes de Bélgica. La Corte de Bruselas 
dice que si no resulta de los motivas ni del dispositivo de la 
primera sentencia que el punto litigioso fué debatido y exa-
minado, no hay autoridad de cosa juzgada; las inducciones 
que se pudieran sacar de la primera sentencia, serían cuando 
msnos conjeturas, lo que se llama un perjuicio; pero un per-
juicio no es la cosa juzgada, pues deja al magistrado en ple-
na libertad para apreciar el nuevo litigio. (2) En una sen-
tencia pronunciada por la Corte de Lieja, se lee que no hay 

1 Marcadé t V , p á c . 167, núms. 3 y 4 del a r t . 1,351. Mourlon, 
Xepctur.ona, t . II , p á c , 853. ní íms. 1.519 y 1 621. 

- Bruselas, 8 de Mayo «le 1862 (Paticritia, 1863, 2,254). 
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cosa juzgada acerca de un punto, sino cuando ha sido obje-
to de conclusiones dadas por las partes ó cuando una dispo-
sición de la sentencia pronuncia su admisión ó su denega-
da. (1) Vamos á aplicar el principio á las diversas mate-
rias de que trata el Código Civil, tomando l«n aplicaciones 
en las numerosas sentencias pronunciadas casi tolas por la 
Corte de Casación. 

Núm. 2. Aplicación del principio. 

1. De los derechos de estado personal. 

41. Una primera sentencia desecha una demanda de i n -
terdicto; se dice en ella, que la persona cuyos padres perse-
guían al interdicto, había sido llamada ante la Sala del 
Consejo, y que lejos de dar pruebas de demencia, se había 
mostrado sana de espíritu y gozando de sus enteras faculta-
des. El mismo día en que la sentencia fué pronunciada, el 
demandado hizo testamento por el que legaba toda su for-
tuna á un extraño, desheredando á su familia. Más tarde fué 
declarado incapaz. Después de su muerte, sus herederos pi-
dieron la nulidad del testamento, fundándose en que el tes-
tador no estaba sano de espíritu en el momento en que tes-
tó. El legatario sostuvo que había cosa juzgada, habiendo 
sido hecho el testamento el mismo día en que la sentencia 
había pronunciado la denegada de incapacidad. Esta e x -
cepción fué desechada. ¿Qué es lo que había sido pedido al 
primer juez? La incapacidad, y ésta no puede pronunciarse 
sino cuando una persona se halla en un estado habitual de 
enajenación mental. Desechar la demanda de interdicto, es, 
pues, decidir que la persona que se quería incapacitar no se 
hallaba en estado habitual de imbecilidad, de demencia ó de 
furor. ¿Qué se pedia al segundo juez? La nulidad del testa-
mento; para testar, hay que ser sano de espíritu en el mo-

1 Lieja, 17 de Feb re ro de 1866 (Pasicrisia, 1867 ,2 ,39I> 
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cuento en que se testa; y aquel que se halla en un estado ha-
bitual de enajenación, puede ser sano de espíritu en el mo-
mento en que testa; así mismo, aquel que no está en estado 
habitual de enajenación y que, por consiguiente, no puede 
«er incapacitado, puede no hallarse sano de espíritu en el 
momento en que testa. De esto se sigue que la demanda por 
nulidad del testamento no tenia el mismo objeto que la de-
manda de incapacidad, anulando el testamento porque el tes-
tador no estaba sano de espíritu en el momento en que lo 
hizo; el segundo juez no contradecía, pues, al primero, que 
había decidido que el testador no podía ser incapacitado 
por no encontrarse en estado habitual de demencia. Poco 
importaba que el testamento hubiese sido hecho el mismo día 
en que fué pronunciada la sentencia. No había contradic-
ción; el primer juez decidía que el difunto no se había en-
contrado en estado de habitual enajenación; el s°gundo de-
cidía que no estaba sano de espíritu en el inoment • en que 
testó; y se puede muy bien no hablar en estado habitual de 
locura, y sin embargo, no estar sano de espíritu en un mo-
mento dado. (1) 

I I . Derechos de propiedad. 

42. Una primera sentencia decide que el demandado no 
era propietario de una parte divisa de terreno en la isla de 
Oleran y que, por consiguiente, no había tenido el derecho 
de desmontarlo y sembrarlo. El dispositivo dice que el de-
mandado queda obligado á entregar el terreno en »-1 mismo 
estado que tenía antes de comenzar su empresa: más tarde, 
una nueva instancia tuvo lugar á la cuestión de saber si el 
demandado tenía un derecho de copropiedad indivis» enfdi-

I HriiBoIa«, 15 de J a n i o de 1832 (Pasicrisia, 1833, 2. 177». Compa-
res. D n.-ea U d e la Cor te de Casación de Bélgica, 26 de Agosto d* 
1833 (Paticritia, 1333, 1, 144). Denegada de la Cor te d e Casación d t 
Francia, 28 de Ju l io d e 1874 (Dalloz, 1875, 1, 103). 



clio terreno. La cosa demand da era la misma y, ¿había 
cosa juzgada? N<» por cierto. Puesto que lo que había sido 
demandado al primer juez había sid<« que decidiera que el 
demandado no tenia propiedad exclusiva ni un derecho 
preparativo de goce en loa terrenos por él desmontados. 
¿Qué se pedía en la segunda instancia? Que se reconociera 
que dicho demandado tenia un derecho de copropiedad co-
mún é indivisa Al decidir que era copropietario por indi-
visión del terreno, el segundo juez no contradecía la prime-
ra sentencia que decidía que no era propietario exclusivo 
del terreno. El primer juez no había decidido la cuestión 
de copropiedad indivisa, y no podía decidirla, puesto que 
no le habla sido sometida; así, el juez se había limitado á 
resolver que el demandado debía restablecer el terreno al 
estado que tenía antes de su empresa, lo que dejaba entera 
la cuestión de saber si el demandado era copropietario; la 
cuestión de copropiedad no era objeto de las conclusiones 
de las partes, no había sido debatida y no fué decidida poT 
el dispositivo de la sentencia; un segundo juez, podía, pues, 
decidirla en favor del primitivo demandado. La razón y el 
buen sentido están de acuerdo con el derecho; puedo muy 
bien ser copropietario de un terreno, aunque una sentencia 
haya decidido que no soy propietario exclusivo del mismo 
terreno. No hay, pues, ninguna contradicción entre una se -
gunda sentencia que me considera copropietario y la pr i -
mera que me negó la propiedad exclusiva. Por consiguien-
te, no hay cosa juzgada. La Corte de Poitiers la admitió, sin 
embargo, pero su sentencia fué casada. (1) 

43. En un debate entre un municipio y un particular fué 
sentenciado que el municipio no era propietario de un terre-
no litigioso. El municipio reclamó después un derecho de 
uso en aquel terreno. ¿Es esto pedir la misma cosa? La ne-

1 Casación, 14 de F e b r e r o de 1831 iDalloz, en la pa t ab i a Cotajuz-
fada, Dám. 124). 

gativa es segura. ¿Cuál fué el objeto de las primeras con-
clusiones del primer debate y de la primera sentencia? L a 
cuestión de saber si el municipio era propietario. ¿Qué de-
mandó el municipio en la segunda instancia? Que fuese r e -
conocido como teniendo derecho de uso en el terreno litigio-
so; es decir, que se le adjudicase un derecho de servidum-
bre en el citado terreno. El segundo juez decidió que había 
derecho de uso. ¿Era esto contradecir al primer juez que ha-
bía sentenciado que no era propietario? Un municipio puede 
ser usuario y no ser propietario, porque una cosa es la pro-
piedad y otra el derecho de uso. (1) Es inútil repetir lo que 
acabamos de decir; la argumentación es idéntica. 

44. l 'na sentencia pronunciada reconoce que una de las 
partes tiene derecho á la posesión anual. ¿Tiene esta senten-
cia autoridad de cosa juzgada acerca de otra acción poseso-
ria intentada por la misma parte varios años después? Bas-
ta presentar la cuestión para resolverla; sin embargo, fué 
llevada ante la Corte de Casación. La cosa juzgada presen-
ta á menudo grandes dificultades; pero se abusa también de 
ella al litigar acerca de cuestiones que no deberían llevarse 
ante los tribunales. ¿Qué es lo que el primer juez decidió en 
el caso? Que la parte tenía posesión anual; es decir, un año 
determinado. ¿Qué fué lo que pidió al segundo juez? Que 
>e le reconociera la posesión anual durante otro año. De que 
yo sea poseedor en 1874 no es decir también que lo sea en 
1SS0; la posesión puede cambiar de dueño y de carácter to-
dos los días. (2) N o insisterémos: Esto sería imitar á los 
litigantes temerarios que combaten la evidencia. 

I I I . Derechos de obligación. 

45. 1 na primera rentencia adjudica una cierta cantidad 

da! aúmYw'ú* JU,Í° d6 1817 (Dal,°7" en ,a P»l*l'ra Cotajuzga-
2 Denegada, 26 de Ene ro de 1869 [Dalloz, 1871. 1, 207]. 
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á un acreedor por daños y peijuicios: ¿Una segunda senten-
cia puede además acordarle los intereses desde la primitiva 
demanda? Hav que ver cuál fué el objeto de la primera de-
manda. ¿Estaban en ella comprendidos los intereses; bau 
hecho objeto del debate; han sido adjudicados? En el caso, 
la cuestión no era muy dudosa. El demandante. reclamaba 
dos cosas: Pr imero daños y perjuicios, después los intereses 
de la demanda; los intereses habían sido, pues, objeto del 
p r i m e r debate. ¿Y qué decidió el primer juez? Sin explicar-
se especialmente acerca de los réditos, fijó una cierta suma 
por t.>dos los daños y perjuici El dispositivo combinado 
con las disposiciones significaba que el juez abjudicaba los 
intereses por el solo hecho de que no los adjud.caba; ó para 
mejor decir, los comprendía en la suma total de los danos y 
perjuicios que acordaba al demandante. La segunda senten-
cia fijando intereses que la primera había negado, violaba, 

pues, la cosa juzgada. (1) 
46. Una acción es promovida por un menor contra su 

tutor en rendición de cuenta de un capital de 12,000 fran 
eos; el demandante concluye á que su tutor sea condenado 
á pagar los interés -s desde la recepción del capital. La sen-
tencia ordenó la cuenta y ordenó que á falta de hacerlo así 
el demandado en un plazo determinado, sería apremiado por 
vía de embargo hasta completar el capital de 12,000 f ran-
cos. ¿T.«nía esta decisión la autoridad de cosa juzgada en el 
sentido de que comprendía los intereses por el solo hecho de 
no adjudicarlos? Se ha sostenido así ante la Corte de Casa-
ción. Esto es un error. La sentencia no estatuía acerca del 
monto del crédito que reclamaba el pupilo contra su tutor; 
se limit iba á ordenar la cuenta, lo que implicaba que h a -
bría una segunda sentencia que determinaría el monto de 
las condenas. Si el primer juez recordaba en el dispositivo 

1 Casación, 7 de Marzo de 1838 (Dalloz, en la palabra Cosa juzga-
da, nüiu 120)¿ 

el capital de la suma reclamada por el menor, no era para 
limitar esta cifra al crédito pupilar; no podía tratarse de l i -
mitarlo, puesto que el debate no versaba todabía sobre el 
monto del crédito; se trataba únicamente de obligar al t u -
tor á dar cuenta, y para esto, el juez autorizaba al menor á 
embargar los bienes de su tutor; debía, pues, decirse por qué 
cantidad. El Tribunal indicó la suma reclamada por capi-
tal, pero únicamente bajo el punto de vista del embargo, sin 
pretender decidir que una suma de 10,000 francos era de-
bida por el tutor; no resolvía la cuestión del capital y con 
más razón tampoco decidió la cuestión de intereses; dejaba 
á salvo, por el contrario, todos los derechos que podían per-
tenecer al pupilo. Luego na<¿a quedaba sentenciado, por con-
siguiente, el juez pudo fijar los intereses en una segunda sen-
tencia. (1) 

47. Se conceden daños y perjuicios en una primera sen-
tencia al propietario de una mina contra los concesionarios 
de un ferrocarril por razón de trabajos que habían ocasio-
nado un daño. Más tarde, la compañía obtuvo un decreto 
administrativo que suspendió la explotación de la mina en 
un cierto perímetro de la vía y obligaba á los propietarios 
á ciertos trabajos de seguridad. De esto, nueva demanda 
por daños y perjuicios. Se invocó la cosa juzgada. La pre-
teución estaba mal fundada. ¿Cómo pudiera haber cosa juzga-
da acerca de. una cuestión de daños y perjuicios que no po-
día ser promovida ante el primer juez, puesto que cuando 
la primera instancia no existía todavía el decreto admiuis-
tativo? Y e< por este decreto por loque se fundó la segunda 
demanda. (2) 

4S. Un acreedor inscribe una hipoteca. Se demanda la 
nulidad de la hipoteca fundándose en la nulidad de la obli-

1 Denegada, 24 de Ene ro d e 1865 (Dalloz, 1865, 1, 232). 
2 Denegada, 18 de J u l i o de 1837 (Dalloz, eu la pa labra Cosa juz-

gada, núm. 140). 



gación para cuya seguridad la hipoteca habia sido consen-
tida. El juez desechó la acción de nulidad por causa de do-
lo, y ordenó, en consecuencia, el mantenimiento de la cues-
tión hipotecaria. Por una nueva acción se demandó la nu-
lidad de la hipoteca por un vicio inherente á la constitución 
de la hipoteca; había sido constituida en virtud de un man-
dato privado; luego era nula en la forma. ¿Había cosa juz-
gada en cuanto á la validez de la hipoteca por virtud de la 
primera sentencia que ordenaba mantener la inscripción hi-
potecaria? La Corte de Casación contesta perentoriamente 
que la validez de la hipoteca, no siendo contestada en la pri-
mera sentencia, el juez no pudo decidir una cuestión que 
no le fué presentada; si ordenó el mantenimiento de la ins-
cripción, fué porque la obligación siendo reconocida válida, 
la hipoteca que no estaba atacada, debió ser mantenida, así 
como el registro hipotecario. En la nueva instancia ya no 
se trataba de la obligación que había sido objeto del primer 
debate; luego anulando la hipoteca, el segundo juez no que-
brantaba la cosa juzgada por la primera sentencia; la obli-
gación declarada válida por el primer juez queda válida; 
pero el primer juez no la había declarado válida, si había 
mantenido la inscripción, era únicamente por vía de conse-
cuencia, puesto que había denegado la acción de la nulidad 
de la obligación. (1) 

49. Una sentencia condena al deudor y al caucionante á 
pagar una deuda, objeto del litigio. El acreedor promueve 
contra el caucionante. ¿Puede éste oponerle las excepciones 
que le da la ley, excepciones de división, de discusión, ó ce-
dendarum actionumf No es dudosa la afirmativa. ¿Qué deci-
dió el primer juez? Que había deuda, y que, por consiguien-
te, el caucionante debía pagar. ¿Qué se pedía al segundo 
juez? ¿Que decidiera que no había deuda, ó que no había 
caución? Nó, la demanda implicaba, por el contrario, que la 

1 Denegada, 19 de Eneró de 1864 (Dalloz, 1864, 1, 292). 

caución existía, y que el caucionante debía pagar; pero aun-
queobligadoel caucionante, tiene ciertos beneficios paca opo-
nerlos á pesar de la sentencia. En efecto, el primer juez no 
había decidido que el caucionante no gozaba de estos bene-
ficios, pues la cuestión no le había sido sometida, y lo que 
no está pedido, debalido ni juzgado, no puede tener autori-
dad de cosa juzgada. (1) 

50. L o que algunas veces engaña á los litigantes, pero 
que no debiera engañar á sus consejeros, es que uno de los 
dos tiene el mismo interés en ambas instancias, de donde con-
cluye, que la primera sentencia debe impedir la introduc-
ción de una segunda demanda El interés puede ser idénti-
co; pero desde que el objeto de ambas demandas difiere, no 
puede ser cuestión de cosa juzgada. En una primera senten-
cia quedó establecido que una subscripción hipotecaria es 
válida. Una segunda sentencia decide que prescribió. ¿ Hay 
violación de la cosa juzgada? Basta poner la cuestión para 
resolverla. La inscripción es nula cuando la obligación ó la 
hipoteca son nulas, ó cuando es nula en la forma; esto nada 
tiene de común con la perención que supone, al contra-
rio, que la inscripción es válida. No podía, pues, tratarse 
aquí de cosa juzgada, pues la cosa demandada no era la 
misma en la segunda instancia. (2) 

51. En un negocio muy complicado intervinieron cinco 
sentencias ordenando adjudicación. El recurso pretendía que 
existía contradicción entre las tres primeras y las dos ú l t i -
mas, y , por consiguiente, violación de la cosa juzgada. Mu-
chas otras dificultades se presentaban: la que concernía á la 
cosa juzgada no era de importancia. La Corte de Casación 
denegó el recurso por motivo de que, en las cosas juzgadas 
por las tres primeras sentencias, se trataba de precios de tres 
adjudicaciones diferentes que debían pagarse á diversos ad-

1 Denegada, 24 de Enero de 1865 (Dalloz, 1865,1, 232). 



jüdicatarios, mientras que en las especies juzgadas por las ul-
timas sentencias se había tratado de los juicios de otras ad-
judicaciones pagaderas por otros adjudicatarios. l)e esto r e -
sultaba que la cosa pedida no había sido la misma, ni entre 
las mismas partes en las cinco instanóias sucesivas y sepa-
radamente promovidas; luego no había E n t i d a d en lo que 
había sido el objeto de esas diversas sentencias. El re. ur o 
objetaba que la cuestión para resolver con el fin de fijar J a 
JMCÍÓO respectiva de los acreedores en todas estas instan-
cias era la misma: suponiendo que a<í fuese, todo lo que re-
sultaba era que la causa fuese la misma; pero no basta la 
id, ntidad de causa, es menester que las p a r t e s sean las mía-
nos v en cada una de las instancias, los adjudicatarios di-
ferían Se necesita, sobre todo, que el objeto sea el mismo; 
v el objeto difería en las cinco instancias, puesto que cada 
ve/ era otro lote el que se adjudicaba y por diferente pre-
cio La única identidad que existia en los cinco procesos era 
el interés de los acreedores, pero esto no constituía la iden-
tidad de objeto. (1) 

59 Una mujer casada bajo el régimen dotal, admite una 
hipoteca en bienes dótales como garantía de una deuda con-
traída por ella y por su marido; el año siguiente, despu 
de haber obtenido la separación de bienes contra su marido, 
r itificó dicha obligación. El acreedor practica un embargo 
oue fué declarado válido por una sentencia cont ra ía que 
no hubo apelación. Después de un nuevo embargo intervi 
nieron lo, hijo«, pretendiendo ser donatarios de lo . lnen 
embargados; el acreedor habiendo atacado la donación c 
mo fraudulenta, sostuvieron los demandados que el dema 
dante no tenía interés puesto que la obligación contrai 
contra la mujer dotal era nula. Estas conclusiones fue 
admitidas por la Corte de Caen. Recurso de casación por v, 

1 Sentencia de la Sala Civil , de 31 de Marzo de 1851 (Dalloz, 185 
1, 65). 

lación de la cosa juzgada. El Tribunal, al validar el embar-
go, había implícitamente juzgado válida la obligación en vir-
tud de la que se practicabi el embargo; la Corte de Caen al 
anular esta obligación, violalwi, pues, la autoridad de cosa 
juzgada. La sentencia de denegada decidió que no había 
identidad de objeto en ambas decisiones. ¿Cuál era el obje-
to del debate ante el primer juez y. respecto de qué pronun-
ció éste? Se t rataba únicam-nte de promociones ejercitadas 
por el acreedor; en cuanto á la obligación y ratificación con-
sentidas por la mujer dotal, no habían sido atacadas. ¿Cómo 
pudiera el juez estatuir acerca de un objeto-que no le había 
sido sometido y que no había sido litigado ante él? Auto la 
Corte de Caen, al contrario, fueron presentadas las conclu-
siones terminantes contra la obligación y la ratificación; lue-
go la sentencia rehusaba acerca de un objeto diferente, y por 
tanto, no podía violar "la cosa juzgada. (1) 

53. Una primera sentencia condena al demandado á po-
ner i'ulos en manos del demandante. La entrega tu se ha-
ce. Nueva demanda tendiendo á la enirega de los títulos y 
daños y perjuicios por razón de la demora. La Corte de Ta-
ris decidió que había cosa júzga la . Recurso de casación por 
violación del art. 1,351. Po r la primera acción, dijo, el de-
mandante concluía á que por mis ofertas reales las letras de 
cambio y la contraletra me fuesen entregadas. Mis adversa-
rio^ se negaron á ejecutar las obligaciones que las sentencias 
les imponían: hé aquí un nuevo hecho que me perjudica y por 
el que pude pedir daños y perjuicios. ¿Pudo el primer juez 
estatuir acerca de daños y perjuicios que solo resultaron pos-
teriormente á su decisión y por la falta de ejecución de su 
sentencia? Es evidente, dice la Corte de Casación, que nada 
se pronunciaba acerca de este pedimento en la primera sen-
tencia; la Corte de Paris había, pues, malamente aplicado 

1 Denegada, 14 de Agosto d e 1828 (Dalloz, en la palabra Cosa 
jmsffaJa, nfioi. 158. 12"). 



la autoridad de cosa juzgada, y , por consiguiente, habis 
violado los arts. 1,147 y 1 , 5 8 2 , en virtud de los cuales el de 
mandante reclamaba daños y perjuicios; la Corte debía de-
cretarlos ó motivar el porqué no lo h a c í a . (1 ) 

VI. Derechos hereditarios. 

54. Un marido da, y después lega á su mujer su casa 1 a-
bitación, cita en Santc Domingo, con todos los muebles que 
la adornan. La casa no estaba pagada, habla un caucionan-
te garantizando todo lo que quedaba por deber. Según la 
ley de 1825 acerca de la indemnización de Santo Domingo, 
se hizo una oposición á la indemnización concedida para la 
habitación que había sido incendiada. Más Urde, nuevo pe-
dimento en acuerdo á que se pagara ej resto del crédito so-
bre el valor de los muebles legados. El Tribunal admitió la 
demanda invocando la primera sentencia intervenida entre 
las partes á titulo de cosa juzgada. En apelación, la dec i -
sión fué reformada. La Corte de Rennes dijo que la pr ime-
ra acción era inmobiliar, puesto que había sido dirigida ba-
j o f o r m a de oposición contra la indemnización de Santo Domin-
go representativa del inmueble gravado del crédito de los acu-
santes; mientras que la nueva acción teniendo solo por o b -
jeto el valor mobiliar, era esencialmente mobiliaria. La asi-
lencia de la Corte de Rennes fué confirmada por la de Ca-
sación. Hab ía un motivo de duda, es que la sentencia que 
se invocaba como co-a juzgada había realmente resuelto la 
cuestión sometida á la Corte de Rennes pero ésta se lmya en 
los motivos; el dispositivo guardaba silencio acerca de una 
cuestión que el Tribunal no había decidido. Desde luego, no 
había cosa juzgada, puesto que los motivos no tienen la 

autoridad de tal. (2) 
1 Casación, 18 «le Feb re ro de 1822 (Dalioz, en la pa labra Coraju-.-

,jaita, núm. 148) 
2 Denegada. 26 de Mayo de 1840 (Dallo?, en la pa labra Cota juz-

gada, núm. 147). 

55. Durante la enfermedad de su tío y con intención frau-
dulenta, un sobrino extrae valores que dependían de la 
sucesión abierta más tarde. Por aplicación del art. 792 
fué declarado decaído de su parte hereditaria en dichos ob-
jetos. Más tarde se presentó la cuestión de saber si los ci ta-
dos valores podían ser reivindicados como objetos robados 
en virtud del art . 2,279. El judz admitió la reivindicación. 
Recurso de casación por violación de la cosa juzgada, fun-
dado sobre aquello que la primera sentencia había calificado 
de hecho de distracción á expensas de la sucesión; el segun-
do juez no podía calificar el mismo hecho de robo. La Cor-
te de Casación decidió que no había cosa juzgada. Invoca 
los términos de la sentencia intervenida entre los coherede-
ros. I.a Corte de Orléans r.o se limitaba á hacer constar el 
hecho material de la instrucción, sino que determinaba su 
naturaleza particular y reconocía expresamente en ella los 
caracteres do una substracción fraudulosa; luego la segunda 
sentencia, al juzgar que los valores habían sido robados por 
el vendedor, lejos de ponerse en contradicción con la prime-
ra, había hecho exactamente la misma apreciación de la na-
turaleza y de los caracteres del hecho que le había sido so-
metido. (I) Aun hay más; si la ley solo ve en la substracción 
de los valores pertenecientes á una herencia, un hecho de 
aceptación, esto en por pura ficción, como lo hemos dicho 
en otra parte; esta ficción no concierne sino á las relaciones 
de los coherederos entre sí, es extraña á los terceros que 
tienen interés y derecho en que sé juzgue cuál es veladero 
carácter de la substracción. P o c o importa, pues, que el pr i -
mer juez, conociendo del debate de los coherederos, califi-
que el hecho de substracción; esta decisión no liaría cosa j u z -
gad i en una nueva sentencia emprendida contra los terce-

1 Pei .egada, 20 de Agosto de 1872 (Dalioz, 1873, 1. 481). 
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ros compradores, no ya por aplicación del art. 1,792, pero 
como consecuencia del art . 2,279. 

Núm. 3 ¿Debe ser absoluta la identidadf 

56. Es de principio que la identidad no deba ser absolu-
ta. Todos admiten que los cambios sucedidos en el cuerpo 
que hacia el objeto de la primera de nanda no impiden, bajo 
el punto dé vista de la cosa juzgada, que sea el mismo de la 
segunda, aunque hava recibido aume >tos ó sufrido disminu-
ciones. Esté es el principio del derecho romano; se les cedía 
en la antigua jurisprudencia, y el art. 1,351 solo consagra-
ba la tradicción. (1) 

57. La aplicación del principio levanta una dificultad que 
ha dado lugar á una activa'controversia. Pothier enseña, 
conforme al derecho romano, que la cosa demandada es la 
misma cuando ha hecho parte de la que se obtuvo en la pri-
mera sentencia, porque la parte está comprendida en todo; 
y aplica este principio á todas las cosas, objeto corporal, 
cantidad ó derecho. Toullier reproduce como una regla 
absoluta el principio así explicado. "Se supone, dice, que el 
objeto de la segunda acción es <1 mismo que el de la prime-
ra, si después de solicitar un todo por aquella, pido por la 
segunda una cosa que era parte de ese todo; ya sea que tra-
te de un cuerpo, de una cantidad ó de un derecho, poco im-
porta, pues en todos los casos hay lugar á la excepción de la 
cosa juzgada. Por ejempolo, he pedido primero la totali-
dad de un fondo, pido en seguida una parte indeterminada 
ó indivisa; la segunda demanda será rechazada por la e x -
cepción de cosa juzgada, porque implícitamente es comprendi-
da en la primera; esta eá la aplicación de la máxima lógica 
que la parteestá comprendida en el todo." M. Colmet de San-

I Poth ier . De fot Migado»'*, n ú m . 889. .Toul l ie r , t V, 2, pág . 123, 
núm. 145. A u b r y j K*u, t. V I , pág. 495, no ta 62. 

trrre abunda en estas mismas ideas. Pedir el todo, dice, es 
poner en cuestión cada parte, de manera que hay identidad 
de objeto entre pretensiones relativas; una á la totalidad y 
otra á una parte de un bien. (1) 

58. Marcadé atacó esta doctrina. Si se entiende el p r in -
cipio en un sentido absoluto como lo harían los matemáti-
cos, Marcadé tiene razón. Ilajo el punto de vista matemá-
tico, es evidente que la parte está comprendida en el todo. 
Pero la cuestión es de saber si esta máxima es aplicable á 
las relaciones jurídicas, y particularmente á la cosa juzgada. 
Pues bien, las relaciones de la vida que hacen el objeto del 
derecho, nada tienen de absoluto, y la cosa juzgada, particu-
larmente se funda en cada caso en motivos de hechos: Si el 
primer juez conocióla contestación llevada ante el segundo, 
hay que ver lo que fué pedido al primer juez, lo que fué de-
batido ante él y lo que fué decidido. Y hay una infinidad 
de gradaciones en las diferentes especies, hay que tenerlas 
en cuenta | ara determinar lo que fué primitivamente sen-
tenciado y lo que se vuelve á poner en tela de juicio. Esto 
basta para que deba desecharse toda fórmula absoluta. P i -
do en una primera instancia un fundo en totalidad; el juez 
decide que no soy su propietario. Por una nueva acción, 
pido la tercera parte del fundo, ó una parte especial, ó una 
pradera, un bosque, haciendo parte de este fundo: ¿Puede 
rechazárseme por autoridad de cosa juzgada? Si se admite 
el principio matemático, que el todo comprende la parte, 
hay que decir que sí. P e r o la contestación será muy diver-
sa si se remonta uno al fundamento racional de la cosa juz-
gada. ¿Qué pedí al primer juez? La propiedad de todo el 
fundo; esta es la cuestión que se debatió ante él y que fué 
decidida contra mí. Pido en seguida la tercera parte de 
ese dominio ó una pradera que hace parte de él. ¿La prime-

I Polliier, De las oUigacionet, núm. 890. Toullier t . V, 2. 123, 
núms 146 y 147. Colmet ele S a n t e r r e , t. V. pág. 626, n ó a i . 328 bis 8? 



ros compradores, no ya por aplicación del art. 1,792, pero 
como consecuencia del art . 2,279. 

Núm. 3 ¿Debe ser absoluta la identidadf 

56. Es de principio que la identidad no deba ser absolu-
ta. Todos admiten que los cambios sucedidos en el cuerpo 
que hacia el objeto de la primera de nanda no impiden, bajo 
el punto de vista de la cosa juzgada, que sea el mismo de la 
segunda, aunque hava recibido aume >tos ó sufrido disminu-
ciones. Esté es el principio del derecho romano; se les cedía 
en la antigua jurisprudencia, y el art. 1,351 solo consagra-
ba la tradicción. (1) 

57. La aplicación del principio levanta una dificultad que 
ha dado lugar á una activa'controversia. Pothier enseña, 
conforme al derecho romano, que la cosa demandada es la 
misma cuando ha hecho parte de la que se obtuvo en la pri-
mera sentencia, porque la parte está comprendida en todo; 
y aplica este principio á todas las cosas, objeto corporal, 
cantidad ó derecho. Toutlier reproduce como una regla 
absoluta el principio así explicado. "Se supone, dice, que el 
objeto de la segunda acción es <1 mismo que el de la prime-
ra, si después de solicitar un todo por aquella, pido por la 
segunda una cosa que era parte de ese todo; ya sea que tra-
te de un cuerpo, de una cantidad ó de un derecho, poco im-
porta, puet en todos los casos hay lugar á la excepción de la 
cosa juzgada. Por ejempolo, he pedido primero la totali-
dad de un fondo, pido en seguida una parte indeterminada 
ó indivisa; la segunda demanda será rechazada por la e x -
cepción de cosa juzgada, porque implícitamente es comprendi-
da en la primera; esta eá la aplicación de la máxima lógica 
que la parteestá comprendida en el todo." M. Colmet de San-

I Poth ier . De fot Migañon**. n ú m . 889. .Toul l ie r , t V, 2, pág . 123, 
núm. 145. Aubry j K*u, t. V I , pág. 495, no ta 62. 

trrre abunda en estas mismas ideas. Pedir el todo, dice, es 
poner en cuestión cada parte, de manera que hay identidad 
de objeto entre pretensiones relativas; una á la totalidad y 
otra á una parte de un bien. (1) 

58. Marcadé atacó esta doctrina. Si se entiende el p r in -
cipio en un sentido absoluto como lo harían los matemáti-
cos, Marcadé tiene razón. Ilajo el punto de vista matemá-
tico, es evidente que la parte está comprendida en el todo. 
Pero la cuestión es de saber si esta máxima es aplicable á 
las relaciones jurídicas, y particularmente á la cosa juzgada. 
Pues bien, las relaciones de la vida que hacen el objeto del 
derecho, nada tienen de absoluto, y la cosa juzgada, particu-
larmente se funda en cada caso en motivos de hechos: Si el 
primer juf-z conocióla contestación llevada ante el segundo, 
hay que ver lo que fué pedido al primer juez, lo que fué de-
batido ante él y lo que fué decidido. Y hay una infinidad 
de gradaciones en las diferentes especies, hay que tenerlas 
en cuenta | ara determinar lo que fué primitivamente sen-
tenciado y lo que se vuelve á poner en tela de juicio. Esto 
basta para que deba desecharse toda fórmula absoluta. P i -
do en una primera instancia un fundo en totalidad; el juez 
decide que no soy su propietario. Por una nueva acción, 
pido la tercera parte del fundo, ó una parte especial, ó una 
pradera, un bosque, haciendo parte de este fundo: ¿Puede 
rechazárseme por autoridad de cosa juzgada? Si se admite 
el principio matemático, que el todo comprende la parte, 
hay que decir que sí. P e r o la contestación será muy diver-
sa si se remonta uno al fundamento racional de la cosa juz-
gada. ¿Qué pedí al primer juez? La propiedad de todo el 
fundo; esta es la cuestión que se debatió ante él y que fué 
decidida contra mí. Pido en seguida la tercera parte de 
ese dominio ó una pradera que hace parte de él. ¿La prime-

I Polliier, De las oUigacionet, níim. 890. Toullier t . V, 2. pá? . 123, 
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ra sentencia decidió que yo no era propietario de la tercera 
parte del fundo ó de la pradera? Mis conclusiones no versa-
ban acerca de esta tercera parte ni acerca de esta pradera, 
la cuestión no ha >ido debatida ante el primer juez; es, pues, 
imposible que la haya decidido. Se dice que la decidió im-
plícitamente: Negándome el todo me negó to las las partes 
de ese todo. Aquí está el nudo de la dificultad. Había deci-
sión implícita si al adjudicarme el todo, la decisión tenía por 
consecuencia necesaria adjudicarme todas las partes que 
componen ese todo. V no sucede así. Puedo, en efecto, no 
ser propietario de todo el fundo y tener la propiedad de su 
torcera parte ó de una pradera dependiente d-í él'. Se insiste 
y se dice que si el segundo juez me adjudica la tercera par-
te ó la pradera, me adjudica lo que me negó el primero; es-
te es el mismo argumento bajo otra forma. Contestamos: 
Nó, el primer juez no me negó la tercera parte ni la prade-
ra, porque no se las había pedido; si se las hubiera yo pedi-
do, hubiera habido dos cuestiones: ¿Soy propietario de to-
do el fundo, y si no lo soy cuando menos seré el dueño de 
la tercera parte ó de la pradera? Si tales hubieran sido mis 
conclusiones, el juez hubiera podido muy bien adjudicarme 
la pradera á la vez que negarme el todo. Luego no hay iden-
tidad en las dos demandas y , por consiguiente, el segundo 
juez puede adjudicarme la segunda, aunque el primer juez 
me haya negado la primera. (1) 

59. La crítica de Marcadó no encontró favor; combatía 
un principio absoluto, y, se dice, el principio jamás ha sido 
entendido en el derecho romano en un sentido absolu-
to. (2) Dejemos á un lado el derecho romano; lo que he-
mos dicho de la doctrina basta y sobra, pues la vida real 
ignora los debates que se van á buscar en los textos del Di-
gesto. Nos limitarémos á contestar una objeción hecha por 

1 Compárese Marcatlé. t. V, págs. 167, 169, níims. 3 y 4 «leí artícu-
lo 1,351. 

2 Aubrv y Rau, t . VI , pág. 495 y nota 63. 

los señores Aubry y Rau y reproducida por el señor Col-
met de Santerre. 

Marcadé dice que la sentencia que desecha una demanda 
por pago de 20,000 francos, no se opone, á la reclamación 
ulterior por 2,000 ó 1,200 francos cu virtud de la misma 
cauvi. Est<» es un error evidente, dicen los editores de Za-
charíaj, porque aquel que reclama la ejecución íntegra 4 e 
una obligación, trae ¡a contestación en todas y cada una de 
las partes y cantidades que la componen. Esta crítica t a m -
bién nos parece dema^ia 'o absohita; no creemos necesario 
entrar en el debate ; los señores Aubry y Rau agregan que 
el *istetnn de Marcadó entrañaría la posibilidad de una serie 
indeterminada de demandas fundadas en la misma obligación; 
loque es manifiestamente contrarioá la razón de utilidad pú-
blica en vista de la cual fué establecida la cosa juzgada. La 
objeción se coloca exclusivamente en el terreno del interés ¡je-
ñera l.qu--pide que no se multipliquen inútilmente los procesos. 
¿Es esta precisamente la teoría de la cosa juzgada? Puedo 
inten'ar veinte acciones todas con el mismo objeto, siempre 
que las funde en causas diferentes. Luego el principio de la 
cosa juzgada no tiene por objeto evitar la multiplicidad de 
los procesos, tiene jor objeto impedir un nuevo proceso 
acerca de una cosa que ha sido ya sentenciada. Si la cosa 
no fué sentenciada, no hay otro interés individual á la vez 
que general, que exija que se admitan las acciones sucesi-
vas que una misma parte promueve contra el mismo deman-
dado; este interés es el más precioso de los derechos, es el 
de la defensa (núm. 39). En la doctrina que combatimos, 
se sacrifica este interés y este derecho á la utilidad pública; 
en nuestro concepto, no hay utilidad pública contra el d e -
recho. 

60. Tenemos prisa de llegar á la jurisprudencia. La se-
gunda demanda puede ser idéntica con la primera, aunque 
«1 monto pecuniario de ambos litigios no sea el mismo. P o r 



nna primera sentencia, unos socios comanditarios fueron con-
denados á pagar la cuarta parte vencida de las acciones que 
habían subscripto. La sentencia se funda en que el acta de 
sociedad en comandita era vAlida y obligatoria para todos. 
Nueva demanda tendiendo al pago de las tres cuartas par-
tes restantes de las mismas acciones y contra los mismos 
asociados. La sentencia opuso á los demandados la cosa juz-
gada. Recurso de casación. La Corte decidió que la segun-
da demanda era la misma,aunque la cantidad fuera diferente, 
pues el objeto de esta demanda era la ejecución de este mis-
ino contrato y el pago de la misma deuda; los demandados 
renovaban, pues, en un segundo plazo, la pretensión de no 
delier que había sido desechada cuando la primera; por consi-
guiente, volvían en tela de juicio lo que había sido senten-
ciado ya. De donde resultaba que la sentencia atacada ha-
bía hecho justa aplicación del art. 1,351, rechazando esta 
pretensión por la autoridad de la cosa juzgada. (1) 

61. Duranton, quien admite también el principio de que 
la sentencia por el todo da cosa juzgada en cuauto á las partes 
que lo componen, da el ejemplo siguiente, después de haber 
pretendido de una manera general que os habéis obligado 
á no construir en tal terreno, y sin embargo, haberlo hecho; 
pretendo después, que no teneis el derecho de construir s i -
no á veinte metros de distancia de mi fundo. H a y cosa juz-
gada, dice Duranton. Dn caso análogo fué presentado ante 
la Corte de Casación, quien lo decidió en sentido contrario. 

Una venta de terreno fué hecha con la cláusula siguien-
te: "Con condición que no podrá ser hecha ninguna cons-
trucción en dicho terreno sino por el lado de la calle de Ri-
chelieu, sin que pueda ser construido nada en el resto de 
dicho terreno, particularmente por el lado del jardín de los 
vendedora*, bajo cualquier pretexto ó por cualquiera cau-

1 Denegada. ?0 d e Dic iembre de 1830 (Dalloz, en la pa labra Cota 
juzgada, oúm. 1121 

sa." Habiendo abierto una nueva calle, los legatarios del 
adquirente creyeron ser librados do la servidumbre y pre-
tendieron tener el derecho de levantar una construcción por 
la calle de Vivienne. La Corte de Paria desechó sus preten-
siones "La abertura de la nueva calle que limita la heren-
cia, da al propietario el derecho de hacer en su muro de 
cercido, aberturas para dicha cfalle, pero la abertura de una 
calle no extingue la servidumbre que grava el terreno he-
redado, ni le da, por consiguiente, derecho para levantar 
construcciones en dicho terreno en la línea de la misma ca-
lle." Posteriormente, el propietario del fundo construyó pie-
zas para hendirlas en el antiguo muro de cerca. Nuevo pro-
ceso. El propietario del fundo dominante, sostuvo que h a -
bía cosa juzgada en cuanto á toda clase de construcciones 
que se quisieran hacer en el terreno gravado con la servi-
dumbre de no construir. La Corte de Paris decidió que no 
había cosa juzgada En la primera sentencia, d i j e la Corte, 
se trataba de librarse de toda servidumbre; el propietario 
sirviente, reclamaba el derecho de levantar construcciones 
otras que la pared sirviendo de fcerca que existía en aque-
lla época. En la instancia actual, se trataba únicamente de 
la explotación útil de dicha pared, dándole profundidad y 
practicando aberturas por la vía pública, sin levantar la 
construcción. La Corte concluyó que el objeto de las dos 
demandas no era el mismo, y que, en consecuencia, no h a -
bía cosa juzgada. 

Recurso de casación fundado eñ la violación del art. 1,351. 
El demandante invocaba el principio tradicional que la par-
te e>tá comprendida en el todo; y concluía con la.doctrina, 
que hay cosa juzgada cuando en una segunda instancia se 
pule una parte únicamente de lo que fué pedido en la pri-
mera. Invocaba también la razón que hizo establecer la co-
sa juzgada, la de poner fin á los procesos. Pues bien, ¿de 
qué se trataba en la primera instancia? De construcciones 



para levantar en un terreno gravado con la servidumbre de 
no construir. ¿De qué se t rataba en la segunda instancia? 
De construcciones también aunque no tan considerables; se 
pedia, pues, lo menos después de haber solicitado lo más y 
después que habla sido sentenciado que no se tenía ese d e -
recho; el derecho menor está comprendido en el derecho más 
grande; luego la sentencia que desecha á aquel, también 
desecha al otro implícitamente. 

La Corte de Casación resolvió que no había cosa j uzga -
da. Transcribimos el considerando, porque asienta el p r in -
cipio, que, si no está formulado en los mismos términos qué 
el nuestro, nos parece, sin embargo, idéntico en el fondo: 
»•La demanda general por la que se pide un derecha abso-
luto y sin limites, es enteramente diferente de una demanda 
especial, por la que se reclama un derecho determinado, dis-
tinto del primero y del que no fué cuestión cuando la primera 
sentencia." De esto, la Corte de Casación concluyó que la 
disposición general de la primera sentencia que desechó la 
demanda general, no desechaba de ni ngún modo la demanda 
oficial, con relación á la que las partes nada habrían recla-
mado, y el juez no habría sentenciado nada. (1) 

Marcadé invoca esta sentencia en apoyo de su doctrina. 
Los señores Aubry y l i an , dicen que es extraña á la cues-
tión del total y de Uparte. En efecto, la Corte de Casación 
evitó el servirse de la terminología tradicional; en lugar de 
hablar del total y de la parte, habla de una disposición ge-
neral y de una disposición esjyecial. ¿Nó es esto por respeto 
á la tradición, y para ponerse en oposición con la doctrina 
generalmente aceptada? En verdad, se trataba de una sola 
v misma servidumbre, la.de construir; esta servidumbre es 
más ó menos extensa; comprende, pues, un más y un me-
nos; la prohibición de construir puede ser absoluta y puede 
ser limitada. Pues bien, ¿qué decía la primera sentencia? 

1 Denegada , 30 de Marzo de 1837 «Dalloz, Cota juzgada, núin. 173). 

Decidía que la prohibición era absoluta, lo que implicaba 
aún la servidumbre de no construir ni la pared del cercado. 
¿Y qué decía la segunda sentencia? Que el propietario del 
fundo serviente podía levantar barracas hasta la altura de la 
pared del cercado. La primera, al decidir que la prohibición 
era total, comprendía la prohibición parcial, ni se admite la 
doctrina tradicional. Es en vano apegarse á la disposición 
de la primera sentencia que declaraba que el propietario 
sirviente, podía practicar aberturas en la pared del cercado; 
tenía este derecho, puesto que limitaba la calle; pero una co-
sa es abrir puertas y ventanas y otra es construir piezas. 

Si los jueces no aplicaron en e^te caso la doctrina t radi-
cional, es que retrocedieron ante la iniquidad á la que con-
ducía. En nuestro concepto, la primera sentencia dejaba la 
cuestión entera, en el sentido de que á la vez que declaraba 
que el fundo estaba gravado de una servidumbre de no cons-
truir, no impedía que el segundo juez declarase que la con-
vención permitía construir hasta altura de pared en caso de 
que se abriera una calle; lo más puede ser prohibido sin que 
lo menos lo sea. Se pueden cuando menos interpretar así 
las sentencias. 

62. En opinión general, la sentencia acerca del total im-
plica decisión en cuanto á la parte, porque ésta se encuen-
tra en el todo. ¿Qué debe decidirse si la primera sentencia 
versa sobre la parte, y que en una segunda instancia se p i -
de por el todo? El todo no está comprendido en la parte, 
contesta Toullier; luego se pued*, sin violar la cosa juzga-
«!t, demandar p o r u ñ a segunda acción, el todo de que se 
babía pedido la parte en una primera. ( I ) Esto parece lógi-
co, en efecto, cuando se raciocina momentáneamente; pero 
la lógica lleva frecuentemente la desgracia á las malas causas 
porque descubre su debilidad; llevando el argumento mate-

1 Tou'.li-r, t V, 2, pág. 126, núin. 153. 
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mático hasta sus últimas consecuencias, se ve que hasta el 
principio es falso. La opinión de Toullier haqued ido aisla-
da. Duranton dice que si es una parte lo que fué primera-
mente pedida y si después se demanfla el todo, la excepción 
de la cosa juzgada podía ser opuesta, porque de«de que ha 
sido resuelto que el demandante ni siquiera tenía derecho á 
una parte de la cosa, quedó sentenciado por esto mismo que 
no tenía derecho al todo, puesto que comprenda la parte; y 
si obtuviera el todo, también obtendría la part" que se le 
había negado. (1) En otras sentencias, y para aplicar nues-
tro principio, hay que decir que si la primera sentencia ha 
negado al demandante la tercera parte de la cosa, una se-
gunda sentencia no puede concederle el to lo, puesto que 
co- cder ia la tercera parte ya solicitada y que el juez deci-
dió no pertenecerle; habría, pues, contradicción entre am-
bas decisiones, lo que prueba que la segunda viola la cosa 
juzgada por la primera. 

H a y una sentencia en el sentido de la opinión general. 
Una viuda vuelta á casar, cede con su marido, en calidad de 
tutora de un hijo del primer matrimonio, los derechos que 
su pupilo tenía en la sucesión de su padie y de su hermano 
consanguíneo. En ejecución de esta cesión, el cesionario re-
clamó ciertos objetos muebles que estaban comprendidos en 
ella. El Tribunal, fundándose en la nulidad de la cesión le 
negó la demanda. Por una nueva acción, el cesionario pidió 
la ejecución entera de la cesión. La Corte de Limoges juz-
gó que había oo«a juzgada; es verdad que el primer juez ha-
bía estatuido acerca de las cosas particulares que eran obje-
to del litigio, pero consagrando una de las consecuencias ne-. 
cesarías de la nulidad de la cesión, estatuía implícitamente 
acer« a de la integralidad del derecho reclamado por el de-
mandante. En nuestra opinión, la cosa juzgada es igualmen-

1 Dnranton , t.. X I I I , pág. 489, núm 464. Aubry j Rau, t VI , pá 
gina 496, núm. 96. 

te evidente. Si el segundojuez hubiera concedido la deman-
da tendiendo á la ejecución íntegra de la cesión, hubiera de-
cidido que el ce-ionario tenía derecho á todos los objetos 
comprendidos en la cesión; luego aquellos que el primer juez 
le había negaro. Hubiera, pues, habido contradicción entre 
ambas decisiones; es decir, que la segunda hubiera violado 
la cosa juzgada por la primera. 

ARTICULOS.—La misma causa. 
Núm. 1. Definición. 

63. I,a segunda condición exigida por el art. 1,351 para 
que haya cosa juzgada, es que la demanda esté fundada en 
la misma cavm. ¿Qué se entiende por causa? El Código no 
define la palabra; de donde grandes dificultades en la apli-
cación. Como se trata de una materia tradicional se ocurre 
naturalmente á la tradición. Pero la tradición solo obscu-
rece el debate. Pothier no dice lo que es la causa; estable-
ce una diferencia entre las acciones reales y las acciones per-
sonales; (1)y todos los autores están acordes en decir que 
esta distinción, tomada del derecho romano, no recibe ya 
aplicación en nuestro Código francés. E*to prueba que la 
tradición es un mal guía en esta materia. 

Se lee en una sentencia que comprueba la tradición fran-
cesa: "En medio de las incertidumbres que ofrecen las nu-
mero-as decisiones de la jurisprudencia antigua en esta ma-
teria hay, sin embargo, tres reglas que pueden ponerse pa-
ra resolver la excepción de cosa juzgada que onciernen á la 
acción en abandono." Así, la Corte de Montpellier no en-
cuentra defii ición, tampoco encuentra principio aplicable á 
todas estas acciones; so'o establece algunas reglas paralas 
demandas en abandono; y todavía esas reglas son contesta-
bles. En primer lugar, un título que no existia cuando la 
primera instancia, constituye una causa nueva. En segundo 

l Pothier, De las obligaciones, aúm 894. 



mático hasta sus últimas consecuencias, se ve que hasta el 
principio es falso. La opinión de Toullier haqued ido aisla-
da. Duranton dice que si es una parte lo que fué primera-
mente pedida y si después se demanfla el todo, la excepción 
de la cosa juzgada podía ser opuesta, porque de-de que ha 
sido resuelto que el demandante ni siquiera tenía derecho á 
una parte de la cosa, quedó sentenciado por esto mismo que 
no tenía derecho al todo, puesto que comprende la parte; y 
si obtuviera el todo, también obtendría la parte que se le 
había negado. (1) En otras sentencias, y para aplicar nues-
tro principio, hay que decir que si la primera sentencia ha 
negado al demandante la tercera parte de la cosa, una se-
gunda sentencia no puede concederle el to lo, puesto que 
co- cedería la tercera parte ya solicitada y que el juez deci-
dió no pertenecerle; habría, pues, contradicción entre am-
bas decisiones, lo que prueba que la segunda viola la cosa 
juzgada por la primera. 

H a y una sentencia en el sentido de la opinión general. 
Una viuda vuelta á casar, cede con su marido, en calidad de 
tutora de un hijo del primer matrimonio, los derechos que 
su pupilo tenía en la sucesión de su padie y de su hermano 
consanguíneo. En ejecución de esta cesión, el cesionario re-
clamó ciertos objetos muebles que estaban comprendidos en 
ella. El Tribunal, fundándose en la nulidad de la cesión le 
negó la demanda. Por una nueva acción, el cesionario pidió 
la ejecución entera de la cesión. La Corte de Limoges juz-
gó que había oo«a juzgada; es verdad que el primer juez ha-
bía estatuido acerca de las cosas particulares que eran obje-
to del litigio, pero consagrando una de las consecuencias ne-. 
cesarías de la nulidad de la cesión, estatuía implícitamente 
acer« a de la integralidad del derecho reclamado por el de-
mandante. En nuestra opinión, la cosa juzgada es igualmen-

1 Dnranton , t.. X I I I , pág. 489, núm 464. Aubry j Rau, t VI , pá 
gina 496, núm. 96. 

te evidente. Si el segundojuez hubiera concedido la deman-
da tendiendo á la ejecución íntegra de la cesión, hubiera de-
cidido que el ce-ionario tenía derecho á todos los objetos 
comprendidos en la cesión; luego aquellos que el primer juez 
le había negaco. Hubiera, pues, habido contradicción entre 
ambas decisiones; es decir, que la segunda hubiera violado 
la cosa juzgada por la primera. 

ARTICULOS.—La misma causa. 
Núm. 1. Definición. 

63. I,a segunda condición exigida por el art. 1,351 para 
que haya cosa juzgada, es que la demanda esté fundada en 
la misma cavm. ¿Qué se entiende por causa? El Código no 
define la palabra; de donde grandes dificultades en la apli-
cación. Como se trata de una materia tradicional se ocurre 
naturalmente á la tradición. Pero la tradición solo obscu-
rece el debate. Pothier no dice lo que es la causa; estable-
ce una diferencia entre las acciones reales y las acciones per-
sonales; (1)y todos los autores están acordes en decir que 
esta distinción, tomada del derecho romano, no recibe ya 
aplicación en nuestro Código francés. E*to prueba que la 
tradición es un mal guía en esta materia. 

Se lee en una sentencia que comprueba la tradición fran-
cesa: "En medio de las incertidumbres que ofrecen las nu-
mero-as decisiones de la jurisprudencia antigua en esta ma-
teria hay, sin embargo, tres reglas que pueden ponerse pa-
ra resolver la excepción de cosa juzgada que onciernen á la 
acción en abandono." Así, la Corte de Montpellier no en-
cuentra defii ición, tampoco encuentra principio aplicable á 
todas estas acciones; so'o establece algunas reglas paralas 
demandas en abandono; y todavía esas reglas son contesta-
bles. En primer lugar, un título que no existia cuando la 
primera instancia, constituye una causa nueva. En segundo 

l Pothier, De las obligaciones, aúm 894. 



lugar, si la primera demanda por abandono ha sido formu-
lada en virtud de un título determinado, se identifica y se 
canfunde con él, y se circunscril-e en el mismo titulo; de don-
de resulta que otro título, aunque preexistente, constituye 
una causa diferente. En tercer lugar, si la primera demanda 
ha sido formulada de una manera incidente y general, sin 
determinación de un título particular, puede decirse que to-
dos los derechos del demandante vuelven á ponerse en t d a 
de juicio. (1) ¡Cuántas distinciones y cuántas duda*! Y solo 
se trata de una sola clase de acciones. ¿Qué se dirá de las 
acciones personales? ¿Cómo concebir «pie para una y sola 
condición existan principios diferentes? ¿En dónde hallar un 
apollo y una autoridad para e«as distinciones? 

Consultemos á loe autores. El más exacto define la causa 
en estos términos: "Es el hecho jurídico que forma la base 
directa é indirecta del derecho ó del beneficio legal que una de 
las partes hace valer por vía de acción ó de excepción." (2) 
Esta definición implica una distinción entre la causa directa 
y la causa indirecta-, entre la cansa inmediata, y la causa me-
diata ó lejana. La distinción remonta al jurisconsulto Ne-
ratius. Dirémos más adelante que las consecuencias que se 
deduepn de ella: la teoría de la causa -próxima ó de la causa 
remota es falsa, en nuestro concento, en el sentido de que no 
conduce á un principio cierto que sirva para decidir las di-
ficultades, tan numerosas bajo el imperio del Código, como 
lo eran en la jurisprudencia antigua. Creemos que hay que 
abandonar estas distinciones y limitarse á decir con Colmet 
de Santerre, que la causa es el hecho jurídico que consti-
tuye el fundamento del derecho. (3) 

Demando 10,000 francos á titulo de préstamo. ¿Cuál es 
la causa de mi demanda? El préstamo. Demando 10,000 

1 Montpellier, 15 (le Feb re ro d e 1841 (Dalloz, en la pa labra Cota 
juzgada, nfim. 197, lm). 

2 Aubry y Ran, t VI , pág. 498, pfo. 769. 
3 Colmet de Santerre, t. V, pág , 627, nüm, 328 bit I X . 

francos á título de precio de una venta. ¿Cuál es la causa 
de mi demanda? El contrato de venta. Puedo, después do 
ha'ier sucumbido en mi demanda de 10,000 francos por 
préstamo, demandar la misma suma por precio dé venta; la 
cauvi difiere, y cuando la causa es diferente, la contestac ón 
sometida al juez es enteramente distinta; desde luego, no 
puede decirse que el juez qué me concede 10,000 francos 
á titulo de venta, contradice la primera decisión que me ne-
gó los 10,000 francos á título de préstamo; por lo tanto, no 
hay violación de la cosa juzgada. Esto es decir que la pr i -
mera decisión, fundada en tal causa, no tiene autoridad de 
cosa juzgada para otra causa. Esto también está fundado 
en la razón. ¿Por qué la ley da una presunción de verdad á 
las sentencias? Porque hay toda probabilidad para que 1«» 
que el juez ha decidido sea verdad. Esto supone que la 
cuestión de que es objeto el proceso ha sido debatida ante 
él y decidida por él. Pues bien, cuando la demanda está 
fundada en un préstamo, la cuestión de préstamo es la úni-
ca ¡ebatida y la única que el juez decide; su decisión no 
puede, pue.i, tener autoridad de cosa juzgada sino por el 
préstamo. En cuanto al pünto de saber si los 10,000 f ran-
cos son debidos por causa de venta, no ha si-Jo llevado ante 
el primer juez; no pudo, pues, decidirlo. Desde luego, no 
puede tratarse de cosa juzgada. Debo tener el derecho de 
presentar al juez una reclamación que no ha sido aún sen-
tenciada: Oponerme para no admitir la primera sentencia, 
sería denegarme la justicia. En vano se dice que debía yo 
conocer la causa por la que se me debían 10,000 francos, y 
que permitirme alegar una nueva causa en segunda instan-
cia, y luego una tercera causa en una tercera instancia, 
equivaldría á eternizar los procesos, loque está en oposición 
con los motivos que hicieron admitir la presunción de la co-
sa juzgada. Se contesta, y la respuesta es perentoria, que lo 
que la ley quiere, es que los procesos una vez decididos no 



sean renovados; pero no pretende impedir que se lleven ante 
los tribunales los negocios que no han sido objeto de una 
sentencia, por muy numerosos que sean estos negocios; esto 
es, sin duda, un mal, pero éste sería mayor si se me impedia 
promover, cuando pretendo tener un derecho en el que no 
intervino juicio alguno, pues esto sería negarme la justicia. 

Tales eon los motivos por los que se necesita identidad 
de causa para que haya cosa juzgada. Cuando la nueva de-
manda se funda en la misma cansa, puede desecharse por 
excepción de causa juzgada, porque ha sido juzgada; si se 
admitía una nueva acción, pudiera resultar una contradic-
ción en la sentencia y, por consiguiente, ataque á la autori-
dad que la ley da á las sentencias. En este caso, puede de-
cirse que el proceso debe tener un termino, porque ha sido 
resuelto, y no se puede permitir que esta decisión vuelva á 
ponerse en tela de juicio. Aquel que formula una nueva de-
manda fundada en la misma causa, no tiene derech'» de que-
jarse si se le rechaza, no sufre una negación de justicia, pues 
ha podido sostener su derecho, y lo sostuvo ante el primer 
juez. 

Hemos tenido que insistir en los motivos por los que la 
le ley exige identidad de causa como condición de la cosa 
juzgada, pues son estos motivos los que establecen el princi-
pio y lo precisan. Pues bien, estos motivos se aplican tex-
tualmente á toda causa indirecta ó directa, mediata ó inme-
diata, lejana ó próxima. Esto es lo que probaremos más 
adelante, y desde luego, queda hecha la demostración. An-
tes de abordar las dificultades de la materia, debemos de-
tenemos aún sobre el principio; todo depende de la preci-
sión que se le da. 

64. Las teorías de las causas remotas y próximas, em-
brolló tanto las ideas, que los intérpretes, han llegado á con-
fundir la causa con el derecho en el que se funda la demanda, 
lo que conduce á la confusión de la causa y del objeto. Rei-

vindico un fundo,comoperteneciéndoaieen vir tuddeuna ven-
ta? Cuál es el derecho que reclamo? El derecho de p'ropiedad 
en el fundo y que pretendo haber comprado; la reclamación 
de este derecho ó la reivindicación, forman también el obje-
to de una demanda; en este sentido, el derecho y el objeto 
de la co ttestación se confunden. ¿Cuál es la causa de mi 
demand i? El hecho jurídico que es el fundamento del d e -
recho de propiedad que reclamo; es decir la venta. El dere-
cho de propiedad es uno y mismo, mientras que las cau»as so-
bre que se funda, pueden variar; soy propietario como com-
prador, lo puedo ser como cambista ó en virtud de una do-
nación en |>ago, ó á título de donatario ó legatario, ó como 
heredero ab intestato ó contractual. Luego después de ha-
ber fracasado mi demanda en reivindicación fundada en ja 
venta, puedo intentar una nueva demanda tendiendo tam-
bién á la reivindicación del derecho de propiedad del mis-
mo fundo l legando otra causa, y si sucumbo en la segunda 
instancia, puedo formular una tercera ó una cuarta, fundán-
dome cada vez en una nueva causa; la diversidad de la cau-
sa será razón para que no haya cosa juzgada, aunque el de-
recho récíamado sea siempre el mismo en las diversas ins-
tancias. Esta diferencia entre el derecho y la causa en que 
se funda, es elemental; si la recordamos es para mostrar á 
lo que conduce la teoría de las causas lejanas y próximas; los 
glosadores habían sintetizado esta materia de tal modo, que 

confundían lo que basta al buen sentido para distinguir-
los. (1) 

6o. Hay otra confusión más peligrosa, es lade lacaustz y de 
las m -dios. I,a distinción es, sin embargo, elemental. El de-
mandante que reclama el derecho de propiedad; alegando 
una venta debe probar que la hubo; la causa en la que se 
funda su derecho debe, pues, quedar establecida por las 
pruebas de hecho y de derecho que sirven al fundamento 

1 A o b r y I t. VI, pág. 498, nota 68. 



de una demanda ó de una excepción: hé aquí los medios. Sí 
existe una distinción simple y evidente, seguramente esta e«. 
La doctrina y la jurisprudencia la han, sin embargo, desco-
nocido, calificando de medios lo que es una verdadera cau-
sa. Es, pues, necesario insistir en el principio. 

P a r a establecer que soy propietario en virtud de una ven-
ta, debo regularmente producir una acta en que ésta cons-
te; pero si el precio es inferior á 150 francos, seré admiti-
do á probar la venta por testigos; también será admitida la 
prueba testimonial si tengo un principio de prueba por es-
crítc, ó si por un caso fortuito resultando de fuerza mayor, 
he perdido el título que había sido redactado. A falta de 
prueba literal puedo invocar la presunción si tengo un prin-
cipio de prueba por escrito; en fin, puedo prevalecerme de 
la confesión de mi vendedor, y , por consiguiente, hacerle 
absolver posiciones. Hay , pues, varios medios para estable-
cer una sola y misma causa. De esto, la cuestión de saber 
si es preciso aplicar á los medios lo que acabamos de decir 
de la causa; es decir, el demandante cuya acción en reivin-
dicación ha sido desechada porque no probó que hubo ven-
ta. ¿Podrá probar que una nueva acción acerca de la venta 
produciendo una nueva prueba tal como una ac t ^ no ha 
producido nada en la primera instancia? Nó, pues la ley 
nada dice de tos medios, solo se refiere á la causa; y desde 
que hay identidad de causa, hay cosa juzgada; de donde re-
sulta que el demandante sería rechazado por la excepción 
de cosa juzgada si promovía una nueva acción fundada en 
la venta, aunque tuviera pruebas nuevas que no hubiesen 
sido sometidas al primer juez. En derecho, esta doctrina no 
sufre ninguna dificultad; en efecto, el primer juez decidió 
que no había venta; luego el segundo no puede ser llamado 
á juzgar si hubo venta ó no la hubo; la cosa está sentencia-
da: se invoca la equidad contra el rigor del derecho. Si el 
primer juez ha fallado por falta de pruebas que no había 

venta, la equidad y la misma justicia demandan que un 
nuevo juez pueda resolver que hay venta si se producen las 
piezas que el primer juez no pudo apreciar puesto que no le 
fueron presentadas. Nó, lo que exige la equidad, es que el 
di-mandante pueda sostener su derecho, y esto ya lo hizo, se 
descuidó de hacer valer los medios que le hubieran dado el 
yane, puede reprochársele la falta ó un descuido cualquiera, 
A él teca sopoitar las consecuencias. Es necesario que los 
procesos no puedan renovarse por falta de aquel que des-
cuidó ilustrar al Tribunal: esto sería subordinar el interés 
general y el interés individual, mientras que si estos dos in-
tereses eslán en conflicto, el interés privado debe ceder an-
te el de la sociedad. ( I) Hay un caso en que el legi-lador 
permite volver sobre lo que fué juzgado por razón de un 
nuevo medio descubiert» después del fallo del proceso; esto 
es cuando después de la sentencia la parte condenada r e -
cobró piezas decisivas que habían sido detenidas por la par-
te adversa; ésta esculpable.de dolo, mientras que ninguna 
falta puede ser reprochada á la otra. Y todavía la ley no 
permite intentar una nueva demanda, abrir una vía extraor-
dinaria, la de la requisición civil, por la que la sentencia se-
rá redactada. La vía de requerimiento satisface á los dere-
chos de la parte que sucumbió, sin atacar el respeto debido 
a la cosa juzgada, puesto que la sentencia será retractada 
por causa de error y que éste había sido el resultado del 
dolo. 

La jurisprudencia está acorde con la doctrina y prueba 
qne la equidad no está tan á menudo comprometida en es-
os delates como «e está dispuesto á creerlo en teoría. N o 

puuie depender de las partes, dice la Corte de Casación, el 

1 »'«.In.etde Santern», t* V, pftp. 024, nám. 328 6,', X . Monrlon. 
Brptítnont», t . II , i>áK. ¿54, iiftm. 1,G22. Aut . ry y Bao , t. VI , p ¿ g h : a 

í¡na"'M«! L a r 0 m b i é r e ' 250, nún-, 63 (Ed. B., t I I I , pá.-
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volver á poner en tela de juicio un punto definitivamente 
juzga«!«», invocando un nuevo texto «le la ley. (1) No hay fal-
ta «le las partes, hay incuria ó ignorancia j o r parte del abo-
gado; el interés público no d» be sufrir por ello. En una ins-
tancia pidiendo libertad el deudor encarcelado, d uidó de 
invocar la ley de 4 floreal, año VI ; formuló uní IIU.JV I d e -
manda fundada en esta ley. La C«»rte de Paris y Ja Corte 
de Casación, decidieron que un nuevo medio no permitía pe-
«lir la misma cosa y por la misma causa. Pues bien, la ley 
de floreal existía cuando el primer juez rehusó soltar al pri-
sionero; la conocía el juez, las partes debían co-iocerla v pre-
valecerse de ella si había lugar; la al"ga< i«ín «le esta ley so-
lo formaba un nuevo medio, el derecho era el mismo, y és-
te había sido juzgado definitivamente. (2) Mucho menos se 
podrá fundar una nueva acción en simples argumentos de 
derecho que se habían despreciado ó descuidado de presen-
tar en la primera instancia. (3) 

Los medios de hecho que se descuidó hacer valer ante el 
primer juez no autorizan una nueva demanda. (4) L > mis-
mo sucede con el descubrimiento de una nueva pieza, á no 
ser que dicha pieza ministre una nueva causa. (5) 

66. JSe está también dispuesto á difundir el objeto de la 
demanda c«̂ n la causa en la que se funda. El objeto que las 
parles persiguen, r.ada tiene de común con la causa. Esta 
es de derecho y el objeto es de hecho. Así, el propietario 
de~un lago superior, pide que se baje un lago inferior para 
que las aguas de su estanque puedau libremente correr; con-
cluye en su demanda á que el desagUe del estanque inferior 
sea rebajado de tal manera que el estanque superior pueda 

1 Denegada, 13 de l l a n t o de 1»45 (Paricrüía, 1*45, 1, 302). 
2 I V n f g a d a , Sala Civil . 16 «le J u i i o «le 1817 (Dal .oz, en la |>ala_ 

br¿i Cout juzgóla, nñin.315). 
, 3 Denat.'a«!«, 9 d e Marzo de 1846 (Dal loz , 1846, 1, 285). 

4 I lruselas, 24 de Febre ro «le 1846 fPasierisia 1847, 2, 3 8 \ 
5 Bruselas, 18 «le Enero d e 1827 (Pasicritia, 1827, píig. 28). 

fácilmente ser pescado. El Tribunal desechó la demanda. 
Veinte años más tarde, renovó la demanda pidiendo la r e -
baja del desagüe con objeto de operar el desagüe completo 
de su laguna. La Corte decidió que había cosa juzgada. 
Recurso de casación por violación del art. 1,351. El recurso 
sostuvo que había diferencia do causa. Esto era confundir 
el motivo de hecho que inclinaba al dueño á pedir el reba-
jo de las aguas con el fundamento jurídico de nu acción 
Reclamaba el rebajo del desagüe en una y otra instancia, V 

la mudaba en la misma causa, en la existencia de una se r -
vidumbre. ¿Qué importaba después de esto el motivo de he-

• cho por el que quería que el deagüe fuese bajado? (1) 

Núm. 2. Aplicación del principio. 

67. Consta en una sentencia la existencia de una servi-
dumbre en , rovccho de! a«lquírente de un inmueble, servi-
d'.mbr, fundada en el título de adquisición. La sentencia 
declaraba ese título obligatorio para el dueño del fundo sir-
v.ente. Más tarde el vendedor reclamó la servidumbre en 
favor de otros inmuebles que había conservado. Pretendía 
q»e había cosa juzgada, la servidumbre reclamada en am-
bas instancias siendo la misma, así como la causa, puesto 
qoe la nueva demanda se fundaba en lo que el título invo-
cólo en el primer proceso, título de adquisición, era la con-
secuencia de la servidumbre reclamada en el segundo. ; Ha-
bía identidad de causa? Nó, dice la Corte de Casación. En 
•a primera instancia, los demandantes fundaban su derecho 

« e r v , . í l u i"bre en su título de adquisición. En la segunda 

"? s e
 r r h ™ y a e s a s a c , a s > e ™ 

• • te extrañas al debate; la causa de la segunda demanda 
' " en una otra acta constitutiva de la sociedad den,a , , 

' .a sociedad invocaba además la destinación del pa-
^ : Z ? * £ o j 6 d O A b r í l « * m i la palabra 



dre de familia, lo que probaba también que la cania deman-
dada n*da tenia de común con la de la primera acción. (I) 
Harémos notar que la sentencia, muy bien redactwla, cita 
el término tradicional cania próxima actionis. ¿A qué mez-
clar una expresión latina en una sentencia francés* cuando 
esta expresión y la teoría que á ella «e liga, son o v.npleta— 
mente extrañas á la decisión? Esto es embrollar y obscure-
cer lo que es claro. 

G8. Un acreedor pide ser colocado on una ord-m, e*i vir-
tud de una hi|>oleca á él propia; sucuml>e. Pide, en segui -
da, su colocación en virtud de la hipoteca legal de la m u -
jer del deudor á la que fué subroga lo. ¿ Hay identidad de 
causa? La Corte de Amiéns se pronunció por la afirmativa. 
El crédito era el mismo; la demanda, fundada en la misma 
causa, una hipoteca; luego había co<a juzgada. Esta es la 
teoría tradicional que invocó la Corte. El acreedor que 
tiene una hipoteca convencional y que también está subro-
gado á una hipoteca legal tiene, en realidad, dos causas 
diferentes, aunque una y otra le den el mismo título de pre-
ferencia; luego si sucumbe en una, puede invocar la otra; 
ahí donde había dos causas diversas, la corte no había visto 
sino medias diferentes. l,a Corte de Casación rectifico el 
error. Se lee en la sentencia por la cual ella casó la deci-
sión atacada: "El acreedor que solo tiene un derecho que 
ejercitar, está obligado á presentar simultáneamente todos 
los medios propios á establecerle, y si sucuml»e en una pr i -
mera instancia, no puede renovarla bajo pretexto de tener 
nuevos medios que invocar. Al contrario, el acreedor que 
tiene derechos distintos por su causa y por su objeto, no es-
tá , de ninguna manera, obligado á acumularlos, puede h a -
cer valer sucesivamente cada uno de estos derechos; y en 
el caso, el acreedor tenia dos derechos bien distintos, dos 
hipotecas, la una por sí, y la otra por la mujer del deudor á 

1 D e n e g a d a / 1 0 de Dic iembre de 1866 (Dalloz, 1867, 1, 498)". 

la que estaba subrogado: Una hipoteca convencional y una 
hipoteca legal; luego podía hacerlas valer sucesivain nte 
hasta clotura de la o rden . " '1) En la doctrina tradicional 
se dice que el derecho reclamado es el de preferencia en 
virtud de una hipoca; la convención y la ley sobre las que 
se funda la hipoteca, están consideradas como medios. El 
error es palpable. El medio es el acta notariada y el texto 
de la ley que se producen para establecer que hay una hipo-
teca convencional ó una hipoteca legal. Cuando la hipoteca 
es el fundamento jurídico de la preP reucia que reclama el 
acreedor es, pues, una causa, por tanto, el derecho de pre-
ferencia puede tener varias causas; cuando se sucumbe en 
una, se puede hacer valer la otra. Se puede ver que la teo-
ría tradicional solo sirve para obscurecer las ideas más sen-
cillas; lo que es inevitable puesto que descansa en una con-
fusión de ideas como lo probaremos más adelante. 

Gí). En una primera instancia, los demandantes reclaman 
U propiedad de un dominio invocando una posició, de más 
de treinta años. ¿Cuál es la causa (le su demanda? L a pres-
cripción. Se sentencia que los hechos de posición alegados 
xou insuficientes, y por consiguiente, la prescripción no se 
adquirió. En una nueva instancia los mismos demandantes 
reclaman la propiedad del mismo dominio en virtud de un 
titulo. El primer juez desechó la excepción de cosa juzgada 
«|ue el demandado oponía; la Corte de Kurdeos la admitió. 
Itecurso de casación. La sentencia fué casada por falsa apli-
cación del art. 1,351. La cuestión, tal como la acabamos de 
presentar, y desprendida de las complicaciones de hecho, no 
es undosa. Todos admiten que se puede reclamar sucesiva-
mente la propiedad de una cosa en virtud de causas diferen-
tes, y la prescripción y un título de propiedad, son seo-ura-
mente diferentes causas. Lo que equivocó á la Corte de°Ape-
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lación fué la demanda primitiva; era una acción de partición 
por el dominio litigioso. A esta acción, los demanda loa opu-
sieron que eran propietarios en virtud de la prescripción de 
treinta años; la Corte desechó la prescripción y ordenó, en 
consecuencia, que se procediera á la partición. La nueva 
acción tendía á apartar la partición;luego, dijo la Corte, pue-
de oponerse á los demandantes la excepción de la co«a juz-
gada: está sentenciado que debe haber partición, y una nue-
va sentencia no puede resolver que esto no t endr í lugar. 
La objeción era seria; la sentencia de casación no fué pro-
nunciada, sino después de deliberación en la Sala, y sobre 
la conclusión contraria del procurador general. La Corte 
rectificó el error de manera de hacerlo palpable. Los de-
mandados en la acción d - partición, habíanse vuelto d e -
mandantes al oponer la excepción de prescripción; desde 
luego. los papeles estaban intervertidos, y el debate cambia-
ba de naturaleza. Se trataba de saber ni los demandados 
vueltos demandantes, eran propietarios exclusivos del domi-
nio. E>ta cuestión dominaba la de la parición, porque no 
puede tratarse de partición de una cosa que es propiedad 
excesiva de una de las partes en causa. ¿CuAl era la deci-
sión de la primera sentencia que dese -haba la prescripción? 
L a cosa juzgada se reducía A esta proposición: Que la pro-
piedad exclusiva del dominio litigioso no estaba adquirida 
por los demandados vueltos demandantes, mediante la pres-
cripción. Pero la excepción de prescripción opuesta en pri-
mera línea dedifensa por el demandado, originaria que se 
constituía así en demandante; no pone obstáculo á que pue-
da ulteriormente producir su título de propiedad, lo que 
constituirá una nueva causa de demanda. ¿Se dirá que hay 
cosa juzgada acerca de esta causa? Nó, porque las títulos 110 
fueron alegados ante el primer juez, la causa resultada de 
los títulos, no fué objeto de un debate; luego el juez 110 pu-
do pronunciarse en esta causa. 

70. Uros herederos legítimos promueven una ac ión pi-
diendo auherencia contra los legatarios que híbían tomaio 
pos-inn de los bienes. Se les opone un testamento conte-
n.end . una institución universal. La Corte anula el 'o t í -
menlo p .r vicio de forma y condena á los legatarios á h 
entrega .le los bienes, A reserva su recurso de garantía con-
tra el notario. Entonces los demandados producen un testa-
mento interior que los instituye legatarios por mitad, y pi-
den l i itrega le esta mitad de los bienes que se les había 
ordéna lo devolve-. Se les opuso la excepción de cfl.a juz-
gada. La f o r t e de Montpellier decidió que no había cosí 
juzgado. Esto se nos hace tan evidente que tenemos traba 
para entender las hesitaciones y las dudas que testifica la 
sentencia. Es que la Corte se colocó en el terreno de la tra-
dición, en lugar de atenerte al texto y al espíritu del Códi-
go Civil. Dos testamentes, de los que el último revoca el 
primero, legando la totalidad de los bienes á los legatario« 
qniíhes por el primer testamento solo se instituían por mi-
jad, ¿forman una sola y misma causa? La Corte hesitó: am-

" testamentos podían s»r medios diferentes. Acorca de est-
punto la Corte interrogóá la tradición; hemos relatado la de-
tinición de la co usa que ha tomado A la antigua jurispruden-
cia; nove prestaba mucho á esclarecer los debites (núm. 63) 
La Corte deci lió que ambos testamento., formaban causas di-
g e n t e s . , ó,no dudarlo? Los medios deben ser presenta-
o s MmultWamente, aunque se ignorasen; con mayor ra-
zón cuando se conocen y que se tienen en mano. Y no pue-
de concebirse que I03 legatarios, en el caso, produzcan á la 
vez un testamento que los instituye legatarios por mitad y 
otro.que los instituye por entero. Esto no tiene sentido-
cu indo se reclama toda una herencia, no se alega un testa-
mento revocado que solo contiene una institución por la 

•Nuevas dudas graves, dice la Corte. En la antigua juris-



prudencia, ha sido sostenido que el demandado notificado 
de entrega debe proponer cumulativamente t«»das sus excep-
ciones. Decididamente, en esta materia la tradición es un 
guía que extravía. ¿No es de elemental principio que un 
demandado se vuelve demandante al oponer una excepción? 
Y, el demandante no debe proponer á la vez todas las can-
eas que puede hacer valer en apoyo de su reclamación. La 
Corte de Casación, acabamos de decirlo, lo sentenció asi, y 
basta el sentido común para resolverlo. Por otra parte, la 
ley lo dice: exigiendo que la causa sea la misma en una 
nueva demanda, el ar t . 1,351, dice que las nuevas demanda» 
son indefinidamente admisibles cuando hay nuevas causas. 
¿Y lo que es verdad para las cansas, no lo eerá para las ex-
cepciones? El caso que la Corte de Montpellier ha senten-
ciado, prueba euán absurda es la doctrina tradicional. Yo 
soy legatario universal en virtud de un segundo testamen-
to y legatario por mitad por un testamento anterior revoca-
do por el segundo. Si obrase como demandante no deberia 
producir ambos testamentos á la vez. Y se quiere que los 
produzca á la vez cuando soy demandado. Esto es decir 
que para establecer mi derecho á toda la herencia que po-
seo, debo invocar un testamento queme instituye por mitad 
y que está revocado. (1) 

71. Una sociedad distribuidora de aguas, llevada ante 
los tribunales de comercio, opone la excepción de incompe-
tencia por razón del lugar. Sucumbe y luego opone la e x -
cepción por razón de la materia fundada en que n o es s< cie-
dad mercantil. La Corte de Nimes decide que hay cosa juz-
gada. Pecurso de casación. I a sentencia fué casada. Se nos 
hace que el error de la Corte de Apelación era evidente. j 
¿La excepción por razón de la materia es un medio ó una 
causa? Basta considerar el objeto de la demanda para con- ] 

1 Montpellier, 15 de Febr t ro de lf-41 (Dalloz, en la palabra Cota 
juzgada, nfim. 1 9 7 , 1 C o m p á r e s e Lñ ja, 11 de Ju l io de 1814 (Pan- , 
critia, 1814, pég. 138/ 

vencerse que no se trata de medios. L a compañía demanda-
da opone la incompetencia del Tribunal. El objeto d 1 l i t i-
gio, es, pues, saber si el Tribunal es competente ó no lo es. 
¿Cuál es el motivo jurídico en que se funda la excepción de 
incompetencia? Ante el primer juez, es el lugar; esta es la 
causa; no se admite. Ante el segundo juez, la compañia in -
voca otra causa de incompetencia, la materia: los. medios 
consisten en ambas instancias, en los textos de la ley y en 
la apreciación de los hechos. Luego se trataba de causas di-
versas. ( l ) Si la Corte de Apelación se equivocó, fué que, á 
nuestro juicio, los magistrados, como los autores, se dejan 
extraviar por la doctrina tradicional, que consagra precisa-
mente la confusión de la causa y de los medios. Esta doctri-
na vamos á exponerla y combatirla. 

Kúm. 3. Causa y medio. 

72. Hay casos en que la causa se parece á los medios. 
Para decir mejor, los autores consideran á la causa como un 
medio por motivo de interés general, con el fin de evitar 
nuevos procesos. Tomarémos como ejemplo el caso más fa-
vorable á la opinión general. P ido la nulidad de un testa-
mento porque tal testigo era menor; sucumbió. Después for-
mulo una nueva acción por nulidad fundada en que otro 
testigo era extranjero: ¿será ésta la mi«ma causa, y habrá, 
en consecuencia, cosa juzgada? La afirmativa es generalmen-
te enseñada. Sin embargo, y es cosa notable, uno de los au-
tores que por la naturaleza de su obra, no es sino un rela-
tor de doctrina y de jurisprudencia, Dalloz, confiesa que se 
atiene ui.o á la definición de la causa generalmente admiti-
da, debe decirse que, en el caso, no hay identidad de 
causa, y, por consiguiente, no hay cosa juzgada. ¿Cuál es, en 

» ttwaciót. 26 de Febrero de 1872 (Dalloz 1872, I, 10> Compárese 
i cuegada, bala Criminal, 15 de Marzo de 1855 (Dalloz, 1855. 1, 126); 
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prudencia, ha sido sostenido que el demandado notificado 
de entrega debe proponer cumulativamente t«»das sus excep-
ciones. Decididamente, en esta materia la tradición es un 
guía que extravía. ¿No es de elemental principio que un 
demandado se vuelve demandante al oponer una excepción? 
Y, el demandante no debe proponer á la vez todas las can-
eas que puede hacer valer en apoyo de su reclamación. La 
Corte de Casación, acabamos de decirlo, lo sentenció asi, y 
basta el sentido común para resolverlo. Por otra parte, la 
ley lo dice: exigiendo que la causa sea la misma en una 
nueva demanda, el ar t . 1,351, dice que las nuevas demanda» 
son indefinidamente admisibles cuando hay nuevas causas. 
¿Y lo que es verdad para las cansas, no lo eerá para las ex-
cepciones? El caso que la Corte de Montpellier ha senten-
ciado, prueba euán absurda es la doctrina tradicional. Yo 
soy legatario universal en virtud de un segundo testamen-
to y legatario por mitad por un testamento anterior revoca-
do por el segundo. Si obrase como demandante no deberia 
producir ambos testamentos á la vez. Y se quiere que los 
produzca á la vez cuando soy demandado. Esto es decir 
que para establecer mi derecho á toda la herencia que po-
seo, debo invocar un testamento queme instituye por mitad 
y que está revocado. (1) 

71. Una sociedad distribuidora de aguas, llevada ante 
los tribunales de comercio, opone la excepción de incompe-
tencia por razón del lugar. Sucumbe y luego opone la e x -
cepción por razón de la materia fundada en que n o es s< cie-
dad mercantil. La Corte de Nimes decide que hay cosa juz-
gada. Pecurso de casación. I a sentencia fué casada. Se nos 
hace que el error de la Corte de Apelación era evidente. j 
¿La excepción por razón de la materia es un medio ó una 
causa? Basta considerar el objeto de la demanda para con- ] 

1 Montpellier, 15 de Febr t ro de lf-41 (Dalloz, en la palabra Cota 
juzgada, nfim. 197,1*;, Compárese Lñ ja, 11 de Ju l io de 1814 (Pan- , 
critia, 1814, pég. 138/ 

vencerse que no se trata de medios. L a compañía demanda-
da opone la incompetencia del Tribunal. El objeto d 1 l i t i-
gio, es, pues, saber si el Tribunal es competente ó no lo es. 
¿Cuál es el motivo jurídico en que se funda la excepción de 
incompetencia? Ante el primer juez, es el lugar; esta es la 
causa; no se admite. Ante el segundo juez, la compañía in -
voca otra causa de incompetencia, la materia: los. medios 
consisten en ambas instancias, en los textos de la ley y en 
la apreciación de los hechos. Luego se trataba de causas di-
versas. ( l ) Si la Corte de Apelación se equivocó, fué que, á 
nuestro juicio, los magistrados, como los autores, se dejan 
extraviar por la doctrina tradicional, que consagra precisa-
mente la confusión de la causa y de los medios. Esta doctri-
na vamos á exponerla y combatirla. 

Kúm. 3. Causa y medio. 

72. Hay casos en que la causa se parece á los medios. 
Para decir mejor, los autores consideran á la causa como un 
medio por motivo de interés general, con el fin de evitar 
nuevos procesos. Tomarémos como ejemplo el caso más fa-
vorable á la opinión general. P ido la nulidad de un testa-
mento porque tal testigo era menor; sucumbió. Después for-
mulo una nueva acción por nulidad fundada en que otro 
testigo era extranjero: ¿será ésta la mi«ma causa, y habrá, 
en consecuencia, cosa juzgada? La afirmativa es generalmen-
te enseñada. Sin embargo, y es cosa notable, uno de los au-
tores que por la naturaleza de su obra, no es sino un rela-
tor de doctrina y de jurisprudencia, Dalloz, confiesa que se 
atiene ui.o á la definición de la causa generalmente admiti-
da, debe decirse que, en el caso, no hay identidad de 
causa, y, por consiguiente, no hay cosa juzgada. ¿Cuál es, en 

» ttwaciót. 26 de Febrero de 1872 (Dalloz 1872, I, 10> Compárese 
i cuegada, bala Criminal, 15 de Marzo de 1855 (Dalloz, 1855. 1, 126); 
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efecto, el fundamento jurídico de la primera demanda? Es 
que un testigo es extranjero. Este es un vicio de forma, es 
verdad, pero un vicio diferente de aquel en que se apoyaba 
mi primera demanda; luego hay diversas causas y , por 
consiguiente, no se me puede oponer la cosa juzgada. (1) 

Los autores enseñan que lo que llamamos causa es un me-
dio; y, un nuevo medio no autoriza para formular nueva de-
manda. Para justificar esta doctrina, se distingue la causa 
próxima y la causa lejana. La causa próxima de mi prime-
ra acción, así como de la segunda, dice Toullier, es un vicio 
de forma; hay, pues, identidad de causa, los medios solos di-
fieren. ¿Qué se entiende por causa próxima y lejana y en 
qué 6e basa la distinción? Marcadé expuso muy bien la teo-
ría; vamos á oirle: ¿Cuál es, en el ejemplo que hemos dado, 
la causa de mi primera demanda? El motivo próximo, el 
fundamento inmediato; la razón tíltima no es aún la preten-
dida de menor edad de un testigo, es el vicio de forma. 
¿Qué fué lo que pedí? La nulidad del acta. ¿ P o r q u é el a c -
ta era nula? Porque era irregular en la forma. El vicio de 
forma era el motivo próximo de mi acción; es decir, la cau-
sa. ¿ P e r o por qué el acta era nula en la forma? Porque uno 
de los testigos era menor. Este hecho de menor edad, es la 
causa de la causa; en otros términos, el fundamento mediato, 
un sin» pie medio. ¿Cuál es la causa próxima de mi segunda 
demanda? Es también un vicio de forma; luego la causa es 
idéntica; no hay sino la causa de la causa; es decir, el me-
dio que difiere. 

Marcadé es un espíritu lógico. Se apercibe que esta ar-
gumentación funda la causa y el medio y la confiesa. Sin du-
da, dice, los medios también son causas, puesto que concu-
rren á fundar mi pretensión; la causa es también un medio, 
puesto que es la primera razón alegada en apoyo de mi pre-
tensión. Así corno en física se llama nube á la neblina en la 

1 Dalloz, eu la palabra Cota júzgala, uúm. 198, pág. 291. 
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que no se está, y se llama neblina á la nube en la que se es-
tá, así mismo, st llama cau*a al medio que "motiva inme-
diatamente la pretensión, y se llama medio A la causa que 
Be halla más lejana. Si Marcadé hubiera encontrado esta 
comparación en alguno de los autores que gusta de atacar, 
hubiera dicho que comparación no es razón, y que todo lo 
que prueba, es que la doctrina de las causas próximas y le-
janos es una verdadcia neblina que embrolla y confundo 
las nociones las más sencillas, á tal punto, que no se sabe 
ya lo que es causa y lo que es medie, porque la cansa se 
vuelve medio, y el medio se torna en cauea. 

Queda por justificar la distinción de las causas próximas 
y lejanas. Es un jurisconsulto romano, Neratius, quien pri-
mero ha pronunciado la palabra causa próxima. Marcadé 
que no gusta de invocar el derecho romano, no cita al Di-
gesto. En efecto, la palabra nada nos enseña: buscamos la 
razón de la palabra. Marcadé confiesa que la teoría que aca-
bamos de exponer es poco natural y poco equitativa; c o n -
fiesa que la irregularidad de forma en la que se funda la se-
gunda demanda es enteramente diferente de la primera; con-
fiesa que la irregularidad de la segunda demanda sometida 
ante el juez, no fué sometida al primero; confiesa que el de-
mandante y el juez ni siquiera pensaban en ella. Así, hay 
cosa juzgada en un punto que no fué pedido, ni debatido, y 
»ucede que el juez decidió una cosa con la que ni siquiera 
pensó. La confesión equivale á decir lo que Dalloz dice abier-
tamente, que en realidad las diversas irregularidades de 
formas, constituyen causas diversas. Marcadé acaba por 
decir que la razón, la equidad y la misma exactitud del 
lenguaje no permiten decir que la cosa está juzgada. ¿Por 
qu- , pues, admite una distinción que nada justifica? Dice que * 
* explica y se justifica por el sacrificio siempre necesario 
del interés particular al interés general. Si se considerasen 
como causas aun las que son las más lejanas, se abrirían nuc-



vos debates para todas las causas nuevas; es decir,, que se 
perpetuarían los procesos; lo que conducirla á destruir la au-
toridad de cosa juzgada y á derrumbar una de las bases del 
orden social. Para evitar la multiplicidad de los procesos 
que vuelven á poner en causa lo que ha sido juzgado, debe 
limitarse la idea de las causas á la próxima, y considerar 
las lejanas como medios. Tal es la conclusión y.la justifica-
ción de la teoría tradicional de las causas próximas y leja-
nas. (1) 

73. Es fácil criticar una teoría que no tiene fundamento 
legal, ni en el texto, ni en el espíritu de la ley. Se invoca el 
interés general, admitimos que el interés pricado deba ceder 
ante el interés de la sociedad, cuando solo hay intereses en 
causa; y aun así se necesitaría que el legislador impusiera 
este sacrificio á los particulares; los intérpretes no tienen es-
te derecho, mucho menos, cuando nada dice la ley, tienen 
derecho y poder de sacrificar los derechos de los individuos 
al interés general. Luego, antes de hablar del sacrificio de 
los intereses privados al interés general, hay que ver si solo 
los intereses son los que están en causa. Hemos oido la voz 
del intérprete, veamos ahora lo que dice el derecho. 

Para dar á la teoría de las causas próximas y lejanas un 
color jur ídico, debe suponerse que aquel que demanda la 
nulidad de una acta fundándose en la menor edad de un tes-
tigo, pide la nulidad por causa de irregularidad del acta, y 
que el juez decide que esta acta es irregular en la forma, no 
solo por causa de la menor edad del testigo, sino por algún 
otro vicio resultando de la inobservancia de las formalida-
des proscriptas por la ley. Esta suposición es una pura fic-

1 Enta es la opinión general. Toullier, t . V, 2. pág. 138, número 
106. Marcadó, t. V. pág. 175, num. 6 del artículo 1,351. Anbry y 
Ka», t. VI, pág. 498, nota 71. Larombióre, t. V, pág. 272. núm. 83 
(Ed. II., t. III, pág. 257). Mourlon es el único que sin discutir la 
onestión, declara que la opinióu genóral ea muy discutible (t. I I , pá-
gina 855, nota). 

ción; para admitirla se necesitaría una disposición termi-
nante de la ley, pues el legislador solo puede' crear ficcio-
nes. Dejemos las ficciones que el Código ignora, y veamoi 
lo que pasa en la realidad de las cosas. E í d e elemental prin-
cipio en materia de cosa juzgada, que para saber lo que ha 
sido sentenciado debe verse lo que ha sido pedido al juez 
y lo que ha sido debatido ante él. ¿ Y qué es lo que pidió el 
juez cuando atacó un testamento por. vicio de formas? ¿Es 
que digo en mis concluciones que el testamento es nulo por 
irregularidid? ¿Es que fundo mi acción en la inobservancia 
de todas las formas legales? Nunca ' una demanda así for-
mulada ha sido presentada en justicia; no tendrá sentido. 
Mis conclusiones dicen que el testamento es nulo, porque 
uno de los testigos era menor. Tal es el único fundamento 
de mi demanda, tal es. el único punto debatido ante el juez, 
tal es, también, la única cuestión que él resuelve. La menor 
edad de un testigo es, pues, el único fundamento de mi d e -
manda, luego esta es la causa. Por lo tanto, hay tantas cau-
sas diferentes como formas diversas. Puedo, si sucumbo en 
mi demanda, intentar una nueva fundada en otro vicio de 
forma. ¿Se me opondrá la cosa juzgada? Contestaré con 
los mismos autores á quienes critico, que no puede ha-
ber cosa juzgada en un vicio de forma que no estaba men-
cionada en mis conclusiones rque no fué debatida y que no 
ha sido decidida en un vicio al que ni el demandante ni el 
juez han siquiera pensado. ¿Por qué exige la ley identidad 
de causa para que haya cosa juzgada? Con el fin de impedir 
que lo que fué juzgado por un primer juez, sea decidido con-
trariamente por un segundo. Y si el primero decide que tal 
testigo no es menor, y si el segundo decide que tal testigo 
es extranjero, ¿acaso habrá decidido el segundo juez lo con-
trano de lo que resolvió el primero? La cuestión una vez 
inás, no tiene sentido. Así, el texto del Código ignora la dis-
tinción de las causai próximas y lejanas, lo que decide la 



cuestión, puerto que no está permitido al intérprete distin-
guir cuando la ley no distingue. Y el espíritu de lu ley re-
chaza esta distinción, pues donde no hay contrariedad de 
decisión que temer, no puede tratarse de cosa juzgada. 

Se objeta que la presunción de verdad que la ley da á la 
cosa juzgada tiene por objeto evitar la multiplicidad de los 
procesos poniendo término al litigio desde que el primer 
juez lo ha defiuinitivamente sentenciado. Esto no es entera-
mente exacto. La autoridad de cosa juzgada no impide un 
nuevo proceso sino acerca de ,los puntos que han hecho el 
objeto de las conclusiones en la primera instancia, que han 
sido debatidos por las partes y resueltos per el juez. En es-
te caso, hay que impedir un nuevo proceso, no para evitar 
la multiplicidad de los litigios, sino para impedir que un se-
gundo juez decida lo contrario de lo que resolvió el primero. 
Si n<> es de temerse este peligro, no hay ya razón para invo-
car la cosa juzgada. Lejos de esto, hay interés, digamos 
más, un derecho natural que e9 también uno de los funda-
mentos del orden social y el derecho de defensa que exige 
imperiosamente, á pesar de los posibles abusos que los par-
ticulares puedan siempre hacer valer sus derechos ó sus pre-
tensiones en justicia. Pues bien, esto derecho se desconoce 
en la opinión general; bajo pretexto de interés público, se 
me impide apelar á la justicia; estoes quitarme un derecho 
sin el que no hay sociedad posible, es despojarme de los be-
neficios del derecho que yo quería hacer valer, este es a t a -
car el derecho de propiedad. Soy heredero legítimo, y como 
tal, llamado por la sangre, por la voz de Dios, á recojer una 
herencia de la familia en laque Dios me hizo nacer. Se me 
opone un testamento, esto es un derecho, pero que no dero-
ga al derecho divino, y la ley, para asegurar que el testa-
mento es la expresión de la voluntad real, reflexionada del 
testador, lo envuelve en numerosas formalidades, todas subs-
tanciales, todas prescriptas bajo pena de nulidad. Sostengo 

que el testamento es nulo por inobservancia de tal forma 
legal; sucumbo. Descubro después otro vicio de forma; pue-
do hacerlo valer en justicia, y se me opone la cosa juzgada. 
¿Qué quier«- esto decir? Héme aquí despojado de la heren-
cia á la que tenía derecho y estoy así despojado por un tes-
tamento que pretendo no ser la expresión de la voluntad 
del testador, porque es nulo en la forma; jy se rae niega ser 
oído' ;Se me despoja sin escucharme! Que no se me diga que 
he sido oído, que debí hacer valer todas las causas de nuli-
dad en la primera instancia, y que si descuidé de hacerlo, 
debo soportar las consecuencias de mi descuido. Nó, no h • 
sido oído y el juez no ha decidido la nueva contestación con-
tra mí; ni yo ni él hemos p.m«ado en un vicio que no cono-
cíamos. Y aunque yo lo hubiese conocido, ¿en donde está la 
ley que me obliga á hacer valer tadas las causas de nulidad 
en una sola y misma instancia? El art. 1,346, que contien • 
una disposición semejante para sancionar la prohibición d 
la prueba testimonial, es una excepción, y en materia de co-
sa juzgada, solo hay una excepción al derecho ilimitado de 
defensa, y es la que define el art. 1,351; fuera de esto, que-
do bajo el imperio del derecho común y hago valor mis de-
rechos como quiero. Se cita en vano el abuso. Se puede 
abusar de todos los derechos, lo que no impide que el de -
recho exista. Aun en la opinión general, se admite que las 
partes puedan hacer valer sucesivamente las causas de nuli-
dad que conciernen al fondo, sin que se pueda oponer la ex-
cepción de cosa juzgada, aunque fuese conocida la causa de 
nulidad en la primera instancia. Si se permite renovar la 
contestación por una nulidad de fondo, ¿por qué no se h a -

de permitir por las nulidades de forma? Los abusos que 
se tomen siempre son escasos, porque se litiga para ganar 
un proceso, y cuando se tienen dos causas de nulidad que 
oponer, no deja uno de hacerlos valer. Y si hubiera abusos, 
íempre .serían menores que la negacióa de justicia: el juez 



tiene medios para castigar al litigante temerario condenán-
dole á gastos y en daños y perjuicios, mientras que la d e -
negada de justicia es un mal sin remedio. 

74. Los autores aplican la misma doctrina á los vicios de 
consentimiento. (1) Pido la nulidad de ana convención por 
vicio de error; sucumbo. Descubro después maniobra» frau-
dulentas que me indujeron en error y me inclinaron á con-
t raer ; intento una nueva acción por causa de dolo. ¿Es es-
ta una nueva causa en el sentido del art. 1,351 ? Nó, se me 
dice, es un nuevo medio. La causa próxima de mi demanda 
no consiste en el error que he invocado, consiste en la falta 
de consentimiento válido; en cuanto al error, esto es una 
causa lejana de la acción; luego es un medio. La causa pró-
xima es común á ambas acciones, es el vicio de consenti-
miento; luego el primer juez, al desechar mi demanda fun-
dada en el error, desecha implícitamente la nu^va deman-
da fundada en el dolo, este es un nuevo medio que invoco 
para establecer la misma causa; y no puede reproducirse 
una demanda que ha sido desechada, aunque se aleguen nue-
vos medios. 

En nuestro concepto, esta aplicación que se hace del prin-
cipio tradicional, prueba la falsedad del principio. Pido la 
nulidad de una convención y me fundo en que mi consenti-
miento fué viciado por error. ¿Cuál es el objeto del debate» 
Siempre esta es la cuestión que debe hacerse cuando se tra-
ta de cosa juzgada. El debate recae única y exdusivamen 
te en el error; es decir, en la cuestión de saber si el error 
que alego es un error acerca de la substancia de la cosa. K» 
esta cuestión y nada más que esta la que el juez decide. E 
la opinión contraria, se está obligado á decir que mi d 
manda toda etpedal era general; que al verificar el error 
"no he dejado de hacer valer de un modo general y en los 

1 Aubry y Han, t . VI , pág. 499, nota 72, pfo. 769. Toullier, t . Y, 
2, pág. 137 núm. 165. £ 

términos de la ley, la falta de consentimiento válido." (1) 
Ficción pura que me hace decir una cosa -en la que no he 
pensado, pues si lo hubiera pensado, hubiera alegado ambos 
vicios y los hubiera debido probar. ¿Acaso el dolo que se 
dice ser comprendido en mi demanda, hizo objeto del deba-
te? Ni siquiera .«-e pronunció esta palabra, y tampoco se c i -
tó en la sentencia. Considérese la iniquidad que resulta Si 
he sucumbido en mi primera demanda, es que el error que 
invocaba no era substancial, pero hay otro error que no de-
be recaer en la substancia de la cosa, es el que resulta del 
dolo. ¿Será que el juez al declarar que no hubo error subs-
ancial declaró también que no fui víctima de maniobras 

fraudulentas? El sentido común contesta que nó, y el dere-
cho bien haría con no ponerse en oposición con el sentido 
conmn. 

. ^ " » " k i é r e «P1«^ la misma doctrina á la incapacidad 
La sentencia que desecha una acción de nulidad fundada 

en que el contratante era menor, produda la excepción de 
cosa juzgada contra toda demanda de igual naturaleza <JUe 
« funde en e estado de incapacidad ó de falta de autoriza-
c ón marital. Decididamente la lógica trae la desgracia á 
las causas lejanas y p-óximas. ¿Será que pidiendo la nuli-
^ r menor edad pido la nulidad por incapacidad en ge-
neral ? e juez al decidir que la parte contratante no era 
»"eiior, decidió por esto que no era incapaz, y q u e si Z l 
nna m ^ b a b í a obtenido la a u t o r í z a l e su m a ! 

d , , I a , t a presentar semejantes cuestiones para resolver-
1«. Para deor mejor, no debieran presentarse semejantes 
cuestiones, porque desacreditan á nuestra ciencia hade » 

u i 7 o : ú : , d e r e c h o d í c e l o c o n t r a r i ° ^ * * -
? 5 ' U " a l , r i m e r a ^ t e n c i a desecha la demanda de nuli-
» 1-on.biére, «. V, pég. 270, Dl in, 8 , (Ed. B., t. , „ . p á g . ^ 
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dad de un embargo. El demandante formula nueva deman-
da fundada en otra irregularidad. ¿Puede oponérsele la ex-
cepción de cosa juzgada? Sí, dice la Corte de Bruselas. La 
sentencia está tan mal redactada, que no se sabe; si se trata-
ba de un vicio de forma otro que aquel que había «ido pro-
puesto en el primer proceso, ó si el vicio era el mismo y so-
lo diferentes los mediós. Pero no tiene razón si se t rataba 
de irregularidades diferentes. Ninguna ley, ningún pr inci -
pio ordenan á las partes proponer todas las causas á la 
vez. (1) 

En uua primera instancia, el deudor deman la la nulidad 
del acta en que consta su obligación por menor edad de un 
testigo; en una segunda instancia pide también la nulidad 
del acta fundándose en la calidad de extranjero del otro tes-
tigo instrumental. ¿Hay cosa juzgada por ser la causa la 
misma? La Corte de Casación decidió que la causa i ivoc.i-
da en el segundo proceso era solo un nuevo medio-, que unas 
y otras acciones habían tenido evidentemente el mismo ob-
jeto y la misma causa. (2) Ningún otro motivo. Decir que 
hay evidentemente identidad de causa, es hacer una a lega-
ción; en derecho, no basta afirmar que una cosa es evidente, 
V la cosa lo es tampoco, en el caso que los autores confie-
san su perplejidad. 

Se hace oposición á una orden de exequátur do una sen-
tencia arbi tral ; el demandante se funda en que los árbitros 
no han pronunciado en el plazo requerido. La Corte dese-
cha la oposición. Nueva demanda fundada en que la orden 
debiera ser decretada por el presidente del Tribunal de pri-
mera instancia, en lugar de serlo por el presidente de la 
Corte Real. La Corte de Grcnoble admite la oposición. Su 
sentencia es casada. Ambas demandas, dice la Corte deCa-

1 líruwhiR, 9 «le Sep t i embre .le 1822 (Pasi'crisia, 1322. pág. 23Gi. 
Compárese Parí», 10.1« Mayo de 1850 (Dalloz, 1«51, 2. 125). 

2 Denegaba, 8 «le Feb re ro «le 1818 \Dalloz, eu la palabra Cosa juz-
gada, nüui . 200, I o ; . 

sación, estaban fundadas en la misma causa, la nulidad de 
la orden. Nci, pues la nulidad de la orden formaba el obje-
to d'? la demanda; la Corte confunde, pues, el ofjeto con la 
causa. La Corte confiesa que ambas sentencias habían juz -
gado cuestiones diferentes. ¿No es esto confesar que no li bia 
cosa juzgada? ¿En qué está la contrariélad entre ambas de-
cisiones que juzgan diferentes cuestiones? Las caucas de nu 
lidad, contiuúa diciendo la Corte, constituyen medios dife-
rentes. Esto es lo que se necesitaba demostrar, y la senten-
cia de casación no dice ni palabra de ello. (I) 

La Corte de Casación ha también decidido que la senten-
cia que desecha la acción de nulidad de una hipoteca, f u n -
dada en la falta de estipulación de la hipoteca en el título, 
eu virtud del cual se tomó la inscripción, forma cosa juzga-
da contra una nueva acción de nulidad, por la que el acree-
dor ataca la hipoteca por falta de autoridad del título. La 
Corte dice que el objeto de las dos demandas es el mismo. 
Esto es verdad, pero la causa ¿era también la misma? Esta 
es la verdadera dificultad, y la Corte nada dice de ello. (2) 

76. La cuestión de Baber si hay causa ó medio se presen-
ta en casos análogos á los que acabamos de exponer; la solu-
ción debiera, pues, ser la misma. Sin embargo, las corte* 
deciden, ya que hay causa, ya que hay medios; de manera 
que la doctrina tradicional conduce, en definitiva, á una au-
sencia completa de principio. En efecto, la utilidad pública 
ó el interés general no es un principio, es u .i hecho que pue-
de conducir á las decisiones más contradictorias. La jur is -
prudencia ni siquiera invoca este pretendido principio; h e -
mos comprobado que apenas si está motivada; se puede, pues, 
decir, que está sin principio. 

Una primera sentencia desecha una demanda de nulidad 
1 Casación, 29 d e Euero de 1821 (Dalluz, en la palabra Cosa juz-

í/cui*, nám. 200, 2*). 
2 I>enega«la, Sala Civil. 15 «le Ene ro «le 1828 (Tal loz, en la pala-

bra Cosa juzgada, uútn. 200, 3") 



fundada en la incapacidad de un testigo. Nueva demanda de 
nulidad fundada en que uno de las testigos no £rmó. ¿Hay 
cosa juzgada? La Corte de Rennes decidió que la causa es 
diferente, y la Corte de Casación confirmó la sentencia. No 
hay la misma ralio petendi dice, por consiguiente j\o hay 
autoridad do cosa juzgada. (I) Ningún otro moti vo. La con-
tradicción entre esta resolución y la teoría tradicional, nos 
parece palpable. Se preguntaba en a.obas instancias la nu-
lidad del testamento por vicio de formas; luego'la causa pró-
xima era la misma; la causa lejana era la naturaleza del vi-
cio, y esta causa lejana es un medio. Asi, la Corte de Casa-
ción se contradice sin que se descubra un motivo que ex-
plique la diversidad de sus decisiones. 

U n testamento es atacado por falta de asistencia de los 
testigos á la redacción y lectura del act-i. La Corte desecha 
la demanda. Nueva acción de nulidad fundada en la falta 
de aprobación de un translado. ¿Hay cosa juzgada? En 
nuestra opinión no la hay. Y si se aplicaba por analogía la 
decisión de la Corte do Casación que acabamos de relatar, 
debiera igualmente decirse que no hay la misma ratio peten-
di. Sin embargo, ha sido sentenciado que había identidad 

de causa y diversidad de medios, (2) sin ningún motivo. La 
Corte de P a u afirma que la causa es un medio, como la Cor-
te de Casación afirma que la ratio petendi es una causa. 

77. Toullier liga á la doctrina tradicional del todo y de 
la parte, la cuestión de saber si las sentencias acerca de la 
posesión, tienen autoridad de cosa juzgada para el peticio-
nario; contesta negativamente porque el todo no está com-
prendido en la parte. (3) Si tal fuera el verdadero motivo de 
resolver, debiera decirse que según confesión de todos (nú -
mero 52) hay cosa juzgada. En realidad, el objeto de ambas 

1 Denegada, I a «le J u n i o de 1814 (Hallo®, en la pa labra Cosajuz-
nada, núm. 190). . 

2 P a u , 21 de Abr i l «lo 1858 (Dalloz, 1870, l , 125). 
3 Toullier, t. V, 2, n ú m . 156, pág. 129. 

demandas difiere, así como la causa. El objeto difiere, puerto 
que por una parte se reclama la posesión que es de hecho, y 
por la otra se reclama la propiedad que es dé derecho. ¿Y 
en qué se funda el posesorio? En los caracteres de la pose-
sión. En qué se funda el petitorio? En una de las causasen 
virtud de las que se adquiere la propiedad. Asi, Toullier con-
funde el objeto y la causa, y aplica mal esta cosa á la doc-
trina tradicional. Se podía objetar contra la opinión general 
que aquel que promueve en petitorio, no puede ya promo-
ver en posesorio, lo que parece confirmar la opinión de T o r -
llier. A decir verdad, la disposición que prohibe promover 
en posesión cuando se ha promovido en petitorio, nada t i r -
ne de común con los principios que rigen la cosa juzgada 
(Cód. de Proc., art. 26). El Código de Procedimientos pre-
sume que el que introduce una acción petitoria, renuncia al 
beneficio da la posesión; la presunción es contestable, pero 
es seguro que es extraña á la teoría de la cosa juzgada. (1) 

La jurisprudencia está en el sentido de la doctrina. No 
hay cosa juzgada, dice la Corte de Caen, porque la cosa pe-
dida no es la misma. (2) Ningún ot¡ro motivo. Hay, sin em-
bargo, uu punto en que hay alguna duda. La posesión y sus 
caracteres lncen el objeto del debate en una instancia acer-
ca del posesorio, y los caracteres de la posesión pueden 
también ser debatidos en una instancia á petitorio: ¿No de -
be concluirse de esto que hay cosa juzgada en este punto? 
Sin embargo, esdejnrisprudenciaque la sentencia pronunciada 
al posesorio por el juez do paz, no tiene en el petitorio la au-
toridad de cosa juzgada, aun en lo que toca á los caracteres 
de la posesión. Así, la posesión mantenida por el juez de 
paz como constituyendo una posesión á título de propieta-
rio puede, en el petitorio, ser declarada simple dentención 

1 Dnranton, t X I I I , pág . 497, nfim. 468. A u b r v y Rao , t . VI , pá-
gina rtiM), nota 80. Larombiére, t . V, pág. 233, nfiin. 41 ( E d . B., to_ 
tno I I I , pAg. 242). 

2 Caen, 21 «le Mayo do 1856 (Dalloz, 1857, 2, 80). 



precaria, insuficiente para servir <le base á la prescrip-
ción. (1) Esto es muy jurídico. En el posesorio, !a posesión 
no está considerada sino como un hecho, y este hecho es 
simplemente mantenido por el juez sin que pueda preva-
lecerse de él en cuanto á derecho. Aun hay más El juez de 
paz acoge una acción de queja acerca del motivo que el de-
mandante estaba en posesión por varios años. En el petito-
rio, el demandado primitivo se vuelve demandante en r e i -
vindicación y está sentenciado que él es quien tenia la po-
sesión y que, por consiguiente, puede invo' ar la presunción 
de posesión intermedia que existe en provecho del poseedor 
actual, al probar que antiguamente ha poseído. (2) L a con-
tradicción entre ambas declaraciones solo es aparente; el 
primer juez nada decidió acerca de posesión considerada co-
mo un derecho; es, pues, imposible, que haya cosa juzgada 
á este respeto. 

Mucho menos podrá uno prevalecerse de una resolución 
pronunciada en el posesorio, cuando el juez de paz decidió 
implícitamente un punto de derecho. La acción está funda-
da en una perturbación sufrida por el demandante en su 
posesión más que anual, por una servidumbre de vista; el 
juez de paz la desecha por motivo de que el fundo sirviente 
había cesado por efecto de su reunión al dominio público, 
de ser susceptible de posesión probada á titulo de servidum-
bre. Este motivo implica que la servidumbre está extingui-
da. En el petitorio, el demandante concluye á que la exis-
tencia de la servidumbre esté reconocida. ¿Hay cosa juzgada 
que ponga obstáculo á la nueva demanda? Nó; en el caso, 
no se podía ni siquiera decir que el juez de paz había deci-
dido un punto de derecho, pues no tocaba la cuestión de 
existencia de la servidumbre sino en un considerando, y 

1 D e n e g á i s , 28 de Diciembre de 1857 (Dallos, 1858, 1, 113). 
2 Denegada, Sala Civil, 11 de Abril de 1865 (Dalloz, 1865, 1, 268). 

Compárese Denegada, 18 de Diciembre de 1865 (Dalloz, 1866, 1,255). 

aunque lo hubiera decidido en el dispositivo, no hubiera ha-
bido cosa juzgada, porque, dice la Corte de Casación, es cons-
tante en jurisprudencia que las sentencias pconur.ciadas en 
el posesorio no formen ni título ni cosa juzgada con relación 
al petitorio. ( I ) 

78. ¿Debe aplicarse la doctrina tradicional que so refiere 
.» la causa próxima y lejana á las demandas por nulidad, pur 
nscición y por resolución? Lógicamente, debería hacerse; 
puede haber diversas causas de nulidad en cuanto al fondo, 
como las hay en cuanto á la forma. No está permitido lle-
var sucesivamente á los tribunales las diversas causas de 
nulidad fundadas en un vicio diferente de forma. ¿Por qué 
se permite intentar acciones sucesivas por nulidad en cuan-
to al fondo del derecho? (2) 

¿Porqué hay cosa juzgada en un caso, mientras no la 
hay en el otro? La jurisprudencia no da respuesta á nues-
tras preguntas, y buscamos en vano una en los principios. 
¿No probará esto, como lo hemos dicho, que la distinción de 
las causas próximas y lejanas no es un principio? 

En una primera instancia se pide la nulidad de una ven-
ta, fundándose en que las cosas vendidas eran litigiosas y 
que el'adquirente había sido, durante el litigio, abogado y 
consejero de la vendedora. En una nueva instancia, se pide 
la nulidad de la venta, fundándose en que el pretendido con-
trato es una simple promesa. Se opone la autoridad de cosa 
juzgada. La Corte de Pau decidió que no había cosa juzga-
da, y la (Jorte de Casación confirmó la sentencia. En nues-
tra opinión, no hay la menor duda, pero no sucede lo mismo 
con la opinión tradicional. Los pocos motivos que da la Cor-
te de Casación son también los que hemos invocado*contra 
¡a confu-ión del medio y de la causa en la primera i n f a n -
cia, dice la Corte, se t ra taba únicamente d e saber si el ccm-

1 Dñneg.id;?. 20 de Rnt>ro de 1868 (Dalloz. 1868, 1. 133). 
- Aubry j Ruu, t . VI , 2, pág. 499, pfo. 769. 



prador, abogado y consejero de la vendedora, había podido 
adquirir las casas cuya propiedad se litigaba; la simulación 
de la venta no babía sido el obj -to del litigio, de donde re-
sulta que no había sido ni podido ser decidida por el pri-
mer juez: ¿Cómo pudiera haber cosa juzgada en lo que no 
fué debatido ni sentenciado? (11 

Se demanda la nulidad de una venta hecha á una comu-
nidad religiosa; la acción está fundada en la incapacidad de 
la comunidad para recibir á título gratuito sin autorización. 
Se decide que el acta atacada no esconde una liberalidad y 
que es una verdadera venta. Nueva demanda de nulidad de 
el acta considerada como venta y fundada en que las comu-
nidades religiosas también son incapaces para adquirir á 
titulo oneroso, tanto como á título gratuito; se pretendió que 
había casa juzgada y, bajo el punto de vista de la doctrina 
de las causas lejanas y priximus, muy bien se podía soste-
ner. ¿En qué estaban fundadas ambas demandas de nuli-
dad? En la incapacidad de la causa religiosa: Esta era la 
causa próxima. ¿En qué se fundaba esta causa? La causa 
de la causa; es decir, el medi >, era en la primera instancia, 
que la adquisición era á titulo gratuito y mediante persona 
interpuesta, y eu la segunda demanda sa decía que esta in-
capacidad se aplicab i también á los contratos onerosos. El 
medio era nuevo, pero la causa próxima era la misma. La 
Corte de Casación decidió que la incapacidad para adquirir 
á título gratuito y la incapacidad para adquirir á título 
onero-o, formaban causas diversas y no medios diferentes; 
que la cuestión que daba nacimiento á la segunda demanda 
no había sido presentada, examinada, ni resuelta cuando la 
primera sentencia; que ésta no podía, pues, tener, autoridad 
de cosa juzgada con referencia á lasegunda demanda. (2) La 

1 Denegada . Sala Civil , 27 de Agosto de 1817 (Dalloz, en la p a -
labra Cota juzgada, náin. 804, 2o) . 

2 Denegada, 15 de Diciembre d e 1856 (Dalloz, 1857, 1, 97). 

decisión es muy jurídica, pero está en oposición directa con 
la doctrina tradicional, tal como la hemos expuesto más 
arriba (núm. 74). Se ve que la jurisprudencia y la doctri-
na i d o concuerdan en una cosa, y es que ni una ni otra tie-
nen un principio seguro. 

79. Demando por pago de una donación contractual. El 
demandado opone la excepción de nulidad por vicio de for-
ma. Fué resuelto que el contrato era válido y ejecutorio 

U f c v a ( l e '»anda por pago de otra donación hecha por el mis-
mo contrato entre las mismas partes; el demandado opone 
la nulidad de la liberalidad por causa de incapacidad del 
donante. L a Corte admite la nulidad. Recurso de casación 
por violación del art. 1,351. ¿Cuál es la causa de estas dos 
acciones? Se demanda la nulidad de la donación en una y en 
otra instancia, fundándose en la nulidad del contrato de ma-
trimonio; es esta nulidad para servirnos del lenguaje tradi-
cional, lo que constituye la ca*/.sa próxima de la acción la 
sausa de esta causa; es decir, el medio, era diferente en am-
bas instancias, pero la diferencia de los medios no impide la 
cosa juzgada. Este sistema fué rechazado por la Corte de Ca-
sación, sin discutir la cuestión; se contenta con decir que 
ambas demondas no tenían el mismo objeto, lo que es exac-
to, puesto que se trataba de donaciones diferentes- y no te 
nían la misma causa, puesto que en la primera se trataba de 
"¡n vicio de forma; y en la segunda, de la incapacidad del 
donante. (1) En nuestra opinión, esto no es dudoso- en la 
opinión tradicional había una duda «eria de la cual en M« 
sentencia la Corte no hizo caso. 

Acerca de cuestiones idénticas hay decisiones contradic-
tonas. Acción de nulidad de una venta, fundada en que el 

| contrato es viciado por fraude y dolo, y contiene una dona-

8 ' , e 1 8 3 9 < D l U , °* . - pa labra 
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ción disfrazada en provecho de una persona incapaz. La de-
manda fué desechada. Nueva demanda, en la que se inscri-
be el actor por falsedad contra el acta incidente y princi-
pal. Fué decidido que había cosa juzgada. La Corte de Ca-
sación no da ningún otro motivo que la segunda demanda 
también era una acción de nulidad. (1) Para decir mejor, la 
sentencia no estaba motivada, y se nos hace imposible justi-
ficarla. La primera demanda atacaba el fondo de la conven-
ción, la segunda atacaba el acta, el escrito. ¿Qué hay de co-
mún en lo que concierne á la cosa juzgada, entre el escrito 

y la convención? Nada. 
Esto es lo que ha decidido la Corte de Casación en otro 

caso enteramente análogo. Demanda de nulidad de una dona-
ción, fundada en que el donante había impuesto al donata-
rio la obligación de pagar una s u m a determinada. El primer 
juez validó la donación. Nueva demanda teniendo por obje-
to hacer declarar que el acta que contenia la donación era 
falsa y hacer admitir la inscripción por falsedad formulada 
contra esta acta. La Corte de Dijon desecha la demanda 
fundándose en la cosa juzgada. Recurso de casación. La 
Corte decidió que la causa de la segunda demanda no era la 
misma; casó la sentencia atacada por falsa aplicación del ar-
ticulo 1,351. (2) Esta segunda decisión es la buena; no es 
esto dudoso. Las excitaciones y contradicciones de la juris-
prudencia testifican que no tiene principio seguro. 

80. Es seguramente á las incertidumbres de la doctrina 
y de la jurisprudencia á las que deben atribuirse los numero-
sos procesos que son llevados ante la Corte de Casación en 
esta materia. En definitiva, no se sabe lo que es causa y lo 
que es medio; de manera, que se puede siempre alegar que 
la causa es un medio y que el meiio es una causa. Ea una 
primera instancia, se demandaba la rescisión de una acta de 

1 Denegada , 21 de Enero .lo 1853 (Dallo/., 1854, 5 , 1 1 2 ) . 
2 Casación, M de Noviembre d e 1864 l Dallo», 1865, l , 371). 

partición por causa de lesiones. El proceso fué terminado 
por una transacción. Mucho tiempo después se pidió la nu-
lidad del acta por contener enajenación de un inmueble do-
tal. Se opuso la cosa juzgada. ¿Había causa nueva ó medio 
nuevo? En nuestra opii ión, ni siquiera puede hacerse la.pre-
gunta. La Corte de Casación decidió que había causa nue-
va, y por lo tanto, no había causa juzgada, pero sin motivar 
la resolución. (1) Hasta aquí aun no hemos encontrado una 
sola sentencia de la Corte de Casación que sea motivada en 
materia de causa. ¿Debe extrañarse que los litigantes sos-
tengan cosas insostenibles? 

¿Hay identidad de causas entre una demanda fundada en 
la nulidad de consentimiento y la demanda fundada en la 
lesión? lié aquí una de esas cuestiones que no debieran ser 
llevadas ante los tribunales; el mismo lenguaje de la ley, co-
mo lo dice la Corte de Chambéry, protesta contra la iden-
tidad de dos causas que se rigon por principios esencialmen-
te diferentes. En el caso, lo que daba lugar á alguna apa -
riencia de duda, es que en la instancia de nulidad se había 
hablado de lesión; pero no basta que se hable de una causa 
para que haya debate y decisión; no se debate realmente sino 
aquello que es objeto de las conclusiones, y las conclusiones 
no versaban acerca de la rescición por causa de lesión. (2; 

¿Hay identidad de causa entre una demanda por revoca-
ción de una donación fnndada en el advenimiento de un ni-
ño, y la demanda por reducción para ministrar la reserva? 
Si hubiese un principio definido en la causa, la cuestión que 
acabamos de poner no hubiera seguramente dividido á una 
Corte de Apelación y á una Corte de Casación. El adveni-
miento de un hijo destruye la donación, revocándola de ple-
no derecho; mientras que la reducción supone que la dona-

1 Denegada, 15 de J u n i o de 1837 (Datloz, en la pa l ab ra Contrato 
Jt matrimonio, n ú m . 3,806;. 

2 Cbambéry , 31 de Agosto de 1861 (Dalloz, 1862, 2, 159). 



ción persiste; asi es que la diferencia es radical. Sin duda 
que el efecto puede ser el mismo, á lo menos en cuanto á 
la propiedad; de esto se concluía que en ambos procesos se 
trataba de un combate de propiedad. Esto es una de esas pa-
labras que substituyen á las ideas y á los principios. La pro-
piedad puede ser contestada por muchas causas; ¿es esto 
decir que todas las causas se confunden y no forman sino 
una, porque implican todas un combate de propiedad,? Si así 
fuera, debería suprimirse del art. 1,351 la segunda condi-
ción exigida para que haya cosa juzgada, puesto que s iem-
pre hubiera identidad de causa. (1) 

Núm. 4. Acciones diversas que proceden 
de una misma causa. 

81. Los autores asientan también en principio, que cuan-
do dos acciones principales proceden de una misma y sola 
causa, la sentencia intervenida en una de ellas tiene autori-
dad de cosa juzgada con relación á la otra aunque esta ú l -
tima tenga más extensión ó que esté formulada con objeto 
ó interés diferente. (2) Este principio está tomado del dere-
cho romano, Pothier lo enseña; el ejemplo que da hace en-
tender el principio y lo justifica. Cuando la cosa vendida 
está viciada por un hecho redivitorio, el comprador tiene 
dos acciones: La acción redivitoria propiamente dicha, por 
la que pide la resolución de la venta y la restitución del 
precio, así como los daños y perjuicios si hay lugar; la a c -
ción llamada quanti minoris por la que el comprador no p i -
de la resolución de la venta sino únicamente la restitución 
de una parte del precio por razón del menos valor que el 
vicio da á la cosa vendida. El comprador tiene derecho de 
escoger de ambas acciones (a r t 1,644); pero si se decidió por 

1 Casación, 5 «le J a n i o «1* 1821, y l íourges, 11 «le Diciembre d« 
1821 (Dallo«, en la pa labra Cota juzgada, náru. 202, l*). 

2 A u b r y y Rau , t. VI , pág. 501 y nota 81, pfo. 769. 

la acción quanti minoris, y que se ha vencido, ¿podrá pedir 
aún la resolución de la venta? Nó, dice Pothier , hay cosa 
juzgada, aunque la segunda demanda tenga otro objeto que 
la primera; la accühi es diferente, pero en la segunda, tanto 
como en la primera, se trata de saber si hay un vicio redi-
vitorio y si el vendedor es garante por él. Y el primero ha 
decidido que no había juicio redivitorio y que el vendedor 
no era garante; luego la autoridad de cosa juzgada se opone 
a que un segundo juez decida que hay vicio redivitorio y 
que el vendedor es garante por él. Luego las dos acciones 
se confunden en una sola y misma, y hay, por consiguiente, 
cosa juzgada. (1) 

Admitimos el principio porque procede de la esencia de 
la cosa juzgada. La presunción de verdad tiene por objeto 
mantener la autoridad de que deben gozar las sentencias; 
debe, pues, evitarse, qu* aquello que fué guzgado se vuelva 
á poner en tela de juicio. Y en el caso, se volvería á poner 
en cuestión lo que ha decidido el primer juez, si se permitía 
al adquirente intentar la acción en resolución después de ha-
ber sido vencido en la acción quanti minoris; solo se cambia-
ría el nombre del debate, pero esto sería idéntico. Esto es 
decisivo; poco importa que el resultado de ambas acciones 
difiera.no por eso dejan de procurar la misma utilidad al 
demandante; por otra parte, no debe considerarse la ventaja 
que resulte de la demanda, sino el motivo jurídico que fué 
objeto del debate, y este motivo es el mismo. 

Toullier da otra explicación; liga el principio á la teoría 
de las causas próximas y lejanas. "La causa de la segunda 
acción, dice, causa próxima actionis, es la misma que de la 
primera. ' ' (2) Si tal fuera la verdadera razón del principio, 
debiéramos desecharlo. Pe ro Toullier es el único autor que 
justifica un derecho verdadero por esta mala razón. El priu-

1 Poth ie r , Dfi ta* obUgacionct, nr tm. 898. 
3 Tonilier, í . V, 2, pág. 13 i , núm. 163. 



ción persiste; asi es que la diferencia es radical. Sin duda 
que el efecto puede ser el mismo, á lo menos en cuanto á 
la propiedad; de esto se concluía que en ambos procesos se 
trataba de un combate de propiedad. Esto es una de esas pa-
labras que substituyen á las ideas y á los principios. La pro-
piedad puede ser contestada por muchas causas; ¿es esto 
decir que todas las causas se confunden y no forman sino 
una, porque implican todas un combate de propiedai? Si asi 
fuera, debería suprimirse del art. 1,351 la segunda condi-
ción exigida para que haya cosa juzgada, puesto que s iem-
pre hubiera identidad de causa. (1) 

Núm. 4. Acciones diversas que proceden 
de una misma causa. 

81. Los autores asientan también en principio, que cuan-
do dos acciones principales proceden de una misma y sola 
causa, la sentencia intervenida en una de ellas tiene autori-
dad de cosa juzgada con relación á la otra aunque esta ú l -
tima tenga más extensión ó que esté formulada con objeto 
ó interés diferente. (2) Este principio está tomado del dere-
cho romano, Pothier lo enseña; el ejemplo que da hace en-
tender el principio y lo justifica. Cuando la cosa vendida 
está viciada por un hecho redivitorio, el comprador tiene 
dos acciones: La acción redivitoria propiamente dicha, por 
la que pide la resolución de la venta y la restitución del 
precio, así como los daños y perjuicios si hay lugar; la a c -
ción llamada quanti minoris por la que el comprador no p i -
de la resolución de la venta sino únicamente la restitución 
de una parte del precio por razón del menos valor que el 
vicio da á la cosa vendida. El comprador tiene derecho de 
escoger de ambas acciones (a r t 1,644); pero si se decidió por 

1 Casación, 5 «le J i m i o <1* 1821, y lío urges, 11 <le Diciembre de 
1821 (Dal los , en la pa labra Cota juzgada, náru. 202, l*). 

2 A u b r y y Rau , t. VI , pág . 501 y nota 81, pfo. 769. 

la acción quanti minoris, y que se ha vencido, ¿podrá pedir 
aún la resolución de la venta? Nó, dice Pothier , hay cosa 
juzgada, aunque la segunda demanda tenga otro objeto que 
la primera; la acción es diferente, pero en la segunda, tanto 
como en la primera, se trata de saber si hay un vicio redi-
vitorio y si el vendedor es garante por él. Y el primero ha 
decidido que no había juicio redivitorio y que el vendedor 
no era garante; luego la autoridad de cosa juzgada se opone 
a que un segundo juez decida que hay vicio redivitorio y 
que el vendedor es garante por él. Luego las dos acciones 
se confunden en una sola y misma, y hay, por consiguiente, 
cosa juzgada. (1) 

Admitimos el principio porque procede de la esencia de 
la cosa juzgada. La presunción de verdad tiene por objeto 
mantener la autoridad de que deben gozar las sentencias; 
debe, pues, evitarse, qu* aquello que fué guzgado se vuelva 
á poner en tela de juicio. Y en el caso, se volvería á poner 
en cuestión lo que ha decidido el primer juez, si se permitía 
al adquirente intentar la acción en resolución después de ha-
ber sido vencido en la acción quanti minoris; solo se cambia-
ría el nombre del debate, pero esto sería idéntico. Esto es 
decisivo; poco importa que el resultado de ambas acciones 
difiera.no por eso dejan de procurar la misma utilidad al 
demandante; por otra parte, no debe considerarse la ventaja 
que resulte de la demanda, sino el motivo jurídico que fué 
objeto del debate, y este motivo es el mismo. 

Toullier da otra explicación; liga el principio á la teoría 
de las causas próximas y lejanas. "La causa de la segunda 
acción, dice, causa próxima actionis, es la misma que de la 
primera. ' ' (2) Si tal fuera la verdadera razón del principio, 
debiéramos desecharlo. Pe ro Toullier es el único autor que 
justifica un derecho verdadero por esta mala razón. El prin-

1 Poth ie r , De ta* obligaciones, nr tm. 898. 
3 Tonilier, í . V, 2, pág. 13i, nfun. 163. 



118 OBLIGACIONES. 

cipio de la unidad de causa, á pesar de la diversidad de ac-
ciones, procede de la esencia misma de la cosa juzgada, co-
mo acabamos de decirlo; y es en el sentido de la teoría de 
la cosa juzgada como debe entendérsele. Esta observación 
no es sin importancia. La regla no es absoluta; habrá iden-
tidad de causa aunque haya diversidad de acciones, si real-
mei.te es la misma cuestión la que se debate en ambas ins -
tancias, mientras que no habrá causa idéntica si el objeto 
del debate es diferente. 

82. El vendedor de cosa mueble tiene la acción en reso-
lución; también tiene la acción por pago de precio garanti-
zada por un privilegio. Pa r a asegurar el ejercicio de sus 
derechos, la ley le permite reivindicar la cosa vendida en 
los ocho días de la entrega. La resolución y la reivindica-
ción, son dos derechos que nacen de la misma causa, la fal-
ta de pago. Se supone que el vendedor sucumba en la re i -
vindicación. ¿Podrá todavía ejercer la resolución, ó hay co-
sa juzgada? Bajo el imperio del Código Civil, fué sentencia-
do que había cosa juzgada, porque ambas acciones tienen 
el mismo objeto-, (1) la Corte de Casación quiere decir la 
misma causa; importa servirse de los términos legales en 
una materia tan difícil. La resolución de la Corte no es ver-
dadera en un sentido absoluto, y menos verdadero es decir, 
como lo hace la sentencia, que ia reivindicación es una es-
pecie de resolución-, lo que implica que la sentencia de rei-
vindicación tenga necesariamente autoridad de cosa juzgada 
acerca de la resolución. La ley nos dice lo que es la reivin-
dicación; no puede decir que sea una acción judicial, es un 
embargo que tiene por objeto impedir la venta; mientra» 
que la resolución debe ser solicitada en justicia. Ambos de-
rechos difieren también en cuanto á sus efectos. La resolu-
ción resuelve la venta, la reivindicación solo pone la cosa 

1 Denegada, 19 de Abr i l de 1836 (Dalloz, en la pa labra Cota juz-
gada, nú ni. 209). 

• n manos del vende lor, á reserva que pida después, ya sea el 
pago del precio, ya la resolución del contrato. En fin.lascondi-
cionesde ambos derechos difieren: La ley exige para la reivin-
dicación, condiciones especiales que no prescribe para la ac -
ción en resolución. (1) 

E*te último punto es muy importante bajo el punto de vista 
de la cosa juzga la. Si el primer juez ha resuelto que no hay 
lugar á la reivindicación, porque la venta ha sido hecha con 
plazo, ¿habrá cosa juzgada en cuanto á la resolución? No 
por cierto, pues la resolución puede ser pedida haya ó nó 
plazos. De esto resulta que el objeto del debate no es el mis-
mo en ambas instancia«. En la primera, se t ra ta de saber si 
la venta es con plazo ó sin él; en la segunda, el debate ver-
sa únicamente en la falta de pago de precio, pues esta es la 
única condición reque ida para que haya lugar á la resolu-
ción de la venta. El objete del debate, no siendo el mismo 
en ambas instancias, no hay cosa juzgada. En el caso que se 
presentó ante la Corte de Casación, habia cosa juzgada, por-
que el primer juez había decidido de hecho que el vendedor 
había renunciado á su acción en su resolución. Desde luego, 
el juez no podía ya admitir la resolución, habiéndose dene-
gado al demandante la cosa demandada en la pri ñera ins-
tancia. Todo depende de lo que fué objeto del debate. (2) 
Segjin nuestra ley hipotecaría, todavía hay que hacer otra 
dirán ón que deroga al Ofcligo Civil, disponiendo que el 

' decaemiento de la acción reivindicatoría se lleva á la acción 
en resolución por lo que toca á los demás acreedores - de 
donde resulta, que si el primor juez ha resuelto que el ven-
dedor está decaído de su derecho de reivindicación, hay co-
sa juzgada en cuanto á la resolución, se entiende si las par-

1 Código Civil, a r t . 2,102. 4% y ley h ipo tecar ia belga, a r t . 20, nú-
mero ¡>. 
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tes son las mismas en arabas instancia". Yol verdinos á t ratar 
de esta innovación en el título De las Hipotecas. 

83. En el caso de evicción parcial, el comprador tiene 
dos acciones. Puede pedir la resolución de la venta ó el re-
embolso del valor á la parte por la que ha sido vencido, pe-
ro el derecho de resolver la venta no le pertenece sino en 
el caso en que la parte por la que fué vencido es de tal con-
secuencia, que no hubiera comprado sin esta parte (art ícu-
los 1,636 y 1,637). En una primera acción, pide la resci-
sión de la venta; sucumbe. ¿lUy cosa juzgada si pide en 
una segunda instancia el reembolso de una parte del precio. 
¿No puede contestarse de una manera absoluta que hay co-
sa juzgada, ni que no la hay ? (1) Todo depende de la cues-
tión que ha sido debatida ante el primer juez. Cuando el 
debate ha versado sobre el punto de saber si la parte por -
quien fuévencido el comprador, es de tal consecuencia que 
sin ella no hubiese comprado, y si el juez resuelve que no 
hay lugar á rescindir la venta porque el comprador h u -
biera comprado aunque esa parte hubiera faltado, no hay co-
sa juzgada en lo que concierne al reembolso del valor de la 
parte por la que fué vencido el comprador, pues el objeto 
del debate no es el mismo aunque la segunda acción nazca 
de la misma causa que la primera, la evicción parcial. Solo 
habrá cosa juzgada si el objeto del debate es idéntico. Esta 
es una consecuencia de los principios generales que r^gen 
á la cosa juzgada, y es en los limites de estos principios que 
debe entenderse la regla que la causa es idéntica cuando dos 
acciones proceden de la misma causa. (2) 

84. No es menester decir que el principio no es ya apli-
cable si ambas acciones que pertenecen á una persona, se 
fundan en causas diferentes, aunque relativas al mismo ob-
jeto. Desde que la causa ya no es la misma, no puede tra-

1 A a b r y y Rao, t, VI, pág. 501 y note 85 pfo. 76®. 
J Larombiere, t. V, pág. 253, nüm. 72 (Ed. B., t. I I I , pág. ¿51> 

tarse de cosa juzgada. ¿Cómo se sabrá que ambas acciones 
proceden de causas diversas ó de una sola y misma causa? 
Los principios generales son siempre 'los que resuelven la 
dificultad. Debe verse cuál es el objeto del debate y lo que 
ha decidido el primer juez. El propietaiio de un inmueble 
pide su restitución, fundándose en una convención de anti-
cresis; sucumbe. Intenta después una acción en reivindica-
ción: ¿Hay cosa juzgada? Nó; la primera acción era perso-
nal y procedía del contrato, la segunda es una acción real. 
El primer juez, al decidir que no había anticresis, no deci-
dió la cuestión de propiedad, ésta no le fué sometida. Lue-
go la cuestión queda entera. El segundo juez puede decidir 
que el demandante es propietario, sin ponerse en contradic-
ción con la primera sentencia; es decir, que no hay cosa 
juzgada. (1) 

Niim. 5. De las causas posteriores á la sentencia. 

85. ¿Tiene la sentencia autoridad de cosa juzgada en cuan-
to á las causas que nacen posteriormente á ía resolución» 
No es dudosa la negativa y resulta- del fundamento en el 
que descansa la presunción de verdad ligada á la cosa juz-
gada. Es probable que el primer juez haya juzgado bien, 
pues oyó á las partes, y la cuestión fué debatida ante él, en 
todos sentidos. Esto supone que la causa, el motivo ju r íd i -
co en que la demanda se fundaba, existía en el momento en 
que la acción fué promovida; es imposible que el juez deci-
da de antemano un debate que no ha nacido: El juez esta-
tuye acerca de hechos cumplidos, y no sobre el porvenir. 
Esto es tan evidente, que está uno tentado de creer que l a 

dificultad no puede presentarse; sin embargo, se presenta 
con bastante frecuencia en materia de daños y perjuicios 

1 Aubry y Ran, t. VI , pág. 501 y nota 86, pfo. 769. 

P. d e D. TOMO 



L a razón para decidir resulta de los principios que acaba-
mos de exponer. Desde que la cuestión no ha sido d e b i -
da ante el primer juez, es imposible que la huya filiado; 
luego no hay cosa juzgada. (1) 

86. El propietario de una casa levantó el muro mediane-
ro, que separa su propiedad del vecino. Este pide la de-
molición de los trabajos con daños y perjuicios, fundándose 
sobre uua servidumbre de la que el muro estaba gravado, 
según él. La Corte de Paris ordenó que los trabajos fuerau 
demolidos; pero no concedió los daños y perjuicios, visto 
que la demolición ordenada, sería una reparación suficiente 
del perjuicio caucado. Posteriormente, el demandante fué 
también demandado por uno de sus inquilinos, que recla-
maba una disminución de rentas, en razón de la privación 
de aire, de luz que resultaban en su perjuicio, por los tra-
bajos del levantamiento de la pared medianera. El propie-
tario pidió que su vecino diera garantía; esta petición tué 
rechazada por el primer juez, que condenó al dueño á tre-
cientos francos de daños y perjuicios, sin darle recurso; el 
Tribunal se fundaba sobre el considerando de la sentencia 
que había decidido que la demolición de los trabajos sería 
una reparación suficiente del perjuicio causado, y que por 
este motivo había rehusado conceder los daños y perjuicios. 
En apelación, la Corte de París decidió que no había cosa 
juzgada. En el primer proceso, el propietario pidió contra 
su vecino la reparación del perjuicio directo de que sufría 
á titulo de propietario, mientras que en el segundo proceso, 
el demandante obraba como arrendador. Era una causa 
nueva, sobre la que el primer juez no había estatuido ni po-
día estatuir, puesto que no existía el proceso: Los daños, es 
verdad, existían pero no había acción del inquilino en ra-
zón de éstos; luego el arrendador no hubiera podido recla-

1 Larombiére , t V , pág. 2 5 4 , n ú m . 64 ( E d . B., t. I I I , pág. 249). 
Véaw> la ju r i sprudencia en el Repertorio de Dalloz, nám. 215. 

mai sobre el recurso; la Corte de Casación dijo muy bien 
que la sentencia de la que se deducía la cosa juzgada, no 
había prejuzgado nada y no había podido prejuzgar acerca 
del objeto de otra instancia, de la que la Corte de Paris no 
había conocido. (1) 

8<. El demandante reclama los daños y perjuicios para el 
caso en que el defensor no ejecutara el juicio en un cierto 
plaza Obtuvo en la causa, y sin embargo, el Tribunal r e -
husó darle daños y perjuicios eventuales. Las previsiones 
del demandante se realizaron; los defensores por concerta-
da mala intención, paralizaron el efecto de las condenas pro-
nunciadas contra ellos. Nuevo pedimento por daños y per-
juicios. Se opone la cosa juzgada. La Corte de Casación con-
tentó, y la respuerta es prentoria, que la segunda sentencia 
pronunciaba sobre hechos posteriores al primero, y no h a -
bía, por consecuencia, violado la autoridad de la cosa juz-
góla . (2) 

ARTICULO.'¡.—Mismas partes. 

Núm. 1. Principio. 

88. El art. 1.351 exige una tercera condición para que 
haya cosa juzgada. Es preciso que la demanda sea de entre 
las mismas partes, y formada por ellas y contra ellas la mis-
ma cualidad. Dice un antiguo adagio que la cosa juzgada 
no aprovecha á los terceros ni los perjudica. El art. 1,165 
establece en cuanto á los convenios: No tienen efecto sino 
vntre las partes contratantes, no perjudica ni da provecho á 
los terceros. Se dice ordinariamente que las sentencias son 
también convenios, y se funda sobre analogía el principio 
sobre el cual la cosa juzgada no tiene efecto sino entre las 
partes que están en causa. (3) A decir verdad, la analogía 

i Denegada, 5 de F e b r e r o de 1*68 (Dalloz, 1868, i, 348). 
1? Denegada, 12 de Abril de 1856 (Dalloz. 1856 1, 260). 
3 Coliuet de Saute r re , t VI, pág. 629, núin. 328 bit X I V . A n b r y 

y ltan, t. VI , pág. 482. nota 18, pfo. 769). 



L a razón para decidir resulta de los principios que acaba-
mos de exponer. Desde que la cuehtióu no ha sido d e b i -
da ante el primer juez, es imposible que la huya filiado; 
luego no hay cosa juzgada. (1) 

86. El propietario de una casa levantó el muro mediane-
ro, que separa su propiedad del vecino. Este pide la de-
molición de los trabajos con daños y perjuicios, fundándose 
sobre uua servidumbre de la que el muro estaba gravado, 
según él. La Corte de Paris ordenó que los trabajos fuerau 
demolidos; pero no concedió los daños y perjuicios, visto 
que la demolición ordenada, sería una reparación suficiente 
del perjuicio caucado. Posteriormente, el demandante fué 
también demandado por uno de sus inquilinos, que recla-
maba una disminución de rentas, en razón de la privación 
de aire, de luz que resultaban en su perjuicio, por los tra-
bajos del levantamiento de la pared medianera, líl propie-
tario pidió que su vecino diera garantía; esta petición tué 
rechazada por el primer juez, que condenó al dueño á tre-
cientos francos de daños y perjuicios, sin darle recurso; el 
Tribunal se fundaba sobre el considerando de la sentencia 
que había decidido que la demolición de los trabajos sería 
una reparación suficiente del perjuicio causado, y que por 
este motivo había rehusado conceder los daños y perjuicios. 
En apelación, la Corte de París decidió que no había cosa 
juzgada. En el primer proceso, el propietario pidió contra 
su vecino la reparación del perjuicio directo de que sufría 
á titulo de propietario, mientras que en el segundo proceso, 
el demandante obraba como arrendador. Era una causa 
nueva, sobre la que el primer juez no había estatuido ni po-
día estatuir, puesto que no existía el proceso: Los daños, es 
verdad, existían pero no había acción del inquilino en ra-
zón de éstos; luego el arrendador no hubiera podido recla-

1 Larombiére , t V , pág. 2 5 4 , n ú m . 64 ( E d . B., t. I I I , pág. 249). 
Véase la ju r i sprudencia en el Repertorio de Daltoz, nám. 215. 

mai sobre el recurso; la Corte de Casación dijo muy bien 
que la sentencia de la que se deducía la cosa juzgada, no 
había prejuzgado nada y no había podido prejuzgar acerca 
del objeto de otra instancia, de la que la Corte de Paris no 
había conocido. (1) 

8<. El demandante reclama los daños y perjuicios par í el 
caso en que el defensor no ejecutara el juicio en un cierto 
plazo. Obtuvo en la causa, y sin embargo, el Tribunal r e -
husó darle daños y perjuicios eventuales. Las previsiones 
del demandante se realizaron; los defensores por concerta-
da mala intención, paralizaron el efecto de las condenas pro-
nunciadas contra ellos. Nuevo pedimento por daños y per-
juicios. Se opone la cosa juzgada. La Corte de Casación con-
tentó, y la respuerta es prentoria, que la segunda sentencia 
pronunciaba sobre hechos posteriores al primero, y no h a -
bía, por consecuencia, violado la autoridad de la cosa juz-
góla . (2) 

ARTICULO 3.—Mismas partes. 

Núm. 1. Principio. 

88. El art. 1.351 exige una tercera condición para que 
haya cosa juzgada. Es preciso que la demanda sea de entre 
las mismas partes, y formada por ellas y contra ellas la mis-
ma cualidad. Dice un antiguo adagio que la cosa juzgada 
no aprovecha á los terceros ni los perjudica. El art. 1,165 
establece en cuanto á los convenios: No tienen efecto sino 
vntre las partes contratantes, no perjudica ni da provecho á 
ios terceros. Se dice ordinariamente que las sentencias son 
también convenios, y se funda sobre analogía el principio 
sobre el cual la cosa juzgada no tiene efecto sino entre las 
partes que están en causa. (3) A decir verdad, la analogía 

i Denegada, 5 de F e b r e r o de 1*68 (Dalloz, 1868, 1, 348). 
1? Donngada, 12 ríe Abril de 1«56 (Dalloz. 1856 1, 260). 
3 Colmet de Saute r re , t V I , pftg. 629, núin. 328 bit X I V . A n b r y 

y ltan, t. VI , pág. 482. nota 18, pfo. 769). 



es una comparación más que una razón. No es el consenti-
miento de las partes lo que hace la esencia de la sentencia, 
es el ejercicio del poder soberano que la nación delega á loa 
tribunales. ¿Es también de la esencia del poder judicial que 
sus decisiones no tengan efecto sino entre las partes litigan-
tes. La sentencia que concede las conclusiones de una de las 
partes desecha las de la otra; esto supone que el juez ha oí-
do á ambas partes y que éstas han ido á hacer valer sus ra-
zones. Toda sentencia implica, pues, que el juez pronunció 
con conocimiento de causa; desde luego, no puede haber nin-
gún efecto con relación á las que no han figurado en el pro-
ceso. El juez solo declara cuáles son los derechos de las par-
tes, y , para hacerlo, d e b j conocerlos. ¿Y cómo podria co-
nocer derechos contestados cuando estos derechos no han si-
do debatidos ante él? (1) 

Este principio es tan natural, que no se entiende qué ma-
gistrados lo hayan desconocido. El caso se presenta, sin em-
bargo. El dispositivo de una sentencia pronunciada en 1831, 
ordenaba condenas contra una persona de la que no indica-
ba los nombres, ni la profesión, ni el domicilio; la sentencia 
atacada hacía aplicación de este dispositivo á un individuo 
muerto desde 1808, y sus hijos jamás habían figurado en la 
instancia; sus nombres no se encontraban en las cualidades 
de la sentencia, lo que prueba que no habían sido citados. 
La cosa juzgada les era, pues, completamente extraña. Esto 
fué una equivocación del juez. Pa r a excusarse la Corte ale-
ga que no tuvo conocimiento sino de los motivos y del dis-
positivo de la sentencia. La objeción, dice 11 Corte de Casa-
ción, es inadmisible, pues el deber de los magistra l « cuan-
do declaran que una sentencia tiene adquirida la autoridad 
de cosa juzgada, es de comprobar dicha sentencia por ente-
ro y en cada uno de sus elementos. (2) 

1 Laromhióre, t V, p á g . 278, ndm. 90 ^E l. B., t. I I I , pág. 259). 
2 Casación, 4 de Agosto du 1815 (Dalloz, 18 «Ü, 4, 65j. 

89. Lo que alguna vez engaña á los magistrados, es que 
la cuestión debatida eu ambos procesos es idéntica en el sen-
tido que depende de una misma causa que se resuelve por 
los mismos medios; de manera que el segundo juez, si se le 
sometiera la cuestión, debiera decidir en el mismo sentido 
que el primero; de esto se induce que es inútil llevar la con-
testación ante él. Los jueces no deberían detenerse ante se-
mejantes consideraciones. Pothier se tomó el trabajo de re-
putarlas, y los jurisconsultos romanos lo hablan hecho ya 
notar. Deposité una suma de 12,000 francos en manos 
de un amigo el que muere d -¡jando tres hijos. La deuda se 
divide entre ellos; promuevo contra uno de los herederos. 
El juez, dice Pothier, no fijando bastante su atención á las 
pruebas que el demandante alega, absuelve al heredero de 
la df-manda. Promuevo después contra los otros dos herede-
ros. ¿Pueden oponerme la cosa juzgada? Nó, porque no pue-
den invocar contra mí una sentencia en la que no fueron 
partes; si ésta me hubiese sido favorable, no les hubiera per-
judicado, y no puedo aprovecharles si me es adversa. Sin 
embargo, la cuestión debatida en el segundo proceso, es 
la misma que la que fué fallada contra mí por el primer 
juez; depende de la misma causa, pues la segunda demanda . 
lo mismo que la primera, está fundada en el dep osito que 
pretendo haber hecho, pero las personas son diferentes, lo 
que impide la autoridad de cosa juzgada. Debe agregarse 
con Pothier, que el objeto de la segunda demanda os d i fe-
rente, aunque la causa sea idéntica. En efecto, ¿qué he pe-
dido en la primera instancia? La tercera parte de la suma 
de 12,000 fraucos que pretendo haber confiado al difunto. 
¿Qué es lo que pido en la segunda instancia? Otra tercera 
parte ó las dos terceras partes. Y cada una de estas terce-
ras p u t a s forma una deuda diferente, porque á consecuen-
na de la división de la deuda, hay tantas deudas como here-
deros. 



90. U n caso análogo fué presentado ante la Corte de Ca-
sación. Uno de los herederos demanda y obtiene la anula-
ción de un testamento por causa de sugestión y captación, 
E*ta sentencia solo tenia efecto para con el heredero deman-
dante, no aprovechaba á los demás herederos que no habian 
sido partes en la causa. De esto resulta que el legatario uni-
versal instituido por el testamento anulado, conservaba su 
derecho á la herencia por la parte de los herederos que no 
habían figurado en el proceso; luego tenía el derecho de par-
t i r los bienes con aquel de los herederos que había hecho 
anular el testamento. Esta consecuencia muy jurídica, es muy 
chocante. El primer juez y la Corte de Apelación, rehusa-
ron admitirla. Unos herederos legítimos eran excluidos por 
un legatario cuyo legado había sido anulado, y éste preten-
dido legatario partía la herencia con aquel que lo había he-
cho excluir. ¡Para participar se necesita un titulo, dice la 
Corte de Bourges! ¿Y cuál es el título del legatario, un ti-
tulo anulado por una sentencia soberana? En cuanto á los 
herederos legítimos no tenían porqué justificarse, su de re -
cho resulta de la ley. La Corte olvidaba que si el t í tulo del 
legatario era nulo, esto era por virtud de una sentencia, y 
que ésta no podía ser invocada por los herederos que no 
habían sido parte en el la Cada uno de los herederos, sién 
dolo solamente por su parte, el derecho del mío diferia del 
derecho del otro; luego no había cosa juzgada respecto á los 
que no figuraban en el proceso. Se podía aplicar textual-
mente la doctrina de Pothier; esto fué lo que hizo la Corte 
de Casación al casar la sentencia de Bourges. 

En el mismo caso, ¿e presentaba otra dificultad que tuvo 
la misma solución, extraña para las personas que ignoran el 
derecho, pero perfectamente jurídica al punto de vista de 
los principios que rigen á la cosa juzgada; 

El legatario universal detenía como arr°ndatario un i n -
mueble de la sucesión. Después de la anulación del testa-

mentó, los herederos promovieron contra él por pago de las 
rentas, y á falta de pago por resolución del contrato. El le-
gatario opuso el testamento á los herederos que habían pe-
dido su anulación. Nada había que contestar á esta oposición, 
sin embargo, la Corte de Bourges la desechó. ¿Qué dice la 
Corte para aludir al art. 1,351 ? Que los herederos legít i-
mos no promueven en virtud de la sentencia que anuló el 
testamento, que lo háeen por virtud de la ley, y que no pue-
den ser apartados sino en virtud de un título ño atacado y 
procedente de la voluntad sincera del difunto. Además, con-
tinúa la Corte, el legatario no puede oponer un título de es-
ta naturaleza, puesto que el testamento de que se prevale-
re fué anulado por fraudulento. Si, el testamento fué anula-
do: ¿pero con relación á quién? En provecho del heredero 
que había promovido y por su parte hereditaria; subsistía 
para con las demás herederos y por sus partes respectivas. 
La Corte procura en vano substraerse á esta consecuencia, 
imaginando una indivisibilidad en una manera esencialmen-
te divisible. Dice que la anulación fué pronunciarla por mo-
tivos generales y de alguna manera, de orden público, y de 
esto concluye que la decisión e 8 esencialmente indivisible 
por su naturaleza. Esto es pagarse con palabras. ¿Qué im-
portaba!. los motivos por los que fué anulado el testamen-
to? Se trataba de saber si el derecho de herencia es indivisi-
ble, y semejante cuestión ni siquiera debe ser hecha por un 
magistrado. La Corte de Casación casó la sentencia por vio-
lación del art. 1,351. (1) Esta fué una de las decisiones más 
inspiradas por | a equidad á ¡as qua los jueces procuran dar 

o r c o n r a z o n e 3 jurídicas que no resisten el menor exa-
men. La equidad jamás se lleva al derecho; v en el caso el 
legatario u, nbién podía invocar la equidad; su derecho no 
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había sido atacado por los herederos; debía, pues, ser man-
tenido contra ellos. 

91. Los principios no sufren duda alguna, pero los intér-
pretes los olvidan alguna vez. Se ha pretendido que el artícu-
lo 800 derogaba al art. 1,351; transladamos á loque fué di-
cho en el título De Jan Sucesiones. (1) Es particularmente en 
materia de estado como los efectos de la cosa juzgada pa-
recen algunas veces chocantes. Se ha procurado sul»siraer-
se á ellos, pero ha sido en vano. El art. 1,351 se aplica tan-
to á las cuestiones de estado, como á las cuestiones de dere-
chos patrimoniales. Transladamos á lo que ha sido dicho en 
el título De la Paternidad y Déla Filiación. (2) Si las co r -
tes se han equivocado, es que han desconocido una de las 
fases del principio establecido por el art. 1,351. La ley li-
ga una presunción de verdad á las sentencias; per«» la ver-
dad judicial difiere de la verdad moral; esta es esencialmen-
te absoluta, mientras que la verdad resultando de las deci-
siones judiciales, es esencialmente relativa. Si un heredero 
ataca un testamento por causa de captación y lo hace anu-
lar. será verdad, para con este heredero, que el testamento 
no es la expresión de la voluntad sincera del difunto; pero 
esto no es verdad con relación á los herederos que no han 
sido partes en la causa. Respecto á ellos, el testamento con-
servaba sus efectos todo el tiempo que no haya sido anula-
do. Si persiguen su anulación, el segundo juez podrá decir 
que no hay captación, l labrá contradicción entre la segun-
da sentencia y la primera, una de las dos es errónea, y, sin 
embargo, cada una conservará su efecto y será presumida 
verdadera. Estas contradicciones son chocantes, pero no hay 
que perder de vista que son el resultado de un precioso de-
recho, sin el que no habría justicia, sin el que la sociedad 

1 Véase el tomo IX de mis Principio», pág. 510, núm. 391. 
2 Véase el tomo 111 de rai* Principios, p á f . 678, núm. 458, pág. 686 
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e l u c i o n e s , el o b j e t o q u e el l e g i s l a d o r t u v o n o s e r i a a l c a n -

z a d o . 
Hay una sentencia de la Corte de Casación en este senti-

do; resolvió que una sentencia tiene autoridad de cosa juz-
gada contra todas las partes que fueron citadas para la ins-
tancia, aunque hayan intervenido en los debates en los que 
eran extrañas; siendo presentes en el proceso ó citadas para 
la instancia, toca á la parte hacer valer sus medios, si quie-
re impedir que se le oponga la sentencia que le interven-
drá. (1) 

93. ¿Se debe figurar personalmente en un proceso para 
ser parte en éi? Se es parte en un proceso, no solo cuando 
se figura en persona, sino cuando ha sido uno representado 
por aquellos que fueron en él. El principio no es dudoso, 
pero hay grandes dificultades en el punto de saber en qué 
casos es uno representado en un proceso, por aquellos que 
figuran en él personalmente. 

I I . De los que están representados en el proceso. 

1. De los sucesores universales. 

94. Entre los sucesores universales, I09 hay que repre-
sentan la persona del difunto y la continúan; los herederos 
legítimos y los legatarios universales, cuando tienen la po-
sesión son una misma persona con el difunto; luego cuando 
su autor figura en un proceso, también ellos están como si 
hubieran figurado en él; por consiguiente, todo cuanto fué 
sentenciado con su autor, lo es también para con ellos. Lo 
mismo sucede con los sucesores universales, que son sim-
ples sucesores á los bienes; tales son los sucesores irregula-
res, los legatarios universales sin posesión y los legatarios 
á título universal; en cuanto á los donatarios universales ó 
á título universal, se les asimila á los legatarios. Aunque no 

1 Denegada, 21 de Mayo de 1855 (Dalloz, 1856, 1, 253). 

reprensentando la persona del difunto, suceden á sus dere-
chos y á sus obligaciones; resultan estos de una sentencia 
ó de una convención. Luego la sentencia pronunciada con-
tra su autor, Ies puede ser opuesta, y si les es favorable, pue-
den prevalecerse de ella. (1) 

95. ¿Qué debe decidirse a<erca de los herederos ben"fi-
ciarios? La aceptación á beneficio de inventario no impide 
que los herederos representen al difunto. En cuantoá los dere-
chos del difunto, no hay ninguna diferencia entre los here-
deros beneficiarios y los herederos puros y simples. Luego 
si la sentencia es favorable á su autor, es "seguro que los he-
rederos beneficiarios la aprovechan. Que si la sentencia ha 
sido pronunciada contra .su autor, los herederos beneficia-
rios suceden también á las obligaciones que de ella resulten; 
pero á diferencia délos herederos puros y simples, no están 
obligados sino hasta concurrencia de su beneficio. Esta es 
la aplicación del principio que hemos establecido al tratar 
del beneficio de inventario. (2) 

96. Cuando se dice que los sucesores universales están re-
presentados por su autor, se supone que no tienen otros dere-
chos que 1«« de su autor; pero si tienen derechos personales, 
no<es menester decir que pueden ejercerlos sin que se pueda 
oponerles la sentencia pronunciada contra el difunto. H e -
mos visto un ejemplo al t ra t i r de la reducción; en este caso, 
los herederos atacan las actas hechas por su autor; desde' 
luego, no puede decirse que promueven como representan-
tes del difunto, y por consiguiente, no están ligados por las 
sentencias pronunciadas contra él, pues no han sido partes 
en ellas. 

Deben también aplicarse á los sucesores universales los 
principios que rigen la cosa juzgada. Para que se puedan 
oponer á los herederos las sentencias pronunciadas contra 

1 Colmet de Santerre, t V, pág. 630.nún.. 328 bi« XV: 
2 Durantoo, t . XII I , pág 535, nám 502 y todos los autores. 
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el difunto, la cosa que demandan debe ser la misma, así 
como la causa; si nó, no puede tratarse de cosa juzgada. 
lTna madre reparte sus bienes entre sus tres hijos. Más tar-
de, la madre reivindica contra uno de ellos ocho pedazos 
de terreno por ella poseídos. Una sentencia de la Corte de 
Orléans desechó la demanda por motivo que la madre ss 
había despojado de todos sus bienes sin distinción; la Corte 
mantuvo, en consecuencia, la propiedad de las herencias rei-
vindicadas, como haciendo parte de los inmuebles repart i -
dos comprendiendo el lote del demandado. Posteriormente 
los demás hijos pidieron contra él un suplemento de repar-
to por catorce pedazos de tierra, entre los que figuraban los 
ocho de la herencia, objeto del primer proceso. Se les opu-
so la cosa juzgada en cuanto á estas ocho piezas. La Corte 
de Orléans la admitió. Recurso de casación. La Corte deci-
dió que no había cosa juzgada. En efecto, el objeto de am-
bas demandas no era el mismo. En la primera instancia, la 
madre reivindicaba las ocho herencias como no comprendi-
das en el reparto que había hecho de sus bienes; se trataba, 
pues, de la interpretación que debía seguir el acta de dona-
ción con respecto á la madre donante. En la segunda ins-
tancia, se trataba del reparto de estos bienes entre I03 he r -
manos: ¿Estaban los bienes indivisos, ó no lo eran? Esto 
es otra demanda que no habla sido sometida al primer juez 
y que no habla podido decidir. (I) 

2. De los sucesores á título particular. 

97. Los sucesores A título particular son aquellos que 
suceden á una cosa determinada, en virtud de una venta, 
de una donación ó de un legado. Como suceden á los dere-
chos de su autor en la cosa, se les llama también ayints 
cause. ¿Puedeu oponérseles las sentencias pronunciadas con-

1 Casación, 11 «le Hayo de 1840 (Dalloz, en ta palabra Cota jUJ-
ga-Ja, oúrn. 241). 

tra su autor relativamente á la cosa que han adquirido de él? 
Pothier contesta á la pregunta. La sentencia pronunciada 
contra el vendedor tiene autoridad d¿ cosa juzgada para 

i con el comprador si ella es anterior á la adqusición, mien-
tras no t «ene fuerza de cosa juzgada cuando es posterior á la 

•venta. Compro un inmueble; más tarde, una acción en rei-
vindicación es promovida contra el vendedor j se sentencia 
que no es propietario. Esta sentencia no me puede ser 

¡ opuesta. ¿Porqué? Porque no he sido parte en la sentencia 
ni en persona, ni por haber sido representado en ella- el 
vendedor no tiene ninguna calidad para representarme;'soy 
su legatario, es verdad, pero esto solo quiere decir que soy 
sucesor á los derechos que tenía en la cosa que me vendió 
en la época en que le compré el inmueble, esta herencia 
era su patrimonio, y me lo vendió; desde luego, mi derecho 
no puede ser destruido ni alterado por mi vendedor, ni por 
las convecciones que pueda hacer, ni por las sentencias 
pronunciadas contra él. Es en vano que el propietario que 
venció , m, vendedor me oponga la sentencia que decido 
que este no era propietario; esta sentencia no me puede ser 
opuesta, porque no he sido parte en ella. 

No pasaría así si la sentencia hubiera sido pronunciada an-
tes del acta de venta que es consentida por el poseedor ven-
ado El inmueble que compro no es ya una propiedad de 
aquel que me lo vende, no puede, pues, trasmitirme un de-
"*ho que no tiene. El dueño puede, pues, reivindicar esta 
herencia contra mí, sin que pueda oponerle que no he sido 
par e en la sentencia que loreconoció como propietario. Fui 
parte en ella en el sentido que, en calidad de legatario, no 
puedo tener otros derechos que los de mi autor; y en el mo-
mento en que dste me vendió, estaba sentenciado que no t e -

£ t P T e d a d ^ G S t e Í n m U e W e ' C S t a s e n t e n c i a puede 
^ - b r e la cosa 



Debe hacerse la misma distinción, «i la sentencia es favo-
rable á mi autor. Si fué fallado que éste era propietario del 
inmueble que compró después, aquel que sucumba en su ac-
ción en reivindicación no podrá reivindicar la herencia con-
t r i mí, porque tengo los mismos derechos que uii autor, re-
lativamente á la cosa que fué objeto de la primera sentencia; 
en este sentido he sido representado por él en la instancia de 
reivindicación. Si la sentencia fué pronunciada posterior-
mente al acta de venta, se resolverá para con mi autor, que 
el tercero reivindicante no es propietario; pero esta senten-
cia no me aprovecha á ral, porque no he sido parte personal-
mente en ella ni como representado por mi autor, y todo lo 
que éste consiente, y todo lo pronunciado por él desde mi 
acta de adquisición, me es extraño. (I) 

98. Las leyes que han sido promulgadas en Bélgica y en 
Francia acerca de la transcripción, han traído una modifi-
cación al pr inc ip io que acabamos de formular, según Pothier. 
Bajo el imperio del Código Civil, la propiedad se transfería 
respecto á los terceros, como entre las partes, por el solo 
efecto del contrato; luego, en lo que concierne á la cosa juz-
gada, el adquirente que quería prevalecerse de su acta de 
venta como anterior á una sentencia, solo tenía que probar 
esta autoridad; es decir, que el acta había adquirido fecha 
cierta antes de la sentencia y en virtud del art. 1,328. Las 
nuevas leyes exigen la transcripción del acta translativa de 
propiedad para que pueda ser opuesta á los terceros. (2) De 
esto resulte que el adquirente debe transcribir el acta de ven-
te antes de la introducción de la demanda por reivindicación 

1 Po th ie r , De Uu obligaciones, núms. 902-904. Toul l ie r , L V 2, pá-
vina 168, nftru. 199 y todos los amtores. La ju r i sp rudenc ia ea táon «I 
mismo sentido. Véase Dallo*, en la pa labra Cota juzgada, n ú m s 246 
y 246. H a y que ag rega r Lieja, 18 de Feb re ro de 1828 J ^ » ' c r u . a 
1828. pág . 69). Denegada d e la C o r t e d e Casación de Bélgica, 23de 
Abri l de 1847 ( Paticriña, 1847. 1, 268). 

2 Lev hipotecar ia belga, art . l # Ley francesa de 23 de Marzo le 
1855 Aubrv y R a u , t . V I , pftgs 482 y siguientes, nota 22, pfo. «69. 

para que esté como si hubiera sido parte en la sentencia que 
^ invoca; mientras que si no la ha transcripto, solo su autor 
> es considerado como propietario con relación á los terceros; 

solo él figura en el proceso, y no puede tratarse de repre-
: sentar á un sucesor, el que por no haber transcripto su ac-

ta se encuentra sin derecho con relación á los terceros. 
99. El principio se aplica á la cesión de un crédito. Si 

. una sentencia pronunciada contra el cedente declara que el 
í crédito cedido no existe ó está extinguido, no hay cosa juz-

: gada para con el cesionario cuando el acta de cesión es pos-
terior á la sentencia. Según el Código Civil, la cesión debe 
ser notificada ó aceptada para que pueda ser opuesta á los 
terceros. No habrá, pues, cosa juzgada para con el cesiona 
no sino cuando la notificación ó aceptación son anteriores i 
la introducción de la instancia. (I) Si ol crédito está ga 
rautizado por una hipoteca ó un privilegio, es menester ade-

| | más que el acta de cesión se haga pública, conforme al ar 
ticulo 5 de nuestra ley hipotecaria. Volverdmos á hablar 
a erca• del principio en el título De las Hipotecas. 

K 100. F u é sentenciado quo el principio que rige á los le-
gatarios á titulo particular, se aplica también al°contrato de 
arrendamiento. La cosa juzgada entre el arrendador y el 

H locatario principal, ¿puede ser opuesta al sublocatario cuyo 
• contrato tiene fecha cierta antes de la sentencia? tfó, dice 

la Corte de Bruselas. El locatario principal se desprendió 
^ de sus derechos antes de la sentencia por la transmisión que 
í. de ellos hizo á un sublocatario; desde aquel momento, per-
gd ió la facultad de disponer de ellos en perjuicio del subloca-

tario; éste, en verdad es el legatario del locatario princi-
pal, pero solo lo es para las actas ó sentencias que prece-

j dieron su contrato: en cuanto á las artas y sentencias pos-
tenores, no le pueden ser opuestas. (2) 

l Aubry y l íau t . VI , pág. 483, no ta 23, pfo. 769. 
- Bruselas, 20 de J u n i o de 1861 (PasicrUia , 1865, 2, 385). 



Se ve q u e l a C o r t e aplica textualmente al conl r »o de arren-
damiento, lo que Pothíer dice de la venta: h v un motivo 
grave para dudar; la venta es una acta t r a n s i t i v a de pro-
piedad que da al adquirent« un derecho en la «xa , mientras 
que el contrato no da al arrendatario sino un derecho perso-
nal; el art . 1,743 deroga á este principio, p'-ro no resulta de 
ello' que el derecho de contrato sea un derecho renl. Ta d i -
ficultad es, pues, esta: ¿Hasta dónde alcanza la innovación 
introducida por el art. 1,743? V o l v e r n o s A . . upairnos de 
este punto en el título del Del Contrato de Arrendamiento. 

101. S e s u p o n e que el legatario tiene conocimiento del 
proceso emprendido desde su adquisición entro el vendedor 
y un tercero acerca de la propiedad de la cosa . Se abstiene 
de intervenir en ella, no notifica su t í tulo en los terceros. 
¿Debe por razón del hecho solo y de su inacción, ser conside-
radocomohabiendorepresentado en lainstancia por su autor? 
Es la negativa tan evidente que ni siquiera debiera ponerse 
en cuestión, si no fuere por la tradición. En el antiguo dere-
cho, se admitía que la sentencia pronunciada contra el ven-
dedor posteriormente á la venta, tenia autoridad de cosa juz-
gada contra el adquirente que tuviere conocimiento del pro-
ceso. «Esta jurisprudencia estaba fundada en leyes romanas, 
que presumían que el legatario se atenía á su autor para de-
fender sus derechos, en lugar de intervenir por si en la ins-
tancia para defenderlos. ( I ) Esto era presumir la renuncia 
de un derecho. Basta esto para desechar la antigua doctri-
na bajo el imperio de nuestro Código. Cualquiera (pie sea 
la autoridad de la tradición en esta materia, se la debe apar-
tar cuando se trata de una presunción contraria á los p r in -
cipios del derecho, pues la renuncia no se presume nunca. 
Se necesitaría, pues, un texto formal para poder admitir que 
el legatario se somete á una sentencia en la que no ha sido 
parte. 

1 Mer l in , Repertorio, en la p a l a b r a Oposición de tercero. 

A úm. 3. De los acreedores quirografarios. 

102. Los a. reedores quirografarios son también los lega-
tarios de los deudores. Sin embargo, í-e admite que pueden 
estar siempre representados por su autor en los proceros en 
que éste figuró, aunque el título de su crédito fuese anterior 
á la sentencia. ¿Cuál es la razón de esta diferencia entre 
los acreedores perBonnles y los ligatorios que tienen un de-
recho real en la cosa? Es pre. ¡saínente porque los acreedo- ' 
res quirografarios no tienen derecho real en los bienes de 
su deudor, por lo que están ligados á las sentencias en que 
es parte su deudor. Es verdad que los bienes del deudor 
son su garantía, pero, ¿en qué sentido? Es solamente cuan-
do el deudor no satisface sus compromisos como los acree-
dores personales tienen una acción en sus bienes, y no pue-
den embargar más que los bienes que su deudor posee en 
el momento de la promoción; no teniendo derecho real, no 
pueden perseguir en manos de los terceros los bienes que 
su deudor ha enajenado, aunque estos bienes le hayan per-
tenecido en el momento que se trató con él. Si las conven-
ciones porque el deudor enajena sus bienes pueden ser 
opuestas á ÑUS acreedores, con más razón se les pueden opo-
ner las sentencias en consecuencia de las cuales se halla dis-
minuido el patrimonio del deudor; e.. este sentido, los acree-
dores están representados por el deudor en la« instancias 
judiciales en que éste figure. No tiene,, otros derechos en 
los bienes del deudor más q U e los que le pertenecen; es 
«.eeir, que deben tomar el patrimonio del deudor tal cual 
está en el momento en que promueven contra él, va sea ene 
esté merguado por sentencias ó por convenciones. Lo que 
liecum a d e l a s actas de enajenación, «e aplica á toda acta 
<iue concierne al patrimonio del deudor; las sentencias que 
reconc cen á terceros un derecho de servidumbre, un usu-
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fructo, una hipoteca, un contrato de arrendamiento, pueden 
ser opuestas á los acreedores quirografarios, porque lian si-
do representados en ellas por el deudor. (1) 

103. Los acreedores quirografarios no son ya los legata-
rios de su deudor cuando atacan una acta que ha hecho el 
fraude d e s ú s derechos. En este caso, promueven en virtud 
de un derecho que' les es personal y que procede, no de su 
deudor, sino de la ley. Este principio recibe su aplicación 
á las sentencias. Cuando un deudor se deja condenar á 
consecuencia de una colusión fraudulosa concertada con un 
tercero, los acreedores quirografarios pueden atacar la sen-
tencia en tercería. (2) No puede decirse que estén repre-
sentados por el deudor, cuando éste, en lugar de sostener 
su derecho, lo entrega fraudulosamente á un tercero; lejos 
de representar á sus acreedores se vuelve su adversario. No-
es menester decir que á los acreedores que atacan la senten-
cia toca hacer la prueba del fraude, pues el concierto frau-
íluloso es el fundamento de su acción; 6Í no hay fraude, ó lo 
que es lo mismo, si no llegan á probarlo, la sentencia puede 
serles opuesta por muy perjudicial que les sea. (3) 

104. ¿ Pueden los acreedores estar representados por el 
deudor en un proceso en que se trata de un derecho de pre-
ferencia reclamado por un tercero en el patrimonio del deu-
dor? Acerca de esta cuestión existen dos sentencias de la 
Corte de Casación que parecen contradictorias, y la doctri-
na también está dividida. Debe distinguirse si el debate tie-
ne lugar entre acreedores quirografarios ó si éstos son hi-
potecarios. Cuando son acreedores personales los que con-
testan el derecho de preferencia que una sentencia reconocía 

1 Anbry y Rau, t VI , pAgs. 483 y siguientes, nota 26. Marcadé, 
t. V pííg.*l92, núm. 12 del ar t iculo 1,351. Colmet d e S a n t e n v , to_ 
mo V, pag. 630, núm. 328 bit X V I . 

2 Uro inb ié re , t. V. pág. 29S. nátn. 115 ( E d . 15., t . III. pág . 267). 
Denegada, Sala Civi!, 14 de Noviembre de 1853 (Dallor , 1853, 1, 
325). 

3 Bruselas, 20 de Abr i l de 1826 (Paticrit ia, 1826, pág . 123). 

á un tercero en el patrimonio del deudor, creemos que se 
les puede oponer la cosa juzgada. El deudor puede consen-
tir una hipoteca á perjuicio de ellos si están liga los por la 
convención. ¿Por qué no lo serían también por una senten-
cia que reconoce la existencia de la convención ? Se objeta 
que los derechos de los acreedores entre sí, son derechos 
que les son propios y que el deudor no los representa á este 
respecto. Sin duda, los acreed»»res pueden contestar el dere-
cho de preferencia que uno de ellos reclama en la garantía 
común, pero están obligados á respetar las hipotecas que el 
deudor ha válidamente consentido, y por identidad de mo-
tivos están ligados por las sentencias que reconocen un de-
recho de preferencia á uno de ellos. (1) 

La sentencia de la Corte de Casación que te opone como 
habiendo decidido la cuestión en sentido contrario, estatu-
ye en una hipótesis diferente. Se trata en ella de acreedores 
hipotecarios. La jurisprudencia, como lo varaos á decir, ad-
mite que los acreedores hipotecarios estén representados por 
el deudor, excepto en el caso en que tienen un interés per-
sonal diferente del de su deudor. Fué en un debate entre 
acreedores hipotecarios que se pronunció la última senten-
cia de la Corte de Casación. Resuelve, pues, una cuestión 
especial, la de saber si los acreedores hipotecarios están re-
presentados por el deudor cuando tienen intereses que les 
son propios. Esta cuestión es extraña á los acreedores qui-
rografarios. Basta leer los motivos de la sentencia para con 
vencerse de ello. "El deudor, dice la Corre, no puede, l i t i -
gando asi como tratando con uno de sus acreedores, quitar 
<í los demás las garantías que les tiene dadas." Se supone, 
pues, que los acreedores tienen garantías; es decir, un dere-
cho real de hipoteca que el deudor no les puede quitar ni 

1 Larombiére, t . V, pág. 299, nú»n. 116 t Kd. B., t. I I I , p á e 267). 
Denegada. 13 de Abri l de 1841 (Dalloz. en la pa labra Cosa juzgada, 
núm. 245). J 
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por sentencias, ni tampoco por convenciones: Este motivo es 
seguramente extraño á los aeree lores quirografarios, pues 
éstos son sin garantía; una convención puede despojarlos de 
la prenda, y una sentencia también lo puede. La Corte de 
Casación concluye de esto que: "Los acreedores hipoteca-
rios tienen un interés personal en la conservación de su ran-
go, distinto del interés de su deudor, que, por consiguiente, 
no están representados por él en el proceso en que este in-
terés está en causa. (1) Esta conclusión es tan extraña á los 
acreedores quirografarios, como los considerandos en que 
está fundada. Los acreedores quirografarios no tienen ran-
go que los garantice; solo tienen un simple derecho de pren-
da que puede á cada instante serles quitado ó menguado por 
las actas de disposición que hace el deudor; luego también 
las sentencias en que interviene, pues éstas se confunden con 
las convenciones que no hacen más que reconocer. (2) 

4. De los acreedores hipotecarios. 

105. ¿Los acreedores hipotecarios están representados 
por el deudor? Esta es una de las cuestiones más controver-
tidas de esta difícil materia. La jurisprudencia, excepto a l -
gunos disentimientos, se ha pronunciado en favor de la 
afirmativa. Los autores están divididos. Uno de nuestros me-
jores jurisconsultos, Merlin, sostuvo ante la Corte de Casa-
ción la opinión que triunfó en jurisprudencia; lo hizo con un 
tono de certidumbre tal, que llegó hasta calificar la opinión 
contraria de absurda. (3) No nos atrevemos ó redargüir el 

1 Denegada, 20 <le J u n i o de 1854 (Dalloz, 1854, 1. 231 i. 
2 En sent ido contrar io A u b r y y Kau, t V I , pág. 483, no ta 26, pá 

r rafo 769. Compárese una sentencia de o:isación de 16 de N o v i e m -
bre de 1874 pronunciada sobre el informe de A u b r y (Dalloz, 1875, 
1, 150). 

3 Merlin, Cuestiones de derecho, en la palabra Oposición de tercero, 
pfo. 1.° Es ta es también la opinión d e Proodhon, t. I I I , Del usufruc-
to, n •'i ms. 1,300.1,310. 
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reproche de absurdo; sin embargo, confesamos que la cues-
tión ni siquiera nos parece dudosa y no titubeamos en decir 
que la opinión que tiene para sí la imponente autoridad de 
Merlin y de la Corte de Casación, es una inconsecuencia, co-
mo se ven tantas en materia de la cosa juzgada. M. V a -
lette estableció el primero, los verdaderos principios de la 
cuestión que vamos á examinar, (1) y lohizocon tal eviden-
cia, que a trazó á todos los autores que desde entonces han 
escrito; la doctrina parecía unánime cuando M. Larombié-
re vino ú tomar partido en favor de la jurisprudencia. Las 
cuestiones de derecho no se deciden por vía de autoridad; 
la misma jurisprudencia aun no está fijada, las cortes de 
apelación resisten á la Corte de Casación. Hay una autori-
dad mayor que la de la Suprema Corte, es la de la t rad i -
ción y de los principios; y Pothier enseña, sin manifestar du-
da alguna, que los acreedores hipotecarios no están repre-
sentados por el deudor. (2) y los principios que todos a d -
miten conducen irresistiblemente á esta consecuencia. 

Si no se supiera que la cuestión está tan controvertida, ex-
trañaría que pueda serlo. El principio que se refiere á los 
legatarios que tienen un derecho real en la cosa, se aplica 
literalmente á los acreedores hipotecarios. Se supone que la 
hipoteca es inscripta. Posteriormente, un fallo pronunciado 
con el deudor decide que éste no es propietario. ¿Tiene esta 
sentencia autoridad de cosa juzgada con relación al acree-
dor hipotecario? Todo el mundo conviene que no hubiera 
cosa juzgada si en lugar de una hipoteca se trataba de una 
servidumbre ó de un usufructo. ¿Hay una razón de esta di-
ferencia entre los diversos derechos reales? En todos los ca-
**J. hay un legatario que tiene derecho á la cosa; derecho 
que su autor no le puede quitar, ni por convenciones, ni por 

U d' de^ch° ^ V extranjero, t. 1,1844, pá-

S ^ e s ^ ' S A U Ü r y 7 V I ' * * í -
- Pothier , De las obligaciones, ná tn . 901. 



sentencia«; ¿por qué. pues, tiene la sentencia autoridad de 
cosa juzgada con relación al acreedor hipotecario, mientras 
que no puede ser opuesta al usufructuario? Se dice que es 
porque el usufructo es un fraccionamiento de la propiedad, 
una enajenación parcial de la cosa que permite asimilar el 
usufructuario al adquirente; mientras que la hipoteca no es 
un fraccionamiento de la propiedad. Aunque fuese verdad, 
¿qué importaría esto? Admitamos que el deudor conserva la 
plenitud de su derecho de propiedad y puede disponer de 
la cosa; la enajena. ¿Ataca al hacerlo la hipoteca que g r a -
va la cosa? Nó; pues bien, lo que no puede hacer por con-
vención, tampoco lo puede hacer por sentencia; esto es de -
cisivo. ¿Pero, es verdad que la hipoteca no desmembra la 
propiedad? Así se dice; los partidarios de la opinión que de-
fendemos, también lo admiten. (1) No hacen bien en conce-
derlo, porque Larombiére se apoya en ello para decir que el 
deudor cuyos bienes están gravados por hipotecas, no por 
eso dejan de conservar todos los derechos inherentes á la 
propiedad. (2) El error es palpable, pues lo contrario está 
escrito en nuestra ley hipotecaria (art. 45), y la ley ha con-
sagrado el principio elemental que prohibe al deudor y á to-
do detentor del inmueble hipotecado, alterar el derecho real 
de hipoteca por cualquiera acta que disminuya la garantía 
hipotecaria. Este principio basta para decidir la cuestión; el 
deudor no puede hacer ninguna acta que ataque al derecho 
del acreedor hipotecario, y lo que no puede hacer por con-
venciones, tampoco lo puede por sentencias, puesto quw las 
sentencias solo declaran lo que ha sido convenido entre las 
partes. 

Se objeta que la hipoteca no puede ser consentida sino 
por aquel que es dueño del inmueble; y la sentencia deci-
de que el deudor no es propietario; luego las hipotecas con-

1 Maroadé. t V. pág, 193. núm. 12 del ar tfonlo 1,351. 
2 Laroinbióre, t . V, p á g , 300, n6m. 117 (Ed . B. t I I I , p á g . 268). 

sentidas j or él anteriormente á la sentencia, deben caer. Es-
to es argumentar muy mal. Sin duda, el que no es propie-
tario no puede consentir hipotecas, pe'ro ¿quién dice que el 
deudor no era propietario? La sentencia que lo condenó. 
¿Y á quién puede oponerse esta sentencia? A los que fueron 
partes en la causa. ¿Y quién fué parte? El acreedor hipote-
cario no figura en ella, no está representado en ella; luego 
la sentencia no tiene contra él autoridad de cosa juzgada 

Merlin declara esto absurdo, y Larombifcre lo refuerza en 
el reproche. Si, dicen ellos, las sentencias q „ e vencen ai 
deudor no pueden ser opuestas al acreedor hipotecario; el 
demandante en reivindicación deberá poner en cau.sa á todos 
los acreedores que tengan hipoteca en la cosa, ó promueva 
tantos procesos, como acreedores hipotecarios: esta es segu-
ramente la idea más absurda que puede imaginarse. Po-
díamos contentamos con contestarles: ¿qué nos°importa? Si 
una ley, en sus consecuencias, conduce á resultados absur-
dos fste es negocio del legislador; el intérprete no puede 
m debe apurarse ,x>r esto, ó bien, habrá que decir que una 
ley absurda no deberá interpretarse en el sentido absurdo 
que presenta, lo que sería el mayor de todos los absurdos, 
l ay una respuesta aun más perentoria que pue^e hacerse 
a. reproche de absurdo, y es que no se toma en cuenta el 
principio mismo de la ley. Diciendo que la cosa juzgada no 
existe sino con relación á los que han sido partes en la cau-

, a ] e y fiuPone i n e el mismo proceso puede ser llevado 
vanas veces ante los tribunales. Si no es absurdo que el de-
mandante remueva su demanda dos ó tres veces contra dos 
ó tres personas diferentes, ¿habrá absurdo si las nuevas ins-
tancias son cinco ó seis? ¡Que se nos diga entonces cuáles son 

l í m i t e 8 e n <lue comenzará el absurdol Tengo un crédito 
°ntra una persona que deja treinta ó cuarenta herederos 

ebo promover contra todos ellos en una sola vez? Nó-
Primero contra uno. ¿Podré oponer la sentencia á los demás? 



Nó; ¿Luego estoy en el caso de promover treinta ó cuarenta 
procesos? Sí. ¿Por qué no se dice que esto es absurdo? La 
contestación está escrita en el art . 1,351. Y notáse bien que 
el acreedor no puede conocer á todos los herederos; se han 
presentado casos en que el mismo difunto no los conocía ú 
todos; el acreedor no puede, pues/ponerlos en causa y se ve 
obligado á obrar sucesivamente. No puede decirse otro tan-
to del propietario que reivindica un inmueble; éste encuen-
t r a los nombres de los acreedores hipotecarios en las ins-
cripciones hechas en la oficina del conservador; nada más 
sencillo como ponerlos en causa; este es un medio muy fácil 
para evitar los inconvenientes por los que se quiere hacer 
decir á la ley lo contrario de lo que dice. 

106. L a jurisprudencia es contraria á nuestra opinión, 
pero no tiene mucha autoridad en esta materia, porque la 
mayor parte de las sentencias no dan ninguna razón. ¿Será 
un motivo decir: visto que el acreedor es representado por 
su deudor? Allí está precisamente la cuestión, y afirmarla 
no es probarla. Aun hay más, la Corte de Casación parecía 
haber abandonado la doctr ina de Merlin, y era de esperar-
se que volvería á la opinión que tiene para si el nombre 
de Pothier . (1) Pe ro las últimas sentencias consagran de 
nuevo la ant igua jurisprudencia. Nos l imitaremos á hacer- = 
lo constar. L a Corte dice que el deudor es el representan- ; 
te na tura l de sus acreedores, lo que es verdad para los 
acreedores quirografarios, pero no lo es para los hipoteca- j 
rios. La Corte parece, sin embargo, hacer una concesión á 
la opinión general de los autores. Cuando los acreedores ¡ 
no tienen otro derecho que hacer valer más que los de su 
deudor y que éste había sostenido en vano, hay cosa juzga - j 
da; la Corte olvida que esta identidad de causas y de me- ; 

1 Denegada , Sala Civil , 28 d e Agosto de 1849 (Dallos, 1850, 1, 
57). Véase el estado de la ju r i sprudenc ia en una nota d e Dalloi, 
1860, 1 ,17. 

dios siempre se presenta cuando un legatario sostiene, cu 
una segunda instancia, lo que fu au tor sostuvo en vatio n 
la prime ra instancia, lo que no impide que el legatario pu -
da renovar el proceso. Pero, dice la Corte, los acreedores 
tienen á menudo derechos personales que solo ellos pueden 
invocai; por ejemplo, cuando hay un concierto f rauduloso 
entre el vendedor y el comprador, ó cuando el acia autén-
tica ('e la venta lleva recibo y que la resolución solo es ob-
tenida por virtud de una contraletra que no tiene fuerza 
contra los terceros; en fin, cuando el vendedor, habiendo 
descuidado de conservar su privilegio, perdió el derecho de 
ejercer la acción resolutoria en perjuicio de les acreedores 
inscriptos. En estos casos, dice la Corfe, y en todos los casos 
semejantes, los acreedores no estando representados por su 
deudor, la sentencia pronunciada con él únicamente no 
tiene fuerza de cosa juzgada contra ellos. (1) 

En nuestro concepto, esta concesión no es suficiente, y tes-
tifica contra la jurisprudencia. En efecto, los acreedores tie-
nen siempre un derecho que les es propio cuando son hipo-
tecarios; puesto que tienen un derecho en la cosa tanto como 
los legatarios á los que el deudor ha vendido la cosa antes 
de la sentencia, y á aquellos á quienes ha concedido un de-
recho de servidumbre ó de usufructos. Las cortes de apela-
ción resisten siempre, como lo prueban las sentencias de ca-
sación que pronuncia la Suprema Corte. (2) N o dudamos 
que la Corte desista de su jurisprudencia cuando la cuestión 
s*e lleve ante las salas reunidas. 

107. Po th i e r dice que el deudor jamás está representado 
por sus acreedores, ni el autor por sus l e g a t a r i o s . (3) E s t o 

1 C a n c i ó n , 6 d e Diciembre d e 1859 (Dalk-s. 1860, 1 17|- K i d e 

5 S « » , * 5 ' «"• • > » W u , U 
2 Compárese N a n c y , 22 d e F e b r . ro d, 1F67 (Dalloz, 1867 2 ¡OH 

i - ñ «W«V«mWí, nfim. «0f>. Teul l ier , r. V. ¿ j 'áein'a 
l«0. nú ni. 2U0 y todos los autores . ' ' 6 
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es evidente; los acreedores y los sucesores á título particu-
lar, no tienen ninguna calidad para representar á aquel de 
quien les viene su derecho. Yo reivindico un inmueble con-
tra aquel que lo posee si título de adquirente, y obtengo en 
la causa. Si el vendedor reclama contra mí el desistimiento, 
no puedo oponerle la sentencia que obtuve contra su lega-
tario, aunque el vendedor no tuviese otro derecho que h a -
cer valer que su adquirente; esto prueba que la distinción 
que la Corte hace en lo que concierne á los acreedores hi-
potecarios (núm. 106), no tiene ningún fundamento, l ia si-
do sentenciado en materia fiscal, que la sentencia que ordena 
la ejecución del apremio decretado contra el adquirente, no 
puede perjudicar al vendedor que no ha sido legatario; éste 
queda dueño de adquirir la venta de nulidad y de oponer 
al embargo practicado por la aduana en los fondos enaje-
nados. (1) Asi mismo las sentencias pronunciadas entre el 
propietario y un subarrendatario,, no tienen fuerza de cosa 
iuzgada entre el locatario p r i n r i ^ l que no fué parteen ella, 
v las decisiones pronunciadas entre los locatarios, no tienen 
fuerza de cosa juzgada con relación á los propietarios. 

5. De los mandatarios. 

108. Los mandatarios representan al mandante: este es el 
objeto del mandato. De esto resulta que el mandante no pue-
de atacar una resolución que obtuvo autceakd de cosa juz-
gada contra el mandatario. (2) ¿El mandan s pepresenta tam-
bién al mandatario? Sí, si ha ratificado !o tfüe hizo el man-
datario. Hé aquí el caso que se presentó ante la Corte de Ca-
sación. El deudor reclama y obtiene daños y perjuicios por 
razón del mandamiento, tendiendo á un embargo inmobilia-

1 Ca«Rción, 22 d e Mayo de 1811 (Dal loz.en la palabra Registt», 
rifiin 221). ' . Tx „ 

2 Véanse las sentenoias c i tadas en el Rrpfrtono de Dalloz, en la 
pa labra Cota juzgada, núm 254. 

rio y por procedimientos de expropiación indebidamente di-
rii/idos contra él por sus acreedores. Después de la ejecución 
de la sentencia, pide daños y perjuicios p-ir razón del mismo 
hecho contra el abogado que intentó las promociones. Es-
ta segunda demanda fué rechazada. En el recurso de casa-
ción, la Corte dice que el abogado contra quien se dirige la 
segunda demanda, ha estado representado en la primera ins-
tancia por sus mandantes; en efecto, los acreedores habían 
ratificado el acta del abogado su mandatario, persistiendo en 
dar cur^o después de notificaciones, y por consiguiente, con 
conocimiento de causa, al mandamiento preparado en el es-
tudio del abogado. Si el mandatario representa al mandan-
te cuando ejecute el mandato, el mandante que ratifica re-
presenta á su vez al mandatario cuando defiende sus actos ó 
hace valer la ejecución del mandato. Esto es, precisamente 
porque lo representa que se le exige responsabilidad. El de-
mandante. agrega la Corte, no tiene el derecho de quejarse, 
puesto (jue hizo valer sus derechos contra el mandante, y 
quede él dependía citar al mismo tiempo, al mandatario. (1) 

109. Ilay un mandatario cuya misión tiene un carácter 
enteramente especial, es el ejecutor testamentario; el testa-
dor es quien lo nombra, y representa á los herederos y á 
los legatarios. Lo que se sentencia con él, ¿ tiene fuerza de 
co«a juzgada para con los legatarios y los herederos? (2) 
Transladamos á lo que fué dicho en el título De los Testa-
mentos, en esta materia. 

110. Lo» mandatarios legales representan á aquellos de 
quienes administran los bienes. En los términos del artícu-
lo 450, el tutor de un menor lo representa en t.»dos los a c -
tos civiles; Pothier aplica este principio á la cosa juzgada. 

1 Denegada , 2 3 d e Abril de 1855(Dal los , 1855. 1, 161). 
2 Bourges, 17 d e Enero d e 1829 (Dalloz, en la pa labra Cota juzga 

nú«n 363 ~ 3 9 > l ' C o i u P ' i r e f i 6 e l 1 0 1 , 1 0 X i V m i a Principiot, pág . 132, 



" S i el tutor del menor formuló una demanda contra mi, y 
de la que me absolvió ol juez, y que este menor llegado á 
la mayoría intente contra mí la misma demanda, puedo 
oponerle la cosa juzgada, pues la sentencia pronunciada 
contra su tutor se reputa pronunciada contra el menor, que 
es la verdadera parte, por el ministerio de su tutor. (1) 
No es menester decir que se aplican áeste caso los principios 
generales que rigen la cosa juzgada; es, pues, necesario 
que el objeto así como la causa sean los mismos. Una sen -
tencia ordena la venta por licitación de un inmueble indivi-
so entre meuores y su padre: ¿puede oponérsela á los meno-
res en una nueva instancia en que se trata de la propiedad 
del inmueble? Nó, porque la primera sentencia nada decidió 
en cuanto á la propiedad. (2) 

El marido es administrador legal de los bienes de la mu-
jer bajo el régimen de la comunidad, así como bajo el régi-
men exclusivo de comunidad y bajo el régimen dota!; como 
tal, tiene las acciones «nobiliarias y posesorias que per tene-
cen á su mujer, y aun las acciones reales, en cuanto A los 
bienes de la mujer dotal (arts. 1,428 y 1,549). Luego lo que 
está sentenciado con el esposo tiene autoridad de cosa juz -
gada en cuanto á la mujer. (3) El principio es incontesta-
ble; sin embargo, ha sido desconocido por la Corte de Bur-
deos en el caso siguiente. Dna sucesión mobiliaria resulta 
en favor de una mujer dotal; el marido la representa en la 
instancia en liquidación; la sentencia que homologa el acta 
de liquidación tiene autoridad de cosa juzgada en provecho 
de la mujer como la tendría contra ella. La consecuencia 
así formulada, no es dudosa. Pero el acta de liquidación 

1 Potier, De las obligaciones, núm. 900. D u r a n t o n , t. X I I I , página 
538, núm. 504 y todos los autores. Denegad«, 7 de Enero de 1857 
(Dalle», 1857, Í , 151;. 

2 Douai, 8 d e Enero de 1841 (.Dalloz, en la pa labra Cosa jvzpa<la, 
níiin. 234). 

3 Duran ton , t . X I I I , pág . 536, núm. 503. 

atribuía á la mujer donatariá del difunto, la cuota disponi-
ble y la reserva acumuladas, por ra«ón de su renuncia á la 
sucesión; la Corte de Burdeos decidió que la sentencia no 
podía ser invocada por la mujer, en lo que concernía á la acu-
mulación, la cual no mantenía la atribución sino por la cuo-
ta disponible. Esta decisión, puestea en derecho, violaba la 
autoridad de cosa juzgada; el marido tenía derecho para 
promover en nombre de su mujer en virtud de los artículos 
1,428 y 1,549. En efecto, ¿cuál era el objeto de la acción? 
La mujer habiendo renunciado A la sucesión para atenerse 
á la donación que se le había hecho, tenía un eré l i to cobra-

• ble á cargo de la sucesión; al marido pertenecía esta acción; 
luego lo que el Tribunal había sentenciado refiriéndose al 
monto del crédito, quedaba sentenciado con la mujer repre-
sentada por su marido. La sentencia fué casada como debía 
de serlo. (1) 

E! mismo principio se aplica al mandato judicial. Los en-
viados á la posesión representan al ausente, segúu la distin-
ción que hemos hecho en el título Déla Ausencia. Los agen-
tes y síndicos de una quiebra representan á la masa de los 
acreedores en cuanto á los derechos que les son>comunes. 
I na sentencia pronunciada contra el agente de una quiebra 
y el quebrado, decide que este último no es comerciante; 
esta sentencia tiene fuerza de cosa juzgada contra los acree-
dores. (2) 

11 i . Se presenta una dificultad respecto de los manda-
tarios legales ó judiciales. No tienen todos el mismo poder. 
Así, el marido tiene poderes más extensos bajo el régimen 
dotal que bajo el régimen de la comunidad, y sus poderes 
difieren aún en lo que se relaciona con las acciones de la 
partición, según que los esposos estén casados bajo el rég i -
men exclusivo de la comunidad. Otros mandatarios legales 

1 C*Rac¡ón, 14 de Agosto de 1865 (Dalloz, 1865,1, 264). 
2 Bruselas 20 de Dicieinbro do 1822 {Pasicrisia, 1822, pág . 306). 
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están sujetos á ciertas formalidades requeridas para que pue-
dan intentar ciertas acciones. Tales son los tutores; no pue-
den introducir en justicia una acción relativa á los derechos 
sobre inmuebles del menor, sin la autorización del consejo 
de familia (art. 464). Se supone que un mandatario legal ó 
judicial intenta una acción que pase les límites de- sus po-
deres, ó que no cumpla con las formalidades que la ley pres-
cribe. ¿Tendrá la sentenc a autoridad do cosa juzgada, con 
relación á aquel que fué ¡legalmente representado? Nos pa-
rece que la negativa es segura. No se puede decir que el me-
nor esté representado por su tutor cuando éste introdujo en 
justicia una acción inmobiliaria sin estar autorizado por.el 
consejo de familia; es verdad que la sentencia, si no es ata-
cada, podrá ser ejecutada, pero el menor no quedará ligado 
por la cosa juzgada, en este sentido, que l legadoá la mayor 
edad, puede atacarla por vía de requisición civil (Cód. de 
Proc., art. 480, 2 o ) . La cuestión ha sido decidida así por 
la Corte de Casación en un caso en que el tutor era parte 
interesada, y en que, por consiguiente, debiera ser reempla-
zado por un tutor ad hoc. (1) En cuanto al ra*nor, puede ob-
jetarse que siempre está representado por el tutor, en v i r -
tud del art. 450, á reserva que el menor promueva por nu-
lidad. No pasa lo mismo con otros maudatarios legales; su 
misión está limitada; fuera del poder que se les da, están 
sin derecho, y cuando promueven sin derecho, ya no son 
mandatarios. Asi sucede con el marido administrador; vol-
verémos á ocupamos de este punto en el título Del Contrato 
de Matrimonio. Harémos la misma restricción para los man-
datarios judiciales, tales como los síndicos de una quiebra. 
Ha sido resuelto en este sentido, que "los síndicos son r e -
presentantes legales de la masa del quebrado y que lo sen-
tenciado con él queda sentenciado para con todos los acree-

1 Denegada, 19 de J u n i o d e 1844 (Dallos, eu la pa labra Cotaj* 
goda, núiu. 234). 

dores que no tienen intereses opuestos ó contrarios á los de 
los demás, ó que no tienen que hacer valer medios que les 
sean personales y de los que el quebrado, su deudor, hubie-
ra podido prevalecerse.", 

112. Hay personas que siempre figuran en el proceso por 
sus representactes legales, son las personas llamadas civi-
les; el Código las llama de los establecimientos públicos. 

, Leyes especiales determinan bajo qué condiciones estos es-
tablecimientos pueden obrar en justicia, y cuáles son las for-
malidades que deben llenar los administradores encargados 
de representarlos. Las sentencias pronunciadas con los a d -
ministradores, tienen autoridad de la cosa juzgada con re-
lación á los establecimientos públicos que representan. Lo 
mismo sucede con las personas civiles que tienen un carác-
ter público: el Estado, las provincias y los municipios. No 

P debe confundirse el municipio con los habitantes que lo 
• componen. Estos tienen una doblo personalidad, en tanto que 
;. ejercitan los derechos pertenecientes á la comunidad, se con-

funden con ella, de suerte que, lo que está sentenciado con 
el municipio lo está con ellos; (1) Pero también tienen de-
rechos que les son personales; en cuanto á estos derechos, no 
están representados por el municipio, y por lo tanto, no se 
les puede oponer lo que fué sentenciado con los representan-
tes de la comunidad. (2) 

Igual principio se aplica á las sociedades que se consi-
deran como personas civiles: tales son las sociedades de co-
mercio. Resulta de esto que las sentencias que condenan á 
una so' ied. I de comercio,, en la persona de su gerente, t ie-
nen autoridad de cosa juzgada con relación á los socios cuan-
do se trata de negocios sociales. (3) Las sociedades ó la» 

l Denegada, 31 do Mayo <le 1*30 ( Dalloz, en la pa l ab ra Propiedad 
W * - núni * 13c 18 do Dic iembre ,1« l8Gd (Dallo®, 1867, 1, 18i) . 

Denegada, 19 d e Noviembre .1« 1838 (Dalloz, en la pa l ab ra Co-
"vnídadet, i.úm 1,390». 

3 Aubry y R iu, t, V, pág. 486, no ta 35, y los autores qu« o i tan . 



asociaciones que no gozan de lo que se llama personificación, 
quedan bajo el imperio del derecho común, en lo que se re-
fiere á la cosa juzgada. Solo los miembros que figuran en el 
proceso quedan ligados por la sentencia, aunque los intere-
ses de todos sean los mismos; no basta que haya identidad 
de intereses para que haya identidad de personas. 

6. De los Cointeresados. 
113. Algunas veces varias personas tienen igual Ínteres 

en un debate judicial. ¿Es esto decir que la sentencia ten-
drá autoridad de la cosa juzgada con relación á todos los 
interesados? No por cierto. Acabamos de dar un ejemplo 
de ello. Los miembros de una sociedad civil ó de una con-
gregación religiosa tienen todos, como tales, igual interés; 
sin embargo, no hay ninguna liga jurídica entre ellos; luego 
uno de los socios no tiene calidad para representar á los de-
más. Lo mismo sucede en todos los casos en que aquel que 
está interesado en un debate no está representado en él. l>a 
cuestión debe, pues, decidirse en cada caso, según los prin- ] 
cipiosque acabamos de establecer; habiá ó no cosa juzgada, j 
según que la parte que figura en una segunda instancia ha-
brá ó no figurado en la primera. 

114. U n a sentencia es pronunciada con un gravado a n - i 
tes de la apertura de la substitución: ¿hay autoridad de cosa i 
juzgada para los llamados á suceder? Lps llamados no son 
los legatarios del gravado, pues su derecho les viene del au- j 
tor de la substitución. Tampoco puede decirse que el gra- J 
vado tenga derecho en representar á los llamados; la ley 1 
no le da este mandato, se lo confia al tutor. Se necesita, pues, J 
que el tutor esté en causa para que las sentencias pronun-1 
ciadas con el gravado tengan autoridad de cosa juzgada con ¡ 
I09 llamados; si la sentencia no fué pronunciada con el tu- j 
tor, no les puede ser opuesta. (1) j 

1 Proudhon, Del usufructo, t . I I I , p á g . 293, nüm.1 ,314 . 

115. ¿Las sentencias pronunciadas con el heredero apa-
rente tienen autoridad de cosa juzgada para con el herede-
ro real que más tarde toma posesión de la herencia? Se ad-
mite así g, neraln ente; (1) liemos decidido la cuestión en 
sentido c« ntruno en el titulo De las Sucesiones. 

116. ¿Los legatarios á título particular ó á título univer-
sal son representados por el legatario universal? Nó, su de-
recho les viene del testador, aunque deban pedir la entre-
ga de sus legados al heredero instituido. Puede haber iden-
tidad de intereses y causas; poro importa lo que ha sido 
juzgado con el legatario universal, no tiene autoridad de co-
sa juzgada para con los demás legatarios. Tal seria el caso 
en que un testamento fuese atacado y anulado por vicios de 
formas. (2) Así sucedería aunque el testamento dejase un 
legado á cargo del legatario universal; aunque el legado fue-
se hecho bajo forma de encargo, constituiría, sin embargo, 
un derecho distinto de aquel del legatario universal. (3) 

117. Se ha presentado un caso muy particular: ¿El que 
presta su nombre representa al deudor real? La afirmativa 
ha sido sentenciada, y con razón; se supone naturalmente 
que el que presta su nombre ha figurado en el proceso, que 
el deudor real lo sabía y que él fué el que d rigió los d ba-
tes. Hay más intereses que representación; es en realidad el 
verdadero deudor quien es parte en la causa, bajo el nom-
bre de la persona ficticia que firmó el vale. Un padre subs-
cribe un vale pnra su hijo, p« rque éste no sabía escribir. Es-
to consta en una acta auténtica reconocida por las partes. 
11 acreedor dirigió su acción contra el padre; pero en rea-
lidad, el hijo fué quien defendió en la acción4)ajo el nombre 

1 Aubry y Kan , t. VI. pftg. 487, no ta 36. Compárese el tomo I X 
di tilia Principios, pág. 713, nóm. 559. 

2 Tonllier. t. V. 2. p á g . 187, norn. 212 y todos los au tores . 
3 Sentencia del Tr ibunal del Sena, 2 de Dic iembre do 1864 i D a -

lloz, 1864, 3, 112). 
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del padre, y propuso excepciones que 1« eran personales; el 
padre fué condenado. Intervino una nueva sentencia que de-
claró la primera ejecutoria contra el hijo. Recurso de ca-
sación. La Corte decidió que la cosa juzgada no estaba vio-
lada, porque la primera sentencia no decía que el padre fue-
ra el deudor real; la segunda había, pues, podido declarar 
que habia simulación en el vale, y procedimiento en él (1) 

I I I . Teoría de la representación imperfecta. 

118. Hay una doctrina que admite una representación 
imperfecta; es decir, que ciertas personas están reputadas 
haber sido representadas en justicia cuando lns sentencia* 
les son favorables, mientras que no están representadas en las 
sentencias cuando éstas les son desfavorables. Esta teoría no 
tiene ningún fundamento en nuestros textos; la tradición e* 
incierta, y debe decirse otro tanto de los principios. No dis-
cutirémos la cuestión en t é r m i n o s generales. En nuestro con-
cepto, no hay representación imperfecta. ¿Puede concebirse 
que una persona sea á la vez parte y tercero en una instancia? 
Esto es como si se dijera qua una persona está á la vez pre-
sente y ausente en un mismo acto. E*to es contrario á la 
realidad de las cosas; luego es una ficción. ¿Pertenece al 
intérprete crear ficciones? Nó, solo el legislador tiene ese 
derecho. Si se aparta la ficción, se llega á la consecuencia 
que la representación no puede ser imperfecta, pero en ton-
ces nace una nueva dificultad. ¿Las personas de que se tra-
ta están ó no representada-? Los autores están divididos y 
la jurisprudencia no está fijada. Esta es la parte m is difícil 
de esta difícil materia. Vamos á examinar la cuestión para 
cada una de las personas que se dicen imperfectamente re-
presentadas. 

119. ¿El caucionante está representado por el deudor en 

1 Denegada, Sala Civil, 26 do J u l i o d e 1848 (Dallo», 1852, 5, 97). 

las instancias en que éste figura? En nuestro concepto, nó. 
P . ra decidir la cuestión negativamente, invocaremos el 

principio general que domina esta materia. No se está repre-
sentado sino por aquel á quien se sucede, del que se<?a lega-
tario á título universal ó á título particular, y en este últi-
mo caso, 8« lo cuando la sentencia es anterior al acta de don-
de procede el derecho de uno. El caucionante no es por nin-
gún titulo el legatario del deudor; luego no está represen-
tado por él. Se. llega á la misma consecuencia cuando se in-
terrogan los motivos de la ley. Es de principio que aquel 
que no puede atacar los derechos de una persona por con-
venciones, tampoco puede hacerlo por las sentenciasen que 
figura. El deudor no puede, de seguro, comprometer los de 
rechos del caucionante por convenciones que hiciera con el 
acreedor; estas convenciones no pueden ser opuestas al «au* 
clonante, no le perjudican ni le aprovechan. I » mismo de-
be suceder con las sentencias intervenidas entre el deudor y 
el acreedor. Poco importa que se sentencie que la deuda 
principal exista ó no; el fallo es extraño al caucionante y no 
puede perjudicarle; luego tampoco puede aprovecharle. (1) 

Se hace una objeción que parece decisiva, la tradición. 
El Código so limita á formular un principio tradicion al; es, 
pues, por la tradición que debo in te rp re ta re ¿Qué dice 
Pothier, guía habitual de loe autores del Código? "La d e -
pendencia de la obligación do un cauciona ule dé la del deu-
dor principal á la que accedió, hace considerar al caucio-
nante como siendo la misma parte que el deud >r principal, 
con relación á todo lo que está senteuciado en pro ó en con-
tra del deudor ." (2) Uc aquí una opinión de apariencia 
co traria á la que acabamos de enunciar. Pothier dice qu* 

! Compárese Monrlnn, Repeticiones, t. 11. pág. 857, núm. 1,62«. 
2 Poth ie r Dr las oblig<ie\on'* nfim. 908. l i s ta e s también la tradi-

ción belga Van Zn tpben . Diccionario <//• práctica, en la palabra Eje-
evrítfn al t í tu lo De la recepción de cauciones, nfim. 13. 



e l d e u d o r r e p r e s e n t a a l c a u c i o n a n t e , q u e l a s e n t e n c i a s e a 
favorable ó adversa al deudor, y ni siquiera parece conside-
rar dudosa la cuestión. Pero la doctrina de Pothier no es 
tan absoluta como parece serlo, pues él apoya que el c a u -
cionante puede formular tercería en contra de una senten-
cia que le oponga el acreedor, lo que prueba que el caucio-
nante es un tercero. Esta restricción destruye t o l a la doc -
trina de Pothier; si el caucionante es tercero, no es exacto 
decir que lo representa el deudor, ambas ideas se excluyen; 
y si el caucionante no está representado en las sentencias 
que son adversas al deudor, no puede estar representado en 
las sentencias que le son favorables, pues es impos.ble que a 
la vez sea parte y tercero. Los motivos que da Pothier en 
apoyo de su opinión, son generales y no soportan ninguna 
distinción. Es de la esencia de la caución, dice, que la obli-
gación del caucionante depende de la del deudor principal, 
que no pueda deber más de lo que éste debe; lüego también 
debe lo que el deudor debe, lo que conduce lógicamente a 
la consecuencia que el deudor representa siempre al caucio-
nante. ¿Pero es la razón decisiva? Pudiera aplicarse al 
acreedor hipotecario, pues la hipoteca es una dependencia 
de la deuda principal, tanto como la caución, sin embargo, 
la doctrina está casi unánime en enseñar que el acreedor h i -
potecario no está representado por el deudor (núm. 105). 
Uay que abandonar esta idea de dependencia; aunque su 
obligación sea accesoria, el caucionante tiene intereses y 
derechos que le son propios; el deudor no puede lesionar 
estos derechos por las convenciones que hiciera con el 
acreedor; luego tampoco lo puede por las sentencias. Se di-
ce en vano que el caucionante solo puede deber lo que debe 
el deudor y que debe lo que éste debe. Sin duda, suponien-
do que la caución exista y sea válida. Y en el caso, el cau-
cionante sostiene precisamente que la deuda por la que se 
le persigue es nula ó extinguida, y que, por consiguiente, no 

es ya caucionante. Es, pues, un circulo vicioso el decir que 
el caucionante ha sido representado en una sentencia en que 
figuraba el deudor , cuando pretende que no era caucionan-
te. (1) 

Esta argumentación es muy fuerte cuando se t ra ta de sen-
tencias pronunciadas contra el deudor, y que el acreedor 
quiere oponer al caucionante. P e r o cuando la sentencia es 
favorable al deudor, se pretende que el caucionante debe te-
ner el derecho de oponerla, abstracción hecha de toda re-
presentación. La sentencia decide que la deuda no existe ó 
que está extinguida. Esta sentencia, habiendo sido pronun-
ciada solo con el deudor, el acreedor promueve contra el 
caucionante v pretende que éste" no puede prevalecerse de 
una sentencia en que no ha sido parte. Concedido; dic3 el 
caucionante, pero como caucionante tengo el derecho de po-
ner al deudor en causa, puesto que tengo un recurso contra 
él; si pagó la deuda, el deudor puesto en causa será conde-
nado. Lo que equivale á decir que el deudor no aprovecha-
ría de la sentencia que obtuvo contra su acreedor; luego 
para que la aproveche, es necesario que el caucionante la 
aproveche también. Este raciocinio sedujo á excelentes ju-
risconsultos. (2) Sin embargo, tiene poco valor bajo el pun-
to de vista de los principios que rigen la cosa juzgada. La 
contrariedad de decisiones pronunciadas en dos instancias 
en que figuran personas diferentes, es la inconsecuencia ine-
vitable de la ley que exige la identidad de personas para 
que haya la presunción de verdad ligada á la cosa juzgada. 

1 Col me t «le San te r re , t. V, pág. 638, núm. 328 bit X X I X . C o m -
párese Mourlon, t. II , pág. 857, núm. 1,628. En sent ido con t r a r io , 
Prondhon. Del usufructo, t. I I I . pág. 299, núm. 1 324; Troplong, De la 
caución, náms . 511 y 512. Larombiére t iene otro sistema que. c o n -
duce á la misma conclusión, t . V, pág. 283, núm. 100 ( E d . B., tomo 
III . pág. 26l i . 

2 A u h r y y Kan, t. V I . pág .4 s7 . nota 39 . Marcadé, t . V, pág . 200, 
uum. 13del ar t ículo 1,351. Vale t te , en Mourlon, t. II, pág. 858, n ú -
mero 1,629. Dijon, 16 .le J u l i o d e 1862 (Dalloz, 1862, 2, 146): 
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El interés de la defensa e.s un derecho? sagrado y es decisi-
vo en lo que concierne al acreedor. El acreedor tiene dos 
acciones: pueic promover contra el deudor y de<q nos con-
tra el caucionante; si fracasa en su acción contra el deudor, 
debe tener el derecho de perseguir al caucionante; si éste 
debe aprovechar de la primera sentencia, debe intervenir 
en ella. ¿Puede abstenerse y decir: no promuevo, pero si la 
sentencia es favorable la rechazo, y si es adversa, la invo-
co? tA lógica y el sentido común rechazan esta división de 
la cosa juzgada. El acreedor puede contestar al caucionan-
te: Sois parte en la instancia contra el deudor, ó no lo sois; 
si lo sois cuando la sentencia os es favorable, debeis serlo 
también cuando os es adversa. 

La objeción que se ha hecho en interés del deudor, tiene 
apariencia de equidad; liberado en virtud de una sen-
tencia, ¿puede á pesar de la sentencia, estar obligado á pa-
gar? Con testa rémos que debía poner en causa al caucionan-
te con el fin de que la sentencia fuera común. Esta es la vía 
legal, y no conocemos otra. M . Colmet de Santerre reco-
noce y establece muy bien que el caucionante no puede opo-
ner la cosa juzgada al acreedor que lo persigue después de 
haber fracasado en su acción contra el deudor; pero cree que 
puede prevalecerse del art. 2,037, según el cual el caucionan-
te queda descargado cuando la subrogación á los derechos hi-
potecarios y privilegios del acreedor no puede ya operarse 
en favor del caucionante por el hecho del misino acreedor; el 
acreedor, dice, persiguiendo al deudor, ha cumplido un he-
cho qne por su resultado hace imposiblo la subrogación del 
caucionante en los derechos contra el deudor; luego el cau-
cionante está descargado. (1) Dudamos que el art. 2,037 
sea aplicable al caso; supone dicho artículo que la deuda sub-
siste y que el acreedor ha renunciado á las garantías acce-
sorias que aseguraban su pago; garantías por razón de las 

1 Colmet de Santerre, t . V, pftff- n f , m - 3 2 8 h i l XXX 

que el caucionante ha contraído su obligación. Y cuando el 
acreedor promueve contra el caucionante después de haber 
fracasado contra el deudor, no puede decirse que por hecho 
suyo la deuda está extinguida así como las acciones; sor-
tiene al contrario contra el caucionante, como lo hizo con-
tra el deudor, que la deuda y la caución subsisten; no se tra-
ta, pues, aquí de la hipótesis del art. 2,037. 

La Corte de Casación se lia pronunciado por la doctrina 
de l'nthier, pero con una restricción que éste no admite; de 
manera que la jurisprudencia consagra una opinión que no 
está en la tradicción y quo no es tampoco la de la represen-
tación imperfecta. Si el caucionante, dice la Corte, opone al 
acreedor los medios que el deudor le opuso ó podía oponer 
le, s<do usa del derecho que le pertenece; fué, pues, repre-
sentado por e. deudor; pero si invoca excepciones personales 
no está repr<¿sentado por el deudor. (1) Esta distinción fué 
propuesta por Daniels; parece muy racional; sin embargo, 
está en oposición con los principios que sirven de fundamen-
to á la cosa juzgada. Se podía objetar á todos los legatarios 
el raciocinio de Daniels; lo más á menudo no tienen otros 
medios que proponer sino los de su autor, lo que no impide 
que hagan valer de nuevo las excepciones que desechó la 
primera sentencia. Deben, pues, abandonarse los medios de 
que las partes se sirven en ambas instancias para solo con-
siderar una cosa: ¿Fué el caucionante parte en el primer 
proceso ó no lo fué? Decimos que el sistema de la Corte de 
Casación no es el de Pothier; en efecto, éste concede siem-
pre la requisición civil al caucionante, cuando. la sentencia 
ha sido desfavorable al deudor, mientras que la Corte exige 
que haya fraude. (2) La jurisprudencia no tiene, pues, nin-

1 C a n c i ó n , 27 de Noviombro d e 1811 (Dallo», eu la p a l a b r a CAU-
ción, nfim. U 8 , I o ) Compárese Bruselas, 18 d e Oc tubre de 1823 (Pa-
ncritia, 1823, pág. 514). 

2 Denegada, 11 de Dic iembre de 1834 ,Dalloz, en la pa l ab ra Cj**I 
j u g a d a , l iúm. 2C6). 



gún apoyo en la tradición,'y 8« e, cnentra en oposición con 

los principios de la cosa juzgada. 
120 ¿El deudor solidario representa á sus codeudores. 

Contestamos negativamente por el motivo que acabamos de 
dar para la caución. ¿Las convenciones de m.n de los deu-
dores tendrían efecto con relación á los demás? Nó, pues 
las sentencias en que figura óste, son igualmente sin electo 
con relación á sus codeudores. Esto nos parece decisivo. 
Sin embargo, la cuestión está controvertida, y hay motivos 
para dudaí, que no existen para la caución. 

Se nos opone primero la doctrina tradicional acerca de la 
solidaridad: Considera á los codeudores como mandatarios 
los unos de los otros, y concluyo do esto, que este manda-
to les da derecho para representarse en justicia. Cuando 
varias personas se obligan s o l i d a r i a m e n t e , dice T o u l l . e r , en-
tran en sociedad en cuanto al objeto de e.ta deuda. Se e n -
c a r a n mutuamente, por un mandato tácito per» real, de 
paaar las unas por las otras. Aquel de los deudores que pa-
g a r l o la deuda de que se trata, obra, pues, tanto para él 
como para los que paga la parte. Si reconoce solo la deuda, 
lo hace Unto en su nombre propio como en nombre de sus 
codeudores, en virtud de su mandato tácito. Así, promo-
viendo contra uno solo, el acreedor lo hace contra el man-
datario de todos. La sentencia que interviene debe pues, 
producir su efecto contra todos, como en favor de todos. (1) 
La jurisprudencia está en este sentido. (2) 

Contestamos que esta opinión sobrepasa y exagera la teo-
ría tradicional de la solidaridad. Pothier admite que los co-
deudores solidarios son socios y mandatarios para conservar 
la deuda, pero no tienen poder para aumentarla. No puede, 

1 Toull ier t V. 2, pág 171, nútn. 202. Merlin, Cuestiona de dere. 
chl en U S a b r á p t o . X V I I I , náu». 2 (t . I I I « g 31. ). 

2 c i s a e ÓD 14 de Ages to de 1811 (Dallos, eu la PALABRA cOK» 
n í m . 268). Dijon, 26 de Diciembre de 1871 (Dallo*, 1871. 

3 ,194) . 

pues, decirse como lo hace Merlin, que los codeudores soli-
darios formen una sola y misma persona. Si hay mandato, 
este mandato está limitado, y hay que restringirlo á los ca-
sos previstos por la ley. Esto es tanto más necesario cuanto 
que los autores no han seguido en todos los puntos á su 
guía habitual, Pothier; han abandonado su doctrina por lo 
que toca á las demandas de intereses (art. 1,207); de mane-
ra que el Código no tiene principio absoluto en esta mate-
ria; se debe, pues atenerse á los textos, sin extenderlos á 
los casos que la ley no decide. 

Esto es contestar de antemano á los argumentos que se to-
man en los textos: H a y además una respuesta general q U e 

hacer á esta argumentación. Los artículos que se citan supo-
nen que lasolidaridad es constante y determinan sus defectos. 
Nosotros suponemos al contrario, que la existencia de la 
deuda ó de la solidaridad está contestada en la instancia* 
emprendida entre uno de los codeudores y el acreedor. ¿Có-
mo podrá el deudor representar á sus codeudores cuando 
niega que existen codeudores? Aunque el objeto del litigio 
permitiese considerar á los codeudores como mandatarios, 
debería rechazarse la idea del mandato: Ellos son siempre 
mandatarios ó no lo son nunca. Si 110 lo son cuando se tra-
ta de existencia de una deuda, tampoco lo son en cualquier 
otro proceso. Se invocan los arts. 1,206 y 2,249, en virtud 
de los que las promociones hechas por uno de los codeudo-
res solidarios interrumpen la prescripción para con todos. 
Inducir de esto que los deudores solidarios tienen siempre 
y de una manera absoluta el derecho de representarse los 
unos á los otros, es sobrepasar la ley. Para no obligar al 
acreedor á promover contra todos los deudores cuando quie-
re interrumpir la prescripción, la ley le permite conservar 
MIS derechos promoviendo contra uno solo. Otra cosa es un 
del ate judicial, en el que cada uno debe tener el derecho 
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de hacer valer sus pretensiones. En la interrupción de pres-
cripción. los deudores permanecen pasivos en este sentido 
que el acreedor manifiesta simplemente la voluntad de con-
servar su derecho; y cuando un deudor reconoce la existen-
cia de la deuda, no hace otra cosa sino comprobar este he-
cho. No pasa así en un debate judicial; aquí, el derecho ele 
defensa está en juego. Esto es lo que se olvida muy á menudo 
en las discusiones acerca de la cosa juzgada, y esLo es, sin 
embargo, el principio en el que descansa la tercera condi-
ción exigida por el art . 1,351, la identidad de las partes. Se 
concibe que la interrupción de la prescripción respecto a 
uno de los deudores solidarios compruebe suficientemente 
que la prescripción está interrumpida para con todos; es de-
cir que el acreedor no renuncia á sus derechos; pero cuan-
do se trata de litigar, cada uno de los deudores debe tener 
el derecho de defender sus intereses. 

El art. 1,207, se dice, decide lo contrario: El acreedor 
pide los intereses contra uno de las deudores; de donde re-
sulta que los intereses continúan corriendo contra los de -
más Se aparta la objeción diciendo que el art. 1,20- dero-
«a á los principios tales como Pothier los enseñaba, y no 
puede estenderse una disposición que no tiene fundamento 
jurídico. H a y q u e h a c e r , además, otra reapuesta: La deman-
da de intereses hecha en justicia, no es otra cosa que un 
apremio; es decir, la comprobación de un hecho; el deudor, 
desde que hay deuda, no puede concluir á que los intere-
ses corran. Luego no hay debate, no hay proceso, y por lo 
tanto, no es necesario que intervengan todos los deudores. 
¿Para qué llamarlos en una causa en la que nada tienen que 

decir? 
En fin, se opone el art . 1,208 que permite á cada uno de 

los codeudores oponer las excepciones comunes á todos. L a 
objeción confunde los h e c h o s jurídicos, en los que no hay 
ningún litigio, con los debatea judiciales. Si uno de los deu-

dores paga la deuda, los demás pupden prevalecerse del pa-
go; esto supone que el pago ps constante, y no hay que de-
cir que si ya no hay deuda, tampoco hay ya deudores. Pe-
ro si el pago fuese contestado por el acreedor, la sentencia 
que intervendría, ¿podría ser opuesta á los demás codeudo-
res? Esta cuestión es enteramente diferente de la que está 
decidida por el art. 1,208: La decide el art. 1,351. De que 
me pueda yo prevalecer del pago hecho por mi codeudor, 
no se puede inducir por cierto que yo esté ligado por las sen-
tencias que intervinieron entre uno de mis codeudores y el 
acreedor. Aquí, el derecho de defensa está en juego, y este 
derecho exige que pueda sostener mis pretensiones por mí 
mismo, á menos que haya sido representado en el proceso; y 
de que yo pueda oponer la extinción de mi deuda á conse-
cuencia del pago, no puede seguramente inducirse que es-
toy representado en una instancia judicial por mis codeu-
dores. (1) 

Réstanos hacer constar una opinión intermedia entre las 
soluciones que desechan y las que admiten la cosa juzgada 
de una manera absoluta. Se conviene, en esta opinión, en 
que las sentencias desfavorables al deudor no pueden ser 
opuestas á los codeudores, pero se sostiene que éstos pueden 
prevalecerse de las sentencias favorables. Hay, en este últi-
mo caso, un motivo de duda análogo al que se invoca en fa-
vor del caucionante. Si los codeudores de aquel en pro-
vecho de quien ha sido pronunciada la sentencia pudieran 
ser accionados por el total y condenados á pagar toda la 
deuda, el recurso que ejercitarían contra su codeudor qui-
taría á é-te el beneficio de la sentencia. De esto se concluye 
que la sentencia pronunciada con uno de los codeudores, de-
be aprovechar á los demás en los limites de la parte de su 

1 Colmet de S a n t e r o , t. V, pág . 635, núms. 328 bis X X I V y X X V . 
Un sentido contrar io. Casación, 1) d e Enero d e 1839(Dalloz, en la 
palabra Obligaciones, núm. 1,422). Liuioges, 19de Diciembre de 1842. 
(Dalloz, ibid., núm. 1,404). 



codeudor. (1) Hemos desechado esta división dé l a cosa juz-
gada cuando se trata del caucionante; por iguales motivos 
la desechamos en materia de solidaridad. Merlin dice que el 
sentido común se opone á que los codeudores se aprovechen 
de la sentencia que les fuese favorable y que puedan recha-
zarla cuando les fuese adversa. En nuestro concepto, esta di-
visión de la cosa juzgada, está tanto en oposición con el de-
recho como con el sentido común. ¿Puede concebirse que 
los codeudores se den mandato para ganar un proceso y no 
tener mandato para perderlo? El resultado de un proceso 
nunca puede ser previsto, no debe, pues, tenérsele en cuen-
ta. ¿Si hay mandato para litigar, deben aceptarse todas las 
resultas del proceso, así las malas como las buenas; sino hay 
mandato para perder un proceso, no lo puede haber para 
ganarlo. Pero tal es la incertidumbre que reina en las cues-
tiones que discutimos, que los mejores autores se contradi-
cen y parecen acusarse de absurdo. Merlin dice que la dis-
tinción entre las sentencias favorables y las desfavorables, 
no tiene sentido común. Aubry y liau la defienden como la 
única en armonía con los verdaderos principios. Nosotros 
creemos que Merlin tiene razón, sin atrevernos á decir co-
mo él que la opinión es absurda. 

121. ¿ El coacreedor solidario representa á sus coacree-
dores? Esta cuestión presenta nuevas dudas. El Cóligo ha 
derogado el derecho romano en lo que concierne á los de-
rechos de los coacreedores solidarios: no les reconoce ya el 
derecho de disponer del crédito; solo son simples socios 
quienes con este título tienen el poder de hacer lo que es 
útil para todos. ¿Tienen el poder de litigár ? Es seguro que 
la sentencia que se promoviera contra un acreedor sol ida-
rio, no podría ser opuesta á los demás. Decimos que esto es 
seguro si se atiene uno á los principios que acabamos de re-

I Dnranton , t . X I I I , pág. 556, núms. 519 y 520. A u b r v y R-m, to-
mo V I , pág. 488, nota 41. Marcadé, t. V, pág. 199, nüm. 13 del a r -
t ículo 1,351. Valet ta , en Mourlon, t . I I . pág. 858, núm. 1 630 

cordar. (1) Si no tienen mandato para perder el proceso, 
no lo pueden tener para ganarlo. En vano se dirá que los 
coacreedores pueden hacer lo que es qtil para todos, esto su-
pone una acta que sea favorable; pero no se da mandato 
para ganar un proceso, se da para litigar, lo que implica la 
suerte de perder. El mandato para litigar, así entendido, no 
puede pertenecer á los acreedores solidarios; en efecto, solo 
aquellos que tienen poder para disponer, son los que pue-
den litigar; precisamente litigando se corre el riesgo de per-
der lo que se reclama. Esto decide la cuestión, según nues-
tro parecer. 

La cuestión está controvertida. Merlin enseña como una 
cosa no dudosa, que las sentencias pronunciadas en pro ó en 
contra de un acreedor solidario, tienen autoridad de cosa 
juzgada en pro ó en contra de los coacreedores. Se funda en 
la teoría del mandato. (2) Pe ro el mandato es limita-
do, y de que uno de los acreedores tiene derecho para r e -
cibir el pago de la deuda, ¿puede concluirse que también 
lo tenga para representar en justicia á sus coacreedores? M. 
Colmet de Santerre llega á la misma conclusión por otra vía 
que nos parece muy dudosa. F u n d a la solidaridad entre 
coacreedores en el interés del deudor que lo exige con el de 
evitar promociones multiplicadas por parte de sus acreedo-
res; no se llegaría á este fin si los diversos coacreedores pu-
dieran renovar el proceso que uno de ellas hubiera perdido 
contra el deudor. De esto concluye que los acreedores soli-
darios tienen mandato para perder el proceso; de donde la 
consecuencia que tienen también para ganarlo; es decir, que 
tienen el poder de representarse en justicia. (3) Hemos d i -
cho en otro lugar, que los acreedores solidarios no tienen 

1 Lo hemos decidido en este sentido, t. X V I I , p á g . 311. núm. 271. 
2 Merlin, Cuestiones de derecho, eu la palabra Cosa juzga/U, pá r ra fo 

XI I I , ni»ni. 1, ( t I I I , pág. 316). Compárese Toullier, r. V, 2, pági -
na 173. n ú m . 204 

3 Colmet de Santer re , t. V , p á g . 638, núm. 328 bis X X V I I . 



poder p a n perder los procesos en nombre de sus coacredo-
res; es inútil insistir en estos debates. Duranton, Aubrv y 
Rau y Larombifcre, distinguen entre las sentencias f a v o r a -
bles y las sentenciar adversas. (1) Nosotros desechamos la 
distinción para los acreedores solidario*, como la hemos des-
echado para el caucionante y los deudores solidarios, por 
indentidad de motivos. 

122. Los deudores y los acreedores de una cosa indivi-
sible, ¿se representan los unos á los otros? Aunque la cues-
tión está controvertida, la negativa no nos parece dudosa. 
Recordaremos la teoría de la indivisibilidad. Los deudores 
deb°n pagar cada uno toda la deuda, y cada uno de los acre-
dores puede pedir el pago por el total. ¿Es esto decir que 
cada deudor deba pagar el total y que la cosa queda debida 
por el todo á cada acreedor? No hay ninguna liga jurídi-
ca entre los deudores ni ent re los acreedores; luego no pue-
de tratarse de un mandato que se den para litigar. Se es tá , 
por consiguiente, bajo el imperio del derecho común que 
permite á cada uno sostener sus derechos en justicia. (2) Se 
objeta la tradición: la indivisibilidad del derecho, dice P o -
thier, hace considerar á todos los deudores ó á todos los acree-
dores como una misma parte. (3) Es to se l lama decidir la 
cuestión por la cuestión. La dificultad está precisamente en 
saber si los deudores ó los acreedores son una misma parte, 
y no es afirmando que lo son como se prueba el hecho. Obser-
vémos también que Pothier es consecuente, ó cuando menos, 
la antigua jurisprudencia que <51 relata sin criticarla, era in-
consecuente. Según nuestros uso«, dice él, la sentencia p ro -
nunciada contra un acreedor de un derecho indivisible, pue-
de ser opuesta á los demás; pero pueden firmar tercería sin 

1 Duranton. t . XI I I . pág. 56o.uíim. 521. A u b r y y Rau, t. VI, pági-
na 488, nota 40, y t, IV. pág. 17. nota lü (de la 4* edición). Laroin-
biére, t. 1. pág. 573, nftm. 15 (Rd. tí., t. I, pág. 32). 

2 Colmet de Saatorre , t . V. pág. 638, nüui. 328 ¿íi X X VI y X X V I I I . 
3 Potbier, De ¡as «U^ccivnca, nám. 907. 

es tar obligados á probar que hubo conclusión fraudulosa en-
tre el acreedor y el deudor. Esto prueba que son terceros, y lo 
son; es imposible que sean partes. Hay autores modernos que 
repiten lo que dice Pothier, sin agregar motivo alguno. (1) 

La Corte de Casación se ha pronunciado en favor de la 
misma opinión. (2) No podemos discutir una opinión que no 
está motivada. Los editores de Zachariaj, consecuentes con 
sus principios, aplican á la indivisibilidad, la distinción de 
las sentencias favorables y adversas; (3) como no dan razón 
especial para las obligaciones indivisibles, nos limitamos á 
t ransladar al lector á lo que fué dicho más atrás. 

Nuevas dificultades se presentan en la aplicación del prin-
cipio. U n derecho es reclamado contra uno de los copro-
pietarios por indiviso. Si la contestación porta sobre el dere-
cho de propiedad que es divisible, la solución no es dudcsa. 
Aunque haya indivisión, cada uno de los comuneros tiene 
un derecho distinto, independiente del de los demás; cada 
uno promueve, pues, por su cueuta, y no puede tratarse aquí 
de representar á los demás; el interés de los comuneros es 
el mismo; es verdad, y la cuestión para decidir con relación 
i cada uno de ellos es idéntica, pero esto no basta para que 
haya identidad de personas. Cada uno de los comuneros tie-
ne un derecho que defender, y el derecho de defensa se so-
brepone, aunque debiera resultar una contrariedad de sen-
tencias. 

Si un derecho indivisible es reclamado sobre un fundo in-
diviso contra uno de los copropietarios, ¿habrá cosa juzgada 
para con todos? Los autores están divididos; creemos que uno 
de los copropietarios no representa á los demás. Cuando la 
sentencia es desfavorable, hay un motivo perentorio para 

ITonllier, t V , 2 pájr 174, r.úm. 206. Larombiéro t. II náei 
na W7. nums 121 y 122 (Ed B., t . III . pájr. 269,. ' P S 
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3 Aubry y Rau, t. VI . pág. 489, nota 42, pfo. 769. 



d e s e c h a r l a cosa j u z g a d a . U n o d e los c o p r o p i e t a r i o s n o p o -
dría hacer una convención en perjuicio de los demás, y no 
puede contraer judicialmente á su perjuicio. Y si no repre-
senta á los demás comuneros para perder el proceso, no pue-
de representarlos para ganarlo. (1) Toullier y Pardessus 
admiten la cosa juzgada en virtud del principio de la indivi-
sibilidad; (2) hemos de antemano contestado al argumento. 
Duranton y los editores de Zachari®, reproducen su distin-
ción entre las sentencias favorables y las sentencias adve r -
sas. (3) Creemos inútil renovar este debate. 

123. La misma dificultad se presenta cuando una senten-
cia es pronunciada con un propietario bajo condición resci-
Roria. Si la condición se realiza, ¿tendrá la sentencia autori-
dad de cosa juzgada con relación al propietario que á con-
secuencia de la rescisión nunca dejó de ser propietario? L a 
mayor parte de los autores aplican á esta cuestión la distin-
ción de la representación imperfecta. Todos están de acuer-
do en decidir que las sentencias promovidas durante el tiem-
po en que la condición está en suspenso, no pueden ser 
opuestas al propietario: ¿Cómo aquel que jamás tuvo dere-
cho en la cosa, pudiera perjudicar por sentencias ó conven-
ciones á aquel que solo tenia el derecho para litigar y con-
traer? En nuestro concepto, el mismo principio debe recibir 
su aplicación á los casos en que Ja sentencia es favorable; 
no entendemos que aquel que está sin derecho tenga calidad 
para representar á aquel que lo tiene. Para reconocerle un 
derecho, hay que recurrir á presunciones y suponer que el 
propietario que vende au fundo con condición rescisoria da 
al adquirente el mandato de administrar y conservar; es 

1 Colmet «le 8anterre , t. V, pftg. 633, nftm. 238 bit X X I , y página 
634, n ú m . 238 ¿ú X X I I . „ 

2 Tonllier, t. V . 2, p á g . I74,níim8. 207 y 208. Pardesso?, De la* 
tervidvmbret. t . I I . PÓm. 334. 

3 Duran ton , t X I I I , p á g . 570, num. 528. A n b r y y R a a , L VI, pá-
ginas 489 y s iguientes . 

claro que el adquirente tiene el derecho de administrar, co-
mo tiene el de disponer; pero todas las actas que hac*, que-
dan rescindidas cuando la condición rescisoria se cumple; y 
si las convenciones están rescindidas, ¿cómo podrían ligar 
laa sentencias al propietario? No insistimos, porque hemos 
examinado la cuestión de principio al tratar de las" condi-
ciones. (1) 

124. ¿El usufructuario es representado por el propieta-
rio en cuanto al usufructo, y éste está representado por el 
usufructuario en cuanto á la propiedad? Iguales controver-
sias. Los partidarios de la representación imperfecta abdi-
can su distinción y resuelven que hay representación para 
los juicios favorables y que no la hay para los adversos. (2) 
Heñios dado en otra parte nuestra opinión acerca de es-
ta cuestión. (3) 

125. En fin, se aplica la misma distinción á las senten-
cias pronunciadas con el antiguo propietario cuando las ins-
tancias han sido promovidas desde la época en que enaje-
nó sus derechos. Todos admiten que estas sentencias no 
pueden perjudicar á los legatario* á título particular. Pero 
los partidarios de la representación imperfecta sostienen q U e 

laa sentencias favorables les aprovechan. (4) No admitien-
do el principio, desechamos la aplicación que se hace á este 
casa Ln única razón que se da nos importa poco. Si el ad-
quirente, .-e dice, no íuera autorizado para prevalecerse de 
estas sentencias, quedarían sin efecto, aun en lo que con-

1 Colín» t de SHntrrre , t. V , pág. 634, nf im.328 W» X X I 3 I Bn «ní-
tido contrar io , Duran ton . t. XI I I . pág 543. i.úms. f.OO y 510- Pro,, 
d i . " » « ' » J r v ' t o t I I I , ,.„g. 325, núiii. 1,353: Lar- inluér , , V 

V ; n \ D l o - - ' 1 2 V 1 , 3 l E d - R r m - ^ ~ k y 2 " ) ; M a r i d é «. V, paga. 19< y siguiente«. ' 

oúm A »3 b r y J K a U ' t - V 1 , l * S ' 4 8 7 ' n o t r t ^ M a r c a d é , V.pAg. 197, 
•¡ yéajse el tomo V i l d e mis Principiot. págs 67-70, nfinis 46-48 
4 A n b r y y Rao, t. VI , pág. 491, n o l i 45¡ pfo. 769. 

P. d e D. TOMO x x 22 



cierne-al antiguo propietario, puesto que el adquirente, si 
fuera vencido en una segunda sentencia, tendría recurso 
contra su autor. Esta es una objeción análoga á la que se 
hace para las sentencias pronunciadas contra el deudor pr in-
cipal ó con un codeudor solidario, y la contestación es la 
misma" El antiguo propietario no tiene ninguna calidad pa-
ra representar á su legatario, toda vez que ha transferido la 
propiedad. Si quiere ponerse al abrigo por un recurso por 
garantía, debe poner en causa al sucesor áquien transmitió 
su« derechos. 

Núm. 3. Misma calidad. 

126. El art. 1.351, después de haber dicho que la deman-
da dehe ser formulada entre las mismas partes, agrega: »Y 
formulado por ellas y contra ellas en la misma calidad.» Esto 
no es una cuarta condición prescripta para que haya cosa 
juzgada, es una explicación que completa la condición que 
acabamos de explicar; la identidad de personas y la identi-
dad de calidad, constituyen una sola y misma condición, la 
identidad de las personas jurídicas. En derecho, se conside-
ra á la persona jurídica y no á la persona física. Cuando el 
tutor figura en una primera instancia como representante 
de su pupilo y que figura en una segunda instancia en su 
propio nombre, siempre es la misma persona física la que 
promueve; pero las personas jurídicas difieren; en la prime-
ra instancia, es el menor el que promueve representado por 
su tutor; en la segunda, el menor no está encausa, no es un 
tutor el que figura, es otra persona jurídica. (1) Y desde que 
la persona es diferente, las sentencias pronunciadas con otra 
persona jurídica no tienen, con relación á ella, la autoridad 
de cosa juzgada, aunque hubiera identidad de objeto y de 
causas: La cuestión que se debatirá en la segunda instan-

1 Colmet de Santerre , t . Y, pág , 62«, n ú m . 328 hit XII l . 

c i a s e r á i d é n t i c a , p e r o p o c o i m p o r t a ; a q u e l q u e figura en el 
s e g u n d o p r o c e s o t i e n e el d e r p c h o d e s o * t e n e r s u s p r e t e n s i o -
n e s ; p o d r á n r e s u l t a r d e e l l o s e n t e n c i a s c o n t r a d i c t o r i a s , p e r o 
el d e r e c h o s a g r a d o d e l a d e f e n s a s o b r e p a s a es te i n c o n v e n i e n -
t e . E n c o n t r a , si l a p e r s o n a j u r í d i c a e s l a m i s m a y q u e s o -
l o e x i s t a u n a d i f e r e n c i a e n e l m o d o d e é j e r c i t a r el d e r e c h o 
q u e r e s u l t e d e l c r é d i t o , h a b r á c o s a j u z g a d a , s í ; p o r lo d e -
m á s , h a y i d e n t i d a d d e o b j e t o y d e c a n s a . (1 ) 

127. El principio se aplica sin dificultad al tutor así co-
mo á todo mandatario convencional, legal ó judicial. Esto 
es elemental, aunque algunas cortes de apelación se hayan 
equivocado, y que la cuestión haya sido llevada más de uua 
vez ante la Corte de Casación. Pablo, en calidad de tutor, 
formula contra mí una demanda por abandono de una h e -
rencia; sucumbe. Más tarde, reivindica esta herencia contra 
mí en su nombre personal. ¿Puedo oponerle la excepción de 
cosa juzgada? Se hace esta cuestión en un curso elemental 
de derecho; no debiera llevarse ante los tribunales, pues es-
tá dicidida por el texto del Código: Donde no hay identidad 
de personas jurídicas, no puede ser cuestión de cosa juzga-
da. (2) 

La jurisprudencia ha hecho numerosas aplicaciones de es-
te principio; como ninguna es dudosa, nos liuiitarémos á ci-
tar algunos ejemplos. (3) Renuncio á la sucesión de mi pa-
dre; obtengo después en calidad de heredero materno, uua 
sentencia pasada á autoridad de cosa juzgada. Más tarde, 
usando del derecho que la ley me concede, me retracto de 
mi renuncia; de manera que, vuelvo á tomar la calidad de 

1 Denegada de la Cor te de Cttsación de Bélgica, 17 de Abr i l de 
1845 (Paticritia, 1846. 1, 471). 

2 Poth ie r , De lat obligaciones, núm 897. D u r a n ton, t. X I I I , p á g L 
Ha 534, nñm. 499. y todos los au tores . 

3 Véanse las sentencias en el Repertorio de Halloz, en Ja pa labra 
C»M juzgada, níims. 283.285. I l a v que agregar t i e j a 25 de Noviem-
bre dü 1829 (Paticri t ia , 1829, pág . 296). Casación 30 de Ene ro de 
18.2 (Dallo*, 1874, 1, 100). 



heredero paterno, y actúo á ese título por la misma razón 
que fué objeto en la primera sentencia. ¿Puedo oponer es-
ta sentencia á un adversario? La Corte de Casación decidió 
la cuestión negativamente, y esto no da lugar á duda algu-
na. En el primer proceso, procedía como heredero materno, 
ejercitando solo los derechos de ésta; en el segundo actué 
como heredero paterno, y solo promoví con esta cualidad 
ejercitando solo los derechos de mi padre. Luego las partes 
no eran las mismas en arabos procesos; en el u n o figuró co-
mo representante de mi madre; en el otro como de mi pa-
dre , esto es decisivo y no hay cosa juzgada. ( I) 

Puesto que una Corte de Apelación se equivocó, hay que 
perdonar á los jueces de paz cuando se equivocan. En una 
primera acción, un alcalde había promovido sin la autoriza-
ción del consejo municipal. El mismo alcalde promovió des-
pués, no ya en nombre personal, sino en virtud d-j una l i -
beración del consejo. Nueva instancia. ¿La primera senten-
cia tenía autoridad de cosa juzgada para con el alcalde? 
Nó, dice la Corte de Casación, pues en la primera instancia 
no habla promovido como representante del municipio, 
mientras que en la segunda instancia promoví* como tal. (2) 

128. L o que equivoca en estas delicadas materias, es que 
el interés de la parte que promueve con diferentes cua l ida-
des, puede ser idéntico; y está uno inclinado á creer que 
donde hay identidad de interés, del>e haber cosa juzgada. 
El error es evidente. Venta de un terreno: El comprador se 
compromete á no establecér un hotel en la casa que tiene in-
tención de construir y que está ya comenzada. Sin embargo, 
establece en ella una vinata. Acción tendiendo á la clausu-

1 C a n c i ó n . 7 m «asidor, año V I I (Dal loz , en la pa labra Cosa júz-
gala. níun 2*3, 1-). Compárese Denegada , Sala Civil, 3 de Mayo «lo 
1841 (Dallo*. ibid.t núm. 283, 4?) y 28 d e Agosto de 1849 (Dal los , 
1850, 1. 57|. 

2 r.W*»ción, 17 de Noviembre de 1823 (Dalloz, en la pa l ab ra COMÍ 
jusjala núm. 284, Compárese Casación, 19 de Noviembre de 
1823 (Dalloz, xbid., nñin.284, 4 ') . 

ra de este establecimiento. Se intenta, no por el vendedor, 
sino por un tercero en virtud de un pretendido pacto de 
familia que no consigue probar. Su demanda es desechada. 
Se hace después ceder los derechos del vendedor, y deman-
da en una segunda instancia la clausura de la vinata como 
cesionario. Se le opone la cosa juzgada. La Corte de Lyon 
sentenció muy bien que el requerido proceso era promovi-
do jior una persona diferente, puesto que el demandante fi-
guraba como cesionario del vendedor, el cual no estaba en 
causa en la primera instancia. Esto era decisivo. Además, 
la causa difería, puesto que la segunda demanda se funda-
ba en una cesión consentida por el vendedor, mientras quo 
la primera «e basaba en un pacto de familia. (1) 

129. En la sentencia que acabamos de relatar, el deman-
dante había adquirido su nuevo titulo posteriormente á la 
sentencia que desechara su primera demanda. ¿Qué debe re-
solverse si el demandante poseyera ya ambas cualidades, 
cuando la introducción de la primera demanda? La cuestióu 
presenta sus dificultades. Si en el c.iso juzgado por la Corte 
de Lyon, el demandante hubiese sido cesionario cuando la 
primera instancia, hubiera tenido dos cualidades, la que le 
era personal como parte en el pretendido pacto de familia, y 
la «pie procedía del vendedor. Teniendo dos cualidades d i -
ferentes, podía promover en la primera, y después, prevale» 
cerse de la segunda. ¿Se dirá que debía promover simultá-
neamente con una y otra cualidad? Contestarémos que ningu-
na ley lo exige así, ni para aquel que puede obrar con va-
rias cualidades diferentes, ni para aquel que puede pedir la 
misma cosa en virtud de causas diversas (núm. 84). 

Sin embargo, se enseña que si ambas cualidades se halla-
ban ya confundidas en el momento de la introducción de la 
primera instancia, había cosa juzgada, aun para la cualidad 
de que no se hubiera prevalecido el demandante en el pri-

1 Lyon, 30 de Diciembre de 1870 ( Dalloz, 1871, 2, 137). 



mer proceso. H ó aquí el caso propuesto por Toullíer. c I I 
hijo único, heredero puro y si nple de su padre y de su ma-
dre, formula contra mí, en calidad de heredero de su padre, 
una demanda que es desechada por una sentencia pasada á 
autoridad de cosa juzgada. Sucumbe, y después intenta la 
misma acción en calidad de heredero de su madre. Se le po-
d r í rechazar por excepción de cosa juzgada, dice Tulüer . 
En este caso no admitimos la solución; nace de los principios 
que rigen la aceptación pura y simple de una herencia; los 
derechos del difunto se confunden con los del heredero; he-
redero puro y simple de su padre y de su madre, no tiene 
dos cualidades difeientes, las de heredero paterno y de he-
re lero materno; estas cualidades se han confundido en su 
persona, y solo tiene una, la de acreedor. Hay, pues, identi-
dad de persona. (1) Pero pudiera haber diversidad de cau-
sa*: Si el crédito del padre y el de la madre, tuvieran cau-
sas diferentes, no hubiera cosa juzgada. Esto es el derecho 
común. (2) 

No debe, pues, asentarse como regla absoluta, que la coe-
xistencia de dos cualidades cuando la introducción de la 
primera instancia impide al demandante el formular sucesi-

. vamente la misma acción, con una cualidad diferente. Tal 
parece, ser sin embargo, el concepto de la Corte de Casa 
ción. En una primera instancia figura una persona que tie-
ne dos cualidades distintas: Es donataria de su padre y do-
nataría de su madre. Estas dos cualidades le dan derechos 
contradictorios; por el lado de la madre, el demandante 
puede reclamar la dote de é<ta; por el lado de su padre, es-
tá autorizado á pretender que la dote había sido pagada. 
La Corte indujo de esto que estaba obligado á optar entre 

1 Toullíer, t. V, 2, pág. 179. nám. 214. Compárese Maroadé, t. V, 
pág. 189. Aubry y Rau, t. VI, pég. 393, nota 52. 

2 Compárese Nimes. 29 de Diciembre de 1841 f Dallos, en la pa-
labra Cota juzgada, ntim. 191). 

estas pretensiones contrarias y que escogiendo una de ellas, 
renunciaba forzosamente á la otra; no podrá, pues, por si ó 
por sus hijos que lo representaban, litigar dos sistemas dia-
metralmente opuestos. ( I ) No quisiéramos erigir esta deci-
sión en principio. Aquel que tiene dos derechos, puede ejer-
cerlos sucesivamente, sin que se le pueda oponer la cosa 
juzgada; esto es incontestable cuando ambón derechos r e -
sultan de dos causas diferentes. ¿Por qué no pasaría lo mis-
mo cuando se tienen dos diferentes cualidades? En el caso 
sentenciado por la Corte de Casación, había dos circunstan-
cias particulares. Desde luego, la Corte hace constar que el 
d.-mandante tenía ambas cualidades cuando la introducción 
del primer proceso, y que en aquella época las había t o n u -
do expresamente á las dos en sus conclusiones; y no se pue-
de, en una sola y misma instancia, sostener el pro y el con-
tra, en virtud de dos cualidades que se toman; se debe nece-
sariamente optar, y después de haber optado, no se puede 
retractar esta objeción. La sentencia está, pues, fundada en 
las circunstancias particulares del negocio. 

130. El heredero beneficiario no confunde sus derechos 
con los del difunto. Es, pues, persona distinta según pro-
mueve, como heredero beneficiario, representando la suce-
sión; es decir, á los acreedores i legatarios, y cuando pro-
mueven en virtud de un título que les es personal. Una 
primera sentencia, condena al heredero beneficiario como tal; 
en una segunda sentencia, el heredero beneficiario figura 
ya no con este título, sino como acreedor hipotecario.^ te-
niendo una hipoteca en los inmuebles de la sucesión, cuyo 
precio debía ser distribuido entre los diversos inscriptos. í ,a 
Corte de Casación sentenció, y la cuestión no es dudosa, 
que no se podía oponer la primera sentencia al heredero, 
promoviendo por sí como acreedor. (2) 

1 Denegada, 30 de Junio de 1856 (Dalloz 1857, 1 93) 
- Denegada, Sala Civil, 26 de Abril de 1852 (Dalk>z, 1852,1, 131) 
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lo hace, y la consecuencia es inseparable del principio. Se 
entiende que el efecto de la decisión está limitado á las par-
tes que están en causa y que han contestado mi lejitiniidad, 
y para las que ha sido sentenciado que soy hi jo lejitimo. (1) 
¿Cuándo hay decisión implícita? l iemos examinado esta 
cuestión (núins. 34-37) . En el caso siguiente, fué resuelto 
que no había decisión implícita v, por tanto, cosa juzgada. 
Acción de partición de bienes dependiendo de una comuni-
dad disuelta. Sentencia que ordena y dispone que tendrá 
lugar según l a s b a w s d e l inventario. Esta sentencia no tiene 
autoridad de cosa juzgada acerca del punto de saber si un 
inmueble mencionado en el inventario como bien de la co-
munidad pertenece á ésta ó si si es un propio del esposo so-
breviviente. Luego éste puede reclamar como bien perso-
nal el bien asignado en el inventario como de comunidad. 
Para que haya cosa juzgada, dice la Corte de Casación, es 
menester que la cuestión de que es objeto el segundo litigio 
haya sido realmente juzgada cuando el primer debate, sea 
explícitamente, sea cuando menos de un modo virtual é im-
plícito. Y el primer juez no pudo juzgar sino la cuestión de 
partición; diciendo que la partición tendrá lugar según las 
bases del inventario, no entendió que el inmueble, objeto 
del litigio, era una ganancial ó un propio; esta cuestión es 
enteramente diferente de la que le fué sometida; luego no 
.pudo decidirla implícitamente. (2) 

133. La cuestión de saber si hay decisión implícita, es 
á menudo m u y difícil. Deben aplicarse los principios gene -
rales qn - h tmos asentado al explicaren qué consiste la iden-
tidad del objeto. Una primera sentencia decide que un pro-
pietario h ne derecho para mantener las aberturas que ha 

1 Anbry y Kan. t. VI , pág. 510. nota 108, pfo. 769. Compárese 
FariK de Jn l io de 1861 (Dallos 1861, 2,137). 

- Dt negada, 20 de Febrero de 1855 (Dalloz, 1855, 1, 403). 
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practicado en nna pared; en nna segundainstancia el deba-
te versa acerca de la cuestión de saber si dicho propietario 
tiene derecho para abrir vistas ó ventanas de aspecto. 1A 
primera sentencia ¿tendrá autoridad de cosa juzgada respec-
to á las r t o ? Esto depende de las conclusiones del deba-
te v de lo que fué decidido á consecuencia del mismo, b i 
cuando el primer proceso la dificultad no versaba acerca 
de la extinción del debate, no puede haber cosa juzgada á 

este respecto. (I) . , 
Una madre pide contra su hija la nulidad de una cesión. 

El Tribunal declara dicha cesión válida. Entonces sobrevie-
ne un nuevo proceso acerca de los efectos de la cesión, be 
pretende que hay cosa juzgada. Nó, dice la Corte de Casa-
ción, pues decidir que una cesión es válida, no es decidir 
cuáles son los efectos de esta cesión. (2) En contra hay 
decisión virtual en el caso siguiente. Una sentencia decide 
que se pagará una suma á dos herederos de un acreedor 
m u e r t o , por mitad á cada uno. Uno de los herederos pre-
tende después no ser sucesor sino por una tercera parte, be 
le opone la primera sentencia; contesta que el primer juez 
no decidió la cuestión de saber por qué parte había sucedi-
do Es verdad que tal no habia sido el objeto del debate, 
pero había decisión implícita; era á título de heredero como 
el Tribunal fijaba á cada uno la mitad de la suma: luego de-
cidía por esto mismo que heredaban por mitad. (3) 

134 Los autores enseñan que las sentencias que declaran 
la existencia de un derecho ó de una obligación, operan no-
vación, en el sentido de que para lo venidero, la cosa juzgada 
sirve de causa á la obligación. Esta es una teoría tomada 
del derecho romano; dudamos que el empréstito sea acerta-

1 Denegada» Sala Civil, i : Diciembre de 1851 (Dallos, 1852,1. 
m2 Denegada, 16 de Noviembre de 1836 (Dalloz en la palabra Venta ̂  

° 3°C¡!¡SóÍ 13 de Julio de 1868 (Dalloz, 1863, 1, 321). 

do. Es seguro que el término de novación es inexacto. La 
novación extingue la primera obligación, y todos convienen 
en que la obligación presentada en justicia, lejos de estar 
extinguida, está al contrario, confirmada y corroborada por 
la sentencia. Tampoco nos parece exacto decir que la obliga-
ción tenga en lo de adelante á la sentencia por causa; el juez 
solo declara el derecho de las partes y éstas permanecen lo 
que eran. La causa es el motivo jurídico que inclinó á 
las partes para coutraer; la venta, por ejemplo, no puede te-
ner otra causa para el vendedor sino la obligación contraí-
da por el comprador de pagar el precio. Si el juez condena 
al comprador á que pague, ¿habrá una nueva causa? Nó 
seguramente. Luego la palabra atusa tiene también otro 
sentido en aquella singular teoría. Se deduce, sin embargo, 
una consecuencia muy importante, es que la duración déla 
prescripción cambia; volverémos á ocuparnos de este punto 
en el título De la Prescripción (1) 

Núm. 2. De la excepción de la cosa juzgada. 

135. Toda sentencia produce una excepción de ccsa juz-
gada, la que puede ser opuesta á aquel que reproduce en 
una nueva instancia, ya como demandante, ya como deman-
dado; la cuestión decidida por el primer juez cuando la se-
gunda contestación, existe entre las mismas partes. Se pre-
gunta si la excepción de cosa juzgada e» de orden público. 
Es seguro, y esto no puede ponerse en duda, que la cosa juz-
gada es de orden público, en el sentido que la presunción de 
verdad que la ley da á las sentencias, es una de las bases 
del orden social (núm. 1). Sin embargo, es de doctrina y de 
jurisprudencia que la excepción de cosa juzgada no es de 
orden público, se entiende por esto que las partes pueden re-
nunciarla y que el juez no la debe pronunciar de oficio. Una 

1 Compárese Aubry y lían, t . VI , pág. 511, nota 109. Larombié-
r< • V, Pág. 32-3, nútne. 144 y 146 (Ed. B., 1.111, págs. 276 y 277). 



excepción puede ser establecida por motivos de orden pú-
blico, y ser en este sentido de interés general, y sin embar-
go la ley permite á ias partes interesadas renunciar al be-
neficio pecuniario que resulte para ellas. Tal es la prescrip-
ción. S* la llama la protectora del género humano, lo que 
prueba bastante que es de interés general. Sin embargo, el 
Código dice que se puede renunciar á la prescripción ad -
quirida (art. 2.220). Aquel que renuncia á la prescripción, 
no renuncia á lo que es de interés general, solo renuncia a 
los efectos de la prescripción; es decir, la liberación que re-
sulta de ella ó el derecho que le asegura; esto es simple-
mente de interés privado, y cada uno es l ibr- le renunciar 
un derecho de interés privado. Esto no impide que la pres-
cripción sea de interés general, y sea lo mismo que la cosa 
juzgada, una de las bases del o r d e n , s o c i a l , consolidando los 
derechos y poniendo término á los litigios. 

136. Siempre ha sido admitido que las partes interesadas 
puedan renunciar á los efectos de la cosa juzga la. La casa 
juzgada, dice Merlin, es una excepción de derecho civil; la 
llama una ficción que la asimila á la verdad. (1) Esto es 
demasiado decir: la cosa juzgada está fundada en una pro-
babilidad, pero esta probabilidad puede alguna vez estar en 
oposición con la realidad de las cosas; en este caso, la pre-
sunción se hace ficción, y es entonces cuando las partes in-
teresadas deben tener el derecho de renunciar á los efectos 
de la cosa juzgada, porque estos efectos están en oposición 
con la conciencia y aun con el derecho. Cuando el juez se 
equivoca y declara que mi deuda está extinguida y no lo 
está, ó cuando me declara propietario cuando no lo soy, el 
error está considerado como verdad, pero es una ficción; en 
realidad, siempre soy deudor y no soy propietario. Puedo 
renunciar á los beneficios de la ficción, aunque sea de inte 

1 Merlin. de derecho en la pa l ab ra Coto juzgada, p fo I I 
bú(t. III.pig.285). 

rés general; haciéndolo así, no ataco en nada á lo que es de 
derecho público en la cosa juagada, solo renuncio al benefi-
cio pecuniario que me traía. Esta es la opinión ca°i unáni-
me de los autores, (1) y la jurisprudencia está en el mismo 
-entido. Se lee en una sentencia de la Corte de Casación 
de Bélgica: «Bien que la cosa juzgada, así como la pres-
cripción, esté establecida en el interés del orden público, no 
por eso deja de ser verdad que una vez adquirida se redu-
ce en materia civil á una excepción, á un beneficio personal, 
del que puede usarse ó no, á voluntad, sin que el orden pú-
blico esté afectado en mu ñera alguna.» (2) 

iA renuncia puede ser expresa ó tácita: es de derecho co-
mún. Lo mismo sucede con la renuncia «le la prescripción 
(art. 2,221). La renuncia tácita, dice el Código, resulta de 
un hecho que supone el abandono del derecho adquirido. 
No hay que creer que la renuncia tácita sea una renuncia 
presumida. La renuncia no se presume nunca porque no 
puede presumirse que una persona renuncie un derecho 
que le pertenece. Para que haya renuncia tácita, se necesi-
ta que la voluntad sea tan cierta como si hubiera renuncia 
expresa; solo hay una diferencia, y e s que la renuncia táci-
ta resulta de un hecho que no puede recibir otra interpre-
tación sino de la voluntad de renunciar al efecto de la cosa 
juzgada. (3) ¿Cuándo hay renuncia tácita? Esta es una 
cuestión de intención; luego de hecho, que el juez decidirá 
según las circunstancias de la causa. ¿Bastará qife la par-
te interesada no proponga la excepción en primera instan-
cia para que haya renuncia tácita? Ha sido resuelto que la 

1 Toullier, t. V, 2, pág. 67. núms. 74 y siguientes. Larombiére . 
v l > á g . 328, nrtin. 150(1*1. B., t I I I , pag 278). En sent ido contra-

no, Duvergior acerca d e Toullier, pág. 69. nota. 
I i Denegada, 3 de Diciembre de 1833 (Paticritia, 1833, 1, 831). 
; ^ m p a m » , . Casación de Franc ia , 26 de A g o s t o d e 1831 (Dalloz, 1861, 

i 427) y Denegada, 28 de Mayo de 1866 (Dalloz, 1867, 1, 68). 
•» Sa l ada Casar lón, 28 de Febre ro de 1823 (Pasicriria 1823, 

354). Casación, 27de Enero de 1H57 (Dalloz, 1857,1, 82). 
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simple omisión no pnede bastar, que debe resultar de un 
concurso de circunstancias que no permitan mterpretar de 
otro modo el silencio ó los actos de aquel q u ; podía opo-
ner la cosa juzgada. (1) Esta decisión de la Corte de B r u -
selas e, muy jurídica. No diremos otro tanto de una senten-
r i la Corte de Casación de Francia. I * Qor,e de An-
gers había resuelto que un acreedor había reniñe,ado a exi- « 
g i r su crédito íntegro, fundándose en los hechos y l a , c i r -
cunstancias de la c a „ a . Esta sentencia fue casada por el | 
motivo de que la Corte no tenía el derecho de inducir por sim-
p a s presunciones no establecidas por la ley la renuncia de 
un derecho adquirido, y sobre todo el beneficio de una sen-
tencia. (2) Hay una singular confustón de ideas en esto 
considerando: la Corte desecha las simples presunciones co . . 
mo si se t ratara de una cuestión de p r u e b a , mientras que se 
trata únicamente de saber si hay consentimiento tácito; y el 
consentimiento tácito se induce necesariamente de los he-
chos y circunstancias de la causa. Si la Corte quiso decir 
que no bastan las probabilidades para que se admita una 
renuncia, tiene razón; se necesita la certeza, pero esta pue-
de resultar de un hecho tanto como de las palabras; si se • 
necesitase una presunsión legal para que haya renuncia ta-
cita do la cosa juzgada, nunca la hubiera, pues la ley no pre-
sume la renuncia de un crédito sino en el caso de entrega 

tácita prevista por los arts. 1,282 y 1,283. 
E l efecto de la renuncia de la cosa juzgada presenta tam-

bién una dificultad: ¿Es una simple obligación natural a 
que subsiste, ó es una obligación civil? Hemos examinado 
la cuestión al t ra tar de las obligaciones naturales ( t . I, 

"TsV! 'De l principio que la excepción de la cosa juzgada 

1 Bruselas, 27 de Abr i l de 1831 (Pasicrisia, 1831, pág - 109). 
2 Casación, 13 de J u n i o de 1838 (Dalloz, en la pa labra Cosa 

goda, n ú m . 182). 

no es de orden público, en el sentido de que las partes inte-
£ regadas pueden enumerarlo, se sigue que el iuez no pue-

de suplir de oficio la excepción de cosa juzgada. P o r el solo 
• hecho de guardar silencio la parte, cuando una demanda 

ya sentenciada está renovada contra ella, no puede con -
Beluirse que renuncia á la excepción; es necesario una ma-

nifestación de voluntad por su parte,- y no pertenece al juez 
querer en nombre de los partes que están en causa. Se ha 
objetado que la excepción de cosa juzgada es un medio de 
derecho, v es de principio que el juez puede y debe suplir 
los medios de derecho. La Corte de Orléans contesta, en 
una sentencia muy bien motivada, que la excepción de co-
sa juzgada es una verdadera demanda; esta demanda no 
puede ser formulada sino por la parte á la que debe apro-
vechar, y que se vuelve demandante al oponer la excepción; 
solo es cuando una demanda está formulada como el juez 
puede suplir los medios que la justifican. Una cosa, es pues, 
suplir una excepción que equivale á una demanda, y otra 

I cosa es traer en apoyo de una demanda, un medio que deba 
j hacerla triunfar y que no ha sido invocado por las partes. (1) 

La jurisprudencia está unánime en este sentido. (2) Solo 
í conocemos una sentencia que haya decidido lo contrario. 

Al relatarla Merlin, agrega esta severa crítica: "¿Qué debe 
• decirse de semejante sentencia, si no que es fruto de incon-
f cebible irreflexión?" Creemos inútil refutar la resolución de 

la Corte de La Haya; Merlin lo ha hecho, y su reputación 
es perentoria. (3) 

138. Resulta del mismo principio que la excepción de la 

1 Orlóans, 23 de Ju l io de 1841 (Dalloz, en la pa labra Cosa juzga-
da. nárn. 9). 

2 Lieja 16 d e Ene ro d e 1347 (Pasicrisia, 1847,2, 61). Denegada, 
28 de Noviembre d e 18G2 (Pasicrisia, 1864, 1, 60). Denegada , 23 de 
Mayo de 1866 (Dalloz, 1867, 1, 68). 

3 La I l aya , 16 de J u l i o de 1824 (Pasicrisia, 1824, pág. 72). M e r l i i , 
Cuestiones dr drecho, en la palabra , Cosa juzgada, pfo. I I (t . I I I , p á -
gina 288\ 



cosa inzüada no puede ser propuesta por primera vez ante 
í a C o r t e de Casación, en ap, yo de un recurso acerca de un» 
p r e n d i d a violación de la co-a juzgada. El d e m a n d a n d o 
p u e d e q u e j a r a e que la Curte h , y a violado la cosa 
p ü í t o que no presentó '.a excepción y no pertenecía al juez 
proponerla de oficio. El den,«miado tampoco puede preva-
l e X d e l a c o s a juzgada, para Justificar la sentenca que 
T d ó el gane por otros motivos; li el tocaba pmponer la ex-
cepción ante el primer juez. Es inútil ins i s f r en este pun-
t ó l a jurisprudencia y la doctrina están anámmes. (1) 

139 Cuando la excepción ha sido propuesta por una de 
las partes y que es d e s e c h a d a indebida,nente. ha lugar á ca-
X " en este ca™. hay v.olacón de la 
W E art 504 del Código de l'roced.m.entos parece d e c r 
oue W «curoo de casación, aunque la exoepctón de cosa 

resultando de una primera sentenc.a, no huinese , 
do propuesta en la segunda ius tanca s, hay » n t r a n e d s d 
de sentencias procediendo de tribunales d,versos_ Pero t o -
dos admiten q u . esta disposición estd mal redactada. No hay 
p a r a qué distinguir si la contrariedad de resoluciones resul-
£ de sentencias pronunciadas pordiferen.es t r ,banales- la 
única condición que puede y debe ser ex,gula; es que la ex-
cepción haya sido propuesta ante el juez del hecho-, se en-
tiende por esto que la cosa juzgada este propuesto en las 
conclusiones de las partes, pues el juez no puede estatmr 
„„ acerca de la , conclusiones; si las partes solo mvocaron la 
c o s a juzgada á título de argumento, el juez no vo la la cosa 
ú ^ n o teniendo en cuenta e s t e a, gumento nada decde 
e n c u a n t o á la cosa juzgada; luego es imposdde que v.ole 

l a l e ) ( - ) u n t a s 114 v 1 1 6 v las a n t o r i d u -

1 » r e e i e e . e , : D e n e g a d a , 2 

^ S H S s m « « , «s, 

¿Cuándo se puede decir que el juez desecha indebida-
mente la excepción de cosa* juzgada? Es necesario que se 
viole el art . 1,351; es, pues, necesario que el juez decida en 
derecho. Si el Tribunal juzga en hecho, no viola ninguna ley 
y, por consiguiente, no ha lugar á casación. Así, el juez que 
decide que no hay una misma causa interpretando las con-
clusiones que presentan las partes en ambas instancias, no 
viola el art . 1,351, porque esta interpretación es una cues-
tión de hecho. H a sido sentenciado que la interpretación de 
las conclusiones, como la de todo acto procedente de las par-
tes, entra exclusivamente en las atribuciones de los jueces 
del hecho, y que no pueden caer bajo la censura de la Cor-
te de Casación. (1) L o mismo sucedería si el juez decidiera 
de hecho que el objeto de la segunda demanda no es el mis-
mo y que, por consiguiente, no hay cosa juzgada. Una sen-
tencia de la Corte de Casación de Bélgica, da á este pr in-
cipio una evidencia matemática. La Corte de Lieja, cono-
ciendo de una excepción de cosa juzgada, tenía que decidir 
si el objeto de la demanda era el mismo. Asienta, en pri-
mer lugar, el principio que la cosa juzgada resulta del dis-
positivo de las sentencias, y que si está permitido combinar 
los motivos con el dispositivo, éste es solo una cuestión de 
interpretación suburdinada á las diversas circunstancias de 
cada caso. La Corte hace después la aplicación de estos prin-
cipios á la causa; después de haber buscado en los hechos 
las conclusiones y las actas del proceso, la intención de las 
partes y la voluntad del juez, concluyen que la cosa deman-
dada no es la misma. ¿Había violación de la cosa juzgada 
como lo pretendía el recurso? La negativa era segura; los 
principios de derecho que la sentencia atacada invocaba, 
son de una verdad incontestable; en cuanto á la interpreta-

C a 8 a C Í Ó " d 6 B é l g i c a > 1 2 d e J a I ' o d e 
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ción de los hechos, está en el dominio soberano de los jue-
ces del hecho, y la Corte de Casación ha decidido que la 
aplicación de los principios á los hechos era exacta; luego 

no había violación de la ley. (1) 
Habría violación de la cosa juzgada si el juez «leí hecho 

desechara la cosa juzgada cuando las condiciones exigidas 
por el Código existen, y en este caso habría lugar á la c a -
sación. Una Corte, después de haber infirmado la decisión de 
los primeros jueces por un primer fallo pronunciad«» en últi-
mo resorte, declara; la confirma por su sentencia definitiva; 
hay violación de la cosa juzgada, puesto que la segunda sen-
tencia decide lo contrario de la primera entre las mismas par 
tes, en la misma demanda y en virtud de la misma causa. (2) 
Una primera sentencia condena al demandado á los daños y 
perjuicios que resultaban de la reconstrucción de la facha-
da de una casa; una segunda sentencia resuelve entre las 
mismas partes, que el demandado no debe daños y perjui-
cios. La Corte de Casación casó por violación de la cosa 
juzgada (3) Es raro que la violación de la co sa juzgada, es-
té Tan evidente. Sin embargo, no faltan sentencias de casa-
ción; (4) lo que prueba cuán inciertos son los principios en 
esta materia. Está resuelto por una primera sentencia que 
un municipio es responsable de un saqueo er. virtud de la 
ley de 10 vendimiario, año IV, pero la Corte condena al mu-
nicipio á pagar solo el valor simple de los objetos saqueados. 
Recurso de casación fundado en que la Corte no había decre-
tado el doble valor de las mercancías robadas y los daños y 
perjuicios. La sentencia fué casada por este motivo. Por su 

parte, el municipio habría pedido la casación, y su recurso 
• 

1 Denegada. 27 d e Oc tubre de 1870. (PasicrUia. 1870 1, 453). 
2 CMfwoión. 21 floreal, año X (Dalloz, en la palabra Cosajuzgada, 

nüin. 362, 2*). . 
3 Casación 17 prairial, año X I (Dalloz, en la pa labra Cosa juzgada, 

núm. 363 ,1 - ; . 
4 Véase Dalloz, en la palabra Cosa juzgada, núuis- 362 36b. 

• 

fué desechado. Quedaba, pues, irrevocablemente resuelto 
que el municipio era responsable; quedaba por resolver el 
monto de las condenas. Esta cuestión fué la que se mandó 
después de la casación, ante la Corte de Paris. La Corte ya 
no tenia para qué ocuparse de la cuestión de responsabili-
dad, y sin embargo, resolvió que el municipio no era res-
ponsable; violaba la autoridad de cosa juzgada. Su senten-
cia fué casada. (1) 

140. Cuando la excepción de cosa juzgadada resultando 
de una primera sentencia no ha sido propuesta en el curso 
de la segunda instancia, no ha lugar al recurso de casación; 
pe*o si hay contrariedad entre ambas decisiones, la ley abre 
un recurso extraordinario contraía última, esta es la requi-
sición civil. P a r a que ésta sea admisible, basta que haya 
contrariedad entrp dos sentencias en último resorte, pronun-
ciadas sucesivamente por las mismas cortes ó tribunales, 
entre las mismas partes y acerca de iguales medios. Es ne-
cesario que ambas decisiones procedan del mismo Tribunal 
ó de la misma Corte, pues ia requisición civil tiende á la 
retractación de la segunda decisión, y solo el juez que p ro -
nunció la sentencia puede retractarla por causa de notorie-
dad (Cód. de Proc. art, 480, núm. 6). (2) Nos limitarémos 
á establecer el principio, la materia no perteneciendo al de-
recho civil. 

141. Cuando se opone una sentencia á aquel que no fué 
parteen ella, se le admiteá una tercería. Se pregunta si es-
tá obligado á ocurrir á este medio, ó si puede limitarse á re-
chazar la sentencia, como rechazaría una convención en la 
que no hubiera sido parte y que, no obstante, se le quisiera 
ojjoner. La cuestión está muy controvertida; como pertene-
ce á los procedimientos, nos limitarémos á dar la solución 

1 Casación, 4 d e Abril de 1826 (Dalloz, en la palabra Cosa juzga-
da, núm. 363. 4o). 

2 Aubry y Kan, t. T I , pA*. 513, nota 119- Larorabiére . t. V, p á -
gina 330, núm. 156 (Ed. B.. t . 111, pág. 279). 
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que uos parece ser la más jurídica. Cuando se invoca una 
sentencia contra un tercero, en apoyo de una demanda ó de 
una excepción, el tercero no necesita formular oposición á 
la sentencia, puede limitarse á rechazarla por el motivo de 
no haber sido parte en ella y que, por consiguiente, dicha 
sentencia no tiene autoridad de cosa juzga la contra él. Pe -
ro cuando se ejecuta una sentencia contra un tercero, es ne-
cesario que éste promueva para suspender la ejecución, y 
esta acción debe ser llevada ante los tribunales bajo forma 
de tercería. Lo mismo sucedería si quisiera volver contra la 
ejecución ya consumada. En ambos casos, hay contestación 
acerca del punto de saber si la sentencia puede ó no ser eje-
cutada contra el tercero, y esta contestación es el objoto de 
la tercería. (1) (Cód. de Proc. ar t . 474). 

Núm. 3. ¿Son irrevocables los efectos de la cosa juzgada? 

I. De las disposiciones conminatorias. 

142. Que la cosa juzgada sea en principio irrevocable, no 
hay la menor duda. Es precisamente para asegurar la irre-
vocabilidad de las decisiones judiciales, por lo que la ley le 
dió una presunción de verdad. Sin embargo, la jurispruden-
cia admite una excepción para las disposiciones conminato-
rias que se hallan en una sentencia. Se entiende por esto 
una condena á daños y perjuicios eventuales; es decir, á da-
ños y perjuicios que se pagarán si la parte no cumple en un 
plazo fijado lo que el juez le condena á hacer. Una primera 
dificultad se presenta: ¿Puede un Tribunal pronunciar s e -
mejantes condenas? Esto nos parece muy dudoso, como 
lo hemos dicho en otro lugar. (2) Sin embargo, el uso de 
esa condenaciones es bastante frecuente; debe, pues, consi-
derarse cuáles son sus efectos bajo el punto de vista, de la 

1 Maroadé, t. V, págs. 202_201, n ú m . 14 del a r t í cu lo 1,351. Au_ 
bry y Rao, t. VI , pág. 493, nota 53, pfo. 769. 

2 Véase el tomo X V I de mis Principio!, pág . 410, núm. 301. 

cosa juzgada. ¿Tienen la autoridad que la ley da á las sen-
tencias? Desde luego, sorprende la pregunta. La ley esta-
blece una regla general, absoluta; toda sentencia tiene la 
autoridad de cosa juzgada, y por sentencia se entienden to-
das las condenaciones que se encuentren en el dipositivo. 
¿Pertenece á los tribunales el hacer excepciones á una regla 
que es de orden público? Así presentada la cuestión, se re -
suelve negativamente con seguridad. (1) ¿Cómo puede jus-
tificarse á la jurisprudencia que admite que las disposiciones 

; conminatorias no tienen autoridad de cosa juzgada? Se debe 
suponer que esas condenas eventuales no son definitivas. 
Son unas amenazas, como lo dice la palabra, que tienen por 
objeto garantizar la ejecución de la sentencia; el juez no 
pretende que esas amenazas reciban nec -sanamente su eje-
cución; esto dependerá de circunstancias que es imposible 
preveer; el juez se reserva, pues, tácitamente el volver sobre 
las condenaciones que ha pronunciado. Y si vuelva sobre 
ellas, no ataca la cosa juzgada, pues en su mente, la cosa no 
estaba definitivamente juzgada. Queda por saber cuándo se 
puede decir que las disposiciones son puramente conminato-
rias. No hay ley, lajurisprudencia es la que hace ley. Debe-
mos, pues, consultar l^s sentencias. 

143. Cuando los daños y perjuicios están pronunciados 
bajo una condición sin fijar el plazo para la ejecución, la 
condenación es esencialmente eventual é implica para el juez 
h facultad dé volver sobre lo que ha decidido. U n propie-
tario reclama una suma de 5,000 francos por el daño cau-
telo por sus cosechas por el estanque de su vecino. El juez 
'le paz concedió la demanda, pero no de una manera abso-
luta; dejó al demandado la opción de hacer estimar el 
•laüo por expertos, sin fijar ningún plazo para el ejercicio de 
«ta facultad. La expertiza fijó los daños en 120 francos. 
I na segunda sentencia desechó la demanda en decaemieuto 
¿
 1 Compárese Dalloz, en la palabra Cota juzgada, núm. 384. 



de la facultad concedida al demandado, y ordenó una vista 
de ojos y audición de testigos; después una última senten-
tencia lijó el daño en 220 francos. En apelación, el Tribunal 
pronunció el dccaemiento y condenó al demandado á 5,000 
francos de daños y perjuicio«. Esta decisión ha «ido casa-
da. (1) En el caso, el carácter provisional de la primera sen-
tencia no era dudoso. Era una disposición condicional más 
bien que conminatoria. 

Cuando el juez fija un plazo para la opción, pasa 1* 
parte que concede á la parte condenada, ¿debe considerarse 
este plazo como fatal? Un propietario queriendo vender los 
bienes que tenia en Bélgica, mandó á este efecto en 1816, al 
general Loyson, su amigo, un poder en blanco. El general 
se hizo el mistno adquirente por 50,000 francos con el nom-
bre de una persona interpuesta. Mur ió pocos dias después. 
Acción de nulidad de la venta contra la viuda y la hija del 
general. El Tribunal declaró el acta nula por fraude y abu-
so de firma en blanco; ordenó que los bienes fuesen devuel-
tos al vendedor á los quince dias de la notificación, y que á 
falta de dificultarse á dicho plazo, se pagarla una suma de 
20,000 francos para indemnizarlo. Después de largos proce-
dimientos, una sentencia de la Corte de Paris admitió la 
oferta de la restitución en naturaleza, hecha por la señora 
Loyson. Recurso de casación por violación de la cosa juzga-
da, la entrega en naturaleza habiendo sido prohibida por dos 
decisiones pasadas á autoridad de cosa juzgada. Después de 
la deliberación de la Sala del Consejo, la Corte desechó el 
recurso. Los primeros jueces, dice la Corte, habían en ver-
dad concedido la? conclusiones del demandante, ordenan-
do la restitución en los quince dias; habían agregado una 
condena de 20,000 francos por daños y perjuicios; pero esta 
disposición tenía un carácter penal, en el sentido de que 

1 Casación, 15 de Noviembre de 1830(Dalloz, en la pa labra Co-
ta juzgada, núm. 385). 

debia ser considerada como una pena, tendiendo á asegurar 
la restitución de los bienes: ésta última formaba la obliga-
ción principal y siendo ejecutada, la pena no tenia ya razón 
de ser. (1) Preguntaremos con qué derecho transforma una 
condenación definitiva en una simple amenaza. Debe, pues, 
admitirse que los tribunales pueden declarar conminatorio 
un plazo que, ateniéndose al texUJ de la sentencia, nada tie-
ne de condicional. E*to se ha« e inadmisible. Cuando una con-
denación es pura y simple, no puede entenderá ¡ con una 
condición. 

144. La Corte de Casación reconoce e*te poder á los jue-
ces, aunque no se trate de una c ondena por daños y perjui-
cios. Una sentencia co. cede á una parte un plazo paracon-

ler una inscripción hipotecaria gravando á sus bienes- y 
eclara, que á falta de hacerlo, el contrato se considerará 

<1 -sde luego, rescindido. Fué sentenciado que esta decisión 
«raconm natoriay que la Corte de Apelación pudo conceder 
un nuevo plazo para la cancelación. (2) Y pertenece natu-
ralmente á los jueces del hecho decidir «i una disposición de 
unitiva en apariencia, es conminatoria. Esta es una conse-
cuencia lógica del principio; ¿pero no testifica esta conse-
cuencia contra el principio? ¿Qué sucede con el respeto á la 
cosa juzgada si el juez puede decidir que aparentando p r o 
» mciar una condena definitiva, no entendió pronunciar sino 
una disposición conminatoria? (3) 

145. I i a jurisprudencia aplica este principio á las sen-
tencias que condenan á una parte á entregar cuentas en un 

p Se lee en una sentencia de la Corte de 
¿ns: , roda condenación pronunciada por no haber dado 
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cuenta debe ser reputada condicional;» es decir, que el con-
tador está presumido deudor por la suma fijada por el juez 
y que ós le lo condenó á pagar. Esta presunción cesa, agre-
ga la Corte, cuando el contador presenta su cuenta, aun des-
pués de la expiración del plazo en el cual estaba condenado 
á presentarla. (I) Si así sucede, las sentencias se vuelven 
ua juego, y la parte condenada, se cuidará de ejecutarlas. 
Preguntamos lo que sucede con el respeto á la cosa juzga -
da, si se permite á los jueces declarar que no han querido 
pronunciar una condena seria. 

146. La jurisprudencia que criticamos tiene una conse-
cuencia inevitable, es la arbitrariedad; en nuestro concep-
to es esto uu nuevo motivo para rechazarla. Acabamos de 

• relatar las decisiones que admiten que una opción puede 
siempre ser ejercitada á pesar del plazo fijado por el juez, y 
que la Corte de Apelación puede conceder un nuevo plazo 
si la parte condenada encontró bueno el no ejecutar la sen-
tencia en el plazo que tenía fijado, l ió aquí una decisión 
contraria. El juez impone á una parte un plazo para supri-
mir unas construcciones levantadas indebidamente contra 
una catedral, ó para rehacerlas de manera que no toquen á 
la iglesia; en consecuencia, la parte condenada fué declara-
da decaída, expirado el plazo por la opción que le fué con-
cedida entre la supresión de los trabajos y su renovación, 
fué sentenciado que podía ser obligado por la otra parte á 
operar la supresión. (2) En el caso, el demandado sostenía 
que el plazo era puramente conminatorio. Es verdad que 
nada en la sentencia indicaba que no fuese así. Depende, 
pues, de los jueces decidir que sus sentencias son revocables 
ó no son. Preguntamos si es con este espíritu como la ley ha 
dado una presunción de verdad á la cosa juzgada. 

147. La jurisprudencia aplica el mismo principio á las 
1 París, 30 <le Abr i l de 1828 (Da'.loz, en la pa labra Cota juzgada. 

oám. 387, 1*). 
3 Met í , 16 de Agosto d e 1855 (Dallo», 1856,2, 130). 

decisiones que condenan á una parte á pagar cierta suma 
por daños y perjuicios por cada día de mora. Un àrbitro 
condena al demandado á entregar unas piezas al demandan-
te en lew tres días de la notificación de la sentencia, bajo una 
pena qu* se cumplirá por el solo hecho de la mora, y tiene 
cuidado de agregar que esta disposición no podrá *er repu-
tada conminatoria. La sentencia no fué ejecutada Un fa-
llo del Tribunal del Sena, condenó al demandado á resti-
tuir las piezas en el día, y á falta de hacerlo, lo condena á 
pagar la suma de 10 francos por cada día de retardo. Esta 
sentencia, confirmada en apelación, pasó á fuerza de cosa 
juzgada, y sin embargo, quedó sin ejecución. El demandan-
te pidió embargo sobre los bienes del demandado por 
una suma de 11,080 francos monto de los daños y perjui-
cios que eran á su provecho. Demanda por absolución ó 
reducción del embargo. La Corte de Par is descargó al que-
jante de todas las condenaciones pronunciadas contra él. 
"Es de principio, dice, que los daños y perjuicios jamás 
pueden exceder el daño causado." Sin duda; pero si las par-
tes había», fijado una suma de 10,000 francos á título de 
daños y perjuicios, ¿podía el juez reducir esta pena? Nó. Y 
-i no lo puede cuando hay convención, ¿con qué derecho lo 
hace cuando hay sentencia pasada á fuerza de cosa juzgada? 
Las sentencias, dice la Corte de Paris, no habían fijado de 
una manera invariable la cuota de los daños y perjuicios; 
la fijación que de ellos había hecho, solo era provisional y 
por la presunción del perjuicio que podía resultar de la tar-
día entrega de las piezas. Así, cuando el juez decide que la 
parte condenada pagará 10 francos por cada día de mora, 
no sentencia definitivamente, su decisión solo es provisional, 
a tal punto que en difinitiva la Corte puede descargarlos de 
todas sus condenaciones. Si la Corte tiene razón, ¿con qué 
increíble ligereza debieron ser pronunciadas las primeras 
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decisiones! Esto nos confirma en nuestra opinión que el 
juez no debe pronunciar daños y peijuicios para lo venide 
ro, que debe estatuir acerca del daño causidodefinitivamen-
te, á reserva de pronunciar nuevas condenas si hay un nue-
vo daño. Pero cuando concede daños y perjuicios para lo 
venidero, su resolución debe ser seria; seria ó no, debe ser 
mantenida. Comprendemos que el último juez tituvee cuan-
do debe pronunciar daños y perjuicios por un daño imagi- . 
nario, pero la consecuencia testifica en contra del principio 
de las condenaciones conminatorias. 

La Corte de Casación confirmó la sentencia de apelación 
asentando como principio que la condena á una suma p<»r 
cada día de mora, es esencialmente presuntiva y conmina-
toria. (1) Se hallan los mismos motivos reproducidos tex-
tualmente en una sentencia de la Corte de Bruselas. (2) H a y 
decisiones que tienen un carácter conminatorio más pro-
nunciado, esto cuando el juez prevee que la parte condena-
da no ejecutará la sentencia, y pronuncia de antemano una 
pena para el caso en que desobedeciera. Estas disposiciones, 
dice la Corte de Douai, no tienen los efectos de una conde-
na defiinitiva ó irrevocable. El juez que decretó la prohi-
bición, puede estar llamado á examinar si tuvo ó no deso-
bediencia á sus órdenes, y decidir que no habiéndose reali-
zado el caso, la pena no fué merecida. Esto es muy racional. 
¿Pero es verdad decir que esto no ataca á la cosa juzgada? Í3) 
Hay ataque á la autoridad, al respeto que deben gozar las 
decisiones judiciales cuando una primera sentencia pronun-
cia una condena que una segunda revoca. La consecuencia 
atestigua otra vez en contra del principio. ¿ Por qué se apre-
sura el juez en pronunciar una pena para una desobediencia 

1 Denegada, 28 de Dioiemtire de 1821 (Dalloz, en la palabra CO-
ta juzgada, núin. 390. 1"). 

2 15rusel.ta, 27 de Marzo de 1814 (Pasú-risia, 1841,2, 129). Compá-
rese Li- ja , 29 de Mayo «le 1863 (Patícrit ia, 1861. 2, 17); Burdeos, 5 
de Mayo de 1870 ,Dalloz, 1870,1, 208). 

3 Douai, 5 de Diciembre de 1849 (Dalloz, 1850, 2, 65). 

que. no'puede realizarse? ,Que espere que haya desobedien-

/ / . Pe la interpretación de las sentencias. 

14S. Antes de la ordenanza de 16G7, existían tres mane-
ras r a ra proverse en contra de las sentencias independiente-
mente de la requisición civil. La c o r r a n cuando había error 
en as calidades; la interpretación cuando había obscuridad 
en la« d.spos^ones de la sentencia, y la proposición de error 
cuando una de las partes pretendía que la condena resulta-
ba de un error de hecho. La ordenanza de 1667, abolióla 
proposición de *rror; mantuvo, pues, implícitamente la m-
krpretación y la corrección. En cuanto á la interpretación, no 
havmncha duda. La declaración del mes de Septiembre de 
1671, prohibe solamente á los jueces retractar sus .sentencias 
bajo pretexto de interpretarlas; y defender el abuso de un 
derecho, es mantener este derecho. Esta es la doctrina de la 

orte de Casación, y nos parece incontestable. En el caso so-

met.do á la Corte, había necesidad de interpretar las dec-
a e s l i o s a s porque las partes y los expertos pretendían 
"terpretar la cosa juzgada en dos sentidos opuestos. (1) 4n-

£ de ejecutar las sentencias, debe saberse lo que prescriben. 
Pero la interpretación de las sentencias, como la de las leves 
presenta un peligro. Es de la esencia d~ la interpretación 

haciendo'cl'6 * ^ d e d Í S P ° S Í d ó " " j e t a d a 
nretaci ^ ° b 8 C U r ° : d e m a n e r a <»ue ¿ - t e r -í>re acón no es una nueva disposición, nada a*rea a v nada 

C ; r m o d i f i c a n a d a - A a í e n t e n d ¡ < i a - t e r p r f j ; ; ; ! : 
juzc ad , \ n t Í 6 n e C ° n t r a r Í O ¿ , a a U t o r Í d a d d e « » 

^'en asegura dicha autoridad: Nose puede eje-

^¡eUaria á T T ^ t ' y 8Í M ^ u t a b á ' s e m i g a r í a á hacer decir al jueZ b q u e n o q u ¡ 8 0 d e c ¡ r ^ 
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decisiones! Esto nos confirma en nuestra opinión que el 
juez no debe pronunciar daños y peijuicios para lo venide 
ro, que debe estatuir acerca del daño causadodefinitivamen-
te, á reserva de pronunciar nuevas condenas si hay un nue-
vo daño. Pero cuando concede datios y perjuicios para lo 
venidero, su resolución debe ser seria; seria ó no, debe ser 
mantenida. Comprendemos que el último juez tituvee cuan-
do debe pronunciar daños y perjuicios por un daño imagi - . 
nario, pero la consecuencia testifica en contra del principio 
de las condenaciones conminatorias. 

La Corte de Casación confirmó la sentencia de apelación 
asentando como principio que la condena á una suma p<»r 
cada día de mora, es esencialmente presuntiva y conmina-
toria. (1) Se hallan los mismos motivos reproducidos tex-
tualmente en una sentencia de la Corte de Bruselas. (2) H a y 
decisiones que tienen un carácter conminatorio más pro-
nunciado, esto cuando el juez prevee que la parte condena-
da no ejecutará la sentencia, y pronuncia de antemano una 
pena para el caso en que desobedeciera. Estas disposiciones, 
dice la Corte de Douai, no tienen los efectos de una conde-
na defiinitiva ó irrevocable. El juez que decretó la prohi-
bición, puede estar llamado á examinar si tuvo ó no deso-
bediencia á sus órdenes, y decidir que no habiéndose reali-
zado el caso, la pena no fué merecida. Esto es muy racional. 
¿Pero es verdad decir que esto no ataca á la cosa juzgada? Í3) 
Hay ataque á la autoridad, al respeto que deben gozar las 
decisiones judiciales cuando una primera sentencia pronun-
cia una condena que una segunda revoca. La consecuencia 
atestigua otra vez en contra del principio. ¿ Por qué se apre-
sura el juez en pronunciar una pena para una desobediencia 

1 Denegada, 28 de Dioiembre de 1821 (Dalloz, en la palabra 
ta juzga da, núin. 390. 1"). 

2 1*rusel.ts, 27 de Marzo de 1314 (Patierit!*, 1841,2, 129). Compá-
rese Li- ja , 29 de Mayo de 1R63 (Patkr i t ia , 1864, 2, 17); Bárdeos, 6 
de Mayo de 1870 ,'Dalloz, 1870,1, 208,. 

3 Douai, 5 de Diciembre de 1849 (Dalloz, 1850, 2, 65). 

que no4puede realizarse? ,Que espere que haya desobedien-

/ / . ne la interpretación de las sentencias. 

14S. Antes de la ordenanza de 1GG7, existían tres mane-
ras r a r a proverse en contra de las sentencias independiente-
mente de la requisición civil. La c o r r a n ruando había error 
en as calidades; la intfipretación cuando había obscuridad 
en las d.spos^ones de la sentencia, y la proposición de error 
cuando una de las partes pretendía que la condena resulta-
ba de un error de hecho. La ordenanza de 1667, abolióla 
proposición de *rror; mantuvo, pues, implícitamente la m-
krpretactón y la corrección. En cuanto á la interp,-etadón, no 
hav mucha duda. La declaración del mes de Septiembre de 
1671, prohibe solamente á los jueces retractar sus .sentencias 
bajo pretexto de interpretarlas; y defender el abuso de un 
derecho, es mantener este derecho. Esta es la doctrina de la 
Corte de Casación, y nos parece incontestable. En el caso so-
met.do á | a Corte, había necesidad de interpretar las dec -

Z Z y T P ° r q U e , a S P a r t e S y , 0 S e X P e r t ° 8 P e n d í a n 
interpretar la cosa juzgada en dos sentidos opuestos. (1) 4n-
£ de ejecutar las sentencias, debe saberse lo que prescriben. 
Pero la interpretación de las sentencias, como la de las leves 
presenta un pehgro Es de la esencia d~ la interpretación 
Z Z Í T á f j a r 6 1 8 e n t Í d ° d e k interpretada 
nretaci ^ ° b 8 C U r ° : d e m a n e r a <»ue ^ - t e r -Pre ac„,n no es una nueva disposición, nada a*rea a v nada 
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pues, necesario dirigirse al juez para que interprete su sen-
tencia. Pe ro hé aquí el peligro: Al interpretarla puede es-
tar tentado de modificarla; esto es lo que prohibía la decla-
ración de 1G71. La Corte de Casación ha consagrado esta 
prohibición. Reconoce el derecho de interpretación, y á la 
vez determina sus límites. "S i el respeto para la autoridad 
de la cosa juzgada obliga á las cortes y á los tribunales, este 
deber no excluye la facultad de estatuir acerca de la in ter-
pretación de sus sentencias, todas las veces que por razón de 
alguna ambigüedad en los términos, estas dejan en suspen-
so las partes acerca de la extensión de las consecuencias qu^ 
comprende». En estos casos, el sentido y la verdadera expre-
sión de la decisión, no pudiendo ser restituidos sino por el 
magistrado que la pronunció, sucede por la misma fuerza de 
las cosas que el juez se halle investido del derecho de pro-
ceder á este respeto. El ejercicio de esta prerogativa, no 
tiene para ól otro limite que la prohibición de modificar, 
restringir ó extender los derechos consagrados por la sen-
tencia. (1) 

Se podría objetar el silencio de nuestros códigos. La Cor-
te de Amiens contesta que la ordenanza de 1667, nada de -
cía del recurso de interpretación, lo que no impedia que es-
te recurso se usase. Los autores del Código de Procedimien-
tos han consagrado implícitamente la tradición, disponien-
do que las dificultades que se presentan acerca de la ejecu-
cióu de las sentencias, sean mandadas al Tribunal de ejecu-
ción (art . 554) ; y, es la ejecución de la sentencia la que ha-
ce nacer la dificultad, resultando d e la obscuridad de la ley. 
¿Cómo ejecutar lo que no se eutiende, ó lo que entienden las 
partes en diversos sentidos? (2) 

149. Citaréraos algunos ejemplos de sentencias interpre-
1 Denegada, Sala Criminal , 10 de Noviembre de 1853 (Dalloz. 

1859, 1, 41). Gante , 26 de Feb re ro de 1873 (Paticritia, 1873, 2,190]. 
2 Amiens, 24 de Agosto de 1825 (DaI 'oz , en la pa labra Sentemcia 

núm. 333, 2-). 

tativas; sería inútil multiplicarlas, siendo la interpretación 
esencialmente de hecho cuándo se limita á explicar el sen-
tido de una disposición. (1) Una sentencia encargó á unos 
expertos determinar los límites de la madre de un rio nave-
gable buscando la altura de sus aguas medias. ¿Qué se en -
tendía por aguas medias? Se trataba de determinar el pun-
to en que acaba el dominio público y en que comienza el 
dominio privado. Ese principio que este límite se fije por 
la altura de las mayores aguas del rio en el momento en que 
completamente Heno, no |>odria crecer más sin comenzar á 
desbordar. La sentencia definitiva pronunciada en el caso 
interpretó el primer fallo en este sentido, que los exper-
tos tenían misión de determinar la mayor altura de tas 
aguas entregadas á su curso normal; es decir, antes de al-
canzar los puntos extremos del desborde. Recurso de casa-
ción. Se pretende que la Corte, bajo el pretexto de interpre-
tar su primera sentencia, lo modificó. La Corte de Casación 
decidió que la palabra altura media de las aguas pudiendo 
ofrecer un sentido dudoso para las partes, la Corte de 
ltouen había pedido en su sentencia definitiva, interpretar 
'lichas palabras siu salirse de sus atribuciones. En el ca-
so, el poder de los jueces del hecho no podía ser dudoso, 
pues la primera sentencia, como lo hace notar la Corte de 
Casación, era interlocutoria en la parte litigiosa; y las deci-
siones interlocutorias no ligan al juez del fondo. (2) 

Las sentencias interpretativas son bastante frecuentes en 
materia de costas. Un concordato fué concedido á un que-
brado; algunos acreedores se opusieron; sucumben y están 
condenados á todas las costas de la instancia en homologa-
ción. Una sentencia interpretativa declara que la primera 
sentencia había querido referirse solo á los gastos de proce-

U / I f ™ 8 e " t o n o i a 8 <*}?*»* en el Repertorio de Dalloz, en la 
^ , ' 1 Con juzgada, anms. 318.354. ' 
l - J * leg i la , 9 d e J u l i o de 1846 (Dalloz, 1846, 1, 270) 



dimientos necesarios, todos por la resistencia de los oponen-
tes á la homologación del concordato, y no á los gastos de 
todas las actas que íos demandados habían querido notificar 
á los numerosos acreedores de la quiebra. Recurso de casa-
ción por violaciótude la cosa juzgada; la Corte decidió que 
la sentencia atacada solo contenía la interpretación de una 
disposición cuyos términos, aunque generales, no podían dar 
lugar á una duda racional. ( I) 

150. Sucede que los tribunales, á pretexto de interpretar 
sus decisiones, las modifican. En este caso hay violación de 
la cosa juzgada, y, por consiguiente, ha lugar á casación. 
Una sentencia pronuncia una condena sin darle por su dis-
positivo, la sanción del premio corporal. ¿Puede el juez 
suplir este silencio por vía de interpretación? La negativa es 
evidente. L a Corte de Casación dice que la falta de una dis-
posición acerca de un apercibimiento corporal no presenta 
por sí nada de obscuro ni de ambiguo; que, por consiguien-
te , no ha lugar á examinar por vía de interpretación, si el 
silencio del dispositivo proviene de una abstención volunta-
r ia del juez ó de una omisión de estatuir. Así sucede, dice 
la Corte, ya sea que el apercibimiento corporal haya sido el 
objeto del punto especial de la demanda, ya que no haya 
sido solicitada. La misma sentencia recuerda la regla gene-
ral en esta mater ia , es que el juez agotó su poder cuando ha 
pronunciado su decisión, y que en adelante no le pertenece-
ya agregarle ni quitarle nada. La interpretación destinada 
únicamente á esclarecer una redacción obscura ó ambigua, 
no puede en ningún caso servir de pretexto á la violación 
de este principio fundamental . (2) 

1 Denegada, 10 J n l i o de 1817 ("Dallos, en la pa l ab ra Cotias, n ú -
mero 919). Compárese Denegada, 6 de Abril de 1840 (Dal los , en la 
pa labra Cota juzgada, nfím. 356, 2*;. Bruselas, 26 d e Octubre de 
1849 (Pasicrisia, 1851. I, 124). Denegada de la Cor te d e Casación de 
Bélgica, 21 de Marzo de 1872 (Pasicrisia, 1872. 1.182). 

2 Casación, 28 de Agosto de 1852 (Dalloz, 1852, 1, 139). 

Una parte está condenada á restituir una suma de dinero 
con los intereses de derecho. Los jueces declaran en una se-
gunda sentencia que por las palabras de derecho han queri-
do decir los intereses corridos desde el día de la recepción 

| de la suma por la parte condenada. En el recurso de casa-
L ción esta sentencia fué casada. La Corte reconoce á los jue-

ees el derecho de interpretar las sentencias por ellos pronun-
ciadas cuando sus términos son dudosos y ofrecen alguna 
obscuridad; pero no pueden, so pretexto de interpretación, 
quitar á las partes el beneficio adquirido por una decisión 
cuyos términos positivos tienen un sentido legal que no es 
dudoso: El juez no puede dar á un término legal otro senti-
do que aquel que la ley le da , y cuando se t ra ta de intere-
ses las palabras de (brecho deben entenderse en el sentido 
del art. 1,153 según el que, en las obligaciones que se limi-
tan al pago de una cantidad de dinero, los intereses solo son 
debidos desde el día de la demanda. Dando á estas expre -
siones una interpretación diferente, para llegar á hacer co-
rrer los intereses desde el día de la entrega de la suma que 
debe restituirse, la sentencia atacada había violado el a r t í -
culo 1,351. ( i ) 

f l l . De la rectificación. 

151. U n a s e n t e n c i a d e s e c h a f o r m a l m e n t e u n a d e m a n d a 

por rescisión y la d e m a n d a d e los i n t e r e s e s d e u n a r e n t a . E n 

o q u e c o n c e r n e á los i n t e r e s e s , el e r r o r e r a e v i d e n t e , p u e s -

to q u e la d e m a n d a n o f u é c o n t e s t a d a . L a C o r t e á la c u a l s e 

«d«o la r e c t i f i c a c i ó n d e l e r r o r , l o c o n f e s ó , p e r o d i j o q u e n o 

p e r t e n e c í a r e f o r m a r , p o r v ía d e a p e l a c i ó n , l o q u e e s t a b a 

i Casación, 31 de Enero de 1865 íDal loz IFTFIK I UOIA n 

g s s u r u : s s e - t e ¿ s -
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sentenciado en última instancia cuando la parte que obtuvo 
e s t a decisión errónea persiste en quererla aprovechar. (1) 
Esta es la aplicación rigurosa del principio que acabamos 
de recordar; desde que el juez dió su decisión sus poderes 
están agotados. Cualquiera que sea la fuente de su error, no 
le pertenece ya rectificarlo. La ley abre recursos contra el 
error posible del p r i m e r j u e z ; f u e r a d e estos recuisos no hay 
medio de volver sobre lo que fué sentenciado. Lo mismo j 
pasa aunque se pretenda que las piezas acerca de las que ha 
sido pronunciada la sentencia tenían faltas y eran incom-
ple tas (2) el error es irreparable. Se descubre una pieza | 
que prueba que el primer juez cometió un error de hecho: 
Había sentenciado que una donación era nula por falta de i 
de insinuación: se producen piezas que dan la prueba autcn- j 
táca del cumplimiento de esta formalidad; (3) no importa, 

• el error es irreparable. Acerca de este último punto, hay 11 
una disposición formal que confirma la doctrina rigurosa que 
acabamos de exponer: S e g ú n los términos del art. 480 d e » 
Código de Procedimientos, hay lugar á requisición civil si J 
desde la sentencia se recobraron piezas decisivas que hab.au i 
sido detenidas por el hecho de la parte. Fuera de este c a s o , « 
el descubrimiento de piezas nuevas no permite reformar la | 

sentencia. . _ 
152. L a ley solo hace una excepción á esta regla y - i» 

excepción confirma la regla. Según el art. 541 del Cód.go i 
de Procedimientos, "no se procederá á la revisión de ningu-
na cuenta ¿ reserva que las partes, si hay error, omisión, 
falsedad, ó doble empleo, formulen sus demandas ante los 1 
mismos jueces." La Corte de Casación, aplicando este arti-
culo, dice muy bien que los errores de cálculo pueden siem- ^ 

\ í 
b t § ^ f S ^ ^ e l ^ W l l - , en la palabra C o n ^ g 
goda, núm. 379. 

pre [rectificarse sin atacar la autoridad de co*a juzgada 

puesto que es siempre seguro que los jueccs quisieron ha -
cer una op t ac ión de aritmética completa y exacta, y que 
no han podido hacer que una cifra ocupe el lugar de la ci-
fra más exacta; (1) los jueces no pueden decidir que uno y 
dos hacen cuatro. , 

Sin embsxgo, la Corte va demasiado lejos diciendo que 
los errores ce cálculo pueden siempre ser rectificados. Esto 
sobrepasa al art. 541. Para que esta disposición pueda ser 
aplicada, es necesario que haya una cuenta; si, pues, no se 
trata de una cuenta, los errores de cálculo no pueden ser 
rectificados, ni ningún otro error. Después de todo no es 
más absurdo decir que dos y dos hacen cinco, que decir que 
no hubo insinuación, cuando se presenta el acta de insinúa-
Ción. Por muy deplorables que sean los errores, los cubre 
la cosa juzgada. Se ampara uno del art. 541 para obtener 
la rectificación de errores que la ley no permite rectificar 
cuando hay cosa juzgada: La Corte de Casación, fiel á su 
misión, ha reprimido estos excesos de poder que tendían na-
da menos que á arruinar la autoridad de cosa juzgada Unos 
empresarios reclaman el pago de unos trabajos; la Corte esta-
tuye acerca de las contestaciones .sobrevenidas por las con-
clusiones de las partes, sin ordenar la rendición de ninguna 
cuenta. L n a de las partes pide la rectificación de una°dis-
posicón de la sentencia relativa á intereses convencionales 
cuya cifra, á consecuencia de un error de cálculo, era muv 
inferior á los que realmente fueron concedidos. La Corte de 
Aix acogió la demanda. Esta era una falsa aplicación del 
art o41; r o podía tratarse de rectificación de una cuenta 
puesto que ninguna cuenta había sido ordenada; era, en rea-

U , , a a c c i ó n P° r reparación de error cometida en una 
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decisión judicial. Y semejante acción no es ad ,ntida, sal™ 
el caso.en que hay lugar 4 requis.c.ón civil. (1 

153. ¿No debe hacerse una excepción a l « S « ' ^ ^ 
principios cuando el error cometido por el juez p u e d e r e c t 

ficar-e por U misma «enUnoUt H é a q n i » „ 
.entó. El jaez al condenar 4 una de los par te , 4 as c o s t o , 
se equivoca de nombre y pone el de la parto que había o b -
ten d " en la causa. ¿Había cosa juzgada y este error no po-
dla ser rectificado' Así se sostuvo ante la Corte de Casa-
tíón pero el recurso fué desechad»: (2) Esta es una cues t an 
de interpretación m i s biéu que de rectificación; el d a -
tivo debe ser interpretado por los motivos S, los motivos 
prueban que hay un error de nombre en el d ^ o s . U r o hay 
que tomar 4 la sentencia en su conjunto, si no se hace decir 
al juez lo contrario de lo que quiso decir. 

54 La jurisprudencia de acuerdo c o a l a doctr ina ad-
mite ademi» otra excepción. U n a parte está condenada 4 

cantidad, encuentra el recibo del pago que ha-
to hecho antes del juicio. ¿Puede hacerlo valer 4 pesar de 
la sentencia condenatoria! Se admit ía la afirmativa en el an-
L o derecho, condenando 4 la parte 4 pagar , se dice e 
juez solo decide una cosa, es que hay deuda, nada decide 
a c e r c a d e l punto de ,aber si la deuda fuó pagada; la parte 
condenada puede, pues, presentando el recibo. £ 
.atisfecho antes de la sentencia, puesto que el acreedor ha 
recibido lo que le era debido (3). Según el rigor de los prin-
e p i o , se podría sostener que el d e u d o r condenado 4 pagar 
debe ejecutar la sentencia. Pero despues de haber pagado 

- r S U 24 ,1» A b r , l .le 1822 ( D a l l o « , < » pa l ab ra G o t a j u * -

mo II I , pág. 281). 

tendría acción en repetición; produciendo el recibo p roba-
ría que pagó lo que ya no debía, y el acreedor no puede re-
teuer lo que recibió, porque lo har ía sin causa. Se diría en-
vano que lo retiene en virtud de una sentencia, la cual for-
ma una cau&a nueva. Con testa remos con la Corte de Casa-
ción, qUe el d t r echo francés ignora esas sutilesas: El acree-
dor recibió dos veces de la misma deuda; luego debe res t i -
tu i r lo que recibió por dtrplicado. ¿No es más sencillo decir 
que el deudor puede liberarse presentando su recibo? ¿Pa t a 
qué obligarle á paga:* r uando puede inmediatamente recla-
mar la resti unión de lo que ha pagado? Queda un motivo de 
duda; la sentencia no recibirá su ejecución: ¿No será esto 
atacar la autoridad de cosa juzgada? En el derecho antiguo sé 
confesaba que esto era una excepción de equidad; ¿y se po-
lirà toda bla en derecho moderno admitir una excepción fun-
dada en la equidad, cuando el Código no la consagra? Cree-
mos que á todo rigor debe contestarse negativamente, l 'ero 
la equidad ha ganado el punto. (1) 

¿Qué debe decidirse si el deudor opuso la excepción «le 
pago, el juez la desechó por falta de prueba; el dendor des-
cubre después el recibo? ¿Puede prevatecerse de él, sea pa-
ra oponerlo al acreedor que quiera ejecutar la sentencia, >ea 

ara repetir por lo que ha pagado? Se ha pretendido así; (2) 
la Corte de Casación no podía llegar hasta allá, esto hu-
biera sido destruir la cosa juzgada por consideración de 
equidad. Desechando la excepción de pago, el juez decide 
que no ha habido pago. Y admitir al deudor á prevalecerse 
de su recibo, es decir que hubo pago; esto es, pues, ponerse 
en contradicción con la cosa juzgada. 

1 Véame las senU-ncias en el Repertorio de Dalloz, en la pa labra 
Cota juzgada, n6nis. 376.378. D.-be agregarse Denegada , 6 de J n n i o 

"d* 1S5U , Dalloz, 1859, 1. 453); Denegada , Sala Civil, 2 de Ju l io de 
1873 (Dallo*. 1874, 1, 470). 

2 Duranion, t. X I I I , pág. 502, núm. 474. En sent ido contrario, 
Merlin, Repertorio, en la pa labra Sucesión,sec. I, pfo. I l , a r t . I I I . Tou-
Uier, t. V, J, pág. 109, ¿fia. 127. \ 



SECCION VI.—De la confesión. 

§ I . — N o c i o n e s g e n e r a l e s . 

155. Según los términos del ar t . 1,354, la confesión que 
se opone á una parte es judicial ó extrajudicial. H i y i na 
gran diferencia entre la fuerza probante de la confesión ju-
dicial y la que se hace fuera de justicia. En su esencia, sin 
embargo, la confesión es un mismo hecho juridico, poco im-
perta el lugar en que se haga. Del*, pue«, comenzar por 
examinar la naturaleza de la confesión en gen* ral. Potluer 
define la confesión general como sigue: "Es la confesión que 
una parte hace ante el juez de un hecho, acerca del que se 
la interroga, declaración de que el juez levanta ac ta ." Eri-
jamos á un lado la forpia d a l a confesión judicial; queda 
pues, la declaración de un lincho; no de todo hecho, pues 
Pothier supone una respuesta acerca de un interrogatorio 
del juez; y el juez interroga acerca de hechos y artículos; es 
decir, acerca de los hechos que son objeto del litigio. Es en 
este sentido como los editores de Zacharise, han rectificado 
la difinición de Pothier, explicándola: "La confesión es la 
declaración por la que una persona reconoce como por ver-
dadero y debiendo «ido considerado como verdad á su res-
pecto, un hecho que de naturaleza ha producido contra ella, 
consecuencias jurídicas." No hay que decir que la confe-
sión no es una declaración cualquiera, acerca de cualquier 
hecho, ni una declaración al aire, sin influencia en el pro-
ceso. Todo lo que dicen los Sres. Aubry y Rau, está com-
prendido en la difinición de Pothier. No se contesta al juez 
tino acerca de hechos jurídicos, y la contestación es un ele-
mento de prueba; luego aquel que hace una confesión sabe 
que ae prevalecerá álugien de ella contra éL (1) Solo que de 

l Po th ie r , De la» obligadone», n4m. 830. A u b r y y Bau , t. V I , p á -
guia 333, nota 1, pfo. 7ól . 

l e extenderse lo que Pothier dice de la confesión judicial á 
la confesión exrr.<judi ¡al, pues es también una confesión. 

156. l a confesión es la declaración de un hecho. No hay, 
pues, lugar á prevalecer«« contra una parte d«s la declara-
ción que hiciera a<-ercá de una cuestión de derecho. Esto es 
tan evidente, que no se comprende cómo lo contrario pudo 
ser sostenido en justicia y que se haya necesitado una sen-
tencia de la Corte de Casación para decidir que no son lai 
partes las que resuelven las dificultades de derecho, sino el 
ju- z. (1) Poco importa, pues, que las partes digan ó no di -
gan. El ju"z decide según la ley y no según el dicho de las 
partas. Dh esto resulta, que aquel que hizo en primera ins-
tancia una declaración acerca de un punto de derecho de la 
que puede depender la decisión de la causa, no está ligado 
por lo que dijo como lo estaría por una confesión; puede en 
apelación contestar lo que ha dicho ante el primer ju-z ( ') 

157. Así, no bay confesión sino cuando la declaración 
versa acerca de un punto de hecho. Es menester una decía 
ración. Se cita algunas veces como adagio que aquel que 
guarda silencio acerca de un hecho alegado por la parte 
adversa, es considerado como confesándolo; máxima tan 
peligrosa como falsa. Como lo dicen muy bien las leyes ro-
manas, aquel que nada dice no confiesa ni niega, no se pro-
nuncia; luego no hace ninguna declaración, ninguna con-
fesión. Vanamente se dice que aquel que no reconoce la ver-
dad de un hecho alegado, no tiene interés en negarlo. Pue-
de contestar que tiene el derecho de callar, y que la parte 
adversa no tiene el de dirigirle una interpelación. Solo el 
jaez tiene este poder. Si el juez en un interrogatorio sobre 
hechos y artículos ó en una comparecencia interpela á la 
Parte, la cuestión entonces es muy diferente. La parte inte-
rrogada debe responder. Según los términos del art . 330 del 

S ^ J ' A g 0 8 t 0 d e 1 8 0 8 ( D a U o z ' e n * p s l * b r * 
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SECCION VI.—De la confesión. 

§ I . — N o c i o n e s g e n e r a l e s . 

155. Según loa términos del ar t . 1,354, la confesión que 
ae opone á una parte es judicial ó extrajudicial. II iy t na 
gran diferencia entre la fuerza probante de la confesión ju-
dicial y la que se hace fuera de justicia. En su esencia, sin 
embargo, la confesión es un mismo hecho jurídico, poco im-
perta el lugar en que ce haga. Debe, pue«, comenzar por 
examinar la naturaleza de la confesión en gen* ral. Potluer 
define la confesión general como sigue: "Es la confesión que 
una parte hace ante el juez de un hecho, acerca del que se 
la interroga, declaración de que el juez levanta ac ta ." t a -
jamos á un lado la forpia d é l a confesión judicial; queda 
pues, la declaración de un lincho; no de todo hecho, pues 
Pothier supone una respuesta acerca de un interrogatorio 
del juez; y el juez interroga acerca de hechos y artículos; es 
decir, acerca de los hechos que son objeto del litigio. Es en 
este sentido como las editores de Zacharise, han rectificado 
la difinición de Pothier, explicándola: "La confesión es la 
declaración por la que una persona reconoce como por ver-
dadero y debiendo «ido considerado como verdad á su res-
pecto, un hecho que de naturaleza ha producido contra ella, 
consecuencias jurídicas." No hay que decir que la confe-
sión no es una declaración cualquiera, acerca de cualquier 
hecho, ni una declaración al aire, sin influencia en el pro-
ceso. Todo lo que dicen los Sres. Aubry y Rau, está com-
prendido en la difinición de Pothier. No se contesta al juez 
tino acerca de hechos jurídicos, y la contestación es un ele-
mento de prueba; luego aquel que hace una confesión sabe 
que se prevalecerá álugien de ella contra éL (1) Solo que de 

l Po th ie r , De Uu obligadone», n4m. 830. A u b r y y Bau , t. V I , p á -
gala 333, nota 1, pfo. 7ól . 

l e extenderse lo que Pothier dice de la confesión judicial á 
la confesión exrr.<judi ¡al, pues es también una confesión. 

156. l a confesión es la declaración de un hecho. No hay, 
pues, lugar á prevalecer« contra una parte de la declara-
ción que hiciera a<-erca de una cuestión de derecho. Esto es 
tan evidente, que no se comprende cómo lo contrario pudo 
«er sostenido en justicia y que se haya necesitado una sen-
tencia de la Corte de Casación para decidir que no son lai 
partes las que resuelven las dificultades de derecho, sino el 
ju- z. (1) Poco importa, pues, que las partes digan ó no di -
gan. El juez decide según la ley y no según el dicho de las 
partas. Dh esto resulta, que aquel que hizo en primera ins-
tancia una declaración acerca de un punto de derecho de la 
que puede depender la decisión de la causa, no está ligado 
fior lo que dijo como lo estaría por una confesión; puede en 
apelación contestar lo que ha dicho ante el primer ju-z ( ') 

157. Así, no bay confesión sino cuando la declaración 
versa acerca de un punto de hecho. Es menester una decía 
ración. Se cita algunas veces como adagio que aquel que 
guarda silencio acerca de un hecho alegado por la parte 
adversa, es considerado como confesándolo; máxima tan 
peligrosa como falsa. Como lo dicen muy bien las leyes ro-
manas, aquel que nada dice no confiesa ni niega, no se pro-
nuncia; luego no hace ninguna declaración, ninguna con-
fesión. Vanamente se dice que aquel que no reconoce la ver-
dad de un hecho alegado, no tiene interés en negarlo. Pue-
de contestar que tiene el derecho de callar, y que la parte 
adversa no tiene el de dirigirle una interpelación. Solo el 
jaez tiene este poder. Si el juez en un interrogatorio sobre 
hechos y artículos ó en una comparecencia interpela á la 
Parte, la cuestión entonces es muy diferente. La parte inte-
rrogada debe responder. Según los términos del art . 330 del 
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Código de Procedimientos, "si la parte nO comparece ó se 
rehuía contestar después d e h a b e r comparendo, os hechos 
podrán ser tenidos por averiguados: ' El art . 
una disposición análoga; prescr.be que los hechos d e j o s 
que una parte pide dar la prueba sean articulados urna 
mente si no están reconocidos ó denegados después de tres 
dias v podrán ser tenidos ¡>or confesados ó averiguado*. As, 
n i por una interpretación del juez se conatdera de derecho 
pl .no como una confesión; el Tribunal es qmen decidirá se-
U las circunstancias de la causa. (1) De esto sigue que la 
confesión tácita resultando del silencio, es soberanamente 
apreciada por el juez del hecho; la decisión no da lugar 

casación. (2) , ' 
Bien que el silencio no constituya una confesión, puede 

ser tomado en consideración por el juez, como elemento de 
convención, en el caso en que puede fundar su resolució 
en simples presunciones; puede resul tar , en efecto, del silen-
cio una probabilidad más ó menos fuerte contra una parte 
que calla cuando tiene interés en rechazar una alegación. 
Pero «rande es la diferencia entre el silencio, considerado 
c o m o presunción del hombre y la confesión propiamente u -
cha. La confesión hace fe plena contra quien la hace (ar-
tículo 1,356). es la mayor de las pruebas; mientras que el 
aileucio solo hace nacer una probabilidad contra la par« 
que debiera contestar. (3) Esta probabilidad no se vuelve 
confesión sino eñ los casos determinados por la ley. bato 
equivale á decir que estos casos son de extricta interpreta-

1 158. Resulta de la confesión que toda declaración ó ale-

1 Toullier, t. V, 2, pág 148, nám.*99. Aabry , l ian, t . V I . 

" I f c X Casación de Brosela*, 14 de Julio de 1818 ( P o r f g 

de Mayo de 1812 (Dalloz, en U palabra ^ , " ; ' 
bre y 19 de Abril de 1842 (en la palabra Ditpo 
n J , nú®. 4,607, I*). 

gaeíón no es una confesión. No deben considerarle como ta-
les las declaraciones que hacen la partes en aporta de su 
demanda ó DE HUS excepciones; Estos son medios de defen-
tA, lo que excluye la ideaque esas declaraciones puedan ser 
invocadas contra la parte de la que proceden. Se pide la 
nulidad de una venta por dolo, fraude ó error; el compra-
dor sostiene que la venta es sincera y seria. Después cam-
bia de defensa y dice que el con' rato es eficaz, si uo como 
venta, cuando menos como donación disfrazada. Recurso de 
casación contra la sentencia que admitió este medio; se pre-
tende que había confesión del demandado y que el juez es-
taba ligado por esta confesión. La Corte de Casación deci-
dió que no había confesión, sino únicamente conclusiones 
mibsidiarias. (1) Esto corta la dificultad de derecho, pero de 
hecho puede ser difícil distinguir la declaración que una 
confesión de la que no es un medio de defensa ó una s im-
ple opinión. Esta es cuestión de interpretación de voluntad 
yue se decide soberanamente por el juez del hecho. (2) 
» Esta distinción se aplica con mayor <azón á la confesión 
extrajudicial. En un debate judicial, las partes estudian tus 
palabras y no improvisan declaraciones; mientras que fuera 
de justicia, muchas palabras y muchas declaraciones se di-
cen y hacen á la l igera, y sin que aquel que las hace piense 
en ministrar la prueba de un hecho jurídico. Por esto e« 
que el juez tiene en esta materia un poder discrecional, co-
mo lo diFémos más adelante. Una persona llevaba los ne-
gocios de una familia, sin que haya habido nunca cuenta 
general y definitiva; depositó en manos de un agente de cam-
bio valores declarando que pertenecían á uno de los miem-
bros de dicha familia; después se retractó de esta declara-

1 Denegada, 3 «le Junio de 1829 (Dallos, on la palabra Obligado-
nám. 6.059). Compárese Denegada de la Corte de Casaoión da 

»ílgioa, 6 de Agosto de 1834 {PaSicrúia. 1834, 1, 290). 
2 Denegada, 25 de Febrero de 1836 (Dalloz, en la palabra Obliga 

núm. 5,079, 5a). 



ción. ¿Era esta una confesión comprobando la propiedad de 
estos valores? La Corts de Paris declaró que no había con-
fesión, porque la declaración no se había hecho en provecho 
de la señorita que el figente de negocios había declarado 
•er propietaria de los valores, ni p i ra crear un título en su 
favor; el depositante quería impedir al depositario de servir-
•e de los títulos. Una confesión, dice la Corte de Paris, su-
pone una pretensión cualquiera de parte de aquel en prove-
cho de quien se hace y, en el caso, el pretendido propietn-
tario nunca había presentado la menor pretensión acerca de 
los títulos cuya existencia ignoraba. (1) 

159. Resulta también de la definición que hemos dado de 
la confesión que se supone que la declaración procede de 
una de las partes. De donde se sigue que si un testigo ha/ e 
una declaración en un procedimiento civil ó criminal nopue-
d oponérsele como constituyendo una confesión en prove-
cho de una parte, cuando aun no existía ningún debate, y 
por consiguiente no había partes en causa. (2) No hay con-
fesión sin la voluntad de hacer una declaración refiriéndole 
á una contestación y debiendo servir de prueba. Es, pues, 
preciso que la "declaración esté hecha por una parte como tal 

§ II.—De LA c o n p e s i o » j u d i c i a l 

Núm. 1. ¿Cuándo hay confesión judicial? 

160. La confesión judicial supone una declaración hecla 
en justiciá; es decir, en el curso de un proceso; luego por 
una de las partes que están en causa. Esto es lo que dice el 
a r t 1,356: "La confesión judicial es l ^ q u e hace una parte 
en justicia ó la que hace su apoderado especial." Es, pues 
de la esencia de la confesión judicial que se haga en just i -

1 rar iF. 13 de Nov iembre de 1867 (Dallos, 1867, 2, 210). 
1 Penega 1», Sala Cr imina l , 8 de NoTÍembre de 1854 (Dallo®, 1850, 

cía. ¿Las declaraciones que hace una parte en una instan-
cia administrativa son-confesiones? La negativa fué-senten-
ciada en Francia, pero la decisión no es absoluta; se dice en 
la sentencia de la Corte de Casación que sé trataba de enun-
ciaciones extrañas al proceso y hechas, no en el curso del 
mismo, sino en una demanda tendiendo 4 obtener la radia-
ción de la lista de los emigrados y el levantamiento del se-
cuestro de srts bienes. (1) Si la declaración fué hecha en Tin 
proceso verdadero, hay declaración judicial; puesto que hay 
una justicia administrativa, debe advertirse que las confe-
siones hechas ante un juez administrativo son confesiones ju-
diciales. Queda por saber si las declaraciones hechas en una 
instancia, pueden ser invocadas en otra; volveremos á ocu-
parnos de este punto. 

161. Ha sido resuelto que la declaración hecha ante á r -
bitros es una confesión judicial. En el caso, no podía haber 
mucha duda, puesto que las declaraciones habían sido reno-
vadas ante la Corte de Paris. (2) Aunque no hubiesen 6¡do 
sino ante los árbitros, debiera considerárseles como confesio-
nes judiciales, pues los árbitros son jueces; por consiguiente, 
la confesión hecha aAte ellos es.una confesión hecha en jus-
ticia. Se objetaba que la confesión no constaba por acta se-
parada; la Corte contestó que esto no es necesario, que basta 
que la declaración conste en los motivos de la sentencia. 
\ ol ver ó moa á ocuparnos de este punto. 

162. ¿Las confesiones hechas ante el juez do paz cuando 
funge como magistrado conciliador, son confesiones judicia-
les.' Hemos encontrado ya esta cuestión muy controverti-
da; (3) la doctrina está dividida así como la jurispruden-
cia. Nos parece que el texto da la ley la decide. El artícu-

1 Denegada, 9 d e Enero de 1839 (Dailoz, en la pa labra Obligado, 
ne,, núm. 5.095, Io) . - J 

2 Denegad«, 20 do Marzo de 1860 (Dailoz. 1860, 1, 398\ 
3 \ é s te el tomo X I X de mis Principios, pág. 568, núm'. 512. 

-"' v _ P. de D. TOMO xx__27. 



ción. ¿Era esta una confesión comprobando la propiedad de 
estos valores? La Corts de Paris declaró que no había con-
fesión, porque la declaración noae había hecho en provecho 
de la señorita que el agente de negocios había declarado 
•er propietaria de los valores, ni p i ra crear un título en su 
favor; el depositante quería impedir al depositario de servir-
•e de loa títulos. Una confesión, dice la Corte de Paris, au-
pone una pretensión cualquiera de parte de aquel en prove-
cho de quien se hace y, en el caso, el pretendido propieta-
tario nunca había presentado la menor pretensión acerca de 
los títulos cuya existencia ignoraba. (1) 

159. Resulta también de la definición que hemos dado de 
la confesión que se supone que la declaración procede de 
una de las partes. De donde se sigue que si un testigo ha/ e 
una declaración en un procedimiento civil ó criminal nopue-
d oponérsele como constituyendo una confesión en prove-
cho de una parte, cuando aun no existía ningún debate, y 
por consiguiente no había partes en causa. (2) No hay con-
fesión sin la voluntad de hacer una declaración refiriéndole 
á una contestación y debiendo servir de prueba. Es, pues, 
preciso que la "declaración esté hecha por una parte como tal 

§ I I . — D e l a c o n f e s i o » j u d i c i a l 

Núm. 1. ¿Cuándo hay confesión judicial? 

160. La confesión judicial supone una declaración hecla 
en justiciá; es decir, en el curso de un proceso; luego por 
una de las partes que están en causa. Esto es lo que dice el 
a r t 1,356: "La confesión judicial es l ^ q u e hace una parte 
en justicia ó la que hace su apoderado especial." Es, pues, 
de la esencia de la confesión judicial que se haga en just i -

1 rar iF. 18 de Nov iembre de 1867 (Dallos, 1867, 2, 210). 
1 Penoga 1», Sala Cr iminal , 8 de NoTiembre de 1854 (Dallo®, 1850, 

1 ,348>. 

cia. ¿Las declaraciones que hace una parte en una instan-
cia administrativa son-confesiones? La negativa fué-senten-
ciada en Francia, pero la decisión no es absoluta; se dice en 
la sentencia de la Corte de Casación que .sé trataba de enun-
ciaciones extrañas al proceso y hechas, no en el curso del 
mismo, sino en una demanda tendiendo á obtener la radia-
ción de la lista de los emigrados y el levantamiento del se-
cuestro de srts bienes. (1) Si la declaración fué hecha en un 
proceso verdadero, hay declaración judicial; puesto que hay 
una justicia administrativa, debe advertirse que las confe-
siones hechas ante un juez administrativo son confesiones ju-
diciales. Queda por saber si las declaraciones hechas en una 
instancia, pueden ser invocadas en otra; volveremos á ocu-
parnos de este punto. 

161. Ha sido resuelto que la declaración hecha ante á r -
bitros es una confesión judicial. En el caso, no podía haber 
mucha duda, puesto que las declaraciones habían sido reno-
vadas ante la Corte de Paris. (2) Aunque no hubiesen sido 
sino ante los árbitros, debiera considerárseles como confesio-
nes judiciales, pues los árbitros son jueces; por consiguiente, 
la confesión hecha aAte ellos es.una confesión hecha en jus-
ticia. Se objetaba que la confesión no constaba por acta se-
parada; la Corte contestó que esto no es necesario, que basta 
que la declaración conste en los motivos de la sentencia. 
\ ol veré moa á ocuparnos de este punto. 

162. ¿Las confesiones hechas ante el juez do paz cuando 
funge como magistrado conciliador, son confesiones judicia-
les.' Hemos encontrado ya esta cuestión muy controverti-
da; (3) la doctrina está dividida así como la jurispruden-
cia. Nos parece que el texto da la ley la decide. El artícu-

1 Denegada, 9 d e Enero de 1839 (Dalloz, en la pa labra Obligado, 
ne,, núm. 5.095, Io) . - J 

2 Denegada, 20 do Marzo de 1860 (Dalloz. 1860, 1, 398\ 
3 \ é s te el tomo X I X de mis Pdndpiot, pág. 568, núm'. 512. 

."' v _ P. de D. TOMO xx__27. 



lo 1,356 prescribe que la declaración se haga en justicia, 
luego ante un juez llamado á sentenciar un proceso; y el 
juez de paz no funge como juez cuando las partes se presen-
tan ante él en conciliación; esto es decisivo. El espíritu de 
la ley aparece en armonía con el texto. Según la ley de 24 
de Aszosto de 1700 (tít. X, art. 3), el jyez de paz debía le-
vantar acta sumaria de lo dicho por las partes, de sus con-
fesiones y negaciones acerca de los puntos del liecho; el Có-
digo de Procedimientos no reproduce esta disposición, se^li-
mita á decir que el juez de paz hará sumariamente -mención 
que las partes no pudieron convenirse (art. 54). ( i ) L a ma-
yor parte de los autores enseñan que la confesión es judi-
cial Toullier parece ver en esto una cuestión de fuerza pro-
bante de las actas. (2) Esto no es exacto; aunque la confe-
sión constara p o r u ñ a acta auténtica, no sería una confesión 
judicial; y no puede decirse en el caso, que la confesión fue 
recibida por un magistrado, puesto que el juez de paz no fun-
ge como juez, y que la ley no le da misión para recibir con-
fesiones. Duranton tiene otro, motivo, es que el juez de paz 
es competente para recibir el juramento de las partes. (3) 
Contestarémos que la ley le da este poder, mientras que na-
da dice de la confesión; la cuestión debe, pues, ser resuelta 
por el art. '1,356, y se reduce á saber si el juez de paz funge 
como juez. Se dice que la conciliación es un preliminar in-
dispensable de toda acción en justicia; esto es verdad, ¿pero 
resulta de esto que la comparecencia de las partes constitu-
ya una instancia judicial? Larombiére invoca el carácter 
"del magistrado: Esto es jugar con las palabras; el juez de 
paz no es un magistrado cuando está llamado á conciliar á 
las partes, puesto que nc decide ninguna contestación. (4) 

1 cTolmet d e S a n t e r r e , t V , pág . 643, n f tm , 332FCÚII S a l a d e Ca-
saciou de Bruse la s , 11 d e F e b r e r o d e 1820 (Pasicris,a, 1820, p á g . 4 o ) . 

2 T o n l l i e r , t . V, 2, p á g . 235, mira . 271. 
3 D a r a n t o n . t . X I I I . p á g . 598, n ú m . 561. 
4 L a r o m b i é r e . t. V , pá 395, n ú m . 2 ( E d . B . , 4 0 1 1 , p á g , 306) . 

La jurisprudencia se pronuncia en favor de la opinión que 
combatimos. (1) 

163. ¿ En qué forma se hace la C Q n f e s i ó n judicial? El ar-
tículo 1,350 no prescribe ninguna forma y, por lo tanto, no 
excluye á ninguna. Ordinariamente la confesión ee hace en 
el interrogatorio sobre hechos y artículos. L a ley permita 
á las partes hacerse interrogar respectivamente en toda ma-
teria y en cualquiera estado de la causa (Cód. de Proc. , ar-
tículo 324). Desgraciadamente estas confesiones están casi 
siempre preparadas de antemano y calculadas de manera 
que la parte adversa no pueda dividirlas, y , por consiguien-
te, sacar de ellas ninguna prueba. La confesión puede ser 
expontánea; es decir, hecha por una de las partes sin que 
ésta esté interpretada ni requerida, cuando reconoce un he-
cho en audiencia, (2) ó ante un juez comisario, (3) ó en una 
acta judicial, como por ejemplo en las cualidades (4) ó en 
una acta de oposición en una sentencia por defecto. (5) Es 
necesario una acta judicial; luego una declaración hecha en 
una carta, aunque escrita en el curso de la instaucia por 
una parte á la otra, no es una confesión extrajudicial. (6) 

Acerca de todos estos puntos no hay 'ninguna duda. La 
confesión extrajudicial da lugar á ui^a ligera dificultad cuan-
do se reproduce en justicia. ¿Se hace en este caso una con-
fesión judicial indivisible como tal é irrevocable? ¿ó perma-
nece como confesión extrajudicial, y por lo tanto, revocable 
y divisible? Nos parece que la cuestión está mal presenta-

1 V é a n s e ¡as s e n t e n c i a s e n el Repertorio d e b a l i c e , n ü m . 5 064 l i-
moges . 17 do J u l i o d e 1849 (Da l loz , 1852, 2 , 51) . Liej», Sala' d e Ca 
Há. jé:i , 26 d e F e b r e r o do 1818 fPasicrisia 1818, p á g . 4 6 ) 

2 D e n e g a d a d e la C o r t e d e C a s a c i ó n d e Bé!gic¡», 31 d e M a i z o do 
1859 (Pasicrisia, 1859, 1 ,287) . 

•'i Bruse la* , 15 do N o v i e m b r e d e 1845 (Pasicrisia. 1847 2 337» 
4 Denegada , 21 d e J i r t io d e 1836 (Da l loz , en la p a l a b r a Servi.lum-

tres, nn jn . 4 7 6 , 7 ' ) . 
5 Br inc ias , 15 de J u l i o d e 1867 (Pasicrisia, 1869, 2, 329) 
6 D e n e g a d a , 7 d e N o v i e m b r e de 1827 <Dalloz, en la p a l a b r » Su-

cesión, n t im. 1,196), 



da. Hay dos confesiones en el caso, una extrajudicial y otra 
judicial; la' parte interesada puede prevalecerse d e una y 
de otra, pero naturalmente con los caracteres y los efectos 
que la ley da á cada una. La confesión judicial tiene la gran 
ventaja de hacer plena fe, pero por otro lado no se la pue -
de dividir; mientras que la confesión extrajudicial puede ser 
dividida, pero no hace plena fe. A la parte toca escoger lo 
que mejor le convenga. (1) En derecho, no se puede decidir 
de una "manera absoluta, como lo ha hecho la Corte de Casa-
ción, que la confesión se vuelve judicial, pues la concesión 
extrajudicial es un hecho del que resulta un derecho para 
aquel que la puede invocar; y no depende de la parte des-
truir un hecho ni quitar un derecho adquirido. (2) 

164. Existe una cuestión más dudosa: Se pregunta si la 
confesión debe hacerse en la misma instancia en que está in-
vocada. La mayor parte de los autores enseñan la afirmati-
va; de manera que una confesión hecha en una primera ins-

t a n c i a no podría servir de prueba en otra instancia. ¿No es 
esto sobrepasar el espíritu y el texto de la ley? El art. 1,356 
solo prescribe una condición para que haya confesión judi-
cial, es que ésta esté hecha en justicia; exigir que se haga 
en una misma instancia en la que se quiere prevalecerse de 
ella, es exigir una condenación que la ley no prescribe. ¿Tie-
ne este derecho el intérprete? Nó, íí menos que la condición 
resulte de la esencia misma de la confesión á la cosa juzga-
da ; se dice que hace plena fe, pero no resulta de ella sino una 
verdad relativa, como la de la sentencia. La fe que la con-
fesión hace en mía instancia es extraña á otra instancia. (3) 
La comparación es especiosa, pero es el caso de decir que 

1 A u b r y y R a n , t . V I , p á g . 336, n o t a 10. L a r o m b i ó r e , t , t , p á -
g i n a 2»7, nc'uu. 7 (BiL 1$ , t . I I I . p á g . 307) . 

2 t i l ac ión , 30 d e A b r i l d e 1821 (D&Iloz, n ú m . 5,163». Mer l in Cues-
tiones, en la p a l a b r a Confesión, p fo . I V , n u m . 1. 

3 A u b r y y B a o , t . V I , p á g . « 5 , n o t a 7 . C o l m e t d é S a n t o r r e , t o -
m o V, p á g . 648, n ú m , 3 3 3 bis I I . E n s e n t i d o c o n t r a r i o , M a r o a d é , to-
m o V , p á g . 225, n ú m . 2 del a r t í c u l o 1,356. 

comparación no es razón. .Una cosa es la sentencia y otra la 
confesión. N o se concibe que una sentencia fcfenga" efecto 
Juera de la causa en la que fué pronunciada; los fallos judi-
ciales son esencialmente relativos, mientras que la confesión 
<-i ol reconocimiento de un hecho. ¿Se concibe que aquí la 
verdad'sea relativa y que la parte venga & decir: Lo que re-
conozco será verdad en el proceso actual, pero mi declara-
ción dejará de ser verdadera en los demás procesos que po-
drán surgir? 

La jurisprudencia eatá dividida; un fallo reciente de la 
Cbrte de Casación se pronunció por la opinión que, acaba-
mos de defender; la Corte se apoya en los términos gener. -
los del ar t . 1,356. (1) Esto es, á nuestro juicio, un a r g u -
mento-irrefutable. 

165. Otra es la cuestión de saber si la confesión puede 
>er invocada por un tercero. Está uno inclinado á creerlo; el 
acta auténtica hace fe con relación á los terceros así como 
entre las partes; y la confesión consta ser acta auténtica. 
¿Por qué no haría la misma fe? Hay una diferencia entre 
el acta auténtica y la confesión. El notario tiene misión.de 
'lar fuerza probante á los hechos que hace constafr en las 
declaraciones que recibe con relación á la sociedad entera; 
es por razón de esta misión que las acta^pueden ser invoca-
das contra los terceros, como pueden ser invocadas por ellos. 
La confesión, al contrario, es una déclaración hecha por un 
particular, la hace en provecho de la parte que está en cau-
sa; su declaración solo así prueba, pues en favor de esta par-
te los terceros no pueden prevalecerse de ella. (2) 

Núm. 2. Prueba de la confesión judicial. 
166. ¿La confesión judicial debe constar por una acta re-

dactada á este efectff? Se enseña la afiruiTLtiva, y la juris-

l D e n e g a d a , 16 d e M a r z o d e 1863 ( D a l l o s , 1872, 1, 137). V é a i e 
®n 1* j u r i s p r u d e n c i a a n t e r i o r lo m i s m o q n e l a d o c t r i n a . 

- l i a n t e , 22 d e F e b r e r o d e 1856 [Pasicrina, 1856, 2 , 1 3 0 ) . 



prudencia está en este sentido. H a y un motivo de duda. L a 
ley guarda s i l i c i o acerca de las formas en las que la con-
fesión debe constar. ¿No es esto decir que se deben seguir 
los principios generales acerca de la prueba? Exigir una ac-
ta es decir que la confesión no hace fe si no consta por acta 
auténtica; esto es, pues, resolver que la confesión es una 
a c t a solemne. ¿Puede el intérprete prescribir una condi-
ción sin la que no habrá confesión? Sin embargo acepta-
mos ese principio» porque es tradicional. Potliier define la 
cuestión judicial en estos términos: - L a confesión judicial 
es la que hace una parte ante el juez de un heclio acerca s 
del que se la.interroga y de cuya declaración el juez le- . 
vanta una a c i a . " Es, pues, necesario una acta, y esta acta ^ 
es auténtica puesto que está recibida por un magistrado co i á 
esta cualidad. Es verdad que Pothier supone que la p a r t e • 
es interrogada por el juez, lo que se hace ya en el ínterro- | 
gatorio de posiciones del que siempre se levanta acta, sea en ? 
la audiencia cuando la patfe comparece en persona. Si es * 
necesario unaj ic ta cuando el juez interroga, con mayor ra- j 
zón la declaración expontánea que hace una parte en la a u - | 
d i enc i<debe constar en acta; todo se actúa en justicia y l o | 
que no consta en autos es como sino.existiera, en el sentido 
que las declaraciones verlales no actuadas no son declara- •• 
ciones judiciales. C u a n d o l a s declaraciones son hechas ea J 
a u t o s d e p r o c e d i m i e n t o s , s o n p o r esU> m i s m o a u t é n t i c a ? . (1) ^ 

167. El interés práctico de la cuestión, es el siguiente: i 
la confesión no consta i>or acta, el juez puede fallar sin es-
tar ligado por ella. La parte invocaría en vano la confesión -
proveyendo en casación; la Corte no puede casar una sen-
tencia por violación del art. 1,356 cuando b confesión no 
está comprobada. I-A Corte de Casación ha llevado el r igorJ 

1 V é a n s e las ¿éu ' tencias e n el i ^ f ^ d e ü a l l o z , n d i j 5.0S1. S a 
„1 m i s m o s e n t i d o , B r n s e l a s , Sal-.» d e C a s a c i ó n , 11 J e l<obrero K 
1820 sPaucrUío, 1820, p á g 45); C o r l e J e Osaacioi i «!• 
Bélgi-M 14 d e A g o s t o d e 1*38 iPattcrttia, lb3S, 1, 

\ 

hasta decidir qué la mención hecha de la confesión en los 
motivos de la sentencia sería insuficiente. (1) Noi parece 
que esto es sobrepasar, no diréinos la ley, puesto que no U 
hay, pero que los principios exigen. Cuando el juez mencio-
na la confesión en los qonsiderandos de la sentencia, la hace 
constar y auténticamente. Si la constancia auténtica es ne-
cesaria, no se puede ir más allá y prescribir tal ó cual for-
ma. La misma sentencia dice que una declaración puramen 
t-» verbal solo es un simple ofrecimiento que no tiene efecto 
«ino ha sido aceptada. En nuestro concepto, hay aquí un 
error. La confesión es siempre una acta unilateral, como lo 
varaos á decir; la única dificultad consiste en saber si debe 
constar ya por una acta, ya por una sentencia, pero no cam-
bia de naturaleza porque no consta en un escrito. 

168. ¿Debe la confesión ser aceptada por la parte en pro-
vecho de quien se hizo? H a y un conflicto en este punto, en-
tre la doctrina y la jurisprudencia. La mayor parte de los au-
tores enseñan que la confesión es una acta unilateral que no 
exige el concurso de consentimiento / le ambas partes, mien-
tras que la jurisprudencia consagra la opinión contraria. No 
titubeamos en adoptar la opinión de los autores. Es necesa-
rio el concurso de consentimiento cuando hay una confesión, 
y para que la haya, son necesarias una oferta y una acep-
tación de las que resultan una obligación y un derecho. Y 
la confesión no engendra derecto ni obligación en el sentido 
que aquel que confiesa un hecho declara únicamente la exis-
tencia de este hecho. Confieso que debo: ¿Es que esta decla-
ración produce una deuda á mi cargo? Nó; la confesión su • 
pone que hay deuda pero lo crea. Desde luego, no se com-
prende por qué el acreedor había de intervenir para acep-
tar la confesión. Díó su consentimiento, puesto que hay deu-
da; es inútil que lo renueve. 

El interés prUctico^de la cuestión es el siguiente: Según 

1 D e n e g a d a , 12 de A b r i l d e 1S60 (Dalloz, 1872, 1, 31) , 



los términos del art . 1,356, la confesión no puede ser revo- * 
cada. En nuestra opinión, la confesión es irrevocable desde 
el momento en que lia sido hecha. Segóu la jurisprudencia. ; 
la sentencia es una simple oferta que puede *<Tr Redactada ? 
míen iras no ha sido aceptada. Nos parece que la consecuen- 5 
cia que se deduce del principio, testifica-contra é l Declaro ; 
que he recibido el pago de una deuda; esto es la constancia j 
de un hecho: ¿qué fuerza agregará la aceptación del acreedor 
á este reconocimiento? Ni siquiera se comprende lo que ; 
aceptaría; no le hago ninguna oferta, nada tiene, pues, que-
aceptar. Lo que hace es que los tribunales se equivoquen, 
es que es de costumbre levantar acta de las declaraciones 
que nra parte hace. Hemos visto que P o t h i e r c o m p r e i . d e es- J 
te usó en la definición de la sentencia, pero también dice en j 
qué sentido debe entenderse. El juez es quien levanta acta; ] 
es decir, quien recibe la declaración y la hace constar. Cues- I 
tión de prueba; pero de que la confesión judicial debe ser j 
actuada, no debe concluirse que debe ser aceptada; no es el 1 
acreedor quien pide que se le dé acta de la confesión, en e s - i 
te sentido que la acepta, es el juez quien lo ordena; y a u n - 1 
qué el acreedor lo pidiera, esto no implicaría la neces idad! 
de una aceptación de su parte; todo lo que pide es .que se 1 
levante acta de la confesión. 

La jurisprudencia tiene muy poca autoridad en esta ma- | 
teria, porque no está motivada ó lo está mal. Asi, !a Corte j 
te de Casación decide que la confesión no aceptada pued«J 

~ ser retractada; í l ) no da ningún motivo en apoyo de su de - | i 
cisión, y un fallo no motivado es una simple alegación. La 
Corte de Bruselas dice que el concurso de voluntades es lo I 
que imprime á la confesión judicial la naturaleza y la fuer-
za de una convención formada ante el juez y que la hace ir-
revocable. (2) Esto es resolver la cuestión por la cuestión, 

1 Deuegadn , 9 d e J u n i o d e 1863 (Da l loz , 1864, 1, 483). | 
2 lívusel*», 30 d e M a v o d e 1823 (Dal los , en la p a l a b r a ObUgocf-

w „ , n ú m . 5,144, I o , y Paticrintr, 1823, pAg. 484. 

pues se trata precisamente de saber si la co&fesión es una 
convención. La Corte abandonó esta jurisprudencia. En una 
sentencia reciente, (1) se ha pronunciado por la opinión en-
señada por los autores. (2) 

El principio que la confesión no debe ser aceptada recibe 
excepción cuando ésta contiene una renuncia. Hemos dicho 
al tra/ar de la ren:< sa de la deuda, que la que contiene una 
renuncia debe ser aceptada. Luego cuando una confesión 
implica unn renuncia, se comprende que la renuncia puede 
ser re t ractada mientras no ha sido aceptada. (3) ¿Pero no 
Jebe entenderse que toda confesión es una renuncia? H a y 
un antiguo adagio que parece confirmar esta opinión: Aquel 
que no puede dar no puede confesar. Dirémos más adelan-
te en qué sentido la confesión es una disposición. En su 
esencia, no implica ninguna renuncia. Confieso que he reci-
bido el pago de lo que se me debía: ¿Es esto renunciar á mi 

•(«rédito? No por cierto; declaro que mi crédito se extinguió 
y que ya no tengo derecho; ¿cómo podrí» renunciar á un 
derecho que ya no tengo? 

AYm. 3. ¿Quién puede hacer una confesión judicialf 

169. Se admito como principio que aquel que confesó de-
be tener capacidad para disponer de la cosa ó del derecho 
de que es objeto la confesión. Se dice que, en efecto, la con-
fesión implica enajenación de la cosa, puesto que siempre tie-
ne por consecuencia la condenación del que confiesa (4) 

1 Bruse la* , 16 do J u l i o d e 1867 (Pa t i c r i t i a , 1869 0 330 
2 Duran te» , p á g . 37, nf i .u . ñ4 A n b r y y Ba 'n , i V l . p á g , 338. 

•n y 1 f v V ; V ú g -"?> n f n a - 2 d e l > , r t i * " l ° ' A ™ . L a r o m b . e ^ . 
E L V v - ¥ 309 ; . Colnit-r de S a n -
torre, t . V i f p. 646, n ú n r 385 b í , I . E i . s e n t i d o c o n t r a r i o . Toul l ie r , 
Li. o".;,',1 g ; 2 4 - * R Ú n ' - m - V é a 8 H , a r ebo tac ión d e D u v e r g . e r , „» 8">a ¿44, n o t a . * 

3 A n b r y y K a n . t . VI , pAg. 338, no t a 17. 
4 Dnran to i i f . X L I I , pftg. 187, n f tm. 547. D e n e g a d a , C o r t e de Ca-
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Esto es enteramente exacto. Cuando Confieso que no soy 
propietario de la cosa que se reivindica co.itra mí, no d is -
pongo de dicha cosa y no la enajeno. Como acabamos de de-
cirlo (núm. 168), es imposible que enajene una cosa en el 
momento en que declaro no tener ningún derecho á la cosa. 
La confesión es una prueba, y no se puede decir que la 
prueba sea una acta de disposición; hacer constar un hecho 
no es disponer. Pero la prueba resultando de la confesión, 
tiene por consecuencia necesaria, el hacer perder mi pro-
ceso: Según el art . 1,356, la confesión hace fe plena coutra 
aquel que la hace. Una confesión imprudente puedo, pues, 
arrostrar la pérdida del derechp qu¿? es objeto del litigio. 
Por el solo hecho de haber proceso, debe crearse que el de-
recho es más ó menos incierto; ministrando un i prueba pe-
rentoria contra mí, doy el gane á la parte contraria; no pue-
do ya sostener mis pretensiones, como podía hacerlo antes 
de la. confesión. Eu este sentido, la cuestión de prueba se li-
ga íntimamente al derecho de que es objeto el proceso, pue-
de,decirse que dispongo indirectamente de la cosa, haciendo 
una confesión que implica mi condenación. Es, pue*, nece-
sario una cierta capacidad para hacer una confesión. ¿Cuál 
es esta capacidad? La de disponer. (1) 

170. De esto resulta la consecuencia que el menor y el 
incapaz no pueden hacer confesiones, porque no tienen c a -
pacidad de disponer. Las personas colocadas bajo consejo 
judicial no pueden enajenar sin la asistencia de su consejo 
(aits. 499 y 513); luego son incapaces de hacer confesión sin 
estar asistidas. (2) La mujer casada no puede enajenar sin 
autorización de su marido, aunque esté separada de bienes, 
dice el art . 217. Es demasiado absoluto, pues el art. 1,449 
permite á la mujer separada de bienes, disponer de sus mue-

1 P o t h l e r , De la* obligaciones, n ú a i . 831. A u b r y y R a « , t . V I , pá 
g i n a , 336, n o t a 11. 

2 L i e j a , 11 d e M a r z o d e 1868 (Pas ic rUia , 1869, i , 175). 

bles y enajenarlos sin ninguna autorización; de esto resulta 
que la mujer separada de bienes podrá hacer una confesión 
sin autorización, si el objeto de ésta fuera un derecho mobi-
liario. Sin embargo, para hacer una confesión en justicia, 
debe estar autorizada pan. l i t igar , pues la mujer jamás pue-
de constaren sentencia sin autorización (art. 215). De don-
de resulta la cuestión de saber si la mujer autorizada para 
litigar está por esto solo autorizada para confesar. Se deci-
de la cuestión por una distinción: Autorizada para litigarlo 
está para proceder á todas las actas judiciales; luego lo está ' 
también para absolver posiciones, y, por consiguiente, hacer 
una confesión. Tero no se le reconoce el derecho para con-
fesar expontrtneaiuente. (•!) Esta distinción nos parece dis-
cutible. Aunque la confesión sea espontánea, siempre es 
una R£ta de disposición en el sentido que acabamos de de-
cir (169); y el marido autorizó á su mujer para sostener su 

- derecho pero no la autorizó á disponer indirectamente de él 
mediante la confesión que haga. Según el rigor de los prin-

cipios , debe decidirse que la mujer no puede hacer ninguna 
confesión sin autorización marital. Se dice en vatio que la 
confesión hecha en un interrogatorio es obligatoria; á decir 
verdad, la confesión siempre es voluntaria, puesto que aun-
que interrogada por el juez, la mujer no está obligada á con-
fesar el derecho de la parte adversa. Hay obligación moral 
de decir la verdad, v e*ta obligación existe siempre que la 
mujer sufra ó no un interrogatorio. 

171. ¿Cuándo los mandatarios pueden hacer una confe-
sión? El art. 1,356 contesta á la cuestión: Exige que el 
mandatario Tenga un poder especial. Esto está en armonía 
con los principios que rigen la confesión y el mandato. La 
confesión es, en cierto sentido, una disposición ; y el manda-
to concebido en términos generales solo abarca los actos de 

• ¿¿sin? í . V i f t e a s - 1 V J 



administración; «i s ; trata de euaj mar, dic3 el a r t 1,988, 
el mandato debe ser expreso* De donde la consecu¿ncia que 
la confesión puede ser hecha por un apoderado especial. 

La jurisprudencia y la doctrina admiten un vrestricción á 
este principio; se supone que se trata de hechos personales 
al mandatario y relativos al negocio que fué encargado de 
t ra tar ; en este caso, se dice que la confesión que él hace con 
poder especial, liga al mandante siempre que los hecho* 
confesados no excedan los limites del mandaio. (I) 

No podemos admitir esta excepción, Por esto mismo que 
es una excepción, debiera aerx^m-agrada por la ley; no per-
tenece al intérprete resolver que el mandatario puede h a -
cer una confesión sjn poder especial; cuando la ley exige un 
poder especial nada importa que se trate de un hecho per-
sonal al mandatario. Confiesa, no por su persona, siuo en 
nombre del mandante, este último será quien sufra las con-
secuencias; y el mandante, si bien dio al mandatario poder 
para tratar, no se'lo dió para disponer indirecta mente de su 
derecho. 

172. Este principio recibe su aplicación á los abogados, 
pero con una modificación. El art. 352 del Código de P ro -
cedimientos, dice: «Ninguna confesión podrá ser hecha sin 
poder especial bajo pena de denegada.» Asi, el principio del 
art . 1,356 queda mantenido; los abogados son los •mandata-
rios de la parte que los escogió, y la representan en todo lo 
que concierue al negocio de que están encargados; pero es-
te poder general no abarca el derecho de hacerlo confesión; 
el abogado que debe sosteuer las pretensiones de su man-
dante, no puede, conociendo las convenciones de la parte 
adversa, darle gane cuando esté encargado de combatirla. 
De esto resulta que la confesión hecha por el abogado sea 
nula. Aquí interviene la modificación que el Código de Pro-

1 N a n c y , 25 d e A b r i l d e 1844 fDal ' .oz, e n la p a l a b r a Obturaciones* 
nún . 5,152), A » b r y y ttau, t VI , p á g . 337, pfo . 7 5 1 . 
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cedinuentos hace al principio del Código Civil. El a r t . 352 
110 pronuncia la nulidad de la confesión, dice que el aboga-
do no puede hacer confesión bajo pena de denegada. Si, pues, 
la parte de la que obra el abogado no quiere reconocer la 
confesión como procediendo de ella, debe denegar su m a n -
datario y lo puede por el solo hecho de no haberle dado po-
der especial. Pe ro si no lo deniega, se apropia por esto mis-
ino la confesión, y no la puede ya repudiar. (1) 

No pasa lo mismo con los defensores: N o representan á 
sus clientes, solo son sus consejeros y sus patronos. Tal es 
-I sentido de la antigua máxima que los defensores no pue-
den ser desaprobados. Esto no quiere decir que la confesión 
que ellos hagan ligue á su cliente; al contrario, la confesión 
no liga al cliente puesto que el consejero no es su mandata-
rio; el defensor queda en los términos del derecho común; 
necesita un mandato especial para hacer una confesión; si 
no lo tiene, la confesión es nula sin que la parte esté obli-
gada á desaprobar sn consejo. Se admite, sin embargo, que 
las confesiones hechas por un abogado consultor con la asis-
tencia de un abogado litigante, son como si este último las 
hiciera, cuando éste no las ha retractado; de donde resulta 
que la parte que no quiere reconocer esta confesión está 
obligada á desaprobar al abogado. (2) Esto nos parece muy 
dudoso desde luego; esto equivale á decir que el silencio 
implica conocimiento, lo que está en oposición con el dere-
cho común. Además se establece una presunción sin ley: _ 
1 is confesiones son como hechas-por el abogado. ¿En qué 
Re funda esta presunción? En probabilidades; pues bien, no 
pertenece al intérprete crear presunciones por muy proba-
bables que éstas sean. (3) 

1 TonlUar, t V , 2, p á g . 245, n ú m . 293. D n r a n t o n , t . X I I I , p á g i n a 
¡T',, M 6 ' y t < M l 0 8 l 0 B a u t o r e s . Burdeos , d e E n e r o d e 1839 

ioe- ' e n , H P a , a b r a Abogado, n á m . 147). B r u s e l a s , 6 d e A b r i l d e 
>85< (Pasicrisia, 1857, 2, 163'., 

2 A a b r y y R a u , t V I , p á g . 337, n o t a 14. 
¿ Compárese Casac ión , 30 d e M a r z o d e l 869 (Da l loz , 1 8 6 9 , 1 , 2 3 9 ) . 



173. ¿Pueden los tutores hacer confesiones á nombre d e 
*m pupilo^ Esta cuestión no está sin dificultad. Un primer 
punto es seguro: Si se t ra ta de hechos anteriores á la tute-
la , y por consiguiente, extraños al tutor, éste no t»ene cali-
dad para hacer una confesión; no es en este caso el re-
presentante legal del menor; luego/queda bajo el imperio 
del derecho corffih: S n poder especial no pueae hacer 
confesión. Si se trata de n n a ^ c t a de tutela, se admi -
te /que puede hacer confesiones expon táñeos siempre que 
los actos no excedan los limites de su poder. (1) Esto 
es dudoso. La ley da al tutor raisWn para administrar, 
le da derecho de intentar acciones mobiliarias; pero una co-
sa es administrar y promover en justicia, y otra cosa es h a -
cer confesiones que pueden comprometer los derechos del 
menor. La confesión es una acta de disposición, en este sen-
tido que aquel que no puede disponer es incapaz para con-
fesar Y el tutor no tiene jamás el poder de disponer; lo-
que decide la cuestión. Se agrega que el tutor puede absol-
ver p o s i c i o n e s aun acerca de hechos que nd le son persona-
les. ,>ero de Iqs que puede haber tenido conocimiento, á re-
serva que el Tribunal tenga en cuenta ó no esas declaracio-
nes (2) E s t o no es va una confesión, sinó una simple noti-
cia. L a cuestión está en saber si el tutor pttede hacer una 

C o n f e s i ó n propiamente dicha. La negativa nos parece segu-
ra si se admite el p r i n c i p i o que ha sido nuestro punto de 

part ida: Qui non potest donare, non pote* confiten. La Corte 
de Gante objeta que si el tutor tiene capacidad para con-
traer una obligación, la tiene para reconocerla. (3) Nó, la 
diferencia es grande entre la obligación que contrae el tutor 
y la confesión. E l tutor puede administrar; luego obligar 
id menor por estos actos. Pero cuando se trata de una confe-
sión judicial; consta la existencia de la obligación; el menor 

1 L y o n , 18 d e J u l i o d e 1861 ( P a l l o * , 1 8 6 3 , 2 , 1 6 6 ) . 
2 A n l . r v y R a i k t . V I . Pftg 338, n o t a s 15 y 16-
3 G a n t e , 12 de J u n i o d e 1840 (Paticrt**, 1841, 2, l k J ) . 

tiene el derecho é interés en sostener que no está obligado, 
y el tutor 'no le puede quitar est-* derecho porque sería dis-
poner indirectamente de la cosa. 

174. El principio establecido por el art . 1,356 es también 
aplicable á los administradores legales, tales como I03 ad-
ministradores de una comunidad. Representan á la comuni-
dad en justicia cuando están autorizados para ello por la au-
toridad competente, pero no tienen ningún poder de dispo-
sición. Ha sido resuelto que no pueden hacer confesión, por-
que no tienen capacidad para disponer. (1) 

NúnL 4- ¿Acerca de qué puede versar la confesión? " 

175. Del principio que la confesión, contiene una disposi-
ción indirecta de la cosa acerca de la que versa, se -sigue 
que la confesión es inoperante cuando se trata de cosas de 
las 

que no pueden disponer las partes. Lo que hemos dicho 
de la capacidad se aplica también al objeto (núm 169). Por 
aplicación á este principio debe resolverse que la confesión 
ea inadmisible para combatir las presunciones legales q u e , 
son de orden público. El art. 1,352 decide implícitamente que 
las presunciones legales contra las que no .se admite ningu-
na prueba pueden, sin embargo, ser combatidas por la con-
fesión. Esto es verdad, pero la regla no es ya aplicable si 
la presunción es de interés general, pues los particulares no 
pueden derogar á lo que es de orden público (art. 6 ®). No 
se pugde, pues, oponer á la parte que obtuvo en la causa la 
confesión que hizo de la no existencia del derecho reconoci-
do por una sentencia, pasa á autoridad de cosa juzgada. Así 
mismo, no se puede prevalecer de la confesión de aquel que 
invoca la prescripción. 

1 < 6. Po r la misnia razóu no puede invocarse la confesión 

1 D o u a i , 4 d e J u l i o d e 1838 ( D a l l o z . e n lu p a l a b r a Obligaciones, ná -
inero 5,086). D e n e g a d a , C o r t e d e Casac ión d e Bélgioa , 4 d e M a y o d e 
1854 (Pasicritia, 1854, 1, 210 J. 



hecha'acerca de un objeto que uo está en el comercio. Tal 
es el estado de las personas. No se dispone del estado por 
vía de i onvención; luego no se puede disponer de él por 

confesión. - . — , , 
La ley prohibe algunas veces el reconocimiento de un he-

cho por interés de orden público. En « t e caso, la c o n c ó n 
, .Ue de él ** hiciera es inoperante. T a l es la confesión de 
una paterni lad adulterinVÓ incestuosa. ¿Esta confesión es 
nula de una manera absoluta, ó no lo es sino • n lo que con 
cierne á la.filiació .1 Esta cuo t ión muy controvertida, ha 
sido examinada en el titulo De la Paternidad (t. IV , núme-
ros 141 y biguieuU-s). . 

Eu fin, ha> CASOS en que la ley declara una coitf.sion ine-
ficaz., porque teme el fiaude. Lá confesión del mando , en 
los procesos por separación de bienes, no hace prueba según 
los términos del ai t . 870 del Obligo de Procedimientos. 

Núm. 5. Fuerza probmte de la confesión. 

177. "La confesión hace fe plena contra aquel que la hi-
z o " ' a r t 1,356). Cuando la parte que está interesada á 
negar un hecho litigioso lo reconoce, debe creerse que este 
reconocimiento es la expresión de la verdad. ¿Quién mejor 
que ella sabe que es deudora? Si. pues, ella confiesa que de-
be la contestación está resuelta, pues en su propia causa el 
deudor sentenció contra sí. Estas son las expresiones de las 
l e y e s romanas; pero el jurisconsulto Paul tiene el c a l a d o 
de" a' regar que la parte está de alguna manera condenada 
per su propia sen tenca . (1) En la realidad de las cosas, la 
confesión no es una sentencia, es una prueba; pero esta prue-
ba es decisiva y sirve de base á la sentencia; base segura, 
pues n o p u e d e "suponerse que aquel que confiesa quiera en-
gañar á la justicia en su propio perjuicio. En este sentido la 

1 L . 1 , O , De confuM ( X I I I , 2 ) , o f . H a n - C . D? c o n / « « « ( V i l . 
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confesión jsiempre ha sido considerada como la más fuerte 
de las pruebas. (1) -

178. Del principio que la confesión hace fe plena, resulta 
que el hecho confesado queda probado y que ya no puede 
tratarse de probarlo por una de las demás pruebas l e a l e s 
Como lo dice la Corte de Burdeos, no ha lugar á ordenar 
la prueba de los hechos contenidos en la confesión, puesto 
que ésta está ya adqui r ida . (2) La Corte de Casación aplicó 
el principio en un caso en el que la cuestión podía aparecer 
dudosa. Ijn heredero declara que los frutos de los bienes de 
los que ha gozado, llegaban por año á trecientos francos 
La Corte le condena á establecer sus gastos según su decla-
ración. Eecurso de casación. El demandante*sostiene que 
los jueces hubieran debido valuar los frutos según los mer -
curiales ó mediante una expertiza. Es to era no tener en 
cuenta que la confesión hace fe plena. L a Corte de Casa-
ción agrega que la parte interesada JJO podía .quejarse de 
haber sido condenada á establecer sumas que por su p r o D Í a 

confesión había recibido. (3) 

179. La confesión puede ser más ó menos extensa- puede 
por consiguiente, haber lugar á debatir la extensión de Ja 
declaración hecha en justicia. Al juez toca interpretarla se-
pan las reglas que rigen la interpretación del consentimien-
to. El reconocimiento debe ser limitado al objeto acerca del 
que se versa: Es, pues, por su naturaleza, de estricta i n t e r -
pretación. S i el juez le diera ^una interpretación extensiva 
ya no sería la parte quien hiciera la confesión, la declara-
r o n procedería del juez, y éste no tiene derecho para hacer 

meroB™'T'V A e 0 8 , ° " 6 1 8 4 1 < » • " » . « " A*™*,»«. 
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confesiones. Un municipio reclama un derecho de paso á lo 
largo de un canal en un fundo ageno. Se lee e^ la senten-
cia0 que el demandado no contestaba al demandante el de -
recho de vigilancia que le pertenecía para las reparaciones 
del canal y para comprobar las obras nocivas al ejercicio 
de su derecho. Sin embargo, la Corte no reconoció la exis-
tencia de una servidumbre de pasoT Recurso de casación 
por violación del art. 1,356, TA Corte de Casación deoi ho 
que el reconocimiento de vigilancia no debía de extenderse 
más allá de los términos en que había sido hecho; y recono-
cer un derecho de vigilancia, no e3 reconocer un derecho de 
paso. (1) 

La interpretación es una cuestión de hecho;"loca, pues.-al 
juez del hecho determinar el sentido de la confesión cuando 
está obscuro. Auuque la confesión no sea una sentencia, se 
le pueden aplicar por analogía los principios que rigen la co-
sa juzgada. L a confesión es hecha en vista de un proceso; 
en nuestra opinión, puede uno prevalecerse de ella en otro 
proceso, pero no se puede extender á una contestación que 
no está prevista cuando el primer litigio. En una instancia 
que había tenido por único objeto probar que el testamento 
era nulo por causa de demencia ó captación, los demandan-
tes confesaron que el testamento fechado eti 16 de Abr i l , 
había sido hecho el día 17. Para mejor decir, se habían l i -
mitado á admitir la fecha como verdadera, en ia creencia 
en que estaban que la inexactitud de la fecha no podía t e -
ner influencia en el resultado del litigio. En una nueva ins-
tancia atacaron el testamento por falta de fecha. Se les opu-
so la confesión hecha en justicia cuando el primer proceso. 
L a Corte de Casación sentenció que no se podía transfor-
mar en confesión absulata una declaración que no tenía por 
objeto fijar la fecha Esto hubiera sido una interpretación 

1 D e n e g a d a . S a l a C iv i l , 18 d e J u l i o d e 1843 (Dalloz, on la p a l a -
b r a Servidumbre, núni . 978). 

extensiva de la confesión. En el recurso, intervino una sen-
tencia de denegada:-La Corte decidió que considerar el re-
conocimiento hecho en la primera instancia como una con-
fesión absoluta, hubiera sido ir mucho más allá de la inten-
ción de jLs partes. (1) La confesión puede ser incondicional. 
Se aplican en este caso los principios que rigen la condición; 
si la cowüción bajo la que ha sido hecha la confesión des-
fallece, ésta ct:e. Esto es el derecho común. {2) 

180. La confesión hace fe plena."*¿Esto e3 con relación á 
todos? La confesión consta por acta auténtica, y esta acta 
hace fe parn con todos; pero ahí no está la dificultad. Se 
trata de saber quien puede prevalecerse de esta confesión y 
á quién puede ser opuesta. Aqui vuelve á aparecer la a n a -
logía entre la confesión y la cosa juzgada. La confesión es 
una declaración personal hecha en provecho de la parte ad-
versa; aunque séh por un contrato, es la manifestación de 
un con sentimiento, y todo consentimiento está limitado por 
su naturaleza á las partes que están en causa. U n tercero 
no puede prevalecerse de este consentimiento y no puede 
oponérsele. En el caso, deben entenderse por terceros todos 
aquellos que no han sido paites en el proceso, aun los co-
deudores solidarios. Esto se funda también en la razón. Con-
fesar es disponer de la cosa de que es objeto la confesión 
(núm. 169). Bien puedo disponer de la cosa por lo que á mí 
toca, no lo puedo hacer en perjuicio de mis codeudores. Si se 
nie debe dar plena fe cuando hablo en mi nombre, ya no me-
rezco crédito cuando se trata de un tercero. Una viuda vuel-
ta á casar, pero separada de hecho de tu segundo marido, 
declara, absolviendo posiciones, haber expoliado la sucesión 
de su^primer marido. ¿Se podrá oponer esta confesión á su 
segundo marido solidariamente responsable .con su mujer 
por los hechos de la madre tutora? Nó; la declaración le es 

l D e n e g a d a , 12 d e A g o s t o d e 1831 (Dal loz , 1852, 1 35) . 
- D e n e g a d a , Sa l a Civ i l , 3 d e F e b r e r o d e 1857 (Dal loz , 1 8 5 7 , 1 , 4 9 ; . 



extraua, y en el|caso, fué hecha en fraude del segundo ma-
rido; la mujer .estaba acusada por robos que no había come-
tido ni podido cometer, puesto que los valores robados no 
existían en la sucesión. (1) 

¿Puede oponerse la confesión á los acreedores del que la 
hizo? No es dudosa la afirmativar Cuando los acreedores 
ejercen un derecho de su deudor, obran en su nomttre, y sa 
les p u e d e n oponer todas las excepciones que pueden ser opues 
tas al deudor. A reserva que los acreedores ataquen la con-
fesión como hecha en fraude de sus derechos. La jur ispru-
dencia. está en este sentido. (2) 

Núm. 6. De la irrevocabilidad de la confesión. 

181. E l a r t . 1,356, dice: "La confesión no puede ser r e -
vocada, á no ser que se pruebe que fué la consecuencia de 
un error de hecho. No podría ser revocada so pretexto de 
un error de derecho." Esto es decir que en principio la con-
fesión es irrevocable. Cuando se hace una declaración en 
justicia, se pesa lo que se dice y lo que se'escribe. H é aquí 
por qué la ley da plena fe á la confesión. Esto supone que 
la confesión es la expresión de la verdad. Así debe creerse, 
puesto que"moral mente el hombre debe siempre decir v e r -
dad, y cuando declara un hecho verdadero, cuando su inte-
rés está en contestarle, la verdad de la declaración no-pue-
de ser sospechosa. P o r la misma razón, el que la hizo no 
puede revocarla: No puede retractarse como falso lo que se 
ha reconocido como verdadero, y la conciencia se levanta 
contra la mentira, y la justicia no podría admitir una a le -
gación que equivaldría á decir que se mentía ante ella. Así 
sucedería aunque la declaración estuviese en oposición con 
una ley de orden público. Subscribo un vale, valor al con-

1 D i j o n , 16 d e J o l i o d e 1862 ( D a l l o s , 1862, 2, 146). 
2 B u r d e o s , 2 d e Mayo d e 1850 (Da l loz , en l a p a a b r a ObUgacxoMtj 

n ú m 5 104). D e n e g a d a , 16 d e M a r z o d e 1868 (Dal loz , 1872, 1, 13< )• 

tado; demandado por el pago, declaro en primera instancia 
que reconozco la deuda^y pido cópia de mi declaración. En 
apelación sostengo que la causa es falsa y que el vale tiene 
por verdadera causa una deuda por juego; es decir, una cau-
sa ilícita. l í a sido sentenciado que la confesión se oponía 
á que se admitiera la prueba de esta alegación. La confe-
sión hace fe plena,- el que la hiz<^ no puede ya combatirla ni 
puede ya revocarla . (1) Sucede con la confesión lo que con 
la cosa juzgada: La confesión se presume ser la expresión de 
la verdad aunque la declaración no lo sea. 

182. La confesión puede ser revocada por error de hecho. 
Esta es la aplicación de los principias que rigen el consenti-
miento. El error vicia el consentimiento así como toda ex-
presión de la voluntad: Aquel que confiesa un hecho por 
error, no confiesa realmente como dice una ley romana. (2) 
En derecho francés, el error es un vicio de consentimiento 
que arrastra la nulidad del hecho jurídico; la confesión aun-
que hecha por error, existe pero es anulable. ü n comprador 
confiesa en primera instancia que el inmueble reivindicado 

f contra él no está cohiprendido en la venta. En apelación se 
levantan contestaciones acerca de esta confesión; el que la 
hizo explica que fué por error y que el error procede de que 
cuando la adjudicación, se había seguido la antigua división 
territorial en la que no se contaba la subdivisión de los can-
tones introducida después. Había error de hecho, por tanto, 
la confesión era inoperante. (3) 

183. El error de hecho no vicia la confesión, dice el a r -
ticulo 1,356 ¿Por qué? Si debiera uno atenerse á los traba-

l A i s , 2 8 d e Mayo d ¡ S i l (Dal loz, e n l a p a l a b r a Oblig-uñones, n ú -
mero 5,143, 3 o ) . Coi pí;R- BC Casac ión , 15 do J n l i o de 1835 (Dalloz, 
en la p a l a b r a Cosa j ra .¡. n f im. 38, 2*). 

w £ o n f a t e t u r q m oí • " L. 2 D., De confeti, ( X L I I , 2). Po tUie r , 
num. 833. 

3 Denegada , Sal. ' vil, 15 d e F e b r e r o d e 1836 ( 'Dal loz, en la p a . 
« m * ' n ú m - 7 5 7 ' ( A r e s e D e n e g a d a . Cor t e d e Casac ión d e 
n t l g i c a , 3 d e M a y o d e 1867 Vaticrisicc, 1867, 1, 3 2 0 ) . 
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extraua, y en el|caso, fué hecha en fraude del segundo ma-
rido; la mujer .estaba acusada por robos que no había come-
tido ni podido cometer, puesto que los valores robados no 
existían en la sucesión. (1) 

¿Puede oponerse la confesión á los acreedores del que la 
hizo? No es dudosa la a f i r m a t i v a r Cuando los acreedores 
ejercen un derecho de su deudor, obran en su nombre,^ y sa 
les p u e d e n oponer todas las excepciones que pueden ser opues 
tas al deudor. A reserva que los acreedores ataquen la con-
fesión como hecha en fraude de sus derechos. La jur ispru-
dencia. está en este sentido. (2) 

Núm. 6. De la irrevocabilidad de la confesión. 

181. E l a r t . 1,356, dice: "La confesión no puede ser r e -
vocada, á no ser que se pruebe que fué la consecuencia de 
un error de hecho. No podría ser revocada so pretexto de 
un error de derecho." Esto es decir que en principio la con-
fesión es irrevocable. Cuando se hace una declaración en 
justicia, se pesa lo que se dice y lo que se'escribe. H é aquí 
por qué la ley da plena fe á la confesión. Esto supone que 
la confesión es la expresión de la verdad. Así debe creerse, 
puesto que"moral mente el hombre debe siempre decir v e r -
dad, y cuando declara un hecho verdadero, cuando su inte-
rés está en contestarle, la verdad de la declaración no-pue-
de ser sospechosa. P o r la misma razón, el que la hizo no 
puede revocarla: No puede retractarse como falso lo que se 
ha reconocido como verdadero, y la conciencia se levanta 
contra la mentira, y la justicia no podría admitir una a le -
gación que equivaldría á decir que se mentía ante ella. Así 
sucedería aunque la declaración estuviese en oposición con 
una ley de orden público. Subscribo un vale, valor al con-

1 D i j o n , 16 d e J u l i o d e 1862 ( D a l l o * , 1862, 2, 146). 
2 B á r d e o s , 2 d e Mayo d e 1850 (Da l loz , en l a p a a b r a ObUgacxoMtj 

n ú m 5 104). D e n e g a d a , 16 d e M a r z o d e 1868 (Dal loz , 1872, 1, 13< )• 

tado; demandado por el pago, declaro en primera instancia 
que reconozco la deuda^y pido cópia de mi declaración. En 
apelación sostengo que la causa es falsa y que el vale tiene 
por verdadera causa una deuda por juego; es decir, una cau-
sa ilícita. l í a sido sentenciado que la confesión se oponía 
á que se admitiera la prueba de esta alegación. La confe-
sión hace fe plena,- el que la hiz<^ no puede ya combatirla ni 
puede ya revocarla . (1) Sucede con la confesión lo que con 
la cosa juzgada: La confesión se presume ser la expresión de 
la verdad aunque la declaración no lo sea. 

182. La confesión puede ser revocada por error de hecho. 
Esta es la aplicación de los principias que rigen el consenti-
miento. El error vicia el consentimiento así como toda ex-
presión de la voluntad: Aquel que confiesa un hecho por 
error, no confiesa realmente como dice una ley romana. (2) 
En derecho francés, el error es un vicio de consentimiento 
que arrastra la nulidad del hecho jurídico; la confesión aun-
que hecha por error, existe pero es anulable. ü n comprador 
confiesa en primera instancia que el inmueble reivindicado 

f contra él no está cohiprendido en la venta. En apelación se 
levantan contestaciones acerca de esta confesión; el que la 
hizo explica que fué por error y que el error procede de que 
cuando la adjudicación, se había seguido la antigua división 
territorial en la que no se contaba la subdivisión de los can-
tones introducida después. Había error de hecho, por tanto, 
la confesión era inoperante. (3) 

183. El error de hecho no vicia la confesión, dice el a r -
ticulo 1,356 ¿For qué? Si debiera uno atenerse á los traba-

l A i s , 2 8 d e Mayo d ¡ S i l (Dal loz, e n l a p a l a b r a Obligaciones, n ú -
mero 5,143, 3 o ) . Coi pí;r- ge Casac ión , 15 do J u l i o de 1835 (Dalloz, 
en la p a l a b r a Cosa j k :¡. nfim. 38, 2*). 

f a t e t u r qn. o . " L. 2 D., De confetis ( X L I I , 2). Po tUie r , 
núm. 833. 

3 Denegada , Sal. ' vil. 15 d e F e b r e r o d e 1836 ( 'Dal loz, en la p a . 
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230 OBLIGACIONES. 

tos preparatorio, habría que decir que es por la aplicación 
do un principio general. « S error de derecho dice Bigot-
Préameneu no es otra cosa sino la ignorancia de la ley ig-
norancia que no debe ser presumida ni excusada Jaubor t 
el relator del Tribunado, dice " q u e la regla del art. 1,3.6 
está fundada en que la ignorancia del derecho no excusa á 
nadie, todos los que habitan un territorio conociendo o de-
biendo conocer, ó siendo como si conocieran el derecoo que 
rige en este territorio." ( I) Esto no es exacto El error de 
derecho vicia el consentimiento tanto como el error de he-
cho. Hemos establecido este principio tratando del consen-
timiento (L XV, núms. 105 y 107). Es. pues, por excep-
ción á la regla como el error de derecho no vicia la confe-
sión. ¿Cuál es la,razón"? El error de derecho no puede tener 
influencia en la realidad de un hecho. (2) Confieso que debo 
á mi médico la suma de 1,000 francos. ¿Puedo revocar m, 
confesión alegando que ignoraba l a disposición del C >d.go 
en virtud de la cual la acción de los médicos no prescribe 
en un año! (art, 2,272). Nd, pues mi ignorancia de la ley 
nada tiene de común con la declaración que lie hecho; no por 
e,to deja de ser verdad que no he pagado mi deuda Es en 
este sentido como el art, 1,356 dice que la alegación de error 
de derecho solo e9 un pretexto. ¿Sucederá lo mismo cuando 
se trata de la prescripción de treinta aüos Volveremos a 
ocuparnos de esta cuestión en el t í tulo De la Prescripción. 

184. La confesión puede algunas veces ser una eonfir-
mación. Así sucede cuando el debate versa en la validez de 
la obligación. Si reconozco la deuda como válida ¿no 
podré sostener que mi confesión es nula por error de dere-
cho? Puesto que la confesión es una confirmación, habrá que 
aplicar los principios que rigen á la confirmación. ^ para 

- i E x p o s i c i ó n d e mot ivos , n ú m . 221. I n f o r m e d e J a n b e r , n ú m . 36 
(Looré , t . V I , p á g a 187, y 237> 

2 T o n l l i e r , t V , 2, p á g . 254, n ü m . 310. 

que haya confirmación, es necesario que el que .confirma 
conozca el vicio que mancha la obligación y que la hace nu-
la; no hay para que distinguir si es un vicio de hecho ó es 
un vicio de derecho, todas las causas de nulidad son de de-
recho. Si, pues, ignoraba la causa que hacía la obligación nu-
la, la confirmación quedaría viciada en su esencia y , por tan-
to, la coufesión también. (1) 

Núm. 7. I)e la indivisibilidad de la confesión. 

1. El principio. 
% 

185. La confesión no puede ser dividida contra aquel 
que la hizo (art. 1,356). En teoría, nada más sencillo como 
este principio, la confesión es una declaración; esta declara-
ción no puede comprender el reconocimiento puro y simple 
del hecho alegado; aquel que reconoce el hecho agrega mo-
dificaciones á su confesión ó le agrega restricciones: ¿puedo 
dividir la confesión, tomaudo la parte que me está favorable, 
salvo el rechazar las reservas que en ella están? No por 
cierto; la declaración, tal como está, es la que hace plena fe; 
y la declaración es una, forma un solo todo; si la divido, 
ya no es la declaración Ae la parte; luego no hace fe. 
Esto es decir que debo tomar la declaración tal cual está, ó 
renunciar á pre.valecerme de ella. Pothier da como ejemplo 
de la indivisibilidad de la confesión, el caso en que, en una 

, demanda por pago de una suma prestada, el demandado 
confiesa que recibió la suma, pero que la reembolsó. ¿Pue-
ble el demandante dividir la confesión y decir que el de-
mandado confiesa la deuda? Nó, pues no la confirma; pre-
tende al contrario, no deber ya nada; dividirla sería, pues, 
a l t e r a r su declaración, y la declaración alterada no es ya ia 
del demandado; luego no puede ser invocada en su contra. 

I C o l m e t d e S a n t e r r e , t . V . p á g . 647, n ú m . 335 bu I I . L a r o m b i é . 
t- V, p á g . 422, n ú m . 28 ( E d . B. , t I I I , p á g . 317) . 



Esto es lo que algunas autores llaman una confesión com-
plexa y dire que la confesión está calificada cuando el he-
cho litigioso solo está reconocido con ciertas modificaciones^ 
El demandado pretende que el vale tiene una causa falsa; el 
demandante confiesa que la causa indicada no es una causa 
válida de la obligación. Hó aquí una confesión caliGcada. ( ) 
Estas denominaciones son arbitrarias y de nada sirven; toda 
confesión que no es pura y simple es indivisible. Tal es la 

res la del Código. _ 
186. ¿La regla recibe excepciones? Se ensena general-

mente que si, y la jurisprudencia las admite en gran núme-
r o Antea de entrar en pormenores acerca de las dificulta-
des que son grandes, hay que establecer el principio. ^ 
desde luego ¿está permitido al intérprete hacer excepciones 
cuando la ley está concebida en términos generales y abso-
lutos? En lo general, el intérprete no puede distinguir cuan-
do la ley no distigue, no hacer excepciones á una ley gene-
ral Esto es lo que decía eH4tulo preliminar del Código Ci-
vil: "Las excepciones que no están en la ley no pueden ser 
suplidas." Toullier dice que esta máxima no ha sido consa-
grada por el Código, y concluye de ello que puede haber 
excepciones no previstas por la ley; excepciones táci tas^ 
" C u a n d o se encuentran tales casos, en que la aplicación de 
la ley serla una injusticia ó absurdo, son naturalmente pre-
sumidas, exceptuadas por la voluntad presumida del legis-
l ador . " (2) Esto es muy vago y muy arbitrario. Creemos 
que ninguna excepción puede ser admitida, fundada en una 
voluntad presumida, pues el intérprete es quien presume 
que tal sea la voluntad del legislador; es él quien deroga ¡i 
una voluntad segura por una voluntad presumida. El intér-
prete no tiene este derecho. Para que pueda admitirse una 
excepción, es necesario que esté implicada en el principio 

1 Aubry y R a n , t . V I , p á g . 340, n o t a s 2 3 y. 24. 
2 T o n l l i e r , t . V, 2 , p á g , 272 , n ú m . 338. 

mismo, ó que tenga en su apoyo la tradición. Ajcerca de es-
te último punto hay desgraciadamente una gran incert i-
dumbre. La tradición para los autores del Código, se con-
centra en Domat y Pothier; y ni uno ni otro habl ln de la 
divisibilidad de la confesión; Pothier se limita á decir: 
"Cuando no tengo otra prueba que vuestra confesión, no la 
puedo dividi r ." Esta fórmula de la indivisibilidad implica 
una distinción de la que nos volverémos á ocupar. En cuan-
to ú Domat, no habla de la indivisibilidad de la confesión 
No es porque la cuestión que dió lugar á tantos debates an-
te los tribunales haya sido desconocida en el derecho a n t i -
guo; se admitía en él el principio de la indivisibilidad y se 
hacían excepciones acerca de las opiniones que estaban di-
vididas. (1) ¿Qué es lo que desearon los autores del Código? 
Se ignora: el texto asienta el principio de la indivisibilidad 
de la confesión sin mentar una excepción, y en los trabajos 
preparatorios nada se dice acerca de ellos. Llegamos obliga-
toriamente á la cuestión de Merlin: "El Código consagra la 
indivisibilidad de la confesión por una disposición demasia-
do general para que pueda restringir por excepciones no 
ordenadas por la naturaleza misma de las cosas, ó no resul-
tando del espíritu de otras disposiciones del mismo Códi-
go. (2) Esto es muy vago. ¿Qué es esto de la naturaleza de 
las cosasf Hé aquí, nos parece, lo que quiere decir Merlin 
La indivisibilidad de la confesión es la regla, y debe ser apli 
cada á toda especie de confesión, á no ser que se encuentre 
uno en un caso en que la regla no pueda recibir su aplica-
ción por no estar comprendida en la regla. Para saber don-
de termina la regla y donde comienza la excepción debe 
comenzarse por estudiar bien la regla y las aplicaciones no 

b * ^ t ó r ^ S á ^ ' e n 18 p a , a b r a P*>- to. 
I a ^ p f o . n , 
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contestadas que ha rebibido en la jurisprudencia. Después de 
esto, exaininaréuios las excepciones que la jurisprudencia y 
la doctrina consagran; no adraitirémos otras que no resul-
ten de la misuia regla, en el sentido que la regla no puede 
recibir aplicación porque cesan las razones de la regla; se 
está en la excepción porque la regla es inaplicable solo 
cuando no puede recibir su aplicación. 

I I . De los casos en los que la confesión es indivisible. 

/ . De la confesión llamada "calificada." 
187 L a Corte de Casación en una sentencia reciente, 

asienta el principio en los términos más absolutos, como di-
ce Pothier: "La confesión, cuando es la única prueba pro-
ducida, no puede ser dividida contra el que la hizo. Se ve 
que la Corte no distingue ente la confesión calificada y a 
confesión complexa. Tiene razón, pues la ley y la tradición 
i moran esta distinción; si la seguimos es porque por ahora 
nuestro objeto es comprobar la opinión general en e caso 
en que la indivisibilidad existe sin ninguna duda. 1 al es la | 
confesión llamada calificada. En el caso juzgado por la Cor- I 
te de Casación, una mujer separada de bienes reclamaba a 
restitución de cuatro acciones que pretendía haber llevado , 
en dote, bien que no fueran mencionadas en el contrato de | 
matrimonio. El marido r e c o n o c í a q u e e s a s a c c i o n e s habían 
sido poseídas por su mujer y recibidas por él; e x p l i c a b a el 
silencio del contrato por este hecho; que el valor de esta» V 
acciones, al curso del día, hablan sido c o m p r e n d i d a s e n l a can-
tidad aportada por la mujer que constaba en el contrato de : 
matrimonio, por consiguiente, nada d e b í a f u e r a d e d i c h a can-
tidad aportada. Esta defensa fué a d m i t i d a p o r la C o r t e ue 
Nancy Recurso de casación. La cuestión par resolver e* 
muy sencilla y no merecía ser llevada a n t e la Suprema < >r-
te "La mujer era demandante; debía, pues, probar la eutr 
rra de las cuatro acciones de que pedía la restitución. * no 

tenía otra prueba que la confesión del marido. ¿Se recono-
cía éste deudor? De ninguna manera; sostenía que no debía 
nada, visto que las acciones litigiosas que reconocía haber 
recibido estaban comprendidas en la dote aportada por su 
muier, tal como lo enunciaba el contrato de matrimonio, su-
ma que constituía toda su dote. Esta confesión no probaba 
por cierto las pretensiones de la mujer; ésta no daba, pues, 
la prueba que estaba á su cargo; luego debía sucumbir. (1) 

188. Pido la ejecución de uua venta verbal que pretendo 
haber sido pura y simple. A mí me incumbe la prueba; no 
tengo ninguna, excepto la contesión del demandado. ¿Y qué . 
es lo que confesaba el demandado? En el interrogatorio, 
reconocía haber comprado la cosa, pero en la facultad de 
retractarla en la quincena, y así lo había hecho en el plazo 
fijado. ¿Resultaba de esta confesión que el demandante ha-
bía comprado pura y simplemente? Nó, puesto que decía lo 
contrario. Luego no puedo prevalecerme de su confesión 
como probando mi demanda; luego nada pruebo, y mi de-
manda debe ser desechada. Esto es lo que hizo la Corte de 
Bruselas en el caso. (2) 

En un caso análogo, era el comprador quien pedía la eje-
cución de una venta invocando la confesión del vendedor. 
Este convenía en que había prometido vender el molino l i -
tigioso, pero solo en el caso que el comprador se -casase con 
su hija. ¿Era esto confesar la venta? Sí, pero una venta ba-
jo condición suspensiva; no habiéndose cumplido la condi-
ción, no había venta. El pretendido comprador no podía 
dividir la confesión y sostener que la otra parte confesaba 
el hecho de la venta, porque esto hubiera sido alterar la 
confesión; y no puede dividirse la confesión, así como no 
puede partirse un escrito que tuviese dos cláusulas diferen-

2 B Í n S a d a o o a d e r F . ® b ^ e r ° í e 1 8 7 3 ( D a , , p z > 1 8 7 3 , 1 , 1 3 5 ) . 
nüm í u s ' l - f ° ^ 1 8 1 3 ( D a ! 1 ° Z ' Ü D l a P a U j b r a Racione,, 



tes: primero la promesa de venta y luego una condición ba-
jo la que se hace la venta. Así como las diversas cláusula, 
de una acta sólo constituyen una s o l a y misma prueba, asi 
también las diversas partes de una confesión no forman si 

no una sola y misma confesión. (1) 
189. Los jueces se equivocan algunas veces. El vendedor 

reclama el pago del precio de un caballo entregado al com-
prador. Este reconoce que hubo venta verbal; confiesa ha-
ber recibido un caballo, pero agrega que no conviniéndole 
lo había devuelto, como se lo permitía el trato. El Ir ibunal 
de Versailles decidió que el comprador confesando la venta, 
debía sostener el trato, visto que no justificaba la alegación 
hecha por él que la venta contenía condición. Esto era ol-
vidar que el demandado nada tenía que probar, mientras 
que el demandante no tuviese probado el fundamento de su I 
demanda. Y e n el c a s o , e l v e n d e d o r n o d a b a o t r a prueba de ; 
la venta verbal sino la confesión del demandado. ¿Confesa-
ba éste la venta? Nójsolo confesaba u n a v e n t a condicional; , 
luego la confesión no probaba más que una venta de esta 
naturaleza; dividirla era alterar la confesión. No hay que 
decir que la sentencia f u é casada. (2) 

Una misma Corte de Apelación también se equivocó. Ce- | 
sión de un crédito. E l cedente demanda al deudor. Opos i -1 
ción fundada en la cesión. Los herederas del cedente que 
habían promovido, reconocen que su autor había hecho 
arreglos para ceder el crédito, bajo la condición que las 
promociones continuarían en su nombre; de hecho, la cesión 
no había sido notificada ni aceptada. Había, pues, dos r a - J 
zones decisivas para validar las promociones. Sin embargo, 
la Corte de Colmar decidió que, á consecuencia de la cesión, 
el cedente había perdido su derecho de promover y que sus 
herederos estaban como él, sin calidad. Esto era olvidar que | 

l C o l m a r , 18 d e MLayo d e 1813 ( D a l l o * , e n l a p a l a b r a O b l i g a c i ó n » , ^ 

" a o ü S a , 26 d e N o v i e m b r e d é 1849 ( D a l l o z , ifjóO, 1 , 2 8 ) . 

la cesión no estaba probada sino por la confesión de los he-
rederos, y su confesión no era pura y simple; no quedaba, 
pues, probado que hubiese una cesión pura y simple. Por 
tanto, la Corte no podía, dividiendo la confesión, retener ac-
ta de cesión privando á los herederos de la reserva de ejecu-
ción de que estaba acompañada. Estos son los términos do 
la sentencia por la que la Corte de Casación casó el fallo de 
la Corte de Colmar. (1) 

190. El mismo principio se aplica á toda clase de con 
vención. Arrendamiento verbal. Proceso acerca de la du-
ración del contrato. El arrendador confiesa la existenci i 
del contra to verbal contratado por nueve años, pero agrega 
haberse expresamente reservado la facultad de suspenderlo 
en el caso en que se vendiese la casa. Esto era una confe-
sión indivisible como tal. El primer juez, sin embargo, la di-
vidió é impuso al arrendador la obligación de probar la se-
gunda parte por motivo de ser demandante en su excepción. 
En apelación, la Corte dijo que el Tribunal se había entera-
mente equivocado en la cuestión de derecho que tenía qu* 
juzgar. El demandado no se vuelve demandante sino cuan-
do opone una excepción; y en el caso, el demandado no te-
nía excepción que oponer, puesto que el demandante no 
probaba el fundamento de su demanda. En efecto, el arren-
datario no tenía otra prueba de la duración del contrato si-
no la confesión del arrendador, y éste no babía confesado 
pura y simplemente que el contrato era por nueve años; ha-
bía modificado su'confesión; había que tomarse la confesión por 
entero como debiera tomarse por entero una acta de arrenda-
miento por el que se hubiera dicho en el artículo 1. ° que el 
arrendamiento era por nueve años, y en el artículo 2. ° que 
el arrendamiento cesaría si la cosa fuera vendida. (2) 

1 C a s a c i ó n , 4 d e D i c i e m b r e d e 1827 ( D a l l o z , e n la p a l a b r a Fentm, 
n ú m . 1 ,729, 2 o ) . 

2 B n r d e o s , 18 d o J a u l u d e 1 8 3 9 [ D a l l o z , e n l a p a l a b r a Oblit>a*io„ 
*««, n ü m . 5 , 1 1 4 . 8 % 



Acta de empréstito por una suma de 9,500 francos. La 
suma pedida queda en manos del notario; el solicitante pi-
de cuenta de dicha suma ; pretendo que el préstamo fué con-
traído para pagar las deudas de una comunidad que el no -
tario estaba encargado de saldar. Citado en conciliación, el 
notario reconoce haber recibido la suma, pero agrega que 
se le habla entregado en pago de adelantos hechos por él al 
que pidió prestado. Acción por rendición de cuentas funda-
da en la confesión del notario. El primer juez acogió la de-
manda; la Corte de Apelación la desechó y su sentencia fué 
confirmada por la Corte de Casación. E l prestador no tenía 
otra prueba sino la confesión del notario, y e3ta confesión 
era indivisible. (1) 

191. Es de principio que las reglas acerca de las pruebas 
establecidas en el t í tulo De las Obligaciones, deben ser apli-
cadas en materia de derechos reales. Una parte confiesa el 
hecho del paso en su terreno durante treinta años por un 
tercero, pero agrega que esto es á título precario. ¿Es esta 
c o n f e s i ó n una prueba de la existencia de la servidumbre ? 
La confesión prueba al contrario, que no había servidum-
bre, puesto que resulta que faltaba la condición esencial de 
la posesión: una posesión á título precario no pudiendo nun-
ca fundar una servidumbre. No podrá partirse la confesión 
y decir que el hecho del paso siendo reconocido, habla ser-
vidumbre, á reserva que el demandado probase que la pose-
sión era precaria, porque esto hubiera sido alterar la con-
fesión y hacar decir al demandado lo contrario de lo que 
había dicho. (2) 

U n a parte confiesa que existía antiguamente una servi-
dumbre en un fundo, pero que el estado de las cosas había 

1 D e n e g a d a , 29 d o M a y o de 1861 [Dal loz , 1861, 1, 3891 U ñ a s e n 
t e n c i a de Sasación ' l e 14 d e M a y o d e 1874 [Dal loz , 1875, 1, 8 3 ] h a 
a o l i c a d o . 1 mlRmo p r i n c i p i o al m a n d a t o . 

2 Bruselas 4 d e F e b r e r o de 1&06 [ D a l l o z , en la p a l a b r a Servidum-
bres, n ü m . 891] . 

cambiado desde entonces. No había otra prueba de la servi-
dumbre sino esta confesión. ¿Podrá autorizarse de ella para 
ordenar que la servidumbre sería transportada del lugar en 
que se había ejercitado, en otro lugar en perjuicio del fundo 
sirviente? Aquí había un motivo de duda. El propietario del 
fundo sirviente reconocía que su fundo tenía una servidum-
bre; podía, pues, invocarse su confesión, á reserva de a r r e -
glar el ejercicio de dicha servidumbre. L a Corte dé Casa-
ción casó la sentencia que había mantenido la servidumbre, 
transportándola en otro lugar del fundo sirviente. Resul ta-
ba de este cambio que las aguas recorrían 180 metros, 
mientras que en el antiguo estado de cosas, el curso era solo 
de 16 metros. La cuestión era esta: la confesión, única prue-
ba de la servidumbre, establecía un cargo mucho menor que-
el que mantenía la Corte. ¿Tenía este derecho el juez? La ne-
gativa era segura; las servidumbres no se establecen por de-
cisiones judiciales; debía, pues, atenerse estrictamente á la 
confesión, y ésta no autorizaba la servidumbre que ía Corte 
consagraba. La sentencia de la Corte de Montpellier fué 
casada. (1) 

192. Las confesiones, en materia de donativos manuales, 
dan lugar á dificultades particulares. Las hemos examinado 
en el título De las Donaciones (t. X I I , nüm. 288). 

2. De la confesión complexa. 

193. Demandado por causa de una deuda, el deudor con-
fiesa su existencia, pero confiesa al mismo tiempo que la 
pagó. ¿Es indivisible esta confesión? La afirmaíi a noes du-
dosa. Este es precisamente el ejemplo que dn Pothier de una 
confesión indivisible; y los autores del Código han tomado 
el principio en Pothier, lo que es decisivo. Sin embargo, 
bay una diferencia entre la confesión calificada y la confe-

1 Casación . 16 d e M a y o d e 1838 [Da l loz , en la p a l a b r a Scrpidum. 
nfim. 1,161, I?) 



sión complexa. En la primera solo hay un hecho modificado 
por la declaración; mientras que en la segunda, hay dos he-
chos, la existencia de obligación y su extensión. En la con-
fesión calificada, ni siquiera se concibe la división, puesto 
que dividiendo la confesión se la altera; mientra« que la di-
visión de la c o n f e s i ó n complexa se concibe á todo rigor; el 
deudor declara dos cosas, que habla una deuda y que esta 
deuda se extinguió. Confesando la de .da ¿no se coloca en 
la necesidad de probar la extinción? Esto es lo que había 
decidido el primer juez en un caso conocido por la Corte de 
Casación. L a Corte decidió que la confesión era indiv.sible 
f u n d á n d o s e e n el art. 1,356, y agregaba que la sentencia 
atacada no presentaba por otra parte ninguna circunstancia 
particular de naturaleza á infirmar el principio de la i nd i -
visibilidad de la confesión. (1) Hay en esto el gérmen de 
una excepción que la Corte no formula. Creemos que no hay 
ninguna excepción que hacer entre la confesión complexa y 
la calificada. La confesión es una prueba que la parte inte-
r e s a d a ministra ella misma; debe, p u e s , entenderse su decla-
ración en el sentido que quiso darle; y dividir la confesión, 
sería dar un sentido contrario á la declaración: Aquel que 
la hizo no confiesa ser deudor, dice que no lo es; debí 
uno atenerse á su declaración si se quiere prevalecerse de 

ella. (2) 
194 La cuestión se presenta á menudo en materia de 

venta. Acción de pago por una suma de 151 f r a n c a , , p r e c i o 
de una vaca que el demandante dice haber vendido. U de-
mandado confiesa la existencia de una venta, pero declara al 
mismo tiempo haber pagada el precio. A pesar de esta de-

1 C a s a c i ó n , 21 d e A g o s t o d e 1856 (Dal loz , 1F56, 1, 156) y 24 de 

t r a b a j o s ban - l o b e c b o s ^ 
sn r o e n í a w r o a c r e c a q u e el p r ec io d e e l los e r a d e b i d o á u n e m -
p r e s a r i o ^ q u e lo r^iigó al ac reedor . E . t a s e n t e n c i a uo p u e d e ser d , 
v i d i d a por el o b r e r o d e m a n d a n t e . C a s a c i ó n , 19 d e E n e r o d e 18,4 
(Dalloz, 1874, 1, 141) . 

»claración, el juez lo condenó, y la sentencia fué condenada 
en apelación. El juez de paz daba desde luego una razón 
bastante mala, los hechos y circunstancias de la causa; es 
decir, presunciones; como el monto del litigio pasaba de 150 
francos, las presunciones no er^nadmisibles. En seguida, la 
sentencia difee que la ven ta-y el pago son dos hechos distin-
tos; que si la venta está probada por la declaración del com-
prador, no puede por su sola confesión establecer su libera-
ción. Esto es verdad en teoría, pero la ley no admite esta 
teoría, resuelve que la confesióji es inadmisible; debe, pues, 
tomarse ésta tal ciul es^S no invocarla. ¿De qué sé trataba 
en el caso? La cuestión era saber si el demandado debía 150 
francos al demandante. Pues bien, el defnandado negaba ser 
deudor. ¿Puede transformarse esta negativa en afirmación? 
Equivaldría á hacer decir á la parte lo contrario de lo que 
quiso decir. 

El proveimiento al por menor consta raramente por es-
crito; rt^n embargo, cuando pasa de 150 francos no puede 
probarse por testigos. Si el comprador confiesa haber reci-
bido proveimientos, pero que los lia pagado ¿podrá dividir-
se su confesión? Nó; la jurisprudencia está unánime en este 
punto. (*1) Lo mismo sucedería si un pré^tamo^olo consta« 
«e por la confesión del que lo pidió y que, á la vez (fue con-

, fesando que recibió la t.umt, declarase haberla reembolsa-
do. (2) En fin, también sucede lo mismo con los cobros he-
chos por un mandatario que declare haber entregado cuen-
tas al mandante. L a confesión es indivisible, esto no es du-
doso. (3) 

1 Lieja , 22 d e E n e r o de 1*36 (Pasicritia, 1836, 2, 17). Or léane , 9 
de Marzo d e 1852 (Dallos. 1852. 2, 219). Bruse la s , 21 d e M a r z o de 
1861 (Paiicrisia, 1862, 2 , 5 1 \ 

2 B r u s e l a s , 12 d e A g o s t o d e 1867 (Paneri$ia , 1868, 2, 1S68), 
3 D e n e g a d a , 6 d e J í ov iombue d e 1838 (Dal loz , en la p a l a b r a Obli-

1/arionet, uúru . 5,130, 3"); 11 d e E n e r o d e 1843 (Dal loz , en la p a l a b r a 
Cuenta, Uúm. .59). 
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decimos que estas decisiones no son dudosas. Sin embar - , 
go sucede que los primeros jueces se equivoquen. El man-
datario del acreedor confiesa que recibió del deudor el mon-
to de la deuda que estaba encargado de cobrar, pero agrega 
que se la devolvió antes de darle recibo. confesión ha 
sido dividida por la Corte de Colmar. La Corte se habia fun-
dado en simples presunciones, en un caso en qu i las presun-
ciones eran admisibles, por razón del monto del litigio, y ha-
bía confirmado las presunciones dividiendo la confesión. % 
to era violar los arts. 1,353 y 1,356. La sentencia fué ca. 
sada, y debía serlo. (1) * 

U n a viuda es demandada para dar cuenta de los mtere-
aesque recibió en los, bienes indivisos entre ella y su hijo 
desde la mayor edad de esteWimo. La madre confiesa ha-
ber gestionado sola dichos bienes y haber continuado esta 
gestión exclusiva después de la mayor edad del último do 
sus hijas; pero agrega que los intereses, conforme fueron per-
cibidos fueron divididos entre ella y su hijo. La Corte de 
Apelación se prevaleció de la primera parte de la confesión 
para inducir que la madre debía dar cuenta de su gestión, 
sin considerar que en virtud de la segunda parte de la con-
fesión, estaba liberada de esta obíigación. Esto era decir á, 
la madre lo contrario que había dicho: Declaraba que note-
nía ninguna cuenta que dar, poique los intereses habían si-
do divididos, y la Corte se prevalecía de su declaración pa-
ra obligarla á dar cueuta. La sentencia violaba la indivisi-
bilidad de la confesión y fué casada. (2) 

195. ¿Debe aplicarse el mismo principio á Tos demás mo-
dos de extinción de las obligaciones? Reconozco haber sido 
deudor, pero agrego que mi deuda está extinguida por re-
mesa ó novación. ¿Es mi confesión indivisible? La d o ^ n -

1 Capación, 20 de Marzo de 1826 (Dalloz, en la palabra Obligado 

r " ™ c t ó ^ ° í \ l e N o v i e m b r e d o 18*G D a i l o z , en la p a l a b r a Oó!>'-
ga dones ¿ u ú m . 5,118, 6 O ). 

na y la jurisprudencia están de acuerdo para admitir la afir-
mativa. Hay un motivo de duda. La remesa es uua libera-
lidad ó una nueva convención; luego la existencia de la deu-
da y su remesa son dos hechos muy distintos. ¿ N o debe con-
cluirse do e-sto que hay dos confesiones? Y, muy bien puedo 
hacer constar una obligación á mi cargo confesándola, pero 
no puedo por mi confesión establecer una liberalidad que 
me fué hecha. Se contesta qqe debe verse lo que significa la 
confesión. Se trata de saber si soy deudor; declaro que lo he 
sido, pero que ya no lo soy : luego mi confesión significa que 
no soy deudor. ¿Puede invocarse mi confesión para conde-
narme en virtud de ella? Esto sería volver contra mf-una 
declaración que he hecho para raí; la confesión queden mi 
mente debe servir para mi liberación no puede ser invocada 
para probar que soy deudor. (1) 

¿Sucede lo mismo con la compensación? Me demandan-por 
el pago de una deuda^le 1,000 francos; el demandante no 
tiene ninguna prueba. Confieso que debía esta suma, pero 
«grego que mi deuda está extinguida por compensación. ¿Es 
indivisible esta compensación? En nuestra opinión, sí, pues 
conduce á decir que no soy deudor; no se puede, pues, d i -
vidir mi confesión contra mi para inducir que soy deudor. 
Sin embargo, la opinión contraria es generalmente segui-
da. (2) Se dice que mi confesión contiene dos declaraciones 
distintas: Declaro primero que hay una deuda á mi cargo, 
y después declaro que tenga un crédito contra mi acreedor. 
Kste último hecho es distinto del primero, constituye un de-
recho en mi favor, y no puede probar un derecho por mi 
confesión. C'ontestarémos que lo mismo pasa cuando confie-

l D e n e g a d a 1 0 d e A g o s t o d e 1830 ( D a l l o z , en la p a l a b r a Obliaa-
^ « n ú m . 2.503, 4 0 M á s e l a s , 2 3 <1 o M a y o d e 1838, ( P a s T i ^ 

P á r L " ' vn 1 ^ Á * * ? d® J 8 5 6 < ü a l , o z - 201). Com-tóte?® Lar0,"bÍÓr6' 
IXrffk^fZ 312, 
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I 
l a b r e n so la dejida Y pretendo que está extinguida por ta r ece sa , 

la novación y el pajjo; estos tres hechos son también distar» -
tos del primero p £ su naturaleza y por el tiempo; resulta 
también un derecho para mi: luego si se puede dividir mi 
confesión cuando alego la c o m p e n s a d ^ . también puede di-
vidirse cuando alego otro modo de extinción de mi obliga-
ción La Corte de Casación se ha pronunciado en favor da 
la opinión que combatimos." Asienta en principio que la m-
divisibiiidad de la confesión no es aplicable al caso en que 
ésta versa acerca de un hecho ó de un punto'de contestación 
única. Si tal es el principio, toda confesión complexa sera di-
visible, pues por esto mismo t j ue es complexa, comprende 
dos hechos. En el caso juzgado por la Corte , había otra 
circunstancia que hacía la confesión divisible, como lo di-
romos más adelante, y es que uno de los hechos estaba-pro -
bado independientemente de la confesión. La sentencia no 
es pues, tan absoluta como parece serlo. '( l) 

' l 96 Reconozco la existencia de una convención, pero 
agrego que más tarde ha sido resuelta de común acuerdo. ; 
I s la confesión indivisible? La Corle de Casación senten-
ció que podía ser divivida. Este fallo establece un principio j 
más restrictivo en lo que concierne á la indivisibilidad de la 
confesión: Para que 
te se necesita no solo que se trate de un hecho único, es ne- j 
cesário, además, que éste haya sucedido en una circundan-
cia única y que no pueda ser atribuido sino al que hizo la 
confesión. (2) « i se admite este principio, debe decirse que 
toda confesión complexa es divisible, lo que pone á. l a j a -
¿«prudencia enj>posición con la tradición; y si n o t i e n e por 
apoyo la tradición ¿en qué, pues, se fundará? tactores de 

l D e n e g a d a 14 d e tinero d e 1823 (D* lU>/ . , c» la 
J n r ? S b i t t , 1 c )• E n el m i s m o s e n t i d o , D o n a í . 1 3 d o H a y o d a 

i i u m C o m n a r e s ev tau-
mim f> 133. 1 o . IWl OI miar" — . •;«, „ 

la p a l a b r a C o m p a r e s e t í a n -
t e 2 3 d e A b r i l d e 1864 (Pasicrista, 1 8 6 1 , - - - ) . 

2 D e n e g a d a , 6 d e F e b r e r o d e 1 8 3 8 ( D a l l o s , e n l a p a l a b r a O b U ^ 
dones , n ó n i . 5 , ^ 2 4 , 4 = ). 

"Óacháriíc critican también esta decisión (1) Se ve que no 
hay ningún principio seguro en la doctrina y en la juris-
prudencia. 

197. Tantas sentencias cuantos principios diferentes. Se 
me demanda por cnérrta de operaciones qué hide en vir tud 
'e una asociación en participación de la que no existe nin-

guna prueba. Confieso, al absolver posiciones, que la asocia-
ción existió realmente, pero que todas las cuentas de la so-
ciedad han sido arregladas y que/fee ha pagado loque podía 
deber. ¿Puede ser dividida esta confesión? "ó , dice la Cor 
te de Casacióu. ("í) Hé aquí, sin embargo, muchos hechos 
distintos. Primero la existencia de la sociedad, luego una 
serie de operaciones y do cuernas durante el tiempo de la 
asociación. ¿Es que todos estos hechos solo forman un solo 
y mismo hecho? 

Pido el pago de un vale, valor recibido en mercancías. 
El demandado ni^ga hab«r recibido mercancías y me hace 
absolver jiosiciones. Confieso que la diosa es falsa, pero ale-
go otra'causa lícita. ¿Es divisible mi confesión? En nuestra 
opinión sí, y sin ningupa duda. - Tal es también la opinión 
común; (3) hay, sin embargo, una decisión contraria. 

Núm. 8. De la divisibilidad de la confesión. 
M . 't 

198. La doctrina y jurisprudencia están desacuerdo para 
admitir que, por excepción á la regla de indivisibilidad hay . 
casos en que la confesión puede ser dividida. ¿Cuáles son 
estos casos y en qué se fundan estas excepciones? Se busca-
ría en vano un principio en esta materia. Un consejero re-
lator, en un negocio sometido á la Corte de Casación, dice 
que la regla escrita en el art . 1,356 no es de tal manera ab-

1 Anbry y Rao, t. VI, pág. 342, no'a 25 pfo- 751. 
2 D e n e g a d a 3 0 d e J u l i o d e 1862 (Da l loz , ' 8 6 2 . 1. 509). 
3 B r a s e t a s , 13 d e J u n i o d e 1320 (Pasicr *u, i >20, 153 - ( M e 

j a 30 d e M a y o d o 1871 ( P a s i c r i s t a , 1871, 2 3 3 1 J 



soluta que üo comparce excepciones. Esta es una afirmación, 
¿pero donde está su prueba? M. Troplong continúa: -Es-
tas excepciones no están, á la verdad en la ley, pero el bu«,. 
sentido las indica y \si jurisprudencia de acuerdo con la ra-
zón las sanciona. ( I ) ¿Es este el lenguaje del derecho? I>a 
Corte de Casación decidió mil veces cjue el juez no tiene de-
recho de crear excepciones; y cuando sucede en casos muy 
raros, que los intérpretes admitah excepciones que no están 
escritas en ia ley, se necesitan otras razones que el buen sen-
tido. Buscamos un principio y solo encontramos afirmacio-
nes. Se lee en una sentencia de la Corte de Bruselas: » Vis-
to que el principio de la indivisibilidad de la confestón no 
tiene nada de absoluto, hay circunstancias que pueden h a -
cer sufrir sus modificaciones á este principio. (2) Queda 
por demostrar que el principio no es absoluto y definir las 
circunstancias que permiten la confesión. 

De esto resultan singulares contradicciones. Sobro un 
punto contrario, una Corte-decidió, según la jurisprudencia, 
que la confesión es divisible; la Corte de Casatión detiene 
la denegación. Otra Corte^kcide en un caso idéntico, que la 
confesión es indivisible. La Corte de Casación sostendrá es-
ta denegada, puesto que no hay ley violada. (3) 

Así, los tribunales pueden juzgar el pro y el contra, l i é 
aquí á qué conduce la teoría de las excepciones en el buen 
sentido. Vamos á examinar las excepciones qne la jurispru-
dencia ha sancionado, según la expresión de "Troplong como 
si los jueces fuesen legisladores; las dudas abundan ¡jorque 
hacen falta los principios. 

1 I n f o r m e a c e r c a d e l a s e n t e n c i a d e D e n e g a d a .le 19 d e J i m i o de 
1839 (Da l ló* , e n la p a l a b r a Obligación™, n f u n . 5,141 \ > 

2 B m p o l a s . 11 d e A g o s t o d e 1847 ( P < m V m a , 1847, 2. 215.") v 
3 D e n e g a d a C o r t e d e Casac ión d e Bé lg ica , 12 d e D i c i e m b r e üe 

1842 y l a r eqn ipuor i a de l a b o g a d o genera l D e O u y p e r ( P a s i m s t a , 
1843 1 33 ) . C o m p á r e s e D e n e g a d a d e la Cor t e d e Casac ión d e F r a n -
c ia 17 'de N o v i e m b r e d e 1835 (Dalloz, e n ' a p a l a b r a Obligación*, nü-
5,129). 

1. De la absolución de posiciones. 

199. «El principio de la indivisibilidad de la confesión, se 
dice, no se aplica al conjunto de las contestaciones conteni-
das en un interrogatorio; estas contestaciones pueden ser se-
paradas las unas de las otras y apreciadas sólidamente, 

' siempre que no se divida cada contestación tomada en sí. (1) 
Admitimos la excepción por la razón de no ser una excep-
ción, pero la fórmula que acabamos de transcribir no es exac-
ta. No deben considerarse las diversas contestaciones, hay 
que considerar los diversos hechos sobre los que versan 
las contestaciones. Puede suceder que el interrogatorio 
no verse sino un mismo hecho y que las varias cuestio-
nes y respuestas que la parte hace se liguen todas á este 
hecho; en este caso, todas la3 contestaciones forman una so-
la y misma confesión, la que es indivisible como toda con-
fesión. Pero si hay diversos hechos, es menester dividir las 
declaraciones hechas á estos hechos; habrá tantas confesio-
nes cuantos hechos diferentes; poco importa que ellos sean 
objeto de una sola cuestión y de una sola respuesta ó que 
para un solo hecho haya varias cuestiones y. varias contes-
taciones. Así definida la excepción no es una excepción; ca-
da hecho forma objeto de una confesión distinta, y dicha 
confesión es indivisible. Se dice impropiamente que la con-
fesión está dividida, y debe decirse que el interrogatorio es-
tá dividido en taútas confesiones cuantos hechos hay diver-
sos. Se mantiene, pues, el principio de la indivisibilidad de 
la confesión aplicándolo á cada una de las confesiones com-
prendidas en el interrogatorio; de manera que si solo haf 
un hecho, solo habrá una confesión, y no se podrán dividir 

las diversas contestaciones referentes á esta confesión. (2) 
i 
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La jurisprudencia está en este sentido. Se Me en una sen-
tencia de la Corte de Caen: -S i es verdad quedas confesio-
nes hechas al absolver posiciones no son indivisibles, en el 
sentido que esté uno obligado para prevalecen« de una con-
testación de apoyarse eo todas las demás, sin embargo, 
cuando en una misiva contestación el interrogado hace aeer- x | 
c a d e un hecho una declaración conteniendo, vanas partes 
correlat iva** que por otra parte no se tiene n;nguu* otra | 
prueba que administrar de este hecho, U ley como la >azón | 
quieren que se la tome en su conjunto. (1) , j 

200 K1 interrogatoru¿.de posiciones da lugar ademas á 
otra cuestión. Se pregunta si las partes pueden invocarlo c -
ruó un principio ¿e prueba por escrito autorizando al juez | 
para ordenar' la prueba tes. imonial. La afirmativa es segura | 

- como lo hemos dicho al tratar de la prueba por testigos. -> 
Entonces nace la cuestión de saber si la confesión, conside-
r a d , como principio de prueba por escrito, puede ser divi-
dida La afirmativa essegura, pero la cuest ión esta mal for-
mulada. No se trata, en ol caso, de la confesión p opamen-
te dicha; basta leer el art . 1,356 para convencerse de ,11o. 
La confesión tace plena fe, mientras que suponemos que el 
interrogatorio solo rainfore.uu principio de prueba por es-
crito que debe ser completado por la prueba testimonial. * 
es 4 la confesión haciendo prueba completa que se aplica el m 
principio de la indivisibilidad. Cuando la confesión sirve | 
solo d ' principio de prueba, la indivisibilidad está fuera de | 

causa; los jueces tienen entonces el derecho de tomar al m - J 
'terrogatorio en su conjunto, ó en sus partes para buscar 
4 principio de prueba que le permita ocurrir á Ta prueb. 
testimonial. Asi, el juez aplicará en este c a l l o s principios 
que rigen al principio de prueba por escrito, y no los p r n v ^ 

1 C a e n , 25 de A b r i l de 1*42 [Da l loz en la pa lab ra 

p a l a b r a Disp*ieu>nes. n 6 m . 1 , 3 9 U a n i e , » » 
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cipios que rigen á la confesión. J*to es lo que ha decidido 
la Corte de Casación en UDa sentencia pronunciada sobre un 
excelente informe del señor Iíau. (1) 

IT. Pe la confesión versando acara de j unios distintos. 

201. Cuando ur.apárte hace confesiones que versan acer-
ca de varios puntes distintas, se enseña que estas confesio-
nes pueden ser admitidas poi algunos de estos puntos y de-
sechadas por los otros. (2) Así formulada la excepción no 
es una excepción. Lo que se llama puntos distintos son he-
chos diferentes; luego bey diferentes confesiones. Y el prin-
cipio de la indivisibilidad de la confesión no quiere decir que 
todas las declaraciones hechas en un proceso formen un to-
do y no puedan ser divididas; el principio significa que la 
declaración relativa á un hecho litigioso debe ser tomada 
tal cual la parte la enunció, sin que se pueda partir lo que 
ha dicho. L a indivisibilidad de la confesión no impide, pues, 
apreciar separadamente diversas confesiones; cada una será 
indivisible, pero se puede prevalecer de una confesión sin 
tener que aceptar á las demás. Es en estos términos como 
la Corte de Bruselas ha formulado la excepción. "En prin-
cipio, dice, la confesión es indivisible; para que pueda d i -
vidirse, es necesario que las hechos que contenga sean dis-
tintos é independientes los unos de los. otros, de tal modo 
que contenga, en realidad, varias confesiones bajo una sola 

fórmula." (3) 

Pero la excepción no siempre está formulada tan restric-
tivamente. Está tomada de la tradición romana, y como de 
ordinario, los intérpretes no están de aclierdo entre sí. Voet, 

1 Denegada , 22 de A g o s t o d e 1864 ( D a l l o z , 1,865, 1,64). C o m p á r e s e 
D e n e g a d a , 19 d e J u n i o de 1*39 (Dal loz , en la p a l a b r a Obligaciones, 
toúm 5,141); G a n t e , 27 d e M a r z o d e 4845 (Da l loz , 1845, 2, 9 3 ; . 

2 A n b r y y Kan , t . V I , p á g . 343, n o t a 2 8 . 
3 Bruse la? , 15 d e J n n i o d e 1857 (Pasicr is ia , 1S63, 2, 12). 
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la extiende mucho más. Enseña que la confesión puede ser 
dividida cuando contiene hechos que, aunque relacionados 
con el que se quiere argumentar , no han sucedido en un 
mismo tiempo sino en otra época. ( l ) ,Si se entiende la ex-
cepción en este sentido, no solo es una excepción, sino des-
t ruye en gran parte á la regla. Resultaría de ello que toda 
confesión complexa es divisible, lo que es contrario á la doc-
trina de Pothier y , por consiguiente, en oposición con el 
Código. Así, los autores modernos se apartan de la tradi-
ción; (2) hay, pues, que dejarla para atenerse al principio tal 
como acabamos de eslablecerlo. Si el intérprete 110 tiene de-
recho de crear excepciones, tiene* el derecho y el deber de 
definir la regla y de 110 aplicarla á casos para los que no ha 
sido establecida. Pa r a decir mejor, 110 se divide la confe-
sióil cuando en realidad hay confesiones diferentes; la diver-
sidad de los hechos y de las confesiones arrastran necesaria-
mente la división de las diversas declaraciones. Pr¡ro la ju-
risprudencia no se ha encerrado en estos límites. De donde 
resultan incertidumbres ó inconsecuencias inevitables; las 
sentencias 110 concuerdan entre sí y los autores no están 
acordes con la jurisprudencia. 

202. Ya hemos encontrado fórmulas de la excepción que 
es imposible admitir (núms. 195 y 196;, porque destruirían 
á la regla. La Corte de Casación no tiene principio fijo; en 
cada caso establece un principio más ó menos amplíe^, se-
gún las circunstancias de la causa. Se lee en una sentencia 
que la regla de la indivisibilidad de la confesión no es apli-
cable cuando la confesión se refiere á dos hechos distintos 
por su objeto, su naturaleza y su época. Esta fórmula se pa-
rece á la de Yoet; preferimos la fórmula de la Corte de Bru-
selas (núm. 201). En un caso juzgado p o j la Corte de Casa-

1 Voc t , l i b . X f , 11. t í t . I I , n ú m . 5. Mer l in l a la t r a d u c c i ó n en las 
Cuestionesde derecho, en la p a l a b r a Confesión, p f o . I I ( t . I V , p á g . 137). 

2 Larombi»*re, t. V , p á g . 411, núm". 17 de l a r t í on lo 1,356 ( B d . B7, 
t . I I I , p á g . 312). 

ción, había un primer hecho, el préstamo de un coche, con-
fesado por el demandado. Este pretendía haber comprado, 
algún tiempo después de la convención, una ínula coja del 
prestamista, ba jó la condición que el coche que le había 
prestado le_serviría de garantía por la curación de la muía. 
Esta venta era negada por la otra parte. El primer juez de-
cidió la confesión y falló que el préstamo del coche consta-
ba y que la compra de la muía no estaba probada; .su deci-
sión fué confirmada por la Corte de Casación. Había dos 
hechos jurídicos, dos convenciones bien distintas, un prés-
tamo y una venta; 1 inguna conexión existía entre ambos 
hechos; el demandado no se pretendía liberado, reconocía 
haber pedido prestado un coche, primera confesión que lo 
obligaba á restituir la cosa; agregaba que no estaba obliga-
do á devolver el coche hasta la curación de la ínula coja 
que pretendía haber comprado; esta compra, aunque acom-

• panada de una cláusula concerniente al préstamo, era uu se-
cundo hecho que no podía ser establecido por la confesión 
del demandado; luego el juez podía atenerse á la confesión 
del primer.hecho y desechar el segundo. (1) Aun así aplica-
da, la decisión nos parece dudosa.. La demanda versaba 
acerca de la restitución de un coche: ¿qué contesta el deman-
dado? Lo he recibido, pero holo debo devolverlo bajo con-
dición. Solo l ia f , pues, una confesión, y esta es indivisible. 

203. Una hija reconoce hal>er recibido de su madre una 
suma de 2,000 francos, dé la que ofrece la devolución. Más 
tarde, pide acta de su oferta, y concluye á que su hermana 
afirme bajo juramento haber recibido igual suma; la herma-
na declara estar dispuesta á afirmar que nunca recibió nin-
guna suma de dinero de su madre. Una sentencia de la 
Corte de P a u decide que hay confesión indivisible en vir-
tud d la cual cada una de las dos hermanas debía devolver 
i i a suma de 2,000 francos. Esta singular decisión se funda-

e 

¡ L>< n e g a d a , 8 d e M a y o de 1855 (DaHoz, 1855, 1, 245) . 



ba en las circunstancias (le la cáusa. E:i realidad, había 
confesión de parte de una de las hermanas y delación 
de juramento. La sentencia fué casada y debía serlo. L a 
Corte de Casación dijo que había una confesión personal á 
la que la había hecho, y una declaración posterior relativa 
á su hermana. Esta declaración no era una confesión. H a -
bía, pues, que decir que el principio de la indivisibilidad da 
la confesión era extraño á la causa. (1) 

204. Como 110 hay principio seguro en esta materia, es 
imposible que las aplicaciones estén seguras. Venta de un 
caballo; el comprador confiesa la venta, pero pretende quu 
ésta se hizo bajo condición, y e3 que el caballo fuese útil 
para el servicio al que lo destinaba. La Corte de Casación 
decidió que la condición pretendida for.uaba un punto dis-
tinto, extraño á la confesión. Esto nos parece inadmisible. Se 
trataba de un solo y mismo hechojurídico, la venta de un ca-
ballo; ¿y qué más esencial en semejante venta que el servi-
cio al que el caballo era destinado? Luego el destino de la 
cosa comprada y la venta solo formaban un solo y mismo he-
cho; por lo tanto, la confesión era indivisible. (2) 

La cuenta, conteniendo un capítulo de entra las y otro de 
salidas, es indivisible en lo que se refiere á los dos elemen-
tos que la componen. En un caso, estos elementos eran pro-
bados por la confesión del deudor. El demandado estaba 
constituido acreedor por raz Sn de un execdente en los gastos 
sobre las entradas. H a sido resuelto que el hecho de la deu-
da reclamada contra el notario contador, y el hecho del 
crédito de dicho notario son hechos distintos, que la confe-
sión no puede ser invocada por el notario para constituirse 
acreedor, porque nadie puede crearse título á sí propio. (3) 

Unos hijos reconocen que han recibido su ñas en depósito 

1 Casac ión , 30 d e J u n i o d e 1857 ( D a l l o z , 1857, 1, 308). 
2 D e n e g a d a , 25 d e A g o s t o d e 1831 (Da l loz , en la p a l a b r a Obliga, 

d o n e s , n ú m . 4 ,670) : 
3 P a u , 17 d e M a r z o d e 1860 (Dal loz , 1861 ,2 , 4 7 ; . 

de su padre; agregan que estas sumas les han sido más tar-
de, abandonadas á título de donativo. H a sido sentenciado 
que esta confesión es divisible. La Corte de Dijon asienta en 
principio que la indivisibilidad no puede ser invocada sino 
cuando"versa acerca de un hecho único y distinto. Habi ía 
confesión indivisible si los hijos dijeran que recibieron el 
depósito pero que lo devolvieron; dicen al contrario, que la 
donación les fué hecha por su padre de la cosa depositada; 
la confesión entraña, pues, dos hechos distintos, un depósi-
to y una donación, por consiguiente, hay dos confesio-
nes. (1) Prefiriéramos la opinión contraria. ¿Cuál es el ob-
jeto de lá confesión? Los que la hacen se pretenden libe-
rados de la obligación de devolver la cosa depositada. Poco 
importa de donde proceda esta liberación^ que sea por res-
titución; es decir, por pago ó por remesa (núm. 195), lo se-
guro es que no hay dos confesiones, solo hay u n a 

Un notario declara haber recibido precios de venta en 
nombre de un cliente, pero agrega que los empleó en pagar 
créditos debTOos á terceros. El notario no producía ninguna 
pieza justificativa de dichos pagos. Fué sentenciado que la 
confesión podía ser dividida. La Corte pone como principio 
que la confesión solo es indivisible cuando se refiere á un 
hecho único que no puede partirse; y que es divisible cuan-
do se refiere á hechos complexos, distintos por su objeto, su 
naturaleza y su época En el caso, ninguna liga de conexión 
unían el reconocimiento hecho por el notario de haber re -
cibido los precios de venta y la declaración de haber hecho 
pagos á u n o 3 terceros. Iiay realmente, en este caso, dos he-
chos distintos; luego hay dos confesiones distintas. (2) 

La diferencia que distingue este ca-¡o del precedente es 
delicada, pero real. Cuando el hijo depositario dice que su 
padre lo liberó de su obligación, se trata de las mismas par-

1 D i j o n , 27 d e M a r z o d e 1867 {Dalloz, 1869, 1. 338). 
2 R e ú n e s , 12 d e F e b r e r o d e 1870 (Da l loz , 1872, 2 , 6 1 ) . 
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tes, todo pasa entre ellas. Mientras que el notario que c o n -
fiesa haber recibido el precio de venta, agrega un segundo 
hecho, el de haber pagado dichos precios, lo que supone un 
mandate y la ejecución de este .mandato: hay aquí dos con-
tratos; luego dos hechos jurídicos, dos confesiones por con-
siguiente. 

El demandado confiesa que recibió un préstamo de 2 $ 0 0 
francos, en fecha 31 fie Marzo de 1804, pero agrega que 
está liberado por haber hecho pagos sucesivos por SJ.5Í9 fran-
cos y 25 céntimos. Pretende que esta confesión es indivisi-
ble; que si su confesión prueba ef préstamo, prueba]también 
los pagos hechos por él. La Oírte de Gante contesta que la 
confesión es indivisible cuando versa acerca de hechos cuya 
conexión es tal, quedos unos modifiquen, restringen ó neu -
tralicen las consecuencias jurídicas de los otros, peco que la 
confesión es divisible cuando se t ra ta de hechos comple-
t »mente separados ó indiferentes en su existencia y efec-
tos. 

Así , en el caso, la confesión del demandado ITubiera sido 
indivisible si los 3,519 francos 25 céntimos, hubieran sido 
pagados para extinguir la deuda del préstamo.Tero la sola 
cifra de la suma pagada probaba que no era un reembolso 
de la suma prestada En realidad, había habido préstamos 
sucesivos, y una serie de treinta y nueve pagos en cuenta 
de estos préstamos^ Estos pagos alegados por el demandado, 
habían servido para extinguir deudas distintas, según las 
reglas que la ley traza acerca de la imputación; no eran, 
pues, destinadas á extinguir la deuda del préstamo confesa-, 
do en 1864; esto es tan verdadero, que los dos primeros pa-
gos alegados por el demandado erau anteriores á esta fe-
cha. La Corte concluye de esto que todos los pagos alega-
dos constituían actos independientes de la deuda de 2,000 
francos y no tenían con ésta ninguna conexión. Por consi-
guiente, las declaraciones del demandante-eran confesiones 

distintas, una establecía el préstamo por él recibido, y las 
otras no probaban su liberación. (1) 

I I I . De la confesión que no es la prueba única del hecho. 

205. Se supone que el hecho al que se refierela confesión 
está probado independientemente de ella; el qne la hizo, 
¿puede en este caso prevalecerse de su indivisibilidad? L \ 
cuestión no tiene sentido; sin embargo, ha sido frecuenté-
mente debatida ante los tribunales. Si latmnfesión es indi-
visible, e< porque es la única prueba del hecho alegado; la 
lev quiere que se tome la declaración tal cual fué hecha 
Pero si no se prevalece uno de la confesión para probnr el 
hecho, no puede ya tratarse de mantener la confesión com > 
prueba indivisible. Acerca (le este punto puede invocarse el 
testimonio de Pothier, y es decisivo: "Cuando, dice, no ten-
go otra prueba que vuestra confesión, no la puedo divi-
d i r . " (2) Esto resulta de la esencia misma de la confesión y del 
motivo por el que la ley la declara indivisible. La confesión 
judicial, dice la Cort° de Casación, es la declaración que 
hace la parte de un hecho del que por otra parte uo existe 
ninguna prueba y l ] n e solo se establece por esta nítuma con-
fesión: es por esta razón, y en consideración á este reconoci-
miento expontáneo, como la ley ligó á la confesión el <jará"-
ter de indivisibilidad. Pe ro cuando uno de los hechos enun-
ciados en la confesión-está establecido ó incontestable, la par-
te no puede prevalece^ se del reconocimiento que hace para 
hacer indivisible su declaración en un hecho accesorio; debe 
probar este hecho accesorio según el derecho común. En un 
caso, uno de los herederos ocupaba una casa y un jardin 
dependientesde la sucesión; este gozo estaba establecido in-
dependientemente de todo reconocimiento; el heredero lo 
compró agregando que este gozo le habia sido concedido gra-

1 G a n t e , I8<le A b r i l «1«. 1872 (Paticr is ia , 1872, 2, 32). 
2 P o t b i e r , Déla* obligaciones, n ú a i . 832. 
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tes, todo pasa entre ellas. Mientras que el notario que c o n -
fiesa haber recibido el precio de venta, agrega un segundo 
hecho, el de haber pagado dichos precios, lo que supone un 
mandato y la ejecución de este .mandato: hay aquí dos con-
tratos; luego dos hechos jurídicos, dos confesiones por con-
siguiente. 

El demandado confiesa que recibió un préstamo de 2 $ 0 0 
francos, en fecha 31 fie Marzo de 1804, pero agrega que 
está liberado por haber hecho pagos sucesivos por SJ.5Í9 fran-
cos y 25 céntimos. Pretende que esta confesión es indivisi-
ble; que si su confesión prueba ef préstamo, pruebatambién 
los pagos hechos por él. La Oírte de Gante contesta que la 
confesión es indivisible cuando versa acerca de hechos cuya 
conexión es tal, que los unos modifiquen, restringen ó neu -
tralicen las consecuencias jurídicas de los otros, peco que la 
confesión es divisible cuando se t ra ta de hechos comple-
t»mente separados«'- indiferentes en su existencia y efec-
tos. 

Así , en el caso, la confesión del demandado ITubiera sido 
indivisible si los 3,519 francos 25 céntimos, hubieran sido 
pagados para extinguir la deuda del préstamo.*Pero la sola 
cifra de la suma pagada probaba que no era un reembolso 
de la suma prestada En realidad, había habido préstamos 
sucesivos, y una serie de treinta y nueve pagos en cuenta 
de estos pré-itamos. Estos pagos alegados por el demandado, 
habían servido para extinguir deudas distintas, según las 
reglas que la ley traza acerca de la imputación; no eran, 
pues, destinadas á extinguir la deuda del préstamo confesa-, 
do en 1864; esto es tan verdadero, que los dos primeros pa-
gos alegados por el demandado erau anteriores á esta fe-
cha. La Corte concluye de esto que todos los pagos alega-
dos constituia?i actos independientes de la deuda de 2,000 
francos y no tc-nian con ésta ninguna conexión. Por consi-
guiente, las declaraciones del demandante-eran confesiones 

DE L i CONFESION. 2 5 5 

distintas, una establecía el préstamo por él recibido, y las 
otras no probaban su liberación. (1) 

I I I . De la confesión que no es la prueba única del hecho. 

205. Se supone que el hecho al que se refierela confesión 
está probado independientemente de ella; el que la hizo, 
¿puede en este caso prevalecerse .de su indivisibilidad? La 
cuestión no tiene sentido; sin embargo, ha sido frecuenté-
mente debatida ante los tribunales. Si la"W>nfesión es indi-
visible, es porqn» es la única prueba del hecho alagado; la 
lev quiere que se tome la declaración tal cual fué hecha 
Pero si no se prevalece uno de la confesión para probnr el 
hecho, no puede ya tratarse de mantener la confesión com > 
prueba indivisible. Acerca (le este punto puede invocarse el 
testimonio de Pothier, y es decisivo: "Cuando, dice, no ten-
go otra prueba que vuestra confesión, no la puedo divi-
d i r . " (2) Esto resulta de la esencia misma de la confesión y del 
motivo por el que la ley la declara indivisible. La confesión 
judicial, dice la Cort° de Casación, es la declaración que 
hace la parte de un hecho del que por otra parte uo existe 
ninguna prueba y que solo se establece por esta nítuma con-
fesión: es por esta razón, y en consideración á este reconoci-
miento expontáneo, como la ley ligó á la confesión el <jará"-
ter de indivisibilidad. Pe ro cuando uno de los hechos enun-
ciados en la confesión-está establecido ó incontestable, la par-
te no puede prevalece^ se del reconocimiento que hace para 
hacer indivisible su declaración en un hecho accesorio; debe 
probar este hecho accesorio según el derecho común. En un 
caso, uno de los herederos ocupaba una casa y un jardin 
dependientes de la sucesión; este gozo estaba establecido in-
dependientemente de todo reconocimiento; el heredero lo 
compró agregando que este gozo le habia sido concedido gra-

1 G a n t e , I 8 < l e A b r i l «1«. 1 8 7 2 (Pas i c r i s i a , 1872 , 2, 32) . 
2 P o t l i i e r , Délas obligaciones, n ú a i . 832. 



tuitamente. Después sé prevaleció de la indivisibilidad de 
su confesión para sostener que no debía dar cuenta de su 
gozo. Esta sigular pretensión fué admit ida por la Corte de 
Colmar. La sentencia íué casada. Por el solo hecho de error 
probado independientemente de la confesión, que el herede-
ro habla gozado, debía dar cuenta de los frutos percibidos 
por él, á reserva de probar que el gozo le había sido con-
cedido gratuitamente; no podía crearse esta prueba por su 
confesión, pues.no se necesitaba de ella, y no se prevalecí» 
tampoco de ella para ['robar el hecho do la posesión. Apli-
car á este caso el principio de la indivisibilidad de la confe-
sión, sería decir que el demandado puede crease una prueba 
por su declaración haciendo una confesión; lo que no tiene 
sentido. (1) 

La míania cuestión se ha presentado muchas veces ante la 
Corte de Casación, y siempre ha recibido la misma soluciónj 
Uno de los herederos pretende haber recibido de su pudre 
una suma determinad», de la que ofrece la devolución á sus 
coherederos. Estos sostienen que recibió valores más conside-
rables, y lo, prueban independientemente de la confesióu. 
Se les opone, sin embargo, la indivisibilidad de la confesión 
que, en el caso, ni siquiera éta complexa; el debate versa-
ba solamente acerca del monto de las cantidades recibi-
das: el demandado ¿podía crearse una prueba declarando 
que había recibido tal suma? (2) 

1 C a s a c i ó n , 2 8 d e D i c i e m b r e d e 1859 (Da l lo* 1860, I , 3451. C o m -
p f t r e se L . r o r u b u v e . t . V , p á g . 417. n ú i n . 2 0 ( E d . B . , t . 111, p á g . 3 1 4 ) . 

™ ' n S 
C o m p á r e n s e la* s e n t e n c i a s c i t a d * en el Repertorio 
r o 5 107 V ) D e b e a g r e g a r s o ( c i t a n d o s o l o f a s s e n t e n c i a s d e j a c o w 
C a s a c i ó n ) D e n e g a d a . 2 4 d e A b r i l d e 1860 (Da l lo* . 1866. , 3 4 7 ; 2 0 ¡ 
N o v i e m b r e d e 1867 ( D a l l o * . 1 8 6 7 , 1 , 448 ) ; D e n e g a d a , S a l a C m l l . ^ 
M a r z o d e 1869 (D»Uo* f 1869, 1 , 3 3 8 ) ; ¿ t f g f * 
(Da l lnz . 1870. 1, 84>; 2 8 d e N o v i e m b r e d e 1871 ( 2 W 1 « » f | k V B r ¿ 
C o m p á r e s e I . i e j » , 9 d é F e b r e r o d e 1854 (Patier.5ta, 18o7, 2, 2 4 , ; l>ro. 
se las , 21 d e J n i o o d e 1 8 6 5 (Paticritia, 1 8 6 6 , 2 , 14). 

IV. De los demás casos en los que la jurisprudencia 
admite la divisibilidad de la confesión. 

206. £.a confesión es á menudo una arma de que se vale 
la mala fe. Se hace la confesión de un hecho que es difícil 
negar, pero se tiene.el cuidado de agregarle un hecho acce-
sorio que haciendo un todo con la declaración principal, 
destruye esta declaración, de manera que no resulte ningu-
na prueba de ella. Para contrarestar los cálculos de la ma-
la fe, los tribunales han imaginado diversos casos en que la 
confesión puede ser dividida. Cuando uno de los hechos 
comprendidos en la declaración es reconocido falso, ó cuan-
do está en contradicción con hechos ya establecidos, ó cuan-
do la declaración es vaga ó evasiva. Ñas parece que hay 
aquí una confusión de dos órdenes de ideas muy distintas. 
La indivisibilidad de la confesión existe aunque las declara-
ciones sean contrarias á la tfferdad, desde que la confesión 
es calificada ó complexa. Pero entonces nace la cuestión de 
saber en qué M e n t i d o ea indivisible la confesión^ es decir, 
cuál es la fuerza probante de la confesión. H a c e plena fe, 
dice el art . 1,356; esto quiere decir que aquel que se pre -
valece de una confesión, debe tomarla cual la hizo la parte 
adversa; no puede admitir c o m o verdadera la declaración 
del hecho principal y cosechar la declaración accesoria que 
modifica ó neutraliza la confesión. ¿Esto es decir que aquel 
que t i e n e interés en prevalecerse de la declaración principal 
no \ ueda combatir la declaración accesoria? Esto no es d i -
vidir la confesión. Se divide la confesión cuando^e desecha 
puia y simplemente una-parte de la declaración para atener-
se á la o t r a . No s e d i v i d e la confesión cuando se pide á com-
b a t i r l a e n uno d e sus elementas. La razón y la coneienc :a 
están de acuerdo c o n el d e r e c h o . Se busca la verdad; l a 
confesión espontánea que hace la parte interesada en un me-
dio preciso para descubrirla, pero con la condición que las 
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declaraciones sean sinceras. De esto sigue que se debe per-
mitir á la parte interesada establecer la verdad si ésta fué 
alterada por declaraciones mentirosas. Resul tada una con-
tradicción inmoral é ilógica á la vez, en establecer como 
principio que la confesión hace fe como declaración de la 
verdad, y prohibir la prueba de la falsedad de esta declara-
ción; esto sería decir que la mentira hace fe cuando se le 
da la forma de una confesión judicial. El principio está ad-
mitido por la doctrino y la jurisprudencia. (1) Fa l t a ver en 
qué caso y cómo puede combatirse la fe debida á una con-
fesión indivisible. 

Núm. 9. Efecto de la indivisibilidad. 
' jr ' <t 

207. Se pueden combatir las declaraciones accesorias 
comprendidas en la confesión, en virtud del derecho común 
que permite, en regla general, combatir una prueba por una 
prueba contraria. Se necesitarla una disposición terminante 
que prohibiese la prueba contraria para que el juez tuviese 
el derecho de desecharla. La ley dispone que ninguna prue-
ba contraria es admitida contra ciertas presunciones legales 
(art. 1,352); no dice que la confesión no admite la prueba 
contraria. 

¿Cuál es la prueba contraria por la que la confesión pue-
de ser combatida? La ley no dice n^da de la prueba que 
puede ser opuesta á la indivisibilidad; se está, pues, bajo el 
imperio del derecho común. Hay casos en los que la ley dis-
pensa de toda prueba á la parte interesada; esto es cuando 
tiene una 'presunción en su favor. La prueba resultando de 
la confesión, puede, pues, ser combatida por una presunción 
legal. A una demanda en reivindicación, el demandado opo-
ne la prescripción. E l demandante reconoce la posesión de 
más de treinta años del demandado, pero pretende que era 

1 A u b r y y R a o , t . V I , p á g . 343 , n o t a 29. M a r c idé , t . V , p á g . 228 , 
n f i m . 2 d e l a r t í c u t o 1,350. 

á título precaricr. ¿Es que esta declaración de precario pue-
de ser combatida por la prueba contraria? Sí, puesto que tal 
es el derecho común. En el caso, hay una presunción que el 
poseedor puede oponer la declaración de precario. Según los 
términos del a r t . 2,230: "Siempre se presume que se posee 
como propietario si no está probado que Be comenzó á po-
seer en nombre de otro." Reconocer qu? una par te ha po-
seído, es, pues, reconocer que ha poseído á título de propie-
tario; la declaración de posesión precaria es contraria á es-
ta presunción; toca, pues, á quien la hizo, dar la prueba de 
su dicho; el poseedor nada tiene que probar, tiene en su fa-
vor la presunción legal del art. 2,230, y á la parte adversa 
toca probar la posesión precaria que lia alegado. Se preva-
lecería en vano de la indivisibilidad de su confesión; ésta no 
puede probar la posesión precaria, puesto que, en este pun-
to, la confesión está en oposición con una presunción le-

g a l - ( 1 ) 
Pero hay un escollo en materia de presunciones; lo h e -

mos señalado varias veces y lo volvemos á encontrar cuan-
do se t ra tado combatir la indivisibilidad de la confesión. N o 
hay presunción legal sin ley. Esto es lo que olvidó la Cor-
te de Colmar al sentenciar que hay presunción, que Jiay 
derecho para pasar á pié y con animales cuando se puede 
pasar con un coche; de donde concluye que la confesión 
del derecho de paso con un coche implica el reconocimien-
to del derecho de pasar á pié y con animales; por lo que 
admitió á los propietarios del fundo dominante á combatir 
la restricción que hacía el dueño del fundo sirviente, á su-
confesión. En derecho, la Corte hizo muy bien en fallar que 
a confesión deja de ser indivisible, ó para mejor decir, que 

la parte de la confesión que está en oposición con una p r e -
sunción legal, no hace prueba y que se le puede oponer la 
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presunción, de manera que la prueba recae en aquel que 
hizo la confesión. Pero en el ca«o, ¿habi^ realmente una pre. 
sunción legal? E i derecho romano, sí; en derecho francés, 
nó. l ia Corte hubiera, pues, debido mantener la prueba con-
traria á cargo <le aquel que atxcaba uno de lo» elementos de 
la confesión. (1) 

208. ¿Cuál es esta prueba contraria? Se puede probar que 
el que hizo una confesión con restricciones ó modificaciones, 
quiso engañar á la justicia por el fraude, el dolo ó la men-
t i ra . Las declaraciones mentirosas no faltan; hay un anti-
guo adagio que dice queUl fraude hace excepción á todas las 
reglas. Siempre se es admitido á probarlo sobre todo cuando 
el fraude se vale de la ley misma para eludirla y violarla. 
Y e?to es precisamente lo que hace la parte que, aparentan-
do confesar la verdad, agrega á ésta una mentira que des-
truye el efecto de la verdad; de manera que, la mentira pre-
valecería á la verdad si no se recibiera la prueba contraria. 
La jurisprudencia está unánime en admitirla. (2) Solo que 
no hace bien en decir que en este caso la confesión está di-
vidida: la confesión permanece indivisible, pero se permite 
á la parte interesada restablecer la verdad al terada por la 
mentira. 

U n a viuda entrega á un agente de negocios una suma 
de 5,000 francos para que la coloque. Demanda en rendi-
ción de cuentas. La demandante declara haber recibido el 
interés de la suma debida durante tres años. Después de 
varias respuestas evasivas, el demandado declara que no hi-
zo ningún pago de intereses. El tribunal, habiendo ordena-
do una comparecencia en persona, el demandado confiesa 
haber recibido los 5,000 francos, pero declara haberlos co-
locado y entregado los documentos á su mandante, endosa-
dos por el tomador del dinero. Confiesa además haber pa-

1 C o l m a r , 16 d e E n e r o d e 1846 [ D a l l o z , e n l a p a l a b r a Obligaciones 
n ú m . 5 , 1 3 6 ] . 

2 D a l ' o z , e n la p a l a b r a Obligaciones, n ú m . 5,138, 

•^ado los interesesi pero como persona que conooe la ley, 
agrega inmediatamente que los pagó en* nombre del endo-
sante. Dicho endosante había muerto y el demandado había 
«Ividado el uombre del girador. al era la fórmula. El T r i -
bunal hizo justicia, declartfhdo que la defensa era una red 
de mentiras, de dolo y «te fraude, y que el dolo hace excep-
ción á las reglas más rigurosas. En consecuencia, dividióla 
confesión y condenó al demandado á restituir la suma de 
5,000 francos. (1) 

La Corte de Casación asienta en principio que la confe-
sión puede Rer dividida cuando una de sus partes está reco-
nocida falsa (2) No motiva esta excepción, y d flc¿l sería mo 
tivarla, á menos do^invocar el adagio según el cual el dolo 
hace excep ón á oda regla. Es rná-s sencillo «¡ecir que no se 
esta en la regla, pn este sentido que la confesión fafsa pue-
de ser combatida j>or la prueba contraria. La coloca uno, 
en este caso, bajo el imperio del derecho común, y el dere-
cho.común es más favorable que las excepciones, que siem-
pre puedeu combatirse como uo siendo consagradas por la 
ley. En otra sentencia, la Corte «lice'que el principio de la 
udivisibilidad de la confesión no puede aplicars: ú la causa, 
porque los jueces del fonilo han sacado la prueba de la ai-
ululación, no de una declaración única é indivisible, sino de 
la inverosimilitud, de las contradicciones y de la falsedad de 
declaraciones sucesivas y diferentes contenidas en las con-
clusiones de aquel que había hecho la confesión y en sus 
explicaciones cuando su comparecencia personal. (3) Esta 

\ justificación se aproxima-á la 
nuestra. Todas conducen al 

mismo resulta«^); esto es que la parte que miente no pue-
de invocar su mentira á título de verdad. 

1 A g e n , 16 d e D i c i e m b r e d e 1823 [ D a l l o z , en l a p a l a b r a 'Obliga, 
dones, n ú m . 5 , 1 3 8 , 2 o ] . C o m p á r e s e G a n t e , 19 d e ^ n e r o d e 1841 fPas i -
f i»£a r 1841, 2, 75 ) y 18 d e A b r i l d e 1856 (Pasicrisia, 1856, 2, 224). 

2 Denega- la , 8 d e F e b r e r o d e 1864 (Dal loz , 1864, 1 , 4 8 6 ; . 
3 D e n e g a d a , 22 d e N o v i e m b r e Me 1869 ( D á l l o z , 1870, 1, 273). 



OBLIGACIONES. 

209. Se admitía en el antiguo derecho que la confesión , 
dejaba de ser indivisible cuando una parte de la confesión * 
se contradecía por su propia inverosimilTffrd-. ( i ) Así for-
mulada, la pretendida excepción debe, sin ninguna duda, se'r j 
desechada. Cuando la declaración accesoria que la p a r t e J 
agrega á la confesión es inverosímil, está por esto solo scspe-* j 
chana, y se concibe que el juez este tentado de desecharla j 
como no siendo la expresión de la verdad. P e r o debe acor- j 
darse que la verdad puede alguna vez no ser verosímil; por I 
otra parte, no tiene derecho de desechar una prueba que 3 
hace plena fe porque le parece sospechosa, Esta excepción ^ 
destruiría á l a regla; ya no podía decirse que la confesión 
es indivisible, ya que el juez tuviera el poder de dividirla 
cuando.le pareciese sospechosa. En nuestra opinión, la inve-
r o s i m i l i t u d , así romo la falsedad de una parte de la confe-
sión, no impide esta de ser indivisible; solo que la parte que 
se prevalece de ella es admitrida á combatir la declaración 
accesoria como no siendo conforme á la verdad. Uno de Tos 
medios que podía hac$r valer, es la inverosimilitud, si por 
razón del objeto de la demanda, las presunciones son admi-
sibles, pues la inverosimilitud no es otra cosa sino una pre-
sunción de hombre. Puede hacerse un argumento muy fuer-
te si la inverosimilitud llega hasta el absurdo; es decir, hasta 
la imposibilidad moral. La jurisprudencia está en este sen-
tido. 

En una acción por pago del precio de la venta de un c i - j 
bailo, el demandado confiesa la venta del precio demanda-
do, pero agrega que esta venta fué con condición de prue-
ba. Hemos dicho que esta confesión es indivisible (númS| 
ro 189); la declaración accesoria ¿puede ser atacada come 
inexacta y falsa? Sí, pero ¿basta decir que es inverosímil* 
El primer juez había asentado en principio que la confesii: 
solo es indivisible cuando no encierra inverosimilitud. D® 

1 M e r l í n , CneUioncs de derecho, e n la p a l a b r a Confesión, p f o . I I . . 

hecho, le pareció inverosímil que la venta hubiese sido con-
tratada á prueba sin que se hubiera fijado un plazo en el que 
la prueba se hiciere; desechó, en consecuencia, la parte de 
la confesión relativa á la prueba, para solo conservar la que 
afirmaba la venta. En el recurso, la sentencia fué casada 
Admitiendo, dice la Corte, que la regla de la indivisibilidad 
pueda recibir una excepción en que la parte contestada de 
la confesión llevase en sí el sello de lo inverosímil tan mar-
cado que pudiera asimilarse á la imposibilidad, debiera r e -
ducirse la excepción á estos límites, sin que nunca pueda 
ser permitido subordinar ios hechos legales de la indivisibi-
lidad de la confesión á la apreciación del juez, fundada en 

'una simple inverosimilitud (1) 
210. También se ha asentado en principio que la indivi-

' sibilídad de la confesión no puede ser invocada cuando de las 
declaraciones que constituyen e 3 t a confesión, una es precisa % 

y formal y la otra vaga é insegura. A decir verdad, no se 
trata en este caso de una excepción á la indivisibilidad déla 
confesión; se trata de interpretar la confesión y decidir si la 
parte de la declaración que es vaga ó insegura debe ser con-
siderada como una confesión. Y la confesión en su esencia 
es una declaración terminante del hecho alegadores contra-
dictorio que una declaración insegura se h a g a plena. Cuan-
do una parte hace una declaración accesoria que modifica ó 
neutraliza la declaración principal, el juez puede, por vía de 
interpretación, decidir que la declaración accesoria, por r a -
zón de su inseguridad, no es una confesión. 

La Corte de Angers lo sentenció así en el caso siguiente. (2) 
Un contrato de matrimonio dice que la futura esposa apor-
ta una suma de 6,000 francos, monto de sus economías. Un 
hijo del primer matrimonio sostiene quo dicha suma es una 

1 Casac ión . 19 «le A b r i l d e 1858 (Da l loz , 1858, 1, 153). C o m p á r e -
se Casac ión , 14 d e A b r i l 3 e 1852 (Da l loz , 1852, 1, 1411. 

2 A n g e r s , 15 d e M a r z o d e 1865 (Da l loz , 1865, 2, 210) 



264 o b l i g a c i o n e s : 

donación disfrazada ea provecho de la segunda mujer. Es-
ta confesó, al absolver posiciones, que no tenia economía» 
cuando se casó; después declaró, sin quererlo confirmar que, 
en su convicción, los 6,000 francos éran parte de su dote y 
habían sido pagado i con los 4,000 francos que el contrato 
le constituía en dote. Fué resuelto, y con razón, que esta 
declaración accesoria no era una confesión; la confesión es 
la declaración de un hecho y no la opinión de la parte. Con 
mayor razón no pueden considerarse como una confesión las 
declaraciones puramente verbales:producidas en ¿un alega-
to y que vienen modificando la co.ifesión de la existencia 
de la deuda, cuando estas declaraciones no precisan los he-
chos de los que resulta la reducción de la «leuda. (1) Esta es 
también una cuestión de interpretación de la confesión; no es 
una excepción de la indivisibilidad de la confesión; para que, 
por excepción, larconfesión sea divisible, es necesario ante 
todo que haya una confesión comprendiendo varias declara-^ 
dones: si una parto de la declaración no presenta los carac- i 
teres de una confesión, no puede ya tratarse de iudivisibili- | 
dad. 

211. Aquel que se prevalece de la confesión está admití- ^ 
do á combatir la parte de la declaración que pretende ser i 
inexacta. Queda por saber cómo se hará esta prueba. Se 
hace según el derecho común, puesto que la ley no deroga á 
ello. L a cuestión es saber si la prueba testimonial, y por 
consiguiente, las presunciones, podrán ser admitidas para 
combatir la indivisibilidad de la confesión. Sí, si el hecbo 
principal puede ser probado por testigos. Tal sería una con-
testación acerca del depósito hecho en un hotel: el hotele-
ro reconoce el depósito pero alega que ha entregado las co-
sas depositadas á un tercero indicado para recibirlas; el de-
positante será admitido á probar por testigos que esta entre-
ga no ha sido hecha. L a Corte de París lo resolvió así en 

1 B u r d e o s 30 de A g o s t o d e 1870 (Da l loz , 1871, 2, 215). 
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una sentencia 1 a{-tantemal motivada. (1) Se lee en ella que 
en el casó del ait . 1,348, no es aplicable el nrt. 1,356, de 
manera que la confesión dejaría de ser indivisible en todos 
los cas« s en que el acreedor no pudo procurarse una prue-
ba literal. £To es esto lo que quiso decir la Corte. L a indi-
visibilidad nada' t iene de común con las reglas que rigen la 
prueba testimonial, ñ no es que la declaración accesoria de 
la confesión puede ser combatida por testimonios cuando se 
trata de un hecho .susceptible de ser establecido por testigos. 
Si se tratara de un depósito ordinario, la prueba testimo-
n i ad lo sería admisible para «jombatir uno de los elementos 
«le la confesión. (2) 

212. Se ha intentado alcanzar la división de la confesión 
por medio de la prueba. La dcclaracñ'n principal contiene 
la confesión de un mandato para comprar uu inmueble; pe-
ro el mandatario agrega que no tenía misión de comprar si-
no A la cond ición que el precio no pasase de cierta suma; este 
límite habiendo sido pasado en la subasta, el mandatario 
hubiera subid«) por su propia cuenta. El mandatario preten-
dió que la primera parte de la coufesión era un principio do 
prueba por escrito que le permitía ocurrir á la prueba testi-
monial para combatir la restricción alegada en la segunda. 
Esta pretensión ha sido desechada por la Corte de Casa-
ción. 

En el caso, no se contestaba que la confesión fuese in-
divisible, D bdc luego, las dos j artes de la confesión hacien-
do fe igualmente, sería | a r t i r la confesión si se sacaba de 
una de sus partes nna prueba completa contra la otra parte 
de la misma confesmn; tampoco puede sacarse de ella una 
prueba incompleta, porque esto sería también partir la con-

1 p:.rif=, r, d o A b r i l d e 1R29 f D a l l o z . en ta na la l . ru Depósito, nú 
nu-ro 179,2°) r 

k / r 10 de E n e r o de , 1832 í Dal los , e n ,'a p a l a b r a Depósito 
% W : A n b r y y Kan , t T í p á g . 344 no ta* 30 y 31. 
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fe3Íón, lo que es contra rio á la indivisibilidad de la misma. (1) 
L a jurisprudencia se ha pronunciado en este sentido, excep-
to en una sentencia contraria de la Corte deGrenoble, de la 
que no hay que hacer aprecio puesto que no da ningún mo-
tivo. (2) 

Núm. 10. De la interpretación de la confesión. 

213. La confesión es una prueba; el juez tiene, pues, el 
derecho de interpretarla, como puede hacerlo'con todas las 
demás pruebas, aun la más fuerte, la que resulta do. uua ac-
ta auténtica. Este poder de interpretación tiene sus peligros 
en materia de confesión; el juez pued-, so pretexto de inter-
pretarla, dividirla. El mismo peligro existe para toda inter-
pretación. El acta auténtica tiene fe plena, como la confesión; 
el juez tiene, sin eiAbargo, el derecho y el deber de interpre^-

' t a r la , con riesgo de atacar la fuerza probante del acta: Siem-
pre había la garant ía del recurso de casación cuando el juez 
con pretexto de interpretar la confesión, viola la ley que la 
declara indivisible. 

214. Hemos ya dado ejemplos de interpretaciones (núme-
ros 209 y 210) que prueban su necesidad. Hay condicio-
nes requeridas para que haya confesión; el primer deber de 
un juez es c o m p r o b a r h u b o confesión, y confesión judi-
cial. Cuando una parte presenta hechos para dar una prue-
ba que le incumbe, ¿debe inducir»« que estos hechos están 
reconocido« por ella y que este re* onocituiento constituye 
una confesión? La Corte de Bruselas ha sentenciado con 
razón, que presentar hechos no es hacer uua confesión de 
que resulte una prueba, y que, por consiguiente, no ba ; 

1 Casac ión , 14 . le A b r i l , . le 1352 (D.illoz, 1852, I , 141». 
2 C a s a c i ó n , 25 d e A b r i l d e 1853 (Dá lWz , 1853, 1. 165). B u r d e o s , » 

18 d e J u n i o d e 1839 (Da l lo s , en l a p a l a b r a Obligaciones, nú n. 5,114, .» 
8") E n s e n t i d o con t ra r io , G r e n o l d e , 13 d e Marzo d e 1834 ( P a l l o / , en ; 
l a p a l a b r a Obligaciones, n á m . 5 ,129) C o m p á r e s e Casac ión , 8 d e A b r i l J 
de 1874 (Da l loz , 1874,1, 2 3 ! ; . 

lugar á aplicar los principios que rigen á la confesión. (1) 
El debate versa acerca de uua cuestión de saber si nna 

acta atacada contiene una donación disfrazada. Ante el Tri-
bunal de Primera Instancia, el demandado invoca numero-
sas autoridades para establecer que una donación disfrazada 
bajo la forma de un contrato á título oneroso es válida 
cuando el. donante tiene libre disposición de sus hier es. 
Semencia que reconoce la validez de la donación. En ape-
lación, y para combatir á su adversario, el donatario sotie-
ne que el acta también seria válida si se le consideraba co-
mo veii ta. La Corte le da gane en la causa. Recurso de Ca-
sación; se pretende que hubo confesión, que el acta no era 
una donación y que la Corle no apreció dicha confesión. 
¿Había confesión? L i nu##«tíva es tan evidente que hasta 
extraña ver emplear semejante medio ante la Corte Supre-
ma. ¿Es que una parle no tiene derecho de emplear varios 
medios de defensa? ¿No puede á !a vez que sosteniendo que 
el acta vale como donación disfrazada, sostener también 
que esta acta sería válida como venta si el juez no quisiera 
considerarla como donación? Es inútil insistir. (2) 

215. Cuando é*tá comprobado<|ue hay confesión, al juez 
pertenece también determinar las consecuencias j u s t a s 
que resultan de ella. Sucede algunas veces que la confesión 
< ontiene una declaración del efecto que debe producir la 
confesión en la intención del que Ta hace. ¿Está ligado el 
juez por esta apreciación? Se sostuvo así aute la Coi te de 
< asacMi de Bélgica; no es extraño que acerca de semejan-
tes pedimentos la Corte pronuncie casi siempre sentenú^sUe 
denegada. En el caso, la Corte responde que no hay nin-
guna liga de indivisibilidad entre el hecho' cuya existencia. 
e*tt reconocida por una parte y lasínduciones que de él sa-

1 Brusela*, 5 d e • > ic i tmbie de 1827 (PasicrUia 18<>7 n\e 



ca esta misma parte; que el juez tiene siempre el derecho, 
cuanilo cree verdadero el hecho confesado, de determinar sus 
consecuencias jurídicas sin tomar en cuenta el objeto que 
de la confesión se proponía alcanzar en la mente de su au-
tor. (1) 

Con mayor razón deberá suceder lo mismo .con la apre-
ciación que hace una parte de su confesión. Hay que distin-
guir en una sentencia, la declaración y el hecho litigioso. Es 
la confesión propiamente dicha la que hace fo plena, el juez 
no la puede dividir; pero si la parte agregó á su declaración 
un juicio acerca del carácter, acerca (le la naturaleza de las 
obligaciones ó acerca de los efectos jurídicos de la confesión, 
se tomó facultades que pertenecen al juez; este último fcolo 
tiene misión de apreciar los hechos y deci ¡ir en consecuen-
cia; puede, pues, juzgar que la parle se ha equivocado acer-
ca del sentido que dió á sus declaraciones; no viola por esto 
el principio de la indivisibilidad de la confesión, pues toma 
los hechos tal cual constan por la confesión. (2) 

216. Pertenece también al juez interpretar la confesión 
determinando el sentido de las declaraciones que la parte 
hace en justicia. Las paires interesadas sostienen regular-
mente que el juez, al interpretar una confe-sión, la divide; 
de hecho, esto puede suceder, pero en derecho, es incontes-
table " q u e si la ley prohibe á los jueces partir las confesio-
nes, les impone la obligación de fijar su sentido, verdadero 
coordinándolas con los denrás elementos, hechos y circuns-
tancias de la c ausa . " (3) 

La^cuestiones de interpretación sou cuestiones (le hecho 
de que la decisión es necesariamente subordinada á las cir-
cunstancias de la causa, y éstas varían de un caso ^ o t r o -

1 D e n e g a d a . 11 d e M a r z o . d e 1870 ( P a t i r r i t i a , 1870, 1, 187). 
2 G a n t e , 11 d e A b r i l d e 1898 (Pasierüia, 1872, 2, 310) . Bruse l a? , 

34 d e M a r z o d e 1830 [Patieritia, 1 8 8 0 , p i g . 82). 
s 3 D e n e g a d a , 25 d e E n e r o d e 1821 ( D a l l o z , en la p a l a b r a Comtr-

exante, n ü m . 191). 

Nos limitaremos á citar un ejemplo. La c nfesi n está con-« 
ccbida en términos generales; el juez puede l imitarla f u n -
dándose en la naturaleza de la convencii n que dió . lugar al 
litigio. Se trata de un debate entre socios después de la 
ruptura de la asociación. El uno se pretende acreedor por una 

Estima de 764 francos, y el otro sostiene que hay un error de 
á11 francos. A n t e el Tribunal de Comercio, el primero re-

' conoce su error, v hace una demanda r; convencional con la * • 
que entiende compensar la suma citada de 411 francos. 151 
Tribunal dedujo los411 francos de loque era debido al c¡ 
mandante, fundándose en su confesión. En apelación, la Cor-
te modificó la sentencia en este sentido, que la confesión del 
error material de 411 francos debía de interpretarse en el lí-
mite de los respectivos derechos do los asociados; es decir, 
que aunque hecho en términos absolutos, la sen'encia n » 
versaba sino sobre la mitad de la suma, cada uno de los so 
cios solo podiendo reclamar la mitad del haber soci d En 
el recurso intervino una sentencia de denegada. (1) 

§ I I I .—DE LA CONFESION «TOAJUDICIAL 

217. L a confesión extrajudicial es aquella que se hace 
fuera do justicia. P u e d e hacerse por escrito ó vprbalmente. 
La confesión extrajudicial que una parte hace por escrito no 
debe confundirse con la prueba literal; las actas privadas ó 
las auténticas en que constan las convenciones no son con-
fesiones, prueban la convención, según las reglas que he-
mos expuesto, hasta inscripcióu por f dsedad, ó hasta prue-
ba contraria. La confesión supone que no hay- escrito re-
dactado; es una prueba que suple la falta de las demás 
pruebas. Hay confesión extrajudicial, dice Pothier, cuando 

1 Denegada , 27 d e N o v i e m b r e «lo 1838 ( D a l l o z , en la p a l a b r a Ar 
l'itrage, n ü m . 169). C o m p á r e s e B r u s e l a s , 14 d w F e b r e r o d e 1820 ( P a -
>'rr{j{a, 1820, p á g 58). D e n e g a d a , S a l a C i v i l . 26 d e A g o s t o d e 1863 
[Dalloz, 1 8 6 3 , 1 , 355) , 



ca esta misma parte; que el juez tiene siempre el derecho, 
cuanilo cree verdadero el hecho confesado, de determinar sus 
consecuencias jurídicas sin tomar en cuenta el objeto que 
de la confesión se proponía alcanzar en la mente de su au-
tor. (1) 

Con mayor razón deberá suceder lo mismo .con la apre-
ciación que hace una parte de su confesión. Hay que distin-
guir en una sentencia, la declaración y el hecho litigioso. Es 
la confesión propiamente dicha la que hace fe plena, el juez 
no la puede dividir; pero si la parte agregó á su declaración 
un juicio acerca del carácter, acerca (le la naturaleza de las 
obligaciones ó acerca de los efectos jurídicos de la confesión, 
se tomó facultades que pertenecen al juez; este último fcolo 
tiene misión de apreciar los hechos y deci ¡ir en consecuen-
cia; puede, pues, juzgar que la parle seha equivocado acer-
ca del sentido que dió á sus declaraciones; no viola por esto 
el principio de la indivisibilidad de la confesión, pues toma 
los hechos tal cual constan por la confesión. (2) 

216. Pertenece también al juez interpretar la confesión 
determinando el sentido de las declaraciones que la parte 
hace en justicia. Las paires interesadas sostienen regular-
mente que el juez, al interpretar una confe-sión, la divide; 
de hecho, esto puede suceder, pero en derecho, es incontes-
table " q u e si la ley prohibe á los jueces partir las confesio-
nes, les impone la obligación de fijar su sentido, verdadero 
coordinándolas con los denrás elementos, hechos y circuns-
tancias de la c a u s a . " (3) 

La^cuestiones de interpretación sou cuestiones de hecho 
de que la decisión es necesariamente subordinada á las cir-
cunstancias de la causa, y éstas varían de un caso ^ o t r o -

1 D e n e g a d a . 11 d e M a r z o . d e 1870 (Pa t i r r i t i a , 1870, 1, 187). 
2 G a n t e , 11 d e A b r i l d e 1898 (Pasierüia, 1872, 2, 310). Bruse las , 

24 d e M a r z o d e 1830 [Patieritia, 1880 , p i g . 82). 
s 3 D e n e g a d a , 25 d e E n e r o de 1821 (Dal loz , en la p a l a b r a Comtr-

exante, u ü m . 191). 

Nos limitaremos á citar un ejemplo. La c nfesi n está con- , 
ccbida en términos generales; el juez puede l imitarla f u n -
dándose en la naturaleza de la convencí' 'n que dio^lugar al 
litigio. Se trata de un debate entre socios después de la 
ruptura de la asociación. El uno se pretende acreedor por una 

Estima de 764 francos, y el o t ro sostiene que hay un error de 
á11 francos, A n t e el Tribunal de Comercio, el primero re-

' conoce su error , v hace una demanda r; convencional con la * • 
que entiende compensar la suma citada de 411 francos. El 
Tribunal dedu jo los411 francos de loque era debido al c¡ 
mandante, fundándose en su confesión. En apelación, la Cor-
te modificó la sentencia en este sentido, que la confesión del 
error material de 411 francos debía de interpretarse en el li-
mite de los respectivos derechos do los asociados; es decir, 
que aunque hecho en términos absolutos, la sentencia n » 
versaba sino sobre la mitad de la suma, cada uno de los so 
cios solo pudiendo reclamar la mitad del haber soci d En 
el recurso intervino una sentencia de denegada. (1) 

§ I I I . — D é l a c o n f e s i o n « x t u a j u d i c i a l 

217. L a confesión extrajudicial es aquella que se hace 
fuera do justicia. P u e d e hacerse por escrito ó vprbalmente. 
lia confesión extrajudicial que una parte hace por escrito n<> 
debe confundirse con la prueba literal; las actas privadas ó 
las auténticas en que constan las convenciones no son con-
fesiones, prueban la convención, según las reglas que he -
mos expuesto, hasta inscripcióu por falsedad, ó hasta prue-
ba contraria. La confesión supon© que no hay- escrito re-
dactado; es una prueba que suple la falta de las demás 
pruebas. Hay confesión extrajudicial, dice Pothier, cuando 

1 Denegada , 27 de N o v i e m b r e «lo 1838 (Da l loz , en Ift p a l a b r a Ar 
l'itrage, n f tm. 169). C o m p á r e s e B r ú j e l a s , 14 de F e b r e r o de 1820 (Pa-
>'rr{j{a, 1820, p á g 58 ) . D e n e g a d a , S a l a C iv i l , 26 d e A g o s t o de 1863 
[Dalloz, 1863 ,1 , 355) , 
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CfBXAO ACIONES. "270-' 

u n a parte confie* l a « l e u d a p o r u ñ a c a r t a ó o n a l g u n a a c t a 

q u e n o t u v o p o r b j e t o h a c e r c o n s t a r e l h e c h o l i t i g i o s o . < 1 > ^ 

La confesión extrajudicial puede hacerse verbalmente 
Según los términos del art . 1,355, "el alegato de uqa confe-
sión extrajudicial puramente verbal, es inútil todas la* ve -
ces que se trata de una demanda para la que no seria admi -
tida la pr :eíw testimonial." Esta es una consecuencia de los" 1 
princi; w-que rigen á la prueba testimonial; lá ley no la ad-
mite cuando se tra ta de cosas excediendo él valor de 150 
francos; desde luego, tío puede admitUw la confesión verbal-
puesto qué debiera establecerse por testigos, y más allá d e 
dicha suma, la ley no da piugnna fe á los testimonios. En 
este sentid », el art , 1,355 dice que es 'inútil alegar un he-
cho verba', puesto que la prueba no podia ser recibida. De-
be concluirse que la confesión verbal puede ser probada 
por testigos cuando la ley permite la prueba testimonial pa-
ra establecer el hecho de que es objeto la confesión. Si el 
hecho no puede ser probado por . testigos, la confesión no 
podía aligarse. Do esto se induce que no se puede conferir 
el juramento acerca de la cuestión de saber si la parte ha 
hecho confesión extrajudicial. La Corte de Bruselas lo re-
solvió asi; (2) pero la decisión nos parece discutible. Todo 
l o q u e resulta del ar t . 1,355, es que la confesión extrajudi-
cial no puede ser establecida por testigos en el caso en que 
el valor de la cosa pase de 150 francos; pero nada impide 
probacJia compensación por las demás vias legales de prue-
ba; luego también por el juramento. 

218 ¿Cuál es la fuerza probante de la confesión ex t ra ju-
dicial? Nada dice de ello el Código; y no se ve por medk 
de los t r a b a j a preparatorios cuál pueda ser la razón de es-
te silencio. Se concluye de ello que el legislador se atiene 
á este respecto, á l o que los trjbuuales determinen, de m a n e -

1 P o t b i e r , I I Ut, obligación'*, n f i m , 834. 
2 B r u j í a , 7<te P o b r e r o «le 1827 (Pasicri t ia , 1827, i>íig. 53). 

r a q u e en esta i n a i e r i a e l j u e z tiene u n podei discrecional. 
Este poder es discrecional en este sentido, que las decisio-
nes de los jueces del hecho no dan lugar á la casación. No 
hay lev violada, puesto que la loy es muda. Sin embargo, 
hay principios según los «pie el juez decidirá la contesta-
ción. 

Creemos que debe distinguirse entre la Confesión escrita y 
la confesión verbal. El escrito que hace constar una confe-
aión «jueda sometido á las reglas general-s acerca de la 
prueba literal. En cuanto á la confesión verbal, descanza en-
los testimonios, en los casos en que la piueba testimonial 
es admisible; y el juez está siempre en libertad para apre-
ciar los testimonios y , por consiguiente, la confesión. (1) 

219. El art. 1,356 dice que la 'confesión judi«;ial hace 
plena fe. ¿Pasa lo mismo con la conf- ión extrajudicial? En 
esencia la confesión extrajudicial no difiere d^ la judicial : 
es la declaración de un hecho procedent de aquel que e s t á 

interesado A negarlo. ¿Por quó no hace fe esta declaración' 
cuando se hace fuera de justicia, tanto como cuando tiene 
hitfar en justicia? Se dice que, hecha fuera de justicia, es 
menos seria, y merece, por consiguiente, menos te. Nos pa-
r e c e que la objeción no dice la verdadera dificultad. Si se 
supoue que la confesión extrajudicial no es seria, entonces 
es que no hay confesión, pues ésta debe ser seria lo mismo 
que toda manifestación de consentimiento ó toda convención, 
y cuando es seria, es la declaracióu de ia verdad; lue.^0 de-
be hacer plena fe. Queda por saber cuándo es seria; es decir, 
cuándo se hace con la intención de que pueda servir como 

.prueba á la parte a d v é r s a m e l a cuestión de intención está 
en el dominio del juez quien-la decide soberanamente. En 

sentido, el juez tiene un poder discrecional; puede, pues, 
a d m i t i r el hecho confesado fuera de justicia como establecí-

« - « i ^ t . V . , ^ 303, 

1 
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do por confesión, pu.de también desecharlo como no just i-
ficado. (1) . , , , _ 

2>0 L \ confesión judicial no puede ser revocada, a me-
nos que se proe l* que fué la consecuencia de un error de 
hecho ; Pa*a lo mi mo cón la confesión extrajudicial? *e en-
seña que la confesión ext. »judicial puede ser retractada sin 
que h parte que la revoca etfé obligada á probar <iue la .ia-
bía hecho por un error de hecho. (2) Rato nos parece muy 
dudoso Si la conf. ión IKX es seria, podrá ser retractada, por-
que semejante declaración no hace fe. Pero si es sena da un 
derecho á la parte adversa, y-no vemos por que razón p 
diera quitárselo. La jurisp» udenc.a admite la irrevocabdi 
dad de la confesión extrajudicml cUjmdo está hecha por es4 
erito, (3) v lo es rito nada agrega á la fuerza probante. 

221 S e enseña también que el juez puede d m d t r la con-
fesión extrajudicial, (4) y la jurisprudencia es t í en este sen-
tido Ha sido r e s u e l t o que la contestación á la cuestión «le 
si\se ha recibido tal suma á titulo de préstamo, que si s-- ha 
recibid** pero solo á titulo de donación, no forma una con-, 
fesión indivisible i la Corte establece, por lo demá*, que la* 
circunstancias lajeen la pretendida donación inverosímil. : 
Curte de Casación decidíó que la confesión extrajudu.al, 
aunque hecha por escrito, puede ser dividida. (5) También 
fué resuelto asi para una confesión hecha ante notar,o. (t) 

i Tm.Iiier t V 2. 23-'?, nftiu. 207. y \> g. '--".0. nft.n.302. L)n 
. J a ^ x m . i M ^ - W 

• • f t S S í " n >• « « n . S y i 4 * ¡ Í , w s Z t - m : £ J S £ m * ¿ . ' n o . m u . , 23 l E a j ' t . -

n o I \ T . ?JÍg. 3161. Óo iápá reáe Mer lo , . Í W ^ , « , en la g l a b r a C*I 

^ ¿ ^ ^ A g c s t o d e * 2 6 . y Denegada 10 .le M « 

T 

Es difícil apreciar decisiones pronunciadas en hechos y no 
motivadas en derecho. Las razones que dan los autores son 
todo, menos decisivas. Consideran las disposiciones del a r -
ticulo 1,356 como excepcionales, lo que no permite de apli-
carlas por analogía. En nuestro concepto, la indivisibilidad 
de la confesión resulta de la esencia misma de la confesión, 
y por consiguiente, toda confesión es indivisible. Si la ley 
solo lo dice para la confesión judicial es porque ésta es sería 
por sí misma; mientras que la confesión hecha fuera de jus-
ticia puede no serlo; lié aquí la cuestión de hecho abando-
nada á la apreciación del juez (núm. 219). Pero ya que el 
juez ha resuelto que hay confesión, debe también admitir 
que ésta no puede ser admitida. (1) 

SECCION VII.—Del juramento. 

§ I . — N o c i o n e s g e n e r a l e s . 

A úm. 1. ¿Es el juramento un acto religioso? 

222. Pothier define el juramento "un acto religioso por el 
que una persona declara que se somete á la venganza de Dios 
ó que renuncia á su misericordia, si no cumple lo que ha 
ofrecido; esto es lo que resulta de esta fórmula: Dios me ayu-
de, ó quiero que Dios me castigue si falto á mi palabra." (2) 
La cuestión de saber si el juramento es un acto religioso ha 
sido muy debatida ante la Corte de Bélgica hace l í g a n o s 
años. Antes de examinarla bajo el punto de vista de nuestra 
constitución, debemos ver si es verdad que el juramento sea 
un acto religioso por esencia. Muy buenas inteligencias lo 
piensan así. Los editores de Zachariíe llegan hasta decir que 
el juramento, considerado como una simple declaración ci-

í a k ^ T u ' j . S a , a d 0 C a s a c i ó n ' 2 8 d e E n e r o d e 1 8 2 4 < ¿ W m « , 
2 I'utbier, Délas ollvjaciones, núm. 103. 
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do por confesión, pu.de también desecharlo como no just i-

ficado. (I) . , , , _ 
2>0 L a c o n f e s i ó n j i idkial no puede ser revocada, a me-

nos que se proe l* que fué la consecuencia de un error de 
hecho ; Tasa lo mi mo cón la confesión extrajudicial? *e en-
seña que la confesión ext. ajudicial puede ser retractada sin 
que h parte que la revoca etfé obligada á probar <iue la .ia-
bía hecho por un error de hecho. (2) Esto nos parece muy 
dudoso Si la conf. i ó n n o e s s e r i a , podrá s e r retractada, por-
que semejan le decoración no hace fe. Pero si es sena da un 
derecho a la parte adversa, y-no vemos por que razón p 
diera quitárselo. La jurispi udenc.a admite la irrevocabilt 
dad do la confesión excrajudxiul ciíjmdo está hecha por es4 
crito, (3) v lo e* rito nada agrega ú la fuerza probante. 

221 S e enseña también que el juez puede d m d i r la con-
fesión extrajudicial, (4) y la jur i p rudenc ia es t í en este sen-
tido Ha sido resuelto que la contestación á la cuestión «le 
ai\8e ha recibido tal suma á titulo de préstamo, que si s~ ha 
r*cfcidX> pero solo á titulo de donación, no forma una con-, 
fesión indivisible i la Corte establece, por lo demá*, que la* 
circunstancias lajeen la pretendida donación inverosímil. : 
Curte de Casación d-cidió que la confesión extrajudu .al, 
aunque hecha por escrito, puede ser dividida. (5) También 
fué resuelto asi para una confesión hecha ante notar,o. (t) 
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Es difícil apreciar decisiones pronunciadas en hechos y no 
motivadas en derecho. Las razones que dan los autores son 
todo, menos decisivas. Consideran las disposiciones del a r -
ticulo 1,356 como excepcionales, lo que no permite de apli-
carlas por analogía. En nuestro concepto, la indivisibilidad 
de la confesión resulta de la esencia misma de la confesión, 
y por consiguiente, toda confesión es indivisible. Si la ley 
solo lo dice para la confesión judicial es porque ésta es seria 
por sí misma; mientras que la confesión hecha fuera de jus-
ticia puede no serlo; lié aquí la cuestión de hecho abando-
nada á la apreciación del juez (núm. 219). Pero ya que el 
juez ha resuelto que hay confesión, debe también admitir 
que ésta no puede ser admitida. (1) 

SECCION VII.—.Del juramento. 

§ I . — N O C I O N E S GENERALES. 

A úm. 1. ¿Es el juramento un acto religioso? 

222. Pothier define el juramento "un acto religioso por el 
que una persona declara que se somete á la venganza de Dios 
ó que renuncia á su misericordia, si no cumple lo que ha 
ofrecido; esto es lo que resulta de esta fórmula: Dios me ayu-
de, ó quiero que Dios me castigue si falto á mi palabra." (2) 
La cuestión de saber si el juramento es un acto religioso ha 
sido muy debatida ante la Corte de Bélgica hace l í g a n o s 
años. Antes de examinarla bajo el punto de vista de nuestra 
constitución, debemos ver si es verdad que el juramento sea 
un acto religioso por esencia. Muy buenas inteligencias lo 
piensan así. Los editores de Zachariíe llegan hasta decir que 
el juramento, considerado como una simple declaración ci-

í a k ^ T u ' j . S a , a d 0 C a s a c i ó n ' 2 8 d e E n e r o d e 1 8 2 4 < ¿ W m « , 
2 I'utbier, Délas ollvjaciones, núm. 103. 
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do por confesión, pu.de también desecharlo como no just i-
ficado. (1) . , , , _ 

2>0 L \ confesión judicial no puede ser revocada, a me-
nos que se pruelíe que fué la consecuencia de un error de 
hecho ; Pa*a lo mi mo cón la confesión extrajudicial? *e en-
seña que la confesión ext. »judicial puede ser retractada sin 
que h parte que la revoca etfé obligada á probar <iue la .ia-
bía hecho por un error de hecho. (2) Rato nos parece muy 
dudoso Si la conf. ión n(X es seria, podrá ser retractada, por-
que semejante declaración no hace fe. Pero si es sena da un 
derecho á la parte adversa, y-no vemos por que razón p 
diera quitárselo. La juri*p. udenc.a admite la irrevocabdi 
dad de la confesión extrajudicml cUjmdo está hecha por es4 
erito, (3) v lo es rito nada agrega á la fuerza probante. 

221 S e enseña también que el juez puede d m d i r la con-
fesión extrajudicial, (4) y la jurisprudencia es t í en este sen-
tido Ha sido r e s u e l t o que la contestación á la cuestión «le 
si\se ha recibido tal suma á titulo de préstamo, que si s-- ha 
recibid** pero solo á titulo de donación, no forma una con-, 
fesión indivisible i la Corte establece, por lo demá*, que la* 
circunstancias lajeen la pretendida donación inverosímil. : 
Curte de Casación decidíó que la confesión extrajudu.al, 
aunque hecha por escrito, puede ser dividida. (5) También 
fué resuelto asi para una confesión hecha ante notar,o. (t) 
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Es difícil apreciar decisiones pronunciadas en hechos y no 
motivadas en derecho. Las razones que dan los autores son 
todo, menos decisivas. Consideran las disposiciones del a r -
ticulo 1,356 como excepcionales, lo que no permite de apli-
carlas por analogía. En nuestro concepto, la indivisibilidad 
de la confesión resulta de la esencia misma de la confesión, 
y por consiguiente, toda confesión es indivisible. Si la ley 
solo lo dice para la confesión judicial es porque ésta es sería 
por sí misma; mientras que la confesión hecha fuera de jus-
ticia puede no serlo; lié aquí la cuestión de hecho abando-
nada á la apreciación del juez (núm. 219). Pero ya que el 
juez ha resuelto que hay confesión, debe también admitir 
que ésta no puede ser admitida. (1) 

SECCION VII.—.Del juramento. 

§ I . — N o c i o n e s g e n e r a l e s . 

A úm. 1. ¿Es el juramento un acto religioso? 

222. Pothier define el juramento "un acto religioso por el 
que una persona declara que se somete á la venganza de Dios 
ó que renuncia á su misericordia, si no cumple lo que ha 
ofrecido; esto es lo que resulta de esta fórmula: Dios me ayu-
de, ó quiero que Dios me castigue si falto á mi palabra." (2) 
La cuestión de saber si el juramento es un acto religioso ha 
sido muy debatida ante la Corte de Bélgica hace l í g a n o s 
años. Antes de examinarla bajo el punto de vista de nuestra 
constitución, debemos ver si es verdad que el juramento sea 
un acto religioso por esencia. Muy buenas inteligencias lo 
piensan así. Los editores de Zachariíe llegan hasta decir que 
el juramento, considerado como una simple declaración ci-
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vil, sería un contrasentido. (1) Tal es también la tésis que 
lia'sido sostenida ante la Corte de Casación, por el procura-
dor «reneral, M. Leclercq, en una notable requisitoria. (2) 
No podemos participar de esta opinión. Esta es la doctrina 
cristiana, pero hulx> un pensamiento antes del cristianismo. 
Debe oírse á Cicerón acerca del valor moral del juramen-
to; mucho nos equivocamos, ó.la opinión del filósofo pagano 
es más moral en este punto que la doctrina de la Iglesia. 

" L o que. debe verse en el juramento, dice Cicerón, es la 
fuerza que tiene, v noe l temor que inspira. P u e s el juramen-
to es una afirmación religiosa; y, lo que habéis prometido 
por semejante declaración, tomando para decirlo asi, á Dios 
como testigp; debeis cumplirlo. Que la cólera de los Dioses | 
sea palabra vana, en hora buena, pero aquí se trata de justicia 
y de buena fe." Ennius dijo muy bien: "¡Oh fe, diosa de 
blancas alas, juramento de Júpi te r !" "Aquel , pues, que v i o . 
la su juramento, viola la Fe que nuestros antepasados colo- ? 
carón en el Capitolio, cerca de Dios muy bueuo y muy | 
grande." (3) 

Cicerón, como Pothier, ha dicho que el juramento es una 
afirmación religiosa; parece, pues, que están de acuerdo; y, ^ 
sin embargo, difieren del todo. Lo que Cicerón llama una ¡ 
afirmativa religiosa, es una afirmativa moral que toma su au- ^ 
toridad y halla su sanción en la conciencia; aparta el temor ¡ 
que pudiera inspirar la cólera de los dioses; mientras que es i 
por temor á la venganza divina como Pothier busca el fun- ' 
damento y la fuerza de lo que llama uu acto religioso. La j 
religión de Pothier, es la del temor; la religión de Cicerón, j 
es el sentido moral, el sentimiento del deber, independiente 
de toda pena ó de toda recompensa. ¿Cuál es el hombre ver-
daderamente moral, el que dice la verdad por temor de Dios, • j 
ó porque espera eternas recompensas, ó el que la dice sin te-

1 A n b r y y B a u , t V I . píig. 345, u o t . s , p f o . 752 ( 3 ' ed ic ión) . 
2 Véase la requisitoria en l a Pasicnsia, 1867, 1, p&gs. 
3 C i c e r o , De offioiis, I I I , 29. 
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mor á la cólera de Dios y sin especular con su misericordia? 
Nosotros decimos que el cristiano," como Pothier, especula; 
dice la verdad 3- cumple con su promesa por cálculo que 
cree provechoso: escapa del infierno y gana la gloria. Exce-
lente especulación, si hay un infierno y si uu paraíso. Pero 
llega el día en que los hombres no creen ya 011 las penas y 
en las recompensas eternas, ¿qué sucede entonces con eso?! 
especuladores en la moral? Se perjuran sin el menor escrú-
pulo de conciencia, pues nunca se les enseñó á escuchar su 
conciencia, y como no temen ya al infierno, no esperan ya 
la gloria. ¿Qué sucede? Se va la moral con la superstición, 
pues la moral solo era una superstición^ Así es como sucede 
que haya casi tantos perjuros como juramentos "ante los t r i -
bunales criminales, y que en materia civil se cuida mucho 
de hacer un llamamiento á la concieucia de la parte adver -
sa. El juramento volverá á tomar su fuerza cuando se ense-
ne á los hombres que tienen deberes que cumplir indepen-
dientemente de toda pena ó recompensa; la venganza de 
Dios y su misericordia, como lo dice Pothier, vicia la moral 
en su esencia, porque la transforma en especulación. 

223. La opinión contraria es profesada por todos los au-
tores y está consagrada por la jurisprudencia. Hay , pues, 
que ver á qué consecuencia ha conducido. Una primera 
cuestión so presentó en Fiancia y en Bélgica. Hay sectas 
cristianas, las que, fundándose en una palabra del Evange-
lio, prohiben prestar juramento con invocación de la Divini-
dad. Estos son los anabaptistas y los quakeres: afirman; es 
decir, dicen sí ó nó, pero no juran. ¿Deberá recibirse su afir-
mación y valdrá ésta como el juramento? La afirmativa ha 
sido resuelta por las Cortes de Bélgica y dé Francia. ( l)¿Qué 

1 Denegada d e la Cor t e d e Casaoión d e Bé lg ica , 2 8 do J u l i o d e 
18."»7 (Pasicrisia, 1857,1, 376) . V é a s e la j u r i s p r u d e n c i a f r a n c e s a en 
el Repertorio d o Dalloz, e n la p a l a b r a Juramento, n ú m . 24, y la requi -
«¡Uiria d e Mer l in , e n sus Cuestione de derecho, e n la p a l a b r a Juramen-
to, pfo. I . 
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es esta afirmación hecha en justicia sin invocación de la Di-
vinidad? No es un juramento religioso, en el sen t i io de 
Pothier; es un acto moral en el sentido de Cicerón. No tiene 
ya elinfiarno per sanción, tiene por sanción las panas seña-
ladas en el Código Penal. Los testimonios de los qu ikeres, 
citados por Merlin, no dejan ninguna duda acerca «le este 
punto. Guillermo Peun en su Historia de la Sociedad de los 
quakeres, después de haber expuesto que la simple afirma-
ción está mucho más en armonía que el juramento con la 
pureza del Evangelio, agrega: "Pero al mismo tiempo los 
quakeres consienten, si dicen una falsedad, á ser castigados 
tan severamente como I03 demás, por un perjuro.» El 10 
de Febrero de 1791, una diputación de quakeres franceses 
se presentó ante la asamblea nacional y pidió, entre otras co-
sas, que se les dispensara del juramento. "Sabéis, dijo el ora-
dor, que la fórmula del juramento nada agrega á la buena 
fe y á la probidad; solo es un modo especial de hacer una 
declaración, es un lenguaje especial. Esperamos que con-
sentiréis entendernos en nuestro lenguaje que es el de J e -
sucristo.» Mirabeau presidía la asamblea y contestó: »El 
cuerpo legislativo discutirá si una declaración cuya falsedad 
fuera sometida á las penas establecidas contra los falsos tes-
timonios y los perjuros no seria un verdulero juramento. No 
tomáis á Dios como testigo, pero atestiguáis con vuestra con-
ciencia; y una conciencia pura es como un cielo sin nubes. 
¡Esta parte del hombre es como un rayo de la Diviuidad!» 

Hé aquí lo que se vuelve el juramento sin invocación de 
la Divinidad. Es, si se quiere, una afirmación religiosa, pues-
to que la religión en su esencia se confunde con la moral. 
Pero no es ya un acto religioso en el sentido cristiano, tal 
como Pothier lo ha definido; ni una palabra se dice en la 
declaración de los quakeres de la venganza de Dios y de su 
misericordia; la afirmación tiene su base y su sanción en la 
conciencia; es el juramento de Cicerón. Bajo el punto de 

vista de la religión tradicional, el juramento de loa quake-
res no es un juramento, por esto es que pedian á la asam-
blea nacional que se les dispensara del juramento. P e r o la 
religi'Sn se modifica con los sentimientos y las ideas; la nues-
tra, por más que se diga, no es ya la de Pothier; nuestro Dios 
no es ya un Dios de venganza, es un Di03 de bondad. B a -
jo este punto de vista, puede decirse con Mirabeau, que el 
juramento, aunque prestado sin la invocación de la Divini-
<lad, e3, sin embargo, un juramento religioso, es un juramen-
to moral, y esta afirmación encuentra su sanción en el Có-
digo Penal . Merlin, después de haber relatado la respuesta 
de Mirabeau, agrega: »Es verdad que la promesa hecha por 
los quakeres nunca ha sido discutida, ni convertida en ley; 
pero para admitirla, no es necesaria una ley particular, bas-
ta con la general que proclama la libertad religiosa; el tes-
timonio de la conciencia es un verdadero juramento.» (1) 

224. No es así como se considera al juramento, en la opi-
nión general. Se ve en él un acto religioso, porque la reli-
gión ó las creencias religiosas del que lo presta son una g a -
rantía de que dice la verdad ó de que cumplirá la promesa 
que hace. Más exacto sería llamarlo un juramento supsrsti-
cioso. ¿Y qué garantía ofrece la superstición? En 1814, el 
principe soberano de los Países Bajos dió un decreto por el 
que ordenaba "que se prestase el juramento en la forma usa 
da en Bélgica, antes de la ocupación francesa. El objeto era, 
dice la Corte de Casación, el de devolver al juramento el 
carácter religioso que la legislación y la jurisprudencia del 
país habían siempre reconocido en este acto. De esto, la 
Corte concluye que es esencial que la fórmula esté confor-
me con el culto profesado por aquel que esté l lamado á 
prestarlo en justicia. La Corte da como ejemplo los antiguos 
movimientos jurídicos de nuestros tribunales, que prueban 

1 Mer l in , Cuestiones de derecho, e n la p a l a b r a Juramento, p fo I ( to-
mo XIV, púg. 206) . 



que la fórmula <lel juramento variaba según la religión: un 
judío, por ejemplo, prestaba el juramento según el modo is-
raelita. (1) 

Tal era el espíritu del decreto de 4 de Noviembre de 
1814; prohibía, en consecuencia, la fórmula siguiente pa-
ra el juramento que debían prestar los testigos: " L o juro; 
así me ayuden Dios y todos los Santos." l i é aquí, de lleno, la 
superstición. Esto es puramente católico; los protestantes y 
los judíos no podían prestarlo. El católico no se encueutra 
con la invocación de la Divinidad; pone á los Santos en la 
misma fila que Dios. ¿Qué digo? La religión práctica solo 
conoce á los Santos y olvida completamente á Dios. ¿Qué 
garantía será la de este juramento para aquellos que no creen 
ya en los Santos? ¿Se les obligará á pesar de todo á jurar 
por los Santos? ¿O so tes preguntará si creen en ellos? No so-
mos los que levantamos estas dudas; las han invocado como 
argumento en contra del juramento israelita. 

Los judíos talmudistas prestan el juramento en sus sina-
gogas, las manas puestas en los libros santos, con las más 
horribles imprecaciones contra los perjuros. Hé aquí el ju-
ramento por excelencia, tal como lo define Po th ie r : el Dios 
vengador preside en él; el Dios de la ley antigua, y el cato-
licismo es en muchas cosas la vuelta al judaismo. Un judío 
no se cree ligado por un juramento prestado simplemente 
con invocación de la Divinidad; fal tarájLsu palabra sin es-
crúpulos de conciencia: ¡esto es á lo que conduce el jura-
mento religioso! Se van á ver las dificultades ó mejor, las 
imposibilidades jurídicas contra las que tropieza. 

La Corte de Colmar, que ve de cerca los efectos de la su-
perstición judía, decidió que se podía exigir de los judíos la 
perturbación deljjuramento more judaico; es decir, con las so-
lemnidades que acabamos de relatar. Comienza por estable-
cer que el juramento es un acto civil á la vez que religioso; 

1 D e n e g a d a , 28 d e J n l i o d e 1857 {Pancritia, 1857, 1, 376). 
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al prescribir el juramento, al autorizar conferirlo, y sobra 
todo al castigar el perjuro con penas graves, la ley ha te-
nido evidentemente por mira fortificar el compromiso por 
una liga rtiás que civil, por una liga sagrada que ligue no 
solo el fuero interno, sino que agrega toda la potencia de 
la ley religiosa. De esto la consecuencia, forzosa que el ju-
ramento debe ser prestado según el rito proscripto por c a -
da confesión religiosa. Pues bien, los judíos de Al sacia son 
talmudistas; es decir, que siguen en todo punto el Talmud, 
mientras que los judíos del medio día 'siguen el rito po r tu - ^ 
gués, que solo admite la ley de Moisés; los judíos alsacianos 
están persuadidas que un juramento prestado con la sola in-
vocación de la Divinidad no los liga Se objeta la libertad 
religiosa que Merlin invoca para sostener que una simple 
afirmación judicial equivale al juramento. Cada uño puede 
mollificar como le plazca sus condiciones religiosas, seguir 
solo en parte el culto do sus padres, ó desecharlo tácita-

Esto se ve todos I03 dias entre los judíos y entre losc r s -
tianos. ¡Se necesitará, pues, que el juez inquiera la religión de 
aquel que deba portar el juramento! La Corte llama renegados 
á los hombres que abandonan las creencias de sus padres. 
ÍJea. La cuestión e3tá en saber si los judíos como los cristia-
nos tienen el derecho de ser renegados, y lo que hará el juez 
cuando se encuentre frente á un renegado. La Corte se saca 
de apuros diciendo que está poco menos sin ejemplo ver á re-
negados entre los judíos de Alsacia. P e r o la Corte sabe 
que no sucede lo mismo con los cristianos, se ve, pues, 
obligada á decidir la cuestión en principio; y hé aquí la 
consecuencia á lo que llega: La justicia debe, hasta prueba 
contraria, admitir que cada uno cree en la religión de sus 
padres, que la conserva y sigue, y que es, según e3ta religión 
como .deben hacerse los actos que son á la vez civiles y re-
ligiosos, tales como el juramento, el matrimonio, y la inhu-



marión. La opinión contraria, dice la Corte de Colmar, con-
duciría á la indiferencia religiosa y al ateísmo. (1) 

¡Ayl Ya hemos llegado á esta indiferencia, y no es la 
ficción de la Corte de Colmar lo que nos salvaría de esta 
muerte del alma. Se ensayará en vano el arrastrar las con- • 
ciencias hácia la religión del pagado; esto es el medio infa-
lible para arraigar la indiferencia y el ateísmo. A sentimien-
tos nuevos, se necesitan creencias que la conciencia pueda 
aceptar. ¿Cómo conciliar la conciencia con el juramento 
confesional? ¿Qué medio tiene el jue¿ para cerciorarse si ei 
judío llamado á prestar juramento cree aún en el Talmud? 
Y si no cree en él, ¿qué valor tendrá su juramento prestado 
en la sinagoga para aquel que ha desertado de ella? Se quié- I 
re fortificar el juramento y se le arruina en su esencia. So-
lo hay una conciencia, y é»ta habla por todas partes la mis- j 
ma lengua, con tal que no se principie por cegarla; diríjan-
se á la conciencia, con el cuidado de desarrollar el sentido J 
moral é ilustrarlo; hé aquí la única garantía posible, y es 1 
también la más fuerte. 

Es bajo la inílueucia de tales sentimientos como la Corte j 
de Casación ha cambiado su jurisprudencia en 184C. La 
Corte mantiene el principio que el juramento tiene un ca- J 
rácter esencialmente religioso, puerto que aquel que lo pres- j 
ta, toma á Diq¿ como testigo por la sinceridad de su afirma- j 
ción. P e r o la religión, tal como la entiende la Corte, no es | 
ya la superstición del pasado. La Corte dice "que laverda- i 
dera garantía contra el perjuro consiste en la conciencia del I 
hombre y no en las solemnidades accesorias que no agregan j 
ninguna fuerza real al acto solemne del juramento. ' ' No es * 
esto el juramento religioso tal como las sectas lo entienden; 
es el juramento moral de Mirabeau, es la afirmación de los 

u 

1 C o l m a r , 18 d e E n e r o d e 1 8 2 8 (BsTToz, e n l a p a l a b r a Juramento, 
n ú m . 25 , 3o, y l a s d e m á s s e n t e n c i a s e n e l m i s m o s e n t i d o q u e s o n c i -
t a d a s . 

quakeres, es también la afirmación religiosa en el sentido 
que lo moral se confunde con ío religioso. La consecuencia 
es que ya no puede haber juramento confesional. El jura-
mento consiste en la palabra: '-Yo lo juro,n que se está obli-
gado á pronunciar levantando la mano. Así, la invocación 
de Dios ni siquiera se halla en la fórmula consagrada por 
la jurisprudencia francesa. Sin embargo, la Corte admite 
una excepción; el juez puede autorizar á l a persona que de-
be prestar el juramento para usar otra forma cuando ésta 
no profesa la religión de la mayoría de los-franceses y cuan-
do ella misma lo solicita. (1) Nos parece que la excepción 
no está mucho en armonía con el principio, y sin embargo, 
hubiera sido difícil no admitirlo. Se ve con cuántas dificul-
tades se tropieza cuando se parte del principio que el j u r a -
mento es un acto religioso; la Corte entiende por ello un 
juramento moral, y se ve obligada á sancionar un juramen-
to supersticioso. Y, hay que decirlo, el juramento moral de 
la Corte de Casación no alcanzará el objeto del juramento 
religioso: es un jurament» filosófico. El consejero Lasagni 
lo hizo notar en su informe: uEl verdadero juramento da 
fuerza á Ja sinceridad de lo que una persona afirma de un 
modo sobrenatural-, si se quiere un juramento religioso, es 
necesario que el que lo presta lo haga poniéndose en p re -
sencia de Dios, aunque este Dios fuere una piedra.» Se ve 
que la lucha está entre la religión del pasado y la religión 
del porvenir, entre la superstición y la moral. 

Señalé mas aún una dificultad que se opone al juramento 
prestado more judaico. Según el Código de Procedimientos 

1 C a s a c i ó n , 3 d e M a r z o d e 1846 ( D a l l o z , 1846, 1, 103) . L a s c o i t e s 
o e a p e l a c i ó n y los . n t o r e s h a n a d o p t a d . » e s t a d o c t r i n a . V é a s e la j U -
m , , n , d e n o i a e „ el Repertorio d e D a l l o z , e n l a p a l a b r a Júramelo; 
ILLO'* A g r e g ú e s e D e n e g a d a , 16 d e E n e r o d e 1 8 6 9 ' D a l l o r , 1870 1 

1 a r o m b i e r e , t . V , p á g . 4 3 7 , n ú m . I I ( E d . B . , t o ' m ¿ 

P . d e D. TOMO x x 36 . 



(art. 121), el juramento en materia civil debe ser prestado 
por la parte en persona y en audiencia. Es difícil conciliar 
con esta disposición de un juramento prestado en la sinago-
ga, no en presencia del juez, sino en presencia del rabino. 

225, E n Bélgica, la cuestión se ha presentado en otros 
términos. Se sostiene que la constitución belga se opone á la 
prestación del juramento religioso, aun el más sencillo, re-
duciéndolo á la invocación d é l a Divinidad. La jurispruden-
cia unánime de la Corte de Capación y de las cortes de ape-
lación, se ha pronunciado contra esta opinión; (1) vamos 
á exponer la doctrina consagrada por la jurisprudencia, y 
dirémos á la vez cuáles son nuestros motivas de duda. 

La Corte de Casación toma como punto de partida la no-
ción tradicional del juramento: es el acto por el que el hom-
bre toma de Dios como testigo de la verdad de lo que af i r -
ma, la invocación de la Divinidad; es, pues, dé la esencia del 
juramento; forma la prenda de confianza que aquel que lo 
presta debe inspirar. Se trata de saber si la con.-titución bel-
ga ha abrogado el juramento así entendido. La Corte invo-
ca el ar t . 127 que dice: "Ningún juramento puede ser im-
puesto sino en virtud de la ley. Ella determinará la fórmu-
la. " Esta disposición no es tan decisiva como se dice: todo 
pende de la fórmula del juramento; puede ser una simple 
afirmación hecha en justicia y sancionada por el Código Pe-
nal; puede ser una afirmación sobrenatural, garantizada por 
penas sobranaturales. ¿De qué manera lo entendieron los 
autores de la. constitución? Esto es cuando menos dudoso, 
pues esto es lo que se lee en el informe de la sección central 
acerca del art. 127. "Exigir un juramento quesería contra- ] 
rio á la libertad de cultos y de opiniones, serla violar una de 

1 Denegar ta , 2 8 d e M a y o d e 1867 y 25 d e J u n i o d e 1867 (Pa»teri-
na, 1867, 1, 275 y 295); 28 d e A b r i l d e 1868 (Pa»icri»ia, 1 8 6 8 , 1 , 393), 
y 19 d e J u l i o d e 1869 ( P a s i e r i ñ a , 1870, 1, 45) L ie ja , 17 d e Agos to 
d e 1867 {Pasicrisia, 1867, 2 , 207), B r n i e l a s , 4 d e Mayo d e 1867 (Pa-
«termo, 1867, 1, 296,). 

las bases fundamentales de nuestra constitución. Existen sec-
tas que desechan el juramento, pero que admiten la afirma-
ción solemne para testificar un hecho. En el sentido de la 
ley civil, el juramento no es otra cosa sino una afirmación que 
liga solemnemente d aquel que lo presta." Esta definición del 
juramento es la de Mirabeau (núm. 223), e» el juramento 
moral, no es el juramento confesional, y el verdadero j u r a -
mento religioso es aquel que está prescripto no por la ley 
civil, sino por la ley religiosa. P o r esto solo que la constitu-
ción dice que la ley determinará la fórmula del juramento 
confesional, el verdadero pensamiento religioso, como lo di-
jo Lasagni es un acto sobrenatural; si, pues, los autores de 
la constitución hubiesen entendido que el juramento fuese 
religioso, debieran atenerse, en cuanto á la fórmula, no á la 
ley civil, pero á la ley religiosa, y aun á las convicciones mo-
rales ó filosóficas de aquel que esté llamado á prestar un ju-
ramento. ¿No es en este sentido como dice el relator de la 
sección central, que sería violar la constitución el exigir un 
juramento que fuera contrario á la libertad de cultos y de 
opiniones? 

Sin embargo, no damos una gran importancia al informe 
de la sección central acerca del art . 127, ni tampoco á esta 
misma disposición. La verdad es que la cuestión del j u r a -
mento religioso no ha sido completamente fijada y, por con-
siguiente, no se puede decir que esté resuelta. Todo cuanto 
puede afirmarse, y todas están de acuerdo en ello, es que no 
se puede imponer una fórmula religiosa que sea contraria á 
las creencias de aquel que presta el juramento; ui la ley mis-
ma lo podría hacer, puesto que esto seria violar la libertad 
religiosa, y agregarémas, como el informe de la sección cen-
tral, la libertad de las opiniones. Así queda fuera de duda, 
que no se puede exigir la fórmula prescripta por el decreto 
de 1814: "Ayúdeme Dios y los Santos." No podría exigir-
se esta fórmula para el que no fuera católico, puesto que es-
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ta es la fórmula católica. En nuestro concepto, ui siquiera 
podría imponérsela A los católicos. No insistirémos en este 
punto, puesto que no fué en estos términos como la cues-
tión ha sido presentada ante la Corte de Casación. La fór -
mula del juramento que un testigo rehusó prestar, contenía 
la simple invocación de la Divinidad: Asi me ayude Dios. 
Esta fórmula, dice la Corte de Casación, no implica en ma-
nera alguna la adhesión á un culto cualquiera; es, pues, im-
posible que viole la libertad de los cultos. ¿Es esto muy 
exacto? 

La constitución hace más que consagrar la libertad de 
los cultos: establece la libertad religiosa en su sentido más 
lato y más absoluto. En efecto, el mismo artículo que pro-
clama la libertad de cultos y la de su servicio público, agre-
ga: " L a libertad de manifestar sus opiniones en toda mate-
ria está garantizada.» La libertad de las opiniones, nótese 
bien, está garantizada por la misma ley lo mismo que la l i -
bertad de cultos; esto es, la libertad de pensar y de mani-
festar su pensamiento, la libertad filosófica; es decir, la l i -
bertad de creer <5 de no creer, la libertad de abandonar la 
creencia desús padres, la libertad de profesar nuevas creen-
cias y la libertad de repudiar toda fe sobrenatural, aun la 
creencia en Dios. No profes&mos el ateismo, este es dé to-
dos los sistemas filosóficos el que nos es más antipático. Pe-
ro el ateismo es profesado; y hay una doctrina muy e spa r -
cida bajo el nombre de positivismo. Esta quebranta las ba-
ses del orden social y del orden moral; pero no se t ra ta 
aquí del valor de las doctrinas, también hay creencias reli-
giosas que son funestas; sin embargo, la constitución les 
presta ayuda y protección, hasta el punto de dar á sus mi-
nistros un sueldo, á pesar de que estos cultos arruinan por 
sus enseñanzas los fundamentos de nuestro orden político. 
Pues bien, el ateo tiene el mismo derecho que el jesuíta. Si 
la constitución no permite exigir al jesuíta un juramento re-

ligioso contrario á sus creencias, tampoco puede permitir 
que se imponga al atec la invocación de una Divinidad de 
que niega la existencia. 

Aun hay más. L a invocación de la Divinidad que, según 
la Corte de Casación, hace la esencia del juramento, impli-
ca una creencia religiosa, otra que la existencia de Dios. Po-
thier lo dice, y es singular que en este debate no se haya 
citado su testimonio, cuando se lia ci.ado én tantos otros. 
Tomar á Dios como testigo, es decir que .se somete uno á su 
Venganza y que se renuncia á su misericordia• es decir que 
la invocación de la Divinidad implica la creencia católica del 
infierno, de la perpetuidad de las penas y de las recompen-
sas. Decimos que esta es una creencia católica, porque hay 
sectas protestantes que la repudian y porque no hay un so-
lo libre pensador que la acepte. Luego imponer el juramen-
to con invocación Divina, es exigir una profesión católica 
de aquel que presta el juramento. Hemos dicho que nadie 
tiene este derecho, ni el mismo ligislador; la sección central 
del congreso lo dijo: "Exigir un juramento que fuera con-
trario á la libertad de opiniones seria violar una las bases 
fundamentales de nuestra constitución." Y hay miles, no diré-
mos de libres pensadores, sino de católicos que no eren ya 
en las penas eternas; luego se viola la libertad de concien-
cia imponiéndoles un juramento que está en oposición con 
con sus creencias. ¿Y qué valor tendrá este juramento? Si 
lp tiene para aquel que cree en el infierno, no tendrá nin-
guno para aquel que no cree en él. El juez debería, puea, 
antes de reeibr el juramento, preguntar al que lo presta si 
cree en la sanción de las penas eternas. El juez no tiene es-
te derecho; luego no puede imponer un juramento aun con 
la simple invocación de la Divinidad. Y los juramentos que 
se prestan con esta fórmula son juramentos irrisorios para 
aquellos que no tienen la fe que supone el juramento. Un 
juramento moral, una simple afirmacióu hecha con la mano 



levantada, como lo dice la Corte de Casación de Francia, 
tendría mucha más autoridad. Esta sería la afirmación del 
hombre honrado, y aun no se ha encontrado á nadie que 
repudie la honradez. 

En nuestra constitución hay, además de la libertad reli-
giosa, la separación de la Iglesia y del Estado, lo que impli-
ca la separación d-jl urden religioso y del orden civil. Es 
verdad que la constitución no proclama este principio, pe-
ro los autores de la constitución lo han proclamado en los 
términos más formales en el seno d-1 congreso, y entre ellos 
se encontraban algunos sacerdotes. (1) Para ellos 110 era 
esto un principio, solo pretendieron inscribirlo en la consti-
tución á título de necesidad temporal. En donde hay con -
flicto de creencias religiosas y de opiniones filosóficas más ó 
menos hostiles á la religión tradicional, la ley no puede ya 
tener carácter confesional ni, por lo tanto, ninguún acto de 
la vida civil. La libertad religiosa, tal como la entiende 
nuestra constitución, con la separación de la Iglesia y del 
Estado, tiene como consecuencia lógica la secularización de 
todos los actos que antaño eran esencialmente religiosos: 
tal es el matrimonio. La constitución no solo seculariza, su-
bordina el matrimonio religioso al matrimonio civil; si el 
matrimonio que es un sacramento, no es ya para la ley sino 
un contrato, con más razón debe suceder lo mismo para to-
dos los actos que tienen un carácter civil á la vez que reli-
gioso; éstos dejan de ser actos religiosos para tomarse actos 
civiles; tal es el juramento. Como el matrimonio, el jura-
mento no es ya más que un acto civil." ¿Es esto decir que 
el juramento reducido á una simple afirmación no es ya ju-
ramento? Será aún un acto religioso, en el verdadero senti-
do de la palabra, puesto que será un acto dictado por la con-
ciencia y sancionado por ella. N o tendrá ya el temor al in-
fierno como garantía. Desde hoy, esta garantía es ilusoria y 

1 Véase na i Estudio de la Iglesia y del Estado en Bélgica. 

lo será ca la día más; muy pronto ni los niños creerán en el 
infierno. Esto no impide que haya un orden moral al que 
preside Dios. Pero el Dios en que creemos no es ya el Dios 
de venganza de la ley antigua, es el Dios de caridad de la 
nueva ley. Es este Dios que nos fué revelado por Jesucristo, 
á la vez que repudió todas las formalidades de la antigua 
ley. H é aquí por qué dijo á sus discípulos: No juraréis; 
vuestra palabra debe ser sagrada, porque está dictada por 
la conciencia, y Dios está en la conciencia: ayúdala si obe-
dece á la voz de Dios. 

Núm. 2. División. Del juramento extrajudicial! 

226. El Código (art. 1,357) dice que el juramento judi-
cial es de dos clases: el juramento decisorio y el juramento 
deferido de oficio. Esto supone que hay además otro j u r a -
mento que no es judicial, los autores lo llaman extrajudicial, 
porque no se presta en justicia. El juramento es extrajudi-
cial en dos casos. 

En el derecho antiguo, las partes contratantes agregaban 
algunas veces el juramento á sus tratos para asegurar su cum-
plimiento; se le llamaba juramento promisorio, porque la 
promesa se hacía bajo fe de juramento. La ambición de la 
gente de Iglesia había antaño hecho común el uso del ju-
ramento en los contratos; pretendían que el juez eclesiásti-
co tenía el derecho de conocer de las contestaciones acerca 
de la ejecución de los contratos que eran confirmados por el 
juramento. Fundaban esta pretensión en la naturaleza del 
juramento: éste, siendo un acto religioso, rehusar ejecutar 
una obligación confirmada por el juramento era considerada 
como violación de la religión; por consiguiente, la religión 
aparecía como interesada en las contestaciones acerca de la 
ejecución de los compromisos garantizados por el juramento, 
lo que las hacía de la competencia de la gente de Iglesia. 
Por esto era por lo que los notarios que eran gentes de igle-



sia, procuraban insertar en los contratos que recibían, una 
cláusula de juramen'o promisorio, con el fin de asegurar á 
los jueces eclesiásticos el conocer en los procesos á que da -
ban lugar dichas contratos. Hace mucho tiempo, dice Po -
thier, que la gente de iglesia se ha visto precisada á aban-
donar pretensiones á las que había dado lugar la ignoran-
cia, lo que no impedía que la Iglesia sostuviese que su j u -
risdicción era de derecho divino: era el derecho divino de 
la ignorancia. (1) El j u ra nento promisorio ha caído|en des-
uso. Cuando la obligación es válida, el juramento no le agre-
ga ningún efecto, y no la impide de ser nula cuando tiene 
algún vicio. El juramento promisorio es, pues, inútil. Era 
una invención del clero, que cay''' con su jurisdicción. 

227. H a y también juramento extrajudicial cuando las 
partes convienen en hacer depender la solución de una d i -
ferencia de la prestación del juramento. Este juramento t ie-
ne una gran analogía con el que el Código llama decisorio; 
tiene el mismo efecto, en el sentido de que si es prestado 
por la parte á la que lo defiere la convención, ésta obtiene 
gane en la causa; pierde, al contrario, cuando rehusa pres-
tarlo. La ley no habla del juramento deferido fuera de jus-
ticia; la convención que lo defiere no por esto deja de ser 
válido, puesto que nada tiene contrario al orden público ni 
á las buenas costumbres. Esta "es una transacción y está 
regida por los principios que rigen á la transacción. El ju-
ramento judicial es también una transacción: difiere del ju-
ramento convencional en que la transacción, en virtud de la 
cual el juramento está deferido en justicia yes obligatorio, 
la parte á la que el juramento es concedido en justicia debe 
aceptar la transacción, mientras que lo puede rehusar si se 
le ofrece fuera de justicia; no hay que clecir que no puede 
haber transacción sin concurjo de consentimiento. Hay ade-

1 P o t h i e r , Drías ollif/aciotirs. nún i . 104. C o m p á r e t e mi Estudio Je 
la Iglesia y drl Estado (2* ed ic ión) . 

más otra diferencia entre el juramento judicial y el extraju-
dicial; el primero puede ser referido, el segundo debe ser 
prestado por la parte á la que la consecuencia lo impone. (1) 
Es inútil detenernos en ello; el juramento es un último r e -
curso, al que raramente se recurre antes de haber intentado 
la vía judicial. 

228. El juramento prestado ante el juez de paz cuando' 
actúa en conciliación, ¿es un juramento extrajudicial? Se 
admite generalmente la afirmativa y con razón. (2) La ley 
define el juramento judicial, el que una parte defiere á la otra 
para que de ella depende la sentencia de la causa, y el que 
defiere el juez de oficio á una ó á otra parte. Es seguro que 
el juez de paz no puede deferir el juramento á las partes 
cuando ccnparecen ante él en conciliación, pues su misión 
es la de conciliar y no de juzgar. , Por igual razón, el 
juramento que una de las partes defiriere á la otra no sería 
un juramento judicial; sería la oferta de una transacción 
que la otra parte puede aceptar á rehusar; si acepta, hay 
conciliación bajo la condición del prestar juramento; si rehu-
sa no hay conciliación. No se puede, pues, aplicar al acto de 
rehusar, la disposición del art. 1,361 que dice así: "Aquel 
á quien el juramento está deferido, y que rehusa ó no con-
siente á deferirlo á. su adversario, debe sucumbir en su d e -
manda ó "en su aceptación." 

E l art. 1,361 supone un juramento judicial; es decir, una 
transacción obb'gatoria; en el juzgado de paz, solo puede 
tratarse de conciliación; es decir, de una transacción volun-
taria: Se objeta el art. 55 del Código de Procedimientos que 

1 D n r a n t o n , t . X I I I , p á g . 601, nf tms. 568.570. C o l m e t de S a n t e _ 
rre, t . V , pííg. 648, n á m . 336 bis I I . L a r o m b i ó r e , t . Y , p á g . 446. nú-
meros 2 \ 3 ^ E d . B., t. I I I , p á g . 326). 

2 Tonll ier , t . V , 2 , p á g . 290, n«ím. 363. A n b r y y R a u , t V I , p á 
« t o a 346, no t a 5, p fo . 752. L a r o m b i é r e , t , V, p á g . 478, n ú m s 1 1 . 1 3 
mira 5¿9 ' P g ' 9 ) ' C o m P á r e 8 e D n r a n t o n , t . X I I I , p á g . 603, 

P. d e D. TOMO I I , 37. 



dice: " S i una de las partes defiere el juramento á la otra , el 
juez de paz lo recibirá, ó hará mención de la negación de 
pres ta r lo . " Si debe hacer mención de la negación de pres-
tarlo, se dice, es que la par te que rehusa debe sucumbir. Nó; 
en el juzgado de paz no puede t ra tar le de ganar ó perder una 
causa, solo de tratar de concillarse ó de rehusar conciliarse. 
Esto es lo qjie dice el-art. 54: el acta que levanta el juez 
contiene las condiciones del arreglo, si lo hubo; en el caso 
contrario, hará sumariamente mención que las partes no pu-
dieron convenirse. Como consecuencia de esta de termina-
ción, el art . 55 dice que el juejs de paz recibirá el juramen-^ 
to, lo que será una conciliación bajo la forma de t ransac-
ción; ó la negación de prestar el juramento, que equivaldría 
á rehusar la conciliación. L a jurisprudencia está en este sen-
tido. (I) Si la parte presta el juramento, el juez de paz lo, 
recibe, y el proceso concluyó como concluiría en virtud de 
una sentencia judicial; luego si el juramento 63 falso, la par-
te culpable será castigada con las penas del perjuro. (2) 

229. El juramento judicial es decisorio ó deferido de oficio 
"{art. 1,357); los autores llaman á este último juramento su-
pleatorio. 

§ I X . — D e l j u r a m e n t o d e c i s o r i o . 

Núm. 1. Principio. 

230. El juramento decisorio es aquel que una parte defie-
re á la otra para que de él dependa la sentencia del litigio 
(art. 1,357). En una "transacción que ofrece la parte que de-
fiere el juramento y que debe aceptar la parte á la que es 
deferido. Si el demandante quien defiere, dice implícitamen-
te á la otra: "S i quereis jurar que nada me debeis ó que me 

1 D e n e g a d a , 17 d e J u l i o d e 1810 (Dal loz , e n l a p a l a b r a Comercian-
te, n ú m . MG). P o i t i e r s , 3 d e F e b r e r o de. 1841 (Dal loz , 1846, 2 , 124). 
Donai , 5 de E n e r o de 1854 (Dal loz , 1854, 2, 135). 

2 D e n e g a d a , C o r t e d e Casac ión d e Bé lg ica , 4 d e F e b r e r o J e 18b-
(Pasicritia, 1862 ,1 ,378) . 

habéis pagado lo que os demando, os tendré por liberado. -' 
Si el demandado que defiere el juramento, propone una tran-
sacción como sigue: "Os pagaré lo que me demandais si 
quereis jurar que realmente os lo debo . " Esta transacción 
debe ser aceptada por aquel á quien está ofrecida. Hemos 
dicho que la delación del juramento es una transacción; en 
efecto, el Código dice que la sentencia de la causa depende ' 
de él, y el art. 2,014 define la transacción un contratp-por 
el que las partes terminan UiTtit igio nacido, ó evitan una 
contestación por nacer. ¿De qué modo la declaración del ju-
ramento decide el litigio? Si aquel á quien el ju ramento es 
deferido lo presta, obtiene en la causa; esta es la consecuen-
cia de la transacción que la otra parte ha propuesto, S i r e -
husa de prestar el ju ramento , jUHywflbe, pues esta a l t e rna -
tiva está también comprendida eu la transacción, y es segu-
ramente en ella que descarga la parte que confirió el j u r a -
mento; la negación de prestar el juramento implica la con-
fesión tácita que la demanda formulada es legítima. La ley 
permite t a m b i é n ^ las partes que deben prestar el juramen-
to, conferir lo á su adversario; en ese caso, el resultado del 
proceso dependerá del pait ido que tome aquel: presta el ju-
ramento, gana; lo niega, sucumbe. 

231. Lo que caracteriza esta transacción es que es obli-
gatoria: la parte á que es ofrecida, debe necesariamente 
prestar\pl juramento ó conferirlo al adversario, si no pierde 
su litigo. ¿Por qué permite la ley imponer una transacción 
bajo la forma del juramento? Jaubert , el relator del T r i b u -
nado, contesta á la cuestión: "Aquel á quien es deferido el 
juramento no puede quejarse de que se le deje juez «le su 
propia causa; sería vergonzoso rehusarse á afirmar la v e r -
dad y la sinceridad de una demanda ó de una excepción 
en la que se pretendiera persistir ." El orador del Gobierno 
agrega: "Cuando una parte descarga en la probidad de la 
otra, á tal punto de someter un litigio á su juramento, ó 



dice: " S i una de las partes defiere el juramento á la otra, el 
juez de paz lo recibirá, ó hará mención de la negación de 
pres tar lo ." Si debe hacer mención de la negación de pres-
tarlo, se dice, es que la parte que rehusa debe sucumbir. Nó; 
en el juzgado de paz no puede tratarle de ganar ó perder una 
causa, solo de tratar de concillarse ó de rehusar conciliarse. 
Esto es lo qjie dice el-art. 54: el acta que levanta el juez 
contiene las condiciones del arreglo, si lo hubo; en el caso 
contrario, hará sumariamente mención que las partes no pu-
dieron convenirse. Como consecuencia de esta determina-
ción, el art. 55 dice que el juejs de paz recibirá el juramen-^ 
to, lo que será una conciliación bajo la forma de transac-
ción; ó la negación de prestar el juramento, que equivaldría 
á rehusar la conciliación. La jurisprudencia está en este sen-
tido. (I) Si la parte presta el juramento, el juez de paz lo, 
recibe, y el proceso concluyó como concluiría en virtud de 
una sentencia judicial; luego si el juramento 63 falso, la par-
te culpable será castigada con las penas del perjuro. (2) 

229. El juramento judicial es decisorio ó deferido de oficio 
^ar t . 1,357); los autores llaman á este último juramento su-
pleatorio. 

§ IX.—DEL JURAMENTO DECISORIO. 

Núm. 1. Principio. 

230. El juramento decisorio es aquel que una parte defie-
re á la otra para que de él dependa la sentencia del litigio 
(art. 1,357). En una "transacción que ofrece la parte que de-
fiere el juramento y que debe aceptar la parte á la que es 
deferido. Si el demandante quien defiere, dice implícitamen-
te á la otra: "Si quereis jurar que nada me debeis ó que me 

1 D e n e g a d a , 17 d e J u l i o d e 1810 (Dal loz , e n l a p a l a b r a Comercian-
te, n ú m . MG). P o i t i e r s , 3 d e F e b r e r o de. 1841 (Dal loz , 1846, 2 , 124). 
Donai , 5 de E n e r o de 1854 (Dal loz , 1854, 2, 135). 

2 D e n e g a d a , C o r t e d e Casac ión d e Bé lg ica , 4 d e F e b r e r o J e 18b-
(Pasicritia, 1862 ,1 ,378) . 

habéis pagado lo que os demando, os tendré por liberado. -' 
Si el demandado que defiere el juramento, propone una tran-
sacción como sigue: "Os pagaré lo que me demandais si 
quereis jurar que realmente os lo debo ." Esta transacción 
debe ser aceptada por aquel á quien está ofrecida. Hemos 
dicho que la delación del juramento es una transacción; en 
efecto, el Código dice que la sentencia de la causa depende ' 
de él, y el art. 2,014 define la transacción un contratp-por 
el que las partes terminan UiTtitigio nacido, ó evitan una 
contestación por nacer. ¿De qué modo la declaración del ju-
ramento decide el litigio? Si aquel á quien el juramento es 
deferido lo presta, obtiene en la causa; esta es la consecuen-
cia de la transacción que la otra parte ha propuesto, Si r e -
husa de prestar el juramento, jUHywflbe, pues esta a l t e rna-
tiva está también comprendida eu la transacción, y es segu-
ramente en ella que descarga la parte que confirió el j u r a -
mento; la negación de prestar el juramento implica la con-
fesión tácita que la demanda formulada es legítima. La ley 
permite t ambién^ las partes que deben prestar el juramen-
to, conferirlo á su adversario; en ese caso, el resultado del 
proceso dependerá del paitido que tome aquel: presta el ju-
ramento, gana; lo niega, sucumbe. 

231. Lo que caracteriza esta transacción es que es obli-
gatoria: la parte á que es ofrecida, debe necesariamente 
prestar\pl juramento ó conferirlo al adversario, si no pierde 
su litigo. ¿Por qué permite la ley imponer una transacción 
bajo la forma del juramento? Jaubert, el relator del Tr ibu-
nado, contesta á la cuestión: "Aquel á quien es deferido el 
juramento no puede quejarse de que se le deje juez «le su 
propia causa; sería vergonzoso rehusarse á afirmar la ve r -
dad y la sinceridad de una demanda ó de una excepción 
en la que se pretendiera persistir." El orador del Gobierno 
agrega: "Cuando una parte descarga en la probidad de la 
otra, á tal punto de someter un litigio á su juramento, ó 



cuando una parte está sin pruebas bastantes para establecer 
su demanda, es justo admitirla ó deferir el juramento." (1) 

232. Ordinariamente, la necesidad es la que obliga á de-
ferir el juramento; en este sentido, que el demandante no 
tiene prueba en apoyo de su acción, ó que el demandado no 
llega á probar el fundamento de su excepcióiu-^Así, la dela-
ción del juramento está autorizada como el último "recurso 
en favor de aquel que no tiene pruebas. Ea por esto que la 
ley permite deferir el juramento "bien que no exista ningún 
principio de prueba por escrito de la demanda ó de la e x -
cepción para lo que está provocado" (art. 1,360). Antaño 
esta cuestión era muy controvertida. Pothier dice que las 
razones que se alegaban para exigir un principio de p r u e -
ba eran frivolas; debe decirse más, eran en oposición con la 
esencia misma del juramento decisorio; éste implica una 
confianza absoluta en la buena fe de aquel que debe prestar-
lo: no importa, pues, que el que lo defiera esté sin ninguna 
prueba. Se dice que el que no tiene ninguna prueba no de-
be promover en justicia. Contestaremos que la ley nunca 
puede rehusarla acción de la justicia, pues la parte que no tie-
ne prueba, puede, sin embargo, tener un derecho que defen-
der, y la defensa es el más natural de todos los derechos. (2) 

'233. El juramento es una transacción que pone término 
á los litigios. Se le compara á la autoridad de la cosa juzga-
da en- ultima instancia. (3) La transacción bajo forma de ju-
ramento tiene un efecto mayor que la decisión del juez. Esta, 
aunque sea en última instancia, está sometida á las vías de 
los recursos extraordinarios, puntualmente al recurso de ca-
sación; mientras que el juramento decisorio impide toda es-
pecie de recurso. Aquel que presta el juramento, promete 
decir verdad, y aquel que defirió el juramento se compro-

1 J a u b e r t , I n f o r m e , n ú m . 4 0 ( L o o r ó , t . V I , p á g . 237). B i g o i u P r é a . 
m e n e a , E x p o s i c i ó n d e mo t i v o s , nú in . 2 3 3 ( L o c r é , t . V I , p á g . 157). 

2 P o t h i e r , De las obligaciones, nnu i s . 4 8 4 v 485. 
3 D a r a n t o n , t . X I I I , p á g . 606, n ú m . 571. 

metió á considerar como verdadero lo que declare la otra 
parte bajo fe de juramento. Se puede, pues, decir (lél j u r a -
mento, con más razón toilavía, lo que ee dice de la cosa juz-
gada, que tiene una presunción de verdad; esta presunción 
tiene tanta fuerza que no se está admitido á probar la false-
dad del juramento, como lo dirémos más adelante, y la 
transacción produciría todos sus efectos aunque fuese pro-
bado el perjuro por una sentencia criminal. Tal es la conse-
cuencia lógica de la transacción tal cual acabamos de de-
finirla. E«-te es un principio fundamental: todas las reglas-
que rigen á la materia proceden de él. 

Núm. 2. ¿Quién puede dSferir el juramento? 

234. El art. 1,357 dice que el juramento decisorio es de-
ferido por una de las partes á la otra para que de él depen-
da la sentencia del litigio". ¿Es esto decir que cualquiera 
parte litigante pueda deferir el juramento? Pothier responde: 
"Como del juramento depende la decisión dé! litigio y el 
derecho de las partes, resulta que solo los que ti nen ia li-
bre disposición de sus derechos pueden deferir el juramen-
to. " Más exacto sería decir que para deferir el juramento 
debe tenerse capacidad para transar. Es verdad que el ar-
tículo 2,045 dice que para transar se debe tener capacidad 
para disponer de las cosas comprendidas en la transacción; 
de manera que, la capacidad de transar y la de disponer, son 
sinónimas. Pe ro no lo son siempre; la ley es algunas veces 
más severa para las transacciones que par^ las enajenacio-
nes; es mejor formular la regla de acuerdo con el principio 
que domina esta materia: la delación del juramento es una 
transacción, por consiguiente, se debe ser capaz de transi-
gir para poder deferir el juramento decisorio. Toullier se ex-
presa, pues, con poca exactitud, diciendo que hay casos en 
los que la delación del juramento puede no exeder los l í -
mites de la administración; el poder de administrar no da, 



en principio, el derecho de disponer; luego el administrador 
jamAs tiene, como tal, el poder de transigir. (1) 

235. El menor y el incapaz no pueden deferir el juramento 
perqué no tienen la librexli.sposiciónde sus bienes; ¿qué debe 
decirse del menor emancipado? Toullier con testa que el menor 
emancipado puede deferir el juramento acerca de los hechos 
de los que tien^libre disposición. ¿Pero de qué tiene libre dis-
posición el menor? La ley establece, un principio muy restricti-
vo acerca de su capacidad: "No puede hacer ningún acto, sino 
los puramente administrativos,, sin observar las formas pros-
criptas á los menores no einancipadcs." (art. 4S4). ¿Tian-
sár es un acto de pura administración? La ley no lo per-
mite ni siquiera al tutor en virtud de la autorización del 
consejo de familia formalizado por el-Tribunal; exige además 
el favor de tres jurisconsultos (art. 467). Debe, pu?s, decirse 
que el menor emanciparlo no puede transar y, por consi-
guiente, no puede deferir el juramento sino bajo las condi-
ciones prescriptas para los menores no emancipados. 

Otro tanto debe decirse de las porsonas que tienen un 
consejo judicial. Duranton dice que no es dudoso que no 
pueda deferirse el juramento acerca de cosas ú objetos que 
entran en la misma administración de sus bienes. (2) Esto 
es confundir el poder de administración con el poder de dis-
posición. Los pródigos y los simples de espíritu no pue-
den enajenar (arts. 499 y 513); luego son incapaces para 
t ansar (art. 2,045), y por consiguiente, para deferir el ju-
ramento. 

Los autores que combatimos ponen eq la misma línea á 
los menores emancipados, á las personas bajo consejo, y á las 
mujeres casadas separadas de bienes. Esto no es exacto. La 
ley dice terminantemente de la mujer casada separada de 

1 P o t h i e r , D latMigaeioncf, n ú m . 914. A u b r y y l í a n , t . VI , pá-
g i u a 348, p fo . 763. C o m p á r e s e T o u l l i e r , t . V , 2, p á g . 297, n ú m . 376 

2 Ton l l i e r , t . V , 2, pág . 296, n ú m . 375. D u r a n t o n , t . X I I I , pági-
n a 617, n ú m . 584. 

bienes, que puede disponer de sus muebles y enajenarlos 
(art. 1,449); teniendo un derecho de disposición/tiene pof 
esto mismo poder para transar (art. 2,045); luego es'Capaz 
para deferir el juramento decisorio. / 

236. La distinción que acabamos de establecer entre el 
poder de administración y el de disponer ó de transar, está 
consagrado por el Código en lo que se refiere á los manda-
tarios. Según el art. 1,988, el mandato concedido en térmi-
nos generales no abarca sino las actos administrativos. Si se 
trata de enajenar ó de hipotecar ó de algún otro acto de 
propiedad, el mandato debe ser expreso. Luego el manda-
tario con poder para administrar no puede transar ni defe-
rir el juramento. Acerca de este punto, la doctrina y la 
jurisprudencia están acordes. 

Este principio se aplica á los abogados. Aunque represen-
tan á la parte en justicia, no tienen derecho de d i spone r l e 

das pretensiones que tienen encargo de defender; el art. 352 
del Código de Procedimientos, dice: «ninguna oferta, nin-
guna confesion ó consentimiento podrán ser hechos, dados, 
ó aceptados sin un poder especial bajo pena de desaproba-
ción.» El abogado no puede, pues, defejir el juramento sino 
en virtud de un mandato especial. También acerca de este 
punto todos están de acuerdo. (1) 

237. Resulta de l mismo principio que el tutor no puede 
definir el juramento en nombre del menor y del incapaz s i -
no observando las formas prescriptas por el art . 407 para 
las transacciones. Esta es la opinión de todos los autores, 
excepto el disentimiento de Duranton; no vale la pena dete-
nerse en él, puesto que los principios están seguros. (2) Du-

l Vóase la j u r i s p r u d e n c i a e n el Repertorio «le Dal loz , n ú m . 5 ,228. 
H a y q n e a g r e g a r , Reúnes , 6 d e A g o s t o d e 1 * 4 9 ( D a l l o z . 1851, 2, 13*> 
A u b r y y R a u . t . V . p á g . 348, n o t a 5, p f o . 753, y t o d o s los a u t o r e s . 

"2 Toal l ier , t , V , 2, p á g 296. n ú m . 375 . A u b r y y R a u , t. V I , p á -
g ina 348, nota 4 , r e f ú t a u la op in ión c o n t r a r i a d e D u r a n t o n , t . X I I I , 
l»ág 615. núoi . S82J. * 



ranton da siquiera razones en apoyo de su opinión. La Cor-
te de Pa r f t ha fallado sencillamente quo la delación del j u -
ramento decisorio es un medio de defensa autorizado por la 
ley, que puede ser empleado como todos los demás, por una 
tutora en nombre de sus hijos menores. (1) Semejantes d e -
cisiones son á propósito para desacreditar á la jurispru-
dencia. 

Lo que decimos del tutor es verdad para todos aquellos 
que son llamado* por la ley para administrar los bienes age-
nos. Solo tienen un poder de administración, lo que exclu-
ye el derecho de disponer, transar y por tanto, el de deferir 
el juramento decisorio. N o debe, pues decirse, como lo ha-
ce Larombiére, que los administradores legales tienen facul-
tad para deferir el juramento en los mismos casos y bajo 
las mismas condiciones en que pueden transar acerca de los 
casos que son objeto de la contestación: ¿Acaso un adminis-
trador tiene alguna vez el poder para transar? Durantonk 

también se equivoca, á nuestro parecer, diciendo que el 
marido, administrador de ios bienes de su esposa, puede de-
ferir el juramento acerca de las acciones mobiliarias que 
tiene derecho d - promover. (2) Una cosa es el derecho de 
promover en justicia, y otra el derecho de transar. El tutor 
puede promover las acciones mobiliarias; sin embargo, nun-
ca puede transar, por la perentoria razón que no tiene po-
der de disposición, y el marido tampoco lo tiene. Esto de-
cide la cuestión del juramento. 

Núm. S. ¿A quién puede deferirse el juramento? 

238. Según los términos del art . 1,357, el. juramento es 
deferido por una de las partes á la o t ra De lo que resulta 
que el juramento no puede ser deferido á quien no sea par-

1 P a r í s , 27 d e A g o s t o de 1847 ( D a l l o z , 1847, 4, 443 ; . 
2 L a r o m b i é r e . t. V , p á g . 460, n ú m . 2 ( E d , B . , t . I I I , p á g . 332). 

D u r a n t o n , t . X I I I , p á g . 618, n ú m . 586. 

te; así, no puede deferírsele al marido que autoriza á su mu-
jer para que litigue, pues quien autoriza no se obliga ni li- f 
tiga, no es parte; desde luego, no se concibe que el juramen-
tóle sea deferido. (1 ) Con más razón no puede deferirse el ju-
ramento á personas extrañas al proceso. Un notario citado 
para dar cuenta, pretende que la dió, y produce una acta 
provista de una cruz y de dos firmas; decía que la cruz era 
la marca del demandante, j^las firmas eran la de su hija y 
de su yerno. El notario defirió el juramento al demandaute 
á cargo de que se citara á ambos firmantes para que presta-
sen el juramento simultáneamente con su madre y en pre-
sencia de ésta. Fué sentenciado que la delación del juramen-
to era condicional* y que al demandante no podía obligár-
sele á que pusiera en causa á sus hijos. Esto era efectiva-
mente deferir el juramento á personas extrañas al proce-
so. (2) 

239. No basta figurar en un proceso para ser realmente 
parte en él. I os representantes legales de un incapaz figu-
ran en un proceso; promueven la accitfn, ó ésta se intentaen 
su contra, pero no son partes, el incapaz es quien lo es. Lue-
go el juramento no puede ser deferido á los administrado-
res, comò el tutor de un menor ó de un incapacitado, y el ma-
rido administrador de Ips bienes de su esposa. No son par-
tes, y no pueden prestarei juramento en nombre de aquellos 
de quienes gestionan los intereses, pues solo tienen un poder 
administrativo que no basta para consentir una t ransac-
ción. (3) 

Los «atores admiten una restricción á esta decisión, enei 
caso en que se trata de un hecho personal al representante. 
Por ejemplo, el deudor pretende haber pagado al tutor sin 

i i ú u . A 5 ^ ^ E n e r ° d S 1 8 2 5 ( D a , l 0 Z ' e D 1 8 P a l a b r a Obligaciones, 

2 Bruselas, 15 de Diciembre de 1815 (Paticritia. 1815, páf r 550) 
3 L/ i r ombiè re , t . V, p á g . 462. n ú m . 6 ( E d . B . , t . I I I , pág7333) . ' 
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recabar recibo; pone al tutor en causa corno representante 
del menor, pero en su nombre personal: ¿puede deferirle el 
juramento? Sí, pues es parte, puesto que figura en nombre 
propio en el proceso. Pero la delación del juramento solo tie-
ne el efecto de una transacción con relación al tutor consi-
derado personalmente; la transacción es extraña al menor; 
éste no tiene derecho para transar, ni el tutor tampoco en 
su Qonibre. ( l ) Verómos más anelante que él juramento lla-
mado de credulidad puede también ST deferido al tutor. 

240. El juramento no pue le ser deferido á todo?} los que 
son partes en la cansa. Solo á los que tienen poder para tran-
sar son á los que puede deferírseles. Pothier lo dice, y esto 
es evidente: (2)el juramento implica una'transacción, y ésta 
es un contrato que exige el consentimiento y la capacidad 
de las partes contratantes; es verdad que este consentimien-
to es obligatorio, pero lo ciertqes que para consentires me-
nester ser capaz. Asi no se puede deferir el juramento á un 
menor, á un incapacitado, á una mujer casada no autoriza-
da. ¿Basta la autorización para litigar .para que una mujer 
pueda prestar juramento? Nó, pues el poder para litigar no 
confiere el de transar. (3) Así mismo las personas que están 
bajo consejo no pueden aceptar la delación de un juramen-
to sino con la asistencia de su coiyfejn; la ley les prohibe 
terminantemente transar (arts. 499 y 513), lo que es deci-
sivo. (4) 

Núm. 4. ¿En cuáles litigios puede ser deferido el 
juramento? 

I . La regla. 

241 El art. 1,358, dice: "El juramento decisorio puedo ser 
1 A u b r v y I t a n , t. V I , p á g s , 439 y Riguieu tes , p fo . 753. L a r o m -

b i è r e , t . V , p á g . 463, n ú m s . 8 y 9 (E«ì. B., t . I I I . }>ág. 433,. 
2 P o t h b - r , De lai obligaciones, n ú m . Í ) l 4 . 
3 Anger» , 2 8 «le E n e r o d e 1825 (üall«»z, n ú m . 2,530). 
4 Chaml>éry , 11 d e F e b r e r o d e Ì854 (Diario de Palacio, s u p l e m e n -

t o b e l g a , 1854, p á g . 275). 

y 

en cualquier l i t igio." Ta l e s la regla; está concebida en tér-
minos demasiado generales, como lo dirémos más adelante, 
l 'othier, á quien los autores del Código siguen en esta ma-
teria, como en to^a teoría de las obligaciones, nos explicará 
el sentido y la extensión del art . 1,358. "Se puede deferir 
el juramento decisorio, dice, en cualquiera contestación y en 
cualquier género de instancia civil, acerca del posesorio co-
mo en el petitorio, en las causas de acciones personales con 
una causa por acción real." (1) Esta es la aplicación del 
principio que domina la materia: el juramento pone térmi-
no al litigio mediante una transacción; y las partes pueden 
siqpipre terminar sus diferencias transando, siempre que ten-
gan-la capacidad requerida y que el objeto del litigio no se 
oponga á que intervenga una transacción. 

242. El ar t . 1,358 dice que el juramento- puede ser de-
feritió en toda clase de litigio. ¿Quiere esto decir que en 
cualquier litigio, aunque la demanda ó la excepción esté 
plenamente justificada? La Corte de Casación sentenció re -
petidas veces que el juez podía rehusarse á que defiriera el 
juramento cuando la demanda ó la excepción están ple-
namente justificadas. Esto parece racional: el juramento es 
una prueba por la que se combate la demandaré la excep-" 
ción; pero si el hecho litigioso está comprobado por un es-
crito procedente de aquel mismo que defiere el juramento, 
¿podrá deferírselo*al que prueba el fundamento de su „.de-
manda por el testimonio de su adversario? (2) Sin embar -
go, la cuestión nos "parece dudosa. La jurisprudencia de la 
Corte de Casación supone que el juez tiene un poder discre-
cional para ordenar ó desechar que se defiera el juramento; 
este punto es ya dudoso; volverémos á tratarlo. En lo que 
se refiere á la cuestión especial que examinamos, el texto y 
el espíritu de la ley parecen ser contrarios á la doctrina de 

1 P o t h i e r . De las obligaciones, n ú m . 912. 
2 D e n e g a d a . 6 «le A g o s t o d e 1856 f D a l l o z , 1857, 1, 39), 17 d e N o -

v i e m b r e d e 1863 ^Dalloz," 1864, 1, 121). 



la Corte. Cuando se trata del juramento supleatorio, la ley 
dice que el juez no lo puede deferir cuando la demanda ó 
la excepción está plenamente justificada (art. 1,367), pero 
la ley no dice lo mismo, respecto al j u r ^ e n t o d e c i s o r i o ; el 
art. 1,358, al contrario, dispone en los más absolutos térmi-
nos, que el juramento decisorio puede ser deferido en cual-
quier litigio. Se dirá en vano que no hay litigio cuando el 
hecho disputado está probado; hay contestación por el solo 
hecho de qtie el demandado no está conforme con la deman-
da, y que el demandante desecha la excepción que se le opo-
ne. Nada importa qne tina de las partes pruebe el ' funda-
mento de su demanda ó dé su excepción, y que la otra, la 
que defiere el juramento, no tenga ninguna prueba; basta 
que conteste para que haya contestación, y desde luego que 
la hay, el juramento puede ser deferido. (1) 

243. Deferir el juramento es una prueba legal que el Có-
digo admite para establecer los hechos que deben de p ro -
barse en justicia. Pa r a que haya lugar á deferir el juramen-
to se necesita, pues, que se trate de probar un hecho, q.ue la 
ley no prohiba las pruebas ordinarias. Es menester, desde 
luego, que se trate de una cuestión de prueba. De esto re -

>^sulta que el juramento no puede ser deferido acerca de la 
existencia ó acerca de las cláusulas de uu contrato solemne. 
Aunque se prestase el juramento, aunque estuviese proba-
do que existía una donación, una convención matrimonial, 
ó una hipoteca, esto no bastaría para que dicha donación, 
dicho contrato ó hipoteca, existiesen legalmente, pues los 
contratos solemnes solo existen cuando han sido obser-
vadas las formas legales; si no lo han sido, no hay contra-
to según la ley; luego deferir el juramento seria frustra-
torio, como lo seria una prueba cualquiera: sin acta au tén-
tica, no existe el contrato, es la nada. La doctrina (2) y la 

1 Bas t i a , 12 d e A b r i l d e 1864 (Dal loz, 1861, 1. 88). 
2 D n r á n t o n , t . X I I I , p á g . 603, nú ni. 575. L a r o m b i é r e , t V , p á -

g i n a 454, n ú m . 1" ( E d . B „ t , I I I , p á g . 329). 
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jurisprudencia (1) están en este sentido, l l ay contratos que, 
s-güu la ley, deben ser redactados por escrito: tal es la tran-
sacción (art. 2,044). ¿Resulta de esto que la transacción se i , 
uu contrato solemne? Examinaremos la cuestión en el títu-
lo que es el sitio de la materia. H a sido decidido que el ju-
ramento puede ser deferido acerea de la sentencia de una 
transacción, porque este contrato, cuando se tiene la prueba, 
queda bajo el imperio del derecho común. (2) 

244. ¿Puede ser deferido el juramento odiitra una acta 
auténtica? Hay alguna incertiduifibre acerca de este punto 
én la doctrina y en la jurisprudencia, como.' en todas las 
cuestiones que conciernen á la fuerza probante de las actas. 
La solución es muy sencilla si se admite la distinción que 
hemos enseñado con todos los autores, acerca de la exten-
sión de la fe que hacen las actas auténticas^ E i el caso en 
que hacen fe hasta inscripción por falsedad, el juramento 
no puede ser deferido, porque la inscripción por falsedad es 
la única prueba que la ley admite en contra de la autentici-
dad. Se objetan los términos absolutos del art. 1,358; pero 
ál decir que el juramento puede ser deferido acerca de to-
da contestación, la ley no quiso decir que derogaba á los 
principios que rigen á las^actas auténticas. El juramento es 
solo una prueba, y la ley desecha toda prueba contraria 
cuando declara que él acta hace fe hasta inscripción por 
falsedad, lo que es decisivo. Se objeta también que la dela-
ción del juramento no es un ataque dirigido contra el acta; 
se dice que es una oferta de transacción. Sí, pero una t r an -
sacción obligatoria, y esta transacción forzada puede des-
truir la prueUk que resulta del acta; es, pues, una acta que 
contra el acta y la ley, solo admite una prueba: la inscrip-
ción por falsedad. 

1 Casac ión , 21 d e J n l i o d e 1852 ( D a l l o z ,en la p a l a b r a Obligaciona 
nómt 5,195). S e n t e n c i a de l T r i b u n a l de A u v e r e d e 16 de E n e r o d e 
1874 (Pasicrisia, 1875, 3 , 79 ; . 

2 Limoges, 6 de F e b r e r o de%1845 (Dal loz , 1846, 4, 458). 
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Cuando el acta aflitéri *a solo hace fe hasta, prueba con-
traria, deferir el juramento es admisible, puesto que cua l -
quiera prueba legal se admite contra el acta. La ley solo 
hace excepción para la prueba testimonial (art. 1,341): y la 
excepción confirma la regla. En este caso, el art . 1 ,358 
vuelve á toda su fuerza: el juramento puede ser deferido, 
porque la ley admite cualquiera prueba contraria; luego 
también el juramento. (1) 

La jurisprudencia presenta una gran confusión, y las co-
lecciones de sentencias aumentan la confusión, citando las 
decisiones judiciales sin distinción alguna e t r e l a sque con-
cieruen al acta auténtica haciendo fe ha.sta inscripción por 
falsedad y las que prevcen casos en que la prueba contraria 
se admite. Hay sentencias que parecen aiImitir la prueba 
contraria en todos los casos (2); y hay otras que parecen de-
secharla en todos los casos. (3) En fin, las hay que consa-
gran la distinción que hemos hecho, ó para decir mejor, que 
hemos solo aplicado. (4) Es inútil discutir la jurisprudencia; 
los principios no dejan ninguna duda, y la autoridad de los 
principios es mayor que la autoridad de las sentencias. 

S» 
/ / . La restricción. 

245. Debe hacerse una restricción á la regla demasiado 
absoluta del art. 1,358; resulta de la naturaleza misma del 
juramento decisorio. Es una transacción; y no se puede 
transar en caá'quiera clase de contestaciones. A l decir que 

1 D u r a n t o n , t . X I I I , p á g . 611, n ú m . 579. ®»t»l l ier , t . V , 2, p a g i n a 
301 , n ú m . 380. L a r o n i b i e r é , t . V, p á g . 471. n ú m . 3 (E<1. B , t . Í I J , pá-
g i n a 327) C o m p á r e l e , e n s e n t i d o c o n t r a r i o , C o l m e t d e S a n t e r r e , to_ 
n . o Y , p á g . 650 , n í i m . 327 bis V I . ^ 

2 T u r i n , 10 n i v o s o , a l i o 14, y 2 0 d e F e b r e r o d e 1808 C o l m a r , 18 
d e A b r i l d e 1806 ( D a l l o s , e n l a p a l a b r a Obligaciones, n ú m . 5,198, V 
y 2 o ) . 

3 M o n t p e l l i t - r , 2 5 d e J u n i o d e 1819 ( D a l l o z , n ú m . 5,199.) . 
4 C a e n , 9 d e E n e r o d e 181*5 ( D a l l o z , n ú m . 5 . 1 9 8 . 3 ° ) . B r o t ó l a « , 

2 0 d e A b r i l d e 1826 ( P a s i c r i s i a , 1826, p á g . 119), y 2 8 d e E n e r o J e 
1826 \ i b i d - , p á g . 31) . , 
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para transar debe tenerse capacidad para disponer de los 
objetos comprendidos en la t ransacñón, el art. 2,045 esta 
blece implícitamente el principio q le la tra-isacción Contie-
ne una disposición de las cosas sobre las que versa: luego 
no puede haber transacción sino para objetos de los que la 
ley permite la disposición. El orador-del Tribunado formuló 
el principio aplicándolo. »Toda transacción, dice Gillet, se 
limita únicamente á los objetos que son de comercio; así, los 
derechos de la naturaleza, los de sociedad, » > pueden ser ma-
teria de una transacción. Por esto es que el proyecto dice 
que para transar debe tenerse capacidad para disponer de 
los objetos comprendidos en la transacción, lo que necesa-
riamente supone que estos objetos son disponibl-s.« (1) 

De esto resulta que no se puede t ransaren cuestione«de 
estado, y que,, por consiguiente, el juramento no puede ser 
deferido en materia de filiación, ni en materia ded iv rcio ó 
de separación de bienes. Hay un aviso en este sentido pro 
cedente del reinado de "Westphalia. Asienta en principio, 
qu^ deferir el juramento no es admisible sino en las contes-
taciones que versan sobre intereses pecuniarios; (pie no se le 
puede aplicar á contestaciones en las que las buenas costum-
bres ó el orden público están interesados. Estoes, ó nuestro 
parecer, demasiado absoluto; dirémos más adelante que el 
juramento puede ser deferido acerca de hechos ilícito?, y, 
por consiguiente, inmorales. Deb?, pues, limitarse la restric-
ción á las cosas que no pueden ser objeto de una t ransac-
ción: tal es, ante todo, el estado de las personas. (2) 
> 246. Diciendo que ninguna prueba es admitida contr i 
ciertas presunciones legales, el art . 1,352 agrega: "excepto 
en lo que se dirá acerca del j u r amen to . " Esto supone que 
el juramento puede ser deferido contra las presunciones le-

1 G i l l e t , Discurso, n ú m . 2 ( L o c r é , t . V I I , p á g . 470 ) . 
¿ U t o v e r g í e r a c e r c a d a T o n l l i e r , t , V , 2, p á g . 299, n o t a a . D u r a n t o n , 

1 ; Y n > p á g . ^ O S , n ú m 574. A u b r y y R a u , t . V , p á g . 350 , n o t a s 10 
Y 11» p fo . 7 5 3 {3T e d i c i ó n ) . 



gales, como lo hemos dicho al tratar de las presunciones.-
Debe, sin embargo, hacerse una excepción para las presun-
ciones que son de orden público. La transacción del jurar 
nfento implica una disposición, una renunciación; y los par-
ticulares no pueden disponer de lo que es de interés públi-
co ni renunciar á ello. Así, no se puede deferir el juramen-
to contra la presunción de verdad ligada á la cosa juzgada. 
Los mismos textos resisten á la pretensión contraria. Es al 
art. 1,358 al que se refiere el ar t . 1,352, y por muy general 
que sea la disposición del art. 1,358, supone, sin embargo, 

ue hay una contestación posible, puesto que la ley probí 
volver á poner en tela de juicio aquello que ha sido senten 
«•indo. El art . l,3G0~e8tá concebido en el mismo sentido: 
permite deferir el juramento en cualquiera estado de la cau-
sa; y, no hay causa cuando la ley ministra la excepción de 
la cosa juzgada para rechazar la demanda ó la excepción. 
La doctrina ( l ) y la jurisprudencia (2) están unánimes acer-
ra de este punto. 

Asi mismo no puede deferirse el juramento á aquel que 
invoca la prescripción. E n este caso, también no hay ya 
(ontestación, no hay ya causa; la prescripción extinguió la 
deuda,„ en este sentido que forma una excepción perentoria 
en contra de aquel; trataría de ptevalecerse de un derecho 
prescripto, y esta excepción es de orden público. Esto su-
pone que se trata de la prescripción ordinaria; cuando de 
una prescripción corta, la ley permite deferir el juramento 
al demandado acerca de la cuestión de saber si la cosa ha 
sido realmente pagada (art. 2,275, y Cód. do Com., a r t í c t n 
lo 189); la razón está en que estas prescripciones estiin ex-
clusivamente fuudadas en la presunción del pago 3e la deu-
da. Al autorizar por excepción la delación del juramento, 

1 C o l n e t «lo S a u t e r r e , t . Y , p * g . 650, n f i m . 337 bit I V y t o d o s lo» 
a u t o r e s . 

2 ' P u r i n . 1 5 d e J o l i o d e 1806 v 5 d e A b r i l d e 1S09 ( D f d l o z , número 
5,191, 1* y 2 r y D e n e g a d » , 7 d e J u l i o d e 1829 (tWrf., 3 % 

cuando se trata de una corta prescripción, la ley confirma 
implícitamente la regla que prohibe deferir el juramento 
cuando la prescripción está adquirida. (1) " 

247. El juramento no puede ser deferido contra las pre-
sunciones que tienen por efecto negar la acción en justicia 
cuando la ley establece la excepción en el interés público. 
Lo mismo 8ucedé"en todos los casos en que la ley niega la 
acción en interés general, ' ¿ a Corte de Casación aplicó este 
principio á los abogados. N o pueden deferir el juramento 
en apoyo Je una acción por pago de los gastos y costas que 
se les deben. La razón de esttrestá en que la tarifa de 16 
de Febrero de 1807 (art. 151), subordina su acción á lo asen-
tado en sus libros; si no llevan libros, no pueden reclamar 
sus costas; desde luego, no-liay contestación ni causa posi-
ble, por consiguiente, no puede deferirse el juramento. (2) 

A . 5. Acet ca de cuáles hechos puede ser deferido 
el juramento. « 

/ , Los hetfios deben ser personales. 
/ H 

( 

248. "El juramento solo puede ser deferido acerca de un 
hecho personal á la parte á quien se defiere" (a r t . / l ,359) . 
I&ta es una nueva restricción al absoluto derecho que pare-
ce conced. r el art 1,358 para deferir el juramento. La res-
tricción resulta de la esencia misma del juramento. Esto es 
un llauiamienLo á la conciencia; y no podemos afirmar sino 
aquello que nos es personal; en cuanto á ios hechos ágenos, 
los ignoramos, y aunque- los conociéramos, la conciencia 
nos impone el deber de no afirmar lo que no sabemos de 
una manera segura. 

Los hechos no nos son personales cuando son hechos de 
1 B n r » ! t o n . t . X I I I , p á g . 609. q f i m . 577. C o h n e t d e S a n t e r r e , to-

m o Y 1 . p a g . 050 , n ú i n . 337 bit V I I . ' 
2 D e n e g a d a , 1? d e M a y o d e 1849 ( D a l l o z , 1849, i , 182). 
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gales, como lo hemos dicho al tratar de las presunciones.-
Debe, sin embargo, hacerse una excepción para las presun-
ciones que son de orden público. La transacción del jurar 
nfento implica una disposición, una renunciación; y los par-
ticulares no pueden disponer de lo que es de interés públi-
co ni renunciar á ello. Así, no se puede deferir el juramen-
to contra la presunción de verdad ligada á la cosa juzgada. 
Los mismos textos resisten á la pretensión contraria. Es al 
art. 1,358 al que se refiere el ar t . 1,352, y por muy general 
que sea la disposición del art. 1,358, supone, sin embargo, 

ue hay una contestación posible, puesto que la ley probí 
volver á poner en tela de juicio aquello que ha sido senten 
«•indo. El art . l,3G0~e8tá concebido en el mismo sentido: 
permite deferir el juramento en cualquiera estado de la cau-
sa; y, no hay causa cuando la ley ministra la excepción de 
la cosa juzgada para rechazar la demanda ó la excepción. 
La doctrina ( l ) y la jurisprudencia (2) están unánimes acer-
ca de este punto. 

Asi mismo no puede deferirse el juramento á aquel que 
invoca la prescripción. E n este caso, tambrén no hay ya 
(ontestación, no hay ya causa; la prescripción extinguió la 
deuda,„ en este sentido que forma una excepción perentoria 
en contra de aquel; trataría de ptevalecerse de un derecho 
prescripto, y esta excepción es de orden público. Esto su-
pone que se trata de la prescripción ordinaria; cuando de 
una prescripción corta, la ley permite deferir el juramento 
al demandado acerca de la cuestión de saber si la cosa ha 
sido realmente pagada (art. 2,275, y Cód. do Com., a r t í c t n 
lo 189); la razón está en que estas prescripciones estiin ex-
clusivamente fuudadas en la presunción del pago 3e la deu-
da. Al autorizar por excepción la delación del juramento, 

1 C o l n e t «lo S a u t e r r e , t . Y , p * g . 650, n f i m . 337 bit I V y t o d o s lo» 
a u t o r e s . 

2 ' P u r i n . 1 5 d e J o l i o d e 1806 v 5 d e A b r i l d e 1S09 ( D ^ l l o z , número 
5,191, 1* y 2 r y D e n e g a d » , 7 d e J u l i o d e 1829 (tWrf., 3 % 

cuando se trata de una corta prescripción, la ley confirma 
implícitamente la regla que prohibe deferir el juramento 
cuando la prescripción está adquirida. (1) " 

247. El juramento no puede ser deferido contra las pre-
sunciones que tienen por efecto negar la acción en justicia 
cuando la ley establece la excepción en el interés público. 
Lo mismo 8ucedé"en todos los casos en que la ley niega la 
acción en interés general, ' ¿ a Corte de Casación aplicó este 
principio á los abogados. N o pueden deferir el juramento 
en apoyo Je una acción por pago de los gastos y costas que 
se les deben. La razón de esttrestá en que la tarifa de 16 
de Febrero de 1807 (art. 151), subordina su acción á lo asen-
tado en sus libros; si no llevan libros, no pueden reclamar 
sus costas; desde luego, no-liay contestación ni causa posi-
ble, por consiguiente, no puede deferirse el juramento. (2) 

A . 5. Acet ca de cuáles hechos puede ser deferido 
el juramento. « 

/ , Los hetfios deben ser personales. 
/ H 

( 

248. "El juramento solo puede ser deferido acerca de un 
hecho personal á la parte á quien se defiere" (a r t . / l ,359) . 
I&ta es una nueva restricción al absoluto derecho que pare-
ce conced. r el art 1,358 para deferir el juramento. La res-
tricción resulta de la esencia misma del juramento. Esto es 
un llauiamienLo á la conciencia; y no podemos afirmar sino 
aquello que nos es personal; en cuanto á ios hechos ágenos, 
los ignoramos, y aunque- los conociéramos, la conciencia 
nos impone el deber de no afirmar lo que no sabemos de 
una manera segura. 

Los hechos no nos son personales cuando son hechos de 
1 B n r » ! t o n . t . X I I I , p á g . 609. q f i m . 577. C o h n e t d e S a n t e r r e , to-

V I . j . a g . 050 , n ú i n . 337 bit V I I . ' 
2 D e n e g a d a , 1? d e M a y o d e 1849 ( D a l l o z , 1849, i , 182). 
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nuestro autor. No puedo deferir el juramento á una parte 
acerca de hechos de una persona de que es heredera ó á los 
derechos de la que sucede; si no puede ignorar su hecho 
propio no está obligada á saber lo que es el hecho da Otro 
á quien ha sucedido. Así, pido al heredero el precio de una 
cosa que pretendo haber vendido al difunto: no podré defe-
rirle el juramento, dice Pothier, porque no es hecho suyo, es 
el hecho de su autor. (1) Si eP jura inen to fuera deferido 
acerca de un hecho no personal, el juez debería negar que 
se defiriera, pues el juramento es contrario á lá ley, y el 
juez no puede ordenar un juramento ilegal, (2) 

249. Pothier, de quien los autores del CóAigo han toma-
do el principio del art. 1.359, agrega: »'Pero el uso entre 
nosotros es que se pueda deferir el juramento al heredero 
acerca del punto de saber si tiene conocimiento de que el ad-
junto debiera la suma reclamada." En este caso, dice Pthier , 
no se defiere el juramento por el hecho de la deuda, que 
es eMÁcho del difunto, se le defiere el juramento por el he -
cho del conocimiento que tiene de la deuda, lo que es un 
hecho que le es propio. El Código no reproduce esta reser-
va en el título De lis Obligaciones; pero el art. 2,275, que 
permite deferir el juramento á aquellos que oponen una 
corta prescripción, agrega: »El juramento podía ser Inferi-
do á las viudas y herederos ó á los tutores de estos últimos, 
si son menores, para que puedan declarar si no saben que la 
cosa sea debida.» El Código de Comercio contiene una dis-
posición análoga (art. 189). ¿Consagran estos artículos una 
excepción ó son la aplicación de un-principio general, lo que 
permitiría de aplicarlos por analogía? La cuestión está con-
trovertida. Nos parece que el caráter excepcional de estas 
disposiciones es lucontesUble-H&«|erir el juramento es una 
transacción, y esta transacción no se concibe sino acerca de 

1 Po th i e r , De las (Aligaciones, n í i m . 912. / 
2 Denegada , Sa l a Civ i l , 1° de Marzo d e 1859(Dal loz , 1859, 1 ,155) . 

hechos que son personales á aquel á quien el juramento es 
deferido. Tal es la regla establecida j>or el ar t . 1,359. El Có-
digo admite en ella una excepción en el caso previsto por el 
art. 2,275; la excepción es más restringida que aquella de que 
ha bla Pothier; la ley no dice que se pueda deferir el juramento 
á la viuda, á los herederos y al tutor acerca de toda clase de 
contestaciones, solo permite deferirlo por las prescripciones 
cortas de que se trata en los artículos precedente«; es, pues, á 
este caso que debe limitarse la disposición del art. 2,275. ( l j 
S e d i r i en vano que el art. 2,275 solo aplica el principio del 
art. 1,350, puesto que el consentimiento que tienen los he-
rederos y la viuda es un hecho personal. En esta, opinión, 
el juramento llamado de credulidad sería una regla gene-
ral. (2) Esto es olvidar que el juramento decisorio es una 
trausacción forzada, y ¿puede imponerse una transacción á 
aquellos que son extraños á los hechos acerca de los que 
se defiere el juramento? Tal es la verdadera dificultad. Si 
se atenía uno á la esencia del juramento, había que con-
testar negativamente á su conciencia á aquel que solo sabe 
la cosa por díceres; el conocimiento que tiene puede ser 
erróneo, puede equivocarse, y , sin embargo, en la declara-
ción que hará ó no hará, el hecho será considerado como 
verdadero ó falso. Esto es seguraínente una derogación á la 

o O 
esencia del juramento; luego es una excepción. 

H a y un punto en el que t(xlo el mundo está de acuerdo, 
es que la disposición del a r t , 2,275 es excepcional en lo que 
concierne á los tutores. La regla es que los tutores no pue-

1 A n b r y y R a n , t . V I , p á g . 351, n o t a 15, a d m i t e n q n e la d i s p o s L 
oión e s e x c e p c i o n a l , p e r o la I n t e r p r e t a n eí i el s e n t i d o d e P o t h i e r ; 
es to y a es e x t e n d e r l o 

2 K«ta CR la op in ión g e n e r a l m e n t e s e g u i d a , s a l v o q n e cr fda a u t o r 
e x t i e n d e m á s ó m e n o s le jos la e x c e p o i ó n , lo q n e c o n d u c e á u n a in_ 
c e r t i d n m b r e oe 'mplet*. D o r a n t o n , t. X I I I , p á g . 613, n ú m . 680. Mour-
lon. t . I I . pág . 376. n ó m . 1,561. C o l m e t d e S a n t e r r e , t V , pág . 649, 
n f tm. 337 bis I I I . L a r o u i b i é r e , t. Y, p á g . 467, u ó m . 12 (Ed . B.. t o m o 
III, pág. 334). 



(Ven prestar, en nombre «le los menores, un juramento que 
es una verdera transacción. E s pues, por excepción como se 
les admite á prestar el juramento llamado de cr > hitidad, 
con este efecto que la prestación del juramento equivaldría 
á una transacción con relación á los menores. La consecuen-
cia es evidente, es que los tutores no pueden prestar el jura-
mento de credulidad sino en el caso previsto por el ar t icu-
lo 2,275. ( I ) 

XJ. Los. hechos deben ser conducentes. 

250. El juramento debe ser deferido acerca de un hecho 
litigioso; es una prueba, y solo los hechos deben ker p roba-
dos por las partes. Cuando uo se tiene prueba es cuando se 
necesita deferir el juramento. Da esto resulta que el j u r a -
mento no puede ser deferido en punto de derecho. Debe 
aplicarse al juramento lo que hamos dicho de la confesión 
(núm. 156). (2) 

Cualquier hecho litigioso puede ser objeto pira deferir el 
juramento. Se ha pretendido que PI juramento no pue le ser 
deferido cuando el hecho versa acerca del honor de aquel 
que debe declarar bajo fe de juramento; esto sería, según se 
dice, obligar al perjuro por temor de deshonrarse. Trans-
ladamos la objeción al legislador; esto séria una v-ir.ladera 
excepción á k regla del art . 1,359 que permite deferir el 
juramento en cualquier contestación de que se trate; luego 
acerca de cualquier hecho. La jurisprudencia se ha pronun-
ciado en este sentido. Ha sido decidido que el juramento 
puede ser deferido á aquel que niega teuer en su poder t í -
tulos que le fueron confiados en un tiempo por su autor ; el 

- - — 

1 Denegada , 14 d e N o v i e m b r e de 1860 (Dal loz , 1861, 1 ,338) C o l -
m a r , 23 de A g o s t o d e 1859 (Dallo?,, 1859, 2. 193). ' A u h r y y l í a n , to-
m o V \ . p i g . 350. L a r o m b i é r e , t . \T, p á g . 467, n ú m . 12 (Ed . B., 1.111, 
p á g 334). | 

2 La H a y a , Sa l a d e Casac ión , 23 d e M a v o d e 1813 . Pavcriña, 1818, 
p á g . 107). 

demandado opondría que no puede-afirmar un liecho des -
honroso para la memoria del difunto. Esta d. tensa no ha 
sido admitida. (1) La Corte de Turin ha juzgado que el j u -
ramento puede ser deferido acerca de lu chos de seducción 
y atentadíf á la libertad de testar. (2) Así sucedería aunque 
k>3 hechos litigiosos constituyesen -deliÚH criminales. B i j o e l 
imperio del Gódigo, era de jurisprudencia que {wdíá defe-
rirse el juramento ncefca de hechos de agio. (3) 

251. No basta que un hecho sea litigioso para que el j u -
ramento pueda ser deferido 5 quien niega d icho hecho; éste 
d- ibe ser concluyente. Se entiende por e s t o , h< hos que son 
de tal naturaleza que pueden motivar e l f a l l o de la contes-
tación. Esta condición resulta de la esencia del juramento 
decisorio: se defiere para que de é l d e p e j i l a la 'sentencia de 
la causa (¡yt. 1,357); por esto es. que se le l l a m a Utisdsciso-
rio; es, pues, menester que el hecho sea t i l ; ;ue su afirma-
ción ó su negación ar ros t re la decisión del proceso, De esto 
resulta para los jueces del hecho uu p o d e r de apreciación 
que les permite y, aun les impone, el deber de rtftgar la dela-
ción del juramento cuando el hecho no es concluyante; no 
so debe prodigar el juramento ni deferirá a c e r c a de he-
chos cuya afirmacióiró negación no pusieren fin al j i t igio. 
Es naturalmente al juez á quien toca ver si el hecho en el 
que una de las partes defiere el juramento, tiene e s t e carác-
ter. (4) 

252. Debe generalizarse esta regla en este sentido, que el 
juramento debe ser formulado de mauera que la prestación 
tenga por efecto terminar el proceso. No basta, pues, que el 

1 P a o , 3 d e D i c i e m b r e d e 1829 (Dal loz , e n l a pa l ab ra OHigaciones, 
nfim. 4 ,871 ,2 a ) 

2 Tn r in , 13 d e A b r i l <fo 1808 (Da l loz , en la p a l a b r a Disposiciones, 
fcám. 255) 

3 Bruse las , V d e F e b r e r o d e 1809 . B u r d e o s ; 10 d e M 3 y o d e 1833 
Dalloz, en la n a l a b r a Obligaciones, nf im 5 2 0 4 ; . 

4 A u b r y y l í a n , t, V I , pág . 351, n o t a 13, u f o . 753 (3* edición)-
f i romWéra , t . V, p á g . 463, u ó m 14 (EtL B , t . I I I , p á g 335). 



hecho acerca del que es deferido el juramento sea conclu-
yente; es menester además la iutención de aquel que lo de-
fiere, sea la de hacer depender de dicho juramento él térmi-
no de la causa: esta es la definición que la ley (ar». 1,357) 
da al juramento decisorio, v resulta como coudiflón esen-
cial, que la parte que defiere el juramento debe tener da vo-
luntad de ofrecer una transacción definitiva; el juramento 
que no implicase una transacción semejante, p idría ser ne-
gado; el juez debe desecharlo aunque la parte de quien se 
solicita estuviese dispuesta á prestarlo. Las partes quedan 
libres para transar como quieran, pero en la transacción 
ofrecida bajo forma de juramento, las partes v el juez están 
obligados, e¡ítán ligados por la ley. La jurisprudencia está 
en esto sentido. Es de la esencia del juramento decisorio, di-
ce la Corte de Casación^el hacer depender de esta confesión 
el fallo de la causa. En el caso, el juramento era deferido, no j 
para hacer depender de éste la sentencia de la causa, sino j 
para procurarse un documento con efecto de continuar el j 
proceso. Fl^uez, dice Ja Corte, ha hecho una justa aplica-
ción A* los principios desechando el juramento deferido de 
estas circunstancias. (1) La Corte do Casación también ha 
juzgado, j>or aplicación de estos principios, que cuando una 
parte ofrece deferir el juramento decisorio á su adversario, 
pertenece al juez examinar y apreciar el hecho acerca del 
que versa el juramento, con el fin de conocer si es decisivo; 
es decir, si la prestación del juramento ó su negación de 
prestarlo arrostraría necesariamente la solución de la difi-
cultad, objeto del litigio, y, por consiguiente, pertenece al 
juez decir si hay lugar á deferir el juramento. (2) Esta úl-
tima proposición está enunciada de una manera demasiado 
absoluta; volveremos sobre ella. 

253. El principio que acabamos de asentar no es dudoso, 

1 D e n e g a d a , 9 d e N o v i e m b r e d e 1846 ( D a l l o z , 1846. 1, 348». 
2 D e n e g a d a , 5 d e M a y o d e 1852 (Dal loz , 1852, 1, 275). 

pero la aplicación da lugar-á numerosas contestaciones. ( I ) 
pomo son de hecho, »mis bien que de derecho, creemos inú-

, til entrar en estos pormenores; nos limitarémos á dar algu-
nas aplicaciones tomadas de la jurisprudencia, muy nume-
rosa en esta materia en las cortes de Bélgica. 

l 'ara que lar delación del juramento pued i ser ordenada, 
dice la Corte de Lie j a , es menester que tenga por efecto 
terminar el litigio; y en el caso, si el juramento deferido se 
prestara, el litigio, en lugar de quedar terminado, presenta-
ría todavía por deoi ¡ir, cuestiones de imputación de pago, y0 

particularmente la de saber si 1 >s pagos art imilla los son, por 
razón de los hachos de la causa y^de la- disposiciones de 1 
lev, susceptibles de ser imputados sobre el crédito objeto de 
las promociones. En consecuencia, la Corte ha desechado de-
ferir el juramento. (2) 

La parte que ocurre al juramento lo defiere á mentid » 
acerca de un gran número de hechos, los unos terminantes 
y los otros no concluyentes. En un caso conocido por la Corte 
de Bruselas, el juramento versaba acerca de diez ) nueve he-
chos. Esto es absurdo, dice laXJorte. Desde luego, si se quisie-
ran mezclar al juramento decisorio hechos no decisivos y que 
faesen falsos, el juramento se volvería un ardid; en efecto, 
la parte se encontraría eu la imposibilidad de prestar el ju-
ramento, puesto que la proposición que afirmaría ó negaría, 
se encontraría ser falsa en uno de sus elementos; la parte 
estaría, pues, en "la alternativa de perder su proceso ó de 
hacer un juramento falso, lo que es absurdo é inmoral. Es to-
davía más absurdo, dice la Corte, deferir el juramento acerca 
de diez y nueve hechos y de llamar á esto un juramento deci-
sorio. En efecto, si la parte prestaba el juramento acerca de 
algunos hechos, negándose á prestarlo acerca de algunos 

1 C o m p á r e s e D e n e g a d a 6 d e F e b r e r o d e 1843 (Dal loz , cu la p a l a 
, h r ; i Cuenta, n f«m. 35) ; 13 «>e N o v i e m b r e d e 1846 y 12 d e M a y p d e 1852 

(Dalloz, en la { » l a b r a Obliqacione», n ü m . 5 186, 6* y 7 #) . 
. 2 Lie ja , 12 d o E n e r o d e 1859 {Pasicritüx, 1859, 2, 204 ) . 



otros, nacerla la cuestión de saber lo que debiera decidirse ; 
luego eu lugar de terminar la contestación, el juramento da-
rla lugar á una nueva; lo que prueba que semejante jura-; 
mentó no sería decisorio. La Corte juzgó que <1 juramento 
no podía ser deferido, tal como el apelante lo"había formu-" 
lado. (1) 

No se debe concluir de e to que el juramento no puei 
nunca ser deferido sino acero i de un punto lírico; el art. 120 
del Código de Procedimientos supone que el juramento pue-

ble tener varios he -hos por objeto; se necesita, en este caso, 
que los hechos « i igualmente decisivos, pues es contra la 
esencia del juramento que se preste a c n c i de hechos que co 
< ecidieran el proceso, En.un caso sentenciado por la misma 
Corte, ésta decidió que el juramento sería pi estado acerca 
del hecho enunci ido en la sentencia. (2) 

Esta decisión levanta una nueva dificultad: ¿tiene dere-i 
choel j i u z pura modificar la del icsón del juramento, tal co-\ 
mo ha sido formulada por ¡a parte interesada? La negativa 
nos parece segnra. En efecto, el juramento decisorio es de-, 
ferido por la parte y no por el^uez; es, pues, á la parte A 
quien toca formularlo, á ella pertenece precisar los térmi-
nos mediante los que pretende transar. La Corte de Bruse-« 
las ha resuelto en este sentido, que no pertenece al Tribunal 
quitar d-¡ una declaración de jurunento los hechos que no 
le pareciesen decisivos y ordenar el juramento de otros; to-
do cuant J puede hacer es declarar que el jurann-nto, tal co«< 
mo está ropu-sto es inadmisible, porque versa eu hechas 
que no tienen el carácter decisivo exigido por la ley. (3) lia 
sucedido que Ta parte á la que el juramento ha sido deferido 
ha concluido al derecho de los hechos no concluyentes, y 
que la Corte ha ordenado la prestación del juramento aá 

1 T'rocelas, 7 Marzo d e 1829 iPasicrina, 1829, p á g . 97). 
^ 2 B r u s e l a » , 13 «le H o v k m b r e d o 1834 (Pasicrisia, 1834, 2 . 254). 

3 Bruse la» , 29 d e J n n i o d e 1826 (Pat ic r i s ia , 1826, 2, 172). 

modificado. (1) Si aquel que ha deferido el juramento, acep-
ta estas modificaciones, se comprende que la transacción se-
rá mantenida, pero nos parece seguro que no está obligado 
á aceptarla; aquel que hace una oferta, puede retirarla des-
de que no está aceptada tal cual la hizo. La Corte de Bru-
selas lo resolvió abi enSin caso: había hechos no decisivos; 
el primer juez los apartó limitando la delación del juramen-
to á los hechos decisivos; en apelación la sentencia fué r e -
formada en el punto; como las modificaciones hechas al ju-
ramento cambiaban el contrato tal como una de las partes 
lo había propuesto, debía serle permitido retirar su oferta; 
el juez, al modificar el juramento, debe, pues, reservar á la 
parte el derecho de mantener su oferta ó de retirarla (2) 
En definitiva, el juez puede desechar el juramento cuando 
versa en hechos no decisivos, aunque la parte á quien está 
deferido consintiera en prestarlo sin modificaciones, (3) pe-
ro el juramento modificado no puede ser prestado sino con 
el consentimiento de la parte que ;lo ha deferido. ( 4 y 

254. El principio que el juramento debe poner fin al p¡o-
ceso, no impide deferirlo en los incidentes. Como lo dice la 
Corte de Bruselas, los incidentes forman tantas contestacio-
nes distintas, aunque tengan una liga estrecha con la con-
testación principal; deben ser decididas antes que el juez 
pueda pronunciar una sentencia definitiva. Y desde que 
hay contestación dando lugar á una sentencia, hay una cau-
sa cuya resolución puede ser abandonada á la parte á la 
que el juramento fué deferido. (5) — 

El mismo principio decide la cuestión de saber si se pue-
de deferir el juramento acerca de la calidad del demandan-

1 Bróse la s , 8 d e M a r z o d e 1860 {Paticrisia, 1861, 2, 51) . 
2 E m p e l a s , 29 d e M a y o d e 1865 (Pcuicritia , 1865, 2, 23B). 
3 B r o l l a s , 24 de J u l i o d e 1866 (Pasicrisia, 1867, 2, 407), y 27 d * 

J n n i o de 1872 (Pasicnsia, 1873, 2, 405). 
4 Lieja. 11 d e N o v i e m b r e de 1865 (Pasicrisia , 1866, 2, 109). 
5 B r u s e l a s , 22 d e A b r i l d e 1830 (Pat icr is ia , 1830, 2, 110). 
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te. Esto es un incidente; luego hay causa, y por lo tanto, 
«e puede deferir el juramento acerca del juicio de la cau-
sa. (1) E*to supone que la calidad es un he -ho decisivo. Y 
ya no lo es si el demandante puede continuar el proceso 
con otra calidad. El demandado defiere al demandante el 
juramento acerca del punto de saber si promueve portando 
su nombre; fué sentenciado que este juramento no es deciso-
rio porque el demandante hubiera tenido el derecho para 
continuar las gestiones aun suponiendo que no fuera pres-
tando su nombre; la calidad era, pues, indiferente, y, por 
consiguiente, no podía ser objeto de un juramento deciso-
rio. (2) La jurisprudencia está constante en este sentid«); es 
inútil insistir "relatando decisiones, puesto que la cuestión no 
es dudosa. (3) 

Núm. 6. ¿Cuándo puede el juramento ser deferido? 

255. Según los términos del art. 1,360, el juramento 
puede ser deferido en cualquier estado en qué esté la cau-
sa; es decir, mientras dure el proceso. La parte que ha su-
cumbido en primera instancia puede deferir el juramento en 
apelacióu. Se ha preguntado si el juramento puede ser de -
ferido á la parte que no se presenta. La afirmativa no es 
dudosa. Pe ro como deferir el juramento es una oferta de 
transacción, es necesario que esta oferta sea regularmente lle-
vada á conocimiento de la parte á. la que es hecha. En una 
especie que se ha presentado ante la Corte de Casación, el 
juramento había sido deferido después de los alegatos en la 
audiencia en que la sentencia fué pronunciada. Sin embar-
go, la Corte ha juzgado con razón que la delación es nula. 

1 B o n r g é ^ 22 d e F e b r e r o de 1842 (Dal loz , en la p a l a b r a Obliga-
' dones, nú ni. 5,213). 

2 D e n e g a d a , 27 de A b r i l d e 1831 (Dal loz , an la p a l a b r a Obligado - 4 
nes, nftmT 5,214, 2 ° í . 

3 R o u e n , 14 d e J a n i o d e 1834, 2 d e A g o s t o d e 1834 y 30 d e E n e r o 
d e 1838 [Da l loz , e n l a p a l a b r a Obligaciones, n á m . 5 ,214,1*] . 

La presencia de hecho y el conocimiento de hecho, no reem-
plazan la presencia legal ni el conocimiento legal; y el no 
presentado no está legalmente en causa; luego el juramento 
no puede serle deferido en la audiencia. (1) 

25.6. La sentencia que acabamos de citar supone que el 
juramento puede también ser deferido después de los aléga-
los, cuando la senteiíciá es contradictoria. Esto sería mal 
interpretar el pensamiento de la Corte; no -tuvo que deci-
dir la'cuestión de saber hasta qué momento la delación del 
juramento puéde tener lugar; esto sería, pues, sobrepasar 
los términos de la sentencia, coucluyendo de ella que el j u -
ramento puede ser deferido mientras la sentencia no está 
pronunciada. L a jurisprudencia y la doctrina son contra-
rias. En los términos del art. 111 del Código de P roced í - " 
mientos, los demandandos no tienen ya uso de la palabra, 
después del informe, si el negocio fué puesto á discusión. 
De esto se concluye que las partes no pueden tener nuevas 
conclusiones, ni, por consiguiente, deferir el juramento. (2) 

257. Del principio que el juramento puede ser deferido 
en cualquier estado en que esté la causa, sigue que el jura-
mento puede ser deferido después de haber sido desechados 
todoé los medios propuestos por la demanda ó por la de-
fensa. Esto se hará aun regularmente así puesto que el jura-
mento es un medio extremo al que poco se ocurre salvo ne-
cesidad absoluta; luego cuando se ve que las pruebas ale-
gadas en apoyo de la acción ó de la excepción faltan, ó lo que 
es lo mismo, son insuficientes. Tal es el espíritu de la ley, y 
el texto prueba que tal es también la voluntad del legisla-
dor. Al decir que puramente puede ser deferido en cualquier 
estado de la causa, el art. 1,359 permite deferirlo en apela-
ción; luego después jle haber sucumbido en primera instan-

1 DtfGegada, S a l a Civi l . I o d e Marzo d e 1859 [Dal loz, 1859, 1 ,155] . 
2 D n r a n t o n , t . X I I I . p á g , 620, n á m . 590. V é a s e la j u r i s p r u d e n c i a 

en el Repertorio d e Dal loz , en la p a l a b r a Obligaciones, núm,,5 ,239. 



cia y cuando se preveequese sucumbirá igualmente en la 
nueva instancia. 

De esto nace la cuestión de saber si se puede de antema-
no y por conclusiones subsidiarias deferir el juramento en el 
caso 0n que to3 medios propuestos serían desechados. Lar 
afirmativa no nos parece dudosa: resulta de los términos ge-

ne ra l e s del art. 1,359 y del espíritu de la ley. Si puede de-
ferir el juramento en apelación, después de que ha sucum-
bido en primera instancia, ¿por qué no pudieri hacerlo 
bajo la forma de conclusiones subsidiarias? Supinemos que 
el juramento es decisorio; es decir, que la sentencia de la 
causa depende de él, los otros medios propuestos siendo con-
siderados como insuficientes. Esto es una transacción con-
dicional, y ¿qué principio propone una transacción bajo 
condición ? El juramento es una transacción obligatoria pa-
ra aquel que la ofrece como para aquel que la acepta, en es-
te sentido que el primero la ofrece solo porque no tiene otra 
prueba; está, pues, en el eplritu del juramento que la parte 
comienza por presentar sus pruebas y no ocurje al juramen-
to sino subsidiariamente. (I) Sin embargo, la jur ispruden-
cia está casi unánime en favor de la opinión contraria. (2) 
Considera el juramento deferido subsidiariamente como un 
juramento supleatorio. 

Hé aquí el caso en el que la C o r t e e Casación se ha pro-
nunciado por primera vez en favor de esta singular opi -
nión. Pedimento en rendición de cuenta contra un agente de 

1 E s t a e s la op in ión ti« la m a y o r p a r t e d e I03 au to r e s . Marcadé , 
t . V. p á g . 295, nú tn . 3 de l a r t í c u l o ] 359: A u b r y y R a o , t , V I , pág i -
na 352, v noto* 20_22, pfo . 753 ¡3* e d i c i ó n ] . L a r o m b i é r e , t . V , pági -
na 472, i i ú ina 6 . 9 [ F d . B., t I I I , p á g . 337], E n s e n t i d o c o n t r a r i o , 
T o a l l i e r , t . V, p á g . 320, núins , 404 y s iguien te» , y Mer t in , Repertorio, 
e n la p a l a b r a Juramento, pfó . I I , a r t I I , n ú m . 7, y Cuestione» de dere-
dio,, en la p a l a b r a Juramento, pfo . I V . 

2 H a y un g r a n n ú m e r o d e s e n t e n c i a s ; se c i t a n €\n e l Repertorio de 
D a l l o z , n ú m . 5 ,188; h a y q u e a g r e g a r C h a m b é r y , 22 de J*»»rzo de 
1861 ( Dalloz, 1861, 2 , 1 6 4 ) y Burdeos , 22 d e A g o s t o d e 1871 ^Dalloz, 
1872, 2 ,214) . 

i egocios ,p r anulación de dos con t r a t a de venta f re. m -
bolso de una Ruma de 17,000 francos, entregada á título de 
depósito. La demandante sucumbe en primera instancia en 
todos los pnntos. En apelación, r-produce los mismos me-
dios y concluye subsidiariamente á que su adversario jura-
se que las dos actas de venta eran sinceras y verdaderas; 
que el precio de dichas Ventas había sido realmente paga-
do y que no había recibido de ellas á título de depósito, loa 
17,000 franco» de que p»día el reembolso. La corte de Agen 
juzgó que no había lugar á ordenar el juramento, que éste 
era juramento supleatorio, y que á falta de un principio de 
prueba no se podía\obligar al demandado á prestarlo. En 
el recurso intervino una sentencia ele denegada; la Corte no 
da otro motivo de su decisión que esta afirmación, que e. 
juramento deferido es jiframento supleatorio, puesto que la 
demandante solo lo defirió subsidiariamente á todos los me -
dios. En otra sentencia, dice que el juramento es .supleatorio, 
porque los demandantes solo ocurrieron á él muy subsidia-
riamente y después de haber agotado todos los demás me-
dio*. (1) liemos dicho que esta opinión es singular. ¿Qué es 
l«i que autoriza á la Corte para transformar en juramento su-
pleatorio, un j ú r a m e l o que una de las partes defiere á la 
otra? Lo que distingue á ambos juramentos, es que el juramen-
to decisorio es deferido por una de las partas á la otra; 
mientras que el juramento supleatorio es deferido de oficio 
por el juez á una ó á otra de las partes. Da oficio, dice el ar-
tículo 1,357; luego no es á pedimento de una de las partes; 
y no se concibe siquiera que la iniciativa proceda del de -
mandante, pues á él no toca apreciar si conviene al juez de-
ferir el juramento á su adversario, solo el Tribunal tiene es-
te derecho. Luego por el solo hecho que un juramento es de-

l D e n e g a d a , seoción c iv i l , 30 d e O c t u b r e d e 1810, y D e n e g a d a , 7 
de N o v i e m b r e d e 1838 ( D a l l o z , e n la p a l a b r a Obligaciones, n ú m e r o 
5,188). 



ferido p^r una de las partes á la otra, debe decirse que el ju-
ramento es decisorio. , 

H a y un segundo carácter que distingue á arabas j u r a -
mentos: el decisorio es deferido para que de él dependa la 
sentencia de la causa, es una transacción; mientras que el 
juramento que defiere el juez solo es un suplemento de prue-
ba. La dificultad, si la hay, consiste, pues, erl saber si hay 
oferta de transacción ó no. Y , hay oferta de transacción por 
el solo hecho que una de las partes defiere el juramento á 
la otra. ¿Deja el juramento de ser decisorio porque la parte 
polo lo defiere subsidiariamente? La Corte de Casación lo di-
ce; pero al hacerlo, extiende la ley; el Código no exige que 
la parte defiera el juramento desde el principio, al comenzar 
la instancia y sin proponer otros jnedios; la ley dice lo con-
trario, puesto que permite deferir el juramente en cualquier 
estado de la cau«<a (art. 1,360); lu"go también por conclu-
sión subsidiaria en el caso en que sus medios fifesen dese-
chados; poco importa el día en el que es deferido el jura-
mento, poco importa la forma en que se le defiera; con tal 
que sea deferido para gua la sentencia de la causa dependa 
de él, es 'decisorio; v aunque deferido subsidiariamente á 
otros medios, no por esto deja de decidir el litigio, puesto 
que está deferido y prestado cuando los demás medios son 
insuficientes. El juramento así deferido y'prestado no es un 
suplemento de prueba, es la única prueba, puesto que se su-
pone que todos los demás me 1 ios han sido desechados. 

Hay algunas sentenciasen este sentido. (1) Hemos supues-
to que el juramento deferido por una de las partes es un 
juramento decisorio. Legalmente, así es, puesto qpe las par-
tes no pueden deferir un juramento supleatorio. Sin embar-
go, de hecho, puede suceder que una parte defiera á la otra 
un juramento, en este sentido, que éste 1« sea deferido por 

1 P a n , 3 dft D i c i e m b r e d e 1329; N i m e s , 24 d e M a r z o d e 1352 (Dal-
loz, e n l a p a l a b r a ObWgacioaa, nfi tu. 5.189). Bas t í a , 12 d e A b r j J . d e 
1864 (DaU>4. 1864, 2, 88) . 
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el juez á título de suplemento de prueba. Desde que la in -
tención de aquel que defiere el juramento no es la de hacer 
depender de él la sentencia de la causa, deferir el juramen-
to no es ofrecer una transacción; luego no es un juramento 
decisorio. ¿Es ésto decir que es un juramenta supleatorio? (1) 
Nó; pues las partes no tienen el derecho de deferir el j u r a -
mento supleatorio: este es un juramento ilegaluieute deferi-
do, de manera que el juez no debe decidir que este preten-
dido juramento decisorio, es, en realidad, supleatorio; debe 
limitarse á desechar las conclusiones de aquel que defiere el 
juramento-en tales términos. (2) Aunque la parte concluye-
ra formalmente á que el juramento fuese deferido por el juez, 
sus conclusiones debieran ser desechadas como contrarias á 
la ley; no le pertenece decir al juez lo que éste tiene que 
hacer: el juez obra de oficio, dice la ley, á él, pues, toca 11 
iniciativa. (3) 

258.. La jurisprudencia está todavía en oposición con la 
doctrina, y preciso es decirlo, con el texto y el espíritu de 
la ley en otra cuestión. ¿Debe el juez ordenar la prestación 
del juramento desde que lo solicita una" de. las partes? La 
afirmativa nos parece segura; está éscrita en la definición 
que el Código da del juramento decisorio; la parte es quien 
defiere el juramento, no es el juez; solo interviene-el Tribu-
nal para sancionar lo que las partes quieren y que tienen 
derecho de querer. Pero lo que el juez no tiene derecho de 
ordenar, tampoco lo tiene para negar. Y no se concibe que 
niegue: el juramento es una transacción; y (as partes pueden 
siempre transar, la ley les d a el derecho absoluto de ofrecer 
transacción bajo la forma del juramento, y no da al juez el 

1 D e n e g a d a , 12 de N o v i e m b r e d e 1835 y 26 d e N o v i e m b r e d e 
1828 (Dal loz , n ü m . 5.190, I o y 3 o ) . C o m p á r e s e G a n t e , 13 de M a r z o 
de 1872 (Pasicris ia , 1872, 2 , 200). 

2 D e n e g a d a , 21 de N o v i e m b r e d e 1833 (Dalloz, e n la p a l a b r a Dit-
potici.)net, nú iu . 4,658, 3 - ) 

3 D e n e g a d a , 3 d e F e b r e r o d e 1829 ( D a l l o z , en l a p a l a b r a Obliga-
nonet, n ú m , 5,190). 



derecho de oponerse á ello. Esto es decisivo. El juramento 
es también un último recurso que la ley ofrece á aquella de 
las partes.que no tiene ninguna prueba en Apoyo-de sus pre-
tensiones. ¿Con qué derecho la privaría el juez de una vía 

legal de prueba? 
Sin embargo, la jurisprudencia francesa e< contraria. 1.a 

Corte de -Casación pone en principio que el derecho de or-
denar el juramento es una facultad que la ley da al juez, 
facultad de la que puede usar ó no, según las circunstancias 
de que solo tiene la libre apreciación. (1) Hemos d i choque ; 
esta jurisprudencia altera el texto le la ley. Está en o p o s K | 
ción con el art . 1,857. El Código distingue dos juramen-
tos, el decisorio que es deferido por las partes, sin que in -
tervenga el juez, y el juramento supleatorio, que el juez de-
fiere de oficio sin que las partes intervengan. Cuando, pues, j 
el art. 1,358 dice que el juramento decisorio puede ser de- ^ 
ferido en cualquiera contestación, esto quiere decir que la j 
parte puede d^er i r lo acerca de cualquiera contestación. Si í 
la ley hubiera entendido dar al juez el poder de negar que j 
se defiera el juramento por una de las partes á la otra, lo | 
hubiera dicho; y si tal fuera el sentido del a r t . 1,358, d e - j 
biera ser redactado de otro modo, el legislador hubiera d i - j ; 

cho que el juez está autorizado á ordenar el juramento. \ 
Luego la Corte de Casación cambia el texto de la ley, y se | 
pone en oposición w el espíritu de la ley tanto como con ; 
su letra. La Corte olvida que el juramento es una transac- \ 
ción que una de las partes tiene el derecho de ofrecer y que ^ 
la otra debe aceptar; se trata, pues, de una convención que 
se perfecciona por el concurso del consentimiento de las pa r -1 
tes; sería exhorbitante que el juez se opusiera á una conven- i 
ción. Esta es obligatoria para la parte á la que está deferi-
do el juramento; y el juez vendría á quitar esta última prue- -

1 Deoeeada, 23 «le Abril «le 1829 (D «Hoz. en la palabra OUigáño- Í 
»», num. 4,155); 11 «1«» Noviembre de 1861 (Dalloz, 1862, I, 46o). 

ba que la ley ofrece á la parte que no tiene otra. (1) Esto 
es hacer una nueva ley, y es hacerla muy mala. Vamos á 
probarlo. 

El primer juez se rehusa á ordenar el juramento, por mo-
tivo de que la demanda era justificada por el reconocimien-
to escrito del puño de aquel que había deferido el juramen-
to; que en tales circunstancias, el juramento era inútil. En 
el recurso, & Corte de Casación decidió que el juez de paz 
había usado sanamente de ia latitud que le da la ley (2) 
Queda por pmbar que la ley da dicho poder al juez; mucho 
se cuida de ello, pues el poder del juez para rehusarse al 
juramento estaría en oposición con la esencia misma del ju-
ramento. En el caso, la Corte declaró inútil la prestación 
del juramento, porque sería contrario á una prueba literal 
procedente de la parte. Esto es decir que el juramento de-
be ser desechado en el caso pa ra /e l que fué admitido- es 
decir, cuando todas las pruebas parecen levantarse en con-
tra de aquel que defiere el juramento: déjesele cuando me-
nos esta última tabla de salvación, puesto que la ley se la 
ofrece. Pertenece al juez, dice la Corte de Casación, decidir 
si esta prueba es necesaria (3) Esto es confundir el j u r a -
mento con las pruebas ordinarias. El juez puede negarse á 
ordenar la prueba testimonial cuando le parece frustratoria 
-No pasa así con el juramento; no es O n a > u e b a propiamen-
te dicha, es un llamamiento á la conciencia que la ley a u -

1! MarnuKS t V, prfg. 235 nf.m. 3 del art ículo 1,360. Anbrv v l ian 

Febrero de .838 tDa«loz, en la 

2 Denega«la, 6 de Agosto de 1856/Dalloz 1857 1 Wi n n n m S . 
Denegada, Sala Civil, 17 «lo .Marzo de 1862 (Dall¿s 186-
negada 17 de Noviembre de 1863 (Dalloz, 1864 1 I2iy A ^ n V í " 
i W m b r e d e 1858(Pa'loz, 1859,2,18) ' AS e n>8 d e 

3 Denegada, 19 de Abril de 1870 (Dalloz, 1872,1, 323;. 
p. de D. TOMO XX_41. 



toriza cuando una de las partes no tiene ninguna prueba, 
á ella toca juzgar si este llamamiento es útil ó no; no le t o -
ca ai juez, él es incompetente en una cuestión de concien-
cia que no es de su dominio. 

Una sentencia de la Sala Civil admite una restricción al 
poder absolutamente discrecional que la jurisprudencia reco-
noce á los tribunales para rehusarse á deferir el juramento. 
La iniciativa de la delación, dice la Corte, pertenece á las 
partes; pero es preciso además que el juez examine si la 
parte puede, en las circunstancias de la causa, dar curso al 
uso que pretende hacer de la facultad de deferir el juramen-
to. Y de hecho, los actos producidos demostraban lo inve-
rosímil de las pretensiones de aquel que deferia el j u r a -
mento; luego había que desecharlo. (1) La Corte choca á 
cada paso con un texto. Decir que el juramento no debe ser 
ordenado porque las pretensiones del que lo defiere son in -
verosímiles; es decir, que deben ser verosímiles para que el 
juramento pueda ser admitido: ¿y qué son las pretensiones 
verosímiles si no un principio de prueba? La Corte exige, 
pues, un principio de prueba. ¿Y qué dice la ley? " E l j u -
ramento puede ser deferido aunque no exista ningún pr in -
cipio de p r u e b a . " La contradicción es .patente. 

¿Qué importa que el juramento esté en oposición con los 
documentos del proceso? (2) El hecho alegado por aquel 
que defiere el juramento casi siempre será contradicho por 
las pruebas ministradas por la parte adversa. ¿Pero, acaso 
no sucede así con todas las pruebas? P u e d o combatir la 
prueba resultando de una acta auténtica, ya sea mediante 
la inscripción por falsedad, ya por la prueba contraria; pue-
do también combatirla defiriendo el juramento. Héine aquí 
en contradicción con la más fuerte de las pruebas; esto no 

1 Denegada, Sala Civil, 1* de Marzo de l859(Da'loz, 1859, 1,155). 
2 Denegada, Sala Civil, 6 de de Febrero de 1860 (Dalloz, 1860. 

1, 253;. 

c — 
impide que el juramento deba ser admitido siempre que la 
prueba contraria sea admisible. 

259. La Corte de Casación de Bélgica se ha pronunciado 
en el sentido de la opinión que sostenemos, y en un caso en 
el que la cuestión podía aparecer dudosa. En una observa-
ción de posiciones, el demandado había negado la existencia 
de un contrato de arrendamiento. El demandante le defirió 
el juramento acerca del mismo hecho. Estadelación fué des-
echada por la Corte de Bruselas, porque el demandado, se-
gún el decreto de 4 de Noviembre de 1814, había prestado 
juramento antes de ser interrogado; se le figuraba á la Corte 
que una afirmación juramentada equivalía á la prestación 
de un juramento decisorio. Esto es un error. El interrogato-
rio, aunque debe hacerse bajo fe de juramento, no es una 
transacción, como el juramento decisorio; es un sencillo mo-
do de prueba que admite la prueba contraria de los hechos 
alegados bajo juramento. N o sucede así cou el juramento 
decisorio, no puede ser ya combatido, ni siquiera está uno 
admitido ó probar su falsedad, á reserva de promover por 
perjuro; mientras que aquel que hace una afirmación falsa 
en un interrogatorio no está sometido á una pena criminal. 
De esto se sigue que el juramento decisorio es enteramente 
distinto del juramento prestado en un interrogatorio; por 
consiguiente, el interrogatorio sufrido bajo protesta no pone 
obstáculo á que el juramento decisorio sea deferido á la mis-
ma parte, acerca de un hecho negado en su interrogatorio. 
La CorteSle Casación concluye con este considerando que 
basta para echar abajo á la jurisprudencia francesa: "El ju-
ramento decisorio puede ser deferido en cualquier estado 
de la causa, y no pertenece al juez rehusar á una de las par-
tes un derecho que toma en la ley.» (1) 

260. No pretendemos decir que el juez esté obligado á 
ordenar la prestación del juramento por solo pedirlo las par-



t-.s. El juramento siendo un derecho de la parte que lo de-
fiere, no pertenece al juez privarla de ello. Pero este dere-
cho está subordinado á ciertas condiciones; fuera de ellas, 

_ ya no es un derecho. Y es bien seguro que el juez tiene el 
derecho y el deber de examinar y resolver sW el juramento 
está dsferido por aquel que tiene calidad para ello, á aquel 
que tiene capacidad para aceptarlo} en una contestación sus-
ceptible de ser terminada por una trasaeoiói y acerca de he-
chos decisivos. Si una de las condiciones requeridas para la 
validez de la delación hace falta, no hay que decir que el 
jüez debe desecharla. Hemos dado ejemplo de ello al expo-
ner las condiciones bajo las que está permitido deferir el j u -
ramento. H ó aquí otras aplicaciones de principio.; 

Cuando el juramento está deferido acerca de hechos que 
no son decisivos, no es decisorio, y por consiguiente, el juez 
no lo puede admitir. Los jueces gozan, en est > punto, de un 
poder discrecional, pero deben siempre motivar sus decisio-
nes en esta consideración que el juramento ru> es decisorio. 
L a Corte de Rennes dice muy bien que por respeto á la re-
ía gióndel juramento, el juez no debe ordenar un juramento 
que dejara subsistir el litigio. (1) 

Hay otras aplicaciones que se fundan en los principios 
generales del derecho. El juramento decisorio es una t r an-
sacción; y, para transar, como para contraer en general, 
hay que ser capaz para consentir. De esto resulta que no se 
puede deferir el juramento al que se encuentre en estado 
de demencia, ni al que por razón de su mucha edad, debili-
dad de sus facultades intelectuales, no comprendiera ya la 
extensión de la oferta de transacción que se hace al deferir-

_ le el juramento. 
La delación del juramento implica que aquel que ' lo de-

fiere niega el hecho de que es objeto el juramento; si con-
1 Reúnes, 13 de Agosto de 1812. Compárese Denegada, 15 de 

Febrero de 1832 y 6 de Mayo de 1834 (Daíloz, en l a palabra Obliga. 
cioneSj núm. 5,245, l*, 2* y 3*J, . 

fiesa no hay ya contestación, no hay ya causa; luego no pue-
de haber delación de jurámento para poner término á un li-
tigio que no existe. Se ha presentado el caso: el demanda-
do comienza por pedir un plazo, lo que implica el recono-
cimiento de la deuda; después defiere el juramento al de -
mandante. Esto es contradictorio, dice la Corte de Ln ja; no 
se puede á la vez confesar la deuda y contestar su existen-
cia. (1) 

261. Si el juez puede, en estos varios casos, desechar el 
juramento, es por aplicación de los principios generales de 
derecho. ¿Lo podrá también, cuando tiene la convicción 
que la parte defiere el juramento solo por dolo? Se enseña 
que el juez puede negar el juramento cuando la parte que 
lo defiere lo hace para vejar á su adversario. (2) Esto nos 
parece muy dudoso. Es verdad que aquel que defiere el ju-
ramento por malicia no usa de su derecho, abusa de él. ¿LV-
ro el juez tiene el derecho de impedir el abuso impidie-ulo 
el uso? Nos parece que se necesitaría un texto para dar tal 
derecho al juez, y dudamos que el legislador se lo de jamás. 
Desde que la delación del juramento es un derecho, hay que 
admitirlo con sus inconvenientes; la facultad que se recono-
ce al juez tendría también un grave peligro, el de destruir 
el derecho bajo pretexto de abuso. Así, la Corte de Colmar 
ha resuelto que un juramento .desprovisto de toda utilidad 
no debe ser orjlenado porque constituirla una injuria pura-
mente vejatoria á la que no debe prestarse la justicia. (3) 
Esto es muy vago, muy arbitrario y muy poco jurídico: ha-
cer un llamamiento á la conciencia del adversario de uno, 
no es nunca una iujuria. Es cuando más alargar el proce-
dimiento. Ha sido sentenciado que el único objeto de la de-
lación del juramento siendo el de retardar la ejecución de 

1 Lieja, 21 de Jun io de 1837 (Paticrisia, 1837, 2, 142). 
2 Aubry y Kan, t. V I , pág. 354, y nota 24 pfo. 753 (3* edición). 
3 Colmar, 29 de Ju l io de 1863 (Dalloz, 1863, 2, 137). 



las condenas judiciales, bajo las que se encuentre la parte 
que defiere el juramento, hay lugar á no ordenarlo. (1) Es-
to es plausible; preferimos, siu embargo, admitir el jura-
mento eu toda hipótesis, porque es un derecho, y un dere-
cho sagrado, el de la defensa. 

-Núm. 7. Efecto de la delación. 

262. Aquel á quien el juramento es deferido debe pres-
tarlo; si rehusa, sucumbe en su demanda óen su excepción. 
Sin embargo, puede también deferir el juramento á BU ad -
versario cuando el hecho que es su objeto es el hecho de 
arabas partes. En este caso, aquel á quien es deferido, debe 
prestarlo, si no sucumbre. El juramento no puede ser defe-
rido cuando el hecho no ea el de ambas partes, pero es pu-
ramente personal á quien fué referido dicho juramento, (ar-
tículos 1,361, 1,362); este debe, en este caso, prestar el j u -
ramento, y si no pierde su causa. 

Se pregunta si aquel á quien el juramento es referido, 
puede á su vez referirlo á la otra parte. La negativa es se-
gura. Resulta del texto y del espíritu de la ley. El articulo 
1,361, dice formalmente, que la parte á la que el juramen-
to es' referido, debe sucumbir «i lo rehusa; la ley no le per-
mite, pues, referirlo á su vez: como la que tomó la iniciati-
va de la transacción, no puede quejarse, si se le refiere el 
juramento que ella había deferido, constituyéndola el juea 
del proceso. El derecho de referir el juramento, solo perte-
nece á aquel á quien la transacción está impuesta, y así li-
mitado se justifica por la consideración de tocar más bien á 
aquel que ofrece la transacción de prestar el juramento y 
no á aquel que está obligado i aceptarlo. 

263. El art. 1,364 dice: " L a parte que ha deferido ó re-
ferido el juramento." Luego mientras dicha declaración no 

1 Lieja, 24 <le Marzo d e 1866 (PasicrUta, 1866, 2, 215) y 26 do Ene 
ro de 1848 (Paticritia, 1848, 2 ,171) . 

se hace, la parte pue le retractarse; puede tener en ello gran 
interés si con esto ha sucedido, descubre uña pieza que prue-
ba su derecho. Se concibe que aquel que ofrece la transac-
ción defiriendo el juramento, pueda retractarse; esto es la 
aplicación de los principios generales que rigen la forma-
ción de los contratos: la oferta hecha por una de las partes 
no lo obliga hasta que la otra parte la haya aceptado, pue-
de, pues, retirarla mientras no haya aceptación. Por la mis-
ma razón, aquel que defiere el jurametíto tiene el derecho 
de refractarse mientras que la otra parte no ha declarado 
aceptar; pues también ésta hace una oferta y renuncia á un 
derecho, el de decidir la contestación prestando el juramen-
to que le es deferido; debe, pues, tener el derecho de retirar 
su oferta hasta que la otra parte la haya aceptado, ( l ) 

¿Cómo se hace esta aceptación ? Según los términos del 
art. 1,364 se pudiera creer que es necesaria una aceptación 
expresa, pues la ley dice: "Cuando el adversario ha declara 
do que está listo para probar el juramento." Pe ro la pala-
bra declarado deb"? ser entendida en el sentido de consen-
tir. Esto es un consentimiento que la ley exige, puesto que 
se trata de formar un contrato; y en principio, el consenti-
miento puede ser expreso ó tácito; y no hay ninguna razón 
para derogar á esta regla en lo que concierne á la transac-
ción del juramento. Ha sido sentenciado, en consecuencia, 
que hayjaceptación cuando la parte que el juramento ha sido 
deferido se presenta en la audiencia fijada para la prestación 
del juramento, sin necesidad de que haya una declaración. (2) 
Pero no basta que la sentencia de la acta de la delac :ón de un 
juramento para formar contrato; dar acta es hacer constar 
el hecho de la delación, la oferta está por ella probadas 
pero la delación queda una simple oferta que está aceptada; 

1 Toullier, t. V, 2, pág. 293, núm. 366. Duran ton , t , X I I I , pág ina 
624. núm. 597. 
» 2 Denegada, 3 de Febre ro de 1818 (Dal loz , en la pa labra Obliga-
cí«íes, núm, 2,574). 



luego aquel que la bizo puede retractar la , aunque la sen-
tencia haya dado o t ra . (1) 

264. ¿En qué términos debe'ser prestado el juramento? 
El Código de Procedimientos (art . 120), dice que la senten-
cia que ordena un juramento enunciará los hechos acerca de 
los que deben hacerce. A la parte que lo defiere toca formu-
lar los términos en los que deberá ser prestado el jura-
mento; que ella es quien ofrece la transacción y está libre 
para ofrecerlo como lo quiera, siempre que el hecho acerca 
del que el juramento está deferido, presente los caracteres 
que la ley exige; es dicir, que sea personal y decisivo. Se 
pregunta si la par te á la que el juramento está deferido de-
be prestarlo en los términi>s propuestos por la otra parte. 
La afirmativa no es dudosa; la oferta debe ser aceptada tal 
cual es hecha, si no falta el concurso de consentimiento y , 
por consiguiente, el contrato no puede formarse. Y, cuando 
el juramento deferido es aceptado, debe ser prestado en los 
términos propuestos; la p irte que lo debe prestar no sería 
admitida á modificarlo; si rehusase prestar el juramento tal 
cual fué formado, habría negativa de prestación de j u r a -
mento; y , por consiguiente; la parte sucumbirá en su deman-
da ó en su excepción. (2) 

265. F1 principio es seguro, pero la aplicación da lugar 
á-diarias x-ontestaciones. Se pregunta si los términos de la 
oferta son tan de rigor así, que no pudieran ser modificadas, 
aunque esas modificaciones no tocasen á la esencia del hecho 
de que es objeto el juramento. Ha sido juzgado que seme-
jantes modificaciones no impiden que el ju ramento sea váli-
damente prestado. En el caso, se t rataba de saber si la deu-
da reclamada existia y cuál era su monto. E l demandante 
á quien el juramento había sido defer i lo consintió en pres-

1 Paria, 25 fie Manto de 1854 (Dalloz, 1856, 2, 236). 
2 B r a e'as, 11 dft Abril de 1865 (Pasicrití*, 1866. 2, 173); 29 da 

J u n i o de 1845 (Poticrina, 1847, 2,126). 

tarlo con una explicación que no modificaba en nada el h e 
cho principal y que testificaba más bien que el juramento 
era prestado en conciencia. En apelación, lá Corte de Bru-
selas decidió que el Tribunal de Primera Instancia había 
juzgado bien acogiendo esas explicaciones, y que los de-
mandados no debían quejarse de ello. (1) L a Corte de Ca-
sación de Francia dió una decisión análoga en el caso si-
guiente. Se dice en un contrato de matrimonio que la mu-
jer aportó en dote una suma de 3,000 francos en monedas 
de á cinco francos. Se le defiere el juramento acerca de la 
realidad del aporte de 3,000 francos y de la naturaleza de 
los valores aportados. La mujer rehusa afirmar que los 
3,000 francos hayan sido entregados en monedas de á cinco 
frar.cos, pero ofrece afirmar positivamente, bajo fe de jura-
mento que aportó la suma citada en diversos valores. Sen-
tencia confirmada en apelación, que considera el juramento 
ofrecido como una negativa de prestar el juramento, y apli-
ca el art. 1,361 según el cual aquel que se niega á prestar 
el juramento que se le defiere debe sucumbir. La sentencia 
fué cacada después de una deliberación en la Sala de Con-
sejo: la Corte de Casación dice que el juramento estaba con-
forme á la estipulación principal del contrato de matrimonio, 
constando de un a j a r t e de 3,000 francos; solo difería en la 
enunciación de las especies con las que el aporte se había 
realizado: ¿qué imfxirtaba que fuera en piezas de á cinco 
francos ó-en otros valores? (2) 

266. Estas decisiones son demasiado absolutas. La cues-
tión presenta dos dificultades. Desde luego, se t ra ta de saber 
si el juez puede modificar el juramento en el sentido que la 
parte que lo ha deferido esté obligada á aceptar estas modi-

1 Bruselas, 25 de Abril de 1822 (Paticritia, 1822, pág. 117)- com_ 
I'Arese Lieja, 13 de Febrero de 1864 (Pasicrisia, 1864. 2. 217). 

2 Casación. 18 de Agosto de 1830 (Dalloz, en la palabra Obliqado. 
»«, nüin. 5,250). J 



ficaciones lo que arrostraría su condena, aunque el juramen-
to no hubiese sido prestado ta l c m l lo propaso. La Corte de 3 
Bruselas contesta que deben aplicarse los principios que ri-
gen la oferta y la aceptación; cuando la ofertanio es acepta-
da tal cual es hecha, no hay concurso de consentimiento, y 
por consiguiente, no hay contrato; so dirá en vano que las 
modificaciones no afectan la esencia del juramento t i l cual 
fué deferido; la Corte/responde que la parte interosada tiene 
derecho de deferir.el^jnraruento tal como quiere formularlo, 
que el contrato siendo voluntario de parte de quien lo ofre-
ce, habría contradicción en imponerle término qué no h u -
biese ofrecido. Luego si no consiente á la modificación pro-
puesta por la parte adversa, no habrá t ranstcciói . \Tac3ei -
tonees la cuestión de saber si la parte que se negó á prestar 
el juramento tal corno le fué deferido, debe sucumbir con-
forme al art. 1,361. Aquí interviene el pod^r de apreciación 
del juez: ¿Hay negativa, ó no la hay? La solución depende 
de la naturaleza de las modificaciones propuestas por la 
parte á la que fué deferido el juramento. Si se relacionan con 
el hecho, objeto del litigio y del juramento, hay negativa 
de prestar el juramento, y por consiguiente, debe aplicarse 
el art. 1,361. Pero si las modificaciones no vérsan sino con 
una circunstancia accesoria é indiferente del hecho, el juez 
debe decidir que no hay negativa. En este sentido, la Corte 
de Casación en la sentencia citada, ha júzga lo bien que no 
había lugar á condenar á la mujer que ofrecía prestar el ju-
ramento acerca del aporte, pero rehusaba afirmar- que éste 
se hubiese hecho en monedas de á cinco francos. La deci 
sión es, pues, esta: la parte á la que el juramento es deferi-
do propone modificarlo; si estas modificaciones no son admi-
tidas por la parte que defirió el juramento, la transacción no 
se puede formar. ¿Hay en este caso negativa de prestar el 
juramento? El Tribunal lo apreciará. La corto de Brusela« 
explica muy bien los motivos por los que el juez debe tener 

DEL J Ü E AMENTO. 

t i poder de apreciación. Las partes no Jiencn un poder a'ór 
soluto ¡ ara deferir el juramento decisorio, con el efecto que 
la parto á la que es deferido deba sucumbir si no lo presta; 
FÍIIO tienen ©ule derecho para lo« hechos esenciales de los que 
depende la sentencia de la causa; si agregan, pues, á estos 
hecho» decisivos, cin unstaucias accesorias é indiferentes, se 
extralimitan en su derecho, y por consiguiente, no pueden 
obligar á la parte adversa á prestar el juramento acerca de 
estas circunstancias, bajo pena de sucumbir si lo rehusa. 
Esto sería, dice la Corte de Casación, ministrar á un litigan-
te hábil y de mala fe, el medio fácil de ganar un proceso in 
justo defiriendo un juramento capcioso, mezclado de verdad 
v de mentira, á un adversario delicado y concienzudo. Este 
último no atreviéndose á afirmar las circunstancias accesorias 
ó indiferentes que no fuesen verdaderas, rehusaría y sucum-
biría, cuardo estaba, sin embargo, dispuesto á prestar el ju-
ramento afirmativo acerca del hecho decisivo de que depen-
de la sentencia de la causa. Aquí está el nudo de la difi-
cultad y la solución. La negativa de prestar el juramento sin 
modificación, arrostraría la pérdida del proceso cuando las 
modificaciones versen sobre el punto esencial; no arrostra-
rían la pérdida del proceso, cuando no versan solo en cir-
cunstancias accesorias ó indiferentes. (1) 

267. La jurisprudencia de las cortes de Bélgica, está en 
este sentido. No permite al juez modificar el juramento, pe-
rc si la parte á la que el juramento fué deferido rehusa pres-
tarlo tal cual fué formulado, no resulta necesariamente que 
deba considerarse como habiéndose negado, y que deba su-
cumbir. Al juez toca apreciar si el juramento debe 6er acep 
tado en los términos propuestos; si encuentra que el j u r a -
mento no debe ser aceptado en esos términos, no habrá ne-
gativa en el sentido del artículo 1,361; solo que la parte 
qne defirió el juramento podrá retractarlo, para decir me-

1 Bruselas, 28 de Diciembre de 1S31 (Pasicritia, 1831, pág . 356) 



M M . Massé y Vergé, en sus notas acerca <2p Zachariíe, 
profesan u a opinión intermedia. Poruña > irte, el jura men-
t > no siendo prestado en los términos en que fué deferi— 
d » n ) puede ser opuesto á la jrnrtp que lo defirió; por otra 
parte, no puede perjudicar á la parte que lo prestó sino con-
siderándolo como no siendo la expres'ón de la verdad. En 
esta opinión, los tribunales tendieron el de e<ho de ver en la 
declaración de la parte una negativa de juramento, si la de-
claración no les parece sincera, y un juramento sin efecto «i 
la declaración es sincera. (1) La distinción nos j ¡rece dicho 
sa, está en oposición con el texto de !a Jey. Aquel á quien 
el juramento es deferido no puede, en lugar de un juramen-
to, hscer una declaración; debe pr-star el juramento tal cual 
está deferido ó referido. Si'rh» lo refiere y no lo presta en 
los términos propuestos, se c< loca fuera de la transacción 
ofrecida; es decir, <¡ue la rehusa; luego debe sucumbir. N o 
puede nunca trataise en materia dt juramento, de averiguar 
M la declaración es sincera ó no, no pcrtei ecejil intérprete 
transformar un juramento eu una declaración que no sería 
un juramento. 

Núm Efecto de la aceptición ó de la negativa. 

/ . Principo. 

270. El ar?. 1,361 dice que aqu-1 á quien el juramento 
es dWerido y que lo rehu«a debe sucumbir en su demanda ó 
en su excepción. Y según los términos del art. 1,365, el jura-
mento hecho forma prueba en provecho del que lo defirió 
contra él. La redacción de esta disposición es mala. Cuan-
do aquel á quien el juramento está deferido lo acepta y 
presta, el juramento hecho no forma por cierto prueba para 
el que lo defirió, al contrario, la negativa de prestar el jura-
mento es lo que hace prueba en su provecho. Por otro lado, 

1 Massé y Ve rg¿ acerca de Zacbar i» . t . I I I , pfo 608, nota 27. 

el juramento prestado hace siempre prueba de quien lo 
prestó y contra aquel que lo ha deferido« (1) Pothier se 
expresa más exactamente diciendo: "Si la parte presta el 
juramento que le ha sido deferido, resultará de su juramenlo 
una presunción jurii el de jure de la verdad de la cosa acer-
ca de la que el juramento le fué conferido y que habrá 
afirmado contra lo que ninguna prueba contraria podrá ser 
recibida." (2) 

271. H a y easos no previstos por la ley.^Aquel á quien el 
juiamento es deferido declara estar dispuesto á prestarlo, 
pero sucede que muere sin haberlo prestado. Toullier dice 
que el juramentó debiera ser considerado como prestado, si 
la muerte solo fué causa del retardo. (3) E-ta opinión ha 
quedado aislada. Está en oposición con la ley d e la transac-
ción; la condición esencial de la transacción es que el ju-
ramento sea "prestado; desde luego que no lo e>tá, la t r a n -
sacción no existe. Esto está también fundado en la razón; el 
juramento es un llamamiento-irla conciencia, y no es cuan-
do la aceptación de la transacción cuando la conciencia es-
tá en juego, es cuandoja ejecución; aquel que aceptó puede 
aún retroceder cuando se tratará de hacer afirmación b3jo 
fe de juramento. Todo cuanto resulta de la aceptación es 
que no hay negativa, pero el juramento no siendo prestado y 
no pudiendo serlo ya, la transacción se hace imposible, á 

.reserva qud la parte defiera á los herederos un juramento 
llamado de credulidad. 

•Si aquel á quien fué deferido el juramento llega á morir 
- antes de haber aceptado ó negado, la transacción deja igual-

mente de existir. Esta es la aplicación de los principios ele-

1 Maroadé, t . V, pág. 242, num. I del ar t ículo 1,365. 
2 Pothier, / )« las obligaciones, núm. 015. 
3 T mllier. t . V, 2, p á g . 304, nára.385. En sentido oontr ,rio Mar-

oi'lé; t . V, 2, pág. 239. núm- 2 del artículo 1.364. Larom re torno 
V, p í g . 502, núm. 7 (Ed. B , torn« I I I , pág. 348). Colmet do Sante_ 
rr -, í. Y , p á g . 652, núm. 340 bis. 



mentales que rigen la oferta y la aceptación. La oferta no 
puede ya ser aceptada; luego la transacción del j u r amen to 
no puede ya formarse. 

11. Fuerza probante del juramento. 

272. El juramento no hace prueba sino cuando fué pres-
tado tal cual fué deferido. Acabamos de examinar las di-
ficultades que He presentan cuando el juramento es aceptado 
y prestado con modificaciones. Puede suceder que el j u r a -
mento esté prestado en parte y rehusado en parte. Esta ea 
también una modificación del juramento ofrecido. Había, 
pues, que aplicar los principios que hemos establecido, dis-
tinguiendo si la negativa versa en el hecho esencial ó en una 
circunstancia accesoria ó indiferente. El caso se ha presen-
tado ante la Corte de Casación, y ésta pronunció una sen-
tencia más absoluta. Se trataba de una venta verbal de la 
que el pretendido comprador negaba la existencia. Se le de-
firió el juramento en estos rórmiñós; 1. ° si la venta había 
sido convenida, 2 c si no había sido convenida ante varias 
personas. Acerca del primer hecho, el demandado afirmó 
que nunca había hecho el negocio en litigio. Acerca del se-
gundo, se limitó á decir que no se acordaba haber dicho al-
go á tercer f , y que no podía decir más. El Tribunal de pri-
mera instancia consideró este juramento como una negativa 
y declaró que la venta debía ser tenida por constante. En 
apelación, la corte de Poitiers declaró uulo el juramento y 
ordenó una instrucción considerando la respuesta del de-
mandado en el interrogatorio y su juramento, Como un prin-
cipio de prueba par-escrito. Recurso de casación. La Corte 
decidió que el juramento, no habiendo sido prestado en los 
tárminos en que fué deferido, la sentencia atacada había 
sido una justa aplicación de la ley, negando á este juramen-
to incompleto el carácter de decisorio. (1) Esta resolución es 

1 P e n e g a J » , 8 de Marzo de 1852 (Dalloz, 1852, 1, 73* 

justa, en este sentido, que el juramento había sido modifica-
do; no podía, pues, decidir la contestación en provecho de 
aquel que lo había prestado. La transacción caía, pero por 
esto mismo el juramento no procediendo, no podía consi-
derarse como un principio de prueba. 

273. No dice el Código cuál es la fuerza probant^ del ju-
ramento prestado ó rehusado. Como el juramento es una 
transacción, se puede aplicar por ahalogia el art. 2,052, se-
gúp los términos del que las transacciones tienen entre las 
1 artes autoridad de cosa juzgada en último resorte. La prue-
ha resultando del juramento prestado ó rehusado, excluye, 
pues, toda prueba contraria. Esto es en una consecuencia 
de la traneacción; como lo dice Pothier , el juramento sí< n -
do deferido para que de él dependa la sentencia de la causa, 
y siendo aceptado y prestado como tal, resulta un contrato 
por el qu> las partes convienen atenerse á lo que se afirma-
rá, lo que excluye toda prueba contraria. Esto supone quo 
la transacción es válida; las partes pueden atacarla como á 
toda convención, probando que su consentimiento ha sido 
viciado jx>r el error, el dolo ó la violencia. Si la convención 
en virtud de la que el juramento ha sido prestado, es anu-
lada, el juramento caerá. Pothier lo dice, y esto no levan-
ta ninguna duda. (1) I lay, sin embargo, una restricción que 
hacer, en lo que concierne al error. Según el ar t . 2,052, las 
transacciones no pueden ser atacadas por causa de error de 
derecho; esta disposición e x p l i c a b l e al juramento, puesto 
que contiene una transacción. 

274. F1 art , 1,363 consagra una consecuencia del princi-
pio que acabamos de establecer: "Cuando el juramento d e -
r rido ó referido ha sido hecho, no se admite ya al adver-
sario para probar su falsedad." Pothier da un ejemplo. 

1 Pothier, De ta» obligaciones, nfinis. 915 y 918. Colmet de Sante 
ir<s t. V, pág. 651, núiD. 339 bis L 



A q u e l q u e h a d e f e r i d o el j u r a m e n t o n o es a d m i t i d o ¡1 p r o b a r 
que ha sido prestado falsamente, aunque produjera los títu-
los más decisivos. La razón consiste en que el juramento ope-
ra una presunción juris et dpjure que_hace reputar por ver-
dadero lo que ha sido jurado y excluye Usía prueba contra-
ria. Poco importa que el juramento esté ó no conforme á la 
verdad. Aquel que defiere el juramento sabe que se expone á 
los riesgos de una falsa declaración; se somete á ello porque 
es la ley del contrato; no defirió el juramento bajo la condi-
ción que la declaración sea verdadera, esto no tendría senti-
do; lo defirió bajo la condición de ser prestado ó rehusado. 
Desde que es prestado, todo está consumado. (1) 

El ¡»roceso termina como pasaría en virtud de una senten-
cia pronunciada en último resorte esta es la decisión del ar-
tículo 2,052. No puede, pues, tratarse de apelación. (2) No 
hay ya recurso extraordinario así cortío no los hay ordina-
rios. El Código de Procedimientos permite retractar las sen-
tencias á pedimento de aquellas que fueron partes, si hubo 
dolo personal (art. 480, I). Esta disposición no es aplicable 
al juramento, si lo fuera, se podría siempre atacar el j u r a -
mentó prestado falsamente, puesto que el perjuro es más que 
un 4í¿1O, es un crimen; y el art . 1,365 se opone á que ae ale- * 
gue la falsedad del juramento para obtener su anulación. (3) 
No se puede ni directa ni indirectamente. H a sido resuello , 
que no se puede volver sobre la transacción del juramento , 
atacando p o r f í a de inscripción por falsedad el acta autén- | 
tica en el que el juramento ha sido, deferido; se alegaría en ; 
vano que la inscripción por falsedad e* admitida contra la 
mayor de las pruebas el acta Auténtica; el juramento no os .j 
propiamente una prueba, es una transacción que pone tér-

1 Larorabíére, t . V, pág. 493, núm. 5 (Ed . B., t . I I I , p g. 346). 
Monrlon, t . I I , pág . 868, núm. 1,654). 

2 Caen, 23 de Enero d e 1824 (Dalloz, en la pa labra , Aqmrsc ncio, 

" ^ C o í m e t d e Sante r re , t V, pág . 651, núm. 339 bit U . 

mino al proceso, d^manera que toda acción queda ext in-
guida. Esto decide la cuestión. (1) 

275. Sin embargo, el juramento falso es un crimen. ¿ E l 
art. 1,363 impide perseguir el crimen de perjuro? No segu-
ramente; prohibe á la parte que ha deferido el juramento 
probar su falsedad, pues no se opone á que el Ministerio Pú-
blico persiga al culpable por interés de la sociedad y de la 
moral pública; si el Ministerio Público promueve, la parte 
lesada pqr el perjuro podrá presentarse como parte civil para 
reclamar daños y perjuicios. Así se ha sostenido, pero el pa-
recer de Duranton ha quedado aislado; se encuentra en opo-
sición con el art. 1,363 y con el espíritu de la ley. Cuando 
el art. 1,363 dice, que: "El adversario no es admisible para 
probar la falsedad del juramento," esto significa que no pue-
de volver sobre la transacción que tiene ofrecida exponién-
dose al riesgo de un juramento falso; y seria volver sóbrela 
transacción, reclamar bajo el nombre de daños y perjuicios 
el valor pecuniario de la obligación sobre que fué- prestado 
el juramento; no se puede hacer indirectamente lo que la 
ley prohibe hacer direptamente. Bajo el punto de vista de 
1(JB iutereses civiles, todo queda consumado por la transac-
ción. Creemos inútil insistir; la jurisprudencia está de acuer-
do con la doctrina. (2) 

I I I . Extensión de la fuerza probante. 

276. El juramento es una transacción que equivale á la 
cosa juzgada en último resorte. Resulta de esto que deben 
aplicarse á la fuerza*probaute que resulta del juramento, los 
principios que rigen á la cosas juzgada. Potliier deduce de 

1 Colmar, 25 de Abri l dé 1827 l.Dalloz, en la pa labra Obligacionct, 
núm. 5,264;. 

2 Véase la jur isprudencia en el Repertorio de Dalloz. nám. 5,376. 
Toullier, t . V, 2, p á g . 308, nám. 389, y todos los a n t r o s . En s en t i -
do contrario, Dnranton, t . X I I I , p á g 626 n á m . 609. Véase la r e f u -
tación en Aubry y Ban , t VI , pág. 356, nota 3, pfo. 753 (3 ' edición). 



esta consecuencia que el juramento decisorio no tiene efec-
to sino con relación A la misma cosa para la que fué deferi-
do, y agrega: Para saber si lo que s<i pide es la misma co-
sa que aquella sobre la que fué deferido el juramento, se 
pueden aplicar todas las reglas que concierneu á la autori-
dad de la cosa juzgada. „Así, aquel que ha formula 1» una de-
manda contra un heredero por la parte de este último, y que 
ha sucumbido por haber nega lo el juramento que le fué de-
ferido por este heredero, puede aun formular una igual de-
manda contra el coheredero y por la misma causa, pues las 
obligaciones dividiéndose entre los here ler>s, la parte de 
cada uno en la deuda forma, en realidad, una obligación di-
ferente, y además, las personas son diferentes; luego la tran-
sacción del juramento no puede ser invocada. (1) Si los ju-
ramentos fuesen más usuales, las dificultades no faltarían "en 
la aplicación del principio, como abundan en materia de co-
sa juzgada Una se ha presentado ante la Corte de Casación, 
y dudamos que la solución que recibió esté conforma á los 
verdaderos principios. Cuando hay juramento prestado acer-
ca de la contestación principal, ¿se aplica el efecto de la 
transacción á las conclusiones subsidiarias? • La afirmativa 
no es dudosa, si las conclusiones subsidiarias son una de-
pendencia de las conclusiones principales. ¿Sucedía así en 
el caso? El demandante había transportado á un banquero 
un crédito de 75,000 francos á cargo del Gobierno, y que él 
había recibido á cuenta de la casa baucaria Concluía á la 
restitución del excedente del crédito sobre las cuentas, pre-
tendiendo que no se trataba siuo de un si nple saldo; subsi-
diariamente y para el caso en que fuera sentenciad > que ha-
bía cesión del crédito, pedía la nulidad p >r causa de dolo 
y usura. El juramento fué deferido y prest ido acerca de la 
realidad de la transmisión. Fué sentenciado que este jura-

1 Pothier, De las obligaciones, nfiin. 916. Durar.ton, t. X I I I , pág i -
na 634, núm. 608): 

mentó terminaba el litigio, aun en lo que concernía á la va-
lidez de la transmisión, porque las cosas de dolo y usura eran 
subsidiarias al hecho principal de la cestón. (!) listo nos pa-
rece dudoso; «ú un primer juez decidió que había cesión, ¿de-
cidió por e»to que la cesión era válida?. Nó, hay aquí dos 
cuestiones muy distintas. ¿El acto litigioso es lina cesión ó 
no lo es? Si f i é sentenciado que es una cesión, ¿implica la 
sentencia que esta cesión no esté viciada por dolo ó por usu-
ra? El objeto de la segunda contestación difiere de el de la 
primera; luego la transacción en una, no puede extenderse 
á la otra. ¿Entre qué personas la transacción del jura-nento 
produce su efecto? D.^be aplicarse el principio á la cosa juz-
gada; el juramento no tiene efecto sino entre las partes que 
están en causa, no perjudica á los terceros ni les aprovecha. 
Por eso es, dice Pothier, que si uno de los herederos me ci-
ta para pagarle su parte en una suma que yo debía á su 
autor, y si me defiere el juramento acerca de la deuda, el 
juramento que yo prestaré de no deber nada no impedirá á 
los demás herederos el demandarme su parte en la misma 
deuda, y si aportasen la prueba de la existencia de la deu-
da, yo sería condenado á pagar lo que les toque en dicha 
deuda, aunque haya un juramento prestado de que la deu-
da no existe; este juramento no tiene efecto sino con relación 
á aquel que lo defirió y no para con su heredero. (2) 

277. El art. 1,365.que establece el principio acerca del 
efecto del juramento prestado ó rehusado, contiene aplica-
ciones de las que la primera, si se atiene uno al texto, está 
considerada más bien como una excepción. "Na obstante, 
dice la ley, el juramento deferido de los acreedores solida-
ríos al deudor, no libera á éste sino por la parte de aquel 
acreedor." Hay efectivamente una excepción al principio 
que regía la solidaridad entre acreedores en derecho romano. 



• 

3 4 2 OBLIGACIONES 

El Código establece un nuevo principio: Los acreedores es-
tán considerados como asociado«, y por consiguiente, no pue-
den disponer por vía de transacción sino de su parte en el 
crédito? Transladamos á lo que fué dicho en el capitulo De 
la Solidaridad. 

" E l juramento deferido á uno de los deudores solidarios j 
aprovecha á los codeudores." Se supone con» > lo dice el fi-
nal del artículo, que el juramento está deferido acerca de la 
deuda; si fuera deferido acerca del hecho de la solidaridad, el 
juramento no tendría efecto sino entre las par tes en virtud 1 
del p r i n c i p i o general. ¿Porqué el juramento deferido acerca 3 
de la deuda á uno de los deudores solidarios aprovecha á 
los demás? Hemos dicho al t ratar de la cosa juzgada, que .. 
la cuestión de saber si la sentencia pronunciada en favor de 
uno délos d e u d o r e s aprovecha ó perjudica á Ion demás, está 
muy controvertida. El Código la sanjó en lo que concierne 
a' juramento. Dudamos que esto la aplicación de los ¡ 

erdaderos principios, bien que ésta esté conforme á la tra- . 
dición. Si se atiene uno al principio de la cosa juzgada invo- | 
cada por Pothier, debe decirse que lo que fué sentenciado I 
con uno de los deudores no lo está para con los demás; hay j 
una razón particular para limitar las partes el efettfo del ju- j 
ramento; éste es un llamamiento á la conciencia, y el aeree- | 
dor puede creer en la honradez de uno y no creer en la hon- ^ 
radez del otro; ha j s pues, alguna cosa de individual en la 
delación del juramento, y el efecto también debiera limitar- j 
se á los individuos. Se invoca además otra analogía, la de | 
la remesa de la deuda. (1) Es£o es confundir la realidad con 
la ficción. El acreedor que hace remesa de la deuda renuncia 
á su crédito por el todo y queda extinguido con relación á 
todos. ¿Es que el acreedor que defiere su juramento entien-

de hacer remesa, y es por esto por lo que promueve en jus 
t • . I . . . . » 11 Arrtnrv>innf/A ¿ } 1 PílTl-

i 
ticia, es por eso por lo-que hace un llamamiento á la con-

1 Col metile Saoterre, t . V, pág . 654, oám. 341 bis 111 y IV. 
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ciencia de su adversario? Le perdona á la verdad, si éste 
presta el juramento, pero estoes una remesa forzada, y pre-
cisamente porque tal es, no se deberá extenderla. 

" E l juramento deferido al deudor principal libera á los 
caucionantes." Pothier da como razón^que el deudor tiene 
interés en que no sé demande nada á sus caucionantes, pues 
to que éstos tendrían un recurso contra él si estuviesen obli-
gados á pagar. La razón nada tiene de decisiva. Se trata 
no del iuterés del deudor, pero-del efecto de una transacción 
que equivale á una sentencia Los autores modernos dan 
otra razón, la analogía de la remesa de la deuda. (1) He-
mos dicho que esta razón no es mejor que la primera. 

"El juramento deferido al caucionante aprovecha al deu-
dor principal cuando ha sido deferido acerca de la deuda; 
no le aprovecha cuando ha sido deferido acerca de la cau-
ción." Pothier dice que el juramento del caucionante subs-
tituye al pago, y el psgo hecho por el caucionante libera al 
deudor principal. ¿No es esto confundir dos órdenes de 
ideas muy distintas? Nó, la transacción del juramento uo 
implica un pago, implica que no hay y a deuda. En todo 
caso no se puede invocar la analogía de la remesa, puesto 
que el art. 1,287 decide que remesa acordadada al caucio-
nante no ííbe ra al deudor principal. 

278. El art. 1,365 supone que el juramento ha sido d e -
ferido al pretendido deudor ó á aquellos que e.stán obliga-
dos con él al pago de la deuda, y que ha sido prestado por 
aquel á quien ha sido deferido. La ley no dice nada del ca-
so en que el deudor ú otro interesado rehusase de prestar 
el juramento. Como la transacción del juramento implica 
la negativa tanto como la aceptación de aquel que fue de-

I ferido, es menester aplicar por analogía las disposiciones del 
art. 1,355. Lo mismo sucederá con un caso no previsto, 

1 Potilier, Df las obligaciones, nfim 908. Colmet de Sauterre, t . V, 
pág . 654, uóm.341 bis I I I . 



cuando el juramento está deferido al pretendido acreedor. ( 0 

| I H . — D e l j u r a m e n t o d e f e r i d o d e o f i c i o . 

279. El juez puede deferir el juramonto á una de las par-
tes para hacer depender de él la decisión de la causa ó so-
lo para determinar el motivo de la condenación (art. 1,356). 
Se llama el primer juramento supleatm&t y el segundo j u r a -
m nto in li'em. 

ARTICUtp 1. * —Del juramento supleatorio. 

Nfan. 1 Nociones generales. 

280. ¿Qué es el juramento supleatorio? Al leer el artícu-
lo 1,366, se podía creer <jue la calificación de supleatorio 
que los autoras dan al juramento deferido por el juez por la i 
demanda ó por>la excepción, es inexacto. En efecto, la ley J 
dice que este juramento es deferido para que de él dependa 
la decisión de la causa, así como el art. 1,357 dice que el ju-
ramento d -cisorio es aquel que una parte defiere á la otra 
para qiie de él dependa la sentencia de la causa. Ambas de -
l'niciones-son idénticas; ¿es esto decir que la doctrina se equi-
voca califi ¡ do de supleatorio el juramento deferido por el 
juez por la demanda ó por la excepción? Nó, es la definición 
del Código la que es mala, pues confunda dos juramentos esen-
cialmente diferentes. El j í nmen to no es decisorio sino cuan-
do una parte lo deGeré á la otra. Es decisorio, primero por 
que decide esto la contestación, siu que el juez alegue otro 
Motivo; para decir mejor, son las mismas partes las que ter-
minan el litigio por transacción. El juramento, es decisorio 
p rque termina el litigio, no así del juramento supleatorio; 

< juez no funda únicamente su decisión es este juramento, 
t i J i 

1 T r a n s i j a m o s á Oolmet «le 8 a n t e r r e qmen lia prev is to jas d i -
versas hipótesis l t V , pág. 655, núms. 341 bit V-341 bit 

d e l j u e a m e n t o . 

no lo puede deferir sino cuando la demanda ó laexcepciónno 
están enteramente faltas de pruebas y que no están en te ra -
mente justificadas, lo que equivale á decir que hay un prin-
cipio de prueba y que lo que falta á ésta se completa por 
el juramento; el juramento deferido por el juez es, pues, 
un suplemento dé prueba y por eso es que se le llama jura-
mento supleatorio. También es supleatorio en cuanto á su 
efecto, en este sentido que es una pruebo subsidiaria, que co 
mo todas las pruebas sirve para decidir el proceso, pero no 
lo termina; el juramento supleatorio no es, pues, una t r an-
sacción. 

281. ¿Cuáles son los motivas por los, que la ley permite 
al juez deferir el juramento á una de las parles? Pothier di-
ce que el uso de este juramento se establece por las leyes 
romanas, y no da otra razón sino que el juez lo defiere "pa-
ra asegurar su re l ig ión." La prueba ministrada por el d e -
mandado no está completa, le quedan dudas al juez, teme 
juzgar mal apoyándose en pruebas que dejan alguua incer-
tidumbre; es para calmar estos escrúpulos por lo que defiere 
el juramento. Pothier agrega»: No aconsejaría, sin embargo, 
á los jueces usar á menudo de esta preocupación que solo 
sirve para dar ocasión á multitud de perjuros. Cuando un 
hombre es hónrado, no necesita ser retenido por la religión 
de] juramento p a r a pedir lo que no se le debe ó para negar 
lo que él debe; y aquel que no es hombre honrádo ningún 
temor tiene en perjudicarse. En más de cuarenta años que 
tengo de ejercer mi profesión, agrega Pothier, he visto infi-
nidad de veces deferido el juramento y solo una ó dos veces 
pude ver que una parte haya sido retenida por la religión 
del juramento en persistir en lo que había sostenido." (1) 

Los autores modernos y sobre todo Toullier abundan en 
críticas. Es seguro que la facultad acordada á los jueces 



cuando el juramento está deferido al pretendido acreedor. ( 0 

| IIT.—DEL JURAMENTO DEFERIDO DE OFICIO. 

279. El juez puede deferir el juramonto á una de las par-
tes para hacer depender de él la decisión de la causa ó so-
lo para determinar el motivo de la condenación (art. 1,356). 
Se llama el primer juramento supleatm&t y el segundo ju ra -
m nto in li'em. 

ARTICUtp 1. * —Del juramento supleatorio. 

Níun. 1 Nociones generales. 

280. ¿Qué es el juramento supleatorio? Al leer el artícu-
lo 1,366, se podía creer <jue la calificación de supleatorio 
que los autoras dan al juramento deferido por el juez por la i 
demanda ó pot>l& excepción, es inexacto. En efecto, la ley J 
dice que este juramento es deferido para que de el dependa 
la decisión de la causa, así como el art. 1,357 dice que el ju-
ramento d -cisorio es aquel que una parte defiere á la otra 
para qiie de él dependa la sentencia de la causa. Ambas de-
l'niciones-son idénticas; ¿es esto decir que la doctrina se equi-
voca califi ••nd«í de supleatorio el juramento deferido por el 
juez por la demanda ó por la excepción? Nó, es la definición 
del Código la que es mala, pues confunde dos juramentos esen-
cialmente diferentes. El j »rímenlo no es decisorio sino cuan-
do una parte lo deGeré á la otra. Es decisorio, primero por 
que decide esto la contestación, sin que el juez alegue otro 
Motivo; para decir mejor, son las mismas partes las que ter-
minan el litigio por transacción. El juramento, es decisorio 
p rque termina el litigio, no así del juramento supleatorio; 

< juez no funda únicamente su decisión es este juramento, 
t i J i 

1 T r a n s i j a m o s á Colmet «le 8anter re qmen lia previsto jas di-
versas hipótesis ( t V , pág. 655, náms. 311 bit V-341 bit 

DEL JIJE AMENTO. 

no lo puede deferir sino cuando la demanda ó laexcepciónno 
están enteramente faltas de pruebas y que no están entera-
mente justificadas, lo que equivale á decir que hay un prin-
cipio de prueba y que lo que falta á ésta se completa por 
el juramento; el juramento deferido por el juez es, pues, 
un suplemento dé prueba y por eso es que se le llama jura-
mento supleatorio. También es supleatorio en cuanto á su 
efecto, en este sentido que es una pruebo subsidiaria, que co 
mo todas las pruebas sirve para decidir el proceso, pero no 
lo termina; el juramento supleatorio no es, pues, una t ran-
sacción. 

281. ¿Cuáles son los motivos por los, que la ley permite 
al juez deferir el juramento á una de las parles? Pothier di-
ce que el uso de este juramento se establece por las leyes 
romanas, y no da otra razón sino que el juez lo defiere "pa-
ra asegurar su rel igión." La prueba ministrada por el d e -
mandado no está completa, le quedan dudas al juez, teme 
juzgar mal apoyándose en pruebas que dejan alguua incer-
tidumbre; es para calmar estos escrúpulos por lo que defiere 
el juramento. Pothier agrega»: No aconsejaría, sin embargo, 
á los jueces usar á menudo de esta preocupación que solo 
sirve para dar ocasión á multitud de perjuros. Cuando un 
hombre es hónrado, no necesita ser retenido por la religión 
dej juramento para pedir lo que no se le debe ó para negar 
lo que él debe; y aquel que no es hombre honrádo ningún 
temor tiene en perjudicarse. En más de cuarenta años que 
tengo de ejercer mi profesión, agrega Pothier, he visto infi-
nidad de veces deferido el juramento y solo una ó dos veces 
pude ver que una parte haya sido retenida por la religión 
del juramento en persistir en lo que había sostenido." (1) 

Los autores modernos y sobre todo Toullier abundan en 
críticas. Es seguro que la facultad acordada á los jueces 

1 Pothier , De las obligaeionet, núm. 924. — 
P. de D. TOMO XX—44. 



346 OBLIGACIONES. 

para deferir el juramento de oficio está en oposición con la 
esencia misma del juramento. Esto es un llamamiento á la 
conciencia, y este llamamiento es siempre muy arriésga lo, 
como Pothier lo testifica. ¿Pertenece al juez exponer á este 
riesgo á una de las partes sin su consentimiento, á pesar su-
yo? A la parte interesada toca sacrificar su interés si lo cree 
necesario ó conveniente; el juez no tiene ese derecho. Se dice 
en vano que éste defiere el juramento para asegurar su re-
ligión. Esta es una singular manera de tranquilizar su con-
ciencia, haciéndolo á expensas de los litigantes. Los escrú-
pulos del juez están fuera de lugar. ¿En"qué circunstancias 
defiere el juramento? Cuando la demanda ó la excepción no 
están justificadas, dice el art. 1,357. Los principios de derecho 
bastan para sanjar la dificultad; si la demanda ó la excep-
ción no están suficientemente establecidas, el juez las des-
echa; al desecharlas obedece á la ley; y aquel que obedece á 
la ley no debe tener escrúpulos; cumplió con su deber; 
luego su conciencia debe estar tranquila. (1) 

28*2. De esto sigue que el derecho acordado á los jueces 
de deferir el juramento á una de las partes en la demanda 
ó en la excepción e.s un poder exhorbitant*, contrario á los 
verdaderos principios. El derecho del juez e*tá exclusiva-
mente fundado en la ley, y esta ley es una verdadera excep-
ción; luego es de estricta interpretación; debe restringirse el 
poder del juez en los límites del texto. (2) 

Ndm. 1. De las condiciones requeridas para que el juez 
pueda deferir el juramento. 

283. El art. 1,367 determina esas condiciones, y lo hace 
en los términoi más restrictivos. El juez ño puede deferir de 
oficio el juramento, ya en la demanda, ya eu la excepción 
que se oponga, sino bajo las dos condiciones siguientes: Es me-

1 Toullier, t> V , 2, pág. 315, núms. 398 y 399. 
2 A u b r y y Kan. t . VI , 2, p á g ; 474, nota 7, pfo. 767 (3* edioión). 
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nester, 1. ® que la demanda ó la excepción no estén plena-
mente justificadas." La demanda ó la excepción estén p le -
namente justifica tí as cuando la pena legal es completa; en 
este caso, no puede tratarse de un suplemento de prueba; 
aunque el juez estuviese convencido que las pruebas legales 
fuesen falsas, debería condenar al demandado si la demanda 
estuviese completamente justificada; y si la excepción está 
plenamente justificada, debe "absolver al demandado por la 
demanda. 2. c "Es menester que la demanda ó la excepción 
no estén totalmente provistas de prueba." La fórmula está 
tamada en Pothier; llama estas causas dudosas. La deman-
da ó la excepción no es evidentemente justa por causa de 
un principio de prueba que se tiene. (1) En la duda, el juez 
debe abstenerse de admitir las conclusiones del demandante 
ó el demandado. La ley deroga á esta regla del sentido co-
mún permitiéndole buscar un suplemento de prueba en la 
delación del juramento. 

284. Esas dos condiciones, siendo exigidas por la ley pa-
ra que el juez pueda deferir el juramento, resulta que debe 
constar su existencia en la sentencia. L a Corte de Casación 
de Francia lo resolvió así, y también la Corte de Casación 
de Bélgica, casando sentencias que habían deferido el j u r a -
mento sin haeer constar que la demanda ó la excepción no 
estaban plenamente justificadas ni totalmente desprovistas 
de prueba". (2) Cuando la ley solo da al juez un derecho ba-
jo ciertas condiciones, el juez viola la ley no haciendo cons-
tar que dichas condiciones existen. 

Pothier ha resuelto esta cuestión en sentido contrario. Su-
pone que la prueba hecha por el demandante ó el demanda-
do es completa y que, sin embargo, el juez, para mejor ase-
gurar su religión, le defiere el juramento: ¿Habría lugar á 

1 Pothier , Déla* oMigacionr», nfim. 922. Véase un ejemplo <»n una 
Mitencia do casación «le 8 de Abr i l d e 1874 (Dallos, 1875, 1, 23*; . 

2 Casación («le Fran«-.ia ), 13 d e Diciembre de 1841 fD.illoz, en la 

Sl ab ra Efecto* de comercio, núm. 4671. Capación (de Bélgica», 7 de 
arzo de 1850 (Pasierisia. 1850, 1, 256). 



apelación contra esta sentencia? Nó, dice Pothier, pues el 
juez no perjudicó á la parta exigiendo el juramento, puesto 
que á ésta nada le cuesta afirmar lo que sabe ser verdad; 
mientras que la negativa que hiciera de afirmar el hecho ate-
nuaría ó destruiría la prueba que de él había ministrado. 
¿Debe seguirse aún esLa opinión bajo el imperio del Código? 
La negativa es segura, y la jurisprudencia que acabamos do 
hacer constar decide la cuestión implícitamente. En el a n -
tiguo derecho no había ley, se podía, pues, raciocinar co-
mo lo hace Pothier; hoy no se puede ya en presencia de una 
ley que, subordina estrictamente á la existencia de dos con-

, diciones el ejercicio del derecho que confiere al juez;"«ñ el 
juez se coloca fuera do la ley, queda sin poder; luego come-
te un exceso de poder, lo que da lugar á apelación y aun á 
casación si el juez ha decidido en derecho. (I) 

La aplicación del principio ha dado Juga rá una dificultad 
en ocasión de la pretendida venta de una muía coja. Aque-
llos que alegaban la venta, no ministraban ninguna prueba 
de ello; desde luego, el demandado nada tenía que probar; 
sin embargo, el juez de paz le defirió el juramento. Re.-ur-
so de casación de la pa^rte adversa por violación del artículo 
1,3G7.~ La Corte pronunció una sentencia de denegada. Los 
demandantes, dijo, no tienen para qué quejarse de que el de-
mandado haya prestado juramento; esto fué para e l lo^una 
garantía que no les era estrictamente debida, y no pueden 
atacar una decisión que les es favorable. La parte á la que 
fué deferido hubiera tenido el derecho de rehusarse, puesto 
que el demandado nada tiene que probar; á su respecto, la 
ley fué violada, pero no lo fué á la parte adversa. (2) 

285. ¿Cuándo puede decirse que la demanda ó la excep-
ción no está totalmente desprovista de pruebas? Decir que 
la demanda ó la excepción no están totalmente desprovistas 

1 Toullier. t. V, 2, pág. 3l9, núrn. 403. 
2 Denegada, 8 de Mayo d e 1855 (Dalluz, 1855, 1,245). 

de pruebas, es decir que hay un principio de prueba insufi-
ciente para decidir el proceso. L a dificultad está en preci-
sar en qué debe consistir el principio de prueba. Se dice 
< rdinariamente que se necesita un principio de prueba por 
e>crito. Esto es demasiado absoluto. Cuando la ley habla 
de prueba, entiende por ^ t a palabra una prueba legal. Así, 
debe haber un principio de prueba legal; ss decir, de prue- v 
1« admitida por la ley; y una prueba varía según la natu-
raleza del hecho litigios.). Cuando el hecho tiene un valor 
pecuniario superior á 150 francos, la ley exige una prueba 
literal (art. L,34l), mientras que más bajo que esta suma, 
la prueba testimonial es admitida. Supongamos que la prue-
ba testimonial sea admisible, el juez podrá oír á los testigos; 
si el testimonio le parece insuficiente, podrá completar la 

-prueba defiriendo el juramento á una de las partes. No es 
necesario, en este caso, de un principio de prueba por escri-
to, puesto que la ley se conforma con la prueba por testigos. 
Simples presunciones pudieran aún bastar para autorizar al 
juez á deferir el juramento, puesto que las presunciones son 
admisibles cuando la prueba testimonial lo es también. Por 
la misma razón, el juez puede deferir el juramento en los 
casos en que, por excepción, la prueba testimonial es reci-
bida, cualquiera sea el valor pecuniario del testigo; un prin-
cipio de prueba por escrito no sería necesario por razón de 
píderse hacer la prueba legal por medio de testigos; luego 
el principio de prueba puede también resultar de testimo-
nios. ¿Cuándo se necesita un principio de prueba por escri-
to? Cuando ¿a prueba debe hacerse por escrito; no bastaría 
en este caso con testimonios ó con presunciones, puesto que 
estas pruebas no son admitidas; y cuando no son admitidas 
para dar pruebas completas, no lo son tampoco como prin-
cipio de prueba. 



consagrada por la jurisprudencia á pesar de algunas incer-
tidumbres; la Corte¡ de Casación de Francia ha decidid, 
que el art . 1,367, al autorizar el juramento de oficio bajóla 
doble condición que la.demanda no aerá plenamente justifi-
cada ni totalmente desprovista de prueba, entendió hablar 
de las pruebas legalmente aimisitys; es decjr, de una prue-
ba escrita ó de un principio de prueba por escrito si el de-
bate versa sobre un valor excedente de 150 francós. (1) Lt 
Corte de Casación de Bélgica ha pronunciado acerca de es-
ta cuestión las sentencias que no concuerdan mucho en la 
primera; falló conforme con la jurisprudencia francesa que 
cuando el objeto de la demanda exceda el valor de 150 fran-
cos, el juez no pue le deferir el juramento supleatorio sinó 

~ en el caso en que haya un principio de prueba por escrito, 
del hecho contestado, ó de las confesiones ó declaraciones 
d las partes que hacen el hecho verosímil. (2) Volvamos 
á t ratar este último punto. En una segunda sentencia, la Cor-
te dice: 11 Visto que la sentencia atacada, después de las ins-
trucciones y alegatos que tuvieron lugar, enuncia los hechos \ 
y circunstancias que han resultado de ella y que el Tribunal | 
tomó en consideración para declarar que si la demanda no • 
era plenamente establecida podía ser justificada por los he-
chos y circunstancias de la causa, de donde resulta han pi 
suncíones grave*. Visto que esta decisión puramente de he-
cho, siendo sob-rana, comprueba la existencia de las condi-
ciones exigi las por el art. 1,367 para que el juez haya po-
dido deferir el juramento supleatório." (3). ¿Quiere esto de-
cir que el juez del hecho tiene un poder discrecional para 

n6m. 2 del n*t. 1.367 Larombiére, t V, prttr 518, núní .3 (Ed. B.,tO 
mo I I I . pájr. 355; Colmet de Canter re, t . V, pág. 657. nftm 343 bis. 

1 Denegad», 24de J u l i o d e 1865 (Dallos, 1865, I. 467).Cvmpáf 
Denegada. Sata Ci H. 10 «le M a j o de 1842 lDal loz ,en la p a l a l . -
Obligacion>•». púm. K.3«3, 4'). Rennes, 26 de Enero d e 1813 ^ Dallo» 
en I» imlahni Feri/ícaetón de escritura», nfim. 176;. 

2 fapaeiói ' , 23 ' le Noviembre de 1849 (Pasierisia 1850 1 256). 
3 Denegada, 12 de Diciembre de 1861 \Patic~iria, 1862,' 1,' 76). 

decidir si hay un principio de prueba, y que pueda tomar 
este principio en las circunstancias de la causa; es decir, en 
simples presunciones? Si así se entendiera la sentencia, es-
taría en contradicción con la primera decisión de la Corte y 
con los verdaderos princi-i«»*. Creemos que los términos de 
la sentencia son demasiado absolutos v que van más allá de 
la mente de la Corte; ésta no pretendió pronunciar una sen-
tencia de principios, f ino un fallo de especie. Y so trataba en 
el proceso de un ne«.r ció comercial en el que la prueba tes-
timonial es indefiniblemente admisible, y, por consiguiente, 
no podía tratar-e de un principio de pmeba por escrito. 

Ha_\ una cuestión de hecho en todo principio de prueba; 
al juez toca apreciar si la d e m a n d ^ ó la excepción están su-
ficientemente justificadas para que el juez pueda deferir el 
juramento. En esta apreciacióu el juez está necesariamente 
influenciado por la opinión que tiene acerca del juramenta 
sepleatorio. I.* Corte de Gante dice que el juez debe usar de 
esta facultad con mucha circunspección, lo que es justo, ¿pe-
rola Corte no llevará la cosa demasiado lejos al agrega • 
que el juez no debe admitir al demandante al j u r amen-
to sino cuando la prueba que ha hecho de su demanda es 
casi concluyente por sí ? (1) Basta poner esta fórmula en re-
lación con la del Código para convencerse que la Corte ha 
i'ln más allá de la ley; el art. 1,367 se limita á exigir que la 
demanda no esté totalmente desprovista de prueba«, y la 
Corte quiere que ésta este casi enteramente justificada De-
bemos respetar la ley, aunque esté contraria á los verdade-
ros principios; ella admite el juramento supleatorio, bajo 
condiciones fáciles, y no pertenece al intérprete cambiar 
esas condiciones tan fáciles por condiciones tan difíciles qu3 
casi nunca habría lugar á deferir el juramento de oficio. 

286. La ley prescribe formalidades para las actas que 
constan de consecuencias bilaterales ó de ciertas convencio-
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nes unilateral :s(arts. 1,325 y 1,326); cuando todas las for¿ 
nu l idades han sido observadas, el acto no hace ya una prue-
ba completa, pues resulta de ella un principio de prueba po 
escrito que permite admitir la prueba testimonial y, por con 
siguente, defiere el juramento. La Corte de Casación lo re 
solvió así y no hay mucha d u d a ; el ar t . 1,367 no defiere al 
principio de prueba que exige; el juez goza de una ciei 
lati tud de apreciación del escrito alegado á ese título; todo 
lo que puede exigirse es que resulte de un escri to cuam 
la obligación debe ser prolmda ¡>or una prueba literal. (1) 

287. En el caso en que la prueba testimonial «s admi.si- < 
ble, los jueces pueden no hallar suficiente la prueba resul- . 
tanto de la instrucción; tendrán entonces que examinar si 
los testimonios, aunque insuficientes para justificar entera- ] 
mente la demanda ó la excepción, ministran un principio de 
prueba en el sentido del art. 1,367; en este caso, su podel 
de apreciación es absoluto, pueden, pues, deferir el j u 
mentó si la demanda ó la excepción no 4es parece total me" 
te desprovista de pruebas; no es necesario que este principi 
de prueba resulte de un escrito, puesto, que la p. uebico" 
pleta puede hacerse por testigos, el principio de prue 
puede también resultar por testimonios. La Cor te de Ca 
ción lo ha resuelto así. (2) 

288. La prueba testimonial es recibida por excepción en 
los casos en que hay un p r i n c i p i ó l e prueba por escrito; es 
menester, en este caso, que este principio de prueba reúna 
los caracteres exigidos por el ar t . 1,347. Es de jurispruder. 
cia que pueda resultar de un interrogatorio de posicioní 
luego el juez podrá también deferir el juramento supleat 
rio. Así lo decidió la Corte de Casación. "Esta hace constar 

1 Denegada, I o de Jul io do 1828 (Dailoz, en la palabra ObUyario-
n6m. 5 320;. C tupir esa Bruselas, 2« de Ju l io de 1&30 (Pa»¡enV 

1830, pág. 205). 
2 Denegada, 8 de Septiembre de 18 J7 (Dallo*, en la palabra Cv 

trato de matrimonio, núm. 2,495). 

desde luego que las partes han s ido oídas personalmente en 
cuatro audiencias sucesivas; que en esas comparecencias los 
demandados se habían entorpecido y contradicho, af i rman-
do en una audiencia que tenían un libro que justificaba sus 
pretensiones y rehusando en otra audiencia producir este re-
gistro; el primer juez podía inferir de la negativa de los de-
mandados j u n t o con sns tergiversaciones, que había un 
principio de prueba en f-.vor del demandante; este principio 
de prueba resultaba de un escrito, puesto que las declara-
ciones de las partes fueron hechas en justicia ante un Tribu-
nal reunido, recogidas por ese Tribunal entero, en el m o -
mento en que fueron producidas, y consignadas inmediata-
mente en la decisión pronpñciada por el Tribunal. Según 
la jurisprudencia, las declaraciones así recibidas en audiencia 
y que constan en la sentencia, equivalen á un interrogatorio 
de posiciones; lo que es decisivo. Esto ni siquiera está en 
duda por lo que se refiere á la delación del juramento pues 
lo repetimos, la ley no define los caracteres que debe ' tener 
el principio de prueba en el caso del art. 1,367; los jueces 
tienen, pues, una latitud más amplia para la delación del j u -
ramento que para la admisión de la prueba testimonial. (1) 

289. La prueba testimonial es indefinidamente admitida 
en los casos en que el demandante ha estado en la imposibi-
lidad de procurarse una prueba literal. Luego en los mis-
mos casos, el juez podrá deferir el ju ramento si los testimo-
nios o las pretensiones llenan las condiciones exigidas por 
e U r t . 1,367. El L u d e y el dolo son uno de los casos en 
os que no fué posible al acreedor procurarse una prueba 
•letal; si la maniobras dolosas son insuficientes para minis-

trar una prueba completa, el juez podrá completarla def i -

I D « negada, 24 de Ju l io de 1865 (Dallo* 186."» 1 ir.?, a 
w D*n«endu K iniin«i® i s u . a o t . . ' , ' 4 C 7 ) - Compáre-
O * . s ^ ' X W , ? , ? . x a s - j 

P. de D. TOMO XX_45. 



riendo el juramento supleatorio. (1) Importa, sin embargo, 
notar que no basta que el acreedor haya estado en la impo-
sibilidad de tener un escrito de la obligaélón litigiosa para 
que por esto solo el juramento pueda serle deferido; el ju-
ramento supleatorio nunca ex más de un suplemento de 
prueba; es, pues, necesario, en el caso, que haya testimonios 
ó presunciones que den alguna probabilidad á la demanda 
ó á la excepción para que el juez pueda deferir el juramen-
to de óíicio. l iemos dicho que el juez debo hacer constar 
las dos condiciones prescriptas por el a r t . 1,367; debe, 
pues, declarar que hay un principio de prueba resultando, 
ya sea de testimonios si hubo instrucción, ya de presuncio-
nes ó de los hechos y las circunstancias de la causa. (2} 

La jurisprudencia llevó demasiado lejos el principio esta-
blecido por el art. 1,348, admitiendo que hay imposibili-
dad de procurarse una prueba literal cuando el uso ó las 
conveniencias no permiten redactar un escrito. Hemos com-
batido esta doctrina relajada, y se debe, sobre todo, apar-
tarla cuando se trata de deferir el juramento supleatorio, 
pues la delación de este juramento es ya por sí misma ex-
horbitante del derecho común; no debe agregársele una nue-
va derogación á los principios generales del derecho. Ha si-
do resuelto, en el sentido de nuestra opinión, que no hay 
lugar á deferir á un médico el juramento supleatorio acer-
ca de una pretendida promesa que le hubiera hecho el en-
fermo de aumentar el monto de sus honorarios. La Corte de 
Lieja había deferido el juramento porque el uso y las con-
veniencias no permitían exigir una prueba escrita de seme-
jante promesa. Su fallo fué casado: esto era, dice IaaCorte 
de Casación, crear una excepción nueva, e x t e n d i e n d o la que 
la ley establece. (3) 

1 Denegada, II de J n n l o d e 1873(Dalloz. 1873,1, 4781. 
2 Compárense las sentencias citadas en el Repertorio de Dalloz, en 

la palabra Obligaciones, ntfma 5,314_5.316. 
3 Casación, 8 de Diciembre de 1853 (Pasicrítia, 1854, 1,100). 

290. H a y un caso en el que la ley autoriza al juez á de-
ferir el juramento supleatorio; el ar t . 1,329 dice que: »los 
libros de los comerciantes no hacen prueba contra las'perso-
nas no comerciantes, por las entregas notadas en ellos, e x -
cepto lo que será dicho con relación al juramento.» Es de 
tradición que, en este caso, el juez puede deferir el juramen-
to. Decimos que lo puede pero no lo debe; la Corte de Ca-
sación lo sentenció así'en una sentencia reciente, y esto no 
es dudoso. Pothier lo había hecho ya notar; es necesario, di-
ce, que las entregas marcadas en el libro sean probables. (1) 

291. ¿Además de las dos condiciones prescriptas por el 
art. 1,"367, deben aplicarse al juramento supleatorio los prin-
cipios que rigen el juramento decisorio? Se lee en una sen-
tencia d g j a Corte de Casación de Bélgica, que el legislador 
habiendo tratado de esos dos juramentos en dos párrafos se-
parad«*, en los que prescribe reglas especiales á cada uno, 
no puede sostenerse que se deba necesariamente aplicar al 
uno lo que solo fué ordenado para el otro. (2) La Corte no 
dice que no se deban aplicar al juramento supleatorio los 
principios que rigen el juramento decisorio. Aunque ambos 
juramentes difieran grandemente, tienen, sin embargo, un 

.carácter común, es que uno y otro son un llamamiento á l a 
conciencia acerca de la existencia de un hecho litigioso. De 
esto proceden consecuencias que son comunes á ambos jura-
mentos. 

Así , el juramento supleatorio como el juramento deci-
sorio, no pueden ser deferidos en una cuestión de dere-
cho (núm. 250); el mismo texto del art. 1,367 lo tprueba: 
el juez defiere el juramento cuando el hecho litigioso no es-
tá enteramente justificado y que no está totalmente desyrovis-

1 Denegada,22 de .Tnlio de 1872 (Dalloz, 1873, 1,110)/Compáren-
se las wnteiniij.8 citadas en el Repertorio d» Dalloz, en la palabra 

nfim. 5,321, y Pothier, De las obligaciones, nóine. 753 y 



to de pruebas; esto supone un debate en una cuestión le he-
cho. (1) 

¿Puede el juramento ser deferido por el juez en un h c ho 
que no es personal á la persona á la que es deferido? En 
nuestro parecer, se debe aplicar el art . 1,359 al ju ramento 
supleatorio; la condición resulta de la misma naturaleza del 
juramento. Es un llamamiento á la conciencia, y no pode-
mos afirmar en conciencia sino los hechos que nos son per-
sonales. (2) La jurisprudencia y la doctr ina son contrarías; 
porque decidan que el juez pueda deferir el ju ramento á una 
parte acerca de un hecho que le es completamente extraño, 
pero se admite que el juramento de oficio pue le ser deferido 
cuando la parte declara tener conocimiento del hecho, bien 
que no le sea personal. (3) Esto sería una especíenle jura-
mento de credulidad, no es el j u r a n e n t o propiamente dicho. 
La cuestión está, pues, en saber si el juez puede deferir de 
oficio un juramento de que no se hace mención en la sección 
del juramento. Nos parece que presentar la cuestión, es re-
solverla. Es verdad que los autores admi ten que el juez pue-
de deferir á'los herederos un juramento de c re lu l idad , (4) 
pero, al decirlo así, olvidan que el principio, siendo excep-
cional por naturaleza, no puede ser extendido á casos que la 
ley no prevee. 

Los hechos acerca de los que el juramento supleatorio es 
deferido ¿deben ser decisivos? Se pudiera creer así, al leer 

% 1 Brnselas, 30 de Jun io de 1858 (Paiicrisia, 1859, 2, 230 ». 
2 Iaeja, 11 de Febrero de 1860 (Pasicrisia, 1860, 2, 3*5). Toullier, 

t . V, 2, pág. 329, núm. 420. 
3 Anbry y Rau, t . VI, pág. 474, y nota 11, pfo. 767. Larombiére, 

t . V, pftg. 521, nfun. 8 ( B d . B., t . III , pág 356). Vé*se la jurispru-
dencia en ol Repertorio de Dalloz, en la palabra Obligaciones, uíínie-
ro 5,303, l*-4* Hay que agregar una sentencia de denegada d é l a 
Corte de Casación de Bélgica de 2 de Abril de 1840 (Pasicrisia, 1840, 
1. 344). 

4 Tonllier, t . V, 2, pág. 329, núm. 421. En sentido contrario, Au-
bry y Han, t. VI, pág, 474, uota 12, y Marcadé, t. V, pág . 245, núm. 2 
del ar t iculo 1,368). 

el ar t . 1,366, pero hemos dicho va que esta di-posición es-
tá mal redactada (núm. 280). El juramento deferido de 
oficio Ni o es decisorio, es un principio de prueba; puede, 
pue«, por su naturaleza misma, ser deferido acerca de un 
he<ho accesorio, ó una circunstancia secundaria do un h e -
cho principal. Esto está admit ido por todos (1) 

292. Además de las condiciones establecidas por el artí-
culo 1,367, Pothier establece una tercera: Es preciso, dice, 
que el iuez tenga conocimiento de la cau^a para apreciar 
M debe deferir el j u ramento y á qué parte debe deferir lo. 
La dificultad consiste en saber á qué parte el juez deferirá 
el juramento. El CV>digo di- e : á una de las partes, pero no 
dice cuál (arts. 1,357 y 1,367); por esto mismo da pleno po-
der al juez; como el juramento es un llamamiento á la c o n -
ciencia, el juez se decidirá s^gún la confianza que tenga en 
la probidad de alguna de las partes. (2) 

Los antiguos jur isconsul tos han trazado reglas áes te res-
pecto; pero ¿cómo sistemar y l i t imar un poder que, por su 
naturaleza, se ejerce por consideraciones enteramente i nd i -
viduales? Es inútil discutir estas teoría«» pues de nada s i r -
ven. (3) 

¿El juramento supleatorio se puede deferir á un tercero? 
Se ha júzga lo que no puede hacerse al hijo del que es par-
te, (4) ni á su mujer ; (5) es preciso generalizar la decisión 
v dar como principio general que el juramento*8upieatorio, 
lo mismo que el decisorio, no puede ser deferido á una per-
d í a que no fuera parte en la causa. No comprendemos có-
mo la Corte de Casación juzgó lo contrario; hay dos textos 
en que se dice formalmente que el juez puede deferir el ju-

J . De";«iVlrt.' 1 0 de 1842 ,Dalloz, n ÍTa palabra Obliga. 
«onas núm. .>,303, 4«). Aubry y Rau, t. V, pág. 475, y nota 13. 

6 l 6 ' D e ° e * l U l a ' 2 9 p r a i V , r t l ' 
] Compárese Toullier, ' t , V,í>,p*g. 325, nü .na 412-414 
* Brmwlas, 4 de Abril de 1822 t P mcrisia, t 822, pág. 99). 
* Cuambóry, 14 de Ju l io de IS66 (Dalloz. 1866, 2, 207) 



ramento á una (le las partes (arta. 1,358 y 1,366); y en esta 
materia, el juez no tiene otro poder que el que la ley le con-
fiere; lo que decide la cuestión. En la especie, el marido 
intervino para autorizar á su mujer; la Corte obló errada-
mente deduciendo que era causa con este tí tulo; es de prin- 1 
cipio que el que autoriza no hace parte en el contrato por 
el hecho de su autorización, ni f«»rma parte en el proce-
>o. (1 ) 

N''m. 2. Efecto de la delación. 

293. L a delación del juramento supleatorio no tiene el 
i fe< to que el ar t . 1,361 concede á.la delación del juramen-
to decisorio: al que le ha sido deferido puede rehusarlo, sin ; 
que deba por esto sucumbir en su demanda ó en sn excep- j 
ción. Ilay nna diferencia esencial entre los dos juramentos; j 
el juramento decisorio es una transacción, el supleatorio es 
una medida de instrucción que debe dar al juez un com- ^ 
plemonto de pruelia. Cuando, pues, la parte á la cual el j u - | 
ramento supleatorio ha sido deferido, rehusa prestarlo, todo^l 
lo que resulta será que el juez no tendrá el suplemen-
to de prueba que desbaba; la instrucción del proceso queda- « 
rá en el estado en que estaba antes de la delación del ju- ¡J 
ramento. El rehusamiento de la parto no atestigua necesa-
riamente cjjutra ella; no puede venir de una conciencia ti. 
mónita. Pero este rehusamiento puede también arrastrar la 
pérdida de la causa, si no hay prueba suficiente para ad-
yugar las conclusiones del demandante y del defensor. (2) j 

294. La parte á la cual el juramento decisorio se defirió 
puede conferí rio j ^ i e n t r a s que en los términos del artícu-
lo 1,368, "el juramento deferido de oficio por el juez á una 

1 Denegad.», S r I t Civil. lOde Mayo de 1842 (Dalloz, en la palabra L 
Obligaciones, rtfini 5 303, 4*) Bn sentido contrario. A n b r y y Rau, to-
mo VI, pát: 474, n<i'a 7, pío. 767 (3* «ilición). 

2 ta romlñi* . t . V. pA t . 532, nñin. 23 (Ed B , t. I I I . p á g . 361). 

de las partes no puede ser referido ppr ella á 11 otra.« Para 
justificar esta diferencia, dice Pothier, es suficiente prestar 
atención á palabra referir: no puedo referir el juramento á 
aquel que lo ha deferido; y no es la parte adversa laque me 
ha deferido el juramento supleatorio; no puedo, pues, refe-
rírselo. (1) El argumento es poco digno de Pothier, que le 
gusta fundar sus decisiones, menos en la lógica que en la 
equidad y la justicia. Hay una razón muy secilla por la 
que el juramento de oficio no puede ser referido, es que el 
juez solo tiene el derecho de decidir cuál es la parte que 
por su probidad merece que se le haga un llamamiento á su 
conciencia. 

295. La parte á la que el juez ha deferido el juramento 
llega á morir sin haber prestado el juramento, pero también 
sin haberlo rehusado. ¿Cuál será la consecuencia? Se ad-
mira uno de ver la jurisprudencia dividida en una cues-
tión tan simple. Es cierto que no se puede inducir que la 
parto rehusase, esto sería un rehusamiento presumido, y no 
hay presunción sin texto. (2) ¿Podrá decirse que el j u r a -
mento está como si se hubiese prestado como lo han juzgado 
algunas cortes? (3) Esto sería una presunción, puesto que 
en realidad, no ha habido juramento prestado; y no hay ¡presunción para la prestación tanto como para el rehusa-
miento, pues la delación será considerada como no proce-
dente. (4) 

296. ¿Se halla el juez ligado por la delación del jura-
_ mentó? Esta es una medida de instrucción; luego la senten-

cia que ha deferido el juramento es interlocutoria; es de 
( principio que el juez no está ligado por un interlocutorio. 

Esto también está-fundado en razón. ¿Por qué el juez ocu-I I'othier, De las obligaciones, nfitu. 928. Bennea, 10 de Enero de 1826 (Dalloz, en la palabra Obligaciones, 



rre al juramento? Porque la prueba rendida por las partes 
es insuficiente. Si la parte administra una prueba nueva, 
produciendo una acta que fuese perdida, la prueba estan-
do completa, sería un absurdo pedir aún uu suplemento de 
pruebe. La doctrina (1) y la jurisprudencia están en e¿te 
sentido. 

297. Del principio que el juramente» supleatorio no es más 
que una medida de instrucción, se sigue que la contestación 
no se ha decidido definitivamente por la prestación del ju -
ramento, á diferencia del juramsnto decisorio que implica 
transacción. La apelación destruye la primera sentencia y, 
por consecuencia, el juramento deferido es prestado; la Cor-
te podrá decir que no ha lugar á deferir el juramento, ó qu« 
éste debe ser deferido á la otra parte. (2) 

El que apela está admitido á probar que el juramento ha 
sido falsamente prestado, l ié aquí todavía una diferencia 
esencial entre el juramento supleatorio y el decisorio; resul-
ta del principio que gobierna esta materia; es que.el jura-
mento decisorio es una transacción por la cual la parte re-
conocía de antemano como verdadero lo que la otra afir-
mara; mientras que el juramento supleatorio no es más que ^ 
un complemento de prueba, y toda prueba puede ser con»- 1 
batida por la prueba contraria. El que ha sido condenado | 
en primera instancia sobre el juramento prestado puede, ' \ 
pues, producir en apelación un documento nuevo que prue- i 
be la falsedad del juramento; puede quejarse de perjuro y 
portarse parte civil. (3) 

298. El principio que per ni te probar la falsedad de! ju-
i amento supleatorio .debe ser entendido con restricciones. 

1 Dnrant. n t. X I I I , pag. 039, nüni. 6l3. Laroiubifcre, t . V, pági-
na 528. níirn. 19 (Ed . H.. l . l I I , pág. 359). 

2 Auhry y Kan. t. VI . pág. 471», uota 17. Larombiére, t V, pigina 
531, níuns 2 l y 22 (Ed. B., t, I I I , pág. 360,. 

3 Colnnt «le Santerre. t V, pág. 058, núm. 345 bit. Aubry y lían, 
t. VI , pág 475, noto 18,-pfo. 767. Denegada, Sala Criminal, 20 «1« 
Enero de 1843 (Dalloz, en la palabra Obligaciones, núm. 4,897, 2% 

Desde luego, si la sentencia pronunciada sobre la presta-
ción del juramento ha pasado á fuerza de cosa juzgada, es 
preciso aplicat la ley que r igeá la autoridad que llevan las 
sentencias. No se puede volver sobre la cosa juzgada aun-
que se probara que la sentencia ha sido llevada por error-
La ley 110 admite sino la requisición civil por causa de dolo. 
Aun es dudoso que el falso juramento constituya un dolo 
en el sentido del art . 480, 1. 0 del Código de Procedimien-
tos; no discutimos la cuestión porque sale del cuadro de 
nuestro trabajo. (1) 

De la misma manera, la parte condenada no es admitida 
á atacar el juramento cuando ha consentido en la sentencia 
que le ha deferido. ¿Cuándo hay aquiescencia? Se admite 
que hay consentimiento cuando la parte ha asistido á la 
prestación del juramento sin hacer protestas ni reservas; 
mientras que ella no consiento por el solo hecho que se abs-
tiene de asistir á la prestación del juramento, aunque ella hu-
biera sido notificada de asistencia. Lajurisprudencia, así co-
mo la doctrina, están divididas sobre estas cuestiones; las 
abandonamos en los procedimientos. (2) 

ARTICULO 2.—Del juramento in litem. 

Núm. 1. Noción general. 

299. Pothier explica mejor que el art. 1,369 cuándo hay 
lugar á un juramento sobre el valor de la cosa. Se supone 
que el demandante ha justificado que está bien fundado en 
su demanda en restitución de ciertas cosas; no hay incerti-

1 Anbry y Bau, t. V I , pág. 476, notas 21 y 22, pfo.,767 (3 ' edic.) 
Compárese Marcadé. t V, p á g . 246, nflm. 3 del art ículo 1,368. 

2 Víase la jur isprudencia en el Repertorio de Dailoz, en la p a l a , 
bra obligaciones, mima 5,287.5,290. Hay que agregar Lleja, 12 de 
Julio «le 1865 (Pasicrisia, 1865, 2, 241). Compárese Larombiére, to_ 
mo V, pág. 528, nfim. 20 (Kd. B , t . t i l , pag. 359). A n b r y y Ran, 
t VI, pág. 476, pfo. 767 (3* edición). 
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rre al juramento? Porque la prueba rendida por las partes 
es insuficiente. Si la parte administra una prueba nueva, 
produciendo una acta que fuese perdida, la prueba estan-
do completa, sería un absurdo pedir aún uu suplemento de 
pruebe. La doctrina (1) y la jurisprudencia están en este 
sentido. 

297. Del principio que el juramente» supleatorio no es más 
que una medida de instrucción, se sigue que la contestación 
no se ha decidido definitivamente por la prestación del ju -
ramento, á diferencia del juramento decisorio que implica 
transacción. La apelación destruye la primera sentencia y, 
por consecuencia, el juramento deferido es prestado; la Cor-
te podrá decir que no ha lugar á deferir el juramento, ó qu« 
éste debe ser deferido á la otra parte. (2) 

El que apela está admitido á probar que el juramento ha 
sido falsamente prestado. l ié aquí todavía una diferencia 
esencial entre el juramento supleatorio y el decisorio; resul-
ta del principio que gobierna esta materia; es que.el jura-
mento decisorio es una transacción por la cual la parte re-
conocía de antemano como verdadero lo que la otra afir-
mara; mientras que el juramento supleatorio no es más que ^ 
un complemento de prueba, y toda prueba puede ser con»- 1 
batida por la prueba contraria. El que ha sido condenado | 
en primera instancia sobre el juramento prestado puede, ' \ 
pues, producir en apelación un documento nuevo que prue- i 
be la falsedad del juramento; puede quejarse de perjuro y 
portarse parte civil. (3) 

298. El principio que per ni te probar la falsedad de! ju-
i amento supleatorio .debe ser entendido con restricciones. 

1 Dnraut- n t. X I I Í , pag. 039, nfim. 6l3. Laroiubifcre, t . V, pági-
na 528, níirn. 19 (Ed . H.. I. 111, pág. 359). 

2 Auhry y ltau. t. VI . pág. 475, uota 17. Larombiere, t V, pigina 
531, naxns 21 y 22 (Ed. B., t, I I I , pág. 360,. 

3 Colnnt «le Santerre. t V, pág. 058, núm. 345 bit. Aubry y lían, 
t. VI , p£g 475, nota 18,-pfo. 767. Denegada, Sala Criminal, 20de 
Enero de 1843 (Dalloz, en la palabra Obligaciones, núm. 4,897, 2% 

Desde luego, si la sentencia pronunciada sobre la presta-
ción del juramento ha pasado á fuerza de cosa juzgada, es 
preciso aplicat la ley que r igeá la autoridad que llevan las 
sentencias. No se puede volver sobre la cosa juzgada aun-
que se probara que la sentencia ha sido llevada por error-
La ley 110 admite sino la requisición civil por causa de dolo. 
Aun es dudoso que el falso juramento constituya un dolo 
en el sentido del art . 480, 1. 0 del Código de Procedimien-
tos; no discutimos la cuestión porque sale del cuadro de 
nuestro trabajo. (1) 

De la misma manera, la parte condenada no es admitida 
á atacar el juramento cuando ha consentido en la sentencia 
que le ha deferido. ¿Cuándo hay aquiescencia? Se admite 
que hay consentimiento cuando la parte ha asistido á la 
prestación del juramento sin hacer protestas ni reservas; 
mientras que ella no consiente por el solo hecho que se abs-
tiene de asistir á la prestación del juramento, aunque ella hu-
biera sido notificada de asistencia. Lajurisprudencia, así co-
mo la doctrina, están divididas sobre estas cuestiones; las 
abandonamos en los procedimientos. (2) 

ARTICULO 2.—Del juramento in Utem. 

Núm. 1. Noción general. 

299. Pothier explica mejor que el art. 1,369 cuándo hay 
lugar á un juramento sobre el valor de la cosa. Se supone 
que el demandante ha justificado que está bien fundado en 
su demanda en restitución de ciertas cosas; no hay incerti-

1 Anbry y Bau, t. V I , pág. 476, notas 21 y 22, pfo.,767 (3 ' edic.) 
Compárese Marcadé. t V, p á g . 246, nóm. 3 del art ículo 1,368. 

2 V¿a»e la jur isprudencia en el Repertorio de Dailoz, en la pa la -
bra Obligaciones, mima 5,287.5,290. Hay que agregar Lieja, 12 de 
Julio «le 1865 (Paticrisia, 1865, 2, 241). Compárese Larombiíre , to_ 
mo V, pág. 528, nfim. 20 (Kd. B , t . t i l , pag. 359). A n b r y y Ran, 
t VI, pág. 476, pfo. 767 (3* edición). 
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dumbre sino sobre la suma á la cual el defensor debe ser con- q 
denadó, á falta de restituir las cosas cuyo valor no es co- -f 
nocido sino del demandante á quien pertenecen. 'Efesto caso, 
el juez, para arreglar el monto do la condena que debe pro- ] 
nunciar, se basa en la estimación que el demandante hará 
del verdadero valor de las cosas de que reclama la restitu-
ción; esta declaración se hace bajo la fe del juramento. P o r 
ejemplo: un viajero da su equipaje en depósito á un posade- " 
ro; el equipaje ha sido robado; el depósito se probó. Como 
el viajero que pide la restitución solo tiene conocimiento de 
lo que había en el equipaje, el juez, para determinar la su -
ma á la que el posadero debe ser condenado, no puede ha-
cer otra cosa que deferir el juramento al viajero sobre el va- , 
lor de las >cosas contenidas en el susodicho equipaje. (1) 
Touilier, qué critica vivamente el juramento suplen torio, con-
fiesa que el juramento de Ityis presenta menos peligro; es 
además, una necesidad. P a r a que haya lugar al juramento 
de litis, e3 preciso que sea plenamente probado que la de-
manda está bien fundada; no queda por probar sino el va-
lor de la cosa perdida. Puesto que está probado que el de-
fensor debe restituir la cosà que hice el objeto de la deman-
da, debe ser condenado á restituirlo; pero siendo la restitu- í 
ción imposible por su falta, es preciso que el juez determine -1 
su valor, y no hay otro medio de probar el valor sino con 
la declaración del demandante; es preciso, pues, llegar á la 
vía peligrosa, es verdad, pero necesaria del juramento. (2) 

300. H a y cierta analogía entre el juramento de litis y el 
juramento supleatorio. El fundamento de uno y otro es la 
falta de pruebas suficientes. Pero la diferencia entre los dos, 
puntos es grande. En el juramento supleatorio, son la de-
manda ó la excepción lasque hacen el objeto del juramento; 
en el juramento de litis, el pedimento está probado, y es so-

1 Pothier, De Uu obiioacionet, nfini. 030. 
2 TooHier, t . V, 2, pág. 338, núin. 436. 

lamente el valor de la cosa pedida el que es incierto. El ju-
ramento supleatorio no puede ser deferido sino cuando hay 
un principio de prueba; cuando el juez defiere el juramento 
de litis, no l¿ay ninguna prueba del valor de la cosa pedida, 
es la imposibilidad de procurarse .una que justifique la de-
lación del juramento. 

De esto se sigue que no hay lugar á deferir el juramento 
de litis cuando existen en el proceso pruebas concernientes al 
valor de la c»>sa; si estas pruebas son insuficiehtes, el juez 
puede completarlas defiriendo el juramento supleatorio. El 
caso se presentó ante la Corte de Bruselas. Se t rataba de 
determinar la cifra exacta de valores hereditarios; el difun-
to había tenido cuidado de redactar él mismo uu balance de 
su fortuna al que le había referido expresamente su testa-
mento; sin embargo, la Corte defirió á los demandantes el 
juramento de litis; la sentencia fué casada como habiendo 
prematuramente deferido el juramento in litem, antes de 
tpp se hubiesen discutido las pruebas que existían en el pro-
ceno. (1) 

Nvm. 2. Condiciones. 
i 

301. El art. 1,369 dice: " E l juramento sobre el valor de 
la cosa perdida no puede ser deferido por el juez al deman-
dante sino cuando es imposible hacer constar de otra m a -
nera este valor." Al decir que el juramento se defirió sobre 
el vallar de la cosa pedida, el Código supone que el pedi-
mento mismo está plenamente justificado, puesto que no 
puede haber cuestión en establecer el valor de la cosa pe-
dida sino cuando es cierto que el defensor la ha recibido y ^ 
que debe restituirla. Pothier lo dice (núm. 299;, y el Códi-
go debiera decirlo. La prueba prévia de la existencia de la 
deuda se hace según el derecho común. 

1 Enmela?, Sala de Casación, 29 de Diciembre de 1821 (Paticrisúi, 
^21 , píig. 532). ' V 



364 o b l i g a c i o n e s . 

;Cuán<lo hay imposibilidad de probar el valor de la cosa 
perdida, de otra manera que por el ju ramento in litem? Po-
thier nos lo ha dicho ya: Cuando el demandante solo cono-
ce el valor de las cosas de que reclama la restitución. En el 
ejemplo dado por Poth ier , es preciso decir más: El viajero 
que deposita su equipaje én una posada solo él sabe cuále3 
sonlo3 objetos que se encontraban en su balija y, por conse-
cuencia, solo él sabe sus valores. L a imposibilidad de cual-
quiera otra prueba que no sea el juramento, es una cuestión 
de hecho que el juez decide; debe hacerla constar en la sen-
tencia, puesto que es la condición sin la cual el juramento 
no puede ser deferido. Se juzgó que la imposibilidad está 
suficientemente probada cuando la sentencia dice que es di-
fícil, por no decir imposible, determinar la cantidad de la 
suma debida por otro camino que no sea la delación del ju-
ramento de oficio: (1; E s una manera de decir para afirmar 
que una cosa es realmente imposible. 

La Corte de Bruselas ha decidido que el juramento de li-
tis no debe ser ordenado por el juez sino con la mayor c i r -
cunspección, cuando hay imposibilidad absoluta de c o m -
probar de o t ra manera el valor del objeto reclamado. ¿ No 
es esto agregar á la ley? No habría imposibilidad absoluta, 
dice la Corte, si se pudiera fijar aproximativamente el valor 
de la cosa por la fama pública. (2) Creemos que la conse-
cuencia es tan inexacta como el principio. La fama pública 
no es una prueba legal, en el sentido que la ley no la admite 
sino como excepción en el caso en que hay una falta g r l v e que 
reprochar á la parte contra la cual se hace la prueba del mo-
biliario no inventariado (arts. 1,416 y 1,445). El juez no puede 
recurrir á esta prueba sino cuando la ley se lo permite; y el 
art iculo 1,369 no habla de Ta fama pública, supone que no 

1 Denegada, 8 de Dioienibre de 1832 (Dattoz, en la pa labra OWi-
gañones, núm. 5,303, 2"). • ^ 

2 Bruselas, 22 de Dic iembre de 1828 yPasicrisia, 1828, p í g . 383). 

d e l j u b a m b n t o . 

existe alguna prueba legal del valor .de la cosa; el juez no 
puede, pues, recurrir á la prueba por la fama pública. 

Se ha juzgado que el juramento de litis puede ser deferido 
en caso de robo de una suma de dinero, desde que es i m -
posible á la parte lesada probar de otra manara el monto de 
la suma. (1) De la misma manera, la Corte de Bruselas ha 
deferido el ju ramento de litis al viajero que había deposita-
do un baúl en el bufete de una mensagería; fué perdido por 
la negligencia de la administración; la sentencia arroja que, 
según los hechos y circunstancias de la causa, es muy vero-
símil que el baúl contenía efectos de la naturaleza de los de-
signados en la demanda, y que es imposible comprobar el 
valor de estos efectos de o t ra manera que por la p res ta -
ción del juramento ofrecido por el demandante . (2) 

302. Cuando el juez defiere el juramento de litis, debe de-
terminar la suma hasta concurrencia de la que el d e m a n -
dante será creído sobre su juramento (art . 1,369). Es ta dis-
posición está tomada de la antigua jur isprudencia . El juez , 
dice Pothier , debe hacer relació^ para fijar esta suma, á la 
calidad de la persona del demandante más ó menos verda-
dera que aparezca en esas alegaciones: la cualidad de la cau-
sa debe también entrar en consideración. (3) Todo esto es 
excesivamente vago, y el juez se puede encontrar muy per-
plejo para determinar el monto de la suma hasta concur -
rencia de la cual el demandante será creído sobre su j u r a -
mento. Se pregunta rii puede, para ilustrarse, ocurrir á la 
prueba por fama pública. 

Los autores lo admiten. Hay un motivo de duda; el juez, 
en nuestra opinión, no podría decidir la contestación por la 
prueba de la fama pública (núm. 301); y ¿no la decide a l 
Sjar la suma hasta concurrencia d e la cual el demandante 
* r á creído por su juramento? De hecho, sí, puesto que regu-

1 Bruselas, 20 d e F e b r e r o d e 1829 (Pasicriña, 1829, pág. 70). 
2 Bruselas, 2 d e Mayo de 1831 (Pasicrisia, 1831, pág. 115). 
3 Po th i e r , De las obligaciones, n ú m . 93L 
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l a m e n t e el juramento será prestado de esta manera; ' pe ro 
en derecho, nó, puesto que el proceso será decidido por la 
prestación del juramento y no por orden del juez. Este hu-
biera podido, sin ninguna información, fijar una cifra arbi-
traria; con mayor razón lo puede hacer después del esclare-
cimiento, no importa de qué manera. (1) 

303. ¿A quién puede deferirse el juramento? El articulo 
1,369 lo dice: al demandante, y la razón es muy sencilla, es 
que él solo conoce el valor de la cosa. Puede suceder que 
el demandante muera durante la instancia; se ha pregunta-
do si el juramento podía ser deferido á sus herederos. La 
Corte de Bruselas opina por la afirmativa. Reconoce que no 
se puede exigir á un heredero la prestación del juramento 
sobre un hecho que no le es personal. Pero en este caso, el 
heredero mismo ofrece jurar sobre el hecho de su autor, afir-
mando que tenía en ello conocimiento; seria preciso, ó re-
chazar la demanda, ó deferir el juramento á los herederos, 
ó fijar la suma sin recurrir id juramento. Se explica que el 
juez prefería recurrir al juramento, desde que la obligación 
está justificada y que no queda por establecer sino el mon-
to de la condena. (2) 

Núm. 2. Efecto de la delación. 

0 304. El juramento de litis es un simple medio de instruc-
ción, pues la sentencia que le defiere no es iuterlocutoria. 
De lo que se deduce que es preciso aplicar al juramento de 
litis lo que hemos dicho del juramento supleatorio (núme-
ros 296 y 297). No es cuestión de referirlo. El juez no está 
ligado por su orden, puede retractar su sentencia si descu-
bre nueva« pruebas; en este caso, no hay imposibilidades 

1 Tonl'-ier. t v , 2 y á g . 341, nftm 440. Aubry V B-m. t . VI . ingi-
na 477, nota 2. pfo. 768. .Uroinbiére, r. V. pftg. 541, n ú m . 10 iw». 
B , t , I I I , pég 8(64; 

2 B r u s e l a , 20 de F e b r e r o de 1*29 (Poticriiia, 1829. i w . 70). 

Ldesde que no ha lugar al juramento de litis. El juez, no so-
lo no está ligado por la prestación del juramento, al menos 
en el sentido que la parte condenada pueda interponer ape-
lación; y la Corte es libre de reducir la-suma, defiriendo un 

* nuevo juramento, ó de decidir el proceso sin declaración de 
"íramento. (1) 

I Anbry y l ían, t . VI , pftg. 478, pfo. 768. Larouibiére, t. V, p á -
gina 541, núm. 11 <Ed. B., t . I I I , pág. 364). 



TITULO V. 

(TITULQ-LV DEL CODIGO CIVIL). 

DE LOS c o m p r o m i s o s f o r m a d o s s i s c o n v e n i o . 

^ 305. ¿Qué es lo que la ley entiende por compromiso? ^ 
ta palabra es sinónima de o r a c i o n e s , peroel C.xhgola a ^ 
ca especialmente é las obligaciones que no nacen de un 
concurso del consentimiento de dos partes, mientras que a 
obligación nace de un contrato; de ahí viene que, en el ru-
Wo del t a u l , í l l la ley confunde las obligaciones conven-
" " n a U s n l o s c i n t r a d . Y hay todavía «*> deparhcotar 
en los compromisos de que habla el título IY„ algún« 
" refieran i las servidumbres legales; y en esta mate na . no 
pn d haber obligaciones; es decir, derecho de crédito i J 
expresión de J ^ m i s o , es, pues más lata, más extensa 
que la de las oblaciones. (I) Es en este sentido, que el a 
ticuló 1 37«) dice "Ciertos compromisos se forman sin »nter. 
vención al ' ' u i; a de convenio, ni de la parte del que se o b h g j 
ni del de^la obligación " Pothier se expresa en su mayor 
exactitud diciendo: Sin que intervenga alguna eonvenc 

dos personas" La redacción del Código es d e £ 
tuosa; supone que un convenio puede intervenir- j ^ r p a r * * 

, i i .. V, pftg. nfim. 1 fEd. B. t III. *«r. 365>. 

una sola persona, lo que es imposible, puesto que el conve-
nid consiste esencialmente en el concurso de voluntades de 
dos personas. (1) 

306. El Código admite dos especies de compromisos que 
se forman sin convenio: "Unos resultan de la autoridad so-
la de la ley« los otros nacen de un hecho personal al que se 
encuentra obligado." "Los primeros, continúa el art. 1 , 3 7 0 , 

son los formados involuntariatnenle'," es decir, sin una ma-
nifestación de voluntad. Tale» son los formados entre pro • 
pietarios colindantes, lo que el Código llama servidumbres 
legales (arts. 6 4 0 - 6 8 5 ) . A h í , la ley obliga al propietario de 
una pared, á ceder la medianería al vecino que la necesita. 
Esta obligación existe en virtud de la ley, sin ninguna ma-
nifestación de voluntad; es involuntaria en este sentido, y 
aún forzada, puesto que el propietario no puede rehusarse 
en ceder la mediauería de su pared. 

La ley coloca aún entre los compromisos que resultan de 
la autoridad'sola de la ley, á aquellos de los tutores y de los 
demás administradores que no pueden rehusar la función 
que le es deferida. Tal es el padre administrador legal de 
los bienes de sus hijas menores: son en virtud de la ley, sin 
su consentimiento y á pesar de él. Tal es aún el tutor; la 
ley le defiere la tutela y no puede, en principio, rehusarla 
ó rechazarla, le es únicamente permitido proponer excusas. 

No tenemos que decir nada de los compromisos que re-
sultan de la ley, pues que hemos tratado esta materia al 
explicai el primero y segundo libro del Código Civil. 

307. "Los compromisos que nacen de un hecho personal 
á aquel que se encuentra obligado, resultan ó de cuasicontra-
tos, ó delitos ó cuasidelitos." Pothier se expresa con ma-
yor exactitud diciendo: que el hecho de una persona puede 

1 Polbier, Délas obligaciones, nfim. 113. Marcadé, t. Y, pAg. 249, 
Búni. 1. 



CUASICONTRATOS. 

obligarla con respecto ár otra , ú obligar á ot ra persona con 
respecto á la primera. Esto sucede en la gestión de negocios. 
Se puede reprochar otra cosa á la definición y clarificación 
del Código. ¿Es verdad que el compromiso del amo de quien 
se gestiona el negocio nace de un hecho personal? Regular-
mente él ignora la gestión, no pone ningún hecho, y. sin 
embargo, está obligado; ¿por qué lo está? Vanamente se bus-
caría otra causa que no sea la ley; esta es la que, por moti-
vos de equidad y utilidad, impone al amo ciertas obligado-, 
nes. No es rigurosamente exacto decir que el gerente de ne-
gocios está obligado por su hecho: un hecho, por sí solo, no 
obliga sino cuandó es perjudicial, y aunque no sea el hecho 
de daño el que engendre la obligación, es la lesión de un 
derecho. Luego no se puede decir que los compromisos naz-
can de un hecho personal, nacen de la ley cuando se trata 
de un cuasicontrato, y de un derecho lesado cuando se tra-
ta de un delito ó de un cuasidelito. , 

CAPITULO I. 

d e l o s c u a s i c o n t r a t o s . 

308. El ar t . 1,371 define los cuasicontratos en estos tér-
minos: "Es de loa hechos puramente voluntarios del hom-
bre de donde resultan compromisos cualquiera, ya con un 
tercero, ya reciprocamente entre dos partes. La ley dice: 
de los hechos puramente voluntarios, para marcar que en los 
cuasicontratos la voluntad del hombre representa un papel; 
mientras que "Según la clasificación del Código, hay com-
promisos que se forman ó contraen involuntariamente, en vir-
tud de la sola autoridad de la ley. Todos los autores obser-
van j jue la ley debería haber añadido los hechos lícitos p a -
ra distinguir los delitos y cuasidelitos, que son también he-
chos voluntarios pero ilícitos. 

El hecho que constituye los cuasicontratos produce obli-
gaciones, sea á cargo de una persona, sea al (Je dos partfes 
que allí figuren: los cuasicontratos, de la misma manera que 
los contratos, pueden ser unilaterales ó bilaterales, pero pa-
ra los cuasicontratos, esta división no tiene ninguna impor-
tancia. ¿Por qué la ley hace nacer obligaciones de un he-
cho? Ya hemos indicado el motivo generel: es ó la utilidad 
de ias partes interesadas, lo que es también un interés g e -
neral, ó una consideración de equidad. Si no ha habido con-
curso de voluntades, es porque la cosa era imposible; pero 

¡ I I j | 
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la utilidad y la equidad son tales, que las partes están como 
si consintieran. H é aquí por qué la ley da el nombre de 
cuasicontratos al hecho voluntario de donde nace un com-
promiso; el consentimiento está supuesto, presumido. Hay, 
pues, una grande'analogía entre los contratos y los cuasi-
contratos. 

¿Llega esta analogía hasta aplicar á lus cuasicontratos 
los principios que rigen álos contratos? La cuestión se pre-
senta para la capacidad de las partes interesadas. Es segu-
ro que aquel que está obligado sin ninguna manifestación 
de voluntad, por su parte no debe ser capaz de consentir, 
puesto que no consiente. Así, el amo cu} o negocio es ges-
tionado, es una mujer casada, un menor ó un incapacitado; 
su incapacidad no impide que estén obligados, porque lo 
son sin su consentimiento, en virtud de la ley. ¿Sucede lo 
mismo con los que en un cuasicontrato, consienten eu este 
sentido que manifiestan una voluntad? En principio, en don-
de hay principio de voluutad, debe haber capacidad para 
manifestarlo. La cuestión se presenta para el gereute de ne-
gocios; está controvertida; volveréraos á tratarla. (1) 

Hay además una diferencia en los contratos y cuasicon-
tratos, en lo que se refiere á la prueba. El art. 1,348 Colo-
ca los cuasicontratos entre los hechos de los que es impo-
sible al acredor procurarse una prueba literal, y para los 
quej por consiguiente, la ley admite indifinidamente la prue-
ba testimoniad. Hemos explicado esta excepción al tratar de 
la prueba. 

309. El Código, eji el capítulo De los Cuasicontrato-i, so-
lo menciona á dos: La gestión de negocios y la repetición 
de lo indebido. Se pregunta si son éstos ios únicos cuasi-
contratos que existan en nuestro derecho francés. Toullier 
dice que existen muchos otros, pero no los nombra. Marca-
dé cita la tutela aceptada por el tutor que tuviera derecho 

1 Colmet ile Sauterre , t Y, p ág 660. núm. 347 bit I I y I I I . 

para rehusarla ó excusarse. Esto no está en armonía con la 
(•lasificación del Código; La tu t 'la es un cargo legal, aun-
que los á quien está deferida tienen el derecho de rehusar-
la ó de proponer una excusa. Se cita también la comu idad 
que existe entre varias pprsonas, sin que haya sociedad eu-
ire los comuneros; volverémos sobre esta materia en el títu-
lo De la Sociedad. En cuanto á la aceptación de una suce -
fflón, hemos dicho en el titulo que e* el sitio de la materia, 
que no hay cuasicontratos en el hecho de aceptar una he-
rencia. (1) 

En nuestro concepto, no puede haber cuasicontrato sin 
ley, puesto que el principio de las obligaciones que resulta 
de él, se encuentra en la ley. Un hecho por sí solo, no pu -
de engendrar obligación sin la autoridad del legislador. E.» O 
vano se invoca la equidad: Esta es extraña al derecho, e i 
el sentido de que por sí sola no crea ni derecho ni obl igi -
ción. Tal es también la opinión de Tarrible, en el discurso 
que pronunció en nombre del Tribunado, acerca de nuestro 
titulo: dice que solo hay dos cuasicontratos: La gestión de 
negocios y el pago de lo indebido. (2) Hemos agregado que 
el relator del Tribunado dice lo contrario. Por lo demás, ni 
uno ni otro motivan la opinión que emiten. 

SECCION I.—De la gesttin de negocios. 

§ i . — d e f i n i c i ó n t c a r a c t e r e s . 

Núm. 1. "jGestión de negocios y mandato. 

310. Según el ar t . 1,372, hay gestión de negocios cuan-
do voluntariamente se gestiona un negocio ageno. Y el ar-
ticulo 1,984 define el mandato: El acta por la que una per-
sona da á otra el poder de hacer alguna cosa por el mandan-



te y en su nombre, la ley agrega que el mandato solo se for-
ma por la aceptación del mandatario. El cuasicontrato de ges-
tión de negocios y el contrato de mandato, tienen el mismo 
objeto, es un negocio que se hace por una persona para 
otra; esta analogía tiene una consecuencia muy importan-
te, es que " e l gerente se somete á todas las obligaciones 
r¡ue resuft*ria-i de un mandato expreso que le hubiera da-
do el propietario" (art. 1,372). Sin embargo, hay diferen-
cias considerables entre la gestión de negocios y el man-
dato; vamos á exponerlas por jue importa conocerlas para 
tener una idea exacta de la naturaleza y los caracteres de 
la gestión de negocios. 

311. La diferencia esencial resulta de la esencia misma 
de los dos hechos jurídicos que comparamos. El mandato 
e< un contrato, mientras que la gestión de negocios es un 
cuasicontrato. Para que haya contrato, es preciso que haya 
concurso de consentimiento por ambas partes contratantes; 
el art. 1,384 aplica este principio elemental al mandato: Es 
el mandante quien da el poder al mandatario, y éste lo acep-
ta. El gerente no recibe poder del amo; el art. 1,372 supone 
en verdad, que puede haber cuasicontrato de gestión de ne-
gocios cuando el propietario conoce la cuestión; pero este co-
nocimiento no es un conocimiento, como lo vamos á decir. 
Es de la esencia de un cuasicontrato que el compromiso se 
forme sin convención; es decir, sin concurso de consenti-
miento; el a r t 1,370 es terminante, y esto elemental. 

El texto del art. 1,372 parece á primera vista decir lo 
contrario. Dice: "Cuando voluntariamente se gestiona el 
negocio ageno, ya porque el propietario conozca la gestiónr 
ya porque la ignore." Si el propietario conoce la gestión 
¿no debe inducirse que la consiente tácitamente? Hay, pues, 
concurso de consentimiento, y por lo tanto, hay contrato. 
Esto es el mandato tácito. El Código parece confundir el 
contrato tácito con la gestión de negocios. Excelentes juris-

consultos han sacado de ello la consecuencia que el a r t í cu-
lo 1,372 abóle el mandato tácito; es decir, que el hecho ju -
rídico que en derecho romano era un contrato de manda-
to, es hoy un cuasicontrato de gestión de negocios. (1) Esto 
es inadmisible, porque seria heregía jurídica; es imposible 
que el mandato tácito (pie se perfecciona por el concurso 
díTconsentimiento de las partes contratantes, sea un cuasi-
contrato que, según el art. 1,370, se forma sin comvnción; y • 
el legislador no podría declarar sin absurdo, que uu contra-
to 63 un cuasicontrato. Se cita el art. 1,9S5 que confirma-
ría esta extraña teoría. Este artículo dice que el mandato 
puede ser dado por escrito ó verbalmente; n o J i c e que pue-
da ser dado tácitamente. Se pretende que el segundoSncis > 
dicelo contrario: " L a aceptación puede ser solo táci ta;" 
de donde se induce que el consentimiento del mandante no 
puede ser tácito; cuando, pues, consiente tácitamente, no hay 
mandato, hay gestión de negocios. El argumento está saca-
do del silencio de la ley, y se sabe que el argumento llama-
do á contrario, no tiene ningún valor cuando está en oposi-
ción con los principios; y la consecuencia que se saca del 
art. 1,985 está en contradicción con las nociones más ele-
mentales y las más fundamentales del derecho. No se pue-
de, fundándose en el silencio de la ley, hacer decir al legis-
lador que un contrato es un cuasicontrato. 

¿Cuál es, pues, el sentido de estas expresiones del art í-
culo 1,372: »Ya que el propietario conozca la gestión ó 
que la ignore?« La sección de la legislación del Tribunado 
fué la que propuso esa adición sin motivarla. El único, 
entre los oradores que expusieron los motivos del t í tu -
lo 4 . ° que se ocupa de esta disposición, Tarrible, da la 
explicación siguiente: «El primer compromiso que contrae 
aquel que se inmiscua voluntariamente en una gestión es el 



de continuarla hasta que el propietario está en estado de i 
atenderla por sí. Todos los actos necesarios para la con- -5 
suniación del negocio son otras tantas obligaciones impues- í 
t u al gerente, tanto como lo hubiesen sido por un man- ^ 
dato expreso y anterior. Estas obligaciones son independien-
tes del conocimiento 6 la ignorancia del propietario. El geren-
ta debe admirtistar; debe concluir loque ha comenzado.»11) 
Esta explicación no justifica la adición hecha por el t r i -
bunado, pero prueba á lo menos que no pas* por la mente 
de los autores del Código transformar el mandato tácito en 
gestión de negocios, confundiendo un contrato común con un | 
cuasicontrato. 

D e c i m o s que la explicac ón es insuficiente; deja subsis- j 
tir una dificultad que resulta de la desgraciada adición he- i 
cha por el Tribunado. El mandato tácito sulraiste.y por otra J 
parte, el Código califica de cuasicontrato á la gestión de 
negocios de La que tiene conocimiento el propietario. ¿Cómo 3 
distinguir si hay mandato tácito ó cuasicontrato de negocios 
cuando el propietario sabe que se gestiona su npgocio? ^i 
lo sabe y si deja hacer, ¿no consiente, y si consiente no tie- j 
ne contrato tácito? Los autores dan diversas explicaciones 
del art. 1,372; hé aquí la que n<»s parece más conforme al 
texto ó á los principios Cuando desde antes de la gestión 
el amo sabe que una persona va á gestionar su negocio, su 
silencio equivale á un cons ntimiento y, por consiguiente, ^ 
hay concurso de consentimiento en el momento en que la 
gestión convenza; luego hay contrato. Esto es el mandato tá-
cito. P^ro el amo puede ignorar el hecho de gestión en el j 
momento que ésta comienza; entonces no hay concurso de 
consentimiento. Esto es el cuasicontrato de gestión de liego- i 
cios. Si después el amó sabe que se gira su negocio, este co-
nocimiento no impedirá qua baya cuasicontrato, pues para 
determinar la naturaleza de un hecho jurídico, debe onm-

1 Tarr ibie , Ditcurtot, núm. 10 (Locré, t. V I , pág. 285). 

derarse el momento en que se forma, y en aquel momento no 
había consentimiento; luego tampoco había contrato. E l tex-
to del art. »1,372 no tiene otro sentido, supone que el pro-
pietario conoce la gestión; ¿y puede conocerla antes qüe 
exista? Y si existió antes que la conozca, el cuasicontrato 
re formó y el hecho continúa siendo un cuasicontrato. (1) 

¿Se dirá que esta explicación prueba demasiado, puesto 
que resulta que »dempre habrá cuasicontrato, y que el man-
dato tácito soloterá una abstracción? Nó, el mandi lo táci-
to, al contrario, es el más frecuente de los contratos; existe 
en toda familia; el marido da mandato tácito á su mujer pa-
ra contraer todas las obligaciones que conciernen á la eco-
nomía de la casa. Este mandato se acepta tácitamente por 
el solo hecho del matrimonio y, por consiguiente, antes de 
cualquiera gestión. Volverémos á tratar este punto en el t í -
tulo Del Contrato de Matrimonio. Puede haber otros casos 
de mandato tácito. (2) 

312. Siendo el mandato un contrato, las partes deben ser 
capaces para contraer. Esto es evideute en cuanto al man-
dante. En cuanto al mandatario, el ar t . 1,990 dice que las 
mujeres y los menores pueden ser escogidos para mandata-
rios, pero agrega que el mandante no tiene acción contra el 
mandatario incapaz, sino conforme á las reglas que rigen á 
las obligaciones contraídas por las mujeres casadas y los 
menores. Hemos dicho ya que en la gestión de negocios, el 
amo no debe ser capaz porque no consiente, no manifiesta 
voluntad. ¿Qué debe decirse de los gerentes? ¿Una mujer 
casada puede, sin el consentimiento de su marido, contraer 

1 Troplong, Mandato, núms. 72 y 131. Compárese Larombière, to-
mo V. püg. 464, núm. 12 ( E d . B., t- I I I , pég. 373j; Mourlon, t. I I , 
pftg. 876, núm. 1,667; Maroadé, t. V, p*g. 266, núm. 2 del art ículo 
1.272. Compárese Denegada, 'Cor le de Casación de Bélgica, 19 de 
BDer.>.lel855(P<tí«crw»aJ 1855, 1,97. 

2 Véase un ejemplo en la sentencia de denegada de 6 de B i m e m -
bre de 1865 (Dalioz, 1866, 1, 252». 
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las obligaciones que nacen del cuasicontrato de gestión 
de negocios? Idéntica cuestión para el inenor no autorizado 
por su tutor. Hay controversia. N o tituveamos'en decidir 
que los incapaces no pueden ser gerentes de negocios. El 
¿ereñte obra, manifiesta su voluntad, consiente, casi no pue-
de gestionar sin contraer con terceros; en todos los casos se 
obliga hácia el amo, puesto que contrae todas las obligacio-
nes que nacen del mandato. ¿Y acaso se concibe que con-
traiga aquel que es incapaz para contraer? "Para autorizar 
á las mujeres casadas y á los menores á girar los. negocios 
ágenos, se necesitarla una disposición terminante de la ley 
que derogue su incapacidad; esta excepción no existe; luego 
se permanece dentro de la regla. La autoridad de la tradi-
ción viene en apoyo de nuestra opinión. Pothier enseña que 
la mujer casada está obligada hácia aquel que gestiónó sus 
negocias y que ella no está obligada hácia aquel de quien 
giró los negocios. Toullier ve en esto una contradicción 
inexplicable. (1) La distinción es, sin embargo, muy jurídi-
ca, como acabamos de demostrarlo. Es muy natural que 
aquel que está obligado sin consentir no deba ser capaz pa-
ra estar obligado; después de todo, es en su interés que la 
ley lo declare obligado; si no lo fuera, nadie intervendría 
para cuidar de sus intereses; mientras que es tan contrario 
á los intereses de un incapaz como á los principios, que ha-
ya una obligación á cargo de aquel que no tiene capacidad 
para obligarse. En vano se objeta que la mujer está obliga-
da por sus delitos y sus cuasidelitos, así como el menor. 
Sin duda, ¿pero es un delito ó nn cuasidelito el gestionar 
los negocios ágenos? La ley los llama un cuasicontrato; son, 
pues, las reglas del contrato las que deben aplicarse, en 
tanto que puedan recibir su aplicación. (2) No hay que de-

1 Pothier , De la potencia marital, núm. 50. Aubry y Han, t. I T , pá-
gina 722, nota t (Medición). Oolraet de Santerre, t V, pág. 661, n ú -
mero 347 bu I I I . Duvergler, según Toull ier , t . VI , 1, pág. 33. ! 

2 Toullier, t VI , 1, pág. 30, núm. 39, Duranton, t . X I I I , pág. 678, 

cir que los incapaces que por su descuido ó su imprudencia 
causasen un daño al amo del que giran los negocios, esta-
rían obligados á repararlo; y es tan evidente, ya que lo di-* 
ce la ley, que no pueden hacerse restituir contra sus com-
promisos sino reembolsando al amo lo que les hubiera apro-
vechado. 

313. La prueba del mandato se hace segúnjel derecho 
común (art. 1,985); luego cuando es dado, no puede probar-
se por testigos sino en el caso en que la prueba testimonial 
es admisible. No sucejle lo mismo con la gestión de nego-
cios; se le puede establecer por testigos indefinidamente cuan-
do el demandante ha estado en la imposibilidad de una 
prueba literal (art. 1,348). (1) 

La Corte de Casación ha hecho la aplicación i e estos 
principios, pero su decisión nos deja alguna duda. I n nota-
rio, informado que uno de sus clientes tiene fondos disponi-
bles, se interpone espontáneamente para colocar estos fon -
dos; le indica á los solicitantes, da la seguridad de que son 
solventes, y el préstamo hipotecario se hace por su inter-
medio. La Corte deDouai sacó de e «tos tu chos la consecuencia 
que el notario se había constituido por sí, mandatario del 
prestamista, sin ocurrir á una prueba escrita, porque el nota-
rio había voluntariamente gestionado el negocio del prestamista. 
En consecuencia, había sido declarado que el notario era res-
ponsable por imprudegcia y descuido. En casación intervi-
no una sentencia de denegada. (2) ¿Había, en el caso, ges-
tión de negocios? Nó, puesto que había concurso de con-
sentimiento; luego contrato de mandato; ni siquiera podrá 
decirse que el mandato fuese tácito, pues había oferta de 
aceptación, aunque no hubo escrito. Luego no había impo-

núm 663. Larombii?re, t . V, pág. 586, núm. 9 (Ed. B., t. I I I , página 
381). •• . -

1 Denegada Cort* de Casación de Bélgica, 24 de Jul io de 1862 
(Paticritia, 1862, 1, 394). 

2 Denegada, Sala Civil, 19 d« Marzo de 1845 (Dallez, 1845,1, 186). 



sibilidad de procurarse una prueba literal y , por consiguien-
te, no había lugar á aplicar el art . 1,348. 
, -314. El art . 1,992 reglamenta la responsabilidad del man-
datario en estos términos: "Responde no solo por el dolo, 
pero también por las faltas que comete en f̂ u gestión. Sin 
embargo, la responsabilidad relativa á las faltas es menos 
rigurosamente aplicada á aquel cuyo mandato es gratuito, 
que á aquel que recibe salario." En cuanto al gerente de ne-
gocios, el art. 1,374dice: "Es t á obligado de d a r á la gestión 
todo el cuidado de un buen padre de familia. Sin embargo, 
las circunstancias que lo condujeron á hacerse cargo del ne-
gocio pueden autorizar al juez para moderar los daños y per-
juicios que resultasen de las faltas ó del descuido del geren-
te." De esto se sigue que hay una diferencia entre la respon-
sabilidad del gerente y la del mandatario; la ley es más se-
vera para con el primero que para con el segundo. Hemos 
explicado esta diferencia en el título De las Obligaciones. 

315. "Cuando el mandatario ha sido constituido por va-
rias personas para un negocio común, cada una está obliga-
da solidariamente hácia él por todos los efectos del manda-
t o " (art. 2,002): ^Puede haber varios amos cuyo gerente gi-
re el negocio común: son ellos obligados solidariamente? La 
negativa es segura; no hay solidaridad legal sin ley, y los 
casos en los.que la ley la establece son de rigurosa inter-
pretación. Esto es decisivo. (1) 

316. " E l mandante debe reembolsar al mandatario los 
adelantos y gastos que éste ha hecho para la ejecución del 
mandato, aunque el negocio no hubiese tenido buen éxito 
(art. 1,999). Según los términos del art. 1,375, el amo cu-
yo negocio ha sido bieñ administrado, debe indemnizar com-
pletamente al gerente. De esto resulta una diferencia impor-
tante entre el mandato y la gestión de negocios. El manda-
tario no tiene por qué inquirir si el negocio de que se le 

1 Troplong, Mandato, n ú m . 93 . 

encarga es útil ó no, esto toca al mandante; y desde que el 
mandatario ejecuta el mandato, hay acción contra el man-
dante. No pasa lo mismo ccn el gerente: ne recibe ningún 
poder; á pesar de esto, la ley le da acción, es que el inte-
rés del amo lo exige; es, pues, de la esencia rte la gestión de 
negocios que ésta se haga en provecho del dueño; en este 
sentido debe serle útil si no hay gestión de negocios. ¿Cuán-
do le es útil? Cuando el gerente hace lo que el amo hubiera 
hecho como buen padre de familia; no puede hacer todo lo 
que hiciera el amo; éste es propietario, la ley le da este nom-
bre (art. 1,372); el propietario tiene poder absoluto para 
hacer todo lo que quiere, aun gastos inútiles. El gemente no 
tiene este derecho; solo puede intervenir para defender lo* 
intereses del amo; luego obra útilmente; esto es de la esen-
cia de la gestión. ^ • 

317. " E l rédito de los adelantos hechos por el mapdata-
rio le son debidos por el mandante á fechar del día en que 
éstos estén comprobados" (art. 2,000). ¿Es aplicable esta dis-
posición al gerente? Nó, á nuestro parecer; la cuestión está 
controvertida, volvamos á tratarla. % 

318. Si el demandante llega á morir, el mandatario está 
obligado á concluir la obra comenzada, si hay peligro en la 
demora (art, 1,991). La ley es más rigurosa para el geren-

v te." Está obligado á continuar su gestión aunque el amo 
llegue á morir antes que el negocio esté consumado y has*a 
que el heredero haya podido tomar su dirección' (artículo 
1,373). Volveremos á ocuparnos de este punto. 

319. Tales son las diferencias entre ^ m a n d a t o y la ges-
tión de negocios. Hay que tener cuidado de no confundir es-
tos dos hechos jurídicos, aunque fuese confundiendo los tér-
minos que los caracterizan, como se hace algunas veces en 
las sentencias, calificando al gerente de mandatario ó vice-
versa (núm. 313). Hay casos en que el mandato convier-
te en gestión de negocios y otros en que ésta se transforma 

l 
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en mandato. El mandatario se extra l imita de so mandato 
haciendo otra cosa que no es lo que allí lo lleva: esta ges-
tión no es un contrato de mandato, es un cuasicontrato de 
gestión de negocios; esta es la resolución de las leyes roma-
nas adoptada por Pothier , y no es dudosa. (1) Por contra, si 
obró sin mandato y que el amo ratifique, esta ratificación 
equivale á un mandato. Este principio procede también del 
derecho romano, y la jurisprudencia lo ha consagrado. 

Un notario y nn escribano de diligencias hicieron el uno 
para el otro durante un gran número de años, ac tas de sus 
respectiv<js ministerios-, á ocasión de las cuales adelantos re-
cíprocos tuvieron Ingar. Cuando la muerte del escribano, el 
notar io pretendió ser acreedor por una suma de ocho mil f ran-
cos; calculaba en su cuenta los intereses desda el día en que 
éstos fueron comprobados; esta es la ley del mandato. Ixw 
herederos del escribano sostuvieron que no habla mandato 
sino simple ge-tión de negocios. Su »pretensión, admitida en 
primera instancia, fué desechada en ap lación, y de casa-
sión intervino una sentencia de denegada. En el caso, había 
habido gestión de negocios; cuando decimos respecto á 
los adelantos hechos por el notario, pero la gestión habien-
do cont inuado durante varios años, había si lo apoyada y 
ratificada por el escribano; debía, pues, aplicarse al a r t í -
culo 2,001. (2) 

Un agrimensor de una inspección de montes, anuncia al 
inspector del Distrito que acaba de descubrir en los archi-
vos de la inspección, un antiguo titulo del que resulta que 
tres municipalidades que se decían ser propietarias de un 
lote de bosque midiendo 1,700 hectáreas, 110 tenían más que 
derecho de uso; que el Estado era propietario por cuatro 
sextas partes y unos particulares por las otros dos; el c o n -
servador encargó al agrimensor el hacer las diligencias pa-

1 Poth ie r , Del cuati contrato ntgotiornm gettorum, UÚlll. 177. Aubry 
• # m k n . . n . M M * x 
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y Kan, f. IV® pftg. 722, nota 2 (4* « l ic ión) . 
* 2 Denegad », 7 de Noviembre di de 1864 (Dalloz, 1865, 1, 165). 

ra que el derecho del Estado en dicho bosque fues« recono-
cido; el agrimensor recibió mandato expreso de dos parti-
culares. Los herederos de un emigrado intervinieron en la 
instancia y fueron declarados propietarios de tres sextas par-
tes. Después de la sentencia, el agrimensor presentó una 
cuenta que llegaba á cerca de 9,000 francos; los herederos 
del emigrado rehusaron el pago. Sobre esta negativa, el 
agrimensor promovió solidariamente contra el Estado en 
virtud del art. 2,002. Quedaba por saber si había, mandato 
ó gestión de negocios. Quedó resuelto que el agrimensor 
había gestionado el negociado del Estado, pero que suges-
tión, habiendo sido aprobada por la administración del Dis-
t r i t o en nombre del Estado, había lugar á ap ' icar el prin-
cipio que la ratificación equivale al mandato , lo que hacía 
aplicable el art. 2,002. (1) 

N'im. 2. Condiciones requeridas pan que hiya gestión 
» de negocios. 

320. El art . 1,372 dice: "Cuando voluntariamente se g i -
ra el negocio ageno." ¿Qué quiere decir aquí la palabra vo-
luntariamente? Esta expresión se encuentra en otros artícu-

: los del Código, en los que significa que una persona hace al-
guna cosa con conocimiento de causa y con cierta intención 
(arts. 1,235 y 1,338). En el a r t 1,372 la palabra voluntaria-
mente no tiene este sentido; combinando el ar t . 1,372 con los 
1,371 y 1,370 se ve que el legislador califica los cuasicontra-
tos de hechos voluntarios por oposición á los compromisos 
que se forman involuntariamente, por solo la autoridad de la 
ley. La persona interviene en loa cuasicontratos, como lo 
dice el ar t . 1,370, por una manifestación de voluntad; lo 
que prueba, á nuestro parecer, que debe ser capaz para con-
sentir (núms. 308 y 312). Lo» trabajos preparatorios vie-

1 Denegada, 11 de Feb re ro de 1834 (Dalloz, en la pa l ab ra Manda-
to, núm, 157, 3") 
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nen en apoyo de esta interpretación, en la qne es inútil in -
sistir puesto que los texto bastan para dar á »conocer el 
sentido de la ley. (1) 

También puede decirse del mandatario que gira volunta-
riamente el negocio ageno; pero en el mandato, existe más 
que una manifestación de voluntad unilateral, hay consen-
timiento; es decir, concurso de voluntad, y por consiguien-
te, contrato} y donde hay contrato nO puede ya tratarse de 
un cuasicontrato. (2) 

321. Es menester para la gestión de negocios, que el ge-
rente gire voluntariamente los negocios ágenos. De esto se 
sigue que la manifestación de voluntad, que es la esencia 
del cuasicontrato, debe tener por objeto los intereses de 
aquel en nombre de quien se obra; el gerente no obra en 
nombre personal, es representante de un tercero. Si obra 
personalmente no hay gestión de negocios, aunque el nego-
cio interesase á un tercero. El caso se ha presentado ante 
la Corte de Casación. Una persona abre una subscripción 
para la construcción de una escuela ó de un asilo, cuya di-
lección debia ser confiada á unas monjas* El consejo mu-
nicipal que primitivamente había aprobado el proyecto, mo-
dificó su deliberación por causa de la condición que se de-
bía imponer á la Municipalidad, en cuanto á la dirección. 
L a construcción se llevó á cabo; la escuela se abrió bajo la 
dirección de las monjas. Entonces el Municipio pretendió 
ser propietario de la escuela y del asilo, por motivo que los 
subscriptores habían entendido que sus donativos sirviesen 
para fundar un establecimiento Municipal. Esta pretensión 
admitida por el Tribunal de Versailles, fué desechada por 
las cortes de apelación y casación. Los subscriptores, dicela 
sentencia de denegada, no están en causa; libres son para 
reclamar si sus intenciones no han sidoaeguidas. En la cau-

1 TOullier establece efcte punto con la mayor evidencia {t. VI, 1, 
n t g . 23, núm. 28). 

2 Bruselas, 10 de Mayo de 1869 (Paticrüia, 1870, 2, S65). 

sa, solo se trata de saber quién era propietario. Para que lo 
fuera el Municipio, sería t.ecesario que aquel que recogió 
las subscripciones hubiese obrado como su mandatario ó co-
mo su gerente de negocios. Y no puede ser cuestión de man-
dato cuando el Municipio rehusó su concurso. Por igual ra-
tón no hay gestión de negocios; no puede decirse que aquel 
que compró el terreno y ct>nstruyó, haya girado voluntaria-
mente el negocio del Municipio, puesto que obró personal-
mente y contra las intenciones nianifientas del Municipio, 
lo que excluye la idea que haya obrado como su represen-
tante. Luego se estaba fuera del texto del art . 1,372 y de 
los principios que rigen la gestión de negocios. (1) 

322. El art . 1,372 quiere que se gire el negocio ageno. 
¿Es esto decir que tío hay gestión de negocios cuando se 
obra tanto en interés propio como por interés de un terce-
ro? Hé aqni el caso en el que la cuestión se ha presentado. 
Venta de 25,000 bushels de trigo de América, el 24 de 
Agosto de 1870, á cargo de entregar en los ocho días. El 
vendedor exige varias veces que el comprador cumpla con 
sus compromisos. Este llega al Havre el 14 de Septiembre, 
paga un abono de su deuda y abandona la población sin to-
mar ninguna medida de no dejar instrucciones para la con-
servación de la mercancía por él comprada. El vendedor 
quedaba, pues, tenedor del trigo, expuesto á una doble pro-
babilidad de pérdida: la invasión extranjera,, y la fermenta-
ción. Tomó la resolución de vender el trigo. De esto resul-
tó la epestión de paber si había obrado como gerente de ne-
gocios del comprador; éste lo negó y pidió la resoluoióu 
del con trato. Fué sentenciado que había gestión de nego-
cios. La Corte de Casación asienta, en principio, que las 
obligaciones que resultan del cuasicontrato de gestión de 
negocios, nacen del hecho mismo de la gestión y de la ley, 



y no de la intención de las partes; que importa poco que 
aquel que hace el acto de gestión haya pretendido obrar á 
la vez por interés personal y por interés de uu tercero, si 
en f^aljdad éste éataba interesado al acto de gestión y apro-
vecho de M. Y en el caso, el comprador estaba interesado, 
en la venta del trigo que amenazaba perecer para él, y el 
vendedor había obrado con la mayor buena fe y obtenido 
el resultado más satisfactorio que fuera permitido espe-
rar. (1) 

323. La Corte de Casación dijo que el cuasicontrato de 
gestión de negocios resulta del" hecho de' la gestión y de la 
ley y no de la intención de las partes. ¿ No es esto demasiado 
absoluto, é ir más allá d<4 texto de la ley? El art. 1,370 di-
ce que el cuasicontrato se foqña sin convención, pero agre-
ga que los compromisos que resultan de él nacen le un he-
cho personal, y este hecho e ^ u a hecho voluntario. La volun-
tad desempeña, pues, un papel en la gestión de negocios; y 
la voluntad es la intención de aquel que gira. Es, pues, ne-, 

. cesario que exista la intención-de gestionar el negocio age-
no, si no no se concebiría la gestión de negocios. Siii duda, 
el gerente puede también estar intere-ado en la gestión, co-
mo en el caso sentenciado por la Corte de Casación; esto no 
impide que haya intención de girar en interés de un terce-
ro. Lo más frecuente, la cuestión no se presenta en estos tér« 
minos. Es raro que aquel que gira tenga un interés perso-
nal en la gestión. Cuando se dice que el gerente debe haber 
tenido la intención de gestionar el negocio ageno, se entien-
de que debe haber tenido la voluutad de hacer un negocio; 
es decir, un acto á título oneroso, de donde resulta una obli-
gación para el dueño, y un derecho para el gerente. 

Un punto es seguro, es que si el gerente t ú v o l a intención 
de hac^r una liberalidad, no es ya gerente, es donante. La 
gestión de negocios es esencialmente un acto á título onero-

1 Denegada, 18 de Jun io de 1872 (Dalloz, 1872, 1, 471). 

so; la misma palabra lo dice y la autoriza entre este cuasi-
contrato, y el contrato de mandato lo prueba. Nunca se dijo 
de aquel que hace una liberalidad que hizo un negocio. La 
gestión de negocios equivale al mandato, en lo que concier-
ne á las obligaciones del g e r e n t e ^ r t . 1,374); y el mandato 
no es una donación. U n a cosa es, pues, la gestión de nego-
cios, y otra la liberalidad que se hiciera ba j a forma de ges-
ión. Compro y pago el precio en nombre de un tercero; si 

hago el pago con intención de-hacer una.liberalidad, habrá 
donación bajo la forma de una gestión de negocios; no ten-
dré ninguna acción contra el tercero para el que pagué. (1) 

No hay ninguna duda en cuanto al principio, peropued^, 
presentarse una dificultad en la aplicación, acerca del pun-
to de sabeTsi hay gestión á título oneroso, ó si hubo l ibe-
ralidach Un antiguo adagio dice que nadie se presume d a -
divoso. Ha «ido resuelto en consecuencia, que la persona 
q u e s e e n c a r g a voluntariamente de la manutención de un 
niño natural no reconocido, puede pedir el reembolso de sus 
adelantos al padre que reconoce al niño. (2; Se pudiera ob-
jetar que aquel que «o'encarga de un hijo natural lo hace 
con espíritu de beneficencia y por ende de liberalidad. Sin 
duda, pero hay espíritu de beneficencia en toda gestión de ne 
gocios, puesto que el gerente hace gratuitamente el negocio 
de un tercero; esto no impide que pueda reclamar el reem-
bolso de sus anticipos. En el caso, estos anticipos eran he-
chos en pago de una deuda del. padre; y ti padre era desco-
nv ido en el momento en que se hacían: ¿puede decirse que 
se pueda gratificar á un desconocido? Esto seria una dona-
ción sin causa. Po r la misma razón, ha «ido sentenciado que 
una nodriza tiene acción contra los ascendientes por el 
precio de la alimentación de un niño cuando los padres que 

1 Denegad».6 d e Mayo de 1853, de la Cor te de Casación de Bólgi-
C-i I Paxicrlsia, 1853, 1, 337). 

2 Metz, 8 d e línero de 1*33 (Dalloz, en la palabra PaUmida>1, nú-
mero 687). N 
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se lo confiaron han (lesaparecido sin liquidar su deuda; es-
ta es una deuda por alimentos que incumbe á los aseen di en- . 
tes, y la nodriza no tuvo seguramente la intención de grati-
ficarlos. (1) 

324. La intención desempeña un papel esencial en la ges-
tión de negocios. Si aquel que gira no tiene la voluntad de 
hacer el negocio de un tercero, en su nombre, y "por interés 
suyo, no hay cuasicontrato de gestión de negocios. Yo giro 
el negocio de un tercero creyendo que es mío: ¿Hay gestión 
de negocios? Según los principios establecidos por la Corte 
de Casación (núm. 322), había que responder negativamen-
te, puesto que se conforma con el hecho de la gestión, sin 
tener en cuenta la intención del gerente. Tal es también la 
opinión de Marcadé, que, según su costumbre, califica de 
error la contraria opinión de Zacharia;. (2) Nos paroce que 
quien se equivoca es él. ¿Puede concederse una acción de 
gestión de negocios á aquel que no entendió girar el negó-' 
cío de un tercero y que quizá no lo hubiera hecho si hubie-
se sabido que él no era interesado? Es seguro que el ele-
mento de voluntad falta, y no puedo 'adquirir un derecho 
sin voluntad. Se objeta la équidad. Dirémos más adelante que 
la equidad recibe satisfacción; aquel que prestó un servicio 
á un tercero, tendrá acción contra él hasta concurrencia del 
producto que el tercero sacó de la gestión; es lo que, en len-
guaje de escuela, se llama acción in rem verso; es menos fa-
vorable que la acción de gestión de negocios, y esto se com-
prende. ¿Puedo decir á un tercero que me debe indemnizar 
plenamente por mis anticipos, porque le presté un servicio? 
Me contestaría: No habéis entendido prestármelo, puesto 

1 Lvon, 25 ile Agosto de 1831 (Dalloz, en >a palabra Matrimonio, 
núm. 732, l*>. 

* 2 Marcadé, t. V, pág. 268, núm. 3 del art íonlo 1,375. DurAnton da 
al gerente la acción utile de gestión de negocios (t . X I I I , pág. 667, 
núm. 618). Estas distinciones son ex t rañas á nuestro derecho mo-
derno. 
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que creísteis hacer vuestro propio negocio; luego no os en-
contráis en el caso previsto por la ley; si ésta da acción al 
gerente, es cotí el fin de que se euGuentre un atnigo que 
quiera girar el negocio de un ausente; vos no sois este ami-
go; luego no sois gerente. . 

325. Pothier va más allá; dice que según la sut.leza del 
derecho, se necesita, para formar el cuasicontrato de gestión 
de negocios, y para dar acción en repetición por los gus-

L tos y anticipos, que el gerente haya tenido la intención de 
l girar el negocio de una persona determinada. De esto resul-
• taria que si gestione el negocio de Pedro creyendo ges t io-

nar el de J u a n , no habría gestión de negocios; á aquel que 
pretendí obligar no lo está evidentemente, y á aquel de qui,en 
hioe el negocio sin sospecharlo puede oponerme lo que aca -
bamos de decir, que no puedo tener acción contra él por r a -
zón de un servicio que no entendí prestarle. Toullier critica 
acremente la opinión de Pothier; dice que es contraria á la 
razón y á los principios del Código Civil. ¡Contraria á la 
razónI El cuasicontrato es un hecho jurídico análogo al con-
trato: ¿Se concibe un contrato formado con Pedro, cuando 
quise contratar con Juan? N ó se concibe, sobre todo cuan-
do el contrato se hace para prestar un servicio, por lo tanto, 
con un espíritu de beneficencia. En cuanto á loa principios 
del Código Civil ¿es verdad que no se preocupa de ninguna 
manera de la intención del gerente? El art. 1,370 contesta 
la-objeción. La equidad que se invoca está generalmente 
fuera de causa, puesto que se da al gerente la acción de in 
rem verso. {1) No insistiremos sléndo la cuestión del domi-
nio de la teoría. " 

§ I I . — O b l i g a c i o n e s d e l g e r e n t e . 
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se lo confiaron han (lesaparecido sin liquidar su deuda; es-
ta es una deuda por alimentos que incumbe á los aseen di en- . 
tes, y la nodriza no tuvo seguramente la intención de grati-
ficarlos. (1) 

324. La intención desempeña un papel esencial en la ges-
tión de negocios. Si aquel que gira no tiene la voluntad de 
hacer el negocio de un tercero, en su nombre, y "por interés 
suyo, no hay cuasicontrato de gestión de negocios. Yo giro 
el negocio de un tercero creyendo que es mío: ¿Hay gestión 
de negocios? Según los principios establecidos por la Corte 
de Casación (núm. 322), había que responder negativamen-
te, puesto que se conforma con el hecho de la gestión, sin 
tener en cuenta la intención del gerente. Tal es también la 
opinión de Marcadé, que, según su costumbre, califica de 
error la contraria opinión de Zacharia;. (2) Nos paroce que 
quien se equivoca es él. ¿Puede concederse una acción de 
gestión de negocios á aquel que no entendió girar el negó-' 
ció de un tercero y que quizá no lo hubiera hecho si hubie-
se sabido que él no era interesado? Es seguro que el ele-
mento de voluntad falta, y no puedo 'adquirir un derecho 
sin voluntad. Se objeta la équidad. Dirémos más adelante que 
la equidad recibe satisfacción; aquel que prestó un servicio 
á un tercero, tendrá acción contra él hasta concurrencia del 
producto que el tercero sacó de la gestión; es lo que, en len-
guaje de escuela, se llama acción tu rem verso; es menos fa-
vorable que la acción de gestión de negocios, y esto se com-
prende. ¿Puedo decir á un tercero que me debe indemnizar 
plenamente por mis anticipos, porque le presté un servicio? 
Me contestaría: No habéis entendido prestármelo, puesto 

1 Lvon, 25 ile Agosto de 1831 (Dalloz, en >a palabra Matrimonio, 
núm. 732, l*>. 

* 2 Marcadé, t. V, pág. 268, núm. 3 del art íoulo 1,375. DurAnton da 
al gerente la acción utile de gestión de negocios (t . X I I I , pág. 667, 
núm. 648). Estas distinciones son ex t rañas á nuestro derecho mo-
derno. 
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que eréis te i n hacer vuestro propio negocio; luego no os en-
contráis en el caso previsto por la ley; si ésta da acción al 
gerente, es con el fin de que se euGuentre un amigo que 
quiera girar el negocio de un ausente; vos no sois este ami-
go; luego no sois gerente . 

325. Pothier va más allá; dice que según la sut.leza del 
derecho, se necesita, para formar el cuasicontrato de gestión 
de negocios, y para dar acción en repetición por los gus-

L tos y anticipos, que el gerente haya tenido la intención de 
l girar el negocio de una persona determinada. De esto resul-
• taria que si gestione el negocio de Pedro creyendo ges t io-

nar el de J u a n , no habría gestión de negocios; á aquel que 
pretendí obligar no lo está evidentemente, y á aquel de qui,en 
hioe el negocio sin sospecharlo puede oponerme lo que aca -
bamos de decir, que no puedo tener acción contra él por r a -
zón de un servicio que no entendí prestarle. Toullier critica 
acremente la opinión de Pothier; dice que es contraria á la 
razón y á los principios del Código Civil. ¡Contraria á la 
razónI El cuasicontrato es un hecho jurídico auálogo al con-
trato: ¿Se concibe un contrato formado con Pedro, cuando 
quise contratar con Juan? N ó se concibe, sobre todo cuan-
do el contrato se hace para prestar un servicio, por lo tanto, 
con un espíritu de beneficencia. En cuanto á loa principios 
del Código Civil ¿es verdad que no se preocupa de ninguna 
manera de la intención del gerente? El art. 1,370 contesta 
la-objeción. La equidad que se invoca está generalmente 
fuera de causa, puesto que se da al gerente la acción de in 
rem verso. {1) No insistirémos ofendo la cuestión del domi-
nio de la teoría. " 

§ I I . — O b l i g a c i o n e s d e l g e r e n t e . 



le hubiera ai<lo dado por el propietario. De esto resulta que 
las obligaciones del gerente son las del mandatario, tales co-
mo el Código las expone en el título Del Mandato, al que 
t r a s l a d a m o s al lector. Observamos solamente una conse-
cuencia que es tan evidente que no se concibe que haya sido 
negada. Según los términos del art. 1,990, "el mandatar io 
debe el rédito de las sumas que ha empleado en su prove-
cho desde ftrfechi de este empleo, y las de que es detentor 
desde el día en que se le piden cuentas." E"ta obligación es 
común al gerente en virtud del ar t . 1,372; se necesitaría una 
excepción expresa para que el :irt. 1,996 no fuese aplicable 
al gerente de negocios. Tal es también la opinión gene - J 
ral . (1) Larombióre enseña lo contrario, sin siquiera rao-'| 
t ivar su opinión, (2) f hubiera sido difícil motivarla, puesto-! 
que está en oposición con el texto terminante de la ley. 

327. El gerente no tiene mandato; no hay, pues, nada fi- ^ j 
jo en cpanto á la duración de la gestión. Según el art . 1,372, ~ 
contfae el compromiso tácito de continuar la gestión que ha j 
comenzado y de concluirla hasta que el própi"tario esté en 
estado de atenderla por sí. L a ley se expresa mal al decir 
de un modo absoluto qne el gerente debe concluir la gestión; ^ 
está únicamente obligado á girar hasta que el propietario 1 
pueda vigilar su« negocios por sí mismo. Ta l es el espíritu -
de la ley;es porque el dueño no puede gestionar sus^n- 'go- j 
cios por lo que la ley ha sancionado la gestión de uegocias 
obligando al duéno sin que consienta en ello^d<*sde que e\A 
propi.-tario puede volver á tomar la dirección de* sus intéTfc- \ 
ses, la gestión de negocios no tiene razón de ser, y por con- í 
siguiente, el gerente no está ya obligado á continuarla. Al | 
decir que el gerente debe concluir la gestión, el legislador 

sentido contrar ié , Toullier, t. VI , 1, pág. 91, nüms. 22 y 23 y todos 
los autores. 5 

1 Durauton, t X I I I , pág. «84, nóm. 667. Toullier, t. VI , página 
35, nánu». 44 y 45. 

2 Laronibtóre, t V, pág. 604, núm. 19 ¡ Ed. B , t. I I I . pág.3$8*. 
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quizo poner los intereses del dueño a1 abrigo de la incons-
tancia del gerente; los hombres están prontos á ofrecer sus 
servicios, pero se cansan también prontamente; esta es la 
observación de Trei lhard, el orador del Gobierno: la ley no 
quiere semejantes servicios, aquel que los ofrece, se obliga y 
deb» cumplir su compromiso. (1) 

El art. 1,372 agrega que el que g i ra el negocio ageno de-
be encargarse igualmente de todas sus dependencias. Aquel 
qne gira un negocio no debe girarlos todi>s; aquí vuelve o t ra 

• vez «-1 demen to intencional que se quiere apartar de la 
gestión de negocio.0. ¿Cuál es la extensión de la-« obligacio-
nes del gerente? La solución de la dificultad no puede bus-
caras, más que en la voluntad del gerente. El negocio que 
gira es determinado, solí* á é.ste debe sus cuidados, pero 
comprende todas las dependencias del negocio; esto resulta 
también de la intención del gerent*. Si gestiono U"a suce-

v sión acaecida á un amigo ausente, debo ocuparme de todos 
los pormenores que conciernen á la sucesión. (2) 

f '} 328. "Todo mandatario, dice, el a r t 1,993 está obligado 
á dar cuenta de su ges t ión ." Esta obligación incumbe t a m -
bién al gerente; es verdad que no lo dice l a ley , pero el prin-
cipio que establece en el ar t . 1,372, basta para decidirlo así. / 
Esta es, poi lo demás, la más natural de las obligaciones^-
todo administrador, aun el que gira en virtud de la ley V 
á pesar suyo, debe dar cuenta; con mayor razón aquel que 
toma la iniciativa dé la gestión por-£u propia voluntad. Es-
to ha sido, sin embargo, contestado, y el debate llegó hasta 
la Corte de Casación. U n heredero toma la sucesión y la 
gira: ¿debe dar cuenta de su gestión? Conté íarémos con otra 
pregunta: ¿se necesita una sentencia de la Corte-Suprema 
para decidir lo que la ley no resuelve? (3) 
. t 

^ T w i a a í r f , Exposición d e motivos, núm. 6 (Locré, t . VI , página 

2 Toullier, t. VI , 2, pág. 26, núm. 32. 
3 Denegada, Sala Civil, 10 de Abr i l de 1854^Dalloz. 1854,1, 183). 
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329. El ar t . 1,375 d i c e ^ ' V l dueño c u y o negocio ha ni-
d o bien administrado, debe llenar los compromisos que el ge-
rente contrajo en su nombre, i ndemnizó lo por todos los com-
promisos personales que tomó, y reein!>olsarlo por todos lo» 
gastos útiles ó necesario* que ha hecho. '5 ¿Cuál es el momen-
to que debe considerarse para decidir si el negocio ha sido 
bien administrado* Hemos de antemano contestado á la cues-
tión (núm. 310); debe considerarse la época en que comenzó 
la gestión. Si, en aque* momento, el gerente hace lo que hu-
biera hecho el dueño obrando como buen padre de familia, 
tiene derecho á ser indemnizado. Poco importa el resultado 
de la gestión. La ley no dice que el dueño está obligado por 
cuanto ha enriquecido, dice que está obligado áindemn.zar 
al gerente si éste administró bien. Este principio procede de 
la naturaleza misma de la gestión de negocios. El gerente 
toma la iniciativa para administrar los negocios del dueño, 
cuando éste no lo puede hacer por sí. Para que una perso-
na emprenda esta gestión, es necesario que tenga la segun-
dad de ser indemnizada por el solo hecho de hacer lo que 
un buen padre de familia debe hacer, sin que se tome en 
consideración el resultado de la gestión. Si el gerente no 
tuviera derecho á una indemnización sino hasta concurren-
cia del f ruto que el dueño hubiera sacado de su administra-
ción, frecuentemente perdería en e lnegocio , y con semejante 

previsión no se atreviera á emprender la gestión. Kabia.pnes, .. 
que darle acción, por eUolo hecho de girar bien. ( I ) P o r ! 
otra parte , puede decirse que enriquece al dueño por esto 
solo de hacer lo que hiciera el dueño al estar presente, puf» 
éste hubiera hecho el gasto que hizo el gerente; economizó, 
pues, este gesto, y en este sentido ha enriquecido. (2) 
principio está admitido por todos los autore-. 

1 Colmet de Santcrre, t. V, pág. 666, núm. 364 bis I. 
2 Durante», t. XIII, pág. 686, uúui. b. 1. 

330. Cuando el gerente administra bien los negocios del 
dueño, la gestión de negocios se asimila al mandato. H a y , 
sin embargo, una diferencia importante que hemos señalado 
como muy controvertida. El ar t . 2,001, dispone que el in-
terés de los anticipos hechos poF el mandatario, le es debi-
do por el mandante, desde el día en que constan estos antici-
pos. ¿Se aplica esta disposición al gerente de negocios? Se-
gún el rigor de los principios, debe contestarse negativamen-
te. El a r t . 2,001 consagra una excepción á la regla estable-
cida por el ar t . 1,153, en los términos del cual los intereses 
sólo se deben desde el día de la demanda , excepto los casos 
en que la ley los hace correr derecho pleno. Y toda ex-
cepción es de estricta interpretación; no se puede, pues, ex-
tender Indisposición del ar t . 2,001 aun por motivo de ana-
logía. Cualquiera quesea , pues, la analogía entre la gestión 
de negocios y el mandato, no se puede aplicar al gerente una 
disposición excepcional que solo establece la ley á favor del 
mandatario. Se jnvoca en vano la equidad que es el funda-
mento de las óbligaciones que resultan de la gestión de nego-
cios; la equidad no permite crear excepciones; por lo demás, 
como dice la Corte de Lyort, pudiera también invocarse la 
equidad en favor del dueño; es menester que el servicio 
que el gerente hace al dueño, no resulte en peijuicio de 
é*te, lo que sucedería si el gerente esperase muchos años 
sin reclamar el reembolso de sus anticipos; la acumulación de 
réditos sería, en este caso, muy perjudicial al dueño. Hay en 
la gestión de negocios una suerte de beneficios que no per -
mite que se haga de ella un pretexto de lucro, ó cuando, 
menos un medio para colocar fondos á rédito. (1) 

1 Los autores y la ju r i sp rudenc ia estón divididos. Véanse los tes-
t iponios en A u b r y y l íau , L I V , p á g . 724, nota 12. y las sent^noias 
«i el Repertorio de Dalloz. en la pa labra Préstamo con interés, liúnie 
jo 109. Debe ag rega r se Lyon, 29 de Enero d e 1870 (Dalloz. 1870, L>, 

y en sen t ido oont iar iu una seutencia no mot ivado de L i e i a 2 l 
de Mayo d e 1851 (Pasicrisia, 1851, 2, 367). 

P. de D. TOMO XX 50. 



331. Por la misma razón debe a d m i t i r é que la gestión 
de negocios es esencialmente gratuita. El mandatario no 
tiene derecho á un salario sino cuando le ha sido prometi-
do (art. 1,999); no puede haber promesa de salario en la 
gestión de negocios, puesto que no hay concurso de consen-
timiento; sería, puto, menester una disposición de la ley pa-
ra que el gerente pudiera reclamar una indemnización por 
su trabajo, y el Código no se la concede; el sileucio de la 
ley nos parece decisivo, porque su espíritu se opone igual-
mente á que el amigo que presta un servicio, solicite el pa-
go cuando lo hizo por amistad. Sin embargo, fué senten-
ciado "que debe necesariamente admitirse que bajo la ex-
presión de gastos útiles, el art. 1,375 comprende una indem-
nización por razón de los deberes personalesdel gerente. ' ' (1) 
¿Pero cómo podrá calificarse de gastos lo que el gerente no 
ha gastado, pero que reclama á titulo de salario? El fallo 
de la Corte de Gante está aislado y dudamos que haya ju-
risprudencia. 

332. El art. 1,375 dice que el dueño debe indemnizar al 
gerente por todos los compromisos personales que ha con-
traído, y que debe cumplir los compromisos que el gerente 
contrajo en su nombre. Debe considerarse el efecto de es-
tos compromisos, desde luego entre el dueño y el gerente, y 
después con relación á los terceros. En cuanto á las relacio-
nes del dueño con el gerente, el principio es que el gerente 
debe ser completamente indemnizado. Si el gerente ha con-
traído en nombre del, dueño, éste debe cumplir con los com-
promisos. Si el gerente contrajo en su nombre personal y si 
ha pagado la deuda, esto es un anticipo, lo que hace que el 
dueño debe reembolsarle; si no ha pagado, el dueño debe in-
demnizarle por ese punto, dice el art . 1,375. Pothier nos ex-
plica lo que por esto entiende la ley: el dueño debe procu-
rar al gerente el descargo de las obligaciones que contrajo 

1 Gante , 10 «le J u l i o dfe 1857 (Pasicrhia, 1858, 2 , 7 ) . 

en su nombre personal; á este efecto, debe entregarle el re -
cibo del acreedor, bácia quien se obligó el gerente, ó un es-
crito por el que el acreedor acepta al dueño como deudor en 
lugar del gerente, descargando, en consecuencia, á este últi-
mo. (1) ¿Cuál es el derecho de los terceros con los que ha 
contraído el gerente? La cuestión está en saber contra quién 
tendrán arción. El art . 1,375 indica una distinción: debe 
verse si el gerente contrajo en su nombre personal ó en el 
del dueño. Cuando ha contraído personalmente sin decir 
que obra como gerente, el tercero solo tiene acción directa 
contra él. Esto es de derecho común; el acreedor solo pue-
de obrar contra el deudor con quien ha tratado; si el deudor 
tiene una acción por su obligación contra un tercero, el 
acreedor tiene el derecho de ejercitarlo en virtud del artícu-
lo 1,166, pero debe, en este caso, partir el beneficio de la 
acción con los demás acreedores del deudor común. En es-
ta primera hipótesis, el tercero no tiene acción personal con-
tra el dueño, siempre en virtud del derecho común, porque 
no ha tratado con el dueño. (2) 

Si el gerente contrae con el tercero en nombre del dueño, 
el acreedor no tiene acción contra el gerente, porque éste 
no pretendióobligarse, puesto que no habló en su nombre, y 
solo representó al dueño; el tercero no ha contraído con el 
gerente, lo ha hecho con el dueño; no puede, pues, tener ac-
ción sino contra éste. Esta acción que concedemos á los ter-
ceros contra el dueño, no está sin dificultad. El dueño no 
figuró en el contrato, no se ha comprometido; ¿cómo podrá 
obligarse hácia un tercero sin "haber consentido? No está 
obligado por su consentimiento sino en virtud de la ley; el 
art. 1,375 es terminante: "El dueño debe cumplir los com-
promisos que el gerente ha contraído en su hombre;" esde-

1 Pothier, Del cuasicontrato negot iorum ges torum, núm. 228. 
JS Aubry y Kan, t . IV, pág. 727, y r o t a 21. Mourlon, t. I I , página 

núm. 1,666. Compárese Coluiet de Saute r re , t . V, pág. 667, núm. 
554 bis V, que da una acción d i r ec ta a los terceros. 
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cir, en nombre del dueño. Pero éste no está obligado sino 
cuando el negocio ha sido bien administrado. A l tercero 
loca ver si quiere tratar bajo esta condición con el gerente; 
arriesga el no tener acción contra el dueño, si el negocio fué 
mal administrado; es decir, si no había cuasicontrato de ges-
tión de negocio; hará, pues, sábiamente en estipular que el 
gerente se compromete, tanto en su nombre personal, como 
en el de su dueño. (1) • 

% 

§ I V . D E 1 4 ACCION DE IN REM VERSO. 

333. Para que haya gestión de negocio, es preciso que el 
gerente haya administrado como lo hubiese hecho el mismo 
propietario, obrando como buen padre de familia. Si se in-
miscua en los negocios agenoft sin necesidad, sin utilidad 
evidente, si hace lo que no hubiera hecho el dueño, no hay 
cuasicontrato de gestión de negocios; el art. 1,375 no le da 
acción contra el dueño del que giró imprudentemente los 
négocios. ¿ Es esto decir que no tenga ninguna acción con-
tra él? Si le concede una acción hasta concurrencia de la 
cual el dueño se ha enriquecido en el momento de^a de-
manda, esto es lo que se llama la acción in rem ijeréoTX2) 

334. Lo mismo sucede en los casos en que falta una de 
las condiciones requeridas para que la gestión, aun útil, for-
me un cuasicontrato. Hago el negocio de un tercero cre-
yendo girar el mío: ¿hay gestión de negocios? La cuestión 
está controvertida: hemos enseñado la negativa (núm. 324). 
Los que admiten que hay gestión de negocios, conceden al 
gerente la acción que nace de este cuasicontrato. (3) En la 

1 Col me t de Sunterre, t. V, pfig. 667, nfim. 354 bis I I I . Mourlon, 
t . II? pág. 875. Compárese Larombiére quien dice en términos a b -
solutos qne loa tejqeros no tienen acoión directa contra el dueño (to-
mo V, pág. 595, núm. 5, Ed. B„ t. I I I , pág. 385;. 

2 Mourlon, Repeticiones, t. I I , pág. 876, núm. 1,668. 
3 Toullier, t . VI , l , pág. 25, núm. 28. Larombiére, t. V. pág. 572, 

núm. 18 (Ed. B., t. I I I , pág. 376). Bruselas, 5 de Abril de 1854 (Pan-
crina, 1855, 2, 61). 

? opinión contraria, no se puede dar la cuestión de gestión de 
. negocios á aquel que no es_gerente en el sentido legal de la 
i, palabra; sin embarco, si la gestión es útil se concede al que 
' procuró esta utilidad al dueño, una acción hasta concurren-

5 cia de lo que é > t e ha aprovechado; es decir, la acción in rem 
< verso. (1) 

335. Aquel que obra en interés personal no es gerente 
de negocios; el espíritu de la ley no deja ninguna duda acer-
ca de este punto. ¿Cómo pudiera tener una acción que la 
ley da por razón del servicio prestado, cuando no hubo 

• tal servicio? Puede resultar, no obstante este hecho^una uti-
lidad para la persona en los negocios de la cual uno se ha 
inmiscuido por interés personal, y este es también el caso de 
conceder la acción de in rem verso, hasta concurrencia del 
provecho que d e esta gestión interesada haya sacado el due-
ño. (¿) Esto supone que ei tercero «e ha inmiscuido en los 

/ -negocios del propietario, bien que lo haya hecho por interés 
personal. Si no hay ninguna inmisción en loe negocios del 
dueño, si aquel que obró lo hizo exclusivamente por su pro-
pio interés, ni siquiera hay ya acción de in rem verso. La ju-
risprudencia está en este sentido. El propietario de un moli-
no obtuvo en nombre propio la autorización de abrir á sus 
eostas, un canal que sirva para alimentarlo, el ,cual canal 
había sido tapado por orden de la administración. Pide á los 
propietarios de los molinos inferiores el reembolso de una 
parte de sus gastos en la medida de lo que aprovechan. L a 
Corte de Casación, sobre el informe de Lasagni, decidió que 
no había lugar á la acción de in rem verso, porque constaba 
de hecho que el demandante había obrado exclusivamente 
por interés propio y para impedir la paralización de su f á -
brica; no había mucha duda en el caso, puesto que d e tiem-

1 A-ubry y Rau. t . IV, pág. 725, nota 27. Colmet de Santerre, to-
mo V. páp. 664, nüm. 349 bis V . 

2 Doran ton, t . X I I I , pág. 667,/núm 649. Aubry y E a u , t . I V , p á -
gina 725. 
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po inmemorial, el propietario de dicho molino había sopor-
tado solo los gastos de entretenimiento sin que los fabrican-
tes inferiores hubiesen jamás contribnido. (1) 

Así mismo, si losrivereíiosde un río, construyesen un di-
que en sus propios fundos para garantizarlos contra la inva-
sión de las aguas, no tendrían acción contra los demás r i -
vereños para hacerlos contribuir á los gastos exigidos por 
los trabajo», aunque hubiese resultado una utilidad para 
ellos. (2) No puede haber acción contra una persona sin in-
misción en sus negocios. (3) 

336. Giro el negocio de una persona á pesar suyo. ¿Ten-
go acción,contra ella? ¿cuál es esta acción? L a cuestión está 
controvertida y hay alguna duda. Nos parece seguro que 
no hay gestión de negocios. Los cuasicontratos se forman 
sin convención, sin concurso de voluntad; en donde hay una 
manifestación de la voluntad cualquiera, ya no puede haber 
cuasicontrato; hay contrato si las voluntades concuerdan, y 
si una de las partes rehusa consentir, no hay contrato; tam-
poco hay cuasicontrato, pues éste está fundado en la suposi-
ción que hay consentimiento presumido de la parte intere-
sada; y ¿como podría presumir el legislador que el dueño 
consiente á que se giren sus negocios cuando se opone á ello? 

Pero si el gerente no tiene la acción de la gestión de ne-
gocios, ¿tiene siquiera la acción de in rem verso? l a solución 
depende del punto de saber cuál es el fundamento de esta ac-
ción y cuáles las condiciones bajo las que está concebida. Va-
mos desde luego á examinar la cuestión general, y después 
\ olverémos sobre la cuestión especial que acabamos de pre-
sentar. 

1 Denegada , 30 de Abr i l de 1828 (Da'.loz, en la palabra OMigario-
net, ufim. 5,402). 

2 Grenoble, 12 de Agos to de 1836. y Denegada, 6 d e Noviembre 
d e 1838 (Dalloz, núm. 5,403;. 

3 A n b r v y Ran , K I V , pág . 725, y no ta 15. Monrlon, t . II , página 
868, núm. ' 1,670. 

337. Los autores admiten la acción de in rem verso, sin dis-
cusión. Hay, sin embargo, un motivo de duda. En nuestra opi-
nión, el cuasicontrato de gestión de negocios está fundado 
^n la ley, en este sentido que el legislador es quien hacen ha-
cer la obligación cuando no hay convención, cuando no hay 
consentimiento de las partes interesadas. Hay, sin duda, un 
motivo de equidad que justifica las obligaciones qne el le-
gislador impone al dueño; pero por sí misma, la equidad no 
egendra obligaciones, es preciso que la ley sancione, y lo 
hace para la gestión de negocios; pero fuera de las condi-
ciones requeridas pára la gestión de negocios, la ley no da 
ninguna acción á aquel que se inmiscua en los negocios age-
nos. ¿ Es esto decir que deba desecharse la acción de in rem 
verso? Nó, ésta es consagrada por la tradición, lo que es ya 
un potente argumento en una materia tradicional. P e r o eBto 
no basta, hay que probar que los autores' del Código han 
entendido mantener la tradición. El Código la consagra en 
el art. 1,684. Se pueden también invocar las disposiciones 
concernientes á la gestión de negocios. A decir verdad, la 
acción de gestión de negocios, y la acción de in rem verso 
proceden de la misma causa, de una inmisción en los nego-
cios ágenos; resulta de esta inmisción una ventaja para aquel 
de quien se gira el negocio; la equidad obliga que se tenga 
en cuenta el provecho que se le ha procurado. ¿Pero cuál 
será la extensión de su obligación? Acerca de este punto, 
las dos aociones se dividen; la una, de la gestión de nego-
cios, equivale á la acción de mandato; la otra, de in rem 
verso está limitada al provecho que saca el dueño de la 
gestión en el momento de la demanda. Hay siempre un due-
ño y un gerente; luego hay gestión de negocios; solo que 
es una gestión que no equivale á un mandato. Esto no 
impide que haya analogía entre ambos hechos jurídicos; 
hay más que analogía, hay identidad en cuanto á la causa; 
esto debe bastar para que el dueño esté obligado á indem-



nizar al gerente hasta concurrencia de lo que se enrique-
ció. En este sentido, la equidad, que es el fundamento de 
los cuasicontratos, es también el fundamento d é l a acción de 
in rem verso-, ella se opone á que el dueño que aprovecha de 
una gestión retenga este provecho sin tomar en cuenta aquel 
que se lo proporcionó: esto sería enriquecerse sin causa y 
sin derecho á expensas de aquel que proporcionó la utili-
dad mediante su gestión: esto sería contrario á la equidad 
natural, y también á la equidad legal, pues la ley consagra 
esta regla en la materia de los cuasicontratos. 

338.° Volvamos ahora á nuestra cuestión. Giro el negocio 
de una persona á pesar mío: ¿Tengo acción de in rem verso? 
Ya hemos encontrado la dificultad al examinar la cues-
tión de saber si aquel que paga la deuda de un tercero á pe-
sar suyo tiene acción contra el deudor. (1) Las opiniones es-
tán divididas acerca de la aplicación como acerca del prin-
cipio. (2) En nuestro concepto, la oposición del dueño des-
truye el fundamento de la acción de in rem verso, conside-
rándola como una acción análoga á la de la gestión de ne-
gocios; la cuestión está por esto mismo decidida. No hay 
gestión da negocios cuando el gerente se iumiscua en los ne-
gocios de una persona; á pesar suyo, no puede, pues, haber 
una acción de in rem verso, puesto que esto supone una ges-
tión; hay contradicción en decir que hago el negocio de una 
persona á pesar suyo, que le-procuro un provecho á su pe-
sar. Hay todavía una contradicción mayor en dar una ac-
ción contra una persona por razón de una utilidad que le he 
procurado, cuando no quizo que le procurase otra ventaja. 
E l derecho y la equidad están aquí de acuerdo para rehu-

1 Véase el tomo X V I I de mis Principio«, pág, 535, núm. 486 y p í 

W 8 S ! « É S i d o diverso, T a l l e r , t. V I , 1. pág 42. « t e . J * 
A n h r . T R i U t IV pág. 726, y nota 19. Marcadé, t . V, pág. 268, 
núoi 4 S f t S i í . 1*377. . M o ü r U . t. II pág 877, nüm, 1.669. Cól-
m e t e « Santerre, t . V , p á g . 663. núm. 3496. . IV. 

sar toda acción á aquel que se ha ybstiuado en inmiscuirse 
en un negocio contra la voluntad de su dueño. 

La jurisprudencia confunde generalmente la acción de in 
1 rem verso con la acción de gestión de negocios; esto no es 

jurídico en un sentido, puesto que ambas acciones difieren," 
pero la confusión se explica en el seutido que las dos accio-
nes proceden de la misma causa y que no difieren sino en 

gf cuanto á la extensión de las obligaciones del dueño. l i a si-
do juzgado que cuando un empresario de transportes acarrea 
una mercancía al domicilio del destinatarioá pesar de la opo-
sición do éste, no tiene derecho al reembolso de BUS antici-
pos. En realidad, no se trataba, en el caso, del cuasicontra-
to de gestión de negocios; el empresario no podía tener más 
que la acción de in rem verso. Esta expresión no figura en la 
sentencia, y aparece que se halla indicado el principio en los 
debates. Todo lo que el empresario podía pedir, era que se 
tuviera en cuenta el provecho que había resultado para los 
destinatarios; y Constaba que el transporte se había efectua-
do con t r ad i interés de los destinatarios, lo que excluía to -
da acción contra ellos. (1) 

339. Un caso singular se ha pesentado ante la Corte de 
Gante. El presidente municipal de una Villa reclamó en 
justicia los anticipos que había hecho para pagar lck gastos 
ocasionados por las medidas que la comisión médica había 
prescripto para la invasión inesperada del cólera. El m u n i -
cipio opuso una negativa fundada en que los gastos habían 
sido hechos sin la autorización del consejo municipal. Esta 
defensa fué desechada por el Tribunal de Primera Instancia. 
La demanda, dice la sentencia, es una verdadera acción de 
in nm verso, porque el demandante reclaffca la restitución de 
los gastos que hizo en interés del municipio v de los cuales 
éste ha aprovechado. Se trata, pues, de saber si los munici-



pios están sometidos, como los particulares, á las disposicio-
nes generales de la ley civil en lo que se refiere á los com-
promisos que se forman sin convención. Dejemos á un lado 
la dificultad administrativa. El presidente municipal había 

•obrad» fuera de las disposiciones de la ley municipal, esto es 
evidente; pero el municipio reconocía que se'había encontra-
do en circunstancias extraordinarias, obligado á obrar inme-
diatamente, puesto que el menor retardo podía traer conse-
cuencias funestas. I,a Corte de Apelación confirmó la deci-
sión adoptando los motivos del primer juez, sobre conclusio-
nes contrarias del Ministerio Público. (1) La requisitoria es 
notable, y bien merecía que la Corte le contestase. En nues-
t ro concepto, la cuestión á decidir era esta: ¿Los municipios 
pueden «er obligados por un cuasicontrato como los particu-
lares? La afirmativa no es dudosa. Los municipios, siendo 
capaces pa r \ contraer, pueden, por esto mismo, estar obli-
gados por un cuasicontrato, pues la ley es la fuente de to-
das estas obligaciones. Supongamos que en una de esas gran-
des calamidades que llegan á afligir á las poblacipnes, la au-
toridad municipal "quede inerte; un particular hace lo que 
el consejo descuida de hacer. ¿No habrá en esto una gestión 
de negocios por la que el municipio queda obligado? Es 
verdad que regularmente el municipio solo se obliga por un 
voto del consejo, pero este principio recibe excepción en ma-
teria de cuasicontrato. La capacidad del dueño no es la re-
querida para la validez de una gestión de negocios; una mu-
jer casada está obligada sin autorización marital, un menor 
lo está sin la intervención de su tutor; luego el municipio 
debe estarlo sin la deliberación de su consejo. ¿Loque pue-
de hacer un pajficular lo puede hacer como tal el presiden-
te municipal? Esto nos parece incontestable. Quedaba por sa-
ber si había gestión de negocios, ó cuando menos un hecho 

1 Gante , 20 ile Noviembre d e 1*61 (Pancrisia , 1362, 2, 13) y la re-
quisi toria de M. Duroont,' pág í . 14 y siguientes. 

provechoso para el municipio y dando lugar á la acción de in 
rem verso, como lo había decidido el primer juez. Si hemos 
bien presentado la cuestión, la respuesta no es dudosa. Lo 
que había dificultado los debates era la calidad de presiden-
te municipal del gerente; había que dejarla á un lado. El 
presidente, c«»mo tal, había obrado ilegalmente, y un acto 
ilegal no puede dar lugar á una acción, ni de gestión de ne-
gocios ni de in rem verst. Pero el presidente tiene el dere-
cho que tiene todo habitante p a r a o b r a r en el interés del mu- x 

nicipio. Y coustaba que habla prestado servicios, y que ha-
bía hecho lo que la autoridad hubiera hecho si se hubiera 
procedido regularmente, puesto que había ejecutado las me-
didas prescriptas por la comisión médica. Esto era decisivo, 
en nuestro parecer. 

340. Queda por ver cuáles son los efectos de la acción de 
in rem verso. El principio es que el dueño no está obligado 
en virtud de dicha acción, sino hasta concurrencia de lo que 
se enriqueció. Este es el fundamento de la acción, este es 
también su efecto. Kesul'a que la acción de in rem verso di-
fiere do la acción de gestión de negocios en dos puntas. El 
gerente de negocios no tiene acción más que si prueba h a -
ber hecho lo que el dueño hubiese hecho; la gestión debe 
ser útil en su principio. No sucede lo mismo con'aquel que 
forma la acción de in rem verso. Poco importa lo que el due-
ño hubiese hecho; sacó un provecho de la gestióu, debe te-
nerlo en cuenta. ¿Cómo se estimará el provecho? No es el 
gasto lo que el demandante puede pedir; no tiene derecho 
sino al provecho que haya resultado. Y « s además necesario 
que dicho provecho subsista en el momento de la ^demanda, ^ 
el dueño no esU, pues, obligado sino hasta concurrencia de 
lo que le enriqueció en este momento. (1) 

SECCION^ TI.—De la repetición de lo indebido. 
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1 Gante , 20 d e Noviembre d e 1*61 (Pasícrisia , 1362, 2, 13) y la re-
quisi toria de M. Duroont,' pág í . 14 y siguientes. 
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1 Gante, 20 ile Noviembre d e 1*61 (PancrUia, 1362, 2, 13) y la re-
quisitoria de M. Duroont,' págs. 14 y siguientes. 
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en virtud de dicha acción, sino hasta concurrencia de lo que 
se enriqueció. Este es el fundamento de la acción, e^te es 
también su efecto. Kesul'a que la acción de in rem verso di-
fiere do la acción de gestión de negocios en dos puntas. El 
gerente de negocios no tiene acción más que si prueba h a -
ber hecho lo que el dueño hubiese hecho; la gestión debe 
ser útil en su principio. Xo sucede lo mismo con'aquel que 
forma la acción de in rem verso. Poco importa lo que el due-
ño hubiese hecho; sacó un provecho de la gestióu, debe te-
nerlo en cuenta. ¿Cómo se estimará el provecho? No es el 
gasto lo que el demandante puede pedir; no tiene derecho 
sino al provecho que haya resultado. Y « s además necesario 
que dicho provecho subsista en el momento de la ^demanda, ^ 
el dueño no está, pues, obligado sino hasta concurrencia de 
lo que le enriqueció en este momento. (1) 

SECCION^ TI.—De la repetición de lo indebido. 



puede repet ir por lo que ha pagado (arts. 1,235, 1,376 y 
1,377). 'Resulta, .pu-»s, del pago indebido una obliga ión á ' 
cargo de aquel á quien se pagó indebidamente, H Aquel que 
recibe ¡*>r error ó conáentemettie lo que. no se lo debe, se 
obliga á restituirlo 4 aquel que pagó indebidamente*« lia ley 
dice por error ó concientemente. No hay para qué distinguir 
si aquel que recibe es de buena ó de mala fe; está obli jado * 
á restituir lo que recibió por el solo hecho de haber recibi-
do lo que no se le debía. ¿Por qué está obligado á ello? Por-
que la equidad ae opone á que enriquezca sin causa á e x -
pensas de aquel que hizo el p igo indebido; y «e enriquece-
ría sin derecho á sus expensas, si pudiera retener lo que le 
fué pagado sin que sea acreedor; la equidad le obliga, pues, 
á restituir. La extensión de esta obligación va-ía según que 
es de buena ó de mala fe, pero la obligación en si o$ inde-
pendiente de la circunstancia de mala fe; es la equidad sola 
la que engendra la obligación; para mejor decir, 'es la ley 
quien la crea, sancionando lo que puede la equidad. (1) 

342. Pa ra qu£ haya lugar á la repetición de lo indebido, 
doa condiciones son requeridas: es necesario, primero, que 
una cosa haya sido pagada sin que se deba (arts. 1,235 y 
1,376); y se necesita también que aquel que ha pagado lo 
que no debía lo haya hecho por error. 

§ I . — ¿ C u a n d o h a y p a g o i n d e b i d o ? 

343. Hay pago indebido en tres casos: 1. ° Cuando una 
cosa ha sido pagada sin que haya habido deuda. 2. ° Cuan-
do hay una deuda pero que fué pagada por otro que no la 
debía. 3. ° Cuando la cosa juzgada era debida á otro que -
aquel que la recibió. 

2i'im. 1. Cuando no hay deuda. 

344. «Todo pago supone una deuda: lo que fué pagado 
1 Col-net de Santé r re , t. V, i»ág. 668, náui . 355 bit. 

ser debido, está sujeto á repetición« (art. 1,235). N o hay 
deuda Criando no hay ninguna causa que engendre una obli 
¡ración, ni un contrato, ni un cuasicontrato, ni un delito, ni 
un cuasidelito, ni ley. No basta que haya una causa aparen-
te de una obligación para que haya deuda, es preciso que el 

¡ hecho jurídico de donde resulta la d e u d a reúna las condicio-
nes requeridas para su existencia. Hemos dicho en otro l u -
gar cuáles son las condiciones que la doctrina exige para la 
existencia de las convenciones; cuando falta una de esas 
condiciones, no hay obligación?. Ad. no hay contrato sin 
c asentimiento: aquel que ha pagado lo que estaba es t ipu-
lado -Ch una convención que subscribió cuando no tenía uso 
de razó'i, ha pagado una d»uda que no existía; luego puede 
repetir. 

E-te principio recibe una restricción para las deudas na-
turales: " L a repetición lio es admitida con relación á las 
obligaciones naturales que tatuado voluntariamente paga-
das." Transíadamos á lo que fué dicho acerca de este pun-
to en el titulo De las Obligaciones. 

345. Hay deudas que existen, pero que no reuoen las 
coudiciones requeridas para su validez, son las obligaciones 
nulas ó nulificables. Aquel que paga lo que debe en virtud 
de una obligación nula, paga lo que no debe; puede, pues, 

E repetir. Es verdad que el acreedor tiene una acción, pero e l^ 
deudor puede rechazarla por una excepción perentoria. E n 

: este sentido no debe, lo mismo que si f ies i h . deuda inexis-
tente. Hay , sin embargo, una diferencia; se puede confirmar 
una deuda nula, y la confirmación resulta de la ejecución' 
voluntaria del contrato, bajo las condiciones determinadas 
por la ley; en este caso, no se puede tratar de la repetición 
de'lo indebido. Las obligaciones inexistentes no pueden ser 

í t confirmadas; dan siempre lugar á la repetición. 
Lo que decimos de las deudas nulas se aplica á las obli-

gaciones rescindibles. Poth ier distingue entre esas dos es-



pecies de deudas, (1) en derecho moderno, ya no hay dife-
rencia entre la acción por nulidad y la acción en rescisión. 
Transladamos á lo que fué dicho en el titulo De las Obliga-
ciones. 

346. No deben confundirse Ifts obligaciones resolubles ó-
revocables, con las obligaciones nulificables. La condición 
resolutoria expresa opera de pleno derecho y alguna * veces 
la ley opera "de pleno derecho la revocación de mía conven j 
ción (art. 960); en estos cas«»*, la deuda es como si nunca 1 
hubiera existido, por cons-guiente, debe decirse que es i n -
existente; «i se le paga, hay pago indebido, lo mismo que si 
el deudor no se hubiese nunca obligado. Si la resolutñón ó 
la revocación debe ser demandada en justicia, la acción en I 
repetición d é l o indebido se confunde con la acción que ¡ 
tiende á resolver ó revocar el contrato. Lo seguro es que ¡ 
pago lo quedebo, si pago en virtud de una obligación de la 
que tengo derecho de demandar la resolución ó la revoca- j 
ción. 

347. En cuanto á las deudas contraídas bajo condición .1 
suipensiva, no existen mientras que la condición está en sus-
penso, en este sentido á lo menos que el deudor no debe pa-
gar; si7 pues, se paga, lo hace por lo que no debe } , por con-
siguiente, puede repetir. Pothier agrega, lo que es evidente, 
que si la condición llega á cumplirse antea que la repetición 
se ejercite, el deudor no puede repetir, pues la condición ¿ 
retrotrayendo, el deudor ha pagado realmente lo que de- f 
bía. (2) 

El plazo no suspende la obligación, de lo que resulta que 
lo que ha sido pagado antes del vencimiento del plazo, no 
puede ser repetido (art. 1,186). Hemos examinado en el tí-
tulo De las Obligaciones, la cuestión de saber si se puede re-

1 Pothier, De la acción, condictio indebiti (siguiendo el t ratado del 
Préstamo) nñmR. 143-144. 

2 Pothier , De la acción condictio indebiti , n ú m . 150. 
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petir el descuento de lo que se ha pagado por error antes 
del vencimiento del plaza 

La.s obligaciones alternativas dan también lugar á la a c -
ción en repetición. No hay que decir que si el deudor pa-
ga las dos cosas comprendidas en la obligación, puede re-
petir una de las cosas que ha pagado, y á su gusto si le per-
tenece escoger. Pothier supone dos deudores solidarios de 
ifna deuda alternativa, cada uno paga una de las dos cosas; 
aquel que paga en último lugar, paga lo que no debía; la 
deuda-estando extinguida, puede, pues, repetir. Creemos inú-
til entrar en las dificultades de esta materia, la vid* real las 
ignora. (1) 

348. Se paga también lo que no se debe cuando se paga 
más de lo debido; hay lugar, en este caso, á la repetición 
del excedente. Pago rná* de lo que debía cuando descuidé 
de hacer alguna deducción ó retención, que tenía derecho 
de hacer. Si vendo una sucesión y entrego los objetos here-
ditarios sin retener lo que me debía el difunto, puedo rep -
.tir lo que me es debido, pues he pagado más de lo que de-
bía. Esta es la contestación del jurisconsulto romano, apro-
bada por Pothier. Otro caso se ha presentado ante la Cor-
te de Bruselas. Un padre paga una suma de 11,000 francos, 
por los gastos del contrato de matrimonio de su hijo; pro-
mueve en repetión por 2,000 francos que ha pagado de más. 
El notario le opone una negativa, fundada en que el padre 
no era deudor. ¡Singular defenaa! El demandado olvidaba 
que la obligación puede ser pagada por un tercero que no 
está interesado en ella ( í r t . 1,236); y, aquel que tiene el 
derecho de pagar, tiene también el de repetir cuando ha 
pagado más de lo que el deudor debía (2) 

349. Pagar lo que dejó de ser debido, es también pagar 
una cosa indebida. Si he pagado una suma que mi codeu-



dor solidario había ya pagado, he pagado una deuda extin-
guida v, por consiguiente, puedo repetir. Pothiér agrega una 
restricción para los modos de extinción que dejan subsis-
t i r u.ia obligación natural: tales son la prescripción y la co-
sa juzgada. Debe entenderse esta reserva en el sentido que 
el deudor puede renunciar al beneficio de prescripción, ó de 
la sentencia que lo libera. Si, pues, el pago implica una re-
nuncia no habrá lugar á repetición. Pothi« r v a m á s a l l á ; su-
pone que, cuando el pago, el dernb.r no tenia conocimien-
to de 1» sentencia que le daba la excepción de cosa juzgada-
y decide, sin émbargo, que el d- udor no puede repetir por 
que ha pagado una obligación natural . -Esta decisión no 
puede ser admitida en nuest ro moderno derecho; es impos 
ble que el deudor renuncie una excepción de que ignora la 
existencia. (1) . 1 

Núm. 2. Cuntido la deudí es d bidu por otra persona. 

350. E^té es el caso p r e v i s t o por el a r t . 1,377: »Cuani.o 
una persona, que por error se creía deudora ha jugado uua 
deuda, tiene derecho de repetición contra el acreedor » Aquel 
que paga una deuda cuando no es deudor, paga lo que no 
debía, tanto como si la deuda no existiera; á su respecto, la 
deuda no existe realmente, puesto que le es extraña, y las 
obligaciones no tienen efecto sino entre las partes contra-
tantes. Se da como ejemplo el caso en el que uno de los he-t 
rederos paga ur.a deuda solidaria por entero, creyendo que 
así es su obligación; la deuda se^livide aunque solidaría; el 
heredero solo es deudor de su parte; lo que paga ademas, es 
la deuda de un tercero, paga, pues, lo que no debía, y, p<w 

consiguiente, puede repetir. (2) 
El art. 1,377 prevee un caso en que el derecho á la repe-

1 Poth ie r , De li aedó» condictio iodebifcí, nfim. 145. 
2 Toull ier , t. V I , 1. pá*. «5. n«m. «5. Laronibiere , t . \ . pág. 

núcu. 13 (Ed>B., t III pág. 393,. | j 

tición cesa: aquel que ha pagado y¿\ no puede repetir cuan-
do el acreedor ha suprimido su título á consecuencia del pa-
go, á reserva del recurso de aquel que ha pagado contra el 
verdadero deudor. Nos l imitaremos aqní á hacer constai la 
excepción: volverémos sbbre este punto al t ratar del efecto 
del pago indebido. 

El principio establecido por el ar t . 1,377 da lugar á s e -
rias dificultades; las examinarémos más adelante. 

Núm. S. Cuando la deuda es debida d otra persona. 

351. El Código no prevee este caso, pero está virtualmen-
te comprendido en el ait. 1,376. Aque l que no es acreedor, 
y á quien el deudor paga, recibe seguramente lo que no se 
le debe: es, pues, obligado á resti tuir á aquel que le pagó 
indebidamente. Por su parte , el deudor pagó lo que no de-
be, pues auque sea deudor, no lo es con relación á aquel á 
quien paga: hac&, pues, un pago indebido y, por consiguien-
te, puede repetir, se hizo el p3go por erfor . (1) 

§ I I . — D e l e f e c t o d e l p a g o i n d e b i d o . 

> Núm 1. Pñncipio. 

352. El art. 1,235 dice que " lo que ha sido pagado sin 
«er debido está sujeto á repetición." Esto es demasiado ab-
soluto. No basta que se haya pagado lo que no se debe pa-
ra que se tenga derecho á repetir, es necesario que se haya 
pagado por error. La ley lo dice en el caso previsto por el 
art. 1,377; es decir, cuando la deuda pagada existía, pero 
que aquel que la pago no er.í deudor de el la; la ley le da 
• i derecho de repetir l o q u e ha pagado indebidamente, pero 
bajo la coi/dición que se haya creído deudor por un error. 



¿Sucede lo mismo cuando no existe la deuda? La cuestión 
está cotrovertida en derecho francés; en el derecho anti-
guo se resolvía quee l error era una condición esencial para 
la repetición de lo indebido. Esta es la doctrina romana, y 
Pothier la enseña como un principio incontestable. Para 
que haya lugar á la acción de repetición de lo indebido, nice 
Pothier, es menester que lo pagado no sea debido y que el • 
pago haya sido hecho por error. Si, cuando el pago que hi-
ce de una cosa, ya sabia que no lo debía, no tengo ninguna 
repetición. ¿ P o r q u é ? Pothier responde que aquel que paga 
sabiendo que no debe, tiene la intención de hacer una libe- | 
ral ¡dad; esta liberalidad es válida, puesto que la donación de 
c >-as muebles se perfecciona por la tradición y*.a doiu-ción 
siend> esencialmente irrevocable, erd- nante no puede re-
petir lo que ha pagado. ( I) 

¿Los autores del Código han mantenido la doctrina tra-
dicional? Tarrible, el orador del Tribunado» contesta á nue*-
t a cuestión. Comienza por decir que " la repetición de la cosa j 
no debida tiene lugar cuando álguien ha pagado por error á 
una persona lo que nc le debía; el error es, pues, la causa del 
pago indebido. Esto es decir enérgicamente que el error es 
el fundamento del cuasicontrato que obliga á la restitución 
á aquel que recibe un pago que no se le debe E l orador del 
Tribunado prevee en seguida los dos casos en los que el Có-
digo admite la repetición; el de una persona que recibe lo 
que no se le debe (art. 1,376) y el en que recíbelo que real-
mente se le debe pero por una persona que no es su deu-
dor. Después Tarrible agrega. "El errar de parte de aquel 
que paga puede solo autorizar la repetición de la cosa; ^ 
de(»e haber creído falsamente ó que la cosa era debida al 
pretendido acreedor que no tenía ningún derecho á ella, ó 
que se la debía personalmente; mientras que, en verdad, 
era debida por otra persona." Así, el error es una condición 

1 Pothier, De la acción condictio indebiti, náms. 142 y 160. 

de la repetición en todos los casos;' ¿qué sucederá si aquel 
que paga lo que no es debido lo hace concientemente? "Es 
como si hubiera querido dar lo que muy bien sabia que no 
era debido en el primer caso (artículo l,37C»),y en el segundo 
(articuTó 1,377) haber querido pagar una deuda legítima en 
descargo del verdadero deudor, y toda vía de repetición le 
sería justamente vedada." (1) 

Se opone el texto del art . 1,376: bien dice que aquel que 
por error ó < (lucientemente, recibe lo que no se le debe, se 
obliga á restituir á aquel que le pagó indebidamente, pero 
no exige que este último lo haya pagado por error. (2) ¿No 
es esto hacer decir á ¡a ley otra cosa de lo que quiere de -
cir? Para interpretar una disposición hay que ver, snte to-
do. cuál es el objeto de ella. Y, basta leer el art. 1,376 para 
convencerse que entendió reglamentar las obligaciones de 
aquel que ha recibido un pago indebido; no es, pues, en es-
ta disposición en donde deban buscarse las condiciones del 
cuasicontrato que se foruia entre el que paga y el que reci-
be lo que no se le debe. El único artículo que se ocupa dé l a 
repetición, es el art. 1,377 y exige el error para queel que se 
creía deudor pueda repetir. Es verdad que el art. 1,377 solo 
prevee uno de los casos en que hay lugar á repetición, pero 
la condición del error que él prescribe d«-be ser extendida á 
todos los demás caeoa. La tradición del>e interpretar el Có-
digo, porque no es dudoso que el legislador haya entendido 
consagrar la tradición. Po r otra parte, no es esta la única 
lai-una que la ley contenga en esta materia; no prevee el ca-
so en que la « osa e« pagada á quien no es drbida (número 
356). ¿Se concluirá de esto que, en el caso, no hay lugar á 
repetición? (3) 

353. Nos queda una dificultad y es seria. Yo pago *¡n 



que haya deuda y sabiendo que no la hay . En la opinión 
que acabamos le enseñar, no hay error; luego no hay repe-
tición. Se pregunta ¿ á q u é título el que recibe indebidamen-
te lo que recibe, lo conservará? ¿No es esto enriquecerse sin i 
causa y sin derecho á expensas del que pagó? Nó, $ues el 
que ha pagado lo ha hecho voluntariamente; quiso, pues, 
que la otra parte aprovechase del pago"; desde luego, el 
motivo de equidad en que se funda el cuasicontrato de lo 
indebido, no existe ya . Aquel que ha recibido la covi t iene 
justa causa para guardar la , es la voluntad del que la en*» 
tregó. Se pregunta ¿á qué t í tulo? Pothi«*r dice, conforme 
al derecho romano, es á titulo de liberalidad, y el orador 
del Tr ibunado reproduce esta explicación. Tal es también 
el parecer de los autores modernos que exigen el error c o -
mo condición de la repetición de lo indebido. N a d a es más 
natural como esta interpretación de la voluntad de aquel 
que paga concientemente lo que no debe: ¿cuál pudiera ser 
su voluntad, si no grat if icar á aquel á quien hizo el pago sa-
biendo que nada le debe? (1) 

Queda por saber si la liberalidad hecha bajo la forma de 
pago indebido es válida. Se distingue. Si es una cosa mué- « 
ble la quedes pagada indebidamente por aquel que sabe no 
ser deudor, la liberalidad es válida, pues el donativo m a -
nual no exige ninguna forma, ninguna condición, otra que 
la entrega de la cosa, y el pago ha operado la tradición; 
luego la donación es perfecta. Esjo explica por qué no hay 
lugar á la repetición. Pero , lo que sucede raramente , si un 
inmueble fuese indebidamente pagado, la liberalidad no se-
ría válida, pues los inmuebles no sedan por tradición, se ne-
cesita una acta auténtica, puesto que la donación es un con-
trato solemne. E n este caso, no h a y pago, puesto que no 
h a y deuda, ni donación por fal ta de solemnidad; no hay, 
pues, transmisión de propiedad, por consiguiente, el que pa-

1 Aubry y Rau, t. 17, pág. 728 y nota 3, pfo. 442. 
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gó el inmueble qu^da propietario de él y podrá reivindicar-
lo. (1) 

Contra esta solución hace una objeción muy especio-
sa. El pretendido d< : vo manual no es más válido que 
la donación del t ñ n i u e b l e ^pagado indebidamente. En e fec -
to, toda'donación es un contrato, el donativo manual tanto 

: como la donación hecha por acta; se necesita, pues, el c o n -
curso de voluntad d<¡ las dos partes. Admitimos que aquel 
que paga concientemente lo que no debe quiera hacer una 
•liberalidad, esto no bast i r í a ; se necesitaría además que k q u d 
que la recibe la aceptase á t í tulo de l iberalidad; y esto no 
es así, puesto que h recibió á t ' tu lo de pago; luego no hay 

^donativo manua ' . (?) Contestamos que la objeción es teóri-
ca y que en la realidad de las cosa*', la dificultad no se pre-
sentará. Pago un f s. mueble sabiendo que no la debo; es 
tnás que probable »quel que la recibe sabe también que 
no le es debida. M arde, promuevo en repetición. El d e -
mandado d i rá , al y irme lo que sabíais no deberme, h a -
béis entendido b r ue una liberalidad; por mi parte, acep-
to el donativo qn • hicisteis; he Recibido la cosa con este 
título; hay , pues, < teralidad bajo forma de pago indebido. 

Esta contes tan »n t-erá lo más do las ~V?,ces perentoria. 

Í
Aquel que recibí*"'' 1 cosa indebidamente declarando que en-

„tendió recibirla á ítulo de donativo, y aquel que la pagó 
no pudiendo teñe »tra intención, el donativo manual se ha~~ 
formado, y por c. nsiguiente, no puede ya tratarse de p r r * - ^ 
mover en repetición. Sin embargo, queda aún una dificul-
tad. Supongamos que aquel á quien la cosa ha sido pagada 
haya declarado recibirla á título d e pago; en este caso, el 
donativo manualTO se ha formado; se pregunta si aquel que 
pagó la cosa podrá ,-epetirla. En nuestro concepto, nó. N o 
hay cuasicontrato 1 : ' indebido, puesto que el .pago no ha 

1 Larninbiére. t. v . p á g . 631, núms. 26 y 27 (Ekt. B., t. I I I , pági -
na 39?). Compárese Mourlon, t. II, pág. 879, núms, 1,673-1,675. 

2 Cólmenle Saaterre, t . V, pág*. 669_672, nurns. 357 Wg I-V. 



sido hecho por error. No hay lugar á reivindicación, pues 
no se reivindica una cosa mueble; la reivindicación ni si-
quiera seria admitida si aquel que recibió la cosa indebida 
sabia que no se la debían; no se podría inducir de esto que 
sea poseedor de mala fe, y que con este título no puede in-
vocar la máxima. En cuanto á muebles, la posesión"equiva-
le al título. En efecto, poseo la cosa por la voluntad del 
propietario: ¿puede decirse que la poseo de mala fe? En de-
finitiva, aquel que pagó no puede repetir ni reivindicar. 

El mismo caso puede presentarse si aquel que paga 110 tu-
viera la intención de hacer una liberalidad. Se le supone 
esta intención, pero su propia declaración ó las circunstan-
cias de la causa, pueden probar qu,e no teníala intención de 
gratificar al tercero á quien hizo el pago indebido. ¿Puede 
repetir en este ca«=o? En nuestro concepto, nó, puesto que 
ha pagado sabiendo que no debía. ¿Puede rein vindicar? 
Nó, si es una cosa muebla. ¿Sa dirá que este resultado las-
tima á la equidad? Contestaremos que aquel que guarda la 
cosa indebidamente pagada, no se enriquece sin derecho á 
expensas del que se la entregó, puesto que la tiene por su 
voluntad. (1) Y, aquel (pie pagó no puede quejars; si se in-
voca contra él su propio hecho; en efecto, aquel que paga 
sin querer pagar ni dar, s? burla d e j a justicia, por consi-
guiente, ésta tiene razón en desechar su demanda. 

354. En nuestra opinión, el errores una condición esen-
cial para que haya lugar á la repetición de 1«» indebido. 
Se pregunta si debe distinguirse entre el error de derecho 
y el error de hecho. La cuestión de saber si el error de de-
recho da lugar á la repetición de lo indebido, eramuj^con-
trovertida en la antigua jurisprudencia; lo está todavía en-
tre los intérpretes del derecho romano. F.n derecho francés 
no es ya dudosa. I y s autores del Código colocan el error 
del derecho en la misma línea que el error de hecho, doc-

1 Casación, 4 de Jul io de 1870 (Dalloz, 1870, 1,363). 

trina muy racional, como lo hemos-dicho en el titulo De las 
Obligaciones, al que transladamos. Cuando la ley quiere dis-
tinguir entre el error de derecho y el error de hecho, lo ha-
ce (arta. 1.356 y 2,052); el arU 1,377 no distingue l o q u e 
es decisivo. La doctrina y la jurisprudencia están en este 
sentido. (1^ 

355. Hay aún otra condición requerida para que aquel 
que paga indebidamente pueda ejercer la repetición: se 
necesita que el pago haya sido hecho á una persona capaz. 
Esta es la aplicación del principio que acabamos de estable-
cer para los cuasicontratos en general (núm. 30«). El in-
capaz que recibe un pago indebido no se puede obligar, por 
consiguiente, el cuasicontrato no puede formarse. ¿Es esto 
decir que aquel que pagó lo que no debía no tenga ninguna 
acción c«ntra el i n c a p a ^ S i los incapaces no pueden obli-
garse por contratos ni cuasicontratos, nada impide que se 
obliguen por delitos ó cuasidelitos (art. 1,310); si, pue*f el 
hecho de recibir loque no Ies era debido constituye un de-
lito ó un cuasidelito, están obligados por él. Aunque no hu-
biese ni delito ni cuasidelito, estarían aún obligados, en 
tanto que se han enriquecido; la ley aplica este principio á 
los incapaces que reciben el pago de lo que nobles es debi-
do (art. 1,312); esta máxima de.equidad debe recibir su 
aplicación al caso del pago indebido. (2) 

Núm. 2. Aplicación. Articulo 1,8*17. 

I. La regla. 

356. La aplicación del principio que acabamos de esta-
blecer al caso previsto por el art. 1,377, da lugar á g ran-

1 Véanse las autoridades ci tadas por Aubry v Ran, t. IV, página 
729, nota 5. Deben agregarse dos sentencias de Brusela», 12 de No-
viembce.de 1822 (Pa'icritia. 1822, pág. 273), y 27 de Diciembre de 
1828 (Paticritia, 1828, pág. 392). 

2 Aubry y Rau, t . IV , p íg . 780 j nota 8, pfo. 442 (4* edioión). 



des dificultades. La ley asienta desde lu»-go la regía; luego 
le da una excepción. Comenzaremos por la regla. Esta .su-
pone que una deuda existe, pero aquel que la paga no es su 
verdadero deudor; «i es por error que se cree dudor, puede 
repetir. De esto se sigue que no hay lugar á la repetición 
sino bajo las condiciones siguientes. Es necesario, primero, 
que aquel que paga haga el pago como deudor; es decir, 
en su nombre propio; en segundo lugar, es preciso que no 
sea deudor^fen fin. es necesario qn crea ser deudor. Estas 
condicionas resultan del texto da la I y y de los principios 
qiy: rigen la repetición de lo indebido. Vamos á ver las con-
secuencia» que resultan 

357. Si squel que hace el pago lo hace por cuenta del 
verdadero deudor, no hay pago indebido: luego no hay re-
petición por lo quu fuó pagado. No hay pago indebido, pues 
el ar t . 1,377 exige que aquel que" paga haya pagado como 
deudor; si, pues, no paga por cuenta drl deudor, no se está 
ya en el texto de la ley ni en su espíritu. Este es el pa^ode 
una deuda por un tercero; hay recurso contra el deudor. Es-
ta acción, sea ó 110 eficaz, p'»co importa; aunque no llegara 
á hacerse reembolsar sus anticipos, no podría promover en 
repetición de lo indebido contra el acreedor, pues no hay 
pago indebido; el acreedor recibió lt> que se le debía y el 
tercero quiso pagar la deuda del deudor. (1) 

358. La solución seria la misma si el ten-ero que paga 
por cuenta del deudor se hiciera subrogar por el acreedor 
á quien paga, ó si fuera subrogado legalmente en sus dere-
chos. En efecto, la posición de las partes es la misma que 
haya ó no subrogación. Supongamos que aquel que siendo 
el mismo acreedor paga á otro acreedor que le es preferido 
por razón de sus privilegios ó hipotecas: ¿hace un pago in-
debido? Nó. el acreedor recibe lo que le es debido y el ter-
cero entiende pagarle lo que se le debe por cuenta del deu-

1 Toullier. t V I , I, i»:ig. 62, cáai- 83, y todos los autores. 

) 
dor común; el tercero hace este pago en su propio interés, 
para impedir alacreedor que desinteresa y al que está sub-
rogado, de embargar al deudor. No hay aquí ninguna de 
las condiciones del pago indebido. Si, pues, la subrogación, 
en nombre de la que el tercero ha pagado, se hacía ineficaz 
por evicción que sufriera el deudor común, lo qüe haría caer 
las hipotecas y los privilegios, el tercero subrogado ¿tendría 
una acción en repetición de lo indebido contra el acreedor 
que lo subrogó? Nó, pues no hay pago indebido, hay un pa-
go hecho por un tercero á quien era realmente acreedor y por 
cuenta del deudor; este tercero sucede á loa derechos del 
acreedor á quien pagó; si sus derechos son ineficaces por-
que el deudor está vencido POF el inmueble hipotecado, DO 
resulta .que el tercero subrogado ha heeho un pago indebi -
do. La deuda existía, era debida al acreedor á quien fué pa-
gada, y aquel que la pagó entendió pagarla, no porque se 
creyera deudor, sino porque quería pagar la *deuda de un 
tercero. (1) 

359. La segunda condición requerida por el art. 1,377 
para que haya lugar á la repetición es que aquel que paga 
no sea deudür de ia deuda. Si existe una deuda, y que el 
deudor la pague á quien debía ser pagada ó á subdelegado, 
no hay ninguna de las condiciones requeridas para la repe-
tición de lo indebido. 

Compro un inmueble, el acta dice que pagaré el precio á 
los acreedores del vendedor; pago. Después un acreedor an-
terior me persigue hipotecariamente; lo pago para evitar el 
embargo. ¿Tendré un recurso .contra los acreedores á quie-
nes he pagado ya? Nó, pues su crédito era seguro y me obli-
gué á págáf"selo;'pagué, pues, lo que debía; desde luego no 
puede tratarse de repetición por lo que he pagado. Bajo el 

1 Anbry y Fau . fc. I V , 734 y nota 23. Compárese Paris, 5 de 
«Julio dtí 1854 (Dalloz, 1856, 2, 77X 



imperio del Código Civil, la cuestión ha sido resuelta en es-
te sentido, en un caso en que una mujer casada ejercía ac-
ción hipotecaria contra el comprador; la hipoteca legal exis-
tía independientemente de la inscripción, el comprador po-
día muy b ien j io conocerla y pagar en la ignorancia en que 
se hallaba. (T) Este era uno de los grandes inconvenientes 
que resultaban de la hipoteca oculta y que ya no puede pre-
sentarse bajo el imperio de nuestra ley hipotecaria, puesto 
que la publicidad es una condición general requerida p¿ra 
toda hipoteca. Con mayor razón no ha lugar á la repetición 
cuando la hipoteca, en virtud de la que el adquirente está 
perseguido, está inscripta, pues entonces el adquirente sufre 
las consecuencias de su imprudencia; la Corte de Casación 
dice muy bien que siendo deudor y habiendo pagado á un 
verdadero acreedor, no puede repetir contra los acreedores 
legítimos qu<i solo-recibieron lo que se les debía; solo pue-
de ejercer su recurso contra el deudor. (2) 

También ha sido sentenciado, bajo el imperio deT Código 
Civil, que el adjudicatario sobre remate obligado que paga 
su precio á los acreedores inscriptos, según la orden deter-
minada en justicia, y que debe después, por promociones de 
un acreedor teniendo hipoteca legal, pagar el monto del cré-
dito hipotecario, no puede repetir el excedente del precio 
contra los acreedores colocados útilmente; era deudor como 
adjudicatario, y los acreedores solo recibieron lo que se les 
debía. No hay , pues, pago indebido. En el caso, el adqui-
rente invocaba un error de derecho, la jurisprudencia que 
cuando la adjudicación, admitía que el remate obligatorio 
purgaba de pleno derecho la hipoteca legal. Pero este error 
no es 

el que, según el art. 1,377, autoriza á la repetición; á 
pesar del error en que le indujera la jurisprudencia, el ad-

1 Agen, 14 «le Marzo de 1866 (Dalloz, 1867,2, 129). Aubry yRau, 
L 2 % D ¿ f e g J í í ! ' á d e A b r i l de 1840 (Dallos, en la palabra oUig**' 
na, nám. 5,538). ' . 
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quirente no por eso dejaba de ser deudor. Su error le había 
impedido pagar, pero esto nada tiene de común con la r e -
petición de lo indebido. (1) 

360. ¿Qué debe decidirse si el adjudicatario paga su pre-
cio á los acreedores colocados y después la adjudicación es-
tá resuelta por consecuencia de la acción en resolución de 
un vendedor no pagado? Acerca d é este punto hay contro-
versia. En nuestrc concepto, el comprador debe repetir, por 
razón de haber pagado sin ser deudor y fcreyendo por error 
que lo era. En efecto, la acción en resolución destruye la 
venta como si jamás hubiera existido; por consiguiente, to-
das las enajenaciones consentidas por los compradores suce-
sivos caen; luego el último adjudicatario está como si nun-
ca hubiera sido deudor; pagó, pues, lo que no debía, y lo . 
pagó porque ignoraba los derechos del vendedor primitivo. (2) 
Se objeta que la resolución no impide al adjudicatario de ha-
ber sido deudor, y se agrega que tiene que reprocharse de no 
haber pagado al vendedor. (3) Contestarémos que si fué deu-
dor del precio, fué á título de comprador; si la resolución 
destruye la venta, destruyetambién la deuda. En cuanto al 
reproche de no haber pagado al vendedor, era muy mal fun-
dado bajo el imperio del Código Civil, puesto que el com- , 
prador no tenía ningún medio para conocer la existencia del 
derecho de resolución. *No pasa así bajo el imperio de nues-
tra ley hipotecaria: los terceros tienen conocimiento de la 
acción resolutoria, porque está subordinada á la conserva-
ción del privilegio, y además el adquirente puede borrar el 
derecho de resolución por la purga (ley hipot. , arts. 28 y 
114). Puede, pues, decirse hoy que si el adquirente paga á 

—... / 
1 Casación, 12 «le Noviembre de 1850 (Dalloz, 1850, 1, 305). 
2 Larombiére, t . Y, pág. 653. uúm. 17 del ar t f ru lo 1.377 (Ed. B., 

t. I I I , pág. 407). Denegada, 8 de Febrero de 1848 i Dalloz, 1848, 1, 
214). 

3 Anbry y Rau, t . I V , pág. 734, nota 26. Paria, 12 de Febrero «le 
1844 (Dalloz, en la palabra Venta, núm. 1,356, 7"). 

\ 



acreedores hipotecarios cuando están primados por el ven-
dedor, paga concientemente; lo que excluye la repetición. 

361. La tercera condición exigida por el artx. 1,377 es 
que la persona que ha pagado^se crea deudora por error. Se 
pregunta si hay error cuando el delegado paga en manos del 
delegatario y que se ha comprometido hácia el delegatario 
en la falsa creencia de que era deudor del delegante. ¿Es 1 

este error un error en el sentido del art. 1,377 ? La cuestión 
está controvertida y hay alguna duda. Nos parece que el 
delegado puede invocar el art. 1,377, pues solo pa£a en vir-
tud de un compromiso que ha contraído, en la falsa creen-
cia de ser deudor del delegante; quería extinguir una deuda 
pagando al delegatario, y sucede que no era deudor; luego, 
en este caso, el error recae bien en la existencia de la deu-
da y, por consiguiente, sobre el pago que es su consecuen-
cia. (1) Se objeta que el compromiso contraído por el dele-
gado hácia el delegatario es independiente de este error; y 
se concluye de esto que siendo deudor en virtud de tal com-
promiso, el delegado no puede decir que ha pagado lo que 
ne debia. (2) La objeción es seria, pero nos parece que no 
se toma en cuenta el motivo de equidad que es el fundamen-
to de la repetición de lo indebido. Sin duda, el delegado se 
comprometió, pero lo hizo por error; no quiso pagar la deuda 
de un tercero, entendió pagar su propia deuda, y ésta no 
existía. Esto nos parece decisivo. 

TI. La excepción. 

362. El art. 1,377, 2. ° inciso, dice: " N o obstante este 
derecho (de repetición) cesa en el caso en que el acreedor ha 
suprimido su titulo como consecuencia del pago, á reserva 

1 Larombiére, L Y, pág. 642, núms.'5 y 6 (EJ . B., t. I I I , pág . 403). 
2 Aabry y Rau, t . IV , pAg. 735 y Dota 27,-y las autoridades que 

citan. Debe agregarse Casación, 24 de Enero de 1872 (Dallo*, 1373, 
1, 75). 

del recurso del que pagó contra el verdadero deudor." Se 
entiende por título el acta en que consta el crédito; es és-
te el sentido que la ley da á la palabra título al tratar de la 
prueba, y aquí se trata de una cuestión de prueba. El acree-
dor recibe su pago; el título se le hace inútil, y lo suprime; 
es decir, lo destruye; por esto se encontrará en la imposibi-
lidad de justificar su crédito, si debiendo restituir loque re-
cibió inmediatamente quiere promover contra su deudor. 
Como es por razón del pago que le ha hecho aquel que de-
manda la repetición de lo indebido, el legislador decidió que 
el. derecho de la repetición cesaba. Se trata de saber por 
culpa de quién J u é destruido el titulo. Puede decirse que 
aquel que recibió el pago indebido tiene la culpa, tanto co-
mo el que hizo el pago, pero la culpa es mayor de parte de 
aífüel que pagó, pues el acreedor recibió lo que se le debía; 
es, pues, aquel que pagó el que debe soportar las consecuen-

c i a s de su falta; la ley le niega el derecho de promover en 
repetición, á reserva de su recurso contra el verdadero deu-
dor. Dirémos más adelante cuál es este recurso. 

363. ¿Qué entiende la ley por suprimir el título? Acaba-
mos de decir lo que significan literalmente estas palabras. (1) 
La doctrina admite que también hay suposición de título 
en el sentido del art. 1,377: Cuando el acreedor ha dejado 
prescribir su crédito. Se dice que es también á consecuencia 
del pago que el acreedor recibió, como estima inútil inte-
rrumpir la prescripción de un crédito que está extinguido. 
1.a culpa es también de quien ha hecho el pago indebida-
mente; si el crédito ha porecido ¿no será justo que la con-
secuencia de la falta recaiga en el que ha pagado lo que no 
debía? (2) La Corte de Casación 

se ha pronunciado por la opi-
nión contraria y creemos que ha sentenciado bien. (3) Que no 
' 1 Compárese Riom. 28 de Jun io de 1855 (Dalloz, 1855, 2,136). 

3 Duranton, t. X I I I , pág. 707, núm. 685. Aab ry y Raa, t. 17, pá-
Pna 733, y nota 21, pfo. 442. -

I 3 Denegada. 4 de Agosto de 1859 (Dalloz, 1859, 4, 362). 
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Rea aplicable el texto del art. 1,377 fuera del caso de des-
trucción del título, esto es evidente; queda por saber si el 
intérprete puede extender esta disposición; y ella es, bajo 
todo aspecto, de estricta interpretación. En primer lugar, 
está fundada en una presunción de culpa, y las presun-
ciones no se extienden por vía de analogía. Después pronun-
cia un decaimiento; aquel que ha pagado pierde el derecho 
que tenía de promover en repetición; y los decaimientos son 
de derecho estricto. Además, el decaimiento seria agravar-
lo; al decir que cesa el derecho de repetición, la ley abre 
á aquel que ha hecho el pago indebido un recurso contra 
el verdadero deudor; y si el crédito ha proscripto, este* re-
curso se hace imposible. Se agrava, pues, el decaimiento y 
se quita todo derecho á aquel que ha pagado; esto es esta-
blecer una pena, y no hay pena sin ley. 

Se enseña también que el derecho de repetición cesa cuan-
do el acreedor ha renunciado á los privilegios, hipotecas ó 
cauciones que garantizaban el pago del crédito, ó que des-, 
cuidó de conservarlos renovando la inscripción hipotecaria. 
I lay una sentencia de la Corte de Casación que supone que 
la radiación de la inscripción equivale á una suspensión de 
título; (1) pero la Corte no decide la cuestión. En nuestro 
concepto, debe decidirse negativamente por i«« motivos que 
acabamos de exponer en lo que se refiere á la prescripción. 

364. La ley concede un recurso á aquel que ha pagado 
indebidamente contra el verdadero deudor. ¿Cuál es este 
recurso? Creemos que es una sencilla acción de in rem verso. 
El tercero no ha pagado por cuenta del deudor ni en su 
nombre; no hay, pues,.mandato ni gestión de negocios; es 
verdad que el tercero, creyendo hacer su negocio, hizo e-1 
del deudor; pero en la opinión que hemos enseñado esto'es 
una acción de in rem verso, y no un caso de gestión de ne-

1 Aubry y Ran, t. IV, pág. 733. Denegada, 8 de Febrero de 1348 
(Dailoz, 1818, 1, 214). . 

gocios (núm. 334). Los autores admiten que el tercero está 
subrogado á los derechos del acreedor. ¿Cuál sería esta sub-
rogación y en qué se fundaría? Unos dicen que hay subro-
gación en virtud de la ley: í l ) ¡Habría, pues, una subroga-
ción legal sin texto! pues el art. 1,377 no habla de subro-
gación, ni siquiera dice cuál es la acción que el tercero pue-
de intentar contra «J deudor. Otros invocan los principios 
generales; dicen que el tercero que ha pagado la deuda, no 
pudiendo repetir, resulta que está obligado á la deuda bajo 
forma de no repetición. (2) Citamos textualmente para en -
señar hasta qué puntp llega el desvarío de la doctrina cuan-
do abandona el terreno salido (leí texto para lanzarse en el 
campo de las hipotecas. 

4 I I I . DE LA ACCION EN REPETICION. 

» Núm. 1. ¿Quién tiene dereckpdepromovesr y qué 
> debe probar la demanda? 

365. La acción en repetición de lo indebido pertenece á 
aquel que ha pagado indebidamente; el texto y el buen sen-
tido lo dicen (arts. 1,376 y 1,377). La Corte de Casación 
ha sentenciado que en el caso en que el pago indebido ha 
«ido hecho á aquel que no es acreedor, el verdadero acree-
dor puede repetir lo que ha sido indebidamente pagado. Hé 
aquí el caso: La administración del ferrocarril habiendo 
avisado á los comerciantes que debían recoger en la esta-

. ción las mercancías á ellos consignadas, aun las entregablesv 

á domicilio, los interesados encargaron á unos empresarios 
de conducción la entrega de todos los bultos que les fueran 
consignados, y avisaron á la compañía para que entregase 
los tales bultos á dichos empresarios. La compañía hizo la 
entrega de los bultos á dichos empresarios; pero en la per-
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(Dailoz, 1818, 1, 214). . 
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ceoción de loa precios de transporte pagados directamente | 
por l o " destin ata rios, no hizo la" reducción de loa gastos r e - j 
íaúvos á las carreta* Los negociantes pagan pues, á la com-
p á l gastos de acarreo que „ . . 1« debían. ¡Quién terna de-
recho de p r o m o v e r en repetición? Los d o n a t a r i o s no hay | 
que decirlo, pero ellos no promovieron; la acctón fué inten-
L a por loa empresarios de transporte a e r a d o r e s de ba-
gas J de acarreo ¿era de recibir su acción? F u é 
y en el recurso, la C o r ! e de C a s a d o pro,HUK,A u,,a d n - | 
L d a , randada en q«« la acción en repetición d é l o ndeb.do | 
T T s t i exclusivamente ligada á la persona de aquel que pa-
£ l e d a m e n t e . (1) N6, seguramente Los d e s t u t a n o , 
t i e n d o acción en «pe t i c ión , sus acreedores, los e m p ^ a . . | 
nos de transporta, podían ejercitarla en su nom ,re en v | 
tud del art. 1,106. Pero no es como parece entenderlo h j 
¿ r t o no cita el art. 1,160 sino el 1.121; parece, pues a t 1 

el acreedor v . rdadero tiene acción en repe.ic.on. 
en su nombre, y es efectiva,uent, en este sentado como e 
Procurador, general había formado sus c o n c l u s . o n e , ^ 
entendida la decisión nos parece, muy todos». ¡En virtud j 
2 5 derecho promovería el acreedor? El cuasicontrato que I . 
nace del pago indebido se forma entre el que paga .ndebt- | 
damente y^el que r ec íbe lo que no ae le debe; el a c r e e J J 
verdadera esta íbera del cuasicontrato. ¿En v i r tud de 4 3 
F e r i o promovería, pues F El P rocurador general no da nm J 
gún argumento jurídico en apoyo de sus » ¿ « » J 
mita i decir que si loa destinatarios, por " z o n . d e la msig-, 
" L u c i a de la »urna pagada no promovían en r e s t . t u c M 
la compañía guardaría loque percrb.6 indebidamente. Y ¡q«K 
importa? Asfsucede en t«dos los casos en que el q « > u M 
derecho de promover no lohace . i Es que su inacción da fe-4 
recho i terceros que no son partes en el cuasicontrato? 

1 Denegra , 6 d e N o v i e m b r e d e 1871 ( M o z . 1871, 1, 348, y U J 
r equ i s i to r i a del Abogado g e n e r a l U e v e r c h o n ) . 
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366. ¿Qué debe probar el demandante en repetición? De-
be probar, según el derecho común, los hechos que hacen 
el fundamento de su demanda. ¿Y en qué se funda la acción 
en repetición? Ella supone, primero, que un pago ha s^lo 
hecho: Lo que lia sido pagado sin ser debido está sujeto á 
repetición (art. 1,235). Es , pues, necesario, que aqutd que 
promueve en repeticióh, pruebe que ha pagado. ¿Cómo se 
hará esta prueba? Según el derecho común; luego por escri-
to si la cosa juzgada pasa da 150 francos (art. 1,341). ¿Se di-
rá que el art . 1,348 hace excepción á la regla del art. 1,341 
para las obligaciones que nacen de los cuasicontratos,f H e -
mos contestado de antemano á la objeción: la excepción 
solo se aplica al caso en que ha sido imposible al demandan-
te procurar.se una prueba literal; y es muy fácil á aquel que 
ha pagado procurar le una prueba literal de su pago; esto 
es, p íd i r un recibo, y la más sencilla prudencia le hace un 
deber de pedirlo. No está, puos. en el caso de la excepción, 
por consiguiente, queda bajo el imperio da la regla. 

367. El demandante en repetición debe probar, en s e -
gundo lugar , que ha pagado lo que no debía. ¿Cómo lo pro-
bará? Hay que distinguir los tres casos en los que hay lugar 
á repetición. En el caso previeto por el ar t . 1,377, la deuda 
existe, pero el p .go está hecho por aquel que no era deudor; ' 
es, pues, necesario que el demandante pruebe que no era 

.deudor, lo que equivale á hacer la pruel>a de la deuda, pues 
pro! lindóla, prueba que era deudor . ¿Será admitido !í esta 
prueba por testigos? La afirmativa no nos parece dudosa. 
Aquel que paga es un tercero en cuanto á la obligación con-
traula por el verdadero deudor; y desde que el tercero in-
voca un contrato, debe ser admitido á probarlo por testigos, 
pues le ha sido imposible procurarse una prueba litera! de 
un contrato en el que fué extraño; se encuentra uno en el 
caso de la excepción prevista por el art . 1,348. 
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¿Sucederá lo mismo si el deudor paga lo que debe, pero 
á otra persona que el verdadero acreedor? Nó, pues siendo 
deudor, fue parte en el contrato, pudo y debió, pues, procu-
rarse una prueba literal; es, por consiguiente, según el dere-
cho común co.no deberá probar cuál es el verdadero acree-
dor: luego por escrito si el monto del crédito pasa de 151» 
francos. 

Queda la tercera hipótesis. No hay deuda. ¿Cómo p ro -
bará el demandante que no existía deuda? Hay vanas hipó-
tesis en las que la deuda no existe; la naturaleza de la prue-
ba depende de la naturaleza del hecho que se trata de pro-
bar. Si la deuda indebidamente pagada era extinguida, de -
berá probar el modo de extinción; y la prueba de la extin-
ción de las obligaciones está sometida á los mismos princi-
pios que la de su existencia: Se aplica, pues, el derecho co-
mún. Lo mismo, sucede en el caso en que la deuda es i n -
existente ó nula; en este caso, hay q u e probar cuál es la con-
dición que falta para la existencia ó la validez de la obliga-
ción. En todos los casos en que el hecho es de naturaleza á 
ser probado según las reglas generales acerca de la prueba, 
la cuestión no es dudosa. Pe ro la prueba se hace muy difí-
cil cuando el demandante pretende que cunca hubo deuda 
ninguna por él contraída. Si el recibo marca que tal deuda 
ha sido pagada, ó si las partes están de acuerdo en este pun-
to, la prueba está limitada á la existencia de la deuda que 
ha sido pagada. Esta prueba podrá hacerse por testigos, y 
es toserá todavía muy difícil; es seguro que no se puede 
exigir una prueba literal de la existencia de una deuda; se 
hace acta por el contrato, pero no se hace por el hecho ne-
gativo que no intervino en la convención. El demandante 
¡erá admitido á la prueba testimonial, y si no llega á hacer-
la, su acción en repetición no será admitida. Culpa suya 
es, después de todo, el haber pagado una deuda que no exis-
t í a Todo pago supone una deuda; si aquel que pretende 

haber pagado sin que hubiese deuda, no llega á probarlo, se 
debe creer que el pago fué hecho en virtud de una deuda. (1) 

Queda una última hipótesis, la más difícil en lo que se 
refiere á la prueba. El recibo no dice que la deuda ha sido 
pagada, y las partes no están acordes en este punto. Al de-
mandante toca dar la prueba; debe, pues, probar que enten-
dió pagar tal deuda y que ésta no existía. Esta prueba pue-
de ser de tal manera difícil, que parece imposible. Nó, por-
que consiste en probar un hecho enteramente negativo. ¿El 
demandante debe probar «fue no es deudor, en virtud de 
ninguna causa posible de obligación? No probó que ha j a -
gado, y todo pago supone una deuda determinada; debe, 
pues, probar cuál es la deuda que entendió pagar. Decimos 
que debe probarlo. Se ha sostenido que bastaba decir: ' es 
para pagar tal den/la por lo que entregué la suma ó la cosa 
de que reclamo la restitución; esta deuda no existía; luego 
tengo derecho á repetición.'* (2) Esto no es serio. N o se afir-
ma en justicia, se aprueba; no basta, pues, decir que se en-
tendió pagar tal deuda, hay que probar esta alegación, y si 
no se prueba, la demanda en repetición será desechada. 

Hay un caso en que, por excepción, el demandante no 
debe probar la existencia de la deuda; vamos á tratarlo al 
ocuparnos de la tercera prueba que le incumbe. 

368. El demandante en repetición debe también probar 
que ha hecho el pago por error, pues sin error no hay repe-
tición; toca, pues, á aquel que repite probar el error. Hay, 
sin embargo, controversia acerca de este punto. Se enseña 
que, una vez hecha la prueba de que el demandante ha pa -
gado lo que no debía, la presunción es que lo hizo por er-
ror; se dice, en efecto, que aquel que paga lo que no deb-, 
tira su dinero, á\menos que tenga la intención de hacer un í 
liberalidad; y nadie ha presumido dar; luego debe suponer-
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se que aquel que hizo un pago indebido lo hizo por error. 
De esto se saca la consecuencia que toca al demandado pro-
bar que el pago le fué h"ch > en un espíritu de liberalidad, 
¿ por otra causa justa, ^e admite una excepción á esta pre-
sunción que se invoca en favor del demandante. El error ya 
no se presume, y el demandante debe ministrar su prueba 
cuando lá excepción perentoria que pruebe el pago indebi-
do deja subsistir una obligación natural, ó un deber de con-
ciencia: tal es la prescripción. En fin, se agrega también una 
restricción á esta teoría, distinguiendo entre el error de de -
recho y el error de. hecho; unos dicen que la ignorancia del 
derecho nunca se presume; toca A aqusl que alega el error, 
el probarlo; otras dicen que el juez tiene un poder discre-
cional, que podrá mostrarse más severo cuando se t ra ta de 
un error de derecho, y más fácil si se trata de un error de 
hecho. (1) 

En nuestro concepto, esta doctrina es puramente arbitra-
ria. No tiene fundamento ni en el texto ni en el espíritu de 
la lev. Se dice que el error se presume, y que toda persona es 
presumida á conocer el derecho. Hemos más do una vtó des-
echado esta última presunción. En cuanto á la presunción 
de error, no puede ser asunto de una presunción legal, pues-
to que no hay ley que la establezca. En el caso en que el juez 
puede decidir la contestación por presunciones ordinarias, 
dichas del hombre, podrá sin duda juzgar, fundándose en 
las circunstancias de la cansa, cuando hay error; pero siem-
pre tocará al demandante dar la prueba del error, en este 
sentido, que él es quien debe establecer las presunciones gra-
ves, precisas y concordantes'tle las que resulte que hizo el 
pago por error. E l motivo que se da para dispensar al de-
mandante de dar la prueba se vuelve contra él. S in duda 
que nadie es presumido de tirar su dinero ¿pero qué debe 

concluir de esto? Hay que decir con Toullier que esto es 
oua razón más para imponer la prueba del error al que, con-
tri toda probabilidad, sostiene que ha pagad«» por error lo 
$ue no debía. (1) 

369. Mantend'rémos, pu<*s, la regla escrita en la ley, en 
yirtud de la cual el demandante debe probar el fundamento 
de su demanda. Sin embargo, en derecho romano, esta re -
gla sufría una excepción en lo que se refiere á la existencia 
de la deuda y del error. Se supone que el demandado co-
nience^or negar de mala fe haber recibido la cosa que el 
l'Uiand ante repite; si el demandante prueba en este caso 
•jue el demandado la recibió, ya nada queda que probar, ni 
I» existencia de la deuda ni el error. Los autores modernos 
están unánimes en admitir e-ta excepción, y puede just i f i -
carse, aunque esté de principio que no hay excepción sin 
1-7; la excepción resulta, en este caso, d^ la denegación he-
« ha por el demai dado y de la prueba contraria ministrada 
por el demandante. Reclamo contra Pedro una suma de 
,000 francos que pretendo haberle pagado indebidamente, 

'ro niega haber recibido dicha suma. Pruebo que se la 
regué. Por esto mismo prucbo'qüe he pagado lo que no 

debía y que lo pagué por error. En efecto, negando haber 

Kbido los 1,000 francos que realmente recibió, Pedro re -
oce implícitamente que no había deuda, pues si la h u -

| biera habido, no hubiera negado haber recibido su pago. Que-
da, pues, probado por su confesión que recibió los 1,000 
. -neos indebidamente. Queda también probado que los re-
clino sin causa; es decir, á consecuencia de un error de par-
^ inia, pues si hubiese pagado concienteinente los 1,000 
'raucos sin deberlos, hubiera hecho una liberalidad á Pedro: 
) ¡ dro, aceptando los 1,000 francos, hubiera habido un 
'»nativo manual, y Pedro no hubiera negado haberlos reci-

0 * e s t o hubiera sido á título de donativo. Por lo tanto 
1 ToulUer, t . VI , i , pág. 51, núm. 64. 



c u a s i c o n t r a t o s . 

su negativa y la prueba contraria que he hecho, establecen 
que Pedro recibió los 1,000 francos sin que hubiese deuda 
ni liberalidad; luego nada tengo que probar, y Pedro de-
be restituir los 1,000 francos, á no ser que él pruebe, des-
pués de haber negado, haber recibido los 1,000 francos y que 
tenia una justa causa para recibirlos. Esto es decir que la ^ 
prueba recae en él. (1) 

N'im. 2 Obligaciones de aquel que reclinó la cosa 
indebidamente. 

DE LA BEFETl OTON DE LO INDEBIDO. 431 

Ntím 1. Principio. 
V 

370. Según las términos del art . 1,356, aquel que reci-
be por error ó candentemente lo que no le es debido, se obli-
ga á restituirlo á aquel de quien indebidamente lo recibió. 
L a obligación de restitución es, pues, la misma, ya sea bue 
el demandado h a / a recibido por error; es decir, de buena fe, 
ó concientemente; es decir, de mala fe. En efecto, la buena fe 
de aquel que recibe lo que no se le debe, no es un tltul 
qiie permita retener lo que 8« recibí«'» indebidamente; al con 
trario, le impone el deber ule restituirlo desde que conoo 
que el pago fué indebido. Pero si la obligación de restituir 
es lo mismo para aquel que recibió de buena fe y para aquel 
que recibió de mala fe, rio sucede lo misino con la extensión 
de esta obligación; resulta dé los arta. 1,378 y 1,380 que la 
ley se muestra más severa para el demamla«lo de mala fe 
que para el demaniado de buena fe; nada más justo. ¿Puf j 
qué aquel que la recibió de buena fe está obligado sin 
couseutimiento en vir tud del cuasicontrato de lo indebido, 
ó para mejor-decir, en virtud de la ley] Po rque la equidad 
no permite que se enriquezca sin derecho, á expensas del que 

1 Toullier. t. V I , 1 pág. 54 náras . 69 y 70 y todos loa a u t - n * 
Véase A u b r v v Bau', t. I V , pJg . 731, y nota 12. Debe agrega"« . 
Mourlon, t. I I , p á g . 882, nóm.-l,678. 

le pagó indebidamente. Tal es el principio de su obligación, 
y este principio limita tu ni bien su extensión; está obligado 
por cuanto se enriqueció. Diferentemente pasa con aquel 
que recibió indebidamente lo que no se le debía; es culpa-
ble de dolo y debe reparar el perjuicio que ha causado por su 
mala fe; poco importa que se haya enriquecido ó no, la mo-
ral y el derecho exigen que sop«irte t«xlas las consecuencias 
del dolo, aunque no hubiera sacado ningún provecho. (1) 

371. Cuando se dice que la extensión de la obligación de 
restitución varía según que el demandado es de buena ó de 
mala fe, debe entenderse por demaudado aquel que recibió 
el pago indebidamente. Si la repetición está ejercitada por 
los hereden«, no se toma en cuenta su buena fe. Al aceptar 
la herencia, suceden á las obligaciones del difunto; si éste 
fué de mala fe, está obligado por los perjuicios que ha cau-
sado por su d«)lo, y esta obligación pasa ásus herederos. Es-
to es de derecho común. (2) ' 

I I . Aplicación. 

1. Pago indebido de una suma de dinero ó de una cosa 
fungible. 

372. El ar t . 1,378, dice: "Si hubo mala fe de parte de 
aquel que recibió, está obligado á restituir, tanto el capital, 
como los intereses desde el día del pago." Se concluye de 
esto que aquel que recibió una suma de buena fe solo debe 
restituir el capital, y que no está obligado á restituir los 
intereses. (3) Si la cuestión pudiera decidirse según los prin-
cipios, debiera decirse que á pesar de la buena fe, aquel que 

« Tunllier, L VI , 1, p á g . 73, nftm. 94, y pág. 82, n ü m . 103. 
• / «ac ión . 17 «le Mayo de 186» (Dallos, 1865, 1,273). Denegada , 

10 «« Jun io de 1857 (Dallos. 1858, 1, 117). A u b r y y Rau, t. I V , pá 
«>ua 737, nota 33 (4* edición*. 

¿ Aubry y Rao , t. IV , pág. 735. Monrlon, t. I I , pág. 884, número 
•«"I Coloiet de Santer re , t. V, p á g . 674, nóm. 359 bit I . Larom_ 

m r *< t . V, pag. 664, nfiui. 10 (&1. B ¿ t I I I , pág. 411). 
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recibió los intereses debe restituirlos; en efecto, se enrique-
ce tanto con el capital, como con los intereses y está obliga-
do por cuanto se lia enriquecido. Sin embargo, la intención 
del legislador parece haber sido la de no someter á la res-
titución de los intereses A aquel que recibió la cosa de bne-
na fe. El relator del Tribunado dice que el demandado de 
buena fe solo estará obligado á restituir los intereses desde 
el día de la demanda, ( i j No da motivo en apoyo de esta 
resolución; puede solo inducirse de sus palabras que la ley 
aplica al pago indebido el principio general del art. 1,153, 
en virtud del cual los intereses solo se deben á partir del día 
de la demanda. L a razón es mala; si los intereses no corren-" 
en las obligaciones convencionales 8 ;no á partir de la de-
manda, es que tocaba al acreedor haberlo estipulado; no 
puede decirse otro tanto do los cuasicontratos. En esta m a-
teria el prin- tpio de equidad es el que domina: aquel que | 
recibe una suma que no le es debida y que percibe sus rédi-
tos, se enriquece; luego debe restituirlos. Se invoca el arti-
culo 549: si el poseedor de buena fe gana los frutos. ¿Por 
qué aquel que de buena fe recibe un capital, no ganaría los . 
intereses? Contestarémos que no hay ninguna analogía en- 3 
tre el poseedor de buena fe y el demandado á la acción en J 
repetición; el primero goza eu virtud de un título de que 
ignora los vicios; el segundo,.no tiene ningún titulo por e l ^ | 
solo hecho que recibe lo que no le es debido; está o b l i g a d ^ 
á restituir por cnanto se ha enriquecido, y se ha enriquecí- j 
do por los intereses. Buscamos en vano el motivo jurídico,] 
que le permita Enriquecerse á expensas de aquel que hizo el i 
pago indebidamente. 

373. SÍ llega hasta s<»stener que si los intereses de un* , 
renta han sido pagados indebidamente, aquel que los reci-
bió no está obligado á restituirlos; se dice que, en efecto, loi 
réditos son el producto del capital, y el poseedor de buen» 

1 Tarrible. Dísc nfirn. 10 (Loaré, t. VI. pág. 236). 

fe gana los intereses. (1) La Corte de Casación se pronun-
ció por la opinión contraria, y nosotros no titubeamos en 
ponernos á su lado. Sin duda , son intereses, pero se trata 
de saber, en nuestro caso, lo que debe restituir el demanda-
do; debe restituir lo que ha recibido indebidamente; luego 
los intereses que l<¿ han sido pagados; los intereses constitu-
yen aquí un capital, puesto que son la cosa misma que ha 
recibido. Es un error decir que aquel que recibe dichos ré-
ditos es un poseedor de buena fe; no posee el crédito con re-
lación de quien ha pagado los réditos, pues no es su acree-
dor. Queda, pues, un pago recibido sin derecho y que, por 
consiguiente, debe ser restituido. (2) 

374. Si las cosas fungibles han sido pagadas indebida-
mente, aquel que las recibió debe restituir cosas de igual 
cantidad y cualidad. ¿Si es de mala fe, debe los intereses 
del valor estimativo de estas cosas á partir del día del pago? 
La afirmativa no nos parece duflosa; (3) aquel que es de 

,mala fe debe indemnizar al demandante en repetición por el 
perjuicio que le causó; y no es indemnizar el restituir una 
suma que solo representa el capital y no su producto. Se ob-
jeta que las cosas fungibles nunca producen réditos de ple-
no derecho. (4) Hemos contestado de antemano á esta o b -
jeción: se trata de un goce que se ha tenido indebidamente 
y que impone al que gozó de mala fe la obligación de i n -
demnizar completamente al propietario á quien privó de di-
cho goce por su dolo. 

Ü. Pago indebido de cosas determinadas. 

375. La cosa debe ser restituida con sus accesorios, sin 

be1 " f i f t í f . , r r 624. S e g á n Z a c h a r f ® > 1 J » «,fo ** 4. Demo'lom-
2Den«Í»da 4 de Agosto d., 1859 (Dallo«, 1859, I, 362). Aubrv y 

K»a, L IV. pág. 735, y nota 28 (4* edición). ' ^ * 
•i Aubry y Rau t l V pág.73». pfu 442,4" edición;. 
4 Larouibiere, t. V, pág. 665, nú-n. V> (K,i. B., t. III, pág. 411). 
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distinguir si aquel que la recibió era de buena ó de mala 
fe (art 1 379). ¿Qué debe decidirse de los frutos? Pothter 
c o n t e s t a , conforme al derecho rom.no, que los frutos deben 
ser restituidos aún por aquel que los hubiera recibido de 
buena fe; y da de ello una razón decisiva, esto es, que los 
aprovechó; y está obligado por cuanto se ha enriqueci-
do (1) El art . 1,378 pone los frutos en la misma línea que 
los intereses; debe, pues, decirse de los frutos lo que hemos 
dicho de los intereses (núm. 372). Se hace un singular ra-
ciocinio para justificar la disposición del Código. Los art í-
culos 549 V 550, dice Larombiére, asientan un principio 
general, absoluto: todo poseedor de buena fe gana los f r u -
tos. Para que hubiera excepción en el ca<o de pago inde-
bido, se necesitaría que é-ta estuviera escrita en la ley; y el 
art . 1.378 confirma más bien este principio, puesto que no 
somete á la restitución sino al poseedor de mala fe. (2) So-
lo falta una cosa á esta argumentación, y es probar que 
aquel que recibe de buena fe un inmueble que no le es debi-
do sea un poseedor de buena fe, en el sentido del art 54 J: 
¿ Fue le aplicársele la definición que el art. 550 da del po-
seed oí de buena fe? ¿Es que a q u e l q u e recibe indebidamen-
te una cosa la posee "en virtud de un titulo translativo de 
dominio del que ignora los vicios?" ¿Cuál es ese titulo trans-
lativo' \similar á un poseedor de buena fe á aquel que reci-
be un pago i n d e b i d o , es confundir dos órdenes de ideas com-
pletamente distintas; en el caso del art . 549. el demandan-
te reinvindic.a, no hay ninguna liga de obligación entre él y 
el poseedor; en el caso del art . 1,376, el demandante repite 
en virtud de un cuasicoutrato que existe entre él y el de-
mandado. Lejos de haber identidad entre ambas hipótesis, 

ni siquiera hay analogía. 
376. ¿Quién soporta la pérdida ó el deterioro? El artícu-

1 Pothier, De la acción condiotlo indebiti , núm. 172 
2 Larombiére, t V, pág. 663, núm. 9 (Ed. B , t. I I I , pág. 410). 

lo 1,379 contesta á la cuestión en estos términos: "Si la co-
sa indebidamente recibida es un inmueble ó un mueble cor ' 
poral, aquel que la recibió se obliga á restituirla tal cual si 
existe, ó su valor si ha perecido, ó sea deteriorada por cul-
pa suya; es aún garante por la pérdida y caso fortuito, si la 
ha recibido de mala fe ." Parece resultar de esto que si la 
cosa perece ó se deteriora por culpa de quien la recibió, res-
ponde por ello, sin distinguir si la recibió de buena ó ma-
la fe. 

Los autores están unánimes en desechar esta interpreta-
ción; la ley, así entendida, estaría en oposición con la tra-
dición y con~ios principios. Aunque, dice Pothier, la co-
sa se hubiera despreciado ó deteriorado por el poco c u i -
dado que de ella hubiera tenido el poseedor, el demandan-
te en repetición no podría quejarse de ello, pues el posee-
dor ha descuidado la cosa como suya. Pothier dice aún que 
la cosa le pertenecía; hacemos algunas reservas acerca de 
este punto. (1) Basta que, por el hecho de aquel que pagó, 
el poseedor se haya creído propietario para que no pueda 
hacérsele responsable por no haber conservado la cosa co -
mo buen padre de familia; no creía ser deudor, no puede, 
pues, estar obligado como lo está un deudor. ¿Pero cómo 
conciliar el texto con los principios? El art. 1,378 dice que 
ai la cosa perece por culpa de quien la recibió, éste debe su 
valor; y, en tanto que es de buena fe,la culpa no se concitf-, 
puesto que se creía propietario. ¿Cuándo tendrá la culpa? 
Pothier contesta: desde el momento que tendrá conocimien-
to que la cosa no le es debida, pues desde este momento, la 
buena fe le obliga á conservar la cosa, con el fin de poder 
llenar su obligación de devolverla á quien se Is entregó; 
por tanto, está obligado por los deterioros ó pérdidas que 
sobrevendrían á la cosa por falta de haberla conservado co-
mo buen padre de familia. Esta explicación tomada de Po-

1 Pothier, Uc la acción condictio indebiti , n'-uis. 170 y 171. 



thier , es la generalmente admitida, concilia el texto con los 
principios. (1) 

Si aquel que recibió indebidamente es de mala fe, está 
en falta desde el momento en que recibió cuando no con-
serva como un buen pa ire de familia,. pues desde en -
tonces sabia que debía devolverla, lo que lo obliga á con-
servarla. El art. 1,378 dice que es aún gerente de la pérdida 
por caso fortuito. Así, esta obligado de derecho pleno en vir-
tud de la ley; se le debe, pues, aplicar la disposición del 
art. 1,302, concerniente á los efectos de la demora; el deudor, 
aunque esté en demora, está liberado de la pérdida por caso 
fortuito en el caso en que la cosa hubiera igualmente pe-
recido en casa del acreedor que la hubiera entregado. Du-
ranton va más allá; asimila á aquel que recibió la cosa de 
mala fe con un ladrón, quien es responsable aunque la 'osa 
perezca en casa del propietario. Esto es sobrepasar el rigor 
de la ley; no dice que el hecho de recibir una cosa de ma-
la fe sea un robo; luego no se puede aplicar al poseedor de 
mala fe lo que la ley dice del ladrón. Semejante rigor sería 
contrario á los principios; el poseedor está obligado por el 
perjuicio que es la consecuencia de su dolo, puesto que se 
supone que la cosa ha perecido aunque no hubiese sido pa-
gada. En fin, tal era la opinión de Pothier ; lo que es deci-
sivo. (2) y-

377. La ley prevee también el caso de la venta: "Si aquel 
que recibió de buena fe vendió la cosa, solo debe restituir 
el precio de la venta ' (art. 1,384). ¿Cuál es su obligación 
si vendió siendo de mala fe P La ley no lo dice, pero los prin-
cipios no dejan ninguna duda. Aquel que vende, sabiendo 

1 Toullier, t . VI , pág. 74, núms. 95-96, y p á g . 80, nf ima 101 y 102. 
Aubry y Rau, t. IV, pág. 736. nota 30 y ios autores que c i tan . Síonr-
lon, & I I , pág. 884. núuis. 1,682-1,684. Oolmetde Santerxe, t. V, pá-
gina 275. núm. 360 lis II. 

2 Potliier, De la cución condiotio indebiti , n ú m . 176 Colmet de 
S .n te r re , t. V, pág. 675, núm. 340 li» I . En sentido contrario, Dn-
ranton. t . X I I I , pág. 715, núm, 693. 

que debe restituir la cosa, no puede, al venderla, descargar-
s- de su obliga« ión de devolver á quien se la pagó, y como 
ya n » puede cumplir su compromiso porque ya no tieue la 
cosa, e>tá obligado á todos los daños y perjuicios para con 
aquel á quien debía, devolverla. Esta es la deci-ión de P o -
tliier; procede de los principios que rigen esta materia. De 
esto resulta que el vendedor de buena fe se libera al resti-
tuir el precio que recibió, aunque hubiera vendido á vil 
precio; mientras que aquel que fué de mala fe debe restituir 
el valor. (1) Si la venta ha sido parcial, se aplica el mismo 
principio. La restitución de lo que no fué vendido se h a r i 
sin distinción entre el poseedor de buena ó de mala fe, 
cuando á la parte vendida, aquel que es de buena fe resti-
tuirá el precio que recibió, porque este es el valor de lo 
que se enriqueció; aquel que es de mala fe está obligado á 
t )doslos daños y perjuicios resultando de su dolo. (1) 

378. La venta de la cosa por aquel que la recibió indebida-
mente presenta otra dificultad en la qua las opiniones están 
muy divididas. ¿Aquel que pagó la cosa tiepe acción con-
tra el tercero adquirente, y ¿cuál es esta acción? Creemos 
que no tiene acción en repetición, pero que puede reivin-
dicar cuando se trata de una cosa mueble. N o tiene la ac-
cion en repetición, porque esta acción nace de un cuasicon-
trato; no puede pertenecer, pues, sino á aquel que ha pagado 
contra aquel que recibió. En efecto, el cuasicontrato es asi-
milado al contrato cuando se t ra ta de la liga de obligación 
que de él resulta; y la acción que nace de una obligación no 
puede ser formulada sino contra aquel que ha coutraído, y 
el tercer adquirente es extraño al cuasicontrato; luego no 
puede haber acción contra él por fazón del cuasicontrato. 
Es, pues, impropiamente como se dice que aquel que ha pa-

1 Pothier, De la acción oondiotio indebiti , núm. 177. Colmet de 
•v »¡iterre, t. V, pág. 676, núm. 361 t ú L 

2 Orléane, 11 de Euero de 1849 (Dalloz, 1849, 2, 172/ 
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gado tiene la acción en rep tición contra las terceros. (1) 
¿Tiene acción en reivindicación. La decisión depende del 

punto de saber si el pago indebido transfiere la propiedad 
de la cosa á aquel que la recibe. Si se ha vuelto propieta-
rio, transfirió la propiedad al adquirente y, por lo tanto, no 
puede tratarse de reivindicar. Pe ro «i aquel recibió la co-
sa indebidamente no se ha hecho propietario de ella, no 
pudo transferir al comprador derechos que no tenía; en rea-
lidad, vendió la cosa agena; el propietario puede, pues, rei-
vindicarla. Queda por sal»er si el pago indebido es transían-
• o de propiedad. Pothier lo admite, conforme al derecho 
romano; aquel que paga quiere transferir la propiedad, di- í 
ce; aquel que la recibe quiere adquirirla; juntándose la tra-
dición con la intención, la propiedad se halla transferida. 
Pothier concluye de esto que aqu«d que ha pagado indebi-
damente no tiene ninguna acción contra el tercer detentor: 
no tiene la reivindicación, puesto que ha dejado de ser pro-
pietario; no tiene la repetición, puesto que el tercero no está 
obligado para con él. Esta doctrina está desechada por la 
mayor parte de los autores, y con razón. Los principios del 
derecho romano no son ya los nuestros. Supongamos que el 
pago se haga en virtud de una pretendida venta; la propie-
dad, en derecho francés, se transfiere por el solo efecto d<4 
contrato, independientemente de t >da tradición. En el caso, 
¿transfiere la venta la propiedad? Nó, puesto que no hay ven-
ta. Si la propiedad no está transmitida por la venta, ¿lo es-
tá por el pago? Nó, pues el pago no es translativo de propie-
dad cuando se hace en virtud de una venta. Luego no hay 
translación de dominio en virtud de la venta, ni en virtuil 
del pago. Si la cosa está pagada sin que haya deuda algu-
na, ni siquiera aparente, no hay ningún título que pued* 
transferir la propiedad. Se dirá en vano que aquel que pa-

1 Compárese .Monrton, t I I . pág . 885, nftm. 1,686. Maroad¿, toir» I 
Y , pág . 276, núm. 3 del a r t ícu lo 1,380. 

quiere transmitir la propiedad y que aquel que recibe la 
quiere adquirir; contestaré-nos que el pago puede efectiva-
mente transferir la propiedad cuando es un verdadero pago, 
pero, en el caso, no hay pago puesto que no h iy deuda. So-
lo pudiera haber translación de dominio si hubiera donación 
bajo forma de pago; pero la donación de los inmuebles n e -
cesita una acta, y nuestra cuestión, como lo vamos á decir, 
solo se presenta para el pago de un inmueble. ¿Se objetará 
que la jurisprudencia admite la validez de las donaciones he-
chas bajo forma de un contrato oneroso? Hemos combatido 
eia jurisprudencia, y aunque se admitiera, no recibiría apli-
cación al caso, pues para que pueda haber donación disfra-
zada, se necesita cuando menos un contrato aparente; y en el 
caso del pago indebido, no lo hay. (1) 

Si aquel que recibió indebidamente la cosa no se-ha vuel-
to propietario, nuestra opinión está decidida; no pudo trans-
ferir ai adquirente un derecho que no tenía (art. 2,125). 
Aquel que hizo el £ago indebido ha quedado propietario; 
luego puede reivindicar. ¿Se obji-tará la buena fe, ya d<d 
vendedor, ya del comprador? La objeción no es seria; la he-
mos contestado al tratar de la enajenación hecha por un he-
redero aparente. Es inútil renovar el debate. 

Aquel que ha pagado indebidamente tiene, pues, la acción 
en reivindicación contra los terceros, pero solo la tiene bajo 
las condiciones determinadas por la ley. Y en derecho fran-
cés, la reivindicación de las cosas muebles no es admitida; 
este es el sentido de la regía que en cuanto á muebles la po-
sesión vale por título. Dirémos, en el título De la.Prescrip-
ción, cuáles son las excepciones. De esto sigue que el deman-
dante en repetición no puede, en regla general, promover 
contra los terceros, porque casi siempre son cosas muebles 
las que se pagan indebidamente. (2) 

1 Duranton, t . X I I I , págs. 698 y siguientes, uúm. 683. A u b r y y 
Rau. t IV, pág . 737. no ta 37. y los au tor idades q u e c i tau . 

2 Denegada, 7 de Marzo de 1855 (Dalloz, 1855, 10-í). 
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379. La doctrina que acabamos de esponer no es dudosa 
bajo el punto de vista de los principios, pero eucuentra una 
objeción muy seria en el art. 1,380, si se entiende tal comí 
el orador del Tribunado lo ha interpretado: "Si aquel que 
recibió de buena fe ha véndido la cosa, solo debe restituir el 
precio de la ven ta . " Hé aquí la razón que da de esta dis-
posición el relator del Tribunado: "Esta buena fe lo hace 
justamente considerar como legitimo propietario de la cosa, 
de donde la consecuencia que tenía derecho de disponer de 
ella del modo que juzgase más conveniente á sus intere-
ses. (1) Siesta explicación prueba alguna cosa, es que no de-
be darse demasiada importancia á los trabajos preparatorios. 
El error del relator es palpable: la buena fe de aquel que re-
cibe indebidamente la cosa, ¿ puede hacerlo propietario? La 
cuestión no tiene sentido común. La propiedad no se-trans-
fiere por la buena fe del comprador, se transfiere j»or un tí-
tulo translativo de dominio, ¿y en dónde está el título del 
que recibe la cosa indebidamente? Tarrible, el orador del 
Tribunado, es de una singular inconsecuencia Comienza 
por decir que la propiedad no^uede ser transferida siu una 
causa legítima y sin una acta no equívoca del verdadero pro-
pietario; es decir, que el pago indebido no transfiere la pro-
piedad. Después dice que si aquel que ha recibido de mala 
fe, enajena la cosa, esta venta no quitará al verdadero due-
ño el derecho de reivindicar; lo que supone que el propieta-
rio no puede reivindicar si el vendedor era de bueua fe. (2) 

Hay que abandonar esas malas explicaciones para atener-
se al texto y á los principios. El art. 1,380 reglamenta úni-
camente las relaciones entre el que paga y el que recibe in-
debidamente. No se trata ahí del d* recho de reivindicación; 
luego no se puede oponer el art . 1,380 á aquel que, habien-
do pagado lo que no debe, reivindica. Pero esto no resuel-

1 Ber t rán d e Greail ' .e, Iuforme, nfim. 7 (Looré, t . VI , pág . 280). 
2 Tarrible, D'tcurtot, núm. 16 ^Locré, t. VI , pág . 286j. 

ve la dificultad. L a reivindicación reacciona *n centra del 
del vendedor, puesto que el comprador vencido tiene acción 
contra aquel que ha vendido; esta acción de garantía obl i -
ga al vendedor á indemnizar completamente al adquirente; 
resultará de esto que aquel que recibió el pago indebido y 
que vende, estará obligado á más que la rest¡tución\]el pre-
cio de la veuta. Si es de mala fe, esto es muy lógico; está 
obligado á todos los daños^y perjuicios. Pero si es de bue-
na fe, no está obligado sino por cuanto se ha enriquecido: v * 
solo se enriquece del precio que ha recibido. ¿Puede obli-
gársele á más por razón «le la acción en garant ía? Solo hay 
un medio de conciliar los principios con el art. 1,380; es 
decir, que el propietario reivindicante deberá tener en cuen-
ta aque^que recibió la cosa indebidamente, pero de buena 
fe, por l a q u e ésté paga al comprador además del precio. 
Esta decisión está conforme con la equidad: Aquel que reci-
be de buena fe está sin falta; aquel que paga, antes de h a -
cerlo debía asegurarse «i debía; es, pues, más justo que K>-
porte la pérdida, que aquel á quien indujo en error por el 
pago. (1) 

Núm. S. Obligaciones del demandante en repetición. 

380. El art. 1 ¡381 dice: "Aque l á quien la cosa está res-' 
tituida debe tener en cuenta aún al poseedor de m. la fe, / 
todos los gastos necesarios y útiles que han sido hechos ^ i -
ra la conservación de la cosa." Se ha criticado, y no sin ra-
z&n, la redacción de este artículo; distingue y confunde á la 
vez los gastos necesarios y los gastos útiles; los distingue, 
puesUi que los menciona como gastos distintos, y los con-
funde, puerto que aplica á los gastos útiles lo que dice de 

1 Dnrartton, t . X U I , pág. 704 núm 683 A u b r y y Ran, 1.1V, i*ft. 
g i n a 7 3 8 , n o t a 3 * . En w n t i d o contrar io , L H - O i n l i f i a v , t V. iián. t>73 
núm. 9 j E d . t . I I ! , pág. 414) 

p . de d ; t o m o xx_"»6. 



DE LA REPETICION DE LO INDEBIDO. 

los pastos necesarios, al decir que unos y otros han sido he-
chos para la conservación de la co*a; y , es de principio ele-
mental que los gastos necesarios son aquellos que se hacen 
para conservar la cosa, mientras que los gastos titiles se ha-
cen para jnejorarla La redacción está /»demás incompleta, 
pues la'ley no dice cuál es la extensión de las obligaciones 
que impone al demandante en repetición, y no dice nada de 
los gastos superitaos. (1) De loque resultan dificultades y 
controversias. 

381. Un primer punto nos parece seguro. Los gastos ne- j 
CÍsarios deben ser reembolsados Integramente, sin tener ¿Vien- j 
ta del aumento de valor que resulta do ellos. Aquel que h a - 1 
ce estos gastos enriquece al propietario por todo lo que an -
ticipa, pues el propietario hubiera debido pagar lo que pa -
ga el poseedor; e», pu>'S, justo que reembolse el gasto por en- 1 
tero; si solo f*6titate-e h ^ t a concurrencia de mejora, s« en- , 
riquecería á expensas del que hizo el gasto. 'Y la equidad, : 

que obliga al que recibió la cosa á restituirla, porque no le j 
es permitido enriquecer á expensas de los demás, obliga : -j™-
también al propietario á reembolsar los anticipos de los que J 
aprovecha, porque se enriqueceiía también sin causa. N o * 
debe distinguirse si el poseedor es de buena ó mala fe, pues ^ 
el propietario no puede enriquecerse á expensas de un po- ^ 

>. seedor de mala fe, como no puede hacerlo en perjuicio de ; 
un poseedor de buena fe. 

382. Los gastos útiles deben igualmente ser reembolsados 
por el demandante en repetición, y, al decir: aun al posee-, 
dor de mala fe, la ley marra claramente que coloca al po-
seedor de mala fe en la misma línea que al poseedor de bue-
na f-; ¿será el gasto íntegro el que deberá ser reembolsado? 
Nó, esto resulta de la naturaleza misma del gasto útil; no 
es útil sino en los límites del provecho que de él resulta; 
Luego debe ser restituido hasta concurrencia de la mejora. 

1 Marcadé, t . V, pág. 278, núin, 1 del artículo 1,380 

¿Debe distinguirse entre el poseedor de buena fe y el de ma-
la fe? Se ha propuesto esta distinción, pero él texto la r e -
chaza, asi cerno la tra lición. Pothier dice formalmente, que 
el demandante en repetición debe reembolsar los gastos 
hasta concurrencia de lo que la cosa ha mejorado. Esto no 
está completamente conforme con la equidad: Se dirá en 
vano que el excedente del gasto en la mejora está perdido 
para el pOsesor; contestarémus que éste se ha expuesto á la 
pérdida, creyendo que era propietario y que gozaba de es-
tas mejoras; de auguro que tío las hubiera h e c h o h u b i e r a 

'previsto que tendría que devolver la cosa;-pierde, pues, 
cuando la equidad solicita que se le indemnice. Pero la ley, 
explicada por la tradición, no permite hacer esas distincio-
nes. (1) ' 

383. Esto decide la cuestión en lo que se refiere á los 
gastos superfluoH. E«tos no son gastos utile*; luego el texto 
no permite que se tengan en cuenta. La equidad, en nues-
tro concepto, exigiría que el poseedor de buena fe fuese com-
pletamente indemnizado, pues si ha hecho gastos de lujo, es 
porque se creyó propietario, y se creyó tal por culpa de 
aquel que hizo el pago indebido: las consecuencias de la fal-
ta debieran, pues, recaer en aquel. 

1 Aubry y K*u, t- IV, pág. 737, nota 34- Mourlon, t . II. página 
887, uúin. 1,689. Marcadé, t. V, pág. L'7S. núm 2 «leí artículo 1.380. 
Colinet «le Santerre, pág. 678, núm 362 bit. En sentido contrario, 
Durauton, t. X I I I , pag. 716, núm. 695. 
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DE LOS DELITOS Y DE LOS CUASIDELITOS. ( 1 ) 

SECCION / . — Nociones ¡/eneróles. 

384. F! capítulo I I de nuestro título está t i tulado De los 
delitos y de los cuasidelitos. ¿Qué se entiende por delito y 
p«»r cuasidelito? El Código no lo dice. Po th i e r define el de-
lito "un hecho por el cual una persona, por dolo ó mal igni-
dad, causa un daño ó algún peijuicio á o t ra ; " y define el 
cuasidelito "un hecho por el cual una persona, sin maligni-
dad, pero por imprudencia que no es excusable, causa un 
perjuicio á o t ra . " (2) Así, el delito y el cuasidelito tienen 
esto de común, que resulta de ellos un daño ó un perjuicio; 
son hechos perjudiciales, lo que los distingue es que el deli-
to supone la intención de perjudicar, mientras el cuasideli-
to solo supone una simple falta. La consecuencia dé los de-
litos y de los cuasidelitos es la misma; está establecida por 
el art . 1,382: "Todo hecho del hombre que causa un daño 
á otro, obliga á aquel por culpa del que ha sucedido, á re -
pararlo." La ley tómala palabra culpa en su más lata acep-
ción; comprende todas las causas de imputaciones, desde 
et 'dola-hasta la más leve imprudencia; luego los delitos tan-
to como los cuasidelitos. 

1 Sourdat, Tratado genetalde la responsabilidad, 2 vo!. in 8*. 2* edi-
ción París, 1872. 

2 Po t f f i e r , Obligaciones, nú in . 116. 
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El art. 1,883 agrega: "Cada uno es responsable del daño 
que ha causa lo por su hecho, pero también por «n descuido 

- ó su imprudencia.*' Se ha dii-hoyjue esta disposición es inú-
til, puesto que reoite jo que nabía ya dicho el art ículo 
1,382. (I) Esto no es exacto; el art . 1,382 pone el principio 
que un hecho perjudicial no da lugar áreparación sino c u a n -
do hay culjiá, pero no determina los caracteres de esta culpa. 
Hay gradaciones en bis faltas: toda falta, por leve que sea, 

. obliga á su autor á repararla. Se puede decir que el artícu-
lo 1,382 lo supone así, puesto que se sirve de la palabra/o/-
t* sin limitarla. Pero bueno es precisar el sencido del t é r -
mino culpa en materia de hechos perjudiciales; tal es el objeto 

; del art. 1 ,333; consagra la doctrina tradicional asentando el 
principio que la menor culpa basta para que haya cuaside-
lito. En cuanto al delito, se exige más que la culpa propia 
mente dicha, puesto que no hay delito sin dolo; es det/ir, sin 

- intención dolosa ó intención de perjudicar. La ley no lo di-
ce, pero no necesita decirlo. 

El art. 1,383 contiene otro descuido de redacción. Opone 
Id palabra hecho á las palabras negligencia é imprudencia; lo 
qne parece decir que por la palabra hecho, la ley entiende una 
ci'pa más grave que la imprudencia ó el descuido, mientras 

>Sn'- esfca p a l a b r a W implica ninguna clase de culpa. Una co-
sí es segura, es que en la mente de la ley un simple hecho 
no basta para que haya deli to ó cuasidelito; el a r t . 1,382 es 
terminante; exige que el daño haya sido causado por una 
"<!pa. Sin culpa, no hay, pues, delito ni cuasidelito. (2) 

385. No debe confundirse el delito civil con el delito cri-
minal. El delito criminal consiste en la infracción de una 
l«y penal; lo que lo caracteriza, es que una pena es apl ica-
da &l Culpable por interés ^ocial. En el delito civil, el in te-
rés de la sociedad no está en causa; la parte lesada promue-

1 Muroadé, t V. p.'ig. 283, núm. 5 del articulo 1 383. 
- - rase: , d< Euer» de 1820 (Pasicrisia, 1820, pág, 21). 
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SECCION / . — Nociones ¡/eneróles. 

384. F! capítulo I I de nuestro título está t i tulado De los 
delitos y de los cuasidelitos. ¿Qué se entiende por delito y 
por cuasidelito? El Código no lo dice. Po th i e r define el de-
lito "un hecho por el cual una persona, por dolo ó mal igni-
dad, causa un daño ó algún peijuicio á o t ra ; " y define el 
cuasidelito "un hecho por el cual una persona, sin maligni-
dad, p*ro por imprudencia que no es excusable, causa un 
perjuicio á o t ra . " (2) Así, el delito y el cuasidelito tienen 
esto de común, que resulta de ellos un daño ó un perjuicio; 
son hechos perjudiciales, lo que los distingue es que el deli-
to supone la intención de perjudicar, mientras el cuasideli-
to solo supone una simple falta. La consecuencia dé los de-
litos y de los cuasidelitos es la misma; esté establecida por 
el art . 1,382: "Todo hecho del hombre que causa un daño 
á otro, obliga á aquel por culpa del que ha sucedido, á re -
pararlo." La ley1 tómala palabra culpa en su más lata acep-
ción; comprende todas las causas de imputaciones, desde 
et 'dola-hasta la más leve imprudencia; luego los delitos tan-
to como los cuasidelitos. 

1 Sourdat, Tratado genetalde la responsabilidad, 2 vo!. iu 8*. 3* edi-
ción París, 1872. 

2 Po t t f i e r , Obligaciones, uú in . 116. 
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El art. 1,883 agrega: "Cada uno es responsable del daño 
que ha causa lo por su hecho, pero también por «n descuido 

- ó su imprudencia.*' Se ha dii-hoyjue esta disposición es inú-
til, puesto que recito jo que nabía ya dicho el art ículo 
1,382. (1) Esto no es exacto; el art . 1,382 pone el principio 
que un hecho perjudicial no da lugar áreparación sino c u a n -
do hay culjiá, pero no determina los caracteres de esta culpa. 
Hay gradaciones en bis faltas: toda falta, por leve que sea, 

. obliga á su autor á repararla. Se puede decir que el artícu-
lo 1,382 lo supone así, puesto que se sirve de la palabra/o/-
t* sin limitarla. Pero bueoo es precisar el sencido del t é r -
mino culpa en materia de hechos perjudiciales; tal es el objeto 

; del art. 1,333; consagra la doctrina tradicional asentando el 
principio que la menor culpa basta para que haya cuaside-
lito. En cuanto al delito, se exige más que la culpa propia 
mente dicha, puesto que no hay delito sin dolo; es det/ir, sin 

- intención dolosa ó intención de perjudicar. La ley no lo di-
ce, pero no necesita decirlo. 

El art. 1,383 contiene otro descuido de redacción. Opone 
Id palabra hecho á las palabras negligencia é imprudencia; lo 
qne parece decir que por la palabra hecho, la ley entiende una 
ci'pa más grave que la imprudencia ó el descuido, mientras 

>Sn'- esfcá p a l a b r a W implica ninguna clase de culpa. Una co-
sí es segura, es que en la mente de la ley un simple hecho 
no basta para que haya deli to ó cuasidelito; el a r t . 1,382 es 
terminante; exige que el daño haya sido causado por una 
"<!pa. Sin culpa, no hay, pues, delito ni cuasidelito. (2) 

385. No debe confundirse el delito civil con el delito cri-
minal. El delito criminal consiste en la infracción de una 
l«y penal; lo que lo caracteriza, es que una pena es apl ica-
da &l culpable por iuterés ^ocial. En el delito civil, el in te-
rés de la sociedad no está en causa; la parte lesada promue-

\ Muroaiié, t V. p.'ig. 283, núm. 5 del articulo 1 383. 
- - r:ise: 3 11 d< Euer» de 1820 (Pasicrisia, 1820, pág. 21). 



ve en reparación del daño que el delito le causó; es/nn in 
res privado, no hay culpable propiamente dicho, hay un deu-
dor y un acreedor. 

El delito criminal pue le^er á la vez un delito civil, cuai 
do resulta de i1 un daño y que éste ha sido causado con in-' 
tención de dañar. Si no hubo tal intención, pero que haya 
perjuicio, resultará del delito criminal un cuasidelito; e-. 
decir, la obligación de reparar el daño. Puede suceder que 
el delito criminal no produzca ni delito ci vil, ni cuasidelito; 
tal sería una tentativa de crimen que no causase ningún da-
ño. Por contra, un hecho.-puede ser un cuasidelito y un de-
lito civil, aunque la ley solo vea en él un cuasicontrato, pues 
es un hecho doloso, pero no es un delito criminal. Así mi- : 
mo, los herederos que distraen ó retienen efectos de una su-, 
cesión cometen, un delito civil; pero no es esto uu delito cri-
minal (arts. 792 y 801). 

386. Los delitos crimmales y los delitos civiles no se ri-
gen por los mismos principios. SegúiPlos términos del ar-
tículo 1,310, los menores* inc apaces de contratar, están, sin 
embargo, obligados por sus delitos ó cuasideli to; la ley na 
fija la e lad en que pueden obligarse por un delito civil: es-
to es una cuestión-de hecho. No sucede así con los delito» 
criminales; tienen un carácter de gravedad que no tieüenlos, 
sencillos hechos perjudiciales; de esto resulta que, antes de 
cierta edad, los menores no son capaces de cometer un de-
lito criminal. El reo de menos de diez-y seis áños esabsuel-
to si está decidido que obró sin dicernimiento, y si obró con. 
dicernimiento, la pena es reducida (Código Penal belga, ar-
tículos 72-77). Pue le, pues, suceder que un menor de me-
nos de diez y seis años de edad, seaabsuelto por haber obra-
do sin dicernimiento, lo que no impide que se le persiga ci-
vilmente, como autor de un hecho perjudicial. (1) 

La promoción, cuando se trata de un delito puramenteci-

vil, ge hace anío los tiibun iles civiles á pedimento de la 
parte lesada; mientras que los delitos criminales son juzga-
dos por los tribunales criminales, y la promoción se hace en 
nombre de la sociedad por el Ministerio Público. No nece-
sita de« rse que las consecuencias de la infracción criminal 
áon más pravos que las del delito civil: toda infracción es 
castigada por una pena criminal; el delito civil arrastra solo 
la obligación de reparar el daño que de él resulta. El delito 
criminal somete también al culpable á una reparación civil; 
de donde dos acciones, una pública y la otra civil. La a c -
c ón civil, naciendo de uu delito criminal, tiene grandes ana-
lo.ias con la a« ción de daños y perjuicios que nace de un 

'• daño: tiene el mismo ob je tó la reparación del perjuicio, pe-
ro como éste resulta de una infracción, la acción civil puede, 
como accesoria «le la acción pública, ser llevada ante los tri-
bunales criminales; mientras que la acción por daños y per-
juicios debe ser llevada ante los tribunales civiles. El legis-

t a Udor se muestra más severo cuando se trat> de las conse-
cuencias civiles de una infracción, que cuando se t ra ta de 
un simple hecho perjudicial. Según los términos del ar t . 50 
de nuestro Código Penal, todos los individuos condenados 
por una infracción están obligados solidariamente á las res-
tituciones y á l<Js daños y perjuicios; el Código no pronun-
cia la solidaridad para los delitos y los cuasidelitos. La ley 
que ha suprimido el arresto en materia civil, lo mantiene en 
asunto criminal para la ejecución de las coudeuas á rest i-
tución y daños y perjuicios y pago de gastos; en cuai.to á 
lt>s hechos p rjudiciales calificados de delitos civiles, el a r -
resto es facultativo, el juez puede pronunciarlo cuando se 
trau- de un hecjío ilícito cometido de mala fe (ley de 27 de 
Julio de 1871, arts. 1. c y 2 ° ). 

Hay, adejnás, en lo que concierne á la prescripción, uña di-
ferencia entre la acción no siendo de una infracción y la que 
nace de uu hecho peijudicial. Volverémos á tratar este punto. 
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Hacemos á un lado todo lo que concierne« la acción civil 
propiamente dicha; esta materi i pertenece al derecho cri-
minal. 

387. El art. 1,334 dice: »Se es responsable no solo por el • 
daño que se causa por su propio h cho, sino también p o r a 
aquel que es causado por el hecho de las personas de que 
debe responder, / de las cot&a que se tiene bajo su cuidado.» 
Esta responsabilidad no debe ser confundida con el delito , 
civil, pues no supone la intención de daua r; la ley presuiué 
que las persbnas civilmente responsables están eu falta cuan-
do un daño es causado por una persona de.que responden, ó 
por una cosa que está bajo su cuidado. Se puede, "pues, de-
cir, sirviéndose de la terminología del Código, que esto ta 
un cuasidelito. Sin embargo, la ley no le da c-ta calificación, 
y vale más no servirse de ella, puesto que la responsabilidad 
del hecho ageno eitá regido por principios especiales. 

SECCION II.—Condiciones requeridas para que haya delito j 
ó cuasidelito. 

§ I . Ü N HÍCHO P E R J U D I C I A L . 

Núm. 1. Un hecho. 

388: El art . 1,332 dice: ..todo hecho del hombre.» Se ne-
cesita, pue«, un hedto, y e*te hecho debe ser perjudicial 
pues la ley agrega: »que causa un daño á otro.» La palabra 
hecho comprende TÍO solo las acciones; pero también las omi-
siones y las reticencias. Acerca ele este" punto to los está? 
de acuerdo; la generalidad de los términos de que se sirve 
la ley. no deja ninguna duda. ¿Es esto de^h* que hay h e - J 
cho perjudicial por el solo hecho de que aquel que hubiera m 

podido impedirlo no_Jo hizo? Toullier dice que es como sí 
lo hubiera hecho él mismo, porque es .una especie de cornpli' 
cidad el no impedir un acto nocivo cuando se puede impe-
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dirlo. Esta doctrina es contraria á los principios; debe res-
tringir«* como lo hace Doiflat, al caso en que aquel que no 
impidió el hecho perjudicial tenía algún deber de haberlo im-
pedido. Debe, pues, suponerse que la ley impone el deber de 
impedir el daño para que el hecho de omisión se vuelva una 
culpa que obligue- á ' reparar el daño. Tales son los casos en 
que la ley hace á una persona responsable por el daño sufri-
do por otra, por no haber cumplido con el deber de vigi-
lancia que la ley le impone. Es menester que este deber sea 
una obligación legal; la inobservación de un deber de cari-
dad, de humanidad, no constituye un delito civil. Al hablar • 

—de una espfcie de complicidad, Toullier entiende una compli-
cidad moral; esto es confundir el dominio de la moral con 
el dominio del derecho. Si pudiendo apagar un incendio na-

- cíente, no lo hago, soy moralménte culpable, pero nocome-
to ni delito ni cuasidelito, porque no estoy legalmente obli-
gado de apagar el incendio. ^1) 

389. ¿Coiistitftiyfe- la reticencia un delito? Sí, cuando 
aquel que guarda silencio acerca de uu hecho estaba obliga-
do á declararlo; nó, si no estaba obligado á ello. El caso se 
ha presentado en circunstancias muy odiosas. Al reconocer 
un hijo natural, los padres le hacen una donación. Era una 
hija adulterina: se casa y después de la muerte de su padre, 
se presenta á la sucesión; su madre, heredera, le opone su 
calidad de hija adulterina, y hac* reducir la liberalidad á 
una prestación de alimentos. El marido de la hija asj repu* 
diada y deshonrada por su madre, reclama daños y perjui-
cios, fundándose en que fué engañado por los padres de su 
mujer acerca del estado civil de ésta. Fué sentenciado por 
la Corte de Caen, que no habla lugar á daños y perjuicios, 

1 Prondbon, Dd usufructo, t. I I I , pátf. 461, nóms 1,498 v 1,490. 
"aroadé . t.. V, pág 28?, nfim. 2 del ar t ículo 1,282. En sentido con_ 
trario. Toullier, t VI, 1, pág. 9 | , núm. 117. 
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Hacemos á un lado todo lo que concierne« la acción civil 
propiamente dicha; esta materi i pertenece al derecho cri-
minal. 

387. El art. 1,334 dice: »Se es responsable no solo por el • 
daño que se causa por su propio h c h o , sino también por,,] 
aquel que es causado por el he-ho de las personas de que 
debe responder, / de las COÍ&S que se tiene bajo su cuidado.» 
Esta responsabilidad no debe ser confundida con el delito , 
civil, pues no supone la intención de dañar ; la ley presume 
que las peruanas civilmente responsables están eu falta cuan-
do un daño es causado por uua persona de.que responden, ó 
por una cosa que está bajo su cuidado. Se puede, "pues, de-
cir, «irviéudose de la terminología del Código, que esto ta 
un cuasidelito. Sin embargo, la ley no le da e-ta calificación, 
y vale más no servirse de ella, puesto que la responsabilidad 
del hecho ageno e*tá regido por principios especiales. 

SECCION II.—Condiciones requeridas para que hoya delito j 
ó cuasidelito. 

§ I . — U n h í c h o p e b j u d i c i a l . 

Núm. 1. Un hecho. 

388: El ar t . 1,332 dice: ..todo hecho del hombre.» Se ne-
cesita, pue«, un hedto, y e*te hecho debe ser perjudicial 
pues la ley agrega: »que causa un daño á otro.» La palabra 
hecho comprende no solo las acciones; pero también las omi-
siones y las reticencias. Acerca ele este" punto to los está? 
de acuerdo; la generalidad de los términos de que se sirve 
la ley. no deja ninguna duda . ¿Es esto de^h* que hay he- j l 
cho perjudicial por el solo hecho de que aquel que hubiera m 

podido impedirlo no_Jo hizo? Toullier dice que es como sí 
lo hubiera hecho él mismo, porque es .una especie de compli' 
cidad el no impe l i r un acto nocivo cuando se puede impe-
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dirlo. Esta doctr ina es contraria á los principios; debe res-
tringir«* como lo hace Doiflat, al caso en que aquel que no 
impidió el hecho perjudicial tenia algún deber de haberlo im-
pedido. Debe, pues, suponerse que la ley impone el deber de 
impedir el daño para que el hecho de omisión se vuelva una 
culpa que obligue- á ' reparar el daño. Tales son los casos en 
que la ley hace á uua persona responsable por el daño sufri-
do por o t ra , por no haber cumplido con el deber de vigi-
lancia que la ley le impone. Es menester que este deber sea 
una obligación legal; la inobservación de un deber de car i -
dad, de humanidad, no constituye un delito civil. Al hablar -

—de uua espfcie de complicidad, Toullier entiende una compli-
cidad moral; esto es confundir el dominio de la moral con 
el dominio del derecho. Si pudiendo apagar un incendio na-

- cíente, no lo hago, soy moraluiente culpable, pero no come-
to ni delito ni cuasidelito, porque no estoy legalmente obli-
gado de apagar el incendio. ^1) 

389. ¿Coiistitftiyfe- la ret icencia un delito? Sí, cuando 
aquel que guarda silencio acerca de uu hecho estaba obliga-
do á declararlo; nó, si no estaba obligado á ello. El caso se 
ha presentado en circunstancias muy odiosas. A l reconocer 
un hijo natural , los padres le hacen una donación. Era uua 
hija adulter ina: se casa y después de la muerte de su padre, 
se presenta á la sucesión; su madre, heredera, le opone su 
calidad de hija adulterina, y hac* reducir la liberalidad á 
una prestación de alimentos. El marido d e la hija asj repu* 
diada y deshonrada por su madre, reclama daños y per ju i -
cios, fundándose en que fué engañado por los padres de su 
mujer acerca del estado civil de ésta. Fué sentenciado por 
la Corte de Caen, que no había lugar á daños y perjuicios, 

1 Prondlion, Dd usufructo, t. I I I , pá*. 461, nómR 1,498y 1,490. 
" a r o a d é . t.. V, p á g 28?, núm. 2 del a r t í cu lo 1,282. En sent ido con_ 
trario. Toullier, t VI, 1, pág. 9 | , núm. 117. 
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Hacemos á un lado todo lo que concierne« la acción civil 
propiamente dicha; esta materi i pertenece al derecho cri-
minal. 

387. El art. 1,334 dice: »Se es responsable no solo por el • 
daño que se causa por su propio h cho, sino también p o r a 
aquel que es causado por el hecho de las personas de que 
debe responder, / de las cot&a que se tiene bajo su cuidado.» 
Esta responsabilidad no debe ser confundida con el delito , 
civil, pues no supone la intención de dañar ; la ley presume 
que las perabuas civilmente responsables están eu falta cuan-
do un daño es causado por una persona de.que responden, ó 
por una cosa que está bajo su cuidado. Se puede, "pues, de-
cir, sirviéndose de la terminología del Código, que esto ta 
un cuasidelito. Sin embargo, la ley no le da c-ta calificación, 
y vale más no servirse de ella, puesto que la responsabilidad 
del hecho ageno eitá regido por principios especiales. 

SECCION II.—Condiciones requeridas para que haya delito j 
ó cuasidelito. 

§ I . Ü N HÍCHO P E R J U D I C I A L . 

Núm. 1. Un hecho. 

388: El ar t . 1,332 dice: »todo hecho del hombre.» Se ne-
cesita, pue«, un hedto, y e*te hecho debe ser perjudicial 
pues la ley agrega: »que causa un daño á otro.» La palabra 
hecho comprende TÍO solo las acciones; pero también las omi-
siones y las reticencias. Acerca ele este" punto to los está? 
de acuerdo; la generalidad de los términos de que se sirve 
la ley. no deja ninguna duda . ¿Es esto de^h* que hay h e - J 
cho perjudicial por el solo hecho de que aquel que hubiera m 

podido impedirlo no_Jo hizo? Toullier dice que es como sí 
lo hubiera hecho él mismo, porque es .una especie de compli' 
cidad el no impedir un acto nocivo cuando se puede impe-
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dirlo. Esta doctr ina es contraria á los principios; debe res-
tringir«* como lo hace Doiflat, al caso en que aquel que no 
impidió el hecho perjudicial tenía algún deber de haberlo im-
pedido. Debe, pues, suponerse que la ley impone el deber de 
impedir el daño para que el hecho de omisión se vuelva una 
culpa que obligue- á ' reparar el daño. Tales son los casos en 
que la ley hace á una persona responsable por el daño sufri-
do por o t ra , por no haber cumplido con el deber de vigi-
lancia que la ley le impone. Es menester que este deber sea 
una obligación legal; la inobservación de un deber de car i -
dad, de humanidad, no constituye un delito civil. Al hablar • 

—de una espfcie de complicidad, Toullier entiende una compli-
cidad moral; esto es confundir el dominio de la moral con 
el dominio del derecho. Si pudiendo apagar un incendio na-

- cíente, no lo hago, soy moralménte culpable, pero nocome-
to ni delito ni cuasidelito, porque no estoy legalmente obli-
gado de apagar el incendio. ^1) 

389. ¿Coiistitftiyfe- la ret icencia un delito? Sí, cuando 
aquel que guarda silencio acerca de uu hecho estaba obliga-
do á declararlo; nó, si no estaba obligado á ello. El caso se 
ha presentado en circunstancias muy odiosas. A l reconocer 
un hijo natural , los padres le hacen una donación. Era una 
hija adulter ina: se casa y después de la muerte de su padre, 
se presenta á la sucesión; su madre, heredera, le opone su 
calidad de hija adulterina, y hac* reducir la liberalidad á 
una prestación de alimentos. El marido d e la hija asj repu* 
diada y deshonrada por su madre, reclama daños y per ju i -
cios, fundándose en que fué engañado por los padres de su 
mujer acerca del estado civil de ésta. Fué sentenciado por 
la Corte de Caen, que no habla lugar á daños y perjuicios, 

1 Prondbon, Dd usufructo, t. I I I , pátf. 461, nóms 1,498 v 1,490. 
"aroadé . t.. V, pág 28?, núm. 2 del ar t ículo 1,282. En sentido con_ 
trario. Toullier, t VI, 1, pág. 9 | , núm. 117. 
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porque el demandante no justificaba que se 18 hubiera e n -
gañado por medio de maniobras fraudulosas y que tepia que 
r*procharse el lio haber tomado iuforines suficientes. En el 
recurso, la Corte de Casación se apoyó en e.sta última cir-
cunstancia para pronuuciar una Sentencia de denegada. 
"Ciando hay culpa, dice la Corte, tanto de parte de aquel 
que cau.só el perjuicio Como de parte del que lo sufrió, la 
cuestión de resj>msabilidad *e abandona al poder discrecio-
nal del Tribunal." Ésto implica que, en la opinión de la 

-Corte, la reticencia constituye un delito civil; mientras que 
l a sentencia atacada parece admitir el delito solo en el caso 
de maniobras fraudulentas, lo que nos parece más conforme 
á los principios; el hecho único de reticencia es un uecho de 
omisión; liav indelicadeza en no declarar la calidad de un 
hijo adulterino, pero no hay obligación legal de hacerlo, lo 
que-decide la cuestión. (1) 

390. El ferrocarril de Gante á Amberes atraviesa prade-
ras destinadas á la cría »1« ganado; numeapo* animales pai-
tan y quedan en ellas de día y de noche sin guardas. Una 
vaca vino un día á hechar.se en los rieles y ocasionó un des-
carrilamiento; de est<i, un accidente y una acción por daños 
y perjuicios contra la compañía,y contra el propietario de 
la vaca. La Corte de Gante decidió que este último no era 
responsable, porque no había ninguna culpa que reprochar-
le; condenó á la compañía á daños y perjuicios, porque el 
accrlente era imputable á su desouid , por no haber esta-
blecido una cerca que hubiera impedido el accidente. Esta 
decisión confirma el principio admitido por la doctrina. Va-
namente la compañía objetaría queoiinguna ley le obligaba 
á cercar la vía. La Corte responde que al crear un estable-
cimiento peligroso, se obligaba á tomar todas las medidas 
de prudencia que solas pueden impedir fos accidentes; h a -
bía, pues, obligación por la naturaleza misma del ferrocar-

I Denegada, 12 d e Diciembre de 135i (DaUoz , 1855, 1, 53). 
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ril, de vigilar á la seguridad pública que comprometía la 
nueva vía. Esto es decisivo. (1) 

A im. 2. Cu hecho perjudicial. % 

391. El hfecho debe ser perjudicial para que constituya 
un delito ó nu cuasidelito. Esto es de la esencia del delilo 
así como del cuasidelito; el art. 1,382 lo dice: »Todo hecho 
que cau-e un perjuicio á otro.» Puede .suceder que el hecho 
implíqfie una culpa, per«» para que esto de lugar á una ac -
ción contra el nut«»r del hecho, es mene-ter que resulte un 
dafio, pues la acción es de daños y perjuicios; ¿y cómo la 
hubiera, sí no fuera por el daño causado? Este principio re? 
cil>e una aplicación frecuente á los funcionarios y oficiales 
ministeriales que no cumplen ó cumplen nial las obligaciones 
que les impone la ley; son responsables en virtud del artí -
culo 1,382; pero para que esta responsabilidad dé lugar ú 
una acción de daños y perjuicios, es necesario que haya d a -
ño causado, y sucede con frecuencia que no haya daño, aun-
que haya culpa. • 

* Un abogado reciba man laUTd-juzgar; descuida de hacer-
lo, estú es una culpa grave. Su cliente es vencido por la ac-
ción de los.acreedores inscriptos. Si^ embargo, ha sido "re-
sucito que no incurría en nis.guna responsabilidad, porque 
constaba que la purga no hubiera im|>edido el embargo y 
la venta; ésta estaba entachada de frude y había tenido lu-
gar á vil precio, de manera que seguramente había puja y , 
y por consiguie ite, una exprjpiacióu. (2) A losTribunVihs 
toca examinar si de hecho hul>o daño causado ó si no lo hu-
bo; pero no basta que comprueben la culpa, es necesario tam-
bién que establezcan quela culpa ha causado un perjuicio. (3) 

1 Gsn te , 26 de E u r . o de I«60 < Pa*ierit\a 1860, 2 , 73). 
2 Lyou, 13 de Agosto ««* 1*45 i Datloz, 1S46, 1 ,223) . Co¡n|>áre*e 

-Casación, 25 de Abri l d e 1855 (D.dloz, 1855 1. 156). 
3 Den.-cada, 21 d e Mar*» d e 1855, y Oamoióu. 6 de F e b r e r o de 

1855 iDalloz, 1855, 1, 133). 



Un testament^ era nulo porque el notario habla omitido 
mencionar el lugar en que había pasado. Pe ro aquel mis-
mo testamento era también nulo por razón de la incapaci-
dad de 1® testadora que, casada bajo el uso de Lieja, no po-
día testar sin el consentimiento de MU marido. Cuestión de 
Haber si el notario era responsable. La Oírte de Bruselas la 
decidió negativamente. Aunque el testamento hubiera sido 
válido en la forma, se debería, sin embargo, nulificarlo; lue-
go el daño causado por la nulidad no era un efecto necesario 
del hecho del notario, lo que era decisivo. (1) La Corte de 
Casación sentenció, en principio, que el acto irregular, aun-
que constituyendo en sí un hecho perjudicial, no hace al 
notario responsable si, de hecho, no resulta ningún d a -
ño. (2) Por grave que sea la culpa del oficial público bajo el 
punto de vista legal, no hay delito ni cuasidelito cuando 
esta falta no causó perjuicio alguno á aquel que se quejó de 
ella. (3) 

Un escribano de diligencias notifica una acta de apelación 
que es nula. La Corte reconoce en principio que era respon-
sable. Pero, de hecho, decidió que la sentencia deferid» 
era inatacable; el escribano no había, pues, causado otro da-
ño X los apelantes sino exponerlos á los gastos frustratorios 
de una acta de apelación nula y necesitar un recurso de ga-
rantía contra él. Fué sentenciado que la responsabilidad del 
escribano había sido restringida á los límites del perjuicio 
real que su descuido había causado. (4) 

392. Los mismos"principios se aplican á^la usurpación de 
nombre, hecho ilícito qu* por sí constituye un delito ó un 
cuasidelito, en este sentido, que aquel que usurpa el nom-
bre, hace lo que no tiene derecho de hacer, pero no ha lugar á 

1 Bruselas. 30 de Jun io de |818 (Pcuierítia, 1818, pág. 131). 
2 Denegada, 8 de Mayo de 1854 (Dalloz, ~1854. 1, 140). 
3 Denegada, 13 de J u n j o de 1864 y el Iníárrne de Hardonin (Dal-

lo®, 1864. I. 46i. 
4 Cliambery, 1" de Mayo de 1868 (Dalloz, 1868,2,111). Véase el 

iióra. 515. 

una acción á daños y perjuicios sino cuando resulta un d a -
ño. Un farmacéutico vende su fondo; el comprador toma no 
solo la calidad de sucesor, pero hace uso del título y de las 
medallas conferidas á su autor . Ilabfa en esto un hecho ilí-
cito, pero fué sentenciado que no era perjudicial, puesto que 
el farmacéutico vendedor no recibía por ello ningún per-
juicio. ( I ) Así mismo fué sentenciado que la usurpación de —-
una marca de fábrica no autoriza al juez á conceder daños 
y perjuicios si consta de hecho que no causó ningún p e r -
juicio al propietario de la marca. (2) 

393. Resulta del mismo principio que una infracción pe-
nal no puede constituir un delito civiL Un indiyiduo es 
condenado, por violencias leves, á 5 francos de multa; la 
parte lesada intenta después una acción civil ante el juez 
de paz y reclama 500 francos por daño»>y perjuicios. En 
apelación, fué sentenciado qu-* el demandante, no habiendo 
probado ningún daño apreciable resultando de la infracción, 
la pena de la multa debía bastar para su susceptibilidad. Re-
curso de casación, fundado en que el Tribunal había negsdo 
la acción civil á la parte lesada. La Corte decidió que no 
era negar la acción declararla no fundada por falta de un 
perjuicio apreciable. 

En otra especie, el juez criminal había rehusado señalar 
daños y perjuicios al demandante porque éste no justificaba 
un daño material. La Corte de Casación desechó el recurso 
por este motivo. H a y que cuidarse de concluir de esto que 
el juez no pueda conceder daños y perjuicios por un peijui-
cio moral. Pero, en el caso, no podía t ratarse de un daño 
moral; decir que no habia perjuicio material, era decir que 
no había daño; luego el Tribunal no podía acordar la repa-
fación civil. (3) 

1 D e n e g a d ^ Sala Civil, 13 de Abril de 1866 l Dalloz, 1866,1, 342> 
2 Casación 24 de Diciembre de 1855 (Dalloz, 1855, 1,'66).-
6 C*nc>6o, Sala Criminal, 15 de Noviembre de 1861 (.Dalloz, 

1, 46). u 



394. ¿Deberá hacerse excepción á V t o s principios ea A 
caso en que la administración del ferrocarril se retarda en 
entregar la mercancía que le fué confiada? Esta es una cu; 
tión de daños y perjuicios convencionales, más l i e n que un 
cuasidelito Pe ro el principio HSJÍI mismo: no hay dañó«j 
perjuicios sin daño, Se pretendía quéf isbía una cláusula p -
nal subentendida. Confesamos no eompremier que esto s 
una cláusula penal tacit*, pues es de la esencia de toda je-
i.a el ser determinada. No hay, piles, ni cláusula penal ni 
cuasidelito . 

395. ¿El daño moral dará lugar á una reparación? I? 
afirmación está admitida por la doctrina y por la jurispr 

\ dencia. Se funda en el texto y en el espíritu de la ley;4i 
nrt. 1,382 habla de un daño en términos absolutos que na ¡ 
permiten distinción; todo daño debe ser reparado; el daño j 

.moral tanto mmo el material. Es lo qu* Pothier expresa« j 
agregando la pslabra (odo, que se relaciona al daño moral 
(núm. 384). El espíritu de la ley no deja ninguna duda: 
quiere resguardar todos los derechos del hombre, todos su* 
bienes; y, nuestro honor, nuestra consideración son quizá 
nuestros más preciosos.hiene«. Son aún más, constituyen I*| 
esencia de nuestro sér. Se ha lomado una objeción en la miv 
ma importancia de los der-chos que se trata de garantizar j 
¿Qué reparación se dará al honor herido? ¿Se estima el ho-
nor con dinero? No por pierto; pero todo condenación, 
aunque fu'.se pecuniaria, implica una reparación moral del ¡ 
hecho perjudicial Es verdad que es imposible valuar en «M 
ñero el daño moral; el monto dé 1.« daños y perjuicios será. ¡ 
pues, siempre arbitrario: ¿Serán mil francos ó diez mil? i « | 
por qué diez mil y no nueve? No se .«abe; pero no importi. 
De que el juez no pueda conceder una reparación exacta, no. 
puede concluirse que no deba conceder una reparación. L" 
a r l i trario está aquí, en la naturaleza de la.s cosas, y pu: 
resultar en bien porque permite al juez pronunciar penas c-

viles sin uingú . lí uit-1; luego proporcionándolas á la g r a -
v l a d del daño moral. La ley autoriz t además el arro>to; 
e-i<> es un.-t sanción necesaria y algunas veces la única posi-
ble cuando el deudor está sin fortuna y que pertenece.á esa 
riza de séres malhechores que viven de la calumnia y del 
ch*htaye.\ 1) 

3¡)u. La jurisprudencia hizo numerosas aplicaciones^ del 
principio; relataremos las más notables. 'Unos colaterales 
contestan l i legitimidad-de un hijo; la acción nó tenla otro 
fundamento que la maldad de aquellos que la formaban^ y 
que por ella herían la moralidad de los padres, así como la 
consideración de la joven. Esto era una vergonzosa especu-

zión. L i Corte pronunció daños y perjuicios contra los 
culpables. (¿) Se ve por est i ejemplo que las condeTíás pe-
cuniarias no solo son una necesidad, sino también son muy 
j uu.s: un pensamiento de lucro es á menudo el móvil de la 
iii ddad; imponiendo á los culpables daños y perjucios, se 
lea inflige la pena que mereütn y .se les .castiga por donde 

p í a d e l i n q u i d o . '. 
Hay una acción que de ordinario no tiene otro móvil si-

ii" el interés herido, es 11 oposición al luatrimouio formado 
|<or los colaterales; la ley permite conden.ir.lo3 á daños y 
i ̂ juicios cuando su oposición es desechada y que solo fué 
¡•»pirada por las malas pasiones (art. 17Ó). 

t -3ü7. l iemos hablado en otro lugar de las promesas de 
_ atrimonio; son nulas. Pero, cuando hay seducción, y por 

wisiguiente, daño causado, el hecho se hace un delito ó un 
cuasidelito; como tal, cae baja la aplicación del art. 1,382. 

Iriounaies pueden atender en etta materia, el daño mo-
fa'. Transladainos á io que fué dicho en el libro primero 
(t. 11, núm. 308). 

1 Gante. 4 ile Jul io de 1853, y 1* reqaisi toiia de abogado general 
«• u'iv (P-if!criii'i, 1353, 2, 293). Bruselas, 26 de Abril de 1843 (Pa-

1843. 2, 129). ' 
- Poltiere, 1" de Dtcieaibre de 1869 (Dalloz, 1871, 2, 17). 



398. Un padre herido en su honor y su consideración 
por una imputación difamatoria dirigida contra su hija ma-
yor ¿puede pedir la reparación de este delite quejándose y 
constituyendo parte civil, tatito en su nombre personal co-
mo en el de su hija? Hav un motivo de duda. La hija, siendo 
mayor ¿no tendrá sola el derecho de quejarse y demandar 
reparación? La Cotte de Montpellier acogió la acción por el 
motivo "que no puede seriamente desconocer que la esti-
mación y la consideración que .e liga á Inconducta honra-
da é irreprochable de los padres y de los hijos sean un pa-
trimonio común á la familia, de la que la conservación e,tá 
especialmente confiada por la moral y la ley á la vigilan-
cia y solicitud paterna." (1) No responde el considerando á 
nuestro escrúpulo; no insistirémos en ól porque el senti-
miento moral sobrepasará siempre, en esta materia, a la su-
tileza del derecho. 

399 Es de jurisprudencia que la acción-civil nacida üe 
un delito de prensa, puede ser llevada ante los tribunales c-
viles. Esto es sobre todo en esta materia que los danos y 
perjuicios son una necesidad, cualquiera que sea lo arbttra-
r.o de la decisión. Hay una prensa que vive de insultos, <fe 
mentiras y de calumnias. Esto es un ataque profundo ádaj 
moralidad pública; es tanto más grave cnanto que aquello* 
que tienen siempre el insulto en la pluma pretenden ser los 
r e p r e s e n t a n t e s de la moral ó de la religión. El juez debe r e ^ 
guardar la moralidad pública destrozada y arruinada p* 
.taquea insensatos que no tienen otro objeto que la inqum» 
ciega de los pretendidos defensores de la Iglesia, tienen i 
l o s V s e p reven á pensar libremente y que se rehusan i 
doblegarse á la dominación de los frailes. 

Sin duda, es difícil valuar el daño moral que resulta de 
los delitos de prensa; la Corte de Bruselas dice que laapre-
elación está abandonada al arbitrio de los tribunales: eljn« 

1 Montpellier, 12.deNoviembre de 1855 (Dallo*, 1856, 2, 141). 

t 

tendrá en cuenta la posición pecuniaria de las partes, el ca-
rácter de las imputaciones, la publicidad que habrán tenido, 
y los motivos que han hecho obrar á los autores. (1) 

400. Se abusa de la justicia como se abusa de la prensa 
y de las cosas más sagradas. El autor de un crimen, por sus 
culpables maniobras y sus maquinaciones odiosas, llega á 
perseguir á un inocente. El acusado fuéabsuelto, Nueva pro-
moción tuvo lugar contra aquel que había intentado escon-
der su culpabilidad haciendo recaer las sospechas de un 
tercero. ¿ Puede éste constituirse parte civil y reclamar d a -
ños y perjuicios? Se le objetó que no era parte lesada, que 
el crimen le era extraño. La Corte de assises no acogió es-
tA defensa, y en el recurso intervino una sentencia de dene-
gada. 51 primer acusado, dijo la Corte, podía seguramente 
formar una demanda de daños y perjuicios contra aquel que 
por su dolo lo había expuesto á las angustias y á la ver-
güenza de uu procedimiento criminal; y como el hecho da-
ñoso se ligaba directamente con el crimen, la Corte podía 
declararse.competente para conocer. (2) Nos parece que hu-
biera sido más regular intentar una acción de daños y per-
juicios ante los tribunales civiles; el daño no había sido cau-
sado por el crimen; luego no había lugar á una acción ci-
vil, era simplemente un hecho perjudicial cometido á oca -
sión de un crimen. 

Fué sentenciado, por aplicación del mismo principio, que 
las partes que de mala fe habían dirigido una inscripción 
de falsedad contra un testamento auténtico, erau responsa-
bles hácia el notario redactor, la inscripción por falsedad, 
siendo de naturaleza á causarle perjuicios cuando menos mo-
rales. (3) 

1 Bruselas 6 de Enero de 1847 (Pasicritia, 1849, 2 263> 
2 Denegada &jU Criminal 7 de Julio de 18-17 (D«dloz, 1847, 4, 8). 
3 Burdeos, 27 de Nov iembre 1873 - DaHoz, 1874, 5, 432,. ' ' 
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"458 DEL1 IOS Y CUASIDELITOS. 

§ i i . — u n i h c h o i l í c i t o 

401. El hecho debe ser-ilícito, por esto es que ss llama 
delito ó cuasidelito. Se entiende por hecho ilícito todo lo que 
no se tiene el derecho de hacer. Los hechos lícitos no dan 
luo-ar á una acción de daños y perjuicios; aquel que hace 
1<, que tiene el deiecho de hacer, no causa.daño, en este sen-
tido, que no está obligado á repararlo. Tal es el principio. 
Queda por -aber cuándo un hecho es ilícito y cuándo es l í -
cito. 

Núm. 1. ¿Cuándo es ilícito el hecho? 

402. Que los hechos castigados por una ley penal sean 
hechos ilícitos, esto no necesita decirse; toda infracción es, 
pues, un delito civil, siempre que de él resulte un daño (nú-
meros 384-385). Ilay un hecho que realmente constituye 
un delito criminal, pero que la ley no considera como tal : 
es el hecho de los herederos ó de la viuda que retienen ó dis-
tiaen las cosas de una sucesión ó de una comunidad; el Có-
digo dispone que los culpables queden decaídos de la facul-
tad de renunciar á la sucesión y que no pueden pretender 
ninguna parte en los objetos divertidos ó escondidos (ar-
tículos 792 y 1,460). Hemos explicado esta disposición en 
el titulo Délas Sucesiones (t. IX, núm». 334 y siguientes), y 
vo lve rémos j jwta r l a en el título Del Contrato de Matrimo-
nio. El art 792 no dice que los herederos estén obligados a 
daños y perjuicios, pero no necesitaba decirlo, es seguro que 
la detención y la mal versión, sean delitos civiles que caen 
bajo la aplicación del art . 1,382. La Corté de Casación ha 
aplicado este principio á un hecho particularmente odioso: 
Dos hermanas habían expoliado á su hermana por la suce-
sión paterna, mal versando en su peijuicio créditos heredi-
tarios. No sabemos por qué la Corte califica este hecho da 
cuasidelito; si hay un delito bien caracterizado, es la mala 

versión; la sentencia dice muy bien "la detención ó la mala 
versión implican la idea de doto y fraude y, por consiguien-
te, la de que los hechos que los constituyen han sido come-
tidos concientemente y de mala fe ." Luego son delitos. (1) 

403. H a y hechos más odiosos porque son m ta graves, 
esto es la violación sistemática de la ley, la relieldía contra 
el legislador; es decir, contra la soberanía nackmal. La Cor-
te de Casación asienta en principio que la negativa ilegal de 
ejecutar un simple reglamento administrativo, constituye un 
delito, en el sentido del art. 1,382, (2) y la cosa e< eviden-
te. No es necesario decir que el primer deber de los ciuda-
danos es obedecer á la ley, y que la desobediencia á la ley 
destruye la base del orden social. jSin embargo, la gente de 
iglesia, obispos, canónigos, han dado en Bélgica este fun^s-
to ejemplo, predicando y practicando la rebeldía contra la 
ley! Importa hacer constar los hechos para la instrucción 
de las generaciones futuras. 

La ley del 19 de Diciembre de 1S64, confía la adminis-
tración de las fundaciones de becas de gracia, asi como su 
colocacióu á comisiones provinciales. Esta ley fué provoca-
da por los escandalosos abusos de que se hicieron culpables 
los antiguos administradores que eran gentes de iglesia. I n 
decreto real (de 7 de Mayo de 1865, art . 36), promulgado 
en ejecución de h ley, ordenó á los administradores, entre-
gar á las secretarías de las comisiones, todos los títulos y 
documentos de que eran depositarios y que concernían á las 
funcione s que habían desempeñado. La gente de iglesia s 
negó á obedecer á la ley. Citaremos la cont«»«tac¡Au de uno 
de ellos, que da ¡dea de la rel»eldía clerical. »Sien lo legíti-
mos administradores de la fundación, esto basUiba para que 
creyeran no poder tomar parte directa ó indirecta á la eje-
cución de la ley de 19 de Diciembre de 1864, que conside-

1 Denegada, 14 de Diciembre de 1859. (Dalioz, 1860 !. 291 . 
2 Denegada, 24 d e F e b r e r o do 1845 (Dallox, 1*45, 1. 19!.. 
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ra han como atentatoria al derecho de propiedad y á los prin-
cipios de la más sagrada justicia.» Fué necesario que la 
Corte de Bruselas recordase á los legistas de iglesia que 
»todo ciudadano debe obedecer á la ley, que á nadie perte-
nece substraerse á su acción y contestar su fuerza obligato-
ria bojo el punto de vista de las opiniones personales que pue-
den serle contrarias.» Esta resistencia á la |py, dice la Cor-
te, no tiene otra causa* que una oposición sistemática que na-
da justifica. La consecuencia es que aquellos que rehusan 
ejecutar la ley y la violan, deben personalmente responder 
de su desobediencia, la sentencia las condenó á daños y per-
juicios de 400 francos, sin perjuicio de las multas venide-
ras. (1) _ 

Vamos á oír á un obispo y un canónigo; tiene al to el 
verbo, como conviene á los sucesores de los apóstoles. ¿Qué 
contestan á la acción que una comisión provincial estuvo 
obligada á promover contra ellos? La califican de "medida 
puramente agresiva y vejatoria." La Corte dé Bruselas nos 
dirá quién era culpable de agresión y de vejaciones. Un d e -
creto real había entregado á la comisión provincial del Hai-
naut, la gestión de los bienes de una fundación administra-
da por el obispo de Tournai y un canónigo. La comisión 
les notificó el decreto, y el colegio de los burgomaestros 
hizo una nueva ratificación al administrador de la beca de 
gracia; la tercera cita les previno que iban á ser persegui-
dos judicialmente. En fin, fué intentada la promoción. Esto 
se llama en el lenguaje de los legistas de iglesia, una medi-
da de agresión, como quien dice, un acto de bandolerismo, 
y recordar á un obispo y á un canónigo que deben e j ecu -
tar la ley, es nna medida vejatoria. 

¿G^mo calificar la conducta de los defensores? Estaban en 
demora por espiración del plazo que la ley fijaba para el 
cumplimiento de sus obligaciones; puesto en deníora por u n a 

1 Bruseas, 7 de Agosto.de 1866 (Pasicritia, 1866, 2, 308). 

acción judicial desde el 30 de .Noviembre de 1865, hasta el 
7 de Jul io de 1866, guardaron un silencio absoluto, "faltan-
d o ^ la vez á uu del>er y á las conveniencias las más senci-
llas." Estos son los términos de la sentencia. Y ésta nos di-
ce todo lo que significaba este silencio: los obispos no se atre-
ven todavía á decir frente á la justicia hasta dónde llegan 
las pretensiones de la Iglesia; pero la doctrina ultramontana 
no es insecreta para nadie; la hemos expuesto en otro l u -
gar. (1) La Iglesia está fuera de la ley y más arriba que la 
ley; obedece cuando le place. l ié aquí, en substancia, el de-
recho católico. La Corte de Bruselas se cenforma con decir 
que la conducta del obispo y del caninigo, poco concilia-
ble con sus deberes y su posición, acusan en ellos la resolu-
ción premeditada de resistir á la ley, resolución que el obis-
po había claramente manifestado en una memoria impresa. 
Parece que las gentes de iglesia tienen un derecho suyo, 
como tienen una moral y una conciencia especial. El canó-
nigo era contador, pretendía que sus existencias en nume-
rario fueran de 4 francos 5 céntimos: que vengan á cobrar-
los á mi casa, dijo. La Corte se tormó la molestia de contes-
tarle que no es un simple deudor frente á su acreedor, que 
es un contador, depositario de fondos públicos, obligado á 
dnr cuenta y obligado á liberarse en manos de su sucesor. 

i No es para enseñar el derecho á la gente de iglesia por 
lo que contestamos la decisión de la Corte. Se han encar-
gado ellos mismos de probar que la violenta oposición que 
han hecho los obispos á la ley, solo era una arma de guer-
ra; su objeto es la dominación; han vuelto á conquistar la 
mayoría, sus elegidos están en la Sala; sin duda su primer 
acto ha sido abatir la ley que viola la propiedad. De ningu-
na manera, éstos ejecutan la ley contra la que se habían r e -
culado. Casi es esto una escena de comedia, pero una come-
dia que mucho cuesta al país. Se predica la rebeldía contra 

1 Véase mi Estadio acerca de la Iglesia y el Estado en Bélgica. 



la ley, se destruye el respeto que se le débe y ¿qué suc 
con la sociedad cuando ha perdido el culto del derecho, y 
que no le queda otra religión que la de los milagros y d^ las, i 
peregrinaciones? La caída del régimen de Napoleón respon-
de á nuestra cuestión. 

Una palabra aún acerca de los daños y perjuicios. La Cor-.; 
te de Bruselas, después de haber demostrado que la resis—J 
tencia obstinada de los ob'spos y del canónigo, era el efec-
to de un sistema de oposición concertada á la ley; los co 
denó á entregar en el mes los documentos de que eran d 
positarios, bajo pena de multa de 5 francos por cada día de 
retardo. (1) Nos parece que los daños y perjuicios no esta-
ban muy en relación con la gravedad del h^cho; pero la se 
tencia quedará como un testimonio y como una manchs de 
las pretensiones ultramontanas. J ^ 

404. Toda lesión de-nn derecho es un delito en el setiti- ; 
do del art . 1,382. (2) El principio es seguro, pero la apli-
cación tiene sus dificultades. Se necesita, ante todo, que lia-1 
ya un derecho, y los derechos, como las obligaciones, no na-
cen sino de la ley ó de la« convenciones; es, pues, necesario 
que un derecho legal ó convencional esté lesado; entone 
hay delito ó cuasidelito, pues el objeto del art. 1,382 e* p 
cisamente resguardar los derechos de los hombres en la so-
ciedad civil, acordándole» una acción de daños y perjuicios 
contra loa que los lesan. 

Pero hay que cuidarse de creer que la l&ñón consiste en 
el daño que resulta de un hecho; el daño solo es uno de los 
elementos del hecho perjudicial; por sí solo no basta, esm 
nester que un derecho esté legado. La dificultad se ha presen-; 
tado en el caso siguiente: Una sociedad industrial prohibió á 
sus operarios provisiona-se en casa de tal comerciante; ci-
te intentó una acción por daños y perjuicios contra el dir 

1 Bruselas, 2J «le Enero «le 186S (Poñeriña, 1868, 2, 113 . 
2 A u b r y y Rao, t . IV , pág , 746, y no ta 4. 

tor. Su demanda fué desechada; en efecto, el director no ata-
ctba un derecho legal ó convencional del demandante; por 
otro lado, tenía el derecho para imponer tal condición que 

fisgaba convenieate á sus operarios, á reserva que éstos uo 
U aceptasen; de manera que el derecho de j j ad i e resultaba 
tesado. El demaudante pretendía que la sociedad había he-
cho esta prohibición para vengarse de él, porque había im-
pedido el establecimiento de nuevos hornos de coke. La Cor-
te de Lieja insiste en este punto y <lice que la intención de 
vendarse no está probada. (1) Creemos que aunque este he-
cho fuese probado, la prohibición no hubiera constituido un 
delito ni un cuasidelito; vengarse es un hecho que condena 
la moral, peroren derecho, esto no es el móvil del autor del 
hecho perjudicial, lo que decide si hay ó no delito; es menes-
ter que el hecho sea ilícito, es decir, que exista un derecho 
lesado; después de esto, se puede discutir si la lesión ha s i-
do hecha por maldad ó no. 

405. Desde que existe un derecho, toda traba llevada al 
ej juicio de este derecho, debe ser considerada como un de-
lito, cuando ha habido intención de maldad, y como un 
cuasidelito cuando no hubo intención do dañar. El padre de 
un hijo natural da su poder para reconocerlo; después revo-
ca este poder bajo la iufluencia de denuncias mentirosas ité, 
su hermano. F u é resuelto que éste estaba obligado á repa-
rar el daño que había causado al hijo uatural, impidiendo su 
reconocimiento. (2) Esta es la aplicación del principio que 
acabamos de establecer. El daño causado era incontestable. 
«Había lesión? El hijo natural tiene seguramente el derecho 

reconocimiento; la ley le da acción contra su madre; si 
no se la da contra su padre, esto no impide que el hijo ten-
ga un derecho; si este derecho eotá lesado, hay hecho ilícito; 
luego, delito ó cuasidelito. Se objetaría en vano que pone 

» Lieja, 14 «le Ene ro de 1856 (Pasieriita, 1856, 2, 110). 
= Bourges, 6 de J u u i o de 1860 (Dallox, 1861, 2, 9). 



trabas al reconocimiento del hijo que ejerce también un de-
recho y aun cumple un deber de familia, suponiendo qne 
esté de buena fe y que aquel que usa de un derecho no per-
judique malamente á una persona. Esto no es exacto; diré-
mos más adelante que no está permitido usar de un derecho, 
lesando el derecho de un tercero. 

406. El derecho de testar es un atributo de la propiedi 
Aquel que pone trabas á este derecho impidiendo á una per-
sona tomar sus últimas disposiciones que tenía intención de 
tomar, lesa un derecho, en perjuicio de aquel á quien hu-
biera aprovechado la liberalidad; éste tiene, pues, el dere-
cho de reclamar daños y peijuicios. Así mismo, aquel que 
destruye un testamento por dolo ó por imprudencia come» 
un delito ó un cuasidelito. Transladamos á lo que fué di. 
en el t í tulo De los Testamentos. 

El derecho de loa herederos ab intestatú es aun más sagra-
do que el de los herederos testaiueatarios, puesto que lo tie-
nen de Dios, como dicen nuestras antiguas costumbres. Si, 
pues, los parientes lejanos se apoderan de una herencia eu 
perjuicio de los parientes cercanos, les impiden el ejercicio 
d-i un derecho, y por consiguiente, están obligados á los da-
ños y perjuicios que resulten de su delito. Ha sido sentea-
ciado que la reparación consiste en la restitución de los va-
lores hereditarios en naturaleza y á defecto de ellos, en da-
ños y p e r j u i c i o s equivalentes. (1) Es tono es exacto: la obli-
gación de restituir es una consecuencia de la acción de pe-
tición de herencia. Además de la restitución, puede haber 
limar á d a ñ o s y peijuicios si hubo delito ó cuasidelito. Ade-
más como lo decidió la Corte de Nimes, si hay un hecho 
perjudicial en el sentido del art, 1,382, las condena? pueden 
ser pronunciadas solidariamente, según la jurisprudencia 
aceptada. 

407. La propiedad es un derecho. Según los términos 

1 Nimes, 7 tle Mareo de 1853 vDalloz, 1854, 2, 250;. 

del art, 544, el propietario tiene el derecho de gozar y d is-
poner del modo más absoluto. "¿La lesión de este derecho 
constituye un delito? La afirmativa no es dudosa, pero 
la dificultad está en saber cuándo hay lesióo del derecho 
de propiedad. No basta que haya daño causado á un pro-
pietario por su colindante; aquel que causó el daño puede 
responder que ha usado de un derecho, y qne no es respon-
sable del daño que resulte del ejercicio de un derecho. P a -
ra que haya delito ó cuasidelito, es necesario, además del da-
ño, que el derecho de propiedad haya sido lesado, y se en -
tiende aquí por derecho de propiedad todo "derecho acor-
dado por la ley ó establecido por una convención. Hemos 
establecido el principio en otro lugar; ( l ) vamos á aplicar-
lo á trabajos públicos ejecutados por el Estado, la provincia 
ó el municipio ó por un concesionario; los principios son los 
mismos cualquiera que sea el que ejecute I03 trabajos, pues 
éstos se hacen siempre por interés público, y es el conflicto 
del interés general con los derechos de los individuos el que 
levanta serias dificultades. 

Núm. 2. ¿Hay delito ó cuasidelito cuando el autor 
de un hecho dañoso ha usado de un derecho? 

408. Hay un antiguo adagio que parece decir que aquel 
que causa un daño usando de un derecho no está obligado 
á repararlo. Si se toma esta máxima en un sentido abso lu -
to, resulta falsa. Hemos dicho en otro lugar que el propie-
tario que usa de un derecho y causa un daño, debe reparar-
lo ai ha lesado el derecho de un tercero. El Estado que eje-
cuta trabajos de utilidad pública, ejerce un derecho y cum-
ple con un deber; sin embargo, como lo diremos más adelan-
te, debe reparar el daño que causa cuando, usando de su de-

1 Véase el tomo V I de mis Principio«, pSe-. 211 v si^nientes. nú-
meros 136_155. 
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recho, lena el derecho ageno. ¿Qué significa, pues, el adagio 
y cuándo recibe su aplicación? Supone que el hecho dañoso 
no ha lesado el derecho de aquel que resiente el daño. 
¿Aquel que lo causó debe repararlo? Nó, si causó el daño 
en uso de su derecho. Si, si no tenía el derecho de hacer 
lo que hizo; hay un delito ó un cuasidelito en este caso 
por el solo hecho de haberse causado un daño sin derecho. 
El adagio que aquel que usa de su derecho no perjudica á 
nadie quiere, pues, decir que el solo hecho de un daño cau-
sado no arrastra la obligación de repararlo; hay que ver si 
el autor del hecho perjudicial usó de un derecho sin lesar el 
derecho ageno; en este caso, no hay delito ni cuasidelito; 
luego no puedo haber obligación de reparar el daño. 

409. El principio tal couio acabamos de formularlo, está 
admitido por todos, solo que s*i enuncia de ordinario en tér-
minos demasiado absolutos. Aquel que usa de su derecho 
no comete ninguna fr i ta , se dice; si resulta de ello algún 
daño ageno, esto es una desgracia qu-» el autor del hecho no 
está obligado á reparar, y que aun está como si no lo h u -
biera causado. He aquí lo que dice Toullier, y se encuentra 
la misma explicación en todos los autores. (1) Nada es 
más exacto, siempre que se sulientienda que aquel que cau-
só un daño usando de su derecho no lose ningún derecho. 
Los ejemplos que se citan de costumbre no tienen otro sen-
tido. 

Al hacer un pozo en mi fundo, seco los veneros que ali-
mentaban el pozo de mi vecino. Esto es un perjuicio que 
mi vecino reciente por mi h°cho. *¿ Estoy obligado á repa-
rarlo? Nó, dice Toullier, porque solo usé de mi derecho, 
sin cometer ninguna Jaita. Estas últimas palabras implican 
la restricción con la que debe entenderse el principio. Nó 
cometo ninguna falta porque lev» el derecho de mi vecino; 
no tenía derecho á las aguas de estos veneros, éstos perte-

1 Toullier, t. Vi , I, pág. 91Í, núiu. 119. 

necen al dueño del fundo en que brotan, el propietario infe-
. rior no tiene derecho á ellas sino en virtud de una conven-

ción ; si no hay ningún derecho convencional y si no tiene 
derechos adquiridos por prescripción, puedo, como dueño del 
venero, usar de ella y aun absorberla. Estoy sin culpa al 
hacerlo así, porque solo hago lo que tenía el derecho de ha-
cer, sin atacar el derecho de mi vecino. 
. Lo mismo sucede si al labrar la tú-rra corto las raíces de 

' los árboles del jardín vecino qun esta operación hace secar. 
La ley dice, en efecto, que si las raíces de un árbol se e x -
tienden en la heredad del vecino, éste tiene el derecho de 
cortarlas (art. 672); ri usando de este derecho, el árbol pe-
rece, ¿leso el derecho del propietario? Nó, porque é*te viola 
la ley, por el hecho de que su árbol extiende sus raíces en 
fl fundo del vecino; y 110 puede prevaltc6rs"de la violación 
de la ley para reclamar daños y perjuicios. 

410. Domat , al asentar el principio de que buscamos la 
verdadera significación, le d i esta restricción que aquel que 

• hace lo que tiene el derecho de hacer, está obligado á daños 
y perjuicios que de ello resultan, si solo ha obrado para 
perjudicar á los demás sin ninguna utilidad para él; en este 
caso, dice, esto sería una malicia que no debe sufrir la equi-
dad. Tierno* reproducido esta restricción en el título De h 

| Propiedad (t. VI , núm. 140). Se deduce esta consecuencia, 
formulada en el Código prusiano, que aquel que entre va -
rias maneras d» ejercer su derecho, escogió l a q u e pudi. ra 
*er perjudicial, debe una indemnización por el daño causa-
do. (1) Unos fabricantes embarcaron unos product** consig-
nados á una casa rival, pretendiendo que eran imitación de 
los suyos; luego se quejaron de co-trahacimiento ante los 
tribunales correccionales. Los reos fueron absufeltos por mo-
tivo que los productos incriminados eran enteramente d is-
tinto* de los de los quejantes. De e-to, una acción por daños 

1 Sourd.it, De la responsabilidad, t. I, pág. 443, núm. 439. 



y perjuicios contra éstos; la lemanda fué acogida p irque los 
demandantes, después de haber embargado los productos 
pretendidos contrahechos, habíanse quejado ante los tribuna-
l i s correccionales con un objeto de maldad y acción. Recur-
so de casación. Se dijo en apoyo del recurso que los deman-
dantes tenían derecho de llevar su acción ante el Tribunal 
Correccional; condenándolos á daños y per ju ic io , la Corte 
había, pues, violado U máxima Skmo dnmnum facit qui suo. 
jure utitur. La Corte da Casación pronunció una sentencia 
de denegada, por razón que el juez del hecho había decidi-
do que 1 is promociones eran malquerientes y vejatorias. (1) 

411. Se sigue de esto que debe distinguirse entre el uso 
y el abuso de un derecho. Abusar de un derecho no es usar 
de él. Bien se dice que el propietario tiene el derecho de 
usar y abusar, esto es verdad, en tanto que el abuso no per-
judica sino al propietario, pero si abusó de su derecho con 
objeto de dañar, es responsable del daño que causa, pues la 
ley concede derechos á los hombres porqueMes son necesa-
rios para su vida física, intelectual y moral, y no les conce-
de derechos para satisfacer sus malas pasiones. Luego el 
abuso del derecho uo es ya un derecho. 

La defensa propia es el más natural de los derechos, y la 
ley la consagra disponiendo que la defensa propia excluye 
todo crimen y delito. ¿Debe concluirse con la Corte de Ca-
sación que la defensa propia excluye igualmente toda cul-
pa y que, por consiguiente, aquel que la hizo necesaria por 
su apresión no puede reclamar daños y perjuicios? (2) La 
decisión es demasiado absoluta. De que no hay delito cri-
minal, no puede concluirse que en ningún caso no haya da-
ño causado y cuasidelito. El juez puede, pues, decidir se-
gún las circunstancias de la causa, que aquel qae se defen-

1 Denegada. 2 de Diciembre de 1861 (Dalloz, 1862, 1, 171). 
2 Casación, Seooión Criminal, I* de Agosto de 1835 (Dallor, en » 

palabra Responsabilidad, núm. 101, I*) Compárese Bennes, 25 de 
Abri l de 1*36 (ibid., núsn. 102, 2"). 

di i contra una agresión injusta, es sin embargo,responsable 
como autor de un hecho perjudicial. Así sucede con aquel 
que da la muerte en duelo, aunque esté resuelto por el j u -
rado que el hecho tuvo lugar en la necesidad actual de le-
gítima defensa, el Tribunal Civil puede conceder daños y 
perjuicios á los herederos del que fué matado, aunque hubie-
se sido el agresor. Solo que el juez tendrá en cuenta la agre-
sión y tridas las circunstancias de la causa, para proporcio-
nar los daños y perjuicios á la gravedad de la culpa. Así, la 
Corte de Lieja decidió que por razón de las faltas del agre-
sor que fué matado en duelo, no había lugar á condenar á 
aquel que le había matado, sino á costas por todos daños y 
perjuicios. (1) 

412. Promover en justicia, ya sea demandando, j a sea 
defendiéndose, es sin duda un derecho sagrado. El ejercicio 
de este derecho puede causar un daño: ¿el demandante ó el 
demandado están obligados á repararlo? No puede aplicarse 
á los procesos lo que hemos dicho de la lesión de un derecho. 
Aquel que intenta una acción en justicia y que sucumbe no 
lesa el derecho del demandado, aunque éste obtenga en la 
causa, pues este derecho era dudoso; luego no hay derecho 
lesado. Lo mismo pasa con el demandado que sucumbe. Pe-
ro no basta que ningún derecho esté lesado para que el autor 
del hecho perjudicial esté al abrigo de una acción por daños 
y perjuicios, es necesario además que haya usado de su de -
recho de buena fe sin ninguna mala intención. Luego el li» 
ligante podrá ser condenado á daños y perjuicios si abusa 
de su derecho. Una ordenanza de Francisco I de 1539, man-
daba que en toda materia se adjudicasen daños y perjuicios 
proporcionales á la temeridad de la acción de aquel que s u -
cumbía. Nuestras leyes ya no contienen disposiciones contra 

1 Lieja, 5 de Mayo de 1838 (Pasicrisia, 1838, 2, 115). Compárese 
Corte de assises, del Aveyron, 13 de Noviambre de 1835 (Dalloz, en 

, J» palabra Instrucción er i 'mtW, Q&ra. 227, l*). 



los temerarios litigantes; éstos quedan, pues, bajo el imperio 
del derecho común; es decir, que se les aplica el art. 1,382. 

La jurisprudencia parece limitar la responsabilidad del 
litigante temerario al ca"0 en que éste es de mala fe. Se lee 
en una sentencia de la Cort« de Casación que si, según lo< 
términos del art. 1,382, todo hecho del hombre que c ausa 
un daño ageno, obligan aquel por cuya culpa ha sucedido, 
4 repararlo; el art. 130 del Código de Procedimientos so-
mete en general á las costas á la parte que sucumbe encuna 
contestación judicial, ¿Quiere esto decir que el art. 130 de-
rogue al art. 1,382? Esto serla mal argumentar. El art . 130 
no se ocupa de los daños y perjuicios, y sedo es mediante uu 
argumento d contrario como se podría deducir que la ley li-
mita los daños y perjuicios á las costas del proceso; p r o es-
ta argumentación haría decir á la ley otra cosa de loque; 
ce: decir que la parte que sucumba d>-be soportar las costas, 
no es decir que no pueda ser condenada h daños y perjuicios. 
L a Corte de Casación misma lia resuelto qu»- no obstante el 
art. 130,1a parte que sucumbe puede, sin ninguna duda, ser 
sentenciada á daños y perjuicios hácia aquel que gana el pro-
ceso, si promovió por espíritu de chican» ó con una mira ve-
jatoria, pero que la buena ó malaje de los litigantes queda 
sometida á la apreciación soberana de los jueces de la cau-
sa. (1) ¿En virtud de qué texto ó de qué principio la Corte 
de Casación limita la responsabilidad del litigante temera-
rio á aquel que litiga de mala fe? No es el art . 130 el que 
lo dice; aunque la parte que sucumbe hubiera sido de buei 
fe, no por eso debiera menos pagar los gastos, lo que prue-
ba que la distinción es falsa. ¿Será en-el art. 1,382 donde 
se funda la Corte de Casación? Xó, pues e»ta disposición n" 
habla ni de la buena ni de la mala fe, solo exige la culpa; 

1 D>*neg»d>i. 13 d ' J u l i o ti«- 18S2 (Dallnz. 1852, 1. 240). En • 1 mfr-
rao sentólo Bastía, 24 de Abril de 1840 (Dallez, en la palabra Ra-
pontabilidad, núui. 213.). 

*ndo ésta es un dolo, hay delito; cuando es una negligen-
cia ó una imprudencia, hay cuasidelito. La regla general es, 
pues, que la responsabilidad puede existir sin que haya ma-
la fe. En definitiva, la Corte de Ca .ación establece un prin-
cipio que no está escrito en la ley. 

¿Es siquiera uu principio? Hemo< dich > que la jurispru-
ncia parece exigir la mala fe psra que el litigante seares-

onsable. A decir verdad, no tiene principio seguro. Una 
intencia más reciente de la Corte de Casación, se conforma 

con una simple imprudencia cuando se trata de la ejecución 
de una sentencia ejecutoria por provisión no obstante la ape-

ran . La parte que obtuvo una sentencia que ejecuta de 
buena fe es mi« favorable (pie el litigante de temerario; 
tiene derecho incontestable para perseguir la ejecución de la 
sentencia; esta sentencia tiene provisoriamente autoridad de 
cosa juzgada y, sin embargo, lo Corte decide que la parte so-
lo usa de e„te derecho á sus riesgos y á su cargo, en caso de 
infirmación, de reparar el prtjuicio que la ejecución provi-
soria ha po lido causar. Sería contrario á la equidad, dice la 
Corte, que el apelante cuya resistencia *stá en definitiva 
fundada, debiera soportar el perjuicio de una ejecución que 
>n adversario tuvo la imprudencia de promover, antes de ha-
ber adquirido su derecho; importa poco que la ejecución no 
baya sido declarada de mala fe y con intención de dañar, 
basta que haya arrastrado un peijuicio para que su autor 
esté obligado á repararlo según los términos de los princi-
pios generales del derecho, que hacen á cada cual reaponsa-

d e s u " hechos y ven una culpa imputable en u n , sencilla 
i Aprudencia. (1) 

Tal es, en nuestro concepto, el verdadero principio, esto 
el derecho común, y éste debe recibir su aplicación en to-

dos los casos, á no ser que la ley lo derogue. Una sentencia 
«cíente de la Corte de Casación aplicó este principio con-
I i Denegada, 24 de Abril de 1864 (Dalloz, 1864. 1, 303). 
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mucho rigor. Se trataba de un embargo precautorio; la Cor-
te de Tolosa había condenado al demandante á daños y per-
ju i c io por el único motivo de que el embargo practicado 
por él había sido declarado mal fundado, sin que constara 
que hubiera mala fe, ni siquiera que hubiera cometido una 
falta. Recurso de casación por falsa aplicación del art. 1,38., 
v del ar t . 131 del Código de Procedimientos. La Corte pro-
nunció una sentencia de denegada, por motivo de que el em-
bargante no era acreedor en el momento en que practicó el 
embargo. Esto basta para que haya culpa; indebidamente 
practicado, el embargo impidió al acreedor de percibir los j| 
fondos que le eran debidos, y así le perjudicó. (1) 

413 Hay una numerosa jurisprudencia acerca de la cues-, 
tión que acabamos de discutir. Las cortes de Bélgica exigen, 
para que haya lugar á condenar por daños y perjuicios al 
litigante temerario, que haya litigado de mala fe, con eapi-J 
ritu de vejación ó con intención de perjudicar; cuando hay J 
buena fe, no aplica el a r t 1,382. (2) E,to es decidir que el 
hecho perjudicial debe constituir un delito para dar lugar 
á daños v perjuicios en materia de procesos temerarios, y 
que el cuasidelito no obliga al litigante á reparar el daño i 
que ha causado por su l i g e r e ^ y su imprudencia. Buacaniu» j 
en vano el motivo de esta excepción; por el aol» hecho <1* 
ser una excepción, no pertenece A los tribunales e hacerlo, 
pues esto es hacer la ley; en realidad, los tribunales hacen 
la ley cuando exigen la mala fe para que haya hecho per-
judicial, y en nuestro concepto, hacen mal. En todos esto» | 
debates s"e oye repetir la máxima que aquel que litiga usa 
de su derecho y que aquel que ejercita un derecho no da:» | 

, D e n e g a d a . 17 d e M a r z o d e ^ ¿ { ^ ¡ ^ ¿ ^ J i f J ' & ; 2 6 * i 

S S L : ' ^ S T ^ l á d e Agosto de 
- i 2481 Lifto, 12 de Marzo de 1859 < P a t e r n a , 86 r. 2^239». - » 
^ ; v n d e | / 6 9 .Pa í ,VnWa,l871.2 90); 26 de Jun ,o de »8,2 ( I W -

tia, 1872, 2, 3l6> 

á nadie. Esto es olvidar que el litigante temerario tiene un 
adversario; hay dos derechos en'conflicto; el derecho del li-
tigante temerario, no es, pues, un derecho absoluto, lo debe 
ejercer de manera á no abusar de él en peijuicio de la parte 
adversa; no se tiene derecho á perturbar el J~éscanso y cau-
sar un perjuicio litigante temerariamente; si lo hace uno, no 
se usa ya de uu derecho, se abusa de él, y el abuso de un 
derecho cae bajo la aplicación del art. 1,382, aunque aquel 
que abuse sea de buena fe. Todo hecho del hombre, según 
los términos del art . 1,382, que causa un daño a geno, obli-
ga á aquel por cuya culpa ha sucedido á repararlo; esta 
disposición, dice la Corte, es general y puede, según las cir-
cunstancias, hallar su aplicación al perjuicio causado por una 
acción temerariamente promovida (1) 

La jurisprudencia francesa es bastante indecisa, lo que se 
comprende por la influencia inevitable del heehoen la cues-
tión de responsabilidad Hay un punto acer« a del cual las 
sentencias están unánimes. Cuando una parte provoca con-
testaciones con objeto vejatorio sin tener en ellas un interés 
legítimo, sido para atormentar á su adversario, hay delito, 
y todo delito da lugar á reparación. (2; Con mayor razón 
hay lugar á aplicar el art. 1,382 cuando una parte es cul-
pable de dolo y fruude. (3) Tal sería el caso de una venta he-
cha en fraude de los acreedores. .4) Un proceso más odioso 
todavía es aquel que promueven los herederos cuando heri-
dos en sus intereses,'atacan las últimas voluntades d d d i -
funto, alegando una captación imaginaria; el Tribunal que 
ordena la supresión en lew escritos i otificados, de los hechos 
difamatorios y calumnias hechas por los demandantes pue-

1 Brusela». 2 de Acfctode 1837 ( Paticritia, IS37, 2 202) 

iJ . J S B 3 í " ? s \ 3 <le Ma-vo ú t í , 8 3 6 ' 4 d e K, e r o «,e 1837. 1 3 <!•' Julio 
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Mntx, 26 de Jnl io de 1866 (Dallo*. 1866, 2. 229). 

f
4 Metz, 18de Kuvieuibre de 1S68 ;Dalloz. 1869. 2, 229). <• 
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474 DELITOS Y CUASIDELITOS. 

de y debe condenar á aquellos á daños y per ju ic ios en se-
mejantes circunstancias, dice muy bien la Corte, lejos de 
valuar los daños y perjuicios con indulgencia, el deber del 
juez es apreciarlos rigurosamente. (1) 

No debe inducirse de esto que los tribunales no conceden 
daños y perjuicios sino cuando hay fraude ó dolo, ó cuando 
menos mala fe. Estos deciden según las circunstancias. Una 
convención consta en acta privada; una de las partes preten-
de que la otra ha violado y promueve en justicia, lo que 
obliga al registro del acta; el promovente sucuml>e. La Cor-
te lo condena á soportar los gastos de registro, siu hacer cons-
tar su espíritu de vejación ni mala fe alguna; había culpa 
ó cuasidelito en el sentido lato del art. 1,382, decisión tan 
jus ta como eq ni tal iva y que prueba que no se har ía bien en 
exigir la mala fe como condición del hecho perjudiciable 
en materia de proceso. (2) U n a acción posesoria ha sido de-
clarada no fundada, después de largos procedimientos y una 
sentencia de casación. En el recurso, el Tribunal de Alby 
condenó al demandante á daños y perjuicios. Nuevo recur-
so de casación fundado en que la sentencia atacada no hacía 
constar que hubiera habido mala fe, ni siquiera culpa. La 
Corte pronunció una sentencia de denegada, bastante con-
forme con nuestra opinión. " S í , dice la sentencia, la nueva 
legislación no reprodujo las disposiciones del antiguo dere-
cho que castigaba con pena pecuniaria á los litigantes teme-
rarios; es, sin embargo, seguro en jurisprudencia que aquel 
que intenta una acción injusta, mal fundada ó sin interés 
para él, puede ser condenado á daños y perjucios en virtud 
de los arts. 1 ,382-1383, si esta acción ha causado al de-
mandado un perjuiéW del que pertenece al juez del hecho 
comprobar la realidad y apreciar su impor tanc ia . " (3) Es 

1 Gante , 3 de Agosto de 1»65 (Paticritia, 1*65, 2. 883). 
2 Paris, 11 de Julio de 1867 (Dalloz, 1867, 2.176). 
3 «Denegada, 18 de Mayo de 1868 (Dalloz, 1868, 1, 334). 

igualmente seguro que una acción puede ser injusta, mal 
fundada y sin interés, aunque el 'demandado sea'de buena fe; 
luego una simple imprudencia ó un cuasidelito, basta. Esta 
es la verdadera doctrina. 

414. La jurisprudencia es más rigurosa para el litigante 
que ocurre á.vías de ejecución, aunque promueva en los lí-
mites de su derecho. Aquel que ejecuta una sentencia por 
defecto ejerce piertanu nte un d< recho; sin embargo, la Cor-
te ha decidido que la puesta en ejecución de la sentencia 
por defecto atacable por oposición constituye una facultad 
cuyo uso tiene lugar A riesgo de la parte á quien la lev per-
mite usar de ella. Esta parte puede promover entonces en 
virtud de un titulo cuya validez está subordinada á la con-
dición que no será formada oposición ó que la oposición for-
mada se desechará. De esto concluye la Corte que la parte 
es responsable del daño que causa por sus actos de e j ecu -
ción, sin exigir que lo haga con malá fe. Este es el principio 
del ar t . 1,382. (1) 

Igua l ju r i sprudencia en mater ia de embargos. Cuando 
el embargo es doloso, (2) f rus t ra tor io , (3) exagerado, (4) la 
culpa es evidente y así mismo, cuando el embargante pro-
mueve p o r espíritu de vejación. (5) Pero la Corte de Casa-
ción no exige que el embargo consti tuya un delito; basta 
que éste se reconozca como mal fundado; (6) loque es imjy 
compatible con la buena fe. La buena ó mala fe no debe ser 
lomada en consideración sino para decidir si hubo delito ó 
cuasidelito: puede resultar de esto una diferencia en lacu<»-

1 Denegada. 3 de Febrero d« 1R63 (Dalí»*«. 1863, 1, 16 V 
2 Denegada, l 2 d e Febrero d e 1H68 (Dalloz, 1868, l, 275). 
3 Denegada, Sala Oivil, 16 «le Febrero d e 1858 [Dalloz, 1858, 1, 

4 Aix, 21 de Agosto de 1870 [Dallos 1871, 2, 22«]. 
5 Denegada, 28 de Agosto de 1821 (Dalloz, en la palabra R t p o n 

labilidad, n ú m . 112, 3*i. 
6 Burdeos, 11 de Abril de 1834 (Dalloz, en la palabra Cotia», uíí_ 

mero 128). 



tidad de los daños y- pe »juicios, pero la buena fe no impide 
que haya hecho perju liciable en el sentido del art. 1,382; 
es siempre al principio general al que deb^uno atenerse. (1) 

415. El uso del derecho de propiedad 4a lugar á frecuen-
tas contestaciones. Hemos establecido en otro lugar el limite 
en que para el derecho de propiedad, no lesa el derecho 
ageno; no es responsable del daño que causa, pero no puede 
usar de su derecho de manera que perjudique el derecho de 
los demás propietarios; el derecho del uno limita necesaria* 
mente «l derecho del otro. (2) La jurisprudencia no formu-
la el principio con esta precisión; pan»-en nuestra materia, 
más que en cualquiera otra, la precisión es ne resaria, pues 
todo depende del hecho que puedo ser perju liciable sin 
constituir, sin embargo, un cuasidelito. Un piopietario cons-
ti tuye un depósito destinado á recibir aguas faugosas, las 
que d-spués de mezcladas con aguas de riego, salían por 
un caño á lo largo de una propiedad vecina. A menudo 
un olor nanseabundo salía del deponte y se, esparcía en 
las inmediaciones, y penetraba h i s t a el interior de las ha-
bitaciones vecinas. La Corte de Casación que conocía 
del recurso contra la sentencia de la Corte de Ais, la 
que j iab ía aplicado el art. 1,382, asienta en principio que 
"cualquiera que sean los derechos de propiedad, no pue-
den autorizar al propietario á hacer de ellos un uso noci- ^ 
ro á la propiedad de los demás." Esto es demasiado abso-
luto: No es exacto decir que todo hecho por el que un 
propietario que usa de su derecho, perjudica i su vecino, 
comprometa su responsabilidad; es menester además que 
haya lesión del derecho de aquel á quien .es causado el daño. 
Este era el caso, en la especie, v la Corte de Casación lo 
prueba muy bien: "Aquel que establece en su terreno sin 
las necesarias precauciones para evitar los inconvenientes, 

1 D'-negida. i s de Ju l io de 1811 (Dallos, en la pnlabra Rttponta. 
lilidai, nfi n. 112. 2*\ 

2 Véase el t VI de mis Principio», ;>ága. 211-244, n'iros. 136.155. 

materias esparciendo mal olor, propaga en lt propiedad age* 
na exlialaciuues y miasmas que en ciertos casos solo pue-
den afectar el olfato, en ciertos pue len perjudicar las cose-
chas ó la sa lud." Y, todo hombre tiene derecho al buen ai-
re puro, condición de la vida, también tiene derecho al buen 
aire para las plantaciones: luego es atacar un derecho, el 
esparcir malos olores nocivos. En vano el recurso invocaba 
el derecho del propietario, el interés de la agricultura; el 
derecho de propiedad debe concilíai-se cun el igual derecho 
del propietario vecino, y derecho es más fuerte que el in-
terés de la agricultura. H a y , además, medios de conciliar 
el interés general con el derecho de los vecinos, esto es to-
mar Las necesarias precauciones para que el uso del derecho 
del uno no perjudique al derecho de loa demás. (1) 

Una sentencia de la Corte de Bruselas aplica el principio 
á la infiltración de aguas nocivas y la formula con preci-
sión. Aguas procedentes de la fabricación dejabón penetra-
nía en el pozo de un propietario vecino y volvieron el agua 
impropia para los usos ordinarios de la vida. Acción por 
daños y jierjuieios. El demandado contestó que solo había 
usado de su dereyho de propiedad. Si, dijo la Corte, pero el 
ejercicio del dereOh de uno, nunca puede impedir el dere-
cho de los demás. El demandado objetaba tambiéi que el 
pt«o de su vecino estaba ahondado en un mal terreno y mal 
construido, y que lo habían abierto posteriormente al esta-
blecimiento de la jabonería. Poco importa, dijo la Corte; el 
propietario está en su derecho en hacer un pozo en su terre-
no; á aquel que esparce aguas insalubres en la vecindad, 
toca garantizar á sus vecinos. (2) Esto nos parece demasia-
ñado absoluto. Si el propietario de la jabonería debe teuer 
«n cuenta el derecho de sus vecinos, el propietario del pozQ 

1 Denep «!h S a b Civil, 8 de Jun io de 1857 (Dalloz, 1857,1,293). 
i do Ju l io de 1854 (Pnticriña, 1855, 2 ,83 ; . Coiüpáre-

* Bruselas, iq de Mayo de 1851 (Paticritia, 1855, 2, 46). 



está también obligado. Se deben conciliarios varios derecho® 
y no sacrificar el uno al otro. 

416. La Corte de Bruselas ha consagrado esta restricción 
en el caso siguiente. Un propietario construye primero en 
un terreno, pero construye mal sin tener en cuenta la natu-
raleza del suelo. Los vicios de la construcción se hacen no-
tar en el momento en que nuevas construcciones solevantan 
en el vecindario. ¿Quién debe soportar las consecuencias de 
la construcción viciosa? El propietario cuya ca&a e«tá cuar-
teada pretende que la nueva casa es la causa del (laño, que 
toca al constructor tomar las precauciones necesarias para 
no perjudicar á sus vecinos. La Corte no admitió esta pre-
tensión: dijo muy bien, que aquel que construye mal por so 
hecho, no puede imponer á sus vecinos una especie de servi-
dumbre, ó para decir mejor, de obligación que consistir á 
en poner á su cargo los trabajos y gastos hechos, necesario« 
por las construcciones viciosas hechas por él. No se puede 
precisamente reprochar una falta al propietario que constru-
yó mal; usó de su derecho, pero hace mal uso de este de-
recho, y á él toca naturalmente sufrir las consecuencias. (1) 
Ni siquiera puede decirse que el propietario sufra un perjui-
cio por las nuevas construcciones, pues éstas solo son la 
acusación para poner en relieve los vicio* de sus propias 
construcciones. El vicio es quien es la verdadera causa del 
daño; y este vicio es el hecho del propietario; lo que es de-
cisivo. 

417. El Código hace mal en decir que el propietario de-
be gozar y disponer de su casa de la manera más absoluta; 
el art . 545 agrega una restricción que destruye el pretendi-
do principio del derecho absoluto. No hay derechos abso-
lutos. La vida común impone sacrificios recíprocos. De es-
to las obligaciones resultando de la vecindad; hemos ex-

1 Bruselas. 4 de Jun io rie 1856 y 15 de Noviembre de 1S62 [PaiL 
crina, 1856. 2, 378, y 1863, 2, 356, dos sentencia«.. 

puesto en otro lugar el principio y la aplicad5n que se ha -
ce de ellas á la industria (t. V i l , núms. 144-153); volveré-
ruos á tratarlas más adelante. 

«o > 1 3K VV if. . 
N im S. El principio del art. 1,382, ¿se aplica al Estadof 

/ , Del poder legislativo. 

418 Se asienta de ordinario como principió que el E s -
tado no.es responsable como poder público. " L o s hechos 
cumplidos por el Estado, ya sea que se refieran á disposicio-
nes legislativas, ó á medidas de gobierno y de administra-
ción tomadas en interés general de orden y seguridad p ú -
blica, no da nunca, en favor de ios individuos que se pre-. 
tenden perjudic idas por ellos, motivo á una acción por in-
demnización ó reparación civil." ( i ) E-»to es demasiado ab-
soluto. Po r la palabra Estado se entiende ordinariamente 
el gobierno; es decir , el [>oder ejecutivo. La palabra se to-
ma también en un sentido más general, como el conjunto de 
los poderes que proceden de la nación. Según nuestra cons-
titución, la nación es la soberana, pero no ejerce directa-
mente la soberanía; la nación es soberana en este sentido 
que todos los poderes proceden de ella; estos poderes son 
el poder legislativo, el ejecutivo y el judicial. Cuando, pues, 
se pregunta si el Estado es responsable, debe verse si los di-
versos poderes lo son. 

La soberanía es por la naturaleza irresponsable; la n a -
l cu*n no es seguramente responsable aunque los poderes pro-

cedan de ella. ¿Sucede lo mismo con los poderes mediante 
los que ejerce su soberanía? El poder legislativo es respon-
sable. Obediencia es debida á la ley, aunque perjudicase 
derechos individuales. L a responsabilidad se traduce en una 
acción judicial; y no se concibe que los tribunales conozcan 
de una acción por daños y perjuicios contra el legislador, 

l Larombiére, t. V, pág. 691, nfim. 10 (Ed. B., t. III, pág. 422». 



está también obligado. Se deben conciliarios varios derecho® 
y no sacrificar el uno al otro. 

416. La Corte de Bruselas ha consagrado esta restricción 
en el caso siguiente. Un propietario construye primero en 
un terreno, pero construye mal sin tener en cuenta la natu-
raleza del suelo. Los vicios de la construcción se hacen no-
tar en el momento en que nuevas construcciones solevantan 
en el vecindario. ¿Quién debe soportar las consecuencias de 
la construcción viciosa? El propietario cuya ca&a e«tá cuar-
teada pretende que la nueva casa es la causa del daño, que 
toca al constructor tomar las precauciones necesarias p:,ra 
no perjudicar á sus vecinos. La Corte no admitió esta pre-
tensión: dijo muy bien, que aquel que construye mal por su 
hecho, no puede imponer á sus vecinos una especie de servi-
dumbre, ó para decir mejor, de obligación que consistir á 
en poner á su cargo los trabajos y gastos hechos, necesarios 
por las construcciones viciosas hechas por él. No se puede 
precisamente reprochar una falta al propietario que constru-
yó mal; usó de su derecho, pero hace mal uso de este de-
recho, y á él toca naturalmente sufrir las consecuencias. (1) 
Ni siquiera puede decirse que el propietario sufra un perjui-
cio por las nuevas construcciones, pues éstas solo son la 
acusación para poner en relieve los vicio* de sus propias 
construcciones. El vicio es quien es la verdadera causa del 
daño; y este vicio es el hecho del propietario; lo que es de-
cisivo. 

417. El Código hace mal en decir que el propietario de-
be gozar y disponer de su casa de la manera más absoluta; 
el art . 545 agrega una restricción que destruye el pretendi-
do principio del derecho absoluto. No b ly derechos abso-
lutos. La vida común impone sacrificios recíprocos. De es-
to las obligaciones resultando de la vecindad; hemos ex-

1 Brótela*. 4 de Jun io de 1856 y 15 de Noviembre de 1662 [PaiL 
crina, 1856, 2, 378, y 1863, 2, 356, dos aeotencias.. 

puesto en otro lugar el principio y la aplicad5n que se ha -
ce de ellas á la industria (t. V i l , núms. 144-153); volveré-
ruos á tratarlas más adelante. 

«o > 1 3K VV if. . 

N im S. El principio del art. 1,382, ¿se aplica al Estadof 

/ , Del poder legislativo. 
418 Se asienta de ordinario como principió que el E s -

tado no.es responsable como poder público. " L o s hechos 
cumplidos por el Estado, ya sea que se refieran á disposicio-
nes legislativas, ó á medidas de gobierno y de administra-
ción tomadas en interés general de orden y seguridad p ú -
blica, no da nunca, en favor de los individuos que se pre-. 
tenden perj udic idas por ellos, motivo á una acción por in-
demnización ó reparación civil." ( i ) Esto es demasiado ab-
soluto. Po r la palabra Estado se entiende ordinariamente 
el gobierno; es decir , el poder ejecutivo. La palabra se to-
ma también en un sentido más general, como el conjunto de 
les poderes que proceden de la nación. Según nuestra cons-
titución, la nación es la suberana, pero no ejerce directa-
mente la soberanía; la nación es soberana en este sentido 
que todos los poderes proceden de ella; estos poderes son 
el poder legislativo, el ejecutivo y el judicial. Cuando, pues, 
se pregunta si el Estado es responsable, debe verse si los di-
versos poderes lo son. 

La soberanía es por la naturaleza irresponsable; la n a -
l °ión no es seguramente responsable aunque los poderes pro-

cedan de ella. ¿Sucede lo mismo con los poderes mediante 
los que ejerce su soberanía? El poder legislativo es respon-
sable. Obediencia es debida á la ley, aunque perjudicase 
derechos individuales. L a responsabilidad se traduce en una 
acción judicial; y no se concibe que los tribunales conozcan 
de una acción por daños y perjuicios contra el legislador, 

l Larorabiére, t. V, pág. 691, nfiin. 10 (Ed. B., t. III, pág. 422». 



está también obligado. Se deben conciliarios varios derecho® 
y no sacrificar el uno al otro. 

416. La Corte de Bruselas ha consagrado esta restricción 
en el caso siguiente. Un propietario construye primero en 
un terreno, pero construye mal sin tener en cuenta la natu-
raleza del suelo. Los vicios de la construcción se hacen no-
tar en el momento en que nuevas construcciones solevantan 
en el vecindario. ¿Quién debe soportar las consecuencias de 
la construcción viciosa? El propietario cuya ca&a e«tá cuar-
teada pretende que la nueva casa es la causa del (laño, que 
toca al constructor tomar las precauciones necesarias para 
no perjudicar á sus vecinos. La Corte no admitió esta pre-
tensión: dijo muy bien, que aquel que construye mal por so 
hecho, no puede imponer á sus vecinos una especie de servi-
dumbre, ó para decir mejor, de obligación que consistir á 
en poner á su cargo los trabajos y gastos hechos, necesario« 
por las construcciones viciosas hechas por él. No se puede 
precisamente reprochar una falta al propietario que constru-
yó mal; usó de su derecho, pero hace mal uso de este de-
recho, y á él toca naturalmente sufrir las consecuencias. (1) 
Ni siquiera puede decirse que el propietario sufra un perjui-
cio por las nuevas construcciones, pues éstas solo son la 
acusación para poner en relieve los vicio* de sus propias 
construcciones. El vicio es quien es la verdadera causa del 
daño; y este vicio es el hecho del propietario; lo que es de-
cisivo. 

417. El Código hace mal en decir que el propietario de-
be gozar y disponer de su casa de la manera más absoluta; 
el art . 545 agrega una restricción que destruye el pretendi-
do principio del derecho absoluto. No hay derechos abso-
lutos. La vida común impone sacrificios recíprocos. De es-
to las obligaciones resultando de la vecindad; hemos ex-

1 Bruselas. 4 de Jun io rie 1856 y 15 de Noviembre de 1S62 [PaiL 
crina, 1856. 2, 378, y 1863, 2, 356, dos sentencia«.. 

puesto en otro lugar el principio y la aplicad5n que se ha -
ce de ellas á la industria (t. V i l , núms. 144-153); volveré-
ruos á tratarlas más adelante. 

«o > 1 3K VV if. . 
N im S. El principio del art. 1,382, ¿se aplica al Estadof 

/ , Del poder legislativo. 

418 Se asienta de ordinario como principió que el E s -
tado no.es responsable como poder público. " L o s hechos 
cumplidos por el Estado, ya sea que se refieran á disposicio-
nes legislativas, ó á medidas de gobierno y de administra-
ción tomadas en interés general de orden y seguridad p ú -
blica, no da nunca, en favor de ios individuos que se pre-. 
tenden perjudic idas por ellos, motivo á una acción por in-
demnización ó reparación civil." ( i ) E-»to es demasiado ab-
soluto. Po r la palabra Estado se entiende ordinariamente 
el gobierno; es decir , el [>oder ejecutivo. La palabra se to-
ma también en un sentido más general, como el conjunto de 
los poderes que proceden de la nación. Según nuestra cons-
titución, la nación es la soberana, pero no ejerce directa-
mente la soberanía; la nación es soberana en este sentido 
que todos los poderes proceden de ella; estos poderes son 
el poder legislativo, el ejecutivo y el judicial. Cuando, pues, 
se pregunta si el Estado es responsable, debe verse si los di-
versos poderes lo son. 

La soberanía es por la naturaleza irresponsable; la n a -
l cu*n no es seguramente responsable aunque los poderes pro-

cedan de ella. ¿Sucede lo mismo con los poderes mediante 
los que ejerce su soberanía? El poder legislativo es respon-
sable. Obediencia es debida á la ley, aunque perjudicase 
derechos individuales. L a responsabilidad se traduce en una 
acción judicial; y no se concibe que los tribunales conozcan 
de una acción por daños y perjuicios contra el legislador, 

l Larombiére, t. V, pág. 691, nfim. 10 (Ed. B., t. III, pág. 422». 



pues éstos están sometidos á la ley, tanto como los ciudada-
nos; y la obligación de ejecutar la ley excluye toda respoiv 
sabilidad de parte de quien la hizo. Si sucediera que el le-
gislador violase derechos individuales, la parte perjudicada 
no tendría ningún recurso. Cuando el art . 1,382 sienta la 
regla general de la responsabilidad, declara responsable al 
hombre; es decir, al individuo; y el legislador nunca obra 
como individuo sino « n a o poder; sus actos no caen, pues, 
bajo la aplicación de la ley civil. Sin duda, pudiera-suceder 
que una ley perjudicase no s do intereses sino aun derechos; 
tal sería una ley que quitase un derecho adquirido. Seria 
entonces un deber del legislador indemnizar á aquellos á quie-
nes causa perjuicio despiojándoles «le un bien que está en su 
dominio. Citáremos la ley francesa de primero de Mayo de 
1822 que, prohibiendo la destilación de los granos en París, 
concedió una indemnización á los destiladores. Tero si la 
ley~*ño hubiese reservado esta indemnización, los destilado-
res hubieran estado sin acción. Hubiera sido un ataque á ' 
la propiedad, y como nuestra constitución consagra su in-
violabilidad, la ley hubiera sido anticonstitucional. ¿Hay 
algún recurso contra una ley anticonstitucional? En nues-
tro orden político, nó; los tribunales t ienen el derecho y el 
deber de aplicar los decretos reales solo cuando están con-
formes á las'leyes (Const.. art. 107), no tienen el derecho 
de examinar si una ley es constitucional. Cualquiera ley, 
aunque contraria á la constitución, es obligatoria para los 
tribunales; ( l ) lo que excluye la acción en reparación civil 
por parte de los perjudicad« »s. 

IT. Del poder ejecutivo. . 

/ . Principio 

419 Cuando se habla del Fsta lo en materia de res 
1 Véase el tomo I de mis Principio», r*g- núm. 31. 

sabilidad, se eutiende el Gobierno; es decir, el poder ejecu-
tivo. Ilay una gran diferencia'entre este poder y el legisla-
tivo; en principio, es responsable. Nuestra constitución con-
sagra este principio declarando á la vez que el rey es irres-
ponsable. La razón de esta diferencia entre arabos poderes 
se comprende. El po ler legislativo es «1 verdadero órgano 
de la soberanía, y la so beta nía es irresponsable: el indivi- . 
dúo no puede quejarse de que su derecho está atacado por 
la ley, pues frente á la ley no hay derecho; la ley es obli-
gatoria aunque viole un derecho garantido por la constitu 
ción. El poder ejecutivo, en cuanto toma parte en el legisla-
tivo es también irresponsable; y toma parte cuando propo-
ne las leyes y las sanciona; también toma parte decretando 
disposiciones para la ejecución de las leyes. Pero ya se ve 
aquí el papel subordinado que desempeña el podrr ejecuti-
vo; está sometido á la ley, no puede, por consiguiente, de-
cretar en contra suya; sem-jaute acto no obligará á los ciu-
dadanos ni á los tribunales; por contra, los decretos confor-
mes á la ley tienen U misma fuerza que ella; al decretarlos 
el poder ejecutivo no incurre en ninguna responsabilidad, 
aunque hubie.se lesión de uu derecho, pues esta lesión, seria 
por el hecho de la ley, es con la que el decreto se identifica. 

Para que el Estallo considerado como gobierno, sea res-
ponsable, es menester que se trate de un acto otro que un 
decreto real tomado en ejecución de la ley; tales .son los n u -
merosos actos de administración que el Estado hace como 
gobierno, por ejemplo, en materias de trabajos públicos. ¿Y 
es responsable el Estado cuando administrando lesiona un 
derecho? En nuestro concepto, debe asentarse en principio 
que sí es responsable. Todo derecho atacado da lugar á una 
reparación á menos que la parte lesionada se encuentre fren-
te á un poder irresponsable, y el gobierno es responsable 
como tal; lo que es decisivo. 



pues éstos están sometidos á la ley, tanto como los ciudada-
nos; y la obligación de ejecutar la ley excluye toda respon-
sabilidad de parte de quien la hizo. Si sucediera que el le-
gislador violase derechos individuales, la parte perjudicada 
no tendría ningún recurso. Cuando el art . 1,382 sienta la 
regla general de la responsabilidad, declara responsable al 
hombre; es decir, al individuo; y el legislador nunca obra 
como individuo sino como poder; sus actos no caen, pues, 
bajo la aplicación de la ley civil. Sin duda, pudiera-suceder 
que una ley perjudicase no s do intereses sino aun derechos; 
tal sería una ley que quitase un derecho adquirido. Seria 
entonces un deber del legislador indemnizar á aquellos á quie-
nes causa perjuicio ¿esponjándoles» de un bien que está en su 
dominio. Citáremos la ley francesa de primero de Mayo d* 
1822 que, prohibiendo la destilación de los granos en París, 
concedió una indemnización á los destiladores. Tero si U 
ley~*ño hubiese reservado esta indemnización, loa destilado-
res hubieran estado sin acción. Hubiera sido un ataque á ' 
la propiedad, y como nuestra constitución consagra su in-
violabilidad, la ley hubiera sido anticonstitucional. ¿Hay 
algún recurso contra una ley anticonstitucional? En nues-
tro orden político, nó; los tr.bunales t ienen «1 derecho y el 
deber de aplicar los decretos reales solo cuando están con-
formes á las'leyes (Const.. art. 107), no tienen el derecho 
de examinar si una ley es constitucional. Cualquiera ley, 
aunque contraria á la constitución, es obligatoria para los 
tribunales; ( l ) lo que excluye la accióo en reparación civil 
por parte de los perjudicad«*. 

IT. Del poder ejecutivo. . 

/ . Principio 

419 Cuando se habla del Fsta lo en materia de res 
1 Yéaae el tomo I de mis Principio», pág. 63, nám. 31. 

sabilidad, se eutiende el Gobierno; es decir, el poder ejecu-
tivo. I lay una gran diferencia'entre este poder y el legisla-
tivo; en principio, es responsable. Nuestra constitución con-
sagra este principio declarando á la vez que el rey es irres-
ponsable. La razón de esta diferencia entre arabos poderes 
se comprende. El poder legislativo es el verdadero órgano 
de la soberanía, y la so beta nía es irresponsable: el ind iv i - . 
dúo no puede quejarse (le que su derecho está atacado por 
la ley, pues frente á la ley no hay derecho; la ley es obli-
gatoria aunque viole un derecho garantido por la constitu 
ción. El po^er ejecutivo, en cuanto toma parte en el legisla-
tivo es también irresponsable; y toma parte cuando propo-
ne las leyes y las sanciona; también toma parte decretando 
disposiciones para la ejecución de las leyes. Pero ya se ve 
aquí el papel subordinado que desempeña el podrr ejecuti-
vo; está sometido á la ley, no puede, por consiguiente, de-
cretar en contra suya; sem-jaute acto no obligará á los ciu-
dadanos ni á los tribunales; por contra, los decretos confor-
mes á la ley tienen la misma fuerza que ella; al decretarlos 
el poder ejecutivo no incurre en ninguna responsabilidad, 
aunque hubie.se lesión de uu derecho, pues esta lesión, .seria 
por el hecho de la ley, es con la que el decreto se identifica. 

Para que el Estallo considerado como gobierno, sea res-
ponsable, es menester que se trate de un acto otro que un 
decreto real tomado en ejecución de la ley; tales son los n u -
merosos actos de administración que el Estado hace como 
gobierno, por ejemplo, en materias de trabajos públicos. ¿Y 
es responsable el Estado cuando administrando lesiona un 
derecho? En nuestro concepto, debe asentarse en principio 
que sí es responsable. Todo derecho atacado da lugar á una 
reparación á menos que la parte lesionada se encuentre fren-
te á un poder irresponsable, y el gobierno es responsable 
como tal; lo que es decisivo. 



pues éstos están sometidos á la ley, tanto como los ciudada-
nos; y la obligación de ejecutar la ley excluye toda respoiv 
sabilidad de parte de quien la hizo. Si sucediera que el le-
gislador violase derechos individuales, la parte perjudicada 
no tendría ningún recurso. Cuando el art . 1,382 sienta la 
regla general de la responsabilidad, declara responsable al 
hombre; es decir, al individuo; y el legislador nunca obra 
como individuo sino « n a o poder; sus actos no caen, pues, 
bajo la aplicación de la ley civil. Sin duda, pudiera-suceder 
que una ley perjudicase no s do interese« sino aun derechos; 
tal sería una ley que quitase un derecho adquirido. Seria 
entonces un deber del legislador indemnizar á aquellos á quie-
nes causa perjuicio despiojándoles «le un bien que está en su 
dominio. Citáremos la ley francesa de primero de Mayo de 
1822 que, prohibiendo la destilación de los granos en París, 
concedió una indemnización á los destiladores. Pero si la 
ley~*ño hubiese reservado esta indemnización, los destilado-
res hubieran estado sin acción. Hubiera sido un ataque á ' 
la propiedad, y corno nuestra constitución consagra su in-
violabilidad, la ley hubiera sido anticonstitucional. ¿Hay 
algún recurso contra una ley anticonstitucional? En nues-
tro orden político, nó; los tr.bunales t ienen el derecho y el 
deber de aplicar los decretos reales solo cuando están con-
formes á las'leyes (Const.. art. 107), n«> tienen el derecho 
de examinar si una ley es constitucional. Cualquiera ley, 
aunque contraria á la constitución, es obligatoria para los 
tribunales; ( l ) lo que excluye la acción en reparación civil 
por parte de los perjudicad« »s. 

IT. Del poder ejecutivo. . 

/ . Principio 

419 Cuando se habla del Fsta lo en materia de res 
1 Véase el tomo I de mis Principio», r*g- núm. 31. 

sabilidad, se eutiende el Gobierno; es decir, el poder ejecu-
tivo. I lay una gran diferencia'entre este poder y el legisla-
tivo; en principio, es responsable. Nuestra constitución con-
sagra este principio declarando á la vez que el rey es irres-
ponsable. La razón de esta diferencia entre arabos poderes 
se comprende. El po ler legislativo es «1 verdadero órgano 
de la soberanía, y la so beta nía es irresponsable: el ind iv i - . 
dúo no puede quejarse de que su derecho está atacado por 
la ley, pues frente á la ley no hay derecho; la ley es obli-
gatoria aunque viole un derecho garantido por la constitu 
ción. El poder ejecutivo, en cuanto toma parte en el legisla-
tivo es también irresponsable; y toma parte cuando propo-
ne las leyes y las sanciona; también toma parte decretando 
disposiciones para la ejecución de las leyes. Pero ya se ve 
aquí el papel subordinado que desempeña el podrr ejecuti-
vo; está sometido á la ley, no puede, por consiguiente, de-
cretar en contra suya; sem-jaute acto no obligará á los ciu-
dadanos ni á los tribunales; por contra, los decretos confor-
mes á la ley tienen U misma fuerza que ella; al decretarlos 
el poder ejecutivo no incurre en ninguna responsabilidad, 
aunque hubiese lesión de uu derecho, pues esta lesión, seria 
por el hecho de la ley, es con la que el decreto se identifica. 

Para que el Estallo considerado como gobierno, sea res-
ponsable, es menester que se trate de un acto otro que un 
decreto real n»mado en ejecución de la ley; tales son los n u -
merosos actos de administración que el Estado hace como 
gobierno, por ejemplo, en materias de trabajos públicos. ¿Y 
es responsable el Estado cuando administrando lesiona un 
derecho? En nuestro concepto, debe asentarse en principio 
que sí es responsable. Todo derecho atacado da lugar á una 
reparación á menos que la parte lesionada se encuentre fren-
te á un poder irresponsable, y el gobierno es responsable 
como tal; lo que es decisivo. 



420. Las objeciones no faltan y son importantes; se dice 
que el Gobierno obra como poder político que hace lo que 
tiene derecho de hacer, que, por consiguiente, no puede co-
meter un delito; es decir, un hecho ilícito. Hemos (le antema-
no contestado á esta objeción. Esto es hacer una falsa aplica-
ción del adagio que aquel que usa de su derecho'uo perjudica 
á nadie; debe agregarse esta restricción: siempre que usando 
de su derecho, no se perjudique él derecho ageno. El pro-
pietario tiene también un poder absoluto en gozar y dispo-
ner, y <ie éste es del que se dijo que usando de su derecho 
no e s t á obligado á reparar el (laño que cause. Pues bien, 
acabamos de decir que el propietario es responsable desde 
que perjudica el derecho de los demás. Lo mismo debe 8u-
ceder con el Estado. 

421. Se dice que hay una diferencia esencial entre el Es-
tado y los individuos. El Estado obra como poder político, ges-
tiona los intereses generales de la sociedad; su acción que-
daría cada Ínstente estorbada y hecha imposible si bajo pre-
texto de derechos lesionados se le declarase responsable por 
los actos legítimos que hace. La objeción implica que el Esta-
do, como tal, debe ser irresponsable para que pueda cumplir 
su misión; esto no es exacta Sin duda el Estado tiene misión 
para gestionar los intereses generales, pero debe hacerlo 
en los límites de su poder, y la ley en nombre de la que obra, 
no le da de seguro el poder de atacar los derechos particu-
lares. Es, pues, menester que el Estado gestione los intere-
ses sociales, de manera á no perjudicar á los derechos de loa 
individuos; y si los ha perjudicado, deberá reparar el daño 
causado. 

La objeción á la que contestamos implica también otro 
error. Esta supone que el interés general de que el Estado 
es el órgano, debe siempre sobrepasar el perjuicio sufrido 
por un particular, por un acto del Gobierno. Esto es ver-
dad siempre que el particular no esté perjudicado más que 

i 

en su interés, pero no es verdad si la lesión ataca su derecho. 
Mientras que solo hay intereses' en causa, éstos deben ser 
subordinados al interés general: solo hay sociedad á ese pre-
cio. No pasa lo mismo cuando el individuo tiene un derecho; 
el interés social debe ced*-r ante el derecho individual, pues 
no hay interés mayor ni más sagrado que el respeto al de -
recho. En vano se invocaría la famosa máxima que la salud 
pública es la ley suprema. Este es una máxima falsa y fu-
nesta si se entiende en el sentido que el interés general d< -
ba sobrepasar los derechos particulares, pues la sociedad no 
tiene otra misión que garantir los .derechos de los hombre«. 

Que no se diga que en esta doctrina la acción del Esta-
do sería imposible. í)l Código Civil nos dice como se alia 
na el conflicto entre el interés general y el derecho del in-
dividuo. Se supone que el Estado construye una vía de co-
municación; no lo puede hacer sino disponiendo de terrenos 
particulares. ¿Puede disponer de la propiedad por causa d<-
utilidad pública? Hé aquí el conflicto entre el interés gene-
ral que solicita la expropiación del derecho del propieta-
rio. ¿Cómo conciliar la l*y y el interés general con el derecho 
del individuo? El a r t 546 reproducido por la constitución bel-
ga (art. 11), responde á la cuestión, "nadie puede ser obli-
gado á ce ler su propiedad, si no es por causa de utilidad pú-
blica y mediante una justa y previa indemnización." Lo 
mismo debe pasaren el caso en que el derecho del indivi-
duo está en oposición con el interés general; el Estado debe 
reparación por los derechos perjudicados. Esto es decir qu^ 
el art. 1,382 le es aplicable. Nada más justo. Si hay un sa-
crificio que hacer por interés general, todos deben contr i -
buir en él; es decir, que el Estad«», órgano de la sociedad, 
debe soportar el peijuicio; sería injusto que el sacrificio es-
tuviese á cargo del individuo cuyo derecho esluviese p e r -
judicado. 

422. El principio de la responsabilidad del Estado, le-

• 
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vanta aún otra dificultad cuando se dice que el Estado es 
responsable; esto significa que la parte lesionada tiene ac-
ción contra ¿4 y que el Estado está condenado á los daños y 
perjuicios. El Estado es una persona civil; e3 decir, un ser 
ficticia ¿Es que un ser ficticio puede cometer un delito ó un 
cuasidelito? Nó, evidentemente. En realidad, no es la perso-
na civil la que causa el d iño, sino tal ó cual agente del Esta-
do. No nos ocuparemos de la responsabilidad en que incur-
ren los ministros. Según los términos del art. 90 de nuestra 
constitución, la responsabilidad de los ministros es penal y 
civil. Una ley debe determinar el modo de proceder contra 
ellos, sobre promoción de las partes lesionadas. Esta mate-
ria pertenece al derecho público. Supondrémos que el he -
cho perjudiciable que provoca la acción de daños y perjui-
cios es un acto de administración lesal , enceste sentido, que 
el Gobierno tenia el derecho de hacSrlo. Pero á la vez que 
obrando legalmente en el límite de sus atribuciones, un 
agente del Estado puede causar un daño lesionando un de-
recho. ¿Será responsable el Estado por este daño? Aquí se 
presenta una dificultad. ¿Es responsable el Estado á título : 

de autor, por los delitos ó cuasidelitos cometidos por sus 
agentes? Volverémos á ocuparnos de este punto al explicar 
el art. 1,384. En nuestro concepto, el Estado es responsable 
cuando es autor, de manera que, el principio general de la 
responsabilidad recibe siempre su aplicación al Espado consi-
derado como gobierno. J 

423. Queda por probar que esta doctrina es la de la ley. ? 
No podemos tomar apoyo en los arts. 1,389 y siguientes, 
porque se niega que estas disposiciones sean aplicables al 
Estado; se dice que ellas hablan de los hechos del hombre; 
es decir, del individuo; luego de las relaciones de interés 
privado, y que por esto mismo no pueden recibir aplicación 
al Estado, á lo menos cuando éste obra como poder políti-
co. El art. 545 parece consagrar el principio que el Estado 

no puede lesionar los derechos del individuo, aun por cau-
t<a de utilidad pública, sin estar obligado á reparar el daño 
que ha causad«». Por contra, el art . 544, á la vez que decla-
ra que la propiedad es un derecho absoluto, admite que pue-
de ser li tiritada por las feyes ó por los regla nentos, y no di-
ce que estas limitaciones impliquen la obligación de indem-
nizar á los propietarios á los que las impone el legislador; es-
to implica que el derecho de propiedad está subordiuado al 
interés general, lo que es la vejación de nuestro principia 
Hay en efecto, servidumbres llamadas legales que alteran 
.profundamente el derecho de propiedad y que no dan de -
r cho á ninguna indemnización, cualquiera que sea el per-
juicio que resulte para el propietario, gravado por ellas. 3 é 
aquí la prueba, se dice: que el individuo no puede oponer 
su d"recho al Es t ada 

En nuestro concepto, la legislación acerca de las servi-
dumbres legales es una excepción al derecho común, y la 
excepción no destruye la regla, pero la confirma. Conste 
de«de luego que estas .servidumbres son supuestas por la ley 
ó en virtud de ella, lo que nos coloca fuera de la hipótesis, 
en l aque el Estado es responsable; éste, gravando las p ro-
piedades con servidumbres en interés general, obra como po-
der legislativo; luego como irresponsable; desde entonces el 
individuo está realmente sin derecho. Hay* más que decir: 
las leyes que imponen esos cargos á los propietarios sin in -
demnizarlos, derogan al principio establecido por el ar t . 545 
<1-1 Código Civil y consagrado por nuestra constitución en 
su art. 11. Si*el propietario tiene derecho á una indemniza-
ción, cuando se le priva de su propiedad por causa de utili-
dad pública, hay igual razón .para indemnizarlo cuando se 
fraccione su prepiedad, y es desmembrarla gravarla con 
servidumbres. El Estado que toma la cuarta parte de mi 
fondo para construir un camino, debe pagarme una justa y 
prévia indemnización, y ninguna me debe%si construye una 



fortaleza y por ello disminuye mi fundo por igual valor. Eo 
uno y otro caso, mi derecho está perjudicado por interés ge-
neral; luego en principio, el Estado deberla darme una re -
paración. Hemos dado en otra par te las razones que se tie-
nen para justificar las servidumbres legales; (1) ésta» no ex-
plican, en nuestro concepto, la diferencia que resolta entre 
la expropiación parcial y. la total en lo que se refiere al de-
recho del propietario á una indemnización. En donde hay 
sacrificio de un derecho impuesto á particulares por interés r 
general, deberla haber indemnización, y s ino, hay desigual- 1 
dad . Unos sufren un perjuicio, y la generalidad de los ciu- * 
dadanos lo aprovechan sin deber indemnizar á los que están 
perjudicados. E - t a desigualdad es una injusticia. 

Nuestra conclusión es que deben dejarse á nn lado las «er 
vidumbres legales, por ser una legislación excepcional que 
coloca al individuo frente á un poder irresponsable. Nada 
tiene esto de común con el principio de responsabilidad que 
supone al Estado obrando como poder ejecutivo (núm. 419). 

424. Se ha sostenido ante la Corte de Casación de Bélgi-
ca que las servidumbres militares resultando de la coustruc 
ción de una fortaleza, daban á los propietarios por estos car-
gos una acción de daños y perjuicios contra el Estado. Es-
to fué confundir el dominio del legislador con el del juez. í 
H a y una ley especial acerca de las servidumbres militares. ; 
Esta ley no considera á las servidumbres como nna expro-
piación; luego el ar t . 545 está fuera de causa, asi como el 
art. 11 de la constitución que garantiza la inviolabilidad de , 
la propiedad. En la teoría de la ley, las servidumbres lega- | 
les son una modificación de la propiedad que el estado sorial ! 

impone á los propietarios; éstos no pneden, pues, invocar el 1 
a r t . 1,382 y sostener que el establecimiento de una serví- ^ 
dumbre legal, perjudica su derecho; éste no es absoluto, la 
ley lo limita, y es este derecho asi limitado lo que constitu-

1 Vóa» ' el t V I I d e mis Principio», pAgí. 629_631 núruf?. 474-476 -¡ 

i ye la propiedad en el estado social. La construcción de una 
fortaleza no perjudica, pu-s, los derechos de los propietarios 
que van á ser sometidos al cargo de las servidumbres mi l i -
tares. Desde luego el a r t . 1,382 debe igualmente ser a p a r -
tado. En deünitiva, los propietarios gravados de servidum-
bres no tienen ninguna acción. Solo pueden invocar consi-
deraciones de justicia y de equidad, pues esas consideracio-
nes se dirigen al legislador quien solo puede atenderlas. Es 
verdad que el Estado es quien construye la fortaleza, pero 
110 es él como Gobierno quien impone las servidumbres m i -
litares: éstas existen en vir tud de la ley, y la ley es obra 
de un poder irresponsable; el propietario gravado de servi -
dumbres, está sin derecho frente á la ley. La Corte de C a -

Í «ación lo sentenció en este sentido. (1) 
425. La ley de 8 de Jul io de 1791 que rige Á las plazas 

fuertes, confirma en ciertas puntos la opinión que enseñamos. 
Esta impone al Estado la obligación de indemnizar á los pro-
pietarios por los perjuicios que les causan las medidas de de-
fensa que toman, aunque fuese en tiempo de guerra, y mien-
tras la plaza no está en estado de sitio. Citarémos los tex-
tos más adelante. Es una disposición notable y decisiva El 
Estado obra seguramente como poder político, cunndo o r -
dena inundaciones ó demoliciones para la defensa de una 
plaza fuerte; el derecho del Estado es á la vez un deber, pues 
se trata de poner en salvo la misma existencia de la Nación. 
^ sin embargo, desde que lesiona el derecho individual, el 
Rstado debe reparar el daño que causa. E l derecho del i n -
dividuo, aunque en el caso aparezca mínimo si se le compa-
ra con el derecho del Estado, es, en realidad, tan considera-
ble como éste, es el interés el que difiere, pero no es el inte-

lo que da la medida de un derecho. Ya lo hemos dicho, 
7 no se podría repetir demasiado en esta materia; el Es tado 

1 Denegada , 17 de J u n i o de 1846. j- la requis i tor ia del procurador 
«foeral M. Leciercq (Pcuicritia, 1845, 1, 392). 



no tiene otra razón de ser sino el respeto al derecho; por con-
siguiente, el mayor interés de la sociedad es mantener los 
derechos individuales. ¿De qué serviría la defensa nacional 
si los derechos de loe ciudadanos pudieran ser impunemen-
te perjudicados por esta defensa? El derecho es el objeto, la 
defensa es el medio; y es el medio el que debe ser subordi-
nado al objeto y n o e l objeto al medio>Con este título, la 
reparación de toda lesión de un derecho, es un principio 

esencial del orden social. 
Esto es lo que constituyela importancia del principio con-

sagrado por la ley de 1791. En verdad, el derecho á la in -
demnización cesa cuando la plaza fuerte está puesta en e j 
tado de sitio. Esto no es una violación del principio que Mis-
ionemos. Cuando una fortaleza está en estado de sitio, hay 
guerra, y los h-choa de guerra, como lo dirémos mis adelan-
te no dan lugar á indemnización alguna; para poner á U.cla 
luz el principio de la ley de 1791, citarémos ¡as aplicaciouea 
que de él han sido hechas por las corles de Bélgi. a 

En el mes de Octubre de 1830, el general Ghassé, coma 
dante de la ciudad, de Ambers, en nombre del rey de lo« 
Países Bajos, notificó á la autoridad municipal que la forta-
leza estaba declarada en estado de sitió. Kl 24 del mismo 
mes ordenó inundaciones que causaron un gran perjuicio á 
los aldeanos; de esto itoa acción por daños y p e r j u r a s con-
tra el Es t ada La demanda fué rechazada por la Corte .le 
Bruselas. El estado de guerra era flagrante, y no es deb. ..i 
ninguna indemnización por los daños causados por tos he-
chos de guerra. (1) , j 

No sucede así cuan lo los trabajo» de defensa están - eje-
cutados antes de la declaración del estado de sitio de una 
plaza. En Abril de 1815 se puso la plaza de Mons en 
tado de defensa contra la inminente invasión del ejercito 
francés Como consecuencia fueron inundadas unas propia 

1 Bruselas, 14 de J u n i o de 1848 (Paticrüia, 1849, 2, 73). 

dades. Los propietarios reclamaron daños y perjuicios que 
el Tribunal de Pr imera Instancia les concedió; la decisión 
fué confirmada en apelación. Todo ataque al derecho de 
propiedad, dice la Corte, da lugar á una acción en repara-
ción contra el autor del hecho perjudicial. El Estado queda 
sometido á esta acción tanto como los particulares. Solo 
hay excepción cuando se trata de acontecimientos extraor-
dinarios y fortuitas, tales como los que resultan del sitio de 
una población y, en general por los males de la guerra cuan-
do ésta es flagrante. Pero las medidas que la prudencia or-
dena por la sola previsión de la guerra, por muy inminente 
que pueda ser no son casos de fuerza mayor; y desde que 
no se está en la excepción, se está en la regla, y por consi-
guiente, hay lugar á la indemnización. Tales eran los traba-
jos ejecutados en Mous. (1) 

La ley de 1791, siendo la aplicación de un principio g e -
neral, hay que aplicarla por analogía á todas los hechos 
perjudiciales, resultando de medidas tomadas en tiempo de 
guerra, cuando estas medidas no constituyen hechos de guer-
ra propiamente dichos. Después de la revolución de 1830, 
el Gobierno hizo perforar un dique, á título de medida de de-
fensa. Esto no era un hecho de guerra, tampoco lo era pre-
visto por la ley de 1791, puesto que no"se trataba de la de-
fensa de una plaza; pero poco importa. Esta ley no es una 
derogación al derecho común; al contrario, consagra este 
derecho; luego el principio que ella establece debe recibir su 
aplicación en todos los casos. (2) ^ 

426. El principio de responsabilidad del Estado, tal como lo 
formulamos, no es admitido por nadie, á lo menos en teoría. 

1 Bruselas, 7 de Mano de 1832 (Pasieriti*, 1832, pÁg. 69). Com 
párese Broselas, 1" de Mayo de 1844 vPasicnWa, 1844, 2 157), v D e ' 
nega-la, 12 de Mayo d e 1833 (Paticrüia. 1833, 1, 58). 

2 Brnselas 14 de Agosto de 1835 tParicrüia, 1835, 2, 315). Gante, 
25 da Ene ro de 1833 (Pasicrina, 1833, 2, 31). ' 
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Debe, pues, insistirse en él. Ordinariamente se distingue. 
Cuando el Estado obra como persona civil á título de pro-
pietario, hay acuerdo en declararlo responsable según el de -
recho común. P e r o se pretende que no es responsable cuan-
do obra como poder político. En nuestro concepto, la distin-
ción es falsa; el Estado siempre obra como poder político, 
aun cuando es persona civil ó propietario. Cuando se dice 
que el Estado es una persona civil, esto quiere decir que 
puede ejercer los derechos que pertenecen á los particulares, 
pero eso no impide que haya una diferencia radical entre el 
Estado propietario y el individuo propietario. El Estado es un 
poder en su esencia; es decir, el órgano del poder soberano, 
y no se concibe que se despoje de una cualidad que "le es 
esencial. 8i el Estado es propietario, no es al mismo título 
que los particulares; para éstos todo interés es privado; pa-
ra el Estado todo iuterés es general. Nuuca se puede hacer 
abstracción de la misión política del Estado, porque fuera de 
esta misión no existe. Si, pues, se reconoce que el Estado 
es responsable á título de persona civil ó propietario, se re-
conoce por esto mismo que es responsable como poder pú-
blico. La responsabilidad es, en definitiva, una regla uui ver-
sal aplicable al Estado tanto como á los particulares. Esto 
está también fundado en razón. Para ver si hay lugar á la 
responsabilidad solo debe considerarse una cosa. ¿Hay un 
derecho perjudicado? Toda lesión de uu derecho da lugar 
á responsabilidad; poco importa quien haya lesionado el de-
recho, siempre que no sea un poder irresponsable. \ el 
Estado, como poder ejecutivo ó gobierno, es responsable. Es-
to decide la cuestión. 

427. El disentimiento que existe entre nosotros y la opi-
nión general, es más bien de teoría que de práctica. En la 
aplicación, arabas opiniones se encuentran lo más á menudo, 
solo que la nuestra tiene la ventaja de ser más lógica y más 
consecuente. Para, decidir si hay lugar á aplicar el art, 1,382 

j 

no preguntamos quién causó el daño, quién lesionó el dere-
cho; preguntamos: ¿Hay derecho lesionado y daño causado? 
Desde que hay lesión de un derecho y daño, damos una ac-
ción por daños y perjuicios á la parte lesionada, tanto con-
tra el Estado, como los particulares. No la concedemos 
cuando no hay derecho lesionado aun cuando hubiera daño, 
y siempre sin considerar si la parte lesionada está frente al 
Estado ó frente de un individuo. En la opinión general, al 
contrario, se da ó se rehusa una reparación sin principio se-
guro, para mejor decir, se aparta uno á cada instante del 
principio que se asienta. Pa r a justificar nuestro principio y 
combatir el que se nos opone, nos vemos obligados á entrar 
en pormenores de jurisprudencia: No hay cuestión más em-
brollada porque la jurisprudencia no tiene principio. Las di-
ficultades se simplifican si se admite el principio de la res-
ponsabilidad en todos los,casos en que hay lesión de un d e -
recho: Todo se reduce á saber .si hay un derecho lesionado. 

2. Jurisprudencia. 

428. Se enseña y se sentencia que el Estado es responsa-
ble cuando obra como propietario y que no lesiona un de -
recho, mientras que no lo es cuando obra como poder pú-
blico, aunque haya daño. En nuestra opinión, el Estado es 
siempre un poder público: es responsable ó no lo es, según 
que hay ó no un'derecho lesionado. Vamos á citar casos en 
los que se dice que el Estado obra como propietario. 

El Estado vende un molino que habla sido cedido al hos-
picio de Pontoise en el año de 1198. Como vendedor, de -
bía al adjudicatario la garantía del ejercicio útil del dere-
cho de propiedad. Hé aquí un derecho convencional que el 
Estado no podía lesionar. Después de 1830, la administra-
ción hizo reparaciones al puente de Pontoise y ejecutó tra-
bajos que tuvieron por resultado disminuir considerablemen-
te la fuerza motriz ae las aguas de que aprovechaba el mo-



lino vendido. La Corte de Paris juzgó que había lesión de 
un derecho y condenó al Estado á reparar el perjuicio por 
aplicación del art. 1,382. ( I) En nuestra opinión, esto no es 
dudoso, puesto que había lesión de un derecho. ¿Pero cómo 
justificar la sentencia si se admite que el Estado no es res-
ponsable como poder público? ¿Se dirá que el Estado era 
propietario del puente; y como tal, sometido al derecho co-
mún? Nó, el Estado no obró como un propietario que repa-
ra la cosa; la misma Corte de Paris lo hace constar, puesto 
que dice que la administración no se había limitado á las re-
paraciones necesarias; había hecho innovaciones por interés 
general; luego el Estado había obrado como poder público, 
y sin embargo, fué declarado responsable. 

Hé aquí un caso en que fué sentenciado que el Estado no 
era responsable. El Estado habla ejecutado trabajos de en-
dique en las riberas del bajo Sena; por aplicación de la ley 
de 16 de Noviembre de 1807, losribereñes tuvieron que pa-
gar una indemnización igual á la mitad de las ventajas que 
resultaban para sus praderas con la construcción de los di-
ques. Unos propietarios se quejaron de que los diques eran 
mal atendidos y reclamaron daños y perjuicios por este pun-
to al Estado. Fué sentenciado que no había lugar á la res-
ponsabilidad. El Es tado no estaba comprometido ni en vir-
tud de una ley ni en virtud de una convención, á cuidar de 
los diques en interés de los ribereños. Estos se prevalecían 
en vano de la indemnización quo habían pagado; esta in-
demnización era una contribución de parte de los propieta-
rios, para los gastos del primer establecimiento de los di-
ques; en cuanto á su entretenimiento, debía proverse á ello 
por un reglamento de administración pública, conforme á la 
ley de 1807. (2) ¿Había el Estado obrado como propietario 

1 Paris, 1* de Agosto de 1835 (Dalloz, en la palabra Retpontabtli-
dad, n á m . 9 9 , 6o). 

2 Decreto del consejo de Estado de 4 de Mayo de 1870 (Dalloz, 
1872, 3, 4). 

en el caso? La cuestión no tieoe sentido. Es verdad que los 
ríos navegables son del dominio del Estado, pero este domi-
nio no es una propiedad privada, y el Estado no la gestiona 

í como tal, obra en interés general; luego como poder públi-
co. Si fué declarado no responsable, fué porque no había 
lesionado ningún derecho. 

El consejo de Estado declara al Estado responsable cuan-
do lesiona un derecho, aunque obre como poder público. El 
establecimiento de un polígono para el ejercicio de tiro no 
es seguramente el acto de un propietario, es un acto que el 
Estado hace por razón de una necesidad social; luego obra 
como poder público y por interés general; sin embargo, él es 
r sponsable desde que lesiona un derecho. Unas balas l an -
zadas por las baterías del polígono alcanzaron unas casas 
vecinas; el Estado está obligado á reparar los perjuicios 

[- causados; está también obligado á tomar medidas con el fin 
de evitar la repetición de semejantes accidentes. Si esas 
medidas son insuficientes, si las habitaciones vecinas conti-
núan expuestas al alcance de los proyectiles durante el ejer-
cicio de tiro, el Estado no solo debe reparación por los d a -
ños materiales que cause, sino que debe pagar una indem-
nización por razón de la depreciación de la propiedad. (1) 

El consejo de Estado ha resuelto lo mismo cuando unas 
halas procedentes del campo de tiro de una estación militar, 
penetrau en una propiedad vecina: acordó al propietario una 
indemnización, primero por los desperfectos materiales que 
resultaron, y después por razón de la depreciación de su he-
redad. (2) 

429. Si aprobamos las decisiones, no podramos siempre 
aprobar los motivos porque se deciden. U n decreto de 26 de 
Octubre de 1854, dice que hasta nueva orden la fabricación 

1 Decreto de 21 de J u n i o de 1859 (Dalloz, 1860, 3,11J y de 27 de 
Febrero de 1862 (Dalloz, 1862,3, 28). 

2 Decreto de 9 de Agosto de 1865 (Dalloz, 1866, 3, 27). 



de alcoholes, de cereales y cualquiera otra clase de substan-
cias harinosas que sirvieran de alimento, es interdicta. Los 
destiladores se presentaron ante el ministro de comercio pa-
ra obtener una indemnización en razón de las pérdidas de 
los daños que han sufrido por esta interdicción. Habiendo 
decidido el ministro que no habia lugar á la indemnización, 
las partes lesadas pidieron se anulara esta decisión. Sostu-
vieron primero que eT decreto los expropiaba de su indus-
tria y que toda expropiación da lugar á una indemnización, 
invocando además el art. 1,382. Su acción ha sido denega-
da. El consejo de Estado resolvió que la abolición de una 
industria no caía bajo la aplicación de la ley que rige la ex-
propiación por causa de utilidad pública. E- to es una me-
dida general, mientras que la expropiación es un acto indi-
v idua l La expropiación opera una transmisión de propie-
dad, es una venta forzada; en tanto que la interdicción de 
destilar no transfiere ningún derecho al Estado, es una me-
dida tomada en interés de la alimentación pública. En cuan-
to al art. 1,382, el consejo de Estado la aleja como si ni re-
cibiera alguna aplicación á las medidas del Gobierno toma-
das en un interés general y de seguridad pública. El decrc 
to de 1854, al prohibir la destilación de cereales, no reser-
vó á los que ejercían esta industria algún derecho, una in-
demnización, y no resulta de ninguna disposición de ley 
que una indemnización pueda ser acordada en razón de in-
terdicción de esta naturaleza. (1) 

Lo que el consejo de Estado dice de la expropiación e« 
muy justo. No sucede lo mismo con el motivo por el que 
apartan el art. 1,382. Poco importa que el Estado obre <*n 
un interés general; no puede sacrificar los derechos de los in-
dividuos á la seguridad pública Si, pues, los destiladores hu-
biesen tenido un derecho, el consejo de Estado hubiera de-
bido acordarles una reparación; esto es lo que efectivamen-

1 Decreto de 26 de Febrero de 1857 (Dalloz, 1857, 3, 81). 

te hace el consejo de Estado, como acabamos de decirlo 
(núra. 428), y como lo dirémos aún. Pe ro en el caso, los des-
tiladores no tenían derecho, no tenían más que un interés; 
lo que el consejo explicó muy bien al probar que no había 

430. Ño hay más que un caso en el que el Gobieno no es 
responsable porque obra como poder, es cuando promulga de-
votos generales. En este caso, participa de la irresponsabili-
dad del poder legislativo. Un deereto de 24 de Febrero de 
1358 abrogó la orden real del 18 de Octubre de 1829 que limi-
taba el número de carniceros en la ciudad de Paris y resta-
blecía la libertad del comercio en carnicerías. Los carniceros, 
en número de 450, reclamaron una indemnización, que les 
rehusó el ministro de comercio, y la decisión^fué confirma-
da por el consejo de Estad/). Ellos sostenían que la orde-
nanza de 1829 había acordado un privilegio á los carnice-
ros que se mantenían en su ejercicio, puesto que tenían el 
derecho exclusivo de vender las carnes necesarias para la 
alimentación de Paris; que este derecho había sido el objeto 
de numerosas transacciones y los concesionarios actuales no 
podían ser despojados sin una indemnización. E l comisa-
rio del Gobierno contestó al punto principal de los recla-
mantes. En 1829, el Gobierno intentó una experiencia en 
interés de la alimentación de Paris sin darle al nuevo sis-
tema un carácter de perpetuidad que hubiera sido contrario 
al interés general. Es de principio que las medidas regla-
mentarias sean revocables á voluntad, por mejor decir es-
tán siempre subordinadas al interés público. El Gobierno 
pudo, pues, en 1858, revocar una medida que juzgó contra-
na al interés de la alimentación de Par is . Estas disposicio-
nes no dan lugar á la indemnización. La soberanía no es 
responsable. Y al Gobierno se le supone que obra en los lí-
mites de'sus atribuciones, pues obra como órgano de la Na-
ción, lo que excluye toda responsabilidad. Resulta, en ver-



dad, un perjuicio, pero no había derecho lesado ni delito 
civil. (1) " S . • 

431. El verdadero motivo de decidir, es siempre la lesión 
de un derecho: un derecho está lesado, el Estado es respon-
sable, mientras que no lo es cuando no hay derecho lesado. 
En apoyo del principio que acabamos de formular, ci taré-: 
mos una sentencia de la Corte de París. Un decreto del pre-
fecto del Sena dirigió el lugar si tuado en la extremidad del 
barrio de San Jacobo, para servir á las ejecuciones de los 
condenados á muerte, que hasta esa fecha se hacían en ¡a 
plaza del Ayuntamiento. El propietario de una casa vecina 
de la nueva plaza, formuló contra el prefecto del Sena, re-
presentante de la ciudad de París, una acción por daños y 
peijuicios por el daño que se le ocasionaba. Se contestó f»r 
la ciudad de París, que admitido el perjuicio no debía nin-
gana reparación, pues que no hacía sino usar de su dere- i 
cho. La Corte de Paris denegó la demanda, pero no se li-
mitó á decir que la ciudad solo usaba de su derecho, la 
sentencia decía que la ciudad hizo un uso lícito de su dere-: 
cho, y que no había atentado materialmente contra los veci-
nos de la plaza pública; la Corte añadió que todo propieta- , 
rio ribereño de la vía pública, gozaba de las ventajas que le 
procuraban su vecindad, estando sometidos á los cargos que 
resultaban del uso legal que hizo la administración. (2) Lue-
go la ciudad usaba de su derecho y no lesaba el de los pro-
pietarios; éstos, lejos de tener un derecho, estaban someti-
dos á un cargo. Esto es decisivo, es la aplicación de nues-
tro principio. j 

431 bis. L a aplicación de estos principios tiene sus di.i-
cultades. En nuestro concepto, la Corte de Bruselas las ha . 
desconocido en el caso siguiente. En el raes de Agosto de 

1 Decreto de 30 de Junio de 1859 (Dadoz, 1860, 3, 10). j 
2 PariB, 14 de Enero de 1834 (Dalloz, en la palabra Compete*«* ; 

minUtrativa, núm: 167). 

1350, las aguas del Sena desbordaron sobre el canal lateral 
de Cha rl ero i con tal violencia, que comprometían á los di-
ques y amenazaban con un ¿ran peligro todo el valle, prin-
cipalmente á la ciudad de Hal. Para evitar esta desgracia, 
la administración municipal, de acuerdo con el ingeniéro-
encargado del servicio del canal, mandó hacer sangrías en 
la ribera derecha del canal; por consecuencia, las aguas fue-
ron arrojadas en el valle, en donde invadieron una fábrica y 
causaron graudes {»eijuicios. El fabricante promovió por da-
ños y perjuicios á la ciudad de Ual y al Estado belga. Su 
pedimento fué denegado. L a Corte comenzó por probar los 
hechos, la inundación á consecuencia del crecimiento exce-
sivo de las aguas, la fábrica ya invadida cuando las sanarías 
fueron practicadas. Era difícil negar que, por consecuen-
cia de estas sanarías, las aguas no fueron con mavor violen-
cia lanzadas á la fábrica. Luego había un hecho de peijui-
cio, quedando por saber si constituía, no dirémos un delito 
pero sí un cuasidelito. Es cierto, dice la sentencia, que la 
administración no practicó las sangrías con el objeto de per-
judicar al demandante. Esto es evidente, y la Corte no de -
bía ni decirlo, puesto que no se podría deducir que el hecho 
perjudicable no dé lugar á reparación .sino cuando haya vo-
luntad de dañar, lo que sería una confesión del delito y del 
cuasidelito. La administración había obrado evitando la 
ruptura de los diques, la que habría ocasionado desastres 
incalculables, en los que el demandante hubiese sido la pri-
mera víctima. En derecho, continúa la Corte, se trata de apre-
ciar si las medidas no han sido por parte de la autoridad 
publica, sino el ejercicio de un poder legítimo; nó, esto no 
es sino una fase de la cuestión. Sin duda, si las medidas ha-

j- 81(1° i m a d a s sin derecho, hubiera habido un hecho ilí-
* P° r l o d e l ¡<» civil. Pero un hecho per judica-

ble puede ser muy bien lícito, y , sin embargo, constituir un 
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cuasidelito cuando lesiona un derecho. Lo hemos dicho (nú-
mero 408) V esto no es contentado cuando el daño es causa-
do por un propietario .pie usa de su derecho. La verdadera 
dificultad es la siguiente: ¿Se pueden aplicar al Estado cuan-
do obra por vía de policía, los principios que rigen a los de-
recho« individuales? No basta, pues, contestar como lo ha-
ce la Corte de Bruselas, que la ciudad y el Estado habían 
tenido el derecho de tomar las medidas que tuvieron por 
efecto para aumentar la inundación de la fábrica. L a Corte 
se limita á decir que los arts. 1,382 y 1.383 es tán .s in apli-
cación, por solo que los trabajos ejecutados estaban autori-
zados v aun mandados por la ley; faltaba aún probar que 
los trabajos no lesaban al fabricante. La sentencia guardó 
silencio en este punto. Esto es lo que nos parece contrario 
á los principios. Suponiendo que los trabajos hubiesen aten-
tado á la propiedad del fabricante, no h a b í a lugar para apli-
car el principio de responsabilidad establecido por los a r -
t í c u l o s 1,382 y 1,383. (1) No vemos ninguna razón para 
exceptuar al Estado de la ley general de l a responsabilidad; 
lo que, en el caso, hizo para salvar la ciudad de Hal de un 
inminente desastre, no tenía derecho de hacerlo en perjuicio 
de un tercero. Guard ián y protector de todos los derechos, 
el Estado no puede sacrificar á unos para salvar a otros, Si 
se objeta que sin estas medidas el fabricante hubiese sido 
la primera víctima del desastre, contestarémos que este he-
cho suponiendo que fuese comprobado, no podría influir si-
no sobre la cantidad de daños y perjuicios; es extraño al 
principio. ^ 

S. Aplicación del principio d los trabajos piíblicos. , 

432. Es sobre todo en-materia de trabajos públicos que 
hay numerosos conflictos entre los derechos ó los intereses 
individuales, y el derecho ó el deber del Estado. Que el 1*-

1 Bruselas, 3 de Abril de 1857 (Peuicrúia, 1857, 2, 386). 

DE LOS DELITOS Y DE LOS CUASIDELITOS. 

tádo obra como poder y en un interés social cuando ejecu-
ta trabajos públicos, esto QO se podía contestar. ¿Se debe 
deducir de esto que el Estado no es responsable? Nó, si se 
admite nuestro principio. El Estado no es responsable cuan-
do no lesiona sino intereses privados, y lo es cuando lesio-
na ün derecho. 

433. L<a jurisprudencia de Bélgica está en este sentido. 
A l construir un camino de hierro, el Estado hizo una casa 
inaccesible é inhabitable, por consecuencia, de exaltamien-
to de la vía férrea. El propietario pidió daños y perjuicios. 
Se le opuso que el Estado no había hecho otra cosa que 
usar de su .derecho; por mejor decir, se había cumplido con 
una obligación que su misión le imponía; que no se la había 
reprochado, además, á la administración, alguna falta, algu-
na negligencia; la Corte de Bruselas contestó que la invio-
labilidad de la propiedad es un derecho garantizado por la 
constitución; que si el Estado lo ataca estaba obligado á i n -
demnizar la propiedad lesionada. Si el interés general ex i -
ge que el propietario sea expropiado, le debe una justa y an-
ticipada indemnización; si el p r o p i e t a r i o s halla privado por 
el Estado de una parte de sus derechos, le debe aún una in-
demnización. ¿Qué importa que el Estado ejerza un derecho 
obrando en interés de t o d o s \ N o puede, en nombre del in-
terés general, lesionar un derecho individual. ¿Qué impor-
ta aún que la administración no sea culpable de alguna im-
prudencia? El Estado encuentra en falta, en el sentido 
del art . 1,382, desde que un daño causa lesión á un de re -
cho. (1) 

434. La cuestión ha sido desde entonces fuertemente dis-
cutida por la Corte de Bruselas, y ha recibido la misma so -
lución. Una compañía inglesa fué encargada por la ciudad 

1 Bruselas, 5 de Noviembre de 1841 Patierüia, 1845 2, 35), y 3 de 
Agosto de 1874 (Pasicritia. 1875, 2, 172: • La responsabilidad de! Es-
tado está comprometida par el solo hecho de violar el derecho de 
otro"). 
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cuasidelito cuando lesiona un derecho. Lo hemos dicho (nú-
mero 408) y esto no es contentado cuando el daño es causa-
do por un propietario .pie usa de su derecho. La verdadera 
dificultad es la siguiente: ¿Se pueden aplicar al Estado cuan-
do obra por vía de policía, los principios que rigen a los de-
rechos individuales? No basta, pues, contestar como lo ha-
ce la Corte de Bruselas, que la ciudad y el Estado habían 
tenido el derecho de tomar las medidas que tuvieron por 
efe. to para aumentar la inundación de la fábrica. La Corte 
se limita á decir que los arts. 1,382 y 1.383 están.sin apli-
cación, por solo que los trabajos ejecutados estaban autori-
zados v aun mandados por la ley; faltaba aún probar que 
los trabajos no lesaban al fabricante. La sentencia guardó 
silencio en este punto. Esto es lo que nos parece contrario 
á los principios. Suponiendo que los trabajos hubiesen aten-
tado á la propiedad del fabricante, no h a b í a lugar para apli-
car el principio de responsabilidad establecido por los a r -
t í c u l o s 1,382 y 1,383. (1) No vemos n i n g u n a razón para 
exceptuar al Estado de la l e y g e n e r a l d e l a responsabilidad; 
lo que, en el caso, hizo para salvar la ciudad de Hal de un 
inminente desastre, no tenía derecho de hacerlo en perjuicio 
de un tercero. Guardián y protector de todos los derechos, 
el Estado no puede sacrificar á unos para salvar a otros, Si 
«e objeta que sin estas medidas el fabricante hubiese sido 
la primera víctima del desastre, contes tadnos que este he-
cho suponiendo que fuese comprobado, no podría influir si-
no sobre la cantidad de daños y perjuicios; es extraño al 
principio. ^ 

S. Aplicación del principio d los trabajos piíblicos. , 

432. Es sobre todo en-materia de trabajos públicos que 
hay numerosos conflictos entre los derechos ó los intereses 
individuales, y el derecho ó el deber del Estado. Que el 1*-

1 Bruselas, 3 de Abril de 1857 (Peuicrúia, 1857, 2, 386). 

DE LOS DELITOS Y DE LOS CUASIDELITOS. 

tádo obra como poder y en un interés social cuando ejecu-
ta trabajos públicos, esto oo se podía contestar. ¿Se debe 
deducir de esto que el Estado no es responsable? Nó, si se 
admite nuestro principio. El Estado no es responsable cuan-
do no lesiona sino intereses privados, y lo es cuando lesio-
na im derecho. 

433. L a jurisprudencia de Bélgica está en este sentido. 
A l construir un camino de hierro, el Estado hizo una casa 
inaccesible é inhabitable, por consecuencia, de exaltamien-
to de la vía férrea. El propietario pidió daños y perjuicios. 
Se le opuso que el Estado no había hecho otra cosa que 
usar de su .derecho; por mejor decir, se había cumplido con 
una obligación que su misión le imponía; que no se la había 
reprochado, además, á la administración, alguna falta, algu-
na negligencia; la Corte de Bruselas contestó que la invio-
labilidad de la propiedad es un derecho garantizado por la 
constitución; que «i el Estado lo ataca estaba obligado á in -
demnizar la propiedad lesionada. Si el interés general exi-
ge que el propietario sea expropiado, le debe una justa y an-
ticipada indemnización; RÍ el p rop i e t a r i o s halla privado por 
el Estado de una parte de sus derechoR, le debe aún una in-
demnización. ¿Qué importa que el Estado ejerza un derecho 
obrando en interés de t o d o s \ N o puede, en nombre del in-
terés general, lesionar un derecho individual. ¿Qué impor-
ta aún que la administración no sea culpable de alguna im-
prudencia? El Estado encuentra en falta, en el sentido 
del art. 1,382, desde que un daño causa lesión á un dere-
cho. (1) 

434. La cuestión ha sido desde entonces fuertemente dis-
cutida por la Corte de Bruselas, y ha recibido la misma so-
lución. Una compañía inglesa fué encargada por la ciudad 

1 Bruselas, 5 d e Noviembre de 1841 Patierüia, 1845 2, 35), y 3 de 
Agosto de 1874 (Pasicritia. 1875, 2. 172: • La responsabilidad de! Es-
tado está comprometida por el solo bocho de violar el derecho de 
otro"). 
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de Bruselas, de la ejecución de trabajos referentes a l sanea-
miento del Sena. L a compañía asumía la responsabilidad 
de los daños que pudiera ocasionar. Se hicieron excavacio-
nes á una profundidad considerable para la construcción de 
u \ canal colector. Como consecuencias, las casas construi-
das á lo largo de la vía pública, amenazaban ru ina; 1» a u -
toridad local ordenó su evacuación. De ahí una acción por 
d a ñ o s y perjuicios. ¿Había derecho lesionado? La afirma-
tiva no puede ser discutible. En efecto, el demandante ha-
bía hecho construir las casas de que se tr«itabar después de 
haber obtenido la autorización necesaria, y no se alegaba 
que la construcción fuera contraria á las leyes del arte. De 
esto sigue la conclusión que el derecho de la compañía se 
hallaba limitada por el derecho del propietario ribereño. La 
municipalidad como el Estado, no puede lesionar el dere-
cho de propiedad; cuando, pues, ésta autorizó la construc-
ción del canal colector, bajo el suelo de la calle que debía 
atravesar, contraía la obligación de respetar los derechos de 
los ribereños, ó la de indemnizarlos en el caso en que los 
trabajes los lesionase. Aun cuando la compañía hubiese em-
pleado los mejores procedimientos para practicar las excava-
ciones y para construir el canal, 110 por eso hubiera podido 
menos incurrir en la responsabilidad que incumbe á quien 
perjudica el derecho ageuo. Cometía un cuasidelito eu el 
sentido del art. 1,382, por el solo hecho que al excavar el 
suelo á una profundidad extraordinaria, ocasionaba la des-
trucción parcial ó total de las casas ribereñas. La compañía 
objetaba que loa trabajos, siendo emprendidos por el muni-
cipio en interés de todos, no estaba obligada á reparar los 
perjuicios que causaba á alguno de sus habitantes. Hemos 
contestado indirectamente á la objeción: es una doctrina tan 
falsa como funesta la que permite lesionar los derechos de 
los individuos por el interés general. La Corte de Bruselas 
da o t ra respuesta Si los trabajos aprovechan á todos, es 

justo que el c i rgo que resulta de ellos esté también sopor-
tado por todos; esta es una respuesta en nombre de la equi-
dad; sería, en.efecto, soberanamente inicuo, que kjs propie-
tarios ribereños soportasen solos un cargo que aprovecha 
á todo el municipio. La compañía objetaba además que 
ninguno había que imputarle. Esta es la objeción que siem-
pre vuelve en los debates; la hemos ya contestado. La Cor-
t- de Bruselas dice que la -responsabilidad existe desde que 
queda probado que los trabajos han sido la causa inmedia-
ta y directa del daño causado; debe agregarse, para comple-
tar el pensamiento de la Corte y del derecho lesionado, ( l ) 

435. La Corte de Lieja se pronunció en el mismo senti-
do. El ferrocarril que atraviesa el valle de la Vesdre ha sido 

>nstruido por el municipio de Angleur sobre un taluz, en 
el que se han hecho de trecho en trecho'acueductos para el 

Sagtte del Ourthe, sujeto ádesbordamientos frecuentes. En 
el mes de Marzo de 1845, los acueductos fueron insuficien-
tes; para mejor d ic i r , protegieron el taluz, y por consi-
guiente, la vía férrea, pero las aguas viniendo con fuerza 
por los acueductos, deslavaron lo fundos ribereños. De ahí 
uoa acción por daños y perjuicios. ¿Había derecho lesiona-
do? La cuestión se reducía á saber si la inundación era oca-
sionada por el ferrocarril; los expertos fueron unánimes en 
atribuir el daño al taluz, que impedía que las aguas desbor-
dadas se extendieran por el valle y les daba un impulso ma-
yor hácia ios arcos de la vía férrea. Esto era decisivo en lo 
que concierne al derecho de propiedad. El Estado decía en 
T 3 n o <lu« 8 0 1 0 dependía su propiedad contra la acción de las 
aguas y que. por consiguiente, quedaba en los limites de su 
derecho. Nó, se extralimitaba aumentando el perjuicio de 
la inundación en perjuicio de los ribereños; los trabajos 
eran, pues, á la vez, defensivos y ofensivos y en tanto que 

, I e M a - V 0 d e 1 8 6 8 (RuierMa, 1868. 2. 272), y Bru_ 
8 de Abril de 1870 {Pañeritia, 1872, 2, 317). 



comprometían los derechos de los ribereños, obligaban al 
Estado á la responsabilidad. La Corte de Lieja condenó al 
Estado. P e r o la sentencia fué demasiado lejos; puso al E 
tado fuera del derecho c o m ú n , mientras que no es respon-
sable sino en virtud del derecho común. Se objetaba al pro-
pietario inundado, que el Estado solo se había defendía 
contra la irrupción- de las aguas. La Corte de Lieja con-j, 
testa que el Astado no se halla en iguales condiciones que u" 
particular que obra por interés propio y que paga con su <L 
ñero; el Estado al contrario, debe igual protección á todo«: 
porque los trabajos que ejecuta están pagados por todos; 
pues, justo, dice la sentencia, que aquellos que contribuyen 
al gasto sean indemnizados por las pérdidas que les causa 
los trabajos. Este motivo sobrepaj-a al pensamiento de U¡ 
Corte; la de Casación dice que es un error; en efecto, res 
taría que el Estado siempre fuera responsable desde q 
causase un daño, aunque no lesionase un derecho. La Corte 
d - Casación tiene cuidado de limitar la responsabilidad c 
Estado, diciendo que dirigió por medio de los acueduet ^ 
las del Ourthe hácia una propiedad inferior; hé aquí la 
sión del derecho, cayend (1) bajo la aplicación del articu-
lo 1,382. 

436. Algunas veces es difícil saber si hay un 'derecholr 
nado. La propiedad da el derecho absoluto de gozar y dis 
ner d s l a cosa, pero el ejercicio de este derecho está som 
do á ley y reglamentos (art. 544). Si el propietario no o 
serva la ley, ¿podrá decir aún que tiene un (b recho que i 
vocar al a'rt. 1,382 que lo protege? La cuestión se ha pre-
sentado ante la Corte de Casación de Bruselas, quien la de-
cidió negativamente-, y con razón, según nuestra m a n e r * « 
ver. Un propietario construye sin solicitar se le m a r q u é | 
alineamiento. La ciudad ejecuta después trabajos de 
mentó que tiene por resultado el que la cosa quede en _ 

1 Denegada, 4 d e J u ü o de t850 (PasicrUia, 1851, 1, U)9). 

da. De ahí una acción de dañws y perjuicios. El daño era 
evidente; se alegaba también en favor del propietario que la 
contravención á los reglamentos acerca de fincas, no ha-
biendo sido perseguido, había prescripción. Sin embargo, la 

irte juzgó que la demanda de los daños y perjuicios no era 
admitida; asienta, en principio, que-nunca es permitido pre-
valecer.se de un delito para inducir la adquisición de un de-
recho. La Corte confiesa que esto parece ser riguroso; pero 
sería injusto tambiéu hacer á un municipio responsable de 
de las construcciones que fuesen hechasjlegalmente. (1) 

En un caso análogo, la Corte de Lieja tuvo más indulgen-
te para el propietario, pero también más severidad para el 

municipio. Un propietario construye, según el nivel actual 
ú-i la vía pública, ignoraodo que hubiera existido an t igua-
mente otro nivelóla ciudad restableció el nivel antiguo; el 
propietario sufre un daño á consecuencia de la baja del suc-
io. ¿Habría derecho lesionado? Se pudiera decir que no; el 
t¡ propietario estaba en contravención, pero era de buena 
fe y había construido ignorando el antiguo nivel; no podía, 
ues, preveer que el nivel actual fuese cambiado. No se di-

ce si había obtenido la autorización para construir, ni tam-
30 si había en esa fecha un reglamento para construccio-

nes. La cuestión era, pues, de hecho más bien que de de -
echo, y las circunstancias del hecho estaban en favor del 

¿pietario. En derecho, la Corte invoca el principio según 
fcl cual se debe indemnizar á todo propietario que sufi£ un 
perjuicio á consecuencia de trabajos ejecutados en las calles 
Y caminos públicos. (2) El principio es incontestable, pero 
«tá subordinado en la aplicación á la existencia de un dere-
cho lesionado. 

¡ 437. L a construcción de un canal privó al propietario de 
ua molino de la comunicación que tenía con el pueblo del 

J Bruselas, 6 de AgoRto de 1847 (PoticrUia, 1847, 2, 189). 
- Liej i, 31 du Enero do 1835 {Pasicrisia, 1835, 2, 42). 



que quedaba separado por la nueva vía navegable; cuando 
menos, la comunicación se le hi*o más difícil y su clientela 
sufrió por ello. E l daño era seguro, ¿pero había derecho le-
sionado? Hay (fue distinguir si el propietario del molino te-
nía un derecho de paso convencional ó legal del que lo h a -
ya privado el establecimiento del canal; en esta hipótesis, es 
evidente que había lesión de derecho y , por consiguiente, lu-
gar á aplicar el art . 1,382. En el caso, el propietario a lega-
ba solamente la existencia de una vereda vecinal sin preterí- m 
der tener algún derecho de paso; esto decidía la cuestión. (1) 1 
H a b í a interés lesionado, pero no derecho lesionado. Los j 
t rabajos públicos lesionan casi siempre interes-s p a r t i c u l a -
res, aunque sean de utilidad pública; es imposible admitir á 
que el Estado deba indemnizar á todos aquellos que suf r ie - l 
ron un peijuicio; debe atenerse estrictamente al principio | 

que no hay hecho pe r jud icab le cuando no hay derecho l e - j 

sionado. . 1 
Queda una duda. ¿ L o s r i l a m o s de un camino tienen de-

recho adquirido á las ventajss que presenta la vía de cornual 
nicación? Una vía férrea llega á atravesar un camino que se r - J 
vía como vía de explotación. Resulta de esto un inconve- I 
niente para los ribereños. ¿Es esta una lesión de derecho? ls o 
pues el uso del camino no es un derecho adquirido, en e l | 
sentido de que el Estado no puede modificar las vías de c o ? | 
municación sin estar obligado á indemnizar á los ribereños. ; 
Hay que ver si el daño lesiona un derecho. ¿Y que derecho | 
d a l a vía á los ribereños? En primer lugar , el de construir á i 
lo laroo de la via con sali la en ella; las construcciones dan I 
un derecho al propietario porque es el ejercicio del derecho j 
de propiedad; .pero la facilidad que tienen los propietarios 
vecinos para explotar sus fundos no es un derecho adquirí-
do- esta ventaja se- liga á un derecho de cosas establecido en | 
interés general y que puede ser modificado por o t e mismo 

1 Bruselas, 29 de Noviembre de 1815 [p.jsicriria, 1845, '3, 29> 

interés. ¿No podía el estado abr i r una nueva via q u e a t ra -
viese á o t ra? Si este nuevo camino es una vía férrea, resul-
tarán algunas trabas para la circulación; esto es un interés 
privado que está lesionado y que debe ceder al interés ge-
neral. (1) e 

438. U n a cuestión análóga se ba presentado en un cas« 
difícil, en el que la Corte de Bruselas se encontró en des-
acuerdo con la Corte de Casación. El concesionario de un 
ferrocarril se queja que su vía está atravesada por un ferro-
carril del Estado, lo que lo obliga á parar en el crucero, lo 
que le causa un perjuicio. ¿Ilay derecho lesionado? En apa-
riencia, hay un derecho convencional, puesto que una con-
vención intervino entre el Estado y el concesionario; esta 
convención creó una propiedad de naturaleza particular que 
es muy difícil caracterizar, pero que al fin confiere un de-
recho; y como el Estado mismo fué quien la concedió. ¿ p n e -

( de después alterar este derecho ó disminuirlo? La Corte de 
Bruselas tomó el asunto bajo este punto de vista y sentenció 

i que el Estado, construyendo un ferrocarril que disminuye 
las ventajas de la concesión, está obligado á pagar los daños 
y j erjificios que resultan. Si se admite que el Estado está ll-

a g a d o por la concesión, debe decirse que está obligado á una 
; reparación, no en virtud del art. 1,382 „ino en vir tud de la 

convención que ha violado. La Corte niega que haya le-ión 
f. de derecho; dice que la construcción del ferrocarril se lixice 

en virtud de una ley, que él déereto real que fija el trazo tie-
fiierza legal. Si, pues, la vía del l i t a d o coi ta otra vía' con-
cedida, es en virtud de una ley. Tal es el punto de partida 
de los debates. Bastaba para decidir la cuestión: la lev, aun-
que lesione un derecho, no da lugar á una reparación (artí-
culo 4lS). L a Corte de Casación no alega tote motivo, se 

^ empeña en probar q u e c o había derecho lesionado. ¿Pue-" 

1 Bruselas, 31 d* Octubre de 1*71 .(Pwfcmw, i*7l\ 2, 20/' 



de el concesionario quejarse de que el trazo viole la ley del 
contrato intervenido entre el Estado y él? Nó ; haciendo una 
concesión, el Gobierno no entiende abdicar de su derecho; 
para decir mejor, la obligación que él tiene de extender y 
perfeccionar las vías de comunicación «-xistentes; la con-
cesión acordada en interés general, está siempre subordi-
rtada al interés general. Acerca de este primer punto no hay 
ninguna duda, es decisivo. En efecto, si el Estado tiene el de-
recho de construir un ferrocarril que atraviese una vía conce-
dida, el concesionario se encuentra por esto mismo sometido 
á las obligaciones que incumben á todo propietario cuya pro-
piedad está atravesada por una vía férrea. El decreto real de 
16 de Enero de 1836 dice (art. 1 " E l paso por los caminos 
reales, provinciales ó particulares no puedeefectuar.se por los 
coches ó tiras de cualquiera otra naturaleza, sino después 
de haber pasado los convoyes remolcados por máquinas de va-
por.- ' Esta disposición ¿obliga á los concesionarios de una vía 
férrea? La afirmativa uo es dudosa, puesto que se trata de 
un reglamento de orden público. ¿Se dirá que el Estado que 
ha concedido á que pongan una vía férrea no puede atacar 
los derechos que confirió él mismo al concesionario, y que es-
tá obligado á pagarle daños y perjuicios? Aquí está el error 
de la Corte de Bruselas. Suponémos que la concesión dé al 
concesionario el derecho de propiedad; ¿es esto decir que el 
Estado lo dispensa de observar los reglamentos de orden pú-
blico á los que cualquier propietario queda sometido? La 
propiedad no es nunca un poder absoluto, está sujeta á.las 
limitaciones que resultan del estado social; con más razón 
debe suceder lo mismo con una concesión que no da al con-
cesionario sino una propiedad imperfecta; el paso de un con-
voy es una traba para los propietarios ribereños, sin que 
puedan, por esto, reclamar una indemnización, excepto en 
caso de expropiación; las concesionarios son á este respec-
to, sometidos al derecho común. En definitiva, hay intere-

fies lesionados, pero no hay derechos perjudicados; luego no 
hay hecho perjudiciable en el sentido del art . 1,382. (1) 

4- Aplicación del principio á los municipios. 

439. Lo que hecuos dicho del Estado, se aplica á las pro-
vincias y á los municipios. Los principios son idénticos. 
Aunque obren como poder cuando ejecutan trabajos, los tri-
bunales los declaran responsables cuando perjudican un de-
recho ageno. Citarémos desde luego una sentencia que con-
cierne al Estado. Este levanta el nivel de un camino real 
para armonizarlo con un camino férreo. Resultó de estos tra-
bajos que una cosa construida en el camino real con autori-
zación de la administración de puentes y calzadas, se encon-
tró bajo del n.ivel de la calzada, por consiguiente, las aguas 
pluviales la inundaron. De ahí una demanda por daños y 
perjuicios contra el Estado. La acción fué admitida por el 
primer juez. Becurso de casación. El Gobierno sostuvo que 
tenía derecho y obligación de prescribir los trabajos que ha-
bía ejecutado, que, por consiguiente, no estaba obligado á pa-
gar daños y perjuicios. LaX'orte pronunció una sentencia 
de denegada sobre informe de M. D e Cuyper. Asienta en 
principio que el Estado está sometido al derecho común 
en lo que concierne al uso que él hace de las propiedades 
públicas. El principio es incontestable: pero ¿es como pro-
pietario que obra el Estado? La Corte agrega que el es-
tablecimiento de caminos no infpone al Estado obligaciones 
particulares hacia los propietarios ribereños. Es seguro 
que el Estado, cuando construye un camino, obra como po-
der público. ¿Cuáles son las obligaciones que le incumben 
como tal? " S i la administración, dice la sentencia, no pue-
de ser obligada á hacer gozar á los ribereños de todas las 
ventajas resultando para ellos del establecimiento de un ca-

1 Dos sentencias de casación de 15 de Marzo de 1855 (Pas icr iña , 
1855. 1, 126). 



de el concesionario quejarse de que el trazo viole la ley del 
contrato intervenido entre el Estado y él? Nó ; haciendo una 
concesión, el Gobierno no entiende abdicar de su derecho; 
para decir mejor, la obligación que él tiene de extender y 
perfeccionar las vías de comunicación «-xistentes; la con-
cesión acordada en interés genetal, está siempre subordi-
rtada al interés general. Acerca de este primer punto no hay 
ninguna duda, es decisivo. En efecto, si el Estado tiene el de-
recho de construir un ferrocarril que atraviese una vía conce-
dida, el concesionario se encuentra por esto mismo sometido 
á las obligaciones que incumben á todo propietario cuya pro-
piedad está atravesada por una vía férrea. El decreto real de 
16 de Enero de 1836 dice (art. 1 " E l paso por los caminos 
reales, provinciales ó particularea no puedeefectuar.se por los 
coches ó tiros de cualquiera otra naturaleza, sino después 
de haber pasado los convoyes remolcados por máquinas de va-
por.- ' Esta disposición ¿obliga á los concesionarios de una vía 
férrea? La afirmativa no es dudosa, puesto que se trata de 
un reglamento de orden público. ¿Se dirá que el Estado que 
ha concedido á que pongan una vía férrea no puede atacar 
los derechos que confirió él mismo al concesionario, y que es-
tá obligado á pagarle daños y perjuicios? Aquí está el error 
de la Corte de Bruselas. Suponémos que la concesión dé al 
concesionario el derecho de propiedad; ¿es esto decir que el 
Estado lo dispensa de observar los reglamentos de orden pú-
blico á los que cualquier propietario queda sometido? La 
propiedad no es nunca un poder absoluto, está sujeta á.las 
limitaciones que resultan del estado social; con más razón 
debe suceder lo mismo con una concesión que no da al con-
cesionario sino una propiedad imperfecta; el paso de un con-
voy es una traba para los propietarios ribereños, sin que 
puedan, por esto, reclamar una indemnización, excepto en 
caso de expropiación; los concesionarios son á este respec-
to, sometidos al derecho común. En definitiva, hay intere-

fies lesionados, pero no hay derechos perjudicados; luego no 
hay hecho perjudiciable en el sentido del art . 1,382. (1) 

4- Aplicación del principio á los municipios. 

439. Lo que hemos dicho del Estado, se aplica á las pro-
vincias y á los municipios. Los principios son idénticos. 
Aunque obren como poder cuando ejecutan trabajos, los tri-
bunales los declaran responsables cuando perjudican un de-
recho ageno. Citarémo8 desde luego una sentencia que con-
cierne al Estado. Este levanta el nivel de un camino real 
para armonizarlo con un camino férreo. Resultó de estos tra-
bajos que una cosa construida en el camino real con autori-
zación de la administración de puentes y calzadas, se encon-
tró bajo del n.ivel de la calzada, por consiguiente, las aguas 
pluviales la inundaron. De ahí una demanda por daños y 
perjuicios contra el Estado. La acción fué admitida ptír el 
primer juez. Becurso de casación. El Gobierno sostuvo que 
tenía derecho y obligación de prescribir los trabajos que ha-
bía ejecutado, que, por consiguiente, no estaba obligado á pa-
gar daños y perjuicios. LaX'orte pronunció una sentencia 
de denegada sobre informe de M. D e Cuyper. Asienta en 
principio que el Estado está sometido al derecho común 
en lo que concierne al uso que él hace de las propiedades 
públicas. El principio es incontestable: pero ¿es como pro-
pietario que obra el Estado? La Corte agrega que el es-
tablecimiento de caminos no infpone al Estado obligaciones 
particulares hacia los propietarios ribereños. Es seguro 
que el Estado, cuando construye un camino, obra como po-
der público. ¿Cuáles son las obligaciones que le incumben 
como tal? " S i la administración, dice la sentencia, no pue-
de ser obligada á hacer gozar á los ribereños de todas las 
ventajas resultando para ellos del establecimiento de un ca-

1 Dos sentencias de casación de 15 de Marzo de 1855 (Pasicriña, 
1855. 1, 126). 



mino público, es cuando menos incontestable que no puede, 
sin indemnizarles por I03 daños que sufren, quitarles el U30 
del camino ó trabar este uso en cuanto es necesario para la 
explotación de sus propiedades." (1) Esto implica que hay 
daüo3 de que respondo el Estado y que hay otros por los 
que no responde. En el caso, no podíanla ber mucha duda. 
El Estado 110 puede hacer imposible un modo de explota-
ción legalmente establecido sobre la fe de la existencia de 
un camino conforme con su destino. ¿Per® cuáles son los da-
ños por los que el Estado no responda? E n c o n t r a r l o s la 
dificultad más adelante. En nuestro concepto, solo hay una 
solución; no se trata de las obligaciones del Gobierno que 
construye un camino, se trata de los derechos de los pro-
pietarios. Desde que el Estado perjudica un derecho, es res-
ponsable. La cuestión consiste siempre en saber si hay un 
derecho perjudicado. 

ElTistado ejecuta trabajos en la madre de un río depen-
diente del dominio-público; á consecuencia de dichos traba-
jos, las aguas se precipitan sobre las construcciones, der-
rumban las paredes y una g rau . parte de las casas hab i ta -
das. En la acción por daños y perjuicios se sostuvo que el 
Estado había obrado en interés general. Esto no impide, di-
ce la Corte de Lieja, que el Estado esté sometido á las re-
glas de responsabilidad como los particulares, y que deba 
reparar ej-daño causado por su culpa á las propiedades pri-
vadas. Todo hecho del hombre, dice la sentencia, que cau-
sa á los demás un daño, obliga á aquel que lo cometió á re-
pararlo. Este principio es aplicable al Estado como á los 
particulares. Este es el verdadero principio. Én el caso, la 
decisión no era dudosa, pues constaba de íifecho que había 
culpa por parte de los agentes del gobierno. (2) 

La misma Corte ha casado una sentencia que parece con-

1 Denegada, 9 de Enero de 1845 (Pasicrisia. 1845, 1. 197). 
2 Lieja, 13 de Jun io de 1846 (Pasicritía, 1847, 2, 155). 

iraria á este principio; ésta distingue entre el daño directo 
y el indirecto. ¿Qué importa si consta que el daño resultó 
de los trabajos? A decir verdad, la sentencia es una dec i -
sión de especie, pues está dicho que río es verosímil que las 
.•ninas de las construcciones ha van sucedido por los traba-

| o s . ( l ) 
La misma cuestión se ha presentado ante la Corte de Bru^ 

selas, en un negocio en que hubo de determinarse hasta dón« 
de llegaba la responsabilidad del municipio que ejecuta tra-
bajos de caminos. Se alegaba también la COTÍ vención" tácita 
que se forma entre el que construye y el municipio que au-
toriza; la Corte tiene razón de apartar estas consideraciones 
que son extrañas al debate. Es seguro, dice, que el munici-
pio tiene un derecho, inalienable para modificar la vía pú-
blica, según las exigencias del interés público. Pero es tam-
bién seguro que el municipio no puede atentar contra la pro-
piedad ni contra los derechos esenciales que de ella resul-
tan. La sentencia agrega: á la propiedad material y á los de-
~hos directos. Esto Implica/tína restricción que nosotros no 
'lm i timos: la propiedad, siendo un derecho, no entendemos 

que se le califique de material; en cuanto á los derechos, 
sean ó no directos, desde que son inherentes á la propiedad, 
el municipio no puede atacarlos sin responsabilidad. La Cor-
te coloca entre los derechos directos y esenciales el acceso, 
las saüdas y las calles; no comprende en ello las ventajas 
accesorias ó secundarias que el propietario puede sacar, ya 

p de la circulación más ó menos grande, ya de la veneidad de 
ciertos establecimientos públicos que atraen á la clientela. 

I Acerca de este último p u n t o s a Corte tiene razón; la ve-
fcindad no es un derecho, pero el libre tránsito de las calles 
i ^ u n derecho, puesto que éste es un objeto, y el derecho de 

los ribereños es el de gozar de este libre tránsito. Si el mu-
[ nicipio estorba el tránsito, lesiona ó perjudica un derecho y 

I 1 Lieja, 13 de Jul io de 1844 (Pasicrisia, 1846, 2, 49). 
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es responsable. Si se trata de un simple goce, no hay lesión; | 
pero si el estorbo Il<?ga hasta perjudicar á los ribereños, ya no .1 
se trata de un gozo sino que hay un derecho perjudicado. (1) 1 

En resumen, la jurisprudencia admite nue-tro principio I 
por lo que toca á los trabajos de caminos. Solo hay dificul- j 
tad acerca del punto de saber si hay un/lerecho perjudica- ' 
do. La distinción de derechos directos é indirectos no nos 
parece ser jurídica. 

440. Un municipio abre un nuevo camino; los trabajos se J 
ejecutan por medio de empresa; ésta descuida alumbrar y • 
cercar una excavación; como resultado, una persona que pa- j 
sa durante la no"he cae y se rompe una pierna. De ahí una 

dad que había descuidado alumbrar la excavación que hacía 
para el establecimiento d i un camino, y d~ colocar en ella 
una barrera. Se lee en las sentencias de la Corte de Apela- J 
ción, que fué confirmada por una sentencia de denegada, que > 
la ciudad estaba obligada, como cualquier propietario al « je-i 
cutar trabajos que interesan la seguridad pública, de tomar 
las precauciones necesarias para evitar accidentas. ¿Era co-.J 
mo propietario como obraba la ciudad en este caso? No por 
cierto; la apertura de una nueva comunicación es un traba-
jo de utilidad pública; el municipio lo ejecuta como pod 
público, en interés público, y no como propietario. Es, pues, 
á título de poder público como ha sido declarado responsa-
ble. (2) Si las cortea do Francia sirven para demostrar que 
solo se trata de intereses privados, es qn«* según la legisla-
ción francesa, los tribunales no son competentes para cono-
cer de los derechos políticos, mientras que en Bélgica la ju-
risdicción administrativa está poco menos de abolida. 

1 Bruselas, 13 «le J a i o d e 1874 (Pasicrisia , 1874, 1, 233). 
2 Denegada ' l7 de Febrero de 1868 (Dalloz, 1868, 1, 273 \ 

441. Un propietario acci ma l ac iu lad Mons por pago de 
daños y perjuicios, por no haber tomado medidas que debie-
ra haber tomado para facilitar el curso de las aguas del 
Trouille, crecido por lluvias de verano y acarreando mu-
< ha arena. LH ciudad contestó que solo había ejecutado las 

L maniobras prescriptas por una ordenanza de policía, que, 
por consiguiente, había hecho lo que tenía el derecho y la 
obligación de hacer. Esta justificación no fué admitida por 

; la Corte de Bruselas. Esta asienta en principio que la ley 
no exceptúa á las autoridades públicas de la obligación de 
reparar el daño causado por culpas de negligencia ó impru-
dencia que cometan, procediendo de la ejecución de medi-
das que se ven obligadas á tomar en interés general, proviu-acción de daños y perjuicios contra el municipio. La Corte 

de Casación falló que había lugar á aplicar loa arts. 1,382 y . j icfei ó municipal. (1) Luego el Estado es responsable, aun -
1,383, habiendo sucedido el accidente por culpa de la ciu- . f <jUe 0 b r e c o m o p o d e r público, desde que cornete una falta; 

y Ja comete no solo cuando obra por imprudencia ó descui-
m sino también cuando perjudica un derecho. 

442. Los municipios son también responsables cuando 
^ caucan un daño por el descuido que tienen en cumplir las 
F obligaciones que les incumben, aunque se trate de medidas 

dé policía. Un arroyo corre por medio de un camino veci-
nal; el municipio es propietario de ambas riberas; la autori-
<lad local, descuidando de limpiar el arroyo, el limo y las 
inmundicias se acumularon á tal punto que causaron un daño 
á las propiedades ribereñas. ¿Era responsable el municipio? 
La Corte da Riom resolvió que no lo era, porque no había 

mtravenido ninguna ley, no siendo el camino en el que co-
rría el arroyo uno de esas caminos vecinales que el munici-
pio está obligado á mantener en buen estado de viabilidad. 
Esto era rodear la dificultad. No se trataba del manteni-
miento obligatorio de un camino vecinal, se trataba de un 

V d f l J n l f ? d £ 1 8 4 4 (Paneritioy 184-1, 2, 287). Compá 
d e l ^ n s e j o d e Es tado de 25 de Abril de 1355 (Dahoz, 

"»o, 5 , 4 o l , n ú m . 16). - v 
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hecho perjudiciable, de la acumulación de limos é inmundi-
cias en un camino municipal; y aunque ese camino no hu-
biese sido municipal, el municipio siempre estaba obligado 
á tomar medidas de limpieza y salubridad. La Corte de 0a-_ 
sación agrega que todo propietario de un terreno en medi 
del cual cor lé un arroyo está obligado á tomar, en la exten-
sión de su propiedad, la« precauciones para evitar la des-, 
trucción de las propiedades vecinas por el asolve del ria 
chuelo, y que á falta d-> tomar esa3 precauciones, es respon-
sable de las daños cansados por su descuido. Esto es ver-
dad; y cuando el municipio es propietario, queda sometido 
al derecho común. Lo seguro es que un municipio no es un 
propietario ordinario, y que, en el caso, -s • trataba de medi-
das de policía más bien que,de los cuidados que un propL 
tario debe tener con su cosa. Omitimos las demás objeciones 
á las que la Corte de Casación responde de una manera pe-
rentoria. (1) 

ó. De ta* conexiones de trabajos públicos. 

443. Los concesionarios de traljajos públicos son repre-
sentantes del Estado, aunque tengan una especie de propia* | 
dad muy difícil de caracterizar. En lo que toca á los hechos 
perjudiciables, no hay ninguna duda. Las compañías conce-
sionarias están sometidas al derecho común. En nuestra opi-
nión, esto es evidente, puesto que admitimos que el Estado 
es responsable aun cuando obra como poder público. Pe es-
to sigue que las compañías no pueden excusarse alegando 
el silencio de la acta de concesión en cuánto, á las obliga-
ciones que les son impuestas; la obligación que resulta de 
un hecho perjudiciable, no tiene necesidad de estar e»cr; 
en una acta, lo está en la ley y ella incumbe- á todos aqu 
líos que perjudican un derecha. Ha sido sentenciado ppf } 

1 Casación. 30 de Noviembre d e 1858 (Dalloz, 1859, 1, 20). 

aplicación de este principio, que la compañía concesionaria 
de un canal es responsable por el accidente causado á con-
secuencia de su descuido en no poner una barrera en el lu -
gar en que el canal atraviesa un camino empedrado. El cua-
derno de cargos no le obligaba á ello, pero el art 1,382 lo 
hace responsable de las consecuencias de «su descuido, ( l ) 

El consejo de Estado distingue el daño directo y el ind i -
recto; no declara á la administración ó á los concesionarios 
responsables sino por el .daño directo". Nos parece que la dis-
tinción es arbitraria; ella es, e n t o d o caso, (fe tal manera va-
ga que sería difícil y algunas veces imposible aclarar sí el 
daño es directo ó indirecta Unas aguas estancada?se acu-
mulan en las excavaciones íiechas para la extracción de las 
tierras necesarias para un taluz. Las excavaciones nocivas 
que emiten, ocasionan enfermedades. ¿ E s esto un daño d i -
recto ó indirecto? El consejo de Estado condenó á la com-
pañía á pagar los daños -y perjuicios porque descutdó de 
ejecutar los trabajas necesarios para el curso de las aguas, 
lo que había Causado la estagnación, y por consiguiente, la¡ 
calenturas. (2) 

III Del poder-judicial. 
444. Cuando se habla de-la responsabilidad del Estado, 

se entiende por esto el Gobierno, agente del poder ejecutivo! 
Acabamos'de decir bajo qué condición él es responsable. 
H a y otros dos poderes; el poder legislativo es irresponsable 
en este sentido, que la ley no da lugar á una acción por daños 
y perjuicios contra el Estado. Lo mismo pasa con el poder 
judicial; los magistrados son responsables en ciertos casos; 
los tribunales y las cortés pueden ser acusados, pero la ac-
ción no se dirige contra el Estado, está formada contra los 
magistrados inculpados. l>a responsabilidad del juez comen-

1 Gan te , 8 de Mu izo de 1866 (Pasicritia, 1867 2 17 
2 Decreto de 29 .le Marzo do 1855 (Dalloz. 1355, 3, 81). 
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hecho perjudiciable, de la acumulación de limas é inmundi-
cias en un camino municipal; y aunque ese camino no hu-
biese sido municipal, el municipio siempre estaba obligado 
á tomar medidas de limpieza y salubridad. La Corte de Ca-
sación agrega que todo propietario de un terreno en medi 
del cual corre un arroyo está obligado á tomar, en la exten-
sión de su propiedad, la« precauciones para evitar la des-, 
trucción de las propiedades vecinas por el asolve del ria 
chuelo, y que á falta de tomar esa3 precauciones, es respon-
sable de las daños cansados por su descuido. Esto es ver-
dad; y cuando el municipio es propietario, queda sometido 
al derecho común. Lo seguro es que un muuicipio no es un 
propieta/io ordinario, y que, en el caso,-*" trataba de medi-
das de policía más bien que,de los cuidados que un propL 
tario debe tener con su cosa. Omitimos las demás objeciones 
á las que la Corte de Casación responde de una manera pe-
rentoria. (1) 

ó. De tas conexiones de trabajos públicos. 

443. Los concesionarios de traljajos públicos son repre-
sentantes del Estado, aunque tengan una especie de propia* | 
dad muy difícil de caracterizar. En lo que toca á los hechos 
perjudiciables, no hay niuguoa duda. Las compañías conce-
sionarias están sometidas al derecho común. En nuestra opi-
nión, esto es evidente, puesto que admitimos que el Estado 
es responsable aun cuando obra como poder público. Pe es-
to sigue que las compañías no pueden excusarse alegando 
el silencio de la acta de concesión en cuánto, á las obliga-
ciones que les son impuestas; la obligación que resulta de 
un hecho perjudiciable, no tiene necesidad de estar e»cr; 
en una acta, lo está en la ley y ella incumba á todos aqu 
líos que perjudican un derecha. Ha sido sentenciado ppf } 

1 Casación. 30 de Noviembre d e 1858 (Dalloz, 1859, 1, 20). 

aplicación de este principio, que la compañía concesionaria 
de un canal es responsable por el accidente causado á con-
secuencia de su descuido en no poner una barrera en el lu -
gar en que el canal atraviesa un camino empedrado. El cua-
derno de cargos no le obligaba á ello, pero el art 1,382 lo 
hace responsable de las consecuencias de «su descuido, ( l ) 

El consejo de Estado distingue el daño directo y el ind i -
recto; no declara á la administración ó á los concesionarios 
responsables sino por el .daño directo". Nos parece que la dis-
tinción es arbitraria; ella es, e n ì o d o caso, tte tal manera va-
ga que sería difícil y algunas veces imposible aclarar si el 
daño es directo ó indirecta Unas aguas estancada?se acu-
mulan en las excavaciones íiechas para la extracción de las 
tierras necesarias para un taluz. Las excavaciones nocivas 
que emiten, ocasionan enfermedades. ¿ E s esto un daño d i -
recto ó indirecto? El consejo de Estado condenó á la com-
pañía á pagar los daños -y perjuicios porque descutdó de 
ejecutar los trabajas necesarios para el curso de las aguas, 
lo que había Causado la estagnación, y por consiguiente, la¡ 
calenturas. (2) 

III Del poder-judicial. 
444. Cuando se habla de-la responsabilidad del Estado, 

se entiende por esto el Gobierno, agente del poder ejecutivo! 
Acabamos'de decir bajo qué condición él es responsable. 
H a y otros dos poderes; el poder legislativo es irresponsable 
en este sentido, que la ley no da lugar á una acción por daños 
y perjuicios contra el Estado. Lo mismo pasa con el poder 
judicial; los magistrados son responsables en ciertos casos; 
los tribunales y las cortés pueden ser acusados, pero la ae-
ción no se dirige contra el Estado, está formada contra los 
magistrados inculpados. l>a responsabilidad del juez cotnen-

1 Gan te , 8 de MHIZO de 1 8 6 6 (Pasicritia, 1 8 6 7 2 1 7 
2 Decreto de 29 .le Marzo do 1855 (Dalloz. 1355, 3, 81). 
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zó por ser absoluta; en la edad media se le podía obligar á 
pelear en campo cerrado para sostener su sentencia. Cuando 
la apelación tomó el lugar de esta justicia bárbara, los jueces 
estaban aún obligados á sostener su decisión ante el Tribu-
nal Superior y esto á sus costas, dice Bouteiller. En cuanto 
á las partes, el apelante se limitaba á intimarlas; es decir, á 
denunciarles la apelación; de donde viene el nombre de in-
timado que se da al defensor de una causa en apelación. 
El aplazamiento del magistrado yo consideraba la misión 
de los tribunales; éstos hacen justicia en nombre de la na-
ción y con este título no pueden ser responsables de sus 
decisiones; pueden equivocarse, puesto que son hombres; 
la ley organiza á este efecto una instancia sup'erior quien re-
visa las sentencias pronunciadas en primera instancia; sin 
embargo, los magistrados, á diferencia de los legisladores, 
están mezclados en debates en que se agitan las pasiones más 
violentas y pueden dejarse arrastrar por la simpatía ó el 
odio; en este caso, no merecen ya el nombre de órganos de 
la justicia. La ley permite acusarlos. (1) Según los términos 
del art . 505 del Código de Procedimientos, los jueces pue-
den ser acusados en los casos siguientes: 1. ° .si hay dolo, 
fraude ó convención que se pretende haber sido cometidos 
ya en el curso de la instrucción, ya en las sentencias; 2. ° si 
la causa de la acusación está expresamente pronunciada por 
la ley; 3. ° si la ley declara que los jueces son responsables 
por los daños y perjuicios; 4. ° si hay denegada de justicia. 

N o entraremos en los pormenores de esta materia que 
pertene£e á los procedimientos; (2) este principio solo entra 
en el cuadro de nuestro trabajo. ¿Qué es la acusación? Es 
la acción por responsabilidad que la ley permite intentar en 
ciertos casos contra los magistrados. De esto sigue que no 
hay otra acción por daños y perjuicios contra el juez sino 

1 Tonllier, t, VI, 1, pág . 153, núm8~. 184-189. 
2 Véase ToolUer, t. VI , 1, pág. 157, núms. 190.229. 

la acusación. (1) El ar t . 1,382 no es, pues, aplicable á los 
magistrados; éstos están sometidos á una responsabilidadW 
pecial, mucho menos severa que la que peSa en los hombres 
en general, así como en los funcionarios públicos, como lo 
vamos á decir. La más ligera falta, la más leve impruden-
cia, bastan para comprometerla responsabilidad de aquel -
que, por su hecho, causa un daño á los demás; mientras que 
el magistrado no es responsable de su falta, solo responde 
por su dolo. Y como esta responsabilidad es excepcional, hay 
que tomar también la palabra dolo en su más estrecha acep-
ción. Esta es la resolución de la Corte de Casación; ésta 
concluye diciendo que en derecho el dolo es una falta mo-
ral, que procede sobre todo de la intención que no se-debe 
en esta materia asimilar á la culpa, cualquiera que sea su 
grado; que es necesario el designiode «lañar. En último aná-
lisis, dice la Corte, salvo los casos determinados por la ley, 
el juez puede ser acusado solo cuando ha sentenciado por fa-
vor, por odio ó por corrupción. (2) 

¿Cuál es la razón de esta indulgencia que parece excesi-
v a cuando se le compara con la severidad de la responsa-
bilidad establecida por el art. 1,382? La ley cubre con una 
presunción de verdad los errores escapados á los jueces, 
porque el, respeto á la justicia-y á Jas sentencias es una de 
las bases del orden social. Esto es una ficción; pero la fic-
ción es una necesidad, y debe aprovechar en cierta medida 
á los magistrados. ¿Cuál es la parte condenada que no mal-
dice á su juez? Si la falta más leve bastase para pedirle cuen-
ta de su sentencia, la pasión multiplicaría hasta lo infinito 
las acciones por daños y perjuicios contra los magistrados. 
¿Qué sucedería entonces con el prestigio de la justicia, dia-
riamente atacada y envilecida? 

1 Denegada, 13 de Ma-zo de 1850 (Dalíoz, 1850, 1, 320) 

n j L » g a ¿ " ' ' , 6 J " U V H 1 8 5 8 "o / , 1*58, 1,279). Compárese 
Denegada, Sala Civil . 18 de Ju l io de 1832 CJ>alloz, 1832, 1,281); • 
üesaiiíjoii, 3 de Marzo de 1860 (Dalíoz, I86u, 2 69;. 



§ 1 1 1 . ü n h e c h o i m p o t a b l e . 
0 I 

Ntím. 1. Cuando el hecho deja de ser imputable 
pQr razón de una falta de libertad. 

445. Los hechos periudiciables previstos por los a r t í c u ^ 
los 1,382 y 1,383 son delitos ó cuasidelitos. Para que haya 
delito, e? menester que el autor del hecho canse un daño á 
otro por dolo ó malignidad; estas son las expresiones de Po-
thier. Pa r a que haya cuasidelito es necesario que el daño x 

haya sido causado por una imprudencia inexcusable. D e 
esto resulta, dice Pothier, que solo las personas que gozan 
de su razón son capaces de un delito ó cuasidelito; es decir, 
de un hecho perjudrciable en el sentido de los arts. 1,382 y 
1,383; las personas que no tienen aún el uso de razón, los 
niños, ó los que la hatl'perdido, los insensatos, no pueden 
cometer delitos ni cuasidelitos, pues no son capaces de ma-
lignidad ni de imprudencias. Pothier concluye que si un 
niño ó un loco, causa un daño á alguien, no está obligado á 
repararlo, salvo la acción contra los que la ley declara res-
ponsables del hecho ageno. Trataremos de esta responsabili* 
dad más adelante. 

El art. 1,382 está, pues, concebido en términos demasiado 
absolutos cuando dice: "Cualquier hecho del hombre;" y 
el art, 1,383 se expresa también de un modo demasiado ab-
soluto diciendo que cada uno es responsable del daño cau-» 
sado por su hecho. Si la ley se enuncia así, es para oponer 
á las obligaciones contractuales, las que nacen da un delito 
ó cuasidelito; los incapaces pueden obligarse por un delito 
ó un cuasidelito, nflentras qué no pueden contratar. U n iu- • 
capacitado no puede contratar durante un intervalo lúcido, 
ni un menor antes de su mayor edad, aunque de hecho go-
ce de la plenitud de su razón, ni una mujer casada, aunque -
antes de casarse era plenamente capaz. L a ley dice termi-
nantemente quq el menor no está obligado á restituir contra 

los compromisos resultando de su delito ó cuasidelito ( a r -
f tículo 1,310). Esto es verdad, por identidad de razones, con 

la mujer casada. Pothier parece decir que los incapacitados 
son siempre responsables, pero se refiere á las personas que 
kc declaraban incapaces en el antiguo derecho por causa de 

\ prodigalidad; según el Código Civilf se les da un consejo de 
familia; su incapacidad no es absoluta, solo existe para los 

.actos que la ley les prohibe hacer sin-la asistencia de su con-
sejo; los pródigos se obligan, pues, por sus delitos ó cuasi-
delitos, pues la ley se cuidó de no déclararlos incapaces de 
obligarse por un hecho perjudicial. L o mismo sucede con 
las personas débiles de espíritu, á las que se nombra un 
consejo, pues la debilidad de espíritu, tal como la entiende 
la ley, no llega hasta privar á los que la padecen de la con-
ciencia del n u l que hacen. Esto es evidente cuando obrah 
con intención de dañar. También lo es cuando causan un 
daño por su imprudencia; solo que debe decirse lo que Po -
tfíier de los menores, que se excusará más fácilmente la im-
prudencia en ellos. Aunque no hubiese incapacidad, la ena-
jenación mental bastaría si estuviese comprobada para des-
cargar de toda responsabilidad al autor def hecho perjudi-
cial. El principio no es duioso, salvo la dificultad de la 
prueba. P u e d e también suceder que la locura no haga ce -
sar la responsabilidad. La- Corte de líouen declaró respon-
sable á un capitán de navio y, por consiguiente, al empre-
sario, á título de comitente, por haber herido á un marine-
ro, aunque el culpable pretendió que.lo había hecho en un 
acto de locura; la Corte contestó que esta clase de enajena-
ción momentánea había tenido por causa el abuso de licores 
alcoholicos; es decir, uha falta de aquel que había causado 

1 el daño, por consiguiente, el estado de locura podía con jus-
to titulo ser imputado al capitán, lo que determinó la con-
dena del empresario. (1) 

1 Roaen, 17 de Marzo de 1874 (Dalloz, 1874, 2 ,290) . 
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§ 1 1 1 . Ü N HECHO I M P O T A B L E . 
0 I 

Ntím. 1. Cuando el hecho deja de ser imputable 
pQr razón de una falta de libertad. 

445. Los hechos periudiciables previstos por los a r t í c u ^ 
los 1,382 y 1,383 son delitos ó cuasidelitos. Para que haya 
delito, e? menester que el autor del hecho canse un daño á 
otro por dolo ó malignidad; estas son las expresiones de Po-
thier. Paca que haya cuasidelito es necesario que el daño x 

haya sido causado por una imprudencia inexcusable. D e 
esto resulta, dice Pothier, que solo las personas que gozan 
de su razón son capaces de un delito ó cuasidelito; es decir, 
de un hecho perjudrciable en el sentido de los arts. 1,382 y 
1,383; las personas que no tienen aún el uso de razón, los 
niños, ó los que la harT"perdido, los insensatos, no pueden 
cometer delitos ni cuasidelitos, pues no son capaces de ma-
lignidad ni de imprudencias. Pothier concluye que si un 
niño ó un loco, causa un daño á alguien, no está obligado á 
repararlo, salvo la acción contra los que la ley declara res-
ponsables del hecho ageno. Trataremos de esta responsabili* 
dad más adelante. 

El art. 1,382 está, pues, concebido en términos demasiado 
absolutos cuando dice: "Cualquier hecho del hombre;" y 
el art, 1,383 se expresa también de un modo demasiado ab-
soluto diciendo que cada uno es responsable del daño cau-» 
sado por su hecho. Si la ley se enuncia así, es para oponer 
á las obligaciones contractuales, las que nacen da un delito 
ó cuasidelito; los incapaces pueden obligarse por un delito 
ó un cuasidelito, nflentras qué no pueden contratar. U n iu- • 
capacitado no puede contratar durante un intervalo lúcido, 
ni un menor antes de su mayor edad, aunque de hecho go-
ce de la plenitud de su razón, ni una mujer casada, aunque -
antes de casarse era plenamente capaz. L a ley dice termi-
nantemente quq el menor no está obligado á restituir contra 

los compromisos resultando de su delito ó cuasidelito ( a r -
f tículo 1,310). Esto es verdad, por identidad de razones, con 

la mujer casada. Pothier parece decir que los incapacitados 
s<yh siempre responsables, pero se refiere á las personas que 
se declaraban incapaces en el antiguo derecho por causa de 

\ prodigalidad; según el Código Civilf se les da un consejo de 
familia; su incapacidad no es absoluta, solo existe para los 

.actos que la ley les prohibe hacer sin-la asistencia de su coi.-
sejo; los pródigos se obligan, pues, por sus delitos ó cuasi-
delitos, pues la ley se cuidó de no déclararlos incapaces de 
obligarse por un hecho perjudicial. L o mismo sucede con 
las personas débiles de espíritu, á las que se nombra un 
consejo, pues la debilidad de espíritu, tal como la entiende 
la ley, no llega hasta privar á los que la padecen de la con-
ciencia del n u l que hacen. Esto es evidente cuando obrah 
con intención de dañar. También lo es cuando causan un 
daño por su imprudencia; solo que debe decirse lo que Po -
tfiier de los menores, que se excusará más fácilmente la im-
prudencia en ellos. Aunque no hubiese incapacidad, la ena-
jenación mental bastaría si estuviese comprobada para des-
cargar de toda responsabilidad al autor def hecho perjudi-
cial. El principio no es duloso, salvo la dificultad de la 
prueba. P u e d e también suceder que la locura no haga ce -
sar la responsabilidad. La- Corte de líouen declaró respon-
sable á un capitán de navio y, por consiguiente, al empre-
sario, á título de comitente, por haber herido á un marine-
ro, aunque el culpable pretendió que.lo había hecho en un 
acto de locura; la Corte contestó que esta clase de enajena-
ción momentánea había tenido por causa el abuso de licores 
alcoholicos; es decir, uha falta de aquel que había causado 

1 el daño, por consiguiente, el estado de locura podía con jus-
to título ser imputado al capitán, lo que determinó la con-
dena del empresario. (1) 

1 Roaeu, 17 de Marzo de 1874 (Dalloz, 1874, 2,290). 
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El niño no es capaz de delito ni ĉ e cuasidelito, mientras 
que el menor si lo es. ¿En qué edad el niño es ya capaz de 
obligarse por un hecho perjudicial? Pothier contesta á la 
cuestión. No puede definirás con precisión la edad en laque 
los hombres tienen uso de razón y son, por consiguiente, ca-
paces de malignidad ó de falta. Esto debe estimarse por 
las circunstancias: el juez decidirá si hay imputabilidad y, 
por consiguiente-, delito ó cuasidelito. (1) 

446. Ha sido sentencia lo, por aplicación de este princi- 1 

pió, que el menor, aun impúber«, <stá obligado á reparar el 
daño que cause por un cuasidelito, si tenia la inteligencia | 
bastante desarrollada para entender la falta que cometió: en 
el caso, el menor solo tenia once años. (2) La jurispruden-
cia se ha pronunciado en el mismo sentido para con los ena-
jenados. Esto es un punto de hecho á menudo muy difícil 
de resolver, cuando la demencia no es absoluta, En dere-
cho, no hay ninguna duda; la Ci rte de Casación dice muy 
bien que el art. 1,382 decide implícitamente la cuestión. 
En efecto, la ley exige la culpa para que haya hecho pe r -
judicial, lo que supone un hecho dependiente de la volun-
tad; y un insensato no lo tiene; no puede, pues, ser respon-
sable aun civilmente por los actos cumplidos durante su es-
tado de demencia. (3) Hay, sin embargo, una sentencia en 
sentido contrario. La Corte de Montpellier pretende que, 
en la aplicación del principio d-* la responsabilidad civil, la 
le) no se ocupa ni de la voluntad ni de la intención; la Cor-
te agrega que si la inexperiencia de un insensato es excusa-
bl- al punto de vista de la represión penal, cuando produce 

1 Pothier . Obligaciones, níims. 118-120. /Anbry y B a o , t . IV, pá-
gflia 747, y notas 6_8, pfo. 444, y pág. 754, pfo. 446. 

2 burdeos , 31 de Marzo de 1855 (Dalloz, 1854. 5,656. núm. 17». 
3 Denegada, 14 de Mayo de 1866 (Dalloz, 1*66, 1, 296>. Compáre-

se Bruselas, 3 de J u l i o de 1830 (Pasicrisia. 1830, pág. 173». Lipja, 10 
de Enero de 1835 (Pasicrisia, 1835, 2. 12). Caen, 2 de Dic iembre de 
j853 (Dalloz, 1855,2, 117): Lyon, 22 de Feb re ro do 1871 (Dalloz, 
j872, 2, 133). -

\?n hecho perjudicable, obliga á su autor á repararlo. (I) 
La Corte de Casación ha contestado de antemano al a r g u -
mento de derecho, si pued* darse este nombre á la violación 
de la ley; {qué va á tratarse de inexperiencia cuando no hay 
voluntad ni inteligencia! En el caso juzgado por la Corte de 
Montpellier, la causa de los demandantes, herederos de la 
victima, era muy favorable; y la Corte comprueba de hecho 
que el autor del delito gozaba, en el momento del acto, de 
suficiente razón para apreciar las consecuencias y la morali-
dad de su acción. Esto era decisivo, y era inútil dar una ma-
la rpzón de derecho en apoyo de una decisión que se just i-
ficaba por el estado intelectual del enajenado. 

Num. 2. ¿Cesa la imputabilidad cuando el hecho 
es cometido por orden de la autoridad? 

44¡73 La afirmativa está consagrada por la jur isprudencia 
Si está resuelto que se debe obediencia á la orden de la au-
toridad, no puede ya tratarse de reclamar daños y perjuicios 
contra quien ejecutó la orden, puesto que ya no hay libre 
voluntad de parte suya, y sin libertad no hay impu£abili-
dad. (2) Queda por saber si la autoridad es responsable de 
las consecuencias de la orden que dió. Volveremos sobre es-
te punto más adelante. 

La administración de un ferrocarril arrienda un- terreno á 
un empresario de transporte para servir de estación á los 
|mibus. Interviene un decreto del prefecto que ordena ad-
mitir á todas las empresas de t r a s p o r t e en el recinto de la 
estación de desembarque. ¿Es responsable la compañía por 
la no ejecución de su compromiso? Nó, dice la Corte de Ca-
sación, porque á su respecto, el acto de poder público es uu 
caso fortuito de fuerza mayor. ¿Es responsable el prefecto 
ó el Estado en nombre de quién obraba? Nó, dice la Corte, 

1 Montpellier, 31 de Mayo de 1866 fDa l loz . 1867, 2, 3) . 
- Bruselas, 4 de Ju l io de 1846 (Pasicrisia, 1847, 2, 44). 



porque el decreto era una acta de policía y de seguridad pú-
blica. Solo quedaba al dnraandante proveerse administrati-
vamente para obtener que el decreto fuera derogado si ha-
bía lugar. (1} 

Unos operarios ejecutan trabajos por orden de la autori-
dad municipal, en un terreno que el posesor pretende ser en 
propiedad. Acción por daños f perjuicios contra los t raba-
jadores. El Tribunal decide que éstos no son responsables, 
puesto que han obrado por orden de la autoridad local, á 
reserva que la parte perjudicada dirija su acción contra el 
municipio. Recurso de casación por violación del art. 1,382. 
La Corte decidió que el Tribunal había hecho una justa 
aplicación de los verdaderos principios de derecho. (2) Si el 
municipio obraba por orden de autoridad superior, dejaba 
de ser responsable: ¿Serían responsables la provincia y el 
Estado? 'Esto depende de la naturaleza del acto y de la ca-
lidad con la que el Estado haya obrado. (3) Volveremos á 
esta cuestión al tratar de la responsabilidad del Estado. 

448. ¿ Es responsable por el daño que causa el funciona-
rio que obedece d una orden de sus superiores? Si la orden 
procede de la autoridad que tenía el derecho de mandar, no 
hay imputabilidad puesto que la voluntad está constreñida. 
La jurisprudencia está en este sentido. Ha sido sentenciado 
que el inspector de caminos que concurre á un hecho per-
judicial no incurre en responsabilidad si obró por.ordeu del 
alcalde. (4) Así mismo, cuando el Ministro de la Guerra res-
ponde por sus subordinados que por su orden han infringi-
do los reglamentos de la aduana, no hay acción contra los 
autores; para mejor decir, contra los instrumentos del hecho 

1 Casación, 3 «le Marzo de 1847 (Dallos, 184«, 1, 73). 
2 Lieja , Sala de Casaoión, 9 de Oc tubre de 1828 {Pasícrisw, 

uáif 
. 3 Gante , 3 d e Marzo de 1854 (Pasicrisia, 1854, 2, 239). 

4 Bourges, 20 de Agos to de 1828 (Dalloz. en la pa labra Re*}»'. 
bilidad, nnui. 279). 

perjudicial; la responsabilidad incumbe al ministro v a l Es-
tado de quien es el órgano. (1) ¿Qué debe r e so lved si la 
ordeu es ilegal? ¿El funcionario debe obedecer una orden 
contraria á la ley, y si obedece estará obligado á pagar los 
daños y perjuicios? Esta es tésis de derecho público que no 
pretendemos disentir. H é aquí un caso singular que se ha 
presentado. U n miembro del cuerpo legislativo fué aprisio-
nado. La Sala ordena su puesta en libertad. Uno de los cues 
tores notifica al director de la cárcel de Clichy, la orden de 
poner en libertad al diputado, declarando que en caso de 
negarse, requeriría la fuerza armada para tumbar las puer-
tas. El alcaide obedeció. De ahí una acción por daños y per 
juicios; se sostuvo que la puesta en libertad era ilegal pu-
l iendo los representantes ser arrastrados. El Tribunal del 
Sena sentenció que el director de la cárcel no era respon 
sable, porque solo había cedido á la amenaza del empleo de 

y r ( Z ) [ , á b I l C a , , 0 q U ? c o n 8 t i t , , í a u a «aso ^ fuerza ma-

449. A mandatario que comete un acto peijudicia! pue-
de invocar como excusa la orden que recibió del mandante? 
íso hay que decir que si se trata aquí de un delito criminal 
ó de un del.feo civil, el mandatario es responsable person d -
mente. La cuestión solo puede ser agitada seriamente para 
los cuasidelitos. Fué resuelta contra el mandatario por la 
Corte de Casación. (3) El mandatario en la posición de un 
funcionario que debe obedecer á la superior autoridad hav 
imprudencia por su parte en ejecutar una orden que cons'I 
tituye casi un cuasidelito y, por consiguiente, debe ser res-
ponsable. « ° ' 

1 Casación, 11 de Agosto de 1848 (Dalloz, 1848 1 186 

ioz2
 a r r a s - ^ d e l S e , m d < 1 5 d -

» T ú í K n e r ° d S 1 8 3 3 ' D * , , o z - « I» I»'«bra 



Núm. 8. De la fuerza mayor. 

1. Principio general. 

450. La ley prevea la fuerza mayor en las obligaciones 
convencionales. Según los términos del art. 1,148: "JNo ha 
lugar á ningún daño y perjuicio c uando á consecuencia de 
fuerza mayor ó de un caso fortuito, el deudor fué impedido 
para dar ó hacer aquello á que estaba obligado, ó hecho lo 
que era prohibido." ¿Pasa lo mismo en las obligaciones que 
nacen de un deli to ó de ua cuasidelito? La afirmativa no ed 
dudosa; para que haya delito ó cuasidelito, es menester que 
haya culpa, y la fuerza mayor excluye toda fuerza de culpa. 
Si , pues, el daño resulta de un caso fortuito, la parte pe r -
judicada no tiene acción á daños y perjuicios porque nadie 
es responsable del daño. ¿Es caso fortuito un crimen cuan-
do está cometido en wagón contra un viajero por un terce-
ro que no es empleado de la compañía ó del Es tado? Si no 
hay ninguna culpa que i m p u t a r á la compañía, no es respon-
sable. En el caso, se sostenía que la disposición defectuosa 
de los coches había facilitado el atentado. La Corte de P a -
rís resolvió que los wagones satisfacían á todas las condi-
ciones prescriptas p e r j a autoridad administrativa en interés 
de seguridad pública; por consiguiente, se desechó la acción 
por daños y perjuicios intentada por la víctima contra la 
compañía. (1) 

451. El principio es seguro; si se presentan dificultades 
en la aplicación, es porque se alega siempre alguna culpa á 
cargo de aquel que se pretende ser el autor del daño. Esta 
es una cuestión de hecho. Los acontecimientos de la natu-
raleza son seguramente hechos de fuerza mayor, tal es una 
tempestad; sin embargo, el debate ha sido llevado ante la 
Corte de Casación y había a lguna duda . Durante las carre-

1 París, 16 de Diciembre de 1873 (Dalloz, 1874,1,126). 

ras de caballos, una tr ibuna se derrumbó y arras t ró en su 
calda á los espectadores que se encontraban en ella. L a s 
personas heridas intentaron una acción por daños y p e r j u i -
cios contra la empresa de las carreras. La demanda admi-
tida en primera instancia, fué desechada en apelación. La 
sentencia comprueba que el accidente debía atribuirse á la 
invasión de la tribuna por un gran número de espectadores 

que se refugiaron en ella para guarecerse del huracán. Es 
verdad que la tem^est d solo era la ocasión del accidente, 
pero la invasión de la mul t i tud tumultuosa, irresistible, era 
igualmente un caso de fuerza mayor; en todo caso, no pudo 
la comisión de carreras impedirlo, puesto que no era policía. 
Se le reprochaba eh io haber hecho visitar el tablado por el 
arquitecto de la ciudad; la Corte contesta muy bien que este 
reproche no t -mlr ia efecto jurídico sino cuando el tablado 
hubiese faltado de solidez; y estaba comprobado por las pro-
mociones correccionales dirigidas por el carpintero y el so-
brestante de los trabajos, que no había ningún vicio de cons-
trucción en el estrado. Esto decidió la cuestión. En el re-
curso intervino una sentencia de denegada. (1) 

452. La inundación es un caso fortuito; pero cuando pro-
cede de un desbordamiento de un río, los ribereños pueden 
evitarlo haciendo trabajos de defensa. De ahí una compl i -
cación de intereses y un conflicto de principios que dan lu-
gar fácilmente á procesos. La Garonne está sujeta á desbor-
damientos frecuentes, bienhechores en el invierno, cuando 
las aguas depositan en el suelo lamas fertilizadoras, p e r j u -
diciales en el estío, cuando destruyen las cosechas ó las per-
judican. P a r a evitar -éstos inconvenientes, los ribereños es-
tablecen un dique paralelo al río que se opone á la invasión 
de las aguas y practican sangrías por medio de las cuales 
las dejan pasar cuando l*s necesitan. Uno de los ribereños 
tabre su sangría, y por consiguiente, el fundo de su vecino 

1 Denegada, 22 de Enero de l872(Dalloz, 1872, t 302) 



se inunda. ¿Es responsable por el daño causado? Nó, solo ha-
bía usado de su derecho, sin perjudicar el de su vecino. En 
vano éste opuso que si sufría un daño no era por caso for -
tuito, sino por el hecho del ribereño al abrir su compuer -
ta; el inundado no tenía ningún derecho legal ni convencio-
nal á que dichas compuertas permaneciesen cerradas, pues 
los ribereños que ejecutan los trabajos en interés personal, 
no están obligados á preservar además la heredad de su ve-
cino; á éste toca cuidarse. (1) 

Un caso análogo se ha presentado ante la Corte de B r u -
selas. Habiendo sido inundada una fábrica por las aguas del 
Sena, el fabricante demandó por daños y perjuicios á la ciu-
dad de Bruselas, quien, 6egún él, había ocasionado la inun-
dación por las medidas que había tomado en interés de los 
habitantes. L a demanda fué desechada. En primer lugar, 
porque la autoridad municipal, tomando disposiciones para 
defender á los habitantes contra un peligro de inundación, 
había obrado en los límites de sus derechos y cumplido con 
un deber. ¿Había atacado el derecho del fabricante? Uno 
de ios ribereñcs tiene derecho contra la acción de las aguas 
sin estar obligado á defender á los demás. Además, la fá -
brica estaba mal construida, sin ninguna previsión del peli-
gro de inundación que es un hecho habitual en el valle del 
Sena. Si, pues, había culpa, era por parte de la persona 
perjudicada; había caso fortuito, pero el daño era imputable 
á la parte perjudicada. (2) 

453. L a ley francesa acerca de correos, de 4 de Junio 
de 1859, dice en el art . 3 : " L a administración de correos 
es responsable hasta concurrencia de 2,000 francos, excepto 
los casos de pérdida por fuerza mayor, por los valores con-
tenidos en las cartas certificadas " Esta disposición aplica 
el principio general, referente al caso fortuito. Se ha pre-

1 Buríleos, 12 de Abril de 1866 (Daltoz, 1866, 2, 179). 
2 Bruselas, 17 de Jul io de 1873 (Pasicriria, 1873, 2,373). 

tendido que la palabra fuerza mayor significaba en el art. 3 
un robo á mano armada. L a Corte de Casación ha resuelto 
que esto era restringir sin razón, una disposición general y 
de derecho común; la expresión fuerza mayor tiene un sen-
tido tradicional, se entiendo de todos los acontecimientos 
que no se han podido preveer y á los que no se pudo resis-
tir. Por aplicación del principio, la Corte, decidió que la 
administración de correos no es responsable por la pérdida 
de valores contenidos en Iss cartas, cuando la carta pereció 
por naufragio del barco en que fué entregada. (1) En el ca-
fo, se trataba de l a responsabilidad convencional, más bien 
que de un cuasidelito; dirémos más adelante que la respon-
sabilidad, en el caso del art. 1,382, es más rigurosa, pe ro 

por muy rigurosa que sea, cesa en cuanto hay fuerza ma-
yor. 

454. El incendio no es siempre un caso fortuito; sería 
más exacto decir que, excepto el fuego comunicado por re-
lámpagos, casi siempre hay una culpa. A los tribunales to-
ca apreciar los hechos. Un capitán deja su barco en el mo-
mentó en que se le cargaba; durante su ausencia, se decla-
ra un incendio; se pretende que es responsable porque co-
metió la falta de abandonar á su navio, cuando la ley orde-
na que esté en él, al entrar y salir del puesto, bajo pena de 
«*r responsable por todos los acontecimientos que sobreven-
gan (Código de Comercio, arts. 227 y 228). Sin embargo, 

; fué sentenciado que el capitán no era responsable; desde lue-
h el cargamento aun no concluiría, el barco no estaba, 

Pues, de partida. En segunda, la ausencia del capitán tenia 
1 uua causa legítima. En difinitiva, había fuerza mayor en 
| lo que concierne al capitán. (2) 

^ Cuando el caso fortuito procede de una falta, se haceim-

f l J J , e n e S a d a > a a I * C i v ¡ l , 2 6 de Diciembre de 1866 (Dalloz, 1867, 

- R o a e n . 13 de Jun io de 1818 (Dalloz, 1848, 4 , 407,. 
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putable: esto es de derecho común. Una tempestad, en ge-
neral, un accidente de q u e nadie responde; pero si aquellos 
que ejecutan los trabajos d- jan los terrenos sin defensa con-
t ra la acción de las aguas, los deslaves que resulten les son 
imputables, se eutiende que cu indo los que ejecutan los tra-
bajos deben cuidar que éstos no perjudiquen á los vecinos. 
Tales son loa empresarios de trabajos públicos. (1) Pero los 
deslaves de terrenos pueden no ser imp .tables á los en cuyo 
fundo se producen. Un jardín formaba la cima de una roca 
en que existían varias grietas. Un derrumbe tuvo lugar so 
bre el fundí» inferior; el propietario reclamó daños y perjui-
cio". Estaba comprobado que el propietario del jardín hu-
biera podido im¿>edir el daño construyendo una pared d e 
sostén: ¿Era responsabl • por no haberlo hecho? Nó, segura-
mente; al propietario inferior tocaba tomar esta medida que-
necesitaba la situación de su fundo y !a naturaleza de la ro-' 
ca. En cuanto al propietario superior, no tenía ninguna obli-
gación en cuanto á este punto, ni e-\ virtud de la ley ni en 
virtud de una convención; no había, pues, ninguna culpa qus 
imputarle. (2) 

TI. De los hechos de guerra. 

455. ¿Dan los hechos de guerra derecho á indemnización J 
contra el Estado? Debe distinguirse. El daño que cansa el 
enemigo es un caso de fuerza mayor que hiere á las víct i -
mas sin que tengan, por esto, ningún recurso que ejercer. 
No es por el h*cho del Es t ido por lo que fué perjudicada la 
parte; luego la primera condición requerida para que haya 
lugar á daños y peijuicios falta; el autor directo del daño, 
el enemigo, no responde por el daño que causa; esto es el 
ejercicio de lo que se llama derecho de guerra. Sin duda 
puede haber, hay casi siempre un culpable, aquel que sin 

1 Denegada . 17 d e Nov iembre de 18&* {Dal lo / , 1869, 1, 102;. 
2 Poitkn?, 6 de Mayo de 1856 (Dalloz, 1*56, 2, 182?. 

suficiente razón provoca estas t e r r ib le lu has; p-ro esta r e -
ponsabihdad es una respo .sabilidad política, y de ordinario 

• se cubre con la complicidad de la nación y de sus repre-
•> otantes. L-,s arts. 1,382 y 1,383 suponen un c o n i s t o 
de ínteres y derechos privados; (1) la responsabilidad poli- . 
tica del Estado y de los que lo gobiernan es extraña al Có-
digo Civil; la abandonamos al derecho público. N 

456. Para que p a e l a tratarse de responsabilidad por 
asunto de hechos de guerra, se necesita que los hechos per-
judiciales sean la obra del gobierno contra el que la parte 

-rjudicada reclama la reparación del daño que un acto de 
uerra, manda lo por la autoridad, le ha causado. Aquí son 

e ecesanas nuevas distinciones. Es en el caso de invasi5n 
como los hechos de guerra producen daños. Los hechos de 
guerra propiamente dichos, batallas, sitios, v las pérdidas 
q-.e de ellos resultan para las per ;onas y para las «:asas, no 

l u ? a r á l l n a a™««'»» de daños y perjuicios contra el Es -
tado. ¿Pcfr qué un daño causado por el hecho del Estado no 
obliga á éste á repararlo? Acabamos de decir que los a r t í -
culos 1,382 y 1,383 no son aplicables á los hechos políticos; 
v la guerra es esencialmente un acto político. Ninguna de 
Uscondiciones requeridas para que haya delito ó cuasideli-
to se encuentrarv-en el daño causado por las bichas sangrien-
tas de los pueblos. ¿Quién es el autor del daño? No es aquel 
q«e lo causa: los ejércitos obedecen pasivamente á las órde-
lesqne reciben. No es el general que da las ordenes: está 
"vestido del terrible poder de mandar á los hombres á la 
muerte y de destruir las cosas, cuando esta destrucción es 
"'la necesidad de la guerra. El verdadero culpable es aquel 
que provocó la guerra, si el empleo á la fuerza no se justi-
fica suficientemente. Pero estos debates pertenecen á la po-

C a ' y I a h i6toria es quien los resuelve; el agresor no es 

2, l 8 ? r P W Br"Sela8' ^ ^ DicioIubre D« >812 (Pasicrüia, 1843, S» 187) 
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siempre el que abre fes hostilidades, puede suceder que el 
enemigo se adelante. Si los jueces conociesen de estas cues-
tiones, no tendrían ningún medio de descubrir la verdad; y 
si les fuese imposible conocer el verdadero autor del hecho 
perjudicial, ¿contra quién pronunciarían los daños y per-
juicios? 

Pe ro si no hay acción civil por razón del daño que resul-
ta de los desastres de la guerra, ¿no será jus>o que una guer-
ra sostenida por la nación sea también soportada por ella eu 
todas sus consecuencias? ¿Porqué las desgracias de la gue»H 
ra habían de herir exclusivamente á aquellos que son ino-
centes? ¿No exige la justicia que una indemnización les sea 
concedida por el tesoro del Estado, á reserva de compensar^ 
se con unas contribuciones extraordinarias? Las indemniza-
ciones que el vencido se ve obligado á pagar al vencedor, 
en virtud del t ratado de paz, Bon soportadas por la nación; 
¿porqué no indemnizaría también á las desgraciadas víctimas 
de las hostilidades? Después de la funesta guerraw provoca-
da por la Francia contra la Alemania, una proposición fue 
h^cha en este sentido eu la asamblea legislativa; era formu-
lada como sigue: "Las contribuciones de guerra, las requi-
siciones ya en dinero, ya en efectos, las inultas, los perjuicios 
materiales directas que la guerra y la invasión han hecho 
sufrir á los habitantes, á los municipios y á los departamen-
tos de una parte del territorio francés, serán soportadas por 
toda la nación." Esto era proclamar la responsabüidsd del 
Estado por loe hechos de guerra. E l Presidente de la Repú-
blica, M. Thiers, combatió esta doctrina. El Estado, dijo, 
no indemniza nunca por las suertes de la guerra; hé aquí 
por qué nunca se sirve uno de la palabra deuda, aunque el 
Estado intervenga para reparar los males que la guerra hí;j 
causado; éste alivia la miseria, teniendo en cuenta los pad-- j 
cimientos y también los recursos del país y las necesidades ] 
del crédito. Un nuevo proyecto fué presentado y adop 
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como medida de equidad. El Estado no es un deudor: re -
presentando á la nación, viene en auxilio c]e los que sufren 
pérdidas; el art, 3 de la ley de 6 de Septiembre de 1871, di-
ce: "Cuando la extensión de las pérdidas habrá sido com-
probada, una ley fijará la suma que el estado del tesón, pú^ 
blico permita consagra rás . ! indemnización y determinará 
el reparto." (1) * 

457. La ley francesa de 1S71 consagró la doctrina de 
Grotius: (2) ' £1 derecho de la guerra, dijo, se ejerce de 
pueblo á pueblo, y no entre los ciudadanos de uí. mismo 
Estado. Estos son asociados, y es equitativo que soporten 
en común los daños que sufren por la causa de todos." A es-
te titulo de equidad es como el Estado interviene; no pue-
de, pues, habt-r acción judicial contra e! Estado por los da-
ños. sufridos por los hechos de guerra. Se entiende por he -
chos de guerra á las batallas, los sitios y asaltos de pobla-
ciones. Una construcción queda destruida por la artillería, 
una carga de caballería destroza un campo y las cosechas 
de que esiá cubierto, una pared es demolida, un foso es cons-
truido para a b r j ^ r á los combatientes héaqu í ejemplos de 
hechos de guerra. Es raro que la justicia tenga que ocupar-
se de ellos; el principio de que la guerra n ó da lugar á in-
demnización siendo universal mente admitido. H ó aquí un 
caso que se ha presentado ante el consejo de Estado! d--s-

.pués de la última guerra. Unos sacos de lana habían sido 
requisicionados por la autoridad militar td día de Ja batalla 
de San Quintín; de ahí una acción pór indemnización en ra-
zón de la pérdida ó de las averias á los sacos ministrados 
por ¡a requisición. La demanda fué desechada por el moti-
vo de que los sacos habían sido empleadas en la construe-

, a ! e v -v d i s c n ' i ó " ^ N l Repertorio d«- adiós. 1S7I, 4, 
- G - u t : ^ , Dejmrt Idli, libro 111, cap. X X , i-fo. 8. 
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ción de una trinchera en uno de lo arrabales de la ciudad; 
esta medida de defensa, habiendo sido dictada por la auto-
ridad militar en vista de las necesidades inmediatas de la 
lucha, constituía un hecho de guerra que no daba lugar á 
una indemnización por vía contenciosa, á reserva que la 
parte perjudicada se proveyera con objeto de tener parte en 
las sumas destinadas á título de equidad para la repara-
ción de los daños causados por la guerra. (1) 

458^Las cortes de Bélgica han aplicado el mismo prin-
cipio á los hechos de la revolución. En las jornadas de Sep-
tiembre de 1830, el hotel de Galles situado en la vecindad 
del Parque, fué militarmente ocupado por los voluntarios 
belgas. Una acción por daños y peijuicios fué intentada por 
este punto contra el Estado. Admitida en primera instan-
cia, fué desechada por la Corte de Bruselas. La sentencia 
asienta en principio que los desastres de la guerra ocasio-
nados por la Jucha y el combate, deben ser considerados co-
mo acontecimientos de fuerza mayor que no producen nin-
guna acción sin que deba distinguirse si éi daño fué causa-
do por el enemigo ó por los ejércitos nacionales. Ta Corte 
reconoce que los daños causados por la guerra debieran re-
caer bajo el punto de vista de la equidad, en la comunidad 
entera; pero una necesidad imperiosa debe hacer apartar la 
acción en justicia, es que los recursos del Estado no basta-
rían para estos gastos. Se objetaba, en el caso, la ley de 
1791. Yolverémos á ocuparnos de este punto. (2) 

Numerosos saqueos señalaron y, digámoslo, mancharon 
la revolución de 1830. Los municipios, declarados responsa-
bles en virtud de la ley de 10 vendimiarlo, año I V , apela-
ron al Estado en garantía. Sostuvieron, y no sin razón, que 
los saqueos eran he l ios de insurrección, luego de revolu-
ción; que, por consiguiente ,^ había responsabilidad debía 

1 Decreto de 8 de Agosto de 1873 (Dalloz, 1874, 3,20). 
2 Bruselas, 14 de Agosto de 1835 (Paticrisia, 1835, 2, 320). 

recaer en la nación entera. La Corte de Bruselas rechazó 
esta3 pretensiones, pero con singulares razones. (1) Suponien-
do, dice, que los arts. 1,382 y 1,383 sean aplicables á los 
hechos de una nación que obra en masa, está umversalmen-
te admitido que aquel que usa de su derecho sin exceder-
se, no está obligado á reparar el daño qu%eausa por el ejer-
cicio de dicho derecho. Pues bien, la nación belga solo usó 
de su derechoéal hacer la revolución de 1830. Sin duda, es 
difícil para los tribunales el negar la legitimidad de la re-
volución, cuando Bélgica solo existe en virtud de dicha re* 
volución. Pero el derecho de revolución ¿implica el derecho 
de saqueo? La Corte contesta con proposiciones contradicto-
rias. La revolución, dice, no puede cumplirse sin levanta-
mientos, y la nación que tiene el derecho de insurreccionar-
ser no puede ser responsable de las consecuencias del tumul-
to. Tal es el verdadero principio: ¿pero se aplica al saqueo? 
La Corte lo condena como obra de algunos malvados; y el 
t e c h o de maldad, la destruccióu intencionada de los que per-
tenecían al gobierno caído, siendo un delito crimjjjal^arras-
traba pór esto mismo una responsabilidad. Una ley especial 
hace responsables á los municipios, sin dar recurso contra 
el Estado. ¿Cómo pudiera ser el gobierno responsable, en el 
caso, cuando no existiera otro Estado legal sino el gobier-
no de los Países Bajos, contra el cual se hacía la revolu-
ción? En dos palabras: si los saqueos eran un hecho de r e -
volución y de guerra, el Estado no respondía por ellos; si 
eran hechos, entrando en la ley de 10 vendimiarlo, año I V , 
los municipios solos eran responsables. 

459. Hay en el curso de la guerra otros hechos per jud i -
ciales que aquellos que resultan del empleo de la fuerza: son 
las medidas ordenadas por la autoridad militar en vyrta de 
las operaciones estratégicas. Estos hechos difieren de la fuer-
za mayor en el sentido que son premeditados; ton una obra 

1 Bruselas, 23 de Abri l de 1835 (Pcuicritia, 1835, 2, 167). 



ile prevención y prudencia. ¿Dan lugar á daños perjuicios? 
L i cuestión fué frecuentemente discutida en Francia, des-
pués de la funesta guerra que, además del desastre nacional, 
ocasionó tantas desgracias individuales. Sá d ' c i l e la cues-
tión mediante una distinción. Cuando el hecho perjudicial 
e-ñá en relación 4j |pe ta con las ope aciones estratégicas, no 
puede haber duda, es un hecho de guerra propiamente d i -
cho, que no arrastra ninguna responsabilidad civil Esta doc-
trina fué consagrada por un decreto del consejo de Es-
tado que se ha invocado á menudo cuando los últimos acon-
tecimientos y en los procesos á los que dieron lugar. (I) 

Después de la batalla de Vittoria (Junio de 1831), el ma-
riscal Soult, entendiendo que no podía defender mucho 
t iempo la frontera contra Wellington, dio orden de prepa-
rar, tras sus líneas, unas fortificaciones de campaña destina-
das á cubrir su retirada y crear obstáculos al enemigo. Es -
tos trabajos se efectuaron en una basta extensión de territo-
rio; los ingenieros utilizaron todos los cursos de agua, todos 
los accidentes naturales; el ejército inglés necesitó cetoa de 
seis meses de combates para forzar todas las posiciones. Es-
tos trabajos ordenados y ejecutados mucho tiempo antes de 
la lucha de que debían ser teatro, y de los que varios no 
pudieron utilizarse ¿constituían hechos de guerra? El con-
sejo de Estado se pronunció por la afirmativa, por un decreto 
de 26 de Mayo de 1823. En efecto, se trataba de trabajos 
de defensa que tenían por objeto oponerse á la invasión del 
te r rito ¿ o f rancés fueron ejecutados durante el tiempo .que 
el ejército maniobraba en presencia del enemigo; constituían, 
pues, un hecho de guerra, y como tales, no podían dar lu-
gar á una indemnización. 

El consejo de Estado ha quedado fiel á esta jurispruden- | 

1 Turnamos los pormenores que signen de una excelente reqaisi- | 
toria de Laferriére, comisario del Gobierno cerca del consejo de Es-
tado (Dalloz 1874; 3,9). 

ola. Convilera como liiéhos de gu *rri todas .las disposicio-
nes estratégicas, cuando son dict-.das durante el período de 
acción niilit ir en el t -atro de la acción, y que tienen con ella 
yna liga directa é inmediata, ü n cuerpo de tropas ocupab i 

Een dominiosituado cerca de V rsaiIIes; éste cuerpo perte-
f. necia á la re-erva que operaba contra la comuna en Paris; 
[ el hecho era, pues, un hecho degu- r r a civil. Fueron causa -
I rl<»3 deterioros ¡>or la permanen cia de las tm.ms; el propie-
K taño dirigió al ministro de la g u e n a -ma demanda por in-
| demnizacióu que fué desechada por el consejo de Estado. 

El campamento era una necesidad de las operaciones mili-
| tares, dirigidas contra Paris; luego un hecho de guerra, ( l) 

felinos propietarios r clamaron una indemnización por la 
| perdida de MIS cosechas incendiadas, por orden del (Jober-
g nadar de Par is . Estos actos de destrucción tuvieron lugar 
£ desde »-1 13 hasta el 16 de Septiembre d* 1870, á la proxi-
j; niídad y aun á la vista del enemigo, y e.m el objeto de qui 
| tirle estos recursos; era, pues, una disposicfó > nrsndada por 
y la necesidad d- la lucha; por lo tanto, debía de co siderarse 
| como un desastre te la guerra; de donde la consecuencia 
| que la pérdida no daba margen \ una acción por daños y 
•perjuicios. (2) 

En los primeros días de Septiembre dfe 1870, los i genie-
l ros militares hicieron demoler, en vista de la defensa de Pa-
. ra, una Ca«a y un vasto estable imiento indus'rial. situados 

la zona de las servidumbres militares. El propietario re-
clamó una indemnización de 500,000 francos; su reclama-

e c h a d a por e l consejo de Estado. La demolición 
^ h a b í a tenido lugar al principio de Septiembre, en los días 

que pasaron entre el desastre de Sedan y el sitio d " la Capi-
tal Por razón de la seguridad y de la inmineofíia d*l sitio, 

I la destrucción- de las casas, ordenada por la autoridad mi-

[ * o ? o n t e n c ¡ a d e 9 de IfAyo de 1873 (Dalloz, 1874, 3, 4). 
J ( i : ^ ; . t e a o « a d | concejo de Estado, 6 de Jnoio de 1873 (Dalloz, 



l i tar , debía considerarse como actos que se imponen como 
necesidad actual de la lncba ; luego como hecho de guerra 
que no da derecho á reparación civil. (1) 

Creemos que esta jurisprudencia está conforme con los 
verdaderos principios. Todo ac to hecho du ran t e el período 
de lucha, en vista de la lucha que conduce directamente á 
la lucha y de que el combate es el resultado, es un hecho 
d9 guerra . Es te período de acción que aun no es combate, 
es seguramente la guer ra ; luego debe considerarse como he-
cho de guer ra todo lo que hace la autorida \ mili tar duran-
te el preludio del combate: Marchas, maniobras, campamen-
tos, trabajos, disposiciones de previsión, etc. L a doctrina, 
que solo ve el hecho de guerra en el acto del combate, de-
cide y separa lo que es indivisible é inseparable. Admite 
el hecho de guerra allí donde se establece la batería de si-
tio, all í en donde alcanzan la bala de cañón, allí en donde 
pasa la columna de asalto; no lo admite allí en donde acaro-
pan los hombres listos para formar columnas de asalto, allí 
en donde están las tropas de reserva, de artillería, de parque 
que permiten mantener el fuego como si lo uno fuera p< si-
ble sin lo otro. (2) 

460. No deben confundirse con los actos hechos durante 
la acción, aquellos que son puramente preparatorios. Nun-
ca se han considerado como hechos de guer ra el provei-
miento; el reclutamiento, el armamento; todo ésto no es la 
acción; luego no es la guerra , y por lo tanto, no hay hecho 
de guerra . Debe decirse otro tanto de las disposiciones to-
madas en vista de la defensa de una plaza que no está ata» 
cada, que quizá no lo será. El ca*o se ha presentado duran-
te la última guerra. Fueron ejecutados trabajos de defensa 
en Lyon, plaza fuer te que no ha sufrido ataque, no ha sido 

1 Sentencia del consejo de Estado, 23 de Mayo de 1873 ¿ Dalí«. 
1874, 3,12). 

2 Laferriére, conclusiones precitadas (Dalloz, 1874, 3, 10). 

sitiada; se suponía que la ciudad podría ser amenazada; lo 
seguro «es, que no lo fué. Lo mismo pasó con los t rabajos 
ejecutados en el departamento de la Mancha, que el enemi-
go no abordó; éstos no eran trabajos exigidos por la necesi-
dad de la lucha; luego no había hecho de guerra; eran tra-
bajos de previsión lejana, que uo se ligaban directamente 
con su acción militar. Se ha resuelto la misma cosa por los 
trabajos hechos en Belfort, casi dos meses antes del sitio de 
la plaza, en una época en que el sitio efectivo de la for tale-
za era aún dudoso. ( I ) 

Un mismo hechojniede, pues, ser ya un hecho de guer ra , 
ya un hecho perjudiciable. Unos inmuebles fueron destrui-
dos en la zona defensiva de Par is , antes del desastre de Se-
dan; esto no era un hecho de guerra , porque lo* trab «jos no 
se imponían por la necesidad inmediata de la lucha. Desde 
la batalla de Sedan, al contrario, estas demoliciones consti-
tuían un hecho de guerra , porque desde entonces las des -
trucciones ordenadas por la autoridad militar eran una ne-
cesidad inmediata de la lucha. Con mayor razón las des-
trucciones operadas después de que el ejército sitiador hubo 
comenzado el ataque de las inmediaciones de Paris , tenían el 
carácter de hechos de guerra, aunque no hubiese aún un si-
tio propiamente dicho. (2) 

Se objetará que las distinciones que se hacen entre la« des-
trucciones operadas durante laacción y las que se hacen como 
disposiciones de defensas, son muy sutiles. ¿No es la guerra 
laque necesita las unas y las otras? ¿Se habían hecho traba-
jas de defensa en el departamento de la Mancha sin invasión? 

f ^ * seguramente. Sin embargo* hay una diferencia que j u s -
tifica la doctr ina admitida por el consejo de Estado. En prin-

l Sentencias «leí Tribunal de conflictos de 11 de Enefo, de 1" da 
o o r ° y d ° 1 5 M a r z o , l e 1873Í Dalloz, 1873, 3, pftga. 1, 24 y 25). 
- Sentencia del consejo de Estado de 1* de Mayo, y de 13 de Febre-
de 1874 (Dallos. 1874. 3, 45 y 46». Compárese Sentencia de 14 de 

-^ownibre de 1873 iPalioz, 1871, 3, 46;. 



cipio, el J&tado es responsable del daño que causa, aunque 
obre en interés público, desde que ataca un derecho; y és se-
guramente perjudicar el der-chO de propiedad, el destruir 
unas construcciooes. ¿Cuándo cesa e->ta obligación? Cuando 
hay fuerza mayor. Este es .el verdadero pn t o de la dificul-
tad. No puede decirse que haya fuerza mayor cyandc. la au-
toridad militar tenía disposiciones de defensa en vista de uó 
peligro futuro que puede no-realizarse: la fuerza mayor no. 
existe, como lo dice el consejo de Estado, sirio en el caso en 
que la destrucción ó el hecho perju licial se impone como 
una neeesid;ul de la lucha. — 

Cuando el hecho perjudicial no constituye un hecho de 
guerra, da lugar á una indemnización. El derecho de ¡os 
propietarios e-tá consagra lo p >r I * ley de 8 de Julio de 1791. 
que dice (art. 36): "Cuando una plaza está en estado de gue-
rra, las inundaciones que sirvan á lajd- tensa no podrán ser 
extendidas ó secadas sin una orden expresa del rey; lo mis-
mo sucederá con las demoliciones de constru -ciones ó cercas 
que se hiciera necesario destruir par.t la defendí de dichas 
plazas; y en general, e*ta disposición será seguida para to-
das las operaciones que pudieran perjudicar á las propieda-
des particulares" (art. 37). »En el caso de urgente necesi-
dad que no permitiera esperar las ordenes del rey. el co-
mandante de las tropas reúne el consejo de guerra con el fin 
de deliberar acerca del estado de la plaza y de la defensa 
de sus inmediaciones, y para autorizar la pronta ejecución 
de las disposiciones necesarias á la defensa.» El art . 3S di-
ce que en los casos previstos por los arts. 36 y 37, los,parti-
culares, cuyas propiedades hubieran sido dañadá-S serán in-
demnizados á costas del tesoro público. Para entender el es-
píritu d e í s t a disposición, hay que conocer el sentido lega! 
de la expresión en estado de guerra. La ley de 1791 di<* 
que el estado de guerra está determinado por un decreto dti 
cuerpo legislativo. El estado de guerra existe, pues, pan 

todas las partes del territorio desde que la guerra está^ d e -
clarada, aunque no haya ningunas hostilidades, y por con-
siguiente, ningún hecho de gtterra. Y es precitamente por-
que no hay hechos de guerra que las disposiciones tomadas 
por la autoridad militar dan lugar á una indemnización; se 
está bajo el imperio del derecho común. No sucede así cuan-
do una plaza de guerra está en estado de sitio. En este caso, 
hay hostilidades abiertas, y todos los actos de la autoridad 
militar, en vista de l)i defensa son hechos de guerra; la ley 
no concede indemnización por estos hechos, porque hay fuer-
za mayor (arts. 8 y 11). 

461. La guerra toma algunas veces las apariencias de la 
justicia, apariencias mentirosas, pues la justicia es el reino 
del derecho, mientras que la guerra es el de la fuerza b r u -
ta. ¿Es que todo se hace legísimo bajo rl imperio de esta 
ciega fatalidad? No por cierto; la fuerza es legitima solo 
cuando es necesaria; se vuelve un pillaje cuando sale de los 
límites de la necesidad. Ha sucedido en la última guerra un 
hecho horrible; lo mencionamos p«>rque resonó ante los tri-
bunales. En un villorrio francés ocupado por la landwehr 
prusiana, un oficial alemán fué matado por los francos tira-
dores. Los ofici des prusianos pretendieron que los habitan-
tes eran culpables ó cómplices, á pesar de las protestas del al-
calde y del cura. Cuarenta retenes fueron encerrados en la 
Iglesia. Habiéndose negado el alcalde á designar dos de ell s 
para ser fusilados á título de rej resalías, un < onsejo de Guerra 
decidió que tres de los retenes serían pasados por las armas. 
I n oficial anunció esta decisión á los prisioneros dándoles 
veinte minutos para señalar las víctimas. Hubo una aparien-
cia, ó mejor, un simulacro de votación, por la que dos a n -
cianos y un joven fueron fusilados. Una de las víctimas de-
jaba una viuda; ésta reclamó daños v perjuicios coi.tía los 
verdugos; é.stos fueron condenados. No les pertenecía, aun-

, P. de D. TOMO XX 6S. 



que fuera por una v »tac.ión regular, enviar á unos ' locentes 
á la muerte. En vano alegaban la decisión del ene uigo. Si 
é*t.»^e creyera con derecho para dar muerte á hombres ino-
centes, á él tocaba haberlos designado, no podía alegar es-
te espantoso derecho, y mucho menos todavía hacer de él 
una obligación. Luego no había fuerza mayor , por lo t a n -
to, los que tomaron parte en la horrible votación, eran r e s -
ponsables por su hecho. (1) 

§ I V . — C u l p a a q u i l i a n a . 

Núm. 1. Principio. 

462. El art. 1,382 exige una culpa para que el hecho per-
judiciable dé lugar á una reparación civil. Cuando hay d e -
lito, se necesita más de una simple culpa, se m-cesita la i n -
tención de dañar . Según los términos del art. 1,383, la ne-
gligencia ó la imprudencia bascan para que haya un cuasi-
delito. La voluntad de dañar que caracteriza al delito, no 
presenta ninguna dificultad; es aun raro que se prevalezca 
uno del dolo, porque el demandante no tiene interés en ello; 
tiene derecho á daños y perjuicios desde que hubo impru-
dencia ó descuido, y la simple culpa es más fácil de probar 
que el dolo. Es seguramente el motivo por el que los t r ibu-
nales califican ordinariamente el h*cho perjudicial de cua-
sidelito, aunque haya intención de perjudicar. La doctrina 
debe ser más rigurosa. Se trata de saber lo que entiende la 
ley por culpa ó por imprudencia y descuido. L a moral, así 
como el derecho, siempre han distinguido varios grados de 
culpa. Hemos expuesto las dificultades á q u e d a lugar la di-
versidad de culpas en materia de obligaciones convenciona-
les (t. X V I , núms. 213 y siguientes). El principio difiere en 
materia de cuasidelito. En los contratos, el deudor nunca es-

1 Sentencia del Tribnnal de Rocroi, 16 de Enero de 1873 (Dalloz, 
1*73 3, 46) confirmada por la sentencia de la Corte de Nancy, 7 de 
Marzo de 1874 <, Dalloz, 1874,2, 184). s 

tá obligado por la falta ligera, mientras que el autor de un 
hecho perjudit ial, está siempre obligado por esta falta; h e -
mos dicho en otro lugar cuál es la razón de esta diferencia, 
nos queda justificarla por los textos. 

La cuestión es fácil. Hé aquNa tradición: Domat enseña, 
conforme al a f r e c h o romano, que " todas las pérdidas, t o -
dos los daños que puedan ser causados por hechos á a l g u -
na persona, ya sea imprudencia, ligereza, ignorancia de lo 
que debe saber ú ot ras faltas semejantes, por pequeñas que 
pudieran ser, deben ser recompensadas por aquel cuya im-
prudencia ú otra falta haya dado l u g a r . " (1) Los oradores 
del Gobierno y del Tribunado, reproducen esta doctrina y la 
justifican. ¿No es usar de un excesivo rigor, al hacer res -
ponsable al hombre, de la más pequeña imprudencia ó n e -
gligencia? ¿No es hacerle responsable de la debilidad de sU 

naturaleza? Los oradores contestan que no solo es preciso 
considerar las faltas del que causa el daño, sino también el 
derecho de aquel que lo reciente y cualesquiera qife sea la 
falta del autor del hech-i perjudicial. "Si se valancean el 
interétftlel infortunado que lo .-ufre con el del cu 'p ble ó 
imprudente que lo causa, se levanta un gri to de la j s'icía 
que pide que el daño deba ser reparado por su au to r . " (2: 
No basta decir que el autor de un hecho perjudicial es cul-
pable de una falta, por ligera que fuese; la parte lesionada 
tiene más que un interés, tiene un derecho; y se podría com-
parar la situación del que tiene un d-recho y la del que lo 
ha lesionado La justicia contesta que el que ha lesionado 
un derecho por una falta cualquiera, debe reparar el daño 
que ha cau a.lo. Esta es l-i «»piniÓTT'gen-ral de los a u t o -
res, ( 3 ) y la jurisprudencia está eu el mismo sentido. (4) 

1 Domat, De las leyes daifa, libro II. título VIII , seeoiéu IV 
'1 Treilliard. Exposición de motivos, núm 9 (Loeré. t VI, pa -iin» 

280). Tarrildt», Discursos, nú •«. 19 i Lucré, t VI. pág. 287) 
3 Toallier, t. VI, I pag. 14*, núm. 1/9, y u»dos los autor.-*. 
4 Bruselas, 29 de Noviembre de 1827 (Pasicrisii, 1827, j.Ag 329). 



463. La responsabilidad que.resulta de un cuasidelito, 
siendo más severa que la que los deudores están obligados 
en virtual de un contrato, es necesario no confundir las dos 
hipótesis como á menudo lo hacen en la práctica. De ordi-
nario citan los arts. 1,382 y 1,383 cuando se trata de las 
obligaciones convencionales. Esto no es exacto. La respon-
sabilidad del deudor en los contratos, está reglamentaba por 
el art . 1,137; habla de los cuidados de un buen padre de fa-
milia, de lo que llaman una ligera falta in abstracto-,¿no ha-
bla de las faltas, la más ligera. No se puede, pues, preva-
lecerse del art. 1,383 para aplicarlo á uu mandatario, á un 
depositario y deducir que son responsables, por solo el he-
cho de haber cometido una imprudencia ó una negligencia, 
por ligeras ó pequeñas que hayan sido; esto sería confundir 
los convenios con los cuasidelitos, é imponer á un deudor 
una responsabilidad más severa que laque la ley le impone. 

Tampoco se puede deducir de esto que no- pueda haber 
allí un delito en materia de obligaciones convencionales; el 
depositario y el mandatario pueden hacerse culpables de un 
abuso de confianza; éste es un delito criminal del que na-
ce un delito civil. La parte perjudicada tendrá, en este caso, 
dos acciones que no deben confundirse; la acción civil por 
razón del abuso de confianza y la acción por daños y per-
juicios que le pprteuece, ya en virtud del art . 1,137, ya en 
la del 1,382. Todas tienden al mismo objeto, eu lo-que se 
refiere á la reparación del daño causad«»; en cuanto á l<»s 
daños y perjuicios que resultan del hecho perjudicial, no de-
be distinguirse entre la ejecución de la obligación conven-
cional y el delito civil; la responsabilidad civil es la misma, 
puesto que se supone que hay dolo. Sin embargo, hay una 
diferencia en cuauto á la duración de la prescripción; volve-
réraos á ocuparnos de ella. (1) 

464. ¿Cuándo hay culpa en el sentido del art . 1,382? Es-
1 Larombiére, t. Y, pág. 690, uám. 9 ^Eil. B., t I I I , pág. 421). 

l i o es esencialmente una cuestión de hecho que los jueces re-
1 ki dveii s"gún las circunstancias de la causa; gozan, eueste 
»respecto, de un po 1er soberano; su apreciación escapa á la 
[ tensura de la Corte de Casación; desde que deciden que hay 
• culpa, aquel que la tuvo debe ser condenado á los daños y 
• perjuicios qu-* también fcccaá los tribunales determinar. (1) 

j Hemos dicho que el ju-z debe comprobar la culpa; en efec-
| t >, toda condena debe ser motivada, y la condena á daños y 

jieijuicios se funda en la culpa. No basta que el juez esta-
I lilezca el hecho material que ha causado el daño, es necesa-

: 'que añada que dicho daño ha sido causad » por la folta 
| del autor del hecho. La sentencia del jurado absolvió al acu-
leado ) lo condenó, á pesar de eso, á daños y perjuicios 
| dando como únic*» motivo qne el acusado fué el autor de la 
• muerte de la víctima Esta decisión fué casa la Faltaba, 
I u'leuás, dice la Corte de Casación, que la sentencia recono-
| Hese y declarase que la muerte había -ido caucada por la 

«•ulpa del acusado. (2) 
L¡» doctrina enumera los elementos que constituyen el 

cuasidelito. ¿D -be el juez entrar en e-tos pormenores para 
fundar la condena? Nó; basta que »d Tribunal declare que el 
hecho constituye una falta perjudicial. (3) Tampoco es nece-
sario que la falta sea probada por motivos expresos y for-
males; la Corte de Casación juzgó que la ley está satisfecha 
euiuido la falta resulta implícitamente de l is declaraciones 
"le la sentencia. Una explosión d-> gas Be produce en un es-
^bheimiento industrial y lesiona al contramaestre; éste re-
clama los daños y perjuicios contra < 1 fabricante y *u direc-
tor. La sentencia que los condenó etttri en minuciosos por-
menores para establecer los hech >s, pero no dice formal-

1 Denegada, 9 de Agosto de 1837 (Dalloz, en la palabra Retpon. 
wiiuiati, nfiin. 135, 3"). 

3 Casación 12 de Diciembre de 1873 (Dallo*. 1874, l, 230) Coro 
~ Ousaeión, 16.le Diciembre de 1845 (Dalloz, 1S46 1 41). 

* "eneg.,da, 20 de Enero de 1874 (Dalloz, 1874, 1, 223). 



DELITOS Y CUASIDELITOS. 

mente qne fuesen imputables á la culpa de los demandado«. 
La O^rte de Casación denegó, sin embargo, el recurso, por-
que la sentencia atacada probaba implícitamente que ha-
bía habido por parte de los demandados una falta ó una n<* 
gligencia comprometiendo su responsabilidad. Eñ efecto, tu-
vo cuidado de recordar que éstos tenían el deber de asegu-
rar protección á su representante, lo que implica contra 
ellos el reproche de haber descuidado el cumplimiento de mi 
deber. La sentencia declaró aún que se acordaba á los con-
denados un recurso contra el director de la fábrica de g&<, 
porque éste había cometido una falta preexistente y predo-
minante de la que resultaba que el perjuicio ocasionado al 
contramaestre había sido bajo cierto modo ocasionado por la 
culpa de sus patrones. (1) I 

465. Toullier dice que las disposiciones de los artículos 
1,382 y 1,383, son de tal manera generales y extensas, que 
es casi imposible y felizmente inútil enumerar todos los ca-
sos en que se deban aplicar. Sin duda, sería inútil enume-
rar todas las decisiones judiciales que han sido vertidas so-
bre los cuasidelitos; pero importa dar á conocer las que to-
can á una cuestión de principio. Diariamente se instruyen 
p r o c e r «obre la aplicación de los arts. 1,382 y 1,383; en 
lugar de disminuir el número va en aumento; las relacio-
nes sin César m¿s extensas que hacen nacer ei comercie y 
la industria, son una fuente de riquezas pero también de 
crueles accidentes. De ahí el gran número de hechos perju-
diciales; «s bueno arrostrar estos ^precedentes que pueden 
gervir para decidir las nuevas contestaciones. I 

La regla es general y absoluta: desde que hay un hecho 
perjudicable y una falta que lo ha causado, los arts. 1,38» 
y 1,383 deben recibir su aplicación. Toda persona, dice IJ 
Corte de Casación, está sometida á esta regla y todo hecho; 

5 se necesitaría una excepción formal en la ley para que o | 

cuasidelito no diese lugar á una reparación civil. (1) Como 
ejemplo de la variedad infinita de los hechos perjudiciales, 
citaremos el caso siguiente que se llt-vó ante la Corte de Ca-
sación. Un sobrino vivía con su tía, y conocía el desorden 
desús facultades intelectuales; ya su interdicción había sido 
promovida cuando él contribuyó á que vendieran dos ins-
»ripciones de renta sobre el Estado, cuyo precio fué inmedia-
tamente disipado y perdido: montaba á 6,696 francos. Des-
pués de la muerte de la persona interdicta.su heredero pro-
movió contra el sobrino como responsable de la pérdida de 
Lis rentas. La Corte de Amiens lo declaró responsable; co-

Biietió una f i l ta al poner á la disposición de su tía, en el es-
tarto en que se hallaba, un capital que estaba bien colocado, 
ilel que ella no tenia necesidad y del que fué después expo-
liólo por los terceros. R'-cnrso de. casación. 1 1 demandado 
sostuvo que había procurado un capital á su tía, per.) que 
«i mal uso no le podía ser imputado puesto que él era ex-
traño, concluyendo que la sentencia de l^Corte de Amiens 
le había hecho responsable de. un acontecimiento casual é 
imprevisto. La Corte de Casación contestó que la causa di-
recta de la pérdida del capital consistía en el hecho de ha-
ber puesto, sin razón alguna, una suma considerable á la 
''isposi ión de una persona cuyas facultades intelectuales es-
l ían desequilibradas; este hecho constituía una falta'; ésta 
había causado un perjuicio á la tía, y, por consiguiente, á 

herederos. Luego había hecho perjudicial en el sentido 
art. 1,382. (2) 

Núm. 2. Aplicaciones. 

I. Imprudencia. 

; El principio es que la falta más ligera basta para 
comprometer la responsabilidad del que causa un perjuicio 

J Denegada, 21 de Jnlio de 1862 f Dalloz, 1862. 1 419L 
- Denegada, 26 de Noviembre de 1856 (Dallos, 1856,1, 57;. 



DELITOS Y CUASIDELITOS. 

mente qne fuesen imputables á la culpa de los demandado«. 
La O^rte de Casación denegó, sin embargo, el recurso, por-
que la sentencia atacada probaba implícitamente que ha-
bía habido por parte de los demandados una falta ó una n<* 
gligencia comprometiendo su responsabilidad. En efecto, tu-
vo cuidado de recordar que éstos tenían el deber de asegu-
rar protección á su representante, lo que implica contra 
ellos el reproche de haber descuidado el cumplimiento de mi 
deber. La sentencia declaró aún que se acordaba á los con-
denados un recurso contra el director de la fábrica de g&<, 
porque éste había cometido una falta preexistente y predo-
minante de la que resultaba que el perjuicio ocasionado al 
contramaestre había sido bajo cierto modo ocasionado por la 
culpa de sus patrones. (1) I 

465. Toullier dice que las disposiciones de los artículos 
1,382 y 1,383, son de tal manera generales y extensas, que 
es casi imposible y felizmente inútil enumerar todos los ca-
sos en que se deban aplicar. Sin duda, sería inútil enume-
rar todas las decisiones judiciales que han sido vertidas so-
bre los cuasidelitos; pero importa dar á conocer las que to-
can á una cuestión de principio. Diariamente se instruyen 
p r o c e r «obre la aplicación de los arts. 1,382 y 1,383; en 
lugar de disminuir el número va en aumento; las relacio-
nes sin César m¿s extensas que hacen nacer ei comercie y 
la industria, son una fuente de riquezas pero también de 
crueles accidentes. De ahí el gran número de hechos perju-
diciales; «s bueno arrostrar estos ^precedentes que pueden 
gervir para decidir las nuevas contestaciones. I 

La regla es general y absoluta: desde que hay un hecho 
perjudiciable y una falta que lo ha causado, los arts. 1,38» 
y 1,383 deben recibir su aplicación. Toda persona, dice IJ 
Corte de Casación, está sometida á esta regla y todo hecho; 

5 se necesitaría una excepción formal en la ley para que o | 

cuasidelito no diese lugar á una reparación civil. (1) Como 
ejemplo de la variedad infinita de los hechos perjudiciales, 
citaremos el caso siguiente que se llt-vó ante la Corte de Ca-
sación. Un sobrino vivía con su tía, y conocía el desorden 
desús facultades intelectuales; ya su interdicción había sido 
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tallo en que se hallaba, un capital que estaba bien colocado, 
ilel que ella no tenia necesidad y del que fué después expo-
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por su hecho, pues la menor imprudencia constituye un he-, 
cho perjudicial en el sentido de los arts. 1,382 y 1,383. l¡i 
tonelero fué llamado á los talleres de un negociante para 
componer los toneles rotos. Al .salir del taller, una gran pa-
ca de lana cayó de los pisas superiores, por descuido del de-
pendiente y del mozo del negociante; el golpe fué mortal: 
dos horas después, el tonelero expiraba. Su viuda y sus hi-
jos reclamaron danos y perjuicios. La Corte dé Li j a les se-
ñaló una suma de 2,000 francos. La sentencia es notable: 
dice que para estar al abrigo de cualquier reproche de irn-í 
prudencia, hubieran debido tomar todas las precauciones po-
sibles para tener al tonelero al abrigo del accidentó que pu-
diera resultar, V qne desgraciadamente resultó de la caída 
de la paca, y el demandado no había probado suficientemen-
te que todas las precauciones hubiesen sido tomadas. Sin 
embargo, la Corte reconoció que el accidente fué el resulta-
do de una imprudencia lig'-ra, y que se acercaba mucho al 
caso fortuito; en consecuencia, decidió qué había lugar de 
arbitrar los daños y perjuicios á una suma módica: en lugar 
de 30,000 francos pedidos, señaló 2,000. (1) 

467. Por aplicación del mismo principio, se juzgó que ha-
bía imprudencia dando lugar á responsabilidad en el hecho 
de llevar un fusil cargado en tal dirección, que pudiese al 
dispararse, por un accidente imprevisto, herir á un compa-
ñero de caza. (2) Eu vano han objetado, en un negocio auá-
logo, que la caza era una diversión peligrosa por naturaleza, 
que todo cazador estaba expuesto á sus accidentes, que no 
podían, porlo mismo, comprometer la responsabilidad de na-
die. L a Corte de Amiens contesta que el accidente deja <¡e 
ser un caso fortui to desde que es el resultado de una imprn 
dencia; que todo cazador debe tomar las precauciones nece-

1 Liejrt, 2« «le Febrero de 1810 (Oalloz. en la palabra ffryoHfah-
lidad, nfiro. 190). 

2 BnrdeoB, 14 de Febrero de 1831 (Dalloz, en la palabra Rttp»| 
labilidad, Qüm. 188,1*). 

sariaspara no herir á los con quienes caza, y que es respon-
sable por falta de haber t«»mado estas precaucione*. (1) 

468. Los accidentes causad«.s por los jinetes ó por co -
ches, son muy frecuentes. Debe aplicarse el principio que 
la menor imprudencia basta para que haya hecho perjudi-
cial Tres personas se encuentran en un co< he descubierto 
tirado por dos cab.llos; un jinete, paseándose en la misma 
dirección ac«»n.pañado por cuatro suboficiales de cazadores, 
propuso á és-tos hechar un galope con el fin de pa>ar el co-
che que se había adelantado. Los caballos del coche, espan-
tados por el r u d o de los jinetes llegando ¿ gah.pe tendido 
tras ellos y pasando rápidamente á su izquierda, se d e s b o -

caron; una de las riendas que era nueva y buena se rompió 
bajo el esfuerzo hecho para c<»ntencrl«.s, el coche volcó y'las 
personas que estaban en él, lanzadas al suelo, recibieron 
muchas contusiones. Por confesión del demandado, el acci-
dente era debido á la rapidez de los jinetes en su carrera 

"flásando, según dicho de un testigo, como un huracán. Esta 
carrera desordenada que cada justificaba, tenía por objeio 
on simple ¿listo; había además un sentimiento de vanidad 
dijo el juez del heehtf; Jo que constituía una imprudencia 
tanto menos disculpable cuanto que la policía había fre 
cuentemente hecho notar al demandado el peligro á que ex-
ponía á los transeúntes la rapidez de su caballo. En el re-
curso de casación se sostuvo para el jinete culpable que el 
hecho de pasar galopando sobre un camino junto á un coche 
que acaba el mismo de adela- tarse, no constituye una im-
prudencia; que esto «s el ejercicio regular de un derecho 
que aunque hubiera causado algún daño á un tercero no 
puede dbr lugar á ninguna acción de responsabilidad. La 
Corte de Casación contesta que pertenece á los tribunales 

wLAn-!!m F V ' m r ° d e 1 8 2 6 ^ n a , l o 7 - e " , a Palabra Rnponsabi-
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buscar y apreciar si el ejercicio de un derecho ha sido re -
gular y si fué prudente. Y en el caso, el Tribunal Correc-
cional había declarado que había habido un hecho directo y 
personal de imprudencia de parte del inculpado, asi como 
un perjuicio ocasionado, lo que justificaba la aplica« ión de 
los arts. 1,382 y 1,383. (1) 

Hay igualmente imprudencia y culpa cuando dos coches 
luchan en velocidad; uno de ello* tumba un transeúnte y lo 
la-tima: ¿son responsables los dos? La afirmativa ha sido 
sentenciada, y no es dudosa; el primer juez había declarado 
no responsable al cochero que no había sido el autor direc-
to del hecho perjudicial. Esta decisión fué reformada en 
apelación, y con justicia. En efecto, es esta lucha de veloci-
dad la que provoca la marcha precipitada de los cochas y oca-
siona un accidente; si uno de los cocheros más bien que el 
otro tumba un transeúnte, esto es un hecho puramente ac-
cidental, y no es en este hecho en el que se encuentra el 
principio de la responsabilidad, es en la lucha establecida 
por ambos cocheros de los que uno quería pasar al otro; 
luego eran igualmente culpables por la misuta imprudencia, 
y por consiguiente, eran ambos responsables. (2) 

469. U n solo y mismo hecho puede constituir una culpa 
para con una persona, y no serlo con relación á otra. Un 
deudor envía á su acreedor un billete de banco en una carta 
sin certificarla t.i recomendarla; el billete fué robado. ¿Hay 
imprudencia por parte del expeditor? La afirmativa no era 
muy dudosa, pues á él tocaba asegurarse de la realidad del 
pago; y no es pagar, el enviar un billete de banco cuando 
es te billete no llega á manos del destinatario. La Corte lo 

1 Denegada,Sala Crimina», 7 de Noviembre de 1873 (Dslloz, 1874, 

' ^Burd -o* , 12 de Agosto de 1859 (Dalloz, 1859, 2 216). Corapáre-
ge Rmien, 24 de Febrero de 1821 (Dalloz, en la palabra R»?™"™* 

núm! 188, 5» : centonóla del Tribunal de Lyon, 29 de fenero de 
1870 (Dalloz, 1871, 3, 23). 

sentenció así, comprobando que el acreedor no había a u t o -
rizado al deudor para u*ar de esta vía, y que el deudor no 
había certificado la carta, lo que hubiera impedido la viola-
ción. (1) 

Un mandatario asalariado envía una letra de cambio en 
una carta confiada al correo, sin recomendación. Además, la 
carta conteniendo una letra de 9,000 francos, había sido de-
positada en un buzón suplementario, cuya puerta se abría 
del lado de-4a calle, y que tenía por esto mismo poca se -
gur idad. En fin, el expeditor había descuidado de enviar 
antes del vencimiento un nuevo aviso que hubiera permit i-
do al destinatario formar oj»o*ici''>n para con el aceptante, 
en el caso de no recepción de la letra Había imprudencia 
y , por lo tanto, responsabilidad. (2) 

Lo contrario fué decidido en un caso enqu-í la expedición 
de un b i n o á cargo del Banco de Francia, había sido hecha 
á pedimento del destinatario, (>or vía de c rreo, sin que hu-
biera ninguna imprudencia del expeditor. La Corte de C a -
sación sentenció que el único hecho de no haber rectniien-
dado la carta, conteniendo un bono del Banco, no es una 
imprudencia, este bono no pu ¡iendo ser cobrado sino por el 
destinatario, y el uso general de los comerciantes siendo no 
recomendar sino las cai tas conteniendo valores al portador. 
Este último punto nos parece decisivo; l uso lieue una gran 
autoridad en asunto de comerci >; aquel que se conf-«rola con 
él no puede ser imputado de imprudencia. (3) 

470. Aunque baste la más leve imprudencia para consti-
tuir el cuasidelito, puede suc-der que. no haya hecho perju-
dicial cuando el juez decide quo uo hay ninguna impruden-
cia que reprochar á aquel que se pretende ser el autor del 
daño. Un operario fué encargado de ha^er rebajos conoide»s 

1 Lyon, 16 «le Wa*zo de 1854 (Dalloz. 1855. 2,141 j. 
2 Aix. 25de Noviembre «1« 186« (D.til -z 1871, 2, 2« . 
3 Denegada. 1* de Julio de 1857 <D.dl»z 1857, I. 433/. >»m¡>are-

se Burdeos, 28 de Mayo de lS5t» Dallo?, 1*56, 2, 219,. 



rabies por medios de minas. L a dureza del suelo no permi-
tía usar como de ordinario, barrenos de cobre; los empresa-
rios dieron, pues, al operario unos barrenos de fierro, ins-
trumentos muy peligrosos, puesto que el choque contra la 
piedra basta para producir una chispa y traer una explosión 
instantánea. Pero el operario conocía el peligro y las pre-
cauciones que debía tomar para evitar el peligro. A pesar de 
las precauciones empleadas, la mina hizo explosión y oca -
sionó al operario una incapacidad de trabajo para el resto de 
sus días. Acción por daños y perjuicios, admitida por el pri-
mer juez y desechada por la Corte. P o r muy rigurosa que 
esta decisión sea, nos parece muy jurídica. No había impru-
dencia en emplear los instrumentos de fierro, puesto que la 
naturaleza del suelo asi lo exigía; si á pesar de las p recau-
siones empleadas por el obrero, «altó la mina, este hecho no 
podía ser imputado á los empresarios como una culpa; era 
un caso fort i tuo que hería á la desgraciada víctima. (1) 

Los tribunales se apoyan algunas veces al hecho mate-
rial del daño, y consideran c o m o cuasidelito todo hecho per-
judicial. Esto es violar el a r t . 1,382 que exige terminante-
mente que haya culpa. U n a diligencia que debe pasar un 
rio en una balsa es sumergida. ¿Es responsable el cochero? 
Hay que ver si hay una culpa cualquiera que reprocharle. 
Constaba que la sumersión procedía de la ruptura de las 
cuerdas d é l a balsa; el conductor estaba, pues, fuera de 
causa, puesto que no había ni s i q u i e r a ^ derecho para revisar 
las cuerdas. (2) 

I I . Negligencia. 

471. El art. 1,383 considera la simple negligencia como 
una falta que arras t ra la obligación de reparar el,daño por 

1 Bourges, 15 de Julio de 1840 (DaKoz, en la palabra Responsabi-
lidad, núiu. 94). 

2 Casación, 17 de Marzo de 1806 (Dalloz, en la palabra Responsa-
bilidad, n&m. 92, J°J. 

-«lia causado. Esto supone que el que se hace culpable de 
negligencia, está obligado á alguna diligencia. Cuando una 
persona es n -gligente en la gestión d<* sus^intereses, en el 
ejercicio d e s ú s derechos, ¿será responsable del daño que 
cause por su descuido? Sí , cuando perjudique un derecho, 
pues tod i hombre lebe cuidar en mis a :tos, el no per jud i -
car e l derecho de tercero. Somos libres de ser negligentes 
con perjuicio nuestro, pero «'ende que nuestra negligencia 
perjudica á otra persona de que lesiona el derecho, estarnos 
obligados á reparar el daño que le causamos. 
. Eu 1629, fueron concedidos á un municipio n ¡os de re -
chos d^ uso de un bosque, L>s colindantes usurearon poco 
á poco el suelo d;-l monte, y el propietario, repres uta lo hoy 
por el Estado, no impidió diehas usurpaciones. Resultó de 
esto que el monte, teniendo menos extensión que antes de 
• t concesión, los d- rechos def municipio fueron disminuidos. 
¿Tenía en este punto una acción por d iños y peí juicios con-
tra el Estado, por el descuido que tuvo el propietario en 
conservar su derecho? La afirmativa fué sent-nciada y es 
segura. El Estado, en c a b d a l d e propietario, esiá sometido 
al derecho común; si cau>a un d i ñ o por su'negligencia, de-
líe repnrarlo. Se objetaba, en el caso, que tocaba al munici-
pio reprimir la usurpación, y no al propietario del bosque. 
La Corte de Nancy contenta que la concesión de 1829 fo r -
maba un contra to sinalagmático que imponía al propieta-
rio la obligación d e mantener los concesionarios eu sus de-
rechos; que éstos no tenían acción petitoria ni posesoria, 
que por lo tanto, no había ninguna negligencia que repro* 
charles. 

Se hacía o t ra objeción. El municipio, se decía, se queja 
que las^nsurpaciones han menguado sus derecho* y que él 
es el culpable, porque son los habitantes del muicij io los que 
Usurparon el derecho del Estado, y que no puede prevale-
cerse de un delito para inducir un derecho. La Corte deCa-



sación contesta, y en contestación es perentoria, qne rm «f 
el municipio, como tal, quien usurpó y que no en él quien 
aprovechólas usurpaciones;al contrario, perdía en ello, pues-
to que su derecho de uso se encontraba menguado. Esto e* 
verdad, pero siempre queda una s ingular idad; loe habitan-
tea del municipio que habían usurpado el suelo del monte, 
conservaban el terreno usurpado y aprovechaban á la v.-z 
de la indemnización á lo que fué condenado el Estado p-r 
motivo de las usurpaciones En derecho, esto se explica fá -
cilmente. Los usurpadores eran individuos, y no tei . iv »co-
mo tales, nada de común con el municipio; y si aprovecha-
ban de los daños y perjuicios, no era ya como individuo*, 
sino como habitantes del municipio. (1) 

472. H a y negligencia cuando no se loman las m e d i d a 
que manda la más sencilla prudencia para preveer los acci-
dentes. El conductor de una diligencia omite de dar garro-
te á su coche en una ba jada ; está obligado á daños y per-
juicios hácia una persona matada á consecuene :a de la ra-
pidez imprimida al coche. Se objetaban los reglamentos d-
administración «pública que presc riben á los conductores 
diligencias el andar con rapidez cuando llevan correo. U 
Corte de Casación responde que los conductores d ben con- j 
ciliar la rapidez que exige el interés público, con la c o n t i - j 
nua vigilancia que ordena la seguridad de las personas; «1« j 
seguro que los reglamentos no mandan que los conductora 
anden con una rapidez que comprometa la vida de los v ia^ 
je ros. (2) 

^ En un negocio análogo, el deb i t e versaba acerca del pun- S 
to de saber si el conductor era responsable ó lo era el c<>- -j 
chero; la cuestión es muy importante, pues el conductor e»J 
el agente de la administración y compromete, por c o n * - j 

1 Denegada, Sal» Civil, 30 de Diciembre de 1844 (Dallo», 1*45, 1.1 
7 2 Casación. Fala Criminal. 3 de Junio .le 1843 (Dallos, en ta | 
labra Responsabilidad, nóru. 661). 

gaiente, la responsabilidad del Esta lo; mientras que el co-
chero es el rejires"ntante del dueño de las posta*. Se t r a t a -
ba, pues, de decidir si el Estado era responsable por el ac-
cidente causado por la marcha demasiado rápida del coche; 
la Corte de Ageu se pronunció por la afirmativa, y su sen-
tencia fué confirmada por la Corte de Casación. ¿ a c c i d e n -
te había sucedido en tina avenida llena de gente, sin que el 
•conductor hubiese tocado su trompetilla, sin que el cochero 
hubiera dado la alarma; el coche había cont inuado enme-
dio de la gente la carrera rápida que prescriben los regla-
mentos, cuando al m?slerar su marcha, el accidente se hu-
hiera evitado. Tal era la falta del conductor. La adminis-
ti ación de correos opuso sus reglamentos que el conductor 

; solo había ej ecutado: el cochero, dijo, no es el empleado del 
correo; éste no tiene órdenes q u e d a r l e , y los reglamento* 

[; imponen al conductor tocar la trompetilla solo para anun-
t ciar la llegada del coche MI las postas y para advertir \ lo< 

demás coches que le cedan el paso. El recurso fué admitido 
por la Sala de Requisiciones, y la Sala Civil solo pronunció la 
sentencia de denega la , después de deliberación en la 8ala 
d-l Consejo. La dificultad se reasumía á esto: el conductor 

: que ejecuta los reglamente«, así como el cochero, ¿dejm por 
f tito de ser responsables? Hay una ejecución más ó menos pru-

dente é inteligente de los reglamentos y de las órdenes ad-
tninistrativas. La Corte de Agen había apreciado ú este res» 

. Jfícto la conducta del conductor y del cochero; tenía dere-
; ello para ello, y concluyó que el accidente había ocurrido 

por la negligencia, la imprudencia y la falta de previsión y 
[ dé precaución de la administración de correos ó de sus agen-

tes y empleados, en la ejecución de sus reglamentos ó de sus 
j órdenes. E^ta decisión era soberana. (1) 

' d¿ Agón, 24 ile \ b n l de 1«43 (Dallo?., en la palabra ResponsahÜi. 
lo V D,"l"«rt la' SaUClvl1- >° ^ Abril de 1845 (Dal-I M 5 > 2 6 »)• Compárese Denegada, 30 de Enero de 1844 (DaL 



La cuestión presentaba aún otra dificultad. Es seguro que 
la mayor parte de los accidentes non debidos á la severidad 
de ios reglamentos administrativos; «e p r * g u n a * i la admi-
nistración; es decir, el Estado, incurre en responsabilidad en 
este punto. Volverémos á ocupamos de este asunto. 

473. S; la estricta observación de los reglamentos no e» 
una excusa para el autor de un hecho perjudicial, con más 
razón el concesionario de un t rabajo de util idad pública se-
rá responsable por no haber tomad o las precauciones orde-
nadas por la prudencia, aunque la concesión ó el cuaderno 
de los cargos no le bagan una obligación de ello. U 1a per-
sona queriendo atravesar en la noche un puente construido 
sobre el Loire, por vía de concesión, cay.', desde la calzada 
sobre la pl ya después de habe r f ranqueado la cabeza del 
puente , y se rompió un pierna; la c .mpañía concesionaria 
no había hecho colocar faroles en la obra, y ningún borde 
estaba colocado á lo largo d e la calzada. 1>-manda por da-
ños y perjuicios; la compañía contestó que se había atenido 
estrictamente á las cláusulas y condiciones del cuaderno de 
cargos bajo las que la concesión había tenido lugar; que las 
precauciones que le reprochaban haber descuidado, no^e ha-
bían sido ordenadas; que, por tanto, ninguna responsabili-
dad podía pesar sobre ella. Era fácil contestar á esta defen-
sa. . 

Las compañías concesionarias quedan bajo el imperio del 
derecho común, y éste obliga á todo el mundo á tener 
el suficiente cuidado para no causar á otro un daño por su 
negligencia. ¿Qué importaba, pues, el silencio del cuaderno 
de cargos? La Convención intervei ida ent re el Estado y los 
concesionarios no deroga á una responsabilidad general que 
es de orden público. Había negligencia de parte d é l a com-
ió*. en la pal bra R,tpon,abilidad, n<im. 660, 2*>, y 22 de Noviembre 
de 1848 [Dalloz, 1848, 1, 252]. 

pañía en no tomar las precauciones que hubieran impedido 
el accidente; luego era responsable. (1) 

474. Cada día suceden accidentes en las fábrica.«; la in -
dus t r ia es como una batalla en la que sucumben los débi-
les y los imprudentes. Volverémos á ocuparnos de la i m -
prudencia que puede reprocharse á las victimas y dirémos 
en qué casos hace cesar ó atenúa la responsabilidad que pe-
sa sobre el autor del hecho perjudicial . P o r ahora débenos 
ver cuándo Jos jefes de industrias responden por los acci -
dentes que matan á los obreros ó los mutilan. Están some-
tidos á la responsabilidad general de los arts . 1,382 y 1,383. 
No es esto dudoso: la Corte de Lyon ha formulado el p r in -
cipio en los términos más generales. " E s del deber de los 
jefe« de establecimientos industriales preveer completamen-
te la seguridad de los operarios que emplean, y son respon-
sables de éstos por todos los accidentes y daños que pu-clan 
sobrevenir, ya de vicios de ' oñstrüeción ó de la falta de man-
tención de las máquinas y aparatos, ya de la negligencia ó 
de la torpeza de 1.« dependientes de los diversos servicios 
del establecimiento. No pueden declinar su responsabilidad 
sino en casos de fuerza mayor ." (2) Esta fórmula comprende 
además d é l a disposición de los art*. 1,382 y 1,383, la del 
«rt. 1,384, que dice: "Se es resjsui.sable no solamente del 
daño que se causa por hecho propio, .«¡no también t.or aquel 
que es causado por el hecho de las personas de que *e. «¡.-be 
responder, ó de las cosas que se tiene á su cuidado.« £ los 
fabricantes y todos los patrones, responden á título de co-
mitentes por el d iño causado por sus empleados en las fun-
ciones que desempeñan; responden igualmente por el daño 
causado por las máquinas y aparato , colocados bajo su cui 

1 Lyon, 16 de Novlé >.bre de 1841 [Dalloz, O'i I;» palabra R. <u„n 
tabüúlad, nú ni. 196 2 o] . 1 1 

2 Lyon, 13 de Diciembre «te 1*54 [Dallos, 1855, 2, 86]. 
P. «le D. TOMO XX TU. 
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dado. Trataremos especialmente de la responsabilidad d e -
finida por el ar t . 1,384; fué necesario mencior arlo aquí por-
que en realidad los diversos casos de responsabilidad se con-
funden: casi siempre hay mi empleado en causa, así como 
una máquina y el resultado es la responsabilidad del jefe 
del establecimiento. 

475. El principio es general y se aplica á todas las indus-
tria». En el caso conocido por la Corte de Lyon (núm. 474), 
una lancha de vapor había hecho explosión; varias de los 
marineros fueron heridos y uno de ellos perdió la vida. La 
viuda de éste y sus cuatro hijos accionaron al propietario 
del barco por pago de daños y perjuicios. Resultado del in-
forme de los expertos y de los alegatos, que la ruptura del 
caldero parecía haber tenido lugar, ya sea por falta de agua, 
luego negligencia del empleado; ya sea por demasiado ca -
lor, lo que implicaba igualmente culpa del obrero utilizado 
en este servicio; ya sea también por un vicio de construcción, 
caso previsto por el a r t . 1,384; por otra parte, no se proba-
ba ningún acontecimiento de fuerza mayor al que se pudie-
ra atribuir la explosión del caldero. H a b i a , pues, una culpa, 
y cualquiera que fuese, el dueño del navio debia responder 
por ella, porque todas las causas posibles implicaban su res-
ponsabilidad. (1) 

Una compañía concesionaria de una mina hacía bajar á 
brazo cubas de carbón de considerable peso, sobre un plano 
fuertemente inclinado. Las barras de hierro destinadas á 
t rabar las ruedas, único medio puesto á la disposición de los 
operarios, no tenían suficiente longitud; el mismo día del 
accidente que dió lugar al proceso, los obreros lo habían he-
cho notar al director de la mina sin que éste lo tuviera en 
cuenta. Había, pues, culpa por la negligencia del empleado 
de la compañía; la simple precaución de una cadena y una 

1 Lyon, 13 de Diciembre de 1854 (Dalloz, 1855,2, 86). Denegada, 
29 de Marzo de 1854 (Dalloz, 1854, 1, 235). 

polea, Colocadas hácia atrás de los wagones hubiera desapa-
réenlo toda posibilidad de peligro. La compañía lo recono-
ció así ella misma, empleando desde el dia siguiente del ac-
cidente, una cadena y una polea para descencer las cajas. 
Fue con just icia que la Corte de Lyon reformando la deci-
sión de los primeros jueces condenó á la compañía á pa«'ar 
los daños y perjuicios. (1) 

H a y una numerosa jurisprudencia acerca de e*tos t r i s -
tes accidentes que regularmente cuestan la vida á los ope-
rarios ó los ponen en la imposibilidad de trabajar . L a Cor-
te de Lyon ha sent-nciado que habia responsabilidad cuando 
una administración de ferrocarri l , al dar á un obrero el tra-
bajo que se le encarga un instrumento nuevo cuyo manejo 
es peligroso, no le ministra las instrucciones suficientes a er-
ea del modo de emplearlo. El accidente sobrevenido á con-
secuencia de la inexperiencia del obrero, es, e„ sem-jante 
caso, imputable á la negligencia del patrón. (2) 

476. El principio recibe su aplicado i á los trabajo* f r i -
cólas, como á los establecimientos industriales; la agr icul -
tura se ha convertido en una industria, al emplear máqui-
nas de vaporen la trilla del trigo. Desgraciadamente lo, 
accidentes se multiplican á medida «pie la industria progre-
sa. U na joven obrera e.sti emplead* e.i recoger la paj "que 
sale de la máquina, trabajo apropiado á >us fuerais y á su 
sexo. El mecánico ó maquinista, sube á la obrera s¿br« la 
apartadora de las yerbas ; tan pronto como llega á la plata-
forma, cuando es víctima de un accidente que le causa la 
amputación de la mano derecha. L i Corte de B,urges dico 
muy bien, que admití ndo que una mujer pu beHe"ser e m -
pleada sin inconveniente y sin peligro en e*te servid.,, U 
prudencia más vulgar mandaría; y* sea de.trm r la m .n ha 
fie la máquina, antes de qué afibiera la obrera Á su puerto, 

1 Lyon, 20 de Junio de 1873 (DaT*»/, 187-1, 2 189:. 
2 Monitor judicial Lym. I J d e A j j - u ,le l»73. 



va cuidar de eus movimientos basta que hubiese sido insta-
lada, sobre todo, cuando por su actitud la joven manifesta-
ba inexperiencia y temor 

En vano el maquinista alegó que le habia hecho recomen-
daciones, dado consejos más ó menos precisos, que siempre 
mal comprendidos eran insuficientes; había habido negli-
gencia. y, pues, culpa y responsabilidad á cargo del depen-
diente y de su comitente. (1) 

477." La obligación de los patrones de cuidar d é l a segu-
ridad de sus operarios, es más rigurosa cuando los obreros 
son niños. Hemos vi«to niños sacados de la escuela a la edad 
de ocho años y saliendo de la fábrica mutilados poco tiem-
po después. El legislador esquíen es culpable en los países, 
en los que como en Bélgica, por un vano pretexto de liber-
tad, se niega obstinadamente en reglamentar el t raba jo de 
los niños en las fábricas. L o seguro es que si los patrones 
emplean niños, deben tener cuenta de la ligereza prop.a de 
su edadr v redoblar de prudencia para con ellos. 

Un niño de catorce años fué empleado por una compañía 
de minas, al apartado de las piedras del carbón destinado 
á ser pulverizado; se le prohibió levantar las piedras cerca 
de la pulverizadora; cayó á la máquina, le lastimó un pie, 
¿habla responsabilidad? El niño había desobedecido la pro-
hibición hecha por la compañía; pero esto fué para confor-
marse á las órdenes de los operarios, bajo la dirección de los 
cuales estaba colocado por su edad y por el conjunto del ser-
vicio. Había imprudencia en conGar un servicio peligroso 
á un niño, y había culpa directa de los operarios, lo que 
comprometía la responsabilidad de la compañía á t í tulo de 
comitente; ésta fué sentenciada á reparar el daño qufe resul-
tó del accidente. (2) 

Los patrones que emplean' niños tienen el cuidado de ba-

l Bonrges, 23 «le Enero dsxMGl (Dalloz, 1867,2, 197). 
J Lyon,9 de Diciembre de 1854 ^ Dallos, 18od, 5, 391, nüm. 23;. 
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-•feries recomendaciones y prohibiciones que, si ftffcsen estrie-
d m e te observadas, evitarían los ac«-identes. ¿Será una ex-
< i<a nara ellos cuando un accidente suceda á consecuencia 
de la inejecución de sus órdenes? La Corte de Dijon dice 
muy bien que no basta, cuando se trata de niños, el h a c e r -
les prohibiciones, que se «leben también tomar las medidas 
necesarias para que la prohibición sea cumplida. Un niño 
lué herido, no en «*1 lugar donde esta'«a colocado, sino en 
on punto más próximo á la máquina de vapor, confiada 
también al cuidado de o t ro niño; hay culpa, dice la Corte, 
por cuanto á «|ue el patrón no ejerció una vigilancia tan ri— 

i garosa como 1«» exigía el peligro á que estaban expuestos, 
[ « l joven obrero y la presencia de otros niños. N o hay que 

pedir á un niño una prudencia que no se armoniza con su 
edad; aquel que se atiene á los cuidados de un niño, es tam-

• bién culpable d^ imprudencia y es mayor su culpa ( l ) 

478. Pasarnos ahora á una responsabilidad que tiene por 
objeto la reparación de un perjuicio pecuniario, pero que 
toca áconsid raciones morales del orden más elevado. Cada 
día se hacen recomendaciones ó se dan enseñanzas, y muy 
á menudo con una culpable ligereza, ó con reticencias igual-
mente punibles. Aqu^ l que da falsa enseñanza ó aquel que 
hace una recomendación contraria á la verdad, ¿es respon-
sable del perjuicio que resulta de ello? La afirmativa es se-
gura; todo hecho perjudicial está bajo la aplicación del artí-

* cnlo 1,382. P i d o noticias de un doméstico en casa de su 
antiguo amo. se me contesta que es fiel, y sucede que se ha 
hecho culpable de infidelidad. Sobre la fe de las noticias, 
lo tomo á mi servicio y me roba, ¿no es esto u n ^ e c h o pe r -
judicial? No se es escrupuloso en dar noticias inexactas; á 
la justicia toca enseñar á l«>s hombres á ser concienzudos; la 

; jurisprudencia está en este sentido, pero algunas veces d e -
masiado indulgente, sin duda porque los jueces se sienten 

l Lyon, 26 de Abril de 1871 (Dallo*, 1871, 2, 41;. 
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ellos raisn*>s culpables ¿le rgusl falta á la que están Fiama 
dos á sentenciar. {Aun está nmy bajo nuestro nivel moral? 

Un individuo condenado á cineo años d e cárcel por robo, 
y á otros cinco de vigilancia, fué espontáneamente recomen-
dado á un negociante, como mereciendo entera e>«fianza; 
debido á esta recomendación, el negociante le dió ».» em-
pleo de confianza en una casa de Amberes; antes de em-
plearlo definitivamente comunicó so intención á la persona 
que se lo babia recomendado; se renovaron las primeras 
atestaciones. El protegido cometió un robo por valor de 
3 000 francos en perjuicio de su patrón. l>e ahí una acción 
p o r d a ñ o s y perjuicios que la Cort* de P a r i s aeogió. 
Corte dijo "que la condena por robo no es una razón paro 
ya no emplear, y por consiguiente, recomendar * aquel que 
se b a redimido; pero el que recomienda á semej mte indivi-
duo debe cuando menos ponerlo en conocimiento del cor 
responsal, de quien solicita lo emplee. 1* reti cenem de este 
hecho constituye una imprudencia perjudicial por la que se 

debe reparación, ( l ) . , • , , a . 
479. Un propietario presta á un industrial la suma de 

40 000 francos; el empresario quiebra siete años más tarde 
Este préstamo había sido hecho á inataucias del hermano d-1 
empresario, el que tenia todas las confianzas del prestamista 
de quien era consejero. B T ^ w m o nombre y la situación del 
industrial eran desconocidos del prestamista, mientras que 
el hermano del solicitante sabia que éste no conseguía cré-
d i t o con ningún banquero; el emprésti to retardó su caída, 
pero no pudo impedirla. F u é , pues, por la recomendación 
del hermano como fué consentid, el préstamo y por consi-
guiente, la recomendación era la causa de la pérdida sufri-
da por el prestamista. Hab ía cuasidelito y responsab-

" t K 16 de J u l i o d e 1869. y Bordees , 19 de J u l l u d e 1869<l»*<-

l 02í B r u J S d e Mayo de 1885 (Pañcr i t ia , 1835, 2, 361). 

fcE l o s u e l l t i 3 Y DE LOS CUASI DEL 1t08. 55» 

Una casa francesa acepta como representante en Bélgica, 
un individuo del que un negociante belga habla encomia-

do la moralidad y la solvencia; y dice la Corte de Bruselas, 
en la época ea que fueron dadas estas noticias, la solvencia 
y la moralidad de este individuo eran una ficción. La casa 
sufrió pérdidas, y promovió por daños y perjjicios, que la 
Corte le concedió. Ea la sentencia del Tr ibunal de Primera 
Instancia, se dice que el negociante belga había dado not i -
cias que sabia eran fa lsas lo que no dejaba ninguna duda 
acerca del hecho de responsabilidad. {!) Las noticias dadas 
bajo forma de referencia, son muy frecuentes en materia de 
comercio; nada importa la forma si el hecho es peijudicial 
en el sentido del art. 1,382; da lugar á una acción por daños 
y perjuicios. U n negociante, declarado en quiebra en A l -
ger, llega á Marsella y se establece; no teniendo ningunos 
recursos para t ratar negocios al contado, hizo compras de 
mercancías á plazo. P a r a obtener el crédito, necesitaba re-
fere cias; fué uno de sus antiguos acreedores quien se encar-
gó de este cuidado; el quebrado dirigía las personas con 
quien-trataba á su antiguo acreedor quien daba referencias 
favorables. Sucedió una nueva quiebra; de ahí una acción 
por daños y perjuicios. Estas referencias, dice el Tribunal 
de Comercio de Marsella, eran resultado de una complacen-
cia demasiado ligera y quien sabe si interesada por parte de 
vina casa acreedora por importante suma. Se debía abstener 
de dar referencias ó debía haber dado las verdaderas; indu-
ciendo por estas inexacti tudes á que negociantes hicieran 
crédito A un hombre insolvente, aquel que cometió esta im-
prudencia se hizo culpable de un cuasidelito del que debe so-
portar las consecuencias. (2) 

1 Brusnlas 26 de Abril de 1864 iPowcmío, 1865. i, 185). Oompá-
Bruselas, 12 de Agosto de 186» (Paticritia, 1870, 2, 134;. Riom, 

W de Junio de 1H59 (Dallos, 1860. 2 18). 
2 Sentencias del Tribunal de Comercio de Marsella, de 29 de Oc. 

more y de 15 de Diciembre de 1869 (Dallos, 1870,3, 21). 



480 En los litigios que a c a b a d de re! »tar, las referencia 
v r e c o m e n d a c i o n e s habían sido dadas de a>ala fe, en e l senti-
do que aquel que las ministraba, conocía su ..»exactitud. ¿Iv* 
esto decir que esto sea una con lición r e q u e r i d a para q u e ba-
ya responsabilidad en e^te pun*>? La Corte de Gante lo dice: 
Es menester una culpa para que haya un hecho per jud icaba 
en el sentido del art. 1,382; y en el caso, la sénteneia d>ce que 
esta falta no puede existir sino por tanto que las referencias 
ó noticias son erróneas y concie-.temente erróneas. Lo más 
menudo así sucederá de hecho, pero en derecho no se puede, 
exigir «na condición que la ley ignora. EH cuasidelito ex.*-
te desde que hay la más leve *ulpa< la menor imprudencia 
basta: tal es la tradición, tal la doctrina, y tal - también la; 
jurisprudencia. Pa ra que así no fuese, en el caso d* not.cas 
inexactas, sería menester una excepción escrita en" la -ej > 
es inútil agregar que la ley no hace ninguna excep-.ón n a 
reala general V al>soluta del ar t . 1,382; el art 1,383. q * 
no cita la Cort*, condena su sistema. puesto que se conten-
ta con negligencia y con imprudencia. Por lo demás, en el 
caso, era inútil alegar un argumento j f tr id . co erróneo: ti he 
cho no caía bajo la aplicación de la ley. La referencia, -lé-
ela de un negociante: Parece marchar bien y merecer un 
crédito moderado." La Corte tiene raz'.n en decir que se -
mejante referencia no es una recomen laeió * más b.en u , 
consejo de prudencia, pues el corresponsal no afirma nada > 

nada aconseja. (1) . . . 
481 Se estableció en Bruselas una asociación comercia!, 

con el nombre de Mutua confidente. Cada mes pub ca un 
boletín ó circular que remite á un gran ' «mero de comer-
ciantes, y en el que se encuentran los nombres de los co-
merciantes que no pagan sus den las. Esta es una precio^ 
moral ejercitada con los malos deudores; per temor de ser 
denunciados en el comercio, se decidan á pagar lo que qm-

1 Gante, 24 de Julio de 1873 (IWcr.aú», 1873,2, 34«}. 

zá no hubiesen hecho sin la publicidad de que se les ame-
naza. La sociedad pretende haber hecho pagar por este me-
dio, muchas créditos que se consideraban como perdidos. 
Pero tiene la medalla su reverso: si hay malos deudores, 
hay también acreedores de mala fe; si denuncian y hacen fi-
gurar como deudores, en estas circulares que tienen una 
gran publicidad á personas que no non realmente deudoras, 
les causan un daño y están, por consiguiente, obligados á re-
pararlo. La Mutua conjidentia es cómplice de este hecho per 
judiciable, y por lo tanto, también responde de él; existen 
dos sentencias de la Corte de Bruselas en este sentido, y es-
to no es dudoso. (1) 

l I I . Impericia. 

482. El ar t . 1,383 nada dice de la impericia ó de la ig-
norancia, pero la tradición sufre este silencio. Las leyes ro-
manas ponen en el número de los daños causados por cul-
pa de aquellos que suceden por ignorancia, ó de los casos 
que se deben saber: se cita como ejemplo al carretero que 
colocó mal sus piedras en su carreta. Si la caída de las pie-
dras causa algún perjuicio, el carretero responde por él. (2) 
Los autores modernos citan los casos en que los artesanos 
están obligados á reparar el daño que causan por no saber 
lo que es de su profesión; en realidad, no se trata, en este 
caso, de cuasidelito, se trata de la ejecucióu de una obliga-
ción convencional. Esta confusión existe también e n l a j e « 
risprudencia y, por lo que toca á los daños y perjuicios 
resultando de la culpa, la distinción es indiferente, ü n pla-
tero aplica mal el estaño en una fuente de cobre; de ahí en-* 
fermedades y síntomas de envenenamiento. Este es res-

* ponsabla hácia el dueño del caso en virtud del contrato que 

1 Bruselas, 16 d3 Febrero de 1874 (PWerwa, 1874, 2, 98 y 10 »,. 
2 TuUllior, t. VI, |, pág. 124 nüm. 153y todos los autores. 
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V. obliga A hacer con los cuidado, de un buen operano, 
t r aba jo de qué está encargado. (1) E , to supone que e arte-
nano no se apegú * la, regla , de su ar te . Un arqmtecto, em-
plea zinc paía la c o n d u c c i ó n de cana l , . destinadas A reco-
ier las aguas. Es bien sabido que e , t e metal es impropio 
para este uso; sin embargo, ,a Corte deTolosa sen.enctó 
y Me« sentenciado, que el arquitecto no era responsable; en 
; i momento en que se pusieron lo, tubos la op.mún gene -
„ 1 „ra que el zinc era el metal propto para semejante» 
trabajos, y un artesano no es culpable de „nper .ma cuan-
d S l o que lo, mejores obreros. ( I , Por contra el -
quitectó es tespcnsable por los acó ,den . . . «uced.dos 4 los 
obreros empleados en la cona t ruc ién de que estd ene rga -
do cuando él le, ha ministrado lo, m a t e r i a l » cuya « a l a c -

lidad ha ocasionado el dafto. (1) , 
483. Los oficiales públicos que por la n a t u r a l e s de su , 

funciones, deb»n tener cierto cohócimiet.0. de derecho, son 
usables por el solo hecho de ignorarlo. D e . e s c r i ñ o 

3e diligencia» de un juzgado de paz hace constar conven 
iones en actas redactado, por él y guar la dtchas actas eo 

depósito para asegurar ™ conservación. Has ta ahí estaba , 
enTu derecho, porque todo el personal 
mo. Pero hizo mi s , puso es ta , ac ta , en el «úmero d é l a ™ 
ñuta de la secretaria del juzgado. Este hecho es £ 
en v no que el escribano pretendiera excusarse por « buena 
fe . 1.a Corte de Casación contesta que la , g n o r a » c , a d « o n c 
cial público, cuando se relaciona con las reg la , y deberes de su 
profesión e ; «ca f a l t a^e -ada que la buena ITe,no puedeezMr 

• sar y que compromete su respousab.bdad con relación i ter-

! París, 30 de Diciembre de 18Ü8 ( D a » « . •>« P»'»b r" 

,le Febrero ,te 1836 <T>»Uo*. en W pabra D « M * > 4 

" V o S U - . Sala Criminal, 2. de Noviembre de 1«56 (Dalí». 

1858, 1, « U 

ceros si esta falta les lia causado uu daño. En el caso, la ¿ala 
de los notarios había formado una acción por daños y perjui-
cios contra el secretario; pero la Corte de Apelacióu, habien-
do comprobado de hecho que los notarios quejantes no h a -
bían sufr ido ningón perjuicio por culpa del secretario, el 
hecho aunque ilícito no constuituirá un cuasidelito. No 
puede haber lugar á reparación cuando no hay daño cau-
sado. (1) 

4S4. Los notarios y los escribanos tampoco pueden invo-
car su bueua fe para excusarse de un daño que han causa-
do por error de derech >. Son culpables cuaudo ignoran el 
derecho como el artesano que no conoce las reglas de su 
arte. 

¿Cómo podría ser su falta una excusal A u n q u e se t ra te 
de un puuto controvertido, deben de escoger l a opinión 
que los pone al abrigo de toda responsabilidad, y la que 
podía dar lugar a una acción por daños y perjuicios. Esta 
es la observación de la Corte de Bourgen, y es perfectamente 
fundada ; hubiera imprudencia en adoptar una opinión, por 
muy probable que parezca, desde que d*ja una duda, mien-
tras que siguiendo otra opinión, el oficial público se p o n e á 
cubierto de toda acción, y la imprudencia ba^ti para com-
probar la responsabilidad. (2) l lay decisiones más indul 
gentes. (3) No entrarémos en este debut-', puesto que á de-
cir verdad, es extraño á la materia de los cuasidelitos; si el 
escribano y el notario son responsables, esto es eri virtud de 
un contrato y no en virtud do un delito ó d e un cuasideli-
to. Volverémos sobre esta cuestión de principio más ade-
lante, 

1 Denegada, Sala Civil, 14 de Marzo de 1*66 iDali'uz. 1866. 1. 
2131 

2 Bourgea, 22 d» Febrero de 1S55 (Dalloz, 1855, 2, 150). Compá-
rese l'oitifrs. 3»» de Junio de 1847 (Dalloz, 1847, 2, »90). 

3 Burdeos, 14 de Junio de 1*59 (Dalloz, 1850, 2, 201). Agen, 18 
de Febrero ae 1873 (Dalloz, 1874, 2, 79;. 



Núm. 8. ¿Cuándo deja laftdln de ser un cuasidelito? 

485. Hay un antiguo adagio que dice que aquel que su-
fre un daño por culpa propia, se comidera co no no per ju -
dicado; es decir, que aunque perjudicado, no tiene acción 
por daños y perjuicios; los autores dan el ejemplo siguiente: 
T i ro alguna cosa por la ventana de mi casa, en un terreno 
adyacente que me pertenece, y lastimo por casualidad á un 
extraño que «e halla en él. P roudhon dice que no soy cul-
pable de ninguna falta, porque tenía el derecho de echar 
en mi propio terreno lo (pie se me antoje, mientras que 
aquel que fué herido, no teniendo derecho de pasar en mi 
fundo, es culpable de haberse introducido en él, l o . que lo 
imposibilita para quejarse; debe imputarse así mismo el da-
ño que ha sufrido. (I) La explicación restringe el principio 
que ésta formula de una manera demasiado absoluta. Que 
un estraño tenga ó no derecho de pasar por mi fundo, yo en 
ningún caso tengo derecho para herirlo; debe, pues, verse 
si hubo imprudencia por mi parte; solo que en la aprec ia -
ción de mi culpa , el juez tendrá ei cuenta la circunstancia 
de haber sido arrojado algo sobre un terreno perteneciente 
al au tor del hecho perjudicial. La culpa del que sufre el da-
ño no ha hecho, pues,cesar necesariamente la culpa de aquel 
q u e lo causa i>or su hecho; es un elemento del debate que 
el juez tomará en consideración, para apreciar si hubo cul-
pa y cuál es su gravedad. 

486. El adagio es aplicable cuando no se puede repro-
char ninguna culpa á aquel que por su hecho causó un da-
ño. Uuos empresarios de trabajos públicos hacen saltar una 
roca prendiendo minas: urt decreto de la autoridad compe-
tente prescribía que la encendida de los barrenos no podía 
tener lugar sino desde las once de la mañana hasta las dos 

de la tarde; el alcalde estaba encargado de tomar las medi-
das de policía para impedir el paso á estas horas. Este de-
creto había sido publicado, y ' además , un agente de la poli-
cía estaba colocado en el lugar para impedir el paso. No 
obstante, un habitante de la ciudad pasó y fué herido; fué 
sentenciado que el obrero y el empresario de los trabajos no 
eran responsables, parque debían creer que se cumplir ía con 
el decreto; no se les reprochaba nioguna negligencia, ningu-
na imprudencia; desde luego, el hecho, aunque perjudicial, 
n » constituía un cuasidelito. (1) 

El principio se aplica á los accidentes que suceden en las 
fábricas. Cuando toda la imprudencia está del lado del obre-
ro y que ninguna puede ser reprochada al patrón, el juez 
debe pronunciarse contra la desgraciada víctima por muy 
dura que parezca esta resolución. El juez decide en de re -
cho, y en derecho no hay ninguna duda L a misma equ i -
dad no puede reclamar cuando se t rata de un obrero con 
función de j^fe de cuadrilla ó de contramaestre; como tal, 
mejor que nadie conoce el peligro y se le debe suponer la 
inteligencia necesaria para guarecerse de él. (2) La Corte 
de Paria llevó más > llá el rigor, sin pasar los límites del de-
recho, rehusando los daños y perjuicios á un obrero mecá-
nico que fué herido empleando para componer un lamina-
dor un buril que su patrón le había mandado; el instru-
mento era enteramente insuficiente para la operación; se 
rompió y una rebaba hirió el ojo del obrero imprudente . F u é 
i mprudente, porque si indo hábil operario, deb ó rehusar el 
instrumento que el patrón le enviaba sin imponérselo. (3) 

487. El adagio no recibe ya aplicación cuando hay culpa 
1 Lyon, 16 «le Febrero .le 1826 (Dalloz, en la palabra Responsdbi-

M,vl, nt'uii. 192. 2"). Véase otra aplicación del mismo principio en 
«a« sentencia de Denegada de II do Majo de 1853 (Dalloz, 1853, 1, 
263). 

2 Sentencia del Tribunal del Sena, l* de Enero de 1872 (Dalloz, 
1873 3. « j . 

» París, 19 de Enero «le 1867 (Da Hoz. 1867, 5 370, núm. 8). 



que reprochar á aquel por cuyo he- ho wi daño ha sucedí-
do, aunque la parte perjudicada fuese también culpada de 
imprudencia. No debe perderse de vista el pnncipio funda-
mental de esta materia, y es que la culpa más leve es cau*a 
de responsabilidad; de esto sigue que la imprudencia de la 
víctima del hecho perjudicial, no quita la culpa del autor, 
á menos que esté probado que esta imprudencia fué la úni-
ca causa del daño sufrido. Si no es la única, hay otra de que 
carga el autor, y por leve que sea. lo hace responsable, t * 
tos son los términos de la sentencia de la Corte de Liejs, y 
creemos que este es el verdadero principio. Aquel que por 
su hecho causa el daño, pudo haber tomado precaucione, 
para impedirlo; si no lo hizo, tiene la culpa y por lo tanto, 
está sometido á una acción de daño- y perjuicios. (1) 

L a jurisprudencia está en este sentido. Un viajero u.sis- j 
te para colocarse en un coche demasiado cargado ya; el co-
che se volca por exceso de carga: ¿Tendrá el viajero u..a 
acción? La afirmativa fué sentenciada con razón. D-he vej-J 
se si á pesar de la imprudencia del viajero, es culpable el 
conductor, y esto no puede ser negado. No es al viajero,, 
siempre dispuesto á partir, á quien incumbe preveer y evi-
tar el peligo que resulta de una sobrecarga; esto es el deber | 
del conductor; no cumple con su deber recibiendo al viaje- j 
ro- luego es culpable por haber accedido á su deseo. En el | 
oa'so, la culpa no podía ser negada, puesto que Constituía 
una desobediencia á los reglamentos por parte del c o n d u c - j 

tor y toda infracción es un delito civil. (2) Se cita una 
sentencia de la Cort« de Riora como siendo contraria á estltf 
doctrina. En realidad, está conforme con ella, puesto que? 
condena al conductor á los dañas y perjuicios; pero en la 
estimación de estos daños y perjuicios, considera la culpa 
del viajero, lo que es la aplicación de un principio generé 

«como lo dirémos más adelante. Nada es más justo; si la im-
prudencia del viajero no le quita la culpa al conductor, 
cuando menos la disminuye, y la reparación (lehe ser pro-

? pnrcional á la falta. (1) 
488. Esto principio es de una gran importancia cuando 

se trata de apreciar la responsabilidad de los jefes de indus-
tria. Casi siempre hay que reprochar una imprudencia al 

* operario que sufrió el daño, pero esto no basta para libertar 
al patrón d e toda responsabilidad; si ól mismo cometió a l -

i ^una falta, como lo dice muy bien la Cort* de Lyon, tiene 
: culpa cuando no toma las más minuciosas precauciones para 

proteger á sus obraros y á sus empleados; debe preservarlos 
basta de su propia imprudencia. Esta decisión parecerá de 
un rigor excesivo para id amo; ella es, sin embargo, tanjurí-

5 dica como humana; los operarios incultos é imprevisores 
porque son incultos, se familiarizan con los peligros de mi 
profesión á tal punto, que descuidan tomar las precauciones 

L que ordena las más sencilla prudencia: ¿No toca al patrón 
niás inteligente y más imprevisor cuidar por la seguridad 
de BUS vidas? A menudo los jefes se conforman con dar ór* 
denes ó prohibiciones sin cuidar de su ejecución; esto no es 

? cumplir con su deber; lo esencial es que las drd-nes sean 
. ejecutadas y que las prohibiciones se cumplan. El empresa-

rio de un terraplén intima á sus operarios la orden de reti* 
rar9e cuando hay inminencia de un derrumbe; es responsa-
ble en caso de accidente si no cuidó de la ejecución de esta 
orden protegiendo á sus operarios contra su propia impru-
dencia. (2) 

Es sobre todo cuando se trata de jóvenes operarios cuan-
do la responsabilidad del patrón debe ser más severa. No 
puede exigir de*elloa prudencia porque sería pedir lo imposi-

1 Rlom, l i de Marzo de 1861 (Dalloz. 1863,2,76). Compárese De-
«eua'U. 29 de Julio «le 1874 (Dalloz, 1875, 1. 320). 

Í2 Véanse las dpcÍ8ion«*s de la Corte y del Trlbnnal de Lynn, cita-
w en el Repertorio do Dalloz, 1871, 2, 42, nota 2. 
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ble; al emplearlos se compromete á ser prudente por elle*», 
y si no toma todas las precauciones posibles, se hace él m i -
m o c u l p a b l e de imprudencia. La Corte de P a r í s sentencié 
que había culpa de parte del patrón de una imprenta en ha-
ber omitido cubrir con una reja ó con otro medio preserva-
tivo, los engranes de una máquina cerca de la cual estaba un 
niño para recibir las hojas de papel. Poco importa qua esta 
precaución no esté prescripta en ningún reglamento, lo esta 
por el cuidado que el patrón debe tener para con sus jóv 

nes operarios. (J) 
489 La cuestión de responsabilidad presenta ademas otra 

dificultad: ¿Cuárdo hay culpa de parte d - aquel que sufr* 
un daño? ¿Se debe aplicar á la par te perju licadael princimo 
que se aplica al autor de un perjuicio? E>te está obligado 
por la culpa más leve: L a seguridad de los hombres exige 
el r igo r Entre la víctima y el culpable, la justicia se pronun-
cia por la víctima, por ligera que sea la culpa del autor del 
cuasidelito. N o se puede apreciar con la misma severidad 
la imprudencia ó la negligencia cometida por aquel que es 
lesionado; él es extraño al hecho que causó él daño, no le to-
caba tomar las precauciones necesarias para que no fuese 
causado ningún perjuicio. Hay, pues, que atenerse á la re-
gla general en materia de culpa; si ha hecho lo que hubieran 
hecho la mayor parte de los hombres, no se puede decir 

que tenga culpa. 
Si la pretendida imprudencia que se imputa á la parte le-

sionada. es el ejercicio de un derecho, toda culpa desapa 
ce U n espejo de gran precio fué rompido en la vidriera de 
un almacén por una carreta. El dueño de la carre ta , dema 
dado por daños y perjuicios, pretende que no debe reparar 
sino una parte del daño, porque el propietario del alma 
había cometido una imprudencia poniendo en su vidriera 
un espejo de lujo, en lugar de un vidrio común. El Tribu-

1 Dalloz, 1871, 2, 42, nota. 
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nal no acogió esta defensa; el propietario usa de su derecho 
y aquel que así hace no tiene culpa. (1) 

El impresores responsable por las faltas de impresión: 
Es un hecho de negligencia que entra bajo la aplicación de 
los términos generales del ar t . 1,383. Se pregunta si esta fal-
ta está cubierta por el puede imprimirse que firma el a u -
tor. La jurisprudencia se ha pronunciado con la negativa, y 
con razón. El autor revisa la prueba, sobre todo, bajo el 
punto de vista de la forma literaria del estilo; hace las cor-
recciones que conciernen al fondo; al corrector de la i m -
prenta toca corregir las faltas de impresión propiamente di-
chas. Así es costumbre como lo hace constar una sentencia 
deHPribunal de Comercio de París, hacer una última correc-
ción, llamada segunda lectura, después que el autor en t re -
gó el puede imprimirse, y esta lectura tiene precisamente 
por objeto corregir las faltas tipográficas, de gramática, de 
ortografía y de puntuación que hubieran escapado á la r e -
visión del autor. Sin embargo, si el autor hubiera descuida-
do dé corregir faltas groseras que saltan á la vista, también 
habría negligencia por su parte, y por consiguiente, el juez 
podrá considerar los daños y perjuicios á cargo del correc-
tor, condenándolo solo á soportar una parte de los gastos 
que necesitan los cartones. (2) 

Cuando la parte lesionada infringió un reglamento y que 
es á consecuencia de esa infracción como sufrió un perjui-
cio, no puede, en general , quejarse; es agenoel caso de decir 
con el adagio, que está como si no estuviera perjudicada. 

1 Sentencia del Tribunal de Ambereede Io de Abril »1« 1865 tDal-
loz, 1865 3, 62). En el mismo sentido una sentencia del Tribunal de 
Paz de BonrbonJ'Arcbambaalt, g cJe Enero de 1867. Fu sentido 
contrario, Tribunal de Paz de Bóziers, 22 de .Inlio de 1866 (Dalloz, 
1869. 3, 74; y la nota del senteneista 

2 Tribunal del Sena, 23 de Agesto de 1828 (Dalloz, en la palabra 
Responsabilidad, núm. 133). Tribunal de Comercio de Paris, 16 de 
Agosto de 1860 ("Dalloz, 1861, 3, 72). 
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Sin embargo, hay que cuidarse de proposiciones absolutas 
en esta materia. Las cuestiones de culpa son esencialmente 
de hecho, y siempre pertenece al juez apreciar las circuns-
tancias de la causa. Un operario empleado del ferrocarril 
fué herido. La compañía sostuvo que éste habia infr ingido 
un reglamento que prescribe á todos los operarios alejarse 
cuando se acercan los trenes; esta defensa no fué admit ida 
en el caso El obrero había sido alcanzado en el momento 
que t ra taba de quitar con su pala unas piedras que se h a -
llaban en los rieles, y que él suponía hacer descarrilar el 
tren de pasajeros. Si había infringido los reglamentos, era 
bajo la influencia de un sentimiento generoso, y la compa-
ñía hacia m<l de imputarle como falta lo que era un acto 
de generosidad, ó cuando menos de gran celo. (1) 

490. L >s accidentes de coches dan á menudo un conflic-
to por culpa. Hay alguna imprudencia que reprochar á la 
víctima, pero est > no impide que el cochero tenga la culpa. 
U n a señorita, al atravesar rápidamente una plaza en Paris 
para evitar los coches, se calló al momento de alcanzar la 
banqueta; un coche que pasaba en este lugar le rompió am-
bas piernas. La víctima demandó daños y perjuicios á la vez 
que reconocía que en cierta medida hubo imprudencia por 
su parte; sin embargo, la Corte de Par í s condenó al co-
chero y á su amo comprobando su culpa ; el caballo iba á un 
pa<0 tal , que hubiera sido fácil pararlo á tiempo para que el 
coche no alcanzase el cuerpo de la persona caída. (2) ¿Bas-
tará que los cocheros griten para que un t ranseunte^adver-
t ido y herido porque no tuvo en cuenta el aviso, tenga ac-
ción? L a Corte de Pa r i s lo .sentenció asi, (3) pero hay que 
cuidarse de t raducir en regla general sentencias que siem-
pre son pronunciadas en vista de la circunstancia de la cau-

1 Ljon, 5 «te Abril de 1856 (Dalloz, 1857, 2,86). 
, 2 Paris, 6 de Julio de 1867 (Dalloz, 1871, 5, 334, núm.5). 

3 Taris, 16 de Febrero de 1867 ("Dalloz, 1867, 5, 371). 

sa. El t ranseúnte t iene culpa, enhorabuena; pero el coche-
ro ¿no tendrá ninguna fal ta? Admitir íamos la no responsa-
bilidad solo en el caso en que la imprudencia de la víctima 
hubiera sido la única causa del accidente. J amás debe olvi-
darse que el rigor de la ley en materia de cuasidel i to^fiene 
por objeto resguardar la vida de los individuos. 

491. La consecuencia inás natural de la culpa es no fran-
quear toda responsabilidad al autor del hecho perjudicial, 
sino de disminuirla en el sentido que los daños y .perjuicios 
á que «e le condena deben ser proporcionados á la extensión 
de la culpa, y ésta es disminuida cuando el daño es imputa-
ble en parte á la culpa de aquel que lo sufrió. Tal es la ju -
r isprudencia Un operario sube sobre una máquina para en-
grasarla; la máquina mal montada de por sí, hiere al ope-
rario. A su pedido por daños y perjuicios, la compañía opu-
so que el obrero tenía la culpa, visto que no tenía que mon-
tar en la máquina para haberla engrasado. El tribunal del 
Sena, tomando en cuenta estas circunstancias, concluyó que 
había lugar á moderar los daños y perjuicios; en apelación, 
la Corte los aumentó por motivo de que la culpa de la com-
pañía era proporcionalmente mayor que la que se podía im-
putar al operario. (1) 

492. Puede suceder que las culpas recíprocas de ambas 
partes sean de tal naturaleza que excluyan toda causa de 
responsabilidad. Cuando el demandante es culpable para 
con el demandado por la misma falta que reprocha á éste, no 
hay lugar á concederle daños y perjuicios, porque la indem-
nización que obtendría con este titulo, debería devolverla 
después de la condenación pronunciada en provecho de la 
parte adversa; de manera que los daños y perjuicios de que 

I Paris. 16 de Noviembre de 1871 (Dalloz, 1871,2,208). Compá-
rese Ni mes, 20 de Febrero de 1872 (Dalloz, 1872, 5, 337, iiúin. 10) 
Denegada, 29 de Julio de 1874 (Dalloz, 1875, I, 320). Compárese 
Bruselas, 3 do Marzo de 1814 {Paticriria, 18H, pite. 25 , v 18 de Di-
ciembre de 1834 (Paficrisia, 1834,2, 280). 



es acreedor *e compensan con aquellos de que es deudor. 
U n farmacéutico de Vichy reclama daños y perjuicios con-
t ra otro farmacéutico de la misma localidad por el punto de 
imputaciones que serían de naturaleza i peijudicar la fama 
de aguas minerales preparadas en su oficina. Pero el mis-
mo había dirigido imputaciones análogas contra el farmacéu-
tico demandado. La Corte de Riom decidió que uno y otro 
hablan faltado á las reglas de delicadeza y buena fe que de-
ben mediar ent re comerciantes; concluyó que se habían he-
cho recíprocamente no admisibles por sus demandas por da-
ños y perjuicios. (1) La decisión es justa ¿pero será bien mo-
t ivada? Un delito aunque idéntico cometido por el deman-
dante no impide la condenación del demandado culpable del 
mismo delito; deb - suceder lo mismo con los delitos civiles 
en principio. Pero la condenación seria frustratoria cuando 
ambos créditos se compensan, lo que se debe suponer, pues 
si los daños y perjuicios fueren desiguales, deberían ser pro-
nunciados cont ra ambas partes. 

L a Corte de Casación aplicó este principio á la acción por 
daños y perjuicios intentada por una parte cont ra el nota-
rio que había recibid«» una acta anulada por causa de frau-
de; y las imputaciones mentirosas eran el hecho de la parte; 
el notario había tenido la culpa de prestarse al fraude, p e -
ro lo había hecho por interés y según los deseos de su clien-
te; esto, dice la Corte, no era de admitirse á pedir por su 
propia torpeza. (2) Hemos ya encontrado varias veces e s -
te adagio que el Código ignora y también la moral; de que 
el cliente sea un malvado, esto no excusa al notario por ha-
berse hecho cómplice de su maldad: Tiene deberes profe-
sionales que no tiene el cliente; el notario no tiene segura-
mente acción contra la parte; luego él es el mayor culpable 

1 Riom. 23 de Noviembre de 1852 (Dalloz, 1853, 2, 137). Cornpá 
rese Deuegada, Sala Civil, 20 de Noviembre de 1867 (Dalloz, 1867, 

y debe ser condenado, á reserva de moderar los daños y 
perjuicios por razón de la culpa de su cliente. Con mayor 
raz'¡n lo decidiríamos así si el notario hubiera cometido una 
falsedad auuque el cliente fuese cómplipe; más grave es la 
fajfca, más deben los Tribunales mostrarse severos para r e -
primirla; hay que enseñar á los oficiales públicos que su de-
beres rehusar su ministerio para una obra de mentira y de 
fraude. (1) 

SECCION III.—Aplicaciones. 

§ I . — P r o p i e d a d . C o m e r c i o i i n d u s t r i a . 

493. El principio de la responsabilidad se aplica á todas 
las relaciones civiles. Desde que hay un hecho per judica-
ble, una culpa y daño causado, los arta. 1,382 y 1,383 de-
ben recibir su aplicación. Pero los diversos órdenes de h e -
chos, hacen nacer diferentes dificultades. No puede uno li-
mitarse á establecer principios, es menester aplicarlos. H e -
mos ya encontrado una de las grandes dificultades de la ma-
teria, al t ratar de la propiedad; se trata de saber si el pro-

»rio puede usar de su derecho sin ser responsable por el 
P <laüo que causa: ¿Será responsable por el solo hecho de l e -

sionar un interés, ó porque lesiona un derecho? E l ejercicio 
del comercio y de la industria presenta otra dificultad. Re-
sulta casi necesariamente inconveniente para los vecinos de 
un ciudad; en este conflicto de derechos y de iutereses, 

I ¿cuál es el límite de derecho y dónde comienza la obliga-
ción' La vida común impone deberes recíprocos á los h o m -
bres. ¿Tíasta dónde llegan las obligaciones de vecindad? 

í T rans i j amos á lo que fué dicho en el título De la Propie-
\ ^ ( t . YI, núms. 136-155). 

494. L a industria y el comercio, al hacerse una fuente 



es acreedor se compensan con aquellos de que es deudor. 
U n farmacéutico de Vichy reclama daños y perjuicios con-
t ra otro farmacéutico de la misma localidad por el punto de 
imputaciones que serían de naturaleza i peijudicar la fama 
de aguas minerales preparadas en su oficina. Pero el mis-
mo había dirigido imputaciones análogas contra el farmacéu-
tico demandado. La Corte de Riom decidió que uno y otro 
hablan faltado á las reglas de delicadeza y buena fe que de-
ben mediar ent re comerciantes; concluyó que se habían he-
cho recíprocamente no admisibles por sus demandas por da-
ños y perjuicios. (1) La decisión es justa ¿pero será bien mo-
t ivada? Un delito aunque idéntico cometido por el deman-
dante no impide la condenación del demandado culpable del 
mismo delito; deb - suceder lo mismo con los delitos civiles 
en principio. Pero la condenación seria frustratoria cuando 
ambos créditos se compensan, lo que se debe suponer, pues 
si los daños y perjuicios fueren desiguales, deberían ser pro-
nunciados cont ra ambas partes. 

L a Corte de Casación aplicó este principio á la acción por 
daños y perjuicios intentada por una parte cont ra el nota-
rio que había recibid«» una acta anulada por causa de frau-
de; y las imputaciones mentirosas eran el hecho de la parte; 
el notario había tenido la culpa de prestarse al fraude, p e -
ro lo había hecho por interés y según los deseos de su clien-
te; esto, dice la Corte, no era de admitirse á pedir por su 
propia torpeza. (2) Hemos ya encontrado varias veces e s -
te adagio que el Código ignora y también la moral; de que 
el cliente sea un malvado, esto no excusa al notario por ha-
berse hecho cómplice de su maldad: Tiene deberes profe-
sionales que no tiene el cliente; el notario no tiene segura-
mente acción contra la parte; luego él es el mayor culpable 

1 Riom. 23 de Noviembre de 1852 (Dalloz, 1853, 2, 137). Cornpá 
rese Deuegada, Sala Civil, 20 de Noviembre de 1867 (Dalloz, 1867, 

y debe ser condenado, á reserva de moderar los daños y 
perjuicios por razón de la culpa de su cliente. Con mayor 
raz'Ui lo decidiríamos así si el notario hubiera cometido una 
falsedad auaque el cliente fuese cómplipe; más grave es la 
falta, más deben los Tribunales mostrarse severos para r e -
primirla; hay que enseñar á los oficiales públicos que su de-
beres rehusar su ministerio para una obra de mentira y de 
fraude. (1) 

SECCION III.—Aplicaciones. 

§ I. PEOPIEDAD. COMKECIO i INDUSTRIA. 

493. El principio de la responsabilidad se aplica á todas 
las relaciones civiles. Desde que hay un hecho per judica-
ble, una culpa y daño causado, los arts. 1,382 y 1,383 de-
ben recibir su aplicación. Pero los diversos órdenes de h e -
chos, hacen nacer diferentes dificultades. No puede uno li-
mitarse á establecer principios, es menester aplicarlos. H e -
mos ya encontrado una de las grandes dificultades de la ma-
teria, al t ratar de la propiedad; se trata de saber si el pro-

»rio puede usar de su derecho sin ser responsable por el 
P 'laño que causa: ¿Será responsable por el solo hecho de l e -

sionar un interés, ó porque lesiona un derecho? E l ejercicio 
del comercio y de la industria presenta otra dificultad. Re-
sulta casi necesariamente inconveniente para los vecinos de 
un ciudad; en este conflicto de derechos y de iutereses, 

I ¿cuál es el límite de derecho y dónde comienza la obliga-
ción' La vida común impone deberes recíprocos á los h o m -
bres. ¿Tíasta dónde llegan las obligaciones de vecindad? 

í T rans i j amos á lo que fué dicho en el título De la Propie-
j ^ ( t . YI, núms. 136-155). 

•194. L a industria y el comercio, al hacerse una fuente 



es acreedor *e compensan con aquellos de que es deudor. 
U n farmacéutico de Vichy reclama daños y perjuicios con-
t ra otro farmacéutico de la misma localidad por el punto de 
imputaciones que serían de naturaleza i peijudicar la fama 
de aguas minerales preparadas en su oficina. Pero el mis-
mo había dirigido imputaciones análogas contra el farmacéu-
tico demandado. La Corte de Riom decidió que uno y otro 
hablan faltado á las reglas de delicadeza y buena fe que de-
ben mediar ent re comerciantes; concluyó que se habían he-
cho recíprocamente no admisibles por sus demandas por da-
ños y perjuicios. (1) La decisión es justa ¿pero será bien mo-
t ivada? Un delito aunque idéntico cometido por el deman-
dante no impide la condenación del demandado culpable del 
mismo delito; deb - suceder lo mismo con los delitos civiles 
en principio. Pero la condenación seria frustratoria cuando 
ambos créditos se compensan, lo que se debe suponer, pues 
si los daños y perjuicios fueren desiguales, deberían ser pro-
nunciados cont ra ambas partes. 

L a Corte de Casación aplicó este principio á la acción por 
daños y perjuicios intentada por una parte cont ra el nota-
rio que había recibid«» una acta anulada por causa de frau-
de; y las imputaciones mentirosas eran el hecho de la parte; 
el notario había tenido la culpa de prestarse al fraude, p e -
ro lo había hecho por interés y según los deseos de su clien-
te; esto, dice la Corte, no era de admitirse á pedir por su 
propia torpeza. (2) Hemos ya encontrado varias veces e s -
te adagio que el Código ignora y también la moral; de que 
el cliente sea un malvado, esto no excusa al notario por ha-
berse hecho cómplice de su maldad: Tiene deberes profe-
sionales que no tiene el cliente; el notario no tiene segura-
mente acción contra la parte; luego él es el mayor culpable 

1 Riom. 23 de Noviembre de 1852 (Dalloz, 1853, 2, 137). Cornpá 
rese Deuegada, Sala CivU, 20 de Noviembre de 1867 (Dalloz, 1867, 

y debe ser condenado, á reserva de moderar los daños y 
perjuicios por razón de la culpa de su cliente. Con mayor 
raz'¡n lo decidiríamos así si el notario hubiera cometido una 
falsedad auuque el cliente fuese cómplipe; más grave es la 
falta, más deben los Tribunales mostrarse severos para r e -
primirla; hay que enseñar á los oficiales públicos que su de-
beres rehusar su ministerio para una obra de mentira y de 
fraude. (1) 

SECCION III.—Aplicaciones. 

§ I . — P r o p i e d a d . C o m e r c i o i i n d u s t r i a . 

493. El principio de la responsabilidad se aplica á todas 
las relaciones civiles. Desde que hay un hecho per judica-
ble, una culpa y daño causado, los arta. 1,382 y 1,383 de-
ben recibir su aplicación. Pero los diversos órdenes de h e -
chos, hacen nacer diferentes dificultades. No puede uno li-
mitarse á establecer principios, es menester aplicarlos. H e -
mos ya encontrado una de las grandes dificultades de la ma-
teria, al t ratar de la propiedad; se trata de saber si el pro-

»rio puede usar de su derecho sin ser responsable por el 
P <laüo que causa: ¿Será responsable por el solo hecho de l e -

sionar un interés, ó porque lesiona un derecho? E l ejercicio 
del comercio y de la industria presenta otra dificultad. Re-
sulta casi necesariamente inconveniente para los vecinos de 
un ciudad; en este conflicto de derechos y de iutereses, 

I ¿cuál es el límite de derecho y dónde comienza la obliga-
ción' La vida común impone deberes recíprocos á los h o m -
bres. ¿Tíasta dónde llegan las obligaciones de vecindad? 

í T rans i j amos á lo que fué dicho en el título De la Propie-
\ ^ ( t . YI, núms. 136-155). 

494. L a industria y el comercio, al hacerse una fuente 



de riqueza, se han hecho una causa de ardientes rivalidades. 
E s t a competencia es un derecho, pero la Uter tad t . e n e j , 
limites como la propiedad. ¿Dónde acaba el derecho; dónde 
el hecho perjudicial? Se aplican á la compete,.».a lo . prmo-
pios que rVgen 4 los delitos y 4 los cuasidelitos. Esta con.,,-
Tuye un derecho, y aquel que nsa de él, no debe reparar »1 
daño que causa, 4 menos que lesione ot r o derecho. La con,-
petencia es un derecho, pero este derecho implica que e j 
u,o puro y simple d« la libertad que pertenece u toda persa-
ña para ejercitar .al comercio ó tal i n d u s t r ^ s e puede aba-
sar de la libertad, y el abuso de un derecho no es ya uo de-
Techo. La con,petencia no es ya un derecho smo el abu.» 
de él, cuando es desleal, y lo es cuando el comer.: ,an* ó | 
Tudu t r i a l usurpan cualquier derecho que pertenece á otro 
comerciante 6 4 otro industr.al. Tod^lesión de un derecho 
e s ^ n delito ó un cuas,delito, y da lugar á una acción pe 
daño, y perjuicios; luego también la competencia d e s l | 
Q u e d a por leterminar cuándo hay derecho l e o n a d o U 
cuesttón presenta dificultades part.culares por r a z ó n d e l ^ 
suficiencia de la legislación, lista matena no es le nuestro 
^ " a n s i a d a , n o s si lector al excelente tratado de nue 
tro colega M. Waelbroeck. (1) Bastará para núes ra u í « 
e x J e r dSe este trabajo algún,« aplicaciones referentes 41« 

h t 9 5 9 — l e s cuyos productos g ^ n de fama, f . 
qu los ha / e preferir por los consumidores. En es«, caso e 
producto toma e. nombre del .abr oante; = nombr es 
valor creado por la mteligenca y la honradez, « P 
derecho y usurpar este nombre, es lesmnar un tHreho, J, 
ñor consiguiente] es cometer un delito ó un cuas,delito. 
P El a g ü : de Colonia de Juan María Fariña, tiene una U-
maeuropea . Un fabricante, que tiene el mismo apelhdo 

I los misinos nombres con otros cuatro, suprimió las últimos, 
de manera que, las envolturas de sus frascos, sus tarjetas y 
sus facturas, llevaban el nombre conocido del público. Esto 

| es una usurpación de nombre que los tribunales han casti-
f gado. La sentencia del Tribunal de Comercio de Paria asien-

ta en principio que .-cuando un comerciante quiere ejercer 
en una población una industria ya explotada por una per-
*>na teniendo igual au l l ido , debe combinar el apellido con 
los nombres, de manera que, su razón social, sea distinta de 
la que fué adoptada anteriormente por la casa ya fundada.» 

j- En el caso, se objetaba que el segundo Fariña había agre -
gado una enunciación que lo distinguía del Fariña antiguo, 
i saber: frente al Mercado de Colonia. El Tribunal contesta 
4ue esta enunciación es insuficiente para impedir la confu-
sión, que el nombre es en lo que se fija el consumidor y lo 
que á menudo lo determina á comprar. El Tribunal agrega 
que el demandado tenía seis nombres y además, era asocia-
do; era, pues, fácil para la nueva sociedad el adoptar una 
razón social, otra que la de Juan María Fariña. S i n o lo hi-
zo, si adoptó de preferencia ciertos nombres que caracteri-
zan á la antigua casa, es evidente que tuvo por abjeto indu-
cir al público á error y hacerse de la clientela de la casa de 
Juan María Fariña. Por esta usurpación de nombre, la nue-
va casa causaba un p e r j ^ k r á la antigua y engañaba la fe 
pública. Esto era un delito Civil. El Tribunal ordenó que 
Fariña hiciera una modificación á su razón social, de mane-
« que no hubiera confusión posible con la antigua casa que 
llevaba el mismo nombre, bajo pena de daños y perjui-
cios. ( l) 

496. La usurpación de las marcas de fábricas constituye 
igualmente un delito civil. Se llaman marcas de fábrica los 
«gnos pu^ tcwen los productos para indicar su procedencia; 

» ú l f e ^ 2 d6 finer° de 1844 tDaUoz» en Ia Palabra Indutíria, 



tienen por objeto proteger al fabricante contra la compe-
tencia desleal. Las marcas de fábrica son propiedad del fa-
bricante; todo ataque que se haga á este derecho es una es-
tafa perjudiciable, en el sentido de los arts . 1,382 y 1,38.} 
(decreto del 22 germinal, año X I , art. 16). Un decreto de 
20 de Febrero de 1810, reglamenta el ejercicio de la acción 4 
civil que nace de la contrahecura de las marcas. El fabn- í 
cante debe adoptar una marca bastante distinta de las ot ras j 
marcas con las que pudiera ser confundida y tomada por j 
otra. Los consejos de prudentes son los que conocen de la su- | 
ficiencia ó insuficiencia de la diferencia entre las marcas ya j 
adoptadas y las nuevas. Las contestaciones acerca de la 
usurpación de marcas de fábricas, se llevan ante los tribuna- j 

les de comercio (arts. 5 y 6). 
497. Los nombres de tiendas ó las mu stras no pueden ¡ 

ser objeto de usurpación propiamente dicha, porqua «o j 
constituyen, como las marcas de fábrica, una propiedad es-
pecial. Pero esta clase de usurpaciones caen bajo la aplica- J 
ción del art . 1,382. En vano aquel que tenía por muestra J 
una figura ó un nombre determinado, diría que solo usa de l 
su derecho; se le contestaría que el abuso no es ya un de- j 
recho, y que adoptando la denominación de una casa rival, 
tiene 'por objeto enriquecerse á su perjuicio. Este es el ca*o 
de decir con Toullier que entre varios modcs de ejercer su 
derecho, no está permitido escoger el que puede perjudica« 
á un tercero y con intención de perjudicarlo. Sigue de esto 
que el comerciante tiene una acción por daños y perjuicio« 
contra aquel que, tomando la misma muestra que la suya, j 
provoca entre ambos establecimientos una confusión de na-
turaleza á perjudicar á su clientela. (1) 

Existe en Bruselas, desde más de treinta años, una cas* -
de comercio con la muestra: Al Pequeño San Thomas. bn j 
Par is , una casa que vende en gran parte l o í s m o s art:- j 

1 WaelUroeck, Derecho industrial, t l f , pág. 6 ¿ liíin.g. 287 y 2"« 

culos, está establecida desde el principio del sigla ¿Hay 
usurpación de la muestra del comerciante francés, por pa r -
te del comerciante belga? Si la muestra fuera una propie-
dad reconocida en Bélgica en virtud de un tratado, la usur-
pación seria evidente. Pero la imitación de una muestra es 
solo un hecho de comercio, y la competencia no se conci-
be m „ c h o sino entre casas establecidas en una misma pobla-
ción ó en un mismo país; si la casa de Paris hubiera estable-
cido una sucursal en Bruselas, tendría una acción contra el 
comerciante belga que hubiera tomado su muestra. Lo hizo 
así, pero fué mucho tiempo después del establecimiento de 
la casa belga. ¿Podía tomar la seña de: Al Pequeño San 

! J l Ú ' n a S \ ( : u a M tM e x i* f c í a y* una casa con esta muestra? El 
Tribunal de Comercio de Bruselas se pronunció por la ne-
gativa, con razón; la casa de Par i s estaba libre para fundar 
una sucursal en Bélgica; pero respetando completamente el 
derecho de la casa belga. En lugar de hacer esto, puso en 
su muestra en grandes letras: Al Pequeño San Thomas y en 
caracteres pequeños: " d e Paris ." Esto no bastaba para evi-
tar la usurpación. El Tribunal acordó daños y perjuicios 
por los anuncios de mal género insertos en los periódicos 
y ordenó que la muestra dijera en grandes letras: Sucursal 
de la casa establecida, calle Bac, en Paris. (1) 

498. La muestra es la marca exterior de un estableci-
miento; puede haber otras. ¿Una nueva casa puede formar-
se junto á una antigua, para hacerle competencia? La afir 
m a ti va es segura; por perjudicial que sea dicha rivalidad 
mientras es leal, no constituye un hecho perjudiciable en el 
sentido del art. 1,382. P e r o aj el nuevo establecimiento ve-
cino del otro, imita á éste por su aspecto exterior, p a r a l a r -
le una fisonomía exactamente igual, con objeto de quitarle 
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su clientela mediante ia confusión inevitable que resulta, 
hay abuso de ia libertad, usurpación desleal, y por consi-
guiente, delito civil. El Tribunal de Comercio de París d i -
ce muy bien: " S i la libertad comercial es un principio sa-
grado al que es necesario no atacar, esta libertad no impl i -
ca el empleo de medios que no se podrían confesar, y que 
no son del uso de loa comerciantes, guiados por la lealtad 
} la buena fe, sin las que la consideración comercial sería 
perdida si la jurisdicción consular, que es una de sus ema-
naciones, no reprimiera severamente estos a b u s o s . " El Tri-
bunal condenó al comerciante culpable ¿ p a g a r daños y per-
juicios, y ordenó que el exterior de la casa fuese cambiado 
de manera que no se pudiera confundir con la casa veci-
na. (1) 

499. Los premios concedidos en «na exposición se han 
hecho un nuevo objete de competencia desleal. Estos pre -
mios no son puramente honoríficos, sino que se vuelven pa-
ra el comerciante ó el industrial una recomendación que los 
señala á la confianza de los compradores. E s justo mante -
nerles esta ventaja, porque es la remuneración del trabajo 
inteligente y un principio de emulación y de progreso que 
se haría ilusorio si los rivales, á los que no fué concedido, pu-
dieran vanagloriarse de ellos ante el público y presentarlos 
como si los hubieran obtenido. Estos son los términos de una 
sentencia de la Cor te de Burdeos. L a Corte de Lyon dice, en un 
negocio análogo, que los comerciantes tienen los unos para con 
los otros deberes de lealtad y de buena fe que debieran ser los 
únicas elementos de su prosperidad. Se hacía una objeción: 
se trataba de una medalla concedida en el extranjero por la 
comisión de la exposición universal de Londres. ¿Estas re -
compensas tienen un valor legal en Francia? L a Corte de 
Burdeos, responde que han recibido la sanción del Óobierno 
francés puesto que, comisionados por el delegado, han h e -

Cho parte de la comisión, y que además han sido, en una so-
lemnidad presidida por el jefe del Estado, dicernidas como 
distinciones obtenidas por la industria francesa, dándole un 
i a ra ote r nacional. Una medalla había sido concedida á un 
1 i b n e a n t e de chocolate de Burdeos; un fabricante de pro-
ductos similares de la misma ciudad combinó sus etiquetas 
y viñetas en las que anunciaba al público, de manera á de-
jarle suponer, contrariamente á la verdad, que él había o b -
tenido una misma recompensa. Cor* esto había atacado el 
derecho del comerciante condecorado, usurpando, con el fin 
de llamar á los consumidores, una recomendación que no le 
pertenecía y que pertenecía al demandante, é quien había 
hecho por este medio una competencia perjudicial. La Corte 
reformando la sentencia del primer juez, pronunció daños y 
perjuicios: ..Visto que importa reprimir supercherías que 
tienden á abusar del público y perjudican al comercio 
leal.» (1) 

500. Los comerciantes ti«nen el derecho de alabar sus 
productos, y si han obtenido la aprobación de un cuerpo 
científico, tal como la Academia de Medicina, pueden publi-
car los informes que les sorf favorables. Pero no les es per-
mitido criticar públicamente los productos rivales, señalán-
dolos como inferiores á los que venden. H a sido resuelto 
que esto es sobrepasar los límites de una competencia con-
veniente y lícita. (2) A menudo estas críticas se hacen con 
la intención de atraer á los consumidores é impedir uue 
compren los productos señalados como inferiores, y de sur-

- tirse en casa de aquel que pretende vender mercancías de 
un valor superior; pero aunque no hubiera intención de per-
judicar, habría un hecho perjudiciable: esto es lo que ha de-
a d u l o la Corte de Aix. (3) L o hemos ya hecho notar: la 

( á i S r ! s i 0 ¡ 3 2 . l ^ r , b r e d e t&%M*á*Mavo,,e 1 8 5 4 
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intención de dañar, exigida para que haya delito, no es pre-
cisa para que haya cuasidelito. La Corte de Bruselas se mos-
tró más indulgente; ella exige para que haya competencia 
desleal, que haya intención dolosa. (1) En nuestro concep-
to, esto es confundir el delito con el cuasidelito. La Corte 
objeta la libertad de industria y de comercio. Contestaré-
mos que la propiedad es el más absoluto de los derechos; 
sin embargo, es de doctrina y de jurispru lencia que el abu-
so de este derecho es un delito ó un cuasidelito. Lo mismo 
pasa con la libertad de comercio: el a b u s o de cualquier de-
recho es un hecho perjudiciable, y cuando, además, hay in-
tención dolosa, el hecho se vuelve un delito. 

§ I I . — R e s p o n s a b i l i d a d d e l o s f u n c i o n a r i o s y 
o f i c i a l e s m i n i s t e r i a l e s . 

501. ¿Están los funcionarios sometidos á la responsabili-
dad general establecida por losarts. 1,382 y 1,383? La afir-
mativa se funda en el texto de la ley y en su espíritu. E l 
art . 1,382, dice: "Todo hecho del hombrey el ar t . 1,383, 
dice: "Cada uno es responsable del daño que causa." Así, el 
principio está formulado en los términos más generales; por 
esto mismo se apliGa á los funcionarios que causan un daño 
á los particulares en el ejercicio de sus funciones. H a y un 
motivo más para hacer responsable á los funcionarios: Es 
que aceptando una función, contraen la obligación de l le-
narla con inteligencia y probidad; por esto es que la ley 
castiga más severamente á los funcionarios que á los pa r t i -
culares por un mismo delito tal como el de estafa. La res-
ponsabilidadTormando una regla general, todo funcionario, 
en la más lata acepción de la palabra, está sujeto á ella; se 
necesitaría una excepción terminante para que un funciona-
rio no fuera responsable. Solo conocemos una excepción esta-
b l e c i ó por la constitución en favor de los miembros del 

\ < derpo legislativo: "Ningún miembro de una ú otra sala 
puede ser perseguido á ocasión de las opiniones y votos emi-

V tidos por él en el e jecñio de sus funciones" (art. 44). La 
independencia de que deben gozar los representantes de la 
Nación explica esta excepción que confirma la regla. 

La legislación francesa contiene una restricción al princi-
pio de la responsabilidad. Según la constitución del año 
VIII, " los agentes del gobierno no pueden ser perseguidos 
por hechos relativos á sus funciones sino en virtud de una 
decisión del consejo de Estado." Esta es una-garantía con-
tra las promociones irreflexivas; pero lo que es una garan-
tía para loa funciona ri» >s se vuelve una traba para los c iu -
dadanos. Toullier critica esta disposición c^n estrema ener-
gía. Es una medida tiránica, dice, imaginada porel más há-
i'il y el más-absoluto de los déspotas; hace casi ilusoria la 
responsabilidad de los funcionarios. (1) La constitución 
belgi la abolió: »Ninguna autorización prèvia es necesaria 
para ejercer promociones contra los funcionarios públicos 
por hechos de su administración., (art. 24). U n decreto del 

Septiembre de 1870 suprimió también el prèvio admi-
niitrativo en Francia. 

s 502. ¿Está la responsabilidad de los funcionarios someti-
j. da al derecho común en cuanto á su extensión? Se trata de 
¡ saber si los funcionarios están obligados por la más leve cul-
|r pa. por la menor imprudencia y por el menor descuido. La 
f afirmativa nos parece segura. Hay un solo y mismo texto 
í para la responsabilidad de cualquiera hombre; *i los funcio-
! narios son responsables, es en virtud de los artículos, 1,382 
j y 1,383; luego el derecho común les está en todo aplicable, 
f U Corte de Casación, explicando el principio de los artícu-
l los 1,382 y 1,383, parece limitarlo á las culpas graves. Se 
[trataba en el caso del síudico de una quiebra; la Corte deci-
1 Qióque la responsabilidad establecida por estas disposiciones 

» Toullier, t VI, 1, pág. 151, núrn. 182. 



intención de dañar, exigida para que haya delito, no es pre-
cisa para que haya cuasidelito. La Corte de Bruselas se mos-
tró más indulgente; ella exige para que haya competencia 
desleal, que haya intención dolosa. (1) En nuestro concep-
to, esto es confundir el delito con el cuasidelito. La Corte 
objeta la libertad de industria y de comercio. Contestaré-
mos que la propiedad es el más absoluto de los derechos; 
sin embargo, es de doctrina y de jurispru lencia que el abu-
so de este derecho es un delito ó un cuasidelito. Lo mismo 
pasa con la libertad de comercio: el a b u s o de cualquier de-
recho es un hecho perjudiciable, y cuando, además, hay in-
tención dolosa, el hecho se vuelve un delito. 

§ I I . — R e s p o n s a b i l i d a d d e l o s f u n c i o n a r i o s Y 
o f i c i a l e s m i n i s t e r i a l e s . 

501. ¿Están los funcionarios sometidos á la responsabili-
dad general establecida por losarts. 1,382 y 1,383? La afir-
mativa se funda en el texto de la ley y en su espíritu. E l 
art . 1,382, dice: "Todo hecho del hombrey el ar t . 1,383, 
dice: "Cada uno es responsable del daño que causa." Así, el 
principio está formulado en los términos más generales; por 
esto mismo se apÜGa á los funcionarios que causan un daño 
á ios particulares en el ejercicio de sus funciones. H a y un 
motivo más para hacer responsable á los funcionarios: Es 
que aceptando una función, contraen la obligación de l le-
narla con inteligencia y probidad; por esto es que la ley 
castiga más severamente á los funcionarios que á los pa r t i -
culares por un mismo delito tal como el de estafa. La res-
ponsabilidadTormando una regla general, todo funcionario, 
en la más lata acepción de la palabra, está sujeto á ella; se 
necesitaría una excepción terminante para que un funciona-
rio no fuera responsable. Solo conocemos una excepción esta-
b l e c i ó por la constitución en favor de los miembros del 

\ < derpo legislativo: "Ningún miembro de una ú otra sala 
puede ser perseguido á ocasión de las opiniones y votos emi-

V ti dos por él en el e jecúio de sus funciones" (art. 44). La 
independencia de que deben gozar los representantes de la 
Nación explica esta excepción que confirma la regla. 

La legislación francesa contiene una restricción al princi-
pio de la responsabilidad. Según la constitución del año 
MIL, " los agentes del gobierno no pueden ser perseguidos 
por hechos relativos á sus funciones sino en virtud de una 
decisión del consejo de Estado." Esta es una-garantía con-
tra las promociones irreflexivas; pero lo que es una garan-
tía para los funciona ri» >s se vuelve una traba para los c iu -
dadanos. Toullíer critica esta disposición c^n estrema ener-
gía. Es una medida tiránica, dice, imaginada porel más há-
i'il y el más-absoluto de los déspotas; hace casi ilusoria la 
responsabilidad de los funcionarios. (1) La constitución 
belgi la abolió: »Ninguna autorización prèvia es necesaria 
para ejercer promociones contra los funcionarios públicos 
por hechos de su administración., (art. 24). U n decreto del 

Septiembre de 1870 suprimió también el previo admi-
nistrativo en Francia. 

s 502. ¿Está la responsabilidad de loa funcionarios someti-
j. da al derecho común en cuanto á su extensión? Se trata de 
¡ saber si los funcionarios están obligados por la más leve cul-
|r pa. por la menor imprudencia y por el menor descuido. La 
f afirmativa nos parece segura. Hay un solo y mismo texto 
í para la responsabilidad de cualquiera hombre; si los funcio-
! narios son responsables, es en virtud de los artículos, 1,382 
j y 1,383; luego el derecho común les está en todo aplicable, 
f U Corte de Casación, explicando el principio de los artícu-
l tos 1,382 y 1,383, parece limitarlo á las culpas graves. Se 
[trataba en el caso del síudico de una quiebra; la Corte deci-
1 «ió que la responsabilidad establecida por estas disposiciones 

» TouUier, t VI, 1, pág. 151, núrn. 182. 
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682 DELITOS T CUABIDBLITOB, DE LOS DELITOS Y DE LOS CUASIDELITOS, 583 
©ra aplicable á los «índicos; formula la regla en los término« 
siguientes: "Un funcionario, un mandatario cualquiera, oomo 
todo agente al que la ley departe una misión, contrae e| 
deber de llenarla non exactitud, con atención, imparciali- ¡ 
dad y con verdad, de manera á no atacar ó perjudicar in-
considerada ó arbitrariamente á loa demás. Importa poco 
que el daflo causado sea efecto de la malicia ó de la im 
da, porque el primer cuidado do cualquiera hombre que 
acepta unas funciones, es aprender y saher las obligaciones 
que le están impuestas. En el ejerci to da un deber, oual-
quiera culpa ¿e r ro r grave, se vuelve un cuasidelito y se asi-
mila al doto para dar lugar á daños y perjuicios hácia aquel 
en perjuicio del que se cometió el errvr ó la culpa" (1) ¿De-
bo concluirse de esto que en la mente da la Corte de Casa-
ción los funcionarios solo están obligólos por sus culpas 
graves? El lenguaje de la sentencia no es bastante preciso 
para que pueda sacarse una consecuencia que estarla en 
oposición con el texto de la ley. La Corte dice que toda cul-
pa grave, en el cumplimiento de un deb ' r , se vuelve un cua 
si de lito y se asimila al dolo. Creemos que la opinión de la 
Corte en más bien la siguiente: que toda falta de cumpli-
miento de un deber, por impericia ó por culpa, se hace en el 
funcionario una falta grave, l a q u e en principio se asimila! 
al dolo. Pero es imposible que 1» Corte pretenda decir que 
loa funcionarios solo sean responsables por las falta*? graves; 
esto serla orear para éstos una responsabilidad especial, que 
no serla ni la de las obligaciones convencionales ni la de loe 
cuasidelitos, la menor de todas las responsabilidades; mié 
t ras que la responsabilidad de los funcionarios debe ser más 
severa en materia civil, confo lo está en materiajjenal. Se 
debe, pues, atenerse á los arts. 1,382 y 1,383, y aplicarlos á 
los funcionarios con toda su severidad. 

I Denegada* 14 de Diciembre do 1825 [Dalloz, en la palaF»ra Q-n" 
bra, nfira. 437, 1°1, ; 

La alta Corte de los Países Bajos ha hecho una plicación 
notable d-1 principio de la responsabilidad, y lo aplicó sin 
ninguna restricción. Un oficial de policía judicial había levan-
tado acta por golpes y heridas que dió lugar á una instruc-
ción y á un encarcelamiento preventivo de och .días; des-
pués, la Sala del Consejo decidió que el reo no tuvo ningún 
participio eneldelito Quej t por daños y perjuicios contra el 
redactor del acta. Fué admitida, y en el recurso, intervino 
una sentencia de denegada. L i alta Corte comprueba de he-
cho que la denuncia irreflexiva consjgi.ada en el acta, ya 
sea que haya tenido por causa un error en la persona, ó ya 
leticias erróneas, constituye cuando menos una jurispru-
dencia muy grave. Se objetaba que el oficial de policía j u -
dicial habfa obrado en los límites de BU derecho; la Corte 
responde que la acta puede ser lícita y, sin embargo, per-

f- judicial, si el autor del hecho obró con imprudencia: no era 
¡ «I ejercicio de un derecho, era un abuso de él. (I) 

La jurisprudencia ofrece pocos monumentos en lo que con-
j c^me á los funcionarios propiamente dichos. Una sentencia 
[ de la Corte de Bourges condenó á un alcalde por impruden-

cia. Había violado el derecho de propiedad mandando arran-
rar una cerca por su propia autoridad; esto fué sin duda por 
"norancia de Us más sencillas nociones de derecho. (2) 

503. Las leyes contienen algunas veces disposiciones es-
peciales relativas á ciertos funcionarios. Así, el Código Ci-
vil y la ley hipotecaria belga declaran á los conservadores 
de las hipotecas responsables por el perjuicio que resulta de 
la omisión de una transcripción ó de una iuscripción reque-
rida en sus oficinas, y por la falta-de mención en sus certifi. 
cados, de una transcripción ó de una iuscripción existentes. 

f nn44l)íga,la' 18 dB Pebrer0 de 1853 (Bélgica judicial, 1858, págt-
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Volverémos á hablar acerca (le esta responsabilidad en los 
tí tulos De las Hipotecas. 

E l Código Civil declara también responsables á los depo-
sitarios de los registros del estado civil, acerca do L s acla-
raciones que sobrevinieran, A reserva de su recurso hí ha 
lugar, contra los autores de dichas alteraciones (art . 15). 
El art. 52, agrega : "Toda alteración, toda falsedad de estas 
actas en una hoja suelta y de o t ra manera que en los regis-
tros destinados á las actas , dan lugar á daños y perjuicios.; 
El Código nada dice de la nulidad de tas actas, porque e 
de principio que éstos se n nulos por inobservación de las 
formas prescriptas por la ley. Sin embargo, estas irregula-
r idades obligan ó las partes interesadas A hacer rectificar i 
las netas que tienen que producir; de esto resultan gastos 
imputables á la negligencia ó la impericia de los oficiales 
del estado civil; ¿estarán obligados á reparar este daño? Sí, 
y sin ninguna duda . El art. 52 no es una excepción á la re-
gla de la responsabilidad; solo la aplica, y la regla reci be 
BU aplicación en tod s los caaos en que, por la cu lpa del 
oficial del estado civil, hay un d«ño cansado. 

504. El Código de Procedimientos contiene una disposi-
ción general acerca de la responsabilidad de los oficiales mi-
nisteriales: a Loa procedimientos y las actas nulas y frustra-
torias y las actas que habían dado lugar A una condenad 
á multa, serán á cargo de los oficialas ministeriales que las 
habrán hecho, los que según la exigencia de los casos, serán 
además resp -usables por los daños y perjuicios á la parte ' 
(art. 1,031). 

¿Esta disposición se aplica á los secretarios? No, pues lo« 
secretarios no son oficiales-ministeriales. S in embargo, e! 
principio de la responsabilidad establecida por el ar t . 1,031 
recibe su aplicación á los secretarias. Es de jurisprudenci 
que si un procedimiento es nulo por culpa del secretario, 
queda obligado á los gast<»s, porque fueron o-asionados por 

culpa suya; es decir, los gastos del nuevo procedimiento. (1) 
Los secretarios son también responsables hácia las partes, 

según el derecho común. H a sido resuelto que el secre ta-
rio que dejó salir de la secretaría sin recibo, los títulos pro-
ducidos en una orden por un acreedor, es responsable hácia 
este último por la totalidad del perjuicio resultando para el 
de la pérdida de estos t í tulos. L a Corte funda su decisión en 
la negligencia del secretario: esto es la aplicación pura v sim-
ple del a r t . 1,383. (2) 

505. Los escribanos son responsables en virtud del a r -
tículo 1,031 del Códigp de Procedimientos; lo son también 
en virtud del derecho común. Según los términos del ar-
ticulo 1,031, están obligados á los daños y pe r ju ic ios ,«^ ' / , 
la exigencia de los casos. ¿Implican estos términos una res -
tricción á la responsabilidad de los escribanos? Nó, la ley so-
lo los aplica al principio general de derecho que hace'res-
ponsable á cualquier mandatario. De ordinario, se citan á los 
escribanos, como para los notarios, los arts. 1,382 y 1,383. 
Esto no es exacto. E l escribano obra en vir tud de un man-
dato que le da el cliente; es, pues, responsable corno d e u -
dor; es decir, que está obligado por la más leve calpa in 
abstracto, ó en otros términos, debe cumplir su mandato con 
los cuidados de un buen padre de familia, sin estar obliga-
do por la más leve culpa, como lo estaría si se le aplicaba el 
principio del art. 1,383. La jur isprudencia no hace esta dis-
tinción; las cortes aplican simultáneamente la responsabili-
dad que nace del mandato y la que nace del cuasidelito. 
Hay casos en que esto es indiferente: tal sería la falta come-

1 Denogada, Sala Criminal, 27 de Marzo de 1845; Casaoión 13 do, 
Marzo de 1815; Denegada 18 «le Junio de 1844 ( ¿ « J 
1846% 446)° Criminal, 28 de Noviembre de 1846 (Dalloz, 

2 1 d e Febrero de 1857 (Dalloz, 1857. 2, 147) Comnñres« 
MoDtpeJher, 6 de Febrero de 1872 (Dalloi, 1872,2, 91). . ^ 
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t ida por uti escribano ignorante del derecho; estaría obliga-
do en virtud del ar t . 1,137 tanto como en virtud del artí-
culo 1,383. Un procedimiento de reparto y licitación es anu-
lado por culpa del escribano que no hizo intervenir al sub-
rogado tutor, cuando existía una oposición da intereses e n -
tre el menor y el tutor. ¿ E r a responsable el escribano? En 
vano fué contestado esto, sosteniendo que tocaba á la parte 
imputarse el no haber escogido á una persona más instruida. 
¡Singular defensa, que busca una jus t i f icaran donde se h a -
lla la faltaI La Corte de A ix opone desde luego el princi-
pio de justicia proclamado por el art . 1,382: esU principio, 
dice la sentencia,Se aplica particularmente al oficial públ i -
co, quien, por razón del carácter de que está investido, de 
la confia!,za que le da su posición, del privilegio que le con-
fiere, está sometido á una responsabilidad moral y legal. El 
escribano objetaba que se trataba de un error de derecho, y 
no de un vicio de procedimientos. Ésto equival« á decir que 
los escribanos pueden ignorar impunemente los más elemen-
tales principios del derecho. La Corte responde que esta i g -
norancia constituye, al contrario, una falta grave, que el es-
cribano está obligado como oficial ministerial y como man-
datar io asalariado, en virtud del art. 1,992. (1) Precisamen-
te porque la falta era más grave, importaba poco que se 
aplicase al escriban«? la responsabilidad convencional del 
mandatario, ó la responsabilidad legal del cuasidelito. , 

P e r o cuando la falta cometida por el escribano es muy le-
ve, entonces importa mucho saber si se debe aplicar la res-
ponsabilidad convencional ó la responsabilidad del cuaside-
lito. Si es como mandatario como está obligado, no se le pue-
de declarar responsable, cuando puso en la ejecución de su 
mandato los cuidados y la diligencia de un oficial capaz y 
celoso; mientras que si responde por la falta l lamada aqui-

1 Aix, 8vde Febrero de 1833 (Dalloz, en la palabra Rentabili-
dad, nüin. 456). 

liana, estará casi siempre obligado, excepto el caso en que 
hubiese caso fortuito. Un procedimiento-es anulado por el he-
cho de un escribano; éste se excusa diciendo que había i n -
certidumbre en la doctrina y en la jurisprudencia acerca de 
la existencia de la nul idad. Sea, contesta la Corte; aunque 
hubiese d u d a , era de prudencia por parte del escribano, no 
preferir al cumplimiento de un acto regular y siempre j u s -
tificable, el riesgo d - una omisión comprometedora. (1) De-
cisión muy jurídica bajo el puntó de vista del ar t . 1,383, pe-
ro contraria á los principios si se coloca uno bajo el punto de 
vista del ar t . 1,992 que solo aplica la regla del art. 1,137. 
Esto es lo que resolvió muy bien la Corte de Tolosa. El es-
cribano, dice, es un mandatario; como tal, responde por las 
faltas que comete en su geft ión; debe, pues, verse si hay cul-

¿>a. Y, en el caso, el escribano había hecho cuanto se podía 
esperar de un escribano hábil y experimentado, tanto como 
íntegro y celoso; el error que se le reprochaba es uno de-
aquejlos que son inseparables de la naturaleza humana, no 
es nna falta: debe agregarse, en el sentido del ar t . 1,137, 
aunque lo sea en el sentido del art. 1,383. (2) 

¿Cuándo hay culpa convencional? ¿Cuándo hay culpa aqui-
liana? En teoría, la diferencia es fácil de establecer, pero es 
muy difícil aplicarla. La jurisprudencia es de poco va loren 
esta materi^. no solo porque son cuestiones de hecho y que 
las circunstancias varían de un caso á otro, sino también por-
que los tribunales no distinguen la culpa ¿el art . 1,137 y la 
de los arta. 1,382 y 1,383. Tan pronto la califican de culpa 
por negligencia (pág. 585, nota 2), como de ligereza ó man-
tención, (3) como de inercia; (4) sería completamente inútil 
discutir esas decisiones. 

1 BpurgM^ 22 de Febrero de 1855 (Dalloz, 1855, 2, 150). 
mero ^ r 1 0 d e j Q D Í 0 d e 1 8 2 5 ( I , a l l o z ' e n l a P a , a b r a E^ribano, nú-

fr Riom, 21 de, Febrero de 1857 (Dalloz, 1857, 2, I47j 
4 Bourges, 16 de Mayo de 1870 (Dalloz, 1871, 2. 



506. Hay una dificultad que se presenta m u y á menudo 
y que se liga al derecho. El escribano es mandatario, pero 
su mandato es especial, solo representa á su cliente para las 
actas del proceso; el mandato ad litem no se ext ierde á las 
actas extrajudiciales. Pe ro el cliente puede dar al escribano 
un mandato general para promover en todo lo que concier-
ne á los derechos que hacen el objeto del proceso. ¿' 'uándo 
es general el mandato y cuándo está limitado á las actas del 
litigio? Esto depende de la intención de las partes c o n t r a -
tantes; esto es, pues, una cuestión de hecho. (I) Cuando es-
tá comprobado que el escribano está encargado de represen-
tar á su cliente, aun en actas extrajudiciales, sus poderes ex-
tendiéndose, su responsabilidad también se extiende. De ahi 
los deb ites frecuentes acerca del punto de saber cuál es la 
naturaleza del mandato dado al escribano. Nos limitarómos á 
citar un ejemplo. El cliente da'al escribano mandato para co-
brar un crédito del cual le entrega los títulos. Este mandato 
comprende el poder para hacer todos los actos conservato-
rios de dicho crédito. Se sigue de esto que si el escribano no 
renueva la inscripción durante el tiempo que es tenedor de 
los títulos, es responsable por la pérdida del crédito. (2) 

La responsabilidad ligada al mandato extrajudicial , ¿di-
fiere de la responsabilidad que resulta del mandato ad litem? 
Reina acerca de este punto, como en todo lo que se refiere 
á las culpas, una gran incert idumbre en la jur isprudencia 
No conocemos ^inguna sentencia- que siente claramente la 
cuestión; por lo que existe una confusión inevitable. La 
Corte de Limoges parece decir que el mandato ex t ra jud i -
cial somete al escribano á una más estrecha responsabili-
dad. (3) Nos parece que debiera más bien decidirse lo con-

1 Denegada, 24 de Enero de 1849 (Dalloz, 1841.1. 18;. 
2 Mete 14 de Diciembre de-1852 (Dalloz, 1854, 2, 113). Compá-

rese Denegada, 6 de Agosto de 1855 (Dalloz, 1855, 1, 418). 
3 Limoges, 11 de Julio de 1839 (Dalloz, en la palabra Escribano, 

núm. 224). 
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irario. El mandato a l litem es da lo á un oficial ministerial 
en esta cualidad; y , en nuestra opinión, la responsabilidad 
de los funcionarios y oficiales ministeriales es más estricta, 
en este sentido, que debe apreciarse más severamente. E n 
verdad, siempre se trata de un mandato, y por lo tanto, de 
responsabilidad convencional; pero cuando el mandatar io 
e*tá obligado á la diligencia en virtud de la naturaleza de 
sus funciones, se le debe tratar más severamente que cuan-
do se obliga fuera de los límites de su ministerio. Pues to 
que las partes tienen que valerse de un oficial ministerial, 
deben encontrar una plena y entera garantía en su ministe-
rio; no sucede así con el mandato extrajudicial , que pueden 
confiar á quienes gustan. 

Otra Corte dice que el mandato extrajudicial está regido 
por solo los principios del derecho común, (1) lo que es evi-
dente; ¿pero cuáles son estos principios? La Corte de Agen 
contesta que el mandatario solo es responsable por la culpa 
grave; de donde concluye que el escribano no es responsa-
ble á t í tulo de mandatario ordinario cuando hace lo que 
estaba autorizado en creer que tenía el derecho de hacer. (2) 
Este pretendido principio está en abierta oposición con el 
texto de la ley: el mandatario asalariado está obligado por 
la más leve culpa, y no por la culpa lata; t r a s l ada rnos á lo 
que fué dicho acerca de la teoría de la» culpas, en el título 
De las Obligaciones. 

L a responsabilidad de los ministros ejecutores se rige por 
los mismos principios que la de los escribanos de di l igen-
cias. El art. 71 del Código de Procedimientos dice; si una 
orden es declarada nula por el hecho del ejecutor, podrá 
ser condenado éste á gastos de la ejecución y del procedi-
miento anulado, sin perjuicio de los daños y perjuicios de 

- J Kennes, 7 de Febrero de 1870 (Dalloz, 1872, 2, 197). Cbambérv 
' «le Febrero de 1869(Dalloz, 1871, 2, 1231. ' namoery, 

2 Agen, 18 de Febrero de 1873 (Dalloz, 1874, 2, 79;. 



Ta parte, según las circunstancias. Hemos transcripto más atrás 
(núm. 504) la disposición análoga (art. 1,031) qne declara 
á todos los oficiales ministeriales responsables por los da-
ños y perjuicios de la parte, en caso de anulación de un pro-
cedimiento, según las exigencia* de los casos. Los ejecutores 
están comprendidos en las expresiones generales de este ar-
tículo; además, los términos de los art*. 70 y 1,031 son idén-
ticos; la responsabilidad de los ejecutores y de los escriba-
nos, es, pues, la misma. 

Sin embargo, la jurisprudencia parece establecer una di-
ferencia entre ellos, en lo que se refiere á la naturaleza de 
la culpa, por la que están-obligados. Fué sentenciado que 
resulta del art. 71 '»que la ley ha dejado á los magistrados 
el poder apreciar la conducta del ejecutor, su buena ó mala 
fe, y la dificultad más ó menos grande que el texto de la 
ley aplicado, pudiera presentar en su ejecución, y se atreve 
á su prudencia y justificación, en cuanto á la conducta qne 
deba observarse para con él en lo qne toca á los daños y 
perjuicios.» Aplicando este principio al caso, la Corte de 
Poitiers decidió que el ministro ejecutor inculpado cumplía 
habitualmente sus deberes con celo, exactitud y buena fe, 
y que nada en la causa actual, dejaba sospechar que hu-
biera sfdido de la línea de su ordinaria conducta; que si ha-
bía cometido una nulidad, esto era por error involuntario„ 
más bien que por impervia grave. (1) Según este conside-
rando, los ministros ejecutores no estarían obligados sino 
por falta grave, por razón de nulidad de sus actos, y la res-
ponsabilidad no estaría comprometida sino cuando causan 
voluntariamente un daño. Así entendida, la sentencia déla 
Corte de Poitiers está en oposición con los principios y los 
textos. La responsabilidad de los ejecutores, como la de los 
escribanos, resulta de una convención intervenida entre 

1 Poitiers, 28 (ó 24) de Agosto de 18.14 (Dalloz, en ia palabr» 
Ejecución, núm. 260, 2"). 

tilos y la parte que los emplea. Están, pues, obligados por 
su fqlta ligera in abstracto. Si se les aplica el principio de los 
arta. 1,382 y 1,383, responderán por la más leve culpa su-
ya. ¿Se dirá qne el art. 71 del Código de Procedimientos de-
roga los-del Código Civil? Sí los derogara en lo que toca á 
los ejecutores, también los derogaría en lo que se refiere á 
los escribanos, p u e s t o que los textos son idénticos; y la ju-
risprudencia, cualquiera que sea su incertidumbre ; no ha 
deducido esta consecuencia del art . 1,031; luego no se l e 

debe deducir del art. 71. Los términos: Según las circuns-
tancias, 6 según las exigencias de los casos, no conciernen ai 
grado de la culpa pot la que están obligados los oficiales mi* 
nistenales; dan al juez un poder de apreciación que es ade-
más de derecho común. ¿Por qué los autores del Código Ci-
vil no han querido consagrar las distinciones que se hacían 
en la jurisprudencia antigua, entre los diversos grados de la 
culpa? Porque estas distinciones teóricas son de poca uti-
lidad para el juez, el que decide .siempre en materia de da-
ños y perjuicios, por las circunstancias de la causa (1) El 
legislador sé limitó, pues, á sentar un principio general 
'art. 1,137) para las obligaciones convencionales, y una re-
gla más severa para los delilos y los cuasidelitos (arte. 1,382 
v 1,383). En la aplicación, el juez tiene necesariamente'un a 
grao latitud y un poder discrecional, puesto que le perte-
nece decidir si hay culpa y cuál es su gravedad. Los a r t í -
culos 71 y 1,031 del Código de Procedimientos no di,en 
otra cosa. 

507. La misma cuestión se presenta para la responsabili-
dad de los notarios públicos. (2) Está muy controvertida. 

XVI^em'up™^ f q"A
e ' H í i í 0 d e , a t e o r í J , l e 'as culpas, tomo I ' r ! Pnnctpvo». pAg«. 313.316 nfimg. 214.216. 
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H a y una primera dificultad en la que la doctrina y la juris-
prudencia están mudas: ¿son responsables los notarios en 
virtud de un compromiso contractual, 5 en virtud de un cua-
sidelito? Se admite generalmente, y sin discutir la cuestión 
ni siquiera presentarla, que la responsabilidad de los notarios, 
como tales, resulta de los arts. 1,382 y 1,383. Hemos ense-
nado la contraria opinión, para los escribanos de diligencias 
y los ministros ejecutores; y en nuestro concepto, la respon-
sabilidad de los notarios está también fundada en la no eje-
cución de la convención que interviene entre el oficial pu-
blico y su cliente. No puede negarse que exista una conven-
ción entre el notario que redacta una acta y la parte; hay 
concurso de consentimientos, proposición hecha por la par-
te, aceptación del notario; luego un contrato. Por este con-
trato, el notario se obliga á redactar una acta con los cuida-
dos y la inteligencia que un funcionario público debe tener 
en el cumplimiento de sus deberes, deberes por os que reci-
be unos honorarios: es mandatario asalariado Quizá fuera 
más exacto decir que esto es una obligación de hacer dife-
rente del mandato, tanto como una prestación deservicios. 
Pero poco importa en lo que se refiere á nuestra cuestión. 
Desde que hay una convención entre el notario y su clien 
la responsabilidad de los arta. 1,38* y 1 ,383 es inaplicable^ 
Esto resulta del mismo texto de la ley. Según los término* 
del art 1,370, los cuasidelitos son compromisos que se to -
man ¿ n que intervenga ninguna convención. Es, en par* 
cuando menos, en esta falta de convención que se funda 
r e s p o n s a b i l i d a d más rigurosa que la ley establece para lo 
cuasidelitos: el autor del h e c h o p e r j u r a responde pe* U 
más leve culpa, porque no ha dependido de a parte lesio-
nada el abrigar sus intereses mediante estipulaciones que ni 
siquiera se conciben cuando se t ra ta d e u n hecho perjudi-
cial; la parte lesionada se vuelve acreedora á pesar suyo, 
como el autor del hecho perjudicial se vuelve deudor, q** 

ra que no. El texto ni el espíritu de la ley recihen aplica-
ción á la responsabilidad del notario. La parte és la que es-
coge al notario; puede, de acuerdo con él, estipular la más 
severa responsabilidad. Las partes se encuentran en las or-r 
diñarías condiciones de todas las qué contratan; luego deben 
ser regidas por el derecho común, á no ser que se derogue á 
él por una ley especial. En esta opinión, el notario estaría 
obligado por la más leve culpa in abstracto, en virtud del ar-
ticulo 1,137, suponiendo que ninguna ley especial no dero-
gue á la regla que el Código establece para las obliga-
ciones convencionales; no estaría sometido por la más le-
ve culpa que imponen los arts. 1,382 y 1,383 á los autores 
de los hechos perjudiciales, á no ser que se haya sometido á 
ello mediante una convención. 

508. Nuestra opinión está aislada; debemos examinar la 
cuestión bajo el punto de vista de la doctrina generalmente 
seguida por los aulores y por la jurisprudencia/ Se admite 
que la responsabilidad del notario, en calidad de funciona-
rio público, cae bajo la aplicación de los artículos 1,382 y 
1,383; pero hay diversidad de pareceres respecto á la exten-
sión de esta responsabilidad. El sitio de la dificultad se h a -
lla en el art. 68 de la ley de 25 ventoso, año X I , el que di-
ce así: »Toda acta hecha en contravención de los arts. 6, 8, 
9, 10, 14, 20, 52, 64, 05, 66 y 67, es nula si no está firma-

. da por todas las partes; y cuando está firmada por todas 
ellas, solo valdrá como escritura privada, á reserva, en am-
bos casos, si ha lugar de los daños y perjuicios contra el nota-
rio. o Suponiendo que la responsabilidad del notario resulte 
de un delito ó de un cuasidelito, ¿debe concluirse del artí-
culo 68 que esta diposición deroga á la regla general esta-
blecida por los arts. 1,382 y 1,383, en este sentido, que la 
responsabilidad de los notarios no está regida por el Código 
Civil y está sometida á la disposición especial del art . 68 de 
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la 1-y de ventoso? La Cprte de Casación de Bélgica se ha 
pronuueiado en este sentido. Se funda en las palabras si ha 
lugar, que, según elja, implican una responsabilidad, otra que 
la de los arta. 1,382 y 1,383. Según el Código Civil, el au-
tor de cualquier hecho perjudicial, responsable todas las 
veces (jue este hecho es el resultado, ya sea de una culpa, ya 
de una negligencia ó de la imprudencia de su autor; mien-
tras que la ley de ventoso no declara responsable al nota-
rio por cualquiera falta, imprudencia ó descuido por ligera 
y excusable que pueda ser; el notario no debe los daños 
y perjuicios sino ciando ha lugar; es decir, que su respon-
sabilidad depende de la gravedad de .su culpa; toca, pues, á 
los tribunales apreciar el grado de gravedad de la falta im-
putada al notario y declararlo, en consecuencia, responsable 
ó no. (1) ~ 

Creemos que la Corte de Casación interpretó mal el ar -
ticulo 68. Nada dice de la culpa ni defgrado de" la culpa; 
solo dice que el notario podrá ser condenado á daños y per-
juicios si ka lugar, lo que quiere decir, si hay lugar á pro-
nunciar daños y perjuicios. ¿Cuándo ha lugar á daños y per-
juicios? El ar t . 68 no contesta á esta cuestión y no debía 
contestarla. ¿Cuál es el objeto de esta disposición ? ¿Será el 
de determinar á qué culpa está el notario obligado? Nó, la 
ley decide en qué casos el acta notariada es nula, y es solo 
por vía de consecuencias como la ley agrega que podía el 
notario ser condenado á daños y perjuicios. Al decir si ha 
lugar, la ley se refiere al derecho común en cuanto á las 
condiciones requeridas para que el notario -pueda ser obli-
gado á una reparación civil. El legislador debió agregar es-
tas palabras, porque si hubiera simplemente dicho: d reser-
va de los daños y perjuicios contra el notario, se hubiera po-
dido creer que el notario era responsable por el solo hecho 
de la anulación de la acta. Semejante responsabilidad h u -

1 Casación, 20 do Mayo de 1853 (Pasicriria, 1853, 1, 299). 

hiera sido contraria á los principios; y es para mantenerlos 
principios generales comò la ley agregó: si ha lugar. Según 
estos principios, se necesitan dos condiciones: perjuicio y 
culpa. ¿Qué culpa ? Esto j * lo que la ley de ventoso no te-
nía que resolver; la translada al derecho común. 

La interpretación que la Corte de Casación de feélgiea da 
al ar t . 68, es también inadmisible por otra razón. Resulta 
de ella que no se sabe de qué &lta es responsable el nota-
rio. Los tribunales quedarían, pues, investidos del p o der más 
arbitrario; unos condenarían al oficial público por la menor 
culpa sin admitir excusas, y otros solo lo condenarían por do-
lo ó falta grave Este arbitrio ilimitado no está en el espí-
ritu de nuestra legislación moderna que tiende al contrario 
á encadenar al juez por reglas invariable». ¿Por qué el le-
gislador hubiera consagrado en la ley de ventoso, un arbi-
trio que rechaza en todas partes? Se buscaría en vano'la ra 
zón. Lo que prueba que el art. 68 no entiende de derogar 
al derecho común por las palabras si ha lugar, es que se ha-
llan equivalentes expresiones en el Código de Procedimien-
tos para determinar la responsabilidad de los escribanos y 
de los ejecutores; y, de seguro que el legislador no pensó 
en los ftrts. 71 y 1,031, en derogar al Código Civil (núme-
ros 505-507). v 

Las cortes de apelación de Bélgica siguen el mismo prin-
cipio; para decir mejor, no tienen principio, pues el preten-
dido principio consagrado por la Corte de Casación, es la 
ausencia de toda regla. En una primera sentencia; anterior 
á la de la Corte de Casación, la de Bruselas ha resuelto, in-
vocando el art. 68, que los notarios no están obligados á da-
ños y perjuicios sino por causa de extrema ignorancia ó gran 
negligencia: (1) Esta es una responsabilidad que ya no co-
nocen nuestras leyes, y esto no es ni la culpa del art. 1.137 

la del art. 1,332, es una falta que el juez crea y aplica á 
1 Bruselas, 30 de Mayo de »822 [Pcukrisia, 1822, pág. 165). 



su fantasía. En otra sentencia, la Corte se manifiesta un po-
co más severa, declara á los notarios responsables de su ig-
norancia sin agregar que deba ser ext rema; pero el resulta-
do es el mismo, pues la Corte pone en principio que los no-
tarios solo responden por culpa grave ó doloT(l) Se pierde 
el tiempo en buscar un principio en donde reina la a rb i t ra -
riedad más absoluta; la Corte de Bruselis} nos lo dice: " L a 
ley del 25 ventoso, año XI , al consagrar la responsabilidad 
de los notarios, llevó en ella una justa templanza dejando á 
la sábia y equitable apreciación de los tribunales el de te r -
minar los casos en que habrá lugar á pronunciarla.» í2) Asi, 
los notarios serán responsables ó no, según el antojo de los 
tr ibunales. La Corte de Lieja tiene otro sistema; ésta invo-
ca simultáneamente el art. 68 de la ley de ventoso y el artí-
culo 1,382; (3) este es el principio de la Corte de Casación 
de Francia; lo vamos á exponer. 

509. La jurisprudencia de la Corte de Casación de Fran-
cia ha sido por largo tiempo titubeante. Una sentencia de 
denegada, sin pronunciarse acerca del sentido del art. 68, 
decide que los notarios no*solo son responsables en los ca-
sos de dolo y de f raude , sino que también lo son cuando la 
nulidad de una a c t a es pronunciada por omisión de una for-
malidad substancial. Es ta omisión puede ser el resul tado de 
una culpa más ó menos graye: los tribunales, dice la Corte, 
tienen un poder discrecional para resolver si los daños y 
perjuicios deben ser admitidos ó negados. (4) Esta culpa 
corresponde casi á la del a r t . 1,137, no es la del art. 1,382; 
sin embargo, es en este artículo en el que la Corte de Casa-
ción busca el principio de la responsabilidad de los notarios. 

Una sentencia de la Sala Civil presenta la cuestión en 
1 Bruselas, 28 «le Junio de 1854 (Pasicrisia, 1855, 2, 77). 
2 Bruselas, 6 de Jnlio de 1858 (Pasicrisia, 1858, 2. 272;. Compá-

rese Bruselas, 20 de Noviembre de 1872 (Paremia, 1873, 2, 5). 
3 Lieja, 25 de Mayo de 1H55 (Pasicrisia. 1856, 2, 231). 
4 Denegada, 14 de Mayo de 1822 v Dalloz, en la palabra Responsa-

lilUad, u ú m . 307, 1°). 

otros términos; el ar t . 6S de*la ley de ventoso es anterior al 
Código Civil. ¿El ar t . 1,382 derogó dicha ley? La Corte deci-
de que los arts. 1,382 y 1,383 no han abrogado derecho 
especial con relación á la notaría, y no obligan á los jueces 
á declarar responsables á los notarios, en todos los casos de 
nulidad de sus actas. Esto supone que el art . 68 establece 
una responsabilidad especial. ¿Cuál es este derecho espe-
cial? No lo dice la Corte de Casación; la sentencia atacada 
había resuelto que los notarios solo son responsables por las 
culpas graves. Tal es el parecer de la Sala Civil; tiene c u i -
dado de decir que no aprueba los considerandos de la Corte 
de Lyon; todo lo que resulta del art. 68, es que los notarios 
no están necesariamente obligados á los daños y perjuicios 
resultando de la nulidad de sus actas. (1) Los notarios r e s -
ponden por sus faltas; queda por saber si esta falta es la 
del derecho común, y cuál es este derecho común. 

En las posteriores sentencias, la Corte se refiere á la vez 
al ar t . 68 de la ley de ventoso y al a r t . 1,383 del Código 
Civil; las sentencias atacadas decidían, la una que había cul-
pa grave, y la otra que había negligencia. (2) Además, la 
Corte no explica en qué grado de culpa obliga á los notarios; 
pero como invoca el ar t . 1,38S, debe concluirse que en su 
mente, los notarios están sometidos al derecho común y que 
este derecho es el de los,arts. 1,382 y 1,383. Esto es lo que 
dicen terminantemente las últimas sentencias de la Corte. 
Una de estas sentencias explica la palabra si ha lugar del 
art . 68, en el sentido que la ley traaslada al derecho común, 
según el cual debe haber perjuicio para qu& la parte pueda 
reclamar da Jos y perjuicios; lo que es de evidencia. (3) 

I Denegada, Sala Civil, 27 de Noviembre de T837 (Dalloz, en la 
palabra Responsabilidad, núm. 304). 
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Hay que agregar que el ar t . 68 tran sia da el derecho común 
en lo quo se refiere á~la culpa. Begfin la Corte de Casación, 
el derecho común aplicable á los notarios, es, pues, la res-
ponsabilidad que procede de un delito ó un cuasidelito. 

Hé aquí el caso notable de una de estas sentencias. U n tes-
tamento había sido declarado nulo por razón del parentesco 
de uno de los testigos con el legatario; no fuó el notario 
quien había escogido al testigo, le había sido presentado por 
el testador; su culpa consistía en haberlo aceptado sin h a -
berse prèviamente informado de su capacidad ó idoneidad. 
En derecho, la Sala de Requisiciones resuelve que, según 
el ar t . 68 de la ley de ventoso, los notarios pueden, en ca -
s i de nul idad de sus actas, ser condenados á daños y p e r -
j licios, y que el art. 1,383 declara á cada uno responsable 
por el daño que causa por su negligencia ó su imprudencia. 
L a Corte agrega que pertenece á los jueces del fondo apre-
ciar si hubo culpa por negligencia ó por imprudencia. (1) 

¿Es realmente verdad que el derecho común, en lo que se 
refiere á la responsabilidad de los notarios, sea el de los ar-
tículos 1,382 y 1,383? Y a hetnos contestado A esta pregun-
ta (núm. 506). El sistema de la Corte de Casación conduce 
á una severidad que parecerá excesiva; los notarios pueden 
aer arruinados por la menor negligencia, por la menor im-
prudencia; no pueden invocar ninguna excusa, salvo la del 
caso fortuito; y no puede tratarse mucho de fuerza mayor 
e n m a t e r i a de nul idad de actas. Es verdad que la Corte 
agrega que los jueces del hecho apreciarán si hubo negli-
gencia ó imprudencia; pero si el juez permanece fiel á la teo-
ría de los cuasidelitos, deberá pronunciar daños y perjuicios 
por la culpa más leve. Es bien seguro que n o l o ha r á asi. 
Tendrá , pues, que colocarse más allá de la ley para corre-
gir sus defectos. Esta consideración bastaría para hacer des-

1 Denegada, 5 do Febrero de 1872 Dallos, 1872. 1, 225). Comuá 
rege Denegada, 17 de Julio de 1872 (D«lloz, 1873, 1, 87). 

e c h a r l a d o c e n a d e l a C o r t e d e C a s a c i ó n . N u e s t r a o p i n i ó n 

conduce al mismo resultado de hecho, pero esto es por una 
vía más jur ídica Nosotros no decimos al juez: Los notarios 
no responden por .su más leve culpa; no son culpables de un 
cuasidelito, responden por la inejecución de las obligaciones 
que contraen hácia sus clientes- la falta por la que está obli-
gado todo deudor, la falta quecos legistas conocen con el 
nombre de culpa leve in abstracto. Hó aquí el verdadero de-
recho común, cuando se trata de obligaciones convencio-

5 1 0 . L a l e y d e v e n t o s o s o l o h a b l a d e l a r e s p o n s a b i l i d a d 

que tienen los notarios por razón dé la nulidad de sus actas. 
7 f r á n

L 7 e t l d o ^ otra responsabilidad en calidad de 
oficiales públicos? ¿Se limita su misión á ser redactores pa-
«vos de la voluntad de las partes? Nó; no sucede así, ni de 
hecho ni de derecho. Hay actas para cuya existencia la lev 
exige la intervención de un notario, tal como la constitución 
de hipoteca. La razón es que las partes, aunque fueran le-
tradas, ignoran las más sencillas nociones de derecho y son 

e x t r a ñ a s á l a p r á c t i c a d e l o s n e g o c i o s . E s , p u e s , n e c e s a r i o 

que los oficiales públicos vigilen por sus intereses, es en ellos 
que flan las partes; la convención que interviene entre ellos 
7 sus clientes comprende no solo la redacción del acta, sino 
Umb.én las medidas de precaución que á ella se ligan N a -
da dirémos por ahora de las consecuencias pei judiciales que 
pueden resultar para los clientes de las actas que hacen los 
notarios; éstos no son responsables de ellas sino 4 t í tulo de 
mandatarios, como lo dirémos más adelante. Pero la mis-
ma acta que el notario se encargó de redactar, la hipoteca, 
ex ge informaciones y garant ías sin las que el prestamista 
arriesga perder su capital. ¿Quién comprueba la existencia 
g e s t a s garantías s ino el notario? E í inmueble en en el que 
i h i p o t e c a va á ser acordada está ya g ravado de inscripcio-

n ° toca a l n o t a r i o e l Peí i r el certificado de inscripcio-
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DE LOS DELITOS Y DE LOS CUASIDELITOS. COI 
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I Denegada, 4 de Mayo de 1868 (Dallos, 1871,1, |46) 
Í v 8 ' 4 ¿e Dic>enibre de 1865 (Dalloz, 1856, 2, 74) 
3 Nancy 23 de Abril de 1864 (Dalloz 1 8 6 5 % « S i * 

b.eja, 25 de Febrero de 1874 ( P o r i J ^ i i ^ n ] ^ C o m í > á r e 8 e 



biguas que se barian un lazo tendido á la buena fe de las par-
les y aun negar su ministerio á la que quisiera sorprender 
la religión de la o i r á . . (1) No es necesario decir que estos 
principios están sancionados por una condena á daños y 
perjuicios, si no las palabras serian vanas. 

Sin embargo, la jurisprudencia está indecisa; hay senten-
cias que resuelven que el notario no es responsable como 
consejero. (2) En el título Del Mandato diremos cuál es la 
responsabilidad l igada á los consejos que sedan. Estos prin-
cipios son extraños á la cuestión que discutimos; se trata de 
saber si el notario da consejos de buena fe (3) ó si las par-
tes necesitan de sus consejos; (4) debe i lustrar á todas las 
partes que se presenten contra él; con más razón debe res-
ponder por los consejos donde toma la iniciativa, ordinaria-
mente en su propio interés. F u é sentenciado en este sentido, 
que el notario que inclina á su cliente á colocar un dinero 
sin mucha seguridad, por razón de insuficientes garantías 
hipotecarias de las que tiene conocimiento, es responsable 
del perjuicio que sufre el prestamista. L a Corte de Casa-
ción pronuncia la palabra dolo, y esta severidad era mere-
cida en el caso. El notario pretendía no ser responsable 
como oficial público, no pronunciando esta responsabilidad 
la ley de rentoso, ni como mandatar io ó gerente, visto que 
no había mandato ni gestión de negocios. La Corte no res-
ponde á esta defensa y ni siquiera cita un art iculo de la 
ley. (5) Es probable que la Corte funde la responsabilidad 
del notario á t í tulo de consejero, en los arta. 1,382 y 1,383; 

este es el sistema general de la jurisprudencia, aun cuando 
hay mandato extranotarial . 

i en la pa le ra 

^ C ^ ' ^ F ^ o d l ^ ^ ¡ D a U o z , 1*57, 2. 1511 
4 Denegada^ 6 de Julio de 1870 5 5 l 0om-
5 Denegad» 29 de Diciembre de 1847 \Dalloz l8lS l 

p á r e S u c £ ' l 6 de Agosto de 1870 (Dalloz, 1872, 5, 331, núrn.25). 

512. La convención que interviene entre el notario y su 
cliente solo concierne al acta que el oficial público debe r e -
cibir; es ext raña á las consecuencias de esta acta; si se la 
quiere llamar mandato, es un mandato limitado, análogo á 
aquel que recibe el escribano. De esto resulta que el nota-
rio no está obligado como ta l , á vigilar el cumplimiento de 
las condiciones necesarias á la conservación de los derechos 
de las par tes . (1) 

El notario redacta una acta de venta; no está obligado á 
hacer la transcripción del acta . Esto es negocio del com-
prador. Así mismo, el notario que recibe una acta de hipo-
teca, no está obligado á hacer la inscripción hipotecaria. Es-
to es asunto del acreedor. Si, pues, la parte interesada des-
cuida d e cumplir con estas formalidades, no tendrá acción 
contra el notario, por razón del perjuicio que le resulte; pe-
ro si está lesionada es por culpa suya y no por culpa del 
notario; éste no puede s»r responsable p o r ' n o haber hecho 
le que no tenía calidad para ha^er. 

P e r o sucede frecuentemente que el notario reciba man-
dato especial para asegurar U acción del acta. No hay que 
decir que en este cas > es responsable como todo mandata-
rio. Así, el notario encargado de hac«r la inscripción de una 
hipoteca es responsable si la inscripción e» anulada por r a -
zón de una irregularidad que se halle en el documento que 
entregó al conservador de las hipotecas. (2) También es res-
ponsable si hizo la inscripción tardíamente; es decir, en una 
época en que no podía ser hecha con validez. (3) Si el no-
tario está encargado de conservar los derechos del compra-
dor ó del donatario, estará obligado á los daños y perjuicios 
si no opera la transcripción. (4) Las estipulaciones de que 

T Denegada, 19 de Marzo de 1856 (Dalloz, 1857, 1, 156;. Bruae 
las. 7 de Abril de 1857 {Paiicrxsia, 1857, 2. 353). 

2 Ni mee, 5 de Febrero y 27 de Junio de 1849 (Dalloz, 1850.1.266 
y i¿67). 

3 Denegada, 14 de Febrero de 1855 (Dailoz, 1*55, 1, 170). 
4 Rooen, 24 de Noviembre de 1852 "Dalloz, 1854. 2, 75). 



el notario recibirá el precio de las venias que se hacen me-
diante su ministerio son muy usuales; responderá por la eje-
cución de este mandato tal cual le f u é dado. (1) 

El notario que recibe un mandato tiene una doble res -
ponsabilidad: Es responsable «orno oficial público y como 
mandatario. Esta última responsabilidad puede ser más ex-
tensa que la primera y más peligrosa; de ahí frecuentes d e -
batea acerca de la cuestión de sab^r si el notario recibió 
mandato.. Lo que complica la dificultad, es que el mandato 
puede ser tácito, y lo es á menudo entre el notario y su clien-
te. ¿Cómo se prueba el mandato expreso ó tácito? Según el 
derecho común, nada hay que decir, puesto que la ley lo 
deroga. Las cuestiones de prueba son siempre difíciles. He-
mos expuesto los principios generales en el t i tulo De las Obli-
gaciones, y los aplicarómos al mandato al explicar el ti tulo 
que es el sitio de la materia. 

513. Los tribunales admiten fácilmente el mandato dado 
al notario; las partes ext rañas á la práctica de los negocios 
se atienen de costumbre á lo que hace f l oficial público, y 
éste tiene interés, porque estos mandatos son para él la fuen-
te de provechos más^considerables que los emolumentos de 
funciones de notario. Pero cuando se t rata de responsabili-
dad, el notario está interesado á contestar la existencia del 
mandato expreso ó tácito. Si no hay mandato , puede haber 
gestión de negocios. El principio es incontestable. El nota-
rio puede ser gerente de negocios como cualquiera persona. 
Pero hay condiciones requeridas para que haya cuasicon-
t ra to de gestión de negocios, y hay que confesarlo, los t r i -
bunales no lo atienden mucho cuando se trata de los nota-
rios; desde que ven que el notario gestiona los intereses de 
su cliente, lo declaran responsable como gerente. Abundan 
las inexactitudes y los errores en esta materia; debemos.se-

1 Mete, ríe Junio de 1R22 (Dalloz, en la palabra Respontabili-
dad, núra. 345, 4"). Lyon, 1# de Diciembre de 1853 (Dalloz, l*.">5, 
5,392). 

Balarlos, porque los principios están en causa y el objeto de 
nuestro trabajo es establecer principios seguros. 

Un notario recibe una ac t a de préstamo; el solicitante es 
insolvente. El oficial público fué declarado responsable por 
la insolvencia, sin que hubiese mandato: Se había hecho el 
agente del prestamista, dice la Corte de Casación, haciendo 
de las consecuencias de este préstamo su propio negocio. 
Esta definición de la gestión de negocios es ya muy extraña; 
los motivos para decidir lo non aun más. Desde luego, el 
notario había guardado silencio acerca de la situación hipo-
tecaria y matrimonial del solicitante, aunque le fuese com-
pletamente conocida, porque había anter iormente rehusado, 
á ocasión de otro préstamo, garantizar la solvencia del mis-
mo solicitante. En^iues t ro concepto, este notario había fal-
tado á sus deberes de oficial público; pero no había, en este 
primer hecho, un elemento de gestión de negocios; al contra-
rio, debe concluirse que el notario, habiendo rehusado una 
primera vez garantizar la solvencia del solicitante, no p re -
tendía garantizarla en el nuevo préstamo; luego no enten-
dió obligarse como gerente de negocios, y no púede haber 
cuasicontrato sin que aquel que gire tenga intención de 
obligarse. ¿Había siquiera gestionado? E l prestamista, sim-
ple obrero, debe ser presumido, dice la Corte de Apelación, 
haber descansado en el notario. Harémos á u n lado la cues-
tión de prueba, que fué t ra tada en o t re lugar; por ahora se 
trata de saber si los hechos comprobados por la Corte impli-
can una gestión de negocios. La Corte admi te que el no ta -
rio quizo gestionar y que el prestamista lo consintió; si así 
fuera, hubiera concurso de consentimiento y , por lo tanto, 
contrato y no cuasicontrato. En fin, la Corte se prevalece 
de que se había elegido como domicilio el estudio del nota-
no para la ejecución del contrato. (1) Tampoco es esto un 

1 D e n e g ^ 22 de Abril de 1856 (Dftlloz, 1856, 2,247). Compáre 
Denegada, 8 de Diciembre de 1874 (Dalloz, 1874, 1,312). 



hecho de gestión, y si fuera aún, habría que decir que i m -
plica concurso de voluntades y que, por consiguiente, es un 
contrato. Creemos que en el fondo la Qprte juzgó bien, p e -
ro en lugar de motivar su decisión en mi cuasidelito, era 
más sencillo y más jurídico fundarla en la convención i n -
tervenida ent re el cliente y el notario. 

H a sido resuelto qu6 el notario es gerente de negocios 
cuando se ha entrometido por una de las partes en la n e -
gociación de un préstamo y que prometió no descuidar na-
da para !a entera seguridad del prestamista. En consecuen-
cia, la Corte lo declaró responsable porque había descuida-
do de comprobar si los bienes dados en garantía habían si-
do enajenados en virtud de un contrato registrado. (1) Es 
seguro que el notario era responsable, p$ro lo era en virtud 
de una convención expresa, puesto que habí* ofrecido, y es-
ta promesa había sido aceptada; luego no había cuasicontra-
to. La Corte parece creer que el notario era agente de ne-
gocios, porque había tomado la iniciativa del negocio. ¿Pe-
ro qué importa de quién venga la oferta , desde que hay 
concurso de voluntadas? 

F u é est ipulado en una acta de venta que los pagos se ha-
rían en el estudio del notario que recibió el acta, primero 
en manos de los acreedores inscriptos á los que la delegación 
era hecha por el vendedor, y después en manos del mismo 
vendedor. La Corte de Paria resolvió que el notario se en-
contraba á consecuencia de esta estipulación,gerente de ne-
gocios de los acreedores. Esto sería admisible si áó hubiera 
n inguna relación entre el notario y los acreedores, pero 
consta en la sentencia que el notario se estaba en correspon 
dencia con ellos; había, pues, concurso de voluntades y, por 
lo tanto, mandato. (2) 

1 Douai, 28 de Enero de 1840 (Da'doz, en la palabra Responsabili-
dad, núm. 355, 5») 

2 Parie, 13 de Enero de 1865 (Dalloz. 1865, 2,.142> 

Algunas veces las cortes admiten á la vez, y como esco-
gido, la existencia de un mandato ó una gestión de negocios; 
lo que parece implicar que, en su mente, escoger es indife-
rente. El error sería evidente; hemos establecido más atrás 
(núms. 311 y 318) las diferencias considerables que existen 
entre la gestión de negocios y el mandato. Impor ta , pues, 
precisar si hay contrato ó cuasicontrato. Se lee en una sen-
tencia de la Corte de Poi t ie rs : 1 »Cuando en lugar de l imi-
tarse á dar la forma auténtica á la voluntad de las partes 
contratantes, el notario se hace preparar, concluir y ejecutar 
la convención, el agente ó el mandatario de una de las p a r -
tes, en este caso, se somete á las obligaciones que proceden 
de la gestión de negocios ó del mandato, y se vuelve respon-
sable por las faltas que pueda come te r . " (1: E s imposible 
que haya á la vez mandato y gestión de negocios; es contra-
dictorio. E n el caso, había mandato; esto está demostrado por 
la requisitoria del procurador general,- y e s inútil insistir en 
ello. 

Solo hay gestión de negocios cuando el notario hizo el 
negocio de su cliente sin que haya intervenido ent re ellos 
ninguna convención expresa ni -tácita. (2) En cuanto á las 
condiciones requeridas para que haya gestión de negocios, 
transladamos á lo que f u é dicho acerca de los cuasicontra-
tos (núms. 320, 325). 

514. ¿Cuál es el grado de culpa por el que está obligado 
notario, como mandatario ó como gerente? Acerca de es-

te punto la confusión es también muy grande en la ju r i s -
prudencia Los principios son, sin embargo, incontestables. 
1.a ley determina la responsabilidad del mandatario, así co-
mo la del gerente; no hace excepción cuando se t rata de los 
notarios; lueg o éstos están sometidos al derecho común, tal 

1 Poitiers, 30 de Jnnio de 1847 (Dalloz, 1847, 2, 190). 
2 Denegada, 20 de Julio de 1851 (Dalloz, en la palabra Arresto, 

ajm. 227, Io). N-n«-.y. io de Jnnio de 1835 (Dalloz, en la palabra 
Mandato, n ú m . 13, 3"). 



romo lo hemos expuesto eo el título De las Obligaciones; 
es decir, que incurren en la responsabilidad que resulta 
del contrato (1) ó del cuasicontrato. No puede tratarse de 
la responsabilidad de los ar ts . 1,382 y 1,383, puesto que 
hay contrato y cuasicontrato entre las parles. Sin embargo, 
la Corte de Casación, para determinar la responsabilidad 
del notario como mandatario, cita ó la vez el art . 1,992 y el 
ar t . 1,382, (2) lo que es contradictorio, pues que el articu-
lo 1,992 establece el principio de la culpa leve, mientras 
que el art . 1,382, combinado con el 1,383, establece el prin-
cipio de la culpa la más leve. Igual confusión en caso de 
gestión de negocios; la Corte, al declarar responsable al no-
tario como gerente , invoca á la vez los art ículos 1,374 y 
1,382, (3) aunque consagren una responsabilidad diferente. 
H a y sentencias más exactas que aplican al notario la res-
ponsabilidad convencional. (4) Hemos dicho muchas veces 
que esto no es cuestión de palabras. La responsabilidad con-
vencional es menos severa, y es lo que ¡carece olvidarse en 
la práctica. En el foro, se citan regularmente los arts. 1,382 
y 1,383 cuando se trata de una f i l t a cometida en la ejecu-
ción de un contrato; esta costumbre es tan arraigada que los 
sentencistas, en los resúmenes que hacen, citan los artícu-
los 1,382 y 1,383 cuando la sentencia solo habla de la res-
ponsabilidad resultando del mandato. (5) L a exactitud es 
siempre de rigor; es, sobre todo, necesaria en materia de cul-
pas, puesto que el grado de éstas difiere en los contratos y 
en los delitos y cuasidelitos. Resulta de la costumbre que t iev 

nen los prácticos de invocar siempre los arts. 1,382 y 1,383, 

1 Debe verse si el notario es un mandatario asalariado Denega-
da. 14 de Enero de 1856 (Dalloz, 1856, 1, 456). 

2 Denagada, 25 de Noviembre de 1872 íDalloz, 873 1, 134). 
3 Denegada, Sala Civil, 19 de Mam» de 1845 (TJallez, 1845 1.187| 
4 Denegada. 23 de Noviembre de 1843 (Dalloz, en 

ponMidZd, núm. 346, l°)y 9 de Julio de ,872 (D. loz l873. l W 
5 Nos limitarómos á oitar un e.iemplo: Denegada, 14 de *eore™ 

de 1855 (Dalloz, 1855, 1,170), y la nota del sentencíala. 

que los jueces estarán inclinados á t ra ta r más severamente 
á los notarios mandatarios ó gerentes que lo hubieran sido 
si hubieran aplicado la responsabilidad convencional. 

¿Es responsable el mandatario de un error de derecho? Ha 
sido resuelto que el notario responde por el error de dere-
cho cuando es mandatario; decisión muy justa, puesto que se 
trata de un negocio jurídico y que el notario es hombre de 
ley. (1) Pero es i r demasiado lejos al hacer al notario respon-
sable cuando se trata de un punto de derecho controvert i -
do. Si 1» controversia es seria, el notario es excusable, mien 
tras que no lo será si se le aplica la responsabilidad de la 
más leve culpa. (2) 

515. En nuestra opinión, la responsabilidad de los funcio-
narios y oficiales ministeriales, está en todo sometida al de-
recho común. P a r a la falta de que acabamos de hablar , esto 
está más ó menos controvertido. El art. 1,382 exige una se-
gunda condición para que haya hecho perjudiciable, es que 
el perjuicio causado lo sea por una falta. Y la misma con-
dición está exigida en materia de obligaciones convenciona-
les; no se concibe acción por perjuicios sin que haya un da-
ño que reparar. L a condición del perjuicio es, pues, esencial. 
Ha sido sentenciado que si un fallo condena á daños y per-
juicios sin comprobar el daño, hay lugar á casación. (3) 

E l principio es incontestable, y la aplicación no presenta 
sino dificultades de hecho. (4) Nos limitarémos á citar como 
ejemplo un caso que se ha presentado varias veces. Un eje-
cutor notifica tardíamente un acto de apelación, en el que 
el acta es irregular; el apelante forma una acción por daños 
y peijuicios contra el oficial negligente. L a culpa es segura, 

1 Denegada, 19 de Junio de 1850 (Da'loz, 1850,1, 308). 
2 Compárese Poitiers, 30 de Junio de 1847 (Dalloz 1847, 2, 190) 
3 Casación 6 de Febrero de 1855 ('Dalloz, 1855, 1, 133;. 
4 Véase ]a jurisprudencia en cnanto A loa escribano», en el Ruperto 

no de Dalloz. en Ih palabra Re*pon*abiMad, níimfc-462 163, v 464 v 
en cuanto A I«»e ejecutores, ilidn urtm». 478-481. 
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pero ¿hay perjuicio para el apelante por >1 sote-he«h> de ser 
privado de los beneficios del doble grado de jurisdicción? 
No, si es seguro que la Corte hubiera mantenido la senten-
cia de la primera instancia. Sí, en el caso en que la Corte 
hubiese reformado la sentencia del primer jilez. De esto re-
sulta que la Corte de Apelación, ante la que la acción por 
responsabilidad nstá llevada, debe examinar la sentencia, y 
según resultado de este exámen, acordará ó negará los da-
ños y perjuicios. (1) Aunque los rehusase, debe condenar al 
ejecutor á las costas de la acción dirigida contra él, pues es-
tos gastos han sido ocasionados ppr culpa suya. (2) 

I 
§ I I I . — X J A 8 PROFESIONES LIBERALES. 

516. El principio délos arts. 1,382 y 1,383 ¿*e aplica á 
las que ejercen una profesión liberal tal como el arte de cu-
rar? Apenas si debe presentarse esta cuestión. "Estos artí-
culos, dice la Corte de C^ación, contienen una regla gene 
ral, la de la inmutabilidad de las culpas y de la ne- esidad 
de reparar el daño que se ha causado, no solo por su hecho 
propio sino también por negligencia y por imprudencia. 
Cualqui-ra persona, cualquiera que sea su situacióu ó p r o ^ 
fesión, está sometida á ¿ s t a regla, que no comprende v e n -
ción otra que las nominativamente formuladas por la ley. (3) 
La Corte establece este principio á ocasión de la responsabi-
lidad de los médicos. Que los médicos sean responsable, 
nunca ha sido seriamente contestado. (4) Pero es difícil 
precisar la cau*a de la responsabilidad. La Corte de Bruse-
las dice muv bien que* sería tan injusto como irracional 
c o n c l u i r de los arts. 1,382 y 1,383 que los médicos respon-

í Nanov. 27 de Diciembre de 1851 ^Dalloz, 1855. 2, 203). Mo"; " 
pellier, 13 de Enero de 1854 (Dalló*, 1855, 2," 211). Anger* -le 
Enero de 1862 (Dalloz, 1802, 2 37,. 

2 Nimes, 10 de Febrero ae 18^9 (Dalloz, 1859. 2, 139). 
3 Denegada, 21 de Jul io de 1862 (Dalloz, 1862. 1 149, 
4 Aubry y Rau, t. VI , pág. 756. j ñora 9 del pfo. 44b. 

den siempre porjas medicinas por pilos empleadas ó prescrip-
tas; y que por otra part~; sería tan absurdo como contra-
rio á-la ley sostener que no responden en ningún caso, por 
grave que sea y por grande que haya sido su imprudencia ó su 
impericia. ¿Cuándo, pues, es responsable el médico, y cuándo 
no lo es? El juez^olo tiene una regla, la debe aplicar, es la de 
los arta. 1,382 y 1,383. fin el caso juzgado por laCortede Bru-
selas, el demandante había sido admitido á probar que la 
pérdida del brazo de su hijo debía spr atribuida á la impe-
ricia y negligencia del médico. (1) Eito es decir que los mé-
dicos están sometidos al derecho común; son responsables 
cuando causan un perjuicio por su culpa. El perjuicio es 
desgraciadamente d e m a s i é seguro en estos aflictivos deba-
tes; en cuantQ á la culpa, el Tribunal la apreciará. Esto es 
una cuestión de hecho que se ensayaría vanamente en re -
solver en teoría. En el negocio resuelto por la Corte de Casa-
ción, el procurador general Dnpin dijo con este propósito: 
"Es imposible establecer de una manera general, el limite 
de la responsabilidad de los médicos. Al juez toca apreciar-
la y determinarla en los diferentes casos, según los hechos 
y circunstancias que pueden variar hasta lo infinito, no per-
diendo nunca de vista este principio fundamental que siem 
pre debe servirle de guía: que para que un hombre sea res-
ponsable de su profesión, es preciso que haya una culpa en 
su acción, ya sea que l e^aya sido posible, con más vigilan-
cia de sí mismo ó de sus actos, de evitarla, ya sea que el he-
cho que se le reproche, sea tal que no le fuera permitido la 
ignorancia de su profesión en este punto. A los tribunales 
toca hacer esta apreciación con dicemimientc, dejando a 
la ciencia toda la latitud de que necesita, pero dando á la 
justicia y al derecho todo lo que le pertenece." (2) 

1 HrusfelaV »2 de Enero »1« 1828 [Paríerisia, 1828, pág. 14). 
2 Requisitoria do Dupin «>gún la «entenciH do denegada de 18 

de Jnnío de 1835 (Dalloz, en la palabra Retpontabüidaii, núin. 129,2*) 
to l inar , 10de J n l i o d e 1850(Dalloz, 1852,2, 196). Sentencia del Tr. 



pero ¿hay perjuicio para el apelante por >1 solO-hech> (le ser 
privado de los beneficios del doble grado de jurisdicción? 
No, si es seguro que la Corte hubiera mantenido la senten-
cia de la primera instancia. Sí, en el caso en que la Corte 
hubiese reformado la sentencia del primer jilez. De esto re-
sulta que la Corte de Apelación, ante la que la acción por 
responsabilidad está llevada, debe examinar la sentencia, y 
según resultado de este exámen, acordará ó negará los da-
ños y perjuicios. (1) Aunque los rehusase, debe condenar al 
ejecutor á las costas de la acción dirigida contra él, pues es-
tos gastos han sido ocasionados ppr culpa suya. (2) 

I 
§ I I I . — X J A 8 PROFESIONES LIBERALES. 

516. El principio délos arts. 1,382 y 1,383 ¿-e aplica á 
los que ejercen una profesión liberal tal como el arte de cu-
rar? Apenas si debe presentarse esta cuestión. "Estos artí-
culos, dice la Corte de C^ación, contienen una regla gene 
ral, la de la inmutabilidad de las culpas y de la necesidad 
de reparar el daño que se ha causado, no solo por su hecho 
propio sino también por negligencia y por imprudencia. 
Cualquiera persona, cualquiera que sea su situación ó p r o ^ 
fesión, está sometida á¿* ta regla. que no comprende v e n -
ción otra que las nominativamente formuladas por la ley. (3) 
La Corte establece este principio á ocasión de la responsabi-
lidad de los médicos. Que los médicos sean responsable s 
nunca ha sido seriamente contestado. (4) Pero es difícil 
precisar la cau*a de la responsabilidad. La Corte de Bruse-
las dice muv bien que* sería tan injusto como irracional 
c o n c l u i r de los arts. 1,382 y 1,383 que los médicos respon-

í Nanov, 27 «le Diciembre de 1851 (Dallo/., 1855. 2, 203). Ajon--
pellier, 13 de Enero de 1854 (Dalló*, 1855, 2," 21l) . Anger* 2.» •>« 
Enero de 1862 (Dalloz, 1802, 2 37,. 

2 Nimes, 10 de Febrero ae 18^9 (Dalloz, 1859. 2, 139). 
3 Denegada, 21 de Julio de 1862 (Dalloz, 1862. 1 149, 
4 Aubry y Kan, t. VI , píig. 756. j ñora 9 del pfo. 440. 

den siempre porjas medicinas por pilos empleadas ó prescrip-
tas; y que por otra part- ; sería tan absurdo como contra-
rio á la ley sostener que no responden en ningún caso, por 
grave que sea y por grande que haya sido su imprudencia ó su 
impericia. ¿Cuándo, pues, es responsable el médico, y cuándo 
no lo es? El juez^olo tiene una regla, la debe aplicar, es la de 
los arta. 1,382 y 1,383. fin el caso juzgado por laCortede Bru-
selas, el demandante había sido admitido á probar que la 
pérdida del brazo de su hijo debía spr atribuida á la impe-
ricia y negligencia del médico. (1) Esto es decir que los mé-
dicos están sometidos ai derecho común; son responsables 
cuando causan un perjuicio por su culpa. El perjuicio es 
desgraciadamente d e m a s i é seguro en estos aflictivos deba-
tes; en cuantQ á la culpa, el Tribunal la apreciará. Esto es 
una cuestión de hecho que se ensayaría vanamente en re -
solver en teoría. En el negocio resuelto por la Corte de Casa-
ción, el procurador general Dupin dijo con este propósito: 
"Es imposible establecer de una manera general, el limite 
de la responsabilidad de los médicos. Al juez toca apreciar-
la y determinarla en los diferentes casos, según los hechos 
y circunstancias que pueden variar hasta lo infinito, no per-
diendo nunca de vista este principio fundamental que siem 
pre debe servirle de guía: que para que un hombre sea res-
ponsable de su profesión, es preciso que haya una culpa en 
su acción, ya sea que l e^aya sido posible, con más vigilan-
cia de sí mismo ó de sus actos, de evitarla, ya sea que el he-
cho que se le reproche, sea tal que no le fuera permitido la 
ignorancia de su profesión en este punto. A los tribunales 
toca hacer esta apreciación con dicemimientc, dejando a 
la ciencia toda la latitud de que necesita, pero dando á la 
justicia y al derecho todo lo que le pertenece." (2) 

1 HrusfeiaV 12 de Enero »1« 1828 [Paríerisia, 1828, pág. 14). 
2 Requisitoria do Dupin según la «eutencia de denegada de 18 

de Jnnio de 1835 (Dalloz, en la palabra Retpontabüidaii, núin. 129,2*) 
to lmar , 10de Jn l iode 1850(Dalloz, 1852,2, 196). Sentencia d e l f r . 



Solo tenemos que hacer una observación; ésta" es acerca 
del punto de saber si la responsabilidad del médico está re-
gida por los arls. 1,382 y 1,383, ó si se le debe aplicar la 
regla del ar t . 1,137, concerniente á la responsabilidad con-
vencional. Lo que hemos dicho de los oficiales ministeriales, 
que prestan su ministerio en virtud de un contrato, prejuz-
ga nuestra opinión. No se puede negar que intervenga una 
convención entre el enfermo y el médico; éste responde, pues, 
de la ejecución de sus obligaciones. Es ta oposición, f u n d a -
da en el texto y en el espíritu de la ley (núms. 505-507), es-
tá también en armonía con la equidad; seria muy pel igro-
so declarar á los médicos responsables en virtud de los ar-
tículos 1,382 y 1,383, pues resj^nderíau por la menor i m -
prudencia. Para evitar esta consecuencia, se ha ensayado en 
distinguir los hechos del hombre y los del médico, declaran-
do al hombre por cualquiera culpa, mientras que el médico 
solo estaría obligado por las culpas graves. (I) 

Es inútil discutir esta distinción, pues no tiene fundamen-
to ni en el texto ni en los principios; la Corte fué quien la 
imaginó, olvidando que había principios legales acerca de la 
responsabilidad. H a y que escoger, ó la regla de la respon-
sabilidad convencional que es la de la culpa leve, ó la res-
ponsabilidad del cuasidelito que es la de la más leve culpa; 
la responsabilidad admitida por la Corte de Metz, no es una 
ni otra; es decir, que está fuera de ¿a ley. 

517. Un médico extiende un certificado comprobando que 
una persona está atacada de enajenación mental; por este 
certificado la persona entra en un hospicio. Esta pretende-
que hubo maldad ó imprudencia de parte del médieo. por 
consiguiente, hecho per judicable en el sentido de los artícu-
los 1,382 y 1,383. La demanda por daños y perjuicios fué 
desechada por lá razón decisiva que no había imprudencia 

bunal de Gray del 29 de Jnlio de 1873 (Dalloz, 1874. 5, 436). 
1 Meta, 21 de Mayo de 1867 (Dalloz, 1867, 2, 110). 

y mucho menos maldad (1) Se ha presentado o t ro caso en 
p a u t e ; no fué llevado ante los tribunales, pero importa h a -
cerlo notar , aunque no sea más que para citar la culpable 
ligereza con quea lganos médicos extienden los certificados 
que les son pedidos. Un marido, queriendo salir de ,su mu-
jer , hizo creer que estaba loca y pidió un certificado á un 

| médico; éste extendió dicho documento sin haber visto á la 
enferma, «in haber inquirido de su estado mental, y por la 
sola declaración <Í0 su marido. La mujer fué recogida en una 

l casa de salud. Afortunadamente un magistrado levantó un 
informe, y ordenó la inmediata puesta en libertad de la su-
puesta enferma; (2) el marido culpable tuvo que subscribir 
el compromiso de pagar una pensión alimenticia. Tenía un 

, cómplice, el médico, que por falta de queja, escapó del cas-
tigo que merecía. De seguro que había delito civil en este 

I I caso. 
E 

518. Se acusa algunas veces á los médicos de hacer ex-
perimentos en sus enfermos en provecho de la ciencia, hay 
que suponerlo, pero á expensas del paciente. El hecho se ha 

I presentado. Un estudiante interno de un hospicio, inoculó, 
. con permiso del jefe de servicio, á una joven enferma el pus 
j <le accidentes de sífilis constitucional. La inoculación tuvo 

por consecuencia l lamar accidentes sifilíticos. Por p romo-
l | ciones del Ministerio Públ ico , intervino una sentencia co r -
j reccional contra el estudiante y el jefe de servicio por h e -

ridas voluntarias. (3) No hubo acción civil. H é aquí la ex-
; periencia en el cuerpo del enfermo: esto es un delito Sin 
i «luda, el médico puede emplear un nuevo medio de curación, 
| pero se necesita para esto que el objeto esencial de la expe-

riencia sea el alivio del enfermo; no le está permitido hacer 

1 BriiRelHS. 2 d e D i c i o m b r e d e 1865 (Paticritia, 1866, 2, 175). 
- Hemos citad» ya esto heoho en el tomo V de estos Principio,, 

570; nám. 387. r 

I . 3 « r t i m w l Oorreooional d e L y o n , 15 de D i c i e m b r e d e 1859 (Da l -
s ltzi 18o9, 3, ^7). 



experiencias científicas en la persona confiada á su cuidado. 
Esto es tan evidente que es inútil i n s i s t i r Notemos u n a -
mente que, en el caso, hay responsabilidad en virtud de 1.» 
arta. 1,382 y 1,383, y no en virtud del a r t . 1.137. La e x -
perimentación en el enfermo no es un hocho con venció, .a.. 
es un hecho delictuoso que se prodüóe á ocasión de una 
convención. Resulta de esto que la responsabilidad, por ex-
periencia ilegal, es mucho más severa de lo que es en gene-
ral la responsabilidad del médico; lo que es muy justo. 

519 ¿Son responsables los abogados de los consejos que 
dan? l ia sido resuelto que el abogado no responde de * 
consecuencias de sus consultas, excepto el caso de dolo ó de 
fraude (V Esta fórmula es demasiado absoluta, por consi-
guiente, inexacta. Repetimos que solo hay dos principios de 
responsabil idad: el del ar t . 1,137 que hace responsable a 
todo deudor convencional de la culpa ligera, y el dfijos^ ar-
tículos 1,382 y 1,383, según los cuales e l a u t o r de «o da«» 
está obligado por su culpa la más ligera E n cuanto á la e 

p o t a b i l i d a d procediendo del dolo, no forma un p m 
part icular ; el juez tiene en cuenta el dolo cuando se t « t a 
de apreciar la extensión de los daños y perjuicios (artícu-
los M 50 y 1,151). H a y . pues, que decir que el abogado 
queda ba jo el imperio del derecho común. 

520 Los ministros de los cultos t ienen en Bélg.ca una 
extraña posición. No son funcionarios públicos, puesto que 
el Estado no interviene en sus nombramientos y en su in«-
Í \ T c l (Constitución belga, ar t . 16). Son individuos según 
se dijo en la discusión de la Constitución. (2) ^ 
e s t o s individuos reciben un sueldo del tesoro publico (Cons 
S belga, ar t . 117). El Estado les paga y no tiene n £ 
puna acción contra ellas. Pe ro cuando menos, quedan » 
h imperio del derecho común. El Tribunal d e Gante lore 

1 Bruselas, 7 de Abril de ^ ^ i g i c a . 
2 Véase mi Ihtmdio acerca de la Igletxa y « f-,uu 

solvió así. Un profesor laico estableció una escuela en un 
pueblo; este era su derecho. El cura denuncia en el pùlpi-
to á la nueva escuela con Ion más violentos términos», á la vez 
que los más injuriosos, diciendo que es una escuela con t ra -
ria á la religión. Queda entendido que toda escuela, en la 
que no domina el cura, es una escuela irreligiosa. Dijo tam-
bién que el profesor daba una instrucción contraria á la re-
ligión, y distribuía libros inmorales. ¿Cómo lo sabía el 
ra? La escuela solo serviría para la corrupción de las cos-
tumbres. (Odiosas imputaciones de su puro invento! 

El Tribunal de Gante dice que pertenece á los ministros 
del culto, como á todo ciu ladano, discutir el mérito de una 

• escuela, de favorecer su é j l t o , ó t rabajar en el éxito de una 
: escuela rival. Se podría, sin embargo, preguntar si los m i -

nistros del culto reciben un sueldo del Estado para decir 
* mal de las escuelas laicas, y p j r a enaltecer la enseñanza da-

. da por los frailes y las monjas. Se va rnás allá. Se pretende 
que los ministros del cul to tienen el derecho y aun el daber 
de señalará los fieles los establecimientos cuya enseñanza es, 
en su convicción, inmoral ó irreligiosa; loque equivale á decir 
que pueden impunemente calumniar á las esduelas laicas, 
puesto que pretenden tener el monopolio de la moral: los 
anales de los tribunales correccionales y de los jurados, com-
prueban cuál es el valor de estas pretensiones. El derecho 
«lelos ministros del cul to , ¿llegará hasta señalar desde el úl-
pito las escuelas que no les gustan ? En el caso, el Tr ibunal 
no contestó á la cuestión. Consta que el cura había c a l u m -
niado una escuela que aun no existía y señalado á la d e s -

. confianza de sus feligreses á un profesor á quien no conocía. 
Estas eran acusaciones ai aire que caían seguramente bajóla 
aplicación de los arts. 1,382 y 1,383. (1) 

.521. La cátedra llamada de verdad resuena algunas v e -

1 Semencia del 13 de Agosto de 1369 (Bilaica judicial, 1869, p*_ 
fina 1,211). Compárese el núiu.403. 



d e l i t o s y u u a s ! d e l i t o s . 

ees con acusaciones calumniosas. Una de estas calumnias 
procede desde aquel que, en -u ceguedad, la Iglesia procla-
mó infalible. El Papa Pió IX califica al matrimonio civil 
de concubinato. (1) Esto es un insulto á la ley, «pie some-
tería al ministro del culto á la pena citada por el Código Te-
nal, si se permitiera decirlo en el pulpito (art. 268). Ha su-
cedido que un cura acusó en un pulpito á unos esposos civil 
mente casados, de vivir en concubinato. Condenado por el 
Tribunal de Dinant, el culpable interpuso apelación. El 1 n-
bunal mantuvo la sentencia; transcribimos los motivos de la 
resolución: "Visto que las expresiones injuriosas y difama-
torias que acompañan esta difamación, no permiten mngu 
na duda acerca de la malvada intención que inspiraba al 
apelante; que las palabras vivir en concubinato expresan el 
hecho de cohabitación entre personas no casadas; que impu-
tando este hecho á esposos casados civilmente, bajo el im-
perio de nuestras leves, que solo conocen el matrimonio ci-
vil el apelante dirigió contra ellos una acusación falsa de 
naturaleza á suscitar contra ellos el desprecio de los conciu-
dadanos, reuniendo, en una palabra, todos los caracteres de 
fa calumnia. Visto que la calumnia es tanto míts grave cuan-
to que el carácter sagrado de que el apelante e*tá revesti-
do, da mavor peso á sus palabras, h (2) 

El Tribunal no admitió las circunstancias atenuantes ale-
gadas por la defensa. Aunque no hubiese presentado los ca-
rácter, s déla calumnia, siempre hubiera constituido un de-
lito civil, en el sentido del art 1,382. Así, lo que par* 
católicos es un doema, es un delito para la ley Hasta abí 
llega la oposición que el ultramontanismo crea entre el orden 
religioso y el orden ¿MI. Ya no hay nada de común entre 
la gente de iglesia y el mundo laico, ni siquiera la noción 

1 Véase mí Estudio acerca de la Iglesia y el Estado 'en Bélgica, J «»• 

^ 1847 M * * . * » « 1 8 4 7 , * 
oa 453;. 
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' d * (
r e c h a A n t a ñ o >08 periódicos católicos celebraban una 

decisión pronunciada en el Canadá por el juez Routphier y 
ponía á este magistrado en las nubes como al más profun-
do de los jurisconsultos. Hé aquí de que se trataba. El cu-
ra de una parroquia había dicho en el pulpito: «Hav en es-
ta parroquia un hombre que tuvo la audacia de pedir al con-
wjo municipal una licencia para vender licores embriagan-
tes. Y o prohibo que se le conceda, éste es un perezoso^ue 
vive á vuestras expensas y engorda con vuestro sudor. Tie-
ne una casa de desorden que es un escándalo psra la parro-
quia. Hay que sacarlo de ella. No le deis valor, arruinad-
lo, este es el mejor modo de deshacerse de él.« El juez hubie-
ra podido alagar las circunstancias atenuantes; hizo mucho 
más: Decidió que estas palabra«, haciendo parte de un ser-
món pronunciado en la Iglesia, el cura no era responsable 
sino ante sus superiores eclesiásticos. Esto era resucitar la 
inmunidad eclesiástica celebrada antaño como un derecho 

•divino, defecho divino fundado en la ignorancia que arrui-
na al hombre social en su base. La sentencia fué apelada y 
reformada. Fué esta obra de un obscuro tenebrión, la que 
la prensa ultramontana exaltó. Uno de los jueces de apela 
ción, como es de uso en el Canadá, motivó públicamente su 
voto. "La sentencia, dijo, asienta en principio las opiniones 
ultramontanas las más exageradas y las más irracionales 
pretensiones que harían retroceder á la sociedad y la su' 
-nergerían en el intolerable absolutismo de u , a edad que 
lia desaparecido y que no debe volver.« (1) Nó, esta edad 
de obscurantismo y de dominación clerical no volverá Aque-
llo* que se nutren con estas esperanzas insensata-, son unos 
verdaderos ciegos. Este es el caso de decir con el poeta 
Quos vult perdere Júpiter amentat. , 

1 Bélgica judicial, 1875, pftgg. 417 420. 
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SECCION V.—Consecuencias de los delitos y de los 
cuasidelitos. 

§ I . — D E LOS DAÑOS Y PERJUICIOS. 

Núm. 1. Principio. 

522. El art. 1,382 establece el principio: »Cualquiera he-
cho del hombre que cause peijuicio á otro, obliga á aquel 
á repararlo." ¿Qué se entiende por daño y , por consiguien-
te cuáles son los daños y perjuicios á que está obligado el 
autor del hecho perjudicial? El art . 1,149 contesta que los 
daños y p e r d i d o s debidos al acreedor son, en general, la 
pérdida que ha sufr ido y el provecho que se le quitó. E s -
te principio recibe su aplicación en materia de hechos per-
j u d i c i a l e s : La parte lesionada sufre una pérdida por el da-
ño que se le hace, y los gastos que debe hacer para reparar 
d icho daño; también se le priva del beneficio que el daño 
le impidió realizar, por ejemplo en caso de herida. Esto su-
pone un daño pecuniario; ésta puede ser también moral; da 
lugar á la acción ordinaria por daños y perjuicios (número 
395); luego á una reparación pecuniaria. Se ha objetado que 
la reparación no-está relacionada con la naturaleza de) h e -
cho peijudiciable, ni con el perjuicio que de él resulta. Es-
to es verdad, pero la reparación pecuniaria es la única a d -
m i t i d a por nuestra legislación. (1) 

523. Las reglas que establece el Código acerca de los d a -
ños y perjuicios en materia de obligaciones convencionales, 
; son aplicables á la acción por jas^onsabi l idad que nace de 
un delito ó de un cuasideli to! Nó, en tanto que estfc» reglas 
están fundadas en la existencia de una convención. Así, se-
gún los términos del ar t . 1,153, los daños y perjuicios solo 
¡on debidos cuando el deudor está apremiado de l lenar su 

1 A a b r y y R a a , t I Y , P á p 749 note 8 Pfo^ 445. Laropbiére, to 
mo V, pág. 705, núm. 27 ^Ed. B., t, III , pág. 429.) 

obligación; Ua razón está en que el apremio tiene precisa-
mente por objeto hacer constar la existencia del daño resul-
tando de inejecución de la obligación; desde luego, el apre-
mio es inútil en materia de hechíS» perjudiciables, suponien-
do que sea posible, pues lo más á menudo el daño está cau-
sado sin que la parte lesionada esté en medida de apremiar 
al autor del hecho; aunque la co*a fuese posible, no es n e -
cesario apremiar á nadie para impedirle que per jud ique : 
Biempre está uno apremiado de no perjudicar, dice muy bien 
la Corte de Casapión. (1) 

Los arta. 1,150 y 1,151 establecen una responsabilidad 
diferente, según que el deudor es de buena fe ó que es cul -
pable de dolo. Hay acuerdo en enseñar que esta distinción 
es inaplicable en materia de hechos perjudiciables. El autor , 
aunque fuera de buena fe, debe reparar el daño causado, ha-
ya ó no podido ser previsto. Si en las obligaciones conven-
cionales se distinguen los daños- intereses que se pudieran 
preveer cuando el contrato y los que no pudieron ser p r e -
vistos, esto es por la naturaleza misma de los daños y per-
juicios que resultan de una convención; se supone que las 
partes han convenido tácitamente que la responsabilidad no 
pasaría de los daños previstos; esto prueba que esta distin-
ción no tendría razón de ser en caso de delito ó cuasidelito, 
que implican la ausencia del concurso de voluntades y, por 
consecuencia, de toda previsión. (2) 

El ar t . 1,153 dice que los daños y perjuicios moratorio* 
nunca consisten sino en los intereses legales cuando la obli-
gación se limita al pago de cierta suma. Esta dispt«ición no 
se aplica á los hechos perjudiciables, porque el motivo en 

1 Casación, 30 de Noviembre de 1858 ¡(Dallo*. 1859, 1,30). Tran* 
helamos, en cuanto al principio y á las dificultadas qne presenta, a' 
títnlo De la* Obligaciones (t. XVI de mis Principio», pág. 446, núme 
r°2~Mourlon, t II, pág. 891, núm. 1,69«. Denegada de la Corte de 

' Casación de Bélgica, 3 de Mayo de 1861 (Paiicriria, 1861, 1, 397). 



SECCION V.—Consecuencias de los delitos y de los 
cuasidelitos. 

§ I . — D E LOS DAÑOS Y PERJUICIOS. 

Núm. 1. Principio. 

522. El art. 1,382 establece el principio: »Cualquiera he-
cho del hombre que cause peijuicio á otro, obliga á aquel 
á repararlo." ¿Qué se entiende por daño y , por consiguien-
te cuáles son los daños y perjuicios á que está obligado el 
autor del hecho perjudicial? El art . 1,149 contesta que los 
daños y p e r d i d o s debidos al acreedor son, en general, la 
pérdida que ha sufr ido y el provecho que se le quitó. E s -
te principio recibe su aplicación en materia de hechos per-
j u d i c i a l e s : La parte lesionada sufre una pérdida por el da-
ño que se le hace, y los gastos que debe hacer para reparar 
d icho daño; también se le priva del beneficio que el daño 
le impidió realizar, por ejemplo en caso de herida. Esto su-
pone un daño pecuniario; ésta puede ser también moral; da 
lugar á la acción ordinaria por daños y perjuicios (número 
395); luego á una reparación pecuniaria. Se ha objetado que 
la reparación no-está relacionada con la naturaleza de) h e -
cho perjudiciable, ni con el perjuicio que de él resulta. Es-
to es verdad, pero la reparación pecuniaria es la única a d -
mitida por nuestra legislación. (1) 

523. Las reglas que establece el Código acerca de los d a -
ños y perjuicios en materia de obligaciones convencionales, 
; son aplicables á la acción por jas^onsabi l idad que nace de 
un delito ó de un cuasideli to! Nó, en tanto que estfcs reglas 
están fundadas en la existencia de una convención. Así, se-
gún los términos del ar t . 1,153, los daños y perjuicios solo 
¡on debidos cuando el deudor está apremiado de l lenar su 

1 A a b r y y R a a , t I Y , P á p 749 note 8 pfo^ 445. Laropbiére, to 
mo V, pág. 705, núm. 27 ^Ed. B., t, III , pág. 429.) 

obligación; Ua razón está en que el apremio tiene precisa-
mente por objeto hacer constar la existencia del daño resul-
tando de inejecución de la obligación; desde luego, el apre-
mio es inútil en materia de hechíS» perjudiciables, suponien-
do que sea posible, pues lo más á menudo el daño está cau-
sado sin que la parte lesionada esté en medida de apremiar 
al autor del hecho; aunque la co*a fuese posible, no es n e -
cesario apremiar á nadie para impedirle que per jud ique : 
siempre está uno apremiado de no perjudicar, dice muy bien 
la Corte de Cas^ ión . (1) 

Los arta. 1,150 y 1,151 establecen una responsabilidad 
diferente, según que el deudor es de buena fe ó que es cul -
pable de dolo. Hay acuerdo en enseñar que esta distinción 
es inaplicable en materia de hechos perjudiciables. El autor , 
aunque fuera de buena fe, debe reparar el daño causado, ha-
ya ó no podido sar previsto. Si en las obligaciones conven-
cionales se distinguen los daños- intereses que se pudieran 
preveer cuando el contrato y los que no pudieron ser p r e -
vistos, esto es por la naturaleza misma de los daños y per-
juicios que resultan de una convención; se supone que las 
partes han convenido tácitamente que la responsabilidad no 
pasaría de los daños previstos; esto prueba que esta distin-
ción no tendría razón de ser en caso de delito ó cuasidelito, 
que implican la ausencia del concurso de voluntades y, por 
consecuencia, de toda previsión. (2) 

El ar t . 1,153 dice que los daños y perjuicios moratorio* 
nunca consisten sino en los intereses legales cuando la obli-
gación se limita al pago de cierta suma. Esta dispt«ición no 
se aplica á los hechos perjudiciables, porque el motivo en 

1 Casación, 30 «le Noviembre de 1858 ¡(Dallo*. 1859, 1,30). TranP 
ladámos, en cuanto al principio y á las dificultadas qne presenta, a' 
títnlo De la* Obligaciones (t. XVI de mis Principio», pág. 446, núme 
r°2~Mourlon, t II, pág. 891, núm. 1,698. Den tada de la Corte de 

' Casación de Bélgica, 3 de Mayo de 1861 (Paiicriria, 1861, 1, 397). 



que se funda es extraño al delito y al cuasidelito. Es impo-
sible estimar con cierta exacti tud el daño que resulta para 
el acreedor del retardo que pone el deudor en pagar lo que 
le debe, mientras que el autor del hecho peijudiciable está 
obligado á reparar,-se estima muy fácilmente. í«a jurispru-
dencia está en este sentido. (15 

Fué sentenciado que las daños y perjuicios por delito de 
fraude pueden exceder de los intereses legales de la suma 
debida por razón de este delito. En el caso, se t rataba de 
mercancías cuya venta y entrega habían sido obtenidas con 
ayuda de maniobras fraudulentas; el autor '?ué condenado á 
daños y perjuicios mayores que el interés legal del pre-
cio. (2) 

El art. 1,153 dispone también que los intereses no se de-
ben sino desde el día de la demanda, excepto en los casos 
en que la ley los hace correr de pleno derecho. Esta dispo-
sición se justifica, en materia de obligaciones convenciona-
les, por el motivo de haber dependido del acreedor est ipu-
lar los intereses, y que si no lo hizo, debe pedirlos. No hay 
que decir que la parte lesionada por un delito ó un cuaside-
lito no puede estipular nada, puesto que no interviene el 
concurso de voluntades. La jurisprudencia está en este sen-
tido. (3) Esta consecuencia del principio de los arta. 1,382 
y 1,383, viene en apoyo de lo que hemos dicho de la res-
ponsabilidad de aquellos que están obligados en virtud de 
una convención, tales como los notarios y oficiales ministe-
riales. Desde que interviene una convención debe apl icar -
se el a r t . 1,153; si no se apl ica 'á los delitos y cuasidelitos, 

1 París, 8 de Marzo de 1837 (Dalloz, en la palabra Responsabili-
dad, n<im. 61, l'). 

2 Denegada, Sala Criminal, 29 de Marzo de 1849 (Dalloz. 1849, 
1, 225;. llay una sentencia en sentido oontrario de Bruselas, 2 de 
Junio d e 1814 (Pasicrisia. 1814, pág. 881. 

3 Denegada. 9 de Julio de 1826 (Dalloz, en la palabra Manufactu 
ras, núm. 170, 1*), y 27 de Diciembre de 1853 (Dalloz, 1854, 1, 143) 
Casaoién, 23 de Agosto de 1864 (Dalloz, 1864, 1, 367) 

es porque no hay convención, y ni siquiera se concibe que 
la puda haber. 

En fin, los jueces pueden pronunciar daños y peijuicios, 
y además, los intereses de la suma fijada con este t í tulo á 
partir del día de la citación introductiva de la instancia. Es-
tos intereses no son intereses moratorios en el sentido del ar-
ticulo 1,153, son intereses compensatorios; es decir , de los 
daños y perjuicios propiamente dichos en v i r tud del artícu-
lo 1,382. (I) 

524. Cuando el hecho perjudicial resulta de una causa 
permanente, ¿los tribunales puedan ordeuar disposiciones 
que tengan por objeto suprimir la causa del daño ó neutra-
lizarla? L a dificultad se presenta, sobre todo, para los esta- • 
blecimientos incómodos, insalubres ó peligrosos. La hemos 
examinado en otro lugar. (2) Otra es la cuestión de saber si 
el juez puede estatuir acerca de un daño que aun no se ha 
realizado, pe/o del que se teme la realización; voiverémos 
á ocuparnos de este punto. 

A'tím. 2. Extensión de los daños y perjuicios. 

525. Ta extensión del daño causado y de los daños y per 
juicios que deben ser pronunciados per el juez, son esencial-
mente cuestiones de hecho en materia de delitos, como en 
materia de obligaciones: pertenece, pues, al juez del hecho 
apreciar soberanamente el monto de los daños y perjui-
cios. (3) Sin embargo, á los puntos de heche se mezclan 
dificultades de derecho que vamos á exponer. 

Hemos dicho que el daño moral puede dar lugar á una 
acción por daño* y perjuicios. De estosigue que el juez de-

1 Denegada, Sala Criminal, Io de Mayo de 1857 (Dalloz. 1857, 1, 
270). Aix, 18 de Junio de 1870 (Dalloz, 1871, 2, 246). Compárese el 
tomo XVI de mis Principios, pág. 448 núm. 330. 

2 Véase el tomo VI de mis Principios, págs. 238, 239, núms. 150, 
151. Denegada, Sala Civil, 8 de Junio de 1857 (Dalloz, 1857, 1, 293). 

3 Denegada, 16 de Agosto de 1860 (Dalloz, 1860, 1, 493). 



be también tener en cuenta el perjuicio moral en la valua-
ción que hace de los cfíños y perjuicios causados por el de-
lito ó el cuasidelito. (1) La explosión de un wagón carga-
do con pólvora dió muerte á un viajero. Acción por,daño» 
y perjuicios de la viuda y d e los hijos d e la víctima. La 
Corte de Aix decidió que para apreciar la extensión del per-
juicio, se debía tener en cuenta, no solo la pérdida material ] 
ocasionada por la muerte de un padre, arrancado á su fami- j 
lia á la edad de cincuenta y ?iete años, sino también del 
perjuicio moral que resultaba con relación á la influencia 
beuefactora drl padre de familia de que se encontraban pri-
vados los demandantes, así como las ligas de afecto, rotas 
para siempre, y el dolor de perder un esposo y un padre en 
tan desgarradoras circunstancias. Pero la Corte se apresura 
en llevar una restricción á esta consideración, peligrosa a 
fuerza de ser vaga. "S in embargo, dice, los daños y perjui-
cios no pueden ser llevados á una cifra fuera de proporción, 
con la pérdida real y apréciable en dinero que los deman-
dantes han sufrido. Después de todo, no se puede pagar la 
vida de un padre ó de un esposo, y sWinuerte no debe h a -
cerse el objeto de una especulación que enriquezca á BU fa-
mi l i a . " (2) 

526. ¿Los tribunales pueden fijar daños y perjuicios por 
un daño futuro? Hay que distinguir. El daño puede ser fu-
turo, en este sentido, que se realizará en el porvenir como 3 
consecuencia al becho pei judiciáble; á decir verdad, el per- , 
juicio es actual y continuará á manifestarse. Tal es la inca-
pacidad de t rabajar resultando de una herida. No es dudo-
so que el juez pueda conceder daños y perjuicios por este 
punto. (3) P e r o si el daño es inseguro y eventual; la acción -¡ 

1 Denegada, Sala Criminal, 18 de Marzo de 1853 (Dalloz, 185.5,1 
5, 167). 

2 Aix, 6 de Mayo de 1872 (Dalloz, 1873. 2, 57). Compárese Aix, J 
14 de Jnnio de 1870 y la nota del sentenrista (Dalloz, 1872, 2. 97). 

3 La jurisprudencia eetá en este seutido. Nos limitamos á cit*r 

de daños y perjuicios no es de admitirse. Esto resulta del 
texto de la ley; el artículo .obliga al autor del hecho p e r j u -
diciable á reparar el daño que ha causado y no el daño que 
causará. (1) 

¿Cómo apreciarán los t r ibuí ales ese daño fu turo y cómo 
podrían fijar el monto de la reparación? T r a s l a d a m o s á lo 
que fué dicho en materia de obligaciones convencionales; el 
principio es el mismo y no es contestado. 

Se sigue de ahí que un simple peligro no basta para a u -
torizar una acción por daños y perjuicios. Semejante acción 
sería enteramente distinta de la que resulta de un hecho per-
judiciable. Dirémos al t ra ta r de la responsabilidad que el 
derecho romano lo admitía. El Código no la admite ya; lo 
que es decisivo. H a y , sin embargo, alguna h'-sitación en la 
aplicación del nuevo principio. El vecino de un estableci-
miento industrial pretende que la fábrica presenta, por la na-
turaleza de su construcción, su disposición interior y la e s -
pecie de industria que se ejerce en ella, un peligro muy es-
pecial de incendio. Pide que el fabricante haga §N RU fábri-
ca los trabajos necesarios para conjurar el peligro. La C o r -
te de Douai decidió que el propietario había usado de su 
derecho al construir según los reglamentos, y que no lesio-
naba ningún derecho actual de su vecino; luego éste no t e -
nía acción. (2) La Corte de Burdeos ha resuelto en sentido 
contrario, pero hay una pequeña diferencia en los hechos; la 
Corte reprocha una imprudencia al ¡Propietario, un vicio de 
construcción. (3) A pesar de esto, creemos que ¡a decisión 

algunas sentencias. Bruselas, 6 de Bnero de 1820 (Posferina, 1820, 
página 8); Decreto del consejo de Botado, 11 de Mayo de 1854 (Dal-
loz, 1854,3. 59^ Aix, 9 de Junio de 1873 (Dalloz, 1874, 2, 238». B1 
mismo principio se aplica á los establecimientos industriales, Bru_ 
«la«, 7 de Julio de 1873 {Paticriaia,, 1873, 2, 297). 

1 Denegada, 7 de Junio de 1869 (Dalloz, 1871, 1, 117). Bruselas, 
7 de Jnlio de 1863 (Paticritia, 1X63, 2, 38o). 

2 Douai, 16 de Agosto de 1856 (Dalloz, 1857, 2, 71V 
3 Burdeos, 18 de Mayo de 1849 (Dalloz, 1850, 2, 86), 



sobrepasa á la ley creando una acción que el Código ignora. <4 
527. Es el daño causado el que debe ser reparado, según 

el art. 1,382; luego todo daño, en tanto que resulta de un j, 
hecho perjudieiable. El principio es seguro, pero la aplica- -J 
ción presenta una dificultad acerca de la que hay alguna ! 
duda. Una sentencia concede daños y perjuicios en repara- 1 
ción de un daño causado por cuasidelito. ¿Puede la parte | 
lesionada reclamar una nueva indemnización fundándose en | 
que el daño que recibió se agravó? Ilay un motivo para du- | 
dar , y es la autoridad que está ligada á la cosa juzgada. 
¿No es la misma la demanda: la reparación de un perjuicio? '{ 
¿no es la misma la causa: el hecho perjudicable?¿y las par-
tes siendo las mismas, no habrá lugar á rechazar la segunda . 
demanda por la excepción de la cosa juzgada? Esto seria -j 
verdad si la agravación del daño hubiera sido prevista por J 
el primer juez y si hubiera fijado daños y perjuicios en con- J 
secuencia. Acabamos de decir que el juez puede conceder 
daños y perjuicios por el daño que la parte lesionada recibi-
rá en lo vénidero, pero es bajo la condición que la causa del j 
perjuicio exista cua'ndo la sentencia, de manera que el Tri- ¡ 
bunal pueda valuar el daño que resultará. Si el perjuicio 
por el que uná reparación es solicitada por la nueva acción | 
no existía cuando la primera sentencia, si solo se ha presen- • 
tado después, hay realmente un nuevo objeto; lo que exclu- 'j 
ye la cosa juzgada. H é aquí un caso que se ha presentado | 
y que pone el principio en evidencia. Una pensión de 300 3 
francos fué concedida por razón de la pérdida de un ojo re- j 
sultando de una herida hecha por imprudencia. Posterior- 1 
mente la víctima perdió el otro ojo, y fué comprobado que ; 
fue á consecuencia del mismo hecho. La Corte de Aix sen-
tenció muy bien que la parte lesionada tenía derecho á uná 
nueva indemnización, y aumentó la pensión hasta 500 fran-
cos. Se oponía la cosa juzgada: La Corte contestó que cuan- J 
do la primera sentencia, el perjuicio consistía únicamente en j 

d e l ° j ° l a P é r d i d a ojo izquierdo no 
fué tomada en consideración por el primer juez, ni podía ha-
cerlo puesto que esto hubiera sido conceder una reparación 

Í Z ^ m T G V e n t U a l é ¡ D S e g U r ° ' 10 u n J« e z n° puede 
nacef. ( I ) Lo mismo pasaría si una transacción hubiera in-
érvemelo entre el autor del hecho.perjudieiable y la parte 

e7n So/^VrTCCÍODe8 86 C°DCretan á 8U <**»> dic° 
el a u . 048 AqueUjue transa acerca del daño resultando 
de una herida, no transa acerca del daño que resulta de su 
muerte si ésta sucede á consecuencia del mismo accidente 
La Corte de 1 ans lo sentenció así motivando su decisión en 
el error común en que se hallaban ambas partes contratan-
tes^ fisto no nos parece exacto. El error implica que las 
partes hayan ignorado lo que hubieran podido conoeer y 
no potilan preveer que la muerte resultaría de una herida 
que al principio parecía tan ligera que la parte lesionada 

aceptado una indemnización de 150 francos (2) 
528. Los daños y perjuicios deben comprender no .solo la 

reparación <Jel perjuicio recibido por la parte lesionada, sino 
también el que sufre su familia cuando el hecho perjudieia-
ble la alcanza. Esto resulta de los términos absolutos de la 
ley; ni siquiera habla de la persoua lesionada, solo se preo-
cupa d, l daño, y quiere que .sea reparado por entero, como 
acabamos de decirlo; luego todo? aquellos á los que el he-
cho ha causado un daño, están admitidos á promover La ju-
risprudencia aplica cada día este prinepio á los accidentes 
del ferrocarril y á los accidentes aun más frecuentes que 
mutilan á los operarios de una fábrica ó de cualquiera esta-
blecimiento. Una joven obrera-fué herida por la impruden-
cia de un maquinista; se le tuvo que amputar la mano; re-

1 Aix, 2 de Abril d« 1870 (Dalloz, 1871, 2 241) 
2 Fari8. l l Je Agosto de 186S f Dalloz, 180s, 2, 186j Corai.ftrese 

París, 16 Ue Julio de 1870 (Dalloz, 1871, 2, 1C9 . ' 
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cibió por esto daños y perjuicios. Interviene su madre pi-* 
diendo una reparación que el juez le concedió; en efecto, la 
madre sufría un perjuicio personal por el accidente sucedido 
á su liija á la que debió cuidar por mucho tiempo, lo que le 

' i npidió trabajar, y además se le quitaba para siempre el be-
neficio que resultaba para ella del trabajo de su hija. (1) 

529. En las obligaciones convencionales el deudor solo 
está'obligado, aunque sea de mala fe, ñor el daño que. es la 
consecuencia directa é inmediata de la no ejecución de la 
c »nvención (art. 1,151). Hemos dicho que ios principios es-
paciales de la convención no reciben su aplicación á los deli-
tos y cuasidelitos (núin. 523). Cuando se t ra ta de un hecho 
perjudiciable, la parte lesionada debe ser completamente in-
demnizada, y no lo sería si no tuviera derecho á una r e p a -
ración por las consecuencias indirectas del delito ó del cua -
sidelito. U n embargo precautorio se practica en efectos pú-
blicos y en valores industriales. E l embargo es anillado y 
el embargante condenado á daños y perjuicios: ¿Estos com-

- prenderán la alza que las acciones ú obligaciones han sufri-
do durante el tiempo del embargo? La afirmativa es de j u -
risprudencia y nos parece dudosa; en efecto, el embargo ira-
pidió al acreedor el aprovecharse de la alza para vender; 
se le qni tó u pues, una utilidad por culpa del embargante; lo 
que es decisivo. (2) 

530. ¿Debe el juez tener en cuenta la gravedad de la cul-
pa para fijar el monto de los daños y perjuicios? Hemos di-
c t a que la distinción que se hace en }as obligaciones conven-
cionales, entre el deudor de buena fe y el deüdor de mala fe, 
no puede ser invocada por e l autor del hecho perjudiciable 
(núm. 523). No debe concluirse por esto que el juez no 
pueda ni deba tomar en consideración la extensión de la cul-

1 Bonrgea 23 de Enero de 1867 (Dalloz, 1867, 2, 197). Compárese 
Lvo", 26 üe Abril ile 1871 (Dalloz, 1871, 2, 41). 

2 Bruselas, 2 de Mayo de 1807 (Dalloz. en la palabra Rerpontabu 
Hilad, núin. 233). 

pa para determinar el monto de los daños y oeriuicío, T o 

Z T : uána q U e e U r 
nada á̂  la gravedad a deTa c u r ^ a J*6".* ^ l>"P«reio-
este sentido V l L a J u r i " P r ^ e n c i a está en 
este sentido. l a hemos citado la sentencia de la Corte de 
Luga que arbitró á una suma muy módica lo, dañn\ 

z t r i d o s p : d e »• - - ^ e u : r P t a
y E 

qne la desgracia había sido la consecuencia de una 
dencia hgera que se parecía mucho á un caso fortu to 7 n 

y principio tiene gran importancia en 1„ q u e se refie-
" r i l e s < l e 1 0 3 

t — r ^ ó af escribano^6 ^ 

n o . 2) La Corte de Tulosa eneontM con justicia una circuna-
tanc a a tenuante en el hecho de haber el notario i n f r n T d o 
«na ley nueva q n e apena» acababa de ser p r o m u l t d / v 
por ra*/,» „ t 0 l M , „ c i r c „ „ s , H , i e i a , ( , e | a ' 7. 
* condenar al notario i la» costas. (3) 
J i 3 1 / * * l e s i o» a '1 ' - ' l»«de por si tener culpa. Hemos 
f . ^ " t r i s "><" <=» 'a influencia de esta culpa en la 1 7 , 

- t o e , a del delito y del ouasideliU,. S u p o n i e n d o ^ ^ Z ' 
hecho perjudiciable, á pesar de la culpa de qnien , u ? r l 

fcl, ! ; Z : ¡Sol6 P e b r ™ d e - 'a palabra 



daño, queda por saber ai la culpa del demandante debe ser 
tomada en consideración para determinar el monto de los 
daños y perjuicios. La afirmativa es segura; en efecto, si la 
culpa de la parte lesionada no destruye la culpa del que cau-
só el daño, cuando menos la disminuye, es una causa de ex-
cusa; y así como la pena del criminal se disminuye cuando 
el acusado tiene una excusa que hacer valer, así también el 
autor del hecho perjudiciable debe ser tratado con menos 
severidad cuando tiene una excusa que proponer. L a a n a -
logía es completa cuando el daño resulta de un del i to^{que 
hubo provocación; esto ha sido sentenciado así en un caso 
de duelo, (1) d e golpes y heridas. (2) 

Tero la analogía puede ser también invocada contra el 
autor del hecho perjudiciable, en el sentido que no puede 
prevalecerse de ella para sostener que no debe ninguna re-
paración. (3) Si hay una simple imprudencia por parte de 
la persona lesionada, se en t ra en otro orden de ideas, ya no 
es cuestión de provocación ni de excusas; pero como el d a -
ño ha sucedido en parte por culpa de la persona lesionada, 
es justo que soporte también parte de las consecuencias; hay, 
pues, lugar á determinar el monto de ios daños y perjuicios 
á los que tiene derecho. Al juez toca apreciar la parte que 
eada una de las partes tiene en el accidente que ha causado 
el daño. (4) 

532. Es imposible preveer todas las dificultades que se 
presentan en la evaluación y reglamento de los daños y per-
juicios; varían de una causa á otra; solo dirémos una pa la-
bra de la depreciación de la propiedad que resulta de la ve-
cindad de un establecimiento industrial. ¿Qué momento de-

1 Lieja, 5 de Mayo de 1838 ( 1 8 3 8 . 2, 115). " 
2 Bruselas. 18 de Diciembre de 1831 l ^ ^ ' f ' - ' f ' o d e 
3 Bruselas' 3 de Enero de 1866 {Pcuicritia, 1866, 2, 186), y 

Marzo de 1814 (Pasicrisia, 1814, p*g- 25). _ p • 4 Lieia, 17 de Diciembre de 1S64 y 15 de Febrero de 1871 (P«* 
fisia, 1867, 2, 371, y 1871, 2, 146;. 

be escogerse para valuar el perjuicio? Los vecinos hacían 
cambios, y, por consiguiente, hay nuevas causas para daños 
y perjuicios; el fabricante pide que se tome en consideración 
el astado de las propiedades en el momento en que estable-
ció su fábrica. Esta pretensión es desechada por la Corte de 
Casación. D- que una fábrica se establece en mi vecindad, 
no resulta que tenga la servidumbre de no construir; el de-
creto de 15 de Octubre de 1810 (aTt. 9) que se invoca, so-
lo dice una cosa, y es que el propietario de una casa cons-
truida posteriormente á la autorización dada á una fábrica, 
no puede pedir el alejamiento de ésta, pero conserva el de-
recho de usar de su propiedad como lo pretenda, y si cons-
truye, si hace mejoras, tiene derecho á una indemnización 
en los casos y bajo las condiciones determinadas por la ley, 
cuando la vecindad de una fábrica lesiona su derecho. L a 
Corte de Casación solo hace^una excepción, en caso de do-
lo, la que siempre se acepta; no hay que decir que si los ve-
cinos obran de mala fe y especulan con la vecindad de la 
fábrica, no puede hacerse con su dolo un titulo para recla-
mar los daños y perjuicios (núms. 403-410). ( I) El juez 
también podrá tener cuínta de las circunstancias de la cau-
sa para disminuir el monto de los daños y peijuicios. S i el 
industrial no impone ninguna servidumbre á sus vecinos, es 
seguro, sin embargo, que al tera su libertad de acción: de-
ben soportar la incomodidad de la vecindad hasta cierto lí-
mite, y también deben no hacer trabajos de que saben no 
podrán sacar las ventajas que obtendrían en un barrio no 
industrial. (2) Se ve por esto cuán verdad es decir que los 
daños y peijuicios son una cuestión de hecho y de aprec ia -
ción. 

533. El arreglo de los dañes y perjuicios depende ente-
ramente del juez del heho. Cuando el daño es consumado y 

1 Denegada 8 de Mayo de 1850 (Dalloz, 1854, 5, 655, núin. 11). 
2 Dijon, 10 de Marzo de 1865 (Dalloz, 1865, 2̂  144). J 
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que puede salvarse en una suma fija, el Tribunal concede 
una suma fija; mientras que condena el autor-del hecho per-
judicial á una prestación anual cuando el daño no es per-
petuo. (1) Así sucede cuando la cau-a del daño puede cesar, 
ó cuando aquel que sufre la lesión llega á morir; en este ca* 
so, los tribunales conceden una pensión ó una renta vitali-
cia. 

Las dificultades no fal tan en esta materia, ni las obliga- \ 
ciones. Una sentencia de la Corte de Paris condenaba al autor ' 
de una herida inferida por imprudencia á pagar á la persona 
lesionada, primero una suma de 6,000 francos por los gas- i 
tos de su enfermedad, y después una renta vitalicia de 1,000 i 
francos pagaderos duran te seis años; la Corte agrega que al 
concluir los seis años, se haría justicia. Recurso de casación 
por exceso de poder y negativa de justicia, porque la Corte i 
no había estatuido definitivamente. La Sala de Requisi- ; 
ciones contesta que la Corte hubiera podido conceder una 
pensión pr.ra toda la vida del lesionado, que con más razón 
tuvo derecho de conceder una renta temporal, á reserva 
que pudiera la parte lesionada formar nueva acción si el 
daño se perpetuaba. (2) 

Otras veces se reprocha al juez que concede daños y per- ^ 
juicios para lo venidero, de sobrepasar su poder en el .sentido -
que no le está permit ido conceder una reparación del da- J 
fio que aun no está causado. Ya hemos contestado á esta . 
objeción. Cuando el daño es actual y permanente , en el j 
sentido que continuará mientras que el estado de las cosas 
de donde resulte subsista, los tr ibunales pueden arreglar la 
indemnización ba jo forma de anualidades pagaderas por el 
propietario del establecimiento; semejante arreglo no tiene 
por objeto un daño futuro , puesto que lo suponemos ya 
existente, no infringe tampoco el art . 5, puesto que el Tribu-

DB U » DELITOS T Di LOS OUASIDBL1TOS. 

í 1 - d e " ! r ™ <HsP°»í*i<S« seoeral ; . „ resolución 
; per judicable; a» p a ^ s que. 

» P«l . r ?u mentó ó una reducción de la anualidad (1) 
Lo ""sin , -ederia ai el Tribunal hubiera fijado los la-

| W „ , e , , « para cada d i a d a re tardo en l í e j e c u o l n 

Í T Í Í S ? f T » •» " ' " " o DtlJomgacl •f . acerca .1-1 ,„odo de fijar lo, daños y perjuicios Se 

. o , 
.¡em^ ; i T e " t e e { e C t ° - ^ U condenación 

i ^ a v L ' e " a a " r , r e ' , u m i d o . »»Ja tiene do defi-
S w M . ' P " " C 0 " 8 '® U ' e n t < ! - P " J r a aumentada ó „ . 

R § I I — D b l a a c c i o h p o r d a r o s t p e b j d i c i o s . 

Núm.l. Quién tiene acción. 

53 i La ley da acción por el daño causado á todos ao„ellos 

, T 7 d " 3 P ° r d " e C h ° P^Oudiciable Esta p l 
ipio r e c i t a de a general! !ad de lo , términos del art. 1 3 8 2 

7 « i consagrada por la jurisprudencia. La Corte ¿ C a l 
" f a lo formuló en lo, siguiente, Wrmioos en ocasión dVTa 
imierte instantánea de i e l a 

•riJenteH f ., u , l a P e r s o n a . í e < > ' i « e c u e n c i a de un ac-
cedente de ferrocarri l : " E l hecho perjudicial abre 

í ^ i i S ? " e " V T " V x h o «<*» persona 
una ac-

q « sufrió un perjuicio directo resultando de este hecho." (2) 
Uego tienen acc,ón la viuda, el marido, los padres y o 
W * , (3) los hermanos y hermanas. (4) 

8e han presentado algunas dificultades en la aplicación 

Z l i Z Z á e i h a p T n t a d 0 8 i , a m a d r e d e 
« al no reconocido, puede promover cuando el hijo muere 
¡ kieja, 25 de Mayo de 1867 [Pastaría 1867 9 <taoi 
¡ »"negada, 21 de Jnlio de U í ^ o S t e ?872 , „ 
J Ang*rs, 9 de Awsto de 1872 c I a ^ z ,872 6 V 4 B " n r **> 1 6 d e 



por na delito 6 un cuasidelito. Si debieran f ¡ « ^ ' f 
dp ios rigurosos que rigen la filiación, deb.era contestarse 

negativaroente, p u e s U , que no hay filiac.ón 
conocimiento. ¿Vero esto» p r inc ipas no SBrto ex - o a J 
principio! El hi jo es t i fuera de causa, y U . n a d ^ aunque no i 
L u d o legalmente segur», lo era de hecho; el > >ño e taba | 

scripto b a j ^ s u nombre en el registre del estado c m . £ 
" l a poBesiónde estado; el autor del hecho 
tratado con ella, y atacó d e s p u é s la t r ansamó» . I ^ O a r t . * 
Paria la mantuvo, considerando la ««estufo con,o s.endo de 
hecho más bien que de derecho. (1) „ r n m 0 T C t m , 

Las partes lesionadas deben, en pnoc .p .o , promove^por 
de d e r e c h o común. H é a q u l , sin embargo. un 

Jular en el que fueron concedidos daftos y p e r j u r o s i u n » 
par tes que no estaban en causa. Un periodista fue matado 
S duelo sn madre intenta una acción por daños y perjm-
c L c o n ú a el autor del homicidio. Su derecho no fue con-
2 T b — 6 también una i n d e m n i z a o s por razón dd 

¿ s 

T Í I madre y 4 los suyos, y además 4 serv.rle una ren ta** 
t ^ r / d e f r a n c . ^ e r s i ^ p o r ^ terce^ 

obligada á ministrar alimentos 4 sus hijos demente. , ^ 

1 P a r i í S 16 de Noviembre de 1871 (Dallo*, l p , 2, «V-

obligación se hacía más onerosa por la muerte de su hijo-
No se podía negar que hubiese por ese punto derecho á lüna 
reparación. Pe ro la Corte de jurados hajbía ¡do más haya, 
había ordenado la reversibilidad de la renta en Ih persona 
de los hijos que no estaban en causa. Para conciliar esta 
disposición de la sentencia atacada contra Tos principios, la 
Corte de Casación invoca el ar t . 1,119 que permite e s t ipu -
lar para un tercero, á reserva defifla aceptación de éste; y lo 
que se puede por convención, dice la Óbrte, se. puede t a m -
bién por sentencia. (1) Esto nos parece muy dudoso. Solo 
había un medio regular para que los hijos aprovechasen la 
indemnización; éste era el de fijarla en una suma capital 
que los hijos hubiesen encontrado en la herencia de su ma-
dre. 

535. ¿La acción de daños y perjuicios pasa herede-
ros? ¿puede ser intentada por los acreedores de la pa r t e le-
sionada? Cuando se t ra ta de un delito civil ó de un cuasi-
delito, la afirmativa no sufre ninguna duda. Esta es una ac-
ción puramente pecuniaria que haoe parte del patffmonio de 
aquel á quien pertenece; pasa, puea, con el patrimonio á los 
herederos que lo recogen. (2) Así mismo hace parte de la 
prenda qtie tienen los acreedores en él patrimonio del d e u -
dor. Cuando la acción por daños y perjuicios nace de un 
delito criminal, hay que hacer una distinción; t r a s l a d a m o s 
ÚJQ que fué dicho acerca del art. 1,166. (3) Perteneciendo 
la cuestión al derecho penal, no podemos detenernos en ella. 

536. ¿Ante qué jurisdrcción debe ser intentada la acción 
por daños y perjuicios? H a y que distinguir. L a acción 
que nace de un delito civil ó de un cuasidelito es una accün 
ordinar ia ; luego de la competencia tte los tribunales civiles 

1 Denegada, Sala Criminal, 7 de Noviembre de 186»(Dalloz, 
1864, 1, 99j . 

2 Angele, 12 de Julio de 1872 [Dalloz, 1872, 6, 386, nún». 31. 
3 Véase el tomo XVI de uiig Principios, pág. 545, uúm. 419.' 

P. de d. tomo xx__«0. 



La acción civil que nace de un delito criminal se rige por 
principios especiales; esta materia pertenece al derecho pe-
nal. (1) 

Núm. 2. ¿Contra quién puede ser intenta/la la acciónf 

537. La ley declara responsables á todos aquellos que por 
su culpa, su negligencia ó ,u imprudencia causan un dan-) á 
otros (arta. 1.382 j i ,383). lis, pues, c o n t r a el autor del 
hecho perjudiciable que debe ser intentada la acción ¿l ue-
de ser intentada contra ól cuando la parle perjudicada fué 
va indemnizada por una compañía de seguros ó por una so-
ciedad de socorros mutuos? L a afirmativa ha sido sentencia-
da, v no nos parece dudosa. El artesano que es miembro de 
una socie<J*d de socorros mútuos tiene derecho á una indem-
nización por razón de su cuota mensual; ejerce este derecho 
á título de socio." Este derecho nada tiene de común con la 
acción que tiene contra el autor del hecho perjudiciable. ba-
te no pi^Le dispensarse de cumplir con la obligación que 
ha contraído por su hecho alegando que la sociedad de .socor-
ros mútuos ha reparado el daño; hay dos deudas: b ú a á car-
go de la sociedad, y otra á cargo de aquel que causó el da-
ño; de que uno de los deudores haya pagado su deuda, no 
es;seguí ámente una rkzón para que el otro no pague la s u -

y a ¿ 3 8 Cuando hay varios autores de un hecho p e r j u d i c a -
ble ¿debe la parte demandarlos á todos? L a Corte de Pa r i a 
lo había así sentenciado; su sentencia fué casada. Cada uno, 
dice el ar t . 1,383, es responsable; luego cada uno puede ser 
demandado. Aquel que ha sido citado está libre para poner 

1 IIaus. Principios de derecho penal belga, t I I , p&* 509, número, 

' ^ t f í ^ b r . de 1871 (Dalloz, 187* 1872£ 1 7 £ 
F1 a n t o r d e un h e c h o p e r j u d i c i a l t a m p o c o p u e d e p r e v a l e c e n » d e l o . 
íonatWos r en t ando Se ana sociedad pública. Bruselas. 4 de Ma-
yo de 1874 (Pasicrisia, 1874, 2, 294). 

en causa á sus coautores, pero no no puede oponer una d e -
negada al demaudante, porque éste no ha promovido contra 
todos, pues la ley no le obliga á ello, y el demandado no 
puede negar que es autor; esto basta pa ra que deba contes-
tar á la demanda. (1) Sí el autor no pone á sus coautores en 
causa, será condenado solo, pero tendrá recurso contra ellos. 
Todos son deudores; luego entre sí la responsabilidad se di-
vide (2) y cada uno es responsable en la medida de su cu l -
pa. (3) 

539. Puede haber coautores aunque el hecho perjudicia-
ble sea obra de una sola persona. Pos cocheros luchan en ve-
locidad; uno de ellos alcanza á un transeúnte y lo lastima. 
¿Será responsable el otro? Ya h-mos contestado á esta cues-
tión; la lucha de rapidez es la causa del hecho p e r j u d i c ó l e ; 
luego ambos cocheros son responsables, y, por consiguien-
te, la acción puede ser intentada contra ambos. (4) 

540. ¿La acción jmede ser intentada contra los herederos 
ií otros sucesores universales de l autor del hecho-p»rjudicia-
ble? Esto no es Jíidoso. Todas las obligaciones pasan, en prin-
aipio, á los herederos;tod » suaesor universal sucede á lasdeu-
d i s como sucede á los derechos del difunto. ,5) No hay que 
decir que los sucesores á t í tulo 'part icular no están compro-
metidos por las obligación"* de su autor". La Corte de Pa r í s 
se ha equivocado en esto. En el caso,el daño había sido «MU-. 
sado por la explotación de una mina. El derecho de e x p l o -
tarla fué vendido. ¿Pod í a el adqnirente ser condenado á re-

' parar el perjuicio que sus autores habían caucado á la superfi-
cie por un abuso de derecho? Es apenas «i puede presentar-
se la cuestión. La Corte de Casación dice muy bien que su-
cede con los compromisos formados sin convención lo que 

1 Capación 23 de Agosto de. 1869 (DaHoz, 1869. 1 46(1 
2 Kooroi, 16 de Enero de l873(DaHoz. 1873, 3. 46,. 
3 I,yon, 21 de Mayo de 1855 (DaHoz, 1856 2, 35) 
4 Burdeos, 12 de Agosto de 185» (D-.illoz. 1859 i 2l6> 
5 So urda t, De la Responsabilidad, t. I, pAg. 70, núin. 76 ' 
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concluye que loa fabricantes están obligados solidariamen-
te. (1) El lenguaje cuando menos es inexacto. N o pnede 
tratarse de cuestión de indivisibilidad ahi donde es divisi-
ble; si hubiera indivisibilidad, la obligación no seria solida-
ria. Lo que quizo decir la Corte es que era difícil, para no 
decir imposible, dividir la responsabilidad. Esto ni siquiera 
es verdad de hecho, puesto que la Corte de Casación dice 
que la proporción por la que los diversos propietarios con-
tribuirán á la indemnización, será fijada por ellos mismos; (2) 
si los propietarios podían repar t i r la , también lo podía el 
juez , lo que ar ru ina en su fundamento esta falsa teoría de 
la solidaridad ingertada en una suposición igualmente falsa 
de indivisibilidad. En otro caso, la Corte de Casación a d -
mitió la solidaridad, cuando se podía determinar la propor-
ción en la que las diferentes fábricas aontribaian á la aglo-
meración de los vapores. H a y , pues, que hacer á un lado 
la pretendida indivisibilidad; en nuestro concepto, ella es 
tan imaginaria como la solidaridad. Decimos que es imagi-
nar ia ; en efecto, la Corte de Casación admite una indivisi-
bilidad que la ley ignora y que existiría cuando la deuda 
no es susceptible de un reparto proporcional y de una pres-
tación particular. (3) E s t o sería cuando más una indivisibi-
lidad de pago. La Corte olvida que la indivisibilidad no im-
pide el recurso de uno de los deudores contra los d e m á s si^ 
este recurso es posible, no hay para quó dividir la acción in-
divisible- y en cuanto á la prestación, ¿qué cosa más divisi-
ble hay que nna prestación de daños y perjuicios? En defi-
nitiva, la jurisprudencia solo aprueba una cosa, y es que hay 
casos en que los tribunales debieran tener el derecho de 

1 A.ix, 14 de Mayo de 1825. ? Denegada, 14 de Julio de 1826 (Da»-
]07„ e n la p a l a b r a Responsabilidad¡ n ü m . 250, 1*; . , 

2 Denegada. 3 de Mayo de 1827 (Dalloz, en la palabra Mnnufac-
turas, rftra 177, Io). Compárese Denegada, 20 de Julio de 185¿(i>»' 
103 Corte dVcas'nción de Bélgica, 13 de Junio de 1845 (Pasicriti 
1845, 1, 353). 
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" # » 1»é P««it ser intentada la accUn? 
544. Cuando se t r a t a de un delito civil ó de un cffláide-

l.to, la p resen , , , ,n es de t r e i n t , años, según el d e r e c W 

S el hecb.> constituye un delito criminal, se siguen U . r e -
glas especiales q „ . rigen 4 acción civíí. Es ta Z a ño 
entra en el cuadro de nues t ro t raba jo 

545. L a acción por daños ^ j u i c i o s puede también ex-
tmguirse por la renuncia. Lo mismo sucede con la acción ci-
vil que nace de u n , infracción penal. Con máz razón " t 
o mismo con u n e , „ p i e hecho p e r j u d i c i a l . L a acción „ „^ 

nace de él es de interés pr ivólo, y cada cual es libre J a 
renunciar á sus det-echos. Se entiende que , i varias p e ™ 
ñas tienen una acción en virtud de un delito ó de cuas d i 

1 ( 2 r n C l a ^ " " n ° ' Í e n e e f e C t ° * 'as dé-

Núm. Déla prueba. 

546. Pa ra que pueda haber una condena í daño, y Der-
C ' ° S P° r r * * f n <>* «» h - h o perjudiciable, es 

que haya una demanda jud ic ia l y q „ e el demandante p r u e -
«« el monto y e, valor de, daño que ha sufrido, ^ e a f n e 

J o Sin n ' t " U n e V Í d e " t e ^ P a r e c ®iuú t i l de-« l o . bin embargo, ha suced do que un iurado h . „ . 

3 * £ £ 5 T " * ^ ^ H l M d o X a ^ ' 
T e n I U T u a , " " r ° b ° d 0 m é a t Í < - ' ° - e n c o n t r a d 

do en casa de, ladrón nna parte de c m a , robadas, además de 
otros valores qne no procedían del robo. U Co ' r t eo rdenó 

AC,Írtele Casación de Bélgica, 12 de Jn„¡0 de 1845 ( J W * * , 

: - A a b r j r R a n , t 1 V , p á g . T M , y . , U 2 5 , p f o 4 « . 



la restitución de todos los objetos depositados en la secreta-
ría. feto era sobrepasar la ley; ésta quiere que los objeto» 
robados sean restituidos; en cuanto á los demás valores, no 
podían ser atribuidos á la parte lesionada sino á titulo de 
daños*)' perjuicios, y por oonsigaiente, en virtud de una ac-
ción, y en el caso no la había. I a sentencia fué casada « n 
que la Corte pudiem pronunciar ningún recurso: A las par-
tes interesadas tocaba promover. (1) 1:, 

547. ¿Cuáles son las pruebas que el demandante debe 
dar» Debe probar el fundamento de su demanda; es decir, la 
existencia de un hecho perjudicial en el sentido de los artí-
culos 1 382 y 1,383. Y segón estos artículos, es preciso que 
haya delito ó cuasidelito, qne el demandante haya sufrido 
nn perjuicio por culpa del demandado. No basta establecer 
el hecho material del hecho causado, es menester probar que 
hoy culpa, negligencia ó imprudencia. Esto es el derecha 
común; cuando la obligación resulta de un delito ó de un 
cuasidelito, el demandante debe probar que hay delito o 
cuasidelito; debe, pues, probar que hay culpa. (2 

La Corte de Bruselas lo sentenció asi, (3) y el principio 
no puede ser contestado. No obstante,, la m i s m a Corte ha 
pronunciado sentencias que parecen estar en cont rad i«»» 
con el principio; en realidad la antinomia no es más qu* 
aparente; proviene de la redacción enredada de l a . senten-
cias. Dos tiros de escopeta fueron dadas en la noche á una 
perdona en un cercado. ¿Cuál es la prueba que debe hacer 
el demandante per daños y peijuicioa? E l hecho no fué cc 
testado; este hecho, dice la Corto, implica en si basto prue-
ba contraria, la existencia de la culpa, puesto que s o l o j . 
por excepción y por casos muy raros como la ley la auto" 
za y la leoithna. Tomando la sentencia al pie de la letra, de 

1 Capación, Sala Criminal, 6 d e Junio de «845 fDalK». W '"J 

^ P r o u d b o n , Del „«/rucio, t l I L p i g , « ) ! . .« ¡ ¡o . y 1 , 5 » 
3 Bruselas, 21 de Enero de 1820 (Pa,ten*«, 1820, pág. 

biera decirse que la Corte estableció una presunción de cul-
pa que la ley ignora. Lo que explica la redacción es que el 
debate versaba acerca del punto de saber si el autor del he-
cho se encontraba en el caso de legítima defensa La legí t t 
ma defensa es una causa de justificación, aquel que la 2 1 
debe probarla. ¿Es esto decir que el demandante nada ^ 
ga que probar sino que dos tirus l e fueron dados? En e ca 
*>, los t iro, fueron dados en la , oche y en un cercado e¡ 
demandante debía probar la culpa; la ministraba exp l i cado 
su presencia en el cercado durante la noche. Esto C 
para constituir al demandante en culpa, á reserva q u / p r o 

que se encontraba en un caso de legítima defensa (1) 
La prueba de la culpa en esta m a t e r i a l muy fácil de ha-

cer puesto que basta con la más leve culpa; hé aquí po r 

qué ordinariamente la cuestión no da lugar á un debate 
quien incumbe la prueba que no hay culpa ni aun la mi ' 
ve? Ná tu ra léen te al demandado. El d e ^ e t ^ a c e ' 
con la ley probando la existencia del hecho v la m 
culpa. Toca después a, autor del hecho p e , « 
que no hubo culpa por su parte, ,o q u ^ ^ ^ 
sino cuando hay caso fortuito ó una orden surJrínr . 
h . « « dicho ; > r r d e , ü 8 . „ r ; ; ^ : ° 
hecho perjudiciable. (2) • n . e l 

J I l f r T n T l Q <la, " r u e b a e 8 t á " * • » « « • * • por e I 

ar t .1 .348, num. 1; a prueba Wrtimonial y, por c o n t e n 
te. las presODciones (art. 1,353) M n ad.nitidaVpara eftTble 
C " . " h ™ * < l e l i t«- u , , a convención^, ¡, 

n ; ' " — . r a uno en ia excepc i l p e 

V,«ta por los a r t , 1 , 3 4 8 y 1.353, « entra, por c o n l u , 
te en l a regla del ar t . , ,341: La prueba deber* hacef^ L r 

. « m t a Hemos examinado, al tratar de la prueba, i T d ü 

¡ ^ t l O ^ S f S g S S ^ ^ 
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cnltades á las que da lugar la aplicación de este principio. 
Una sentencia de la @¿rte de Bruselas lo desconoció en nues-
tro concepto. El demandante prueba por testigos el hecho 
perjudicable; el demandado alega un mandato dado por el 
autor mismo del demandante. ¿Deba admitírsele á la prue-
ba testimonial? La Corte la recibió porqué la prueba del he-
cho no puede ser dividida. (I) Contestaremos que toca al 
demandante dar la prueba del hecho perjudicable, y que 
tiene el derecho de darla por testigos. 
tiene que no tiene cfflpa, la prueba le incumbe; alega un 
mandato, debe probarlo; y el mandato solo se prueba por 
escrito. . ^j» 

¿Puede el juez 'buscar la prueba de un delito civil ó de 
un cuasidelito en un procedimiento criminal al que dió lu -
gar el mismo hecho, considerado como infracción penal? 
Esto no es dudoso. El juez puede* decidir por presunciones, 
y puede sacarlas en donde quiera, puesto que en esta mate-
ria la ley se atiene á su prudencia; es decir, ^que su poder 
es discrecional: Solo obedece á su conciencia, como lo dice 
la Corte de Casación. (2) 

549. Las sentencias pronunciadas por danos y perjuicios 
resultando de un delito ó de un cuasidelito, ¿son ejecutorias 
por arresto? Si el delito civil es á la vez un delito criminal, 
y que la sentencia esté pronunciada por razón de la infrac. 
ción penal, la vhr-de arresto es de derecho; las leyes que 
han abolido el arresto en materia civil en Bélgica y en Fran-
cia, lo han conservado en materia penal para ejecución de 
las'condenas á restituciones, daños y perjuicios y gastos. La 
ley francesa la abolió de una manera absoluta en materia ci-
vil; de manera que las sentencias pronunciadas por un de-
lito civil que á la vez no sea un delito criminal, no son eje-
cutorias por esta vía. Según la ley belga, el arresto puede 

1 Bruselas, 29 «le Junio de 1859 (Pasfcrísia, 1 8 5 9 . 2 330V 
2 Denegada, »0 le Agosto de 1859 (Dallos, 1859, 1, 441), y 2 de 

Mayo de 1864 (Dalloz, 1864, l , 266). 

ser pronunciado en materia civil para las restituciones, da -
nos y perjuicios y gastos cuando éstos son el resultado de 
un acto ilícito cometido con maldad ó con mala fe; luego pa- . 
ra con-un delito civil, pero no para un cuasidelito. (1) Hé 
aquí una diferencia notable entre el delito y el cuasidelito 
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f CAPITULO III . 

d e l a r e s p o n s a b i l i d a d . 

SECCION l.—De la responsabilidad del hecho ageno. 

ARTICULO L—De las personas responsables. 

§ I . — P r i n c i p i o s g e n e r a l e s . 

550. El art. 1,384, dice: "Se es respoasable no so lo>«r 
el daño que se causa por su propio hecho, sino también por 
el que es causado por el hecho de las personas de quienes se 
debe responder. Hay, pues, casos en los que el hombre res -
ponde por el hecho ageno. A-pr imera vista, esto parece con-
t rar io á toda justicia. L a s culpas, siendo personales, cada 
cual debe responder por las que comete, y que son las ú n i -
cas que pueden serle imputadas. Tal es, en efecto, la regla 
universal y sin excepción. El art . 1.384 no deroga á ella si-
no en apariencia; declara á ciertas personas responsables del 
hecho de aquellas de que debe responder; ¿pero por qué res-
ponden por ellas? Es porque siendo llamadas á dirigir sus 
actos, si cometen un dafio, el legislador supone que el hecho 
perjudicial ha sucedido por falta de cuidado; luego por cul-
pa suya. La responsabilidad del hecho ageno resulta, pues, 
de una culpa, lo mismo que el delito y el cuasidelito; pue-
de deeirse que es un cuasidelito, puesto que procede de un 

descuido. Pero existe una diferencia, y es muy grande; es 
que la responsabilidad del hecho ageno está fundada en la 
responsabilidad de una culpa. El mismo texto del Código 
püieba que tal es la teoría legal de la responsabilidad. Des-
pués de haber dicho cuáles son las personas que son respon-
sables por el hecho de aquellos de quienes deben responder, 
•1 art . 1,384 agrega t¡ue esta responsabilidad cepa cuando 
no pudieron impedir el hecho que da lugar á ella; luego has-
ta prueba contraria hay piesuoción que pedieran impedir-
lo. (1) 

551. De esto resulta una regla de interpretación muy im-
portante. Toda presunción es de estrecha interpretación. Es 
de principio que no hay presunción legal sin texto, y que las 
presunciones que la ley establece no pueden ser ex tendi -
das siquieri por vía de analogíi . Así debe ser sobre todo 
para la presunción de culpa en la que d^scanza la responsa-
bilidad por el hecho ageno. Admit i r un caso de responsa-
bilidad que no esté previsto po¿ el texto de la ley, sería ha-
cer á una persona responsable sin que tuviese culpa, sin que 
haya habido cuando menos una prueba de su culpabilidad; 
«e comenzaría por presumir la culpa, para hacer después á 
la persona responsable de un daño que no ha causado; esto 
seria violar los principios del derecho, á la vez que los prin-
cipios de la moral. (2) 

{ja jur isprudencia, así como la doctrina, (3) admiten esta 
regla de interpretación; pero los intérpretes la olvidan algu-
nas veces. No se la del»e exagerar y concluir que nunca se 
responda por el hecho ageno sino e/i los chsos previstos por 
el art. 1,384. Respondemos por el hecho ageno desde que 

1 Aubry y Ran, c. IV; pág. 756, y nota 10, pfo. 446, y lo» auto_ 
res qne citan. 

2 Aubry y Rao, L IV, pAg. 767. j.fo. 447. O i u i ^ s e Toullier 
(t. VI, 1. , w g 216 nótn. 258), quien dice que la respoiipabilidad del 
hecho afelio es contraria á la razón. 

3 Casación, Sala Criminal, 24 de Mayo de 1855 (Dalloz, 1865, I, 
426). 



f CAPITULO III . 

d e l a r e s p o n s a b i l i d a d . 

SECCION l.—De la responsabilidad del hecho ageno. 

ARTICULO L—De las personas responsables. 

§ I . — P r i n c i p i o s g e n e r a l e s . 

550. El art. 1,384, dice: "Se es respo&sable no so lo>«r 
el daño que se causa por su propio hecho, sino también por 
el que es causado por el hecho de las personas de quienes se 
debe responder. Hay, pues, casos en los que el hombre res -
ponde por el hecho ageno. A-pr imera vista, esto parece con-
t rar io á toda justicia. L a s culpas, siendo personales, cada 
cual debe responder por las que comete, y que son las ú n i -
cas que pueden serle imputadas. Tal es, en efecto, la regla 
universal y sin excepción. El art . 1.384 no deroga á ella si-
no en apariencia; declara á ciertas personas responsables del 
hecho de aquellas de que debe responder; ¿pero por qué res-
ponden por ellas? Es porque siendo llamadas á dirigir sus 
actos, si cometen un dafio, el legislador supone que el hecho 
perjudicial ha sucedido por falta de cuidado; luego por cul-
pa suya. La responsabilidad del hecho ageno resulta, pues, 
de una culpa, lo mismo que el delito y el cuasidelito; pue-
de deeirse que es un cuasidelito, puesto que procede de un 

descuido. Pero existe una diferencia, y es muy grande; es 
que la responsabilidad del hecho ageno está fundada en la 
responsabilidad de una culpa. El mismo texto del Código 
pweba que tal es la teoría legal de la responsabilidad. Des-
pués de haber dicho cuáles son las personas que son respon-
sables por el hecho de aquellos de quienes deben responder, 
•1 art . 1,384 agrega tjue esta responsabilidad cesa cuando 
no pudieron impedir el hecho que da lugar á ella; luego has-
ta prueba contraria hay piesunción que pudieran impedir-
lo. (1) 

551. De esto resulta una regla de interpretación muy im-
portante. Toda presunción es de estrecha interpretación. Es 
de principio que no hay presunción legal sin texto, y que las 
presunciones que la ley establece no pueden ser ex tendi -
das siquieri por vía de analogíi . Así debe ser sobre todo 
para la presunción de culpa en la que d^scanza la responsa-
bilidad por el hecho ageno. Admit i r un caso de responsa-
bilidad que no esté previsto po¿ c 1 texto de la ley, sería ha-
cer á una persona responsable sin que tuviese culpa, sin que 
haya habido cuando menos una prueba de su culpabilidad; 
«e comenzaría por presumir la culpa, para hacer después á 
la persona responsable de un daño que no ha causado; esto 
sería violar los principios del derecho, á la vez que los prin-
cipios de la moral. (2) 

{ja jur isprudencia, asi como la doctrina, (3) admiten esta 
regla de interpretación; pero los intérpretes la olvidan algu-
nas veces. No se la del»e exagerar y concluir que nunca se 
responda por el hecho ageno .sino e/i los chsos previstos por 
el art. 1,384. Respondemos por el hecho ageno desde que 

1 Aubrv y Ran, c. IV; póg. 756, y nota 10, pfo. 446, y los auto_ 
res qne citan. 

2 Auüry y Kan, L IV, pAg. 767. pfo. 447. Compase Toullier 
(t. VI, 1. , w g 216 nóu>. 258j. quien dice que la respoiiPabilidad del 
hecho atrt-nn es contraría á la razón. 

3 Casación, Sala Criminal, 24 de Mayo de 1855 (Dalloz, 1855, I, 
426). 



f CAPITULO III . 

d e l a r e s p o n s a b i l i d a d . 

SECCION l.—De la responsabilidad del hecho ageno. 

ARTICULO L—De las personas responsables. 

§ I . — P r i n c i p i o s g e n e r a l e s . 

550. El art. 1,384, dice: "Se es respo&sable no solo>«r 
el daño que se causa por su propio hecho, sino también por 
el que es causado por el hecho de las personas de quienes se 
debe responder. Hay, pues, casos en los que el hombre res-
ponde por el hecho ageno. A-primera vista, esto parece con-
trario á toda justicia. L a s culpas, siendo personales, cada 
cual debe responder por las que comete, y que son las ún i -
cas que pueden serle imputadas. Tal es, en efecto, la regla 
universal y sin excepción. El art. 1.384 no deroga á ella si-
no en apariencia; declara á ciertas personas responsables del 
hecho de aquellas de que debe responder; ¿pero por qué res-
ponden por ellas? Es porque siendo llamadas á dirigir sus 
actos, si cometen un dafio, el legislador supone que el hecho 
perjudicial ha sucedido por falta 'de cuidado; luego por cul-
pa suya. La responsabilidad del hecho ageno resulta, pues, 
de una culpa, lo mismo que el delito y el cuasidelito; pue-
de deeirse que es un cuasidelito, puesto que procede de un 

descuido. Pero existe una diferencia, y es muy grande; es 
que la responsabilidad del hecho ageno está fundada en la 
responsabilidad de una culpa. El mismo texto del Código 
püieba que tal es la teoría legal de la responsabilidad. Des-
pués de haber dicho cuáles son las personas que son respon-
sables por el hecho de aquellos de quienes deben responder, 
•1 art. 1,384 agrega t¡ue esta responsabilidad cepa cuando 
no pudieron impedir el hecho que da lugar á ella; luego has-
ta prueba contraria hay piesuoción que pedieran impedir-
lo. (1) 

551. De esto resulta una regla de interpretación muy im-
portante. Toda presunción es de estrecha interpretación. Es 
de principio que no hay presunción legal sin texto, y que las 
presunciones que la ley establece no pueden ser extendi-
das siquieri por vía de analogía. Así debe ser sobre todo 
para la presunción de culpa en la que d^scanza la responsa-
bilidad por el hecho ageno. Admitir un caso de responsa-
bilidad que no esté previsto po¿ el texto de la ley, sería ha-
cer á una persona responsable sin que tuviese culpa, sin que 
haya habido cuando menos una prueba de su culpabilidad; 
na comenzaría por presumir la culpa, para hacer después á 
la persona responsable de un daño que no ha causado; esto 
seria violar los principios del derecho, á la vez que los prin-
cipios de la moral. (2) 

\ a jurisprudencia, así como la doctrina, (3) admiten esta 
regla de interpretación; pero los intérpretes la olvidan algu-
nas veces. No se la delie exagerar y concluir que nunca sa 
responda por el hecho ageno sino e/i los chsos previstos por 
el art. 1,384. Respondemos por el hecho ageno desde que 

1 Aubry y Ran, c. IV; pág. 756, y nota 10, pfo. 446, y lo» auto_ 
res qne citan. 

2 Aubry y Rao, L IV, pAg. 767. pfo. 447. Compase Toullier 
(t. VI, 1. pug. 216 nóu>. 258), quien dice que la réspon«abUidaddel 
herbó afelio es contraria á la razón. 

3 Casación, Sala Criminal, 24 de Mayo de 1855 (Dalloz, 1865, I, 
426). 



f CAPITULO III . 

d e LA r e s p o n s a b i l i d a d . 

SECCION l.—De la responsabilidad del hecho ageno. 

ARTICULO L—De las personas responsables. 

§ i . — P r i n c i p i o s g e n e r a l e s . 

550. El art. 1,384, dice: "Se es respo&sable no solo>«r 
el daño que se causa por su propio hecho, sino también por 
el que es causado por el hecho de las personas de quienes se 
debe responder. Hay, pues, casos en los que el hombre res-
ponde por el hecho ageno. A-primera vista, esto parece con-
trario á toda justicia. L a s culpas, siendo personales, cada 
cual debe responder por las que comete, y que son las ún i -
cas que pueden serle imputadas. Tal es, en efecto, la regla 
universal y sin excepción. El art. 1.384 no deroga á ella si-
no en apariencia; declara á ciertas personas responsables del 
hecho de aquellas de que debe responder; ¿pero por qué res-
ponden por ellas? Es porque siendo llamadas á dirigir sus 
actos, si cometen un dafio, el legislador supone que el hecho 
perjudicial ha sucedido por falta 'de cuidado; luego por cul-
pa suya. La responsabilidad del hecho ageno resulta, pues, 
de una culpa, lo mismo que el delito y el cuasidelito; pue-
de deeirse que es un cuasidelito, puesto que procede de un 

descuido. Pero existe una diferencia, y es muy grande; es 
que la responsabilidad del hecho ageno está fundada en la 
responsabilidad de una culpa. El mismo texto del Código 
püjeba que tal es la teoría legal de la responsabilidad. Des-
pués de haber dicho cuáles son las personas que son respon-
sables por el hecho de aquellos de quienes deben responder, 
•1 art. 1,384 agrega tjue esta responsabilidad cesa cuando 
no pudieron impedir el hecho que da lugar á ella; luego has-
ta prueba contraria hay piesunción que pudieran impedir-
lo. (1) 

551. De esto resulta una regla de interpretación muy im-
portante. Toda presunción es de estrecha interpretación. Es 
de principio que no hay presunción legal sin texto, y que las 
presunciones que la ley establece no pueden ser extendi-
das siquiera por vía de analogía. Así debe ser sobre todo 
para la presunción de culpa en la que d^scanza la responsa-
bilidad por el hecho ageno. Admitir un caso de responsa-
bilidad que no esté previsto po¿ el texto de la ley, sería ha-
cer á una persona responsable sin que tuviese culpa, sin que 
haya habido cuando menos una prueba de su culpabilidad; 
«e comenzaría por presumir la culpa, para hacer después á 
la persona responsable de un d a ñ o que n o h a C a u s a d o ; esto 
sería violar los principios del derecho, á la vez que los prin-
cipios de la moral. (2) 

\ a jurisprudencia, asi como la doctrina, (3) admiten esta 
regla de interpretación; pero los intérpretes la olvidan algu-
nas veces. No se la delie exagerar y concluir que nunca se 
responda por el hecho ageno .sino e/i los chsos previstos por 
el art. 1,384. Respondemos por el hecho ageno desde que 

1 A u b r y y Ran , c . I V ; póg. 756, y n o t a 10, pfo . 446, y los a u t o _ 
res q n e c i t a n . 

2 A u b r y y Kan, t I V , pAg. 767. pfo . 447. C o m í s c e s e Tou l l i e r 
(t . VI , 1. j w g 216 nóu>. 258), q n i e u d i c e q u e la r e s p o n s a b i l i d a d d e l 
hecho atrt-nn e s c o n t r a r i a á la razón . 

3 Casac ión , Sa l a Cr imina l , 24 de M a y o d e 1855 (Dal loz , 1855, I, 
426). 



este hecho nos es imputable; es decir, si ha sucedido por 
culpa nuestra. Esta es la aplicación del art. 1,382; deberá, 
pues, probarse que aquel que se pretende responsable por 
el hecho ageno ocasionó el hecho por su culpa; m i e n t a s 
que en el caso del art. 1,384, el demandante nada tiene que 
probar sino que el daüo fué causado por una persona de 
que responde el demandado. En uno y en otro caso, hay un 
cuasidelito; pero en el primer caso, hay que probar la cul-
pa de la persona contra quien se promueve como responsa-
ble, y en el segundo caso, la culpa es presumida. v 

552. Del principio que la responsabilidad del hecho ageno 
es un cuasidelito, resulta que las condiciones requeridas pa-
ra que haya cuasidelito son también requeridas para la res-
ponsabilidad. Es necesario que haya perjuicio: la acción por 
responsabilidad es una acción por daños y perjuicios, y no se 
pueden pedir daños y perjuicios cuando no hay daño causa-
do. Debe haber culpa de parte de - l i persona responsa-
ble; aquí hay una diferencia entre el cuasidelito del ar t í -
culo 1,383 y el del art. 1,384; en el caso de responsabili-
dad previsto por la ley, la culpa está presumida. .En fin, 
se necesita un hecho del que resulte el daño; este hecho pue-
de por sí constituir un cuasidelito, pero no es necesario 
que lo haya de parte del autor del hecho para que hay» 
obligación de reparar el daño á cargo de las personas que 
la ley declara responsables; la ley no lo exige, y no hay 
ningún motivo para exigirlo; las personas responsables no 
están obligadas á daños y perjuicios por razón de la culpa 
de aquel que causa el daño, están obligadas por razón de so 

'propia culpa; hubieran podido impedir el hecho y. son res-
ponsables por no haberlo hecho. Esta es la opinión gene-
ral, (1) excepto el disentimiento de Toullier (2) acerca del 
que es inútil insistir, porque el error es evidente. 

1 Marcadé, t V , p á g . 287, nóu». 6 de l a r t í o u l o 1,384 y todos lo« 
A11 fcWV9 

2 T o u l l i e r , t . V I , 1, p á g . 218, n ú m . 260, y p á g . 224, n ó m . 270). 
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§ i i . — - D e l o s p a d r e s . 

A úm. Quien e? responsable. 

553. "El padre y la madre después de muerto su marido 
son responsables del daño causa lo por sus hijos menores 
que viven con ellos." (art 1,384). Treiihard, el orador del-
Gobierno, expone los motivos de interés general que justifi-
can esta responsabilidad. «Es, dice, una garantía, y á menu-
do la única garantía de la reparación del daño..," El interés 
de la parte lesionada no es una r.zón suficiente para aimpo-
ner la responsabilidad d el daño á aquel que no es su autor 
Treiihard agrega que el padre y la madre tienen que impu-
tarse cuando menos debilidad y muchas veces negligencia... 
Dichosos aún, dice, si su conciencia no les reprocha haber da-
do malos principios y malos ejepplos.. ( I ) Estas considera-
ciones inórales no justifican todavía la responsabilidad por 
el hecho ageno. Esta se funda en una presunción de cul-
pa. ¿En qué consiste la culpa? El orador del Tribunado 
responde á nuestra cuestión: ..El padre y la madre están in-
vestidos de suficiente autoridad para contener á sus subor-
dinados en los límites del deber y del respeto Har i la pro-
piedad agena. Si los hijos los franquean, estas licencias se 
atribuyen con razón al relajamiento de la dicipliná domésti-
ca que está en manos del padre y de la madre. Este rela-
jimieuto es una falta; forma una cama del daño indirecto, 
pero suficiente para hacer recaer en ellos el cargo de la 

. reparación.„ (2) En definitiva; el padre y la madre tienen 
culpa por no haber llenado el deber de educación y de vi-
gilancia que Ies impone el poder paterno. Tal es el princi-
pio; vamos á ver sus consecuencias. 

f ' n 1 i ^ ? 6 ) h a r d ' E x p 0 s i c i ó n m0t'VO3. n n m . U (Loc ré , t, V I , p á -

JfaSl*!? Drrr- 'v?m-2 1 ( L o o r 6 ' V I - y «i mfor. • « d e B e r t r a n d d e GreniIIe , 11 (Locré , t. V , p á g . 280). 



554. ¿Quién es responsable? El art. 1,384 dice que es el 
padre, y después de su muerte, la madre. Esta es una con-
secuencia del principio que acabamos de establecer. La res-
ponsabilidad está fundada en la inobservación de los deberes 
que impone el poder paterno. Y, ¿quién ejerce ese^oder? 
E l padre lo ejerce solo durante, el matrimonio (art. 373); él 

%olo debe ser responsable. En cuanto á la madre, no ejerce 
regularmente el poder paterno sino después de la muerte 
de su marido; hé aquí por qué la ley solo la declara respon-
sable cuando es viuda. ¿Qué debe decidirse si el padre está 
ausente en el sentido legal de la palabra? La madre tiene, 
en este caso, el ejercicio del poder paterno; luego ella es res-
ponsable (ar t 141). Lo mismo pasa cuando el padre está 
atacado de enajenación mental; el padre está entonces en la 
imposibilidad de ejercer el poder paterno luego; la madre 
debe de ejercerlo, pues la Autoridad le pertenece tanto como 
al padre (art. 372). (1) TransUdamos en cuanto á los prin-
cipios, á lo que fué dicho en los títulos De la Ausencia y Dd 

Poder Paterno. ' ! 
La responsabilidad siendo ligada al poder paterno, debe 

concluirse que la madre no es responsable cuando no ejer-
ce este derecho. La mayor parte délos autores van más alia 
y declaran á la madre responsable cuando, de hecho, tiene 
la vigilancia, especialmente cuando el padre viaja. (2) Oue 
la responsabilidad moral de la madre esté comprometida, 
no hav necesidad de decirlo; pero la ley no toma en cuanta 
esta consideración, puesto que decide que la madre no es 
responsable durante el matrimonio, aunque de hecho ell* 
sea quien vigile á los niños más bien que el padre. Una fal-
ta moral no basta, pues, para hacer responsable á la madre, 

1 A n b r v v R a o . t . I V , p * g - 7 5 6 , y n o t a 1, p í o . 447. M o n r l o n t . I I 
n a l 8¿9 . n ú V 1.692. D n r ' a U n , t . X I I I , pftR- n ü m e r o 7 l 6 . 
P 2 Tm, l i í r t- V I , 1, p á g - 232 , n ú n , . 281. M a r c a d ® t V , p á g . » 
n ñ m 2 •!"! a d í e n l o 1,384- L » r o m b i é r e , t . V . p á g . -89 , u á m . 3 
B . , t . I I I , p A g 444) . 

es preciso una falta legal, y la madre no está legalmente en 
falta sino cuando tiene una autoridad legal Lo que es de-
cisivo. (1) 

El art. 1,384 dice que la madre es responsable después de 
la muerte de su marido, porque ordinariamente el matrimo-
nio no se disuelve sino por la muerte de uno de los esposos, 
y durante el matrimonio el padre es el único responsable. 
Pe ro el matrimonio puede también disolverse por el divor-
cio y la separación de cuerpo, asimilada al divorcio en lo 
que concierne al poder paterno. Hemos dicho en el titulo 
Del Matrimonio, á quién s» ccnfian á los hijos en caso de di-
vorcio y de separación de cuerpo; á aquel que ejerce la vigi-
lancia incumbe la responsabilidad. El padre puede, pues, 
no ser responsable aunque el matrimonio subsista, si está 
separado de cuerpo, y que los niños hayan sido confiados á 
la madre. (2) 

Resulta del mismo principio que los padres y madres na-
turales son responsables tanto como los padres v madres le-
gítimos, pues tienen el poder paterno. Aquel que lo ejerce 
es responsable. T r a s l a d a m o s en cuanto á las dificultades á 
lo que fué dicho en otro lugar acerca de los derechos y los 
deberes de los padres y madres naturales. 

555. ¿Es responsable el tutor por el daño caucado por su 
pupilo? Casi todos los autores enseñan la afirmativa. No ti-
tubeamos en decir que esto es un error. Se t ra ' a de saber 
si el tutor se presume legalmente con culpa cuando el pu-
pilo comete un daño. Presentar la cuestión es resolverla. 
No hay presunción legal sin texto, y texto no lo hay. En 
vano se invocaría la analogía; conteatarémos que la analo-
gía no basta, aunque fu«-ra completa (núm. 551), y está le-
jos de serlo. El tutor debe vigilar á su pupilo. Sin duda, 

1 A n b r y y R a n , t V I , p á g . 756, n o t a 1, p f o . 447 . 
2 \ éanse los t e s t i m o n i e * en A n b r y y R a n . t . I V , p á g . 758 , n o t a 9 . 
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pero hay diferencia entre él y el padre; el padre es vigilan-
te por naturaleza, el tutor por un deber legal. Si el padre 
tiene el cargo d<* poder paterno, tiene igualmente las venta-
jas que se unen á él, es usufrutuario legal, es heredero. Su 
poder es también más extenso que el del tutor. Se concibe, 
pues, que la responsabilidad sea mayor. JLa tutela es ya una 
carga pesada; no hay que agravarla imponiendo al tutor una 
responsabilidad que la ley no le' impone. Ordinariamente no 
es él quien dirigió al niño en su primera edad; sería una se-
veridad exagerada que el tutor, mandatario obligado y gra-
tuito fuese responsable de los excesos de un niño sobre el 
que jamás tuvo la autoridad que pertenece ;al padre. (1) 

El tutor no se presume en falta, pero puede tener real-
mente la culpa. Si la parte lesionada llega á probar que el 
hecho perjudioiable debe ser imputado á la negligencia del 
tutor, éste será declarado responsable en virtud del artícu-
lo 1,382 como autor del hecho perjudíciable. 

556. Se ha ensayado hacer responsables al tío y á la tía 
¿jue tienen en su casa un sobrino ó una sobrina. La Cor-
te de Casación se limita á decidir que la ley no impone esta 
responsabilidad, lo que en efecto es decisivo. (2) Se podía 
invocar el antiguo adagio que asimila al tío y la tía al padre 
y á la madre de que ocupan las lugares; la ley toma en 
cuenta algunas veces esta liga de parentesco, pero es preci-
so una ley, y en el caso no la hay. 

Núm. Condicionen de la responsabilidad. 
> 

1. Menor edad del niño. 

557. Es necesario que los niños sean menores. La pre-

1 Colniet de S a n t e r r e , K V , p á g . 683, n ú m . 365 bit I V . E n sen t ido 
c o n t r a r i o , todoR Iob au to r e s . Véanse las c i t a c i o n e s en A u b r y y R a u . 
fc. TV, pág . 758. y n o t a 11. H a y q u e a g r e g a r , Mour lon , t. I I , p ág ina 
889. n ú m . 1,693. 

2 C a s a c i ó n , Sa l a C r i m i n a l , 24 de Mayo d e 1855 (Dalloz, 1855, 1, 
426). 

sunc.án I,gal de culpa solo existe cuando Lay un lugar legal 
devigdancia y autoridad Iey„l para i,„pedir el daüo. l e 

ha ceTd S , q " V a r W P O " " a b Í , i d " d " " durar cuando h a j w . d c el poder paterno. Hato ,.„ BB a p l i c a s i n 0 & l u g 

r , h r K ° 
in , L . , n 8 a , , , " ' " e d h e i h o '•« ft-
imputable. Dos mftosjuegan en un camino; se persiguen y 

P"ed™ por „„„ de ellos al<a„ z , al otro en e^ 
ojo derecho. L , madre fue condenada á 600 franco, por 
daflos y pe r ju ros . ( , ) Se alegaría en vano como excusa la 
edad del mno que causó el daño; la pretendida « c u , a cona-
tuuye, en real,dad la culpa de lo« padre.; precisamente por-
que n»nos entregados é si „ 1 ¡ 8 m o 8 l 8¡11 v ^ c U , p u e d e „ tt-
cdmente causar un daflo, por lo que deben vigilarlos. L o , 
padre, se presumen ,Ie culpa y responsables con,,, tales. (2) 

55S. El ar t 1,384, dice: los hijos inores. ¿Qué debe de-
ctdirse „ 1,« hijos están emancipados? Lo , , „ e a w ; e , eman-
el texto r r , m r , e C e n m e " 0 r e s ; P"™. comprendido» e„ 
el texto de la ley, que no distingue; y es el « L de decir 
que ahí donde no distingue la ley, el interprete no debe dis-
tmgutr. Esta opinión absoluta no e , admitida por nadie. Se 
d stingue entre la emancipación que se hace por el matrimo-
n o 3 la emane,pacón dat iva. El hijo j o r q u e * casa, se 
hace jefe de familia, adquiere el poder marital y -I p,/der 
paterno; esta s.tuación « coneilia difícilmente con la vigi-
lancia á que qued , sometido. En cuanto a la hija que se ca-

cae bajo e poder .uarital; , a no es e f p a l » sino el ma-
n d o quien debe vigilarla. (3) Admitimos esta opinión, pero 
no por razón del cambio que el matrimonio trae á la coVdi-
c,ón de los esposo, menores; hay una razón más decisiva, es 
que el motivo por el que la re,ponsabil„Iad del padre es 
consagrada por la ley, cesa; a, que la emancipación pone fin 

2 ^ T « H M I U I U , 8 S 3 < ¡ « h « . 1855, a. 1611 * - i . y i i . oO de Marzo de 1b..i ,'l)j¡l„z ihx¡ •> " J Durante., t. XIIX, pág. 733, nú». 715. ' ' 



al poder paterno; luego al deber legal de vigilancia y al de-
recho legal de vigilar; y cuando TÍO hay derecho ni deber de 
vigilar, no puede haber presunción d* culpa por falta de vi-
gilancia. 

Este motivo prejuzga nuestra outtúdh acerca de la segun-
da hipótesis. El menor es «-mancipado por su padre : ¿éste 
será todavía responsabl •? Todos los autores responden af i r -
mativamente, con excepción de Tonllier. (1) Creemos que 
Toullier tiene razón. H a y objeciones de las que üna es s e -
ria pero que no puede ser presentada por los partidarios de 
la opinión general. ¿Es permitido distinguir, cuando la ley 
no distingue, «i los menores están emancipados ó nó? Con-
testarémos que el intérprete d«l>-* distinguir cuando la dis-
tinción resulta del mismo principio que se trata de ap l i -
car. El padre se presume con culpa. ¿Por qué? Porque es-
tá legalmente obligado á vigilar al hijo menor; luego no 
puede ser ya responsable cuando no tiene el deber legal de 
vigilancia. 

El motivo para distinguir está en el ar t . 372, según los 
términos del que el hijo queda bajo la autoridad de sus pa-
dres solo hasta su emancipación: ¿podrá haber presunción 
de culpa á cargo del.padre por no haber ejercido su autori-
dad cuando no la tiene ya? Se objeta que la autoridad mo-
ral sobrevive al poder legal. Mala razón; la autoridad mo-
ral puede también sobrevivir á la mayor e lad: ¿se conclui-
rá por esto que el 'padre es responsable del daño causado por 
sus hijos mayores? No es en la autoridad moral que se f u n -
da la presunción de culpa, es en el poder legal que solo da 
un derecho al padre, y sin derecho no se concibe obligación. 
Se insiste y se dice que el padre es culpable por haber con-
ferido la emancipación á un hijo que ha probado por su con-
ducta que no la merecía. La respuesta es fácil y perentoria: 

1 Tonllier, t. VI, 1, pág. 227, núm. 277. En sentido contrario, to-
dos los autores. Véanse las citaciones en Aubry y Rao, t. IV, pagina 
757, nota 4. 

¿Presume la ley que el padre sea culpable cuando su hijo 
emancipado comete un cuasidelito? Esto sería una presun-
ción injusta. La menor imprudencia constituye un cuaside-
lito: ¿el menor es indigno de la emancipación porque ha 
causado un daño con la máa leve imprudencia? 

559. ¿El padre y la madre son responsables del daño cau-
sado por el hijo mayor que habite con ellos y es demente? 
No se concibe que esta cuestión pueda ser seriamente presen-
tada. ¿Podrá tratarse de una presunción legal de culpa cuando 
se está fuera de los términos de la presunción! El ar t . 1,384 
limita la presunción á los hijos menores; luego ésta cesa con 
su mayor edad. Hay un vacío en la ley, ésta no prevee el 
caso del daño causado por una persona que se encuentra en 
estado de demencia; y por esto mismo que hay un vacío no 
hay presunción legal, pues no puede haberla sin ley. Pero 
si el padre y la madre no se presumen de culpa, pueden ser 
culpables de hecho; conservando eu su casa un hijo demen-
te se obligan á cuidarlo y á impedir su divagación; esta úl-
tima obligación es legal. La parte lesionada debe, pues, ser 
admitida á probar que el daño fué causado por culpa del 
padre y de la madre . 

La jurisprudencia está en este sentido aunque le falte fije-
za en los motivos para decidir . Fué sentenciado que los pa-
dres son responsables; las sentencias no dicen que sea en 
virtud del art. 1,384, tienen cuidado de establecer que la 
madre del insensato autor del daño, era culpable; luego e s -
ta es una decisión basada en los arts. 1,382 y 1,383. (1) 
{Cuando hay culpal Esto es una cuestión de hecho; ha sido 
«entenciado que el hecho solo no puede provocar la incapa-
cidad del demente; no constituye una culpa de que sea res-
ponsable el padre. (2) Nó; pero á falta de incapacidad, se 

1 B r ó t e l a s , 3 d e J n ü o d e 1830 (Paticriría, 1830. p á g . 173). C a e n , 
2 de D i c i e m b r e d e 1853 (Dal los , 1855, 2, 117). 

2 G r e n o b l o , 15 d e D i c i e m b r e d e 1859 ( D a l l o s , 1860, 2, 30) . 



puede solicitar la colocación de un hospicio; y si no se hace 
se debe vigilar al desgraciado que no tiene el uso de su r a -
zón; el daño que cause podrá, pues, ser imputado á aquel 
que por su negligencia es la causa del hecho per judic ia-
ble. 

I I . El niño debe habitar con sns padres. 

560. El art . 1,384, dice: "Habitando con ellos." Según los 
términos del art . 374, el hijo no puede abandonar la casa 
paterna si a el permiso del padre. Si el hijo al»andona la casa 
sin dicho permiso, ¿dejará de ser responsable el padre? Nó, 
esto será, al contrario, una circunstancia agravante de su 
responsabilidad, pues el padre falta á su deber no guardan-
do á su hijo en la casa, ó no haciéndolo entrar en ella si és-
te la deja sin permiso. ¿Cuál, pues, es el sentido de la condi-
ción establecida por el art. 1,384? La ley supone que el hi-
jo ha sido colocado por el padre, ya sea en el colegio, ya sea 
en algún taller; el hijo pasa entonces de una vigilancia á 
otra, pnesto que según los términos del art. 1,384, el pro-
fesor y el artesano son responsables. Pero no lo son duran-
te el tiempo que los discípulos ó aprendices deben ser por 
ellos vigilados. Si, fuera de este tiempo, el hijo comete 
un hecho perjudicial, ¿será responsable el padre? El re-
lator del Tribunado parece decir que nó, puesto que el pa-
dre ya no tiene los medios de vigilar á su hijo. (1) Si tal es 
el sentido del informe, este es un error. El padre debe siem-
pre vigilar ó hacer vigilar á su hijo menor; es, pues, siem-, 
pre culpable, á menos que su responsabilidad esté reemplaza-
da por la del profesor ó del artesano. (2) 

Núm. 3. A qué se aplica la responsabilidad. 

561. El art. 1,384 dice que el padre y la madre responden 
1 B e r ' r a n d e G r e u i l l e , Informe, n ú m . 11 ( L o c r é , t . V, p á g . 281) 
2 A u ^ r y y R a n . t . I V , p á g . 757, n o t a 2. D e n e g a d a , 29 d e Diciem-

b r e de 1831 (Dal loz, en la p a l a b r a Responsabilidad, h ú m . 565). 

por el daño causado por sus hijos menores; luego por todo 
hecho perjudicable aunque este hecho no constituya ui un 
delito ni un cuasidelito (núm. 552); con más razón se apli-
ca la responsabilidad á las infracciones penales, ( i ) Poco 
importa que la infracción esté prevista por ley especial. Fué 
sentenciado que el padre es responsable por el daño que se 
cause cazando. (2) El hecho de establecer un coche público 
sin emplear los caballos de la posta es una infracción, se-
gún la ley de 15 ventoso, año X I I I ; la Corte de Casa-
ción decide que el padre era civilmente responsable por es-
ta contravención cometida por su hijo manor. ^3) 

Núm. 4. ¿Cuándo cesa la responsabilidadf 

562. El padre es responsable de hecho de su hijo menor, 
porque tiene el derecho y el deber de vigilar. Este derecho 
y este deber subsisten hasta la mayor edad ó la emancipa-
ción. Siu embargo, puede suceder que ei hijo, durante su me-
nor edad, pase bajo otra vigilancia. El poder paterno subsiste 
¿deberá concluirse de esto que la responsabilidad del padre 
subsiste igualmente? Nó, desde que el padre está en la im-
pasibilidad de vigilar á su hijo, sin que haya ninguna cul-
pa que reprocharle, cesa su responsabilidad; esto es lo que 
dice el párrafo final del art. 1,384, acerca del que volveré-
mos á hablar. Por ahora suponemos que el hijo está bajo 
una autoridad que tiene el derecho y el deber de vigilancia, 
y que, por consiguiente, tiene la responsabilidad del daño 
causado. Tales son, según el ar t , 1,384, los amos y comiten-
tes, los artesanos y los profesores. Si el hijo menor causa un 
daño mientras está bajo la vigilancia de estas personas, éstas 
serán responsables y el padre no lo será. (4) Esto no tiene 

1 B o u r g e a , 16 d e D i c i e m b r e de 1872 (Dalloz, 1873. 2. 197) 

«.„ i , f l ! n ' 2 e , 5 C Í Ó r ! - C " i n i n i j l ' 5 d 0 S i e m b r e de 1829 (Da l loz , en la p a l a b r a Caza, n ú m . 431,. ' 

l a L í l h ^ , ! ' 2 0 Í e D i o i e m b r e 1834 (Dalloz, en ih pai . inra Responsabilidad, n ú m . 581, 1"). 
4 Casac ión , 28 d e D i c i e m b r e d e 1855 (Da l loz , 1856. 1, 208); C a -



ninguna duda cuando el hijo está colocado bajo la autori-
dad permanente de un maestro ó de un jefe de escuela ó de 
un comitente; la vigilancia del padre Me hace imposible en 
este caso, v su deber de vigilar pertenece al amo ó al pa-
trón ; éste es quien será responsable. Lo mismo sucederá si 
el niño está confiado temporalmente á un maestro, por 
ejemplo á un profesor; ha sido sentenciado que el padre no 
es responsable del daño causado en el colegio por su hijo 
durante el recreo. El padre no es responsable, porque el ni-
ño no está colocado bajo su vigilancia; desde luego, la pre-
sunción de culpa sobre lo que descansa la responsabilidad 
del padro no tiene razón de ser y es porque presume la cul-
pa como la ley declara responsable á las personas á las que 
p e r t e n e c e el deber y el derecho de . vigilancia. (I) Puede 
suceder en este caso que nadie sea responsable del hecho 
del niño. El padre, porque ya no tiene vigilancia; el maes- ; 
tro ó el patrón, porque fué causado el d ? ño aunque haya 
cumplido con su obligación de vigilarlo; la parte lesionada 
solo tendrá acción contra el autor del daño, suponiendo 
que el hecho constituya un delito ó un cuasidelito. 

La jurisprudencia está en este sentido; pero relevando al 
padre de su responsabilidad, hace una restricción para el 
C4so en que hubiera dado una mala educación á su hijo y 
no hubiera corregido sus inclinaciones viciosas; se consule- j 
ra entonces el daño como siendo imputable al padre,aunque 
no haya podido vigilar al niño en el momento en que pasó j 
el hr-cho perjudicable (2) Admitimos la reserva, pero con 
una explicación. Cuando la vigilancia no está ejercida por el 
padre no puede ya IrfttftTfW 
sao ión , Sa l a C r i m i n a l , 30 d e A g o s t o d e , 1 8 6 6 f D a l l o . 1867. 6. 378 
n á n , 40) . Bruse la* . 27 d e .Tono d e 1866 tfmUma, 1866, 2, 388,. 

A i ; ' 7 ^ 2 3 ' de^ Juniode^^l869°(Dal 1 oz, 1870, 2 , 223). A i x , 17 * 

^ » sentencia 

pre -i««la d e A g e n , n o t a 1. 

virtud del art . 1,334, como presunto culpable; si tiene cul-
pa es como autor de un cuasidelito, por aplicación del prin-
cipio general de los arts. 1,382 y 1,383. La parte lesionada 
deberá probar la culpa del padre; éste estará obligado á 
ella personalmente y no por vía de responsabilidad. El prin-
cipio es diferente y las consecuencias también lo son, como 
lo dirémos más adelante. 

563. Puede suceder que la responsabilidad del padre c -
se sin que el niño pase bajo otra autoridad responsable de 
estos hechos. El niño puede darse de alta f n la milicia an-
tes de su mayor edad; según el Código Civil, lo puede aun 
sin permiso de su padre, después de los 18 años cumplidos 
(art. 374). Poco importa, aunque niño se dé de alta con 
el consentimiento de su padre, ya no está bajo su vigilancia, 
está colocado bajo el mandato absoluto de sus jefes. El pa-
dreNio es ya responsable y m autoridad militar tampoco. (L) 

El principio lia dado lugar á una dificultad singular. Un 
hijo menor se dió de alta en un regimiento del quesera coro-
nel su padre; causó un daño por imprudencia. ¿Era respon 
sable el padre en virtud del art. 1,384? La Corte de Col-
mar resolvió que el padre conservando en este caso su auto-
rulad, debía ser responsable por el daño causado. Había en 
el caso un motivo de duda. El hijo no vivía con su padre-
luego no se estaba en los términos del art . 1,384. No se po-
día reprochar una culpa al pa Iré por este punto; ^esto era 
la consecuencia legal de su condición de soldado! Luego el 
padre cesaba legalmente de ser responsable, no podía hacer-
lo sino cuando hubiera habido una falta personal que repro-
charle en virtud del art . 1,383. (2) ~ 

564. Según los términos del art . 1,384, último párrafo, la 
responsabilidad del padre y de la madre cesa cuando prue-

1 o" , 1 , 1 - 5 y o ? a . " ' I V ' 758. n o t a 8. 2 C o l m a r , 30 d e A b r i l ^ 1863(D»Hoe, 1*63, 2, 81). 
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ban que no han podido impedir el hecho que da lugar á la 
responsabilidad. Esta es una consecuencia del principio, en 
el que la responsabilidad está fundada. La ley establece una 
presunción de culpa contra el padre; es decir, que presume 
que el hecho perjudiciable ha sucedido por culpa suya, por-
que no ejerció la vigilancia que debiera ejercer en el hijo. 
Esta presunción puede ser combatida por la prueba contra-
ria, pero la ley precisa lo que el padre debe probar. Es pre-
ciso que pruebe que no pudo impedir el hecho. La respon-
sabilidad d e t art . 1,384, constituyendo un cuasidelito (nú-
mero 520), basta la más ligera culpa para comprometer la 
responsabilidad del padre; si se tomaba este principio al pie 
de la letra, seria muy difíoil para el padre probar que se en-
contró en la imposibilidad de impedir el hecho perjudicia-
ble. Pero hay una pequeña diferencia entre el cuasidelito 
del art. 1,383 y el cuasidelito d«l art. 1,384. Aquel que r s-
ponde de su propio hecho no puede quejarse si se le imputa 
la menor imprudencia porque puede y debe vigilar sus a c -
tos. No sucede así con aquel que responde por el hecho age-
no. Se necesitaría una vigilancia continua, de cada instante, 
para impedir el hecho del niño; esto es moralmente imposi-
ble. La ley no dice lo que debe entenderse por imposibili-
dad, deja por esto mismo un poder de apréciación al juez. (1) 

Todos los autores observan que no basta que el hecho 
haya sucedido en ausencia del padre para que cese su res -
ponsabilidad. (2) Esto es evidente. El padre es culpable 
por el solo hecho de dejar á su hijo abandonado. Pero ya 
no será culpable si estuviera enfermo en el momento en que 
el hecho pasó. Esto prueba que la teoría es de poco valor 
en esta materia: Todo depende de la apreciación de IOB he-
chos que varían de una causa á la otra. U n padre se ausen-
ta por negocios; durante su ausencia sus hijos, uno mayor y 

1 Larombiéro, t, V, pág. 765, náui. 24 (Ed. B., t . III, pág 545). 
2 A u b r y y Bao , t . I V , p á g . 759, n o t a 12, y las a u t o r i d a d e s q u e Ci-

t a u . 

otro menor, van á una diversión en un pueblo vecino y to-
man participio en un pleito. F u é sentenciado que el padre no 
era responsable. Creemos que la Corte falló bien, pero los 
motivos de la resolución son demasiado absolutos. No qtlT-
siera.nos decir, como la sentencia, que ya no es responsable 
el padre cuando el hecho perjudiciable ha tenido lugar sien-
do que se hallaba en otro lugar á una gran distancia de sus 
hijos y que. por consiguiente, se encontraba en la imposibili-
dad de evitar el daño. (1) Esto no es verdad sino á la con-
dición que la partida del padre no constituye ninguna cul-
pa por su parte; es, p U i s , la ausencia de toda culpa la que 
debe de probar el padre y la que el juez debe comprobar. 
Desde que hay una culpa que imputar .1 padre, no puede 
tratarse de excusarlo. (2) Unos reclutas ebrios hieren á una 
persona por imprudencia, y la herida causa la muerte. L a 
Corte de Bruselas resolvió muy bien que los padres er. n 
responsables; éstos sabían que el día del sorteo es una oca-
sión para embriagarse, cosa que no favorece mucho á la 
moralidad de la clase obrera; el deber de los padres era 
pues, acompañar á sus hijos; lejos de servirles de excusa, su' 
ausencia es una circunstancia agravante. (3) 

H a sido además sentenciado que el padre era responsa-
ble, aunque en el momento del hecho estuviera atacado de 
una enfermedad mortal que le impidiera vigilar á su hijo. 
La Corte de jurados, al condenar al hijo, no admitió la e x -
cusa del padre por razón de que éste era culpable por n o ' 
haber reprimido los desórdenes de su hijo; es á este relaja-
miento de la disóiplina doméstica que la Corte atribuye el 
crimen del hijo; había, pues, culpa de parte del padre lo 
que excluía la excusa resultando de la imposibilidad de vi-
g i la rá su hijo en el momento del crimen. (4) 

1 Bruse las , 29 de J u n i o de 1826 (Paticritia, 1826, p á e . 2181 
2 Bruse las , 13 d e E n e r o d e 1859 1*59 2 i k ¿ 
3 Bruse la s , 1° de Marzo de 1 -62 } 2 ? 2. S " 
4 D e n e g a d a , S a l a Cr imina l , 29 d e Marzo d e 1827 (Dal loz , en la 



565. Si el reglamento de la disciplina doméstica es una 
falta que impide al padre para prevalecerse de la excusa 
que el art. 1,384 le ministra cuando no pudo impedir el he-
cho, ¿deberá concluirse que el padre es excusable por el so-
lo hecho de no haber descuidado nada para corregir á su hi-
jo? Esta es la excusa habitual que alegan los padres, y mo-
ralménte, puede que esté fundada. El niño nace con vicios 
que la educación debe combatir; ¿pero tendfá ésta fuerza 
bastante para hacerlo? Este es uno de los problemas más ter-
ribles de nuestro deRtino; tomemos á lo hombres cuales son, 
y dirémos de la mayor parte de ellos lo que el poeta, es que 
Tío se cambia lo natural. Queda por saber si esta excusa 
moral puede ser invocada en virtud del art. 1,384. En prin-
cipio, debe contestarse negativamente: Cuando el natural 
del niño es vicioso, esto es una razón de más para vigilarlo 
de cerca, y el deber y la responsabilidad del} padre aumen-
tan. Esto es severo, pero es legal: Desde que hubiera podi-
do impedir el hecho por su vigilancia, eY padre es responsa-
ble, aunque haya cumplido con el deber de educación que 
le incumbe. (1) 

• -

§ I I I . D E LOS PROFESORES Y ARTESANOS. 

566. «Los prpfesores y los artesanos son responsables por 
el daño causado por sus discípulos y aprendices durante el 
tiempo en que éstos estáu bajo su vigilancia.» El relator del 
Tribunado expone los motivos de esta responsabilidad como 
sigue: »Los profesores y los artesanos reemplazan entonces 
á los padres; la ley les delega una parte de autoridad sufi-
ciente para retener á los niños y obreros que están bajo su 
dirección en los límites de la circunspección y del deber; de-
p a l a b r a Retpontalilidad, n f i m . 5 7 9 , 3*). B u r d e o s , l " d e A b r i l d e 1 8 \ 9 ; 

B o u r g e s , 9 <io M a r z o d e 1821 (, D a l l o z , ihid., I o y 2") 
1 L i e j a , 19 -le M a r z o d e 1870 (Pat i e r i s i a , 1870, 2, 293) . C o m p á r e s e 

u n a s e n t e n c i a m á s i n d u l g e n t e - d e l a C o r t e d e G a n t e , d e 4 d e F e b r e -
r o d e 1875 (Pcuicrisia, 1875, 2, 207) . 

ben dar á estos niños y obreros buena instrucción y buen 
ejemplo; en fin, tienen la facultad de despedir á aquellos que 
les parecen perversos é incorregibles. 

• Esta es una responsabilidad análoga á la del padre y de 
la tpadre: Pero difier« de ella bajo ciertos aspectos, a l -
guna vez más extensa, y alguna otra vez menos extensa. Les 
padres solo responden por el hecho de sus hijos menores, 
mientras que la ley no limita á la menor edad la responsa-
bilidad de los profesores y artesanos; ordinariamente los dis-
cípulos y aprendices son menores, pero pueden no serlo. La 
razón de la responsabilidad impuesta á los profesores y a r -
tesanos existe en el caso en que los niños y apren lie88 son 
mayores tanto cuando son menores. El discípulo y el apren-
diz están sometidos á la autoridad del maestro en "toda edad, 
mientras que el hijo deja de estar bajo patria potestad á su ma-
yoría. P o r otra parte, Ip responsabilidad de los profesora y 
artesanos está limitada al tiempo durante el que.tienen au-
toridad sobre sus discípulos y aprendices; e*te límite no se 
concibe para los padres, su autoridad exista siempre; luego 
la responsabilidad que procede de ella debe también existir 
siempre. 

567. Por lo demás, la responsabilidad délos profesores y 
artesanos y. la de los padres tiene un mismo carácter, es una 
presunción de culpa que solo puede aplicarse con a pel los 
para con quienes la ley la establece. Cualquier profesor encar-
gado de la instrucción de niños y de educarlos, cualquiera 
artesano encargado de la educación profesional de jóvenes 

"obreros, es responsable. Se enseña que la responsabilidad no 
incumbe á los profesores sino cuando están encargados de 
una manera más ó menos permanente de la educación y vi-
gilancia de sus jóvenes discípulos; de donde se concluye que 
aquellos que daban lecciones durante una ó varias horas al día, 

1 B e r t r a n d d e G r e u i l l e , Informe, n á m . 12 ( L o c í é , t . V I , p á g . 1 8 1 ) . 



no son responsables. (1) Esta distinción es contraria al texto 
de la la ley y á sn espirita. La ley prevee el caso en que la vi-
gilancia no es continua, y la consecuencia que ella saca es que 
la responsabilidad se limita al tiempo en que los niños es-
tán bajo la vigilancia de su maestro; es, pues, hacer una 
excepción á la ley el excluir la responsabilidsd cuando la 
vigilancia no es más ó menos permanente. El legislador mu-
cho se cuidó de consagrar una excepción tan vaga como es-
ta, y no había ninguna razón para hacerlo; cuando el p ro -
fesor no da sino una lección de una hora, debe vigilar á su 
discípulo durante ese tiempo, y por consiguiente, responder 
por sus hechos. 

568. La responsabilidad establecida respecto á los profe-
sores, ¿se aplica á los directores de establecimientos en que 
se cura á los dementes? Ha sido sentenciado que el artí-
culo 1,384 es aplicable. La Corte de Agen no dice que los 
directores deban ser asimilados á los profesores y artesanos; 
más bien parece ponerlas en la misma línea que á los tu to-
res. (2) 

Ni una ni otra interpretación es admisible, en nuestro 
concepto. La responsabilidad del hecho ageno es de es t re -
cha interpretación porque descansa sobre una presunción 
de culpa. ¿Dónde está el texto que establece esta presunción 
contra los directores de hospicios? Estos no pueden ser d e -
clarados responsables por el hecho de los dementes sino 
cuando han cometido una falta personal; es decir, en virtud 
del principio general del art. 1,383. 

569- L a responsabilidad de los profesores y artesanos ce-
sa, como la del padre y mádre, cuando están en la imposi-
bilidad de impedir el hecho perjudiciable. Transladamos á lo 
que acabamos de decir acerca de esta imposibilidad (nú-
mero 564). 

1 A n b r v y R a n , t I V , p a g . 762, y n o t a 27, pío. 447 . _ 
2 A g e n , 16 de Marzo d e 1872 (Da l lo* , 1872, 2 , 153). 

§ IV.—'Dg L 0 8 AMOS Y COMITENTES. 
i ~ 

ARTÍCULO 1 —Principio. 
\ 

Núm. 1. ¿Quién es responsable y ele qué? 

p o79. "Los amos y los comitentes son responsables por el 
daño causado por sus domésticos y empleados en las f u n -
ciones en las que los tienen dedicados (art. 1,384). Esto es 
todavía la responsabilidad del hecho ageno. ¿Tiene también 
su fundamento en una presunción de culpa, de parte de los 
amos y comitentes? La responsabilidad, siendo un cuaside-
lito, debe haber una culpa cualquiera que imputar á los 
amos y comitentes, pero esta culpa no consiste en una falta 
de vigilancia; el orador dA Gobierno dice que debe impu-
társeles el haber escogido mal á sus dependientes. Pothier 
dice la misma cosa. Hace notar que las amos son responsa-
bles del daño causado por el hecho de sus sirvientes, aunque 
no haya estado en su poder impedir el hecho: "Lo que fué 
establecido para hacer que los amos atiendan á ocupar solo 
buenos domésticos." (1) L>s autores del Código han consa-
grado esta doctrina. Se lee en el informe hecho al Tribuna-

Ido : «Los amos y los comitentes no pueden, en ningún caso, 
^ argüir la imposibilidad en que pretenden haber estado para 

impedir el daño causado por sus domésticos ó empleados en 
las funciones para las que los han dedicado." El relator e x -
plica después los motivos de esta diferencia que el Código 

í establece entre la responsabilidad de los amos y comitentes 
y la de las demás personas declaradas responsables por la 

j ley. "Es ta disposición nada presenta que sea muy equitat i-
vo. ¿No es, en efecto, el servicio de que el amo aprovecha 

I 10 P r o d u j o el daño que se le condena á reparar? ¿No 
| tiene éste que reprocharse el haber puesto su confianza en 

I T r ® i l h / V ' Exposición d* motivos, nt'nn. 11 (Loaré, t . V I nátrina 
[ 276, n o t a 11,. P o i h i e r , De las obligaciones, nñL. 121. ' P g 



no son responsables. (1) Esta distinción es contraria al texto 
de la la ley y á sn espíritu. La ley prevee el caso en qne la vi-
gilancia no es continua, y la consecuencia que ella saca es que 
la responsabilidad Re limita al tiempo en que los niños es-
tán bajo la vigilancia de su maestro; es, pues, hacer una 
excepción á la ley el excluir la responsabilidsd cnando la 
vigilancia no es más ó menos permanente. El legislador mu-
cho se cuidó de consagrar una excepción tan vaga como es-
ta, y no había ninguna razón para hacerlo; cuando el p ro -
fesor no da sino una lección de una hora, debe vigilar á su 
discípulo durante ese tiempo, y por consiguiente, responder 
por sus hechos. 

568. La responsabilidad establecida respecto á los profe-
sores, ¿se aplica á los directores de establecimientos en que 
se cura á los dementes? Ha sido sentenciado que el artí-
culo 1,384 es aplicable. La Corte de Agen no dice que loa 
directores deban ser asimilados á los profesores y artesanos; 
más bien parece ponerlas en la misma línea que á los tu to-
res. (2) 

Ni una ni otra interpretación es admisible, en nuestro 
concepto. La responsabilidad del hecho ageno es de es t re -
cha interpretación porque descansa sobre una presunción 
de culpa. ¿Dónde está el texto que establece esta presunción 
contra los directores de hospicios? Estos no pueden ser d e -
clarados responsables por el hecho de los dementes sino 
cnando han cometido una falta personal; es decir, en virtud 
del principio general del art. 1,383. 

569- L a responsabilidad de los profesores y artesanos ce-
aa, como la del padre y mádre, cuando están en la imposi-
bilidad de impedir el hecho peijudiciable. Transladamos á lo 
que acabamos de decir acerca de esta imposibilidad (nú-
mero 564). 

1 A n b r v y R a n , t I V , p a g . 762. y n o t a 27, p ío . 4 4 7 . _ 
2 A g e n , Í 6 d e Bíarzo d e 1872 ( D a l l o * , 1872, 2 , 153). 

§ IV.—'De L 0 8 AMOS Y COMITENTES. 
i ~ 

ARTÍCULO 1 — Principio. 
\ 

Núm.. í. ¿Quién es responsable y ele qué? 

p o79. "Los amos y los comitentes son responsables por el 
daño causado por sus domésticos y empleados en las f u n -
ciones en las que los tienen dedicados (art. 1,384). Esto es 
todavía la responsabilidad del hecho ageno. ¿Tiene también 
su fundamento en una presunción de culpa, de parte de los 
amos y comitentes? La responsabilidad, siendo un cuaside-
lito, debe haber una culpa cualquiera que imputar á los 
amos y comitentes, pero esta culpa no consiste en una falta 
de vigilancia; el orador dA Gobierno dice que debe impu-
társeles el haber escogido mal á sus dependientes. Pothier 
dice la misma cosa. Hace notar que las amos son responsa-
bles del daño causado por el hecho de sus sirvientes, aunque 
no haya estado en su poder impedir el hecho: "Lo que fué 
establecido para hacer que los amos atiendan á ocupar solo 
buenos domésticos." (1) L>s autores del Código han consa-
grado esta doctrina. Se lee en el informe hecho al Tribuna-

Ido : «Los amos y los comitentes no pueden, en ningún caso, 
^ argüir la imposibilidad en que pretenden haber estado para 

impedir el daño causado por sus domésticos ó empleados en 
las funciones para las que los han dedicado." El relator e x -
plica después los motivos de esta diferencia que el Código 

í establece entre la responsabilidad de los amos y comitentes 
y la de las demás personas declaradas responsables por la 

j ley. "Es ta disposición nada presenta que sea muy equitat i-
vo. ¿No es, en efecto, el servicio de que el amo aprovecha 

I 10 F r °dujo el daño que se le condena á reparar? ¿No 
| tiene éste que reprocharse el haber puesto su confianza en 

I T r ® i l h / V ' Exposición d* motivos, n tnn . 11 (Loaré, t . V I ná t r ina 
[ 276, n o t a 11,. P o t h i e r , De las obligaciones, nñL. 121. ' P g 



hombres malvados, torpes ó imprudentes? ¿Y sería justo que 
unos terceros fuesen víctimas de esta confianza inconsidera-
da, que es la causa primera, la verdadera fuente del daño 
que sufren?" (1) | 

571. ¿A qué persona se aplica esta responsabilidad; La 
ley cita primero á los amos que responden del daño causa-
do por sus domésticos en las funciones en que los emplean. 
Después habla de los comitentes que son responsables del da-
ño causado por sus empleados en las funciones en que están 
destinados A decir verdad, el primer caso es una aplica-
ción del segundo que contiene la regla, mies el amo es tam-
bién un comitente y el doméstico un empleado; pero en el 
uso no se confunde al doméstico con el empleado; el legis 
lador ha seguido la costumbre. Esto no impide que ambos 
casos sean idénticos: la ley los pone en una misma línea. Elj 
principio, es, pues, el mismo. Una p e r s o n a es empleada por 

4 otra en un servicio cualquiera; la ley se sirve del término 
general de funciones para originar este ministerio- Llenando 
estas funciones, causa un daño; este término es igualmente 
general; comprende todo hecho perjudicial, delito ó cuaside-
lito. El .principio es, pues, que todo hecho perjudicial causado 
por un empleado en el ejercicio de sus funciones, da lugar á 
uní acción por responsabilidad contra el comitente. No hay 
para qué distinguir la naturaleza de la convención que inter-
viene entre elcomitente y el empleado. Puede ser una presta-
ción de servicios: asi sucede entre amo y doméstico. Puede ser 
un mandato. Poco importa, la ley no distingue y no ha lugar 
á distinguir; aquel que confia cualquier servic io á una per-
sona es responsable de los hechos per judic ia les de dicha per-
sona La culpa del empleado será ordinariamente extraña al 
comitente; poco importa; le es imputada en el sentido de que 
escogió mal á su sirviente. Tal es el principio, según el texto 

1 B e r t r á n d e Greui l le , Informe n ú m . l l ( ^ j e { V I , p 6 g . 280, . 
Colmet de S a u t e r r e , t , V , p i g . 684, n í im. 3 6 5 , h » V I I . 

d e l a b e s f o n s a b i l i d a d . 

y el espíritu de la ley; vamos á ver si la doctrina y la juris-
prudencia le han quedado fieles. El mismo principio está 
restringido por la jurisprudencia. Fué sentenciado por la 
Corte de Casación «que un obrero de una profesión conoci-
da y publicamente empleado como tal, no puede ser consi-
derado, en sus relaciones con aquel q U e lo emplea, como do-
mestico ni empleado, todas las veces que un hecho particu-
lar no establece ninguna relación más íntima." (1) La Corte 
exige una relación íntima entre el propietario y el obrero 
para que el uno sea comitente y el otro empleado. N o sa-
bemos en que se funda la Corte para limitar así los térmi-
nos generales de la ley; debemos, pues, limitarnos á hacer 
constar la resolución. 

H a y otras sentencias en el mismo sentido. La Corte de 
Burdeos dice que un obrero que no está ligado á la perso-
Da ó á la casa de aquel que le da trabajo; no es su domésti-
co. Esto es seguro. L a Corte agrega que el obrero no es 
tampoco su empleado en el sentido de la ley, puesto que :,c 
o representa; que nunca lo reemplaza, que obra en los lími-

tes de su profesión. (2) A este t í tulo no hubiera muchos em-
pleados. ¿Dónde está el propietario que está en el caso de 
hacer por sí lo que manda hacer á su empleado? La lev 
no dice que el empleado sea un mandatario, dice que es 
empleado para ciertas funciones. Es, pues, alterar la ley el 
decir q U e el dependiente debe ser el representante del co-
mitente. Solo hay una distinción que debe admitirse. El 
empresario es empleado del patrón que le encarga cier-
tos trabajos, y l ü s ( ) b r e r o s e m p l e a d o s por el empresario son 
sus dependientes. ¿Son también empleados del patrón« Nó 
pues no es el amo quien trata con los operarios y les encar-
a n , 0 ; » , 2 5 d e M a ™ > < ^ 2 4 (Dallo*. en la palabra 
n é i B 4 ^ 3 1 ^ J n , Í ° *,e 1 8 2 6 <Da»<*. e n Palabra J W f i * . 



ga ciertas funciones, es el empresario; bien que éste sea em-
pleado, no se puede llegar hasta calificar de dependientes 
del amo á los empleados de su empleado. El obrero solo es 
dependiente en virtud de un contrato; y no interviene nin-
guna convención entre los obreros del empresario y el pro-
pietario. Esto es decisivo. (1) 

572. L a responsabilidad del comitente es la responsabili-
dad del hecho xle los empleados; luego de un hecho extraño 
al comitente. Esto resulta del texto de la ley; el art. 1,384 
comienza por decir que se respoude no solo del daño que se 
causa por hecho propio, sino también de aquel que es c a u s a -
do por el hecho de personas de quienes se debe responder; 
en seguida, el artículo aplica esta responsabilidad á los comi-
tentes; no es, pues, por su hecho que responden cuando un 
daño es causado por un dependiente, es por el hecho de éste. 
El hecho perjudicial del dependiente es ext raño al comiten-
te, en este sentido, que éste no encargó á su dependiente co-
meter este hecho; aunque el daño sea causado en el e je rc i -
cio de las funciones á las que el comitente emplea al depen-
diente, no se puede decir que el comitente emplee al depen-
diente en cometer un delito ó un cuasidelito. Tal es también 
el espíritu de la ley; el comitente, dice Pothier, ha escogido 
mal ; escogió á un dependiente negligente, imprudente ó 
malvado; responde de las consecuencias de esta mala e lec-
ción, bien que estas consecuencias por sí l esean enteramen-
te extrañas. (2} 

Unos molineros destruyen uu caual sirviendo á la irriga-
ción de un terreno ageno, con objeto de proporcionarse 
agua para el molino que no tenía lo bastante eu aque l mo-
mento. Acción de responsabilidad contra el dueño del mo-
lino. El primer juez lo descargó por motivo que el moline-

1 Par ia , 15 d e A b r i l d e 1847 (Dal loz , 1847, 4, 324, núrn . 6). 
2 A u b r y y R a o , t . I V , pág . 759, y n o t a 14, y las a u t o r i d a d e s q u e 

oí t a n . 

ro no había ordenado á sus domésticos el reventar el canal 
y que había manifestado su desaprobación cuando tuvo c J 
Documento d e l h e c h o - Esto era violar el a r t . 1,384; la deci-
sión fué casada. (1) 

Unos agentes de una compañía de seguros se permitieron 
decir mal en perjuicio de una sociedad rival. En la acción 
por responsabilidad dirigida contra la compañía, ésta obje-
tó que no había ordenado á sus agentes difamar; que sus 
instrucciones al contrario, lo prohibían. Poco importa, dice 
a Corte de Orleans; el comitente es perseguido, no como au-

tor del hecho, ni como cómplice, s i c o como responsable del 
hecho de sus ageLtea. (2) Cuando el comitente es coautor 
ó cómplice del daño por las órdenes ó instrucciones que ha 
dado á sus empleados, ó por la aprobación .de lo que han 
hecho es responsable por su propio hecho; y esta responsa-
bilidad es más extensa que la del a r t . 1,384; se extiende á 
las multas, mientras que la responsabilidad del hecho ageno 
- P — t e civil y solo comprende á los daños y pe í ju i -

573. En principio, todo comitente es responsable; ve ré -
mos más adelante la dificultades que presenta la aplicación 
del principio. Puede suceder que la posición del comitente 
sea ilegal, esto es indiferente; desde que es comitente es 
responsable; no puede substraerse á la responsabilidad '..ue 
pesa sobre él, fundándose en la ilegalidad de su posición 
esto sería invocar un delito como excusa de un cuasidelito! 
Ün J< rancia, los estudios de notarios se transmiten por con-

4 U r r n t n A ^ 1 C
n

r i m i n a i ' 3 ? r D , c i e n > b « - ° «le 1846 (Da l loz . 1847. 
u » ^ m p á , r e K H D p » e g » d a , 13 d e Mayo d e 1820 f Dallos «n l á v « 
l a b r a RttpomaMidad, n ú m . 698, 1") ' ° - v ( u n u o z , en la p . t . 

2 Or l éaus , 21 d e D i c i e m b r e «le 1854 ( D a l l o z 1817 o orn n » . 
g a d a 5 d o N o v i e m b r e d e 1855 ( Dalloz/TíSf l ' 353)! % J D t ?" e" 

ó U e n e g a d a , feecoión C r i m i n a l , 21 d e J u l i o d e 1*08 in-,'1«, i 
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vención. Uno de los numerosos abusos que resultan de esta 
especie de venalidad, es que el notario es algunas veces un 
presta nombre y que el verdadero propietario del oficio es 
aquel que le facilitó las fondas; es por cuenta y utilidad de 
este último que el oficio es gestionado; de manera que el no-
tario se vuelve un dependiente y que tiene un comitente. Si 
el notario causa un daño á un cliente, ¿tendrá éste recurso 
contra el dueño del oficio? La afirmativa ha sido sentenciada, 
y no es dudosa; la Corte de Casación dice muy bien que la 
ilegalidad de su posición, creada por el comitente, no puede 
ser invocada para escapar de la responsabilidad de los h e -
chos que se cumplían en el oficio de su propiedad. (1) 

574. El comitente es responsable del hecho de sil emplea-
do; para que ha} a un dependiente es preciso que haya una 
convención entre éste y el comitente. Si el dependiente nom-
bra á su vez agentes secundarios que lo ayuden eu sus fun-
ciones, ¿será responsable el comitente de los hechos de estos 
agentes? SI, cuando haya ordenado su nombramiento. Nó, 
si no dió para ello ningún poder á su dependiente. En el 
primer caso, hay un contrato entre el comitente y los agen-
tes secundarios; en el segundo caso, no hay ningún contra-
to, y sin liga de derecho no puede haber comitente ni de-
pendiente. L a compañía de seguros autoriza á sus agentes 
principales para hacer asistir 6 reemplazarse por quien les 
parezca para recoger subscripciones; esto es aprobar de an-
temano la elección de agentes inferiores. F u é sentenciado 
que esta delegación de poderes del director asimilaba á los 
elegidos por agentes principales, á las dependientes del d i -
rector y que, p®r consiguiente, la compañía era responsable 
de los actos de unos y otros. (2) Pero si los agentes subal-
ternos obran sin poder ninguno que les sea delegado por el 
director, los terceros lesionados no tendrán acción contra la 

1 D e n e g a d a , Io d e A g o s t o d e 1866 ( D a l l o z , 1867, 1, 26) . 
2 D e n e g a d a , 5 d e N o v i e m b r e d e 1855 ( D a l l o z , 1856, 1, 353J. 

compañía, porque el del hecho perjudiciable no es un d e -
pendiente. (1) 

575. ¿Quiénes son los comitentes y los dependientes á 
quienes se aplica el principio de la responsabilidad estable-
cida por el art. 1,384? Hemos formulado el principio; se 
presentan cada día nuevas aplicaciones. Es inútil relatar-
las; basta citar los ejemplos que han dado lugar á algunas 
dificultades. 

¿Cuál es la posición del gerente de una sociedad en co-
mandita ? La Corte de Casación ha resuelto que él es repre-
sentante legal de la sociedad, que la personifica en sus rela-
ciones con los terceros. De lo que resulta que, cuando con-
trata en nombre de la sociedad, en la esfera de sus a t r ibu-
ciones, la sociedad misma es la que se obliga. La Corte de 
Casación concluye que si practica maniobras frauJulosasy 
si comete un dolo en un acto de su gerencia, la sociedad es 
responsable á título de comitente. En el caso, la Corte de 
Aix había condenado al gerente solo á los daños y perjui-
cios, librando de toda responsabilidad a la sociedad, por ra-
zón de la buena fe de sus accionistas. La sentencia fué ca -
sada; la Corte de Casación decidió que la sociedad quedaba 
comprometida, como obligada directa y personal, por todas 
las consecuencias per judicables del hecho de su gerente. (2) 
La sentencia no cita sino el art. 1,382. ¿Es esto decir que la 
sociedad sea personalmente responsable como habiendo co-
metido el dolo ella misma? Si tal es la mente de la Corte, 
sobrepasa á la ley y á los principios^ la sociedad da un man-
dato á su gerente para contraer y no para cometer delitos; 
si, pues, está obligada por su dolo, solo puede ser á título dé 

, comitente, en virtud del ar t . 1,384. 

576. El maquinista y el fogonero de un barco de vapor, 

1 24 de Noviembre de 1838 (Dalloz, en la palabra*««. 
poniabiliiad, n ú m . 6 1 8 ) . F 

2 Casación, 15 de Enero de 1872 (Dallez, 1872, 1, 165). 



¿ son dependientes del capitán, ó lo son del dueño del b a r -
co? Un pasajero herido por la explosión del caldero, formó 
una acusación por daños y perjuicios contra el propietario; 
éste opuso que el maquinista y el fogonero, por cuya culpa 
habia sucedido la explosión, eran dependientes del capitán 
del que la responsabilidad se encontraba solo comprometi-
da. La Corte de Casación declaró al propietario responsa-
ble del daño causado por las gentes de tripulación en el ser-
vicio en que estaban empleadas. (1) E*ta es la aplicación 
delIprincipio, tal como lo hemos formulado. 

577. Igual responsabilidad incumbe á todos los que son 
empresarios de transporte. Si el cochero de una diligencia 
oausa un daño por su imprudencia ó su torpeza, ya sea al via-
jero á quien lleva, ya sea á un transeúnte, el propietario del 
coche es civilmente responsable; él es quien escoge al coche-
ro. Si lo escoge torpe ó imprudente, tiene la culpa en el sen-
tido del art. 1,384; luego es responsable. (2) La cuestión es 
Ja misma para la empresa de mensajerías, excepto que se 
complique por un nuevo agente, el postillón que conduce á 
los caballos, además del conductor encargado de conducir 
el coche. Debe decirse de todos los agentes que concurren 
al transporte que son empleados de la empresa, puesto que 
están destinados al servicio del transporte. (3) Loa ernpre-
fariosJian vanamente intentado de poner su responsabilidad 
á cubierto, alegando que los caballos ministrados por el pos-
tillón ó por su amo, eran impropios al servicio. Se les ha 
contestado que, en este caso, tocaba á la administración re-
presentada por el conductor, el no haberlos aceptado; son 
responsables de los caballos como lo son de los hombres, no 
porque haya una falta que reprocharles, sino porque los em-
plea. (4) No se hace bien en estos detalles en i r á buscar una 

1 D e n e g a d a , 29 d e M a r z o d e 1854 f Da l lo* , 1854, 1, 235 ) . 
2 A i s , 6 d e E n e r o d e 1871 (Dai loz , 1871,2 , 45) . 
3 B r u s e l a s , 2 0 d e D i c i e m b r e d e 1839 \Pañcrisia, 1841, 2, 2 0 ) . 
4 L i f j a , 27 d e F e b r e r o d e 1846 (Pasieritia, 1*46, 2 , 1 7 9 ) . 

culpa que imputar al empresario; está obligado por razón 
de la elección que hizo de sus agentes, y debe apartarse 
cualquiera otra consideración. Un coche se volca porque es-
tá demasiado cargado; el conductor había aceptado un via-
jero de sobrecarga, á pesar de la recomendación y prohibi-
ción particular que se le había hecho. Sin embargo, el em-
presario fué declarado responsable, y con razón; tenía la 
culpa en el sentido del art. 1,384, por haber escogido á un 
dependiente que por su desobediencia comprometía la se-
guridad de los viajeros. (1) 

578. ¿Son los obreros dependientes de quienes los em-
plean? Nos parece que la afirmativa resulta del texto y del 
espíritu de la ley; el obrero que está empleado en un servi-
cio ejerciendo sus funciones, causa un daño; aquel que le es-
cogió es responsable. Esta es la aplicación del priucipio tal 
cual lo hemcs formulado apoyándonos en la tradición (oú-
mero 570). Poco importa por quién esté empleado el obre-
ro, sea por el amo, por el maestro obrero ó el empresario, ó 
que sea por el mismo propietario; en todos los casos, es el de-
pendiente de aquel que le confía el trabajo, porque fué el 
hombre de su elección. Desde luego, se está en el texto y en 
el espíritu de la ley. 

La jurisprudencia establece otro principio que la mayor 
parte de los autores aprueban. Se dice que es aquel que di-
rige y vigila al obrero el que se debe considerar como verda-
dero comitente. De ahí se concluye que el patrón del obre-
ro, el empresario, es responsable, puesto que éste trabaja ba-
jo su dirección y bajo su vigilancia. Pero el propietario, por 
el que trabaja el obrero, no es su comitente; no dirige, no 
vigila los trabajos que más á menudo sería incapaz de diri-
gir y vigilar; luego no puede haber, respecto de él, presun» 
ción de culpa, y por tanto, no es responsable. No sería así 
si de hecho el propietario dirigiera al operario; en este ca-

1 Riorn, 11 de Marzo de 1851 (Dailoz, 1853, 2, 76). 



s o , s e r i a r e s p o n s a b l e p o r e s t a d i r e c c i ó n q u e l e d a r l a l a p o s i -

c i ó n d e u n v e r d a d e r o c o m i t e n t e . ( 1 ) E s t a d o c t r i n a i n t r o d u -

c e e n e l t e x t o u n a d i s t i n c i ó n q u e n o e x i s t e , q u e e * t á e n o p o -

s i c i ó n c o n l a t r a d i c i ó n y c o n l a s m o t i v o s e n q u e s e f u n d a l a 

r e s p o n s a b i l i d a d d e c o m i t e n t e s . S e t r a t a M e u n a p r e s u n c i ó n 

d e c u l p a : ¿ P r e s u m e l a l e y q u e e l c o m i t e n t e t e n g a c u l p a 

p o r q u e d i r i g i ó m a l a l d e p e n d i e n t e ó p o r q u e n o l o v i g i l ó ? N ó ; ¡ 

s e m e j a n t e p r e s u n c i ó n d e b i e r a a d m i t i r l a p r u e b a c o n t r a r i a y 

r e s u l t a r í a l o q u e r e s u l t a c o n l a j u r i s p r u d e n c i a , y e s q u e á 

m e n u d o n o h a y r e s p o n s a b i l i d a d e 6 c a z d e l d a ñ o c a u s a d o p o r 

e l o b r e r o . H a y m á s d e u n a m o q u e n o d i r i g e á s u s d o m é s t i -

c o s n i l o s v i g i l a ; s i n e m b a r g o , l a l e y d e c l a r a r e s p o n s a b l e a l 

a m o d e u n a m a n e r a a b s o l u t a ; y p o n e a l c o m i t e n t e e n l a m i s -

m a l í n e a q u e a l a m o ; l u e g o e l p r i n c i p i o d e b e s e r e l m i s m o . 

N o s e c o n c i b e q u e u n a m i s m a y s o l a d i s p o s i c i ó n p u e d a e s - 3 

t a b l e c e r d o s p r i n c i p i o s d i f e r e n t e s , u n o p a r a c o n e l a m o , y 

o t r o p a r a e l c o m i t e n t e , c u a n d o e l a m o n o e s s i n o u n c o m i -

t e n t e S i e l a m o e s r e s p o n s a b l e p o r q u e e s c o g i ó á s u s d o m é s -

t i c o s , a q u e l q u e e s c o g e á l o s o p e r a r i o s d e b e t a m b i é n s e r l o p o r 

e l s o l o h e c h o d e h a b e r l o s e s c o g i d o ; p o c o i m p o r t a q u e l o s d i - ] 

r i j a ó n ó . 

579. Varaos á examinar la jurisprudencia; no es tan se-
gura como se dice. Hay casos en ambos principios que con-
ducen á la misma consecuencia. Un cultivador francés tomó i 
á su servicio para la cosecha, á un aldeano belga. Este, 
que tenía la costumbre de fumar mucho, y lo hacía aún 
mientras trabajaba depositó en un agujero, cerca de las aces -
de trigo, algunos carbones encendidos con intención de ser-
virse de ellos para encender su pipa. T u r o lugar un incendio J 
que destruyó la cosecha en una extensión de 30 ó 40 hectá-
reas. El cultivador fué declarado responsable. Se dice en la 

i D e n e g a d a , 17 de M a y o . le 1865, d o s s e n t e n c i a » ! D e l k » , 1865.1 . 
372 S ^ n r d a , t . I I . p á g . 120. nf ims. 890 y *91. A u b r y y K a n , 
t I V nátrs 761 y s i g u i e n t e s , i . o t a s 25 y 26. E n mentido con t r a r . o , 
L a r o m b i l r e , t . V . p á g 747, n ú m . 10 ( E d . B. , t I I I , P * g 447,. 

s e n t e n c i a q u e e l m o z o c o s e c h e r o r e p r e s e n t a b a a l c u l t i v a d o r 

p o r c u e n t a d e q u i e n t r a b a j a b a , q u e é s t e t e n í a e l d e r e c h o y 

e l d e b e r d e d i r i g i r y v i g i l a r s u t r a b a j o ; e n fin, q u e e l c u l t i -

v a d o r t e n í a q u e i m p u t a r s e e l h a b e r e m p l e a d o u n m o z o d e 

l a b r a n z a i m p r u d e n t e , d e l q u e c o n o c í a l a s p e l i g r o s a s c o s t u m -

b r e s , y d e n o h a b e r v i g i l a d o p a r a e v i t a r e l a c c i d e n t e q u e p u -

d i e r a r e s u l t a r . D e s p u é s d e h a b e r c o m p r o b a d o e s t o s h e c h o s , 

s e g ú n l a s e n t e n c i a a t a c a d a , l a C o r t e d e C a s a c i ó n c o n c l u y e 

q u e e l o b r e r o h a b í a s i d o escogido p o r e l a m o y empleado p o r 

é l e n s u t r a b a j o q u e e j e c u t a b a p a r a é l y b a j o s u autoridad-
l o q u e s e g ú n e l a r t . 1 , 3 8 4 , h a c í a a l a m o r e s p o n s a b l e . ( 1 ) L a 

C o r t e r e ú n e a m b o s p r i n c i p i o s , u n o y o t r o j u s t i f i c a b a l a r e s -

p o n s a b i l i d a d d e l a m o ; d e m a n e r a q u e , n o s e s a b e c u á l e s , s e -

g ú n l a C o r t e , e l p r i n c i p i o d e c i s i v o . 

H a y u n a s e n t e n c i a a n á l o g a d e l a C o r t e d e C a s a c i ó n d e 

B é l g i c a . U n p r o p i e t a r i o e m p l e a á u n l e ñ a d o r p a r a t u m b a r 

u n á r b o l ; e n e l m o m e n t o e n q u e p a s a b a u n a c a r r e t a , e l á r b o l 

c a y ó é h i r i ó á u n j o v e n q u e m u r i ó p o r s u h e r i d a . E l p r o -

p i e t a r i o f u é d e c l a r a d o r e s p o n s a b l e p o r l a C o r t e d e G a n t e . 

E n e l r e c u r s o , i n t e r v i n o u n a s e n t e n c i a d e d e n e g a d a . L a 

C o r t e d e C a s a c i ó n c o m p r u e b a q u e e l l e ñ a d o r h a b í a s i d o e m -

p l e a d o p o r e l d e m a n d a n t e p a r a a b a t i r e l á r b o l : h é a q u í e l 

p r i n c i p i o d e l a l e y ; l u e g o q u e e l p r o p i e t a r i o t e n í a e l d e r e c h o 

y e l d e b e r d e d i r i g i r e l t r a b a j o d e l o b r e r o : h é a q u í e l p r i n -

c i p i o d e l a j u r i s p r u d e n c i a . L a C o r t e c o n c l u y e q u e e s t a s c i r -

c u n s t a n c i a s j u s t i f i c a n p l e n a m e n t e l a a p l i c a c i ó n d e l a r t í c u l o 

1,384. (2) 

C o n m á s r a z ó n n o p u e d e h a b e r d u d a c u a n d o e l d e b a t e 

v e r s a a c e r c a d e l a r e s p o n s a b i l i d a d d e l e m p r e s a r i o c u y o o b r e -

r o c a u s ó u n i n c e n d i ó p o r s u i m p r u d e n c i a . E n e l c a s o , s e t r a -

t a b a d e u n o b r e r o q u e f u m a n d o d í ó l u g a r á u n i n c e n d i o e n 

1 7 5 ^ , a C r i I n i n a , • D e u e g a d a . 1 3 d e D i c i e m b r e d e 1 8 5 6 ( D a l l o z , 1857 , 

2 D e n e g a d a , 6 de J u l i o d e 1868 (Paticritia, 1868, 1, 468 ; . 

p. d e d . t o m o x x _ 8 5 . 



un granero encerrando restos de algodón. Es admitido por 
todos que el empresario es" el comitente del obrero que em-
plea. (1) 

580. El conflicto de arabos principios se ha presentado en 
el caso siguiente. Un propietario contrata á un operario pa-
ra colocar unos tubos de chimeneas; durante esos t rabajos 
cayeron varios ladrillos ó hirieron á un transeúnte. De ahí 
la cuestión de saber si el propietario era responsable. La 
Corte de Douai lo decidió negativamente, en virtud del 
principio que hemos combatido. Esta cuestión exige dos 
condiciones para que haya lugar á la responsabilidad del 
art. 1,384: Primero que el comitente haya escogido un em-
pleado capaz de llenar la misión que le encarga; después 
que tenga el derecho de dirigirlo y vigilarlo en el cumpli-
miento de sus funciones. Esta segunda condición es inven-
ción de la jurisprudencia; la Corte de Douai no la justifica; 
no se encontraba en el caso, y no se encuentra casi nunca: 
¿Cuál es el propietario que conoce los oficios de todos los 
operarios que emplea? En consecuencia, la Corte decidió 
que el propietario no era responsable. (2) La sentencia fué 
casada por un motivo extraño á nuestra cuestión y enviada 
á la Corte de Amiens. Había dos causas de responsabilidad: 
P r imero la imprudencia ó impericia del obrero, de que el 
comitente era civilmente responsable; en seguida el descui-
do del propietario y del obrero en no avisar á los transeún-
tes por medio de una señal, que se ejecutaban trabajos en el 
techo. Hagamos por un momento el segundo hecho á un la-
do; en el recurso, la Corte de Casación había evitado pro-
nunciarse, y la Corte de Amiens solo dijo una palabra: "Si 
para el trabajo que hacía el obrero hojalatero puede, á toda 

1 Par i a , 15 de A b r i l d e 1847 (Da l loz , 1847, 4, 423, n ú m . 9) No hay 
q u e d i s t i n g u i r si el o b r e r o t r a b a j a al d í a p o r des t a jo . Aix, 1 3 d e Mi-

^ S f f i S ^ ^ W ( D a l l o z , V m . % 2 3 7 ^ , 
r a s e Doua i , 25 d e J u n i o d e 1841 (Dal loz , en la p a l a b r a BesponsaM-
dad, n ú m . 612). 

rigor, ser considerado como habiéndolo tomado á su cargo, y 
no trabajando bajo la Vigilancia directa del propietario.» (1) 
Se puede ver que la Corte evitó igualmente pronunciarse 
acerca del principio de la responsabilidad que la Corte de 
Douai había consagrado terminantemente. H a y por qué he-
sitar, puesto que el pretendido principio está en oposición 
con la tradición y con los motivos de la ley. 

581. Las relaciones de comitente y de empleado implican 
la existencia de un contrato. Cuando el propietario trata 
directamente con los obreros, no hay ninguna duda en nues-
tra opinión; el amo es, en este caso, comitente. ¿Pero qué de-
be decidirse si trata con un empresario por un trabajo á des-
tajo? El empresario ejecuta en este caso los trabajos en vir-
tud de su contrato; él es quien escoge á los operarios, él es 
su comitente y no ya el propietario. La Corte de Casación 
lo juzgó así en un caso en que el daño había sido causado por 
los obreros, precisamente por haber observado las cláusulas 
de un contrato de empresa. Es ta era una razón más para no 
hacer responsable al propietario. Debemos agregar que la 
Corte aleg a los motivos que se dan do costumbre en apoyo 
del principio que la jurisprudencia ha consagrado. (2) Esto 
es también un caso en el que los dos principios conducen á 
la misma consecuencia. 

Una cuestión análoga se ha presentado ante la Corte de 
Bourges, que la decidió en el mismo sentido. Un propietario 
trata con un empresario para limpiar granos con la máquina 
llamada limpiadora; el empresario escogió á sus operarios y 
por su imprudencia sucedió un accidente á una joven obrera. 
¿Era reaponsableel propietario? Nó, dice la Corte, porque des-
cansó en el empresario para todos los cuidados de ese traba-
jo: La marcha de la máquina, la vigilancia y la dirección 

1 A m i e n a , 24 de F e b r e r o d e 1869 f D a l l o z , 1869. 2, 153). 
2 D e n e g a d a , S a l a C r i m i n a l , 10 d e N o v i e m b r e d e 1859 (Dal loz , 

1860, 1, 49 ; . 



de I09 obreros. (1) En nuestra opinión, se llega á la misma 
consecuencia: El propietario no trata ni directa ni indirec-
tamente con los operarios; no es, pues, su comitente, y por 
consiguiente, no es responsable; él no los escogió. 

No es necesario decir que los mismos principios reciben 
su aplicación en el caso en que una compañía trata con un 
empresario el que tiene la dirección exclusiva de los traba-
jos y, por consiguiente, la elección de los operarios. La Cor-
te de Casación ha sentenciado que la compañía no es respon-
sable del hecho de los operarios; y da para ello el motivo 
habitual, es que la responsabilidad del art. 1,384 supone que 
el comitente tiene derecho á dar órdenes é instrucciones á 
los obreros acerca del modo de llenar sus funciones. (2) En 
esta opinión, la responsabilidad está, fundada en una culpa de 
la dirección y en una falta de vigilancia. La presunción 
de culpa sería, pues, la misma para los propietarios y para 
los empresarios que el ar t . 1,384 declara responsables del 
hecho ageno. Si el principio fuera idéntico, ¿para qué ad-
mitiría la ley para los padres, profesores y artesanos una 
excusa que no admite para los comitentes? La jurispruden-
cia se ha colocado más allá de la ley, porque la responsabi-
lidad le ha parecido demasiado severa para los propietarios, 
pero la severidad está en la ley; y la indulgencia que la opi-
nión general demuestra á los propietarios se vuelve una i n -
justicia para aquellos que son los víctimas de la impericia ó 
el descuido de los operarios. 

Núm. 2. Condición de la responsabilidad. 

582. El art . 1,383 exige una condición para'que los comi-
tentes sean responsables por el hecho de sus dependientes, y 
es que el daño haya sido causado en el desempeño de las fun-
ciones para las que fueron empleados. De ahí sigue que si el 

1 B o n r g e s , 23 d e E n e r o d e 1867 ( D a l l o z . 1867, 2, 197). 
2 C a s a c i ó n , S a l a C r i m i n a l , 20 d e A g o s t o d e 1847 ( D a l l o z , 1847, 

4, 421) . 

daño ha sido causado fuera de estas funciones, los comiten-
tes cesan de ser responsables. Esta condición es una consecuen-
cia del motivo en el que está fundada la responsabilidad de 
los comitentes. Escogen á un dependiente para llenar cier-
tas funciones; es cumpliendo con el servicio como el depen-
diente causa un daño por un delito ó un cuasidelito; la ley 
presume que el daño fué causado por culpa del comitente 
porque hizo la elección de un empleado inhábil, imprudente 
y malvado. La presunción de culpa y, por consiguiente, la res-
ponsabilidad, suponen, pues, que el daño fué causado dentro 
del servicio. Si el dependiente causó el daño fuera de su 
servicio, la razón de la responsabilidad del comitente deja 
de existir, no se le puede reprochar el haber hecho una ma-
la elección, porque el daño causado nada tieue de común 
con el servicio para el que fué escogido el dependiente, y 
desde que no hay presunción de culpa la responsabilidad 
del art . 1,384 no tiene ya razón de ser. 

Un solo y mismo hecho puede, pues, comprometer la res-
ponsabilidad del comitente ó no comprometerla, según haya 
sido cometido dentro ó fuera del servicio, flé aquí un caso en 
que el daño fué causado por dependientes teniendo comiten-
tes diferentes; uno de estos fué declarado responsable y el 
otro nó, por aplicación del principio que acabamos de esta-
blecer. l 'n empleado del resguardo vió á un carretero mon-
tado en su carreta contrariamente á los reglamentos; le or-
denó bajarse, y habiéndose negado, quizo obligarlo. Se em-
prendió una lucha en que tomó parte otro carretero que 
acompañaba al primero. Unas heridas dieron lugar á una ac-
ción por dañas y perjuicios y responsabilidad contra los amos 
de ambos carreteros; uno y otro fueron sentenciados por el 
primer juez. No había ninguna duda en cuanto al amo del 
primer carretero: Era en su servicio como había contrave-
nido el reglamento agravando después su culpa resistiendo 
á la orden que había recibido é hiriendo al que se la había da-



de I09 obreros. (1) En nuestra opinión, se llega á la misma 
consecuencia: El propietario no trata ni directa ni indirec-
tamente con los operarios; no es, pues, su comitente, y por 
consiguiente, no es responsable; él no los escogió. 

No es necesario decir que los mismos principios reciben 
su aplicación en el caso en que una compañía trata con un 
empresario el que tiene la dirección exclusiva de los traba-
jos y, por consiguiente, la elección de los operarios. La Cor-
te de Casación ha sentenciado que la compañía no es respon-
sable del hecho de los operarios; y da para ello el motivo 
habitual, es que la responsabilidad del art. 1,384 supone que 
el comitente tiene derecho á dar órdenes é instrucciones á 
los obreros acerca del modo de llenar sus funciones. (2) En 
esta opinión, la responsabilidad está, fundada en una culpa de 
la dirección y en una falta de vigilancia. La presunción 
de culpa sería, pues, la misma para los propietarios y para 
los empresarios que el ar t . 1,384 declara responsables del 
hecho ageno. Si el principio fuera idéntico, ¿para qué ad-
mitiría la ley para los padres, profesores y artesanos una 
excusa que no admite para los comitentes? La jurispruden-
cia se ha colocado más allá de la ley, porque la responsabi-
lidad le ha parecido demasiado severa para los propietarios, 
pero la severidad está en la ley; y la indulgencia que la opi-
nión general demuestra á los propietarios se vuelve una i n -
justicia para aquellos que son los víctimas de la impericia ó 
el descuido de los operarios. 

Núm. 2. Condición de la responsabilidad. 

582. El art . 1,383 exige una condición para'que los comi-
tentes sean responsables por el hecho de sus dependientes, y 
es que el daño haya sido causado en el desempeño de las fun-
ciones para las que fueron empleados. De ahí sigue que si el 

1 B o n r g e s , 2 3 d e E n e r o d e 1867 ( D a l l o z . 1867, 2, 197). 
2 C a s a c i ó n , S a l a C r i m i n a l , 20 d e A g o s t o d e 1847 ( D a l l o z , 1847, 

4, 421) . 

daño ha sido causado fuera de estas funciones, los comiten-
tes cesan de ser responsables. Esta condición es una consecuen-
cia del motivo en el que está fundada la responsabilidad de 
los comitentes. Escogen á un dependiente para llenar cier-
tas funciones; es cumpliendo con el servicio como el depen-
diente causa un daño por un delito ó un cuasidelito; la ley 
presume que el daño fué causado por culpa del comitente 
porque hizo la elección de un empleado inhábil, imprudente 
y malvado. La presunción de culpa y, por consiguiente, la res-
ponsabilidad, suponen, pues, que el daño fué causado dentro 
del servicio. Si el dependiente causó el daño fuera de su 
servicio, la razón de la responsabilidad del comitente deja 
de existir, no se le puede reprochar el haber hecho una ma-
la elección, porque el daño causado nada tieue de común 
con el servicio para el que fué escogido el dependiente, y 
desde que no hay presunción de culpa la responsabilidad 
del art . 1,384 no tiene ya razón de ser. 

Un solo y mismo hecho puede, pues, comprometer la res-
ponsabilidad del comitente ó no comprometerla, según haya 
sido cometido dentro ó fuera del servicio, flé aquí un caso en 
que el daño fué causado por dependientes teniendo comiten-
tes diferentes; uno de estos fué declarado responsable y el 
otro nó, por aplicación del principio que acabamos de esta-
blecer. l 'n empleado del resguardo vió á un carretero mon-
tado en su carreta contrariamente á los reglamentos; le or-
denó bajarse, y habiéndose negado, quizo obligarlo. Se em-
prendió una lucha en que tomó parte otro carretero que 
acompañaba al primero. Unas heridas dieron lugar á una ac-
ción por daños y perjuicios y responsabilidad contra los amos 
de ambos carreteros; uno y otro fueron sentenciados por el 
primer juez. No había ninguna duda en cuanto al amo del 
primer carretero: Era en su servicio como había contrave-
nido el reglamento agravando después su culpa resistiendo 
á la orden que había recibido é hiriendo al que se la había da-



do. El amo del segundo carretero apeló, y la Corte lo des -
cargó, con razón, de toda responsabilidad. En efecto, el se-
gundo había abandonado su servicio; es decir, su carreta, 
para tomar parte en una querella que era completamente 
agena á su servicio; luego no era un daño causado dentro 
de las funciones para las que su amo lo empleaba y, por lo 
tanto, no había lugar á responsabilidad. (1) 

583. Se ve por este ejemplo que el amo es responsable 
del daño causado por su dependiente solo cuando el hecho 
tiene lugar á ocasión del servicio que se le ha encomenda-
do. Las heridas hechas al empleado del resguardo nada t ie-
nen de común con el servicio del carretero; no fué cumplien-
do mal sus funciones como tal , que habia causado un daño, 
era con ocasión de su servicio; esto basta para hacer al amo 
responsable por la mala elección que había hecho. 

Este punto está, sin embargo, controvertido. Se enseña 
que el comitente no es responsable sino cuando el dependien-
te ejerce sus funciones con imprudencia, torpeza ó maldad. 
Así que el carretero conduce mal su carreta, y por esta im-
pericia lastiira á un transeúnte, el amo es responsable; pero 
si el carretero lastima á propósito á un transeúnte, el amo no 
será responsable porque el daño no tiene por causa el ejer-
cicio torpe de su función de carretero; luego el amo no es 
culpable. (2) H a y una sentencia en este sentido, ^ r o dicha 
s e n t e n c i a demuestra loque tiene de falso el principio de 
donde se parte. La Corte de Bruselas ha decidido que la res-
ponsabilidad de los comitentes debía ser restringida á los 
hechos que constituyen una culpa en la manera de cumplir 
las funciones que el dependiente está llamado á llenar; cuan-
do éste cause un daño por maldad que ninguna previsión 
humana podía impedir, el comitente no es responsable. (3) 

vi- - * 
1 R o u e n , 18 d e E n e r o d e 1837 ( D a l l o s , 1845, 2) 
2 M o n r l o n . R a c i o n e s , t . I I . p á £ . 890, nñ :n . 1,694 
3 Bruse l a s . 8 (le D i c i e m b r e d e 1864 ( P a s i c r m a , 1865,2, 3b0). 

Decimos que la aplicación al principio; en efecto, la Corte li-
mita á ciertos hechos la responsabilidad que la ley e s t ab l -
ee para todos los hechos que causan un daño, s r a i éstos 
cuasidelitos ó delitos. 

584. L a jurisprudencia está en el sentido de nuestra opi-
nión. Necesitamos entrar en algunos pormenores para dar 
a conocer la jurisprudencia, porque las cortes no proceden 
por principios generales. Una acción por responsabilidad 
iue dirigida contra una compañía acerca de díceres difama-
torias reprochados á sus agentes. La compañía objetó lo 
que se dice en la opinión que combatimos: Q u e sus agentes 
habían obrado contrariamente á sus instrucciones terminan-
tes; luego fuera de su mandato y, por consiguiente de sus 
funciones. Nó, dice la Corte de Orléans; basta que los he-
chos de los dependientes se relacionen con el objeto de su 
mandato y hayan tenido lugar á ocasión de su ejecución pa-
ra que los comitentes sean responsables. (1) 

Un crimen odioso es cometido por un cochero en la per-
sona de una joven de trece años que estaba encargado de lle-
var á la escuela H é aquí seguramente un hecho extraño 
al dependiente; sin embargo, el comitente fué declarado el 
responsable, porque el atentado había tenido lugar á ocasión 
del ejercicio de sus funciones. (2) El texto y el espíritu de 
la ley ordenan que el comitente sea responsable de los deli-
tos de quienes ha confiado un servicio, desde que estos deli-
tos se cometen á ocasión del mismo servicio. 

Un doméstico tira con un fusil sobre unos pájaros mien-
tras que trabajaba en la granja de su amo; hiere á una joven 
que pasaba en este momento: El amo fué declarado respon-
sable. El doméstico no cumplía seguramente con una fun-
ción de su servicio tirando á los pájaros, pero lo hacía á la 
vez que trabajaba; basta, dijo la Corte de Nancy, que el he-

1 O r l é a n s , 21 d e D i c i e m b r e d e 1854 (Da l loz 1857 9 sn i g a d a , 5 d e N o v i e m b r e «te 1855 ( D a l l o . , 1856 353> ' J ' 
2 T r i b u n a l d e l S e n a , 2 8 d e M a y o d e 1872 ' (Dal loz , 1873. 3, 7,. 



cho se ligue á las funciones de una manera cualquiera por 
circunstancias de t iempo, de lugar ó de servicio. La Corte 
agrega que el amo es responsable por no haber sido bastan-
te cuidadoso en su elección ni bastante atento en su vigilan-
cia- (1) este último motivo está de más, pues resultaría q u e 
el amo'pudiera excusarse cuaudo no pudo impedir el hecho; 
y la Corte hace notar que la ley no le permite esta excusa; 
hay pues, que abandonar tuda idea de vigilancia. Solo hay 
una'restricción que hacer, y es que t ratándose de un delito 
ó de un cuasidelito, es preciso que haya culpa. La ley pre-
sume la culpa del comitente, pero la presunción no es aplica-
ble sino cuando el daño ha sido causado dentro de las fun-
ciones para las que el dependiente ha sido designado. I na 
vez este hecho establecido, el comitente no está admitido á 
probar que no pudo impedir el hecho que da lugar á su res-
ponsabilidad. Volverómos á hablar acerca de este punto. 
La Corte de Paris aplicó la restricción cometida por un do-
méstico fuera de su servicio y á consecuencia del rencor 
personal que el culpable abrigaba contra su víctima (2) lo-
ro la Corte declaró responsable del asesinato cometido por un 
guardacaza, al propietario y á los arrendatarios del bosque, 
p o r q u e el crimen había tenido lugar en las funciones para 
las que el guarda era empleado; es decir, en la cacería en la 
que tomaba parte en su calidad de guarda. (3) 

585 P a r a que el amo no sea responsable es menester que 
el hecho haya tenido lugar fuera de su servicio Cuando el 
servicio es permanente, se podria creer que el dependiente 
obra siempre en el ejercicio de sus funciones porque no pue-
de despojarse de su calidad de doméstico, de obrero, ó de 
dependiente. El texto responde á la objeción, puesto que 
implica que el empleado puede causar un daño fuera de sus 
funciones y que, en este caso, el amo no es responsable. 

1 N a n c y 5 d e A b r i l d e 1873 ^ n U o z . M * , * , ™ ) -
2 Par ia , 1*» d e Mayo d e 1874 (Dal loz , 1874, 2, 2 4). 
3 P a r £ 19 de M a y o d e 1874 ^Dalloz, 1874, 2, 214 . 

¿Cnándo el empleado está en sus funciones, y cuándo no es-
t á en ellas? Esto es una cuestión de hecho; (1) esta decisión 
pertenece al juez y no puede ligarse á presunciones que la 
ley ignora. La Sala Criminal de la Corte de Casación dice que 
un doméstico, en la casa de su amo, está siempre colocado 
bajo la autoridad de éste, y que se le reputa como obrando 
en las fuuciones á las que está empleado. (2) Esto es crear 
una presunción y ésta, si se admitiera, conduciría á hacer al 
amo siempre responsable; en efecto, el amo tiene una auto-
ridad permanente sobre el doméstico, tanto fuera como den-
tro de su casa. Es siempre la idea áe autoridad y de vigilan-
cia lo que hace que la Corte se equivoque; hay que apar -
tarla, puesto que es extraña á la ley. Puede muy bien suce-
der que el doméstico no esté en el ejercicio de sus funcio-
nes cuando causa un daño en la casa de su amo. El caso se 
presentó ante la Corte de Casación: Los domésticos habían 
invitado á una persona extraña y le hicieron beber un licor 
envenenado. No se puede decir que una invitación sea un 
servicio al que el amo emplee á sus domésticos; por eso la 
Ccrte de Casación sentenció que este grave accidente no era 
imputable á nadie. (3) 

Las funciones de los dependientes son muy diversas, y 
por consiguiente, muy divididas; debe estrictamente m a n -
tenerse la regla del Código en lo que se refiere á ellas. Si 
han obrado en la esfera de sus atribuciones, el amo es res-
ponsable. Un dependiente hace descontar unas letras falsa» 
fabricadas en nombre de su patrón; éste fué declarado res-
ponsable, porque el dependiente estaba habitualmente en-
cargado de presentar las letras de su amo en casa del ban-
quero para descontarlas y recibir el producto. 

1 Véanne ap l i cac iones en el Repertorio d e Dál loz, Dúm. 577 en la 
p a l a b r a Responsabilidad. 

2 Casac ión . 30 d e A g o s t o d e 1860 iDa l loz , 1860, 1, 518) 
3 D e n e g a d a , 5 d e J u n i o d e 1861 (Da l loz , 1861, J , 439). 
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Un empleado de la compañía del ferrocarril t rabajaba en 
los escritorios en que estaban los registros de acciones. Des-
prendió ocho acciones al portador que tenían solamente una 
de las tres firmas que debían tener, falsificó las otras dos y 
negoció las acciones. Los terceros engañados promovieron 
por responsabilidad contra la compañía. Esta demanda no 
fué acogida porque el empleado habla cometido el delito de 
falsificación fuera de sus funciones. (1) 

Cuando el empleado obra fuera de sus atribuciones, no 
s e puede decir que el patrón sea responsable por haberlo em-
pleado en un servicio en el que causó un daño. Pero en es-
ta hipótesis, el patrón podrá estar comprometido por sí, si 
el daño ^ha sido caúsalo por su negligencia. Un banquero 
deja los registros, sellos y esqueletos de su casa, á la dispo-
sición de uno de sus empleados, quien se sirve de ellos para 
fabricar dos pagarés falsos. Fué sentenciado que el banque-
ro no era responsable en virtud del art. 1,384, pero que sí 
lo era en virtud del art. 1,382, por haber cometido perso-
nalmente un cuasidelito. (2) 

586. Las cortes se resisten algunas veces ante la aplica-
ción de la responsabilidad que el art . 1,384 establece á car-
go de los comitentes. ¿Se extiende esta aplicación á los deli-
tos criminales? La afirmativa no es dudosa; puesto que la ley 
no distingue, no hay lugar á distinguir. Toda limitación es 
arbitraria, puesto que esto es crear una excepción cuando la 
ley no admite ninguna. Se dirá en vano que la responsabi-
lidad de los comitentes es exhorbitante, y que no debe ex-
tenderse más allá de las operaciones y hechos de comer-
cio. (3) Contestaremos con la Corte de París que la ley la , 
quiso severa; si lo es demasiado, debe corregirse. L a senten-
cia de la Corte afirma la opinión que hemos enseñado: "Es-

1 Pa r í s . 19 de Mayo d e 1843 ( D a l l o s , 1848, 2, 146) . 
2 Denegada . 25 d e N o v i o n b r e d e 1345 (Dal loz , 1845, 2. 32*. 
3 B r u s e l a s , 21 d e F e b r e r o d e 1842 (Pauícrisia, 1842, 2, 258). 

ta responsabilidad especial es de las más extensas; se mide 
en la entera libertad .de la elección del amo Z comitente que 
deposita su confianza, y la posibilidad que tiene de informar-
se completamente acerca de la moralidad y capacidad del 
doméstico ó dependiente que inviste. Una sola condición 
existe para esta responsabilidad de los amos y comitentes, y 
es que el daño haya sido causado por sus domésticos ó em-
pleados dentro de las funciones á que se destinan, lo que de-
be entenderse sobre todo para los abusos cometidos en el 
cumplimiento de dichas funciones, cuasidelitos, delitos ó crí-
menes. Siempre que el hecho perjudiciable se ligue ó se re-
lacione con la función, que solo sea una extensión abusiva 
de ella, la condición de la ley existe y la responsabilidad de 
los amos está incurr ida ." (1) 

587. Sucede frecuentemente que el daño está causado 
por un empleado á otro empleado. Se pregunta si el amo ó 
comitente será responsable. La Corte de Casación se ha pro-
nunciado por la afirmativa, y con razón. La ley es general, 
no distingue, y no hay lugar á distinguir; hay al contrarío, 
un motivo más de responsabilidad; el amo debe vigilar á que 
uno de sus domésticos no esté lesionado por la impruden-
cia, negligencia ó maldad de otro doméstico. Se supone que 
el daño ha sido causado durante el tiempo en que los do-
mésticos ejecutan un t rabajo común que les ha sido confia-
do. (2) Si el hecho perjudiciable es extraño á las funciones 
de los dependientes, el amo no es responsable; esto es el de-
recho común. (3) 

I lay algunas hesitaciones en la jurisprudencia. La Corte 
de Tolosa sentenció que los domésticos son, en verdad, r s-
ponsables entre sí, pero que el amo se liberta por el salario 

1 Pa r ip , 15 d e M a y o d e 1851 [Dal loz . 1852, 2. 2401. 
2 A u b r y y l i a n , t- I V , p á g . 7ü0, no t a 19, y las a u t o r i d a d e s q u e son 

c i t a d a s . 
3 T r i b u n a l del S e n a , 20 de A g o s t o d e 1872 [ D a l l o z , 1873, 5 , 406 

n ú m . 27] . 



comprometido de las eventualidades de trabajo que los asa-
lariados aceptan. Esto es una mala razón: el salario que el 
comitente paga á sus dependientes, nada tiene de común con 
la responsabilidad que la ley le impone. La sentencia fué ca-
sada. ( I ) La Corte de Lyon sentenció como la Corte de To-
losa: que los dependientes aceptan las eventualidades del pe-
ligro que el trabajo presenta, y que estas eventualidades es-
táu compensadas por el salario que reciben. (2) Esta jurispru-
dencia confunde dos órdenes de ideas muy diferentes. Sin 
duda el que se encarga de un trabajo acepta las eventuali-
dades de peligro que resultan del mismo, y estas eventuali-
dades se toman en consideración en la estipulación del sala-
rio. El amo no responde por el daño que el obrero sufre, 
porque lo pagó adelantado; se supone que no hay ninguna 
imprudeucia que reprochar al comitente, pues éste respon-
de siempre de su hecho. (3) Pero si el daño no es causado 
por la ejecución del trabajo, sí lo es por un hecho que cons-
tituye un delito ó un cuasidelito; el dependiente tiene dere-
cho á una indemnización por acción directa contra el au -
tor del hecho perjudiciable y por acción en responsabilidad 
contra el amo. Aquí no puede decirse ya que el salario in-
demnice al obrero, pues los delitos y cuasidelitos no se t o -
man en consideración para fijar el monto del salario. 
- La Corte de Lyon ha cambiado su jurisprudencia prime-
ra. U n barco de vapor habiendo hecho explosión, varios 
marineros fueron heridos, y uno de ellos perdióla vida. La 
viuda de éste y sus hijos pidieron daños y perjuicios contra 
el propietario del barco. Esta demanda fué acogida por la 
Corte. Sienta en principio que es deber de los jefes de esta-

1 C a s a c i ó n , 28 d e J u n i o d e 1841 [ D a l l o z , e n l a p a l a b r a Rctponta-
6 W n % d e ° b ! c ] e m b r e d e 1836 (Dal loz, e n la p a l a b r a Responso-

f n , p á g . 145, n ú ™ , 912 y 913. A u b r y y B a u , t I V , 
p ¿ 7 6 0 ' n o t a s 20 y 21. L y i n , 19 d e J u l i o d e 1853 ( D a l l o z , 1853, 2. 
233) 

blecimientos industriales de poner á la seguridad de los 
obreros que emplean y que son responsables para con aque-
llos, por todos los accidentes y daños que puedan sobreve-
nir, ya por vicio de construcción ó falta de mantención de 
las máquinas y aparatos, sea por la negligencia ó la-torpeza 
d e los empleados á los varios servicios del establecimiento. 
Y, en el caso, la ruptura del caldero e ra atribuida á una de 
estas causas. (1) 

Num. 3. ¿Cuándo cesa la responsabilidad? 

588. Pothier , después de haber dicho que los amos son 
responsables del daño causado por los sirvientes ú obreros 
que emplean en algán servicio, agrega: " L o s >n. aun en el 
caso en que no hubiera estado en su poder impedir el deli-
to ó el cuasidelito, cuando los hechos fueron cometidos en el 
ejercicio de las funciones para las que fueron empleados por 
sus araos, aunque en su ausencia: lo que fué establecido pa-
ra que los araos atiendan á no servirse sino de buenos do-
mésticos." (2) ¿Ha sido esta doctrina consagrada por el Có-
digo Civil? La afirmativa resulta del texto y de los trabajos 
preparatorios. El art. 1,384 comienza por establecer la res-
ponsabilidad de los padres, de los amos y comitentes, de los 
profesores y artesanos; después hay un párrafo que dice así: 
" L a responsabilidad citada tiene lugar, á menos que los pa-
dres, profesores y artesanos prueben que no pudieron impe-
dir el hecho que da lugar á esta responsabilidad.'' La excep-
ción está, pues, limitada á los padres, profesores y a r tesa-
nos; la ley no la extiende á los amos y comitentes, por con-
siguiente, éstos no la pueden invocar. Se dirá que es un ar-
gumento sacado del silencio de la ley, pero el argumento es 
decisivo cuando se pone al texto del Código en relación con 

1 L y o n , 1 3 d e D i c i e m b r e d e 1854 ( D a l l o z , 1855, 2, 86). C o m p á r e -
se L y o n . 9 d e D i c i e m b r e d e 1854 ( D a l l o z , 1855, 5, 391, n ú m . 23) . 

2 P o t h i e r , De las obligaciones, n ú m . 121. 



el fracmento de Pothier que acabamos de transcribir. El 
relator del Tribunado lo dice terminantemente; después de * 
haber justificado la excepción que el art. 1,384 establece en 
favor de los padres, profesores y artesanos, agrega: »No su- • 
cede asi con los amos y comitentes. Estos no pueden en nin- , 
gún caso argüir de la imposibilidad en que pretenden haber 
estado para impedir el daño causado por sus domésticos y 
dependientes en las funciones en que los emplearon; el pro- j 
yecto los sujeta siempre á la responsabilidad la más entera y ] 
la menos equívoca.» ¿Cuál es la razón de este rigor? B e r - | 
trand de Greuille contesta que nada tiene que no sea muy j 
equitativo. >'¿Nt> es, en efecto, el servicio aprovechado por ; 
el amo el que produjo el mal que se quiere reparar?" ¿No tie- j 
ne que reprocharse el haber puesto su confianza en hombres , 
malvados, torpes é imprudentes? ¿y sería justo que losterce- ¡ 
ros resultan víctimas de esta confianza inconsiderada que j 
es la primera causa, la verdadera fuente del daño que su- ] 
fren?" (1) Estas razones no nos parecen decisivas. No es ; 
exacto decir que es el servicio del amo loque produjo el mal- j 
El servicio es la ocasión y no la causa. Cuanto á la falta que j 
se reprocha al comitente de haber puesto su confianza en j 
hombres malvados, torpes ó imprudentes, supone que los j 
patrones tienen la elección de los dependiente». Antaño pue- j 
de ser que así fuera; pero la» eos s han cambiado tanto j 
que se pregunta d las señoras de casa si tienen la elección de j 
sus domésticos. Que se pregunte á los jefes de industria si • 
les es posible escoger á sus obreros, tomando á los más ca- ^ 
paces y á 1.« más moralizados. El tiempo está próximo en que j 
los domésticos y los obreros impondrán su ley á los amos y 
á los comitentes. En este orden de cosas, la presunción de 

1 B e r t r á n * d e Greu i l l e . Informe,'nfno. 14 (Locré , t . V I , p á g 2811- j 
4 K « r í í«i t IV i.ác 761, nota 22 v l as a u t o r i d a d e s q u e c i t an . 

i ^ l U f i r v ¿ ' $ ¡ f n f t , » . 1 ,695. L a j n r i t p r n d « n e i a estA . . . 

l i n i o d e 1836 ( D a l l o s , e n ' a p a l a b r a RcsgmubiMad, nf im. 69a, 1 ) ] 
P a r i P . 1 5 d e M a y o d a l 8 5 H D d l o s , 1852, 2 , 2 4 1 ) . 

culpa en la que se funda el rigor de la ley, no tiene ya r a -
zón de ser. Es una excepción á una regla que no sufre n in -
guna. El relator del Tribunado confiesa que la imposibili-
dad bien comprobada de impedir el daño causado, equiva-
le á la fuerza mayor, y la fuerza mayor no da ninguna ac -
ción á aquel que es víctima de ella. :'l) Tal es el verdadero 
principio. 

o39. Los aruos y los comitentes no pueden prevalecerse 
de la excepción del art. 1,384. ¿Es esto decir que no pue -
dan invocar ninguna otra excepción? Nó; quedan bajo el im-
perio del derecho común, salvo en lo que concierne á la im-
posibilidad de impedir el daño caucado. Debe, pues, apli-
cárseles lo que hemos dicho de la responsabilidad resultan-
do de los delitos y cuasidelitos; ésta cesa bajo ciertas condi-
ciones, cuando la parte lesionada sufrió el daño por culpa 
suya (núras. 573-575). La responsabilidad del hecho age-
no está también fundada en un cuasidelito; luego sin éste no 
hay responsabilidad. A los tribunales toca apreciar si, por 
razón de la culpa de la parte lesionada, no hay ya culpa 
que reprochar al comitente del empleado, autor del hecho 
perjudicial. 

D e hecho, la cuestión es muy delicada. El agente de una 
[ compañía de seguros recibe actas de adhesión de parte de 
| varios cultivadores, los que tienen la imprudencia de pagar-
l le las primas, aunque los estatutos dijesen que un pago váli-

do y liberatorio solo debía hacerse con la autorización e x -
presa del director general. Sucedió un siniestro; los cult i-
vadores que se creían asegurados, promovieron contra la 
compañía. En realidad, no estaban augurados, el agente 

f infiel no habiendo remitido sus actas de adhesión sino des-
pués del accidente; en cuanto á las primas, se las había apro-
piado. Había delito por parte del agente. ¿Era la compañía 

1 I n f o r m e al Tribunado, nñra. 13 (Looré, t. V i , póg . 281). 



responsable? La Corte de Orléans juzgó que no lo era, r e -
formando la sentencia del primer juez, y contrariamente & 
las conclusiones del Ministerio Público. Se funda en los es-
tatuios impresos de la compañía, que probaban que el agen-
te había sobrepasado so mandato, 1c que lo, adberente. po-
dían v debían saber La Corte Concluye que el dependien-
te no había obrado en el ejercicio de sus funciona y que 
la compañía no tenia culpa. (1) Preferimos la d ^ s . i u d e l 
primer juez. ¿El agente había causado el d a ü o ^ d e n t r o ^ e 
L funciones á las que lo desuñaba la compañía? Difícil 
sería negarlo, pues las funciones de un agente de seguro» 
consisten s-guramente en recoger adhesiones. En el ejer-
cido de »US funciones, el agente había cometido dos d e t o » 
No habla mandado las adhesiones 4 la compañía, y h a b i a 
entregado recibos no firmados por el director, i l » ^ - " 
to, como lo dice la Corte, que este agente fuera el agente de 
la compañía? Hab í , obrado como dependiente, peromfieN 
mente, engañando á la compañía y a loe adherentes. Se e ^ 
taba, pues en el texto y en el espíritu del ar t U 8 4 E . 

los adheren.es tenían culpa por no haber leído 
los estatutos impresos, pero este hecho e r a , = ° " t e 9 t e b l e 

bía entre los cultivadores un hombre analfabético que ni s -
quiera sabía firmar. Aun los que saben l e e r ¿entienden bien 
T e L u l a s de una póliza de seguros, las que son d g o n » 
T e c e s obscuras * p r o n t o ? Pero admitiendo que hubo cu -
« reprochársele,. ¿no tenía ninguna la compañía? B. 
T a adherentes no leen lo, estatutos, es porque tienen con-
fian , e n o s agentes mandatario, de la compañía. Esta con. 
fianza e , la que se engaña cuando el agente es un bribón. Y 
' n o e . precisamente U mala elección que hace el comiten«, 
í T , : constituye la culpa, í» r razón de la que el c o m e n -
te es responsable? Esto nos parece decisivo. 

I Orléans, 12 de noviembre de 1*60 (Dallo», 1W1, 2, MI-

ARTICULO 2.—Aplicación del principio. 

Núm. 1. ¿Es responsable el Estado? 

590. El art. 1,384, al declarar á los comitentes responsa-
bles por el daño cansado por sus empleados, establece un prin-
cipio general: Hay lugar á responsabilidad desde que hav 
un comitente y un empleado y que el daño ha sido causado 
por este último en el ejercicio de las funciones para las que 
fue nombrado. Se ha pretendido que la responsabilidad del 
hecho ageno, siendo una excepción, se necesitaba una dispo-
sición expresa de la ley para hacer responsable al comitente-
y se ha concluido en Francia que las leyes y reglamentos 
de ferrocarriles no hacen responsables á los comen te s por 
los delitos cometidos por sus empleados, y que no se les po-
día aplicar la regla del art. 1.384. Esto fué así sentenciado 
por un Tribunal Correccional. Esto fué raciocinar muy mal 
Es verdad que la responsabilidad del hecho ageno es excen' 
cional; pero desde que la excepción está establecida en t é r -
minos generales, como lo es la de los comitentes, forma r e í 
gla; y es de la esencia de toda regla que deba recibir 8U 

aplicación á todos los casos que se presenten, sin que s*a 
necesario repetirla para cada uno de ellos. La Corte de Ca 
sación lo ha sentenciado así declarando que un empresario 
de coches públicos es responsable de la contravención come-
tida por su cochero á los reglamentos dél ferrocarril (1) 

591 La regla de la responsabilidad de los comitentes 
¿se aplica a Estado? Esta es una de las cuestiones las máí 
difíciles de la materia. La doctrina no se ha ocupado de 
ella; y ha resultado que la jurisprudencia e . también inse-
gura Si debe de creerse á los autores ordinariamente e x a c 
tes, la cuestión no seria una cuestión. M U . Aubry y Kau 

453,Ca8aCÍÓn ' S a , a C r Í m ¡ n a l ' H d e J u n i o d e J861 íüalloz, 1861, ,, 

p. de d. t o m o x x 87. 



responsable? La Corte de Orléans juzgó que no lo era, r e -
formando la sentencia del primer juez, y contrariamente & 
las conclusiones del Ministerio Público. Se funda en los es-
tatuios impresos de la compañía, que probaban que el agen-
te había sobrepasado so mandato, 1c que lo, adberente. po-
dían v debían saber La Corte Concluye que el dependien-
te no había obrado en el ejercicio de sus funciona y que 
la compañía no tenia culpa. (1) Preferimos la d ^ s . i u d e l 
primer juez. ¿El agente había causado el d a ü o ^ d e n t r o ^ e 
L funciones á las que lo desuñaba la compañía? Difícil 
sería negarlo, pues las funciones de un agente de seguro» 
consisten s-guramente en recoger adhesiones. En el ejer-
cido de »US funciones, el agente había cometido dos d e t o » 
No habla mandado las adhesiones 4 la compañía, y habla 
entregado recibos no firmados por el director, i l » ^ - " 
to, como lo dice la Corte, que este agente fuera el agente de 
la compañía? Hab í , obrado como dependiente, peromfieN 
mente, engañando á la compañía y a loe adherentes. Se e ^ 
taba, pues en el texto y en el espíritu del ar t U 8 4 E . 

los adheren.es tenían culpa por no haber leído 
los estatutos impresos, pero este hecho era , 
bía entre los cultivadores un hombre analfabético que ni s -
quiera sabía firmar. Aun los que saben l e e r ¿entienden bien 
T e L u l a s de una póliza de seguros, las que son d g o n » 
T e c e s obscuras * p r o n t o ? Pero admitiendo que hubo cu -
« reprochársele,. ¿no tenía ninguna la compañía? B. 
T a adherentes no leen lo, estatutos, es porque tienen con-
fian , e n o s agentes mandatario, de la compañía. Esta con. 
fianza e , la que se engaña cuando el agente es un bribón. Y 
' n o e . precisamente U mala elección que hace el comiten«, 
í T , : constituye la culpa, í» r razón de la que el c o m e n -
te es responsable? Esto nos parece decisivo. 

I O r l í . n s , 12 d e n o v i e m b r e d e 1*60 (Da l lo . , 1*S1, 2, 21). 

ARTICULO 2.—Aplicación del principio. 

Núm. 1. ¿Es responsable el Estado? 

590. El art. 1,384, al declarar á los comitentes responsa-
bles por el daño cansado por sus empleados, establece un prin-
cipio general: H a y lugar á responsabilidad desde que hav 
un comitente y un empleado y que el daño ha sido causado 
por este último en el ejercicio de las funciones para las que 
fue nombrado. Se ha pretendido que la responsabilidad del 
hecho ageno, siendo una excepción, se necesitaba una dispo-
sición expresa de la ley para hacer responsable al comitente-
y se ha concluido en Francia que las leyes y reglamentos 
de ferrocarriles no hacen responsables á los comen te s por 
los delitos cometidos por sus empleados, y que no se les po-
día aphear la regla del art. 1,384. Esto fué así sentenciado 
por un Tribunal Correccional. Esto fué raciocinar muy mal 
Es verdad que la responsabilidad del hecho ageno es exceo' 
cional; pero desde que la excepción está establecida en t é r -
minos generales, como lo es la de los comitentes, forma r e í 
gla; y es de la esencia de toda regla que deba recibir 8U 

aplicación á todos los casos que se presenten, sin que sea 
necesario repetirla para cada uno de ellos. La Corte de Ca 
sación lo ha sentenciado así declarando que un empresario 
de coches públicos es responsable de la contravención come-
tida por su cochero á los reglamentos dél ferrocarril (1) 

591 La regla de la responsabilidad de los comitentes 
¿se aplica a Estado? Esta es una de las cuestiones las máí 
difíciles de la materia. La doctrina no se ha ocupado de 
ella; y ha resultado que la jurisprudencia es también inse-
gura Si debe de creerse á los autores ordinariamente e x a c 
tes, la cuestión no seria una cuestión. M U . Aubry y Kau 
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responsable? La Corte de Orléans juzgó que do lo era, r e -
formando la sentencia del primer juez, y contrariamente & 
las conclusiones del Ministerio Público. Se funda en los es-
tatutos impresos de la compañía, que probaban que el agen-
te había sobrepasado su mandato, 1c que lo, adherentes po-
dían , debían saber La Corte Concluye que el dependien-
te no había obrado en el ejercicio de sus funciones y que 
la compañía no tenia culpa. (1) Preferimos la d ^ s . ó u d e l 
primer juez. ¿El agente había causado el d a ü o ^ d e n t r o ^ e 
fas funciones á las que lo desuñaba la compañía? Difícil 
sería negarlo, pues las funciones de un agente de seguro» 
consisten s-guramente en recoger adhesiones. En el ejer-
cido de »US funciones, el agente había cometido dos de l i t o . 
No habla mandado las adhesiones 4 la compañía, y h a b l a 
entregado recibos no firmados por el director, i l » ^ - " 
to, como lo dice la Corte, que este agente fuera el agente de 
la compañía? Había obrado como dependiente, peromfieN 
mente, engañando á la compañía y a loe adherentes. Se e ^ 
taba, pues en el texto y en el espíritu del ar t U 8 4 E . 

los adherentes tenían culpa por no haber leído 
los estatutos impresos, pero este hecho e r a , = ° " t e 9 t e b l e 

bía entre los cultivadores un hombre analfabético qu e n , -
quiera sabía firmar. Aun los que saben l e e r ¿entienden bien 
T e L u l a s de una póliza de seguros, las que son d g o n » 
t b c c s obscuras 4 p r o p L o ? Pero admitiendo que hubo cu -
pa l . reprochársele,. ¿no tenía ninguna la compañía? B. 
T a adherentes no leen lo, estatutos, es porque tienen con-
fianL en o y e n t e . , mandatario, de la compañía. Esta con. 
fianza e , la que se engaña cuando el agente es un bribón. Y 
' n o e . precisamente la mala elección que hace el comiten«, 
C : : constituye la culpa, por razón de la que el c o m e n -
te es responsable? Esto nos parece decisivo. 

I O r l í . n s , 12 d e n o v i e m b r e d e 1*60 (Da l lo . , 1S61, 2, 21). 

ARTICULO 2.—Aplicación del principio. 

Núm. 1. ¿Es responsable el Estado? 

590. El art. 1,384, al declarar á los comitentes responsa-
bles por el daño cansado por sus empleados, establece un prin-
cipio general: Hay lugar á responsabilidad desde que hav 
un comitente y un empleado y que el daño ha sido causado 
por este último en el ejercicio de las funciones para las que 
fue nombrado. Se ha pretendido que la responsabilidad del 
hecho ageno, siendo una excepción, se necesitaba una dispo-
sición expresa de la ley para hacer responsable al comitente-
y se ha concluido en Francia que las leyes y reglamentos 
de ferrocarriles no hacen responsables á los comen te s por 
los delitos cometidos por sus empleados, y que no se les po-
día aplicar la regla del art. 1.384. Esto fué así sentenciado 
por un Tribunal Correccional. Esto fué raciocinar muy mal 
Es verdad que la responsabilidad del hecho ageno es exceo' 
cional; pero desde que la excepción está establecida en t é r -
minos generales, como lo es la de los comitentes, forma r e í 
gla; y es de la esencia de toda regla que deba recibir 8U 

aplicación á todos los casos que se presenten, sin que s*a 
necesario repetirla para cada uno de ellos. La Corte de Ca 
sación lo ha sentenciado así declarando que un empresario 
de coches públicos es responsable de la contravención come-
tida por su cochero á los reglamentos dél ferrocarril (1) 

591 La regla de la responsabilidad de los comitentes 
¿se aplica a Estado? Esta es una de las cuestiones las máí 
difíciles de la materia. La doctrina no se ha ocupado de 
ella; y ha resultado que la jurisprudencia e . también inse-
gura Si debe de creerse á los autores ordinariamente e x a c 
tes, la cuestión no seria una cuestión. M U . Aubry y Kau 
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enseñan que: "El Estado representado por diverso* minis-
terios y administraciones, es como todo comitente, respon-
sable por los daños causados por sus empleados, agentes ó 
sirvientes, en el ejercicio de sus funciones ó de su servi-
cio (1) Se<mu esto el Estado sería regido en todo por el 
derecho común; esto es decir que la dificultad que acaba-
mos de señalar, no existe. Pero consiste precisamente en 
precisar cuándo el Estado es comitente; los editores de Z a -
chariss parecen decir que loes siempre, desde que el daño 
está causado por uno de sus subordinados; de manera que 
todo funcionario ó agente cualquiera deL Estado seria un 
dependiente cuyos delitos ó cuasidelitos arrastrarían la res-
ponsabilidad del Éstado. La consecuencia testifica en con-
tra del principio de que procede, pues esta responsabilidad 
universal del Estado uo es admitida por nadie; todos reco-
nocen que el Estado no es siempre comitente; se trata de 

determinar cuándo lo es y cuándo nó. 
Larombiére vió la dificultad y trató de resolverla Dis-

tingue. ..Cuando el Estado organiza una administración pú-
blica en interés del monopolio ó de especulación ordinaria, en 
vista de una verdadera explotaciónin dustrial, es como si ejer-
ciera una industria privada, y por consiguiente, las relaciones 
que resultan entre él y los ciudadanos están regidas por el de-
recho común,. En esta primera hipótesis, no hay ninguna du-
da- el Estado industrial está en una misma línea que un par-
ticular que ejerce una industria. Sin embargo, Larombiére 
agrega una restricción: excepto las modificaciones que esta 
responsabilidad que, con relación á él, no es ni general m a&-
Juta; puede sufrir en su extensión y sus efectos, según la 
naturaleza y las necesidades de cada servicio. "La restric-
ción es tan vaga que destruye la regla. Si la responsabih-
dad del Estado como industrial, no es general ni absoluta, 

1 A u b r y y R a u , t I V , p á * . 759 y n o t a 16, p f o . 447. C o m p á r e s e 
S o u r d a t , t . I I , p á g . 400, n ú i n . 1,299. 

no es exacto decir que está regida por el derecho común, 
pues el derecho común del art. 1,384 es general y absoluto. 
Cuanto á las modificaciones que admite Larombière á la 
responsabilidad, serían excepciones á la regla: ¿Dónde están 
escritas estas excepciones? ¿Cuál es su límite? Larombière no 
responde á la cuestión. 

¿Solo es responsable el Estado cuando dirige una explo-
tación industrial? Larombière dice que lo es también cuan-
do, bajo autoridad de la ley, funda un establecimiento para 
serviciosptíblicos de los que reglamenta las condiciones de 
existencia y las relaciones con los ciudadanos; cualquiera 
que sean las condiciones de orden público v de utilidad pe-
neral que se liguen á ella, la posición del Estado no difiere 
de la de un simple particular. ¿Cuáles son estos servicios ptí-
blicos? ¿Deben comprenderse en ellos, como lo hacen los edi-
tores de Zachariíe, los diversos ministerios y las administra-
ciones públicas? Larombière nada precisa. Admite, además, 
para esta segunda hipótesis, las mismas restricciones y mo-
dificaciones que para la primera. En definitiva, los casos en 
que el Estado es responsable á título de comitente quedan in-
seguros. Solo una cosa es segura, es que el Estado no sim-
pre es responsable. ¿Cuándo es? 

Larombière contenta : "Cuanto á los actos del gobierno pro-
piamente dichos, el Estad-> no es responsable por el daño 
causado por 1<« delitos ó cuasidelitos de sus diversos f u n -
cionarios que, en los diferentes ramos de administración, 
son los depositarios de una parte más ó menos considerable 
de la autoridad pública. Sus actas, cualquiera que sea su 
naturaleza, n»» comprometen la responsabilidad. De otro mo-
do, la marcha del gobi- rno sería constantemente estorbada y 
su acción apocada. El interés público sufrirá por todo cuan-
to se concediera á intereses individuales. Las partes lesiona-
das no tienen recurso contra los funcionarios y agentes que 
en el ejercicio de sus funciones han cometido un delito ó un 



cuasidelito. (1) Queda por saber cuáles son los actos de 
gobierno propiamente dichos para los que el Estado no es res-
ponsable á título de comitente y, ¿cómo pueden distinguirse 
de los actos por los que e« responsable el Estado, aunque 
sean d e orden público y utilidad general? Larombiére no 
contesta á estas cuestiones. 

592. La jurisprudencia francesa está profundamente de-
cidida: hay oposición radical entre la Corte de Casación y el 
consejo de Estado. La Corte de Casación decide que el artí-
culo 1,384 es aplicable al Estado como á los particulares, y 
formula su doctrina en los más absolutos términos. U n co-
che-correo, encargado del transporte de despachos atrope-
11a y hiere á una persona. De ahi una acción por daños y 
perjuicios contra el correo y contra el Estado. La Corte de 
Agen condenó al correo; hemos relatado el caso más atras. 
El Estado fué condenado como civilmente responsable por su 
empleado. Recurso de casación; la Corte, después, de delibe-
ración en la Sala del Consejo, pronunció una sentencia de de-

j iegada. Asienta en principio que losarla. 1,382,1,383 y 1,384 
son aplicables, sin excepción, en todos los casos en que un 
hecho cualquiera del hombre causa á otro un daño produci-
do por la culpa de su autor. El Estado, dice la sentencia, 
representado por los diferentes ramos de administración pú-
blica, es pasible de las condenas á las que el daño causado 
por el hecho, negligencia ó imprudencia de su agente, pue-
den dar lugar. La Corte concluye que al condenar al correo, 
dependiente de la administración, por la mala conducción del 
coche-correo personalmente, á la administración general de 
correos como civilmente, es responsable á reparar el perjuicio 
causado por la negligencia del conductor. La Corte de Agen 
había hecho una jus ta aplicación de los artículos 1,383 y 
1,384. (2) Hacemos á un lado la dificultad de competencia, 

1 Larombiére. t. V, pág. 756, n6ra. 15 del art. 1,384 (Bd. B., to_ 

m 2 ' ü e n e g a d ^ S a l a Civ i l , I o d e A b r i l d e 1845 ( D a l l o z , 1815, 1 , 2 6 1 ) . 

en la que existe el mismo conflicto entre la Corte de Casa-
ción y el consejo de Estado; esta dificultad no se presenta 
en nuestro derecho, puesto que no tenemos ya jurisdicción 
administrativa. 

El consejo de Estado niega que el art. 1,384 sea aplica-
ble al Estado; esta disposición, lo mismo que todo el Códi-
go Civil, teniendo por objeto regir las relaciones de los 
particulares entre ellos, y no las de la administración con 
ios ciudadanos. No es que el consejo de Estado conteste to-
da responsabilidad civil del Estado, reconoce que éste, co-
mo propietario, como persona civil capaz de obligarse en 
los términos del derecho común, está sometido á las reglas 
de derecho civil. Pero el Estado, poder público, no e*tá 
sometido á dichas reglas. No hay ley que declare al Estado 
responsable; solo hay algunas leyes especiales que, para de-
terminados casos, han rec .nocido el principio de la respon-
sabilidad del Estado por razón de la culpa de sus agentes. 
Tal es, por ejemplo, la ley del 6 -22 de Agosto de 1791 
acerca de aduanas (título VI I I art. 19) que declara á la re-
caudación responsable del hecho de sus empleados en el ejer-
cicio de sus funciones y por razón de ellas. Tal es también 
la ley de 15 de Jul io de 1845 acerca de ferrocarriles (artí-
culo 22) que somete al Estado á una responsabilidad seme-
jante cuando el ferrocarril está explotado por su cuenta. Es-
tas leyes especiales son excepción y solo se aplican á ese tí-
tulo; serían inútiles si el principio fuera que el Estado es 
responsable como lo son los particulares. 

Lo que complica la dificultad en Francia, es la existen-
cia de una jurisdicción administrativa. Los conflictos entre 
esta jurisdicción y la de los tribunales, son diarias. P a r a 
zanjarlos, se ha creado un Tribunal de los conflictos bajo el 
segundo imperio. Transcribimos una resolución de este Tri-

Cornpárese Denegada, Sala Civil, 19 de Diciembre de 1854 (Dallo*, 



bunal acerca de la cuestión que examinamos. En el caso, 
una acción por daños y perjuicios había sido intentada a n -
te los tribunales ordinarios por un padre por heridas que 
su hija había sufrido por el hecho d*> obreros y empleados 
por la administración de tabacos. El Tribunal Civil, habién-
dose declarado competente, el prefecto levantó un conflicto, 
el que fué mantenido por el Tribunal. Se lee en la senten-
cia: "Que la responsabilidad que puede incumbir al Estado 
por los daños causados á los particulares por el hecho de 
personas que emplea á su servicio, no puede ser regida por 
los principios que establece el Código Civil bajo la relación 
de particular á particular; que dicha responsabilidad no es 
general ni absoluta; que tiene sus reglas especiales que va-
rían según las necesidades del servicio y la necesidad de 
conciliar los derechos del Estado con los derechos pr iva-
dos." (1) 

No entrarémos en la discusión del conflicto que divide á 
la Corte de Casación y al consejo de Estado; lo hemos h e -
cho de antemano, expon :endo la doctrina: el sistema de los 
señores Aubry y Rau, es el de la Corte de Casación, mien-
tras que Larombiére ha tomado su teoría de la jurispruden-
cia administrativa. El primer sistema es demasiado absolu-
to, como lo vamos á decir; el segundo nos parece estar en 
oposición.con la ley. No hay dos derechos, el uno para los 
particulares, y el otro para el Estado; solo hay uno: es el 
Códiga Civil quien t r a z ^ u s reglas. Si leyes especiales han 
declarado al Estado responsable, hay que considerarlo como 
una aplicación del principio de la responsabilidad escrita en 
el art. 1,384. Queda por saber si esta responsabilidad es ge-
neral y absoluta, como parece decirlo la Corte de Casación. 

593. Admitimos con la Corte de Casación, que el artícu-
lo 1,384 es aplicable al Estado cuando éste es comitente. La 

1 T r i b u n a * .1- conflictos, 8 «le Febrero de 1873 y las conclusiones 
de David ^Dalloz, 1873, 3, 20). 

dificultad es saber cuándo puede decirse que el Estado es 
comitente, y cuándo los funcionarios y empleados son d e -
pendientes. Debe aplicarse por analogía al E.-tado lo que 
la ley dice de los particulares. ¿En qué sentido el amo es 
un comitente con relación á sns domésticos? El amo emplea 
á sus domésticos en un servicio que no puede ó no quiere 
hacer por sí; la ley lo declara responsable cuando los domés-
ticos, en el ejercicio de sus funciones,- causan un dafto por 
culpa suya. Lo mismo pa«a cor. el patrón y el jefe de in -
dustria. Lo que caracteriza al comitente y al dependiente 
es, pues, un servicio que el último ej-cuta en nombre y por 
cuenta del comitente. La cu-stión está en saber si todos los 
funcionarios y empleados del Estado son dependientes, 
obrando en nombre y por cuenta del Estado. Así sucede 
cuando es el Estado el que obra por medio de sus agen-
tes, 

Tal es el transporte de documentos; éste es un servicio 
que el Estado hace por medio de los correos; éstos son los de-
pendientes del Estado que Ies comité este servicio. Con más 
razón es comitente el Estado cuando ejerce el monopolio de 
una industria, tal como la fabricación de tabacos. E l Estado 
industrial no difiere en nada del industrial particular, es 

¡ comitente como un jefe de industria, y debe ser responsa-
ble como tal. E l motivo de la responsabilidad es, en efecto, 
el mismo: el Estado escoge sus agentes; si los toma impru-
dentes ó malvados, debe responder por su elección, conro los 
particulares responden por la suya. Se objeta en vano lo in-
menso de esta responsabilidad: si la responsabilidad del Es-
tado es más extensa que la de los particulares, tiene mil me-
dios para ilustrarse, los que no tienen los particulares. Y las 
ventajas que ofrece á sus agentes son más considerables; re-
sulta que el servicio público está más burlado que el 'ser-
vicio de los particulares, por lo tanto, el Estado tiene real-
mente una elección que no tienen los individuos. Luego el 



texto y el espíritu de la ley concurren para hacer responsa-
ble al Estado cuando es comitente. 

Pero no siempre lo es. H a y servicios públicos que el Es-
tado organiza y dirige, sin que pueda decirse que sea comi-
tente, y que los empleados sean dependientes. 1 a distribu-
ción de la justicia y de la enseñanza son servicio» públicos; 
sin embargo, loe magistrados y los profesores no son depen-
dientes, y el Estado no es su comitente. No es el Estado el 
que juzga y que enseña por el intermedio de estos funciona-
rios; éstos, una vez nombrados, ejercen sus funciones no co-
mo dependientes á los que el comitente da órdenes, pero co» 
mo órganos de la solierania nacional. Esto es evidente pa-
ra los magistrados, puesto que el Estado, cuando menos en 
Bélgica, no es libre para escogerlos; no los puede desti tuir . 
Si tiene derecho para destituir á los profesores, no por esto 
puede decirse que el Estado enseña por sus dependientes de 

que es el comitente. 
La dificultad estriba en precisar las condiciones requeri-

das para que el Estado sea comitente. l i é aquí un caso que 
se ha presentado ante el Tribunal de Bruselas. ¿Es el Esta-
do responsable de una acta puesta por un cónsul en el ejerci-
cio de sus funciones? El Tribunal ha resuelto negativamen-
te Se invocaba contra el Estado la regla general y absolu-
ta establecida por el art. 1,384. El Tribunal contestó que 
este artículo reglamenta los intereses privados y las rela-
ciones de los ciudadanos entre sí. Esto no es decir que el 
art. 1,384 no sea aplicable al Estado. Deben distinguirse 
los c a l o s en que el Estado obra como poder público, y los 
c a s o s en que obra como persona jurídica; en la primera h i -
pótesis, los actos del Estado no caen bajo la aplicación de 
la ley civil; pero si en la segunda hipótesis. Y los cónsules 
no son agentes por cuyo intermedio obre el Estado como 
p e r s o n a jurídica, son agentes internacionales.su misión es 
esencialmente política, quedan sometidos al derecho inter-

nacional; sus relaciones no son de intereses privados, aun-
que tengan por misión proteger dichos intereses; luego el 
art . 1,384 está fuera de causa. (1) b 

La definición dada por el Tribunal de Bruselas es dema-
siado estrecha. H a y casos en los que el Estado obra no co-
mo persona jurídica, sino como gobierno, y en que, sin e m -
bargo, (51 es civilmente responsable. ¿Podrá decirse que el 
Estado obre como persona jur ídica cuando organiza el ser-
vicio de correos? Nó; lo que no impide al Estado de ser evi-
dentemente reaponsable por sus agentes. El principio admi-
tido por el Tribunal de Bruselas, es demasiado restrictivo-
conduce á la doctrina consagrada por la jurisprudencia deí 
consejo de Estado; es decir, á limitar la responsabilidad del 
Estado á los casos en que obrase como propietario ó como 
parte en un contrato. Hay que mantener el principio más 
amplio del ar t . 1,384, y declarar al Estado responsable des-
de que es comitente. No lo es siempre. ¿Cuándo lo es y 
cuando no lo es? 3 

Ante la Corte de Bruselas, un demandante sostenía que el 
Estado, como toda persona, es comitente bajo las siguientes 
condiciones: Primero, que el dependiente haya sido libre y 
voluntariamente escogido; después, que el Estado ten-a el 
derecho de darle instrucciones y aun órdenes acerca*" del 
modo de cumplir los actos que se le confían. El Tribunal 
ha desechado esta doctrina, y con razón; conduciría á con-
siderar como dependiente á todo funcionario público excen 
to á los magistrados, lo que es inadmisible. Se necesita, ade-
más, dice el Tribunal, que la misión dada al empleado ten-
ga por objeto intereses privados, y que el comitente sea 
quien los aproveche. Esta condición es igualmente demasia-
do restrictiva; resultaría que el Estado jamás sería comiten-

1 T r i b u n a l d e B r u s e l a s , 3 0 d e A b r i l d « IS7-* • • . „ o „ 
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te porque jamás obra por interéspri vado y nunca saca uti-
lidad por lo que hace, siendo el Estado, lo mismo que toda 
persona moral, solo un ser ficticio. El Estado, como órga-
no de la sociedad, obra siempre por deber social : la socie-
dad es quien aprovecha la util idad, como ella es la que so-
porta las consecuencias de la responsabilidad de que incum-
be al Estado. • 

En definitiva, hay que atenerse al texto dol art. 1,0b*. 
El Estado es comitente en los casos en que un particular lo 
es y bajo las mismas condiciones. Se aplican por consiguien-
te al Estado, las condiciones requeridas para que haya un 
comitente y un dependiente; ya las t e n e m o s expuestas (nú-
meros 571 y siguientes). La aplicación tiene algunas dificul-
tades, aun cuando se trata de particulares. Hay una dificul-
tad particular para el Estado. Este es comitente cuando el 
es quien obra por el intermedio de un agen ta no es comi-
tente cuando el funcionario obra, no como dependiente e ins-
trumento del Estado, sino por sí como ejerciendo la misión 
social que le está delegada. Al juez toca apreciar en cada 
caso si las ideas del comitente y dependiente pueden apli-
carse á las relaciones del Estado y del funcionario; la cues-
tión es de hecho más que de derecho. 

594. Suponiendo que el Estado sea comitente, es preci-
so, además, para que sea responsable, que el dependiente ha-
va cometido el daño dentro de las funciones para as que 
"está designado. Este es el derecho común establecido por el 
ar t . 1,384, y recibe su aplicación alEstado; acerca d e e s * pun-
to no puede haber ninguna duda. Un agente forestal ó un 
a^ente de la administración de aduanas comete un delito de 
c í a , Es responsable el Estado? Nó, pues lejos de cometerlo 
en el ejercicio de sus funciones, el delito es al eontrano ex -
clusivo de estas funciones, como lo dice muy b en la Corte 
de Casación, lo que hace al art. 1,384 inaplicable^ (1) 

C a s a c i ó n . 2 d e M a r z o d e 1 8 5 4 » 1 8 M . 1 JO» ; D e n e g a d a , 
Sala OrUui i i a l , 10 d e A b r i l d e l 8 5 S ( D a l l o s , 18^8, 1, ¿9o) . 

595. Lo que decimos del Estado se aplica al municipio 
y á la provincia, estando encargada« éstos de los intereses 
municipales y provinciales, al mismo título que el Estado 
para la gestión de los intereses generales. El municipio y 
la provincia son, pues, civilmente responsables del daño 
«»usado por sus agentes en las funciones para las que son 
empleados. Se entiende que se necesita que el municipio ó 
la provincia se n comitentes y que el agente sea su depen-
diente. La dificultad que acabamos de examinar para el 
Estado se presenta, pues, para el municipio y para la pro-
vincia. Dividió á la Corte de Casación de Bélgica de la 
Corte de Gante en el caso siguiente. 

El municipio de Ostende ¿es responsable del daño cauca-
do por los prácticos del puerto en sus funciones? Se trata 
de saber si los prácticos son dependientes del municipio. 
L a Corte de Gante decidió la cuestión afirmativamente; su 
sentencia fué casada, y la Corte de Bruselas, á la que el ne-
gocio fué devuelto, aceptó la manera de ver de la Corte de 
Casación. Creemos también que la Corte de JGante se equi -
vocó, pero no aceptamos todos los motivos dados por la 
Corte de Casación. La Corte de Bruselas estableció muy 
bien que el municipio no podía ser considerado como co-
mitente en materia de prácticos. Legalmente, el servicio 
de prácticas es extraño al municipio; antes de 1830 tenía 
la vigilancia de este ramo por interés de orden público, de 
policía, de navegación y de comercio. Esta vigilancia no 'era 
una dirección, por consiguiente, el Estado no era comitente 
y los prácticos no eran sus dependientes. Después de 1830, 
el Estado, no ejerciendo ya la vigilancia, el municipio estu-
vo obligado por la fuerza de las circunstancias á encargar-
se de este servicio aunque no entnse en sus atribuciones 
De ahí el reglamento de 30 de Noviembre de 1830, en el q ue 
se apoyaba el demandante para hacer responsable al muni-
cipio por el hecho de los prácticos. ¿Había este decreto 



cambiado la naturaleza de este servicio transformándolo en 
servicio dirigido por el municipio y sus agentes? De ningu-
na manera; el servicio quedó lo que siempre había sido, so-
lo que la vigilancia, en lugar de ser ejercida por el Estado, 
lo era por el municipio. Esto es decisivo; según nuestro 
principio, el municipio no era comitente porque no obraba 
por medio de los prácticos; no siendo éstos dependientes, el 

ar t . 1,384 no era aplicable. (1) . . . 
L a Corte de Casación examina la cuestión de principio: 

:Qué debe entenderse en el art. 1,384 por comitentes y por 
dependientes? Esta contesta que el Código Civil, tratando ex-
clusivamente del interés privado y del derecho civil de los 
ciudadanos, las disposiciones de este Código no conciernen 
sino á las personas regidas por el derecho civil y los actos 
que pertenecen á la vida civil por su naturaleza y sus efectos. 
De ahí sigue que las calificaciones decomitentes y dependien-
tes deban ser restringidas al caso en que fueron contiadaa 
comisiones por interés privado y para los actos de ^ d a ci-
vil La Corte concluye que el art. 1,384 es inaplicable & los 
caraos y funciones públicas establecidos por leyes que in -
teresan el orden público y la buena administración de E s -
tado La Corte de Bruselas dice también quo el art 1,384 
solo se refiere á intereses civiles. Este es el sistema de la ju-
risprudencia del consejo de Estado; conduce á negar que el 
Estado está sometido á una responsabilidad civil, á menos 
que trate como propietario. Hemos combatido esta jurispru-
dencia; la Corte de Casación de Francia sienta el principio 
contrario. Es seguro que la regla, tal cual la Corte de Ca-
saci5n de Bélgica la formula, es demasiado restringida Lo-
dos admiten, como lo vamos á decir, la responsabilidad del 
Estado y, por consiguiente, la del municipio en materia de 

l Casac ión , 24 d e A b r i l d e 1 1 8 4 0 , 1 , 375), y s o b r e SSém £ 

trabajos públicos; sin embargo, esto no es un interés civil, 
y el Estado y el muuicipio no obran como propietarios. 

A decir verdad, el conflicto que existe en Francia entre 
el consejo de Estado y la Corte de Casación se refiere á la 
competencia más bien que al principio del art . 1.384; es una 
lucha del Poder Ejecutivo contra el Pode r Judicial. Si el con-
sejo de Estado sostiene que el art. 1,384 no se aplica al Es-
tado, es para substraer á la jurisdicción ordinaria la acción 
de responsabilidad dirigida contra el Gobierno, pero una vez 
llevada esta acción ante un Tribunal administrativo, el con-
sejo de Estado aplica las reglas del derecho civil y declara 
al gobierno ó al municipio responsables, aunque se trate de 
intereses públicos. (1) Y cuando los tribunales civiles cono-
cen de una cuestión de responsabilidad, hacen lo mismo. Ci-
tarémos un ejemplo notable. Durante la desgraciada guerra 
de 1870, un destacamento del ejército prusiano ocupó 1a 
ciudad de Gien; el alcalde y el subprefecto fueron arresta-
dos y constituidos prisioneros. U n intérprete prusiano dió 
orden al Ayuntamiento de alistar para el día siguiente un 
caballo y un coche para conducir al subprefecto á Orléans. 
Allí, un oficial se apropió el coche y el caballo. El propieta-

1 rio intenta una acción por indemnización contra la ciudad; 
. ésta opuso que se trataba de un hecho de guerra que recaía 

en las víctimas. La Corte de Orléans no admitió esta defen-
sa. La ciudad fué la que se requisicionó; ella, pues, esquíen 
debe soportar las consecuencias. La ciudad objeta que el 

• alcalde no habla dado ninguna orden y que era un agente 
inferior el tambor quien había puesto en requisición el co-
che y el caballo. Toco importa, contesta la sentencia, que 
el agente haya sobrepasado sus poderes; él es un dependien-

\ t e del municipio; luego éste responde por su culpa y por su 
delito. (2) 

1 D e c r e t o d o l 25 d e F e b r e r o d e 1864 ( D a l l o z , 1864, 3 . 8 3 ; , y d e 
t. 2o d e A b r i l d e 1867 ( D a l l o z , 1868, 3 , 25). 

2 O r l é a n s , 8 d e M a r z o d e 1872 ( D a l l o z , 1872, 2, 106, 2• caso) . 



Núm. Trabajos públicos. 

596. En los trabajos que se hacen por vía de empresa sí 
un daño es causado á un particular, [quién es el responsable? 
Que lo sea el empresario, se comprende; esto es el derecho 
común del art. 1,382. Fué sentenciado que el empresario 
está obligado á una indemnización para con los propietarios 
ribereños de un canal, por razón de los daños causados á sus 
propiedades inundadas á consecuencia de una violenta tem-
pestad, habiendo sido ocasionada la inundación por la mala 
disposición de un puente tirado sobre el canal para facilitar 
el transporte de los materiales de la empresa. ( I ) 

Cuando se trata de trabajos de útilidad pública e jecuta-
dos por un empresario, si se presenta una dificultad acerca 
de la que haya alguna incertidumbre en la jurisprudencia 
¿es responsable el Estado? Hay un caso en el que la solu-
ción no es dudosa. El Estado tiene agentes encargados de 
vigilar los trabajos; se supone que el daño procede á la vez 
por lo mal hecho del acto del empresario y por una falta de 
vigilancia por parte de los agentes de k administración en 
la°dirección y ejecución de los trabajos. En estas circuns-
tancias, el consejo de Estado declaró responsable al Estado 
en virtud del art. 1,384; en efecto, el texto es aplicable al 
pie de la letra, siendo el Estado comitente con relación á sus 
agentes cuales son sus dependientes. (2) ¿Pero puede tam-
bién considerarse al Estado como comitente del empresario? ¡ 
Si se admite el principio que acabamos de establecer (nú- | 
meros 591-593), hay que decidir que el empresario es el de-
pendiente del Estado, de donde la consecuencia que^éste es 
responsable del daño causado por aquel. En efecto, el Es-

1 Conse jo d e E s t a d o , 27 de A g o s t o d e 1823 ( D a l l o s , en la p a l a b r a 

^ ^ t ó l ^ M a y o d e 
TraUjot público*, núm. 836), y 7 do H a y o d e 1863 ( D a l l o s , 1» * 

61). 

lado ejecuta los trabajos por el intermedio del empresario, 
éste es, pues, su agente, su dependiente, al que comité los 
trabajos; lo escoge; si por negligencia ó incapacidad del em-
presario, un daño es causado, el Estado es responsable; se es-
tá en el texto y en el espíritu de la ley. 

La jurisprudencia distinguía entre si la empresa se hacía, 
por destajo ó nó; libraba al Estado de toda responsabilidad 
cuando trataba á destajo con un empresario. Cn obrero pe-
reció en la ejecución de unos trabajos de excavaciones; la 
viuda reclamó daños y perjuicios contra el empresario y 
contra el Estado, civilmente responsable del hecho de su de-
pendiente. La Corte de París condenó al Estado, pero su 
sentencia fué casada por la Corte de Casación, Sala Crimi-
nal. La Corte sienta en principio que la Responsabilidad á la 
que el ar t . 1,384 somete á los comitentes no depende so-
lo de que hayan escogido á sus dependientes, sino también 
supone que tienen el derecho de ordenarles lo relativo.á la 
ejecución de las funciones en las que los emplea, sin cuya 
autoridad no hay verdaderos comitentes. Hemos combati-
do este principio en las relaciones entre particulares (núme-
ro 571); desechamos también la aplicación que se hace de 
él en las relaciones del Estado con los empresarios. Sin duda 
el comitente tiene el derecho de da rórden-sé ins t ruc ionesá 
sus dependientes. ¿Quiere esto decir que si no usa de su de-
recho, deja de ser responsable? El Estado ea quien impone 
sus condiciones al empresario, es libre para estipular que en 
la ejecución tendrá derecho á darle órdene-, si no lo hace ab-
dica este derecho que le pertenecía, pero el empresario no de-
ja de ser su dependiente. Si fuera de otra manera, la respon-
sabilidad del art. 1,384 se haría ilusoria; al Estado le basta-
ría tratar á destajo para librarse de la responsabilidad que 
la ley le impone. En el caso conocido por la Sala Criminal, 
la compañía concesionaria había t ra tado á destajo con el 
empresario; tenía, sin embargo, un sobrestante para vigilar 



los trabajos en interés de la compañía; pero, dice la senten-
cia, este agente solo debía vigilar á que los trabajos f u e . 
sen ejecutados conforme á las convenciones intervenidas en-
tre las partes, sin que tuviese que dar órdenes al empresario 
acerca del modo de ejecución de los trabajos. I * Corte con-
cluye que la compañía no se había conservado niugún dere-
cho de vigilancia á este respecto. En estas circusntancias, di-
ce la sentencia, la compañía no era un comitente, ni, por 
consiguiente, responsable. (1) ¿No es esto agregar á la ley 
una condición extñara á su texto, y contraria á la tradición< 
¿Qué importa que el comitente vigile á su dependiente, ó se 
a tenga a lo que haga éste? No es porque el comitente des-
c u i d a de vigilar al dependiente por lo que es r e sponsab le 
es por que nnican^nte lo escogió; y escongiéndole, podía 
reservarse el derecho de darle órd-nes; esto basta para que 
sea y continúe siendo comitente. 

Una sentencia de la Corte de Par is , á la vez que sostiene 
el principio consagrado por la jurisprudencia, se demues t ra 
más severa para el' Estado y las compañías. En e caso, ha-
bía empresa á destajo; el empresario, que había hecho una 
honda excavación, tuvo la imprudencia de no impedir su ac-
ceso sino por una débil barrera, y sin a lumbrar la durante la 
roche; un coche pasó y cayó en el precipicio; pereció un via-
jero. Acción por daños y perjuicios por parte de la viuda 
La compañía opuso que había contra tado á destajo con el 
empresario. E*ta defensa no fué acogida. La Corte admite, 
en verdad, que el empresario es únicamente responsable 
cuando es enteramente dueño de la dirección y operaciones; 
pero cuando está colocado en parte bajo la vigilancia de la 

?r>11 r, i r a » 1 4Q> Lvon 20 d e E n e r o d e 1863 (UaUoz , j w » , -Dal loz , 1860. 1, 4 3 u j o n , B é l e i c a está en el uiieino 
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compañía, ésta continúa por su par te siendo responsable por 
los trabajos, en los que las imprudencias ó el descuido se ha-

, cen culpas comunes á ambos interesados. Tratábase de la 
construcción de un ferrocarri l ; la naturaleza misma de los 
trabajos, dice la Corte, implica que la dirección general de 

1 u e d a r d c a r g ° la compañía. Es verdad que la empre 
«a había tratado á destajo, peroesto no se relaciona sino « , „ 
la naturaleza y el precio de los t rabajos; la conducción y los 
pormenores de la operación quedaban ba j , la autoridad de 
los ingenieros; iuego la compañía no dejaba de ser comiten-
te; también lo sabía que tenía estipulada la garant ía en su 
provecho, para los accidentes que pudieran suceder por las 
imprudencias del empresario. La Corte agrega que las „re 
cauciones que debía'», de tomarse para la seguridad públic a 
constaban en t re el número de disposiciones que la compañ. ! 
tenía derecho y deber de prescribir al empresario; de don-
de resulta que su descuido en este punto la hacía respon-
sable. En el recurso de casación intervino una sentencia de 
denegada, que confirmó la decisión de la Corte de P i r i s * 
fundándose en la declaración comprobada que la comp .fii ¡ 
se había reservado la elección d é l o s trabajos. (I) Así 1., 
Corte atiende menos al destajo que á la dirección; liga la res" 
ponsabihdad al derecho y deber, de vigilancia. En nuestro 
concepto, esto es confundir la responsabilidad de los comi-
tentes con la de los padres, profesores y artesanos; esta úl 
tima descansa en una presunción de culpa por falta de vi-i 
lancia. la otra está fundada únicamente en la elección q„e 
hace el comitente de su dependiente. 

597. E l principio de la responsabilidad ¿ s e a p i ñ a al E*-
1 P a r i s , 30 <»e E n e r o d e 1 - 6 4 (Dallo/ , , en la » a l a h r , v t * . c 
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tado cuando éste explota un ferrocarril? en Francia, la 
cuestión está resuelta por la ley de 15 de Jul io de 1845, que 
dice en su art. 22: "Los concesionarios de un ferrocarril 
serán responsables, ya hácia el Estado, yahácia los particu-
lares por el daño causado por los administradores, directo-
res y empleados de cualquier título al servicio de la explota-
ción del ferrocarril. El Estado solo será sometido á la mis-
ma responsabilidad hácia los particulares cuando el ferro-
carril esté explotado ásus costas y por su cuenta. ' En Bél-
gica, las leyes especiales sobre ferrocarriles nada dicen de 
la responsabilidad del Estado; de ahí una dificultad que dió 
lu"ar á nutridos debates en los que fué puesto en cuestión 
el mismo principio de la responsabilidad del Estado. Debe-
mos detenernos en este punto; la jurisprudencia es inse-
gura, porque le falta un principio; el que ha formulado no 
tiene la precisión necesaria en una materia tan difícil. Esto 
explica el conflicto que existió entre la Corte de Casación y 
las cortes de apelación, conflicto que condujo á un cambio 
de jurisprudencia en nuestra Suprema Corte; pero la opinión 
que ha prevalecido está siempre sujeta á controversias, 
cuando menos por lo que toca al principio. Un incendio se 
d e c l a r a en un convoy; un viajero herido reclama danos y 
perjuicios contra el E . tado, en vi r tud del art. 1 384. El 
Estado pretende que esta disposición noie es aplicable por-
que la responsabilidad establecida por el Código Civil solo 
concierne á los actos de la vida civil, y que el Estado explo-
ta el ferrocarril en virtud de su misión gubernativa. El 
Tribunal de Lieja desechó la excepción. Es verdad dice, 
que el transporte de viajeros y de mercancías por el l i t a -
do es un servicio público; pero cuando en un servicio p u -
blico el Estado lesiona derechos particulares por los delitos 

ó cuasidelitos de sus agentes, es responsable como toda 
persona civil. El Estado reclama el beneficio de esta res-
ponsabilidad contra los particulares; debe también someter-

se á ella cuando lesiona intereses privados. La Corte de 
Apelación confirma la sentencia, seutando ;mo principio 
que el art. 1,384 contiene una disposición g eral aplicable 
á las administraciones públicas como á los particulares. Ad-
mitimos el principio, pero en lugar de la lesión de interese* 
de que hablan el Tribunal y la Corte de Lieja, debe decirse 
que el Estado es responsable cuandc lesiona un derecho pri-
vado; y para que el art. 1,384 sea aplicable al Estado, es 
necesario además que el Estado esté con sus subordinados 
en las relaciones de un comitente con su dependiente. Trans-
ladamos á lo que fué dicho más atrás (núms. 591-593). Po-
co importa, despues de esto, la naturaleza del servicio, y 
poco importa que el Estado obre como Gobierno ó como 
propietario. 

En el recurso de casación, la sentencia de la Corte de 
Lieja ha sido casada. La Corte de Casación parte del pr in-
cipio que hemos ya combatido: "Las calificaciones de comi-
tente y de dependiente, aunque generales, deben ser restrin-
gidas á las comisiones dadas en interés privado para actos 
de la vida civil; no se aplican á las funciones públicas crea-
das por leyes y reglamentos que tienen por objeto el interés 
general y la administración del Estado.» En nuestro concep-
to, la Corte confunde el acto que lesiona el derecho con el 
derecho lesionado. La responsabilidad es un principio gene-
ral, sin excepción; se aplica á todo acto, cualquiera que sea, 
que se trate de un acto de la vida civil ó de un acto de ad-
ministraciáy; vamos á ver que esta distinción es falsa. Esta 
responsabilidad es civil, en ios casos previstos por los ar t í -
culos 1,382-1,384, en este sentido, que todo derecho lesio-
nado pertenece á una persona que abre una acción en re-
paración. El derecho lesionado debe ser un derecho privado 
para que haya lugar á la responsabilidad. H a y derecho le-
sionado cuando hay un delito ó un cuasidelito; es decir, un 
hecho perjudiciable. Y todo hecho perjudicable de un de-
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1 Casación, 23 d e F e b r e r o d e 1850 (Pcuícritia, 1850, 1, 163). 

guíente, responde por todo daño causado por su representa-
do en el ejercicio de su mandato. Esta fórmula tampoco noa 
parece exacta; el mandatario no representa al mandante 
cuando comete un dalito ó un cuasidelito; y por otra p»rte, 
el comitente no siempre es un mandante; el amo es un co-
mitente, aunque el contrato que interviene entre él y su do-
méstico no sea un mandato. La definición del comitente de-
be hacer abstracción del mandato; desde que una persona, 
en lugar de obrar por sí, ocurre á un intermediario, hay un 
comitente y un dependiente, y, por consiguiente, debe apli-
carse el art . 1,384. 

La Corte de Gante responde en seguida al argumento que 
había inclinado á la Corte de Casación. ¿ Es verdad que el 
Estado obra como Gobierno cuando explota una vía férrea? 
La Corte distingue: el Estado obra como Gobierno cuando 
reglamenta la explotación del ferrocarril por interés públi-
co, para asegurar el servicio y la policía; pero cuando él 
mismo transporta viajeros y mercancías, este heeho consti-
tuye un acto ordinario de la vida civil, el que está someti-
do á las reglas generales del derecho privado. (1) Así , la 
Corte de Gante está d<s acuerdo con la Corte de Casación 
acerca del principio; una y otra distinguen al Estado obran-
do como Gobierno y al Estado obrando como una persona ci-
vil, dice la Corte de Casación, ó como lo dice la Corte de 
Gante, haciendo un acto ordinario de la vida civil. Pe ro am-
bas cortes difieren en cuanto á la aplicación: la de casación 
dice que la explotación de un ferrocarril es un acto de Go-
bierno, mientras que, según la Corte de Gante, es un acto 
ordinario de la vida civil. 

El procurador general de la Corte de Casación, el señor 
Leclercq, va á contestar á la Corte de Gante. En el nuev j 
recurso llevado ante las salas reunidas, el señor Leclercq 

1 G a n t e , 30 d e Mayo de 1851 (Pasierina, 1851, 2, 228). 



710 DELITOS Y CUASIDELITOS. 

sostuvo la primera declaración de la Corte. Acabamos de de-
cir cuál es el punto de dividir la Corte Suprema y la de Ape-
lación: ¿Es la explotación del ferrocarril un acto de Gobier-
no, ó nó? El procurador general analiza las le) es que han 
creado y organizado el ferrocarril del Estado, y en todas en-
cuentra que hay interés público en causa. ¿Por qué encar-
gó el legislador al Estado de construir y explotar el ferro-
carril? Por interés general del comercio, de la industria y d e 
la agricultura. ¿Se harén los actos de la vida civil por inte-
rés general? Nó, el Estado explota á pérdida sin que pue-
da decirse que pierda, porque la nación gana y el Estado es 
el órgano de la nación. El peaje que el Estado percibe es un 
impuesto: esto solo caracteriza á la empresa. ¿Puede com-
pararse una interesante gestión de hacienda con un contra-
trato de interés privado? Luego el Estado interviene como 
gobierno y no como persona civil gestionando intereses par-
ticulares. (1) 

Creemos que en este punto tiene razón el procurador gene-
ral contra la Corte de Gante. Solo que no sacamos la con-
secuencia de que el Gobierno no es responsable cuando 
obra como Gobierno. En nuestro concepto, el Estado no obra 
nunca como persona privada, obra siempre en interés gene-
ral, pues es de su esencia representar á la nación de quien 
es órgano. El procurador general hace vanos e-fuerzos para 
distinguir los actos del Estado obrando como gobierno y 
sus actos obrando como persona civil. Solo tiene una m a -
nera de obrar, y esto es á título de persona; el Estado es, 
pues, siempre una persona civil, pública; todos sus actos tie-
nen necesariamente por objeto un interés público. ¿Quiere 
esto decir que nunca sea responsable el Estado? Debe, al 
contrario, contestarse que lo es siempre cuando lesiona un de-
recho como Poder Ejecutivo; y por la m s m a razón es rea-

1 R e q u i s i t o r i a de l p r o c u r a d o r g e n e r a l L e c l e r c q (Pasicrisia, 1852, 
1, 373 y s i g u i e n t e s ) . 

DE LA RESPONSABILIDAD 7H 

pon sable á título de comitente por el daño causado por sus 
dependientes. 

La Corte de Casación, Sala reunida, abandonó la juris-
prudencia de la Sala Civil sostenida por el procurador ge-
neral, y se ha pronunciado por la responsabilidad del Esta-
do. sobre el informe del Señor Defacqz, uno de nuestros 
más eminentes magistrados. Admite en principio que la res-
ponsabilidad establecida por los arts. 1,382 y 1,384 es una 
regla de derecho natural aplicable al Estado como á cua l -
quiera persona. Solo pudiera admitirse una excepción si 
la ley deroga al derecho común en favor del Estado; y nin-
guna ley hace esta excepción. La Corte admite una excep-
ción virtual para los actos que tienen un carácter político. Es-
te es el lado débil y abocable de la sentencia. ¿Cuándo tie-
ne un acto un carácter político? ¿Será verdad que haya actos 
que no comprometan la responsabilidad del Gobierno por 
que son actos políticos? La sentencia no contesta á estas di-
ficultades y lo que dice no es enteramente exacto. Dice que 
el Estado como persona civil tiene interés y derechos de 

r igual naturaleza que los simples ciudadanos y que, por con-
siguiente, está sometido al derecho común. Contestaréraos 

| que los derechos y los intereses del Estado nunca son de la 
misma naturaleza que los de simples ciudadanos; implica 

I contradicción que el Estado, órgano del interés general, obre 
como un interés privado, ccmo lo hacen los particulares. La 
Corte procura contestar al argumento del procurador ge-
neral; en nuestro concepto, la respuesta no es satisfactoria. 
Ella dice que el hecho de transportar á los viajeros no es 

f un acto perteneciendo por esencia el ejercicio del poder eje-
cutivo. ¿Qué importa qtfe sea por esencia ó en virtud de la 

| ley. Y, el transporte que el Estado hace, tal como lo orga-
niza la ley, no pudiera ser confirmado con una empresa 
de mensageros; por un lado, todo es de interés público, y 
por el otro lado es de interés privado. 



598. Nunca ha sido contestado que la responsabilidad del 
art. 1,384 no se aplique á las compañías que explotan un 
ferrocarril. En Francia , en donde los ferrocarriles están to-
dos construidos por vía de concesión, el principio ha recibi-
do numerosas aplicaciones. (1) Citaremos una de las más re-
cientes sentencias que decide dificultades concernientes á la 
culpa. Es necesario naturalmente que en caso de accidente 
se pueda reprochar á la compañía el tener la culpa, y toca 
al demandante dar la prueba. Unos wagones cargados con 
pólvora de guerra hicieron explosión. Pereció un viajero; la 
viuda y sus hijos reclamaron daños y perjuicios. Para esta-
blecer la culpa de la compañía, los demandantes alegaron 
que ésta había violado las leyes y los reglamentos que pro-
hiben á las compañías de ferrocarril admitir en trenes da pa-
sajeros wagones cargados con materias inflamables y explo-
sivos. La compañía contesta que el ministro de trabajos pú-
blicos la había autorizado en vista de las necesidades de la 
guerra, y que esta autorización equivalía á una orden. Esta 
orden, en efecto, había sido dada á todas las compañías, y 
todas habían obedecido; se podía contestar la legalidad de 
la orden, pero, dice la Corte, era irresistible en las circuns-
tancias que se hallaba la Francia: Un hecho ordenado por 
los poderes públicos, inspirado para el bien público y u m -
versalmente practicado, no podía constituir una culpa. En 
nuestro concepto, el bien público es una falsa teoria; no se 
pueden sacrificar l<e derechos de' los hombres al bi n de una 
nación. Se ve por este ejemplo á lo que conduce la máxima 
que el bien público es la suprema ley. Pa ra salvar á Fran-
cia se compromete la vida de millares de viajeros, y Fran-
cia no fué salvada, pero sí perecieron los viajeros. 

Pasamos por alto otras culpas que se imputaban á la 
compañía y que no presentaron sino dificultades de hecho, 
para ocuparnos de la que motivó la condenación, la insufi-

1 Véase D a l ' n * , f n "a p a l a b i Vías f<rrocarriUr>', u ú m s . 559-566. 

ciencia del empaque y el vicio de carga de la pólvora. L a 
pólvora estaba protegida por un doble empaque, pero el car-
gamento era vicioso. Esta fué la primera causa del acciden-
te. La compañía oponía que este hecho incumbía al expedi-
dor, y no era culpa suya; ella había recibido los wago-
nes de la compañía Sur, y no tenia obligación ni tiempo pa-
ra haberlos examinado. La sentencia contestó que cuando 
la compañía transportaba mercancías tan peligrosas como 
la pólvora de guerra, la prudencia exigía que se asegurase 
que el remitente había tomado las precauciones necesarias 
para menguar el peligro. No haciendo ninguna comproba-
ción, la compañía asumía la responsabilidad para con los 
viajeros, á salvo de ejercer su recurso contra el remiten-
te. (1) 

599. Las chispas que salen de las locomotoras producen 
con frecuencia incendios. Se pregunta si las compañías son 
responsables. La afirmativa no es dudosa cuando el acciden-
te sucede por la mala construcción de las locomotoras. H a 
sido sentenciado que el maquinista que acepta una locomo-
tora mal acondicionada, comete el delito previsto por el a r -
tículo 1,158 del Código Penal. El incendio por impruden-
cia, y "una vez comprobado el delito del dependiente, resul-
ta la responsabilidad de la compañía por vía de cons'ecuen 
cia. (2) Cuando la máquina está provista de un aparato pro-
pio para impedir las salidas de las flámulas ó de las escorias 
por la chimenea, la cuestión se hace dudosa* La Corte de 
Burdeos ha decidido que las compañías eran, sin embarco 
responsables; á ellas toca, dice la sentencia, tomar todas Jas 
precauciones necesarias para impedir el peligro; si nó, ellas 
tienen la culpa. Si las medidas ordenadas por la adminis-
tración no bastan, debe tomar otras más eficaces. Y supo-

1 A i x , 6 de M a j o de 1872 v Dallo*, 1873, 2 67» 
^ 2 Denegada, Sa l a Cii inma», 23 d e J u n i o dé 1859 (Dallo*, 1859. ¡, 

P. d e D. t o m o i x 90. 



niendo que la ciencia esté impctente para evitar el pel igm. 
no por eso dejarían las compañías de estar obligada» A i n -
demnizar al propietario incendiado. En efecto el daño ne-
cewriiunente ocasionado por una industria, debe ser ^ 
g o d e esta industria. En este ca.,0, se aplican los prmcip.o, 
oue rieen á los establecimientos peligrosos. Sena en vano 
T e C o m p a ñ í a invocase la autorización que le haya sido 
d a d a l a ^3r te contesta que el Estado no c o n c e d a n , pudo 
conceder el derecho de incendiar sin indemnización 4 U , 
propiedades colindantes de los ferrocarriles, yl) 

fino L o s t r i b u n a l e s s e d e m u e s t r a n s e v e r o , p a r a c o n l a s 

t a b l a sido el r e s u l t o de un a - ^ / ^ . „ „ s a b l e 
c „ ,pable ; no obstante, la C o - ^ y o " ™ J 
4 la compañía « Comitentes ' tienen el de-

. g g S S g g g É 

- . . a y a V i s t o n i ^ J ^ ^ ^ L l C o , 

r r ^ e n
E : S i r p o r p a r t e d e i a c o m p a ñ í a u n a 

' , B u r d M S , 2 1 d e J u n i o d e . 8 5 9 ( D a l l o , , 1 8 5 9 , 2 , 1 8 7 ) . 

negligencia caracterizada que ocasionó ó facilitó el acciden-
te, ó que cuando menos, agravó las circunstancias p^r jud i -
ciables. (1) Este rigor sobrepasad la ley, ya muy severa de 
por sí. El a r t . 1,384 que la Corte invoca, supone que el de-
pendiente ha causado un daño mediante un delito ó un cua-
sidelito; es, pues, necesario, ante todo, que estó probado que 
el hecho perjudicial pertenece al dependiente; y , e n el caso, 
el autor del hecho era desconocido, ni siquiera podía presu-
mirse que fuese un dependiente; desde luego, la responsabi-
lidad de la compañía no tenía la menor base. 

COI. Los tribunales tienen razón de no oir las malas r a -
zones que alegan las compañías para descargarse de la res-
ponsabilidad que la ley les impone. Un obrero cambiador 
encontró la muerte ayudando á los cargadores á colocar un 
wagón. Este t raba jo no le importaba, dice 1a compañía, y 
además, debe atr ibuirse el accidente á la imprudencia de la 
víctima, quien hubiera podido escapar del peligro haciendo 
cualquiera otro movimiento. Poco importa, contesta la Cor-
te de Burdeos, que haya sido por puro celo ó por orden su-
perior como el obrero haya puesto el wagón en movimien-
to; basta para comprometer la responsabilidad de la compa-
ñía que le sea imputable la muerte; y ésta había sido oca-
sionado por una sumida del piso y por un vicio de la vía 
férrea; luego por una falta que remontaba á la compañía. 
Cuando la torpeza ó falta de ánimo de la víctima, este he-
cho en nada cambiaba la condición de la responsabilidad, 
á menos que no fuese probado que el hecho debía ser a t r i -
buido por culpa única de la parte lesionada; lo que en el ca-
so, ni siquiera se alegaba. (2) 

602. Un obrero perece por culpa de otro obrero:¿El Es-
tado ó la compañía sou responsables? Se ha negado en noin-

1 L y o n , 22 d e A g o s t o d e 1863 (Da l loz , en la p a l a b r a Fías ferroca• 
rriUras, n á n i . 634) . 

2 B u r d e o s , 15 d e J u n i o d e 1857 (Dal loz, 1858, 2, 31) . 



bre del Estado, en un caso en que el maquinista pereció por 
culpa del guardapatio, el que descuidó de tomar las medi-
das necesarias para impedir el encuentro de dos trenes. Se 
decia que el maquinista era empleado del Estado, que sus 
derechos eran definidos por las leyes y los reglamentos; que 
gozaba de su sueldo y de su pensión de retiro, de su pensión 
por enfermedades accidentales, y que participaba de los au-
xilios de la caja de socorros, l ié aqui un conjunto de medi-
das que tienen por objeto resguardar los intereses del obre-
ro, fuera de los cuales no tiene ningún derecho. El Tribunal 
de Bruselas contesta que esto no es serio; las ventajas liga-
das á un empleo son una retribución de los servicios pres-
tados por el obrero; si sufre un daño por culpa directa ó pre-
sunta de sus comitentes, tiene otro derecho que procede, no 
de sus funciones, sino del delito ó del cuasidelito de que es 
víctima. El Estado oponía otra defensa. Un poco fundada 
como la primera. El ar t . 1,384, decia: no concierne el daño 
que un obrero empleado con otros obreros, sufra por culpa 
de sus compañeros. Hemos ya contestado á esta mala excu-
sa, (núm. 587); es seguro que el obrero que se encarga de 
un trabajo peligroso, debe aceptar las consecuencias del pe-
l e r o A que se expone, pero no se somete por esto á soportar 
sin indemnización el daño que sufre por el delito ó el cuasi-
delito de otro obrero ó dependiente. En el recurso intervi-
no una sentencia de denegada. La Corte de Casación dice 
muy bien que el art. 1,384 no distingue cuál es la parte le-
sionada, sea un obrero ó un empleado; esto no descarga al 
comitente de la responsabilidad que le incumbe; podría.de-
cirse mejor que esta circunstancia a g r a v a la responsabilidad, 

pues el Estado, como la compañía, deben cuidar de sus obre-
ros, mientras que no tienen ningún deber especial que cum-
plir con relación á los extraños. (1) 

1 Bruse las . 18 d e M a y o d e 1863 (Pas ic rü ia , 1868, 2, 385), y D e -
n e g a d a , 7 d e M a y o d e 1869 (PaticrUia, 1869, I, 330). 

603. El Estado y las compañías son responsables del per-
juicio que resulte del retardo que sufre el transporte ¡de las 
personas ó de las cosas. Nc hay ninguna duda en cuanto 4 
las personas siempre que la administración tenga la culpa en 
«1 sentido del art. 1,384. Un tren sufre un retardo á conse-
cuencia de una aberia sobrevenida á una máquina; un viajero 
de comercio reclama una indemnización por este retardo. L i 
compañía le opuso que los accidentes de vapor son casos for-
tuitos de que no responde. Esta excusa no fu,ó admitida. El 
Tribunal de Comerio dele Sena dijo muy bien qu¿ las com* 
pañías no deben hacer uso de máquinas capaces de minis-
trar un servicio seguro y regular; tienen, pues, la culpa cuan-
do emplean máquinas viciosas. (I) La jurisprudencia in-
voca el art . 1,384. En nuestro concepto, más bien se t ra-
ta de una responsabilidad convencional, puesto que in te r -
viene un contrato entre la compañía y los pasajeros. V o l -
verómos á ocuparnos de este punto en el título Déla Presta-
ción. Lo mismo sucedería si se rompiera una pieza de la lo-
comotora. En un caso sentenciado por la Corte de Dijon> 
la compañía sostenía que esto era un caso de fuerza mayor 
de que no era responsable. La Corte contestó que toca á la 
compañía probar sus máquinas y de tenerlas siempre en 
buen estado de reparación. Por otra parte, el jefe de estación 
debió haber pedido por telégrafo una locomotora de auxi-
lio á la estación vecina, lo que hubiera impedido e[ retardo» 
üu viajero, á consecuencia de un retardo, no puede hacer 
una adjudicación; la compañía fué condenada á daños y 
perjuicios. (2) 

604. En Bélgica, la responsabilidad del Estado por retar-
do en el transporte de mercancía» ha dado lugar á serias 
dificultades. Las examinaremos en el titulo De la Prestación. 

* T o b , a " > a l d e C o m e r c i o del S e n a , 9 d e A g o s t o d e 1864 (Dal loz , 
103). 



605. Los canales son vías de transporte como los ferro-
carriles. Las personas que los explotan, el Estado ó compa-
ñía son respousables en virtud del ar t . 1,384, por el daño 
causado por sus dependientes. Esto es de derecho común. 

La aplicación de los principios ha suscitado una muy seria 
dificultad. Unos barcos encallaron en el canal de Campine 
por falta de agua. La sociedad á que pertenecían reclamó 
dañas y perjuicios, sosteniendo que la falta de agua era por 
culpa de los ingenieros, quienes habían contravenido al de-
creto real de 25 de Noviembre de 1844, según cuyos términos 
el canal de Campine debe asegurar á los navegadores un tiro 
de agua de un metro cincuenta centímetros, mientras que 
solo tenía un metro de tiro; los ingenieros habían gastado 
para el riego de los terrenos ribereños una parte del agua 
necesaria á la navegación. El Tribunal de primera instan-
cia condenó al Estado; su sentencia fué casada. La Corte de 
Casación dice que el decreto de 1844 p r e s c r i b e reglas por in-
terés general, y no crea en favor de cada particular un de-
recho positivo y directo á la navegación del canal y al uso 
del volúmen de agua necesario. Este motivo nos deja algu-
nas dudas. ¿Cuál es el interés general? El de la navegación, 
y este interés es también el de los navegantes. La ley pro-
mete, pues, á éstos un tiro de agua que el canal está desti-
nado á proporcionarles, y sucede que el volúmen de agua 
es insuficiente por el hecho de los ingenieros: Este h<>cho 
constituye un cuasidelito, puesto que es una violación de 
los reglamentos; luego el Estado debe responder. (1) La Corte 
pretende que el legislador dejó al Gobierno el cuidado de re-
glamentar Tas aguas según las necesidades de los riegos y 
los de la navegación; concluye de esto que esta distribución 
es para el Estado un derecho á la vez que una obligación ; 
que de esto puede resultar para el Estado una responsabili-

1 Casación, 28 d e D i c i e m b r e d e 1655 (Pas icr i i ia , 1856, 1, 46) . 

dad política, pero no una responsabilid id civil. ¿No ea es-
to c&nfundir el ejercicio del poder reglamentario con la 
ejecución de loa reglamentos? Sin duda los navegantes no 
podrían atacar el decreto real de 1844 y sostener que no da 
bastante agua para la navegación y demasiada para la agri-
cultura. Esta responsabilidad sería una responsabilidad po-
lítica. Pero esto no era la cuestión. Que el decreto hace la 
distribución entre la agricultura y la navegación, esta dis-
tribución instituye un derecho para los navegantes, y este de-
recho era lesionado por el hecho de los ingenieros; el Esta-
do debía responder. 

N&m. 3. I¿yes especiales. 

606. H a y leyes especiales que declaran al Estado res-
ponsable ó Jo absuelven de toda responsabilidad. Noslimi-
^arémos á citar las que fueron promulgadas en Bélgica. Nu-
merosas dificultades se han suscitado acerca de la responsabi-
lidad del Estado en lo que se refiere al transporte de cartas. 
Una ley reciente ha reglamentado esta materia (Ley del 29 
de Abril de 1868); á esta ley transladamos á los lectores, 
encontrándose las leyes especiales y excepcionales fuera de 
nuestro trabajo. 

La ley del 1 ° de Marzo de 1851 dispone que el Estado 
no está sometido á ninguna responsabilidad por razón del 
servicio de correspondencia privada por vía telegráfica (a r -
tículo 6). Transladamos al opúsculo del señor Girardin acer-
ca de la legislación telegráfica. 

H a y una ley especial acerca de la responsabilidad de lo8 

municipios por razón de los disturbios que estallan: Esta es 
la famosa ley del 10 vendimiario, año IV. Nos limitarémos 
á mencionarla. (1) 

1 V é a s e Da l los , en la p a l a b r a .Municipio«, n á m s . 2,662 y s i g n i e n . 
t e s . A u b r y y K a n , t . I V , p á g s . 762_765. 



ARTICO W S.—De los casos.en los que no ha lugar 

á la responsabilidad del art. 1.SS4. 

Núm. 1. Del marido y de la esposa. 

607. ¿Es responsable el marido del daflo canaado por mi 
mujer? No puede tratarse aquí de la r e s p o n . a b a . d a d d i 
Z 1 384, puesto que el marido, como ta], no es el comt-
tente de s i mujer, y que, p ,r otro lado, la 
marido entre las persona» declaradas responsabl s por el he 
Tho ageno, fundándose en una presunc ión de culpa; y como 
esta responsabilidad es una excepción, basta que 
establezca para que no se pueda ad.n.t.rla. El art 1,4-4 

U c . » b i d o en e - f sentido. Dice .«que l a , culpa, in-
currida, por la mujer no pueden ejecutarse s.no en la pro-
piedad desnuda de sus bienes personales m,entras que W 
la comunidad, n Volveremos á ocuparnos de e , u d.spos.c.ín 
«„ el titulo Del Contrato de Matrimonio. (1) 

608 El principio que el marido no es responsable del 
hecho de su mujer ¿ recibe excepciones? Existe «na p a » . -
™ excepción que no es dudosa, puesto que es a aphcacón 
ra excepc. q dependiente del mando, en 

£ £ de la comunidad 

^ S ' d e c i r , , los g ^ J S 

, " Z , Rau, t . IV, p*g. 7«., ...ta Pfo. 4 « , y ,as a n » r „ „ 
des qae citan. 

Matrimonio dirémos por qué el marido está obligado por loa 
actos con una autorización; dirémos también cuál es la e x -
tensión del mandato tácito que el marido da á su muejr p a -
ra las necesidades del matrimonio. 

La Corte de Burdeos ha sentenciado que la mujer era el de-
pendiente de su marido en el caso de ausencia de éste; y con-
cluye de esto que el marido está reputado como obrando por 
si mismo por el ministerio de su mujer y que, poríconsi-
guiente, puede ser demandado por losados resultando de un 
hecho último. Por aplicación de este principio, la Corto ha 
declarado al marido responsable del perjuicio resultando de 
un incendio que había sucedido en su ausencia por la impru-
dencia de su mujer. (1) La Corte funda este principio en la 
jurisprudencia que, da acuerdo con la ley, quiso que cuando 
el marido esté ausente la mujer esté considerada como su de-
pendiente, su agente. Buscamos en vano en el Código un 
texto que establezca el principio invocado por la Corte; y en 
cuanto la jurisprudencia, uo tiene el derecho de establecer 
presunciones, y mucho menos aún de presumir que la mu-
jer sea el dependiente de su marido. 

609. Toullier enseña que el marido es responsable dé los 
delitos de su mujer cuando tiene la culpa por no haberla 
dirigido. La mujer está bajo la potestad del marido; puede 
mandarla, ella debe obedecer; debe, pues, dirigir sus accio-
nes, y si no lo hace, tiene la culpa. P e r o como la ley no es-
tablece contra los maridos una presunción de negligencia y 
de culpa, la parte lesionada debía probar que el marido tie-
ne la culpa. Esta doctrina así restringida, es una aplicación 
del art. 1,382 y no una consecuencia del art . 1,384. (2) En 
teoría puede admitirse, puesto que todo hecho perjudiciable 

1 B u r d e o s , 25 d e N o v i e m b r e d e 1831 ( D a l l . ' z . e n la p a l a b r a Re,-
jHjntaliltduíi, núm. 595). 

2 T o o , " i e r ' V I > l , f t * ÍJ3!> u ú , a 2 8 0 S e u r d a t , t . I I , , -ág. 91, n ú . niero oJi, 
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1 B o r d e o * , 2o d e N o v i e m b r e d e 1831 (Da l lo* , e n la i»;,labra Re,-
jHjntaliltduíi, núm. 595). 

2 T o o , " i e r ' V I > l , f t * ÍJ3!> u ú , a 2 8 0 S o u r d a t , t . I I , , -ág. 91, n i . , niero oJi, 



obliga al autor del daño á repararlo. Pero la aplicación se-
rá muy difícil; ningún ejemplo ofrece de la jurisprudencia. 
¿Cómo probar que un delito de la mujer debe ser imputa-
do á la mala dirección del marido? Creemos inútil insistir en 
ello. 

610. H a y leyes especiales que declaran al marido res-
ponsable. El Código rural (título 2, art. 7. ° de la ley de 
21 de Septiembre y 6 de Octubre de 1891), dice: "Los ma-
ridos serán civilmente responsables de los delitos cometidos 
por su mujer... Esta disposición, aunque general, solo expli-
ca los delitos rurales. l i a sido extendida á los delitos f<>r s-
tales por la ley belga de 19 de Diciembre de 1854 (art 173); 
es de notarse que el marido solo es responsable en el caso en 
que la mujer se lia heclio culpable de un delito rural ó fo-
restal. Si, pues, el hecho perjudicial no constituye un deli-
to, el marido deja de ser responsable. H a sido sentenciado 
que el marido no es responsable cuando la mujer acusada 
de un delito está demente; la mujer no puede ser condena-
da y, por consiguiente, no puede haber condenación contra 

el marido. (1) . . 
Gil . ¿Es responsable la mujer por los hechos perjudicia-

bles de su marido cuando éste está en estado de demencia7 

H a sido sentenciado que la mujer no responde por los he-
chos de su marido; (2) la razón es sencilla, y es que ningu-
na ley la declara responsable/ L a mujer no responde, pues, 
sino de los hechos que le son personales. A u n q u e no tenien-
do autoridad legal sobre su marido, debe cuidarlo cuando 
está afligido de una enfermedad mental, y por consiguiente, 
vigilarlo; esta es una consecuencia de los deberes que nacen 
del matrimonio (art. 212). Si el marido está colocado en una 
casa de salud cesa la responsabilidad de la mujer. Supone-

1 Lie ia 12 d e F e b r e r o d e 1852 (Pat icr i t ia , 1852, 2 , 3 3 5 ) . 
2 C a s a c i ó n , Sa la C r i m i n a l , 26 de J u n i o d e 1806 (Dallo*, e n la j p -

l a b r a Interdicción, n ú m . 46,), 

mos que el marido no está incapacitado. ¿Puede imputarse 
la culpa á la mujer por no haber provocado la interdicción 
de su marido? Nó, pues la incapacidad tiene por objeto res-
guardar los intereses pecuniarios del incapacitado y de su 
familia. (1) 

Núm. 2. Del afeudador. 

612. ¿Responde el arrendador por el perjuicio que el 
arrendatario causa á unos tere-iros? Asi presentada, la cues-
tión no presenta ninguna duda. No hay ley que declare res-
ponsable al arrendador, y jio lo es en virtud del art. 1,384, 
puesto que no es el comitente del arrendatario. Se da pa ia 
esto una razón que creemos mala: el arrendador, se dice, no 
es el comitente del arrendatario, porque no tiene el derecho 
de vigilar y dirigirlo. (2) Esto supone que el comitente es 
responsable porque teniendo el derecho y el deber de vigi-
lar, no lo hizo. Hemos dicho varias veces que tal no es la 
teoría del Código. 

La Corte de Casación ha sentenciado que el arrendador 
no es responsable de los hechos de gozo del arrendatario quo 
constituyesen un delito ó un cuasidelito. En el caso, el 
arrendatario de un molino habia levantado los canales de 
salida sin la autorización ni la aprobación del arrendador. 
La Corte, descargando al arrendador de toda responsabili-
dad, agrega esta reserva, que el propietario podría estar 
obligado á las consecuencias civiles del modo abusivo ó ile-
gal de gozo de la cosa arrendada, si e.^te abuso ó esta ilega-
lidad fuera efecto necesario ó ejecución de estipulaciones del 
contrato. (3) El hecho del arrendatario séría, en este caso, 
el hecho del arrendador, y éste respondería por el, no en 
virtud del art. 1,384, sino en virtud del art. 1,382. 

1 S o n r d a t , t . I I , p á g . 74, n á m . 828 A n b r y y Rau , t . I V , p i g . 76*, 
no t a 50. 

2 S o o r d a t , t . I I . p á g . 126, n ú m . 895. C o m p á r e s e A u b r y y K . u , 
t . I V , p á g . 768, no t a 52. 

3 D e n e g a d a , 12 d e J u n i o d e 1855 ( D a l l o z , 1855, I, 422) . 



La Corte de Grenoble aplicó este principio á un caso que 
presenta alguna duda. Un arrendatario hace transportes por 
cuenta del propietario, en ejecución de las cláusulas del 
contrato. ¿Será responsable el propietario por el daño que 
cause el arrendatario al hacer estos transportes? Se trata de 
saber si el arrendatario obra como dependieute ó como lo-
catario. La Corte de Grenoble resolvió que trataba como 
arrendatario, de lo que resultaba que el propietario no sra 
responsable. Es verdad que el arrendatario estaba obligado 
á hacer los transportes por su contrato, pagando éstos una 
parte del arrendamiento; por otro lado, no se podía invocar 
el principio formulado por la Corte de Casación, pues el 
cuasidelito del arrendatario no era la ejecución de una esti-
pulación del contrato. Estos motivos fueron los que determi-
naron á la Corte de Grenoble. Quedó, sin embargo, una ra-
zón de duda. Si el propietario hubiera encargado á una per-
sona que no fuese su arrendatario para hacer los transpor-
tes por su cuenta, se estaría en los términos y en el espíritu 
del art. 1,384; el propietario sería un comitente, y como tal, 
responsable. ¿Cambia el hecho de naturaleza por ser el arren-
datario quien fué el encargado de los transportes? Nó; lo 
mismo que un préstamo extraño al contrato no deja de ser 
un préstamo porque está estipulado en un contrato. Esta 
era la decisión del Tribunal de Primera Instancia. (1) 

Núm. 3. De la acción de effusis et dejectis. 

613. El proyecto del Código Civil sometido al consejo de 
Estado, contenía una disposición concebida en estos térmi-
nos: "Si desde una casa habitada por varias personas se echa 
agua á un transeúnte ó alguna otra cosa que le cause un da-
ño, los que habitan el cuarto de donde se echó son todos so-
lidariamente responsables, á no ser que el que la hechó sea 

1 Grenoble, 19 de Junio de 1866 (Dalloz, 1866, 2, 196). 

conocido, en cuyo caso, solo debe reparación por el per jui -
c io . " E ' t a disposición, tomada del derecho romano, fué quí-
t a l a cuando la discusión, por razón de no ser sino la aplica-
ción establecida por el ar t . 1,382, y que era inútil dar ejem-
plo de ella. Este es un error; la acción de effusiset dejectis, de-
rogaba al contrario al derecho común estableciendo una pre-
sunción de culpa á cargo de aquellos que habitaban la c a -
sa, en interés de la parte lesionada, quien difícilmente podía 
probar cuál era el verdadero autor del hecho perjudicial; el 
proyecto del Código derogaba además al derecho común 
estableciendo una solidaridad á cargo de los habitantes del 
cuarto. La disposición era, pues, excepcional; como fué qui -
tada, debe uno atenerse al derecho común; no hay ya pre-
sunción, y á la parte lesionada toca probar cuál es el autor 
del hecho perjudicable. (1) En cuanto á la cuestión de saber 
si los autores del hecho perjudicable no están obligados so-
lidariamente, transladamos á lo que fué dicho en el título 
De las Obligaciones. 

§ I V . — E f e c t o d e l a r e s p o n s a b i l i d a d . 

Núm. 1. De los daños y perjuicios. 

614. El art. 1,384 determina el efecto de la responsabi-
lidad: la persona declarada responsable debe reparar el da-
ño causado por la persona por quien responde. Se sigue de 
esto que la existencia de la responsabilidad depende de la 
extensión del daño causado por el autor del hecho perjudi-
cab le . Se lee en una sentencia que la persona responsable, 
tal como el amo ó el comitente, puede ser condenada á una 
porción más considerable de las reparaciones civiles, que 
aquel por cuya culpa fué causado el daño. Esto supone que 

1 Toullíer, t . VI, 1, pág. 47, búuir. 148 v 149. Aubry y Rao, to_ 
mo IV. pág. 768, nota 55. Larombiére, t V, pág. 771, núm. 30 (Ed. 
B., t. III, pág. 457). 
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ño, los que habitan el cuarto de donde se echó son todos so-
lidariamente responsables, á no ser que el que la hechó sea 

1 G r e n o b l e , 19 d e J u n i o d e 1866 ( D a l l o z , 1866, 2, 196). 

conocido, en cuyo caso, solo debe reparación por el p e r j u i -
c i o . " E ' t a disposición, tomada del derecho romano, fué quí-
t a l a cuando la discusión, por razón de no ser sino la aplica-
ción establecida por el a r t . 1,382, y que era inútil dar ejem-
plo de ella. Es te es un e r ro r ; la acción de ejfusis ct dejectis, de-
rogaba al contrario al derecho común estableciendo una pre-
sunción de culpa á cargo de aquellos que habitaban la c a -
sa , en interés de la parte lesionada, quien difícilmente podía 
probar cuál era el verdadero autor del hecho perjudicial; el 
proyecto del Código derogaba además al derecho común 
estableciendo una solidaridad á cargo de los habitantes del 
cuarto. L a disposición era, pues, excepcional; como fué q u i -
tada, debe uno atenerse al derecho común; no hay y a pre-
sunción, y á la parte lesionada toca probar cuál es el autor 
del hecho per judicable . (1) En cuanto á la cuestión de saber 
si los autores del hecho per jud icab le no están obligados so-
lidariamente, transladamos á lo que fué dicho en el título 
De las Obligaciones. 

§ I V . — E f e c t o d e l a b b s p o n s a b i l i d a d . 

Núm. 1. De los daños y perjuicios. 

614. El art . 1,384 determina el efecto de la responsabi-
lidad: la persona declarada responsable debe reparar el da-
ño causado por la persona por quien responde. Se sigue de 
esto que la existencia de la responsabilidad depende de la 
extensión del daño causado por el autor del hecho per judi-
c a b l e . Se lee en una sentencia que la persona responsable, 
tal como el amo ó el comitente, puede ser condenada á una 
porción más considerable de las reparaciones civiles, que 
aquel por cuya culpa fué causado el daño. Esto supone que 

1 Toul l i e r , t . VI , 1, p á g . 47, búoi r . 148 v 149. A u b r y y R a o , to_ 
m o I V . p á g . 768, n o t a 5 5 . L a r o m b i é r e , t V , p á g . 771, n ú m . 30 ( E d . 
B . , t . I I I , pág . 457). 



los daños y peijuicios se reparten entre las personas respon-
sables y el autor del hecho; lo que no pudiera suceder sino 
en el caso en que el delito ó el cuasidelito hubiera sido co -
metido por orden del amo ó del comitente, y debiera tam-
bién suponerse que el dependiente es reponsable por las ór-
denes que ejecuta: y en general, su responsabilidad cesa 
cuando ejecuta una orden superior á la que debe obedecer 
(núm. 447). L a Corte da Poitiers se equivocó, pues, deci-
diendo que el comitente está directamente responsable y que 
su culpa puede ser mayor que la de su dependiente. (1) La 
responsabilidad del art. 1,384 está fundada en una presun-
ción de culpa, y esta culpa consiste únicamente en el he-
cho de haber escogido mal á su dependiente, ó cuando 
se trata de padres, profesores ó artesanos, de haber mal di-
rigido ó vigilado al autor del hecho perjudiciable. Sin duda, 
hay gradaciones en toda culpa, pero de que la culpa sea más 
ó menos grande, no resulta que la persona civilmente res-
ponsable deba soportar personalmente una p a T t e en las re-
paraciones civiles; hay contradicción en hacer personalmen-
te responsable á aquel que no es el autor del hecho peiju-
diciable, y que solo responde de él porque la ley lo declara 
responsable por el hecho ageno. 

615. La responsabilidad establecida por el art . 1,384 
consiste en la reparación del d a ñ o causado; ésta es, pues, 
puramente civil. Si el hecho perjudiciable es un delito, el 
autor del hecho será condenado á una pena criminal, pero 
esta pena es personal, lo mismo que el delito; no puede, 
pues, alcanzar á la persona responsable, que suponemos ex- : 
traña al delito; ésta no sería castigada sino cuando fuera 
coautor ó cómplice. N o hay ninguna duda en cuanto al prin-
cipio, (2) y la jurisprudencia lo consagra. Ha sido senten-
ciado que el padre no puede ser condenado á multa por un 

1 P o i t i e r s , C d e E n e r o d e 1838 ( D a l l o z , e n i a p a l a b r a Responsabili-
dad, n ú m . 525) . . 

2 S o u r d a t , t . I I , p á g 2 1 , n ú m . 777, y l o s a u t o r e s q u e c i t a . 

delito cometido por su h'jo, (1) que el amo no puede ser 
condenado á la pena incurrida por una contravención co -
metida por su doméstico; (2) que un empresario de mensa-
gerías no puede ser condanado á multa ó encarcelamiento 
por las contravenciones de policía cometidas por sus de -
pendientes; (3) ni en general un comitente á la pena incu-
rrida por su dependiente. (4) 

El principio se aplica á las multas, puesto que éstas son 
penas. Hay , sin embargo casos, en que , en virtud de le-
yes especiales, las multas son consideradas como reparacio-
nes civiles; pueden ser pronunciadas contra la persona res-
ponsable. Asi, én materia de aduanas, la ley de 6-22 de 
Agosto de 1791 dispone (titulo X I I I , art. 20) que »los pro-
pietarios de mercancías serán civilmente responsables por el 
hecho de sus agentes, servidores y domésticos, en lo que 
concierne á los derechos, confiscaciones, multas y costas.» 
Por aplicación de esta ley fué sentenciado que el padre res-
ponde por las multas incurridas por su hijo menor, vivien-
do con él, por contravención á las leyes aduanales. (5) 

El decreto del 1 . ° germinal, año X I I I , contiene una dis-
posición análoga en materia de contribuciones indirectas. Ha 
sido resuelto, en términos generales, que las multas fiscales 
son, por naturaleza, menos una pena que la reparación del 
perjuicio causado al Estado por el fraude. (6) 

1 C a s a c i ó n , S a l a C r i m i n a l , 29 d e F e b r e r o d e 1*28 (Dal loz , e n l a 
p a l a b r a Responsabilidad, u t i m . 506 y las o t r a s s e n t e n c i a s q u e s e c i t a n . 

2 V é a n s e l a s s e n t e n c i a s c i t a d a s en e l Repertorio d e D a l l o z , e n la 
p a l a b r a Responsabilidad, n ú m . 505 , 1", 4°, 5 ' , 6" y 7 o ) . 

3 C a s a c i ó n , S a l a C r i m i n a l , 9 (le J u n i o d e 1832 ( D a l l o z , e n l a p a -
l a b r a Responsabilidad, n ú m . 505, 2") . 

4 C a s a c i ó n . S a l a C r i m i n a ! , 14 d e N o v i e m b r e d e 1 8 4 4 ( D a l l o z , 1845, 
4 , 459 ) . D e n e g a d a , C o r t e d e C a s a c i ó n d e B é l g i c a , 4 ile O c t u b r e d e 
1844 (Pas ic r i s ia , 1 8 4 5 , 1 . 213 ) . 

5 D o u a i , 9 d e A b r i l , 2 2 d e A b r i l y 19 d e M a y o d e 1842 f Da l loz , 
en la p a l a b r a Responsabilidad, n ú m . 5 0 8 ; . D e n e g a d a , S a l a C r i m i n a l , 
4 d e D i c i e m b r e d e 1863 ( D a l l o z , 1864, 1, 2 0 0 ) . 

6 C a s a c i ó n , S a l a C r i m i n a l , 4 d e D i c i e m b r e d e 1863 ( D a l l o z , 1864, 
1, 195). 



Según los términos de la ley de 6 frimario, año VII , acer-
ca de la policía de canoas y barcos, los adjudicatarios son ci-
vilmente responsables de las restituciones, daños y per ju i -
cios, multas y condenas pecuniarias pronunciadas contra sus 
dependientes y marineros (art. 54). 

Algunas veces las leyes emplean indiferentemente los tér-
minos multas y perjuicios. La multa tiene, en efecto, un do-
ble carácter; es una pena, puesto que es invariable, y sirve 
al mismo tiempo de indemnización ai Estado por el perjui-
cio que se presume causado. Lo mismo pasa con las multas 
pronunciadas en materia de policía de caminos. (1) 

El Código forestal belga (19 de Diciembré de 1854) dice 
(articulo 173): "Los maridos, padres, tutores, maestros y co-
mitentes son responsables por las multas, restituciones, da-
ños y perjuicios y gastos resultando de condenas pronuncia-
das contra sus mujeres, sus hijos menores y pupilos no ca -
sados y que viven con ellos, sus obreros, cocheros y otro» 
subordinados á reserva de todo recurso de derecho. (2) 

Los casos en los que las multas son asimiladas á las r e -
paraciones civiles son excepciones, y las excepciones sr.lo 
existen en virtud de una disposición expresa de la ley. Ha 
sido sentenciado en este sentido, por la Corte de Casación 
de Bélgica, que las penas siendo esencialmente personales, 
la responsabilidad civil de un delito ó de una contravención 
no puede aplicarse sino á los daños y perjuicios y no pue-
den extenderse á la multa incurrida por el autor del hecho 
perjudicial, á no ser que el legislador, por una disposición 
terminante, lo haya así ordenado, ó que la multa haya sido 
conminada solo como reparación civil de un daño causa-
do (3) P o r aplicación de este principio, la Corte de Lieja 

1 Casac ión (Cor t e d e Casación d e Bé lg ica ) , I 3 d e F e b r e r o d e 1813 

H a n t , V, p , g . 765 ^ 4 ^ 4 7 
3 D e n e g a d a . Sa l a Cr imina l . 19 de E n e r o d e 1841 (Pas.cnvo, «41, 

1, 103). C o m p á r e s e Lieja, 20 d e F e b r e r o d e 1834 y P a á t u n a . 1834, 
2 , 4 8 ) . - 1 

ha sentenciado que el padre no es responsable de la multa 
incurrida por un delito de pesca cometido por su hijo me-
nor (1) 

616. La confiscación desempeñaba un gran papel en el 
antiguo derecho. Esta era evidentemente una pena, y la más 
injusta de ellas. Ya no existe en el derecho moderno sino 
para los instrumentos del delito. P e r o al hacerse especial 
no por eso dejó de perder la confiscación su carácter penal. 
Esto decide la cuestión de saber si la confiscación alcanza á 
las personas civilmente responsables. La cuestión se ha pre-
sentado ante la Corte de Grenoble en materia de caza; la 
Corte, después de haber dicho que la confiscación de las ar-
mas, redes etc., es una condenación civil, cambió su jurispru-
dencia, y la Qorte de Casación se pronunció por la negati-
va. (2) La ley belga ha consagrado el mismo princij ¡o 
acerca de la caza. Dice (art. 10 de la ley de 26 de Febrero 
de 1846) que los padres, amos y comitentes son civilmente 
responsables por los delitos de caza cometidos por sus hijos 
menores no casados viviendo con ellos, por sus domésticos ó 
dependientes, pero que esta responsabilidad solo se aplica á 
los daños y perjuicios y á los gastos. 

617. ¿Es responsable el Estado por las multas, y si hay 
lugar, por la cofiscación en tanto que responde por los deli-
tos de sus empleados? La Corte de Casación ha decidido la 
cuestión negativamente; el Estado, dice la sentencia, nunca 
puede ser reputado autor de un delito ó de una contra-
vención. Sí, en ciertas circunstanciss, es responsable por 
los hechos de sus empleados y si debe reparar el daño que 
éstos ocasionaron, esto uo es sino una responsabilidad civil 
que no puede, en ningún caso, extenderse á las confiscaoic-

1 L ie ja , 13 d e A g o s t o do 1850 (Pat l c r i . i a . 1851, 2, 49). 
2 G r e n o b l e . 16 d e F e b r e r o d e 1850, v D e n e g a d a , S a l « C r i m i n a l , 6 

d e J n n i o d e 1860 (Da l loz , 1850, 2, 95 y 1850, 5, 60). 

p. de D. t o m o x x 92. 



nes y á las multas. La Corte concluye que los tribunales 
exceden su poder cuando pronuncian contra el Estado seme-
jantes condenaciones. (1) Se pudiera objetar que la multa 
no es ya una pena cuando tiene lugar por reparación civil; 
pero, aun en este caso, conserva un carácter penal que bas-
ta para que no pueda pronunciarse contra el «istado. 

618. Los gastos de los procedimientos criminales ¿deben 
ser soportados por las personas civilmente responsables? La 
afirmativa está admitida por la doctrina (2) y por la jur is-
prudencia. Hay un motivo para dudar, y es que los gastos 
son necesitados por una instrucción que tiende á la aplica-
ción de la peoa: ésta, siendo personal ¿no deben los gastos 
participar de este carácter de personalidad ? Textos muy ter-
minantes contestan á esta objeción. El Código de ins t ruc-
ción criminal (art. 194), dice: "Toda sentencia de condena 
pronunciada contra el reo y contra las personas civilmente 
responsables del delito, ó contra la parte civil, las condena á 
las costas." El art. 156 del decreto de 18 de Jun io de 1811, 
que organiza esta responsabilidad, está concebido en tér -
minos aun más generales: »'Las condenaciones á gastos serán 
pronunciadas, en todos los procedimientos, solidariamente 
contra todos los autores y cómplices del mismo hecho, y con-
tra las personas civilmente responsables del delito.» Esta res-
ponsabilidad se justifica fácilmente. Si una promoción y cos-
tas se hacen necesarias, es por culpa de quien cometió el de-
lito; esto es, pues, un daño que ha causado por su hecho; 
desde luego, la reparación es puramente civil y debe, con es-
te titulo, recaer á cargo de las personas civilmente respon-
sables. 

Las disposiciones que acabamos de transcribir reciben su 
aplicación sin dificultad en los casos en los en que hay una 

1 Casac ión , Sa l a C r i m i n a l , 11 d e A g o s t o d e 1848 (Dal loz , 1848 ,1 , 

1 2 ^ A u b r y y Bao , t . I V , p á g . 765, n o t a 39, y los a u t o r e s q n e c i t a n . 

parte civil. (1) Se les debe también aplicar en provecho del 
Estado cuando no hay parte civil. Aquí hay un nuevo mo-
tivo de duda. Se dice que la acción por daños y perjuicios es-
tá establecida en favor de la parte lesionada por el hecho del 

- daño. ¿Puede tratarse, de una reparación cuando no hay par-
te lesionada en causa? C >n testaré mos con la Corte de Casa-
ción que el Código de íhm mecióte criminal es general, que 
no distingue entre la parte lesionada y el Estado; éste es 
también parte lesionada, puesto que el delito lo ha obliga-
do á promover contra el autor del hecho, y , por consiguien-
te, á hacer gastos. Este es un daño causado por el hecho per-
judicial, por lo tanto, hay lugar á reparación civil, lo que 
arrastra necesariamente la condenación de las personas de-
claradas responsables. (2) La Corte de Casación se había 
apartado de esta jurisprudencia por razones bastante m a -
las; (3) pero ha vuelto á seguirla; (4) y como la cuestión no 
es dudosa, creemos inútil insistir en ella. 

619. ¿Cuando la responsabilidad recae en varias perso-
nas, están ellas obligadas solidariamente? Si se atiene uno al 
rigor de los principios, hay que contestar que no hay solida-
ridad, porque no hay ley que la establezca. Se t ra ta de una 
responsabilidad fundada en una presunción de fraudes; lue-
go en un cuasidelito, y ninguna ley declara solidaria-
mente responsables á los coautores de un hecho perjudicial.* 
Hemos dicho, al t ratar de los delitos y de los cuasidelitos, 
que la jurisprudencia se pronunció por la opinión contraria 
(núm. 541). Esta admite también la solidaridad paralas per-

1 Véanse las w n t e n c i a s d e la Sa la C r i m i n a l citJidaR en el Reperto-
rio de- Dalloz, en la pal»!»™ Responsabilidad, n é r a . 519. I o ) . 

2 Casac ión , Sal« C r i m i n a l , H «te Maizo d e 1821 ( D a l ' o a , e a la p a -
l a b r a Ruponsalilida l. nfira. 521, 1") 

3 D e n e g a d a . Sa l a C r i m i n a l . 15«le J u n i o d e 1832(Dalloz, en la pa-
l a b r a Responsabilidad, níim. 522). 

4 D e n e g a d a , Sa la Cr imina l . 13 d« D i c i e m b r e d e 1856 (Da l loz , 
1857, I, 75). E n el m i s m o sen t ido , w n t e n c i a d e la S a l a Cr iminj i l d e 
la C o r t e d e Casac ión d e Bé lg ica , 4 d e M a y o de 1810 (Pasicrisia, 1840, 
1 , 384). 



sonas declaradas responsables en virtud del art. 1,384, lo 
que es muy lógico, ya que se admitió el principio. Los mo-
tivos que dan las sentencias en apoyo de la opinión general, 
nc son de naturaleza que puedan convertirnos. Se lee en 
una sentencia de la Corte de Burdeos, que dos propietarios 
de un coche son solidariamente responsables por el daño 
causado por el cochero, porque la responsabilidad resulta de 
un hecho indivisible. (1) jAsí es que la indivisibilidad en-
gendrarla la solidaridad! El argumento, así formulado, es 
una herejía jurídica. 

La Corte de Poitiers ha declarado solidariamente respon-
sable al comitente y al dependiente; esta solidaridad es de 
derecho, dice la sentencia, para las restituciones, daños y 
perjuicios y gastos, entre todos los individuos condenados 
por un mismo crimen ó por un mismo delito. (2) Esto es sen-
tar como principio lo que se trata de probar. Las personas 
responsables no están condenadas por delito: están obliga-
das por razón de una presunción de culpa civil; luego por 
razón de un cuasidelito. ¿Y cuál es la ley que establece la 
solidaridad para los cuasidelitos? No insistirémos, puesto 
que hemos discutido la cuestión al tratar de la solidaridad 
(t. XVII , núm. 319). 

Núm. 2. De la acción por responsabilidad. 
620. ¿A quién pertenece la acción de responsabilidad? 

La acción nace de un hecho perjudicial; pertenece, pues, á 
aquel que está lesionado por el delito ó el cuasidelito. Se 
pregunta si la acción pertenece al Ministerio Público. La 
cuestión supone que el hecho perjudicial constituye un de-
lito criminal; y para que haya alguna duda, debe también 
suponerse que la multa puede ser perseguida contra la per-

1 B u r d e o s , 9 d e F e b r e r o d e 1839 (Da l loz , e n la p a l a b r a lUsponn-
6 a 2 * P o ' i t i e S ; 6 d e E n e r o d e 1838 ( D a l l c z , en la p a l a b r a Responsabili-
dad, n ú a . 525) . 

sona civilmente responsable. Se pudiera creer que, en este 
caso, el Ministerio Público tiene el derecho de promover 
contra aquel que está obligado á pagar la multa. Esto sería 
desconocer la misión del Ministerio Público y la naturaleza 
de la multa á que están obligadas las personas responsa-
bles por el hecho ageno. El Ministerio Público es el órgano 
de los intereses generales; no puede, pues, perseguir una 
multa sino por interés de la sociedad; de lo que resulta 
que debe, ante todo, promover contra el autor del delito, á 
reserva de poner en causa á las personas responsables para 
hacer efectiva la multa, así como los gastos por los que res-
ponden. La jurisprudencia está en este sentido y la cuestión 
no es dudosa. (I) 

621. ¿Contra quién puede intentarse la acción? Para que 
haya responsabilidad, es menester que exista un hecho per-
judicial. Todo hecho perjudicial da lugar á una acción con-
tra el autor del daño. La parte lesionada tiene, pues, dos 
acciones, una contra el autor del hecho, y otra contra la 
persona declarada responsable. Las dos acciones difieren 
en cuanto á las condiciones requeridas para que puedan ser 
intentadas. La parte lesionada que promueve contra el a u -
tor del delito, debe probar la existencia de dicho delito ó 
del cuasidelito. Debe probar particularmente que el hecho 
es imputable á quien lo cometió. Puede, pues, suceder que 
no tenga acción; no la tendría si el autor del hecho fuera 
un niño que aun no llega á uso de razón. L a acción por res-
ponsabilidad no está sometida á esta condición; basta, según 
los términos del art . 1,384, que haya daño causado por el 
hecho de una persona por la que se tiene que responder. 
L a parte lesionada no tiene acción contra el niño, pero la 
tendrá contra la persona que la ley declara responsable, 

1 L i e j a , 30 d e E n e r o d e 1835 (Pat i e r i t i a , 1835, 2, 401; 20 d e J u n i o 
d e 1836 (Pasicr i t ia , 1836, 2, 167), y 24 d e A b r i l d e 1841 (Pasicruia, 
1841, 2, 347). 



contra los padres ó contra el maestro. En este caso, el he-
cho perjudicial solo üa lugar á una acción, la de responsa-
bilidad. Si el hecho perjudicial reúne todas las condiciones 
requeridas para que haya delito ó cuasidelito, la parte le-
sionada tendrá dos acciones, una contra el autor del hecho, 
y otra contra la persona que es responsable por él. (I) 

Cuando la parte lesionada tiene dos ac iones, puede pro-
mover á su gusto, ya contra el autor del hecho, ya contra 
la persona que es civilmente responsable. No es necesario 
decir que si uno de los deudores la indemniza, no tendrá ya 
acción contra el otro. Pero no basta que uno de los deudo-
res le haga ofertas para que ya no pueda promover contra 
el otro. H a sido sentenciado que las ofertas hechas por el 
comitente y r.o aceptadas por la parte lesionada, no impiden 
que ésta promueva contra el autor del hecho. En el caso, se 
trataba de una dificultad de competencia, I * parte lesiona-
da había formado su demanda contra el autor del hecho y 
contra el comitente ante el Tribunal del domicilio del de -
pendiente. La Corte de Casación decidió que la acción es-
taba bien intentada, puesto que si hay varios demandados 
en materia personal, la acción puede ser llevada ante el Tri-
bunal del domicilio de uno de ellos, á elección del deman-
dante (Cód. de Proc. art. 59): el dependiente siendo el 
principal obligado, la acción pudo ser intentada ante el Tri-
bunal de su domicilio, y accesoriamente contra el comiten-
te ante el mismo juez. (2) 
- La Corte de Casación dice que la acción, en el caso, debió 

M r intentada contra el autor del delito. No debe entender-
se esta decisión en el sentido que la parte lesionada este 
obligada á promover primero contra el autor del daño y ac-
cesoriamente contra el comitente. La acción puede ser in-
tentada directamente contra la persona responsable, sin que 

1 . „ w r R i n t . I V n t i ° 767, n o t a 46 y los a n t o r « q u e c i t a n 
2 D e n e g a d a ^ 2 9 ' d e D i c i e m b r e d e 1866 ( D a l l o * , 1857, l , 2 2 1 V 

el demandante deba poner, en causa al autor del hecho. (1) 
!<a acción contra el comitente es accesoria, en este sentido, 
que supone la existencia de un hecho perjudicial cometido 
por un dependiente, pero no es subsidiaria en el sentido 
que 110 puede ser intentada sino después de la condenación 
del autor del hecho, ó cuando menos subsidiariamente á la 
acción principal; la acción por responsabilidad es ella mis-
ma una acción principal. (2) 

Si la parte lesionada comienza por promover contra el au-
tor del hecho sin poner en causa á la persona responsable, 
la sentencia que obtendrá no podrá ser opuesta á ésta; esto 
es el derecho común, rigiendo la cosa juzgada. De esto pue-
de resultar que la persona responsable sea condenada á da-
ños y perjuicios que difieran de la condenación pronuncia-
da contra el autor del delito. La acción es desde luego in -
tentada por lo criminal contra el autor del delito, y después, 
la parte lesionada promueve civilmente contra la persona 
responsable; ha sido sentenciado que ésta puede pedir que 
el monto de los daños y perjuicios pronunciado contra el 
culpable sea reducido. Habfa contradicción entre ambas 
sentencias; esta es la consecuencia de los principios que ri-
gen la cosa juzgada. (3) 

622. Si la parte lesionada promueve contra la persona 
responsable, ¿tendrá ésta un recurso contra el autor del he-
cho? La afirmativa no es dudosa. La persona responsable 
paga la deuda del autor del hecho perjudicial; debe, pues, 
tener recurso contra él. No debe inducirse de esto que las 
personas responsables ¡fean caucionantes, ellas están obliga-
das personalmente en virtud de una presunción de culpa 

1 G r e n o b l e , 13 d e M a r z o d e 1834 ( D a l l o s , en la p a l a b r a Respon-
sabilidad, núm. 642). 

2 D e n e g a d a , 19 d e F e b r e r o d e 1866 ( D a l l o * , 1866. 1, 420) . 
3 P a r i s , 15 d e Mayo d e 1851 ( D a l l o * , 1852. 2. 240). En s e n t i d o 

c o n t r a r i o L a r o m b i ó r e , t . V , p á g . 775, u ú m . 35 ( E d . B., U I I I , págl-



luego son deudores principales. Lo que prueba esto es que 
puede suceder que no tengan recursos. Están obligados por 
el único hecho de haber un daño causado; mientras que el 
autor del hecho solo está obligado por lo que le es imputa-
ble De esto resulta que si no le es imputable, no hay de-
lito ni cuasidelito respecto á él. por lo que no puede estar 
sujeto á ninguna acción. (1) Ha sido sentenciado conforme 
con estos principios que la administración de correos, de- j 
clarada responsable por un accidente sucedido por la impru-
dencia de un conductor, tenía recurso contra éste. 

La persona condenada como responsable puede también 
tener un recurso contra otras personas igualmente res- | 
pon sables. Esto ha sido sentenciado así para un comitente 
responsable del hecho de su dependiente, cuando existía ade- | 
más otro comitente igualmente responsable. La Corte de Ca-
nción dice que la responsabilidad debe ser soportada por 
todos aquellos que debían vigilar al dependiente. 2) A p o -
demos admitir este motivo; la responsabilidad de los comi-
tentes no está fundada en una falta de vigilancia; no tiene 
otro fundamento sino la elección que hace el comitente (nu-

me62357;°Ante qué jurisdicción debe ser llevada la acción de 
responsabilidad? La cuestión supone que el hecho perjudi-
cial es un delito criminal. Se aplican los principios genera-
les que rigen la acción civil. (3) La parte lesionada puede j 
intentarla ante lostribunalesc ivileB; puede también promover 
criminalmente presentándose parte civil y persiguiendo á | 
las personas civilmente responsables a^te la misma j u n s d . c - 1 
ción no como autores del delito, sino como respondiendo 
por las consecuencias civiles de dicho delito. 

1 D u r a o t o n , t . X I I I , p á g . 739, n ó t n . 7 2 2 . T o u l l i e r , t . V I , 1, P*g¡-

t o r e a q u e c i t a n . 
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624. ¿ En qué plazo debe ser presentada la acción? Si se 
trata de un delito ó de un cuahidelito, se aplica el derecho 
común; la acción prescribe en treinta años. Si se t ra ta de 
un delito criminal, la acción de responsabilidad, lo mismo 
que toda acción civil, prescribe en el mismo tiempo que la 
acción pública. ( l )Nos liinitarémos á establecer el priucipio 
encontrándose esta materia fuera de los limites de nuestro 
trabajo. 

SECCION II.—De la responsabilidad del daño 
cansado por animales. 

§ I . P B I N C I P I 0 8 GENERALES. 

625. Según los términos del art. 1,385, «»el propietario 
de un animal, ó aquel que se sirve de él durante el tiempo 
en que está usándolo, es responsable por el daño que el ani-
mal ha causado, ya sea que el animal esté bajo su cuidado, 
ya que se haya perdido ó extraviado." ¿Cuál es el funda-
mento de esta responsabilidad? El relator del Tribunado 
contesta que el daño debe ser imputado, ya á la falta de vi-
gilancia por parte del amo, ya á la temeridad, torpeza ó fal-
ta de atención acerca de aquel que se sirve del animal. Ade-
más, dice Bertraud de Greuille, nada de lo que pertenece á 
alguien, puede impunemente perjudicar á otro. (2) El legis-
lador establece una presunción de culpa contra el propieta-
riodelanimal ó coutra aquel que se sirve de él .No puede ha-
ber responsabilidad sin culpa, como lo dice el orador del 
Tribunado: " P a r a que el daño esté sujeto á reparación, de-
be ser efecto de una culpa ó de una imprudencia ¡>or parte 
de alguien; si 110 puede ser atribuido á esta causa, .solo es 
t rabajo de la casualidad del que cada cual debe soportar las 

1 A n b r y y K a n , t . I V , p á g . 767, r o t a 47, p f o . 447, y le s a u t o r e s 
q u e c i t a n . 

2 B e r t r a u d de G r i u i l l e , Informe, n f i tn . 15 ; L o c r é , t . V I , p á g . 281 . 
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luego son deudores principales. Lo que prueba esto e sqae 
puede suceder que no tengan recursos. Están obligados por 
el único hecho de haber un daño causado; mientras que el 
autor del hecho solo está obligado por lo que le es imputa-
ble De esto resulta que si no le es imputable, no hay de-
lito ni cuasidelito respecto á él, por lo que no puede estar 
sujeto á ninguna acción. (1) Ha sido sentenciado conforme 
con estos principios que la administración de correos, de- j 
clarada responsable por un accidente sucedido por la impru-
dencia de un conductor, tenía recurso contra éste. 

La persona condenada como responsable puede también 
tener un recurso contra otras personas igualmente res- | 
pon sables. Esto ha sido sentenciado así para un comitente 
responsable del hecho de su dependiente, cuando existía ade- | 
más otro comitente igualmente responsable. La Corte de Ca-
nción dice que la responsabilidad debe ser «oportada por 
todos aquellos que debían vigilar al dependiente. 2) A p o -
demos admitir este motivo; la responsabilidad de los comi-
tentes no está fundada en una falta de vigilancia; no tiene 
otro fundamento sino la elección que hace el comitente (nu-

me62357;°Ante qué jurisdicción debe ser llevada la acción de 
responsabilidad? La cuestión supone que el hecho perjudi-
cial es un delito criminal. Se aplican los principios genera-
les que rigen la acción civil. (3) La parte lesionada puede j 
intentarla ante lostribunalesciviles; puede también promover 
criminalmente presentándose parte civil y persiguiendo ft | 
las personas civilmente responsables A t o la misma jur i sd .c -1 
ción no como autores del delito, sino como respondiendo 
por las consecuencias civiles de dicho delito. 

1 Duraoton, t. X I I I , p f t * 739, nóin.722. Toullier, t. VI , 1, P*g¡-

torea que citan. 
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624. ¿ En qué plazo debe ser presentada la acción? Si se 
trata de nn delito ó de un cuahidelito, he aplica el derecho 
común; la acción prescribe en treinta años. Si se t ra ta de 
un delito criminal, la acción de responsabilidad, lo mismo 
que toda acción civil, prescribe en el mismo tiempo que la 
acción pública. ( l )Nos limitarémos á establecer el priucipio 
encontrándose esta materia fuera de los limites de nuestro 
trabajo. 

SECCION II.—De la responsabilidad del daño 
causado por animales. 

§ i . p r i n c i p i o s g e n e r a l e s . 

625. Según los términos del art. 1,385, «»el propietario 
de un animal, ó aquel que se sirve de él durante el tiempo 
en que está usándolo, es responsable por el daño que el ani-
mal ha causado, ya sea que el animal esté bajo su cuidado, 
ya que se haya perdido ó extraviado." ¿Cuál es el funda-
mento de esta responsabilidad? El relator del Tribunado 
contesta que el daño debe ser imputado, ya á la falta de vi-
gilancia por parte del amo, ya á la temeridad, torpeza ó fal-
ta de atención acerca de aquel que se sirve del animal. Ade-
más, dice Bertraud de Greuille, nada de lo que pertenece á 
alguien, puede impunemente perjudicar á otro. (2) El legis-
lador establece una presunción de culpa contra el propieta-
riodelanimal ó coutra aquel que se sirve de él .No puede ha-
ber responsabilidad sin culpa, como lo dice el orador del 
Tribunado: " P a r a que el daño esté sujeto á reparación, de-
be ser efecto de una culpa ó de una imprudencia ¡>or parte 
de alguien; si no puede ser atribuido á esta causa, solo es 
t rabajo de la casualidad del que cada cual debe soportar las 

1 A u b r y y Kan, t. IV , pág. 767, r o t a 47, pfo. 447, y le s au tores 
que c i tan . 

2 Ber t raud de Gri udle , Informe, nfitn. 15 ;Looré, t. VI , póg. 281 . 
P. de D. TOMO XX—93 



consecuencias; pero si hay una culpa ó imprudencia, por li-
gera que sea su influencia en el daño cometido, la repara-
ción es debida. A este principio se liga la responsabilidad 
del propietario relativamente al daño causado por los an i -
males." (1) 

626. Los motivos dados por el relator y por el orador 
del Tribunado conducen á una consecuencia muy importan-
te. Hay presunción de culpa, pero la ley no excluye la prue-
ba contraria, como lo hace en el caso previsto por el art í-
culo 1,384 en lo que se refiere á los comitentes (núm. 588). 
E l propietario del animal ó aquel que se sirve de él están, 
pues, admitidos á probar que no les es imputable ninguna 
culpa; entendemos por esto no solo el caso fortuito, pues en 
este punto todos están de acuerdo, pero también la prueba 
que ninguna culpa puede ser reprochada al propietario del 
animal, ó á quien se ha servido de él y que han hecho to-
do lo posible para impedir el daño. Acerca de este punto 
hay controversia. La jurisprudencia está en favor de nues-
t ra opinión; citarémos un caso que se ha presentado ante la 
Corte de Bruselas. 

Uu caballo conducido por un doméstico lastima á un t ran-
seúnte. Demanda por daños y perjuicios, fundada en los 
términos generales del art . 1,385. Le Corte comprueba que 
no podía reprocharse el daño de haberse servido de un caba-
llo peligroso, porqufijdicho animal no tenía ningún vicio; 
era, al contrario, de naturaleza quieta y dócil. Tampoco se 
podía imputar al cochero imprudencia ui impericia. El ca-
ballo se había espantado repentinamente con unos aserrado-
res de madera; el cochero había empleado todos los medios 
posibles para contener al animal y evitar una desgracia; ha-
bía avisado á los transeúntes por medio de gritos. De esU) 
resulta que la presunción de culpa establecida por el ar t í -

1 T a r r i b l e , Discurso*, n a w s . 10 y 20 v Locré , t . V I , p á g . 237) . 

culo 1,385 se desvanecía; no podía, pues, haber responsabi-
lidad. (1) 

La Corte de Gante ha consagrado el mismo principio. 
Considera el art. 1,385 como una aplicación de la regla ge-
neral que rige los hechos p^ijudiciable«. Es decir , que no 
hay responsabilidad cuando no hay culpa; luego aquel á 
quien se imputa el daño debe ser admitido á probar que no 
le es imputable ninguna culpa. (2) Pero también baste la 
más leve culpa para declarar responsable al propietario; es-
ta es una consecuencia del principio establecido por los' ar-
tículos 1,382 y 1,383. En «l caso, la Corte dicidió que el 
propietario del caballo no había ministrado la prueba á la 
que había sido admitido, á saber, que no había que repro-
charle ninguna culpa. (3; 

La jurisprudencia francesa está en el mismo sentido. Ha 
sido»sentenciado por la Corte de París que el propietario 
de un animal no debe ser declarado responsable del d a ñ o 

cuando no cometió ninguna imprudencia y que no pudo 
preveer ni impedir el accidente perjudicial. (4) 

No sabemos en qué pueda fundarse la opinión contraria. 
Se invoca la docrina de Domat reproducida por Merlin. Es-
to es una mala inteligencia. Domat y Merlin no dicen lo 
que se les hace decir. En todos los casos que suponen hay 
culpa, y por lo tanto, responsabilidad; mucho se cuidan de 
decir que existe una respoiiNabilidad «in culpa. (5) Otros au-
tores citan los trabajos preparatorios; hemos relatado las pa-
labras de los oradores del Tribunado; una ¡dea domina en 
ellos, es que una persona no puede ser responsable cuando 

1 B r u s e l a » 11 d e M a r z o d o 1829 (Pasicrisia, 1829, p á g . Pío C o n , , 
p á r e s e B r u s e l a s 3 d e K n e r o d e 1863 {Pasicrisia, 1K03 íí, 

2 G a n t e , 9 do A g o s t o d e 1861 (Pasicris ia, 1861. 2, 365, . 
3 G a n t e . 2 2 d e M a r z o d e 1*62 (Pasicrisia, 1862 2 150) 

r J ^ ' ' « N o v i e m h r e d e 1863 ( H a l l o * . 1863. 5, 329) . C o m , * -
r e s e T o l o s a , 5 d o A g o s t o d e 1865 < Dadlo*. |K66, 5, 4I í ) . 

5 .Merlin, Repertorio, en la p a l a b r a Cuasidelito n ó m . 9 . t XX VI 
p a g 242). J> 



no hay culpa que reprocharle (núm. 625). Los editores de 
Zacharke no motivan su opinión, (1) y entre los autores á 
los que se refieren, Larombéire no profesa la opinión que se 
le atribuye. En cuanto á Marcadé, tiene un argumento que to-
do zanja: »'El propietario ofrecería en vano probar haber 
hecho todo lo posible para impedir el daño, pues de dos 
cosas una, ó no tamo todas las precauciones que exige la 
prudencia, y entonces es culpa suya; ó se trataba de un ani-
mal tan malo así que toda precaucMn para impedir que 
perjudicase fuese ineficaz, y entonces tiene la culpa por el 
solohechodeconservarlo.i l (2) Los dilemas son excelen-
tes en el dominio de la teoría; la vida, con sus infinitos cam-
bios, no se les puede someter. Supondremos que el dueño 
llegue á probar que no es culpable. ¿Se pretenderá lógica-
mente que necesariamente tuvo la culpa. (3) 

627. ¿Quién es responsable del daño causado por un ani-
mal? El art. 1,385 contesta: " E l propietario del auimal ó 
aquel que de él se sirve durante el tiempo que lo usa. ' En 
principio es, pues, el propietario quien es responsable, y su 
responsabilidad es ilimitada, en el sentido que está ligado al 
derecho de propiedad, dura tanto tiempo como es propietario. 
El uso del animal, al contrario, cualquiera que sea el título 
con el que haya sido consentido, es un derecho temporal, 
de donde resulta que la responsabilidad lo es igualmente. 

La ley dice: i»el propietario ó aquel que se sirve del ani-
mal.. i Establece, pues, una alternativa; es decir, que la res-
ponsabilidad solo pesa en uno de ellos. El propietario deja 
de ser responsable cuando confió el uso del animal á un 
tercero; toca naturalmente á aquel que usa del animal el cui-
darlo para que no cometa daño alguno. Solo habría excep-
ción si el propietario hubiera cometido alguna falta; res-

1 A u b r y v R a n , t . I V , p á g . 771, n o t a 10, p fo . 44S. 
2 M a r c a d é , t . V , p á g . 288, n ú m . 1 d e l a r t í c u l o 1 ,385. 
3 C o m p á r e s e S o u r d a t , t I I , p á g . 523, n á m . 1429; y p a g . 536, nu-

m e r o 1,448, C o l m e t d e S a u t e r r e , t . V , p á g . 685, u ú m . 366 bit. 

pon derla por ella en virtdd del principio general de lo artí-
culos 1,382 y 1,383. (1) 

El art. 1,385 impone la responsabilidad del daño á aquel 
que se sirvg del animal. ¿Ddbe tomarse esta expresión al pie 
de la letra? L i Corte de Casación la interpreta en el sen-
tido (jus la resp msabilid'a l imcumbe á aqu l bajo el cuidado 
del que se encuentre el animal. Esto es más lógico. La Cor-
te ha aplicado la ley, así contenida, al caso en que el propie-
tario ha confiado unos pastos al cuidado del pastor del hato 
común; no fuera que el pastor se sirviera de ellos, pero du-
rante el tiempo que estuvo á su cuidado no podía imputar-
se ninguna negligencia del propietario; (2) Se pued», ade-
más, fundir esta decisión en el art. 1,382: no es por una 
culpa presunta como s- hace el pastor responsable, es por 
una negligencia real. Fué sentenciado, en el mismo sentido, 
que la responsabilidad por el diño causado por un toro de 
un hato común, pesa en aquel que se encargó por contrato 
administrativo del cuidado del ganado. (3) Por aplicación 
del mismo principio, La Corte de Casación ha decidido que 
si un caballo lastima á un traus-mute, cua ndo se le trae del 
banco por-un obrero herrador, el artesano es quien es res-
ponsable y no el propietario. Se dice en la sentencia que el 
artesano que recibe en su casa un animal para darle los cui-
dados que exige su estado, d-ibe Sir considerado como ha-
biéndolo tomado bajo su cuidado y es asimila lo á una per-
sona que usa de él momentáneamente. (4) Preferiríamos fun" 
dar la decisión en los arts. 1,382 y 1,383, lo que obliga al 

1 C o l m e t d e S m t e r r e . t . V , p á g . 6«5, n ú m . 336 bit I . A n b r r y fa u 
t . I V , p á R s . 771 y 772. 

2 D e n e g a d a . Secc ión C r i m i n a l , U f r i m a r i o , a f io X I V , ¿ D »Hoz n 
l a p a l a b r a Responsabilidad, n ü m . 741). C o m p á r e s e Besangon , 26 d e 
A g o s t o d e 1869 f D a l l o z . 1870, 2 , 187). 

3 C o l m a r . 27 d e J u n i o d e 1833 (Dal loz , en l a p a l a b r a Retponttbi-
lidad, n f t m . 745) . 1 

4 C a s a c i ó n , 3 d e D i c i e m b r e d e D i c i e m b r e d e I872{£ta | lpz , 1873, 1, 
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demandante á probar la culpa. Cuanto el art. 1,385, consagra 
una presunción de culpa, y las consecuencias legales no se 
extienden por vía de analogía. 

628. El art. 1,385, concebido *-n los términos más gene-
rales, no entraña ninguna distinción. Acerca de este pun-
to todos están de acuerdo. Los animales, dice Toulber, pue-
den causar un daño s i g u i e n d o su instinto y sus costumbres, 
como los bueyes que van á pastar en terreno ageno, ó en los 
plantíos; ó apartándose de lo natural, como un caballo que 
muerde y patea, una vac* que lastima con los cuernos, pues 
estos vicios no s.m naturales en estos animales. No hay pa-
ra qué distinguir: aquel que sufre un daño causado por an i -
males, según su instinto ó contra lo natural, tienen acción á 
reparación. (1) H a s i d o sentenciado en este sentido que el 
propietario d- un toro responde por el daño causado por es-
te animal, naturalmente feroz, así como e* responsable por 
las heridas caucadas por un caballo, animal naturalmente 
inofensivo. Cuardo el propietario conoce el carácter v i c i o s o 

del animal, es también responsable cuando el animal está 
bajo el cuidado de un tercero, pues el propietario comete 
una imprudencia confiando á un tercero un animal peligro-
so, al que no sabe conducir. (2) 

Así mismo, no debe distinguirse si en el momento en q u e 
el daño fué causado, el animal estaba bajo la vigdanc.a del 
amo, ó si se había escapado ó perdido. (3) El principio no 
es dudoso, pues el hecho que un animal se ha escapado ó 
está perdido, acusa una imprudencia del amo Pero la apli-
cación ha dado lugar á una dificultad, ü n caballo unido 4 
una carreta fué abandonado en la vía publica sin dejarlo 
amarrado; se espanta.y muerde, el freno. Un transeúnte, 
viendo la carrera desordenada del caballo y temiendo algún 

i - -

,oz3 rj 

accidente, trata de sujetarlo, pero es derribado y matado* 
¿Es responsable el amo? Lo sería sin duda alguna si el tran-
seúnte hubiera sido herido sin tratar de sujetar al caballo, 
Pero no puede decirse que aquel que trata de sujetar uu 
caballo solo fué herido por culpa del dueño, lo fué por cul-
pa propia, puesto que se expuso voluntariamente al peligro. 
He contesta, y es la respuesta decisiva, que no puede consi-
derarse como una falta el desprendimiento de uu hombre 
que expone su vida para salvar la de los demás. La obje-
ción ha sido también presentada bajo otra forma: el daño, se 
dice, no fué causado por culpa del dueño, sino por la opor-
tunidad; y desde que no hay entre la culpa y el accidente 
una relación necesaria, el art . 1,385 no es ya aplicable. 
Creemos que esto es introducir en la ley una distinción que 
no está en ella. Aquel que arriesga su vida con el fin de 
evitar los efectos de un peligro, debe ser protegido lo mismo 
que aquel que huye del peligro; se subleva el sentido m o -
ral contra una distinción que sería peijuiciosa contra el 
hombre generoso y aprovecharía al egoísta y al cobarde. (1) 

629. ¿Qué debe probar aquel que intenta la acción de res-
ponsabilidad? En la opinión que hemos enseñado, hay una 
presunción de culpa á cargo del propietario ó de quien se 
sirve del animal. Debe, pues, aplicar.-e el art. 1,352, según 
cuyos términos la presunción legal dispensa de toda prueba 
á aquel á quien aprovecha. Pero la prueba contraria es de 
derecho, á no ser que la ley la deseche. Debe, pues, verse 
desecha la prueba contraria. Esto sería una excepción al de-
recho común; esta excepción debiera ser establecida por un 
texto terminante. Ya hemos dicho que esté texto no existe 
(núm. 626). 

Hay una sentencia en sentido contrario del Tribunal de 
1 Metz , 19 d e F e b r e r o de 1863; compár¡**e Me t* . 29 «lo Ene ro d e 

1862. y 6 d e A g o s t o d e 1851 (Oa l loz . 1863, 2, 153,154 v no ta ) . Par»«, 
21 d e J u l i o d e 1866 (Da l lo i , 1868, 2, 71). G a n t e , 23 d e M a j o d e 1853, 
(Paticriiia, 1851, 2, 51). 



Gante. Se l.-e en ella que el art. 1.3S5 establece una r e s -
ponsabilidad especial más extensa que la de los arta. 1,382 
y 1,383. El Tribunal no dice lo que tiene de es ecial dicba 
responsabilidad. Se ha dicho, para justificar la decisión, 
que el art. 1,385 no exige cnlpa come lo? arts. 1,382 y 
1,383; que sí se exigiera la culpa en el caso del art. 1.385, 
la disposición sería inútil, puesto que sol., repetiría, en un 
caso especial, loque el art. 1,382 dice en términos genera-
les. El argumento nos parece muy débil. Los arts. 1,382 
y 1,383 preveen un caso diferente del que se ocupa el a r t í -
culo 1,385; los primeros suponen un delito ó un cuasidelito 
personal al autor del hecho, mientras que los arts. 1,384-
1,380 traten de la responsabilidad de aquel que no es el 
autor deT hecho. ¿Podrán compararse disposiciones que tie-
nen un objeto diferente? El Tribunal insiste y dice que los 
arts 1,384 y 1,385 no asimilan á nna culpa la responsa-
bilidad que hacen descansar en el propietario del animal. 
La relación del art. 1,384 con el art. 1,385 es bastante obs-
cura, se ha explicado en el sentido que en el proyecto so-
metido al consejo de Estado el art. 1,385 hacía parte del 
art 1 384; y esta disposición general del proyecto contenU 
un último inciso según el que la responsabilidad de los pa-
drea, profesores y artesanos, cesaba cuando probaban qu^ / 
no habían podido impedir el h f h o perjudicial; este inciso 
no era aplicable á los comitentes ni á los propietarios de 
animales. Luego en la mente de los autores del Código, los 
propietarios de animales no eran admitidos á probar que el 
hecho había tenido lugar sin culpa suya. (1) Contestaremos 
que si los comitentes no pueden excusarse probando que no 
tienen culpa, es porque los autores del Código han seguido 
en este punto la opinión de Pothier (núm. 588); esta es, pne*, 

1 Sentencia de 9 do Diciembre de 1867 (Panerina 1858, pf g:. 488, 

una disposición tradicional; pero la razón dada por Pothier 
para los comitentes es extraña á los propietarios de anima-
les. El Código nó derogando á su respecto al derecho co-
mún debe mantenerse. Tal es la opinión enunciada por los 
oradores del Tribunado. 
' 630. La responsabilidad del dueño cesa cuando el hecho 
perjudicial fué provocado por culpa de la parte lesionada; 
si por ejemplo, ha excitado ó provocado al animal. Esto es 
la aplicación del derecho común (núms. 485-492). El due-
ño debe probar la culpa; la Corte de Montpellier fué dema-
siado lejos decidiendo que se debía presumir que había cul-
pa por parte del doméstico que traía los caballos del abre-
vadero á la cuadra, por razón de no fier vicioso el caba-
llo. (1) Hay presunción de culpa á cargo del propietario, á 
él toca, pues, probar que no tiene culpa; y si pretende que 
el accidente ha sucedido por culpa del doméstico, debe 
igualmente ministrar la prueba de su pretensión.' Puede 
haber una cnlpa que reprochar á la' víctima, y el dufño 
puede no obstante ser declarado responsable si no llega á 
probar que el accidente ha sucedido por la únicá culpa de 
la víctima; esto es el derecho común (núm. 491). Si hay 
culpa de una y otra parte, el juez puede moderar los djiños 
y perjuicios á lós que tiene derecho la parte lesionada: (2) 

§ II.—APLICACIÓN. 

A úm. 1. Los aniinalis domésticos. 

631.' El Código rural (28 de Septiembre y 6 de Octubre 
de 1791), contiene algunas digposiciones especiales acerca 
del daño causado por los animales domésticos. El art, ^ d i -
ce: nEl ¿año que los animales de cualquiera ciase "mtreifa-

1 Mon tpe l l i e r . 23 d e J u l i o d e lí»6fi (Dalla*. 186« 2 72 ) 
2 larls, 10 de Aconto de 1867 (Dallo*, 1*07, 5,369, ním. 4i. 
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dos al abandono, hagan en las propiedades agenas, será pa-
gado por las personas que tienen el gozo de los áuimales; 
si son insolventes, los daños serán pagados por los dueños. 
M propietario que sufra el daño, tendrá el derecho de rete-
ner los animales, con obligación de enviarlos en las 24 ho-
ras al depósito que áeste efecto se designará por la munici-
palidad. h Esto es lo que se llama la mise en fourrière. L a léy 
solo lo autoriza para los animales abandonados; si el dueño 
ó el guardián está presente, se está en el direch » común. 

La ley agrega; »Si son aves de corral de cualquiera espe-
cie las que causan el daño, el propietario ó el ranchero que 
lo sufra, podrá matarlas, pero solo en el lugar y en el mo-
mento del daño.«' Se entiende por aves de corral á todas las 
aves domésticas que se crian en los corrales, tales como ga-
llinas, patos, pavos, ete. Aquel que no usa de este derecho 
riguroso, puede naturalmente reclamar daños y per ju i -
cios. La Corte de Casación lo sentenció así, y esto no es du-
doso. (1) 

632. Las palomas no están comprendidas en las aves de 
corral; hay^ina disposición especial respecto de ellas en el 
decreto del 4 de Agosto de 1870, cuyo ar t . 2 dice: »Las 
palomas serán encerradas en las épocas fijadas por los m u -
nicipios. m Esto es durante el tiempo de las siembras y de las 
cosechas, en el que las palomas puen causar grandes daños; 
el decreto permite á todos matarlas en el terreno como aves 
de caza, durante el tiempo fijado para que estén encerradas. 
Si no hubiera un decreto no se tendría el derecho de matar 
palomas. Pero que haya decreto ó nó, aunque los propieta-
rios usen del derecho que tienen para matarlas, siempre tie-
nen el de pedir daños y perjuicios en virtud del art. 1,385. 
Esta es la opinión general, excepto el disentimiento de Hen-
rion de Pansey, quien enseña que el derecho de matar pa-

1 T o u l l i e r , t - £ T , 1. 245, númft . 299-301 , y las a u t o r i d a d e s c i t a d a s 
p o r A u b r y y R a u , t . I V , p á g . 769, n o t a 1, p f o . 448. 

lomas es el único desagravio que la ley da á la parte lesio-
nada. El decreto de 1789 no dice esto, y ninguna razón hay 
para derogar al derecho común. (1) 

633. No hay ley especial refiriéndose á las abejas; éstas 
quedan, pues, bajo el imperio del derecho común. Se ha pre-
tendido que el art. 1,385 no les es aplicable, porque las abe-
jas no pueden ser considerada« como una propiedad priva-
da. El art. 524 contesta á la objeción: considera á los pana-
le« como inmuebles por destinación. Es verdad que las abe-
jas pueden tomar su libertad natural, y en este caso, se en-
tiende que nadie es responsable del daño causado por ellas; 
pero mientras vuelven á sus panales son una propiedad pri-
vada, y, por consiguiente, el art. 1,385 es aplicable. La ju-
risprudencia está en est j sentido. Las decisiones judiciales 
hacen constar hechos de imprudencia ó negligencia que pu-
dieran reprocharse á los dueños de panales. (2) No debe in-
ducirse de esto que el demandante deba probar que el due-
ño de panales tiene culpa; nada hay que probar, puesto que 
la ley presume la culpa d-1 propietario, á reserva que ¿ t e 
dé la prueba contraria. 

634. H a y una gran analogía en derecho, entre los cone-
jos y las abejas;*le hecho, son mucho más perjudiciales; im-
porta, pues, establecer el principio de responsabilidad. Por 
el momento, solo nos ocupamos de los conejos que son de pro-
piedad privada; es decir, de aquellos que viven en común en 
conejera". No debe distinguirse si la conejera está abierta ó 
cerrada; desde que los conejos pertenecen á un propietario, 
éste es responsable del daño que causan, en virtud de la dis-
posición general del art. 1,385 (3) flablarémos más adelan-
te de los conejos que viven al estado libre y que se conside-
ran como animales de caza. 

1 Sonrdat , t. II, pág. 631. núm*. 1,442.1.444. 
2 L imogea . 5 d e D i c i e m b r e d e 1860 ( D a l l o » , 1*67,5 . 363 . T r i b u -

n a l d o Burdeo« , 6 d e J u n i o d e 1869 ( D a l l o r 1870 3 37) 
3 Tou l l i e r , t . V I , p á g . 250, u ó m . 3ü4, y p á g . 355, «Uim*. 309_ 
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DELITOS T CUASIDELITOS. 

Núm. 2. Animales de caza. \ 

635. ¿ E l art. 1,385 se aplica á los animales (le caza? Es 
. segura la negativa; en efecto, la ley pone una condición pa-

ra que haya responsabilidad, y es que el animal que causa 
el daño sea propiedad de la persona declarada responsable; 
y los animales de caza no pertenecen al dueño del terreno 
en que éstos so encuentran; luego el art. 1,385 no es aplica-
ble. Así, dice Merlin, un lobo, un coyote, que estaban en 
un bosque, salieron de él y se llevaron y se comieron á unas 
ovejas ó á unas aves de corral de la vecindad: no seré res -
ponsable, como dueño del bosque. 

El derecho antiguo daba á aquellos cuyos campos eran 
peijudícados ptJV los animales de caza una acción contra el 
señor del fundo en la extensión del que estaban situadas sus 
tierras. ¿Cuál era el fundamento de esta acción? En derecho 
antiguo, como en nuestros días, los animales de caza no per-
tenecían á nadie, pero los señores tenían el derecho exclu-
sivo de matarlos. Este privilegio traía una obligacióu, la de 
garantizar á los propietarios por los peijuicioa que los a n i -
males causaban á sus cosechas. La obligación estaba funda-
da en el principio que el ar t . 1,382 ha consagrado; los s e -
ñores, teniendo el derecho exclusivo de caza, se les podía im-
putar como culpa el haber dejado multiplicarse los a n i m a -
les en lugar de matarlos; y por otro lado, los propietarios, 
no teniendo el derecho ^a tu ra l de destruir á ios animales 
salvajes que destruían sus campos, jus to era que tuviesen un 
recurso contra los que ejercían el derecho con su exc lu-
sión. 

Este estado de cosas ha cambiado mucho con las leyes de 
4 de Agosto y 11 del mismo mes de 1789, que han abolido 
el derecho exclusivo de caza y han otorgado á todos los pro-
pietarios el derecho de matar á los animales salvajes que 
encuentro® en sus terrenos. El motivo excepcional que j u s -

t iücaba la responsabilidad admit ida en el antiguo derecho, 
habiendo cesado, cesó también la responsabilidad. (1) 

636. ¿Es esto decir que los propietarios de bosques en que 
hay animales están l ibertados de toda responsabilidad por 
los daños que dichos animales causen? Qu .dan sometidos al 
derecho común de los arts . 1,382 y 1,383. Si, pues, hav 
una culpa que achacarlos, son responsables por ella El prin-
cipio no es dudoso, puesto que es la aplicación de una regla 
general. ¿Pero, puede decirse que los dueños de bosques 
tengan culpa? (2) No hay ninguna culpa que reprocharles 
por el solo hecho de que los animales encuentren abrigo en 
sus bosques; esto sucede sin su voluntad y no tienen ade -
más ningún medio de impedirlo. Ninguna ley y ningún 
principio les obliga á destruir á los animales que están en sus 
terrenos. (3) Los vecinos, en cuyos campos entran los a n i -
males, tienen el derecho de matarlos; este derecho basta, en 
genera l , para la salvaguardia de sus intereses. 

¿ Había culpa por el único hecho de que el propietario no 
caza? .\ó, pues si tiene el derecho de cazar, no hay ningu-
na ley que le imponga la obligación d* preservar á sus ve-
cinos del daño que puede resultarles por la multiplicación 
de los animales de caza. L a Corte de Casación lo sentenció 
asi En el caso, el primer jue2 había apl icadoal propietario 
del bosque los arts. 1,382 y 1,383, fundándose únicamen-
te en que el daño había sido causado por unos ciervos y ga-
mos que vivían habitualmente en su propiedad, que no ca-
zaba ni hacia cazar en ella, y que así mantenían en su ca-
sa á dichos animales. La Corte de Casación recuerda que 

c j 2 A a b r y y R a u , t I V , P * g . 770, n o t a 7 , p f ¿ . 448. } l o s a n t o r e e q n e 

^ T r i b u n a l d e K o u e n , 2 3 d e J a n l o d e 1858 ( D a l l o s , 1858, 3 , 74, V 



según los términos de los arts. 1,382 y 1,383, el propieta-
rio del bosque no podía ser declarado responsable por el da-
llo causado á sus vecinos por animales existentes en sus bos-
ques, a l i s t a d o de libertad, sino cuando el daño proviniera 
de una culpa que se le pudiera imputar como resultado de 
su hecho, de su descuido ó de su negligencia. Y en la sen-
tencia atacada no constaba ninguna culpa á cargo del de-
mandado. La Corte dice en qué pudiera consistir la culpa. 
No se alegaba que el propietario del bosque que haya atraí-
do á los animales, que los haya detenido ó haya favorecido 
su multiplicación; tampoco constaba que el propietario h u -
biese dejado multiplicarse dichos animales prohibiendo á 
los vecinos destruirlos ellos mismos ó mandarlos destruir. 
La Corte concluye que en tales circunstancias el único he -
cho de no haber 'cazado ni hecho cazar no constituía culpa 
p i r a el propietario del bosqúe. (1) 

Así, el hecho de no cazar y por ende de dejar mult ipl i -
carse los animales de caza, puede hacerse una culpa si el 
dueño del bosque no deja que los vecinos destruyan dichos 
animales. El Tribunal de Rambouillet lo sentenció así en 
una sentencia-muy bien motivada. Asienta en principio que 
el hecho de que los animales salvajes se abriguen en un 
bosque, es un caso fortuito, en este sentido, que su instinto 
es el que los lleva, sin que el propietario nada haya hecho 
p*ra atraerlos, retenerlos y que se multipliquen; si causan 
perjuicios á los vecinos, esto es un accidente, una plaga na-
tural de que el propietario del bosque no puede ser respon-
sable. Se dirá en vano que los animales se multiplican por 
la negligencia del dueño del bosque que no los caza; no hay 
culpa" en no hacer lo que no manda se haga ninguna ley. Los 
vecinos tienen el derecho de matar á los animales que des-
truyen sus campos. ¿Pero será éste su único derecho? El 
Tribunal dice, aquel cuya propiedad es causa de una plaga 

1 Casac ión , 4 d e D i c i e m b r e d e 1867 ( D a l l o s , 1*67, 1, 456) . 

natural que perjudica á la propiedad agena, está obligado 
á destruir por sí esta causa, ó dar á su vecino entrada en su 
heredad, y permitirle destruir á los animales á sus costas, 
reembolsando el monto del daño causado por la destrucción. 
Aquí se presentí una duda. Es en nombre de la equidad 
más bien que del defecho, como se impoue al propietario de 
un bosque la obligación de dejar á sus vecinos penetrar en 
él para destruir á los animales que lo habitan; pero ¿basta la 
equidad para engendrar una obligación? Los jurisconsultos 
romanos dicen que debe permitirse lo qae es útil á 1 )s ve-
cinos y que no los perjudica. Se invoca esta máx'ma tradi-
cional, pero, en rigor, se podría desecharla, puesto que nues-
tras leyes no la consagrau. En definitiva, h i y un vicio, y se 
llena con la jurisprudencia. El Tribunal de Ramb-uillet con-
cluye que si el propietirio d 4 bosque rehusa destruir sus 
animales y dejarlos destruir por los vecinos, esto constitu-
ye una culpa que lo obliga á reparar el daño causado por 11 
multiplicación de los animales salvajes. (1) 

Cuando el propietario del bosque caza, la cuestión es más 
fácil de decidir . Si consta que el propietario con süs cazas 
y batidas frecuentes hizo lo que de él dependía para des-
truir , alejar ó dispersar á los animales existentes en su bos-
que, y que por otra parte, no se alegue ninguna otra culpa 
á su cargo, no es responsable. (2) Decimos si no hay ningu-
na culpa á su cargo, pues el solo hecho de cazar no liberta, 
al propietario de su responsabilidad. Si, para procurarse los 
gustos de la caza, la hace guardar severamente, y ni por su 
misma manera de cazar, favorece la multiplicación de los 
animales, causa por este hecho un daño á sus vecinos, y por 
consiguiente, es responsable. (3) Por aplicación de estos prin-
cipios el Tribunal de Rouen condenó á dañas y perjuicios al 

1 S e n t e n c i a do 30 d e D i o i e r a b r e d e 1859 ( D a l l o s ; 1860, 5, 332). 
2 D e n e g a d a , 19 d e J u l i o d e 1859 ( D a l l o z , 1860, 1, 425) , y 15 d e 

E n e r o d e 1872 ( D a l l o z , 1872, 1 . 2 1 2 ) . 
3 D e n e g a d a , 10 d e J a n i o d e 1863 f D a l l o z , 1863, 1, 369) . 



adjudica ta r io de la caza de un bosque por haber por su he-
cho multiplicado los ciervos y las gamas; en la primera 
época de su contra to , había cazado á los ciervos sin mata r 
una sola hembra: resultó que éstas más sedentarias que los 
machos se multiplicaron y se hicieron perjuiciosaa. H a b í a 
en esto un hecho que constituía una culpa. (1) L a Corte d e 
Casación ha seutenciado en el mismo sentido que había lu-
gar á responsabilidad cuando las liebres sa guardan y man-
tienen en los bosques para el placer de la caza. (2) En una 
sentencia reciente se lee quecos locatarios de un bosque han 
favorecido, conservando á las crías, la multiplicación de los 
javalís, que se hizo asombrosa y causaron daños diarios á 
los propietarios vecinos; que el bosque era guardado por un 
personal numeroso, de tal suerte que los vecinos no podían 
m a t a r á los jabalís que se abrigaban en el bosque y solo sa-
lían de noche. En este estado de hechos, dice la Corte , la 
sentencia atacada hizo una justa aplicación del a r t . 1,382 de-
clarando á los locatarios responsables. (3) 

La Corte de Casación casi siempre pronuncia sentencias 
de denegada en semejante materia, la dificultad siendo o r -
dinariamente una cuestión de hecho cuya apreciación no es 
de su resorte. (4) Se ha levantado una cuestión de derecho 
que no lo es: ¿deben los colindantes citar al propietario del 
bosque antes de promover contra él? La negativa es segura. 
E n efecto, los arts . 1382 y 1383, no exigen esta condición 
para la responsabilidad que establecen; y no la podrán exi-
gir, puesto que lo más á menudo el delito ó el cuas idel i to 

son imprevistos, lo que hace imposible la puesta en m o -
r a - (5> . . . 

637. ¿Se aplican estos principios á los conejos que viven 
1 R o n e n . 1 d e M a y o d e 1858 (Da l loz , 1858 3, 73) . 
2 D e n e g ó l a , 24 d e J u l i o d e 1860 ( D a l l o z , 1860, 1, 426) , 10 d e J u -

n i o d e 1863 ( D a l l o s , 1863, 1, 369) 
3 D e n e g a d a , 31 d e M a y o d e 1861» ( D a l l o z , 1870. 5, 339). 
4 D e n e g a d a , 27 d e F e b r e r o d e 1864 ( D a l l o z , 18<Í4, 1 212). 
5 D e n e g a d a , 10 d e J u n i o d e 1863 ( D a l l o z , 1863, 1, 369j . 
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en lo , bosque,? H é a q u í el ¡otaré, de la cuestión. L o . cone-
jos d e g a r e u a son una propiedad privada, y por consiguien-

£ 2 f M ' c a e I a " : ' ' 3 8 5 <n l i u ' - 6 3 4>- Si, p i e , , 1 ™ . 
joi de bosques son a r l a d o , 4 l o s d e 

que lo» propietarios de 1.» bosques serd,, responsable» p 
el daüo que los conejos causen, p„ r el üuico hecho de que v i -
van en lo, bosques; mientras que si los consideran como a n i -
males de caza, el art . 1,385 no es ya aplicable, y el p r o -
pietario no podía ser demandado por dafios y p e r j u i c i o , ' T 
no en v r t u d del a r t . 1,382; es decir, si h a v ' u n ^ c 7 ™ e 

oprocharle Mer lu , había creid,, que por ía palabra Z r e Z 
a ley entend.a toda especie de bosques en q „ e e s t a b l e é 

los «.nejo, sus mora,las. Mis Urde abandonó esta opinión 
cal fichóla de error. Denisart define la garena u n l g a " 
desuñado A c r , a r y al ,mentar conejos. El Uiccionario de 1» 
Acadenna d.ce, en este sentido, que la ga ,ena es un lugar 
del campo en que hay conejo, y e „ el que se tiene cuidado 
de conservarlos. Estos términos dan i entender c l j r amen J 
que un bosque en que hay conejos no es únicamente una 
Z Z \ d q U ' 8 7 " f V e ' a l ™ a " d " 6 1 tiene cui-
dado de disponerlo de manera que los conejo, que en él se 
hallan puvdan conservarse allí. Asi, la cuestión de sal,er 
si un bosque es una yarena, es una cuestión de hecho Acá 
hamos de decir cuáles son las conseeuenrias ju r íd ica , de 

« m t l o ' t 385 ' * ' , t T 6 8 " n a " g 0 r e n a " ^ « P ' - °< « " «culo 1,385, y s , el bosque n o e , una ,garena, » „ e 8 , „ I » . 
jo el imperio de lo, ar ts . 1 , 3 ^ , 3 8 3 . (1) 

Hay una sentencia en et te semido de la Corle de Casa 
cióp Hace copstar de hecho que existían mochos cm,ei,„ 
en el bosque perteneciendo al demandado; que |„ ¡„MnJ.án 



del propietario era la de acostumbrar á sus conejeras á los 
animales que las ocupaban, que les había proporcionado co-
nejeras permanentes y no los había dejado al aire libre 
propiamente dicho, errantes de un punto á otro sin fijarse 
en ninguna parte. El propietario habiendo hecho en su bos-
que una ngarenaii abierta, la Corte concluyó que era res-
ponsable por daños causados por estos animales de que era 
propietario. No está en el art, "1,385, pero lo aplica. (1) 

638. Cuand« h>s bosques no forman una " g a r e n a , " los 
conejos que ne hallan en ellos son asimilados á animales de 
caza. De esto resulta que el propietario de los bosques no lo 
es de los conejos y no se le podía hacer responsable en vir-
tud del art. 1,385, por el daño que éstos causen. Solo sería 
responsable en virtud de los arts. 1,382 y 1,383; es decir, 
cuaudo había alguna culpa que achacarle. ¿Cuándo hay 
culpa? Se aplica el derecho co.núnque rige á los animales 
de caza. __ 

Unos conejos se establecieron en un bosque, se multipli-
caron en él, y dañaron á los terrenos vecinos. ¿Es responsa-
ble el propietario por este solo hecho? Nó, dice Toullier, si 
no fué por su hecho como los animales se fijaron ahí y se 
multiplicaron; desde luego, no hay negligencia que atribuir-
le, no hay cuasidelito; luego no hay responsabilidad. (2) Una 
sentencia de la Corte de Casación establece claramente la 
distinción entre los conejos de »garena» y los conejos que se 
consideran como de caza. Los conejos que se encuentran en 
un bosque por efecto del instinto que los reúne ahí , sin que 
el propietario nada haya hecho para atraerlos y aun á pesar 
suyo, son reputados como animales salvajes; el propietario 
no responde por los daños que hagan en las tierras vecinas, 
sino en el caso en que los haya dejado multiplicarse por cul-
pa suya, por su negligencia ó su imprudencia, no queriendo 

1 Denegada, 23 de Noviembre de 1346 (Dalloz, 1847, 1, 29). 
2 Toullier, t. VI, 1, 254, núm. 308. 

destruirlos por sí, y rehusando á los vecinos que se lo pidie-
ron, el permiso para destruirlos. (1) 

.Así, el propietario del b>sque no está obligado á destruir 
por sí los conejos que se multiplican en él, ninguna ley ni 
ningún principio lo obligan á ello; pero la jurisprudencia ad-
mite que del>e permitir á loa vecinos destruir á estos animales 
perjuiciosos; si se niega, causa un daño á los colindantes por 
su hecho, y se le puede aplicar el art . 1,382 Tras ladamos, 
encnañtoal principio, álo que fuédicho másatrás(núm 636). 
L a Corte de Casación aplica á este caso la móxima romana: 
In suo alii hxictenus facere licet, quatenus nihil in a'lienuin 
inmittat. Dudamos que esto principio pueda ser aplicable á 
un propietario que nada hsce en su fundo y que solo permi-
te que los animales se multipliquen. A decir verdad, solo 
hay una regla de equidad para obligar al propietario á des-
truir por sí mismo los conejos que viven en sus bosques. (2) 
Con más razón no tiene culpa el propietario que caza y ha« e 
arreadas en sus bosques. (3) 

Cuando los conejos sirven á los placeres de la caza, no 
hay ya duda, son animales de caza, y el propietario del bos-
que es responsable del daño que causan. Aquí puede invo-
carse el principio que sirve de base á la responsabilidad de 
los arts. 1,382 y 1,383, es que el propietario no puede u<ar 
de su derecho de propiedad perjudicando los derechos de 
sus vecinos. La jurispru lencia está en este sentido. Se lee 
en una sentencia de'la Corte de Casación que el propietirió 
mantenía y hacía^juardar cuidadosamente en sus bosques 

1 D e n e g a d a , 13 d e E n e r o d e 1829 ( D . l l o A en la p a l a b r a Responsa-
bilidad. i iúni. 738). Casac ión , 21 do A g o s t o d e 1871 ( D a l l o z , 1»7!, I , 
112'. 

2 Denegad;« , 3 d e E n e r o d e 1810, y 14 d e N o v i e m b r e «le 1316 ( D a l -
los , en la p a l a b r a Respr.nsabilidad, n ú m . 7 4 0 ) ; 7 d e Agost«. d e 1*51 
( D a l l o z 1858, 5. 743) . Smitwi . r ia de l T r i b n n d «le F a b i s e , » «le F e 
b r e r o «le 1860 (Dal loz, 1860, 3 32). 

3 S e n t e n c i a de l T r i b u n a ! d o N a m n r d e 5 d e F e b r e r o i e 1874 (Pa-
sicrxsia, 1875, 3, 104). 



DELITOS Y CUASIDELITOS. 

un gran número de conejos para el placer de la caza. Esto 
bastaba para justificar su condenación. (1) 

La responsabilidad del propietario fundándose en una cul-
pa, el Tribunal que lo condena á reparar el daño debe com-
probar la culpa. No basta establecer que hay daño causado. 
Por muy considerable que sea el daño, no hay lugar á con-
denar al propietario, si no puede imputársele ninguna culpa. 
La Corte de Casación casa las sentencias que se limitan á 
comprobar que los daños son cometidos por los conejos de 
nn bosque, sin comprobar á cargo del propietario ningún 
hecho que implique una culpa suya. (2) Esto es la aplica-
ción del derecho común. 

Se aplica igualmente el derecho común cuando la parte 
lesionada tiene culpa. Esto no basta para libertar de toda 
responsabilidad á aquel que ha causado el daño, pero el Tri-
bunal puede tener en cuenta la imprudencia de aquel que 
sufre el perjuicio para moderar los daños y perjuicios. Un 
propietario establece una almáciga en medio de un bosque, 
sin protegerla con cercas; esto es una gran imprudencia, pues-
to que todos saben que los conejos atacan de preferencia á 
las plantas tiernas; el Tribunal redujo, en consecuencia, la 
indemnización debida á la parte lesionada. (3) 

i j 
SECCION III.—De la responsabilidad del daño 

cansado por casas. I 

§ 1 . ° — P r i n c i p i o g e n e r a l . 

639. Según los términos del art. 1,384,"se es responsable 
del daño causado por el hecho de las casas que se tiene á su 

1 D e n e g a d a , 31 d e D i c i e m b r e d e 1814 (Dal loz , 1845, 1, 76) ; 7 d e 
M a r z o y 7 d e N o v i e m b r e d e 1849 ( D a l l o z , 1849, l , 1 4 9 , 3 0 0 ) , W d e ' J u -
l io d e 1860 ( D a l l o z , 1860, 1, 417 ) . 

2 C a s a c i ó n , 2 2 d e J u n i o d e 1870 ( D a l l o z , 1870, 1, 408), y 21 d e 
A g o s t o d e 1871 (Dal loz , 1 8 7 1 , 1 , 1 1 2 ) . 

3 D e n e g a d a , 22 d e A b r i l d e 1873 ( D a l l o z , 1 8 7 3 , 1 , 4 7 6 ) . 
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ouidado. El art. 1,386 aplica este principio á las construc-
ciones: " E l propietario de una construcción es responsable 
por su ruina cuando sucede á consecuencia de la falta de 
compostura ó por un vicio de construcción." Esta disposi-
ción uos da á entender la naturaleza de la responsabilidad 
que pesa en aquel que tiene una casa bajo su cuidado. La 
falta de mantención y un vicio de construcció i son culpas; 
*£* por razón de estas culpas como el propietario es respon-
sable. Debe entenderse en este sentido el art. 1,384 que di» 
ce en términos generales que se responda de las casas que 
se tienen á su cuidado; si somos responsables, es que come-
temos una negligencia ó una imprudencia en el cuidado de 
la casa. Esta es la aplicación del principio que no hay res-
ponsabilidad sin culpa. El art. 1,386 lo mismo que el ar t i -
culo 1,384 preveen los cuasidelitos, es decir, hechos perju-
diciales sucedidos por la negligencia ó la imprudencia da 
quien causó el daño. 

Acerca de este punto no puede haber duda. Pero que la 
por saber si aquel que tiene una casa á su cuidado es pre-
sumido de culpa. La ley zanja la dificultad cuando se trata 
de una casa, puesto que determina los casos en que el du¿— 
ño de dicha casa es responsable del daño causado por su rui-
na. El demandante debe, pues, probar que la ruina ha su-
cedido por falta de compostura ó por vicio de construcción, 
á reserva que el demandado dé la prueba contraria, que es 
de derecho cuando se trata de una presunción. (1) ¿Qué de-
be decidirse si se trata de otra cosa, por ejemplo de una má-
quina que hace explosión? Aquel que tiene á su cuidado la 
máquina, ¿será presumido de culpa? Si hay una presunción 
de culpa, el demandante nada tiene que probar, sino el he-
cho-del daño, y al demandado toca establecer, si hay lugar* 
que no tiene culpa que reprochársele. Si al contrario, no hay 
presunción de culpa, el demandante deberá probar que el 



un gran número de conejos para el placer de la caza. Esto 
bastaba para justificar su condenación. (1) 

L a responsabilidad del propietario fundándose en una cul-
pa, el Tribunal que lo condena á reparar el daño debe com-
probar la culpa. No basta establecer que hay daño causado. 
Por muy considerable que sea el daño, no hay lugar á con-
denar al propietario, si no puede imputársele ninguna culpa. 
La Corte de Casación casa las sentencias que se l imitan á 
comprobar que los daños son cometidos por los conejos de 
nn bosque, sin comprobar á cargo del propietario ningún 
hecho que impfique una culpa suya. (2) Es to es la aplica-
ción del derecho común. 

Se aplica igualmente el derecho común cuando la parte 
lesionada tiene culpa. Esto no basta para libertar de toda 
responsabilidad á aquel que ha causado el daño, pero el Tr i -
bunal puede tener en cuenta la imprudencia de aquel que 
sufre el perjuicio para moderar loa daños y perjuicios. Un 
propietario establece una almáciga en medio de un bosque, 
sin protegerla con cercas; esto es una gran imprudencia, pues-
to que todos saben que los conejos atacan de preferencia á 
las plantas tiernas; el Tr ibunal redujo, en consecuencia, la 
indemnización debida á la parte lesionada. (3) 

i j 
SECCION III.—De la responsabilidad del daño 

cansado por casas. I 

§ 1 . ° — P r i n c i p i o g e n e r a l . 

639. Según los términos del ar t . 1,384,"se es responsable 
del daño causado por el hecho de las casas que se tiene á su 

1 Denegada, 31 de Diciembre de 1814 (Dalloz, 1845, I, 76); 7 do 
Marzo y 7 de Noviembre de 1849 (Dalloz, 1849, l , 149,300),'24 d e s a -
lío de 1860 (Dalloz, 1860, 1, 417). 

2 Casación, 22 de Jnnio de 1870 (Dalloz, 1870, 1, 408), y 21 de 
Agosto de 1871 (Dalloz, 1871,1 ,112) . 

3 Denegada, 22 de Abril de 1873 ('Dalloz, 1873,1, 476). 

ouidado. El art . 1,386 aplica este principio á las construc-
ciones: " E l propietario de una construcción es responsable 
por su ruina cuando sucede á consecuencia de la falta de 
compostura ó por un vicio de construcción." Esta disposi-
ción uos da á entender la naturaleza de la responsabilidad 
que pesa en aquel que tiene una casa bajo su cuidado. La 
fa l ta de mantención y un vicio de construcció i son culpas; 
*£* por razón de estas culpas como el propietario es respon-
sable. Debe entenderse en este sentido el art. 1,384 que di-
ce en términos generales que se responda de las casas que 
se tienen á su cuidado; si somos responsables, es que come-
temos una negligencia ó una imprudencia en el cu i l ado de 
la casa. Esta es la aplicación del principio que no hay res-
ponsabilidad sin culpa. El ar t . 1,386 lo mismo que el a r t i -
cu lo 1,384 preveen los cuasidelitos, es decir , hechos pe r ju -
diciales sucedidos por la negligencia ó la imprudencia de 
quien causó el daño. 

Acerca <fe este punto no puede haber duda . Pero que la 
por saber si aquel que tiene una casa á su cuidado es p r e -
sumido de culpa. La ley zanja la dificultad cuando se t rata 
de una casa, puesto que determina los casos en que el du¿— 
ño de dicha casa es responsable del daño causado por su rui-
na. El demandante debe, pues, probar que la ruina ha su -
cedido por fal ta de compostura ó por vicio de construcción, 
á reserva que el demandado dé la prueba contraria , que ea 
de derecho cuando se trata de una presunción. (1) ¿Qué de-
be decidirse si se trata de otra cosa, por ejemplo de una má-
quina que hace explosión? Aquel que tiene á su cuidado la 
máquina, ¿será presumido de culpa? Si hay una presunción 
d e culpa, el demandante nada tiene que probar, sino el he-
c h o del daño, y al demandado toca establecer, si hay lugar* 
que no tiene culpa que reprochársele. Si al contrario, no hay 
presunción de culpa, el demandante deberá probar que el 



daño fué causado por culpa de aquel al cuidado del que ae 
hallaba la casa. La cuestión es dudosa. La Corte de Casa-
ción ha sentenciado que debe aplicarse el principio general 
de los arts. 1,382 y 1,383: la culpa es la condición de la res-
ponsabilidad; al demandante toca probar que aquel que t ie-
ne la máquina bajo su cuidado, ha tenido ia culpa. (1) La 
Corte no cita el art . 1,384 ni el art. 1,386, se apoya en el 
ar t . 1, 3. Colocada en este terreno, la cuestión no es du-
dosa. Pero la dificultad está precisamente en *aber si los 
arts. 1,384-1,386, que tratan de la responsabilidad por el 
hecho ageno, no modifican la regla general de los artículos 
1,382 y 1,383, respecto á los delitos y cuasidelitos. La Cor-
te agrega, lo que es incontestable, que aquel que se preten-
de lesionado por un delito ó un cuasidelito, en calidad de 
demandante está obligado á justificarlo; que si no lo prue-
ba, su demanda debe ser desechada sin que el demandado 
tenga que probar el hecho en que funda su excepción de li-
beración. Po r lo que toca á los hechos perjudiciales de los 
arts. 1,382 y 1,383, esto no tiene ninguna duda. Queda por 
saber si el daño causado por la explosión de una máqjiina 
de vapor cae bajo la aplicación de estas disposiciones. 

La Corte de Casación decide la afirmativa: '»Aquel que 
promueve la reparación de un daño por él sufrido, debe es-
tablecer, además del accidente, la culpa que imputa al pro-
pietario como comprometiendo su responsabilidad.» El úni-
co motivo que d a j a Corte es: «que semejante acontecimien-
to, pudiendb ser el resultado de un caso fortuito ó de fuerza 
mayor, no implica necesariamente y por sí solo,la culpa ó la 
incuria del demandado.» De hecho, esto es verdad. Pero 
hay una dificultad de derecho que no toca la Corte. El daño 
causado por una máquina de vapor es el daño causado por 

1 P e r e g a d a , S a l a C i v i l , 19 d e J u l i o dé 1870 ( D a l l o z , 1870, 1 , 3 6 P . 
E n el m i s m o s e n t i d o , B r u s e l a s , 16 d e A b r i l d e 1872 ^ P a i i c i n a , 1 
2 . 176 . 
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nna cosa, no es un cuasidelito directo, es más bien un caso 
d e responsabilidad previsto por el art. 1,384; y este artícu-
lo establece una presunción de culpa contra las personas que 
la ley declara responsables, lo que dispensa al demandante 
de la prueba y hace recaer la tarea en el demandado. D e -
biera decidirse sin hesitación si el ar t . 1,384 fuera la única 
disposición legal referente á la responsabilidad del daño cau-
sado por una cosa Pe ro hay además otra, y es la del ar t ículo 
1 »386, y esta im pone al demandanteel fardo de la prueba cuan* 
do el daño e*tá causado por la ruina de una casa: debe pro-
bar que la ruina ha sucedido por vicio de construcción ó por 
«na falta de compostura Si asi pasa con una casa ¿no debería 
suceder lo mismo con una máquina de vapor, cuya explo-
sión sucede ordinariamente por vicio de construcción ó por 
falta de compostura? La analogía es evidente; pero ¿basta la 
analogía para apartar el principio general establecido por e l 
ar t . 1,384? Hacer del art. 1,386 una disposición general, 
equivale á quitar del art. 1,384 la disposición referente al 
daño causado p^r una casa que se encuentra bajo nuestro 
cuidado. El a r t 1,384 establece una presunción de culpa, 
mientras que el art. 1,386 pone la prueba á cargo del deman-
dante. 

Creemos que debe atenerse á los textos, mantener el art í-
culo 1,314 como regla general y aplicar el art. 1,386 solo á 
las casas. Esta interpretación está también en armonía con 
la equidad y con los hechos. Los accidentes cau-ados por 
máquinas son casi diarios; casi siempre provienen de la im-
perfección de la máquina, (1) ó de una negligencia del obre-
ro; luego el legislador pudo presumir la culpa. Es verdad que 
la imperfecci5n de la máquina puede provenir de la imper-
fección de la ciencia, la cual no es imputable al propietario; 
pero entonces hay una\x>nsideración de equidad: ¿No es jué-



io que el propietario de la máquina soporte el daño más bien 
que aquel que es la víctima? 

640. ¿Quién es responsable en virtud del art . 1,386? El 
a r t . 1,386, dice: «el propietario de una ca«a.» La responsa-
bilidad pesa, pues, en el propietario. Si la casa estuviera ocu-
pada por un usufructuario, la acción deberá dirigirse contra 
el propietario, á reserva, si hay lugar, del recurso de é»te 
eontra el primero si estuviera con culpa. Esta e» la opinión 
general. (1) Drbe agregarse una reserva: si el daño fuera 
causado por culpa imputable del usufructuario, fa parte l e -
sionada tendrá acción directa contra el autor del daño, no en 
virtud del art. 1,386 sino en virtud del art. 1,382. Se en-^ 
tiende que el demandante deberá probar la culpa imputada 
al usufructuario según el derecho c- mún. 

641. El art. 1,792 hace también responsable al arquitec-
to ; dice; "S i el edificio construido p r un tanto perece en 
todo ó en parte por un vicio de construcción, aun por un 
vicíb del suelo, los arquitectos y empresarios son Yesponsa-
b'es por diez años." No debe confundirse la responsabili-
dad del arquitecto con la del propietario. Ei arquitecto es 
.responsable en virtud del contrato que ha intervenido entre 
él y el dueño; es una responsabilidad convencional de 1» 
que los terceros no pueden prevalecerse. Aquel que sufre 
un daño por la ruina de una casa no tiene, pues, acción di -
recta contra el arquitecto, debe promover contra el propie-
tario, quien es responsable en virtud de un cuasidelito. El 
propietario tendrá recurso contra el arquitecto. Pe ro e» 
responsable aunque no tuviera recurso. La responsabilidad 
• del arquitecto está limitada á diez años; daréinos la razón 
en el t í tulo Del Arrendamiento. Si el edificio se derrumbe 
después de este plazo, siempre es responsable el propietario, 
bien que no tenga acción contra el arquitecto. (2) 

1 A n b r y y R a u . t I V , p á g . 772, n o t a 15, y los a u t o r e e q u e c i t a n . 
2 T o u l t i e r , t . V I , 1, i kg. 263, n 4 m . 317. 

642 La ley determina las causas por las que es respon-
sable el propietario: »Cuando la ruina sucedió por una serie 
de falta de compostura, ó por un vicio de construcción.,, 
Cuando hay falta de compostura, la ruina es imputable al 
propietaria; pero el vicio de construcción lees generalmen-
te extraño, á menos que haya dirigido los trabajos él mis-
mo. El propietario no deja de ser responsable aunque haya 
ignorado los vicios de construcción, á reserva de su recurso 
contra el vendedor, si hay lugar, ó contra el arquitecto ,1) 
l e r o puede suceder que no tenga ningún recurso, como 
acabamos de decirlo; en este caso, es responsable sin tener 
una culpa personal que reprochársele. Esto parece ser muy 
injusto, y no es justificar la ley el decir con Toullier que la 
ruma sucederá raramente después de diez años; para que 
haya responsabilidad, es preciso naturalmente q ü e suceda 
la ruina. Puede decirse que hay culpa por parte del dueño 
en haberi-ratado con un arquitecto ignorante; además, pudo 
estipular que en caso de ruina tendr í | un recurso después de 
diez años. 

643. ¿Es responsable el propietario por la ruina sucedida 
durante la construcción? H a sido sentenciado y con razón 
que, en este caso, el art . 1,386 noes aplicable. La ley supo! 
«.e que el edificio está bajo el cuidado del propietario; e„ta es 
la aplicación del principio sentado por el primer inciso del 
art . 1,384. El texto del arL 1,386 implica igualmente que 
su casa está acabada, puesto que hace al propietario respon-
sable por la falta de composturas. Durante el curso de la 
« onstrucción no puede imputarse ninguna culpa al propie-
tario, á no ser que él mismo dirija los trabajos. La respon-
sabilidad pesa, pues, enteramente en el arquitecto ó en el 
empresario. Pero el propietario ¿ no es responsable comoco-
úntente? La jurisprudencia admite que el empresario no es 

1 R c u e n , 1P «V J u l i o d e 1872 (Da l lo s , 1873 ,5 , 403, n f i m . l l ) . 
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el dependiente del dueño, á menos que éste no se haya re -
servado la dirección. (1) T r a s l a d a m o s á lo que fué dicho 
más atrás (núms. 578-580). 

644. El art. 1,386 no dice con relación de quién es res-
ponsable el propietario. Lo es con relación á los* vecinos y 
transeúntes; lo es también para con el arrendatario y el usu-
fructuario, pero en virtud de otro principio. La responsabili-
dad del art. 1,386 procede de un cuasidelito; supone, pues, 
que ninguna convención existe entre el propietario y la par-
te lesionada; mientras que en caso de contrato de arrenda-
miento ó de usufructos, hay convención; el dueño está obli-
gado entonces por la culpa convencional. (2) Hemos dicho 
en otro lugar la difereucia que existe entre la culpa por la 
que está obligado el deudor en los contratos y la de que res-
ponde encaso de delito ó de cuasidelito (t. XVI , núm. 230). 

§ I I .—DE l a a c c i o n d a m n i i n f e c t i . 

645. En derecho romano, el propietario de una heredad 
contigua á una construcción que amenazaba ruinas, tenia el 
derecho de pedir al dueño una caución por el daño even-
tua l damni infecti que pudiese causarle su caída. Est a ac-
ción no existe ya en el derecho moderno; acerca de este 
punto todos están de, acuerdo. Los editores de Zachan® di-
cen que la caución damniinfectiés inútil en derecho francés 
puesto que no tenía por objeto sino asegurar el derecho á 
daños y perjuicios; y el ar t . 1,386 da este derecho sin nece-
sidad de estipulación. Esto es evidente. Debe decirse mas: 
esta acción nunca f i é admitida en la jurisprudencia anti-
gua; no puede, pues, tratarse de ella bajo el imperio del Có-
digo Civil. (3) * . 

646. En derecho antiguo, se daba al vecino una acción 

1 Lvon , 20 d e E n e r o de 1863 (Dal loz , 1863 2 199). 
0 r i ^ m b í A r a t V n á £ 794. n ú m . 3 ( E d . B., t . I I I , p á g . 467). 
1 n o t a 18. O o . m e t d 6 S a n t e r r e , t o -

m o V, pág . 636, n á m . 367 bis I . 

para obligar al propietario á reparar ó á construir el edifi-
cio que amenazaba ruinas, y si se negaba, el demandante 
podía hacerse autorizar para reparar la construcción ó de -
molerla á coBtas del demandado. (1) ¿Tienen todavía este . 
derecho los vecinos? La negativa nos parece segura, y u n -
que la cuestión está contrQvertida. Hay un primer punto 
que es incontestable; el antiguo derecho está abrogado en 
todas las materias de que trata el Código Civil (ley de 30 
ventoso, año XI I ) ; y el Código trata del daño que puede 
resultar de la ruina de un edificio, y el único derecho que 
da al vecino es Fa reparación del daño causado por dicha 
ruina; resulta del informe rendido al Tribunado que la in-
tención de los autores del Código ha sido no acordar n i rgu-
na accióp preventiva. Después de habqr recordado la dis-
posición de la ley romana que daba acción por razón de te-
mor del daño, el relator agrega: «El proyecto, al contrario, 
quiere que, ante todo, el mal esté comprobado. Por consi-
guiente, el único hecho del deirumbe puede legitimar la 
queja y la demanda del lesionado y determinar una conde-
na en su provecho.« '(2) "El silencio de la ley es, pues, de-
cisivo. . 

La opinión contraria encontró partidarios. Merlin lo sos-
tiene. (3) Sin embargo, se podía considerar como abando-
nada cunndo M. Larombiére tomó su defensa. (4) La acción 
que la jurisprudencia antigua daba á los vecinos solo puede 
ser admitida cuando resulta de los principios generales del 
derecho; y ésta es contraria á estos principios. Para promo-
ver en justicia se necesita un derecho; en ausencia de una 

1 H a b í a d i spos i c iones exp re sa» p a r a variaB con tombr i p ( G a n t e 
r n b r . 18, a r t / 2 1 , A m b e r e s , « t . ^ 2 , a r t . 46, Mal ines , t í t . 14, a r t 41 ; 
Y p r s s r u b r . 16, a r t . 10;. 

2 Ber t i&nd de Gren i l l e , Informe, n ó m . 16 (Locré , t . V I , p á g . 281) 
' 3 M e r l i n , ReperKifio, en la p a l a b r a Edificios, nf im. 3. E s t a e s t a m _ 

b i én la op in ión d e Ma lev i l l e y de o t r o s au to r e s . V é a n s e las f u e n t e s 
e n A u b c v y R a o , t . I V , p á g . 773, no t a 18. 

4 Laro rab ié re , t . V , p á g . 796, n f t m . 8 (Ed . B., t . I I I , pág . 468). 



convención y en el silencio de la ley, ¿de dónde puede nacer 
dicho derecho? De un delito ó de un cuasidelito;-y-para que 
haya acción por daños y perjuicios por razón de un delito ó 

_ cuasidelito, se necesita un hecho perjudicial: No tengo el de-
recho de promover por un daño que no he sufrido; el te -
mor de un daño futuro 110 da el derecho de promover á quien 
teme este mal. ¿ Q u é contesta Larombiére? Que los Tr ibu-
nales deberán preocuparse de la inminencia y gravedad del 
peligro, de los ataques dirigidos á la seguridad de los vecinos 
Basta t ranscribir estos argumentos para desecharlos, pues 
estos no son argumentos jurídicos. Son, cuando más, consi-
deraciones dirigidas al legislador. 

Vale más prevenir el mal, se dice, que tener que reparar-
lo. Sin duda; pero las medidas preventivas no son del domi-
nio de los tribunales, este es un negocio de policía. Si el've-
cino teme que una construcción se derrumbe, debe dirigirse 
á la administración local; ésta puede ordenar la reparación 
ó la demolición del edificio que amenaza ruina. Es verdad 
que los particulares no t ienen ningún medio para obligar á 
la administración á obrar. P e r o en el Vilencio de la ley, tam-
poco tienen el derecho de pedir al juez medidas prevent i -
vas. (1) 

1 
1 L a j u r i s p r u d e n c i a e s t á e n e s t e s e n t i d o . B r u s e l a s , 17 d e M a r z o 
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senta cuando la sentencia es favorable? No los represen 
ta cuando la sentencia es desfavorable? ]($o 

121 Representa el coacreedor solidario á los coacreedores? .".*."* 164 
122 Quid de los deudores y de los acreedores de una obligación 

indivisible? Quid si el derecho se reolama oontra uno de loe 
copropietarios por indivisión de un fuude? ig<j 

123 La8 sentencias en las que figura el propietario bajooóndü 
oión resolutoria, tienen autoridad de cosa juzgada con re_ 
laoión al propietario cuando cumple la condición resolutoria? 168 

124 Está representado el usufructuario por el propietario y el 
propietario por el usufruotnario? igg 

125 Quid de las sentencias pronunciadas oon tf antiguopropie-
tario en las instanoias promovidas desde la época en que 
enajenó sus derechos? 159 

Núm. 3. Misma calidad. 
126 Se necesita la misma calidad para que haya identidad de 

personas jurídioas. j^q 
127 Aplicaciones del principio tomadas de Ya jurisprudencia ' 171 
128 Quid si la parte, aunque con calidad diferente, tieue el mi* 

mo interés? ^ 2 
129 Quid si la parte tenía dos oaildadeB cuando la "iñtróduooión 

de la primera instancia? 173 
130 El heredero beneficiario confunde sos derechos oon los del 

difunto? „_ J-J. 

§ I I L Efecto de la cosa juzgada. 

N ú m . 1. P r e s u n c i ó n d e v e r d a d . 
131 La cosa juzgada se interpreta restrictivamente . . 176 
132 Aplicación del principio á los efectos de la cosa juzgada 176 
133 Cuándo hay decisión implícita? J77 
134 Opera novación la cosa juzgada? 178 

Núm. 2. De la excepción de cosa juzgada. 

135 Es la excepción de la cosa jnzgada de orden público? 179 
136 Pueden las partes interesadas renunciar el beneficio de la 

cosa juzgada? Puede ser tácita la renuncia? Cuál es el efec-
to de la renuncia? |8o 

137 Debe suplir el jaez la exoepoión de ofioio?.. . . . . . . . . . . . ' . . " 182 
138 Puede ser propuesta la excepción por primera vez en casa_ 

oión? " j g j 
139 Cuando hay lugar á violación de la cosa juzgada? . . . . . . . 184 
140 Cuándo ha logar á requisición civil? 187 
141 Cuándo ha lugar á tercería? . 18? 



Núm. 3. ¿S' n irrevocables los efectos de la cosa juzgada? 

I . De las disposiciones conminatorias. 

142 Q n é se e n t i e n d e p o r d i spos i c iones c o n m i n a t o r i a s ? E n q n é 
s e n t i d o no t i e n e n a u t o r i d a d d e cosa j u z g a d a ? 188 

143-144 d n r i s p r n d e n c i a , . 189-191 
145 Q n é B'ioede con r e s p e c t o á la cosa j u z g a d a en 1» d o c t r i n a 

a d m i t i d a p o r la j u r i s p r u d e n c i a ? : 191 
146 L a j u r i s p r n d e n o i a c o n d n c e n e c e s a r i a m e n t e á l a a r b i t r a r i e d a d . 192 
147 L a j u r i s p r u d e n c i a c o n s i d e r a c o m o c o n m i n a t o r i a s l a s s e n -

t e n c i a s q u e c o n d e n a n á u n a p a r t e á d a ñ o s y p e r j u i c i o s p o r 
r a z ó n d e u n a s u m a p o r c a d a d í a d e m o r a 192 

I I . De la interpretación de las sentencias. 

148 E n q n é s e n t i d o y ba jo q u é c o n d i c i o n e s los t r i b n n a l e s t i e n e n 
el d e r e c h o d e i n t e r p r e t a r s u s sen tenc ias? . . . . : 195 

149 E j e m p l o s d e s e n t e n c i a s i n t e r p r e t a t i v a s 196 
150 E l j u e z no p n e d e , b a j o p r e t e x t o d e i n t e r p r e t a c i ó n , mod i f i -

c a r s u p r i m e r a d e c i s i ó n . . . 198 

I I I . De la rectificación. 

151 L a s s e n t e n c i a s p a s a d a s á a u t o r i d a d «le cosa j n z g a d a n o pne-
d e n se r e f o r m a d a s p o r c a n s a d e e r r o r 199 

1 5 2 C n í n lo p u e d e n per r e p a r a d o s los e r r o r e s d e cálculo? 2 0 0 
1 5 3 Q n H d e los err . - res m a t e r i a l e s q u e p u e d e n ser cor reg idos 

p o r l a m i s m a sen t enc i a c o m b i n a n d o loe m o t i v o s con el d is -
p o s i t i v i ? 2 0 2 

154 E l d e u d o r c o n d e n a d o á paga r p u e d e o p o n e r un r ec ibo a n -
t e r i o r á la s en tenc ia? Q u i d si la s e n t e n c i a e s t a t u í a ace rca 
d e la excepc ión d e pago? 2 0 2 

SECCION VI.—De la confesión. 
§ I. Nociones generales. 

155 Definic ión d e la confes ión : 204 
156 L a dec larac ión ve r sando en u n p u n t o d e derecho n o es u n a 

con fe s ión 2 0 5 
157 E s u n a confes ión el s i lencio? E n q u é caeos la confes ión 

p u e d e ser t ác i t a? 2 0 5 
1 5 8 Toda dec la rac ión c o n s t i t u y e u n a confes ión? 2 0 6 
159 Q u i i d e l a dec la rac ión h e c h a por un t e s t i go en un p r o c e d i -

m i e n t o civil ó c r imina l? • 2 0 8 
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§ I I . De la confesión judicial. 

Núm. 1. ¿Cuándo hay confesión judicial? 
160 L a confes ión hecha a n t e e l j a e z a d m i n i s t r a t i v o es u n a c o - -

fes ion jud ic ia l? 2 0 8 

] £ d e la confes ión h e c h a ante ' á r b ' i t í o s ? . 2 0 9 

S ó n ? C 0 D f e s Í 0 D e 8 h e c h a 9 a Q t e 0 D J « * d e p a z * n c o o -

163 E n q u é f o r m a ee"hace ia c o n f e s i ó n ' i u d i c i a l ? . * [ * ^ 2 \ l 
164 s ^ t t i r h e c h a en el ~ — 2 1 , 
165 P u e d e ser i n v o c a d a la confesión por "n'n t e r c e r o ? . ' . * ! 2 1 3 

Núm. 2. Prueba de la confesión judicial. 

166 D e b e l e v a n t a r s e a c t a d e l a confeeión? « l t 

f o í l l Z Í T T r P O r , V Í o k c ¡ 6 n d e I a r t - * • 356 "cuan lo* no 
los n S s T l I Y 0 n f T Ó n ' a u n < l Q e e 8 t é " » n c i o n a d a en 

1 ( , 0 1 ? ' n i o " V 0 8 d e la sentencia? 9 1 . 
t ™ „ « " £ a c e f t a d a l a r f e 8 1 Ó D ? P u e d e ser r e t r a c t a d a mieo -
t r a s no h a s ido a c e p t a d a ? Qu id si c o n t i e n e u n a r e n u n c i a ? . . 2 1 5 

__ Núm. 3. ¿Quién puede hacer una confesión judicial? 
m £ r l h ^ r " n a c o n f e s ¡ ó n . e s n e c e s a r i o t e n e r c a p a c i d a d pa ra 
170 r l ^ n , a ^ q n f h a c e o b e t 0 d e I a « n f e S ó n 2 1 7 1 7 0 Loa incapaces no p u e d e n h a c e r c o n f e s i o n e s . . . . 2 1 8 

J ri n 1 0 9 a 2 2 0 

p ¡ lo s? ° 1 0 8 t a t ° r e 8 h B C e r C o n ^ e s ' o n e 8 " e n n o m b r é d e ,ú¡> p ü -

1 7 4 Los a d m i n i s t r a d o r e s d e u n ' m u n i c i p i o p u e d e n Wafesar '? . ' ' . . ' 2 2 3 

Núm. 4. ¿En qué debe versar la confesión? 

1 7 5 d f n C 0
O n f t í 8 ¡ Ó n 8 0 l , ° p Q e d e r e f e r i r 8 e 4 , 0 3 de q u e p u e -

d e n s u p o n e r s e l a s p a r t e s . Apl icac ión de l p r inc ip io Á l a s 
p r e sunc iones d e o rden púb l i co V H 

17 6 ^ a confesión no p u e d e r e f e r i r s e á o b j e t o s q u e ' n o ^ n W f 

merc io , ni en h e c h o s n o reconocidos por la ley 2 2 3 

Núm: 5. Fuerza probante de la confesión. 

\ l l £ n
C ° n f e 8 Í 6 ? í a c e P , e n B - q u i é n la h a c , ? 2 2 4 1 7 8 Consecuenc ia de l p r inc ip io . . t z t 
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ISO Con relación á quién hace fe? Poede ano prevalecerse de 
ella contra JOB codeadores solidarios y contra los acreedo-
res 22 ? 

N ú m . 6. D e la i r r e v o c a b i l i d a d de t a confes ión . 

181 La confesión es irrevocable. Por qué? Aplicación del prinn 
cipio 228 

182 La confesión paede ser revocada por error de hecho. Apli-
cación 229 

183 La confesión no poede ser revoca Ja por error de derecho. 
Por qné? .. 229 

184 Qaid si la confesión es ana confirmación? 230 

N ú m . 7. De l a ind iv i s ib i l idad d e la con fe s ión . 

I . P r i n c i p i o . 

1$5 La confesión es indivisible. Por qné? 231 

186 El principio de la indivisibilidad recibe excepciones? 232 

I I . De los casos en los que la confes ión es ind iv is ib le . 

1. Confes ión l l a m a d a calificada. 

187 La confesión califícala es indivisible ••, 234 
188 Aplicación del principio á la venta 235 
189 Otra8 aplicaciones en las que el primer joez ae h*bía equi-

vocado « . . . 236 
190 Aplicaciones á otras convenciones 23-

' 191 Aplicaciose« en materia de 8ervidumbre 238 
192 De las confesiones en materia de dona*.ivos m a n u a l e s . . . . 239 

2 . De la confes ión l l a m a d a complexa. 

193 La confesión complexa es indivisible. Aplicación si pago. 239 
194 Aplicación del principio á la venta 240 
195 Quid de los demás modos de extinguir ob l igac iones—. . . 242 
196 Quid si aquel que reconoce la existencia de ana convención 

agrega qae se resolvió de común acuerdo? 244 
197 Q a i d » aquel que reconoce que la caos» mentada en un va-

le ea falsa, agrega que la obligación tiene otn^causa?. . . . 245 

N ú m . 8 . De l a d i v i s i b i l i d a d de l a con fe s ión . 

198 Hay casos en que la'oonfeBión ea divisible? 245 

I . í ) e l a a b s o l u c i ó n d e posiciones. 

199 En qné sentido el principio de la indivisibilidad de la con-

fes .^n no f e ap l i ca á la a b s o r c i ó n ¿ e posic iones . E„ u n a 
excepción? . . . . . . ' . . . . 1 ® 0 -

2 0 0 N o s e hplica é l p r inc ip io d e la ind iv i s ib i l idad d e ' ¿ ' c o n f é l 
sion cosud . . e ' i n U m p - t o r i o es invocado á t i t u l o de p r i n -
c ipio d e p r u e b a por escr i to 1

 2 4 £ 

I I . D e l a c o n f e s j ó f i r e f i r i é n d o s e i v a r i o s p u n t o s . 

2 0 1 S ^ r V ' 1 F e D t Í d ° * * 6 8 , 8 e x c e P c i ó í , ? E » v e r d a d e r a ex-

2 0 2 - 2 0 3 D e V a e i ' r e p c í / n u i ' c n a Y í a a d m i t e ' ) a j ü r i e p r u d e r - -

204 ap'iicHcíón d « % ¿ O p c i ó n " . ' . ' ; . ; ; ; ; ; ; ; 2 5 0 ~ l 5 ¿ 

I I I . D e l a c o n f e s i ó n q u e n o e s l a ú n i c a p r u e b a d e l h e c h o . 

2 0 5 C o a n d o e l h e c h o « c e r a de l q u e v e r . a la co, f e s i r n e s t á 
p r o b a d o 1. depend í« , t e m e n t e d e el la , la r a , t e q u e la hace 
d o p o e d e prevalecerá«- da te ¡ n i íVUibil idad . . 2 5 5 

I V . D e l o s c a s o s e n l o s q u e l a j u r i s p r u d e n c i a a d m i t e 

la d i v i s i b i l i d a d d e Ja c o n f e s i ó n . 

2 0 6 L a confes ión p u e d e se r d iv id ida en e s t e sen t ido q u e l a par-
t e q u e ge p reva lece d e e l l a se a d m i t e é c o m b t í i r la 
p r u e b a con t r a r i a las dec la rac iones accesor ias q u e modif i 
c a n o n e u t r a izan la dec la rac ión pr inc ipa l ; 3 5 7 

N ú m . 9 . E f e c t o d e l a i n d i v i s i b i l i d a d . 

2 0 7 S e pueden comba t i r l a s dec la rac iones accesor ias d e la con-
S é ^ ? . y a d e m á s p o r „ „ a p r e ^ n -

2 0 8 S e las c - m b a t i f '^r »Wmio qn'e son ' fal . 'as . . ' . ' . ' . ; ' . ' . ' " 2fíP 

o í n n U f " n a d ° e« "«vefosimiin. 262 
2 0 Qu id a, u n a p a r t e d* l a decía r , « * ñ ea v a ^ é indtíM'M Ifi 3 
211 P o r q u é p r u e b a p u e d e comba t i r s e 'a -Wivis ib i i d 8 . | d e ú 

2 L 1 u e d e 1 ov, caree n p s . p p r e d e la o o n / , „ 7 ' n fi fft.do d e p r in -
c ipio d e p rneba por e s t o c ó , p a . a c o m b a t i r la o t r a P r la 
p r u e b a t e s t i m o n i a ! ? . . . . 1 . „ „ 

N ú m . 10. De la interpretación ,de la confesión. 

2¡A l i T ei' j u e z u d f r e D h 0 d e "'^erpi-fcl«^ la confeeiónf. . . . 266 
214 Tiene el derecho de comprc bar n U y c o n ^ i v r . . . y . . . . . 
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2 1 5 T i e n e el d e r e c h o d e d e t e r m i n a r l a s c o n ? e c * e n c i i8 j u r í d i c a s 
d e la c o n f e s i ó n s i n e s t a r l i gado p o r l a s d e c l a r a c i o n e s d e l a s 
p a r t e » 2 6 7 

2 L 6 E l j u e z p a n d e fijar el»m n t i d p y Ih e x t e n i ó n d e la c o n f e -
s ión s i n p o d « r d i v i d i r l a 

§ I I I . Be la confesión extrajudicial. 
2 1 7 C u á n d o h a y c o n f e s i ó n e x t r a j u d i c i a l ? C ó m o se p r u e b a la 

confes ión ve ba l? •„•„•; ' • 
2 1 8 Cu41 e s l a f u e r z a p r o b a n t e d e l a c o n f e s i ó n e x t r a j n d i c i a ' ? . . . 2 7 0 
2 1 9 H a c e p l e n a f e c o m o l a Confes ión j u d i c i a l ? 2 7 1 
2 2 0 P u e d e ser r e v o c a d a ? 2 7 2 

2 2 1 E l j u e z p u e d e d i v i d i r l a ? 2 7 2 

SECCION VII.—Del juramento. 

• § 1. ° Nociones generales. 

,Núm. 1. ¿Es el juramento un acto religioso? 

2 2 2 E a e l j u r a m e n t o u n a c t o r e l i g i o s o e n s o esenc ia? 2 - 3 
2 2 3 A q u e l l o s á q u i e n e s an r e l i g i ó n p r o h i b e p r e s t a r i n r a m e n t o 

c o n i n v o c a c i ó n d e l a D i v i n i d a d e s t á n a d m i t i d o s á h a c e r u n a 
s i m p l e a f i r m a c i ó n d e j u s t i c i a ? C u á l e s e l v a l o r d e e * t á a t i r -

¿ VT"' Y"' 2 ' 4 

2 3 4 D e l j n r a m e n t ó more judaico. P u e d e o b l i g a r s e a los j u d í o s ^ 
á p r e s t a r l o ? 

2 2 5 E s t o d a v í a u n a c t o r e l i g i o s o e l j u r a m e n t o b a j o e l i m p e r i o 

d e l a c o n a t i t u e i ó n b e l g a ? 2 8 2 

Núm. 2. División. Del juramento extrajudicial. 
2 2 6 D e l j n r a m e n t o p r o m i s o r i o y d e l a s p r e t e n s i o n e s d e l a g e n -

te d e i g l e s i a . . . . . . . . . . . . 2 8 7 

2 2 7 D e l j u r a m e n t o e x t r a j u d i c i a l d e q u e h a c e n d e p e n d e r l a s p * r 
t e s e l r e s u l t a d o d ^ l p r o c e s o • • • V ' " ' ¡ " 

2 2 8 E l j n r a m e n t o p r e s t a d o e n e l j u z g a d o d e p a z , e s j u d i c i a l o 
e x t r a j u d i c i a l ? ••• 2 8 

2 2 9 E l j u r a m e n t o j u d i c i a l ea decisivo ¿ supleativo 
I I . Del juramento decisorio. 

Núm. 1. Principio. 
2 3 0 L a d e l a c i ó n d e l j a n u n e n t o d e c i s o r i o e s a n a - t r a n s a c c i ó n . . '200 2 3 1 P o r q u é es e s t a t r a n s a c c i ó n o b l i g a d a ? ' . . . . . . • • - j ? 1 

2 3 2 A q a e l q u e l a p r o p o n e d e b e t e n e r u n p r i n c i p i o d e pr iHsw.. ¿ J ¿ 
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2 3 3 C u á l es e l e f e c t o d e l a t r a n s a c c i ó n ? 2 9 2 

Núm. 2. Quién puede deferir el juramento. 
2 3 4 P a r a d e f e i i r el j u r a m e n t o es n e c e s a r i o s e r c a p a z p a r a t r a n - ~~ 

s a r . . 2 9 3 
2 3 5 A p l i c a c i ó n d e l p r i n c i p i o á lo» i n c a p a c e s 2 9 4 
2 3 6 Api ic i ic ión de l p r i n c i p i o á los n i a n d a t a i i o s y á l o s a h o g a d o s 2 9 5 
2 3 7 A p l i c a c i ó n de l p r i n c i p i o á l o s a d m i n i s t r a d o r e s l e g a l e s 2 9 5 

Núm. 3. ¿A quién puede deferirse el juramento? 
2 3 8 E* n e c e s a r i o s e r part-* e n c a n s n . A p l i c a c i ó n d e l p r i n c i p i o . 2 9 6 
2 3 9 E s n e c e s a r i > figurar en el p r o c e s o p e r s o n a l m e n t e . E l j u r a -

m e n t o p u e d e s e r d e f e r i d o a los a d m i n i s t r a d o r e a l e g a l e s . . 2 9 7 
2 4 0 E l j u r a m e n t o swlo p u e d e Ser d e f . r i J o á l o s q u e se n c a p a -

c e s p a r a t r a n s a r 2 9 8 
> 

Núm. 4. En cuáles litigios puede ser deferido el juramento? 

I . La regla. 
2 4 1 E l j n r a m e n t o p n e d e s e r de fe r ido"Vn c n a l q u i e r li l i g io . . . . 2 9 8 
2 4 2 Q u i d si l a d e m m d a ó la e x c e p c i ó n e s p l e n a m e n t e p r o b a d a ? 2 9 9 
2 4 3 P u e d e s e r d e f e r i d o e l j u r a m e n t o a c e c a d e la e x i s t e n c i a d e 

Ihs c l á u s u l a s d e un c o n t r a t o í o l e m n c ? 3 0 0 
2 4 4 E l j u r a m e n t o p u e d e s e r d e f e r i d o c o n t r a n n a a c t a a u t é n t r a ? 3 0 1 

I I . La restricción. 
2 4 5 E l j u r a m e n t o so lo p u e d o ^ e r d e f e r i d o e n l i t i g i o s q u e p e e -

d e n s e r o b j e t o d e n n a t r a n s a c c i ó n 3l»2 
2 4 6 E l j n r o m e u t o p u e d e e e r d e f e r i d o c o n t r a las p r e m n c i o n * - 8 ^ " ^ 

q u e son d e o r d e n p ñ b l ' c o 3 0 3 
2 4 7 Kl j u r a m e n t o n o p n e d e s e r d e f e r i d o e n e l c a s o en q u e la 

ley p r o h i b e la a c c i ó n d e l a j u s t i c i a 3 0 5 

Núm. Sr. Acerca de qué hechos puede ser deferido el 
juramento. 

• 

I. Los hechos deben ser personales. 
2 4 8 E l h e c h ó d e b e s e r p e r s o n a l . C o n s e c u e n c i a q u e r e s u l t a d e efctc. 3 0 5 
2 4 9 H a y e x c e p c i ó n en e l c a s o p r e v i s t o p o r el a r t . 2 2 7 5 . E s t a 

d i s p o s i c i ó n p u e d e s e r e x t e n d i d a p o r a n a l o g í a ? 3 0 6 

I I . Los hechos deben ser decisivos. 
2 5 0 E l j u r a m e n t o so lo p u e d e s e r d e f e r i d o a c e r c a d e nn h e c h o . 
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P u e d e s e r l o a c e r c a d e c u a l q u i e r h e c h o , a u n lo s v e r g o n z o -
s o s é i l íc i tos? 3 0 8 

2 5 1 E s p rec i so q u e el h e c h o sea dec i tdvo ; e s dec i r , t e r m i n a n t e . 3 0 9 
2 5 2 E í p i e c i s o q u e e¡ j u r a m e n t o t e n g a por o b j e t o y p o r e f e c t o , 

t e r u i i a a r el l i t i g i o . 3 0 9 
2 5 3 A p l i c a c i ó n d e l p r i n c i p i o a l c a s o e o q u e ia d e l a c i ó n v e r s i 

a c e r c a d e va r io s h e c h o s , los unoB t e r m i n a n t e s y los o t r o s no. 
2 5 4 P u e d e e l j u r a m e n t o ser d e f e r i d o « c e r r a d e a c c i d e n t e s , p a r -

t i c u l a r m e n t e Hcerca d e l a c a l i d a d d e l d e m a n d a n t e ? 
¿ •. . . . i t . ^ . 

Niira. 6. Cuándo debe*ser deferido el juramento? 
2 5 o E l j u r a m e n t o p u e d e s e r d e f e r i d o e n c u a l q u i e r e s t a d o d e l a 
A c a u s a ; q u i d c o n t r a los d e s f a l l e c i d o s ? 

2 5 6 H a s t a q u é m o m e n t o p u e d e s e r d e f e r i d o e l j u r a m e n t o ? . . . . 
2 5 ? P u e d e d e f e r i r s e e l j u r a m e n t o p a r a c o n c l u s i o n e s s u b s i d i a -

r i a s? C r í t i c a d e l a j n r i s p r u d e i i L i a 
2 5 8 P u e d e el j u e z n e g a r s e á o r d « n « r e l j n r a m e n t o c u a n d o e s t á 

d e f e r i d o po r u n a p a r t e á ta o t r»? C r í t i c a d e l a j u r i s p r u d e n -
c i a f r a n c e s a . . 

2 5 9 J u r i s p r u d e n c i a d e l a O o r t e d e C. i sac ión d e B é l g i c a 
2 6 0 C u á n d o p u e d e e l j u e z n e g a r e l j u r a m e n t o po r a p l i c a c i ó n d e 

i o s p r i n c i p i o s g e n e r a l e s ? v . 
2 6 1 L o p u d e h a c e r c u a n d o a q u e l q u e d e f i e r e e l j u r a m e n t o a b u -

s a d e su d é r e c h o p a r a v e j a r á la p a r t e a d v e r s a ó a l a r g a r e l 
p r o c e s o ? . 3 2 5 

N u m . 7 . E f e c t o t l ¿ l a á é l a c i ó n . 

2 6 2 C u á n d o a q u e l á q u i e n s e df fiere el j u r a m e n t o p u e d e r e f e r i r l o ? 32fc 
2 6 3 A q u e l q u e d e f i r i ó ó re f i r ió e l j u r a m e n t o p u e d e r e t r a c t a r s e ? 3 2 6 
2 6 4 E n q u é t é r m i n o s d e b e p r e s t a r s e e l j u r a m e n t o ! 3 Í 8 
2 6 5 P u e d e n s e r m o l i f i c a d o s e s t o s t é r m i n o s po r e l j u e z c u a n d o 

s e t r a t a d e c i r c u n s t a n c i a s a c c e s o r i a s é i n d i f e r é n t e a ? 3 2 8 
2 6 6 C u a n d o el j u r a m e n t o e s m o d i f i c a d o , l a p a r t e q u e l o h a d e -

f e r i d o s e r á l i g a d a por e l j u r a m e n t o a s í mod i f i cado? A q u e l 
» e l j u r a m e n t o solo c o n m o d i f i c a c i o n e s , e s t á c o n s i -

310 

3 1 3 

314 
3 1 5 

315 

3 1 9 
3 2 3 

$23 

d e r a d o c o m o n e g á n d o l o ? . . . ~ 
2 6 7 J u r i s p r u d e n c i a d e las c o r t e s d e B é l g i c a . . . . . . . 

q u e a c e p t a 
3 2 9 
3 3 1 

2 6 8 Q u i d d e l j a r a m e n t o p r e s t a d o c o n e x p l i c a c i o n e s ? . . ^ 3 3 2 
2 6 9 Q u i d d e l a d e c l a r a c i ó n h e c h a po r la p a r t e d e no a c o r d a r l e ? 

H * y n e g a c i ó n d e p r e s t a r e l j n r á m e n t o e n e s t e caso? 3 3 2 

• N ú m . 8 . E f e c t o d e l a a c e p t a c i ó n ó d e l a n e g a c i ó n . 

I . Principio. 

2 7 0 E l j u r a m e n t o pre3 tad > ó n a g a d o h a c a f e p l e n a . L a p r u e b a 
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<>Ti ^n . tr f t M a n of«,8<1®it 'áa-. . 334 
Q u ' d s i a q u e l a q m - n s e d e f i e r e e l j o r a n i « n » o . m u , r e d e s -
p u é s i d • b n l ^ r l » . r e p t a d o , p e r o a f t r , s d - h * b e . l o p r e s t a d o ? 
Q u i d *i m u e r e s iu h a b e r a c e p t a d o n i n e g a d o ? 3 3 * 

II. Fuerza probante del juramento. 
- 7 2 E l j n . á i n f n t o -o lo l .ace f e c u a n d o f u é p r e s t .,1o t a l c o a ' f u é 
1 ¿ ¿ « 8 1 í u é pT 'B tado e n p a n e y n e g . ¡ 0 e u o t r ? .. 3 3 « 

Z / 3 ü i ¿ ! e s 1h t u e r z a p r »hante q u e r e s u l t a d e ! j o f i m e o t o ? Q u i d 
•>7a 2 l f t . ° ° n ' e " c , o h P ° r J » q u é se p r e s t a e l j u r a m e n t o ea vici s á? 3 3 7 
2 7 4 P u e d e p r o b a r e la M ^ d n d d e l j o r a r m - n t . ? . . . 3 3 7 
2 / 5 Qu i . i s i e l p e r j u r o e s t á fofe g t r d o c r i m i n - i l o i e n t ^ ? L a p k r -

t e l e s i o n a d a £ n e d e p r e - e n t a h e p i r t e c i v i l ? . . . 3 3 9 

I i r . Eiteuslón de la fuerza probante. 

1 7 6 L a t r a n s a c c i ó n r e s u l t a n d o d e l j u r a m e n t o n o p o e d e s r e x -
t e n d i d a á o t r o o h j e t o 339 

V 7 ^ l a s a p l i c a c i o n e a p r e v i s t a * p o r ef árV. 1 * 3 6 5 . . . . . . . " * . ' 3 4 1 
2 / 8 D e lóa casos n o p r e v i s t o s po r e l a r t . 1 , 3 6 5 ' ' ' ' 3 4 3 

§ I I I . Del juramentó deferido dé o f i c i ó . 

2 7 9 D í t Í 8 Í 5 a - 344 

Artículo I. Del juramento supleatorio. 
Núm. 1. Nocionés generales. 

2 g 0 Q u é e s e l j i i r á m e n t o s u p l e t o r i o » E s d e c i s o r i o * . . . : . 3 4 4 
» 8 1 C r í t i c a d e l j u r a m e n t o Buj- leatorio '<or 
2 8 2 P r i n c i p i o d , i n t e r p r e t a c i ó n _ - - " V - - - • ^ TI 1 1 1 1 I I J l " T A 6 

Núm. 1. De las condiciones requeridas para que el juez 
pueda deferir el juramento. 

2 8 3 C u á l e s s o n l a s c o n d c i ó b r t b a j o las q u e e l j u e z p u e d e d e f e 
r i r el j u r a m e n t o ? 3 4 ( J 

2 8 1 D e b « e l j u e z ¿ o & p r ó b s t l a e i i é f c o t í a d é éét&s ' ebbd i r i é i f eé 
en s u s e n t e n c i a f . . <117 

2 8 5 C u á n d o se p u e d e V W i r q u e l a d e m a n d a ' ó Í ¿ Vxeé¿é¿'é né 
e s t á n c o m p l e t a m e n t e d e s p r o v i s t a s d e p r u e b s ? S e n e c e s i t a 
u n p r i n c i p i o d e p r u e b a por e s c r i t o ? 345 

S ? ' ? ? u ^ " » á o M a d e l p r i n c i p i o ü . . ' . 3 5 1 - 3 5 5 
4 9 1 D e b e n a p i r e a r s e a l j u r a m e n t o s u p l e a t o r i o l o s p i i n c i p í o s q u e 

r i g e n e l j u r a m e n t o d e c i s o r i o ? P u e d e d e f e r i r s e e n c a e a t i o -
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ñas J e d e r c C o? Ace ca d a h a c h o s q n o n o son pe r sona le s , 

ó q u e n o son decisivos? I * • V qV~ 
2 9 2 A q u i é n p n e J e ser d e f e r i d o el j u r a m e n t o a o p l e a t o n o í ¿ o . 

Núm. 2. Eíecto de la delación. 
2 9 3 L a p a r t e ¿ l a q u e se d - f i e r e el j u r a m e n t o p u e d e nega r se? 

C u á l s e r á el e fec to d e e s t a negac ión? » » » 
2 9 4 P u e d e re fe r i r lo á la p a r t e adve i sa? • • • 
2 9 5 Q u i d si m u e r e a n t e s d e h a b e r p r e s t a d o el j m a m e n t o o h a - ^ 

herse negad«-? • ' 
2 9 6 E s t á l i gado el j u e z por la de l ac ión de l j u r a m e n t o ? . . . . . . . o o » 
i .97 H a v l u g a r á ape l ac ión c o n t r a la s e n t e n c i a q u e d t c i d e la 

• con tes t ac ión p o r p res t ac ión d e j u r a m e n t o ? . 
2 9 8 Q n i d si l a s e n t e n c i a ha p a s a d o á a u t o r i d a d de cosa j . z g a -

d a ? S e puede t o d a v í a , en e s t e caso , p r o b a r la i >l6ed«d de l 
j u r a m e n t o ? Q a i d en caso d e adqu ie sc^nc i a? oo 

Artículo 2. Del juramento en "plaids." 
Núm. 1. Noción general. 

2 9 9 C u a n d o hay l u g a r á d e f e r i r el j u r a m e n t o en " p l a i d s / . . . . 361 

3 0 0 Q u i d si e x i s t e n p r u e b a s en el proceso? á -
301 E * necesa r io q n e l a ob l igac ión e s t é p r o b a d a y q u e s ea i m -

posible c o m p r o b a r el va lo r d e la c o s a d e o t r a m a n e r a q u e 
po r el j u r a m e n t o . C u á n d o hay r e sponsab i l idad? i u e d e o 
d e b e el j u e z ocnr r i r á la p r u e b a de f a m a p u b l i c a ? ™ 

3 0 2 C ó m o d e t e r m i n a r á el j u e z la s u m a h a s t a l a q n e el d e m a n -
d a n t e t e n d r á c réd i to p ^ r su j u r a m e n t o ? . . . . . . . . . . • 

3 0 3 A qu ién pnede d e f e r i r s e el j u r a m e n t o ? P u e d e e l j u e z d é t e -
rirl > á l o s h e r e d e r o s de l d e m a n d a n t e ? 

Núm. 3. Efecto de la delación. # 

3 0 4 E s t a es u n a m e d i d a d e i n s t r u c c i ó n . C o n s e c u e n c i a s q u e r e - ^ 
s a l t a n 

' T ITULO V . 

DE LOS COMPROMISOS QUE SE FORMAN SIN CONVENCION. 

(Título IV del Código Civil). 

3 0 5 Q u é se e n t i e n d e por la p a l a b r a compromiso? 
3 0 6 C u á l e s c o m p r o m i s o s r e s o l t a n d e l a l e j ? . • • • / • • ' V * ; f i " ' + 

•¿01 C u á l e s n a c e n d e u n h e c h o pe rsona l? C r í t i c a d e la c las i f ica- ^ 
ción 
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C A P I T U L O L 

tyE LOS CUASICONTRATOS. 

305 
Q u é es n n c u a s i c o n t r a t o ? Los c a a s i f e t r a t o s se r i g e n por 
lo s m i s m o s p r inc ip ios q u o los con t ra to*? 3 7 1 

3 0 9 Hay cna¡dcontrhto en la g e s t i ó n d e negoci ' s y la r epe t i c ión 
p o r lo iudevido? 3 7 2 

SECCION /.—De la gestión de negocios. 
§ I. Definición y caracteres. 

Núm. 1. Gestión de negocios y mandato. 
3 1 0 A n a l o g í a e n t r e la g e s t i ó n d e negoc ios y el m a n d a t o 3 7 3 
3 1 1 L a g e s t i ó n d e n e g o c i o s s é f o r m a s i n c o n c u r s o d e consen t i -

m i e n t o . 11 a y g e s t i ó n d e n e g o c i o s ó m a n d a t o t á c i t o c u a n d o 
el p r o p i e t a r i o oonooe la ges t ión? 374 

312 E l a m o y el g e r e n t e d e b e n ser c a p a c e s p a r a c o n t r a e r ? 377 
• 3 1 3 C ó m o se p r u e b a la ge s t i ón d e negooios? 3 7 9 

314 D e q u é o a l p a r e s p o n d e n el g e r e n t e y e l m a o d a t a r o? 380 
3 1 5 L a so l i da r idad e s t a b l e c i d a p o r el a r t . 2,002 p a r a <-1 m a n d a -

t o se a p l i c a á la g e s t i ó n d e negooio i? 3 8 0 
316 E l g e r e n t e d e b e o b r a r ú t i l m e n t e p a r a q u e h a y a g e s t i ó n d e 

n e g o o i o s .. 380 
,317 E l arfc. 2,001 e s a p l i c a b l e al g e r e n t e ? . . . . 381 
3 1 8 C u á l e s son l a s o b l i g a c i o n e s d e l m a n d a t a r i o y del g e r e n t e á 

la m u e r t e f t e j m a n d a n t e ó del amo? i 3 8 1 
3 1 9 D e l Baso en q u e el m a n d a t o se h a c e un.» g e s t i ó n «le negoc ios , 

y de l caso e u q n e la ge s t i ón se t r a n s f o r m a en m a n d a t o 3 8 1 
Núm. 2. Condiciones requeridas para que haya 

gestión de negocios. 
320 E n q u é casos el g e r e n t e g i r a voluntariamente los n e g o c i o s 

á g e n o s ? 3 8 3 
321 E s m e n e s t e r g e s t i o n a r e l n e g o c i o a g e n o 3 8 4 
3 2 2 Q n i d si so g e s t i o n a á l a v e z en i n t e r é * p r o p i o y <*n el d e nn 

t e r c e r o ? 385 
3 2 3 L a ge s t i ón d o n e g o c i o s i m p l i c a u n a g e s t i ó n h e r b a s in espi-

r i t o d.- l i b e r a l i d a d 386 
3 2 4 Q u i d ai se g e s t i o n a el n e g o c i o d e u n t e r c e r o c r e y e n d o g e s -

t i o n a r el p r o p i o 3 3 8 
3 2 5 Q u i d si g e s t i o n o e l n e g o c i o d e P e d r o c r e y e n d o g e s t i o n a r ei 

d e P a b l o ? .> 3 8 9 

§ 2. Obligaciones del gerente. 

326 L a s o b ' i g a o i e n e s d e l g e r e n t e son l a s d e l m a n d a t a r i o . ' . 3 8 9 
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827 D e b e c o n t i n u a r l a g e s t i ó n c o m p r e n d i e n d o t o d a s s u s d e p e n -
d e n c i a s 3 9 « 

3 2 8 E l g e r e n t e d e b e d a r c u e n t a s y 3 9 i 

§ I I I . Obligaciones del amo. 
329 E s t á o b l i g a d o c o m o u n m a n d a n t e c u a n d o e l n e g o c i o e s t á 

b i e n a d i u i i i i é t r a d o . Q u é m o m e n t o d e b e d é c o n s i d e r a r » ) p a _ 
r a d e c i d i r si la g e s t i ó n e s ú t i l ? 3 9 3 

330 £ 1 a m o e s t á o b l i g a d o á p a g a r e l i n t e r é s d«* los a n t i c i p o s he-
e b o s p o r e l g e i e u t e ? 3 9 3 

3 3 1 D t b e un s a l a r i o a l g e r e n t e ? 394 
332 C n á l eR el e f e c t o d e los c o m p r o m i s o s c o n t r a í d o s p o r e l g e -

r e n t e c o n r e l a c i ó n a l a m o y p a r a c o n loa t e r c e r o * ? . . : 394 

§ IV. De la acción de inrem verso. 
3 3 3 C n a n d o l a g e s t i ó n 

n o e s 6 t i l e n sn p r i i i o i p i o , el g e r e n t e t ie-
ne . n o o b s t a n t e , l a a r c i ó n d e in rem verso . ? . . 3 9 « 

3 3 4 As í m i s m o c u a n d o f a l t a u u a c o n d i c i ó n r e q u e r i d a p a r a l a 
g e s t i ó n d e n e g o c i o s '. 3 9 6 

3 3 5 A q u e l q u e s e i n m i s c u a e n los n e g o c i o s d e u n a p e r s o n a p o r 
i n t e r é s p e r s o n a l t i e n e a c c i ó n d e ii1 rem versot Q u i d s i p r o c u -
r ó u n p r o v e c h o á n n t e r c e r o s i u i n m i s c u i r s e en BUS n e g o _ 
c iopf ; 397 

3 3 6 - 3 3 8 Q u i d d e a q u e l q u e g i r a e l n e g o c i o d e u n a p e r s o n a á 
l e s a r s n y o ? . . . . . . . 1 . . . . . . . . . . . 3 9 8 - 4 0 0 

3 3 9 H a y g e s t i ó n d e a e g o t i o s ó e c t i n de in rem terso c u a n d o 
Un b u r g o m a e s t r e h a c e g a ^ o s e n p r o v e c h o d e u n m u n i c i p i o 
en c i r c u n s t a n c i a s u r g e n u a , a i a l l e n a r las f o r m a l i d a d e s le-
g a l e s ? 4 0 1 

3 4 0 C u á l e s s o n 1 s e f e c t c s d e l a acción de in rem verso? 4 0 3 

SECCION II.—De la repetición de lo indebido. 
3 4 1 C u á l e s el f u n d a m e n t o d e l c u a s i c o n t r a t o d e l a r e p e t i c i ó n 

d e l o i n d e b i d o ? 4 0 3 
3 4 2 C u á l e s s o n las c o n d i c i o n e s r e q u e r i d a s p a r a q u e h a y a l u g a r 

á r epe t i c ión? ' I . V . 1 . . . . . 4 0 4 

§ 1 . ° ¿Cuándo hay pago indebido? 
3 4 3 H a y p a g o i n d e b i d o en t r e s c a s o s ; 4 0 4 

Núm. 1. .Guando no hay deuda. 
/ . 

3 4 4 H a y p a g o i n d e b i d o c u a n d o n u n c a e x i s t i ó la d e n d s , ó q u e 
f a l t a u n a c o n d i c i ó n r e q u e r i d a p a r a l a e x i s t e n c i a d e la c o n -
v e n c i ó n . V 4 0 4 
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Págt . 
3 4 5 A s í m i n n o c u a n d o s e p a g a u n a d e n d a a n u l a b l e ó r e m i s i b l e 4 0 5 
3 4 6 Q u i d si l a o b l i g a c i ó n e s r e s o l u b l e ó r e v o c a b l e ? 4 0 6 
3 4 7 Q u i d d e l a s d e u d a s c o n d i c i o n a l e s , á p l a z o ó a l t e r n a t i v a s ? . 4 0 6 
3 4 8 A q u e l q u e p a g a m á s d e lo q o e d e b í a h a c e p a g o i n d e b i d o . . 4 0 7 

A s í m i s m o a q u e ! q u e p a g a u n a d e u d a e x t i n g u i d a . Q u i d d e 
a q u e l q u e p a g a o r a d e u d a c o a n d o p o d í a o p o n e r l a p r e s -
c r i p c i ó n á l a c o s a j u z g a d * ? 4 0 7 

Núm. 2. Cuando la deuda es debida por otra persona. 
3 5 0 A q u e ! q o e n o s i e n d o d e u d o r p a g a , p u e d e r e p r t i r , e x c e p t o 

la e x c e j c i ó u p r e v i s t a p o r e l s e g u n d o inc i so de l a r t . 1 , 3 7 ? . 4 n 8 

Núm. 3. Cuando la deuda es debida á otra persona. 

3 5 1 H a y p a g o i n d e b i d o e n e s t e cas« ? 4 0 9 

§ IT. Del electo del pago indebido. 

Núm. 1. Principio. 
3 5 2 H a y l u g a r á r e p e t i c i ó n b n j o l a c o n d i c i ó n q u e el p a g o h a si-

d o h e c h o poi e r r o r . E n m e n e * t » r q u e h a y a e r r o r en e l ca60 
de l a r t . 1 ,376? ; 4 0 9 

3 5 3 C u á l a» r á el e f t e t o d e l p a g o h e c h o po r a q u e l q u e p a g a lo 
q u e s a b e q u e DO d e b e ? H a y l o g a r á r e p e t i c i ó n ó á r e i v i n d i -
c a c i ó n ? 411 

3 5 4 H a y l u g a r á r e p e t i c i ó n p o r e r r o r d e d e r e c h o ? 4 1 4 
3 5 5 P a r a q n e h a y a Inga r á r e p e t i c i ó n , ea p r e c i s o q u e a q u e l q u e 

r e c i b e el p a g o i n d e b i d o e s t é c a p a z , 4 1 5 

Núm. 2. Aplicación. Artículo 1,377. 
I . La regla. 

3 5 6 C o n d i c i o n e s r e q u e r i d a s p a r a q u e h&va l u g e r á l a r e p e t i c i ó n 
en e l c a s o d e l a r t . 1 . 3 7 7 ; 4 ) 5 

3 5 7 E l t e r c e r o q n e p a g a po r c u e n t a d e l d e u d o r n o p u e d e p r o m o -
v e r en r e p e t i c i ó n c o n t r a e l a c r e e d o r c u a n d o au r e c u r s o c i n -
t r a e l d e u d o r e s ine f i caz T . . . . 4 1 6 

3 5 8 L o m i s m o s u c e d e s i el t e r c e r o q n e p a g a e s t á au l r o g a d o 
po r c o n v e n c i ó n ó p o r la l e y , y q n e l a h i p o t e c a c a e p e r la 
ev lcc ión q u e s u f r e e l d e u d o r 4 1 6 

3 5 9 N o h a y l o g a r á la r e p e t i c i ó n c u a n d o u n a d q u i r e n t e p a g a 
au p r e c i o á loa a c r e e d o r e s d e l e g a d o s é c o l o c a d o s y q n e d e s -
p u é s se v e o b l i g a d o á p a g a r á n n a c r e e d o r q u e p r i m b b a á 
los á q u i e n e s b s b í a p a g a d o 4 1 7 

p. d e D. TOMO x x _ 9 9 . 
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P á g t 

Sucederá lo abismo ei el adjudicatario por expropiación 
obligado paga ea precio á IOB acreedores colocados, y ai des-
pués la adjudicación está resuelta á consecuencia del ejer-
cicio de la acción resolutoria de un vendedor no pagado'.. 419 

361 Quid si el delegado paga al delegatario, creyéndose por 
error, deudor del delegante? 420 

I I . La excepción. 
362 En qné consiste la excepción y cuál es sn motivo? 420 
363 Se puede extender al caso en que el acreedjr ha dejado 

prescribir el erédito ó renunciado á las garantías qne-ase-
gnraban el pago? -. 421 

364 Caál es el recurso que da la ley coutra el deudor? Aqnel 
que paga indebidamente está subrogado al acreedor? 422 

§ III . De la acción en repetición. 

365 Quién ( puede promover? Si el pago fué hecho á quien no 
era acreedor, pnede promover el verdadero acreedor?.... 423 

366 El demandante en repetición debe probar que ha pagado. 
Cómo se da esta prueba? 425 

367 Debe probar en segundo lagar que^pagó lo que no debía, 
cómo dará esta prueba? 425 

368 Debe probar que-pagó por error 427 
369 Hay casos en los qne, por excepción, el demandante no de-

be probar la inexistencia de la deuda y del error : 429 

Núm. 2. Obligaciones de aquel que recibió la 

cosa indebidamente. 

I . Principio. 

370 Caál es el principio de la obligación de reatitucióo y caál 
sa extensión? : 430 

371 Si aquel que recibió fué de mala fe, las obligaciones resul-
tando de su dolo pasan á los herederos de buena fe?.. . , . . . 431 

I I . Aplicación. 

1. Pago indebido de una cantidad de dinero ó de 

cosa fungible. 

372 Aqnel qae es de buena fe debe restituir los réditos? 431 
373 Quid si los réditos están pagados indebidamente á aquel 

que los recibe de buena fe?-... 432 

374 Aquel qae recibió con mala fe cosas fangibles debe r e s t i t u i r ^ 
los réditos del valor de estas cosas á partir del pago?. . . . 433 

2. Pago indebido de cosas determinadas. 

375 Aquel qne <e ibió la cosa de buena fe, debe restituir los 
frntos? 

376 Está obligado por los deterioré y" ia'pérdida 'Ocasionada 
J^.™1^,"« c " l d a d 8? Quid u recibió de mala fe? 434 

3. 7 Quid 81 la cosa está vendida? Cuáles son las obligaciones 
de aquel que recibió de buena fe y de aquel qne reció de 
mala fe? . . . . . . - 43« 

378 Aquel qae pagó indebidamente,' paedé reivindicar la cosa 
contra nn tercer adqnirente? qnid si se tiata de nna co*a 
mueble? ^ 

379 Cómo !se conciba elderebhode reivindicación coa el V.líen-
lo 1 , 3 8 0 ? . . . . . , 4 4 Q 

Núm. 3. Obligaciones del demandante en repetición. 
380 Crítica de la redacción del art. 1,381 441 
381 Los gastos necesarios deben ser restituidos á c.mfq'uier'po' 

sesor, lotegralmente 
382 Los gastos útiles deben también ser reembolsaos " p e r o ' h a s ' . 

ta concurrencia del valor de la mejore 442 
383 Loa gastos de lujo no deben ser reembolsados.V. . . . * . . ' 443 

CAPITULO II . 
DE LOS DELITOS Y DE LOS CUASIDELITOS. 

SECCION I.—Nociones generales. 
384 Qné se entiende por delito y qué por cnasidelito? Ba«U 

qne haya nn hecho perjudicial paia qne el autor del hecho 
esré obligado á reparar el daño? g 444 

385 Diferencia entre el de'ito civil y el delito criminal". " 44-, 
E' delito civil y el delito criminal se rigen por principio« 
diferentes ;

 1 

387 I a responsabilidad del hecho ageno es nn cuasidelito."."!. 44« 
SECCION 11.—Condiciones requeridas para que haya 

0 delito ó cuasidelito. 
§ I. LTn hecho perjudicial. 

38S Se necesita nn hecho? B >sU con nn hecho de omisión?... 418 
3S0 La reticencia de la calidad de hijo adulterino en el mo-

mento en que se cas*, es un delit< ?. . 449 
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3 9 0 E l h e c h o d e n o cercar el fe r rocar r i l con n n a cerca e s u n 
cuas ide l i t o en la c i r c u n s t a n c i a e n q u e e s t a ^ e r c a p u e d e 8ola 
e v i t a r a c c i d e n t e s 4 5 0 

891 E l h e c h o d e b e ser p e r j u d i c i a l . S in d a ñ » no b*y d e l i t o . Apl i -
cación del p r inc ip io á los abogado* y á los no t a r io s 4 5 1 

3 9 2 Ap l i cac ión de l pr incipio á la u s u r p a c i ó n d e n o m b r e ó d e 
u n e m a r c a d e f á b r i c a 4 5 2 

3 9 3 (Consecuencia q u e r e s u l t a de l p r inc ip io 4 5 3 
3 9 4 R e c i b e el p r inc ip io ap l icac ión por e l r e t a rdo q u e l a a d m i -

n i s t r a c i ó n de u n f e r r o c a r r i l p o n e en el t r a n s p o r t e ó e n t r e -
g a d e u n a mercanc í a? 4 5 4 

3 9 5 E l d a ñ o m o r a l da l o g a r á u n a reparac ión p e c u n i a r i a . . . . 4 5 4 
3 9 6 Apl icac ión de l p r inc ip io á l a c o n t e s t a c i ó n d e e s t a d o y á la 

oposición al m a t r i m o n i o 4 5 5 
3 9 7 D e l a p r o m e s a d e m a t r i m o n i o y d e la s e d u c c i ó n 4 5 5 
3 9 8 , E l i n t e r é s m o r a l de la f a m i l i a d a al p a d r e u n a acc ión por 

d a ñ o s y pe r ju i c io s ^ . 4 5 6 
399 D e loé de l i t o s d e p rensa . R e p a r a c i n pecun ia r i a 4 5 6 
40U F a l s a acusac ión . Aque l q u e e s a b s n e l t o puede p r e s e n t a r l e 

p a r t e c ivi l en las p r o m o c i o n e s d i r i g i d a s c o n t r a el v e r d a d e -
ro c u l p a b l e ? 4 5 7 

§ I I . Un hecho ilícito. 
4 0 1 E l h e c h o p e r j u d i c i a l d e b e ser i l í c i t o . U n h e c h o i l í c i to n o 

d a l o g a r á d a ñ o s y p e r j u i c i o s 4 5 8 

Núm. h ¿Cuándo es el hecho ilícito? 
4 0 2 C a d a violación d e la ley e s un h e c h o i l íc i to - . . 4 5 8 
4 0 3 D e la r e s i s t enc i a d e l c i e n á l a ley d e 9 d e D i c i e m b r e d e 

1 8 6 4 ' . 4 5 9 
4 0 4 L a lesión de u u d e r e c h o es u n h e c h o i l íc i to . C u á n d o h a y 

les ión d e u n derecho? 4 6 2 
4 0 5 H a y les ión d e nn d e r e c h o c u a n d o s e i m p i d e e l r e c o n o c i -

m i e n t o d e n n h i j o n a t u r a l " . * * " . 
4 0 6 H a y le«ión d e un d e r e c h o c u a n d o se i m p i d e t e s t a r á u n a 

p e i s o n a ó c u a n d o s e d e s t r u y e su t e s t a m e n t o . Q u i d d e loa 
p a r i e n t e s q u e r e t i e n e n u n a suces ión oon p e r j u i c i o d e o t r o s 
pa r ien te« m á s p róx imos? i . . . . . • 4 6 4 

4 0 7 L a lesión de d e r e c h o d e p rop iedad ea un de l i t o ó u n c u a s i -
de l i t o 4 6 4 

Núm. 2. ¿ H a y delito ó cuasidelito cuando el autor del 
hecho perjudicial usó de un derecho P 

408 Cuál es el sentido íel adagio según el que aquel que usa de 

p áff». 

su d e r e c h o n o p e r j u d i c a á nadie? 4 6 5 
4 0 9 Ap l i cao ión d e l p r inc ip io á los daños causados por u n par t i -

c u l a r e n el e je rc ic io d e su de recho 4 6 6 
4 1 0 A q u e l q u e a b u s a d e su d e r e c h o con i n t enc ión d e p e r j u d i c a r 

es r e s p o n s a b l e del d a ñ o c a u s ó l o ? 4 6 7 
4 1 1 A q u e l q u e causa un d a ñ o en d e f e n s a p rop i a d e b e r e p a r a r l o 9 4*i8 
3 1 2 E l l i t i g a n t e t e m e r a r i o d e b e d a ñ o s y ^erjoicio- '? 4 6 9 
4 1 3 L a j u r i s p r u d e n c i a b e l g a y f r a n c e s a a c e r c a d- e s t a c u e s t i ó n . 4 7 3 
414 L»w v í a s «jeciUÜvas se r i g e n p o r el a r t . 1,382? 475 
4 1 5 A p l i c a o i ó n de l p r i n c i p i o a l e j e ro io io d e u n d e r e c h o d e pn»_ 

p i e d a d 476 
416 H a y les ión d e un d e r e o b o c u a n d o el p r o p i e t a r i o s u f r e u u 

daffio p o r o c a s i ó n d e n u e v a s c o n s t r u c c i o n e s , p u r o á c o n s e -
c u e n c i a d e las c o n s t r u c c i o n e s v i c io sa s h e c h a s po r él? 4 7 8 

417 L í m i t e s q u e d e b e n d a r a e al d e r e c h o d e p i o p i e d a d por l a s 
o b l i g a c i o n e s d e v e c i n d a d í . 478 

Núm. 3. El principio del a r t . 1,382 ¿se aplica 
al Estado? 

I. De! Poder Legislativo. 
4 1 8 E l E s t a d o , c o m o P o d e r L e g i s l a t i v o es r e s p o n s a b l e ? 479 

I I . Del Poder Ejecutivo. 
1. Principio. 

4 1 9 C u á n d o ea r e s p o n s a b l e el E a t a d o c o m o P o d e r E j ecu t i vo? . . . . 480 
4tíü S e o b j e t a q n e el E s t a d o n o p n e d e c o m e t e r h e o b o i l í c i to . 

R e a p u e a t a 482 
421 E s r e s p o n s a b l e el E s t a d o a u n q u e o b r e c o m o p o d e r po l í t i co? 4 8 2 
422 Ea r e s p o n s a b l e el E s t a d o por los h e c h o s p e r j u d i c i a l e s d e 

s u s a g e n t e s 4 8 3 
4 2 3 S e o b j e t a la l eg i s l ac ión d e s e r v i d u m b r e s l ega les . R e s p u e s t a . 484 
424 Las s e r v i d u m b r e s m i l i t a r e s , d a u l u g a r á r e p a r a o i ó n ? 4 8 6 
4 2 5 L a ley d e 8 d e J u l i o de 1794 o o n s a g r a e l p r i n c i p i o d e la res -

p o n s a b i l i d a d d e l E s t a d o c o n s i d e r a d o e o m o p o d e r pol í t ico . . . 487 
426 De la d i s t i u c i ó n q u e se h a c e e n t r e el E s t a d o , p o d e r p o l í t i _ 

co,- y el E s t a d o p r o p i e t a r i o ó p e r s o n a c iv i l 489 
427 E l d i s e n t i m i e n t o es t e ó r i c o m á s b i en q u e p r á c t i c o . t . . . . 190 

2. Jurisprudencia. 
428 D e loa casos en los q u e se a d m i t e q u e e l E s t a d o es r o s p s n -

s a b l e c o m o p r o p i e t a r i o . Discus ión d e l a s s e n t e n c i a s 491 
429 D e los C.ÍSOS e n loa q u e e l E s t a d o n o e s r e s p o n s a b l e . E s por-

q u e e l E s t a d o o b r a c o m o p o d e r po l í t i co , ó p o r q u e n o h a y 
d e r e c h o p e r j u d i c a d o ? v 493 
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430 E l E s t a d o n o es r e s p o n s a b l e o o m o p o d e r p o l í t i c o c n a n d o 
o b r a en v i r t u d d e s u p o d e r r e g l a m e n t a r i o : 4 9 5 

4 3 1 E l E s t a d o e s r e s p o n s a b l e c n a n d o l e s iona uu d e r e c h o a u n -
q u e o b r o c o m o p o d e r púb l i co? 4 9 6 

431 bis G r í t i c a d e u n a s e n t e n c i a d o la C o r t e d e B r u s e l a s . , 496 

3. Aplicación del principio á los trabajos públicos. 
432 E s r e s p o n s a b l e el E s t a d o c u a n d o l e s iona n ñ d e r e c h o e jecu-

t a n d o t r a b a j o s púb l i cos? 4 9 8 
4 3 3 - 4 3 8 J n r i s p r u d e u c i a . D i s e n s i ó n d e l a s s e n t e n c i a s . . . — 4 9 9 - 5 0 6 

4. Aplicación del principio á los municipios. 
4 3 9 - 4 4 0 - 4 4 2 La j u r i s p r u d e n c i a d e c l a r a á los m u n i c i p i o s r e spon-

s a b l e s a n u q u e o b r e n c o m o p o d e r p ú b l i c o . D i s c u s i ó n d e l a s 
s e n t e u o i a s 5 0 7 - 5 1 0 - 5 1 1 

5 . D e l o s c o n c e s i o n a r i o s d e t r a b a j o s p ú b l i c o s . 

4 4 3 S e r i g e n p o r los p r i n c i p i o s q n e se a p l i c a n a l E s t a d o ? 5 1 2 

D I . Del Poder Judicial. 
444 E n q u é casos son r e s p o n s a b l e s los t r i b u n a l e s 5 1 3 

§ III . Un hecho imputable. 
Núra. 1. Cuando el hecho cesa de ser imputable por 

razón de falta de libertad. 
445 Q u é e s la í m p n t a b i l i d a d ? L a s p e r s o n a s i n c a p a c e s p a r a con-

t r a e r , son c a p a c e s p a r a o b l i g a r s e p o r u n d e l i t o ó u n c u a s i - • 
de l i t o? 516 

446 J u r i s p r u d e n c i a . S e n t e n c i a i n c r e í b l e d e la C o r t e d e M o n t p e -
Hier 51 í 

Núm. 2. ¿Cesa la imputabilidad cuando el hecho es 
cometido por orden de la autoridad? 

447v N o h a y Í m p n t a b i l i d a d c u a n d o la o r d e n h a s i d o d a d a p o r la 
autoridad competente ' 51* 

448 Q u i d si la o r d e n e» i lega l? 520 
449 E l m a n d a t a r i o e s r e s p o n s a b l e de l h e c h o q u e h a c o m e t i d o 

p o r o r d e n de l m a n d a n t e ? : 521 

Núm. 3. De la fuerza mayor. 

1. Princi pió general. 

450 L a f u e r z a m a y o r h a o e c e s a r la impn tab i l i d&d . . . 2 

* 

Pígfc 
451 A p l i c a c i ó n de l p r i n c i p i o ñ.>o 
Í ^ D a f i o e a n s a d o p o r a n a i n u n d a c i ó n 

f n a 5 n Z ° i ? B 8 p 0 n S i ' b Í I ^ a d d d l a » ¿ ™ ™ t r a ¿ i ó n ' le correos." 524 
454 I n c e n d i o d e u n nav io . R e e p o n s a b i l i d id d e l c a p i t ó n . C u a n -

d o el caso f o r t u i t o se h a c e i m p u t a b l e 525 
I I . Hechos de guerra. 

4 5 5 toISSZX'iV a c o n t e c i m i e n t o d e f u e r z a m a y o r q u e n o 
p e r t o n e c e a f e n e m i g o ̂  0 1 0 1 0 8 — el h e c h o ^ d i o i a l 

4 5 6 fcVl^ ™ 
457 Jurisprudencia 
| e q n l l T r l " , Í H ' Í , , Í O e ®pl*o* ¿ "'os "hechos de r e v o l u V i ó ú ! ! 5 3 0 
4 5 9 D e b e n c o n f i e r a , s e « o hechoB de g u e r r a las m - d . d a s t o -

m a d a s po r la a u t o n d a d m i i t a r , en m e d i o d e la l ucha ann-
q ue p o r si n o c o n s t i t u y a n un h e c h o d . I o c h a ' 531 

4 6 0 N o sucede asi con las m e d i d a s p r e p a r a t o r i a s de p rudenc i a 
y d e d e f e n s a o r d e n a d a s po r l a a u t o r i d a d m i l i t a r ; q u e d a n b a j o el i m p e l i ó de l d e r e c h o c o m ú n ' 4

 5 3 4 
B 1 »mpne®tode lassngre;rehenes matados después de uní 
voUciOu. Responsabilidad de los votantes. 537 

I V . Culpa aquiliana. 
Núm. l . Principio. 

4 t t l ' r ^ ' 1 ? J s ? t a p . a r a W f t ru4SÍdel»«o 5 3 * 
tt,ta 1 1 } 3 8 3 8« ap l icac ión *n l a , obl iga-

c iones conveuciOHalesf.. * R 4 0 
4 6 4 E l j u e z d e l h e c h o t iene pode'r di 's irec ' iónal ,ara aprec'a'r ia 

c u l p a , p e r o d e b e c o m p r o b a r q u e 1, h a y ba jo p e r a de casa-

4 6 5 Apl ica ion de l "p r inc ip io e V t a b í . c i d o ' p o r los a n r . ' i " ¿ 2 'y ' M ° 
1 , 3 J 3 

-Núm. 2. Diversos casos en los que hay culpa. 
I. Imprudencia. » 

466 La menor imprudencia bssta. Muerto ocasionada p0r he 
char una paca de lana 1

 K á , 
4S7 Imprndeneia en caso de caza . . 5 ! : 
4 6 8 A c c i d e n t e s c a n s a d o s po r g i n e t e s ó* coches q ü e i ^ h a n "¿n 

r a p i l e z 

4 6 9 L a p é r d i d a d e valorea c o n t e n i d o s en u n a c¡r ta, ' c u l n d o ' é ' s t a 
n o f n e ce r t i f i c ada e* u n cuas ide l i to? 5 4 6 
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470 A falta de imprudencia no hay cuasidelito 54. 

I I . Negligencia. 
471 El propietario que no conserva sus derechos ea responsable 

del periuici" que su negligencia causa a un tercero? 54b 
472 R^pousa. ioíad de J Aductores de los coches-correo y 

473 p a r t o s de'trkbajJs ¿übl!c.'s. 552 
474 Besposabi id d d e l o s j e f , s i-dustna '¿¿¡.555 
4 7 5 - 4 7 6 Ap»< aciones de . p r i n u p i o . \ ' . \ n 477 La resjon- b. idai d. los p -t„ouea es mas severa cuando ^ 

478 ^ o t ^ tó7 
r e c o m e n d a c i o n e s con t r a r i a« a la 

470 Ao l i cao ión de l p r i n c i p i o . J u r i s p r u d e n c i a . . . . . v ¿ . . . . . . . . . . . . . . 
í E*P 3 £ » r i » para que baya r e s p o n s a b i l i d a d ^ que 

(lió l a s no . i d a « m e s e t a s s u p i e r a q u e e r a n er róneas? o w 
481 La Mutua Confidentia 

I I I . Impericia. 
482 L a i m p e r i c i a es tá a s i m i l a d a á la i m p r u d e n c i a j á l a neg l i - ^ 

483 Apiieaoión á los" oficíales pú blicoé "que "ignoran el derecho ^ 

484 Apl'CT^^^el°príñcip^ó á loá'uotariós" cuando la cuestión ^ 
U»-l dereoho es controvertida 

Núm. 3. ¿Cuándo deja la culpa de 
ser un cuasidelito? 

485 Aquel q n e s u f r e u n d a ñ o p o r c u l p a s u y a e s t á como si n o 
f u . s e l i i q n j u l o . C u á l e s el s e n t i d o d e es te -

486 S e ap l i ca c u a n d o n i n g u n a c u l p a p u e d e ser reprochadla A 
q u i e n po r su het .ho h a c a u s a d o u n d a ñ o 

4 q 7 „ 1 ( l o A pesa r d e la c u l p a d e la p a r t e p e r j u d i c a d a h a y 
u n a c u l p a A p a r t e de l a u t o r de l h e c h o , é s t e e s t á o b l i g a d o ^ 

K S ó n que lo , j e fes de i n d u s t r i a d e b e n á sus o b r e - ^ 

t >p sobretodo cuando son niños •* V^",'IVtV 
489 C n á m l o h a y c u l p a po r p a r t e d e la pe r sona p e g a d , c a d a ? J o - ^ 

490 Cuándo^í^'pérwñá herida' por un "coche tiene la c n i p á ? 5 7 0 
Cuando hay culpa por parte de la persona perjudicada, los 
Pañis y perjuicio^ á los que tiene derecho deben ser mode- ^ 
isdos? 

IUDICE DB LAo MATERIAS. 793 

Pága. 
492 SI h a y c u l p a s r e c í p r o c a s , f p u e d e el j u e z n e g a r los d a ñ o s y 

pe r ju i c ios al d e m a n d a n t e C r í t i c a d e l a j n r i s p r n d e n c i a . . . . . . 5 7 i 

SECCION III.—Aplicaciones. 
I I . Propiedad, comercio, industria. 

493* De los l í m i t e s d e la p rop iedad , del comerc io y d e la i n d u a . 
, , e > r c i o i ü d « u u d e r e c h o se h a c e uu cuaside-

lito? Tra i i s l ado r > ? 3 

Í ^ R ® ! a C f ' m P 6 t e D C , a • . Const'it u y e u n " c u a s í d e l i t o ? " . ! . . " . " 5 7 3 
4 9 5 D e la usurpación dé n o m b r e en ma te r i a de comerc io y de 

i n d u s t r i a J
 g - 4 

4 9 6 D e la usu rpac ión dé la'a m a r c a s d e f á b r i c a . ' . ' . ' . ' 5 f 5 
497 D e l a u su rpac ión de m u e s t r a s ] 5 7 6 

4 J 8 Cua lqu i e r a imitación d e e s t ab lec imien to ex is ten te , cuando 
cons t i t uye un hecho de usu rpac ión es u n de l i to ó un cuasi-
d e l i t o 

4 9 9 L o m í n n o pa -a con ja u su rpac ión de las d is t inciones ' ¿ o ñ -
ced idas á ocasión de u n a exposición indus t r i a l 578 

• W C u a l q u i e r a bu r l a de una i ndus t r i a rival es u u hecho p e r i u -
dicial en el s en t ido de l a r t . 1,382, a u n q u e no hubiera i n -
tenc ión d e d a ñ s r f > 7 Q 

§ I I . Responsabilidad de Jos funcionarios y oficiales 
ministeriales. 

6 0 1 Loa funcionar ios s n responsables . E l a r t . 7 5 de la C o n s -
t j t u m ó n del a ñ o V I H f u é a b r o g s d o en F ranc i a y Bélgicn. . 5 8 0 

O U j i \ A r esponsab i l idad de los func ionar ioa ea»á r eg ida w>r el 
¡fc; d e r e c h o c rmr tn en c u a n t o á l a extensión de 1» cu lpa J u -

r i sp rudenc ia ' 

6 0 3 Responsab i l i dad d e los c o n s e r v a d o r a d e ' h Y p t e c a s ' y d e "los ' 
oncialea del e s t a d o civil , asi como de los depos i t a r ios de 
los regis t ros 

5 0 4 Responsab i l idad de loa secre ta r ios. . . . ' . ' . ' ¿ s i 
5 0 6 Reaponsabi l idad d e loa abogados. É s la reapó^sábi i idad de'l 

m a n d a t o ó l a de los a r t s . 1 ,382 y 1,383? 5 5 5 
5 0 6 Q u i d de l m a n d a t o e x t r a j u d i c a l dado al a b o g a l o ? . ' . ! " " 5 8 8 
5 0 / L a respcns-b i l idad de loa m ta r ios s e f u n d a en una o b l i e a -

a ó n convencional ó en un c u a s i d e l i t o ? . . . " 591 

KOQ r w f - C 4 í e J a j ^ r , Í 8 p T I ^ C Í a d e U * c c t U * d e B é Í g ¿ a ' . i : . . ' 5 9 3 
5 0 9 Cr í t ica d e la C o r t e de Casación d e F ranc i a . 6 n 6 

5 1 0 * s r e spons^b ' e el n o t a r i o en v i r tud del derecho c o m ú n i ' f u * 
r a de loa «EOS p r ev i sb a por la ley d e 2 5 ventoso, a ñ o X I ? 5 9 9 P. d e D TOMO XX 100 



Págt-

511 E s r e sponsab le c u a n d o n o i l u s t r a ¿ l a s p a r t e s c o n t r a t a n t e s 
r e s p e c t o de l a c t a q u e p a s a n y d e sua consecuencias? E a r e s -
p o n s a b l e c o m o consejero? • ®00 

5 1 2 R e s p o n s a b i l i d a d del n o t a r i o como m a n d a t a r i o . 6 0 3 
5 1 3 R e s p o n s a b i l i d a d del Botario como g e r e n t e d e negocios . . - . 6 0 4 
5 1 4 C u é l es el g r a d o d e c o l p a por la q u e e s t á n ob l igados los no-

t a r i o s como m a n d a t a r i o s ó como a g e n t e s d e n e g o c i a s ? . . . . . 607 
5 1 5 L a responsab i l idad d e loa f u n c i o n a r i o s y of ic ia les min i s t e r i a -

les e s t á s o m e t i d a a l d e r e c h o c o m ú n en c u a n t o a l perjuicio. 609 

§ I I I . Las profesiones liberales. 

5 1 6 L a r e s p o n s a b i l i d a d es g e n e r a l . S e ap l i ca á lo s m é d i c o s . 
C a á l e s el l í m i t e d e su r e sponsab i l idad? C u á l su c a r á c t e r ? 6 1 0 

5 1 7 S o n r e sponsab le s los médicoa po r los cer t i f icado« q u e e x p i -
d e n ? 6 1 2 

6 1 8 S o n r e s p o n s a b l e s c u a n d o hacen n n a e x p e r i e n c i a en un en-
f e r m o ? ° *¡ 

6 1 9 Son responsab les loa a b o g a d o ? por an opin ion? o í * 
5 2 0 - 5 2 1 Löb m i n i s t r o s d e los cu l to s s o n r e s p o n s a b l e s por 8 U S _ 

p red icac iones? 6 1 4 - 6 l a 

SECCION IV.—Consecuencia de los delitos y de los 
cuasidelitos. 

§ 1. ° Daños y perjuicios. 
Núm. 1. Principio. 

5 2 2 E l b e c h o pe r jud ic i a l da l u g a r á u n a acción por d a ñ o s y per - ^ 

5 2 3 t o s T r t s V i ,"l 46 , *í, 150* Y , i 5 i " j M ^ . « o son a p l i c a b l e s á 
l o s daf ios y p e r j u i c i o s p r o n u n c i a d o s en v i r t u d d e los a r t í -
cu los 1 ,382 y 1 , 3 8 3 • 6 1 b 

5 2 4 P u e d e n o r d e n a r los t r i b u n a l e s la s n j res ión de l e s t a b l e c i -
m i e n t o q n e c a u s a e l d a ñ o , ó p resc r ib i r t r a b a j o s ó m e d i d a s 
q u e ev i t en e l d a ñ o 

Núm. 2. Extensión de los daños y perjuicios. 
5 2 5 E l j u e z d e b e t o m a r e n c u e n t a el d a ñ o m o r a l . E n q u é línai-

tea? 6 2 1 
5 2 6 P u e d e p r o n u n c i a r n n a r e p a r a c i ó n por n n d a ñ o f u t u r o ? 6 2 2 
5 2 7 P a e d e concede r u n a n u e v a i n d emn i zac i ó n en caso d e a g r a -

vac ión d e d a ñ o s ? 
5 2 8 E n q u é caao la f a m i l i a t i e n e d e r e c h o a u n a r e p a r a c i ó n , ade -

m á s d e la conced ida á l a v í c t i m a d e l a c c i d e n t e ? 

r 
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S P ^ S E g g * 
§ I I . De la acción por daños y perjuicios. 

[Núm. 1. Qién tiene acción. 
S M Aplicación de] princi-

535 ÍTJ^r4106 631 

5 3 6 A n t e , n é j o r M i e c i ó , d e l e p r e K V ú r é V í a ' a c c i í , ' , ! . ' . : i .'." . V ; 6 3 3 

N ú m . 2 . C o n t r a q u i é n s e i n t e n t a l a a c c i ó n . 
5 " ^ l ' t ' ¡ y . " t f t

W U ' " l ' d ' T t r " c l « * » ' fel h e c h o p e r j u d i -

S g 5 » z 
m la jnnspmdencia para inducir l a w l E d a í 637 

Núm. 3. ¿En qué plazo debe intentarse la acción* 
544 La acción de los arta 1,382 y 1,383 se prescribe en treinta 
545 Puédela a ¿ o \ ' ¿ ¿ Z Z Z W9 

Núm. 4. De la prueba 

¡ S S C M ! * g 
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549 L a s c o n d e n a c i o n e s p o r d e l i t o s y c u a s i d e l i t o s s o n e j e c u t o - ^ 
r i a s p o r u s o d e a r r e s t o ? 

CAPITULO ra. 

DE LA RESPONSABILIDAD. 

SECCION I.—De la responsabilidad del hecho ageno. 

Artículo 1. De las personas responsables. 

§ 1 . Nociones generales. 
550 L a r e s p o n s a b i l i d a d d e l h e c h o a g e n o e s t á f u n d a d a e n u n a ^ 

p r e s u n c i ó n d e c u l p a . . . - • • • " " 6 4 6 
5 5 1 R e g l a d e i n t e r p r e t a c i ó n q u e r e s u l t o d e ' 
5 5 2 C a l l e s s o n l a s c o n d i c i o n e s r e q u e r i d a s p a r a q u e h a y a r e s ^ 

p o n s a b i l i d a d ? 

§ I I . De los padres. 

Núm. 1. ¿Quién es responsable? 
5 5 3 C u á l e s e l f u n d a m e n t o d e la r e s p o n s a b i l i d a d i m p u e s t a á l o s ^ 

5 5 4 Q u l é T e s ^ r t i p o n s a b l e ? C o n s e c u e i i o í » y p r i n o i p i o 6 4 8 

5 5 5 E s r e s p o n s a b l e e l t n t o r ? . . . . . . . . . . s - ^ q 
556 S o n r e s p o n s a b l e s l o s « o s y t i as? . . . • 

Núm. 2. Condiciones de la responsabilidad. 

L Menor edad del niño. 
557 E s n e c e s a r i o q u e e l d a ñ o s e a c a n s a d o p o r u n n i ñ o m e n o r . 

P o r q u é ? Q u i d si l o s n i ñ o s s o n m u y j ó v e n e s ? 
5 5 8 Q u i d si «l m e n o r e s t á e m a n c i p a d o ? 0 5 3 

559 Q u i d s i e l h i j o m a y o r e s t á loco? 

I I . E l hi jo debe vivir.con sus padres. _ 
560 G a á l e s e l s e n t i d o d é e s t a s p a l a b r a s d e l a r t . 1 ,384: * i v U n d o

 g & 4 

con 

Núm. 3. ¿A qué hechos se aplica la 
responsabilidad? 

561 S e a p l i c a á c u a l q u i e r h e c h o p e r j u d i c i a l 

Núm. 4. ¿Cuándo cesa la responsabilidad? 
562 L a r e s p o n s a b i l i d a d d e l p a d r e o e s a c u a n d o e l h i j o p a s a b a j o 

P<g* 
l a v i g i l a n c i a d e o t i a a u t o r i d a d . Q u i d s i h a y u n a c o l p a q u e 
r e p r o c h a r a l p a d r e ? . . . . . . . ~ . . , . \ 6 5 5 

5 6 3 Q n i d s i el h i j o e n t r a a l s e r v i o i o m i l i t a r ? 657 
5 6 4 L a r e s p o n s a b i l i d a d d e l p a d r e o e s a o n a n d o h a «-atado e n l a 

i m p o s i b i l i d a d d e i m p e d i r el h e c h o p e i j r . d i o i a l . C n á n d o ex is -
t e e s t a i m p o s i b i l i d a d ? . . '. 6 5 7 

5 6 5 P u e d e e l p a d r e e x c u s a r s e a l e g a n d o q u e h a l l e n a d o BU d e -
b e r d o e d u e a c i ó n ? 6 6 0 

§ I I I . De los profesores y artesanos. 
5 6 6 F u n d a m e n t o d e l a r e s p o n s a b i l i d a d d e loe p r o f e s o r e s y d e los 

a r t e s a n o s . D i f e r e n c i a e n t r e s u l e s p o n s a b i l i d a d y l a d e los 
p a d r e s 6 6 0 

5 6 7 ¿ S o l o e x i s t e la r e s p o n s a b i l i d a d d e los p r o f e s o r e s c u a n d o e s -
t á n e n c a r g a d o s d e la e d u c a c i ó n d e los h l joB d e n n a m a n e r a 
m á s ó m e n o s p e r m a n e n t e ? 6 6 1 

5 6 8 L o s d i r e c t o r e s d e h o s p i c i o s d e locos s o n r e s p o n s a b l e s en 
• i r t n d de l a r t . 1,384? 6 6 2 

5 6 9 C n á n d o c e s a la r e s p o n s a b i l i d a d d e los p r o f e s o r e s y a r t e s a -
nos? 6 6 2 

§ IV . De los amos y comitentes. 
Articulo 1. Principio. 

Núm. 1. ¿Quién es responsable y de qué? 
5 7 0 C u á l e s el m o t i v o d e l a r e s p o n s a b i l i d a d d e los a m o s y d e 

l o s c o m i t e n t e s ? 6 6 3 
5 7 1 Q u é s e e n t i e n d e p o r c o m i t e n t e s y d e p e n d i e n t e s ? 664 
5 7 2 E s n e c e s a r i o q u e e l c o m i t e n t e h a y a d a d o ó r d e n e s ó i n s t r n o -

c i o n e s r e l a t i v a s a l h e c h o p e r j u d i c i a l ? Q u i d s i e s o ó m p l i o e ? 6 6 6 
5 7 3 T o d o c o m i t e n t e e s r e s p o n s a b l e . Q u i d s i la p o s i c i ó n d e l o o . 

m i t e n t e es i l ega l ? 667 
5 7 4 E l c o m i t e n t e e s r e s p o n s a b l e p o r c u a l q u i e r a d e p e n d i e n t e . 

Q u i d d e los d e p e n d i e n t e s n o m b r a d o s p o r el d e p e n d i e n t e ? . . 6 6 8 
5 7 5 C n á l e s son lo s c o m i t e n t e s y loa d e p e n d i e n t e s á l o s q n e s e 

a p l i o a e l a r t . 1,384? E l g e r e n t e d e u n a s o c i e d a d e n o o m a n _ 
d i t a e a e l d e p e n d i e n t a d e l a s o o i e d a d ? 6 6 9 

5 7 6 E l m a q n i n i s t a y e l f o g o n e r o d e n n b a r c o d e v a p o r , s o n de-
p e n d i e n t e s d e l c a p i t á n ó d e l p r o p i e t a r i o d e l b a r c o ? 6 6 9 V 

577 R e s p o n s a b i l i d a d d e los e m p r e s a r i o s d e t r a n s p o r t e s . Q u i é n 
e s c o m i t e n t e y d e p e n d i e n t e ? 6 7 0 

5 7 8 S o n lo s o b r e r o s d e l u d i e n t e s d e q u i e u los e m p l e a ? D o o t r i -
n a . C r i t i c a d e la o p i n i ó n g e n e r a l 6 7 1 

579 J u r i s p r u d e n c i a . C a s o e n e l q n e a m b o s p r i u c i p i o s c o n d u c e n 
á la m i s m a c o n s e c u e n c i a 6 7 2 

5 8 0 C o n f l i c t o s d e a m b o s p r i n c i p i o s . C r í t i c a d e l a j a r i s p r a d e n _ 
o ía 674 
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581 Q a i d si el amo t r a t a á d e s t a j o con n n e m p r e s a r i o 6 7 5 

Núm. 2. Condición de la responsabilidad. 
582 B a j o q u é cond ic ión son r e s p o n s a b l e s los eomi t en t e s? 676 
583 L a r e s p o n s a b i l i d a d d e b e se r l i m i t a d a á l e j e rc ic io i n h á b i l ó 

i m p r u d e n t e d e l a ' f u n c i ó n q u e el d e p e n d i e n t e e j e r ce? 678 
584 L a j u r i s p r u d e n c i a d e s e c b a es ta i n t e r p r e t a c i ó n r e s t r i c t i v a . 6 7 9 
585 C u á n d o se p u e d e dec i r q u e el h e c h o p e r j u d i c i a l t u v o l u g a r 

f u e r a del servic io? 680 
5 8 6 Se e x t i e n d e la r e sponsab i l idad á los de l i tos c r i m i n a l e s ? . . . 6 8 2 
5 8 7 S o n r e sponsab le s los c o m i t e n t e s po r el daño que u n o de sus 

d e p e n d i e n t e s causa á o t r o en t r a b a j o común? 6 8 3 

Núm. 3. ¿Cuándo cesa la responsabilidad? 
i» • 

588 L a excepc ión del ú l t imo inciso del a r t . 1 ,384 es ap l i cab le á 
loe amoa y comi ten tes? 6 8 o 

689 Los c o m i t e n t e s cesan de ser r e sponsab l e s c u a n d o la perso-
na l e s ionada s u f r e el d a ñ o por c u l p a a o j a . Cr í t i ca de una 
l e n t e n c i a d e la Corto de O r l é a n s 6 8 7 

Articulo 2. Aplicación del principio. 

Núm. 1. ¿Es el Estado responsable? 
6 9 0 L a responsab i l idad del comi t en t e es u n a r e g l a g e n e r a l q u e 

se apl ica en t oda m a t e r i a , bien q u e las leyes especiales DO 
la menc ionan 6 8 9 

691 Se ap l ica el a r t . 1 ,384 al E s t a d o ? Cr i t i ca d e la doc t r ina de 
los a u t o r e s f ranceses 6 8 9 

592 J u r i s p r u d e n c i a f r a n c e s a . Conf l ic to e n t r e l a C o r t e de Casa-
ción y el conse jo d e E s t a d o 6 9 2 

5 9 3 J u r i s p r u d e n c i a b e l g a . Conclus ión ' 6 9 4 
694 P a r a que el E s t h d o sea responsable , es m e n e s t e r q u e el de-

p e n d i e n t e h a v a comet ido el d a ñ o en sos f u n c i o n e s 6 9 8 
695 E s t o s pr incipios se a p ü o a n á l a previ - cía y a l munic ip io . 

C r í t i c a de u n a sen tenc ia d e la Coi te d e Casación de Bé lg i -
ca : . . 699 

Núm. 2. Trabajos públicos. 
6 9 6 Q u i é n es r e s p o n s a b l e del daf io c a n s a d o por empre sa r i o s en 

e jecución d e t r a b a j o s públicos? E s reaponaable e ' E s t a d o 
á t í t u l o de comi t en t e? O í t i c a d e la j u r i s p r u d e n c i a 7 0 2 

597 E s r e sponsab le el E s t a d o cuando e x p l o t a un fe r rocar r i l? 
Var iac iones y c r í t ica d e l a j u r i s p r u d e n c i a 7 0 5 

6 9 8 - 6 0 2 Apl icac ión del pr incipio. J u r i s p r u d e n c i a 7 1 2 - 7 1 5 

P igt. 
6 0 3 - 6 0 4 Responsab i l idad del E s t a d o y d e las c o m p a ñ í a s por 
«OK E d e , ™ r d , 0 e n e ] t r a n s p o r t e de personas y cosas. Í T . 7 1 7 
6 0 5 Responsabi l idad d e l E s t a d o por razón de l a f a l t a de a g u a 

en un canal , por el hecho d e Iób ingenieros . . . 7 ¡ s 

NóuST3. Leyes especiales. 
6 0 6 Leyes d e correos y t e l ég ra fos . T r a n s l a d e 7 1 9 

Articulo 3. De los casos en los que no ha lugar á la 
responsabilidad del art. 1,384. 

Núm. 1. Del marido y de la mujer. 

« 0 7 Responde el m a r i d o por loa hechos per jud ic ia les d e BU m u -
Jer»-. ' ~2q 

6 0 8 Reaponde como comi t en t e . C o á n d o es c o m i t e n t e ? . * . " " 7 2 0 
6 0 9 E s r e sponsab le t i mar ido por razón d e la m a l a dirección 

q u e d ió á su m u j e r ? ~ 2 1 
8 1 0 Leyes eapeciales q u e d e c l a r a n r e sponsab le al marido.*. ' . ' .". ' 7 2 2 
• . I I R e s p o n d e la m u j e r por los hecboa de su mar ido cuando éB-

t e esta loco* : , 7 < > i ¿ 

Núm. 2. Del arrendador. 

6 1 2 E s el a r r e n d a d o r c o m i t e n t e del a r r e n d a t a r i o ? C n á n d o es 
r e sponsab le del d a ñ o c a u s a d o por el a r r e n d a t a r i o ? J u r i s -
p r u d e n c i a 

Núm. 3. D e la acción de effusis et dejectis. 
6 1 3 E x i s t e es ta acción t o d a v í a en d e r e c h o f rancés? 724 

§ V. Del efecto de la responsabilidad. 

Núm. 1. D e los daños y perjuicios. 

6 1 4 L a persona d e c ' a r a d a r e sponsab le debe r e p a r a r el daf io cau-
sado po r el au to r de l hecho . L a i ndemnizac ión s e repar-
t i r á e n t r e el a u t o r del hecho y aque l q u e de él responde?. . 725 

6 1 5 L a responsab i l idad del a r t . 1 ,384 n o se e x t i e n d e á las p e -
n a s Q u i d d e las mu l t a s? Son cons ideradas como repa rac ión 
civi l / r ^ g g 

6 1 6 S e ext iende la responsab i l idad á l a confiscación 7 2 9 
6 1 7 E s r e s p o n s a b l e el E s t a d o por los m u l t a s y confiscaciones? 7 2 9 
t>.8 Loa g a s t o s d e p roced imien tos c r imina les deben ser s o p o r -

t a d o s por las personas c i v i l m e n t e responsab les? 7 3 0 



• 1 9 L a s p e r s o n a s d e c l a r a d a s r e s p o n s a b l e s p o r e l a r t . 1 , 3 8 * e « - ^ 
t á n « o l i d a r i a m e n t e o b l i g a d a s ? . 1 3 1 

Núm. 2. De la acción de responsabilidad. 
6 2 0 A q u i é n p e r t e n e c e l a acc ión p o r r e s p o n s a b i l i d a d ? . . . . . . . . 7 3 2 
621 C o n t r a q u i é n p u e d e p r o m o v e r l a ^ p a r t e les ionad»? Caá r< !» 

t i e v e d o » acciones? Q u é d i fe renc ia h a y « n t r e la acc ión j x r 
r e aponsab i idad y l a acción c o n t r a el a u t o r del hecho? 
P u e d e U acción ser i n t e n t a d a d i r e c h i m i . te c o n t r a l a s p e r -
aonas r e sponsab ' ea? . y • • ' 3 

6 2 2 T i e n e un r e c u r s o la pe r sona r e s p o n s a b l e ? C o n t i a qu ien y 
b a j o q u é condiciones? 
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